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tz^s^zz^ "" i * t 

AERONAVEGACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 10, 

AGIO. 

Ver: Cámaras Paritarias de Arrendamientos Rurales, 1 ■ Precios máximo- l ■ B* 
curso extraordinario, 2m- líetroactividad, 1, 4. lj Be- 

ALEOATO. 

Ver: Recurso extrnordinnrio, 281. 
ALLANAMIENTO. 

Ve»: Costas, 4, 8, 9; Recurso extraordinario, 35, 214. 
AMNISTIA ('). 

«bl ™éÍh » " M "'™ t ""«™t«» imputado, tino que !,« de product 

fraiettn í e ¡í' fÍeÍ r- * ^ ! 4438 ' dí n " inistía ' no ™ «^sivos al delito de 
EÍ13 P " tr ú a ' ya q ^ Pl **' 29 ,,e lft Constitución Nacional representa un 
l ».» te infranqueable que el Condeso no puede desconocer o sortenrTed.Ue 
el ejercicio de su facultad de conceder amnistía* : p. 387. 

APAKOERIA. 

Ver: Recurso extrnordimirio, 171. 

APEBOIBIMIENTO. 

Ver: Medidas disciplinarias, 4, 14. 

APORTES. 

Ver: Reciprocidad juhilafuria, 1¡ Recurso extraordinario, 74, 259. 
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ARANCEL. 

Ver: Honorarios de abogados v procuradores, 1; Recurso extraordinario, 94, 98, 
179. 184, 191, 195, 240. 

ARBITRARIEDAD . 

Ver: Concitación Nacional, 72. 

RURALES. 

Ver: Cámaras Paritaria;» de Arrendamientos Rurales, 1, 2; Constitución Nacio- 
nal, 2. 14, 15, 17. 18, 39, 40, til, 62, 83; División de los poderes, 1, 2, 4, 5; 
Jurisdicción v competencia, 7, 9, 66; Provincias. 2; Recurso extraordinario, 16, 
18, 3Í), 51, 80, 119, 171, 172, 192, 201. 205, 243, 303, ;)20. 

ARRESTO. 

Ver: Estado de sitio, 6, 7, 8, 9; Superintendencia, 2. 

ASISTENCIA FAMILIAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2, 58. 

ASOCIACIONES PROFESIONALES. 

Ver; Estado de sitio, 1, 2; Recurso de amparo, 5, 8, 11, 17; Recurso extraor- 
dinario, 3. 57, 58, 78, 204, 236. 

ACTO DE NO INNOVAR 

Ver: Recurso extraordinario, 'J62, 266. 

AUTOMOVILES. 

Ver: Exhorto, 1; Jurisdicción y competencia, 38. 

B 

Ver: Repurso extraordinario, 79, 173. 

BANCO CENTRAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 28, 130. 

BANCO DE ESTADO. 

Ver: Bunio de la Provincia de Mendoza, 1. 

BANCO DE LA NACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 205. 

BANCO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA ('). 

1. Kl Tlanco de Mendoza, no obstante eontnr con el aporte de capitales priva- 
dos es una institución pública, es derir, un Butiro de Estado de In entidad poli- 
tica provincial: p. 323. 



fl) \>r t»mlift'(l ; CnnMiUlrtón Nirioaal. TB i Imputólo a lod ríuilon. í. 




CAVARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES 7J7 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL. 

Vct: Costas, 5; Jurisdicción y competencia, 51; Recurso extraordinario, 341 

BANCO INDUSTRIAL. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 23. 

BULA. 

Ver: Patronato Nacional, 1, 2, 3, 4. 
CADUCIDAD. 

Ver: Pereneión de instancia, 1; Recurso extraordinario, 124, 288. 

CAMARA DE ALQUILERES. 

Ver: Recurso extraordinario, 23. 

CAMARA NACIONAL V r . APELACIONES DEL TRABAJO. 

Ver: Instituto Nacional de Previsión Social, 3; Recurso extraordinario, 44, 166, 
310. 

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL. 

Ver: Recurso extraordinario, 333. 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES <'). 

1. El fallo suscripto por do» de los jueces que integran la Sala de la Cámara 
apelada, por razón de licencia del tercero, de lo que da cuenta la sentencia, cum- 
ple lo establecido por el nrt. 10!) de Reglamento para la Justicia Nacional : 
p. 59, 

2. La resolución de la causa por el voto concordante de dos jueces de la Sala 
respectiva de una Cámara Nacional de Apelaciones, sí median los extremos del 
nrt. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional, lo que ocurre en el caso de 
excusación de uno de sus integrantes, se ajusta a lo dispuesto en la ley orgánica 
vigente: p. 249. 

3. ljii constancia de la causal de desintegración puede ser posterior a la senten- 
cia de la causa. Tal circunstancia no invalida el pronunciamiento : p. 249. 

4. La jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada, en materia civil, 
está limitada por la extensión de los recursos concedidos para ante ellos y que 
determina la competencia devuelta, así como el ámbito de lo resuelto, con carác- 
ter firme, en primera instancia: p. 519. 

CAMARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES < s ). 

1. Las normas de las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cuanto se refieren a la 
actuación de las Cámaras Paritarias de Arrendamientos Murales, no constituyen 

i I) Ver también: Constitución Nacional, 43; Dcfenmr de pobre*, Incapaces y ausentes, 1; 
.Tuere*. 4: Juriwlireion y roinpetenrla, 13; SfedliltK etisciplinarjaii, l, 2, 3, 5, 6. T, 8. it, 14; 
Recorto ü> reconsideración, 1; Recurso eXtraurdinftrio, B, 100. 101. IOS, 106, 21*}. 048; 
Suiicrlntcnitunrift. a, 3, 4. 

(2) Ver también: Constituí ion Nacional. 2. 14. 15. IT, 1M. .1». 4(1. SI, 62, S.1; Piviaion 
ilc lo» jKKlere*. I. S. 4. fi; Jttrimlk'rlon y civm peten cid, 7. fl, II. 86; Provine- i un. 2; Recurso 
(MIMurtlrnsrfe 13 ! SO. 36. 3U, 11», 193. 301, 205. 302, 303. 32U. 
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legislación especial temporaria y de emergencia, tomo las dictadas en uso de la 
potestad contenida en el art. 67, inc. 16, de U Constitución Nacional, para repri- 
mir ei agio o, por nplicacióu del art. 67, ine. 17, para conrtdcr attntistfas gene- 
rales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Boggero 
y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

2, Las cámaras paritarias de arrendamientos rurales son órganos administrati- 
vos qu* ejercen atribuciones .le tipo jurisdiccional: p. 616. 



Ver: Impuesto a los benel icios extraordinarios, 2. 

CARGA PUBLICA 

Ver; Honorarios de peritos 2. 

CARTA DE POBREZA. 

Ver: Hecurso extraordinario, 2*4. 

CASO FORTUITO. 

Ver: Daños y perjuicios, í. 

CESANTIA. 

Ver: Uccurso de amparo, 18; Recurso extraordinario, Sí), 248; Superintenden- 
cia, 4, 7. 

CINEMATOGRAFO (»). 

1. Rl sistema de la ley 14.226 no importó reglamentar ni encauzar la industria 
o el comercio cinematográfico como tal, sino ipie se sirvió de las salas destinadas 
a esta actividad, "debido a la carencia de suficientes salas de teatro", para dar 
cahida a una especie de espectáculo público, distinto pero no incompatible con 
aquél, mediante la imposición a los empresarios cinematográficos de la car^n 
consistente en incluir en sus programas los llamados "números vivo»", con la 
obligación: 1") de proveer a las obras e instalaciones para que pudieran aquéllas 
realizarse; 2*) de contratar ejecutantes, respecto de quienes sólo aludió la ley, 
de manera expresa, a la condición atinente a nacionalidad e implícitamente, a su 
aptitud para desarrollar un espectáculo artístico: p. 121. 



1. T*a circunstancia de mediar, entre tos antecedentes del peticionante, condenas 
o sanciones distintas de las enumeradas en el art. 10, inc. d), del decreto regla- 
mentario de la ley 346, puesto en vigencia por el nrt. 2* del decreto 14.199/56, 
permite a los tribunales la valoración de las circunstancias del caso n fin de 
resolver la existencia o inexistencia de conducta '•¡rreprorliahlc" eu los términos 
del inc. b) de ilieba norma; ello, con amplitud en la admisibilidad de Ih prueba 
y, correlativamente, autorizado y prudente rigor en el juzgamiento: p. 444. 



CANSIO. 

Ver: Expropiación, 4. 



CAPITAL. 




Y NATURALIZACION (-). 



(1) Vw Umbiín: Con it Hartón NíHonml, 3. S, 6, 43, «S, «4. «5. 66: Kccnrao cxlrtordi- 
narlo. 29B, RraltmrftUctAii, 1. 

(2) V.r tftmbirn: Recorto extraordinario. 143. 



CONCEJO DELIBERANTE 77J( 

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR 

Ver: Jurisdicción y competencia, 62. 

CODIOOB COMUNES. 

Ver: Constitución Nacional, 80; Prescripción, I. 

t 

COEFICIENTE DE DISPONIBILIDAD. 

Ver; Expropiación, 8, 

COLONIZACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 51; Recurso extraordinario, ÜÜü. 
COMISION. 

Ver: Reciprocidad jubilatoria, %* Recurso estraordinario, 93. 

COMISION INVESTIGADORA. 

Ver: Superintendencia, 6. 

COMPRAVENTA. 

Ver: Expropiación, 18; Jurisdicción y competencia, 15; Prescripción, 2; Re- 
<-urso extraordinario, 174, 266, 276, 341. 

COMPUTO DE SERVICIOS. 

Ver: Reciprocidad jubilatoria, 1; Recurso extraordinario. 93; Retiro militar. 
CONCESION. 

Ver: Recurso extraordinario, 73, 169. 

CONCURSO DE DELITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 27. 

CONDOMINIO. 

Ver: Reenrso extraordinario, 157. 

CONFEDERACION GENERAL DEL TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 188. 

CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional, 63, 72. 

CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Amnistía, 2; Constitución Nacional. 4, 5, 60, 78, 79; Lev, 4; Recurso de 
amparo, ff; Recurso extraordinario, 9, 204. 

■ 

Ver: Gobierno defacto, 1. 



;g0 CONSTITUCION NACIONAL 

CONSEJO NACIONAL DE RELACIONES PROFESIONALES. 

Ver: Reparen extraordinario, 275. 

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS. 

Ver: Jurisdicción V com pe t encía, 18; Profesiones liberales, J, 6; Recurso extra- 
ordinario, 251, 252, 253, 323. 

COK4EJOS PROFESIONALES. 

Ver: Profesiones liberales, 3, 4, 5, 7. 

CONSENTIMIENTO. 

Y iT' Amnistía, 1; Constitución Nacional, lí). 46; Demandas contra ln Nación, 2; 
Apropiación, 12, ltt; Inventario, 1; Nulidad £2 H & lí * 
Heíureo de nulidad, 2, 3; líecurso extraordinario, 23, 29, 131. 241, 266, -69. 

CONSIGNACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 173. 

CONSTITUCION NACIONAL ('). 

ISDIC1 Sl'VARIO 



Abogado: 3fi. 
Acierto «ie ln ley: W. 
Agravación de la pena: 33, ;!4. 
Alcance ile las facúltame du los gobier- 
nos defacto: "H. 
Arhitrnricdnd: 72. 

Arrendamientos rural» : 2, 14 p ló, li, 18, 
;t!>. 40, «1, 62, 83. 

Banco de la Provincia de Meado**: T6. 
Bienestar general; 2. 

Calificación dé lo* hcctitm: 27, 
17. muras nacionales de apelaciones: 4-, 
62. 

CAmania paritarias de arrendamientos 
rurales: 2, 14, 15, 17, 1*, 3». 40, 61, 83. 

Cinematógrafo: :t. 5. «, 4-'», 63, 64, 6b. 

Códigos comunes: «0. 

Concurso real ile delito», 2", 

Confiscar ióu: 63, 72, 

Congreso Nnriaiial: 60, 7«, 7(1. 

Consentimiento; 19, 47. 

Cmitcstnrióii n la demanda : 30, 00. 

Control judicial de resoluciones ndniinis- 
iriitirn* de carácter jurisdiccional: 7. 

i nrtr Suprema : 4, x. ."i!. 

Cofa inzuida: 37, 44, SO, 

C.,*tas: «7, 71, 

Dcfi-us:i de ln potestad impositiva de hi 
¡Hitnridiuh 4>. 



Defensa e« juicio: 8, 14, 23, 61. 62, 6% 

7.1, 77. 
Defraudación: 82. 
Delitos: 27. 

Dcmniirias contra la Nación: 37. 
Derecho ile propiedad: 8, 4(i, fifi, 67, 1Í> P 

70, 71, 75. 
Derecho de trabajar: 12. 
Derechos adquiridos: 46. 
Derechos humanos: 1. 
Derechos r garantías: 5, 6:1, 64. 
Desalojo: 14, 35, 39, 57/81. 
Desocupar ion: 66. 

Dictamen del Tribunal de Tasaciones: -0_ 
Diferenciación razonable; 53. 
División de los poderes: 8, 14, IB, 62. 
Doble instancia: 31, 38, 39. 

Economía procesnl: 37. 

Kdicto policial: 22. 

Efecto liberatorio del pago: 46. 

Ejecución de sentencia: 83. 

Emergencia: 10. 

Estado de sitio: 9. 

Kstnfa: 27. 

Excepciones : fio. 

Exenciones impositivas: 4S>. 

Expansión de las fuerzas materiales: 1. 

Expresión de ngravioa: 32, 

Expropiación: «7, 6*, 69, 70, 71, 72, 75, 77. 
Paltas y contravenciones: 22. 



Jiirin- 
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Fiillo pleuarío: 34. 
Firma de letrado obligatoria: 'M. 
Fiscal de Cámara: 32. 
Forma de gobierno: 1. ¿ . . _ iw 
Fraude en perjuicio de una administración 

<*iblien: 27. 
Fi dóll social de la propiedad: 4;>. 

íiobieroo defacto do 1955: 78, 7». 

Urnvanicn: 10. 

Habilitación de la instancia ; 37. 
Hermana del jubilado fallecido: 74. 
Homicidio culposo: 28. 
Homicidio simple: 29. 
Hostilidad contra determinada» clases o 
personas: 57, 58. 

Igualdad: 57, 67, 68, 70, 71, 75, 77. 

Imposición de una actividad comercial de- 
terminada: 12. 

Impuesto: 48, 63, 

Impuesto a loi rédito»: 76. 

I uniría procesal: 30. 

Indemnización: 75. 

Inhabilitación especial: 33, 34. 

Inmuebles: 70. t , 

Instituto Nacional de Previsión Social ¡ 
29, 73. 

Interés público: 1S. 

Interpretación de la ley: 40. 

Jubilación de empleado» nacionales : 52, 

Jubilación del personal del comercio, acti- 
vidades afine» y civiles: 52. 

Jubilación por invalides: 23. 

Jubilación y pensión; 20, 52, 56, <3. 

Jueces naturales: 62. 

Juicio criminal: 16, 32, 33, 34. 

Jurisdicción de lo» tribunales de alenda: 
47, 

Jurisdicción y competencia: 33, 44, 47. 
Jurisprudencia contradictoria: 43. 

Lesione* por imprudencia: 33. 
Leyes comunea: 2, 62. 
Leve» do emergencia: 58. 
Leves procesales: 30. 
Leyes provinciales: 30, 46, 60. 
Libertad civil: 12. 
Libertad de comercio: 3, 12, 05, 66. 
Libertad de contratar: 12, 65. 
Locación de coiaa: 10, 35, 57, 58, 59, 81. 

Mejoramiento conómico de la comuni- 
dad: 1. 
Ministerio público: 33, 34. 
Multa»: 25, 28, 33. 

Nación: 2. 
Negligencia: 23. 

Números vivos: 3, 5, 6, 46. 03, H4, $5, «0. 

Obligación de contratar con determinada 

persona: 12. 
Orden público : 44, 46. 



Organismo» administrativos con funeloncs 
judiciales: 13. 

Pago: 40. 

Pago previo de la multa: 25, 26. 
Pena: 33, 34. 
Pensión: 74. 
Pericia médica: 23, 29. 
Poder de policía : 2. 4, (í, 63, U4, 66. 
Poder Ejecutivo: 40. 

Poder Judicial: 13, 14, 18, 19, 40, 61, 62. 
Poder Legislativo: 18, 51, 53, 78, 79, 80. 
Policía de vinos: 41. 
Política legislativa: 56. 
Precios máximos: 46. 
Prescripción: 60. 

Presidente de la Nación; 8, 19, 40, 61. 
Presunción de constitucioanlidnd de las 

leye»: 3. 
Previsión social: 56. 

Primacía de la verdad jurídica objetiva: 
24. 

Privación de justicia: 17. 
Privilegio» personales o de grupo 54. 
Procedimiento: 60. 

Procedimiento administrativo: 21, £9. 
Progreso: L 
Prosperidad general: 1. 
Provincias: 2, 40, 49, 60. 
Prueba: 3, 16, 25, 27, 28, 29, 30, 32, 35, 

41, 57, 63, 65, 70. 
Puesteros de mercado: 10, 

Rnzonnbilidnd de los medios escogidos por 

el legislador: 5, 6, 72. 
Raionnbilidad de los medios previstos por 

el legislador: 3, 4, 63. 
Rebeldía: 30. 

Reclamación administrativa: 37. 
Recurso acusatorio: 33, 34. 
Recurso de apelación: 25, 26, 44, 47, 73. 
Recurso de inaplicabilidad de ley: 43, 73. 
Recurso eztraordinario: 30, 62, 83. 
Reforma constitucional de 1949: 46. 
Reglamentación: 1, 3, 60. 
Renuncia: 11, 19. 
Reserva de defensas: 11. 
Resolución administrativa: 13, 41. 
Resoluciones administrativas de carácter 
jurisdiccional: 7, 14, 15, 17, 18, 19, 39, 
61. 

Restricciones irrazonables: 66. 
Rct reactividad; 46. 
Reuniones públicas: 22. 
Revisión judicial de resoluciones adminis- 
trativa» de tipo jurisdiccional: 13, 

Secreto del sumario: 22. 
Sentencia arbitraría: 
Servicios públicos lóenles: 49. 
Supremacía de la Constitución y leyes 
nncionales; 15, 70. 

Tasas: 49, 63. 
Transacción: 19. 

Tribunal de Tasaciones: 6H, 69, 77. 




7B2 



CONSTITDt'ION NACIONAL 



Tribuual pleno: 43. 
Tribunales atlmuiistraliros: 7, 14, 15, 
40, 61. 

Tribunales del trabajo: "9. 



t?va: 46. 



Valor real: 70. 

Vigencia <le la ley: 80. 
Vinw: 24, 2B, 41. 



Principio* Oenerales. 

1. Es t a Isa y debe ser desechada la iden de que la prosperidad general, busca- 
da o través de los medio* del art. 67, ine. 16, de la Constitución Nacional, consti- 
tuye tm lin cuy» realización autoriza n afectar los derechos humanos o ln inte- 
uriilml riel sistema institucional v ¡¡jen te. 

Kl desarrollo y el progreso no son incompatibles con la cabal observancia de lo» 
nrts. 1 y 28 de la ('institución Nacional, sino que, pnr el contrario, deben inte- 
grarse con éstos, de rumio tal, ípie la expansión de las fuerzas matrriales y el 
correlativo mejoramiento económico de ta comunidad sean posibles sin desmedro 
de lus libertades y con plena sujeción n Ins formas de gobierno dispuestas pio- 
la Ley Fundamental. I'oniue, para esas normas y esa conciencia, tan censurables 
miii lo- regímenes político-* que niegan el bienestar a los hombres, como los que 
pretenden edificarlo sobre el desprecio o el quebranto de las instituciones: p. 646. 

2. Kl art. ti™, ine. 16. de la Constitución Nacional ha de interpretarse cuidando 
que sus efectos sean compatibles con los demás derechos constitucionales, sean 
de Ib Nación o de las Provincias, o bien se trate de derechos individuales. Cui- 
dando esos límites, el Congreso hn podido dotar al país de leyes que fomentaron 
sil prntrrrso de tundo categórico. 

Pero el ámbito de legislación que pnede sustentarse en este inciso líi no puede 
con I iludirse cun la legislación emiiún del inciso 11, com s la contemplada en las 
leyes 13.240, 13.897 y 14.451 (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis 
María Boffi Bolero y Don Pedro Abersstury ) : p. 646. 

Control de conititucionalidad. 
Facultadas del Poder Judicial. 

3. El principio de ln presunción de !'• fonstitucionnlidad de las leyes supone, 
naturalmente, la de su razona bilulud, a lo menos cuando juegan elementos de 
hecho. 

En consecuencia, correspondiendo al impugnante evidenciar de modo concreto 
v categórico la irrazonabilidad de la ley 14.226 en su relación con Ins modal ida ^ 
s del caso, deber procesal que no cumplió, corresponde declarar que el art. 1* 
«le aquélla, en cuya virtud si' dispuso incluir "espectáculos artísticos vivos" en 
los programas de unn saín de cine, no es violntorio de los arts. 14, 17 y 28 de la 
Constitución Nacional: p. 121. 

4. La Corte Suprema no puede sustituir su criterio de convenienein o eficacia 
económica o social al del Congreso de la Nación, para pronunciarse sobre la 
validez, constitucional de las leve-, sea de las que regulan trabajos, comercios o 
industrias con fines tic policía, sea de las que establecen impuestos o tasas. El 
examen y el pronunciamiento judicial deben radicar en la conformidad que, de 
adíenlo con los Hrts. 28 y 31 ile la Constitución Nacional, deben guardar con 
clin las leyes de ln Nneión. Y ln ntribnción de declarar la ¡neonstituetonalidad 
de éstas sólo dchc ser ejercida cuando la repiiguancin con la cláusula constitu- 
cional es manifiesta y la iurnmpntibilidad inconciliable, debiendo resolverse cual- 
quier duda n favor de la constítucjonalidad, máxime si ello es posible sin 
i ¡ciencia de los textos: p. 121. 

5. El análisis del mérito o eficacia de los medios arbitrados para alcanzar los 
linc- propuesto* con la ley 14.226, la cuestión de saber si debieron elegirse los 
procedimientos de ésta u otros, son ajenos a la competencia de la Corte Suprema, 



CONSTITUCION NACIONAL yg, 

ílJSdJr^l r C nn^ PrOI, T < ' Íar3C *BP É lfl raMnabiliJ *' 3 de los media» 
elegidos por el Congreso, « decir, que sólo debe examinar si son o no pro por- 

Z",A * ^ f& legislador « propuso conseguir y en consecuencia 

tet£¡X°™m "néjente restricción a los lochos individua 

¡LtP^ní? cardinal >' f P«í fi ™ * l« H.226 reviste carácter inequívoca- 
mente publico o general. Acreditado que no transgrede los principio» rectores del 

analizar U n.zonab.Udad de lo. n.edios previsto» por el legislador, o sJcl grado 
de adecuación existente entre tas obligaciones que la lev impone v loTfií. ™S 
™ 'sanón procura, cualquiera sea el juicio sobre el mérito intrínseco o el valor 
artístico, permanente o actual, de la actividad tutelada : p. 121 

L 5„ a !?T*¿ M Pl , ' 0n ' r0t jl,<ÍÍCÍat de l8s "wl^on-a jurisdiccionales de .'.rea- 

S SWr** <lepml * de "«'"a generales u omnicomprensivns s i„o que 
I a de ser más o menos «tenso y profundo .según las mortalidades de cada situa- 

í.ri¿„ *V eK » mií ! Br .™ cada te» ttftfMtfl específico* que s ¡ngu- 

lanzan a la concreta materia litigiosa; p. 64«. 

í « c^-^v Su P" ,ma , in ™" í » decidir cuál es el alcance del art. 95 de la 
( onstitucion Cacona!, del art 18, y, en todo caso, establecer hasta qué límite 
p.£ra hacerse un* interpretación amplia del art. !>5 sin transgredir su claro y 

n ( x ,^ T Sn ' or " s Minist ™ Atores Don Luis María 
Koff. Boggero y Don Pedro Aberastury) ¡ p. 646. 

lé J"tÍ3S?^£*í im P 1, ^ nfl " ón Je inonstitucionalidad formulada contra 
Interés púa impugnar U constltuetonalKUd, 

10. Los heneliriarios de las leyes de prórroga de las locaciones urbana, con 

fcSÍS, v """í™""' 60 Wm*» P»ra impugnarlas con base eomti- 

tu< onnl v ron ...iras a aumentar sus beneficios, salvo el supuesto de arhitrarie- 
H: J9 m ai>ar * cv ™figu«*i por lfl distinción específica de un género de 
actividades con can.rterist.cas propias, co.no es el de los puesteros de mercado, 

11. La circunstancia de que el litigante acate determinados preceptos de una 
ley no importa que haya renunciado, tácitamente, aI derecho de impugnar otros 
que ella contenga y que repute contrarios a la Constitución Nacional, esptdal- 
nmnte si entre éstos y aquéllos no media interdependencia ni solidaridad inexcu- 
sable. Tanto mas si de los términos del acuerdo entre la, partes, surge claramente 
Ja reserva de todas las defensas p« rn (a sustancia. ión ulterior de la Uti*< p. 225. 

Derechos y garantías. 
Generalidades, 

12. La libertad de comercio y el derecho de propiedad integran en nuestrr orde- 
namiento el complejo de la lihertad como atributo inherente al concepto jurídico 
dr persona, y comporten la posibilidad de elegir la clase de comercio que más 
conviniese a su titular y, naturalmente, la de ejecutar los actos jurídicos nece- 
sarios para el ejercicio de ese comercio, ...anejnndo los bienes propios a voluntad, 
sin que por principio sea posible la imposición de una actividad comercial deter- 
S¿T-2iÍ ° bllsat ' ¿1 : de contratar con persona alguna, transformando la fiSe* 
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13. El ordenamiento vigente exigí', con relación a las decisiones de lúa organis- 
mos administrativos que ejercen funciones de tipo jurisdiccional, que ellas que- 
den sujeta» a control judirial suficiente; o acá, que no se confiera a los funcio- 
narios actuantes un poder absolutamente discrecional e incontrolado, sustraído 
u toda especie de revisión judicial posterior: p, 344. 

14. En una situación jurídica que supone litigios entre particulares atinentes 
a sus derechos subjetivos privados (desalojo de) arrendatario tundado en el art. 
3*, ¡lies, d) j g) de ln ley 14.451), control judicial suficiente quiere decir: a) 
reconocí miento a los litigantes del derecho a interponer recurso ante los jueces 
ordinarios; b) negación a los tribunales administrativo* de la potestad de dictar 
resoluciones finales en cuanto a los hechos y al derecho controvertidos, con excep- 
ción de los supuestos en que, existiendo opción legal, los interesados hubiesen 
elegido la vía administrativa, privándose voluntariamente de ln judicial. La mera 
facultad de deducir recurso extraordinario basado en inconstitucionalidad o arbi- 
trariedad, no satisface las exigencias que en la especie han de tenerse por impe- 
rativas, l'na interpretación contraria sería violntoria del art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional que, en supuestos como el del caso, garantiza a los habitantes del 
puts el derecho a ocurrir ante un órgano judicial en procura de justicia; y tam- 
bién del principio de ln división de los poderes, cuya adecuación a las necesidades 
do la vida contemporánea no autoriza un total desposeí miento de atribuciones 
en perjuicio del Poder Judicial: p. 640. 

15. Iji doctrina según la cual es válida la creación de órganos administrativos 
con facultades jurisdiccionales, no supone ta posibilidad de un otorgamiento 
incondicional de tales atribuciones. I ji actividad de esos órganos se encuentra 
sometida a limitaciones de jerarquía constitucional que no es lícito transgredir, 
entre las que figura, unte todo ln que obliga a que el pronunciamiento jurisdic- 
cional emanado de órganos administrativos quede sujeto n control judicial su- 
ficiente. 

Así. regímenes del carácter del creado por las leyes 1:1.246, 13.987 y 14.451 dejan 
de ser válidos cuando, confrontados enn las normas básicas del ordenamiento 
jurídico, resulta evidente que las infringen, en vez de «.catarlas o a lo sumo 
adaptarlas respetando su esencia: p. 64H. 

Defensa en Jaldo. 

Principio* íi' f ir*. 

16. Ln garantía constitucional de la defensa requiere indispensablemente — y en 
cualquier clase de juicio — que se oiga al acusado y, además, que se le dé alguna 
np'<rtuuidnd para producir la prueba de descargo de que quiera valerse: p, 419. 

17. Si las disposiciones que gobiernan el caso impiden a las partes tener acceso 
a una instancia judicial propia mente dicha, como lo hacen las leyes 13.246, 
13.H97 y 14.451, existe agravio constitucional originado en privación de jutiein. 
Pues ésta se configura toda vez que un particular, no obstante hallarse prote- 
KÍdo por la garantía del art. 18, queda sin juez a quien reclamar la tutela de su 
derecho, sea que ello ocurra porque declinen su intervención todos los jueces en 
conflicto, o en virtud de la derogación de las normas que creaban los tribunales 
i-timpetcntes para entender en la causa, o —como acontece con las leyes mencio- 
nadas— n rafe de preceptos legales que Usa y llanamente excluyen la debida 
intervención judicial: p. 646. 

18. las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cuanto no admiten revisión judicial 
de la resolución administrativa, son inconstitucionales, o se acepta que el Poder 
Legislativo —so color de proteger altos intereses públicos— puede vulnerar 
dimboa como el de defensa, y convertir en >u opuesto a las instituciones que 
jos constituyentes decretaron y establecieron para la Nación Argentina: p. 646. 

19. Kl art. 95 de la Constitución Nacional guarda una relación íntima con 
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el 18, tle modo que se tomarían inconstitucionales las normas que no otorgasen 
al menos una instancia judicial para el debate de los intereses jurídicos en 
pugna. Xo obsta a ello la circunstancia de que muchas veces queden convali- 
dadas, de hecho, las decisiones de la autoridad administrativa cuando las partea 
las aceptan sin acudir a la instancia judicial correspondiente, porque, cuan- 
do se trata de derechos reminriahles (art. 872 Código Civil}, aún las reso- 
luciones adversas pueden consentirse y los propios particulares pueden inclu- 
so abstenerse de accinniar judicialmente en virtud de haber compuesto su 
di lerendo mediante la convención liberatoria trausaccionat o simplemente por 
haber abdicailo del derecho antes referido (Voto de los Señores Ministros 
Doctores Don Luis María Boffi Boggero y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

20. El art. 18 de la Constitución Nacional impone la debida defensa para que 
nn habitante de Ja Nación pueda ser penado o privado de sus derechos, Ella 
falta cuando no se ha dado audiencia al litigante o inculpado en el proce- 
dimiento que se le sigue, impidiéndosele nsí ejercitar sus derechos en la forma 
y mn las solemnidades correspondientes: 7*24. 

Procedimiento a lemtewitt. 

21. La restricción de la defensa en el procedimiento administrativo es sub- 
sanadle en el posterior trámite judicial: p, 52. 

22. No ¡parece desconocido el derecho de defensa en juicio, cuyo agravio se 
funda en ta ilegalidad del mantenimiento del secreto del sumario durante el trá- 
mite policial del expediente pur infracción al edicto sobre reuniones públicas, 
si el procesado, en la ocasión prevista en los arts. 587 y sigtes. del Código de 
Procedimientos ra lo Criminal, conoció la imputación "de que era objeto, así 
como la prueba de cargo, y estuvo en condiciones de ser oído, alegar y pro- 
bar ante un órgano judicial; a lo que cabe agregar que, pudiendo haber ofre- 
cido medidas probatorias en la audiencia proscripta en el art. 588 del mismo 
código, no lo biso, por lo que la privación de la prueba de descargo responde 
a incuria procesal imputable al interesado, sin agravio n normas constitucio- 
nales: p. 86. 

23. La garantía constitucional de la defensa en juicio únicamente exige —en lo 
que atañe a] caso, en que se aduce la privación del control de elementos 
probatorios — que se conceda al interesado una efectiva oportunidad de pro- 
bar y alegar en defensa del derecho debatido. 

En consecuencia, si la apelante contó con esa oportunidad efectiva, pues fué 
notificada de las "constancias médicas" que impugna y estuvo en condiciones, 
así, de aportar las probanzas que estimara conducentes a la demostración de 
los hechos que alega, la privación de que hace mérito para fundar el recurso 
no ha derivado de una ilegítima restricción impuesta por la autoridad ínter- 
viniente en el procedimiento, sino de la propia negligencia de la interesada: 
j). 161. 

24. Ln necesidad de acordar primacía n la verdad jurídica objetiva reconoce 
base constitucional: p, 176. 

25. Xo puede razonablemente admitirse, en abstracto, que una norma como 
la contenida en el art. 6* del decreto-ley 4497/57 lesione el derecho de defensa 
por la sola circunstancia de (pie concede apelación ante los jueces con la 
exigencia de que, previamente, se ingrese a In tesorería fiscal el importe de la 
multa aplicada, so color de que una desproporcionada magnitud de la misma 
impediría el ejercicio del derecho de apelar. 

Otra cosa sería el agravio fundado en que tal requisito legal, por su despro- 
porcionad magnitud en relación con la concreta capacidad económica del 
apelante, tornara ilusorio el derecho que le acuerda el legislador en rozón del 
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importante desapoderamiento de bienes que podría significar el cumplimiento 
de aquél. Pero, en tal supuesto, el aserto deberá ser materia de prueba, a fin 
de que los jueces de la causa y la Corte puedan decidir sobre esa alegación: 
p. 181. 

26. No es admisible el agravio que tunda el allante en que el art 6' del de- 
creto-ley 4497/57, es violatorio del art. 18 de la Constitución Nacional, sí no ha 
.llegado ni, consecuentemente, probado, que el cumplimiento del requisito del 
previo pago de la inulta para la concesión del recurso deducido contra é*tn 
reviste desproporcionada magnitud en relación con 1* concreta capacidad eco- 
r„ómiea del recurrente: p. 181. 

27. No liay violación del derecho de defensa si la Cámara, al calificar el delito 
como estala reiterada (nrts. 172 y 55 del Código Penal ), ha limitado su pro- 
nunciamiento a los hechos que constituyeron la materia del juicio, encuadrados 
por el juez en el art. 174. inc. ñ% del mismo Código. Tanto más cuanto 
que ln propia defensa había cuestionado esta última calificación y, además, 
producido prueba tendiente a demostrar tu inexistencia de una y otra figura 
delictuosa. A lo que cube agregar que no se expresó en forma concreta, ni 
deducirse el recurso extraordinario, cuáles eran las pruebas de cuya produc- 
ción se hubiera visto privado el reo: p. 202. 

28. La .•usencia de argumentación valedera acerca del acogimiento de piezas 
procesales, cuya calificación «mío deficiente* o su admisión implícita como 
válida* conduce a diferencias fundamentales en el resultado del proceso, vicia 
el pronunciamiento definitivo, desde que se lo ofrece en tales condiciones 
desprovisto de fundamentos inobjetables. En consecuencia, corresponde revocar 
ta sentencia que, sobre la base de los mismos elementos de juicio observados 
por la defensa y descartados jior el juez, y sin fundar la admisión de esa 
prueba, reforma el fallo de primera instancia, que condena ni acusado a dos 
años ile prisión por homiriu o con exceso en la legítima defensa, imponiéndole 
la pena de once años de prisi.m como autor del delito de homicidio simple: p. '263. 

29. Si el apelante conoció las pericias médicas en que se apoya la deejsión 
del Instituto Nacional de Previsión Social recurrido, y tuvo oportunidad de 
refutarlas, trayendo n la causa los elementos de juicio que estimó aptos para 
acreditar la procedencia de su reclamo, no ha mediado en la instancia ad- 
ministrativa restricción inválida a la garantía del art. 18 de la Constitueión 
Nacional : p. 344, 

30. Si la ley procesal (la n* 3480 de ln Provincia de Santa Fe, en el caso) 
faculta al demandado n cono-star la demanda y ofrecer su prueba en ta ocasión 
que ella preceptúa, bajo sanción de considerarlo rebelde y dictarse sentencia 
con arreglo a las pretensiones del accionante, el no ejercicio de tal facultad 
en el estadio oportuno toma inadmisible «1 agravio fundado en privación 
o restricción sustancial de la defensa en juicio. En todo caso, habría existido 
incuria procesal del interesado y no desconocí miento jurisdiccional de garan- 
tías constitucionales: p. 398. 

81. La doble instancia judicial no es requisito de la defensa en juicio: p. 419. 

32. Es violatoria de la garantía constitucional de la defensa en juicio la 
sentencia que, aceptando la acriminación formulada por primera vez en la 
expresión de agravios fiscal, condena al acusado por un delito de defraudación 
i'o contemplado en la acusación de primera instancia ni en las actuaciones 
posteriores. Tal pi.i nuncio miento ha privado al reo de audiencia en tiempo 
oportuno y de ocasión para ofrecer y producir prueba : p. 419. 

33. El principio según el cual la falta de recurso acusatorio impide agravar 
la pena reconoce jerarquía constitucional; todo pronunciamiento que descono- 
ciera esc principio adolecería de invalidez en tanto y en cuanto habría sido 
dictado sin jurisdicción y, además, afectarla de manera ilegítima la situación 
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obtenida por el procesado merced a la sentencia — consentida por el Minis- 
terio Público — de Ja instancia nnteríor y lesionaría, de esc modo, la garantía 
del art. 18 de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, si el juez condenó al procesado, por lesiones culposas, a una 
multa de m$n. 500 y a dos año» de inhabilitación especial "todo en forma 
condicional", y el pronunciamiento fué consentido por el Agente Fiscal, corres- 
ponda revocar la sentencia de la Cámara «me reformó la de primera instancia 
disponiendo que debía hacerse efectiva la pena de inhabilitación ; p, 447. 

34. La circunstancia de que lo resuelto por el juez de primera insta neift no 
se ajuste al criterio que el tribunal de «Izada adoptó en fallo plena rio. res- 
pecto del cumplimiento efectivo de la pena de inhabilitación, no impide aplicar 
la doctrina según la cual la falta de recurso acusatorio impide agravar lo pena, 
habida menta de los fundamentos constitucionales que ln sustentan: p. 447. 

35. El requisito de la presentación de solicitud de préstamo, dentro del tér- 
mino establecido por el inc. e), art. lo", del decreto 2186/57, no guarda relación 
i-on bis derechos de audiencia y prueba asegurador en el art. 18 de la Cons- 
titución Nacional; ni significa tampoco un reconocimiento anticipado de las 
pretensiones del actor, pues el resultado de ln demanda queda supeditado 
tt la prueba de los presupuestos del art. 14 del misino texto legal y a las 
defensas de que pueda valerse el demandado: p. 480. 

Sfl. El art. 4") del decreto-ley 30.430/44 (ley 12.907), en cuanto exige pura 
determinados escritos la firma de letrado, no viola la garantía de la defensa 
■n juicio: p. 512. 

37. El pronunciamiento que ucuenlu fuerza de cosa juzgada al auto que 
habilita la instancia en causa contra la Nación, decretado sin intervención 
de la demandnda que resulta afectada y sin imis base que razones de conve- 
niencia y economía procesal, es impugnable con fundamento en la garantía 
de la defensa en juicio y debe ser revocado: p. Ó17. 

38. La garantía de lu defensa en juicio no requiere la multiplicidad de ins- 
tancias: p. 540. 

39. Aun cuando el art. 18 de la Constitución Nacional no requiere multipli- 
cidad fie instancias, impone una instancia judicial al menos, siempre que 
estén en juego derechos, relaciones e intereses como los debatidos en un juicio 
de desalojo del arrendatario, fundado en el art. 3% ines. d) y g) de la ley 
14.451, los que no pueden ser totalmente sustraídos al . cocimiento de los 
jueces ordinarios sin Agravio constitucional: p: 646. 

40. Aun cuando el art. 95 de la Constitución Nacional fuese interpretado con 
amplitud admitiendo la intervención de organismos administrativos en fun- 
ciones propias de los jueces, el art. 18 exige que siempre exista una instancia 
judicial donde, al revisarse lo resuelto por aquellos organismos administrativos, 
siga rigiendo sustancinhuente el cardinal principio de que la decisión final 
corresponde al Poder Judicial de la Nación o de las Provincias según el caso. 
Las leyes 13.240, 13.897 y 14.451 se apartan totalmente de esta inexcusable 
condición (Voto de los Señores Ministros Doctores Dou Luis María Boffi 
Hoggero y Don Pedro AKerastury) : p. 646. 

41. Es violatoria de la defensa en juicio la resolución administrativa que con- 
dena por infracción a los arta. 12, inc. a) y 13, ine. a), de la ley 12.372, sin 
haberse dado a la presunta infractora participación en el proceso de "contra- 
verificación"; desde que, habiéndosele conferido vista cuando ya la prueba 
estaba producida, se le ha privado de) ejercicio del derecho que expresamente 
le acuerda el art. 2* del decreto 25.716/51, habida cuenta que tal procedimiento 
no podía ser reiterado: p. 724. 
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¿ry ontrnor y jutcta naturalet. 

42. La garantía constitucional de los jueces naturales sufriría agravio si los 
negocio* de ios particulares se disidieran por quienes, por error o abuso, pre- 
tendieran ser magistrados judiciales: p. 56. 

43. La circunstancia de que ta Sata de una Cámara Nacional de Apelaciones 
haya declarado inadmisible el recurso de inaplk-abilidud de ley para ante el 
Tribunal en pleno, tratándose de decisión entunada de magistrados permanentes 
v ordinarios, no ocasiona detrimento a la garantía de los jueces naturales: p. 540. 

Derecho de propiedad. 

44. Lo atinente a ln autoridad de la cosa juzgada y a tus límites de ln juris- 
dicción de los tribunales de alzada, son cuestiones que interesan al orden pú- 
blico y que, además, revisten jerarquía constitucional : p. 109. 

45. Kn la sanción de la ley 14.226, que tuvo lugar durante la reforma constitu- 
cional de 1940, influyeron tanto el concepto de la propiedad afectando una 
"función social", atribuido a los arts, 38, 39 y 40 de esa reforma, frente al 
concepto individualista que se adjudicaba a las ya no vigentes normas de 1853, 
cuanto la tendencia a conferir a esas expresiones una significación híbrida o 
constitucionalmente excesivo. 

La nueva vigencia del texto constitucional de 1853 debe- gravitar sobre Ja 
decisión acerca de la eonstitucíonalidad del art. 1" de esa ley que, como otros 
preceptos, no tienen cómoda cabida ante los textos constitucionales en vigor, 
por atentatorios de los derecho» que éstos protegen (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luís María Boffi Boggero): p. 121. 

46. Establecido en la causa que la liquidación del porcentaje correspondiente 
al contratista actor por la cosecha de uva del período 1956/1957 se practicó, 
rtin reserva o disconformidad alguna, de acuerdo con el "precio máximo" en- 
tonces en vigencia e inmediatamente después del cierre del año agrícola operado 
el 30 de abril de 1957, la aplicación al caso del decreto-ley 430 de Mendosa 
del 31 de enero de 1958, en cuya virtud se condena a la demandada a pagar 
la diferencia resultante del nuevo precio que determina ese precepto legal, es 
violotoria del art. 17 de la Constitución Nacional. No obsta a ello que el citado 
decreto-ley sea considerado de orden público, ante el carácter prevaleciente 
de ln citada norma constitucional: p. 367. 

47. La prescindencia por el tribunal de alzada de los límites de au jurisdicción 
importa agravio a la garantía de la propiedad y no puede justificarse sobre 
ln hrtse de la naturaleza de las cuestiones debatidas: p. 510. 



48. Ln garantía de la igualdad ante la ley en materia tributaria lia sido dada 
a los particulares frente a la autoridad y no a esta última para la defensa de 
su potestad impositiva: p. 145. 

49. Dentro de los poderes que las provincias invisten se halla el de conceder 
exenciones de gravámenes —incluso de tasas — con el propósito de facilitar, 
promover o estimular la prestación de servicios públicos locales* sin que esas 
exenciones, en cuanto implican el uso de medios autorizados por la Constitución 
Nacional, puednn considerarse lesivas de la igualdad ante la ley: p, 145, 

50. Ln garantía del art. 16 de la Constitución Nacional no impide que la legis- 
lación contemple en forma distintn situaciones que considere diferentes, siempre 
que la discriminación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostili- 
dad contra determinada persona o grupo de personas o importe indebido favor 
o privilegio personal o de grupo: p. 185. 

5L La garantía del art. 16 de ta Constitución Nacional no impone una rígida 
igualdad, pues entrega a la discreción y sabiduría del Poder Legislativo una 
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amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y el™ (¡cando los ob- 
J la ■j*""**»» Siempre que 1 HS distinciones o edificaciones se basen 

™z::™i¡k y m en propói,itüÉ! ,u i,ostuidBd tomr " 

52. La distinción entre agentes que se desempeñan en la Ca ja Nacional de Pre- 
visión para &mmm W Comercio y Actividades Civiles' v los sometidos al 

Zr^cí' W¿ ' T° ln ^V*" 11 » de 1« «pHcación en el tiempo del 
flecretO-lej 4838/58, con retereiu-ia a los primeros, no ímnort» .1¡ S ,-H 



% " -~ pn meros, no i m porta discriminación 

imiamable ni propósitos persecutorio* que afecten la vigencia de aquella ga- 
rantía. I or lo demás se trata de regímenes jubilntorios distintos, cu va eom- 
parmiun no puede reducirse a una sola lisposieíón normativa: p, 185 ' 

53. El principio contenido en el art. 16 de la Constitución Nacional no impone 
una rígida igualdad, pues entrega a la discreción y snbiduxía del Poder Leeis- 
ativo unf. «mplm atitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando 
los objetos de la legislación, siempre que las distinciones o clasificaciones se 
b ha i en chterenc.as razonables y no en propósitos de hostilidad contra deter- 
minadas clases o personas: p. 293. 

54. El art 16 de la Constitución Naeionnt no impide que la legislación contemple 
en torma distinta situaciones que considera diferentes, siempre que la discri- 
minación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra 
determinada persona o grupo de personas o importe indebido favor o privilegio 
personal o de grupo: p. 293, 

55. Es inaplicable la cláusula del art. 16 de la Constitución Nacional cuando 
no medmn disemm naciones .le carácter persecutorio o de indebido privilegio: 

56. La garantía del art. 16 de la Constitución Nacional no recita afectada 
P< la explica de regímenes diferentes en las distintas cajas de previsión, 

■ Í A ,íw . ^n**'*"* <t™ Hila acuerdan. Lo atinente a la uniformidad ó 
diversidad de sistemas en materia de previsión constituye, en efecto, una cues- 

lon de política legislativa, cuya desventaja o acierto escapan al examen de 
ln Corte Suprema en tanto no se demuestre la existencia de discrimi naciones 
por razón de hostilidad o injusto privilegio: p. 551 

CoMÜtucionalidad e incoiutitacionalidad. 
X*y*a nactoiuUas, 

Cornil nt-n. 

57. La n0 rma del ort 26 de la ley 13.581, en cuanto permite al propietario 
elepr a su voluntad el locatario de sus unidades de vivienda que será objeto 
7- i"*™* m no responde a propósito de hostilidad ni está en- 
caminada al establecimiento de privilegios indebidos; p. 2fl3 

58. Las leve, d e emergencia en materia de locaciones no s on susceptibles en 
Principio, de ser impugnadas en forma parcial, salvo el supuesto ríe que se 
trate de clausulas separables: p. 375. 

59. La impugnación constitucional de las leyes de prórroga de los alquileres 
eon mims a extender sus beneficios, es i m procedente: p. 513. 

W. Si b,en las provincias tienen la facultad de darse sus propias instituciones 
orales y. por ende, de legislar sobre procedimientos, ello es sin periuieio de 
las disiwsieiones reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere del 
caso P^cnbir formalidades especiales para el ejercicio de determinados dere- 
chos establecidos en los códigos fundamentales que le incumbe dictar 
En cdnwcuencia, corresponde confirmar la sentencia del tribunal provincial 
que admitió la prescripción que, con fundamento en el art. 3962 del Código 
Civil, fué opuesta por primera vez al expresar agravios contra el fallo de pri- 
mera instancia, a pesar de que según el art. 50 de la ley .3480 de la Provincia 
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(Santa Fe) toda» Us eieepcioncs deben deducirse al contestar 1» demanda: p. 524. 
62. La organización de Us Cámaras Pantanas de Arrendamientos y Apar- 
cerías K uralcs, establecida por las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cnanto, no 
admite control judicial suficiente de las resoluciones de esos tribunales admi- 
nistrativos, es violatoría de loa arta. 18 y 95 de la Consti ación Nacional: p. 646. 

62. Loa arts. 46 de la ley 13.246, 1» y 2» de la ley 13.897, y 26 de la ley 14.451, 
son inconstitucionales desde i¡ue reservan la decisión de las cuestiones entre 
arrendadores y arrendatarios — esencialmente contractuales y de dereclio co- 
mún — a un organismo administrativo — cuyos componentes no poseen título 
hahi Uta nte en derecho, y, careciendo de inaiuovilidad (pie asegure su indepen- 
dencia, no tienen d carácter de jueces naturales en el sentido constitucional — , 
sin otra revisión judicial que el recurso extraordinario, el cual posibilita aálo 
un ns¡H-cto de esa revisión {Voto de los Señores Ministro* Doctores Don Luis 
Muría Biiffi lionero y Don Pedro Aberastury: p. 646. 

Admiaistratitat. 

63. No es una novedad la imposición legal de cargas que no son impuestos ni 
tasas, de las que sería un ejemplo la derivada de la ley 14.226 para los em- 
presarios de salas de cinematógrafo, cuya constitucionalidad estaría condicio- 
nada, por ii un parte, a la circunstancia de que los derechos afectados fueran 
respetados en su sustancia y, por la otra, a lu adecuación de las restricciones 
que se les impone, a las necesidades y fines públicos que los justifican, de 
manera que no aparezcan infundadas i> arbitrarias, sino razonables, esto es, 
pniiHircionadns a las circunstancias que las originan y a los fines que se procura 
alcanzar con ollas; siendo a cargo de quien invoca irrazoimbilidnd confiscación, 
la ablución y prueba respectiva: p. 121. 

64. Obligaciones de la naturaleza de las impuestas por aplicación de la ley 
14.226 —incluir "espectáculos artísticos vivos" en los programas de una sala 
de cine, previa adecuación del local, con la inversión que ello supone, y dentro 
del plaut que fije lu autoridad administrativa de acuerdo con las particulari- 
dades del caso— no contrarían, por vía de principio, ninguna garantía o 
derecho constitucional, en tanto representan medios válidos de actuación del 
poder de policía ¡ p. 121. 

65. Iji ley 14.226 y sus reglamentos han impuesto nnn carga a los empresarios 
ci nema toará t icos que no suprime ni altera el derecho a ejercer su comercio 
específico en la sala destinada a ese efecto, en la cual el negocio de exhibi- 
cii'ni cinematográfica puede explotarse en las horas y condiciones habituales, 
cun posibilidad de recuperar las inversiones necesarias para la adecuación 
de la sala — de escasa importancia en el caso — y los gastos que demande 
la real i zaejóu del "número vivo", para cuya contratación gozan de nmpiio 
margen y sin que se luí ya alegado y menos probado por el recurrente que esa 
posibilidad se encuentra frustrada en los hechos por causas no imputables «1 
empresario: p. 1*21. v _ 

66. aplicación del art. I* de la ley 14.226 implica nnn fuerte y sustancial 
restricción de la lihcrtnd de comercio y de la propiedad de los empresarios 
ci nema tográ ticos por parte del Estado. Organizados para determinados fines, 
se ven competidos n realizar actividades que, aunque reconozcan alguna seme- 
janza con aquéllos, son evidentemente distintas de las libremente elegidas por 
esas empresas. Y esa restricción no guarda suficiente armonía con los propó- 
sitos que se persiguen, ya que, por una desocupación con la que no tienen 
vínculo alguno, se restringe la libertad de aquellas empresas. 

El precepto legal en cuestión no ha elegido, pues, uno de los numerosos medios 
mzonnbles con que la Constitución Nacional fatalita las soluciones sociales 
(Voto det Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero): p, 121, 
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87. No es inconstitucional el art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye 
la carga üe las costas entre ambas partea, cuando la indemnización fijada en 
la sentencia no excede la soma ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta 
y la reclamada. Tal solución no es violatoría de la igualdad ante la ley ni 
del derecho de propiedad: p. 150. 

68. El art. 14 He la ley 13.264 no es violatorio de los arta. 16 y 18 de la Cons- 
titución Nacional: p. 155. 

69. El Congreso, al sancionar el art. 14 de la ley 13.264, no excedió o) límite 
correspondiente a sus facultades reglamentarias riel art. 17 de la Constitución 
Nacional. Se limitó, en ejercicio de atribuciones propias, a establecer el sistema 
que consideró máa apto para fijar el monto de In indemnización eu los casos 
rn r|tie no hay avenimiento entre el ex pro piador y el expropiado: p. 155. 

70. La ley 13.264, en cuanto ha establecido el procedimiento previo del dic- 
tamen del Tribunal de Tasaciones, no contraría lo dispuesto en los arts. 16, 17 y 
y 31 de la Constitución Nacional, desde que dicho dictamen no es obligatorio 
para los jaeces ni excluye las demás pruebas que los interesados puedan pro- 
ducir para acreditar el valor real de los bienes expropiados: p. 155. 

71. So es inconstitucional el art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la 
carga de las costas entre ambas partes, cuando la indemnización fijada en 
la sentencia no excede la suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre 
esta y la reclamada. Tal solución no es violatoría de la igualdad ante la ley 
ni de la garantía del derecho de propiedad : p. 287. 

72. El criterio acogido por el legislador en el art. 28 de la ley 13.26* no com- 
porta arbitrariedad ni confiscación, lo que resulta tanto más evidente cuanto 
.que la legislación argentina actual concibe a la expropiación no como un pro- 
cedimiento "odioso", sino como uno de los medios más eficaces pnestos al ser- 
vicio de la comunidad, para dar satisfacción a las exigencias impuestas por 
el perfeccionamiento social. De esa esencial idea jurídica no puede p rescindirse 
cuando se trata de juagar la raxonabilidad de las diversas normas que integran 
el régimen p*M¡. 'utico de la expropiación: p. 287. 

73. El carácter limitado de la apelación prevista en el art. 14 do la ley 14.236 
no implica violación de la garantía constitucional de la defensa en inicio: 
p. 344. 

74. El art. 42 de la ley 4349, en cuanto desconocía el derecho a pensión de 
la3 hermanas del jubilado fallecido, no es violatorio de la garantía constitucional 
de la igualdad: p. 551. 

75. No es inconstitucional el art. 28 de la ley 13,264, en cuanto distribuye la 
carpa de las costas entre ambas partes cuando la indemnización fijada en la 
sentencia no excede ln suma ofrerida más la mitad de la diferencia entre ésta 
y la reclamada. Tal solución no es violatoría de la igualdad ante la ley ni de 
la garantía del derecho de propiedad p- 686. 

Impositivas. 
Xmpanto * loi rédltoi. 

76. No viola disposición constitucional ¡ -Ignito lu aplicación del art. 19, inc- a), 
de In ley 11.682, t. o. 1947, en virtud de ln cual el Banco de Mendoza ha debido 
pagar el impuesto n los réditos sobre utilidades no distribuidas v dividendos 
de acciones al portador, correspondientes a los ejercicios comprendidos entre 
los nüos 1945 y 1951, exclusivamente sobre las utilidades obtenidas por el 
"capital privado", es decir, sobre los réditos de los accionistas particulares 
de la institución: p. 325. 
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Expropiación. 

77. El art. 74 de) decreto 33.405/44 nn es viulatorio de loa arts. 16 y 38 de la 
Constituí-ion Nacional: p. 155. 

Varios. 

78. El decreto- ley 7914/57 na es judicialmente impugnable en razón de su 
origen y debe ser juzgado como si hubiera emanado del Congreso, según el 
principio de que un órgano defacto, dentro del alcance de la autoridad asumida, 
posee iguales facultades qtM el correlativo órgano de derecho, pero no mavores : 
p. 165. 

79. El decreto-ley no es judicialmente impugnable en razón ile su 
origen y debe ser juzgado como si hubiera emanado del Congreso, según el 
principio de que un órgano de facto, dentro del alcance de ta autoridad asumida, 
posee iguales facultades que el correlativo órgano de derecho, pem no ma- 
yores: p. 416. 

Efectos de la declaración de iaconstítncionalidad. 

80. Ln existencia de una sentencia anterior de mcoustitucionaltdad sólo pro- 
duce 'l'ecto dentro de la causa y con vinculación a la ley y a las relaciones 
jurídicas que la motivaron, y de ninguna manera podría hacerse extensiva 
a leyes y hechos futuros ni poseer la eficacia de una prohibición impuesta al 
legislador; p, 325. 

81. La exigencia del art. 26 de la ley 13.581 integra la excepción admitida 
por ln ley al régimen general de la prórroga de las locaciones. Por ello, dicha 
t'xigencia no puede ser obviada por vía de impugnación de ineonstitucionnlidad 
en raxón de no tratarse de una cláusula separable, cuya validez deje inalterada 
in norma legislativa subsistente: p, 375. 

82. Ivts efectos de la declaración de ineonstitucionnlidad se limitan al juicio 
en que fué admitida: p. 700. 

83. La circunstancia de que la Corte haya declarado la inconstiturionnlidad de 
las Cámaras Paritarias de Arrendamientos Rurales no obsta ul rechazo del 
recurso extraordinario si, en el caso, la cuestión federal no fué planteada opor- 
tunamente. Ello en virtud del principio de que los efectos de la declaración 
de inconstitucional! dad s* limitan al juicio en que fué admitida: p. 716, 

CONSTITUCIONES «HCIALE8. 

Ver: Recurso extraordinario 87, 90, 160, 212. 

CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y eompetei ia 49, 50. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Constitución Nocional 30, 60; Costas 8; Recurso extrnordiranio 26, 125, 
279, 317. 

CONTRABANDO (')- 

1. En el «apuesto de la figura agravada del contrabando cometido con falsi- 
ficación de documentos fart. 189. inc. e), de la Ley de Aduana — t. o. 1956 — ) 



(1) Ver Umblín: JurindiccSán > ccmpHnttn. 33, 34. 



CORTE St TREMA ^ 



los delitos contemplados en loa arts. 292 v 296 del r<Wio« P^-t ■ j 
«m&m «1 Wt comprendió en ] a I^^J^B^ 9U 

CONTRATO. 

Ver; Constitución Nacional, 12; Jurisdicción v competencia 6 14 IX fifi. 

* °'° P " N - 4; ¿fiSS&í 1 1 Si 15; 

CONTRATO DE TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 6 16 ^1 í» oí oí os n , 

«mtlSKl **** * aiftw 

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 3, 14, 52, 56, 57, 58, 59, 65, 66, 71, 209, 218. 
CONVOCATORIA DB ACREEDORES. 
Ver: Recurso extraordinario, 175. 

CORREDORES UBRES. 

Ver: Recurso extraordinario, 22, 69. 

CORREOS T TELECOMUNICACIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 29. 

CORRETAJE. 

Ver: Recurso extraordinario, 22, 69, 304. 
CORTE SUPREMA (>). 

Jl J fejÉff ^ M improcedente la formulación, ante la Corte, de la crítica 
de sus decaum™, en tanto no se dedowa recurso contra ellas; máxime en el caso 
Z2Z Si7 Pr Tf "i** for ^. ft r«ci»«™« respecto de tos nombramientos de 
32? u W de CWVP0 Foren9e hccll0s P* r 1* Corte, sin haber ejer- 

citado el derecho de impugnación en la oportunidad y con arreglo at art. 8* de 
la acordada reglamentaria del concurso. A lo que corresponde agregar que las 

h^T 1 ' 9 rí dlda / rwavcron «• «le los cinco profesionales que habían 
obtenido la calificación máxima de la junta respectiva: p. 101 

2. Encontrándose firme la sentencia dictado por la Corte Suprema, con arréelo 
a lo dispuesto en los arts. 232 de la ley 50 y 24 del decreto- ley 1285/68 la juris- 
dicción de aquélla ha quedado agotada, no procediendo su reasunción por vía 
de la elevación de los autos dispuesta por el tribunal apelado: p. 105 

3, La jurisdicción de superintendencia de la Corte Suprema no es. como prin- 

* wn'M V f = CwwUlaelfa Nacional 4. 8, 59; D»a M j parjiiicloa. 2 S- Edirt» a- 

Jub laclan do mafUUadM y diplomático,, i; J w »dwe 6n j "oiffi, i j'h M^'h« 
d^aeMbiariat «. 8. lt. 13 14; jfnlldad d. ..oMocia. 1: P.«o %; PiS^.i' MÍcioñ.1 i f a i 
PsraMBHa, l; Bacín» da «lantarla 1; flacura dn no! d»d 1-BaeoH» di tJÍ\JaJ' ít 



-04 COSTAS 

cipio, vía hábil para la revisión de actos jurisdiccionales, en cuanto a su acierto 
o validez: p. 451. 

4. La jurisdicción de superintendencia de la Corte Suprema no es, como prin- 
cipio, vía hábil para la revisión de acto* jurisdiccionales, en cuanto a su acierto : 
[i. .m , 

5. Ante la falta de cumplimiento por un juez, de la Provincia de Buenos Aires 
a lo resuelto por la Corte en el juicio, corresponde que la Suprema Corte de 
Justicia de esa Provincia disponga lo necesario para que se dé inmediata ejecu- 
ción a dicha sentencia: p. 6:19. 

COSA JUZGADA ('). 

1. Admitir que lo resuelto en agosto de 1943 tiene valor de cosa juzgada reí- 
perto de un juicio en el que Be discute non norma legal dictada en 1946 {ai* 
19, ine. a), del decreto-ley 14,338/46 ratificado por ley 12.922, y reproducido en 
la ley 11.682 — t. o. 1947—), serta tanto como conceder qne una decisión judicial 
ejecutoriado —más allá de la causa en que ae dictó y de la ley a que estuvo 
referida— poede impedir o invalidar anticipadamente normas legales futuras: 
p. 325. 

COSTAS (-). 
Naturales» del juicio. 



1. Las costas en las instancias de apelación, en los procedimientos expropia- 
torios, se aplican con arreglo al resultado de los recursos: p. 120. 

2. No habiéndose cuestionado la eonstitucionalidad del art. 28 de la ley 13.264, 
debe aplicarse ta) como su texto explícito lo impone y lo ha sido en las instan- 
cias inferiores: p. 150. 

3. La base conceptual que sustenta la norma del art. 28 de la ley 13.264 es la 
de que el Estado expropiador, que, en suma, actúa teniendo en vista, de manera 
exclusiva, el logro de fines públicos, no tiene por qué soportar las costas del 
juicio requerido por esos fines, si es manifiesto que su conducta procesal fué 
justa, lo que sucede, obviamente, cuando la suma consignada, en los términos 
del art, 18 de la ley, no ha sido inferior al monto indeiunizáuorio fijado por la 
sentencia definitiva: p. 287. 

4. El art. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 
puestos en que se realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador, 
sin que a los jueceft les sea permitido limitarlo en su aplicación ni crearle excep- 
ciones hnsadas en una valoración subjetiva de la conducta de las partes; además, 
tal precepto ha sido declarado por la Corte Suprema compatible con el art. 17 
de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que impone al expropiador 
las costa* del juicio sobre la base de qne: a) medió allanamiento de la expropia- 
da: b) DO consta que el a for haya realizado gestiones extra judiciales tendientes 
a lograr un acuerdo con los dueños del inmueble expropiado; c) el pago de las 
costas por su orden mermaría la indemnización, en pugna con el art. 17 de la 
Constitución Nacional; d) el precepto rige únicamente cuando el demandado 
"reclama una indemnización mayor a la suma ofrecida": p. 287. 

5. El art. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 



ri) Ver UmWln: Costil tael¿n Nacional. 37. 44, 80. Rotuno «traord ina rio, 33, 47, 4», 
Sí 902, 334, 294. 243. 330. 344. _ 

(3) Vn tanhifn: CoaitiMuloo Nacional. 47, 71, 73; Honoraria! d« perito». I; Rtrarie 

utraórdinarin. «, 44. 97, »9. ISS, 34B, 35». 3S1; Hecliraa ordinario de .pelado». 4. 
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puestos en que se realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador. En 
conseettemia, corresponde revocar la sentenciu que impone las costas al actor 
— declarándoselas en el orden causado— si la consignación del Banco Hipote- 
cario Nacional expropiante fué de m$n. 8.060,— el expropiado reclamó m$n. 
1 5.669,60 y los jueces fijaron una indemnización de mín. 23.600: p. 586. 

6. El ort. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 
puestos en que se realice alguna de las hipótesis procesales contemplados por 
el legislador, sin que a los jueces les sen permitido limitarlo en su aplicación ni 
crearle excepciones, aun cuando estimen <pte un criterio distinto sería mas equi- 
tativo o acertado en el caso individual sujeto a juzgamiento: p. 686. 

7. No es irrazonable que en los juicios de expropiación, en que tina de las par- 
tes actúa en miras de intereses públicos, no se apliquen con rigor los principios 
procesales que rigen cuando las partes . >ln actúan, ambas, por un interés parti- 
cular o privado, tanto más cuanto que el ort. 28 de la ley 13.264, para establecer 
Ja distribución de las costas, tiene en cuenta expresamente la conducta excesiva 
del expropiado que, en esa medida, hi»> también necesario el juicio para la 
fijación de la indemnización: p. 686. 

Den arrollo del juicio. 
Allanamiento. 

8. En supuestos excepejunaíes, el allanamiento incondicional de uno provincia 
autoriza la exención de costas cuando, antes de la contestarión de la demanda, 
aquélla remitió un cheque a la actora por el importe total de la suma m-lama- 
da: p. 100. 

9. Habiéndose allanado la provincia oportuna mente y en forma amplia, respecto 
de la repetición fundada en la ineonstitucionalidad de uornias locales, In exen- 
ción de costas es procedente: p. 176. 

Desistimiento. 

10. Procede la exención de costas por el desistimiento del juicio cuando está 
fundado en el propósito de acatar la jurisprudencia de la Corte, establecida sin 
costa» con posterioridad a la iniciación de la demanda v si la actitud de la actora 
no es extemporánea: p. 26. 

CUBETO MEDICO FOREH8E {'). 

1. El art, 3" de la ley 12.210 establece como requisitos para el cargo de perito 
del Cuerpo Médico Forense, poseer diploma de médico legista, o ser médico con 
antecedentes científicos, títulos docentes o dedicación manifiesta, que demuestren 
idoneidad médico legal. 

En consecuencia, co responde archivar las actuaciones promovidas por la presen- 
tación del Colegio de Médicos Legistas de (a Capital Federal, que expresa su 
disconformidad con la designación, para el cargo, de un profesional que carece 
de título de médico legista: p. 102. 

2. Ante situaciones de carácter personal, suscitadas en el desempeño de sus 
funciones entre un médico forense y las autoridades del cuerpo, corresponde 
que la Corte les advierta que, a fin de evitar trasciendan cuestiones de tal natu- 
raleza en perjuicio del prestigio de ese organismo, sn conducta debe ajustarse 
a la máxima circunspección: p. 239. 
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CUERPOS TECNICOS PERICIALES. 

i. El art. 141 del Reglamento par» Ib Justicia ííaeional establece que loa deca- 
no» de lo* cuerpo* técnicos periciales serán sustituidos por los vieedeeanos en 
caso de ausencia, vacancU o i tu pedimento. 

En atención n las facultades disciplinarias que el art. 144 atribuye a los decanos, 
procede admitir su sustitución —con fundamento en la cláusula antes mencio- 
nada— cuando, como en el caso, el decano ha invocado raíones de "delicadez 
personal", referidas a una situación que el sancionado no mega existir. A lo 
que cabe agregar que el apelante fué notificado de la intervención del vice- 
decano sin que planteara, en esa oportunidad, cuestión t ¿una al respecto: p. 239. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso de queja, 3; Recurso extraordinario, 51, 331- 
CULPA. 

Ver: Daños y perjuicios, 2. 
CURATELA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58. 



CHEQUE SIN PROVISION DE FONDOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 59. 

D 

DAÑO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31. 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 
Caio fortuito. 

1. No cabe admitir que la rotura de los cables que originó el accidente pueda 
considerarse como un acontecimiento imprevisible e inevitable, sobre todo si se 
tiene presento que no se ha intentado probar que la demandada adoptó, opor- 
tunamente, la elemental precaución de someter a revisaciones periódicas el anti- 
guo ascensor en que. la víctima encontró la muerte: p. 607. 

Responsabilidad del Estado. 
Generalidades. 

2. Si lo decidido en la sentencia apelada concuerda con la reiterada doctrinn 
de la Corte que admite la responsabilidad extraenutrnctual del Estado ante los 
particulares -en los términos de los arts. 1109, 1113, y 1133 del Código Civil, 
subsidiariamente aplicables en el caso—, especialmente cuando existe culpa 
por no haberse adoptado las debidas medidas de ntención y vigilancia, resulta 
insustancial la cuestión planteada por el recurrente que, sin dar razones fun- 
dadas para prescindir de aquella doctrina, sustenta el agravio en que, de con- 

(1) timbiío: Juritdifdfiü y competencia, 1*. 
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fertilidad eon el art. 43 del Código Civil, el Estado Nación*] no se llalla sujeto 
11 8 responsabilidad extracontractual previa en los nrls. 1109, 1113 y corre- 
lativos de ese código: p. 607. ' } 

Determinación de la indemnización 



3. Debe rechazarse la impugnación que las partea formulan respecto de la 
mdemm^ónaeordada por la muerte del accidentado, si aquella cantidad 
-ruin. .W.OOO- t, sulta una aprcrinción equitativa del perjuicio experimentado 
en atención a las modalidades del caso, talen como la edad v el estado de salud de 
la sétima, la condición económica que poseía y tos demás crementos de juicio 
ponderablcs a tal fin, según la jurisprudencia de la Corte: p. «07. 

DECLARACION INDAGATORIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 113. 

DECLINATORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 8, 11. 
DECRETO LEY {'). 

1. La manifestación "de puro contenido declarativo" del art. 1» de la lev 14467 
eu el sentido da que "continúan en vigencia los decretos-leyes dictado; por el 
Uob.erno Provisional", sin adicionar acto alguno de ratificación o convalida- 
ción eon efecto retroactivo, importa ncoptnr inequívocamente que tales decretos- 
noce : JS8? ^ rPfCrÍ,ÍH Iü ******** «™ m tes rceo- 

DECRET08 NACIONALES. 

Ver: Superintendencia, 1. 

DECRETOS PROVINCIALES. 

Ver: Recurso de amparo, 18; Recurso extraordinario, 19, 207; Tribunales pro- 
vinciales, 1. 

DEFECTO LEGAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 27, 128. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Naciónal, 8, 14, 16, 17, Ifí, 19, 20, 21, 22, 23, 2o, 26, 27 

29 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 61, 62, 68, 73, 77; División de loa 

poderes, 3; Estado de sitio, 3; Hábeas corpus, 1, 2; Recurso de amparo, 5, 11. 

H: cx, ™°rdinario, 11, 14, 16, 17, 24, 34, 35, 37, 38, 39, 75, 76, 

S¡> 3 Í 75 ' m > P¡ 2M > 205 > **** Lm > 21 °- - >13 > ¿16, 217, 228, 229, 230 
231. 234 243 245 246, 265, 272, 276, 285, 294, 312, 320, 343, 345 ; 348; Reíro-' 
actividad. I, 6, 10. 

DEFENSOR. 

Ver: Ley de sellos, 1. 



(1) Ver t.mbJén: Gobierno ittmetc, 1. 
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DEMANDAS COSTRA LA JÍACIOX 



DEFENSOR DE POSEES, INCAPACES Y AUSENTES (>). 



1. En las ciudades de! interior en que tienen su sedu Cámaras Federales de 
ApdiU'ionc* y Juzgados Federales, los Defensores de Pobres, Incapaces y Ausen- 
ten, desempeñan sus funciones ante ambas instancias. 

Km «-oiiscc-uencia, el Defensor de Pobres, Incapaces y Ausentes de Córdoba no 
puede ser considerado sólo como funcionario de primera instancia a los fines 
del art. 16, inc, a}, del Reglamento Interno ile la Cámara Federal le esa ciudad, 
y, por olio, no procede- exigirle que se dirija a la última por intermedio de Secre- 
ta rín. como lo establece el precepto mencionado con relación a los Jueces Fede- 
rales de la jurisdicción; p. 50:1. 



DEFRAUDACION 

Ver: Constitución Nacional, 27. 32; Jurisdicción y competem-in, 43, 44, 45, 54, 
.55, 56. 

DELITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 27; Excusación, 1; Juece*. 2; Medidas disciplina- 
rías, 5. 

DELITOS COMUNES 

Ver: Amnistía, 2; Jurisdicción y competencia, 3S, 62. 
DELITOS POLITICOS. 



Ver: Amnistía, 1, 2; Jurisdicción y competencia, 02: Recurso extraordinario, 

60, 208, 330. 

DEMANDA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16; Papo. 1. 5. 
DEMANDAS CONTRA LA NACION {-). 

1, Si está firme la sentencia que hizo lugar al interdicto de recobrar la posesión 
deducido contra la Narión, declarando que media en el caso un acto estatal de 
despojo con desconor i miento del derecho de propiedad lato sensu que el parti- 
cular inviste, sostener que la resolución que decide irmisiblemente la existencia 
de ese neto y ordena su cesación es sólo declaratoria y no cxigihle contra el 
Estado Nacional, siguí fien tanto como entender (pie el art. 7' de la ley 3952 —en 
situaciones como la del caso— autoriza la frustración de la garantía constitu- 
cional aludida, en cuanto posibilita el mantenimiento discrecional y temporal- 
mente ilimitado de un estado de cosas que la agravia: p. 199. 

2. El art. V de la ley 3952, modificado por la ley 11.634, otorga a la Nación el 
pri vi (cirio de oponerse, en oportunidad procesa!, al curso de la cansa cuando no 
-e h:iti llenado los extremos contemplados ( . n aquel. Li simpli- conformidad del 
ministerio publico con ln habilitación de la instancia I» lin^tn pan impedir al 
Fisco la invocación del privilegio meucionndo, pues éste se funda en considera- 
ciones do bien público: p. 517. 



(81 v" tímhiín; ^UwViS^'Ñ'ífonlÍ! 3T¡ Ilfou™ mtriordinirlo, 2S7; SenUnci». 4. 




DESALOJO m 



Ver: Excusación, 1; Jueces, 2; Personeríu, I; Recurso 
perintendencia, 8. 



Ver: Recurso 

DERECHO A LA ORGANIZACION SINDICAL LIBRE Y DEMOCRA- 
TICA. 

Ver: Estado de sitio, 1, 2; Recurso dé amparo, 8. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 44, 4b, 47, 66, 67, 69, 70, 71, 76; Costas, 4; 
Demandas eimtra 1a Nación, 1; Ex pro p ¡ación, 2, :{. 10; Jubilación y pensión, 1; 
l'njjo, 3; Recurso tic amparo, 11; Recurso extraordinario, 7, 25, H2, 33, 35, 37, 
71, 74, 76, 197, 2(19, 214, 216, 217, 225, 227, 234, 237, 249, 254, 265, 296, 297, 
*»i R*(itü militar, 1; Retrnactnidud, 6; Sentencia, 4. 

DERECHO DE RETENCION. 

Ver: J ni i -dicción y competencia, 54. 

DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Recurso ríe amparo, 16. 
DERECHO DEL TRABAJO. 

"Ver: Jurisdicción y competencia, ti; Recurso de amparo, 10; Recurso extraor- 
dinario, 110. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional, 46; Jubilación y pensión; tí Pago. 1; Retiro mili- 
tar, 3; Retroftctividod, % 3, 5, 7, 8, 9. 

DERECHOS T GARANTIAS. 

Ver; Constitución Nacional, 5, 63, 64; Estado de sitio, 1, 6; EUcas eorpus, 3; 
Recurso de amparo, 5, 10; Recurso extraordinario, 12, 110, 139, 153, 210, 270, 
331; Reglamentación, 1; Sentencia, 4. 

DESACATO, 

Ver: Jurisdicción y competencia, 60. 

DESAFUERO. 

Ver: Superintendencia, 8. 

DESALOJO 

Ver: Constitución Nacional. 14, 35, 39, 57, 81; División de los poderes, 2; Re- 
curso de amparo, 19; Recurso extraordinario, 20, 21, 33, 39, «3, 72, &3, 8.5, 92, 
115, 119, 121, 124, 132, 194, 198, 201, 221, 238. 320. 



m> DIVISION DK LOS PODERES 

DESERCION DEL RECURSO. 

Ver: Recurso extraordinario, 217. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Cosías, 10; Rwursn «traordiranto, 237, 
DESPIDO. 

Vit: jurisdicción v conipetencui, 23, 24, 25; Papo, 1; Recurso extraordinario, 
26, 32, 50. 73, 7lf. 7H. 18S, 22U, 227. 

DESPOJO. 

Ver: Demandas contra 1» Nación, 1 ; Bfruwn extraordinario, 1*1. 
DETENCION DE PERSONAS. 

Ver; Estado de sitio, 4, 5, tí, 7, 8, 9; IIÚImwk enrpus, 3, Jueces. 1; Jurisdicción y 
competencia. % 10; Recurso extraordinario, 31, 200. 

DIARIOS. 

Ver: Edicto», 1, 2. :t. 

DIPLOMATICOS 

Vrr: Jurisdicción y emiipeteTieia, 47. 4H. 

DIRECCION OENERAL DE ADUANAS. 

Ver; Recurso exl mordí na rio, 7. 

DIRECCION OENERAL DE RENTAS DE LA PROVINCIA DE BUE- 
NOS AIRES. 

Ver: Recurso extraordinario, 260. 

DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA. 

Vi i : Impuesto n las rentas, 1; iíceurso extraordinaria 214, 235. 205. 
DIRECCION NACIONAL DEL SERVICIO DE EMPLEO. 
Ver: Poder de policía, i. 
DIVISION DE LOS PODERES 

h Admitir la legitimidad de las ley. 13.240, 13.807 y 14,151. <n cuanto coin- 

purtan ti total desposeimiento de ntrihwi s del Poder Judicial, importaría 

tatito eon.o «utorÍ74ir 1» s-ipredÓn <■ envido wm>* 1» "mi-ión del pnn. ■no 
de la división ile los pOüVn's, sin cuya vigntvw 1» lornm rcpnldi.-ann de »»- 
hierno ipirdn ^tn Iwise M uc la suélenle y. en ronseeuemmi. las Umemiies esta- 
tales resultan potonciatnicntr desquicias con el ,msii;nicnte desamparo (le 
las libertades Immiwws: p. «t'i. 



<n Ver l»ml,iín: Cnnutiturlón Xieioiul, 8. H. 19. 62; EdUilc de «Rio. E>; Rrcorso 
eXtHM&IUrín -JO. 242; TritinnulM «dmini.trntivftí. 1. 2. 



DOMICILIO 



mi 



2. Ningún objetivo político, económico o social tenido en vista por el Poder 
Legislativo, cualquiera sea su mérito, alcanzaría a iurtificar la total sustrac- 
ción al conocimiento de los meces ordinarios del juicio en que su dehate el 
desalojo del arrendatario, fundado en el art. .V, ines. d) v g) de In lev 14 4",1 

1 impie, sj fneii el principio de la división de los podens puedo v prVcisa ser 

adecuado i, las nereKidi.de* de la vi.ln euntt ranea en la medida que ' lo 

toleren In* normas constitucionales, no cabe convalidar la violación a la esen«Ü 
de ese pnneipio que comporta el total desposeimiento de atribuciones de! Poder 
Jndieml consumado por las leyes 13.246. 13.807 v 14.451 : p. ti4«. 

3. Kl pensamiento profundo que traducen In norma del art. 85 de Ja Consti- 
tución Naeiomtl y las que se le vinculan —entre otras, las de los arb 1S '3 
-9 M, 67, me 11 y 100 de ]„ Ll , v Fundamental- mantiene su rigor a través 
del tiempo. Ellas se basan en la "separación" o "distribución" de los poderes 
principio lt..ulameiitnl de nuestra estructura política y organización jurídica 
-iirts. 1 y afines de la Constitución Nacional— (Voto de lo* Señores Ministren 
lloetores Don Luis Mari,, Hoffi Rocero y Don Pedro Ahernsturv > : tí. 640 

4. El 1 mler Judicial, cuyo organismo supremo es la Corte, ha .le velar por la 
supremacía de los principios constitucionales. En consecuencia, aduciéndose en el 
7 M J r| '"' f T VV2W < 1:,Sf ' 7 y 1 transgreden e] principio de separaci.m 
ile los poderes, corresponde que el Tribunal decida que el Poder Kj.-cutivo no 
pu. de ejercer I unciones propias de los jueces. 

Asimismo, esa función entraña afirmar que el Poder relativo, míe incluso 

.^la impedido d, legar In función típica de sancionar la lev, no puede 

7"'' f ' ,r "'"~ ,i ' s ? tom '. r Pertenecen al Poder Judicial", transfirién- 
dolas al Poder Ejecutivo en evn te transgresión constitucional (Voto de los 

^^^f^m ^ n,m L,,is * Urin Bofn y Dnn v * úm 

5 Los arts. 4ti" de In ley 13/246 y 1» y T de la ley 13.897 fuero,, sancionados 
bal.; la. normas de In < onsti.ución de IfHfl, y resp liendo, entonce,, al mo- 
vimiento que auspiciaba la mayor gravitación del Poder Ejecutivo sobre los 
oíros poderes que desempeñan con él el (¡nliiernn Xmioiial, Por ello resultan 
mas claros en su doctrina de privar al Poder Judicial de funciones ]( , 
son propias, para entregarlas al Poder Ejecutivo, n pesar de que el „rt 90 
de «ncba Constitución reprodu, ía e] 95 de lu de 1853 (Voto da los Señores 
Metros Doctores Don Luis María Boffi ííoggero y don Pedro Aberastnrv) ■ 



Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 
DOBLE INSTANCIA. 

%1 Constitución Nacional, 31, .18, :jn ; R mi rso extraordinario, 103, 180, 217. 
DOCTRINA. 

Ver: Recurso extraordinario, 50, 51. 
DOLO. 

Ver: Recurso extraordinario, 321. 
DOMICILIO. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 3*6, 14. l:i, ltí. 58, 65; Ley .le ~ 
NotiticMfinii. 1, :i; Recurso de queja, 5; Recurso extraordinario,' 24Ü. 
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KM l'LEA liOS DE UCPRE8A8 NACIONALES Al'TAKgUICAS 



DOMINIO, 

Ver: Recursu extraordinario, 81. 



EDICTO POLICIAL 



Ver: Constitución Nacional, 22. 
EDICTOS. 

1. Corresponde declarar comp rundido en la exención prevista por el art. 1* 
del decreto 6912/60 ni periódico "Gaceta del Foro", bahida cuenta de lo na- 
turaleza de Ja publicación y de las razones invocadas, que la Corte estima 
atendible:-, acerca de la antigüedad del periódico, su rita en sentencian judiciales 
y la existencia de su colección en bibliotecas de diversos tribunales: p. 580. 

2. Las exenciones autorizadas por el decreto 691*2/60 quedan libradas al pru- 
dente arbitrio de la Corte: p. 5*1. 

3. Ni l'i antigüedad del periódico, ni las demás circunstancias invocadas pur 
su director propietario para solicitar la exención prevista en el decreto 6912/60 
—carácter de la información que proporciona, difusión, distribución, etc. — , 
bu-tan para configurar la "acreditada actuación" establecida por el cuerpo 
legal citado como requisito para obtener el beneficie previsto para los diarios 
cspccialirados, de lott que no forma parte el periódico en cuestión, coma lo 
reconoce el propio requirente: p. 581. 



EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 83; Recurso extraordinario, 1S. 155, 190, 266, 295, 

302, 3<w. :no. 
ELECTRICIDAD. 

Ver: Jurisdicción y i ipetencin, 41; Recurso extraordinario, 73. 

EMBARGO. 

Ver: Recurso extraordinario, 197, 235, 265. 
EMERGENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 10, 58; Estad» de sitio. 1; Recurso extraordinario. 




EMPLEADOS DE EMPRESAS NACIONALES AUTARQÜICA8. 



1. No existe razón fundada en la naturaleza de las empresas estatales autár- 
(¡uieas, aún cuando se les hayo encomendado ta prestación de un servicio públii-o. 
para que sn personal no jerárquico revista la condición de cío picado nacional, 
en la misma relación (pie regularmente vincula al Estado con sus a pe n tes ad- 
ministrativos: p. 363. 




220. 



EMPLEADOS BANCARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 79. 




EMTAJJO UR SITIO ^ 



EMPLEADOS JUDICIALES. 
EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Empleados de empresa nacionales nuümjuin,,. 1; Jnbilaei.ln de empleados 
na»-«™«l^ 1; Junción y e.MnpHencm, 36, 37, 43, (¡0. «""P"'"*» 

EMPLEADOS PROVINCIALES. 

Ver: impuesto. Sj Rwunto extraordinario, 89. 

EMPLEADOS PUBLICOS 

Ver: AeuiimUción de hciitfirioa, 1; Empleado, de empresas nacionales autár- 
«le amparo, 18; Recurso extraordinario, 4*2. 4.Í, 88, 8!). 

EMPRESARIO. 

Ver: Constitución Nacional, 65. 

EMPRESAS DEL ESTADO. 

Ver: Acumulación de benefici.,,, lj Empleados de empresa* nacionales autár- 
q». 1; Jonoranos, 1; Jurisdicción y competencia, 25, 43; Recurso extra- 
ordinario, í,j. 

ENCARGADOS DE CASAS DE RENTA. 

Ver: Recurso extraordinario, 32. 

ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS JUDICIALES. 

Ver: Excusación, L 

ENTIDADES AUTARQUICAS. 

§1^^ dC ***** 11 Etl,plH,d ° 9 de em P re3M «*«■ 
ERROR. 

Ver: Expropiación, 11; Reeurso extraordinario, 146, 156, 258, 326. 

ESCRITURACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 266. 



Ver: Acumulación de beneficios, U Daños y perjuicios, 2; Empleados de em- 
presas nacmnales autárquieas, 1; Honorarios, % 2; Recurso extraordinario, .18. 

ESTADO DE SITIO ('). 

% El derecho a la organización ¡ndicnl libre y democrática guarua una rela- 
cen clara y evidente con la situación de conmoción interno que el Congreso 
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ESTADO DB SITIO 



tuvo en vista cuando sancionó las leyes 14.774 y 14.785. Tal derecho fué "sus- 
pendido" por éstas, según la acepción que ni vocablo atribuye el art. 23 de 1* 
Ley Fundamental y, por tanto, la autoridad administrativa pudo disponer la 
intervención de la asuriactfn profesional en cuya beneficio se demanda el 
amparo. Las medidns dispuesta*, en razón de hallarse específica mente desti- 
nadas a efectivizar el estado de sitio, o sea a morigerar o conjurar la con- 
moción interna, lian implicarlo el uso de facultades privativas de) Poder Eje- 
cutivo, a las que debe estimarse irremisibles por los jueces dada la manifiesta 
mmmabilidad que les asiste, conforme a las circulada ocias de lieelio que de- 
terminaron ejercicio: p. 77. 

9. Habida cuenta que el derecho a la oi^anizuciófl sindical libre y democrática 
se encuentra "suspenso" en virtud de las leyes 14.774 y 14.7MÓ, con el alcance 
prc-cripto en el art. 23 de la Constitución Nacional, el neto mediante el cual 
el Poder Ejecutivo dectaró intervenida una Asociación Profesional ha sido 
dispuesto en uso de facultades privativas, a las (pie debe estimarse judicial- 
mente irremisibles, dada la manifiesta razonabílidad que, en el caso, las asiste: 
p. 417. / 

3. Corresponde confirmar la sentencia denegatoria del recurso de luíbcas corpus, 
sí las personas cuya libertad se pretende han sido detenidas por disposición 
del Presidente de la Nación para "asegurar la trnmpiilidad púhlicii" y «u 
virtud ile las facultades que le confiere el estado de sitio, Ku las circunstancias 
del caso, está vedado a los jueces sustituirse al Presidente de |n Nación en 
la apreciación del acierto « error, de la justicia o injusticia, de las medidas 
transitorias de defensa que él estime preciso adoptar en ejercicio de atribuciones 
que el art. 23 de la Constitución Nacional le acuerda privati va mente : p, 528. 

4. Corresponde confirmar tu sentencia denegatoria del recurso de hAbeas cor- 
pus, á la persona cuya libertad se reclama hállase detenida a disposición del 
Poder Ejecutivo Niicioiud pnra "asegurar la tranquilidad pública" y de acuerdo 
con ln> facultades que le confiere el estado de sitio. El neto cuestionado resulta 
a*í ajustado al art. 23 de la Constitución Nacional y no comporta una pena, 
sino que representa una medida de defensa transitoria sometida a ja limitación 
de que debe cesar cuando concluya el estado de sitio o bien si el interesado 
ejerce el derecho de opción previsto en el aludido precepto: p, 530. 

5. No corresponde hacer lugar al derecho de opción, ejercido en los términos 
del uit. 23, ín /ine, di? la Constitución Nacional, cuando el detenido cuya 
libertad se peticiona hállase sujeto a un proceso penal no terminado todavía, 
íi tinque en éste no se haya dictado auto de prisión preventiva: p. ÍW7. 

6. Sí bien lu jurisprudencia atinente a la suspensión de garantías individuales 
durante el estado de sitio ha experimentado una apreeiablc modificación, en 
el sentido más tuvo rabie a los derechos humanos, continúa siendo necesario 
distinguir entre: a) la generalidad de tas medidas de ejecución del estado do 
sitió que [Hieden adoptar las autoridades del Estado; y b) la facultad espe- 
cífico de arrestar o trasladar personas, reconocida al Presidente de la Nación. 
Aquellas medidas son susceptibles de control judicial, toda vez que aparezcan 
clara y manifiestamente irrazonables en los casos concretos sometidos a juz- 
gamiento. En cambio, los actos n través de los cuales se pone en movimiento la 
facultad —privativa del Presidente de la Nación— de arrestar o trasladar 
personas son judicialmente irremisibles en todos los supuestos, salvo que medie 
transgresión a los límites trazados por el art- 23 de la Constitución Nacional: 
p. 7"K. 

7. irrevisihlc en sitie judicial el acto mediante el cual el Presidente de la 
Nación emplea la facultad privativa que le confiere el art. 2:1 de la Constitución 
Nin-imial, de arre-lar a una persona durante el estado de sitio: p. 70S. 

8. Si | n * pruebas de las que el apelante dice haber sido privado tienden a 



EXCCSACIO.V 



SOS 



demostrar que "las causas invocada» para lu detención" ordenad» por el Poder 
Ejecutivo durante el estado de sitia, mi fueron las que el órgano eorn peí ente 
adujo, t:iles elementos de juicio im guardan relación alguna eon la exigencia 
de razonaliilidad, sino más bien tenderían a acreditar el error o 1» improec- 
(leticia particular del arresto, por lo que el interesado eareee de derecho a pro* 
din-irlas; p. 708. 

9. Aceptar que loe magistrados judiciales puedan controlar las decisiones del 
Piv-ídnnV de 1,| Nm-ión respecto de la detención de una perdona durante el 

taludo de sitio y eon refer -ia al error o I» improcedencia particular del 

arresto, equivaldría a operar una inválida tijosterentia de l'uucm;it>* : el Poder 
Judicial se sustituiría al Ejecutivo, asumiendo» en cada ca&o, el efectivo y 
concreto ejercicio de las atribuciones en juego, ron desmedro del sistema insti- 
toríona] vigente y del principio con arreglo al cual cada poder del Estado, 
dentro de ios 'imites de su competencia, obra con independencia de los olms 
dos cu etiMiito a la oportunidad y extensión de las medidas que adopta v de 
lo- hechos y circunstancias que las determinan: p. "OS. 

10. La extensión temporal y territorial del estado de sitio es (acuitad exclusiva 
del Congreso o del Poder Ejecutivo, en su caso: p. 7flS. 



Ver: Constitución Nacional, 27; .Jurisdicción y competencia, 35, 39, 64. 

ESTATUTO DEL PERSONAL .VIL DE LA NACION. 

Ver; Recurso extraordinario, 42, 4:1. 

EXACCIONES ILEGALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 57; Kccurso extraordinario, 208; Superinten- 
dencia, (. 

EXCEPCIONES. 

Ver: Constitución Nacional, 60; Honorarios de abogados v procuradores, 1; 
Jurisdicción y competencia, 9, 24; Prescripción, 2, 3; Recurso de aclaratoria, 1; 
liecurso extraordinario, 26, 27, 48, 128, 165, 174, 216, 247, 270, 276, 282, 286, 
347; Sentencia, 1. 

EXCUSACION ('), 

1. Xo constituye causal de excusación ta acusación formulada por un letrado 
contra vocales de una Cámara Nacional de Apelaciones, ante ln Cámara de 
Diputados, si no resulta haberse cumplido el requisito que establece el art. 368, 
ine. 7\ apart. h> —ley 5106— del Código de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial; ni el pedido de enjuiciamiento presentado contra otro de los miembros 
de ese tribunal, cuya improcedencia fué decidida por la Corte Suprema. 
Tampoco lo es el pretendido prejuígamiento, si la respectiva causal estaba 
referida por el profesional —que denuncia infracción al art. 20 ue la Jey 4128— 
a cuestiones que hacían al fondo del pleito, en tanto que la Cámara había 
declarado la incompetencia de jurisdicción de los tribunales argentinos y la 
excusación se solicitaba respecto del pronunciamiento que la Cámara debía dictar 
acerca de la procedencia del recurso extraordinario interpuesto contra aquella 
resol lición. 



(I) Ver l.mbiÉn: Cín,«r«* »»Hon.l<,, <Io «pídeme». 2: Retí™ «tr. 4r dí.,.rl<». 114, 



§04 EXPROPIACION: 

La misma conclusión procede respecto de la cansa! que se liece consistir en 
1& anterior denuncia criminal por dos de los jaeces contra el presentante, en 
razón de espresione» vertidas por éste en el juicio, toda vez que ello importa 
el ejercicio de la obligación impuesta por el art. 164 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal : p. 451. 

EXHORTO. 

Gumplimiroto. 

L Las observaciones que los particulares entienden proceder, respecto tic me- 
didas dispuestas por exhorto, deben proponerse ontc el juez re(|ui rente. Ello 
es así aún cuando el automotor cuyo secuestro se pide haya sido sacado de 
la jurisdicción del juez exhortado: p. 718. 

Diligeuciámiento. 

2. Corresponde que el juez de paz de Lomas de Zamora, Provincin de Buenos 
Aires. dé cumplimiento al exhorto librado en un juicio sucesorio, mediante el 
cual el juez nacional de paz de lo Capital Federal requiere se reciba decla- 
ración testimonial a varias personas —a lo que se opone el primero por con- 
siderarse incompetente, en razón de que la justicia de paz de esa provincia 
no entiende de juicios sucesorios cuando se denuncian bienes inmuebles— pues 
la diligencia encomendado no importa atribuir al magistrado provincial una 
competencia distinta de la que fijan las leve» tócales, sino tan sólo delegarle, 
«on el fin expresado, la jurisdicción que el juez de la Capital ejerce en el 
juicio, jurisdicción que no hit sido objetada y debe surtir todos sus efectos, 
dejándose a salvo ln del juez requerido: p. ¿b"2. 

EXPEDIENTE EXTRAVIADO. 

Ver: Recurso extraordinario, 107. 
EXPRESION DE AGRAVIOS. 

Ver- Constitución Nacional, 32; Medidas disciplinarias. 5; Recurso extraordi- 
nario. 63, 122, 165, 313, 315. 

EXPROPIACION (') 

ÍSDti E Sl'MiWIO 

Arenisca: 1, fe Krror: lh 

Bicnc nacionales: 1. * conserración : 1S. 

(V1 1W de trtmsporte subterráneo de pa ladwnniinrWn: 1. 

incrn» jr e hiilcmmzafión integral i 2, 3. 

Coefltle.te de dlspuB.bilhl«.l: s. £SÍÉÍ i ig 

t-empraventa: 1*. Interese*. 17, 18. 

líanos proven imites del incumplimiento 
,|,. eonWo anterior n la expropiación: 
18 

Derecho de propiedad: 2, :t, 10. I^teo: 17. 

?> mm ir a **** ***** 12 - 

11, 12, 15. Mejoras: 7. 



.9ei detBpróplo: fi- 

Lerí 2. 3. 

Lit ¡«contestación: 4, 5. 



EXPROPIACION 807 

Moneda: 9. r iones: 16. 

Pasaje de lute a Moque: 13, 18. Tipo de ramhio: 4. 

Peritos: 10. Tribunal <le Tasaciones: 10. 
Poder Legislativo: 2, 3. 

Primas de seguros: 18. Valor objetivo: tí, 7, 12, 15. 

Prueba: 11, 18, 14, 15. Vnlor real: 10, 11. 

Valuación: 4, 3. 

Reí;! imentíieióii: jo, Valuación fiscal: 14. 

KenrcsciLlni -e ante el Tribunal .le Tilia- Vigencia de la ley: I. 

Lrt,A!I DE U!H ACIÓN DEL, INUfEHIT 

Provínola de Buenos Aires Provincia de Salta 

Partido de La Matanza : ps. «1 y 54 _ >. Pág. 151 

Objeto. 

1. Debe rechazarse la alegación del expropindnr fundada en que In "arenisca" 
expropiada se lialln comprendida entre les materiales (¡ue el nrt. 40 de la 
reforma constitucional de 1949 ronsidernbn como de propiedad "imprescriptible 
innlicnrihle de la Nación" — por lo que el demandado sólo tendría derecho a 
percibir el valor de In depreciación del terreno de donde se extrajo el mineral — , 
si el precepto constitucional citado resulta inaplicable ni caso en razón de haber 
quedado sin vigeueia jurídica durante la subida ririnciÓn de In instancífi 
ante la Corte: p. 475. 

Indi 

Oei 



2. SÍ bien es exacto que el particular expropiado licué en mi favor el resguardo 
representado por el principio de integridad de In indemni ¡íarión, también lo 
es que ese principio sólo existe y posee- fuerza imperativa dentro de la esfera 
trazada por el legislador, ya que — en tanto no se afecten garantías constitu- 
cionales — lia de entenderse por indemnización íntegra) la que se ajusta a los 
preceptos legales: p. 287. 

3. Sí bien es exacto q'ue el particular expropiado tiene en mi favor el resguardo 
representado por el principio de integridad de la indemnización, también lo es 
que ese principio sólo existe y posee fuerza imperativa dentro de la esfera 
trazada por el legislador, ya que — en tanto no se afecten otras garantías 
constitucionales, no alegadas en el caso— ha de entenderse por indemnización 
integral la que se ajusta n los preceptos legales: p. 686. 

4. Si hn mediado unn oposición explícita y total de In expropiada al criterio 
de valuación propuesto por la Nación netora, no puede prosperar el recurso 
intentado por la última con fundamento en que In sentencia alteró los tér- 
minos de la litiscontestación ni fijar el resarcimiento con arreglo al tipo de 
cambio vigente a la fecha de In desposesión y no al de In llegada de la mercadería 
n Buenos Aires. No es justo nteiwn-sc literalmente a expresiones usada* en 
la contestación de la demanda para decidir si aquella oposición alcanzó a 
todos o sólo a algunos de tos tenias litigiosos, máxime cuntido éstos mi son sino 
aspectos parciales de un sistema de justiprecio que, con motivo de netos expro- 
pintorios semejantes al juzgado, lia sido objeto de reiterado debate judicial: 
p. 729. 

5. I,n genérica y precisa impugnación contra el sistema de justiprecio pro- 
puesto por el expropiadlo*, hecha por el expropiado al contestar la demanda, 
implien. tatnhiín, disentimiento «reren de las diversas modalidades que le son 
propias: p. 729. 



loa EXPBomciojí 

Determinación del valor real. 

lirncralitfaiít*. 

8. Es admisible qnt-, en principio, el acto jurídico celebrado entre t'l expropiado 
y un temen* antes de* la expropiación, del que surja el justiprecio hecho por las 
partid con relación a los bienes sujetos después a ilesa pro pió, pueda «er con- 
siderado como iiii demento ponderante n los efectos de lii determinación del 
"valor objetivo" requerido por la ley. Ello, siempre que no haya razónos 
valederas para dudar de ln seriedad del acto, que éste se encuentre suficiente- 
mente corroborado por otros constancias probatorias y que no medien motivos 
de índole particular susceptibles ite liaber gravitado sobre la voluntad de los 
contratantes. Hallándose satisfechos estos requisito», el precio estipulado en 
la* condiciones descritas puede resultar, por vía de principio, t..j indi re aeep-- 
tublc del "valor objetivo de la cosa": p. 13. 

7. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del inmueble y de sus 
mejoras en ln suma indicad» [Kir el Tribuna) de Tasaciones, si el cxpropiador 
«pelante nn ha aportado ante la Corte Suprema ningún antecedente susceptible 
de desvirtuar las conclusiones del cuerpo técnico, aceptadas por el pronuncia 
miento recurrido: p. 61. 

8. Xo corresponde aplicar el coeficiente de disponibilidad en los casos de ex- 
propiación de inmuebles ocupados por terceros con derecho a ello: p. Gl. 

9. Es improcedente la pretensión de cpir ln indemnización n fijarse en defi- 
nitiva, en el juicio expropiatorio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación 
sufrid» por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio; p. 150. 

10. Ni de los arts. 17 y Ü7, inc. 28, de ta Constitución N'ncionnl, ni de ninguna 
otra cláusula de la Ley Fundamental resulta que el Congreso, en orden a ln 
determinación del justiprecio de los inmuebles expropiados, ileha adoptar nece- 
sariamente el sistema de peritos u propuesta de partes: p. 155. 

11. Si bien la ley 13.284 ha querido i¡ue sea ante el Tribunal de Tasaciones 
donde los interesados hagan valer, principalmente, las razones y pruebas que 
hacen a su derecho, con referencia al justiprecio de los biemv expropiados, 
también ln es que lus jueces — a quienes el organismo técnico simplemente ase- 
sora— se hallan facultados para coi-regir la defectuosa apreciación en que hu- 
biese incurrido aipiel Tribunal: p. 155. 

12. Aunque en el dictamen dispuesto por la Corte Suprema como medida para 
mejor proveer, el Trib.mal de Tasaciones haya valuado la "arenisca" expro- 
piada en mín, 21.150, reflejando adecuadamente el valor objetivo de aquélla, 
*i 1 1 expropindor recurrente manifestó expresa conformidad con la suma de 
mín. :M.7íW;iU establecida en la sentencia de primera instancia, corresponde 
une la indemnización se fije, en defihiti.n, en esta cantidad: p. 475. 

13. El método Humado "pasaje de lote a bloque", ha sido aceptado por la juris- 
prudencia de la Corte, taut ás en ausencia de otros elementos de juicio con- 
vincentes relacionados con el valor del bien expropiado; p. 545. 

I fiW ilf ¡tt iit rra. 

11. Corresponde niunteiier. la estimación ilel valor de la tierra, efectuada ra- 
zomihlrmriJte- por el Tribunal «le Tasaciones y aceptada por la sentencia en 
recurso, ojie s t - cuestiona con fundamento en una valuación impositiva dejada 
stu efecto mucho antes de iniciarse la expropiación y acerca de ln cual no 
figuran en el espediente constancia» relativas a los métodos empleados por la 
autotiila I fiscal, por lo que no resulta posible apreciar el mérito de tal esti- 
mación : p. 150. 

15. Corresponde con firmar la -eiitenrín que fija el valor del inmueble expro- 
piado ajustándose a la estimación del Tribunal de Tasaciones, si el apelante 



FALSIFICACION DE MONKlhV EXTRANJERA 



no ha nportado ningún elemento de convicción que justifique una solución 
distinta a la adoptada : p. 545, 

16. La disconformidad del Fisco apelante con el procedimiento aceptado por 
el Tribunal de Tasaciones, expresad» al recurrir He la sentencia, constituye 
un agravio tardíamente introducido en el juicio si su representante ante aquel 
organismo aceptó expresamente la valuación efectuada por la División Téc- 
nica, fundada, precisamente, en la cuestionada subdivisión hipotética de las 
fraccione-* expropiada* : p, 545. 

17. Admitida la subdivisión ideal de un loteo, m puede dejarse «le deducir, 
a efecto*, ile establecer el ingreso neto, los intereses que habría devengado el 
capital invertido hasta la venta total de tos lotes, pues de les contrario la in- 
demnización vendría a acrecentarse con el importe de miti pérdida que no fué 
efectivamente experimentada por el expropiado; p. 545. 

Otros daños. 

18. No corresponde indemnizar "gastos de conservación'', "primas de seguros" 
e "intereses", tendientes a resarcir a la expropiada de los perjuicios que habría 
mi Trido como consecuencia del incumplimiento por parle de la Corporación 
tle Transportes de la Ciudad de Unenos Aires de un contrato de compraventa 
de roches para el transporte subterráneo de pasajeros celebrado con la de- 
mandada, violación con motivo de la cual se dedujo acción ante la justicia 
ordinaria antes de la iniciación del juicio ex pro pía torio de aquellos cochea. 
Se trata, en todo caso, de «na supuesta responsabilidad ei ñauada del incum- 
plimiento de obligaciones contractuales dilnciilnble en otro juicio; y los daños 
que ajeiran. provenientes de ese incumplimiento, no resultan "consecuencia 
directa e inmediata de ta expropiación": p, 13, 

F 

FACULTAD DISCIPLINARIA ('). 

I. La facultad disciplinaria está acordada en salvaguardia del propio decoro 
de las autoridades y es, en consecuencia, privativa dé aquéllas, en tanto I« 
ejerzan dentro del ámbito legnl : p. «79. 

FACULTADES EXTRAORDINARIAS 

Ver: División di los poderes, :í; Recurso de amparo, 5; Recurso extraordina- 
rio, 204. 

FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: División de los poderes, 4; Estado de sitio, J, 2, ."I. 6, 7. í). 10; Facultad 
disciplinaria, 1; llúbcns corpus, 4, 6; líectirso extraordinario, 9, 200, 204. 

FALSIFICACION DE INSTRUMENTOS. 

Ver: Contrabando, 1; Jurisdicción y competencia. 33, 34, 35, 53, 64. 

FALSIFICACION DE MONEDA EXTRANJERA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 32. 

ti} V*r (MR*»* CHPrp.,,. lífTitrní ppric-lalc. 1; Juc-f*, .1; Me.lUa* dliK-iplEnnrlill. 1, 7. 

II. ID; SiiiverintPrnlcnfia. I R. 



FUNCIONARIOS PUBLICOS 

PALTA DE ACCION. 

Ver: Recurso extraordinario, 165, 247, 270, 276, 282, 347. 

FALTA DE PERSONERIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 270, 286. 

FALTAS 7 CONTRAVENCIONES. 

Ver: Constitución Jim-ion*!, '22: Rerura» extraordinario. 1, 2, 17, 108. 
FALLO PLENARIO. 

Vtr: Constitución Nacional, 34; Recurso extraordinario, 176. 
FAMILIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58; Recurso extraordinario, 140, 141, 142, 316; 
Servicio militar, 1. 

FERROCARRILES NACIONALES. 

Ver: Acumulación de* beneficios, 1; Jurisdicción y competencia, 36. 

FERROVIARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 31. 

FISCAL. 

Ver: Rerurso extraordinario, 331. 

FISCAL DE CAMARA. 

Ver: Constitución Nacional, 32. 

FISCAL DE ESTADO. 

Ver: Recurso de amparo, 18. 

FISCO PROVINCIAL 

Ver: Impuesto a los réditos, 2. 

FLOTA FLUVIAL DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 40. 

FORMA DE LOS ACTOS JURIDICOS. 

Ver: Recurso extnmnl'iario, 65. 

FRAUDE. 

Ver: R«cunO exhHonlii.íirio, 174. 

FUNCIONARIOS PUBLICOS. 

Ver: Honorarios 2; Jurisdicción y competencia, 38 
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GAS DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 43. 

GOBERNADORES DE PROVINCIA. \ 

Ver: Recurso extraordinario, 89, 

GOBIERNO DEFACTO ('). 

1. La circunstancia de que los decretos-leyes nacionales sobre cuya base se lin 
seguido la causa no fueron ratificado» por el Concejo Deliberante, después de 
restablecido el régimen municipal, es ineficaz para impugnar la valides de aqué- 
llos, pues, conforme lo dispuesto por el art. 1* de la ley 14.4*7, continúan en 
vigor los dictados por el Gobierno Provisional, entre el 23 de setiembre de 1955 
y el 30 de abril de 1958, mientras no hayan sido derogad»* por el Congreso 
Nacional: p. 464, 

GOBIERNO NACIONAL. 

Ver: Impuesto, 3. 

GRAVAMEN. 

Ver: Constitución Nacional, 10; Recurso extraordinario. 194, 271, 272. 
Ver: Retiro militar, 2, 3. 



H 

HABRAS CORPUS (-). 

1. Si, al resolverse el hábenn corpus, la persona en cuyo favor se- intenta se 
baila fuera de la .jurisdicción nacional, por haber ejercido el derecho de opción ñ 
que se refiere el art. 23 de la Constitución Nacional, ta cuestión planteada se 
convierte en abstracta, pues no subsiste el arresto; y cualquier declaración que 
!a Corte Suprema pudiere hacer sobre los puntos controvertidos — inconstítu- 
cionnlidad t\p la ley 14.785 que estableció el estado de sitio y violación del art. 
18 de la C titución Nacional — carecería de efectos prácticos, dado que los 
hechos sobrevinientes tornan imposible la reparación que se procuró mediante 
la interposición del recurso: p. 469. 

2. Aunque la persona en cuyo favor se intenta el babeas corpus se encuentre 
fuera de la jurisdicción nacional al resolverse el recurso, pnr haber ejercido el 
derecho dp opción n que se refiere el art. 23 de la Constitución Nacional, ello 
no ha transformado en abstractas las cuestiones debatidas en la causa (violación 
de la defensa en juicio e inconstitucíonalídad de la ley 14.785, qm* estableció 
el estado de sitio en todo el país). Ello, porque aquel derecho fué ejercido entre 
doü extremos: uno, mantenimiento de la detención por parte del Poder Ejecu- 
tivo; otro, salida del país; es decir, entre dos situaciones ajenas a lo que el "de- 
tenido" persigue en la causa: libertad sin límites territoriales, en el caso, libertad 
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dentro del territorio nocional (Voto del Señor Ministro Dortur Don Luis Marín 
Hoffi Duggeru) ; p. 4t>9. 

3. La circunstancia de que no s*> hayan efectuado nuevas presentaciones cu 
favor del interesado con posterioridad al informe sobre la opción ejercida ]>or 
aquél pnrn salir del territorio argentino, no implica que la solución a (pie ae 
lleiíue tu la causa —en la que el "detenido" pendre su libertad dentro del ten-i- 
torio nacional— haya dejado de tener importancia. pue> las "L'íitanttii»" eottstt- 
tHeioiiale- -iirm-n vigentes durante el estado ile sitio a fin de amparar los derechos 
que la actuación de la autoridad pudiese haber vulnerado. Kl silencio importaría 
en tnilo ca*o manifestación de que t& detenido pretirió esperar el resultado de la 
acción de babeas corpus, usando nionieiitáneanietite i-I derecho de salir del país. 
Kn J:¡ situación más adversa al peticionante se tratarla de una sitúa* ión de iluda, 
(pie ha de resolverse en favor de La libertad individual (Voto del Señor Ministro 
Doctor l'nii Luis Muría Boffi Boggéro) : p. 4l¡1), 

4. El bíbeaH corpas, no olifante la tramitación procesal Mimaría, permite el 

análisis de las causas invocadas por el l'oilcr Ejecutivo o ymr el detenido para 
dei'idir i curre-pnnde o no el progreso de la flee¡,.u, ya que la existencia del 
otado de sitio, con el que se jnslífii aria la deteoción, sólo permite al Poder Eje- 
cutivo el ejercicio razonable de lus facultades ipje le correspondieren y deja intnr- 
tiis la- del Poder -Judicial. 

Kn consecuencia, son procedentes las medida* probatoria- individualizadas por 
el peticionante y cuyo resultado puede indicar «i >u situación se halla o no dentro 
de la esfera de actividades que se desean reprimir mediante el estado de sitio. 
Corresponde, así, revocar la sentencia que, lucuii de desestimar el ]H-didn de pro- 
ducción de tale- pruebas, rechaza el háheas cnrpu« fundada en (¡lie el decreto 
ipie ordenó la detención resulta ajustado formalmente a las, atribuciones confe- 
ridas ni Poder Ejecutivo por el art. 23 de la Constitución Nacional (Voto del 
Señor Ministro iWlor Don Luis María Moflí Homero): p. Mi». 
0, Para que sea procedente el háheas eorpus o el amparo, |:i restricción Henal 

'I 11 invoca debe ser actual, es decir, contemporánea eou la decisión judicial 

del ea«o. de modo que si aquélla no existe en el momento de dictarse el pronun- 
ciamiento de la Corte, corresponde desestimar el remedio intentado: p. ">S7. 
6, El habrás eorpus, no obstante la trnmitaejón procesal sumaria, permite el 
análisis de tas cau-as invocadas por el Poder Ejecutivo o por el detenido para 
decidir si corresponde o rio el progreso de hi arción, ya que la existencia del 
e-tadn de >.itio, con el que se justificaría la detención, sólo permite al Poder 
Ejecutivo el ejercicio razonable de las facultades ijne le correspondieren y deja 
intactas las del Poder Judicial. 

En consecuencia, son procedentes las i lidtis probatoria- individualizadas por 

ct peticionante y cuyo resultado puede indicar si su situación se halla o no dentro 
de la esfera de actividades qu< se desean reprimir mediante el estado do sitio. 
Corresponde, así revocar la sentencia que, sin permitir al detenido „i producción 
de tales pruebas, rechaza el háheas eorpi; en atención a «pie la privación de la 
libertad -e a insta formal mente a las atribuciones conferidas al Poder Ejecutivo 
por el art. XI de la Constitución Nacional (Voto del Señor Ministro Doctor 
lina Lni- María Huffi Kogscro) : p. 7l)S. 

HECHO NUEVO. 

Ver: Kecursn extraordinario. 11 ti, 122. 

HOMICIDIO. 

Ver: Constitución Nacional. -S; Jurisdicción y competencia, 27. 
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HONORARIOS ('). 

Empleados a sueldo de la Nación. 

1. Cn recen <le derecho a percibir honorarios contra el Estado Nacional los pro- 
fesionales que actuaron en la causa eonm representantes de Electrudinie E. X., 
sucesora de la sociedad anónima inicialmcnte demandada |Kir la expropiación 
de coches pura el transporte subterráneo de pasajeros: p, 13. 

2. El oidenn miento vigente contiene disposiciones de las que resulta que Ion 
funcionarios y empleados públicos n sueldo de la Nación, tpje se desempeñan 
como peritos o representan o patrocinan judicialmente «1 Estado Nacional no 
pueden percibir honorarios contra éste. Ello ha de ser considerado contó inhe- 
rente al sttihi» y rector de la situación jurídica de derecho público en que» aqué- 
llo* se encuentran, con el carácter de norma de policía administrativa tendiente 
a asegurar el mejor cumplimiento de los deberes pn pios del cargo. Uielto prin- 
cipio debe prevalecer sobre normas como la prescripta por el art. 1627 del 
Código Civil: p, 13. 



3. El monto de los intereses en juego, en causas de interdicción, no es sustan- 
tivo para ln determinación de los honorarios devengados: p. 316. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES <*). 

1. Iju escala del art. 6 de la ley 12.997, en las causas en que se ha hecho lugar 
n excepciones de previo pronunciamiento, debe aplicarse en los términos del 
nrl. 26 de aquélla : p. 458, 

HONORARIOS DE PERITOS 

1. El representante del propietario ante el Tribunal de Tasaciones tiene derecho 
a (pie se le reculen honorarios, en concepto de costas a cargo del expropiante: 
p. 13. 

2. El art. 14 de la ley 13.264, en la parte que dispone el carácter de carga pú- 
blica honoraria, sólo se extiende a los integrantes del Tribunal de Tasaciones 
que desempeñan "funciones", o sea a quienes actúan en resguardo de intereses 
impersonales y objetivos; pero no nt representante o mandatario del expropiado, 
que tiene, así, derecho a percibir honorarios: p. 61. 

HUELGA. 

Verr Hecursn extraordinario, 236, 274. 
HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2S, 20, 36, 40, 41, 42: Recurso extraordina- 
rio, 75. 



fl) Ver (Mabita: Rcnirwi PXlrMirdlmrio, 37. I)S. 00. 99. 150. 151. 188, 181, ISfc 191. 
196, 216. 231, 240; fttrur» orttin.rio ilc spel^ión. 3, 4. 

r2) Ver enml.íín; Unurm ile a<-1nmt»riii. I: Hwiimo exlrunrUlnsrío, :i6, ÍM. 17:>. 170. 

TB4, 1S5. 
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IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 183. 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 4H, 49. 50, 51. 52. 53, 54. 55, 56, 57, 67, 68, 70, 71, 
74. 75, 77; Recurso extraordinario, 19, '25, 32, 3Í), 76, 92, 121, 265, 212, 21:), 216, 
217, 21S. 219, 220. 221, 222. 223, 224, 234, 236, 23K, 265, U07, 317, 326, 3.!1, 343. 

i IMPORTACION. 

Ver: Aduana, 1; Jurisdicción y e> mpcteiicm, 35. 

IMPUESTO (<). 
Principios generales. 

1. El ab-am-c ilc 1» excmidn impositiva en supuestos en que, invocándose 1n 
iniiitiindart de instrumentos, medios u operaciones gubernamentales ríe orden pio- 
virn-hl. el ttmvumcn recae subir personas privadas, del»- ser objeto de interpre- 
tación restrictiva : p. 325. 

2. L» restricción de la potestad impositiva nacional ante los medios y opera - 
cíones de que se valen la* provincia» pnrn ejercer poderes que les corresponden, 
sólo lm (íe ser legítima cuando sen patente que el empleo del poder impositivo 
nacional respecto del iristnunerito o medio gubernamental de una provincia im- 
ponga n ésta una carga o gravamen económico lo suficientemente opresivo como 

para imposibilitar o coartar de ñera stistj ial su actividad. O sen, que, para 

«pie tal potestad soporte esa excepcional restricción, es indispensable la presencia 
de circunstancias también excepción ti tes de las (pie misen ln certeza de (pie hi 
potestad provincial rcsiriiardndo lia sufrido o sufrirá una real vulneración. Debe, 
mediar un efectivo entorpecimiento a la ion relia de la institución: p. 325. 

3. IíOs instrumentos, n idios y operaciones a través de los cuales el gobierno 
nacional ejercita sus poderes, están exentos de impuesto por tos estados y los 
instrumentos, medios y operaciones de (pie se valen tas provincias para ejercitar 
los poderes (pie les pertenecen, están exentos de impuestos por el gobierno nacio- 
nal, en virtud del principio implícito de la independencia del gobierno de la Na- 
ción y de los Estados dentro de sus respectivas esletas. Esta doctrina, sin embar- 
go* no tiene un carácter rígido y absoluto; y, para impedir (pie ella pudiera tras- 
cender la esfera que te asignan sus propios fundamentos y convertirse en una 
regla mccáníra e inflexible, desprovista de significación jurídica esencial, hnu 
sidu reconocida^ diversas excepciones, como las referentes a las actividades de 
carácter privado de las provincias, a la inexistencia de verdadero entorpecimiento 
de las instituciones en razó'] de la reducida entidad >!el impuesto, y a la aplica, 
cióii del impuesto sobre ingresos de particulares vinculados al E-dado provincial 
por mi;i relación de empleo público: p. 325. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA. 

Ver: Recurso extraordinario! 234. 



ill Vit mtnhlín: (Yin*hl«ríAn Xn.ioniíi. J«. 40, 61: P»í0. «; K r«n extraordiniirTn 

1U. 35. 90. 207, 213, 214. 215. 230. 26». 



IMPUESTOS MUNICIPALES glg 

IMPUESTO A LAS ACTIVIDADES LUCRATIVAS. 

Ver: Hceurso ordinario de apelación, ÉE 

IMPUESTO A LAS VENTAS, 

1. Si di* las «insta ríe i ns de autos surge el monto ingresado en concepto de im- 
puesto por los trabajos de litografía cuya devolución se demandó y fué concedida, 
por la sentencia, resulta improcedente el agravio de la Dirección General Impo- 
sitiva contra ji«¡uéllu basado en <|ue no condiciona tu restitución i una liquidaeión 
previa para determinar específicamente qué porcentaje del gruvainen pagado 
corresponde u tales trabajos, ron fundamento en que, si bien éstos se hallan 
exentos tle] impuesto, el beneficio no alcanza a los envases de hojalata utilizados 
en esas tareas: p. 731. 

IMPUESTO A LOS BENEFICIOS EXTRAORDINARIOS. 

1. Sólo a partir del momento en que los impuestos a los réditos y a los benefi- 
cios extraordinarios se bucen exigibles y no antes, el importe de ellos configura 
— a los efectos de la liquidación del impuesto a los beneficios extraordinarios — 

un pasivo para la suciedad, el cual ha de computarse, tal, en el ejercicio 

siguiente y no al comienzo del que le precedió: p. 32. 

2. No son créditos de la empresa, comprendidos en el activo computable para 
la liquidación del impuesto a los beneficios extraordinarios, los pagos pae efectuó 
en concepto de impuesto a los réditos, correspondientes n ejercicios anteriores a 
1046, sobre utilidades no distribuidas a los accionistas. Tales pagos sólo impor- 
taron un crédito meramente hipotético contra los accionistas, pues quedó supe- 
ditado a la contingencia de que se hubiera decidido la ulterior distribución de las 
utilidades: entretanto, tampoco el pago del tributo al Fisco importó un crédito 
contra éste, aunque hubiera podido llegar a serlo contra el accionista. 
Tratóse, por tanto, de una erogación del ejercicio que dehiú ser imputada al 
respectivo pasivo y étimo tal no susceptible de ser computada en e) capital de 
la sociedad, a los fines de la determinación del impuesto a los beneficios extra- 
ordinarios: p. 32. 

IMPUESTO A LOS REDITOS í 1 ). 
Principios genérale». 

Contribuyentes. 

1, Los accionistas particulares del Hnnco de Mendoza están obligados «1 pago 
del impuesto a los réditos: p, 325. 

2. En el texto del urt, 19, inc. a), de la lev 11.Ü82 (t. o. 1947), quedan com- 
prendidas, en principio, todas "las empresas formadas por capitales de particu- 
lares e inversiones de los fiscos provinciales". A ello no obsla el decreto 2348/51: 

p. 325,. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 99. 

IMPUESTOS MUNICIPALES. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 5. 



f]¡ V*r Lmhlín: CcnuH' • Nacional, 78; Cona jujeada, 1: Impue.to a lo* beneficio» 
exlraonlinaritu, 1. 2. 



SJfi INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 51; Multáis, 1; Hecursu extraordinario, 34, 35, 
91 , 168. 

INCIDENTES. 

Ver: lievurso du tiuliilail, 1; líecurso extraordinario, 27». 



Ver: Acumulación de beneficios, 2; Constitución Nacional, 75; Costas, 4; Daños 
v perjuicio», 3; Expropiación, 1, 2, 3. 12; Kerurso extraordinario, 32, 45, 53, 
66, 74, 135, 226, 244, 249, 304- 

INHABILITACION. 

Ver: Conutitmión Nacional, 33. 

INHIBITORIA 

Ver: Jurisdicción y inapetencia, ñ, 7, 9, 11; Hecurso extraordinario, 127. 
INJURIAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 21». 



Ver: Constitución Nacional. 70; Exhorto, 2; Jurisdicción y competencia, 15, 51; 
t'reseri pelón, 2; Heeurso extraordinario, 133; Superintendencia, 1. 

INMUNIDADES. 

Ver: Superintendencia, 8. 

INSANIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 68, 

INSTITUTO ARGENTINO DE PROMOCION DEL INTERCAMBIO. 

Ver: ííeeui>o t- traordinario, 278. 

INSTITUTO NACIONAL DE ACCION SOCIAL. 

Ver: Jurisdicción y compelenein, 24. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL (')■ 

1, Corresponde desestimar el agravio fundado en que la decisión de la Cfimara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo es violatoria del art. 14 de ta ley 14.236 
sí el Tveurso de apelación ante ese tribunal fué sustanciado con arretrto a In 
dispuesto en el art. 53 del decreto-ley 20.176/44. que no contiene unn limitación 
semejante a ln prescripta en la primera norma mencionada: p. 158. 



(1) V»r »»ntbi*n: Conrtiturión NarLonal, 39. "3; Rfiirni Mlraonliritrid. 41, t*. 323. 
S31. 3tO. 3*2- 
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INSTITUTO NACIONAL DE REASEGUROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 39. 

INTERDICCION DE BIENES. 

Ver: Honorarios, 3; Recurso extraordinario, 183, 184, 185. 
INTERDICTOS. 

Ver: I>rmiiridas contra in W,n, 1; Medidas disciplinarias, 1; Recurso de «ta- 
pan., 16¡ Recuwo extraordinario, 20; Sentencia, 4. 



PUBUCO. 

Ver: Constitución Xarinnul, 18; Costas 7; R WBm> extraordinario. 260, 261; 
Tribunales administrativos, 1, 2. ' ' 



n. 

Relación jurídica entre las partes. 
Expropiación. 

h Corresponde desestimar la oposición del Estado expropiador al para de los 
intereses sobre la diferencia entre la suma depositada v el monto total de la 
indemnización, n de las constancias del juicio resulta que la expropiada los 
reclamó de manera expresa y oportuna: p. 13. ' 

INVENTARIO. 

1. Si la medida de inventario solicitada por la Xaeión contribuvÓ a efectmzar 
la prohibición de innovar decretada a pedido de la actora recurrente y a poner 
en U pie de mayor igualdad a ambos litigantes, y esa disposición precautoria 
resulta, pues, ana consecuencia particular de la imposición genérica de no alte- 
rar la cosa litigiosa, corresponde confirmar la sentencia que decide que los gastos 
Sfifi? í su realización deben reputarse comunes; tanto más cuanto que d¡clm 
inventario benefició a la apelante en la medid:, que hizo o tendió a hacer posible 
fijar los límites de la medida de no innovar" en cuanto tuvo por objeto indivi- 
dualizar los bienes a los que inicialmente —al establecerse la medida de no inno- 
var a pedido de la empresa— se resguardaba eontrn los eventuales actos de dis- 
posición de la autoridad administrativa, que. precisamente, habían sido invocados 
conm In principal razón determinante de la moflida de no innovar: p. 63. 

J 

JORNADA LEGAL DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 66, 218. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROL 

Ver: Acumulación de beneficios. 1. 



(1) Yn Lmbíín: Eij.ropl.cl6n, 17. 1S; H«curw «tr.ordin.rio. 33, te, 3So. 351. 
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J flll LACIOS DEL PERSONAL DEL COUERCIO, ACTIVIDADES AFIN' ES 



JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES {'). 
Personas comprendidas. 

1, La incorporación al régimen de la ley 4.Í4Í1. dispuesta en el art 1* del decreto- 
ley 48¡W/58, sólo rige nm respecto a los funcionarios y empleados que se encon- 
trasen prestando servidos en la Cajii Nacional de Provisión para el Personal del 
Comercio y Actividades Civiles n la techa en que entró en vigencia di clin decreto- 
ley, y a las que i liares» .-¡en a aquella Caja ron posterioridad a tal fecha. 

Ktt consecuencia, si ta recurrente cesó el 7 de febrero de 1ÍÍ56 en los servicios 
rjui' desempeñaba en la Caja Nacional de l*revisión pnru el Personal del Cnmer- 
cio y Actividades Civiles, su situación se halla regida por el nrt. 2", ine. e), del 
decreto-ley 31.665/44; y, en consecuencia, excluñln del beneficio del retiro volnn- 
lorio en la» condiciones del nrt. 3* di- la ley 14.069: p. 185. 

Pensiones. 

2. El art. tn fine, de la ley 4'Uíi, en tanto condiciona la jubilación extraor- 
dinaria (y, por ende, la posible pensión), al requisito ríe que la inutilización 
tísica o intelectual del empleado se baya producid» "en un neto de servicio y por 
'■misil evidente y exclusivamente imputable al mismo . . . ". descarta aquellas hipó- 
tesis en las cuales no inedia «n nexo de causalidad directo e inequívoco entre la 
enfermedad y las actividades desempeña das por t>] n filiado. En consecuencia, 
corresponde confirmar la sentencia que niega n la recurrente el derecho a pen- 
sión después ile establecer, como conclusión irrevisible por la Corte, "que de 
ningún modo podría decirse que el tumor que originara el deceso (del causante) 
fué producido en forma clara por ln inhalación del pnlvillo de cereales, punto 
Mihre el cual es aventurado emitir opinión de ninguna especie": p. 727. 

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS . 

1. I le las disposiciones contenidas en la ley 12.579 y en los decretos-leves 1049 ' 
5H (especialmente, :>rt. 1*), 5166/58 (en particular, art. I*) y 5567/58, surge 
con certeza que, encontrándose satisfechos los pertinentes requisitos legales, los 
ntagUtrados judiciales que se benefician con ese régimen de excepción tienen 
derecho a percibir como haber de pasividad el 82 r / r del sueldo de actividad 
correspondiente ni último cargo desempeñado, y que la especialidad indubitable 
de ese régimen privilegiado no eslá condicionada o nindificiida por la norma 
ireneral del art. 16 del decreto 1958/55, 

Kn consecuencia, corresponde confirmar la sentencia de la Cámara Nacional de 
Apelaiioncs del Trabajo oiic. revocando la resolución del Instituto Nacional de 
Previsión Social, dispuso qtie el haber juhilntorío del beneficiario debe liqui- 
darse de acuerdo con los emolumentos correspondientes al cargo de Ministro de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aunque el ex magistrado hubiese 
desempeñado ese ennro durante un lapso inferior a un año: p. 616. 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 41, 244. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDADES 
AFINES Y CIVILES. 

Ver: Constitución Nacional, 52; Jubilación de empicados nacional**, 1. 



<» V«-Umbi*n: Cnnitituriín S..¡o»(it. 52. TI. 
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JUBILACION T PEK8I1 N {'). 



1. Kl derecho del aspirante i jubilación sólo tiene carácter de "derecho julqui- 
ridu", oí sentido jurídíco-cor. titucional, cuando lia sido dictado y está firme el 
acto administrativo que, «I ot< '_'nr la jubilación, inviste al peticionante del status 
de jubilarlo Por consiguen*' corirsponde desechar el argumento fundado en 
que el pronunciamiento (lene-, itorio de la jubilación solicitada ha desconocido 
los "derechos adquiridos" de t ie el apelante ero titular eon amgkl ut deerelo- 
rey 13.937 '46 (art. 56, ine, a), vigente al tiempo de mi n filiación a la respectiva 
Caja, si en I» fecha de ta «en nein recurrida regía In ley 1-1.370, en cuyo nrl. 
21 se basó el tribunal para dii irla: p. 140. 



1. El Juez Federal de Córdoba no lia podido válidamente dirigir una "orden" 
al tribunal militar de Rosario, intimidándole poner a tiu procesado y las actua- 
ciones respectivas u disposición del juez federal competente. Ello, no sólo por- 
que en el caso los becbos que motivaron la formación de la causa se habrían 
producido fuera di- su jurisdicción territorial, sino también porque el régimen 
lemil respectivo (arts. 43 al 73 del Código de Procedimientos en lo Criminal; 
arts, 150 ni 159 del Código de Justicia Militar) no autoriza a ninguno de los 
tribunado en conflicto a expedir "órdenes" que el otro deba cumplir, cualquiera 
tea la jerarquía, grado o naturaleza de tales tribunales: p. 436. 

2. El derecho que —para fundar sus defensas— asiste n los litiga ule-, de for- 
mular apreciaciones sobre las resoluciones judiciales, no loa exime de guardar la 
consideración que deben a los magistrados. Sin duda se falta a ella cuando se 
atribuye al juez la comisión del delito de prevaricato al imputársele haber dieia- 
do deliberada mente sentencia contrario a la ley invocada, y no resulta de Jas 
actuaciones que se baya formulado la denuncia correspondiente : p. 485, 

3. La irreductibilidad de los sueldos de los juece>, presen pt a por el art. 96 de 
la Constitución Nacional, es garantía de la independencia del Poder Judicial 
frente al Legislativo. 

Esa independencia en nada resulta afectada por la aplicación de una multa im- 
puesta por tribunales superiores, integrantes del Poder Judicial, en ejercicio de 
i»> facultades disciplinarias que les son propias: p. 495. 

4. La ««"eunspeceión y el respeto al orden jerárquico constituyen normas de 
inexcusable cumplimiento por los jueces. Su inobserva ocia por parte de un 
magistrado acentúa el carácter de la falla cometida, habida cuenta que se dirigió 
i* la Cámara del fuero en tono polémico y falto de mesura, con motivo de los des- 
órdenes ocurridos en el Palacio de Justicia en octubre dn 1959, cuya gravedad 
exigía a los miembros del Poder Judicial actuar con la máximn prudencia para 
mantener el principio de autoridad: p. 495. 

5. A los jueces no les es dado recibir prueba destinada a impugnar actos judi- 
cialmente ¡rrevisibles, por cuanto la mera aceptación de ella comportaría ya un 
principio de juzgamiento: p. 708. 



(11 Ver lamblcn : Acumulad 6 n ñe benetfoioa, 2; ConilituHún Nacional. 23. 2' . 5"-. S0, 
73; Keiarno ritraordinario. 74, 93. 130, 331. 344. 342. 

(2) V»r t*nt>¡#n: Conitíturión Nacional, 43; Coataa, 4; Oivjaicra de fc» podar**, 4; Eatado 
i\r aillo, 1. 8, 9; Eicuaacltn, 1; Expropiación, 11: Jubilación dn maflatradot y diplomático*, \\ 
Medida* riiacip'linwtan. S, 8. 10; Provincia*. 2; Krcurao de amparo. 1»; KtturaO txrranrclínario. 
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JUICIO. 

Ver: Estad» de sitio, 5, 
JUICIO CRIMINAL 

Ver: Constitución Narkmal, 16, 27, 32, 33, 34; Jueces, 1} Jurisdicción y eom- 
jH'tencia, lf Ley de nellns. 1; Recurso extraordinario, 206, 331. 



JUICIO DE 

Ver: Recurso extraordinario, 21Í0, 261. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Rerurso extraordinario, 37, 256, 257, 258, 261. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 256. 

JUICIO POLITICO, 

Ver: Excusación, 1; Medida? disciplina rías, 10; Remisión de autos, 1. 
JUICIO SUCESORIO. 

Ver: Exhorto, 2; Recurso extraordinario, 91, 179. 

JUICIO SUMARIO. 

Ver: Medidas disciplinarias, 1. 

JUNTA NACIONAL DE ORANOS. 

Ver: Recurso de uníparo, 3. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA (')• 

Indice suuaiiio 

AbuaO de autoridad: 38. t '¡imams nacionales de apelaciones: 13. 

Accidento! aéreos; «1. Cámaras pnritnrins de arrendamientos 

Accidentes de tránsito: 4Í», M. rurales: 7, 9, 11, 66. 

Arción privada: <Í4. < 'crtificado de estudios: :>:¡. 

Acciones personales: 14. Código de Justicia Militar: <52, 

Acordadas; 13. Colonización: ííl. 

Aclns de servicio: di, 6:t, Compraventa: ló. 

Aduana • :14. :i">: Conformidad diplomática: 47. 

Aeronave militan fil. Consejo Profesional de Ciencias Eeonó- 



Arrendamiento* rurales: 7, 0, 86, micas: 1S. 

Asiitcncia familiar: 2. Conspiración: «2. 

Autoridad nne'.oniil: 19. Constitución Nacional: 4, 17, 22. 

Cónsul extranjero: 4!). 
Raneo Hipotecario Nacional: 51. Consumación del hecho; .14. ú < >. 

Banco Industrial: 23. Contrallando: 33, .14. 



• i « Ver también: Cimara* asrionalHi tic apelación?». 4: Coniitiiuclón Xartonal. .13. 44. 47; 
KxruMi'ión, 1: Ju«e». 1; Justicia provincia!, i; Perwnrrla, 1; Reclino Ae amparo, 4, 7; 
Ita-unu» ilr rrvísiAn. 1: Rtcunii «itraurdinurlo. 44, 48. 119. 133. 131, 243. 2<B. 250, 2$í, 
»S, =T6. M2. 311. 346: Hfriirw ordinario (Ir apclaciún. I; IUlroactividad, 2, 3. 6. 
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Contrato de trnbajo: 6, 16, 21, 22, 24, 

Coiim .lio homologado por las cámaras pa- 
ritarias: Hit. 
Correos y Telecomunicaciones: 29. 
Corto Suprema: 5, 17, 
Cúratela: 58. 

Cheque di» provisión de fondos: 59. 
Daño: SI, 

Daños y perjuicios: 15. 

Declinatoria: 7, 8, 11. 

Defraudación: 38, 44, 45, 54, 55, 36. 

Delitos comunes: 38, 62. 

Delitos de naturaleza federal: 19, 

Delitos políticos: 62. 

Derecho cíe retención: 34. 

Derecho del trnbajo: 6. 

Desacato; 60, 

Despido: 24, 25. 

Deteiici6n de personas: 1, 19. 

Detenidos por ordeu de autoridad unció- 

mil: 10, 
Diplomáticos: 48. 
Diplomáticos extranjeros: 47. 
Director de escuela nacional: 60. 
Divorcio: 2. 
Domicilio: 6, 15, 58. 

Domicilio de Ins partes en diferentes pro- 
vincias: 2. 
Domicilio de los herederos: 65. 
Domicilio del demandado: 14. 
Domicilio del empleador; 16. 

Electricidad: 40. 

Kniplcndos nacionales: 36, 43, 60. 

Empleados públicos: 25. 

Empresa Nacional Combustibles ñólidos y 

Minera les: 25. 
Empresas del EBtado: 43. 
Estafa: 35, 39, 64. 
Exacciones ilegales: 57. 
Excepciones: 9, 24. 

Falsificación de certificados de depósito 

previo para importación: 35. 
Falsificación de instrumentos: 33, .14, 5.1, 

64. 

Falsificación de monedn extranjera; 32. 
Familia; 58. 

Ferrocarriles nacionales: .16. 
Flota Fluvial del Estado: 40. 
Funcionarios federales : 17, 38. 
Funcionarios locales: 38. 
Funciones locales: 4.1, 60. 

Cae del Estado, 4,1. 
Oran Rúenos Aires: 44. 

Habeaa corpus: 10, 46. 

Homicidio: 27. 

Hurto: 28, 29, .18, 40, 41, 42. 

Importación: 35. 
Impuestos provinciales: 51. 
Infracción de tránsito: ¡W. 
Inhibitoria: 5, 7, II. 
Inmuebles: 51. 



Insania: 53, 

Instituto Nacionnl de Acción Social: 24. 
Instituto Nacional de Reasegure." • ,19. 

Juicio criminal: 1. 
Jurisprudencia contradictoria: la. 
Justicia del Trabajo: 16, 24, 26. 
Justicia Federal: I, 4, 10, 12, 24, 30, 31, 
62, 

Justicia Militar: 1, 4, 10, 12, «2. 
Justicia Nacional: 2. 
Justicia Nacional de Pus: 11. 
Justicia Nacionnl en lo Civil: 7. 
Justicio Nacional en lo Comercial: 8, 
Justicia Nacional en lo Penal Correccio- 
nal: 11. 

Justicia Provincial: 2, 18, 30. 

Lesiones por imprudencia: 49, 63. 
Leyes aduaneras: 34. 
Leyes nacionales: 2, 6, 21, 22. 
Leyes provinciales: 2, 21, 51. 
Libreta de enrolamiento: 57. 
Lineas aireas del Estado: 61. 
Litiscoiitestnción : 9. 

Lotería de Beneficencia Nneional y Casi- 
nos: 45. 

Lugar de celebración del contrato: 6. 
Lugar del cumplimiento del contrato: 14, 

Lugar del trabajo: 6, 16. 
Lugares de jurisdicción nacional exclusiva 
y absoluta: 27, 28. 

Menor de edad : 2. 
Monedn extranjera: 32. 

Nación: O, 24, 26, 
Nacionalidad de las partes: 52, 

Obras Sun ¡tu Hits de la Nación: 42. 
Opción de compra: 1». 
Ordenes de un jue» n otro: 1. 

Patrimonio nacional: 40, 41, 42, 43, 44. 
Policía Federal: 44, 
Policln Municipal: 33. 
Prenda: 55. 

Presidente de la Nación: ,17. 
Profesiones liberales: 18. 
Provincias: 6, 24, 
Prueba: 31. 

Pruehn del domicilio del causante: 65. 
Puerto de San Julián ¡ 27, 28. 

Querella: 64. 

Rebelión: 19, 62. 

Recurso de iuaplicabilídad de ley: 13. 
Registro de conductor: 38. 
Reglamentación: 1.1, 51. 
Relación de empleo publico: 25. 
Renuncia: 20. 
Repetición: 5L 

Sabotaje: 12, H0, 31. 
Sedición; 62. 
Seguros: 39. 
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Servicio» Eléctricos del Gran Buenos Ai- Tribunal del Mi- re (ido de Abasto : 8. 

reí: 41. Tribuual pleno: 13. 

Kprvicio* lóenle»; 42, Tribunales del trabajo: 16. 

ScrFifios ¡mlilieos lóenles: 43, 44. Trihumilea militares: 12. 

Sumario criminal: 21, 2H, 

Supremacía de la Constitución y leyes Vm, ,\ v documento* falsos: 53. 
iiarioimtes: 51. 

Violüeinn de correspondencia: H4. 
Tcoencin de lujos: 2. Violación de los delires de los funciona- 

T,:™;^ rio M ,«Mi^ : .17. 

Conflictos entre jaeces. 

1. L» contienda suscitada entre un juez federal de Córdoba y un tribunal mili- 
lar de RoMlio, tomo consecuencia de ln "orden" dirigida por el primer» al 
MgOitdo, intimándole poner a disposición del juez federal competente a un dete- 
nido y ln* aei ilaciones labradas con motivo del procedimiento de aquél, consti- 
tuye un conflicto sobre el que la Corte se baila facultada para pronunciarse: 
p. 436. 

2. Las menores presuntamente damnificadas por el delito de incumplimiento de 
los deberes de asistencia familiar, cuyo proceso tramita ante el juez en lo crimi- 
nal de Hentenria de la Capital Federal, deben quedar, en los términos de la ley 
104)03, ii disposición de ese magistrado, quien ya ha puesto en ejercicio las 
facultades que le confiere la ley tutelar. 

En consecuencia, el juez provincial que entiende en el juit. sobre divorcio 
— incidente de tenencia de hijos — , debe poner a las menores a disposición del 
juez de la Capital en Ia oportunidad, tiempo y furnia que el último indique: 
p, 5(16. 



Cuestiones de competencia. 



3. ( liando las partes tienen domicilie en diferentes provincias, no es una ley 
local ln que puede establecer la competencia, sino una ley nacional, que es la 
única que puede legislar teniendo en cuenta la necesidad de coexistencia de las 
diversas jurisdicciones: p. 355, 

4. No procede considerar la inconstitueionalidad de la ley 13.2 54 y del decreto 
2630/60. planteada por el procesado al deducir cuestión de competencia, si el 
ma}n»tni()o federal requiretiti- estimó extrañas ni proceso las disposiciones enes- 
tioniidas: pues, en tanto no ee haya articulado por el juez eNpresa cuestión de 
constitucinnalidnd, el punto es ajeno ni pronunciamiento del Tribunal: p. 433. 

5. Para que exista una cuestión de competencia, que haga viable el pronuncia- 
miento de la Corte Suprema, es indispensable que el juez que planten la con- 
tienda sostenga su propia competencia para conocer de la causa, de modo que 
excluya la del otro órgano: p. 4:16. 

€. Kl aH. 4 del decreto-ley 32.347/44 (ley por el eunl se establece la 

competencia del jura del lusrar del trabajo o del domicilio del demandado o del 
lugar donde se hubiera celebrado el contrato, a elección del demandante, para 
las causas referentes al derecho del trabajo, es una norma nacional que resuelve, 
ron ln autoridad que le otorga este carácter, los conflictos de competencia qne se 
•originen con motivo de bi existencia de distintas jurisdicciones, tanto de las pro- 
vincias como de la Nación: p. 740. 

laUlbltortt: planteamiento y trámite. 

7. Las contiendas de competencia deben resolverse por la vía » que se ha dado 
preferencia. 
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En consecuencia, si la parte planteó declinatoria ante U justicia civil de la eapi- 
tal y, posteriormente, dedujo inhibitoria ante la Cámara Paritaria de Trenque 
Lauquen, corresponde que la cuestión de competencia sei resuelta por el juez 

nacional en lo civil : p. 93. 

8. En atención a lo dispuesto por el art. 411 del Código de Procedimientos 
Civiles de In Capital, es improcedente la cuestión de competencia promovida por 
inhibitoria ante la justicia nacional en lo comercial, con motivo de una demanda 
deducida a lite el Tribunal del Mercado de Abasto, también de la Capital Fe- 
deral: p. 99. 

| Es tardía la inhibitoria planteada, si los que la articulan ante la Cámara 
Pantana habían ya consentido la jurisdicción de los tribunales provinciales: 
p. 2o6. 

10. Xo existe contienda de competencia efectivamente trabada en el caso en que 
el .juez federal de Córdoba se limita a afirmar genéricamente que el juzgamien- 
to del procesado, sometido a la justicia militar de Rosario, corresponde a loa 
tribunales federales, sin sostener su pnmia competencia; máxime si de autos 
resulta que los hechos ocurrieron fuera de, ámbito territorial en que aquél ejerce 
competencia jurisdiccional: p. 436. 

11. En atención a lo dispuesto en el art. 411 del Código de Procedimientos 
Civiles de la Capital, es improcedente la cuestión de competencia promovida por 
inhibitoria ante la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires, con motivo de 
una demanda deducida ante la Justicia de Pax de la Capital Federal : p. 462. 

12. Para que exista una contienda debidamente trabada entra la justicia federal, 
que se declaró competente para conocer del proceso, y la militar, ante la que 
se sigue causa de conformidad con el decreto 2639/60, es necesario qne el tribu- 
nal castrense a quien se libró el respectivo oficio de inhibitoria, se expida en la 
forma prevista por los arta. 51 y sigtes. del Código de Procedimientos en lo 
Criminal y 150 y sigtes. del Código de Justicia M itar. No habiendo ocurrido 
así en el caso, corresponde devolver los aptos al tribunal de origen para que se 
cumpla dicho procedimiento: p. 596. 4 

Intervucien da la Corta Suprema. 

13. El pronunciamiento de la Sala de una Cámara Nacional da Apelaciones que 
declara inadmisible el recurso de ínaplicabilidad de ley, con arreglo a la Acorda- 
da del Tribunal en pleno que lo reglamenta, no autoriza la intervención de la 
Corte Suprema, en los términos del art. 24, inc. 7% del decreto-ley 1285/58: p. 540. 

Competencia territorial. 
EUnwntM determinantes. 

Lttffar de¡ domicilio de ra* partra t 

14. Si no se ha probado que las parte3 hubiesen convenido, expresa o tácita- 
mente, un lugar para el cumplimiento de las obligaciones, las acciones personales 
deben promoverse ante el juez del domicilio del demandado: p. 256. 

Lugar dr ubicacióii Jet inmueble. 

15. Si las partes no han pactado expresamente un determinado lugar para el 
cumplimiento del contrato cuya rescisión se demanda, debe entenderse que ese 
lugar es el de la ubicación del inmueble a que la acción se refiere. Corresponde 
a la justicia de Mar del Pinta —donde se encuentra el inmueble— y no a la de 
la Capital Federal —donde se celebró el contrato y se domiciliaban lns partes- 
conocer del juicio promovido por los propietarios de un departamento contra 
el ocupante, por rescisión de la opción de compra, pago de la multa estipulada 
y danos y perjuicios: p. 752. 
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Contrate da trabajo. 

16. Demostrado en la causa que rl aetnr trabajó en la Provincia de Córdoba 
como viajante de la demandada — domiciliada, en la Capitnl Federal — . de con- 
formidad con lo dispuesto en el art. 4* del decreto-ley 32,347/44 (ley 12.948) 
aquél lin podido optar válidamente por iniciar la demanda ante loa jueces del 
lugar del trabajo: p. 355. 

Competencia nacional. 
Principios generales. 

17. Xo obstante la generalidad de los términos de los arts, 67, inc. 17, 94, y 100 
de la Constitución Nacional, estas dispon iones nn se oponen u la exclusión de 
In competencia federal en caso de no existir los propósito* que la informan, por 
la escasa importancia civil o penal de lo» asuntos, o por otros motivos; pues sólo 
deben reputarse de jurisdicción federal exclusiva las causas sometidas origina- 
riamente a la Corte por el art. 101 de la Constitución: p. 740. 

Por U materia. 

Cauta» regida» por normas fedérale», 

18. De conformidad con lo dispuesto en los arta. 100 de la Constitución Nacio- 
nal y 20 del decreto-ley 5103/45 (ley 12.921), competo a la justicia federal y no 
a la provincial el eonoc ; miento de la apelación deducida contra la resolución dene- 
gatoria dictada por el msejo Profesional de Ciencia* Económica a de la Pro- 
vincia de Buenos Aira en una solicitud de inscripción en la matrícula : p. 275. 

19. Es incompetente la justicia, del crimen provincial para entender de un há- 
beas corpus, ai el beneficiario del recurso fué detenido por autoridades militares 
y se encuentra sometido a proceso ante el Consejo de Guerra Especial "Córdo- 
ba", acusado de conspiración para la rebelión. Ello es asf, tanto por la naturaleza 
federa) del delito investigado cuanto por la circunstancia de que la detención 
del causante ha sido ordenada por una autoridad nacional: p. 613. 

Por laa persona*. 

50. Es renunciable la jurisdicción federal acordada por razón de las personas: 
p. 414. 

51. La exclusión de la jurisdicción federal del conocimiento de causas derivadas 
de contratos de trabajo entre particulares, en la Provincia de Buenos Aires, no 
resulta meramente de la ley local 5178. Ésta se limita a recoger un principio 
previamente consagrado por normas de carácter nacional, como son los arts. 3 
y 4 del decreto-ley 32.347/44 (ley 12.948): p. 740. 

22. El art. 100 de la Constitución Nacional no obsta a que por ley nacional se 
excluya de la jurisdicción federal el conocimiento de las causas derivadas de 
contratos de trabajo entre particulares, aun cuando esta jurisdicción hubiere 
procedido en principio por razón de las personas: p. 740. 

X ación. 

23. Corresponde a la justicia nacional del trabajo de la Capital, y no a la civil 
y comercial federal, conocer de! juicio por despido promovido contra el Banco 
Industrial, h no resulta de lo actuado que el actor integrara las autoridades de 
aquel, ni tuviera a su cargo funciones de dirección, gobierno o conducción ejecu- 
tiva, ni fuera tampoco funcionario superior o subordinado de la demandada: 
p. 14». 

24. Con arreglo a lo dispuesto en los decretos-leyes 556/55, 11,922/56 y 12.029/57, 
el Instituto Nacional de Acción Social es una repartición nacional, comprendida 
en el art. 2*, inc. 6', de la ley 48, que atribuye a la justicia nacional el cono- 
cimiento de tas cousas en que la Nación es parte. 
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ÍZtifTt reVOt,ar ? P° r , lfl . Tía £0m extraordinario, la sentencia que 
ítff"! * «?™l*tent« de jurisdicción y declara que Jos 
tribunales riel trabajo provéales son los competentes para ronoccr de un 

p U1 m P ° r SP COntTa á Instituto ¿E Acción Social: 

Sdit»^^ SfiS no componte para conocer en la demanda cnta- 
í ,nl ¡ i" I>r T T* 1 fc****"" Sólidos y Minerales, sobre 

inueinninuaon por despido cuando no media relación de empleo público: p. 363 

26. De contormidn.I con lo dispuesto en los „rts. 100 y 31 de la Constitución 
.Nacional las accione» que se promuevan contra la Nación -incluidas las aue 

malpwdo lo que en contrario pudiera disponerse en 

uZCZ?7f 'S ™*™** mW la sentencia que, fundándose en que el 
S £ S¿ ÍTV™ P arte eI fc* "no obsta a la competencia del 

Casas penales. 

Por tt lugar. 

27. Corresponde a la justicia nacional conocer de las causas referentes a delit™ 
comunes e0n.et.d03 en un lugar sobre el cual la j&& 7jer ce " SAd£2 
«elusiva y absoluta, como lo es un puerto de su propiedad ^ 

En eon S ecuene,a compete al Juez Federal de Santa Crus con asiento en Río 

í¡2 Eí ¿Lt 57^^? de Puert ° Dcflead0 - ™<X" del T sumario 

ñetoñf ¿?S T, 7 2 S CCh ° T <íf determitl6 la m ^rte por inmersión de una 
Persona en el puerto de San Julián: p. 308. 

,7.0 . 0m>f,p ° nde 8 la jusndfl nstiOMl ^ conocimiento de las causas referentea 
a <le . tos comunes cometidos en un lugar sobre el cual la wicSTS^ Tur ¡ s 
d.cc.on exclusiva y absoluta, como lo es un puerto de lu SSaSTSaíS 

29 1 fi. J Si , P 4 ert ° ^ S " D JDlÍAn ' ^ Santa Cruz: p. 308. 

29. Es competente el juez federal y no el juez en lo penal de San Nicolás 

; ,™/rrT r r. del * h Vr hUrt0 ^ 86 «o-netidD « el Interior de una 

xenr «1 de Correos y Telecomunicaciones, instalada en aquella ciudad : p 35™ 

Tiolaciórí tle normas federal™. 

??: t „ S ' l ™ ™ nst " nt '. íl " d « la «">» «velan la existencia de una denuncia con 
. ". U ™ ,BS <1C w íe> ld.ysr> corresponde a la ustieia federa) v .>,, . i.. 

31. Habida cuenta del carácter restrictivo v excepcional del fuero federal 
v S m pereció de que las ul tersidades de la *.u¡T p^.„ ¿TminafS 
olu^n d.st.nta corresponde que la justicia en Jo correccional ígáTonoei^o 
de proceso st de la investigación realiza no resultan elementos de So 
s uhc.en.es pnra acreditar que el supuesto autor de los bochó dSfetuosof dT 

*S fl V"° de Ios P«P«h« específicos requeridos para 
configurar una infraccción al art. V de la ley 13 085- p 95 P 

pLfVrlT^V Ia , natUrn1eZa m * r * 1 ,íe In nor,1,n d ' eI * rt - 286 del Código 
Penal corresponde a Ja justiem nacional en lo criminal v correccional federal 

se investiga la c.rculación de moneda extranjera falsa: p 358 
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33. Corresponde ni Jue* Federal de Kawson, Chubut, y no al Nacional en lo 
Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal, conocer de la causa 
en la que se investiga el delito consistente en haber tratado de obtener en 
E'uerto Madryn el despacho a plaza de mercaderías importadas, presentando 
dorumentafión que habría «ido falsificada en la ciudad de Buenos Air?s. El 
hecho puede importar tentativa de contrabando, conforme a lo dispuesto en 
los nrís. 187, inc. d), y 183, inc. c), de la Lev de Aduana, reformada por 
Ja 14.792: p. 691. , 

34. Si la falsificación de documento que se investiga fué efectuad» para ocultar 
una infracción al art, 4 V del decreto-ley 9924/57, infracción que se linlta equi- 
parada al contrabando por el art. 5 T , párrafo 3ro. del misino decreto, corres- 
jKHtde conocer de ella al juez federal competente para sustanciar la causa 
por la tn tracción aduanera, pues se trataría, en el caso, del detito de contrabando 
agravado que prevé el art. 189, inc. e), ile la Ley de Aduana — t. o. 1956 — : 
P . «95. 

IhHim ,j» f ob*tr«ye* ti normal fttncionamhnlo ttr loo inatititrionr* narionalra. 

35. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional redera!, 
y no a la nacional en lo criminal de instrucción, conocer del proceso en que 
se investiga i4 cobro de una cantidad de dinero en concepto de intereses por 
una supuesta financiación de certificados para la importación de automotores. 
Klh>, porque el delito no sólo ha podido significar una estafa en perjuicio de 
los importadores, sino también un hecho de los que obstruyen o corrompen 
el buen servicio de ana institución típicamente federal como es la Aduana, 
ya que, mediante la presentación de los certificados, se habría podido obtener 
de aquélla el despacho a plaza de mercaderías sin el cumplimiento de nn 
requisito indispensable: p. 361. 

36. Corresponde a la justicia federal de Mercedes, Provincia de Buenos Aires 
y no n la penal, conocer del Bumario por el delito de hurto en el que habría 
turnado parte, con abuso de sn cargo, el jefe de una estación del Ferrocarril 
Nacional Oral. San Martín. Pese a revestir carácter común, el delito sería, 
en él caso, de loa que obstruyen o corrompen el buen servicio de los emplea- 
dos nacionales, calidad esta última que inviste el imputado: p. 489. 

37. Corresponde a la justicia nacional en ln criminal y correccional federal 
y no a la de instrucción, de la Capital Federal, conocer en la causa en que Fe 
investigan delitos de los que habrían participado el entonces Presidente de la 
Xución y otros funcionarios federales de alta jerarquía : p. 75o. 

38. Corresponde al juez nacional en lo criminal de instrucción, y no al nacional 
en lo criminal y correccional federal, de la Capital, conocer de la causa en la 
que se imputa » un agente no identificado de la Policía Municipal el delito 
d* abuso de autoridad por haber secuestrado el registro de un conductor, con 
motivo de unn infracción de tránsito. Se trataría, en el caso, de un delito de 
carácter común, atribuido a un empicado que no desempeña funciones de natu- 
raleza federal, sino local: p. 757. 

Vrütoa en perjuicio de Ion birnr* y rrnUu tlt ta Xaeión y rh aw* reparlicioiteji avlár- 
qnicas. 

39. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la Capi- 
tal, y no a la criminal y correccional federal de esa ciudad, conocer del proceso 
por tentativa de estafa contra una compañía de seguros, aunque ésta esté 
reasegurada en el Instituto Nacional de Reaseguros: p. 433. 

*0. Son de competencia federal las causas penales originadas por delitos que, 
en términos generales y con preseindencia de la clasificación que les corres- 
ponda, afectan o pueden afectar el patrimonio nacional. 
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En ronsmiencia, corresponde a N justitin federal de Corrientes y no a I» 
criminal dé Goya, Provincia de Corrientes, conocer del sumario por hurto de 
dinero del equipaje de un pasajero, ocurrido a bordo di' un buque perteneciente 
a ln Flota Fiuvinl del Estado Argentino: p. 491. 

41. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la 
Capital, y no a la nacional en 1» criminal y correccional federal, conocer del 
sumario instruido por sustracción de corriente eléctrica, que se habría cometido 
en la Capital Federal, en perjuicio de la empresa Servicios Eléctricos del Oran 
Buenos Aires (SEO-HA), Sociedad Anónima ¡ p. 492, 

42. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la Ca- 
pital, y no a la nacional cu lo crimiiml y correccional federal de esa ciudad, 
conocer del sumario instruido a raíz de la sustracción del magneto de una 
máquiun. honn ¡genera perteneciente a Ohras Sanitarias de la Nación v uti- 
lizada en los trabajos de cutubnmieuto del Arrnvo Cildáñez, en la Capital 
Federal: p. filS. 

43. Es competente la justicia nacional en lo criminal y correccional federal 
di* In Capital, y no la nacional en Jo criminal de instrucción de esa "iudad, si no 
surge de autos que la defraudación, que se habría cometido en perjuicio de 
la Empresa Gas del Kstado. comprenda bienes afectados a servicios Incales, 
ni fpie el empleado a quien se imputa el hecho realice funciones de ese carácter: 
p. «96. 

44. La justicia federal de la Capital no es competente para conocer de causas 
en que se investigan delitos que perjudican al patrimonio nacional, cuando 
éste está afectado a la prestación de servicios locales de la Capital Federal y 
Oran Buenos Aires. Tal es el caso de la defraudación cometida en perjuicio 
de la Policía Federal con motivo del pago de asignaciones familiares a un 
cabo de la Policía: p. 697. 

45. Corresponde » la justicia nacional en lo criminal y correccional federal, y 
no a la nacional en lo criminal de instrucción, de la Capital, conocer de la 
defraudación que se habría cometido cu perjuicio de la Lotería de Beneficencia 
Nacional y Casinos; p. 780. 

Comp«t*nc¡ a originaria de la Corte Suprema. 

Henrralidarte*. 

46. La Corte- Suprema carecí' de jurisdicción originaria p:¡ra conocer en los 
recursos de hábeas corpus: p. 484. 

Agcáie* diplomático* y ra a «triare*. 
Emb*Ji4eiH j MlalsUoi «xtriaUro». 

47. No media In conformidad expresa exigida por la ley orgánica vigente para 
que un diplomático extranjero sea sometido n juicio ante la Corte Suprema 
cuando, habiéndose librado el oficio de práctica al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto, hai. transcurrido casi dos años sin recibirse contestación 
de In Embajada respectiva requerida al efecto: p. 51. 

48. La Corte Suprema carece de jurisdicción originaria para conocer en la 
denuncia contra un embajador extranjero, en los término- del art. 101 de la 
Constitución Nacional y 24, inc. 1 T , del decretodey 1285/58, cuando es público 
y notorio que el imputado, como consecuencia de haber sido declarado persona 
r.a grata por el Poder Ejecutivo, ha cesado en la función diplomática que 
desempeñaba ante la República: p. 536. 

CíbioIm «xtrtujiroi. 

49. El sumario instruido a raíí de las lesiones ocasionadas a un particular, 
embestido por el automóvil conducido por un cónsul extranjero, es ajeno a 
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la competencia originaria de la Corte Suprema, pues trátase de un hecho 



sulcs extranjeros, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 24, inc. 1*, del decreto- 
ley 1285/5S. esté reservada a las causa* que verean apbre> los privilegios y 
exenciones de aquéllos en su carácter público, es decir, las seguidas por hechos 
ii netos cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas 
se cuestione su responsabilidad civil o criminal: p. 312. 




Cauta* «i que ts parte una. provincia. 
Causn que Ttriu ubre cu«iUon*» fedtrtl*». 

51. Ím Corte Suprema es. competente para conocer originariamtcnte en la 
itcmanda enlabiada por el Banco Hipotecario Nacional contra la Provincia de 
Kntre Iiío«, por repetición de lo pagado en concepto de contribución directa, 
fundada cu que la ley 3394 local aplicada sobre inmuebles de su propiedad, 
afectados rt planes de colonización, vulnera a la ley orgánica de I» institución 
nctora y a Los arta, 28, 31 y 67, inc. 16, de la Constitución Nacional: p. 390. 

52. En las causas que versan sobre puntos regidos por la Constitución Nacional 
y en que es parte una provincia, por aplicación de lo dispuesto en los art*. 
Í0fl y 101 de aquélla, la competencia originaria de la Corte Suprema surge 
con preseindencia de la nacionalidad u vecindad de tas partes: p. 390. 

Competencia penal, 
Lugar del delito. 

53. Dado que los documentos cuya falsificación se investiga — certificados de 
estudios— liahrían sido entregados y usados en la localidad de Caseros, Pro- 
vincia de Buenos Aires, sin que existan constancias fehacientes de que la fal- 
sificación se hubiera Uñado a cabo en otro lugar, corresponde onecer de la 
causa al juez federal de San Martín y no al nacional de instrucción de la 
Capital Federal: p. 360. 

64. Corresponde conocer del sumario a la justicia nacional en lo criminal de 
instrucción de la Capital, y no a la penal de La Plata, Provincia de Buenos 
Aires, si la entrega de las llaves de la casa construida por la denunciante 
y de una orden autorizando el acceso al acusado, fueron obtenidas por éste 
mediante un ardid en la ciudad de Bueno* Aires, con el fin de privar a la 
empresa damnificada del derecho de retención sobre la obra: p. 488, 

65. Sí los hechos delictuosos que deberán investigarse consisten en la defrau- 
dación que se habría cometido al ejecutarse judicialmente, en la Capital Federal, 
una prenda que se dice ha sido lolalmente pasada con anterioridad, corres- 
ponde conocer de la causa al juez nacional en lo criiniii.il de instrucción. No 
importa que, en virtud de orden judicial, el secuestro de los bienes prendados 
se haya efectuado en Bahía Blancn: p. 689. 

Prevención en la causa, 

56. Kl juez iiíii'ional en lo criminal de instrucción de la Capital que previno 
en la causa, y no el provincial, es el competente para seguir conociendo del 
sumario por defraudación si los elementos de juicio existentes en las actuaciones 
tío son suficientes para establecer en qué jurisdicción se habría cometido aquélla: 



57. Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre loa 
liedlos delictuosos denunciados, sí ellos si» presentan "prima facie** como inde- 
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pendientes, deben ser investigados por lo» jueces quo resulten competentes. 
En consecuencia, corresponde al juez nacional m lo criminal de instrucción 
conocer de los delitos de exaeeiones ilegales y violación de los deberes del fun- 
cionario púhlico; y ni juez nacional en lo criminal y correccional federal, del 
de retención de libreta de enrolamiento que también se imputa al procesado: 
p. 258. 

Delitos en particular. 

Anuncia familiar. 

58. El delito de incumplimiento «le tos deberes de asistencia familiar se consuma 
en el lugar donde In víctima se hallaba en el momento en cpjc el acusado 
habría incurrido en ln omisión de cumplir tales deberes. La jurisprudencia 
que así lo h- establecido es la que mejor consulta la defensa del bien jurídico 
tutelado por la ley 13.944, con prescindencia del domicilio legal, que puede 
encontrarse en un lugar distinto de aquél en que se hallaba la víctima y 
donde el acusado debía haber cumplido los deberes de asistencia por cuya 
omisión se le procesa. 

En consecuencia, corresponde conocer del proceso al juea en lo penal de La 
Plata, Provincia de Buenos Aires, y no al juez en lo Criminal de Sentencia 
de la Capital, si la presunta víctima, declarada ¡nsana, se encuentra internada 
en Temperley, aunque el domicilio de su curador se halle en la Capital Fe- 
deral : p. 207. 

Cheques siti fondos. 

59. El delito de libramiento de cheque sin provisión de fondos se comete en 
el lagar en que fué entregado el cheque, el cual determina la competencia para 
conocer del respectivo proceso ¡ p. 44. 

Desacato. 

60. En atención al carácter local de las funciones que desempeña el damnifi- 
cado, corresponde a la justicia nacional en lo correccional, y no a la nacional 
en lo criminal y correccional federal de la Capital, , conocer de la denuncia por 
desacato que se habría cometido en perjuicio del Director de una Escuela Na- 
cional de Comercio di» esa ciudad : p. 697. 

Competencia, militar. 

61. Corresponde a la justicia militar, y no a la federal del lugar, eonoeer del 
sumario instruido con motivo del accidente que sufrió un avión de Líneas Aéreas 
del Estado (L.A.D.E.) pues, tratándose en el caso de una aeronave militar y 
tripulada por personal militar que cumplía actos de servicio, si se hubiera 
perpetrado algún delito, se trataría de hechos a los que se refiere el art. 108, 
inc, 2*. de! Código de Justicia Militar : p. 301. 

62. Corresponde a la justicia militar, y no a la federal, conocer del proceso en 
que se investiga la presunta comisión, por un civil, de delitos comprendidos 
en las previsiones del decreto 2639/60 (violación del art 233 ó del 226, ambos: 
del Código Penal). 

La circunstancia de que los hechos que en definitiva se comprueben puedan 
ser los contemplados en el art. 647 del Código de Justicia Militar, no impide 
tal solución, dado lo dispuesto por el mencionado decreto y porque la cuestión 
sometida a la Corte debe decidirse contemplando el estado actual de ln causa: 
p. 433. 

63. Corresponde n la justicia militar, y no a la criminal provincial conocer 
del sumario por lesiones producidas a raíz de un aceidente de tránsito, instruido 
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a un oficial del Ejército, conductor de uno de los vehículos, que se hallaba cum- 
pliendo un acto del servicio en el momento de ocurrir el hecho: p. 48!). 

64. No es rom pétente la justicia militar, sino la penal del lugar, sí el soldado 
conscripto a quien se imputa haber hecho efectivo un giro falsificado (arts. 
296 y 172 del Código Pina!, en concurso ideal) cometió el hecho ¿uera de 
la jurisdicción castrense. 

La violación de corres pon dencia llevada n efecto para apoderarse del giro dentro 
del recinto del cuartel militar al que pertenece el acusado sería en todo caso 
un delito dt> acción privada que —no habiendo mediado querella del damni- 
ficado— no debe ser tenido en cuenta para resolver la contienda: p. 690. 

Domicilio del minante i 

65. Siendo contradictoria y poco ciara la prueba producida con respecto al 
último domicilio del causante, y no resultando que baya otros herederos que 
los presentados en el juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domi- 
cilio de los mismos, donde sostienen que también lo tenía el causante, corres- 
ponde admitir La competencia de dicho magistrado. A lo cual debe agregarse 
<|ue el fallecimiento ocurrió también en ese lugar: p. 209. 

Vario», 

66. Corrcs|H>iidc conocer de la causa al Tribunal del Trabajo de Olavarría, Pro- 
vincia de Rueños Aires, y no a la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires, 
si el convenio referente al momento de entrega del predio, cuyo cumplimiento 
se reclama ante la justicia provincial, fué oportunamente homologado por el 
finranismo paritario, por lo que la competencia de la justicia provincial resulta 
de lo dispuesto en la ley 13.246 y en su reglamentación : p. 632. 

JURISPRUDENCIA. 

Ver: Costas, 10; Daños y perjuicios, 2, 3; Pago, 1, 6; Hecurso de aclaratoria, 
1; Hecurso extraordinario, 20, 50, 51, 102, 162, 184, 188, 201, 215, 222, 226. 

JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA. 

Ver: Constitución Nacional, 43; Jurisdicción v competencia, 13; Recurso extra- 
ordinario. 100, 101, 102, lllti, 219, 224, 333. 

JUSTICIA DE MERCADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8. 



JUSTICIA DE PAZ. 

Ver: Exhorto, 2. 

JUSTICIA DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16, 23, 24, 
240, 243, 249. 




JUSTICIA PROVINCIAL 



JUSTICIA FEDERAL, 

Ver: Jueves, 1; Jurisdicción y competencia, 1, 4, 10, 12, 2.1, 24, 25, 26, 27, 28, 
29, 30, 31, 33, 36, 40. 44, 53, Al, 62; Justicia provincial, 1; Recurso extraordi- 
nario, 97, '24'), 251, 252. 

JUSTICIA MILITAR 

Ver: Jueces. 1: Jurisdicción y competencia, 1, 4, 10, 12, 13, 61, 62. |¡3, 64; 
Recurso de revisión, 1. 

JUSTICIA NACIONAL. 

\er: Jurisdicción y competencia, 2, '22, 55; Peritos, 1,2. 

JUSTICIA NACIONAL DE FAZ. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CIVIL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7. 17. 



Ver: Jurisdicción y compete neis, 8. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CORRECCIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 60. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL DE INSTRUCCION. 

Ver: Jurisdicción y competencia: 32, 35, 37, 38, 39, 41, 42, 43, 45, 53, 54, 
56, 57. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL DE SENTENCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58. N 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FE- 
DERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencin, 32, 35, U7, 38, 39, 41, 42. 43, 45, 57, 60. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO PENAL CORRECCIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31. 



1, En atención a (pie el Poder Judicial de ]u Provincia de Forniosa se encuentra 
yn organixado y en condiciones de fuucmiiur, enrresponde hacer súber a ia 
Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia que delie proveer lo necesnrio 
para que & practique la transferencia de causas a (pie se refiere el nrt. 12 
de ln ley 14,408: p. 4l5. 
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LAUDO 

Ver: ltMirso extraordinario, 14, lili. 



LEGISLACION COMUN (>). 

1. Si rada ve* que se invoque mm circunstancio excepcional para fundar la 
¡¡tuición de una lev, o, aün f cada ver. que realmente existí?, se estuviese fuera 
«leí nrt. 67, ine. 11, de la Constitución Nacional, lu reserva de jurisdicción 
que éste asegura podría quedar eliminada eu los hechos, timto más cuanto que, 
en períodos de transformaciones constantes, acaso muy pocas materias —si no 
ninguna —serían excluidas de la sanción de leyes fundadas en lieehos excep- 
cionales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis Muría Boffi Boggero 
y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

LEGISLACION DEL TRABAJO. 

Ver; Kecurso extraordinario, 52. 

LESIONES POR IMPRUDENCIA. 

Ver: CWtitueión Nacional, 33; Jurisdicción y competencia, 49. 63. 
LEY (-). 

Principios generales. 

1. Las eluciones legislativas sancionadas al margen de la Constitución per- 
lurl.aii ver, mas intensamente porque, el día en que se vuelve al cauce 
constitucional, los intereses formados ni amparo de esas soluciones deben 
ceder ante los superiores de lo convivencia dentro de la Constitución, con los 
consiguientes perjuicios materiales que han de sobrevenir a aquellos intereses 
(Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Boggero y 
Don Pedro Aberastury): P- 

Interpretación y aplicación. 

2. Si bien Ins. opiniones expresadas cu el debate parlamentario reconocen parti- 
rnlnr importancia con relación a la ley de amnistía 14.436, ellas no pueden 
nmdurir a la interpretación judicial al extremo de dotar a una norma sus- 

mit ¡b e ser interpretada en sentido favorable a su validez, de un alcance 

Jntradietoriu con la Constitución Nacional <art. '2!») como murriña en H 
supuesto de admitirse la pretensión del recurrente dc^ que dtclin ley beneficia 
también al procesado por traición a la patria: p. .18i. . ... 

3 Toda vck (pie respecto de una ley quepan dos interpretaciones jurídicamente 
posibles, ha de acogerse la que preserva, no la que destruye: p. .IB,. 
A \l l'odcr Judicial le corresponde la función de interpretar las le.ws de la 
,,'mnera une mejor colicúenle con las disposiciones constitucionales, salvo que 
1„ mtcliücncia opuesta sea palmaria. Kn consecuencia, cuando las previsiones 
Sígales snn lo suficientemente amplias como para abarcar ciertas materias que 

4. fl. 6. 7, S, 1>- 



LEYES PENALES gjj 

están dentro del legítimo ámbito de la competencia del Congreso y otras que 
escapan a él, lo» jueces, a fin de permitir la vigencia y asegurar la validez 
de la ley, deben interpretarla restrictivamente, aplicándola sólo a lns materias 
comprendidas dentro de la esfera que es propia del Poder Legislativo, siempre 
que la norma interpretada lo consienta : p. 3S7. 

LEY, DEROGACION. 

Ver; Recurso extraordinario, 194. 

LEY DE SELLOS ('). 
Generalidades 

1. Procede notificar al defensor In liquidación del sellado adeudado, en entisa 
criminal, por ser quien dedujn In queja y constituyó domicilio legal. Ello no 
importa desconocer que la obligación ile reponer !« actuado incumbe al pro- 
cesado y no e» extensiva respecto di* aquél: p. 287. 



EX POBT TACTO 

Ver: Rctroactividad, 1, 

LEYES ADUANERAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 34; Recurso extraordinario, 13. 
LEYES COMUNES. 

Ver: Constitución Nacional. 2. 62; Provincias, 1, 2; Recurso extraordinario, 35, 
39, 52, 57, 58, 60, 62, 194, 203. 205, 227, 232, 233, 234. 

LEYES FEDERALES. 

25? : 252 rtf 253° neS *» 2; Recurso de 1 U(, Í a » N Recurso extraordinario, 

LEYES LOCALES, 

Ver: Profesiones liberales, 7. 

LEYES LOCALES NACIONALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 203. 

LEYES MODIFICATORIAS. 

Ver: Retroactividad, 2, 3, 7, 8, 9. 

LEYES NACIONALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 0, 21, 22; Patronato Nacional, 1, 2, 3, 4; 
Profesiones liberales, 7. 

LEYES PENALES. 

Ver: Recurso extraordinario. 34, 203; Retroactivida.l, 4. 



(I) Ver tmmbiín: Recurso eitnwrdintrio: *9, 134, 217. 
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LEYES PROCESALES. 

Ver Con.-titneión Nacional, 30; Recurso extraordinario. 81, 125, 280, 300, 317, 
318; Retrouetividad, 5. 

LEYES PROVINCIALES. 

Ver: Constitución Nacional, 30, 46, - Jurisdicción y «nnpeteneia, 3, 21. 53; 
Recurso extraordinario, M, SI. 88. 89, 00, 93, 
286. 300, 317, 318; Tribunales provincial™, 1. 

LIBERTAD CIVIL. 

Ver: Constitución Nacional, 12. 

LIBERTAD DE COMERCIO. 

Ver: Constitución Nacional; 3, 12, 05, 66. 

LIBERTAD DE CONTRATAR. 

Ver: Constitución Nacional, 12, 65- 

LIBERTAD INDIVIDUAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 211. 

LIBRETA DE ENROLAMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 57. 

LIBROS DE COMERCIO. 

Ver: Recinto extraordinario : 259. 

LINEAS AEREAS DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y coinpetenein, (11. 

LITIS-CONTESTACION. 

Ver: Expropiación, 4, ¡i; Jurisdicción y 
1HH, 301; Sentencia, 1. 

LITIS PENDENCIA. 

Ver: Htiurso extraordinario, 20. 

LOCACION DE COSAS. 

Ver: Constitución Nacional, 10. 35, 57, 58, 5Í», <H ; Recurso de uníparo. 4, 10. 
IB; Recurso extraordinario, 20, 21, 33. (52, «3. 04. 72. 82. 83, 84, 85. 92, 115. 
121, 124. 132. 186, 191. 198, 201, 220, 221. 238, 322; Recurso ordinario de npí-ln- 
rión, 1; Retrorictividad. 4; Superintendencia, 1. 

LOCACION DE SERVICIOS. 

Ver: Honorario*. 2. 
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LOTEO 

Ver: Expropiación. IT. 

LOTERIA DE BENEFICENCIA NACIONAL Y CASINOS. 

\er: Jurisdicción y competencia, 45. 



MAESTROS. 

Ver: Heenrso extraordinario, "ti. 

MARCAS DE FABRICA ('). 
Principios generales. 

1. El uit 14 dé la lev :i975 terminante Rundo indica las únicas cniisits extitt- 
tivn* d« Id propiedad de las mareas, entre fus cuales no figura t» falta de 
uso por su propietario; p. 71. 

2. El nombre comercial de la casfl y el de la marca son de distinta naturaleza 
jurídica. K| derecho al primero surge de su uso, *c mantiene por la explo- 
tación del negocio y no requiere que sea registrado, mientras que el derecho 

la segunda sólo se adquiere por el certificado (jue acredita su registro. 
El uso de una marea carece de valor legal alguno mientra» que el del nombre 
furnia el derecho del que lo usa. Nuestra ley es atributiva de derechos respecto 
a la marca y sólo declarativa con relación al nombre, salvo que éste forme 
parte de la marea, en cuyo caso debe registrársele: p. 71. 

Regia tro. 

8. Los efecto» jurídicos que emanan de) otorgamiento del certificado a que 
alude el «rt. 12 de La ley 3975, cuando se trate de mareas que directa o indi- 
rectamente puedan producir confusión entre los productos, deben interpre- 
tarse como extensivos e igualmente aplicables a los casos de oso de nombres 
comerciales que produzcan consecuencias análogas respecto de una marra de- 
bidamente registrada; p. 71. 

4. La propiedad exclusiva de La man-., y el derecho a oponerse al ,( uso de cual- 
quiera otra que pueda producir directa o indirectamente confusiun correspon- 
derá al industrial, comerciante o agricultor que hav H llenado los requisitos 
exigidos por la ley". 

El empleo de la marea es facultativo y su solo registro, en la forma que 
determine la ley y el reglamento, es suficiente para el ejercicio y titularidad 
de los derechos señalados: p. 71. 

MATRICULA. 

Ver: Profesiones liberales, ti. 

MEDICOS. 

Ver: Peritos, 1, 2. 

MEDIDA DE NO INNOVAR < 2 ). 

1. El fundamento axiológíeo de la prohibición de innovar es el de asegurar 
la igualdad de las partes ante la contienda judicial, pues es regla de derecho 



(1) Ver tamhién: R peumo extraordinario, 2-47 3S\ 

i-\ \vr lamlúon: Invitarlo. 1: Rkiii» mtraordinarh». S8. 138. 26Í. 
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qoe, pendiente un pleito, no puede cambiarse de estado la cosa objeto del mismo 
para que no sea trabada la aeeión de la justicia, y pueda ser entregada la 
cosa litigiosa al que deba recibirla: p. 63. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS ('). 

1. Corresponde confirmar la canción de apercibimiento impuesta al recurrente, 
por estimar la Cámara que las sucesivos recusaciones deducidas contra el juez que 
conocía del interdicto eran ínjus tifien das y tendían a demorar el trámite fiumarí- 
ÚCao de aquél, sí no resulta de autos m de lo» antecedentes acompañados, que 
las circunstancias que motivaron la resolución apelada hayan sido apreciados 
por aquel tribunal en forma que importe indebido ejercicio de l¡i facultad disci- 
plinaria que le es propia : p. 170. 

2. Corresponde revocar Itt sanción impuesta por una cámara nacional de a pela - 
clones a un letrado, sobre la base de la comunicación de uno de los jueces compo- 
nentes de aquélla, en la que expresa haber sido agraviado en su despacho por el 
profesional (que le habría atribuido ''sin razón alguna mala voluntad hacia -u 
persona, por el resultado del juicio"), si el sancionado manifestó ante la Corte 
que la entrevista de referencia fué de carácter privado, limitándose en ella a 
saludar ni magistrado y pedirle una información respecto de Ja resolución dic- 
tada en la causa: p. 170. 

3. Es improcedente el recurso de apelación concedido por la Cámara, con fun- 
damento en el urt. 19 del decreto-ley 1285/58, si se interpuso después de vencido 
ti término de tres días prescripto en aquél; término que no se interrumpe por el 
pedido de reconsideración previamente deducido con ha*e en el nrt. 23, in fine. 
del Reglamento para la Justicia Nacional: p. 172. 

4. Corresponde confirmar la sanción de apercibimiento impuestn a un médico 
forense que, al negarse a suscribir la notificación de una nota del decano, refe- 
rente a una cuestión planteada con motivo de la intervención de los expertos 
oficiales en una investigación, hizo dejar constancia de expresiones que constitu- 
yen una falta de seriedad y a la consideración que debe a las autoridades del 
cuerpo: p. 239. 

5. Corresponde confirmar la sanción de m$n. 500 de multa impuesta por una 
("amara Nacional de Apelaciones al letrado que suscribió el memorial donde, al 
fundarse el recurso de nulidad contra la resolución del juez de primera instancia, 
se sostiene, con mención del art. 269 del Código Penal, que la sentencia recurrida 
constituye un caso de prevaricato. El argumento de haberse formulado la im- 
putación sin finalidad agraviante y para fundar la nulidad, carece en el caso 
de relevancia al no desvirtuarse los rozones de la sentencia de la Cámara, en 
cuanto declara que dicho recurso es de manifiesta improcedencia porque Ins 
objeciones en que se lo funda hacen al recurso de apelación. 

Por lo demás, no cabe admitir que los litigantes al apreciar las resoluciones de 
los jueces, y so pretexto del ejercicio de su defensa, falten contra su dignidad 
y decoro, atribuyéndoles la comisión de delitos, y queden exentos del poder dis- 
ciplinario: p. 485. 

6. Corresponde confirmar la sanción de m$n. 500 de multa impuesta por la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional a un magistrado 
del fuero que, con motivo de los desórdenes ocurridos en el Ambito judicial en 
octubre de 1959, se dirigió a ese tribunal solicitándole decidiera si era pasible O 
no de corrección por su actitud durante nquellos sucesos, análoga a la de los 
jueces en lo civil, cuestionando al mismo tiempo — en cuanto pudiera referirse 



(1) V#r tamhirn: furrpe» tíenirot fferirlatrl. 1; FaculUil dUriplinarin. 1: Jtiw«. 3; 
llf 'imi ■!<■ n*(nmili>rari4ii. 1: Hwurw pilr»unlin»ri«i. 12. 161. 24S; KctmrlifMait, 2, 3, 
7, 8, 0; £ti|<trinl«nc!cnrw. 2, 4, 7, 
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i! .11 proceder- lo nprnufa por la Corte Suprema en un comunicado de pren- 
mi sobre lo* hecho*. 1 

Kl propó,ito tlr extcriorijüir mi parición jTniitr u lo ocurrid» -m W según & reen- 
urente biibrtu determinado I» presentación .le I» nota, a I» tJU e .lió Ml swl¡jtll 
pablad- no desvirtúa I» ñ.lta 4 ne co„s(¡i„ V e la petición formulada en tono 
maní tiestamente polémico y falto de mesura y en termina impropios de »n 

mostrado jodu-inl quo iti.pt.rtiin u admisible atavio a ]., autoridad del 

más alto Tri banal Os Ja República: p. 495. 

7. U multa impuesta por I» Cántara National de Apelaeit s en lo Criminal 

y t orrecemniil n un magistrado del fuer», en ejercicio de mi indiscutible facultad 
disciplinaria pura reprimir bis faltas coatr» su autoridad v decoro, bo puede 
cuestionarse con base en el art. 1!) de la Constitución Nacional invocado nnr el 
recurrente, (pie dirigió a la Cámara una nota de tono polémico y falto de mesura, 
y pretende liaber sido sancionado por emitir opinión : p. 49f>. ' 

8. Si la medida disciplinan» fué aplicada por una Cámaro Nacional de Apela- 
ciones al revocar lo decidido al respecto en primera instancia, es improcedente 
el recurso ante la Corte Suprema aun eurndo m ]o bubiera interpuesto durante 
la vigemia ,|e| flr t. 19 del decreto-ley 1285/58: p. 502. 

9. Corresponde confirmar la sanción de prevención impuesta por la Cámara 
rederal de Apelaciones de Córdoba al Defensor de Pobres, Incapaces v Ausen- 
tes, por no acatar lo dispuesto por el Presidente del Tribunal «cerca de"la eleva- 
ción de un ofício por intermedio de Secretaría (art. lli, me. a), del Refría mentó 
interno); rilo, pues m bien tos términos empleados por el funcionario no impor- 
tan desconsideración, nada obstaba al acatamiento de la formalidad prescripta 
sin perjuicio de la reclamación ante lu Cámara. Ésta, por lo demás, no ha 
incurrido en exceso en el ejercicio de sus facultades disciplinaria», habida cuentn 
que la sanción impuesta es la mínima prevista por ta ley: p. 50.1. 

10. Las sanciones previstas en «I art. 16 del decreto-ley 1285/58 se fundan en 
el poder disciplinario de los tribunales de justicia y tienen por objeto la correc- 
ción de las faltas que cometieren los funcionarios, empicados v auxiliares de la 
justicia de la Nación. 

En consecuencia, si, a raíz del juicio político de que fué objeto, ha cesado en sus 
funciones el juez sancionado, al momento en que corresponde resolver definiti- 
vamente sobre la medida aplicada, por virtud del recurso que preveía el art 19 
del decreto-ley 1285/58, la corrección disciplinaria apelada ha perdido su esen- 
cial razón de ser, por lo que, sin perjuicio de que oportunamente hubiese sido 
procedente, corresponde dejarla sin efecto: p. 615. 

11. El recurso de apelación para ante la Corte, previsto en el art. 19 del de- 
creto-ley 1285/58, es improcedente desde la vigencia de la ley 15.271 : p, 640 

12. El abandono del indispensable decoro en que debe desenvolverse el proce- 
dimiento judicial no se justifica por el celo en la defensa de los derechos que 
puedan asistir a loa interesados: p. 679. 

13. U reiteración, por segunda vez, de peticiones manifiestamente improceden- 
tes y desechados de plano en otras tantas oportunidades por la Corte Suprema 
constituye un agravio a la autoridad del Tribunal, que debe ser corregido en lo, 
temimos del art. 18 del decreto-ley 1285/58 

Corresponde, en consecuencia, sancionar nt solicitante con una multa de doscien- 
tos pesos m/n. ; p. 699. 

14. No corresponde hacer lugar n la intervención de la Corte por la vía de 
avocación a que se refiere el art. 22 del Reglamento para la Justicia Nacional, 
si en la resolución recurrida la Cámara se ha limitado a imponer un apercibi- 
miento al lelrndo apelante, sin que resulte de las circunstancias del caso que 
medie exceso en el ejercicio del poder disciplinario propio de aquel tribunal; 
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MEDIDAS PASA MEJOR PROVEER, 

Ver: Expropiación, 12; Recurso ile nulidad, 3; Recurso extraordinario, 163, 231. 
MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Inventario, 1; Medida de no innovar, 1; Recurso ex t mordí tía rio, 37, 262, 
263, 264, á87i 268. 

MEJORAS. 

Ver: Expropiación, 7. 

MENOR DE EDAD. 

Ver: JurUditTióu y competencia, 2; Recurso extraordinario, 75, 286. 
MENSURA. 

Ver: Recurso extraordinario, 283. 
MERCAD? 

Ver: Cnustitw-ié'i Nacional, 10. 
MILITARES. 

Ver: Juri&diceión y competencia, 63, 04; Recurso extraordinario, 135, 249; Ru- 
tiro militar, 1, 2, 3, 

MINISTERIO DE EDUCACION Y JUSTICIA. 

Vf: Superintendencia, % 

MINISTERIO DE INDUSTRIA Y COMERCIO. 

Ver: Superintendencia, 1. 

MINISTERIO DE TRABAJO Y PREVISION. 

Ver: Recurso extraordinario, 5H. 

MINISTERIO PUBLICO. 

Ver: Constitución Xac tonal, 33, 34; Demanda* pon t ra la N'aetón. 2, 
MONEDA. 

Ver: Expropiación, 8¡¡ jBrisdiceión y competencia, 32. 
MONTO DEL JUICIO. 

Ver: Honorarios. 3; Recurso extraordinario, 05, 1S5, 240. 
MULTAS (>). 

1. Tji sanción prevista en el iirl. 2Í1 tle I» ley 4350 de la Provincia de Buenos 
Aires es de finióle penal: p. 225. 

ii v, F mmt.v r r«n*t¡m.i»n M Édi— | M 2«. 33: Jaece*. 3; MwlHa* iliielptlurlH, 

ft. 7. 13; Pnllrin .1» vin iü. J; Rwariui r.tlrimnlii.,irln. 1. 2, .14, 35, 40. 110. 134. 16rt, 193. 
Ü72. Krliwtividad. 4. 



NULIDAD DB ACTOS PROCESALES m 

Ü. Deben estiman penales las multas aplicable* a los ínf rectores cuando ellas 
«i vez de poseer carácter retributivo de) posible daño causado, tienden a pre- 
venir y lepmwr la violación de tos pertinentes deposiciones legales: p. 225. 

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES. 

Ver: Recurso extraordinario, 237. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver: Gobierno detacto, i; Recurso extraordinario, 93. 
NACION. H 

Ver; Constitución Nacional, 2; Demandas contra la Nación, 1¡ Inventario, 1; 
Jurisdicción y competencia, tí, 24, 28; Recurso extraordinario, 276; Recurso or- 
dinario de apelación, 4. 

NACIONALIDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 52. 



Ver: Constitución Nacional, 2.V. Prueba, 1, 2, 4; Recurso extraordinario, 228. 



Ver: Recuno extraordinario, 1S2, 211. 

NOMBRE COMERCIAL. 

Ver: Mareas de fábrica, 2, ;t, 

NOTIFICACION 

1. Las providencias dictadas durante el período de prueba, en principio, se 
notifican por nota, salvo los casos «1 tjue procede la notificación en el domici- 
lio: p. 587. 

2. La simple eomuiiíracióu de una resolución judicial a una repartición del 
Estado, recaída en juicio en <|ue a éste no se le hn dado parte, no constituye 
notificación válida a los fines del curso del término de la apelación que el Go- 
bierno estime oportuno deducir: p. 598. 

3. No habiéndose constituido domicilio en la queja, corn-spomlc tener al recu- 
rrente por notificad» de la sentencia con la nntu del ujier y notificar lits provi- 
dencias sucesivas cu los estrados del Tribunal: p. 720. 

NULIDAD. 

V»r: Aduana, ]¡ Recurso de tiuliilnd, 2; Recurso extraordinario, 2tí, 65. 

NULIDAD DE ACTOS PROCESALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 174. 

<n Ver lamMAi: Uy *■ '<■"<>■ tj 3!«H,ln« dl.nplm.riiv,. i; TtvWta* ÍIUlÉHl Ü 
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NULIDAD DE SENTENCIA 

1. Si la sentencia de la Corte ha sido dictada sin que ss notificara a las partes 

la providencia di- mito-*, rom» -t> dispusiera oportuna nte, eorresp k> dejar 

sin efecto el fallo y cumplir la diligencia omitida: p. íilti, 

NULIDAD PROCESAL (-)■ 

1. Iji circunstancia de haberse notificado por cédula n las partes la providencia 
ipie dispone reservar el despacho atinente n la prueba testimonial ofrecida en 
jurisdicción provincial, hasta que se presenten lo» interrogatorios respectivos y 
que. cumplid» dicho requisito, !« que ordena el oficio pertinente haya quedado 
notificada por nota, no autoriza a declarar Ih nulidad de lo actuado. EUn es así, 
tanto mas encontrándose consentido el ñuto ordenando nirreear el aludido oficio, 
ya diligenciado: p, 597. 

O 

OBRA NUEVA. 

Ver: tíecurso de amparo» 16. 

OBRAS SANITARIAS DE LA NACION, 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 42. 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Constitución Nacional, 44, 46; Recurso extraordinario, «6, 70, H4. 209, 218; 
Recurso ordinario de apelación, L 

ORDENANZAS 

ordinario de apelación. 5. 



PAGO ('). 
Principios 

1. 1.a jerarquía constitucional reconocida al efecto liberatorio del pago reali- 
zado conforme a la jurisprudencia del lunar del neto, en materia labora), recono- 
ce excepción en los supuestos en que la demanda con que sp lo impugna ha sido 
deducida en un término WJBOflabl emente breve. F| transcurso de tres meses útiles 
entrp el despido y la demanda, no importa demora que impida encuadrar el caso 
en la excepción de referencia : p. 247. 

2. Para que proceda el recurso cNtruordinnrio, con fundamento en la jurispru- 
dencia atinente a los efectos liberatorios del pago, dehen justificarse los extremos 
necesarios para su invocación útil: p. 253. 

3. Kl pa¿« realizado pnr la demandada con el consentimiento del actor, y de 
acuerdo con las normas vigentes en oportunidad del acto, entraña para nq nidia 




(1) Vrr Uniliiín: rimaras nm-ionitlrs rte «jn-lni-ione*. S; Bhdtio ps(rsor(t¡nar¡&, 103. 
'¿ -16, :ti'¿. 

"i' '»-ü V " '" m1, ' ín: tl '* , " ^ ' u, **WÍM* 3 ¡ Kpcurwi Mtranr.linitrio. W\ 112. 120. 202, 

las síe &9 , " ml,í, '" : l '" n * ,iluri "" JO; foiin., »¡ ft 1TN r» wtr»rdtn*ri«, 2, T¡. «. 



PATRONATO NACIONAL 



Sil 



un demln. adquirido incorporado q su patrimonio, qoc se confunde ron ] a 
írarnntia constitucional de la propiedad; p. 367. 

4 ; J T *ti mlo * v .te ™ «to provisorio, es inaplicable el principio atinente al 
efecto liberatorio del pago: p. 414. 

6. La doctrina referenle ni efecto liberatorio del pago, en materia laboral no 
nge en los supuestos de que la demanda para el complemento de la suma mi- 
Inda se inicie en plazo razonablemente breve r p. 673. 



Pago indebido. 
Protesta. 

GtturnUthuh *. 



6. La prieta previa es mdispensable n fin de .pie la autoridad competente 
-facultada para la peiv,p,iói, de los grarfmei.es- cunóla la rlk-oi.£ a 
de os contribuyentes y esté, así. en condiciones de arbitrar, opoJ « los 
..*. «» «.«.minado» o asegurar el equilibrio de las finanzas públicas, ™ evitan! 
do la inversión de la renta eoncsj>oudieule al impuesto imputado o bien «don 
lando otras equivalentes medidas de previsión: p. 429. ' 

PALACIO DE JUSTICIA. 

Ver: Jueces, 4; Medidas disciplinarias, <j. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 52; Notificación, 2- Recurso 
38, 115, 117, 273, 277, 323. ' ' ™ 



PATENTES DE 

Ver: Recurso extraordinario, 107. 

PATRIMONIO NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 40, 41, 42, 43, 44. 
PATRONATO NACIONAL. 

■ 

tr£u? t !ZlT*T* TVT"^ 'i 1 " ] " Cu,lsti t«'»'» y de las leves dictadas con 
rr^ln „ ell, sobre el Patronato Nacional, corresponde (! ue la* Corte Suprema 

preste su acuerdo para p d Poder Ejecutivo conceda el pa^ a la Bulí nor 
nir 'del ImL^fí' ' ^ ^ic.o^ Bonan^ "au^ 

2. Ton las reservas que emanan de la Constitución v de la. leves dictadas con 
« ¡0¡¡ -bre el Patronato Nacional, corresponde q«T la C„rt SupU" 
•resto su acuerdo para q«c el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula por 
ía cual el Sumo Pontífice instituye a Monseñor Leonardo Gregorio Gallardo 
Hen-dia Auxi .ar del Arzobispo de la Arnuidióeesis de San Juan de Cu vo T e 

^fi» * m» Titulnr i SSS - ^mmM 

3- Con las reservas que emanan de la Constitución y de las leves dictadas con 
arreglo a ella sobre et Patronato Nacional, corresponde que la" Corte Suprema 
preste su acuerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula por 
la cual el Sumo Pontil.ce instituye u Monseñor Doctor Moisés Blan.houd Auxi- 



1'KIUTtiH 



liar dd Obispo de la Diócesis de Río Cuarto y le confiere 1» dignidad de Obispo 
Titular de Relali: p. 45. 

4. Con ut~ reservas que ema de la Constitución Nocional y de las leyes dic- 
tadas i-it consecuencia respecto del Patronato Nacional, corresponde i^uf ín Corte 
Suprema priste acuerdo pnra (pie el Poder Ejecutivo conceda el pose a la Bula 
por In que el Sumo Pontífice instituye, en nóniea mente a Monseñor Dr. Horacio 
tíúinez Dávila. oportunamente presentado para el ni reo por el Presidente de 
la Nación. Cond.jut.ir del Obispo de La Rioja, eon dererlin u sucesión: p. 455. 



Ver: Constitución Nacional. r*:t. 34: Hábeaa corptis. 4; Recurso extraordinario, 
75, 

PENSION. 



PERENCION DE INSTANCIA ('), 

1. Procede declarar de oficio In endueidnd de In instancia cuando, liabiémW 
dispuesto lincer saber h1 recurrente que debe peticionar lo conducente a fin de 
que «> notifique a la contra parle el pronunciamiento que declaró procedente el 
reeurso extraordinario y llamó «utos y n la oficina a Jos ef petos del art. 8* de 
la ley 41155, hn transcurrido eon exceso el término previsto en el art. 1*, inr. 2% 
de la ley 14.191, sin que exista en autos constancia de gestión alguna del inte- 
resado para interrumpir el curso de la pereneión: p. 413. 

PERIODISTAS. 

Ver: Reeurso ex t moni infirió. tí5. 



í. U sola circunstancia <le que el médico que solicita la autorización reviste 
en el Cuerpo Médico Forense y. en tanto, médico de reconocimientos, desempeñe 
■ unciones vinculadas con la actividad del Poder Judicial, lo inhabilita pnrn actuar 
como perito médico en la Justicia Nacional, sea de oficio o a propuesta de par- 
te: ]), 48. 

2. U sola circunstancia de que un médico se desempeña en funciones vincula- 
das eon la actividad del Poder Judicial —en el caso, especialistas que actúan 
como auxiliares del Cuerpo Médico Forense — lo inhabilita para jictuar como 
]htíIo médico de la Justicia Nacional, sea de oficio o a propuesta de parte: p. 4S. 
8. Con arreglo a lo dispuesto en el art. í> v de la Acordada del 29 de abril de 
li)5!l, corresponde declarar desierto el concurso dispuesto por Acordada del 17 
de junio del misino año, en cnanto al cargo de Ayudante de Laboratorio de 
Análisis Químicos y Bacteriológicos, habida cuenta que ta Junta Calificadora 
• - dentro do un régimen di- en lif ¡cneíones de sobresaliente, excelente y muy bno- 



PAVIMENTO. 



Ver: Recurso extraordinario, 19. 207. 



PENA. 



Ver: Constitución Nacional, 74. 



PERITOS <-). 
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PODER JUDICIAL ggg 

no— solo influyó a dos de los profesionales inscriptos, adjudicándoles la califi- 
cación menor; asi como también la importante labor de colaboración con el ponto 
químico que corresponde al titular del cargo o proveerse, y cu particular su 
cspecialización en tox ¡coloría : p. lí). 

PERSONERIA (>). 

I. El denunciante carece de personería para pedir reconsideración de la sen- 
tencia de ln Ootte Suprema que declara su incompetencia para conocer origina- 
riamente en actuaciones crimínales; p. 646. 

PLAZO. 

Ver: Recurso extraordinario, 172. 
PODER DE POLICIA (?>. 

1. Dentro de la especie del poder de policía, que comprende la defensa y promo- 
ción de los intereses económicos de la colectividad, ha de considerarse legítima- 
mente incluida la facultad de sancionar disposiciones legales encaminadas a pre- 
venir, impedir, morigerar o contrarrestar, en forma permanente o transitoria, 
los graves daños económicos y sociales susceptibles de ser originados por la des- 
ocupación en mediana o gran escala. Entre las frecuentes disposiciones sancio- 
narlas por el Congreso con tal designio se encuentra la ley 13.591, de cuya poli- 
tica la ley 14,226 es una de las manifestaciones particulares: p, 121. 

2, Dentro de los objetos propios del poder de policía ha de estimarse com- 
prendida —junto a la seguridad, la moralidad y la salubridad pública— la de- 
fensa y promoción de los intereses económicos de la colectividad. Esta doctrinn 
ha tenido siempre, en el derecho argentino, ln firme base de sustentación del 
art. 67, me. 16, de la Constitución Nacional: p. 121. 

3. Kl ine. 16 del art. 67 de la Constitución Nacional, que garantizaría la vigen- 
eia amplía del "poder de policía", contiene una norma genérica donde no siem- 
pre se observa la precisión del concepto. Su texto ha de analizarse en relación 
con las otras normas constitucionales, porque lo contrario le haría predominar 
de manera indebida sobre otros derechos igualmente concedidos por la Consti- 
tución Nacional. 

Aun cuando la materia es sumamente discutida, resulta posible apreciar con 
claridad, como lo ha hecho la jurisprudencia de la Corte Suprema, la diferencia 
entre una restricción razonable a la actividad lícita de una empresa comercial 
4i industrial y una que no lo sea (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Ma- 
lta TtolTi Hoggern) : p. 121. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional. 40; División de los poderes, 4, ñ; Estado de sitio, 

4, !); tláhcas corpus, 4, 6; Patronato Nacional, 1, 2, 3, 4; Recurso extraordina- 
rio, 5, 200, 204, 242. 

PODER JUDICIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 13, 14, 18, 19, 40, fl], 62: División de los poderes, 
1, 2, 3, 4, 5; Estado de sitio, 9; Hábcas corpas, 4, 6; Jueces, 3, 4; Ley, 4; 
Medidas disciplinarias, tí; Recurso extraordinario. 3!), 2(1»; Superintendencia, 1. 



(I) v.-r Inmliivn : Kprurmi rxiraiirilinario, 8, 167. 10?, 

tí) Ver laml.iín: fíitmm» |utritariii* i|« nrri'nctnrnicntft* nn-itlr*. 1; Cdíinlilunín. Nacional, 
'— '■■ °- B;l ' GJ - fl "- 
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PODER LEGISLATIVO. 

\>r: Coii.-ititurU'«n Nacional, 1H, 51, 53. 5B. 78, 79. Sfl; División de los poderos, 
% 4; Expropiación, 2, 3; Jueces. 3; Ley, 4; Recurso extraordinario, 24.', 

POLICIA DE VIMOS ('). 

1. Xo aparece cumplido lo dispuesto en el art. T, última parte, del decreto 
25.716/51, si la oportunidad di' intervenir en tu ''eonlniverUVación'' por inter- 
medio (ir un técnico sólo lia sido brindada ni "comprador" de ln inen-adería 
objeto de la infracción, pero no al "interesado", si. como ocurrió t'ii id caso, ese 
"interesado" no puede ser otro i{iii' quien resultaría pasible de 1n multa impuesta. 
Fíente n la norma aplicable, especifica, no puede buscarse apoyo normativo 
subsidiario en disposiciones de la reglamentación general de impuestos internos, 
que contemplan supuestos diversos al planteado. Tampoco pueden darse por 
cumplidos los recaudo* del decreto citado si el "pcrilo despjnudo" no lo lité por 
la parte ejtie resultó condenada, la que m> tuvo a-i oportunidad tle ofrecer prueba 
de desearjro ni controlar la producida: p. 724. 

POLICIA FEDERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 45. 

POSESION. 

Ver: Prescripción, 2, 3. 

POSESION TREINTAÑAL 

Ver: Keeurso extraordinario, 117, 277. 

PREAVISO 

Ver: Recurso extra oraría rio, 26, 32, 50, 76, 170. 
PRECIOS MAXIMOS <=), 

1. El repinen jurídico propio de las infracciones n las leyes de apintaje en- 
cuentra runda mentó en lo que dispone el nrt. 2 de la ley 14.440. en ]a naturaleza, 
de las normas de cuya aplicación se trata y en ta jurisprudencia de la Corte sobre 
Ja materia ; p. 52. 

PRECLUSION. 

Ver: Recurso extraordinario, 1S6. 

PREJUZG AMIEN TO. 

Ver: Excusación, 1. 

PRENDA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 55. 



<1> Wr HHiMh ! rotiMilu-iAn KáftoDil, Jl. 
(Jl V.t taiiiln.il : ('•■nntilu. ii'ni SÜi ion «I, 4B. 





rilOCEDIULENTÚ 



PRESCRIPCION ('). 



Principios generales. 

1. Tratándose de la adquisición do derechos o de la extinción de obligaciones 
«viles, el código común ha creído de conveniencia pública que la prescripción 
pitwlu oponerse en cualquier estado del juicio: p. 524. 



2. Ia circunstancia de que los demandados no hayan observado el procedimiento 

de la ley 14.159 no obsta a la consideración de la defensa de, prescripción «pues- 
ta por ellos, por cuanto dicho procedimiento sólo rige con respecto a los "juicios 
de adquisición de inmuebles por ln posesión continuada de los misinos", pero 
no impide que tal posesión continuada pueda hacerse valer por vía de defensa 
opuesta al progreso de la demanda, basada en el urt. 4015 del Código Civil, en 
caso» como el debatido en ln especie, en que el Estado Nacional demanda la 
devolución del exceso de precio que habría abonado por la compra de una frac- 
ción en la que fué incluida — según el actor — tierra que le correspondía en 
propiedad. Tanto más si los elementos de juicio obrantes en la causa suplen el 
cumplimiento de las reglas enunciadas por el art, '24 de aquella ley: p. 703. 

3. Surgiendo de la prueba documental, testimonial y de presunciones ln exis- 
tencia de actos posesorios sobre la fracción cuestionada y no habiendo probado 
el actor que esa posesión haya sido interrumpida ni que se haya perdido porque 
alguien haya ocupado aquel terreno y gozado de él durante un año sin que las 
demandas hicieran acto alguno de posesión o turbasen ln del que turbó la suya, 
cabe concluir que la prescripción treintañal opuesto como excepción es proce- 
dente, en los términos del art. 4015 del Código Civil: p. 703. 

PRESIDENTE DE LA NACION. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 19, 40, til ¡ División de los poderes, 3, 5; Estado 
de sitio, 3, ti, 7, 9; Jurisdicción y competencia, 37; liecurso de amparo, 5; Re- 
curso extraordinario, 39, 242; Tribunales administrativos. 1. 

PREVARICATO. 

Ver: Jueces, 2; Medida» disciplinarias, 5, 

PREVENCION, 

Ver: Medidas disciplinarias, 9. 

PRINCIPIO DE RESERVA. 

Ver: Medidas disciplinarias, 7; Recurso extraordinario. 35, 74, 76, 207, 208, 211, 
214, 216, 232, 233, 236, 307. 

PRISION PREVENTIVA, 

Ver: Estado de sitio, 5. 

PROCEDIMIENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 60; Prescripción. 2; Recurso de amparo. 3; Recur- 
so extraordinario, 111, 112, 123, 203, 279. 337. 348. 





t n Ver lamt.iín: CwUttMliWll Xncion.l. (10: R«iir«. «trsor.ünnrio, 77. 17*, 823. S34. 
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PS0FE8IONE8 LIBKRALKS 



PROCEDIMIENTO ABMINI8TRATIVO. 

Wr: Constitución Nacional, 21, 29; ¡tecuco extraordinario, 7, II, 13 23, 228, 
274, 296, 297-, Tribunales administrativos, 3. 

PROCLAMA DEL 37 DE ABRIL DE 1956. 

Ver: Keetirso extraordinario, 160. 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACION. 

1. En la queja deducida por denegación del recurso extraordinario, en mía 
arción de amparo, corresponde que el Procurador General dirtamine sobre la 
procedencia de la apelación, pues priva el interés institucional v no el econó- 
mico del Fisco: p, 440. 

PROFESIONES LIBERALES ('). 

1. La inscripción en la nintríciila f«olir¡tniln por el recurrente ante el Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aire», es mate- 
ria regida por el decreto-ley 5103/45 (ley 12.921) que, dictado por el Gobierno 
de la N'ni-ión en ejercicio de facultades propios, posee inequívoco carácter fede- 
ral, ajo que a ello «hste la circunstancia de que su art. 29 reconozca a los gobier- 
nos provinciales atribuciones de reglamentación y aplicación: p. 275. 

2. Todo el régimen del decreto 5103/45 (ley 12.921) es específicamente federal 
y el Gobierno Nacional tiene facultad para determinar los requisitos conforme 
a los cuales habrán de ser ejercidas las profesiones liberales, entre ellos loa 
rclcicntes a la comprobación del conjunto de conocimientos indispensables para 
declarar a una persona en posesión de In respectiva capacidad profesional: 
p. 277. 

3. El texto del art. 4", ine. e), del decreto 5103/45 (ley 12.921) se limita al 
mero reconocimiento de los títulos especiales a que alude y no n exámenes o 
procedimientos posteriores de control y habilitación que contempla el art. 7*: 
p. LÍ77. 

4. Los Consejos Profesionales, en cuanto órganos de las funciones atribuidas 
por el decreto 6103/45 (ley 12.921), integran un régimen nacional uniforme y 
el reconocimiento de la aptitud o capacidad especial a que se refiere el art. 7* 
por uno de ellos tiene necesariamente valide» en todos los otros órdenes jurí- 
dicos parciales, sin perjuicio del cumplimiento de los recaudos formales exigidos 
para las distintas inscripciones: p. 277, 

5. Im inscripción obtenida de acuerdo con el art. 7' del decreto-ley 5103/45 
i ley 12.921 ) en cualquiera de los Consejos Profesionales lóenles debe tener vnlur, 
en cuanto tal, en luda la República : p. 277. 

6. Corresponde confirmar, por la vía del recurso extraordinario, la sentencia 
ile la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Coiiteneiosoadministra- 
tivo de bi Capital tpie ordenó la inscripción, en el Itegistro de No Graduados 
del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de isa ciudad, de quien la soli- 
citó hallándose inscripta en el de la Provincia de Buenos Aires, y que le fuera 
neendn por el organismo profesional con fundamento en que el decreto 5103/45 
(ley 12.921) ta autoriza solamente en la jurisdicción del Consejo donde se ha 
com proba du la actividad exigida por el art. 7. Se trata, en el caso, de In capaci- 
dad o aptitud alegada para el ejercicio de tareas profesionales que la ley nacional 
reconoce y tutela, y no di' las modalidades de su ejercicio en el orden local o 



CII Vrt (fttnbii'n: JuriMl ¡frión y iflmjH'!pni-¡». 1H; H ( <. ttrno extraordinario, 253, 123. 



PRUEBA Mr 

de los recaudos formales impacto* para la matricida o inscripción dentro de la 
jurisdicción territorial del Consejo apelante: p. 277. 

7. Lo que es considerado título o aptitud profesional suficiente, aunque excep- 
cioiial, en un ámbito territorial detennínado, no puede dejar de .serio en otros 
cuando tal reconocimiento o habilitación especial ha sido instituido por una ley 
nacional. Ademí Sf importaría una verdadera incongruencia que una aptitud pro- 
Icsional determinada, que hubiera «ido convalidada no sólo por |n 3 consejos 
presiónales, amo precisamente por los órganos judiciales superiores de la 
Nacón, pudiera luego ser desconocido por entidades de inferior jerarquía o 
por normas locales reglamentarias: p. 277, 

PROPIEDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 23t¡. 
PROTESTA. 

Ver: Pago, (f; Recurso extraordinario, 214, 215. 
PROVINCIAS ('). 

1. El art. 67, ínc. 11, y sus correlativos 100, 104 y atines de la Constitución 
Nacional, reconocen una profunda raí* histórica en defensa de las autonomías 
provinciales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Roffi 
Hoggero y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

2. Toda explicación teórica que conduzca a sustraer de los jueces provinciales 
la aplicación del derecho común, no conseguiría sino transgredir los principios 
contenido* e» los arta. 67, ine. 11, 5\ 104 y 105 de la Constitución Nacional. 
Así debe considerarse la decisión que admite ta intervención de las Cámaras 
Pantana» de Arrendamiento* Rurales, en virtud de las disposiciones de las leyes 
13.246, 13.897 y 14.451, en un juicio en que se discuten cuestiones esencialmen- 
te contractuales y de derecho común entre arrendador y arrendatario (Voto de 
los Señores Ministros Doctores Don Luis Marín Roffi Roggero v Don Pedro 
Aberastury) : p. 646, 

PRUEBA <*). 
Ofrecimiento y producción. 

1. Habiéndose ordenado reiterar un oficio o pedido de la actora, segdn provi- 
dencia consentida por la contraparte, la negligencia acusada por esta última 
veinticinco días después debe ser recliuaada, aun cuando hubiere vencido el tér- 
mino de prueba, en ratón de que el tiempo transcurrido entre ambas peticiones 

es excesivo: p. 598. 

2. Es improcedente la negligencia respecto a la producción de la prueba peri- 
cial si, habiéndose solicitado en oport unidad de la audiencia del art. 142 de la 
ley 50 el nombramiento de un perito único de oficio, dicha prueba reviste carác- 
ter común y no resultn de autos que medie oposición o disconformidad : p. 720. 



nii f\l,.. 7 a ? m K*T ?"i'" ) . d • '«/roTiiici. de Heniloi*, 1¡ Ctmttltticídn Nacional, 3, 40. 40. 
Z • ?Í 5 3 : J, "< iri « pwínrwl. l; LmitluiAn común, 1, ProfnionM HbtralM, 1: Ínm¿ 
Tribuí pVUlnVuíiT 1 rX,ra0r ' ,Ín » rio - >*■ afl . «• »»• »0. 207. 212^84. ? 5 7. 252* 

28. 29, SO. 33. 41, 37, 33, SS, 70; K.Urtc á v i lio. 8; fCxpvopiitjén 11 13 14 15. H*sJ»¿ 
rorpa», 4, 6; .1uh«. 5; Jttriidicc Ion 7 competencia, 31 65 krtltífidé» 1 ■ Nttlidtá ÍL^S 1 

,09 ' 110 - 12*. W5. 13S, 13T. 13», 14". 1S« 183 1641 170 17S 11A 

177. ma. zoo. asi, 303. 2a «. 231 . 34I( 2T! . SH0 . 2e ¿ a w ; ige.-aiTTlXJffi ¿StaVi í í: 
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Apreciación. 

3. La eficacia de las pruebas debe ser apreciada en la sentencio, sin que qu^pa 
ante» abrir juicio sobre su valor para la solución del pleito: p. 722. 

Teatifot. 

4. Corresponde hacer lugar a ta acusación de negligencia cnrmdo, habiendo 
vencido con exceso el término de prueba, no existe constare! n .uguna en- el cua- 
derno respectivo de haberse librado el oficio ordenado oportunamente por la 
Corte paro diligenciar la prueba testimonial ofrecida en jurisdicción provin- 
cial : p. 598. 

5. Lm circunstancia alegada de haberse acompañado loa interrogatorios, a efecto 
ile que los testigos ofrecidos declaren en jurisdicción provincial, no escusa la 
falta de presentación del sellado para la confección del oficio respectivo, pues 
es obligación de parte impulsar el procedimiento: p. 598. 

PUERTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 28; Recurro de amparo, 17. 

Q 

QUERELLA 

Ver: Jurisdicción y competencia, 64; Recurso extraordinario, 197, 321. 

querellante. 

Ver: Recurso extraordinario, 206, 273. 
QUIEBRA. 

Ver: Recurso extraordinario, 173. 

R 

RATIFICACION 

Ver: Decreto-ley, 1. 

REBELDIA. 

Ver: Constitución Nacional, M, 35; Recurso extraordinario, 125. 
REBELION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 19, 62. 
RECIPROCIDAD JUBILATORIA <>>. 

1. Sí bien "a lo» efectos de la determinación del sueldo promedio" el art. 2* 
del decreto-ley 9316/46 autoriza, en caso tle servicios simultáneos, la acumula- 
ción de remuneraciones mas no de "los tiempos de servicio", esto supone qne 
todos estos servicios son «imputables, según la Caja o Sección respectiva, pues- 
to que ello es condición de la percepción de los aportes y de la obligación de 
transferirlos a la Caja otorgante del beneficio. 



(i) Vtr tamMfa: lUcnru «itraariuurta. M. 
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En consecuencia, U sentencia apelada no ha desconocido directa ni indirecta- 
mente los derechos que asegura el decreto 9316/46 por negar computabilidad, 
en virtud de mane* de hecho y de interpretación de la ley local, a los servicios 
que como comisionista prestó el recurrente a la ex Caja de Beneficencia y Sani- 
dad de Santa Fe, y tampoco, en cuanto no computó lns remuneraciones para 
detcr ninar el promedio juhilatorio, porque faltó el presupuesto legal para que 
tsa computación fuera posible en los términos del mencionado decreto-lev: n. 
624. " 1 

RECLAMACION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Constitución Nocional, 37; Demandas contra la Nación, 2; Kecurso extra- 
ordinario, 287. 

RECURSO DE ACLARATORIA V). 

1. La procedencia de la aplicación del art. 26 del arancel, en el supuesto de 
haberse practicado una regulación de honorarios por una excepción de incom- 
petencia de jurisdicción, no es cuestionable por vía de aclaratoria. Ello es asf 
con tanta más ratón si la aplicación de la nurmo aludida se ajusta a los prece- 
dentes de la Corte: p. 536. 

RECURSO DE AMPARO <*). 

1. Como principio, la existencia de vfa legal para ¡a tutela de! derecho deba- 
tido, aún cuando se le asigne fundamento constitucional, excluye el procedimien- 
to excepcional de la demanda de amparo. 

En consecuencia, ésta no procede si el recurrente pretende se deje sin efecto la 
resolución de la Cooperativa de Tamberos de llar del Plata, en cuya virtud la 
entidad dispuso no recibir, desde una fecha determinada, la producción de leche 
del tambo del actor; ya que este tuvo la posibilidad de cuestionar la medida de 
que se agravia ante la Asamblea de la cooperativa, sin perjuicio de las acciones 
civiles que puede ejercer: p. 11. 

2. Corresponde rechazar la demanda de amparo que no se funda en la lesión 
de derechos públicos subjetivas (Voto de los Señores Ministros Doctores Don 
Aristóbuto D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte) : p. 11. 

3. Como principio, la existencia de vía legal para la tutela del derecho debati- 
do, aun cuando se le asigne fundamento constitucional, excluye el procedimiento 
excepcional constituido por la demanda de amparo. 

En consecuencia, ésta es improcedente en el raso en que la firma apelante había 
interpuesto recurso de reconsideración ant» la Juntn Nacional de Oranos, con- 
tra una de las resoluciones cuestionadas, obteniendo — con posterioridad a la 
fecha en que dedujo la demanda de amparo — una decisión favorable; y, aunque 
en la misma feclta el citado organismo dictó otra, cuyos términos desvirtuaban 
los efectos de la anterior, el peticionante estuvo en condiciones de utilizar con- 
tra ella los recursos previstos por el art. 11 del decreto-ley 19.697/56: p. 40. 

4. Las cuestiones referentes al cumplimiento de obligaciones contractuales, como 
lo es la de permitir el uso del ascensor a los inquilinos, son insnsceptibles del 
remedio excepcional del amparo. Tanto lo declarado sobre incompetencia de la 
justicia civtl, en los considerandos del fallo de segunda instancia, como lo alega- 
do respecto a lns deficiencias de fundamentación del mismo y lo atinente a la 



(1) Tur también : Rwut» «rtraordlmrio, 327. 

(2) Ver Inmuta: btado de íUíp. 1: JUbw» rorpup, 5: PwuraHnr (i™*r»l de ta fUílón, 
II IlrrurK, tttraordlflHio. 39, 131. 15T. 204, 394: Rn-or» ordinario d« apelación, 3. 



550 KEÍ'CBSO DE AMPARO 

omisión tlr medidas tlf prueba estimadas pertinentes P or ' os apelantes, no varían 
la solución del caso: p. 5!*. 

5. Mediante el decreto ÍHMj/59 y disposiciones posteriores, en cuya virtud fué 
intervenida lu Cntón Obrera de ta Construcción, Seccional de la Capital Fede- 
ral, el Poder Ejecutivo decidió utilizar las potestades excepcionales del estado 
de sitio declarado por la» leyes 14.774 y 14.785. En consecuencia, corresponde 
confirmar la sentencia dcriegntoria del «tupa™ basado en la invalidez de ese 
dec reto, del 4925/58, y resol liciones dictadas en consecuencia de ellos; y recu- 
rrida coir fundamento eti que tales disposiciones contrarían los arts. 14, 18, 29, 
,'íl, 07 y 95 de la Constitución Nacional y 'W de lu ley 14.455; p. 77. 

6. Kl rechazo de la vía de amparo para el restablecimiento de servicios centra- 
les en casas tic departamentos, puede hallarse vinculado al carácter específico de 
tales demandas y no es susceptible de ser generalizado : p. 114. 

7. La demanda de uníparo, a fulla de preceptos legales que la contemplen, debe 
considerarse retada por las disposiciones atinentes al babeas corpus, las que le 
-mi aplicables, subsidiariamente, en cuanto mi seun inconipfltibles con su natn- 
nilrza esencial. 

Por consiguiente, habiéndose [iromovido la acción ¡le amparo contra un neto 
administrativo emanado de Autoridad provincial — Policía de la Provincia de 
Unenos Aires — si- ajusta a derecho la sentencia <|Uc decide Iti incompetencia 
de la justicia federal: p. 195. 

8. Según se desprende del decreto 16.200/50, aclaratorio de la naturaleza atri- 
hiiíhie a la intervención de la " Asociación Ka tienda (Sociedad de Empleados de 
Raneo)" dispuesta por el decreto 4311/59, este acto fué praetieado por el Poder 
Ejecutiva en ejercicio de las excepcionales atribuciones que derivan del estado 
de sitio declarado por las leyes 14.774 y 14.785. 

En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que hizo lugar a la demanda 
de amparo interpuestn contra In intervención, ya que el derecho a la organiza- 
ción sindical libre y democrática {art. 14 i|e la Constitución Nacional) se halla 
clara y evidentemente relacionado con el estado de conmoción interior a qué ge 
refieren las leyes precitadas: p. 417. 

9. I*a acción de amparo no sustituye las vías legales para la decisión de Ja* 
controversias jurídicas. Pe ello se sigue que el agotamiento de las instancias 
prevista* por la ley no habilita la reiteración del debate por medio de los proce- 
dimientos de impuro: p, 462. 

10. El rerur-o de an paro sólo tiene por objeto la preservación de la vigencia 
de los derechos humanos tutelados por la Constitueión Nacional, ámbito que 
exceden notoriamente las articulaciones atinentes al régimen legal de los derechos 
debatido» entre particulares, en materia de locaciones urbanas, aunque se alegue 
que la sentencia firme qiie dispone el desalojo agravia el derecho de trabajar: 
p. 462, 

11. Admitido el amparo que dedujeron los dirigentes de una asociación profe- 
sional con motivo ríe la asunción del cargo por parte del Delegado Electoral 
designado ¡wr el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, «por entender el 
tribunal que la autorización del empleo de fuerzas poli rióles que contiene el 
decreto 5822/58, invocado por el interventor, es violatoria de los arts. 86, ine, 
2\ 1" y 18 de la Constitución Nacional, corresponde r-voear la sentencia si de 
los autos resulta: V i que el Delegado Electoral designado no concretó ln medi- 
da di.- puesta; 2*( que, el nombrado en sa reemplazo, no asumió el cargo; 3') 
que. con posterioridad, no se designó a otro. En tales condiciones, cualquiera 
sen el acierto o error del fallo de la alzada, la amenaza que motivó la admisión 
ríe la demanda habría cesado con anterioridad al pronunciamiento de ln Corte: 
p. 466. 

12. Si la restricción ilegal que se invoca no es aetnal, esto es, contemporánea con 
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la decisión judicial del «SO, de modo tal que no existe en el momento de dictarse 
H pronum-numento -incluso «nn.rv baya resudo después de las sentencias de 
primera y segunda instancias- eorrcspontte desestimar el hábeas eorpus o el 
¡impar» interpuesto: p. 4ti(i. ^ ™ 

13. Es improcedente el remedio excepcional constituido por la demanda de am- 
paro -i, dada la índole de la, peticiones formuladas por los actores, resulta eví- 
tale huc ellos han podido utilizar vías lépales ordinarias a fin d,- Atener, sj 
correspondiere, la tutela de los derechos (pie invocan: p 47H 

14. El amparo no es la vía p fl ra la decisión de conflictos de derecho ennrido 
existen los pertinentes procedmiientos leales a f¡„ de solucionarlos, ni autoriza 
a subvenir las instam-uis y a prescindir de k» recursos que la lev prevé a los 
electos de la expedita marcha de los juicios: p. 514, 

15. El principio según el cual el hábeas corpns no autoriza o sustituir a los 
jueces de la causa en las decisiones que les incumben es también aplicable a la» 
demandas de amparo ; p. 521. 1 

16. Es improcedente el recurso de amparo deducido eontrn la orden de clausura 

n un interdicto de obra nueva sustanciado contra el propietario del local, alqui- 
lado a recurrente pues la resolución ha sido dictada por juez competente en 
ejercicio de facultades propms y, además, no se encuentra firme. Habida , ,,u t a 
de la no maleza del acto impugnado, así como de ta consciente existencia de 
wns legales nrdi nanas aptas para obtener la tutela judicial del derecho invoca- 
do -de trabajar y ejercer el comercio- el remedio excepcional de amparo no 
ha podido intentarse: p. 521. H 

17. 1.a existencia de vía legal pertinente para tutelar los derechos debatidos, 
un cuando se les asigne fundamento constitucional, es excluventc, en principio, 

del procedí m.ento excepcional de la demanda de amparo 

?*2£Sí^ improcedente la intentada por una asociación profesional 
le trabajadores pora obtener que los centros patronales correspondientes sean 
2S2S * m? et f ctlv ° el ^"'^ 1« «videra en vigor con respecto a la 

í. !L ? a í'^^t^" 1 n U ttctiviáa(l Portuaria, como consecuencia de 
la sanción de !n ley 14.469; p. 527. 

18. La existencia de otra vía legal prevista para la tutela del derecho que se 
tlice vulnerado excluye el remedio excepcional del amparo. 

En consecuencia , no procede e( deducido con invocación de los nrts. 14 v 18 de 
la Constitución Nacional, por el ex Procurador de lo Fiscalía de Estado' de una 
Frovincm, contra el decreto mediante el cual se le dejó cesante en el carpo, 
si la demanda de amparo fué desestimada por la Corte de Justicia provincial 
con fundamento en que los actos administrativos a que se refieren las nctua- 
tiv"^ 701 °° nl tWUrs0 qw ** iJit ' Rta ' " ino al ^ntenciosoanministra- 

19. La circunstancia de haberse deducido acción de amparo no autoriza a susti- 
tuir ios jueces a quienes incumbe el conocimiento a que, en et caso, hubiere Ju- 
irnr: p. il». 

20. No procede ¡a acción de amparo cuando existe vía procesal apta para la 
tutela del derecho que se afirma violado: p. 718. 1 

RECURSO DE APELACION. 

y- r ; o Cámara8 " Hfionale * <*• apelaciones, 4; Constitución Nacional, 25, J C 41 
nanas, 3, 5, 8, 11; Notificación, 2; Recurso de amparo, 16; Recurso de nulidad, 
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RECURSO DE INAPUCABILIDAD DE LEY 

Ver: Constitución Nacional, 43, 73; Instituto Nacional de Previsión Social, l; 
Jurisdicción v competencia, 13; Itwur^v extraordinario, 41, 44, 100, 102, 105, 
1ÍHÍ, 231, 319, 333, 342. 

RECURSO DE NULIDAD ('). 

1. Ln« sentencias de In Curte Suprema son insusceptihlc* del recurso de nulidad. 
Tampoco es. en principio admisible contra ellas moiáente de nulidad: p. 285. 

2. El recurso de nulidad es i ni procedente si el actor lo interpuso conjuntamente 
cotí el de apclnrión para ante la Corte y consintió H auto que solamente concedió 
el Segundo : p. 47.1 

3. La producción de dictamen por el Tribunal de Tasaciones, dispuesta jwr la 
Corte eotno medida para mejor proveer, priva de todo interés jurídico actual n la 
nulidad procesal articulada por el apelante con fundamento en In ausencia de tal 
informe técnico en un juicio de expropiación de "arenisca": p. 475. 

RECURSO DE QUEJA C). 

1. La agregación de los recaudos usuales no salva ta omisión del fundamento de 
la queja, en los términos del art. 15 de la ley 48: p. 168. 

2. F-| término legal para la interposición de la queja, a raíz de la denegación de 
la apelación extraordinaria decidida por el presidente del tribunal de la causa, 
corre a partir de la resolución de este último respecto del recurso de reposición 
deducido en consecuencia : p. 242. 

3. Corresponde abrir el recurso extraordinario sí, encontrándose cuestionados 
derechos adquiridos con arreglo a un régimen que se afirma, con color de funda- 
mento, estar regido por normas de orden federal, lit oportunidad atinente a la 
consideración de la procedencia formal de la queja no es adecuada para la decisión 
de los ngravios en que la apelación se fnnda: p. 242. 

4. Procede la resolución conjunta respecto de la apertura de la queja y «obre el 
fondo del asunto cuando éste ha sido suficientemente debatido y no requiere más 
sustanciación. Dicho procedimiento es también pertinente en caso de arbitrarie- 
dad : p. 285. 

5. Ln circunstancia de no boberse constituido domicilio en la queja no puede ser 
rozón para impedir el trámite lapj de la causa, ni pnra excusar la responsabilidad 
de los impuestos que se adeuden: p. 720. 

RECURSO DE RECONSIDERACION ( ). 

1. El nrt. 23, i» fine, del Retrlnmento para la Justicia Nacional sólo autoriza un 
recurso de reconsideración contra las decisiones de lns Cámaras -[lie apliquen 
sanciones disciplinarias en instancia única: p. 172. 

RECURSO DE REPOSICION (*)■ 

% El recurso de reposición contra la resolución que declara operada en la queja 
In perene ión de la instancia, deducido fuera del término del art. 5' de la ley 
14.191. delic ser rechazado por ser extemporáneo: p. 413, 



(i) 



\ t tamí>í>m MmliiUi diicinlintrii*. 5; Rfcur» axtraordinftrio, ITS. . , „ 

ySE uSEí"; Lr? de WmT} *¡ l'reeurrfw @<u«al J« i* s«i*n. i: 

Rwruutl "^.^ tim|jjfn . üfcHi^i dltdp1hl«riM, H; Prrionori*. Ij Itecuria lie amptru. 3; Itwur.w 
«triordinaHo, 339. 

(4. Wr (amtiifn: Rm-urw de qtLej*. 2. 
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RECURSO DE FEVIBION ('). 

1. El recurso de revisión, deducido contra la sentencia de un tribunal militar es 
ajene . a la competencia «le la Corte Suprema, es los términos que la organiza el 
art. 24 del decreto-ley 1285/58: p. 464. 4 B ,u * a m 

2, El recurso de rovi-siwii debe deducirse ante la 
nitivu en el proceso, y na ante la Corte: p. 699, 

RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Ver: Hecurso de amparo, 18. 

RECURSO JERARQUICO. 

Ver: Hecurso extraordinario, 26. 

RECURSO EXTRAORDINARIO (-). 

TXTJICB Sl'HAKIO 



Accidente» aéreos: 135, 249. 
Acción de repetición: 234, 239, 269. 
Acordadas: 333. 
Actos de servicio; 249. 
Acusación: 3$1 

Adecuación del pronunciamiento a la sen- 
tencia de la Corte Suprema: 349, 350, 

Aduana: 13. 131, 199. 
Aeronavegación: 135. 
Agio: 203. 

Agravios hipotéticos: 335. 
Agregación de documentos: 120. 
Alcance de la sentencia anterior: 126. 
Alega',,; 281. 
Allanamiento: ¿14. 

Amnistía i 40, 60, 206, 208, 213, 330. 

Aparcería: 171. 

Apertura a prueba: 271. 

Aportes: 259." 

Aportes patronales: 74. 

Apucstai de carreras: 335. 

Arancel: 94, 98, 179, 184, 101, 195, 240. 

Arrendamientos rurales: 16, 18, 39, 54, 80, 

119, 171, 172, 192, 201, 203, 243, 3i\ 

320. 

Asociaciones profesionales: 3, 57, 58, 78, 

204, 236. 
Auto de no innovar: 262, 266. 
Autonomía de los poderes: 242. 
Auiilio de la fuería pública: 293. 

Banco: 70. 

Banco Central: 28, 130. 
Brinco de la Nación, 2U5. 
Banco Hipotecario Xarional: 341, 
Beneficio de pobreta : 2H4, 
Bienestar común: 260. 

Caducidad: 124, 288. 



Caja de Previsión Social para médicos y 
afines de Córdoba: 250. 

Calificación de los hechos invocados: 189. 

(.Anuirá de Alquileres: 23. 

Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo: 44, 166, 319. 

Cámara Nacional da Apelaciones en lo 
Civil: 883. 

Cámaras nacionales de apelaciones: 8, 
100, 101, 102, lOfi, 210, 248. 

Cámaras paritarias de arrendamientos ru- 
rales: 18, 29, 36, 19, U9, 192, 201, 
205, 302, 303, 320. 

Carta de pobreza : 284. 

Caución jurntoria: 189. 

Causales de desalojo; influencia en la re- 
gulación de honorarios: 221. 

Cesantía: 89, 248. 

Cinematógrafo: 296, 297. 

Cita de leyes : 145. 

Ciudadanía y naturaliiación: 143. 

Colon i t ación : 205. 

Comisión: 93. 

Comisiones: 276. 

Composición de los tribunales ordinario!; 

Compraventa: 174, 266, 276. 
Cómputo de servicios: 93. 
Concesión: 73. 
Condominio: 157. 

Confederación General del Trabajo: 188. 

Conflictos de trabajo: 274. 

Congreso Nacional: 0, 204. 

Consejo Nacional de Bclncíones Profü- 
«¡anales: 275. 

Consejo Profesional de Ciencias Econó- 
micas: 251, 252, 253, 31'3, 

Consentimiento: 23, 29, ¿31, 241. 266. 
269. ' 



(1) V« lamhirn 
ííl V« 
rsdor General 



. Recurso extraordinario. 338. 
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Consignación: 173. 

Constitución «I? In Provincia de Jujuy 

tle 1949: 169. 
CcwwtUttfa Naciounl: 39, M>, 90, 213, 

2K6, 310, 

Constitución Nacional de 1949: 109. 
Constituciones provinciales; 87, 90, 212. 
Contratación ti In demanda: 2(1. 125, 27». 
317, 

Contrato; ls, 63. 64, «5, 69, 801. 
Cumrnto de trabajo: 22, 26, 32, 50, 53, 

55, «1, fió, 66, 67, 71, 7.1. 74, 78, 135, 

170, 209, 81$, 226, 227, 244. 
Convenciones colectivas de trabajo: 3, 14, 

52, 56, 37, 58, 39, 65, 66, 71, 209, 218. 
Convocatoria de acreedores: ]7J. 
Corredores libres: 22, 69, 
Corrrtnjc: 22, 69, .104, 
Corte Suprimía: .15, 47, 48, MI. 
Cosa jmguda: 33, 47, 48, 83. 202, 234, 

254. 263, 320, 346. 
Costa.: 45, 46, 97, 99, 258, 349, 350, 331. 
Cuestión abstracta : 25. 
Cuestión federal: 51, 331. 

Debido proceso: 201. 
Declaración indagatoria : 113. 
Decretos provinciales: 1», 207. 
Defecto legal: 27. 

Defensa en juicio: 7, 11, 14, 16, 17, 24, 
35, 37. 38, 39, 76, 121, 168, 173, 201, 
202, 204, 205, 206, 208, 210, 213, 216, 
217, 229, 231, 234, 343, 245, 246, 285, 
272, 276, 285, 29 i. 312, 320, 343, 345, 

Delito* político»: 60, 208, 330. 
Demandas contra la Nación: 287. 
Denuncia: 124. 

Departamento Técnico y Político Adua- 
nero; 199. 

Dependencia: 22. 

Depóitito: 235, 243, 265. 

Derecho de propiednd: 7, 25, 32, 33, 35, 
37, Tí, 74, 76, 197, 209, 214, 210, 217, 
225, 234, 237, 234, 265, 296, 297, 320. 

Derecho preferente do renta: 341. 

Derechos y gnrnntlas: 12, 110, 139, 153, 
21 ti, 270, 33 1, 

Desalojo: 2», 21. 33, 39, «3, 72, 83, 85, 
92, 115, 119, 121, 124, 132, 194, 198, 
2M1, 221, 23S, ;i2d. 

Deserción del recurso: 217. 

De*ist intento: 237. 

Despido: 26. 32, 50, 73, 76, 78, 188, 227. 
Despejo: íni. 

Detención de personas: 31, 200. 
Devolución del iriniucíde usurpndo: 1"3. 
Diarios; 245. 

Dirección Ocncriil de Aduanas; 7. 

Dirección (¡enernl de Reutas de la Pro- 
vincia ile Buenos Aires: 165, 269. 

Dirección General Impositiva: 214, 235, 
265. 

Dirección Nacional de Trabajo y Acción 
Soeia! Directa; 58. 



Dirección Provincial de Hipódromos 

Rueños Aires: 235. 
División de los poderes: 242. 
Doble instancia: 103, 217. 
Docente* privados: 76. 
Doctrina: 50, 51, 145. 
Dolo específico: "21. 
Domicilio: 246. 
Dominio: 81, 

Duda en la interpretación de In ley pro- 
vi ncinl: 222. 



71, 226. 
18, 153, 189, 266, 



Kfecto lltierntorio del pago: 
Efectos de la s* tienda: 82. 
Ejecución de sentencia: 

295, 302. 303, 340. 
Electricidad: 73. 
Embargo: 235, 265. 
Emergencia : 220. 
Empleados báñennos: 79. 
Empleados judiciales: 8, 243. 
Empleados provinciales: 89. 
Empleados publico*: 42, 43, 88, 89. 
Empresa Nacional de Energía: 73. 
Encargado de cosa de renta: 32. 
Error: 146, 156, 258, 326. 
Escrituración : 26fi. 
Espíritu de la lev: 155. 
Estabilidad de los empleados públicos: 

88. 

KntAdo: 38. 

Estado de sitio: 9, 200, 204. 

Estatuto del Personal Civil de la Nación: 

42, 43. 
Exacciones ilegales: 208. 
Excepción de defecto legal: 128, 216. 
Excepción de falta de acción: 247. 
Excepción de litis pendencia: 26. 
Excepciones: 27, 48, 163, 174, 270, 276, 

282, 286, 347. 
Excepciones de defecto: 128. 
Exceso ritual: 167, 348. 
Excusación: 114. 
Exención de multa: 193. 
Exención impositiva: 19, 207. 
Expediente extraviado: 107. 
Expresión de agravios: 63, 122, 163, 313, 

315. 

Expropiación; 43, 133, 169, 225, 237, 241. 
Expropiación de empresas concesionarios 
de servicios públicos; 169. 

Facultades extraordinarias: 204. 

Facultades privativas: 9, 200. 204. 

Falto de acción: 165, 270, 276, 282, 347. 

Falta de personería: 270, 286. 

Fallas y contravenciones : 1, 2, 17, 108. 

Fallecimiento del empleado: 244, 

Fallo plena río: 176. 

Fnmilin: 140, 141, 142, 316. 

Ferroviario»: 31, 

Fiscnl de Cñmnra: 331, 

Forma de los actos jurídicos: 65, 

Fraude: 174. 

Gobernadores du Provincia: 89. 
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.lusti 

Jllüli 



Gratificaciones: 67. 
Gravamen: 194, 271, 272. 
Gravedad institucional; 160, 

HúIk'um corpas: :tl. 
Hecho nuevo: 1 lif, 122. 

Homologación de transacciones: 63, 64, 
Honorarios r llj, 95, 96, 98, 130, 151. 15S. 

1M. MU, 196, 2H¡, 221, 240. 

Honorarios de abogados v procuradores: 

.16, Í14. 171, 175, 179. 1S4, 1*3. 
Huelga: 236, 274. 
Huelga haucarin; 17». 
Hurto: 73. 

Identificación de. mercaderías do fubrica- 

oióil nacional: 1£>3. 
Igualdad: 19, 25, 32, 39*76, 92, 121, 205. 

212, 213, 216, 217, 222, 223, 224, 234, 

236, 238, 265, 307, 317, 320, 331, 343. 
Impuesto: 19, 35, 00, 207, 212, 214, 215, 

239, 269. 

Impuesto a la transmisión gratuita: 91, 

Impuesto ile justicia; [)!), 
Impuestos provinciales: 34, 35, 91, 169. 
Incidentes: 27S. 

Indemnización: 32, 45, 135, 244, 249. 
Tndemmsacióu doble: 226. 
Indemnización por clienteln: 304. 
Indemnización por fallecimiento: 55, 74. 
Inhibitoria: 127. 
Injuria: 210. 

Inquilinos carentes de dinero para adqui- 
rir terrena: 92, 

Inscripción de dominio: 81. 

Inscripción de nacimiento: 182. 

Instituto Argentino de Promoción del 
Intercambio: 276. 

Instituto Nacional de Previsión Social; 
41, 44, 166, 223, 231, 319, 342. 

Interdicción de bienes: 1B3, 184, 186. 

Interdictos posesorios: 20. 

Interes público: 160. 161. 

Intereses: 35, 46, 350, 351. 

Interpretación de la ley: 147, 159, lili, 
330. 

Intervención a las asociaciones profesio- 
nales: 204. 
"lurin curia novit": 168. 

Jornada legal de trabajo: 66, 218. 
Jubilación del personal de ta industria: 

Jubilación y pensión: 74, 93, 131, 231, 

244, 342. 
Jueces naturnles; 86. 
Jueces provinciales: 86, 87. 
Juicio criminal: 206. 
Jnieío de apremio: 160, 161. 
Jnieio ejecutivo: 37, 256, 237, 259, 261. 
Juicio ordinario: 156. 
Juicio sucesorio: 91, 179. 
Jurisdicción v competencia: 44, 4$, 119 

135, 231, 243, 249, 251, 252, 275, 302, 

311, 346, Nación: 276. 



Jurisprudencia: 50, 31, 145, 184, 

220. 

Jurisprudencia cont 

IOS, 1O0, 219, 224, ¡ 
Jurisprudencia de ta Corte JSupremi 

102, 162, 213. 
Jurisprudencia do los tribunales parita- 
rios: 2*il. 

Jusluin del trabajo: 48, 133, 240, 243, 




18d. 
101, 



ia federal: 97. 249, 251, 252. 
in provincial: 243, 231, 232. 



Lniixii miento: 113, 
Lando: 14, 26. 
Legislación común: SI, 286 
Ley: 214. 

Ley Orgánica de los Tribunales de Cór- 
doba: Ht, 318. 
Ley Orgánica de los Tribunales de Men- 
doza; SI, 318. 
Leyes aduaneras : 13. 

Leyes comunes; 35, 37, 58, 60, 62, 203, 

205, 227, 232, 233, 234. 
Leyes derogadas; aplicación: 194. 
Leyes federales: 251, 252, 253. 
Leyes jubi laterías municipales: 93. 
Leyes jubilatorins provinciales: 93. 
Leves lu boratos: 52. 
Leyes locales nacionales: 203. 
Leyes penales: 34, 263. 
Leyes procesales: 81, 125, 286, 308, 317, 
313* 

Leyes provinciales: 35, 61, 88, 89, 90, 93, 
125, 212, 222, 239, 261, 262, 286, 308, 
317, 318. 
Libros de comercio: 259. 
Lineas aéreas del Estado: 135. 
Litiscontcstación: 165, 188, 301. 
locación de cosas: 20, 21, 33, 62, 63, 64, 
72, 82, 83, 84, 85, 92, 115, 121, 124, 
132, 386, 191, 194, 198, 201, 220, 221, 
238, 322. 

Marcas de fábrica: 247, 321, 
Medida do no iunovar: 28, 138, 162. 
Medidas disciplinarias: 12, 161, 248. 
Medidas para mejor proveer: 163, 231. 
Medidas precautorias: 37, 264, 268. 
Memorial: 337, 343, 345. 
Menor de edad: ''S, 286. 
Mensura: 283, 
Militares: 335, 249. 
Ministerio de Trabajo y Previsión: 58. 
Monto del juicio: 95, 183, 240, 
Movilización de ferroviarios: 31. 
Multas: í, 2, 34, 35, 49, 134, 193, 272, 

Multas civiíes: 168. 

Multas establecidas en leyes laborales: 
110. 

Multas penales: 16». 

Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires: 2:t7. 
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XeR]¡(fcnriar 22S, 
Nombre: 182, 21Í, 
Norma* de despacho: 109. 
Notificación: 38, HA, 245, 24(1, .J¿7. 
Nulidad: 26, 65. 

Nulidad de arto* procesales: 174. 
Nulidad ítff scniftiriu: 103, 246, .112. 
Nulidad procesal: 109, 112, 12U, 167, 20Í, 

245, 27H. 
Números vivos: 296, 29". 

Obra social de sindicato: 57, 58, .10. 
Ocupación provisoria del local usurpado: 
264. 

OmiiiiiVii de pronunciamiento: 164, loo, 
347. 

Ordi'i] ili' ruptura: 

Orden público: 66, 70, 84, 218. 

Ordenanzas muñir i pules : 90, 212. 



Pago: 2, 71, IBM, 215, 
Fago previo de la multo: 272. 
Pago provisorio del impuesto sucesorio: 
91. 

Partí"»; 20, 38, 115, 117, 273, 277, .123. 
Pasivo .1.- In sucesión: 179. 
Patent« de invención: 197. 
Patrocinio letrado improcedente: 175. 
Pavimento: 19. 
Pena: 75. 

PereneiAn de instancia: 124, 12t». 131,242, 

Pericia: 241, 283. 

Pericia médica: 139, 

Periodista*: 25, 

Personería: 10", 197. 

Personería gremial: 3. 

Plnio: 172. 

Poder Ejecutivo: 200, 204, 242. 
Poder Judicial: 39, 200. 
Poder Legislativo : 242. 
Posesión treintañal: 117, 277. 
Premiso: 26, 32, 50, 76, 170. 
Prcclusión: 186. 

Preseripeión: 77, 123, 174, 234. 
Presidente de la Nación : 39. 242. 
Primaria tic la verdad jurídica objetiva: 
348, 

Pr icipio de reserva: 35, 74, 7fl, 207, 208, 
211, 214, 216, 232, 233, 236. 307. 

Procedimiento: 111, 123, 203, 270, 337. 

Procedimiento administrativo: 7, 11, 13, 
23. 228, 274 , 296, 297, 

Procedimiento latiera): 112. 

Proclama del 27 de Abril de 1956; 1159, 

Profesiones liberales: 253, 323. 

Propiedad: 236. 

frótenla: 214, 215. 

Provincia»: 19, 39, 87, SS, 89, 90, 207, 212, 
234, 23», 251, 252, 

Prueba: í, lfi. 17. 30, 60, 108, 110, 111, 
120. 125, 136, 137, 139, 147, 150. 163, 
l«6, 170, 173. 174, 177, 188, 200, 201, 
206, 228, 231, 241. 281, 285, 289, 290, 
317. 

Querella: 173, 197, 321. 



querellante: 206, 273. 
Quiebra: 173. 

Rebeldía: 125. 

Reciprocidad jubilatorin : 03. 

Reclamación administrativa: 2$7. 

Reconstrucción de expediente: 107, 

Recurso de aclaratoria: 327. 

Recurso de uníparo: 28, 157. 204, 2Ü4. 

Recurso de apelación: 38, 131, Iflfi, 175, 
178, 225. 294, 296. 297. 346. 

Recurso de innpltcnbilidnd de lev: 41, 44, 
10, 102, 105, 106, 231, 319, 333, 347. 

Recurso de nulidad: 178. 

Recurso de reconsideración : 239. 

Recurso de revisión; 338. 

Recurso deducido subsidiariamente: 329. 

Recurso deducido* tclcgrfif ieanieiite : 328, 

Recurso jerárquico: 26. 

Recurso ordinario de apelación: 13. 

Recusación: 24, 118, 187, 337. 

"Reformatio in peius": 331. 

Registro Civil de In Ciudad de Buenos Ai- 
res: 68, 182. 

Registro de la Propiedad: 81. 

Registro de Xo Graduados del Consejo Pro- 
fesional de Ciencias Económicas; 253, 
3 £3 

Regl.imentación: 16, 57, 61, 88, 214, 333. 
Regla ni cuto de Procedimientos Contra- 

vencionales: 108. 
Reglamento para la Justicia Nacional: 210. 
Regulación: 240. 

Relación laboral de derecho publico; 135. 
Remisión a las constancias de autos; 336. 
Remisión a los fundamentos de primera 

instancin: 160, 180. 
Renuncia: 18, 35, 114, 214. 
Renuncia de jueces: 87. 
Renuncia implícita: 168. 
Repetición: 214, 215. 
Repetición de impuestos; 91. 
Reposición de sellado: 49, 134, 217. 
Representación: 21, 245, 247, 276. 
Representación del Fisco: 38. 
Rescisión de contrato: 
Reserva del derecho: 2. 
Resolución administrativa: 3, 4, 5, 23, 26, 

58, 72, 131, 242, 29,*, 297, 
Revolucione* administrativas detraídas al 

con oe i m i cuto judicial: 3, 4, 5, 6. 
Resoluciones ministeriales: 25, 58. 
Relroaetiíiclnd: 25. 34, 62, 69, 70, TI. 72, 

84, 18«, 198, 204. 

Salario; 53, 71, 236, 310. 
Salario familiar: til, 343. 
Sanciones disciplinarias: 12, 161, 248. 
Secretaría de Guerra: 31. 
Sentencia aaterior de la Corte Suprema; 
36. 

Sentencias arbitrarias: 34, 39, 110 136, 
137, 161, 255, 270, 299, 313, 326. 

Sentencias de primera instancia: 291. 

Servicio militar: 136, 137, 140, 141, 142, 
163, 316. 
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Servicios público»: 73, 161. Tierras- ''77 

Sindicato: 188, Tierra» públicos: 277. 

hiiKitco: )6, 1,3. T ¡(lll0 de propiedad: 121. 

Sociedad: ¿4.. Trabajo nocturno: 00, 209, 

Sorirrlnd «nÓDiBw: Ü3. Traición a la patria: 81* 

Sublocncióu: 21, 82, 83, 115. Transacción: 17«, 2;í7. 

Substitución de embarco: 197. Tratamiento tutelar: 73 

Sueldo aniui) complementarlo: 50. Tribunal arbitral: 52 

Sumario administrativo; MI, 24 S. Tribunal <le Segaros. Reaseguros, Capita- 

Sunmrm erimmul: 113. luuieinn y Ahorro: 4». ' ™" 

HuptfrinlradtwiB: S, 124, 248. Tribunal Municipal .le Faltas- j 

Suprema Corte di' Justicia de lu Provincia Tribunal pleno; mo 101 líe' 

tt Buenos Aire»: 289, 

Supre na de la Constitución v leves na- riiíversiilnd: 10, 11. 

eiuuule.i: 7, 35, 7«, 81, 204," 20*3, 209, rsurpaeiAn: 2C4, 273. 

2:t4, 24t), 320. tTiurpaelón de mareas: :í21. 

Suspensión de los procedimiento»; 339. Usurpación de patente de invención: 197. 

Tasación del inmueble expropiado: 133. Venta de un inmueble sucesorio: 9% 

Tasas: M, 20. 212. Viajante* de comercio; 22, W, 292, 304. 

Telegrama: .128. Vigencia: lí>4. 

Tercería: 81 Vigetiein de la lev: 1051, 203, 

Terceros: 113, 117, 130, 1ÍI7, 273. Viíos: 272. ' 

|§g|! g ; ' 27 ' 3 * J " Vom encordante de do, jueces de Sala: 

Principios generales. 

1. La posibilidad de la apertura del recurso extraordinario, en supuestos en que 
el cumplimiento de tu sentencia no importa acatamiento de la misma, no impide 
que tal circunstancia deba resultar de las actuaciones o ser objeto de razonable 
justificación: p, 51. 

2. So procede el recurso extraordinario, con fundamento en lo dispuesto en el 
art, 7 de la ley 40,55, cuando simplemente se manifiesta que el pago de la multa 
impuesta fui erigido en forma compulsiva. Ello es así tanto más si, at efectuarse 
el pago aludido, no se formuló reseña alguna del recurso : p. 51. 

Requisitos comunes. 
Tribunal de Justicia. 

3. La resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que determina el 
carácter representativo de una asociación profesional, a los fines de su personería 
gremial, no constituye una utribueión judicial específica, en los términos de la 
jurisprudencia atinente a la procedencia de la apelneión extraordinaria contra los 
pronunciamiento* de organismos administrativos; lo mismo ocurre con In referente 
a lo citación para tratar la coiiccrtaeión de un convenio colectivo con aquélla: 
p. 1B8. 

4. Xo procede el recurso extraordinario, respecto de resol «dones de organismos 
o funcionarios administrativos, sino cunndo éstos ejercen funciones judiciales, 
debiendo entenderse por tnles las que, si bien son propias de los jueces en el orden 
normal .le Uta instituciones, se hallan detraídas a dichos magistrados por ley y 
no admiten revisión judicial ulterior: p. Ifl8. 

5 ; Xo procede el recurso extraordinario, respecto de una resolución administra- 
tiva, cunndo el recurrente omite demostrar que aquélla es, por disposición legal, 
insusceptible de revisión, por vía de acción o de recurso. Dicho requisito es parti- 
cularmente exigible en los supuestos en que la decisión apelada emana del Poder 
Ejecutivo Nacional ; p. 252, 

6. El recurso extraordinario sólo procedo respecto de sentencias judiciales, es 
decir, expedidas por los órganos permanentes del poder judicial en el orden na- 
cional o provincial. La excepción que dicha doctrina reconoce, respecto de pro- 



RECCRSO EXTRAORDINARIO 



limpiamientos de funcionarios u organismos administrativos, se limita a los su- 
puestos en que aquéllos desempeñan funciones judiciales detraídos por ley, con 
carácter final, a los magistrados ordinarios: p. 674. 

7. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución con- 
denatoria ile Jji iJireeción General de Aduanas cuando, habiéndose optado por la 
vía administrativa, se luí renunciado n l;t judicial. La invocación le los nrts. 17. 
18 y 31 de la Constitución Nacional no hace excepción ti ln doctrina menciona- 
da: p. 677. 

Cuestión justiciable. 

8. Las decisiones dictadas por los tribunales respecto de sus agentes y en ejerci- 
cio de facultades de superintendencia no constituyen, en principio, cuestión jus- 
ticiable a los efectos del recurso extraordinario. 

En consecuencia, es improcedente el deducido contra ln resolución de la Cámara 
qot> decide no justificar las ausencias del empleado recurrente, por estimar insu- 
ficientemente acreditada la enfermedad que se invocó: p, 312. 

9. Es improcedente tu impugnación de inconstitucional] dad de la ley 14785, 
pues el acto por medio del cual el Congreso declara la vigencia del estado de 
sitio es, en sí mismo, no justiciable: p. 528. 

10. '.as decís iones de las Universidades Nacionales en el orden disciplinario, 
administrativo y docente interno de las mismas, no son susceptibles de repara- 
ción en instancia extraordinaria: p. 674. 

11. La alegada falta o insuficiencia de audiencia, en los procedimientos que 
culminaron con la expulsión de un alumno universitario, no exceden del ámbito 
insusceptiblc de revisión por la vía exccprínnol del recurso d<4 nrt. 14 de la lev 
4*: p. 674. 

12. Las sanciones disciplinarias que no exceden de las comunes, aplicadas por 
los tribunales de justicia de la Nación o de las provincia», son insusceptibles de 
recurso extraordinario, aún en supuestos de invocarse garantías constitucionales 
y la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad: p. 67Í». 

13. La posibilidad de que la ley de aduana limite, en el tiempo, el derecho de 
iniciar la acción judicial respectiva y que el plazo se haga correr a partir de 
determinado neto proresnl administrativo, no excede de lo que es propio del 
prudente arbitrio del legislador y no es susceptible de impugnación constitu- 
cional por razones de coherencia ni de conveniencia : p. 6»ft. 

Gravamen. 

14. No multa que exista agravio sustancial a la defensa cuando la actitud de 
la distribuidora de películas recurrente, en ocasión del laudo respecto ni con ve- 
uio ile los controles recauda dores que motiva el juicio, otorga un fundamento a 
lo resuelto, ajeno a la garantía aludida: p. 60. 

15. Es improcedente el recurso extraordinario cuando se ha concedido y proce- 
de el recurso ordinario de apelación: p. 61. 

16. Es improcedente e! recurso extraordinario con base en ln violación de la 
defensa por privación de medidas de prueba, interpuesto por el recurrente al 
cuestionar el art. 108 del Reglamento Oeneral de la ley 13.246, si lin omitido 
enunciar concretamente cuáles son las defensas o pruebas de que se ha visto 
privado y demostrar la pertinencia de ellas en el caso: p. 81. 

17. Es i tu procedente el recurso extraordinario, fundado en ln garantía de la 
defensa, contra el pronunciamiento del juez correccional que, en lew términos 
del nrt. JWS del Código de Procedimientos en lo Criminal y sin exceder el mnr- 
iren ele discreción razonable que éste le atribuye para decidir respecto de la 
apelación deducida en mnteria de falta*, deniega la prueba, ruyn vinculación 
con el beebo que motiva el proceso no resulta, además, de los autos: p. 86. 
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18. El arrendatario que se somete voluntariamente n la Cámara Regional Pari- 
taria, a efectos de que lio logne el convenio celebrado coa la propietaria, eantre 

ile ínteres legítimo para fut.it ¡muir, en el procedimiento de ejecución de senten- 
cia, la validez constitucional del citado organismo y alegar la improcedencia uV 
la renuncia efectuada de derechos otorgados por las leyes de anemlumienhis 
rurales: p. Utí. 

19. La Provincia de Mendoza carecí 1 de interés, a los decios del recurso extra- 
ordinario, en impugnar con fundamento en el art. 1(5 de ln Constitución XhcÍo- 
mil, ta sentencia que revoca los decretos provinciales 1218/54. 2587/54 y 347 '55 
en cuanto afecten la exención acordada n la achira, por la ley local 824, del 
"pago de las obras de pavimentación" dispuesto en el primero de los decretos 
mencionados; pin* sólo los interesados en liberarse de las cargan pueden invocar 
el principio de igualdad ante la ley en materia tributaria : p. 145. 

20. Aunque la Corte Suprema lia admitido que se equipara a sentencia definiti- 
va la que desconoce carácter de parte al ocupante de un inmueble y, utribuvéu- 
dolé condición de tercero extraño ni juicio de desalojo, deniega los recursos por 
él interpuesto* ante el tribunal superior de la causa, tal doctrina no resulta 
iuvocnhle ni puede aplicarse euando el peticionante ba iniciado otro juicio den- 
tro del cual los tribunales ordinario* pueden conceder protección a los derechos 
que invoca. Ello ocurre en el caso, en que el apelante reconoce haber deducido 
un interdicto posesorio, que se encuentra en trámite: p. lr¡3. 

21. E) inquilino condenado a desalojar un inmueble carece de interés leiíítiiuo 
para deducir el recurso extraordinario con fundamento en la violación de la 
defensa de un suhiuquilino, cuya representación no invoca: p. 253. 

22. La impugnación constitucional de la 1 y 14.54B, por rnaón de desconocer 
la exigencia de corredores libres, reviste carácter abstracto si el tribunal de la 
causa ha admitido la demostración del vínculo de dependencia: p, 288. 

23. Si el recurrente compareció ante la Cámara de Alquileres de Rosario, le 
formuló peticiones y consintió su jurisdicción, pese a que ella actuó sólo con 
dos de stis miembros y dictó resolución "integrada conforme lo autoriza el art. 
10 de lo ley 4337" de Santa Fe, sin que aquél formulara reservas ni reparo bIeu- 
no hasta el informe presentado en sede judicial, no puede prosperar la tacha 
de incnnstitucionatidnd opuesta contra ese precepto. A lo que cabe agregar qui- 
la materia del recurso extraordinario es el pronuncia miento del jneí provincial, 
ante quien se apeló de la resolución administrativa: p. 347. 

24. So procede el recursn extraordinario basado en que el recurrente habría 
sido privado de la facultad de recusar a los miembros del tribunal a quo, si aquél 
no invoca una causal concreta de recusación : p. 478. 

25. Es improcedente el recurso extraordinario, interpuesto con fundamento en 
los mis. 16 y 18 de la Constitución Nacional, contra la resolución del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, confirmatoria de lo decidido por la Comisión 
Paritaria de la ley l ,v .008, en cuya virtud se calificó a dos personas como redac- 
tores de una revista a partir de una lecha determinada. Las consecuencias per- 
judiciales que el recurrente atribuye a la resolución se hallan condicionadas a 
la eventualidad de que los interesados, invocando la categoría que les ha sido 
reconocida, accionen judicialmente a fin de obtener la salisfarción de obligacio- 
nes derivadas de lo decidido por aquélla, oportunidad en qm- cabrío a la emplea- 
dora la posibilidad de discutir la retroaetividad dispuesta administrativamente 
y las cuestiones vinculadas con ello. En las condiciones actuales, el pronuncia- 
miento de la Corte sería abstracto: p. 482. 

26. Corresponde desestimar la alegada incompetencia de la autoridad adminis- 
trativa laboral para dictar un lando arbitral, opuesta por el recurrente, si éste, 
en oportunidad de contestar la demanda de indemnización por falta de preaviso 
y despido, no cuestionó la intervención de dicha autoridad ni planteó In nulidad 
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de su laudo; sino que, por el contrario, ni oponer la excepción lie litis pendencia, 
en razón de un recurso jerárquico interpuesto contra el laudo, reconoció la 
legitimidad de ta potestad deeisoria del laudante. En talca condiciones, tampoco 
puede prosperar el agravio fundado en que se habría violado el principio cons- 
titucional de separación de loa poderes: p. 532. 

27. Es improcedente la apelación extraordinaria contra la decisión por la cual 
se hace lugar n la excepción de detecto legal opuesta si no se expresan razones 
Une obsten a lo posibilidad de que las omisiones a que obedece el pronuncia- 
miento sean subsanadas por el interesado, ni se impide la tutela, en la instancia 
ordinaria, del derecho que pueda asistir al recurrente: p. 544. 

28. El pronunciamiento del tribunal de alzada que revoca la resolución del 
inferior. ]«ir la cual se denegaba el pedido del Banco Central de la República 
de dejar sin efecto la orden de no innovar decretada en el procedimiento de 
amparo, no ¡tupida a la empresa recurrente la defensa que pueda asistirle, en la 
forma y por la vía que corresponda : p. (J73. 

29. El sometimiento voluntario a la jurisdicción de las Cámaras de Arrenda- 
mientos y A pn recrías Hura les es cuestión que no excede el ámbito legítimo de 
la autonomía de la voluntad, exenta de la autoridad de los magistrados: p. 70». 

30. Las resoluciones atinentes o la admisión de medidas de prueba no causan 
gravamen insiisceptiblc de reparación en las instancias ordinarias: p. 72*2. 

Subsistencia de los requisito*. 

31. Si la Secretaría de Guerra informa que no medio orden de captura relacio- 
nada con ningún integrante del personal ferroviario a que pertenecen los actores 
y (pie, respecto de éstos, no existe motivo que determine la necesidad de su com- 
parecencia ante la autoridad militar, el recurso extraordinario es improcedente 
porque, habiendo cesado la restricción a la libertad que se invocó como única 
causal del hábeas corpus, la cuestión sometida a juzgamiento se ha convertido 
en abstracta: p. 35'!. 

32. S¡, n la época de dictarse la sentencia de la Corte, el recurrente ha obtenido 
la entrega de las dependencias que, en virtud del contrato de trabajo, ocupaba 
el demandante como encargado de la casa de renta del demandado, resulta abs- 
tracta la cuestión planteada por éstp, quien alega que es violatoria de las garan- 
tías conslitucíonales de la igualdad y del derecho de propiedad la sentencia que 
admite que el actor pueda peivibir una indemnización por despido, vacaciones 
y aguinaldo, sin antes desalojar las mencionadas dependencias: p. 683. 

Requisitos propios. 

Cuestión federal. 

Cvrxtionc* fetlrr.*', j, ¿imples. 
InWrpreuclón de U Coi «tltuclin Ksclonsl. 

33. Pnwede el recurso extraordinario con fundamento en el art. 17 de la Cons- 
Ilición Nacional cuando, habiéndose apelado sólo al efecto de qu* el lanzamiento 
decretado cu primera instancia se condicionara a la demostración del derecho 
de los actores sobre la vivienda ofrecida, el tribunal de alzada revoca la resolu- 
ción que disponía el di ligenci amiento simultáneo de los mamlatníentos corres- 
pondientes ii ambas operaciones, en razón de considerar innecesario el ofreci- 
miento de Ambito habitable a los recurrentes, desconociendo así el carácter de 
cosa juzgada de lo decidido sobre el punto: p. 109. 

34. En principio, la determinación del carácter de una multa impositiva creada 
por disposiciones locales —ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires, en el 
caso— es extraña a la apelación extraordinaria. Pero ésta es proredente si se 
aduce arbitrariedad de la sentencia por haberse atribuido carácter civil a lo 
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que Jurídica y ostensiblemente es una sanción* peñol y, con fundamentos na 
federales claramente insostenibles, haberse posibilitado v aun legitimado In apli- 
cación retroactiva de uun ley penal, con agravio a ta ¿nrnntía consagrada en I n 
primera parte del art. 18 de In Constitución Xneiomil: p. 225. 

35. Aun ruando el debate haya versado principalmente sobre la naturaleza del 
allanamiento del reeiirrente al pago del impacto y de los intereses redamado* 
asi como también sobre los alcances de ese allanamiento con arreglo a disposi- 
ciones de forma —cuestiones nmbns ajenas, por su índole, n la instancia de ex- 
cepción— procede el recurso extraordinario si los jueces de la causa atribuyen 
«I neto el valor de una renuncia total al derecho de impugnar la validez consti- 
tucional de la ley impositiva provincial que fué aplicada al apelante, quien 
cuestiona la legitimidad de las multas por omisión o evasión del impuesto, puc* 
«> punto concreto referente a si ha existido o no tal renuncia v a si, en su caso, 
Hln ha podido producirse y operar válidamente, constituye una cuestión federal 
de las comprendidas dentro del régimen del art. 14 de ')« lev 48. Ello, aunque 
las disposiciones en juego sean locales, por cuanto lo que ha de resolverse en 
suma, es la agencia o no vigencia, respecto de los actores, de normas de jerar- 
quía constitucional que se dicen infringidas (arts. 14, 17, ^ \# t 31 y m mv n 
de la Constitución Nacional) y cuyo resguardo, en todos los supuestos, representa 
uno de tos mas altos cometidos impuestos a la Corte Suprema: p. 225. 

36. Procede «1 recurso extraordinario si, respecto de la regulación de honora- 
rios practicada por la Cámara Central Paritaria de Arrendamientos, media cues- 
tión constitucional "prima facie" fundada: p. 314. 

37. Procede el recurso extraordinario fundado en los arts. 17 v 18 de la Consti- 

¡^u-fj ° nal V fOrreí,p01,dp d *¿ ar BÍD efecto las resoluciones apeladas cuando, 
habiéndose recurrido sólo en lo atinente i] monto de la regulación practicada en 
primera instancia, el tribunal de alzada revoca el pronunciamiento del inferior 
y declara que no corresponde regular honorarios por las medidas precautoria* 
decretadas en un juicio ejecutivo: p, 510. 

38. Procede el recurso extraordinario con fundamento en la garantía constitu- 
cional de la defensa en juicio cuando, habiéndose comunicado una resolución 
judicial a la repartición nacional obligada, carente de atribuciones para repre- 
sentar al Estado, se priva a éste, que no ha tenido intervención en los autos en 
el carácter de parte, del derecho de deducir apelación: p. 598. 

39. Procede el recurso extraordinario fundado en que las leves 13.246, 13.89T 
y 14.451 infringen los arts. 95 y 67, inc. 11, de In Constitución Nacional; y, 
además, en que el fallo de la Cámara Paritaria es arbitrario v violatorio dé- 
los arts. 16 y 18: p. 646. 



40. Es procedente el recurso extraordinario «i, habiéndose cuestionado Ja inter- 
pretación de los arts. 1* y 2' de la ley N.4:í6, de amnistía, lo decidido en la 
inusa niega el derecho que el apelante funda en tales normas: p. 387. 

L«T« f*dcr«lM d« nrlcter proceial. 

41. La resolución del tribunal de alzada que declara improcedente el recurso» 
rtineedido para ante el mismo, es i-revisiblc en la instancia extraordinaria. 

En consecuencia, no procede el recurso extraordinario fundado en la afirma- 
ción de que se discute la inteligencia del decreto-ley 13.937/46, si la Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo desestimó el recurso deducido contra la 
resolución del Instituto Nacional dp Previsión Social, por contemplar este pro- 
nunciamiento tan sólo cuestiones de hecho v prueba ajenas a la esfera del art. 
14 de la ley 14.236: p. 49. 

42. Las cuestiones referentes a los recaudos meramente prwesales establecidos 
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por ley» nacionales, entre las que figura la atinente a ta forma del recurso esta- 
blecido en el art. 24 del decreto-lev «ftMÍ/57 sobre Estatuto Personal Civil 
(i e 1* Administración Pública Nacional, no dan lugar a reamo extraordinario: 

43. Tj. atinente u lo forma y tramite- del recurso establecido i'or el decreto-ley 
títitiB/íí?, sobre Estatuto del Personal ¡Civil de la Administración Piihlien Nacio- 
nal, es problema de procedimiento ajeno u la apelación extraordinaria: p. _392 

44. 1» utinente a la extensiói, de la competencia otorgada a la Cámara Nacuma 
de Apelaciones del Trabajo [-cr el art. 14 de la ley 14.231} es materia procesal 
v, en principio, propia de los jueces de lo en usa. 

Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario d. lucido contra la 

sentencia de la Cú ra, que desestimó el recurso interpuesto contra la resolución 

del Instituto Nacional de Previsión Social en razón de que lo resuelto pnr este 
eran cuestiones de hecho y prueba, ajenas al precepto citado. A lo que cabe 
agregar que los nirravins expuestos aparecen sustancial mente dirigidos contra 
la resolución del Instituto y no contra la sentencia de la Cámara, que se limito 
a desestimar el recurso por razones procesales: p, 400. 

45. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, fundada en 
aspectos procesales de la causa, atinentes al monto de la suma ofrenda, opor- 
tunamente, por el expropisdor, declara a cargo de éste las costas de primera 
instancia en un juicio de expropiación: p. 5ü4. 

Intorf rttacMa da otou nona* 7 utM (***?»}«. 

46. Procede la apelación extraordinaria cuando el pronunciamiento del juez de 
la causa, en ¡o atinente a los intereses y las costas del juicio, no se adusta a la 
Hcntenei» anterior de la Corte que t por vía del recurso del art. 14 de. la ley 4H, 
redujo el monto de la condena: p. 244. 

47. Si bien las cuestiones relativas a la existencia o inexistencia de cosa juzgada 
son ajenas, en principio, a la esfera del recurso extraordinario, ello reconoce 
excepción en los su } .estos en que se hace preciso decidir si la misma cuestión 
entre idénticas partea fue anteriormente resuelta por la Corte Suprema : p. AJI. 

48. Sí la Corte Suprema decidió en un juicio anterior entre las partes, en el 
que se pía: ¡carón las misma* cuestiones debatidas en el caso, que debía entender 
el Tribunal de Seguros. Reaseguros. Capitalización y Ahorro, la sentencia que 
en ln nueva causa desecha la excepción opuesta por el demandado y declara la 
competencia de la iustícia laboral de la Provincia de Córdoba, supone descono- 
cimiento de un fallo anterior de la Corte revestido de fuerza de cosa juzgada, 
pnr ln que corresponde su revocación : p. 371. 

Chmííojim frtirrntr* eomptrjM. 
laeonitltaeloulldad di nonnM y actas pmvtucUlM. 

49 Es improcedente el recurso extraordinario cumulo el escaso monto de lo 
adeudado, luego de aplicada la multa del art. 72 del Código Procesal Civil .le la 
Provincia de Hílenos Aires, hace inadmisibles los agravios fundados cu el exceso 
í'iscal del pronunciamiento apelado: p. 723. 

Cuestiones no federales. 

50. Im discrepancia filtre lo resuello, sin arbitrariedad, por la (Minara apelada 
v la jurisprudencia v la doctrina, acerca de la cuestión referente a la indemniza- 
ción reclamada por 'falta de prca viso y antigüedad, aguinaldo y vacaciones, no 

materia revisible en la instancia extraordinaria: p. 100. 

51. I-i disconformidad de un fallo con lo establecido por la doctrina y la juris- 
prudencia, no puede, por *í misma, dar base a una cuestión federal: p. 10b. 
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Intcrpntarión ih normrt* y arfo* eomuntit. 

52. Lji interpretación y aplicación tk l»> leyes laborales y de las convenciones 
colectivas de trabajo, en cuanto versan sobre puntos que no revisten carácter 
federal, constituyen materia ajena a In instancia extraordinaria. 

Ello ex así, particularmente, en lo que atañe ni decreto-lev 2739/56 y a ¡a eom- 
petencia que fete reennnec al Tribuna] Arbitral emulo por su nrt. 11; a 1» 
menos, mientras no se alegue y acredite la existencia de arbitrariedad: p. 24, 

53. Ijis noraia.- vintenies en materia laboral, incluso el deereto-ley 273U/56 y .sus 
cntuplrinciitarios. son de orden común. Es asi irrevisihle en la instancia extra- 
ordinaria la sentencia que, con tunda mentó en aquéllas y en las circunstancias 
de heebo de la causa, hace lugar n la demanda jnir cobro de diferencia de sala- 
rio* y cuestiones conexas, entablada pO* quien se desempeñaba corno empleado, 
en calidad de control recaudador, de una empresa distribuidora de películas: 
p. 6», 

54. La interpretación di' la ley 13.246 sobre arrendamientos rumio, en ijue >" 
funda la sentencia recurrida, es cuestión no federal, extraña a la competencia 
ile la Corte Suprema en la instancia extraordinaria: p. H]. 

55. Siendo el nrt. íñ% íne. 8*. del Código ile Comercio, un» norma de derecho 
común, constituye una cuestión ajena a la instancia extraordinaria la proceden- 
cia o improcedencia de la deducción —a efectúan* 1 del monto correspondiente a 
la indemnización por fallecimiento del empleado— di 1 bis contribuciones efectua- 
das conforme a ese precepto legal por el patrón de mudado : p. 84. 

56. La interpretación de ln ley 14.250, por tratante de derecho común, es ajena 
ni recomí extraordinario: p. 89. 

57. Es improcedente el recurso extra rdiuarío fundado en que los decretos 
7106/ñtt y 1275/57, así como la convención colectiva 268/54 (art. 53), están en 
pupna con lo prrscripto en los decretos- leve- 23*852/45, 0926/56 (art. 3*) y 
"270/56, por lo que aquéllos traducen sendo.-* excesos reglamentarios del Poder 
Kjeeutivo. Se trata de disposiciones de derecho común, cuya declarada compa- 
tibilidad basta para sustentar el folio, que es insusceptihie, en consecuencia, de 
revisión en la instancia extraordinaria ron base en el art. 8ti. íne. 2', de la Cons- 
titución Nacional: p. S9. 

58. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentern a que 
admite la validez y obligatoriedad de las resoluciones 6/55 del Director Nacional 
de Trabajo y Acción Social Directa y 133/58 del Ministro de Trabajo y Previ- 
síór, mediante la interpretación de la ley común 14.25", ron criterio que no 
contraría las genéricas previsiones de la ley 14.30.1, sobre orgaui/Jieióu de los 
ministerios: p. 88. 

59. liesuelve cuestiones de hecho y de derecho común, ¡«susceptibles de revisión 
en la instancia extraordinaria, la sentencia que decide que un convenio colectivo 
obliga ni recurrente, uo obstante la afirmación de (pie tal convenio no fué sus- 
cripto por la representación patronal: p. 89. 

60. El pronuncia miento que declara que el hecho en examen constituye un típico 
delito político versa sobre cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, 
ajenas por su índole a la esfera del recurso extraordinario. En consecuencia, el 
art. 86 de 'a Constitución Nacional no guarda relación inmediata y directa con 
lo decidido: p. 103. 

61. La tacha vinculada con la inaplicabilidad, en el caso, del derretn-ley 7914/57, 
por nn haber sido reglamentado, constituye un problema, de interpretación de 
normas comunes, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. 
No obsta a ello ln invocación del nrt. 14 de la ('{institución Nacional, que carece 
de relación directa e inmediata con lo decidido: p. TOÓ. 

62. Las leyes atinentes a las locaciones urbanas son de orden común, incluso en 
lo atinente al régimen de su aplicación en el tiempo: p. 178. 
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63. El pronunciamiento del tribunal de alzada que deja mi efecto el desalojo 
ile parte «If un local ocupado por una sociedad anónima porque, no liabíémiiisi' 
homologado el convenio celebrado entre las partes, resulta inaplicable al cuso el 
art. 57 di- la ley 14.821, tiene fundamentos bastantes para sustentarlo y es irrevi- 
cibú en la ¡n^to ni-ín extraordinaria. Esta solución corresponde tanto más cuando 
la reclínente, en la expresión ile agravios presentalla unte la Cámara, omitió 
plantear cuestión federal alguna en defensa de su derecho, en particular respecto 
a lu nplicahilidad de la norma señalada: p. 179, 

64. Iaí atinente n la iiuprocerieneia de la homologación de las transacciones en 
materia de locaciones, en razón de Ih naturaleza común de la norma del art. 57 
de la ley 14.821, es cuestión de interpretación ajena a la Corte; p. 179. 

65. La interpretación de la» modalidades de una relación de trabajo cuya exis- 
tencia lia sido reconocida expresamente por las partes, como así también la de 
las cláusulas de los convenios cu lectivos vinculados al caso, son irrcvisihlo en 
la instancia extraordinaria. Ello es así aún cuando se invo<|iien los alts. 975, 1037 
y 119:1 del Código Civil, ijue son normas de derecho común, y cláusulas eonsti- 
tucioruiles que no tienen relación directa con lo resuelto en la causa: p. 198. 

66. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
según la cual carece de eficacia para eximir al patrón de tos recargos remune- 
ratorios de ley, el convenir» que estableció una jornada nocturna de más de siete 
liaras, sin fijar para el excedente la bonificación de la ley 11.544, que es de 
orden publico. Tanto el alcance con i|ue se aplica dicha ley, como el atribuido 
a un convenio colectivo de trabajo, constituyen materia ajena a la instancia de 
excepción: p. 212. 

67. L«ji cuestiones atinentes al régimen de las gratificaciones y a la promoción 
de empleados son puntos de orden laboral y de hecho, ajenos a ta jurisdicción 
que acuerda el urt. 14 He la ley 48: p. 251. 

68. Im ley 14.586, atinente ni registro del estado civil de la* personas en la 
ciudad de Buenos Aires, no reviste carácter federal y su interpretación y aplica- 
ción es insusceptiblc de apelación extraordinaria: p. 281. 

69. Es improcedente el recurso extraordinario con fundamento en la ¡nconsti- 
tiicionnlidad alegada del carácter retroactivo que se atribuye a la tey 14.546, 
M. disuelta la relación laboral bajo la vigencia de dicho cuerpo legal, la upliea- 
eiiíi. «us disposiciones al caso sólo <la lugar a problemas regidos por normas 
ile der* i. omún, como lo son los arts. 3, 5, 4044 y sigtcs, del Código Civil ¡ 
p, 283. 

70. atinente a la rctroactivjdnd de las leyes de orden público, en materia 
civil y no mediando sentencia firme, no da lugar a cuestión constitucional: p. 283. 

71. Aunque se invoque el efecto liberatorio del pago y ta garantía constitucional 
ilc la propiedad, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
meya tal efecto a tos pagos efectuados ni actor — cuya relación laboral con In 
ilcmuiidaila cesó el 11 de julio de lí)5o — , fundándose para ello en la interpre- 
tai ii... fh> iiorinas no federales, como lo son el decreto-ley 271)9/56 y el convenio 
colectivo ii* 27 de diciembre de ese año, que estableció aumentos nin efecto retro- 
activo al 1" de febrero de 1956: p. Mili, 

72. Si el juez confirmó la resolución administrativa por entender que lo dis- 
puesto en ella se a justaba a la correcta inteligencia de la ley 13.581, no lia existido 
aplicación retroactiva de la ley 14.288, sino interpretación de las disposiciones 
pertinentes de lu primera ley mencionada. 

Kilo importa una cuestión de derecho común ajena a ta instancia extraordinaria. 
Intit ós si no se aduce arbitrariedad: p. 347, 

73. El pronunciamiento que no buce lii^ar a la iiidemnizarión de despido recla- 
mada por los obreros de una empresa concesionaria del servicio público de elec- 
tricidad, en razón de haber los recurrentes aceptado trabajar para la Empresa 
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Nacional de Energía a quien se traspasó aquél, decide cuestiones de hecho y de 
orden común, suficientes para sustentar el fallo Apelado y ajenas a la jurisdic- 
ción extraordinaria de la Corte: p. 382. 

71. Es improcedente el agravio fundado en los nrts. 17 y 19 de la Constitución 
Nnci .nal, contra la sentencia que, interpretando el art. 157, inc. 8*, in finr, del 
Código de Comercio, rechaza lu pretensión del recurrente de que sean deducidos 
del monto de la indemnización por fallecimiento del emplearlo, los aportes jubi- 
latorios patronales oportunamente ingresados a lu taja respectiva; p. 442. 

75. No procede el recurso extraordinario fundado en que se habría violado el 
art. 18 de la Constitución Nacional por haberse resuelto en forma definitiva la 
filiación del mcmir, acusado de luirlo, sin la previa aplicación de !.-■ medida 
tutelar prevista en la ley 14.394 y el decretn-ley 5286/57, si la sentencia, ínter- 
pretando aquella ley, se pronuncia snbre el período de tratamiento tutelar aludido 
por el art. 4: p. 449. 

76. Ks improcedente el recurvo extraordinario deducido contra la sentencia que, 
fin arbitrariedad, reduce tas indemnizaciones acordadas por despido y taita de 
prenviso a un docente privad», mediante la aplicación e interpretación de dispo- 
siciones de derecho tomón, como son las de la ley 13.047, con las que im guardan 
relación directa e inmediata Jos urts. 14, 16\ 17, 18, 19 \ 31 de In Constitución 
Nacional : p. 506. 

77. No sustenta el recurso extraordinario, por ser cuestión de derecho común 
ajena a la revisión por In Corte Suprema, el agravio fundado en la primacía 
que la sentencia recurrida otorga al art. 3982 del Código Civil frente a otras 
disposiciones de igual jerarquía, como el art. 3965 del mismo Código: p. 524. 

78. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la interpretación 
que la sentencia hace del art. 28 del decreto-ley 23.852/45 — pues se trata de 
una norma de derecho común— t máxime si no se alegó arbitrariedad: p. 532. 

79. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra lo sentencia que 
decide el pleito valorando cuestiones de prueba y derecho común, carácter (pie 
corresponde n la ley 12,637; p. 536. 

80. El pronunciamiento que rechaza la demanda sobre excepción a la prórroga 
de arrendamiento, versa sobre cuestiones de hecho y de derecho común, ajenas a 
la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 542. 

81. Si la sentencia decide, de acuerdo con las disposiciones del Código Civil, 
que el tercerista no acreditó su dominio y se funda, ademas, en que éste no fué 
inscripto en el Registro de la Propiedad — requisito indispensable, según las 
leyes orgánicas de los Tribunales de Mendoza y de Córdoba, para su oposición 
frente a terceros—, es improcedente el recurso extraordinario basado en que la 
interpretación de las leyes procesales de esa- provincias repugna a lo dispuesto 
en los arts. 1909, 1911» 1930, 1935, 1938, 1937, 1947 y 2602 del Código Civil, 
violándose los arts. 31 y 67, inc. 11, de la Constitución Nacional; pues, aun 
prosperando la ¡nconstiíncionalidad de las leyes locales, no se desvirtuaría el 
fundamento de hecho y prueba y derecho común que sustenta el fallo apelado: 
p. 556. 

82. La cuestión referente a los efectos de la sentencia dictada contra el inquili- 
no, respecto de los suhinquiUnos u ocupantes, es materia de orden común y pro- 
fesa!, irrevisible por vía extraordinaria: p. 633. 

83. T.o atinente a la alegada existencia de cosa juzgada es materia que no reviste 
carácter federal. Ello es así con tanta más razón si lo argüido ni respecto reposa 
en In forma de notificación que, n los fines de hacer extensivo el desalojo contra 
los ocupantes o su binqui linos, se estima procedente y es propio de decisión por 
parte de los jueces de la causa; p. 633. 

84. La Jiplteación retroactiva de leyes de carácter civil y de orden público, como 
son las atinentes a las locaciones urbanas, no configura problema constitucional 
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que autorice el otorgamiento del recurso extraordinario, i'ii tutili) no medie tocií- 
tenci» i'irini ferio? en Ja «MtH|: p. $3$ 

85. I ji- cuestiones referentes n la interpretación +tt- 1 nrt. '.i" del decreto n* tfHÍJl ' 
ñ~ y 40 ilc la ley 14.H'Jl, sobre desalojos, son ajenas al recurso extraordinario: 
p. 710. 

tntrrprrUtrió* iU n»rmnx ¡¡ tn-t»* Itiriths ,n i/tiitrní. 

86. litas sentencias t|iu> deciden cuestiones de esl rielo carácter lucid, como son las 
uli neo les id término ilel mandato de los jueces provinciales, son irrcvisjbtes por 
vía del recurso extraordinario con tunda utrato en la garantía de loa jueces na- 
turales: p. üti. 

87. l,o referente a la subsistencia de la condición de .jueces de los integrantes 
de! triliumil de h causa, crin arreglo a los término* de Las normas dé la Consti- 
tución de la Provincia de San Juan invocadas por el recurrente, es punto ajeno 
a la jurisdicción extraordinaria de lu Corte, Rilo es así, incluso en lu atinente 
a los efectos, en el tiempo, de ln renuncia de uno de los componentes de aquel 
cuerpo: p. íifi. 

88. U\ cláusula del «rt. 14 (nuevo) de la Constitución Nacional, con arreglo n 
lu i iia! la ley asegurará la estabilidad del empleado público, no hasta para con- 
vertir en federales los preceptos reglamentarios sobre el punto dictado-, en el 
orden provincial: p. 57. 

89. td\ atinente a la índole de las t'neiiltades reservadas por la ley ri'JKÍl de la 
Provincia de Kntre Híos al Poder Ejecutivo Íoenl, en tanto no se cuestione su 
validez constitucional, es irrevísible por la Corle, no bastando a esos t'ines ln 
afirmación de (pie la cesantía, dispuesta previo sumario, viola los urts. 5, 1 + 
(nuevo), l", !>- r > y 11" de la Constitución Nacional: p. ~i7. 

90. l<o atinente n la verdadera naturaleza del gravamen instituido mediante 
la ordenanza 4457 de la Municipalidad de Santa Fe. y n su adecuación a Ins 
iioimas constitucionales y léanles de la Provincia, constituye una cuestión loenl 
y di' bi-clio, no susceptible de revisión por la Cmte Suprema en la instancia 
extraordinaria, tanto más si el recurrente no lia puesto en tela de juicio ta vali- 
de/, de arguellas uoriuiis respecto de la Constitución Nacional : p. ~!K¡. 

91. Ka sentencia de la Suprema Corte de .Justicia di' ln Provincia de Hítenos 
Aires i|ue. por aplicación riel art. 4ti, ine. bj. de la ley provincial §125* no linee 
luirá r a la repetición de 3o pagado en concepto de reajuste del impuesto a la 
trasmisión gratuita de bienes, practicado a raí/', de la venta de un inmueble siire- 
-ono limante el término legal en i[iie el pago de ¡upiél reviste carácter provisorio, " 
decide cuestiones de heehn y de derecho local, ajenas a ta jurisdicción extraordi- 
naria de la Corte: p, 414 

92. Ilei'ide el pleilo por razones de beclin y de recluí común, ajenas a ln instancia 
e\traordÍnrrin, la sentencia que, sin negar tpie deba contemplarse especial y dife- 
renciad a mente la situación de inquilinos qde carezcan de dinero para adquirir «n 
terreno, declara que una defensa fundada en esa circunstancia no ha piulido 
usarse en el caso. 

Kn lnl<- condiciones, el art. 1(í de la {*onstitueión Nacional no guarda relación 
¡nmedita y directa con la materia del juicio ui con tos argumentos del recurrente: 
p. -"77. 

93. 1.a adhesión al régimen de reciprocidad instituido por el decreto !>:illi/4í> 
sei¡ ii n h> prrvi-tn cu el art- 2" no imporl-i quitar enráeler local a las leves 

inhibitorias provinciales n municipales, ni líate admisible — por vía de prineí- 
pín— ta revisión por la Corte de las decisiones adoptadas por aplicación de esa* 
leyeft n tus cuso- ocurrentes. Ku consecuencia, la decisión del Superior Tribunal 
•le .Tn-ticia de Santa Fe. que no computó los servicios prestados por el recurrente 
eonio comisionista, y que declaró cmiiputnlúV- otros invocado- por el interesado. 
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ta ajina, en cnanto tul, [ ; , jurisdicción de la Corte, salvo arbitrariedad, no 
alegada en la especie; p. 1¡"J4. 

Itth qtn tnriiiu ih uottnux Im-nti n tlt ftron ilhuii ntvit, 
Cusías y honorario!. 

Ln interpretación y aplicación del arancel para abogados y procuradores. « 
la-; t'iiips de regular hnnoriirios en hs instancias ordinarias, cu i"* cuestión federa] 
q;ic i.uluricc el recurso del art. 14 de la ley 48: p. llíl. 

95- L<> atinente ni monto del juicio y ti lo* honorarias devengados en Jas instan- 
cias ordinarias, materia propia de los .¡ucees de la eatisa. es áfono nt recurso 
extraordinario: p, '2UI. 

96. ntiiieiite n la determinación del monto de los hotWW) ríos dcvcmriidos en 
his minucias ordinarias e*. por lo común, a.jenn nt recurso del art. 14 de 1u 
ley 48: p. 318. 

97. Lo atinente ni cargo de L.s rostas devengadas en lus instancias ordinarias 
es cuestión procesal y de hecho irrevisible, en principio, por vía de la apelación 
extraordinaria, incluso tratándose de procedimientos ante magistrados federales: 
p. 54:t. 

98. Ia> atinente a ta aplicación de los aranceles profesionales, en las instancias 
ordinarias, es cuestión ajena a hi jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 6o:i. 

99. Las cuestiones atinentes al cargo de lus cosías y al monto del impuesto de 
justicia, son ajenan al recurso extraordinario: p, 694. 

!>«<>!« ínituicl» f r «curto». 

100. Las decisiones que declaran no haber lugar al recurso de inaplicabilidad de 
ley, establecido en el art. 28 del decrcto-ley 1285/58, so» ¡^susceptibles de apela- 
ción extraordinaria. La corrección de la posible contradicción de jurisprudencia 
Tic las Salas Ua sido encomendada por aquél o las Cámara» Nacionales en pleno- 
p. (55. 

101. La cuestión atinente a la vía para obtener la intervención del tribunal 
plenano, es punto ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 55. 

102. La decisión do una Cámara Nacional de Apelaciones en pleno que declara 
la improcedencia del recurso de inaplicabilidad de ley, deducido contra una sen- 
tenciu de la Sala que, a la vez, aplicó jurisprudencia plenaria, es irrevisible 
por vía del recurso dd art. 14 de la ley 48. N obsta a tal conclusión la circuns- 
tancia de invocarse un precedente de la Corte establecido en un supuesto distinto: 
p. 115. 

103. Xo siendo requisito constitucional la doble instancia judicial, In resolución 
del tribunal de alzada que, luego de la agregación a los autos del documento untes 
omitido, rechaza la nulidad imputada al fallo de primera instancia, decide cuestio- 
nes que no revisten enrácter federal y son propias de los jueces de la causa : p, 214. 

104. hd& resoluciones que declaran improcedente un recurso parn ante el tribunal 
de la causa no son susceptibles, como principio, de apelación extraordinaria: 
p. 38b. 

105. Lo atinente a la denegatoria del recurso de inaplicabilidad de lev no da, 
por vía de principio, lugar a recurso extraordinario. La alegada improcedencia 
de la distinción sobre cuya base se decidió el artículo, no linee excepción a ln 
doctrina citada ¡ p, 464, 

106. La decisión de la Sala de una Cámara Nacional de Apelaciones, en cuanto 
declara la exleinporaucidnd del pedido de misión de su anterior resolución ati- 
nente a In inndmisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley tiene fundamentos 
de orden procesal suficientes para sustentarla e ¡invisibles en la instancia extra- 
ordinaria: p. 540. 




107. Lo atinente u l;i reconstrucción de mi expediente desaparecido reviste carác- 
ter procesal y es insusceptiblc de consideración por vía del recurso extraordi- 
nario: p. 60, 

IOS. Lo referente n 1» ausencia <k> prueba su tifíente para condenar y a ln inteli- 
gencia atribuida en el caso al Reglamento de Procedimientos Contraveneionnles. 
versa sobre cuestiones de hecho y prueba y de naturaleza procesal, ajenas n la 
esfera del recurso extrnnriliiinrio: p. H8. 

109. El recurso extraordinario no es la vía para 1» corrección de posibles nulida- 
des procésale*: p. 117. 

110. l.i interpretación de los nrts. T y 7"' de ln lev II .570 es cuestión procesal, 
ajena a la estera del recurso extraordinario; y corresponde declarar la improce- 
dencia de éste si el recurrente, que sé agravia por la circunstancia de que el 
tribunal apelado haya prescindido de probanzas producidas en autos, no aduce 
violación de nimintíiis constitucionales ni arbitrariedad del pronunciamiento : p. 143, 

111. Li atíbente a I" regularidad del procedimiento y u la eficiencia de la prue- 
ba, son cuestiones ajenas a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de ln ley 4-H: p. 17H. 

112. F,l recurso extraordinario no es ta vía para declarar nulidades procesales, 
corno ln invocada por el recurrente en orden u la violación de] art. 77 de la ley 
1J.ÍI4S: p. 1!>S. 

113. La decisión atinente a que, por no mediar motivos suficiente* de sospecha 
¡esperto de lo- imputados, en li^ términos del art. 2:)6 del Código de Procedi- 
mientos Penales, no corresponde en el caso tomarles derlaraeión indagatoria, es 
irn-visihle en la instancia extraordinaria: p. 214. 

114. Las cuestiones atinentes a la composición de los tribunales ordinarios, 
«uno son Ins vinculadas a la vecnsneión o excusación de sus miembros, no dan 
hipar n recurso extraordinario: p. 249. 

115. La cuestión atinente a quien es procesal mente terrero, en circunstancias de 
hacerse extensivo el lanzamiento contra el suhinquiliuo existente en el inmueble, 
no excede lo que es prnpio de los jueces de la causa y, en principio, uo da lugar 
a recurso extraordinario: p. 253. 

116. Ln prescindencia de un hecho nuevo, alegado en segunda instancia, no es 
cuestión federal que sustente el recurso extraordinario: p. 256. 

117. El pronunciamiento que, en un juicio sobre posesión treintañal, niega 
intervención a los terceros (pie ln pretenden eoinn coadyuvantes del demandado, 
decido cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, ajenas n la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte: p. 256. 

118. Las cuestiones atinentes a la recusación de los jueces ordinarios uo dan lu- 
íior al recurso del art. 14 de ln ley 48: p. 323. 

119. Li resuelto con relación a la competencia del tribunal, derivado de bis per- 
tinentes disposiciones de forma, es cuestión procesal ajena a la esfera del recurso 
extraordinario. Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario fun- 
dado en que la Cámara Central Paritaria había excedido su competencia, esta- 
blecida en ln ley 13.897, contra la sentencia que, sin arbitrariedad, revocó el 
pronunciamiento de la Cámara Regiona; '—que hizo lugar a 9a demanda por excep- 
ción a hi prórroga leirnl aplicando el art. 7" de ln ley 13.246 — acordando ln. 
excepción con l'undmmiito en el art. 52. inc. d), de ln misma ley, tanto más cuanto 
(pie este último precepto fu' invocado en el escrito de demanda y su nplicubili- 
dnd en el caso fué ampliamente debatida durante la sustancinción del juicio: 
p. 350. 

120. Lis problemas que versan sobro cuestiones de hecho y de derecho procesal, 
romo la alegada invnlide/ de actuaciones admitidas por el tribunal a quo y ln 
agregación tardía de documentos a la causa, son inhábiles para sustentar el 
recargo extraordinario: p. 350, 
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¿1. resolución que acuerda al actpí el play.o ik> cuarenta y ocho horas para 
acompañar ¡i los autos el título de propiedad de la vivienda por cuyo desalojo 

«i-i-K decide uiia cuestión de derecho procesal, iijena n la instancia extrnordi- 

nana, y con la que mi guardan relación directa e inmediata las garantías de tos 
art*. li» y Ih de la Constitución Nacional s p. <í7ñ. 

122. atinente a la no admisión de un liedlo nuevo alegado, un es encstii'm 

constilucit I. La misma polución eorrespundc en lo relativo h la insuficiencia 

tle l.i expresión ile agravios que rio cala* excusar legalmente, eon base en circuns- 
tancias pilónales, aun atendibles, ilel letrado que lo suscribe: p. &% 

123. Lo atinente a la teria del juicio y al procedimiento a imprimir a lúa 

antas, cuestiones que un revisten carácter federal, son propias de los jueces de la 
ean«a y ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p, 513. 

124. Í.as decisiones atinentes a la caducidad de la instancia son. comu principio, 
irrevísihles pur vía extraordinaria. tdi solución no varía por ratón de invocarse 
el régiiiieii de las leyes de suspensión de desalojos y la irregularidad imputada al 
despacho de un escrito presentado en primera instancia, sin perjuicio de las 
medidas une ineumha tomar al tribunal de alzada, en ejercicio de las funciones 
de superintendencia directa que ejerce, o con arreglo a lo dispuesto cu el art. 1<¡4 
del Códico de Procedimientos en lo Penal: p. olí). 

125. La sentencia que, declarada relielde la demandada, condena a ésta con 
arreglo a lo dispuesto en los art». 42 y 54 de ta ley :i4Sp de la Provincia de 
Santa Ke —que la recurrente no ha impugnado — . se funda en razones de lieclm 
y en disposiciones legales de carácter procesal local, suficientes para sustentarla 
e insiisceptibles de revisión en la instancia extraordinaria; p. ó34. 

126. Lo atinente al alcance de anteriores decisiones propias del tribunal apelado 
es cuestión (pie no reviste carácter federal: p. 540. 

127. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia que deniega el 
pedido [le que se proinuevn cuestión de competencin por inhibitoria : p, 558. 

128. Iji resolución que declara procedente la excepción de defecto legal no causa 
agravio insuseeptible de reparación en las instancias ordinarins, aun cuando se 
niegue que es imposible cumplir con el requisito de determinar el monto de lo 
demandado: p. 604. 

129. Lo atinente a la perención de la instancia es materia de derecho procesal 
y de hecho ajena, como principio, n la jurisdicción extraordinaria de la Corte: 
p, 634. 

130. Lo atinente a In oportunidad de la revocatoria deducida por el Banco Cen- 
tral de la liepúhlicn como al carácter de tercero que inviste, en presencia de los 
términos en que fué interpuesta la acción de amparo por una empresa comercial, 
son cuestiones de orden procesal y de hecho insusceptiblcs, como principio, de 
revisión en instancia extraordinaria: p. «73. 

131. La sentencia que tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal suli- 
cientes para sustentarla v atinentes al consentimiento de la resolución judicial 
que declara la perención de la instancia, al término previsto por ln ley de aduana 
para la interposición de la npelación contra la decisión administrativa y al co- 
mienzo de su curso, es irrovisihle por vía del recurso extraordinario: p. 680. 

132. Ln atinente al procedimiento a seguir a los fines del cumplimiento de la 
ocupación del ámbito ofrecido por el locador, etv los términos de Jn sentencia 
que puso fin al pleito, es punto que no reviste carácter federal: p. 710. 

EsrltiAión ífV la* carntionen dt fiera o. 
Exproplicfón. 

133. Ijn atinente al monto de la suma reclamada por el expropiado y a la inexis- 
tencia de obligación legal de fundarla, son cuestiones extrañas a la jurisdicción 
extraordinaria de la forte. Ello es así. con tanto más razón cuanto que no si* ha 
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invocado precepto concreto que invalide la conclusión del tribunal apelado que 
toma en cuenta el avalúo total practicado por «quél, aun cuiindo difiera del 
pretendido por metro cuadrado en relación con la superficie del inmueble ; p. 512. 

Jspntftoi r Uwu, 

134. I*a resolución (pie aplica una multa, por no haberse repuesto en' término 
lega! el sellado adeudado en mitos, resuelve cuestionen de Invlio y de naturaleza 
jiroecsal, irrevisiblea en instancia extraordinaria : p. 72$, 

Trtniportc. 

135. Kl pronunciamiento que declara la incompetencia de f;i justicia de! trabajo 
para conocer en la demanda sobre indemnización reclamad» por el fallecimiento 
de un militar, en actividad, que piloteaba on avifin de las Lincas Aéreas» del 
platadq (I.. A. I", [•;.), en razón de no mediar relación laboral sino de derecho 
publico y de haberse producido el accidente mientra- aquél cumplía órdenes del 
comando militar, tiene fundamentos de hecho y de orden no federal .pie ~<m írre- 
visibles en tu instancia extraordinaria : p. 55. 

Varias, 

136. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia — im impugnada 
de arbitrariedad— que dese-tima el pedido de excepción militar en razón ilv no 

haber di strmln el solicitante hallarse comprendido en ta causal prevista en 

el inc. 4' del art. 41 del decreto 28.375/44 v mi modificatorio 14.5H4 4ti (lev 
12.913): p. Í(Í5. 

137. Es impn lento el recurso extr dinario deducido contra la .sentencia, no 

impugnada de arbitrariedad, que desestima el pedido de excepción militar por 
no coirsiilerar acreditado que el solicitante si- hallara incluido en la causal pre- 
vista por el inc. 3* del art. 41 del decreto 129.:i75/44 y su modificatorio 14.5R4/46 
(ley 12.913): p. ]U8. 

138. Lo atinente al alcance de las medidas de mi innovar y al aeierto de su 

admisión en el caso i-om-rcto, fio Dieiliantlo sentencias ea rentes de tumi cutos 

■ pie Ins sustenten, son puntos ajenos a la jurisdicción extraordinaria de la 
C.rte: p. 114. 

139. Nn habiéndose invocado el desconocimiento de preceptos ni de garantía» 

stituciomiles, las mam testaciones del recurrente acerca de hs deficiencias de 

la prueba pericial en cuyo mérito fué denegado el beneficio juhilatorio que 
reclama, versan sobre cuesliones ajenas al recurso extraordinario: p. 14o. 

140. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia, no 
impugnada de arbitrariedad, ipie desestima la excepción militar por considerar 
que la presencia del solicitante no es indispensable en el hogar materno, ya que 
la ayuda que presta a su madre viuda insume sus propios gastos de manuten- 
ción y nquéllti cuenta, además, con los ingresos provenientes de su trabajo y los 
de ..te. hijo menor. Kl pronunciamiento apelado se sustenta en razones de hecho 
y pincha y no se halla cuestionada, así, la inteligencia de la norma federal con- 
tenida en el art. 41, inc. 3 V , del decrelo-ley 29.375 '44 (ley 12,913) : p. ;i74. 

111. No procede |¡i revisión en la insta mía extraordinaria de la sentencia que, 
por considerar que el aporte del ciudadano llamado » servicio es indispensable 
para satisfacer las necesidades del gropo familiar afectado, hace lugar a la 
cxcepcii'm al servicio militar obligatorio: p. rlTH. 

142. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la errónea aplica- 
ción del «rt. 41, inc. 3*, -Id decreto-ley 29.375/44 —ley 12.013— si ln sentencia 
recurrida, no impugnada de arbitrariedad, se funda sHstancialiiiculc en circuns- 
tancias de hecho y prueha suficientes para sustentarla c irrevisihles en la instan- 
cia extraordinaria, como son las referentes a los ingresos pecuniarios y a la 
capacidad física del padre del solicitante de la excepción militar: p. :Í95. 
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143. La valoración de los antecedentes de] pt-tii-innan te de la ciudadanía argen- 
tinn que, sin arbitrariedad, formula 1» sentencia alidada, queda substraída al 
conocimiento de la Corte, por constituir un aspecto de hecho v prueba extraño 
a la in-tnucin eMruordinnrin : p. 444. 

JSf »t íi nrinn arbitrarían. 
Principia! generales, 

144. A la sentencia que. se encuentra sulirienti -nte fundada, en razón de ser 

itumsec pliblc de descalificación como neto judicial, iui le alcanza la jurispru- 
dencia establecida en materia de arbitrariedad: p. 55, 

145. A los tilles dd fundí nto di- im fallo judicial, en entinto In solución puede 

derivar de doctrina jurisprudencial o de principios de derecho, no es (demore 
indispensable la mención de preceptos legales expresan; p, 114. 

146. Lo atinente al errar imputado a la doetrina del fallo recurrido, habida 
cuenta de que es una de las soluciones posibles para la especie del cuso, no auto- 
riza la apelación extraordinaria con fundamento en la jurisprudencia establecida 
en materia de arbitrariedad : p. 117. 

147. ta arbitrarietlad —como uinteriii estrictamente excepcional del recurso extra- 
ordinario— no consiste cu la mera disconformidad con la interpretación que 
hacen los tribunales de justicia de ta» leyes que aplican y en tiiiitu no excedan 
las faetil tades de apreciación de los hechos y del derecho que son propina ¡e su 
función, y cuyo neiertu error no incumbe a la Corte revisar: p, 198. 

148. La sentencia suficientemente fundada y que versa sobre puntos de orden 
común, irrcvisibles en la instancia extraordinaria, es insusccptible de la tacha 
de arbitrariedad; p. 2ó:í, 

149. La discrepancia con las conclusiones de los jueces de la causa no autoriza 
la aplicación de la doctrina Maldecida en materia de arbitrariedad: p. 283, 

150. La doctrina de la arbitrariedad, en materia de honorarios, es de carácter 
tspecial mente restrictivo: p. 316. 

151. La doctrina referente a ln arbitrariedad es de aplicación especialmente res- 
tringida en materia de regulación de honorarios: p. 318. 

152. La alegación de arbitrariedad no autoriza a prescindir de los extremos 
legales para la procedencia del recurso extraordinario: p. 386. 

153. Kl pronunciamiento que arguye de ando a consagrar conclusiones concor- 
des con las garantías y principios de la Constitución Nacional, no incurre en 
exceso nliruno y es iusiisceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 442. 

154. La sentencia suficientemente fundada en razones de hecho y prueba y de- 
recho común no es arbitraria, cualquiera sea su acierto o errar: p. 449. 

155. Las i estilaciones que hacen lugar a la ejecución de las sentencia?? apeladas, 
en los términos del nrt. 7" de ln ley 4055, son susceptibles de recurso extraordi- 
nario cuando media notoria arbitrariedad. Kilo no ocurre en los supuestos en 
que la solución adoptada consulta el espíritu de ln ley aplicable al caso: p. 46(1. 

156. Iji determinación de la prueba nlilizahle para la decisión del juicio, entre 
las contradictorias traídas a los aillos, incumbe n los jueces de ln causa, no pu- 
rlíeudo su criterio ser sustituido por el de ln Corte, so color de error en la 
elección practicada : p. 462. 

157. La sentencia que declara improcedente el procedimiento de amparo para 
rever las medidas decretadas en ei juicio de división de condominio, en trámite- 
ante otro tribunal de justicia, es iususceptible .le la tacha de arbitrariedad: 



150. La lr*is cine admite la posibilidad de interpretación, incluso respecto de 
leyes que se estiman claras, no -.lístenla la alegación de arbitrariedad ; p. (¡03. 
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160. U» sida remisión a lo* fundamentos de primera instancia no es. de por sí, 
impugnable por arbitrariedad, pues lo doble instancia nu reviste el carácter de 
requisito constitucional y el punto e* de orden procesal y de hecho: p, ti7S. 

161. Li resolución sufírieutetueute fundada que aplica sanciones disciplinarias 
que no exceden fie las comunes, es ifisusccptíble de I» tacha de arbitrariedad: 
p. 679. 

162. 1.a jurisprudencia de tu Corle sobre sentencias arbitrarias lio tiene por 
objeto la corrección en tercera instancia de decisiones equivocadas o que se esti- 
men tules, ¡dúo que está dirigida a la revisión de los pronunciamientos en lo* 
que m' advierta la inexistencia de ta» calidades mínimas na ra que el acto impug- 
nado constituya una sentencia judieial: p. 713. 

Pioctdeocu dd r te ario. ■ 

163. Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Cámara que continua "por 
sus fundamentos" la de primera instuneia a pesor de que las medidas para mejor 
proveer ordenadas en la alzada contradicen las constancias tenidas en cuenta por 
el juez para rechazar la solicitud de excepción al servicio militar. La decisión 
recurrida no constituye, así, la conclusión razonada que elige todo pronuncia- 
miento judicial : p. Ü7, 

164. Las sentenciáis que omiten pronunciarse respecto de cuestiones conducentes 
liara la decisión de la causa y oportunamente propuestas por los partes, carecen 
de fundamentos bastantes para sustentarla» y son susceptibles de invalidación 
por la Corle: p. 111. 

165. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la senten- 
cia apilada cuando, habiéndose reiterado la excepción de falta de acción en el 
memorial ile contestación de agravios presentado unte el tribunal de alzada, éste 

revoca el pronunciamiento del inferior que rechazaba la de nda, sin considerar 

la defensa aludida que había sido mantenida en la litis por el recurrente: p. 111. 

166. E- arhítraria la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo que. al conocer de lu causa con arreglo a lo dispuesto en el art. 53 del decreto- 
ley ÜÍU76/-H, se aparta de las «inclusiones establecidas por el Instituto Nacional 
de l'revisíón Social mediante simple remisión a lo resuelto en otro cnso y sin 
referencia alguna a los hechos del juicio y su prueba : p. 158. 

167. Lo sentencia del tribunal de alzada que, con f andamento efectivo en la sola 
dinmtistanciu de no haberse especificad» en el aeto de la audiencia la doble 
personería del representante de las eondóiniuns adoras, revoca el pronuncia- 
miento del inferior y prácticamente anula de oficio todo lo actuado, adolece de 
un e\ceso ritual qué la priva de liase bastante para sustentarla y autoriza la 
apertura del recurso extraordinario : p. 176. 

168. Kl pego pur los recurrente* del capital y de los intereses que les fueron 
reclamados M virtud de lo dispuesto en la ley 4.150 de la Provincia de Rueños 
Aires, nn comporta renuncia implícita a la facultad de discutir judicialmente la 
le-ntimidad y lu procedencia de la multa penal {htto scíisii) litiínosa —prevista 
en el art. 'Í!t de esa ley — . Kn consecuencia, aquéllos conservaron intacto su 
di recho de impugnación hnwi<1ó en el art. 18 de la Constitución Nacional, y la 
i amara, ni eximirse de considerar el agravio fundado en tal precepto, incurrió 
en una emisión que la hace pasible de la tacha de arbitrariedad, en cuanto la 

sentencia omite el examen de una cuestión c -ret ¡-mente propuesta y que puede 

afectar Mistuneiali te el derecho del n rrente: también sería arbitrario el 

proiumei.1 miento si se pretendiera que la ÍYniiur,., sin ocuparse expresamente del 
punto, desechó de manera implícita aquel agravio en razón del carácter civil 
q»e atribnvó a H multa, pues se apoyaría en fundamentos no federales insoste- 
nibles y frustráneos de la garantía del art. 18. primera parte, de la Ley Fumín- 

lBo!' 'rol-responde dejar sin efecto lu sentenein dictada el 18 de julio de 1957 



KBODRSO EXTRAORDINARIO 87; ¡ 

en un juicio por expropiación de una empresa concesionaria de servidos públi- 
.-os en la que el monto del resarcimiento fui fijado con arreglo a los arís 40 
de la reíorma constitucional de 1949 y 16 de la Constitución de Jujuv d.-l mismo 
ano. Tales preceptos carecían de vigencia jurídica en esa locha por efecto de la 
Proclama del 2r de abril de 1956, que restauró ]n vigencia tanto de la Consti- 
ncón de 18o.t con las reforma* de 1860, 1866 y 1898 y exclusión de la de 1949 
(art. 1 ). eomo de las Constituei. nes Provinciales anteriores a la reíorma de 
1 ÍI49. 

Por un contener, ni la Constitución Nacional de 1853 ni \ u de Jujuv de 19.15 
normas semejantes o análogas a las mem-i.. nadas, ra sentencia recurrida adolece* 
fie arhih.medad, ya .pie. en la, condiciones expuestas, uparte* fundada en dis- 
IpWf 1 J im «'™« "i" vigencia a la tedia de su pronunciamiento : p. 291 
170. Hay arbitrariedad en la sentencia cuando se omite el examen de una enés- 
imo oportuna» te propuesta y conducente para la decisión del juicio 

4 ' s «>*»itnmo y debe ser dejudo sin electo el pronunciamiento 
ile la támara que tuvo como inexistente y mi probado ipie los adores estuviesen 
! m ' U JS .'' h , un ™ ,,V| - transacción y que »ste se hubiera llevado a cabo ante 
las autoridades del Ministerio de Trabajo o autoridad competente, s¡ d nombre 
ile los recurrente* aparece en una pirita agregada, < t ue forma parte del convenio, 
y consta asimismo, en d texto de éste, que se realizó unte el Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social. En tales condicione**, la debida consideración del 
.locntnento revestía importancia para la correcta solución de la causa, en la que 
se demandaba el cobro de itu!emn¡zm-iún por preaviso y la accionada había opuesto 
la excepción de transacción, invocando precisamente diebn convenio: p 309 

171. Corresponde dejar sin efecto ln regulación de honorarios apelada cuando, 
no obstante la seriedad de los argumentos esgrimidos por el recurrente y sin 
lundamcutneión adecuada pnrn sustentarla, se fijan aquéllos en una suma des- 
proporcionada con el producido de un mío de aparcería: p. 314. 

172. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, luego de reconocer que et 
«intrato de locación venció el día 28 de febrero ,le 1955 v que la restitución del 
predio fue redamada por d recurrente el 29 de lebrero de 1956. concluve ofir- 
mnndo que dicho redamo fué efectuado con posterioridad al plazo de \in «ño 
previsto por el urt. 20 de Ja ley 13.246; pues el pronunciamiento apelado «imputa 
d plazo en notoria contradicción con los hechos de la causa admitidos por la 
propia sentencia, prescindiendo de lo expresamente estipulado por el art. 25 
del Código Civil, y sin dar tunda mentación alguna de tal actitud: p. 365. 

173. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la senten- 
cia apelada cuando, habiéndose iniciado juicio por consignación ele la deuda y 
depositado su importe en una escribanía, debido a la huelga bancaria, se decreta 
la .puebla del recurrente por no figurar agregada a los ñutos ta boleta de pago 
^«'tiva cimiiistancins que no cabe imputarle exclusivamente: p. 537. 

174. La sentencia que desestimo la defensa de prescripción opuesta por el de- 
mandado, en atención a que no habría transcurrido el plazo previsto en el art 
4633 del Código Civil, aplicable al caso, porque la actnra sólo tuvo cono, ¡miento 
de la compraventa cuestionada d 22 de febrero de 1954, debe ser dejada *¡n 
electo si ha prescindido de las constancias de un expediente administrativo agre- 
dido, de las que resulta que la demandante estaba enterarla de la mencionada 
operación —y la reputaba nula— en julio de 1952. El demento probatorio que 
s.Oia omitido valorar resulta fundamental para decidir la procedencia de la excep- 
ción : p, 583, 

175 Es arbitrario y violatoria dd derecho de defensa en juicio la sentencia de 
la Cámara que deja sin efecto la regulación de honorarios efectuarla cu primera 
instancia en favor del ahogado patrocinante del síndico — por entender la alzada 
que no se había planteado en "1 juicio problema jurídico alguno que excediese 
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loa conocimientos técnicos que la ley presupone en el síndico (contador público) 
para el desempeño de su* funciones— s¡ ta resolución bahía sitio rerurridu por 
el letrado y por la convocaturia, sólo ni cnanto' al monto de bis honorarios. 
Ni» habiendo la obligada impugnado ¡inte el tribunal de grado ta razón del pairo 
di- aquéllo», la Cámara debió limitar su pronunciamiento al monto cstahlcciiln, 
prescindiendo examen del derecho » su percepción y la correlativa obligación 
de pairarlos, no controvertido* en la especie: p. (¡Si. 

Improecdtucl» del laenrfo. 

176. La taclia de arbitrariedad no es admisible contra una sentencia basada, en 
un tallo plena rio seriamente fundado: p. 89. 

177. La parquedad de fundamento:* de 1» sentencia recurrida, no tratándose de 
un requisito formal incumplido, no sustenta la apelación extraordinaria. Tam- 
poco la sustenta ta ai. r bi latía de referencia a ta prueba si, unte ta solución 
doctrinaria consagrada, aquélla no es indispensble: p, 117. 

178. \* alegada omisión de pronunciamiento respecto del recurso de nulidad 
que fué deducido con el de apelación, no habiéndose concedido el primero, es 
metlcur. ¡uira sustentar ta apelación extraordinaria: p. 117. 

179. La decisión atinente a la proeedencin de ta consideración del pasivo, a 
efecto* de graduar las remuneraciones correspondientes ni trámite sucesorio, no 
excede lo que es propio de los jueces de la causa y no justifica ta tarlut de 
arbitrariedad: p. 119. 

180. No en aplicable la doctrina establecida en materia de arbitrariedad a una 
sentencia suficientemente fundada. 

\m eireunstiineia de que la Cámara considere satisfactorios los argumentos del 
juez, acerca de la prueba, sin hacerse cargo de tas observaciones del letrado 
r» -rente, uo justificn la tacha; pues ni ta remisión a los fundamentos de pri- 
mera instancia es, de por sí, impugnable por arbitrariedad, ni los jueces están 
obligados a analizar las alegaciones de las partes que, a su juieb. no sean deci- 
sivas: p. 202. 

181. Ln jurisprudencia sobre arbitrariedad, en materia de regulación de hortora- 
rii¡-, es de carácter especialmente restrictiva: p. 246. 

182. Lo atinente al alcance de ta cláusula derogatoria del art. 79 de la ley 14.586, 
cu el sentido de que las normas de ésta se complementan con las del decreto 
11.009/4:1 —ratificado por la ley 13.0rtlK— sobre inscripción de nacimientos, no 
excede de lo que es propio de determinación por los jueces de la causa y no 
sustenta ta tacita ib' arbitrariedad en que se funda el recurso extraordinario: 
p. -'Ht. 

183. Lis resoluciones rcgulatortas de honorarios en causas de interdicción, fun- 
dada, en la apreciación por los jueces ordinarios de la importancia v naturaleza 
ile la labor cumplida, son ¡nausee pt i ble* de revisión en ta instancia extraordina- 
ria con base en ta doctrina sobre arbitrariedad: p. ¡110. 

184. No procede el recurso extraordinario con base en la doctrina establecida 
en materia tle arbitrariedad f°" '» jurisprudencia a que se remite ta resolución 
refutatoria de honorarios apelada, aun entendida con el alcance de ta inuplica- 
hilidad del arancel pnrn ahogados y procuradores en las causas de interdicción, 
no carece de fundamentos que la sustenten como acto judicial : p. 'Í\H. 

185. La resolución que reunía honorarios en inui causa sobre interdicción y que 
se liall!t -nucientemente tumbóla en lu apreciación de la naturaleza e importan- 
■ ia de la labor cumplida, no resultando el monto de lo- intereses detallólos sustan- 
tivo para la determinación de aquéllns. cualquiera -en -u acierto o error, e^ 
iususceptiblc de revisión por la forte con base en la doctrina de la arbitrarie- 
dad : p. :tis. 

18(3, Ln determinación del ámbito preeluído a que no alcanza ta retronetívidad 

- 
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de Ih ley 14.S21, no exceda de 1c* que t« propio de los jueces de ln causa y no ita 
lugar, mediando sentencia fundada, a la apelación extraordinaria con base en 
la doctrina sobre arbitrariedad: P- 333. 

187. La interpretación restrictiva del nrt. 308, inc. 7% del Código de Procedi- 
mientos Civiles, no excede de Lis facultades p .jiias de interpretación de ]<is 
jueces de la causa y no justü'it-a ln invocación e la jurisprudencia establecida 
en materia de arbitrariedad: p. 323. 

188. l^ii decisión de la causa por razone* de derecho que las partea no hn-t invo- 
eado .» lu han hecho tardíamente, constituye tan sólo .-I ejercicio de la facultad 
de suplir el derecho y no importa arbitrariedad ni violación de la defensa en 
.inicio. En consecuencia, ai los recurrentes no discutieron el acierto de la doc- 
trina jurisprudencial que sustenta la sentencia, y expresamente reconocieron 
haber sido designado»* p f >r la Intervención a la Confederación General del Tra- 
bajo, la aplicación por vi tribunal apelado de disposiciones del decreto-ley 3032/ 
55 f no cuestionado tampoco por loa apelantes) o de la jurisprudencia anterior 
sobre el punto debatido, no puede dar base bastante para descalificar el pronun- 
ciamiento, que se pretende arbitrario por las circunstancias deque: a) no existe 
prueba de que los actores hayan sido nombrados por dicha Intervención; b) el 
argumento fundado en aquella jurisprudencia no fué esgrimido por la deman- 
dada al contestar la acción: p. 380. 

189. La circunstancia de que el tribunal apelado califique los hechos invocados, 
como fundamento de la consecuencia jurídica perseguida por la demanda, en 
forma distinta de la pretendida por el recurrente, no justifica la tacha de arbi- 
trariedad: p. 385. 

190. La resolución que limita la ejecución de ta sentencia apelada, en cuanto la 
autoriza bajo canción juratoria de quedar indisponibles los fondos hasta qui- 
la Corte se pronuncie, por vía del recurso extraordinario concedido en los autos 
principales, sobre el fondo del asunto, cubre el interés legítimo del recurrente v 
es insusrcptihle de la taclia de arbitrariedad: p. 400. 

191. El pronunciamiento de ta justicia provincial que, a tos efectos de regular 
honorarios en ln acción de despojo deducida por quien se atribuye el carácter 
de locatario de un inmueble, admite una de las interpretaciones posibles del 
nrt. 2fl del arancel establecido por la ley 4278 de la Provincia de Córdoba, como 
es ln literal en el caso, es insnsceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 530. 

192. La decisión rondada atinente a la extensión de la unidad económica, como 
al valor de la tierra y a la relación entra aquéllos y el capital agrario y líquido, 
que encuadra en el ámbito de lo rural específico, es propia de las Cámaras de 
Arrendamientos e insusceptihle de la tacha de arbitrariedad, aun cuando se invo- 
quen disposiciones constitucionales que, así, carecen di relación directa con lo 
resuelto; p. 542. 

193. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad de 
m srttt « i» I»"* I»' 1 "'"* omitido ésta el ex en y decisión de non i-uestión opor- 
tunamente propuesta, si ella es inconducente para la solución de la cansa. Tal 
es lo que ocurre enn el ¡alio que no se pronunció sobre los alegados beneficios 
que acordarían al recurrente el decreto-ley 3952/56 y su complementario 22.4H:i/ 
50, atento qne la exención de multas por infracciones n la ley 11.275 que aquéllos 
prescriben no comprende las multas superiores a 111*11. 10,000, v la Sanción apli- 
cada al apelante alcanza a m$n. 22.000: p. 560, 

194. Para que la Corte pudiera entrar al examen del agravio consistente en la 
arbitrariedad de la sentencia apelada, pnr funda iv en disposiciones demandas 
por la ley 14.821 (arls, 10, inc. ti. del decreto-lev 2180/57 y 20 de la lev 13"i81 
texto de m')fi, con las modificaciones del decreto-lev 7588/55) sería indispensable 
que se hubiera acreditado: a) que al aplicarse normas derogadas, se prescindió 
de una concreta disposición en vigor, aplicable directamente n la situación de 
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«utos; b) que, en consecuencia de ello, el interés jurídico del recurrente fué 
efectiva mente vulnerado. Ninguno de esos requisitos aparece satisfecho si la 
limara ha decidido, forma irrevisihle por la Corte, que el apelante no probó 
carecer de bienes suficiente*: p. ó~7. 

195. I41 afirmación de ser impertinente la aplicación de un precepto del aran- 
cel local, no da lugar a recurro extraordinario: p. 603. 

198. La afirmación de ser posible ana apreciación aproximada de los bouora- 
rins por quien pre-tó los servicios cuyo patio se persigne, no excede de lo que es 
tnateri» de decisión por tos jueces de lo causa y, en consecuencia, no es arbi- 
traria : p. 604. 

197. El pronunciamiento que no bacc ln^nr a la substitución de embargo pedida 
ñor la ipierellada en cnusa sobre usurpación de patente de invención por carecer 
aquélla de personería para solicitar la medida respecto de bienes que pertenecen 
u terreros tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal que excluyen la 
aplicación de la doctrina establecida en materia de arbitrariedad y que no guar- 
dan relación directa con el art. 98 de la ley 111 y los arts, 14 y 17 de la Consti- 
tución Nacional: p. 6116. 

198. Kl pronunciamiento de la Cámara de Paz que resuelve el desalojo por 
aplicación retroactiva de las normas legales vigentes en materia de locaciones 
urbanas, no mediando sentencia firme cu la causa, tiene fundamento bastante 
para sustentarlo y es insusecptible de lo tacha de arbitrariedad : p. 635. 

199. Ijn* agravios atinentes ni modo romo las resoluciones en expedientes con- 
tenciosos «instituyen normas de despacho, con arregla a las directivas del Minis- 
terio di- Hacienda dadas en K. F. 208/33, así como a las circunstancias en ^ue 
es obligatoria la intervención del Departamento Técnico y Político Aduanero y 
■a las irregularidades en el trámite, nu constituyen cuestión concreta de arbitra- 
riedad : p. 677. 

209. Es improcedente la taclia de arbitrariedad deducida contra la sentencia que 

110 hace lugar a ln producción de medidas de prueba tendientes a impugnar un 
acto judicialmente irrevisible, como es la detención de una persona, por orden del 
Poder Kjccutivo, durante la vigencia del estado de sitio: p. 708. 

201. Si la sentencia de la Cámara Central Paritaria establece, aceptando la 
prueba respectiva, que ln modificación del precio del arriendo ha tenido lugar en 
los años 1940 y 1954 y se remite » la jurisprudencia de los tribunales paritarios 
acerca del carácter atribuíbte a aquella modificación, cualquiera sen el acierto o 
error de lo resuelto, tiene 'undamentos suficientes que i ui pillen la aplicación 
de la doctrina de ln arbitrariedad. 

En tales condiciones, los prini ipios constitucionales de la defensa en juicio y 
del tUfhido proceso legal no guardan relación directa e inmediata con la materia 
del fallo, impugnado por el apelante con fundamento en que, al ordenar el des- 
alojo del predio arrendado, prescindió de la prueba documental aportada y en 
que se npoys en meras afirmaciones dogmáticas del juzgador: p. 713. 

202. El pronunri íento de la Cámara que, al conocer de la apelación y en 

razón de haher pasado en autoridad de cosa juzgada lns actuaciones cuestionadas 

111 primera instancia por el recurrente, desestima de oficio lo atinente a la nuli- 
dad de aquéllas, es insusceptihle de recurso extraordinario con fundamento en 
ln doetriun sobre arbitrariedad y en ln garantía de la defensa. Ello es así, tanto 
muí- '■i en el precedente invocado como fundamento de la apelación, a diferencia 
del caso, no mediaba resolución anterior firme: p. 719. 

CtitsItnnrM cotjj/if» jan no /cdrrataK 

203. La sanción de las infracciones a tas leyes que reprí i el agio, por aplica- 

tión de las normas vigentes en ocasión del hecho, no constituye especial cuestión 
constitucional. En efecto, no lo es el apartamiento del principio consagrado ere 
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el art. 2" ild Código Penal, ley «le orden común, ni tampoco lo dispuesto en el 
art. 2 g de la Ley 14.559, dé orden local nacional: p. 52. 

Relación directa, 

Xoniui/i tstraiian al juírio, 

204. Los arLs. 18, 29, 31, tST y 95 de la Constitución Nacional \p< guardan rela- 
ción directa e inmediata con lo decidido por la sentencia que realizó la demanda 
de ntnpnni interpuesta en fnvnr de una asociación profesional, cuya intervención 
fué dispuesta por el Poder Ejecutivo en ejercicio de facultades privativas con- 
feridas pnr el estado de sitio: p. 77. 

205. Si la Cámara, ni declarar la inexistencia del derecho preferencial invocado 
por el recurrente y hacer lugar a la demanda, no aplicó la ley 12,636, ni se atuvo 
a la anterior resolución del Banco de la Nación Argentina — como adujo el 
apelante para fundar el recurso — , sino que declaró la validez de ella con arreglo 
a la interpretación que hizo de la ley 13.246, las garantías de los arts. 16, 18 
y 31 de la Constitución Nacional carecen de relación directa e inmediata con lo 
decidido: p. 81. 

206. La circunstancia de que, por la aplicación de la ley de amnistía 14.436, se 
haya impedido al querellante producir prueba y proseguir el proceso, no en bas- 
tante para el otorgamiento del recurso extraordinario, con base en el art. 18 de ta 
Constitución Nacional, en el supuesto de no estar concretamente en discusión 
precepto alguno determinado de aquélla: p. 119. 

207. Los arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional no guardan relación inme- 
diata y directa con lo decidido en la sentencia que revoca los decretos de ta 
Provincia de Mendoza números 1218/34, 2387/54 y 547/55 en cuanto afecten la 
exención acordada a la actora, por la ley local 824, del "pago de las obras de 
pavimentación" dispuesto en el primero de los decretos mencionados: p. 143. 

208. Las garantías establecidas en los arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional 
no guardan relnción inmediata y directa con el contenido del pronunciamiento 
que, fundado suficientemente, declara la inaplicabilidud de la ley de amnistía 
14.436 en el proceso instaurado contra el recurrente por exacciones ilegales: 
p. 173. 

209. Los nrts. 14, 17 y 31 de la Constitución Nacional carecen de relación directa 
e inmediata con lo decidido por la sentencia que niega eficacia, para eximir al 
patrón de tos recargos remuneratorios de ley, al convenio que estableció una 
jornada nocturna de siete horas sin fijar para e! excedente la bonificación de 
la ley 11.544: p. 212. 

210. L:i sentencio de una Cámara Nacional de Ablaciones que, dándose los 
extremos del art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional, por el voto 
concordante de dos de los jueces que integran una de sus Palas condena al proce- 
sado por el delito de injurias, carece de relación directa con Ins nrts. 18 y 33 
do la Constitución Nacional: p. 249. 

211. La sentencia i|ue no hace lugar a la inscripción de los nombres "Maureen 
Alexandrn", por interpretación de normas no federales y razones desvinculadas 
con imposiciones de orden religioso, es insusceptihle de revisión por vía del re- 
curso extraordinario con base en los arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional: 
p. 281. 

212. Si la sentencia recurrida se circunserihe a declarar válida, respecto de las 
disposiciones constitucionales y legales de la Provincia, la "taso general" insti- 
tuida en I» Ordenan»* 4457 de la Municipalidad de Santa Fe, carecen de rela- 
ción directa e inmediata con lo resuelto los nrts. 4* ( 16 y 67, inc. 2 T , de la 
Constitución Nacional: p. 296. 

213. Dado que la inexistencia del dereclio a la amnistía del procesado por trai- 



RECCRtUI EXTRAORDINARIO 



ción » la patria, deriva tlwS art. 2!» di- 1» Constitución Nacional, no rs admisible- 
que, para alterar la conclusión denegatoria del beneficio, se riten otras cláusulas 
de la flfau Constitución (arts, 16. 1* y :tl). yn que éstas, cu todo caso, deben 
a rn ion izarse ron ¡o <|tu> aquélla prescribe espei ¡alíñente MAR el punto euestio- 
nació: p. :iH7. 

214. sentencio que rechaza ln demanda por repetición de impuesto, cu» fun- 
damento en la inexistencia de ln protesta, no se fundu en el puro iirbttrit) de los 
,,jaec«fl tií implica muí extralimitneióii cometida por éstos en desmedro de lus 
norata- «pie delimitan el ámbito de su competencia. Por consiguiente, no íruar- 
\\i\r\ k ' i i-iiiii inmediata y directa con ln decidido lo* art*. 17. l!>. liT, íucs. 1" y 
•Jx, tíS y Htí, ines. T y 4% de la Constitución Nacional. 

A din no obsta 1" prpscripto en el decreto lO,tí4W/56, habida em ula de -u 
texto, que autoriza a ndiiiitir que el allanamiento de la Dirección (íencnil Impo- 
sitiva un e- obligatorio cuando ha mediada renuncia al derecho — ili" cuntí nido 
económica — de que bis contribuyente* pretenden valerse : p. I2!>. 
S15. La cuestión federal atinente a qité el rechazo de la demanda por repetición 
i).- ihil'ii del impuesto, lundtido n la inexistencia de la protesta, importa exceso 
■m hi- i'm-iiltadc* ileS tribunal, ipie lm invadido así la estera reservada al Poder 
Legislativo o al Poder Kjecntivo, resulta insustancial para el ot«rgami«>iito de 
lii apelación extraordinaria habida dienta ipie ln sentencia recurrida ennenerda 

l-i.-nitia p-ilerinla de la Corte .Suprema, de la que id apelante un da rtiü. s 

iMistaute» pura prescindir: p. 42Ü. 

216. \m resolución ipie. en razón de ser posible determinar aproximadamente 
e¡ monto ile los honorarios ciiyn cohm se persigue. hace luirar a ln excepción de 
detecto legal opuesta, no guarda relación directa con lus ari*. 16. 17. 18 y 19 
de la Constitución Nacional : p. 604. 

217. La posible deserción del recurso concedido con base en id incumplimiento 
de la- reposiciones de sellos dispuestas en ln* auto.-, no reviniendo lo atinente 
a ta multiplicidad de instancias el earáctrr de exigencia constitucional, es im- 
pugnable ran luiidaiocnl.i en los urts. 14, 16, 17 y 1S de la Constitución Nacio- 
nal: p. 7 >:\. 

Art. 1<S. 

218. No procede el recurso extraordinario, fundado en hi violación del art. 16 
ile la Constitución Nacional, contra la sentencia que niega eficacia, ¡ ■•*» eximir 
al patrón de bis recargos remuneratorios de ley, ni convenio que estableció una 
jornada nocturna de más de siete horas sin lijar para el excedente la bonificación 
de la ley 11.544; y que la recurrente cuestiona con el argumento de que b» 
resucito la pone cu desventajas competitivas tiente a firmas que no c*táii esta- 
blecidas en la Provincia de Bttemis Aires: p. 212. 

219. La alegada existencia de precedentes contradictor tos en distintas jurisdic- 
ciones, tratándose de materia regida por el derecho común, no autoriza la proce- 
dencia del recurso extraordinario con fundamento en la garantía constitucional 
de la iiMialdad : p. 247. 

220. Iji alegación de ineoiislifurinnnlidad de las leyes ih Lcrgcnriu en materia 

tic locaciones con el fin de extender sus hcimfirios, es improcedente cuando no 
median discriminiiciones persecutorias ! p. 2ÍKÍ. 

221. Lo atinente a si el monto de la reculación en juicio de desalojo ha de 
variar o no con arreglo a ln causal invocada, es cuestión librada ai prudente arbi- 
trio legislativo y no autoriza la intervención de la Corte, por vía de la apelación 
extraordinaria con fundamento en la garantía constitucional de ia igualdad. Si 

ad á> la tesis del recurrente no se compadece con la doctrina del Tribunal 

sobre la niatertn, no impugnada expresamente, el recurso extraordinario debe 
i'i i-lci/.íii'-c : |i. 'tlli. 

222. La eircimslanciii de que una ley provincial pueda admitir duda cu cnanto 
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ti su interpretación y dé lugar n <li¡>tintas soluciones judiciales, no autoriza la 
apertura del recurso extraordinario ron fundamento en c| art, 1-tJ jé ln Consti- 
tución Nacional. Kn efecto, fuera del ámbit» 
fines de unificación de jurisprudencia : p. 414. 

223. Ln invocación del nrt. 1*¡ de ln Constitución Nacional, en tanto no se com- 
pruebe l;i existencia ile discriminaciones arbitrarias tendientes al indebida pri- 
vilegio o a ln injusta persecución de personas n grupos de personas, no autoriza 
ln apertura de la apelación extraordinaria. f.;i circunstancia de que la ley deter- 
mine mi plazo especial para la prescripción de tais deudas con el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social, tío encuadra en el supuesto ile referencia, ni es óbice 
pava ipie subsiga el régimen ci.itiún respecto de lo, créditos de «lidio onanismo ; 

p. 4a"j. 

224. 1.a garantía constitucional de la igualdad no autoriza el otorgamiento del 
recurso extraordinario a los fines de unificar jurisprudencia en cuestiones no 
regidas por normas federales ¡ p. ti34, 

Atí. 17. 

225. La decisión dictada en mi juicio de twpropi ación y referente al vencimiento 
en las instancias de alzada, cuestión de orden procesal y de hecho, no guarda 
relación di recta con el nrt. 17 de la Constitución Nnrioiial : p. 120, 

226. Ka. improcedente el recurso extraordinario fuiulauo en la doctrina que. atri- 
buye electo liberatorio ai pago cotí jerarquía constitucional cuando, habiéndose 
iihoitndo al obrero indemnización simple por despido con arreglo A la jurispru- 
dencia imperante en la jurisdicción del lugar donde se desarrolló la relación 
laboral, utedin una demanda inmediata de aquél, en distinta jurisdicción, por 
integración de ta doble indemnización: p. 253. 

227. La afirmación de que el derecho a la indemnización integra el patrimonio 
de- los actores no constituye cuestión constitucional autónoma que autorice la 
apertura del recurso extraordinario, con funda mentó en el art, 17 de ln Consti- 
tución Nacional. Ello es así porque queda librado a resolución de los jueces 
de fa causa la existencia de ruptura de la relación laboral, en términos que 
constituyan casos de despido, con nrr*Rlo a la ley eontfiu que rige tales supues- 
tos: p. 382. 

Art. 18. 

228. Si el apelante no se ha visto privado de la oportunidad procesal de ofrecer 
prueba — que pudo proponer en ocasión de las audiencias fijadas por la autori- 
dad administrativa de conformidad ron el art. 3* de ln ley 11.570— el rechazo 
de la ofrecida extemporáneamente sólo es imputable n su propia negligencia, y 
la decisión judicial nue así lo resuelve no afecta la garantía constitucional de 
la defensa en juicio: p. 147. 

229. La mera invocación del art, 18 de la Constitu. tón Nacional no apoya sufi- 
cientemente la apelación si de las consta ueias del juicio resulta que el recurrente 
ha tenii 1 » oportunidad de ejercer, y efectivamente ha ejercido con amplitud, la 
facultad ile ser oído, alegar y probar: p. 347, 

230. La garantía del nrt. 1H de la Constitución Nacional no guarda relación 
inmediata y directa enn lo resuelto cu la causa si, durante el transcurso de ésta, 
los ile o laudados pudieron ejercer, y efectivamente ejercieron, su derecho de de- 
fensa con relación a los distintos puntos en litigio: p. 350. 

231. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que ln Cámara Na- 
cional de Apelaciones del Trabajo habría violado ln garantía de la defensa en 
juicio por no haber hecho lugar a las medidas de prueba ofrecidas por el ape- 
lante al fundar el recurso previsto en el art. 14 de la , y 14.2.1(1, pues tas cues- 
tiones de hecho debatidas en la causa son ajenas a la competencia que la citada 
ley «tribuye n ese tribunal; y. aún etitendiétilnsc que el dili-renciamiento tic tales 
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medida* se rcipicrín pnm mejor provwr, ln negativa cuestionada constituye 
materia procesal irrevisiblc en ln instancia de excepción. A lo que cabe agregar 
Ejiic el interesado tuvo oportunidad de nlei;iir y probar en el juicio, en defensa 
d« SU derecho, y efectivamente Id hizo; p. 376. 

Are. 19. 

232. Kl art. 1!1 de la Constitución Nacional, respecto de puntos regidos por pre- 
ceptos de derecho común, no sustenta ln apelación extraordinaria : p. tíli. 

233. Kl nrt, 19 de ln Constitución Nacional no sustenta él recurso extraordina- 
rio contra sentencias apoyadas en norman no fedérale»: p. 577. 



234. La invocación de los nrts. 4623 del Código Civil y 16, 17, 18, 31, 67, íne. 11, 
y $08 de la Constitución Xncional, no habiéndose denegado 1h acción .judicial 
ordinaria de repetición, carecen de relación directa con el pronuncia miento que 
■¡celara cerrada ln vía administre 'iva para reclamar ln devolución de lo que se 
aleen haber pagado de más en concepto de reajuste al impuesto a la transmisión 
gratuita de bienes. En efecto, la cosa juzgada administrativa no impide ln deci- 
sión judicial del punto debatido: p. 27. 

236. Los nrts. 75 a 90 de la ley 11.683 (t. o. en 1956) son extraños a lo resuelto 
en la sentencia que no hace lugar a la intimación n la Dirección Provincial de 
Hipódromos de Buenos Aires para que consigne una suma de dinero como depo- 
sitaría de objetos embargados, por estimar que la citada Dirección no tiene tal 
carácter, y sin perjuirio de las accione» que pudieran corresponder a la actora ; 
pues la resolución no se pronuncia en definitiva sobre el mejor derecho de los 
interesados en cuanto a los fondos en disputa: p, 423. 

Smtetcia* con fundamento* no fedérale* o fedérale* cantentitlo*. 

236. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
que, sin arbitrariedad, condena a) pago de jornales correspondientes a días no 
trabajados con motivo de una huelga, fundándose en la conducta procesal de 
las partes, en la interpretación de normas legales referentes n las asociaciones 
profesionales y a los conflictos colectivos de trabajo, y en disposiciones del Có- 
digo CrCil. 



En tales condiciones, no guardan relación directa con la materia de) pronuncia- 

miento los nrts. 1, 16, 17 y 19 de ln Constitución Nacional: p. 196. 

rondutnbii de oidM MHfla. 

237. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra ln sentencia 
t|ue tiene i>nr desistida a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires de un 
juicio de expropiación y rnnsidera que los decretos municipales respectivos 
(3610/58 y 4662/58) y la presentación del demandado ante el Intendente Muni- 
cipal, importan una transacción en los términos del art. 83*2 del Código Civil. 
f,;i garantía de la propiedad, invocada por el recurrente, carece de relación direc- 
ta t- inmediata con las cuestiones de hecho y de derecho no federal decididas en 
el pronunciamiento, no tachado de arbitrario; p. 29. 

238. Iji sentencia del tribunal de alzada (pie, por aplicación del nrt. 21 de la 
ley 14.821. revoca el fallo del inferior y hace lugar al desalojo por haberse cam- 
biado el destino de la locación, es insusccptihlc de recurso extraordinario con 
base en el art. Ui de la Cnustitució., Nacional, pues no resulta de lo decidido 
que medie, en el enso, propósito de indebidn persecución o privilegio: p. 615. 

fundamento! dt ardan local 7 ftocouL 

239. I^s atinente a si en el orden jurídico de lo Provincia de Buenos Aires, en 
materia impositiva local, no existe más alternativa que recurso de reconsidera - 



VariM. 
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ción o acción administrativa de repetición, es cuestión que versa sobre aspectos 
de naturaleza provincia] del litigio, irrcvisiblea en la instancia extraordinaria: 
p. 27. 

240. La sentencia de la justicia del trabajo provincial por la cual se declara, 
con fundamentos de hecho y prueba y aplicación del nran<el local vigente, que 
las regulaciones d^> honorarios deben practicarse sobre el monto de |n condena, 
sin deducirse del imímih) bis suma* pagadas i-mi posterioridad a la iniciación del 
juicio, es insusceptible de recurso extraordinario ron base en la garantía consti- 
tucional de Ea propiedad; p. 246. 

241. El pronunciamiento apelado que no lince faga» ti la oposición del expro- 
piante respecto de las pruebas periciales, en razón de encontrarse consentido el 
auto (pie bis admite, tiene fundamentos su tic, ates para sustentarlo y que privuii 
a lo decidido de relación directa con la cuestión federal atinente al desconoci- 
miento, en el caso, de lo dispuesto cu el art. 14 de la ley 13.264: p. 637. 

242. La sentencia del tribunal de alzada qué, en razón de haberse declarado 
perimida la instancia judicial, continua el auto dieludo por el inferior y dene- 
gatorio del pedido de reíniciar el trámite a que dio lugar la concesión del recurso 
contra la resolución administrativa, es insusceptible de apelación extraordina- 
ria con fundamento en el art. 95 de la Constitución Xacíonnl y en el principio 
de división y autonomía de los poderes: p. 680. 

FAnUwtato» de h«cho. 

243. La resolución de la justicia del trabajo provincial que, con liase en circuns- 
tancias de hecho — no versar la demanda sobre un arriendo rural sino sobre un 
depósito "ad lionoreiu" — , rechaza la incompetencia de jurisdicción opuesta por 
el recurrente, es insusceptible de recurso extraordinario con fundamento en la 
garantía constitucional de la defensa en juicio, que rareee de relación directa 
con lo decidido: p. 54. 

244. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
que, sobre la base de consideraciones de hecho y prueba, declaró inexistentes las 
circunstancias que habrían podido justificar la invocación del decreto-ley 11.937/ 
46, cuya inteligencia no aparece, así, vinculada con la decisión emitida ni con 
el fundamento de ella: p. £4. 

245. No procede el recurso extraordinario, basado en la violación de la defensa 
en Juicio, cuando lo resuelto tiene fundamentos de hecho y de derecho común y 
procesal suficientes para sustentar el pronunciamiento. Tal es lo que ocurre en 
el caso en (|uc, requerida la nulidad de lo actuado porque la notificación de la 
demandn se habría diligenciado con quien ya no ern representante legal de lu 
demandada, tal nulidad es rechazada en virtud de i|ue la noticia del cese de sus 
funciones llegó a conocimiento del apoderado con posterioridad a la notificación 
que se cuestiona: p. 395. 

216. La sentencia que rechaza la nulidad del fallo cuestionado, por estimar 
(pie, si bien Ins notificaciones se practicaron en lugar distinto del domicilio real 
de Jos demandados, éstos tuvieron oportuno conocimiento del juicio, resuelve con 
fundamento suficiente cuestiones de hecho y prueba y de derecho procesal, insns- 
ceptiblex de revisión en la instancia extraordinaria y con ías que no guardan 
relación directa e inmediata los arts. 18 y 31 de la Constitución Nacional: p. 429. 
247. Tiene fundamentos de hecho, prueba y derecho común bastantes para sus- 
tentarla, h* sentencia que desestima ta defensa de falta de acción opuesta por 
considerar que, si bien la solicitud de la marea cuestionada fué formulada por 
quien en ta denmndu sólo aparece como representante de una sociedad, tos res- 
tantes socios gerentes de ésta manifestaron en et juicio que dicha solicitud fue 
formulada para la sociedad y ratificaron la actuación en sede administrativa. En 
consecuencia, resultaría inoficioso el pronunciamiento del Tribunal acerca del 
agravio que se funda en la violación del art. 6' de la ley 3975 : p. 480. 
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248. Es improcedente i-l recurso e\\ raordinariu deducido contra Lt resolución 
ilc la Cámara que decretó !.i cesantía de un empleado de] lucro, si H sumario 
respectivo se h» sustanciado regularmente, ron audiencia del imputado, y la deci- 
sión »e rumia en 1» apreciación de circunstancias de hi-cho y prueba : p. 040. 

Resolución contraria. 

249. 1.a sentencia que declara la incompetencia de los jueces laborales, pura 

entender en !n demanda sobre inde i andón entablada a raíz de la muerte de 

un piloto militar ocurrida en acta di- servicio, mi importa privación del Enero 
federal, en lo» términos: de la jurisprudencia de la Corte: p. 55. 

250. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia i|ue deniega el fuero 
federal invocado por el recurrente: p. 2.IH. 

251. Corresponde revocar la sentencia de 1» Cámara de Apelaciones en I» Civil 
j Comercial de Im Plata, Provincia de Rueños Airea, que resuelve declararse 
competente y entender en el recurso deducido contra la resotueióri dielada ]>or el 
Consejo Profesional de Ciencias Económica» de la Provincia de Buenos Aires, 
en el pedido de inscripción en la matrícula presentado por el recurrente; pues, 
dudo el inequívoco carácter federal de ln materia (deeretn-lcy 5103/43 — ley 
12.021 — ), el conocimiento por vía de apelación compete a la justicia nncioual. 

conforme a lo ptt pluudo por el art. 100 de la Constitución v el art. 20 del 

derreto-ley mencionado, ante los males deben ceder las normas lóenles (pie dis- 
pongan lo contrarío, como el art. 20 de la ley 5007 de la Provincia de Buenos 
Ain en eitvn virtud fué comedido el recurso por el organismo administrativo : 
p. 26*'. 

252. Corresponde revocar la sentencia tic la Cámara de Apelaciones en lo Civil 
y Comercial de l*a Plata, Provincia de Buenos Aires, que resuelve declararse* 
competente y entender en el recurso deducido contra la resolución dictada por 
el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Bueno» Aires, 
eri H pedido de inscripción en ln matrícula presentado por el recurrente; pues, 
dado el inequívoco carácter federal de ln materia (decreto-ley /VlO'í/45 —ley 
12.021 — J, el conocimiento por vía de apelación compete a la justicia nneioual, 
conforme » lo preceptuado por el art, 100 tle la Constitución y el nrt. 20 del 
decreto-ley mencionado, ante los cuales dehen ceder tas normas locales que dis- 
pongan lo contrarío, como el art. 20 de la ley 5607 de la Provincia de Buenos 
Aire*, en cuya virtud fué concedido el recurso por el organismo administrativo: 
p. 275. 

253. Kn tausas que versan sobre interpretación de leve* genérale" de la Nación, 
que ambas partes entienden compatibles con su derecho, la procedencia del recur- 
so extraordinario no se supedita n la resolución contraria a la pretensión de 
ninguna de ellas, pues, entonces, cualquiera sea el tenor de la sentencia, necesa- 
riamente envuelve el desconocimiento de una facultad o una exención fundada 
• u una ley federal. En consecuencia, aunque la adora alegue que el fallo no es 
contrario a la valide?; del título, derecho, privilegio o eíeiicjón fundado en la 
norma nacional cuestionada , procede el recurso extraordinario deducido por el 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal contra ln 
sentencia de la Cámara Federal que ordena una inscripción en el Begistrn de Xo 
finidüirdos. denegada pnr ,<\ Consejo con fundamento en que no la autoriza el 
decreto 5103/45 (ley 12.021): p. 277. 

Sentencia definitiva. 

254. Iji invocación de lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución Nacional no 
obvia. *iri más. ln ausencia de sentencia definitiva» ni justifica que ];■ Corte se 
avoque a la elucidación de la existencia de cosa juzgada, si las condiciones del 
casó no non tle excepción: p. 553. 
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255. La invocación de tu jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad, 
n otra cuestión federal nMlqniero. no permiten prescindir di' la ausencia del 
recaudo (Ir Iji sentencia definitiva para In apertura de ln apelación extraordina- 
ria : p. o:)4. 

Juicio» de «premio f ejecutivo. 

256. I^i^ resoluciones dictada* en juicios ejecutivos, no dan lupar a recurso 
i'M rao rditüi liii, >alvr> el cn*o de excepción en que In resuello reviste pravedad 
¡•Mitueionnl. La sola remisión al juicio ordinario para la tutela del dereelio que 
el recurrente estime usistirle, no encuadra dentro det supuesto aludido: p. 383. 

257. Las resoluciones dictadas en procedimiento* ejecutivos, no dan hipar a 
recurso extraordinario. Iji excepción que dicha jurisprudencia admite, pura los 
supuesto- en que lo decidido revista pravedad institucional, no es iuvneahlc en 
causas entre particulares donde lo resuelto no excede notoriamente de lo que es 
p .ipio de decisión por los jueces de la causa: p. 413. 

258. I^s resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos no constituyen son- 
leueiiis definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48. Dicha jurisprudencia 
reconiiee excepción en los supuestos en que lo resuelto reviste pravedad institu- 
cional, no podiendo ésta hacerse consistir en la imposición de las costas de la 
ejecución ni en el error en que el tallo apelado pueda haber incurrido en la 
apreciación di- nerums de orden común >■ procesal: p. 512. 

259. Procede el veurso extraordinario si, habiéndose cuestionado la rnnstitu- 
cionatidad de la ei -encia de un aporte a catipo de comerciantes y que beneficia 
a los integrantes d< la Caja de Previsión Social nara Médicos v atines de Córdo- 
ba, con los cuales aquéllos no tienen relación, así como el carácter anómalo del 
procedimiento para la formación del capital de la Caja, el monto del trravnmen 
que se ejecuta afecta seriamente las actividades comerciales del recurrente: 
p. «01. 

260. Existe pravedad institucional, a los efectos de la procedencia del recurso 
extraordinario en el procedimiento de apremio, cuando la ejecución corresponde 
a medidas de nleanee peñera! que pueden interesar a actividades cuyo correcto 
ejercicio no es ajeno al bienestar común: p. 601. 

261. El recurso extraordinario es, por vía de principio, improcedente respecto 
de las decisiones recaídas en procedimientos ejecutivos, salvo el supuesto excep- 
cional de que los agravios en que la apelación se funda revisten pravedad insti- 
tucional. Tal ocurre cuando lo resuelto en el apremio puede afectar la expedita 
prestación de los servicios públicos o excede del interés individual de las partes 
y atañe también al de la colectividad: p, 601. 

Medid» pitcantorUa. 

262. El recurso extraordinario tío procede, como principio, respecto de resolu- 
ciones que acuerdan o deniegan medidas precautorias, entre las cuales tipiiran 
fas de no innovar: p. 114. 

263. Ijis decisiones de carácter precautorio no tienen fuerza de cosa juzgada 
material: p. 114. 

264. Las medidas de carácter precautorio, como lo es ta ocupación provisional 
del local que motiva el proceso, no son sentencias definitivas en Jos términos del 
art. 14 de la ley 4H. Dicha jurisprudencia, aplicada incluso en procesos por usur- 
pación, no depende, en principio, de la naturaleza de la cuestión debatida en la 
causa: p. .'124. 

265. No constituye sentencia definitiva, ni es asimilable a ella en los términos 
(h 1 la jurisprudencia de la Corte, la <|Ue declara no corresponder la intimación 
a la Dirección Provincial de Hipódromos de Buenos Aires para que, dentro del 
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término de veinticuatro huras y hujo apercibí miento (Il> tu previsto en el nrt. 459 
del Código de Procedimientos Civiles, consigne una suma de dinero romo deposi- 
taría de objetos embargados a la orden .judicial, por estimar que la citada Direc- 
ción no tiene tal carácter y -ni perjuicio de las acciones que pudiera» corres- 
ponder 11 la actora (Dirección (¡eneral Impositiva). 

La resolución no cansa a ta recurrente agravio ¡iisUsccptihie de reparación ulte- 
rior, y se himia en razone- de dercvlui procesal y enniún, con las que no guardan 
relación directa las garantía* consagradas por los nrts. lt>, 17 y 1S de ]» Consti- 
tueién Nacional: p- 

266. Im orden de no i n novar dispuesta a pedido de la demandada — conileiiaila 
a escriturar en el jiiieio— en razón de que, n su ven, ha deinntidado a loé actores 
por remisión de la compraventa de loa inmuebles respectivos» no reviste carácter 
definitivo ni da lugar al recurso extraordinario; pues no product 1 agravio i n sus- 
ceptible de reparación en el curso del procedimiento, ya que no es tal la necesi- 
dad qite impone al recurrente de continuar actuando. A lo que cabe agregar que 
la vía elegida por la demnndadn fué indicada por resolución que consintió la 
apelante, e incluso esta misma señaló como procedente en relación con bis cues- 
tiones a que podría dar lugar la ejecución de la sentencia dictada en el juicio, 
que t i prendía y obligaba n ambos partes: p. 553. 

267. Ijis resoluciones referentes a medidas precautorias —sea que Lis acuerden, 
deniciruen o rechacen el levantamiento de la.* ya decretadas — no constituyen, en 
principio, sentencia definitiva que autorice la concesión del recurso extraordina- 
rio: p. 583, 

268. Las re-olucioncs que acuerdan, deniegan o modifican medidas de carácter 
precautorio son, por vía de principio, insusceptihles de recurso extraordinario: 
p. tifltí. 

Tariu. 

269. Kl pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Buenos Vires, que se Umita a declarar firme y consentida la determinación im- 
positiva practicada por la Dirección General de Rentas local y con ello cerrada 
la vía administrativa, sin decidir ai queda o no cancelada la acción ordinaria 
judicial de repetición, no reviste el carácter de sentencia definitiva, en loa térmi- 
nos del art. 14 de la ley 4H : p, 27. 

270. Las resoluciones que declaran la nulidad de actuaciones no constituyen 
sentencia definitiva n tos efectos del art. 14 de la ley 48. Tal jurisprudencia es 
esperta luiente aplicable n] caso cu que lo resuelto versa sobre excepciones de falta 
de arción y de personería, cuyas decisiones tampoco dan lugar, por lo común, 
a la apelación extraordinaria. So importa que se invoque la arbitrariedad y la 
violación de garantías constitucionales: p. 117. 

271. La re-olneión del tribunal de alzada que. revocando la del inferior, declara 
qiir la cansa debe abrirse a prueba, no reviste carácter definitivo, ni da lugar, 
por vía de principio, al recurso de] art. 14 de la ley 44. Kilo es así drbido a que 
no produce agravio itisnsceptible de reparación en las instancias ordinarias, pues 
no i> tal. a los fines de! otorgamiento de U apelación extraordinaria, la necesi- 
dad que impone al recurrente de continuar actuando en juicio: p. 120. 

272. Procede el recurso extraordinario, fundado en que el art. (i" del decretó- 
le)? 44ÍV7/5" es \ ¡obitorio de la garantía de la defensa en juicio, deducido contra 
la rc-oltirión que. aplicándolo, exige el previo pago de la multa impuesta por 
infracción a la ley 12.:i72. para conceder un recurso. Tal decisión es equiparable 
a la sentencia di fínítiva por el gravamen irreparable que cansa al apelante: 
p. 1M. 

273. í,a medida de restitución provisoria dispuesta n favor del querellante en 
el curso del proceso pnr Usurpación, sujeta n la suerte de la causa, no reviste 
carácter definitivo a los fines de la apelación extraordinaria. La solución no 
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varía por ta invocación de cláusulas constitucionales, ni por la circunstancia 
filian l:i de ser terceros los alcanzados por aquélla: p, 211. 

274. L;i iniciación de los procedimientos administrativos establecidos por la ley, 
en materia de conflictos laborales, no constituyen sentencia definitiva, en jós 
términos del art. 14 de la lev 48: p. 215, 

275. Iji impugnación del Consejo Nacional de Relaciones Profesionales, ron 
fundamentos de orden federal y con miras de obtener la admisión de su incom- 
petencia "ob initio", no justifica la apertura del recurso extraordinaria: p. 215. 

276. Ln sentencia que, declarando procedente la defensa de falta de acción 
opuesta, lechaza la demanda por cobro de comisione* entablada contra el Insti- 
tuto Argentina de Promoción de] lntcrcnmhio, en razón de haber éste actuado 
como mandatario de la Nación en las operaciones de compraventa que originaron 
aquéllas, no reviste el carácter de sentencia definitiva y es insusccptihle de ape- 
lación extraordinaria con base en la garantía constitucional de la defensa en 
juicio: p, 247. 

277. Ks i tu procedente el recurso extraordinario si el agravio que alegan los 
ocupantes de tierras fiscales, a quienes se les ne^ó intervención como parte en 
un juicio sobre posesión treintañal, puede encontrar remedio en las instancias 
ordinarias de la causa, ya sea porque la sentencia final favorezca al fisco o por 
vía de la reserva de las acciones que autónomamente pueda corresponder a los 
recurrentes: p. 256. 

278. La falta de sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la lev 48, 
no se suple con la invocación de la existencia de cuestión federal en el incidente 
resuelto en la causa: p. 284. 

279. Las decisiones atinentes a las etapas del proceso, tales como la pérdida del 
derecho n contestar la demanda, no dan Jugar a la inmediata concesión del recur- 
so extraordinario: p. 284. 

280. La resolución denegatoria de medidas de prueba es insusceptible de apela- 
ción extraordinaria: p. 284, 

281. El auto que ordena el desgloce de lo ampliación de un alegato, por esti- 
marla extemporánea, no reviste el carácter de sentencin definitiva y es írrevisible 
en ta instancia extraordinaria: p. 284, 

282. La resolución que desecha In defensa de falta de acción, antes del fallo de 
ta causa, no constituye sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la 
ley 48 : p. 285. 

283. Ln resolución que dispuso la colaboración y auxilio de la fuerza pública 
a fin de que el ingeniero designad» pudiera practicar la mensura encomendada 
judicialmente, no es sentencia definitiva que pueda dar lagar a recurso extra- 
ordinario, ya que ella no pone fin al pleito ni impide su prosecución, ni es tam- 
poco de aquellas que le sean equiparables por el gravamen irreparable qui 
producen: p. 375. 

284. Ím resolución que desestima la oposición de la demandada a que la actora 
continúe gozando del beneficio de pobreza que le ha sido acordado, no constituye 
sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, pues no causa agra- 
viu irreparable, ni pone fin al pleito ni impide su continuación: p, 385. 

285. Las resoluciones que admiten o deniegan medidas de prueba no revisten 
carácter definitivo, en los términos del art. 14 de la ley 48, La solución no varia, 
aun cuando se invoque la garantía constitucional de la defensa en juicio u otro 
agravio federal, pues se trata de gravamen que puede enenntrer remedio en las 
instancias ordinarias o ser objeto d*- consideración por ln Corle en ocasión de la 
sentencia final de la causa: p. 386. 

286. No constituye sentencio definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48, 
ja que desestimo la excepción de falto de personalidad del actor, aun cuando 
ésto aparcr.cn basada en la supuesta inconstitucionalidad del art. 37 de la ley 
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2415 de Santiago del E.stero, «I que so imputa ser contradictorio con los precep- 
to* que sobre l;i materia contiene ln l<*jrí>lafióii civil. Ello, porque el pronuncia- 
miento rerttrrido lio pone fin ni pleito ni lime imposible su continuación, y tam- 
poco ohstii a El posterior tutela ilel derecho qin- pueda asistir al interesado: 
p . 390, 

287. Kl pronunciamiento ilel tribuiml ile al/jola, que. conl'irmnndti el del inferior, 
impide ti la Nación invocar el privilegio de oponerse al progreso de la causa por 
no mediar reclamación administrativa previa, reviste el carácter de sentencia 
definí Mvn. a lo- fines t]c| recurso extraordinario: p. 517. 

288. Ijh em^tii'm referirte n la caducidad de la primera instancia no constituye, 
por ln común, sentencia definitiva en los término? iliO art. 14 de ln les K En 
efecto, no pone fin al pleito ni impide su continuación: p, 634. 

289. 1.a- re-iiln.-iones cpie deniegan o admiten i lidas de prueba muí. por vía 

de principio, insusceptibles de apelación extraordinaria, por carecer de carácter 
definitivo en los términos del art. 14 de la ley 4Wí p. (í:tt. 

290. 1.a- resoluciones ipie admiten medida-; de prueba no revisten carácter de 
sentencia defin itiva n los efectos del recurso extraordinario, pues no ponen fin 
n ln ean«n ni impiden su eontinuacinu : i>. 7li*J. 

Tribunal Superior. 

291. T.ns deficiencias del fallo de primera in-tuncin, cualesquiera que hayan 
•.ido. no sustentan el recurso extraordinario contra el pronunciamiento de la al- 
znda : p. .Vi. 

Requisitos formales. 

Introducción de la cuestión federal. 

Fornm. 

292. f.n aserción, en el eserito de contestación a la demanda, de que "la disposi- 
ción invocada de la ley 14.546 no es de aplicación", no propone cuestión consti- 
tucional íiltrnnn. aun cuando se> n^reiue que "se plantea al respecto el caso federal 
para ni-urrir a la Corte Suprema": p. 321. 

293. Si bien el correcto planteamiento de una cuestión constitucional no se 
halla supeditado ni empleo de fórmulas especiales, requiere, sin embargo, la 
invocación expresa y e«tc¡rórien del derecho federal de que el lítieanre pretende 
valerse, demostrando su conexión con ln materia del pleito: p. 374. 

294. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido en una causa de am- 
paro ntrn el fallo de ln Cámara que declara bien detiepadn la apelación. 

cuando la cuestión federal, atinente a la ineonstitiicionolídnd de la aplicación al 
caso de la norma del art. 639 del Código de Procedimientos en ln Criminal, nn 
lia -ido planteada explícitamente. l*i referencia implícita a la garantía de la 
defensa en juicio, es in-nficiente a esos efectos: p. 441». 

OjtwríKaídad, 

295. I.a impugnación constitucional de las Cámara- Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcería- Rurales, efectuada en el procedimiento de ejecución de sus sen- 
tencia- firmes, es extemporánea: p. lio*. 

296. Si la violación de los urts, 14 y 17 de la Constitución Nacional, que invoca 
el recurrente, sólo aparece introducida con posterioridad al m-tirso de apela- 
ción deducido contra ta resolución administrativa que sancionó el incumplimien- 
to de la ley 14,226, et planteamiento de la cuestión federal resulta extemporáneo, 
pues "a aplicación de e*a ley > de las sanciones que le son inherentes era previ- 
íible desde id primer instante. N"o impide considerar tardío el planteamiento 
aludido la circunstancia de que la primera etapa del procedimiento se hava 
sustanciado ante la autoridad administrativa : p. 143. 
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297. Si la violación de loa arta. 14 y 17 de la Constitución Nacional que invoca 
el iMiuuttla, sólo aparece introducida coh posterioridad ul recurso de apelación 
deducido contra la resolución administrativa (|ue sancionó el incumplimiento de 
la ley 14.ÜÜ6, el planteamiento de la cuestión federal resulto extemporáneo, pues 
la aplicación de esa lev y de lus sancione* que le son inherentes em previsible 
desde el primer ¡listante. So impide considerar tardío el planteamiento mencio- 
nado la circunstancia de que la ]>riinera etapa del procedimiento se ha va sustan- 
ciad» ante la autoridad administrativa: p. 147, 

298. Tanto el acogimiento romo el rechazo de las pretensiones de las partes es 
evento previsible que obliga al oportuno planteamiento de tas cuestiones fede- 
rales a que hubiere lugar: p. 17!». 

299. Es extemporánea la arbitrariedad alegada respecto de la sentencia del 
tribunal fie «Izada que confirma la tiel interior, si la misma cuestión no se for- 
muló en oportunidad del fallo de primera instancia, igualmente susceptible de 
ella: p. 202. 

300. Es procedente el recurso extraordinario, fundado en la denegatoria del 
fuero federal, sin que sea necesario considerar la oportunidad de la invocación 
o del mantenimiento de la cuestión federal, si el tribunal superior del juicio la 
ha considerado y resuelto explícitamente: p, 269. 

SOI. La cuestión federal debe introducirse en el juicio en la oportunidad de 
trabarse la litis: p. 539. 

302. La impugnación constitucional de las Cámaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías Rurales, después de admitida su competencia v en el procedi- 
miento de ejecución de sus resoluciones firmes, es extemporánea: p. 700. 

303. Toda vez que la competencia de las Cámaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías [turóles puede y debe cuestionarse en el trámite ante las mismas, 
de cuya sentencia cabe recurso extraordinario ante la Corte mediando cuestión 
federal bastante es tardía la propuesta después de firme aquella, durante su 
ejecución: p. 71to\ 

Réjoluclfln Mbn U oportunidad del pUnteamlfotO. 

304. Lo sentenc i del tribunal de alzada en cuanto declara que la cuestión fede- 
ral, atinente a la ineonstitueionalidad de las normas de los nrts. 14 y lü de la 
ley 14.54o, ha sido inoportunamente planteada en el memorial presentado en 
segunda instancia es, en principio, irrevisible por vía del recurso extraordina- 
rio: p. 3§a. 

305. Iji declaración por el superior tribunal de la cansa de haberse propuesto 
extemporáneamente la cuestión federal, base del recurso extraordinario, nn puede, . 
en principio, revisarse por la Corte, salvo el supuesto de arbitrariedad, que no 
es iiivocable cuando se ha omitido plantear la cuestión aludida en primera ins- 
tancia : p. 539. 

306. La> cuestiones federales, liase del iwurso extraordinario, deben ser oportu- 
namente plantendns en la causa. Dicha jurisprudencia admite excepción en los 
supueslns en que, aun planteadas aquellas tardíamente, el tribunal superior las 
considera y decide: p. 551. 

307. Si In Cámara consideró improcedente el agravio relacionado con l»s arts. 
16 y W de la Constitución Xacional, por entender que se lo había introducido 
extern poránen mente en la causa, tal pronunciamiento no es revisíble en la instan- 
cia extraordinaria : p. 577. 

308. I¿i declaración expresa del tribunal superior de lo causa en el sentido de 
que la cuestión federal fué inoportunamente planteada no es revisíble en la ins- 
tancia extraordinaria, salvo el caso de arbitrariedad: p. 71fi. 

Planteamiento en al wcrlto de Interposición del reenrto extraordinario. 

309. Lo atinente u la iiicoiistitucionalidad del art. 1208 del Código de Proeedi- 
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m ¡cutos en lo Civil y Comercial de la Provincia de Santiago del Estero planteado 

i posterioridad ni Ful lo final que declara procedente Iji demanda, riendo el 

nroiri miento de las pretcnsiones dr una dr liis partes eventualidad previsible, es 
tardío. Un existido, en el oportunidad para introducir, en la musa, la perti- 
nente cuestión federal, incluso en lo referente » ta posible arbitrariedad de las 
pretensiones de I» contraparte: p. 00. 

310. La incimstitucionalidnd del decreto SÍ1/5H sobre remuneraciones, ni que 
incluso se afirmó haber dado cumplimiento en ocasión del escrito de responde, 
planteada ¡il interponerse el recurso extraordinario, es tardía: p. 60. 

311. Es extemporánea la cuestión referente a la falta de competencia de la. 
justicia federal, que sólo fué planteada en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario, a pesar de. que la eventualidad del juzgamiento final del en so 
por los tribunales de la ¡fació n fué previsible mirante todo el curso del juicio: 
P . 202. 

312. K- tnrdíu la invocación de una supuesta violación de cláusulas del art. 18 
de la Constitución Nacional, sólo efectuada al interponer el recurso extraordi- 
nario y relacionada por el «pelante con la pretendida nulidad de los fallos de 
primera y segunda instancias: p. 290. 

313^ Kl agravio de arbitrariedad es tardío cuando, sienuo ta sentencia de pri- 
mera instancia sustancialinente coiucidente con la de la alzada, no se lo propuso 
respecto de aquélla en el memorial presentado ante la Cámara: p. 3*21. 

314. Si los demandados tuvieron conocimiento de las diversas circunstancias 
que alegan como fundamento del recurso extraordinario antes de que se dictara 
la sentencia de que se agravian, sin plantear entonces cuestión federal alguna, 
son extemporáneas las que introdujeron en el escrito en que se interpuso la 
apelación : p. '!.>(!. 

315. Es tardío el pin liten miento de ln cticstióu federal en el escrito de interpo- 
sición del recurso extraordinaria, si el agravio que se presenta como de orden 
federal era previsible en razón de ios términos del escrito de expresión de agra- 
vios, y no fué articulado en la respectiva contestación : p. 380. 

316. Es extemporáneo el agravio vinculado n la extensión de los términos legales 
n circunstancias ajenas a la situación económica del padre del recurrente (art, 
41, ine. 3% del decreto-ley 20.375/44 —ley 12.1)13— ), articulado sólo en el escri- 
to de interposición del recurso extraordinario: p. 30ó. 

317. Ks extemporánea la cuestión federal que se hace consistir en que los arts. 
4s y ó4 de la ley 3480 de ln Provincia de Santa Fe son viola lorios de la garantía 
constitucional de lu igualdad, si la sentencia apelada fué confirmatoria de la de 
primera instancia y el agravio aparece planteado en el escrito de interposición 
del recurso extraordinario: p. 308. 

318. Hesulta una reflexión tardía e ineficaz para la apertura de ln instancia 
extraordinaria, el atrnivio constitucional referido a la interpretación de las leyes 
orgánicas de los tribunales de Mendoza y Córdoba efectuada en el caso, plan- 
teado por primera vez en el escrito de interposición del recurso extraordinario, 
a pesar de que la cuestión quedó trahada con la contestación de la "d. manda: 
p. ó">b\ 

319. Ks improcedente el recurso extraordinario si el apelante, ni interponer 
recurso para ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo —concedido 
en los términos del art. 14 de ta ley 14.23b*— no sometió a la decisión del tribu- 
nal de alzada cuestión federal alguna ; [mes las impugnaciones de inconstitucio- 
ualidad que fundan el escrito de interposición del recurso extraordinario impor- 
tan una extemporánea introducción de la cuestión federal: p. 562. 

320. Puesto que el rechazo de lu pretensión del recurrente era eventualidad 
previsible habida cuenta de su naturaleza, resulta extemporánea la cuestión fede- 
ral —arbitrariedad de la sentencia y violación de los nrts. 16, 17, 18 y 31 de la 
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Constitución Nacional— planteada por primera vez en «] escrito do interposi- 
ción del recurso extraordinario contra la resolución de ln Cámara. Central Pari- 
taria que. por entender que en el caso medió "cosa juzgada formal y material", 
uo hizo limar al archivo del expediente por aplicación del nrt. V, ttt fine, de ln 
ley 14451: p. fi44. 

321. Es improcedente el recurso extraordinario deducido con fundamento en 
que es errónea ln interpretación duda por ln sentencia al inc. 1" del art. 48 do 

la ley 3970 cuanto exige la existencia y prueba de dolo específico para ln 

con fiiíii iraeión del delito que dicha nnnna prevé y sanciona, si ésta no estuvo en 
discusión en ningún momento durante el trámite de la causa, en ln que el recu- 
rrente concretó su acusación niani testando que ln* infracciones que imputaba 
a los querellados eran las preveías en los ines. 4» y ¡i» de ln disposición ]esnl 
citada; por lo que dicha cuestión no fué plantead» ante el tribunal n qnn. q'uc 
no tuvo ocasión de considerarlo : p. TV.i. 

ManlmimifHto. 

322, Si el Agravio fundado por el apelante en el acogimiento a los beneficios 
del dec-reto-ley 772 '50 aparece rechazado cu sede Administrativa y no fué man- 
tenido en ln apelación ante el jue*, que no lo consideró, su alegación ni inter- 
poner el recurso extraordinario resulta extemporánea: p. 402. 
Interposición del recamo. 

Quirms purdrn inti ponerla. 
i 

823. La intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económica», en cau- 
tos promovidas cnu motivo de W*>lwüonea denegatorias dictadas por aquél, está 
expresnrnente autorizada por los arts. í), 18, inc. 3', y 20 del decreto 5103/4» 
(ley 1_.S2I). Rn consecuencia, no es admisible el argumento acerca de la impro- 
eedenria del recurso extraordinario, fundado en que el Consejo no es parte en 
las actuaciones sustanciadas ante la Cámara Federal de Apelaciones, por recurso 
deducido contra la resolución denegatoria de una inscripción en el Registro de 
No Graduados; p. 277. 

Tfrmitm. 

824. La denegación del recurso extraordinario con fundamento en la exteinpo- 
raneidad de su interposición es, como principio, irrevisible por la Corte: p. 114. 
326. Ln deducción simultánea de recursos improcedente* en el orden local no 
es óbice para ln admisión del recurso extraordinario: p. 459. 

326. La declaración de haberse deducido extemporáneamente el recurso extra- 
ordinario es, como principio, irrevisible por la Corte, no mediando arbitrariedad 
m error manifiesto en lo decidido por el tribunal apelado: p. S-t4. 

327. El término para deducir el recurso extraordinario corre desde la notifi- 
cación de la sentencia definitiva y no se interrumpe por ln interposición de una 
aclaratoria declarada improcedente en el orden local que, en el enso, no altera 
el fallo de la causa con ln aserción explícita de la ausencia de jurisdicción para 
resolver las cuestiones cuya omisión motivó el recurso: p. 075. 

Forma. 

328. El recurso extraordinario es mstisceptiblc de ser deducido telegráficamen- 
te: p. 114. 

329. El recurso extraordinario deducido subsidiariamente, para el supuesto de 
no accederse a la revocatoria y declaración de inconstitticionnlidad solicitadas 
primeramente, es ineficaz: p. 512. 
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Fu*itam*iita. 

330. Lh mera exposición de los principios generales que informan la legisla- 
ción, tn doctrina y la jurisprudencia italianas, a jtdejp del apelunte, para llevarlo 
a la conclusión de que la ley di amiu'atín. 14.43fi debe ser interpretada con arre- 
irlo n un criterio inspirado en ''valoraciones criminológicas" o "causal i stas" de 
Fus hechos supuestamente delictivos, no constituye fundamento concreto sufi- 
ciente del recurso extraordinario interpuesto: p. 17.'). 

831. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto «i el agravio ¡mo- 
rado — ¡Modificar la calificación de los hechos aceptada ]>or el Ministerio Públi- 
co v hacer caso omisu de la requisitoria del Fiscal de Cámara, que pidió confir- 
mación ilel fulla de primera instancia— no aparece vinculado o ninguna garantín 
constitucional en el escrito de interposición del recurso. Pues ni la invocación de 
qtM "se ha violado el texto del C. Penal, incorporado por ley a la Ley Funda- 
mental", ni la afirmación de que "El fallo ha olvidado el art 13 del código de 
proedtos." ni la mención del art. 16 de la ley 48, constituyen cuestiones federales 
¡tptas para autorizar a la Corte el conocimiento de la causa en instancia extra- 
ordinaria: p. 299. 

832. La sola mención de una ley de natura leía federal uo constituye fundamen- 
to del recurso extraordinario, en los términos del art. 14 de la ley 48: p. 465. 

333. U sola afirmación de que ea excesiva la Acordada impugnada, reglamen- 
Inriu del recurso de iuaplicahilidad de ley, dictada por la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Civil de la Capital, no constituye fundamento suficiente de la 
apelación extraordinaria: p. 540. 

334. El fundamento legal del recurso extraordinimo exige no solamente la 
enunciación de los puntos de derecho federal que ^ desea someter a la Corte, 
tino también la mención concreta de los hechos de la causa y de la relación que 
existe entre ambos: p. 676. 

336. Es improcedente el recurso extraordinario cuando los agravios expresados 
por el recurrente revisten forma hipotética y no alcanzan a los fundamentos 
del fallo apelado: p. 676. 

336. Debe desestimarse el recurso extraordinario en el supuesto en que, en el 
escrito de su interposición, se omite toda referencia a los hechos del caso y al 
rwnlo cómo se relacionan con las cuestiones de derecho propuestas, no bastando 
a tal fin la remisión l las constancias de los autos: p. 676. 

Trámite. 

337. En las causas sometidas al conocimiento de la Corte, por vía del recurso 
extraordinario, sólo cabe la presentación del memorial que autoriwi el nrt. 8* de 
tn ley 4055, con exclusión de todo otro trámite, sin perjuicio de las medidas que 
el Tribunal estime pertinente disponer en su oportunidad. Ello es así, aún 
mando se alegue que los antecedentes reclamados son necesarios para recusar a 
uno de los jueces que integran la Corte: p. 175. 

338- Corresponde diferir el conocimiento de ta Corte Suprema, pnr vía de la 
apelación extraordinaria, cuando fai causa se encuentra pendiente de resolución 
respecto del recurso de revisión deducido patt ante el Superior Tribunal de 
.Justicia local: p. '.285, 

339. La potestad excepcional de la Corte de suspender los procedimientos en 
circunstancias de haberse acordado la ejecución de la sentencia apelada, se halla 
limitada n los supuestos en que medien claras exigencias de orden institucional 
ime, por lo común, nn cabe declarar en las contiendas entre particulares: p. 460. 

340. ¡¿i atinente a la ejecución de Ir sentencia apelarla, por vía extraordinaria, 
dehe proponerse ante el superior tribunal de la causa y ser resuelto por éste: 
p. 460. 

341. Es improcedente el trámite y pronunciamiento de In Corte respecto del 
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recurso extraordinario si, habiendo cuestionado el llamo Hipotecario Nacional 
que i'l término de quince días fijad, para linter uso del derecho preferente de 
venta desconoce lo dispuesto cu el art, Xí ile su Carta Orgánica, la ejecutante 
acepta expresamente el plazo de sesenta día* pretendido por aquél: p. 646. 

Resolución. 

Limites del pronunciamiento. 

342. Por nn haberse formulado impugnación alguna id respecto, no ealie pro- 
nuncia miento acerca de ta compatibilidad de la argumentación que la Cámara 
etnp' a parn desestimar el recurso deducido contra la resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social, y la letra expresa del art. 14 de la ley 14.236: p. 4!>. 

343. No corresponde que la Corte Supremo se pronuncie sobre las impugnaciones 
formuladas ni decreto-ley 7914/57, con fundamento en los arts, 16 y 18 de la 
Constitución Nacional e introducidas por primera vez en el memorial presentado 
en la instancia extraordinaria: p. 165. 

344. Kl recurso extraordinario, deducido contra la resolución de la Cámara, no 
es susceptible de extenderse al auto de primera instancia: p. 386. 

345. No corresponde dictar pronunciamiento sobre la alegada violación de la 
defensa, introducida por e¡ recurrente en el memorial presentado ante la Corte: 
p. 419. 

346. Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Cámara y remitir los autos 
a la Sala que sigue en orden de turno para que dicte nuevo pronunciamiento, 
con arreglo a lu dispuesto en el art. 16, primera parte, de la ley 48, si aquélla, 
excediendo los límites de su jurisdicción, decide un punto pasado en autoridad do 
cosa juzgada: p. 109. 

547. Dejada sin efecto por la Corte la sentencia apelada, en razón de haber 
omitido considerar la defensa de falta de acción mantenida en la alzada, corres- 
ponde devolver los autos al tribunal de su procedencia para que la Sala que sigue 
en orden de turno dicte nuevo pronunciamiento : p. 111. 

348. La sentencia que oculta la verdad jurídica objetiva, por un exceso ritual 
manifiesto, vulnera la exigencia del adecuado servicio de la justicia que garan- 
tiza el art. 18 u. la Constitución Nacional y debe ser dejada sin efecto: p. 176. 

349. Corresponde revocar la sentencia apelada que, desconociendo lo resuelto 
sobre el fondo del pleito por vía del recurso extraordinario, mantiene la imposi- 
ción de las costas del juicio: p. 244. 

360. La decisión que mantiene la condena al pago de intereses a paii r de la 
interpelación judicial, habiéndose resuelto por vía de la apelación extraordina- 
ria ijue asistió razón a los recurrentes para resistir el cobro de la suma cuestio- 
nada, es incompatible con la sentencia anterior de la Corte y debe ser dejada 
-in efecto: p. 244. 

Costas. 

351. Hevocada por la Corte la sentencia apelada, en lo ntiitente al punto federal 
objeto del recurso extraordinario, incumbe o los tribunales de la causa adecuar 
Mi pronunciamiento a lo resuelto, respecto de las cuestiones accesorias del pleito» 
como son los intereses y !a- costas: p. 244. 
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION <>>. 

INDICE HLUAItlO 

rosta*: 4. Orden público: I. 

Orden-oiga (¡enera) Impositiva Mutircipal: 
Honorario*: 4. . 

Honorarios «Ir coutiidorcs: :i. ' * . . . 

Onlciiíiuiu* niumcipiilCMT 

Iiii|>ui'!>tu :i la» ;n-t ividiiilr* hieráticia; 5, 

Intímenlos liiuii ¡cíñales: BttfWWO «If amparo: i. 

. Id-inilnciñli nnerisioiial de lnMl»rarmn; .3. 

Ji,ri 9 ,lK.r,..u y rumpctcneia: 1. iM.rtiei.li. de iinpue*t<> mmiiei|«1: 0. 

boeac e m de muí 1- [ í ,¡,n.s*-i,i ! .«.¡.... .1,1 Fí«ík '2, 

llanta disentid»: 4. . 

Notif.eaH.5it: Termino: ± 

Segunda instancia. 

1. La »oln 1'ii-riiii^tnnrÍR de «pie las leyes vigente» en materia de locaciones ¡idere- 
sen ni oiBeii público, ño justifica prescindir de los límites de la jurisdicción del 

tribunal apelado »obre materia de natnrnle/ji civil: p. 10». 

2. Kl término para interponer recurso ordinario de apelación para ante la ( a- 
iiiani. habiéndose eoiiuiiiiendo la resolución juílivinl recaída «■» primera instancia 
a una repartición nacional carente de atribuciones puní representar ni Fisco, 
debe n»nputnrse a partir tli-l apersonamiento del representante estatal ni juicio, 
no mediando ilenmra inexcusable. I»iefc i diK triim es aplicable aun en el supucst» 
di' tratar»*- de una acción de amparo : p. '>9B. 

Tercera instancia. 

Sentencia definitiva 

BttotiteiO*** untrrtorr». 

3. No constituye sentencia definitiva, a ln* fines del recurso ordinario de npela- 
iió», la que practica una n^uliición dr honorarios con alcance provisional, en 
virtud <lc lo dispuesto en el art. 3'. ine. d). del decreto-ley 16\ti38/57: p. 4!>6. 

Juicios en que 1» Nación ea parte. 

i. Ks improcedente el recurso urdinnri» de apelación en cuanto a la imposición 
de cofias cuestinnuda, si no e»tá comprometido en el caso .1 interés de la Sacian 
ni los honorarios rotulados MI t«l concepto alcanzan a la suma de in$n. 00.000 
tilo- fijaba el art. 24. ínr. ti", ap. a), del decreto-ley TJHi")/58. vigente ni dedu- 
cirse la apelación; p. ti:t. 

5. K» improcedente el recurso ordinario de apelación deducido contra la sen- 
tencia dictada en un juicio por repetición de impuesto u las actividades lucra- 
tiva», establecido por la Ordenanza < ¡enera] Impositiva Municipal de 10-1!». decla- 
rada viente purn el afio 1 tir»l> (lev 18.673), pues se trata de un impuesto insti- 
tuido .ii liciiel'irio exclusivo del patrimonio Incnl de la Capital: p. 5!>"i. 

RECUSACION (-). 

1. fm recusación de l"s jmw» epte ÍÜgnn la forte Suprema, después de la 
deci-ióu recaída en la queja y que se pronuncia sobre la sentencia dictada en 
los nulo* principales, es inadmisible y debe rechazarse de plano: p, 2*ñ. 

REGISTRO CIVIL. 

Ver: Remiso extraordinario. t»K, Ift'J. 

*| ; 1 Kwutimi ritrmmUnarin, 2i, 114. IIB. 197. 337. 



KE PETICION DK IMPUESTO 

REGISTRO DE LA PROPIEDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 81. 

REGISTRO DE NO GRADUADOS DEL CONSEJO PROFESIONAL 
DE CIFNCIA8 ECONOMICAS. 

Ver: Prnlesio- es liberales, tí; Recurso extraordinario. 25:1. 'V1X 
REGLAMENTACION ('). 

1. Las altas y plausibles finalidades tli> ln ley 14.1Í20" no pueden cristalizar por 
' de normas incompatibles con bi vigencia, que es unís elevada, de la Consti- 
tución Nacional. Tiin contraria a ésta es ln concepción del ejercicio de un derpebo 
sin restricciones emanadas de leyes que I» reglamenten para permitir la co- 
existencia de tirio* los derechos, como una une describa e«e ejercicio alterado 
por la ley so color de su reglamentación (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis Marín Boffi Boggerii): p. 121. 

REGLAMENTACION GENERAL DE IMPUESTOS INTERNOS. 

Ver: Policía de vinos, 1. 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Aer: Cámaras nacionales de apelaciones, 1, 2; Cuerpos técnicos periciales, 1; 
Medidas disciplinaiias, :i, 14; Recurso extraordinario, 21(1; Superintendencia, 5. 

REMISION DE AUTOS. 

1. En tanto no perturbe seria mente el trámite tic las actuaciones — sin perjui- 
cio de lo que en tal caso corresponda decidir — , y con cargo de oportuna devo- 
lución, es procedente acceder al pedido de remisión de un expediente y actuaciones 
presentadas ante unu Cámara Nacional de Apelaciones, que formula el presidente 
de ta Comisión de .Inicio Político de la Cámara de Diputados de la Nación. 
Corresponde, en consecuencia, requerir de la Cámara la elevación del expediente 
y del memorial de referencia a los efectos de su envío a la mencionada Comi- 
>ión: p. 505. 

RENUNCIA. 

Ver: Constitución Nacional , 11, 19; Jurisdicción v competencia, 211; Recurso 
extraordinario, 18, .'lo, 168, 214. 

REPETICION. 

Ver; Costas, 1; Impuesto a las ventas, 1; Jnrisdin-ión y competencia, 51; Pago, 
Ü; Recurso extraordinario, 214, 215; Recurso ordinario .le apelación, 5. 

REPETICION DE IMPUESTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 83. 



II) Yrr tiTulfiOn : CinemaUerafo, 1; CiudmlanU j rsturnlimcuSn, 1; C ittMiluriiín Nado- 
íiül. i, á, 6o ¡ Iti'feiiKdr \lv imhrp*. induit* 1 *?* y ntiM»m»»Ét t I: Kxjir<i|jj¡ii'ii'i» 1 Ul ; JiirtMlirri^n y 
i iimjif t*-Qcia,, 13. 61; Medida* diicipllnajja*, 0; Profeaione* libérate», 1, 7: KtttlrM de anu'aro, 
11; B«™ «traordlsario, 18. 57, «1, BÜ. S14. 833. 
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Ver: lieciirso extraordinario, 21, 245. "2 Mi, 27ü\ 
REPRESENTACION DEL FISCO. 

Ver: Recurso extraordinario, :W; Recurso ordinario de apelación, 2. 

RESCISION DE CONTATO. 

Ver: Rectir-o extraordinario, 2t¡(>. 

RESOLUCION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Constitución Naiional, T, 1.1, 14, 15. 17. 1H. Ifl, 30, 40. 41, íil ; División de 
los ¡Mulero, 1, 2; Jnbilitrión y pensión, 1; Recurso ■]«> amparo, 3; Recurso extra- 
ordinario. 3, 4. 5, l¡, 23. 2tt, ftS. 72. 131. lí»!>, 242, 2!U¡. 237; Tribunales adminis- 
trativos. 3. 

RESOLUCIONES MINISTERIALES 

Ver: Recorta extraordinario, 25, 58. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver; Paños y perjuicio», 1. 

RESPONSABILIDAD PENAL. 

Ver: Superintendencia, 7. 

RETIRO MILITAR. 

1- El contrato o compromiso de enganche que vinculó ni Estado fon et recu- 
rrente, para la prestación de servicios romo suboficial del Ejército, es sólo un 
compromiso de prestar servicios voluntarios durante el término señalado en el 
misión y pnr ciiyn virtud quedó incorporado al Ejército permanente y sujeto ft 
las leyes y n 1» jurisdicción uiilitiir. habiendo incluso reconocido expresamente 
"el derecho de la Superioridad n rescindir el contrato en cualquier momento". 
En roiisecucncia. salvo en las limitadas determinaciones individuales del roinpro- 
niwo, 1m situación del apelante se rigió en todo momento por las normas gené- 
ricos e i m personales impuestas por el poder púlilico, quien pudo razonablemente 
nii>dilii-ar las disposiciones estatutarias (pie rígen el retiro de los agentes de las 
fuerais armadas, en ejercicio de facultades que emanan de In Constitución (aH. 
<i7, íne. 23) y ipie no podían, así. ser comprometidas o limitadas contractual- 
ineiite. Por ello, no es admisible el agravio consistente erj que la alegada modi- 
ficación del eontrnto por el Estado importó afectar el derecho de propiedad: 
p. 737, 

2, En el sistema del decreto-ley 29.375/44. el derecho n la .-omjmtacióti lionili- 
enda d«'¡ tiempo de servicios prestados en estado de guerra o de sitio por el perso- 
nal ile tropa, no nacía automáticamente por la prestación de tales servicios, súuo 
que se hallada condicionado al cumplimiento de la prestación de quince años de 
servicios simple?. 

En consecuencia, el beneficio no pudo considerarse adquirido por quien, mien- 
tras finió ese decreto, no llegó a reunir las condiciones mencionadas: p. 737. 

3. Si al entrar en vigencia la ley 13.0ÍW, que permitió la bonificación de servi- 
cios prestado* durante el estado de sitio sólo después de veinte años de servicios 
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computados {.art. !)-'{). el recurrente había cumplido 13 míos, 4 meses v SU días, 
la nueva norma enlró u regir su situación sin que ai|uél pudiera invocar valida- 
mente derechos adquiridos aj amparo de la anterior legislación —el üecretn- 
ley 29.375/44 (ley 12.913), que acordaba el beneficio a partir fie los 15 míos 
•le servicios simples— iti tampoco la protección del art. Vi * de la lev primera- 
mente citada, ipie reconocía la jnallcraliilidad del carácter v efecto de lós servicio* 
ya prestados : p. 737. 

RETRO ACTIVIDAD ('). 

1. El problema de la irretroaetividnd de la lev, tal eomo lo couleaipln e) ¡irt 18 
tli- h Coaatltneí«M Nacional al exehitr bis leyes "es pnst lueto". es ajeno a la 
sanción M agiotaje según las leyes vigentes cti ocasión de cometerse la infrac- 
ción : p. ,>2. 

2. Corresponde que ta Corte Suprema conozca en el recurso «pie preveía el «rt. 
1.» del deeret..-!ey 1285 58, ciuindo lia sido concedido mediante auto firme ante- 
rior a In vigencia de la lev 15.271. Ta! doctrino importa excepción al principio 
d^ rpie las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia son de aplicación 
inmediata a las causas pendientes, y lia sido establecida con el objeto de res- 
guardar la estabilidad de las decisiones judiciales. En, consecuencia, es impro- 
cedente h i apelación que fué concedida cuando se hallaba vidente el «rt. É? de 
la ley 1;>.2í1 : p. ]«(}. 

3. SÍ el recurso basado en el «rt. 13 del decreto-lev 1285/flH, fué interpuesto 
y concedido con anterioridad a la vigencia del art. 1" de la lev 15.271, no cabe 
reconocer a esta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia de que seit 
respetado lo dispuesto mediante el auto firme tpte otorgó la apelación: p. 170. 

4. Es improcedente el agravio fundado ra la supuesta violación del art. 21) de 
la Constitución Nacional de 1949. que prescribía la retroaetividad de la lev penal 
mas benigna, si dicha norma había dejado de tener vigencia jurídica, tanto a la 
techa del decreto-ley 2186/57, invocado eomo norma más benigna, como a la 
epoen de aplicarse la multa por infracción at art. 34 de la lev 13,581 y de dictarse 
bi sentencia confirmatoria de la sanción: p. 402. 

5. Las byes modificatorias de ta competencia de los tribunales son de inmediata 
aplicación a las causas pendientes, siempre que no desconozca n actuaciones váli- 
damente cumplidas con anterioridad a su sanción, circunstancia que no ocurre 
con respecto a un recurso de apelación interpuesto «-on posterioridad a la entrada 
en vigencia del decreto-ley 6221/57: p. 416. 

6. La modificación legal del régimen de la jurisdicción, después de radicado el 
.pmio ante la alzada por vía de los recursos válidamente concedidos ]mra ante 
ella, no justifica la dejación de su competencia por el tribunal de grado. Ello 
es así debido a que, de invalidarse retroactivamente actos jurídicos cumplido* 
i-egulannente de acuerdo con la ley anterior, se causaría agravio a los arts. 17 
y 18 de la Constitución Nacional: p. 459. 

7. Si el recurso basado en el art. 19 del decreto-lev 1285/58 fue interpuesto v 
concedido con anterioridad a la vigencia del art. 1» de la ley 15.271, no cabe 
reconocer a ésta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia de que sea 
respetado lo dispuesto mediante el auto firme que otorgó la apelación: p, 4H5. 

8. Si el recurso basado en «rt. 19 del decreto-ley 1285/5* fué interpuesto v 
concedido con anterioridad a la Agencia del art. í* de In ley 15.271, no cabe 
reconocer a ésta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia de que sen 
respetn(' lo dispuesto mediante el autn firme rpie otorgó la apelación- p 495 

9. Sj el recurso basado en el art. 19 del decreto-ley 1285/58 fué interpuesto v 



71. 72, > 81. V Í8e'"Tot n 3oI! <,,, " ,Í,U '' ÍAn S ' arit " u,i ' J8; n ^ u "° «trnanlinimo. í",, 31. 62, 8(1. 70. 
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concedido con autei" ridad n \a vigencia tic) jirt. 1- de la ley 15.271, un cabe 
reconocer a ésta i ato retroactivo cu la especie, ante la exiRenciu de que sea 
respetado lo dispuesto mediante fl auto ¡'irme que otorgó la apelación: p. ó()3. 
10. El principio de la retroactividnd, consagrado en el art. 1S de la Constitución 
Nacional, sólo se refiere n sanciones de carácter penal: p. 635. 
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Ver: .furi^tiorif'»» -y competencia, 12, .10, 3l 

SALARIO. 

Vit: Recurso extraordinario, 53, 71, 23t¡, 310. 

SALARIO FAMILIAR. 

Vit: Recurso extraordinario, til. 343. 

SANCIONES DISCIPLINARIAS. 

Ver: Cuerpos técnicos periciales, 1; Facultad disciplinaria, 1: .lucres, 3; Me- 
dirías disciplinarias, 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, !), 10, 11, 12, 13, 14; Recurso de reeon- 
sid?rucióu, 1; Recurso extraordinario, 12, 161, 248; Retroacthidnd, 2, 3, 7, 8, 
Si Superintendencia. 2, 4, 7. 

SECRETARIA DE QUERRA. 

Vit: Recargo extraordinario, 31. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 62. 
SEGURO, 

Ver: Expropiación» 18; Jurisdicción y competencia. 39. 

SENTENCIA (>). 

Principios generales. 

1. El prnn -i tentó de la Cá niara debe contener decisión sobre la defensa 

que. opuesta ante el interior, lia sitio mantenida en ln alzada, aun cuando la 
apelación hubiera sido deducida por la contraparte vencida. De otro modo el 
triunfo en primera instancia, imposibilitando ln npelaeión respecto de los fun- 
damentos de una sentencia que es favorable, contrariaría ln defensa del gana- 
dor: ],. 111. 

2. Ks i-oodición de validez de un fallo judicial (pie él sea conclusión razonada 
del derecho vigente, con particular referencia a las circunstancias comprobadas 
wi la cau^a; lo contrario sirio t'iearín reconocer valide» a fallos judiciales fun- 
dados exclusivamente en la voluntad de los jueces; p. 263. 

3. Iji exigencia de que los fallos judiciales teñirán fundamentos serio* reconoce 
raíz constitucional: p. 263. 



111 V>r UiiiWn ríiitur** imri«n»lrii ilr nprlarínnr*. I. 2. 4 : Curte Stljirrinn. 2. fi : r n « 
jufe.i.U, l: IH-inmut». rontr* 1* N.cJín. 1; .Tllprw. 2: Rerurto ilc qiiíjii. 4: Recurw Kir*- 

nntinnri». 46. *3. 34». ¡M», SSt 
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4. La regla según la cual iiu en he asignar al nrt. 7'' de ln ley 3952 un alean re 
i[ui' desvirtúe iinnims constitucionales, como I» relativa a ln indemnización pre- 
vi n en las expropiaciones, debe considerarse extensiva n los casos en que Ln 
aplicación de aqnel precepto produzca o pueda producir el electo de frustrar 
la ganmtíá de ln propiedad, « ln menos mientras no se hallen comprometidos 
¡os principios en oiic se funda el privilegio estatuí. 

En conaecaen«ía, ln disposición legal mencionada no impide ln ejecución de la 
sentencia ipje hizo lugar ni interdicto de recobrar ln posesión dedueidn contra h 
Nación, v dispuso nue f --tu restituyera los bienes litigiosos dentro del plazo de 
diez días, bajo apercibimiento de librar el mandamiento pertinente: p. 1ÍI0. 

SENTENCIA ARBITRARIA 

Ver: Constitución Nacional, 28; Uecui~n de queja, 4; Recurso extraordinario, 
12, 34. 39. 50, 52, 72. 110, 136, 137, 144, 145, 14b, 147, 148, 14Í), 15<l, 1:11. 152, 
153. 154, 155, 157, 158. 150, 160, 161, 162, 163, 1«4, 165, lb'li, 167, 168, Ni!?, 
1?0, 172. 174, 175, m, 177, 178. 179, 18», 181, 182, 183. 184, 185. 186, 187, 
188, 1HD. 190, 191, 102, 193. 194. 196, 197, 198, 199, 200, 201, 202, 214, 236, 
255, 270, 299, 305, 308, 313, 320, 326, 347; Sentenrin, 1, 2, 



1. No obstante que ln causal invocada y acreditada en autos, eu forma irremi- 
sible en la instancia extraordinaria — ser el peticionante casado y eon hijo por 
nacer o ser único sostén de esposa impedida de trabajar— no coincide literal- 
mente con las previstas en los incisos 3' y 8* del art. 41 del decreto 14.584/46, 
modificatorio del 29.375/44 (ley 12.913), cabe admitir excepcionalmentc su apli- 
cación analógica en el caso, pues de tal manera se da prevnleucia a los fines 
traducidos en el contexto de lu ley, consistentes en ln necesidad de salvaguardar 
la integridad materia] de) núcleo de familia : p. 154. 

SERVICIOS ELECTRICOS DEL ORAN BUENOS AIRES. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 41. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional. 49; Empleados de empresas nacionales autárquieas, 
1; Recurso extraordinario, 73, 161, 

SERVICIOS PUBLICOS LOCALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 42, 4:1, 44. 



Ver: Recurso extraordinario. 56. 57, ">8, 59, 188. 
SINDICO. 

Ver: lícuirso extraordinario, 175. 



i\) Ver linWi; R^urM o*i™n]¡imTÍo. 136. 1.17. U0, 141, U2, 163. 31H. 



NOS HCI'EIUXTKX»i:xciA 

SOCIEDAD. 

Ver: Impuesto 11 los réditos, 2; lí ce tiren extraordinario, 217. 

SOCIEDAD ANONIMA. 

Ver: Rexnrao extraordinario, ü.'í, 

SOCIEDAD COOPERATIVA. 

Ver: Itecursn ilt- amparo, 1. 

SUBLOCACION. 

Ver: líeiurso estniordiiuiriu, 21, 82, S3 f 11."). 
SUCESION. 

Vit: .Ittrifriifi'iiín y enmpetemia, f!."», 
SUELDO. 

Ver: Acumulación dé beneficios, 1; Jubilación de nmsistrados y diplomático*. 1; 
J ium-i's, ;i; Reciprocidad .jitbilatorin, 1, 

SUELDO ANUAL COMPLEMENTARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 60, 

SUMARIO ADMINISTRATIVO. 

Vit: Recurso extraordinario. 24H: Superintendencia, 4. 7. 
SUMARIO 



1. Li pertinencia de In vii 1 tuición pericial cpie se alega indebidamente omiti- 
tla, ron nmtlo a lo dispuesto en el nrt. 1í)<¡ del (YhIíijm de Procedimientos penales, 
incumbe n\ juez ili'l proceso: p. 214. 

SUPERINTENDENCIA ('-'). 

1. Dado <,iu> i'l imiim-hle en cuestión, arrendado en lf*4ó ni Ministerio de Indus- 
tria y Comen-i», fué transferido ni Poder ludida! di- In Kéátn mediante ti 
decreto del Poder Kjerutivn I(¡.all4/"»íl, que tiene ji su favor la presunción ríe 
nitidez, unte lir impugnación de En transferencia, por parte de los propietarios, 
y l:i oposición ile éstos a rniiiuucar 1.1 entrada, corresponde reipierir del Poder 
Kjeeutivo adopte iirs inedidiis pertinentes para el efectivo <rtnnplimient0 del 

decreto mencionado y de los traslados de organis s judiciales dispuestos en 

»n consecuencia por In Porte Suprema. Kilo, sin perjuicio de ijue los propie- 
tarios bagan valer, por la vía y en la forma que corresponda, los dererbos <pie 
entiendan asistirles: p. 4l!. 

2. I trido «pte la Cámara, al sancionar ¡ti letrado reeurrenle, se limitó n disponer 
>c roninniram ni .lele de In Policía —a In* fine» del cumplimiento de la sanción— 
«Ule el pnife-ional m> luiría roiisthrrído arrutado en su dniiiicítioj In cuestión 



(ir Y** ttMblfa: CouttturlAn ¡íwrion»]. 23; JürfMierlín r rompcttmrL» *jT sh :ji 

Jl,.,vr.,i pxirniinliniirin. 11:1; Kufirriiiti'nih.ni'ia fl. 7. 

rxtiJXríim*! s ,, ^ , 3'^ 1 ' i ^4s" ^,, ' *"*"*"'"■ »■ *• Jv " , <"- *¡ áíwtpHiwrU». 7; Kmt*a 
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atinente a la furnia en que la consigna políeial m- hizo efectiva i- extraña a la 
superintendencia de la Corte- Suprema; p. 4S. 

3. Kn prineipio, rs privativo de la (Viiiiat;] la deci-ióu i¡im -ólo inquiría no 
jtmtifmt las ausencias de un empleado jx.r termino inferior a una -emana, por 
no estimarse debidamente aereditadn la enfermedad que se invocó, 

N '° I"' <i ''- «*»• 'l m * J« «*«tr Suprema haga uso tic la facultad de «vocación 

prevista I art. 22 del Kcglu uto pura la Justicia Nacional : p. 3J2. 

4. La iiini-iñii de] sumario no invalida la sanción de cesantía npfieadn por la 
«amala s¡ la falla se cometió cu un emento dirigido par el empleado a ese tribu- 
nal, cu términos (rae importan grave falta de respeto. En tales condiciones, un 
procede la ínlervi lición de la Corte en el caso por vía de avocamiento : p. 520. 

5. L» vúi ile avocación ilel art. 22 del Reglamento par» la Justicia Nacional ha 
?tdo prevista para las cuestiones atinentes al ejercicio del poder disciplinaria con 
respecto a funcionarios y empleados judiciales. No w , entonces, apta parn la 
revisión j!c sanciones impuestas ]mr los tribunales a los profesionales y litigan- 
tea : p. 580. 

6. Dudo (jiic se encuentra ni trámite, ante un Juzgad» Nacional de Instrucción, 
el sumario instruido a raíz del fallecimiento de un» persona en tina comisaría 
seccional de ta Capital, y que las facultades de la (Wte Suprema «obre los cuer- 
po técnicos auxiliares de la justicia son, en principio, de superin tendencia, delte 
dirigirse al juez que entiende en el sumario la solicitud formulada a la Corte 
por el Presidente «le la Comisión Kspcciul Instigadora de la Cámara de Dipi 
tiolos, para «pie se disponga lo pertinente a los efectos del reconocimiento médico 
d*l cadáver en la Morgue Judicial y de que, animismo, la diligencia pueda 
practicarse en compañía de dos médicos forenses que no hnvan intervenido en 
la pericia judicial ya realizada: p. 637. 

7. Dado que el hecho atribuido al empleado judicial para fundamentar m ce- 
santía — oíreei miento de conseguir la designación de un perito contador, me- 
a tp ln entrega de una suma de dinero — no permite descartar que su respon- 
sabilidad exceda la de orden meramente administrativo, su separación del cargo 
sin que medie pronunciamiento de loa tribunales del fuero represivo, cuva inter- 
vención tn el cuso deriva de lo dispuesto por el art. 164 del Código deProcedi- 
mipntoB en lo Criminal, importa menoscabar indebidamente al empleado, al que 
debió suspenderse preventivamente, pasando las actuaciones a la justirin en lo 
criminal, 

Kn consecuencia, procede que la Corte avoque las actuaciones y deje g£& efecto 
la resolución de la Cámara, todo ello sin perjuicio del pmnunei amiento que se 
dicte en definitiva : p. 640. 

8. Corresponde desestimar la denuncia que. por vía de superintendencia, for- 
mula un miembro del Consejo Territorial del Territorio Nacional de Tierra del 
b liego, Antártidn e Islas del Atlántico S ur , contra el juez federal de Ushuaia, 
a quien atribuye reiteradas violaciones a los fueros qué establece el art 29 del 
decreto-ley 2191/57, si los procedí mientns que motivaron la presentación fueron 
adoptados sobre la base del desafuero pedido por el magistrado y dispuesto por 
decreto del P. K. ; habida cuenta, además, que según informe del Ministerio del 
Interior no existen constancias de haberse restituido al Consejero las inmuni- 
dades de tpie gozaba. Kilo, con prescindeticia del acierto con que el juez lia 
decidido el punto referente al decreto de desafuero ntudído: p. 642. 

SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION Y LEYES NACIONALES. 

Ver: Constitución Nacional, 15. 7(1; Jurisdicción y competencia, 51; Recurso de 
amparo, 5; líecurso extraordinario. 7, .15, 76, 81, 204, 2(15. 209, 234, 246, 320. 



000 TRAICION A LA PATRIA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE BUENOS 

Ver: Ktvurst» extraordinario, 209. 

BULPENSION. 

Ver: Su|)«>riiit«Hlenebt, i. 

T 

TASAS. 

Vit: CoiutitUctón Nocional, 49, tí:); Rmirso extraordinario, 19, 90, 207, 212. 
TELEGRAMA. 

Ver: Becttr&o .'xiraordinnr¡« f .128. 

TENENCIA DE HIJOS. 

Ver: JuriHlucit'iii y «impeli-m-ia, 2. 

TERCERIA. 

Vit: Rn-uiso extraordinario, M. 
TERCEROS. 

Ver: lii'fiirsn extraordinario. 2ti. ll.">, 117, i:i«, l!)7. 27i. 
TERMINO. 

Vit: MfiÜilfl!. disciplinarias, :t; Pníiu, 5; Pereneió» ríe instntu-ia, 1; Prueba, 1, 
4; Ifrrurso de ipiejn, 2; Ket-urs» de reposición, 1: Iftnurso extraordinario, 13, 
91, :i24, .127, .'(41 ; Recurso ordinario de apelación, 2. 

TERRITORIOS NACIONALES. 

Veti .íuwtirin provincial. 1; Superintendencia, S. 

TESTIGOS. 

V*-r: Exhorto, 1; Nulidad procesal, 1, 4. ó; Iíccumi extraordinario, 05. 
TIERRAS. 

Ver: ííccitr-o extraordinario. 277. 
TIERRAS PUBLICAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 277. 

TITULO DE PROPIEDAD. 

Vit: Recurso extraordinario, 121. 

TRAICION A LA PATRIA. 

Vit: AnmMíii, L*y, 2; Recurso extraordinario, 213. 
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Ver. Constitución Xacic I, 10; Recurso extraordinario, 63, 64, 170, 23?. 

TRANSPORTE, 

\ i'i' : J urisdiccióu y competencia, (il, 

TRIBUNAL DE SEGUROS, REASEGUROS, Cfi PITAUZACION Y 
AHORRO. 

Ver: ifecurso extraordinario, 48. 
TRIBUNAL DE TASACIONES ('). 

1. El Tribu mil de Tasaciones no p«we un carácter exclusivamente "buroer.'ti- 

P«*» «■ encuentra integrado por representantes de entidades privadas vin- 
cnlmhis n la propiedad inmueble y por representantes do los intereses de los 
contribuyentes; ello, sin perjuicio di' la participación que incumbe al rcpresen- 
tnnte del expropiado ruando el organismo ejerce 9a función contemplada en el 
art. 14 do la ley 13.264. A lo <|ue cabe añadir que las conclusiones a que arriba 
no son obligatorias para los jueces: p. 150. 

2. 131 Tribunal di» Tasaciones no posee un carácter exclusivamente "burocráti- 
co", pues se encuentra integrado por representantes de entidades privadas vin- 
culadas a la propiedad inmobiliaria y por re-presentantes de los interese» de los 
contribuyentes; ello, sin perjuicio de la participación que incumbe al represen- 
tante del expropiado cumulo el organismo ejerce la función contemplada en el 
art, 14 de la ley 13.264. A lo que cabe nñadir que las conclusiones a que él 
arriba no son obligatorias para los jueces: p. 155. 

Ver: Recurso extraordinario, 1, 2. 
TRIBUNAL PLENO. 

Ver: Constitución Nacional, 43; Jurisdicción y competencia, 13; Recurso extra- 
ordinario, 100, 101, 102. 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS (-). 

1. La Corte Suprema ha resuelto, en numerosos fallos, que es compatible con 
la Ley Fundn mental la creación de órganos, procedimientos y jurisdicciones 
especiales — de índole administrativa — destinados a hacer más efectiva y expe- 
dita la tutela de los intereses públicos, habida cuenta de la creciente complejidad 
de lns funciones asignadas a la administración. 

Esa doctrina, tendiente a adecuar el principio de la división de poderes a lns 
necesidades vitales de la Argentina contemporánea y delinear el ámbito razn- 
nnhle del art. 05 de la Constitución Nacional, se apoya, implícitamente, en la 
idea de que ésta es una creación viva, impregnada de realidad argentina y 
capaz de regular previsora mente los intereses de la comunidad en lns progre- 
siva-: etapas de su desarrollo: p. 646. 

2. El reconocimiento de facultades jurisdiccionales a órganos administrativos 



II) Ver tamban: Con*tiluri6n K«i,.,n»l, 8S. 69. 70. 77; F.»pro|>iac¡fin. 7. 10, 11, 13, 15, 
16: Ifnnornrin* do prrltnn, 1. 3; Rmutki (Ir nntirlad, 3. 

<S> Ver Umljiín: Cinmrm iwriiariae ilt> mrrmlamicnlcn rurnlps. 2; romlilttriún Nnriunnt. 
7. H. 15, 40. «1. 



VALOR KKAL 



es uno <lt' los aspectos que, en mayor grado, atrihuyen fisonomía relativamente 
nueva al principio atinente a Id división de poderes. Esta típica modalidad del 
fkwi-ho público actual constituye uno de los modos universales de responden 
pragmáticamente, al premios» reclamo de Ioh hechos que componen Ja realidad 
de ote tiempo, runcho más vasta v compleja que la (pie pudieron imaginar los 
constituyentes del siglo pnsado; y se asienta en 1» idea de que unr administración 
ágil, efieu y dotada de competencia amplia es instrumento apto pnrn resguar- 
iliir. en determinados nspeetos, fundamentales intereses colectivos de contenido 
económico y social, los que de otra manera sólo podrían ser tnrdía o insuficien- 
temente -.atizedlos: p. (í-lli. 

3. Si bien tu Corle Suprema luí admitido la actuación de cuerpos administrati- 
vo-, con facultades jurisdiccionales, lo hizo luego de establecer, con particular 
énfasis, que la validez de los procedimientos hallábase supeditada al requisito 
de í ( ue las leyes pertinentes dejaran expedita la instancia .judicial posterior: 
p. 646, 

TRIBUNALES SEL TRABAJO. 

Ver: Constitución Xnrional. 7í); Jurisdicción y competencia, lü; Ketronctivi- 
dad, 5. 

TRIBUNALES MILITARES. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 12. 

TRIBUNALES PROVINCIALES. 

1. Lo atinente a In integración de los tribunales lóenles es cuestión regida por 
!?i Constitución y las leyes de las provincias respectivas que, según lo dispone el 
íirt. 105 di' la Constitución Nacional, se dan sus propias instituciones y se rigen 
por ellns, sin intervención del Gobierno Federal: p. 56. 

U 

UNIVERSIDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 10, 11. 

USURPACION. 

Ver: Recurso extraordinario. 264, 273. 
UVA. 

Ver: Constitución Nacional, 46. 

V 

VALOR OBJETIVO. 

Ver: Expropiación, ((, 7, 12, 1% 

VALOR REAL. 

Ver: Con-lit ncíón Nacional, "fl; Expropiación, 10, 11 



VIOLACION DE LOS DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS 903 

Ver: Kecuiso t*trn«rdhmrfci, 22, 60, 292, 304. 

Ver: (njistituiiiín Xnvinniil, 25, 2(¡, 41; Poliríu ile vino-:, fj Rcuurso extwi ordi- 
nario. 272. 

VIOLACION DE CORRESPONDENCIA. 

Vur: .Iuiisd¡i-p¡»'tii y competencia, 04. . 

VIOLACION DE LOS DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS Pü 

Ver: .Tim-duciun y *ompi't<win, 07. 



Constitución Nacional 



Arf. 

1. 133, 106, 198, 3-10, 649, «50, 661, 
669. 

4. irnu, 298, 299, 342. 

5. 57, 58, 051, 660. 

14. IÍ 42, 57, 58, 77, 79, 80, 90, 123, 

123, JJ9, 131, 135, 136, 137, 139, 

143, 144, 145, 146, 147, 148, 166, 

UÍS, 192, 212, 213, 225, 233, 282, 

317, 352, 417, 418, 506, 529, 591, 
6(16, 607, 701, 701% 703, 723. 

14. bis. 520. 

16. 27, £8, 81, 145, 146, 155, 156, 157, 
166, 168, 185, 189, 196, 198, 205, 
206, 212, 213, 247, 248, 292, 293, 
2i»4, 295, 296, 297, 298, 299, 316, 
352, 375, 388, 389, 390, 414, 415, 
423, 428, 465, 482, 484, 506, 533, 
551, S53, 577, 578, 579, 605, 634, 

635, 636, 644, 643, 646, 653, 679, 
722, 723. 

17. 25, 27, 28, 42, 57, 58, 85, 86, 90, 
109, 120, 121, 123, 129, 131, 135, 
136, 139, 143, 144, 147, 148, 155, 
157, 192, 196, 198, 212, 213, 225, 
233, 253, 287, 289, 290, 292, 317, 
342, 366, 367, 368, 369, 370, 372, 
382, 383, 423, 428, 430, 431, 442, 
443, 459, 460, 466, 468, 506, 510, 
SU, 533, 554, 556, 605, 606, 607, 
«44, 645, 677, 678, 683, 687, 723, 

18. Ít, $Si 53, 54, 77, 78, 79, 81, 83, 
88, 119, 148, 156, 164, 166, 168, 
174, 175, 176, 177, 178, 181, 182, 
183, 203, 205, 206, 225, 226, 230, 
232, 233, 235, 237, 238, 250, 267, 
268, 299, 300, 345, 346, 347, 348, 
349, 351, 352, 353, 366, 372, 375, 
376, 388, 389, 390, 402, 422, 423, 
428, 429, 447, 448, 449, 450, 459, 
4fifi, 466, 468, 469, 472, 474, 478, 
480, 482, 484, 506, 510, 511, 519, 
529, 533, 535, 542, 588, 589, 605, 

636, 644, 645, 646, 648, 649, 650, 
651, 653, 658. 661, 662, 666, 677, 
673. 6W3, 701, 702, 703, 722, 723, 
724, 726. 729. 

19. 25. 6], 85, 86, 90, 139, 145, 146, 
147, 174, 175, 196, 198, 225, 230, 



233, 282, 430, 431, 442, 443, 495, 
501, 5«tí, 577, 578, 579, 605 722. 
20. 13,1. 

23. 78. SO, 417, 418, 419, 469, 470, 471, 
472, 473, 528, 529, 530, 531, 387, 
5*8, .189, 590, 591, 592, 393, 594, 
H4!>. «61, 708, 709, 710, 711. 

28. 122. 123, 131, 132, 135, 137, 139, 
352, 391, 392. 43<». 649. «50. 

39. 77, 78, 79, 387, 388, 389. 390, 329, 
«49, «61. 

31. 27, 28, 77, 78, 79, 81, 82, 83, 90, 
122. 132, 135, 139, 155, 157, 212, 
213, 225, 229, 230, 233, 274, 331, 
337, 348, 349, 388, 389, 390, 391, 
392, 429, 506, 52«, 556, 557, 558, 
«44, «43, 656, i,77, 678, 713, 743. 

33. 205, 206, 250, 389. 

67. 77, 78, 79. 

67. Inc. 1. 430, 431. 

67- Znc. 2. 296, 297, 298. 299, 342. 

67. Inc. 11. 27, 28, 225, 233, 369, 525, 
526, 533, 556, 557, 558, 646, 649, 
«51, 652, 653, 660, 661, 666, 667, 
668, «69, 717. 

67. Inc. 16. 121, 124, 130, 135, 138, 
391, 392, 649, 651, 659. 667, 668. 

6T. Inc. 17. 119, 651, 668, 740, 742, 

67. Inc. 23. 738, 740. 

87. Inc. 28. 135, 155, 157, 430, 431, 

68. 430, 431. 
80. 103, 104. 

«6, T nc 2; 25, 89, 90, 91, 430, 431, 466, 

S, 563. 
86. inc. 4, 430, 431. 
86. Inc. 9. 455. 

94. 649, «61, 740, 742. 

95. 57. 58, 77, 78, 79, 646, 647, 649, 
«50. «51, 653, 654, 660, 661, 662. 
«63, 665, 666, 670, 680, «81. 

96. 495, 501. 

100, 203, 205, 200, 269, 275, 277, 340, 
.Hfi, 391, 503, 649, «51, 660, 661, 
«67, 713, 717, 740. 741, 742. 

101. 390, 391, 392, 536. 537, 740, 742. 
104, 147, 270, 272, 327, 525, 526, 651, 

661, 666, 667, 669, 702, 717. 
106. 56, 57, 270, 334, 335, 525, 326, 651,. 
661. «66, 669, 702. 

106. 270. 

107. 147. 270, 272, 331. 

108. 27. 28, 330. 331, 342. 
110. 57, 58. 
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208, 
209. 



201. 
201. 



8. 84. 85, 86, 442, 443, 44' 



218, 417. 

219. Inc. 5. 487. 
218, Inc. 7. 487. 
909. 491. 

918. 491. 



Código de Jmticia Militar 

Art. 

108. Inc. 2. 301, 302, 303, 306, 307, 

109. Inc. 7. 435. 
160. 435, 596, 597. 
160 » 159. 437, 439. 
151. 306, 435. 

818. 594. 

647. 433, 434, 435. 

878. 303, 3116, 490. 

879. 3(10. 

S79. Inc. 3. 306, 490. 
879. Inc. 4. 306. 



Código Penal 



Arr. 

2, 53. 54, 4d2. 403. 

4. 403. 
26. 744, 747. 
34. Inc. 6. 204. 

40. 746. 

41. 744, 746. 

42. 434. 
54. 260. 

66. 2112. 420, 421. 
79. 267. 
94. 313, 447. 
182. 4*0. 

172, 202. 204, 205, 000. 
174. Inc. 5. 103. 202. 203. 204, 206. 420, 
421, 

190. SOS. 

191. 305, 

192. 30,1. 

194. 30.1. 

195. 305. 



IXDICK rüR AKTICTLOS 



Arl. 

196. 30.1. 

197. 3u5, «¡tg, 

¡£26. 433, 434, 43.', 430. 

227. 3*8, 390 

233. 433, 434, 43*5. 
248. 758. 
261. 421. 

269. 485, 487. 

286. 358, 359. 

693, 095. 

«9M, «ÍI3. 
302. 44, 



Código Aeronáutico 



Art. 

L 303. 
36. 302, 305. 
183- 301, 304. 
186. 301. 



Código de Procedimiento* 
y Comercial 

~Art 

4- 

3Ü 



4 i 52. 

Inc. 7. 323, 433. 
IBC. 7. c. 4 51, 433. 
452, «03. 
99, 100, 402. 
94. 
95. 
7.1.'. 
423, 
427. 



384. 
411. 
412. 
420. 
433. 
450. 
529. 



424, 421, 428. 



Código de Procedimientos 
en lo Criminal 



Art, 
13. 
19. 
22. 
23. 
23. 
26. 
35. 
30. 
36. 
38. 
42 
43 

4a 

46. 

SI. 

54. 

58. 
164. 
196. 
200. 



300, 
33S, 
Inc. 
49?. 
Inc. 
092. 
Int. 
«03. 
261. 
2.19. 
£39, 
a 73. 
Inc. 
437, 
59(5, 
437, 
437. 
432, 
214, 

74<;. 

214. 



301, 74fi. 
493, «92. 

2. 306. 

3. 359, 513, 516, 758. 
1. 359. 



200, 3C2. 
437, 419. 
4. 306, 433, 438. 

507. 
597. 

454, 519, 520. 040. 041. 
215. 



Art. 

366. 993. 

434. 103. 

443. Inc. i. 493. 

453. 4f*3. 

484. 264, 

570. 744 , 746. 

575. 744, 740. 

579, 744. m, 751. 

580. 740. 

587. 86, 88. 

588. 8(i, 87, «8, gft. 
639. 44]. 
644, 589. 

LEYES NACIONALES 
W 48 

Art. 

1. 391, 

2. Inc. 2 741. 

2. Inc. 6. 2.19. 

3. toe. 1 360, 515, «14, «P7, 758. 
3. Inc. 4. 357, 758. 

16.1, 178, 179, 211, 215 225 
L'44, 251. 270, 284 285 286; 

S' P 324 > m 385 

396 397, 402, 4 13 , 428 446 

"1-', 525, 554, 602, 634, 035 

641, «44, «53, 659, BU, (174, 

14. Inc. 2. 129, jffi. 3( t9 
14. Inc. S. 39, 73, 7 6, 108, 154, 

2«S. 289, 443. 559, 728, 750. 
16. 24. 25, 80, 83, 92, 168, 169 

250, 321, 432, '480 526 530 

607, 041. «SI, 715. 

m M IV- 11 3 < 293 ' 

m «"i 538, 082, «83. 
20. 190, 614. 



120, 
234, 
318, 
396, 
465, 
637, 
578, 



188, 

174, 
580, 

316, 



Ley 



Art. 

13. 610. 
54. 508. 
142 720. 

232. 105, 333. 

233. 333. 
SOL 427, 428. 



Ley 111 



Art, 

58. 000, 607. 



Ley 189 



Art, 



6. 14. 



^■w ipil mili, ni mi ihimii 



908 
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Ley 1883 



Art 



80. Inc. 3. mi;::. 



Art. 



1. lili, 519. 

2. mi. 

3. MI. 

4. MU. 

7. lim. litl. 



184. 



Ley 3975 



Arl. 



4. 74*!. 

5. 7 4 ti. 

6. 73, 7«, 77, 4sl, m, 747. 

7. 77. 

8. 73, 7I¡, 747. 
12. 71, 78. 77. 
U. U, 77. 

14. Inc. 1. 77. 
14, Inc, %. 77. 
14. Inc. 3. 77, 
17. 717. 
17. Inc. 2. 74"i. 
21. 74.-,, 747. 
32. tlt¡3. 
34. 863; 

42. 70. 

43. 7,-1, 7ii. 

46. 7(1. 

47. 7tt. 

48. 74;t, 74K, 7411. 750, 
48- Inc, 1. 7411, 750, 751. 

48. Inc. 4. 743. 748, 747. 7.11. 
48. Inc. 6. 743, 741!. 747, 751. 

53. 74(1. 

54. 744. 
58. 74H. 
87. 74'í. 



Arfe 



17. tus. 

10. 727, 72S. 

42. 551, 552. 



Ley 5106 



Art. 



1. Inc. b. 451, 453, 



Ley 4055 


Art. 




7. 51, 52, 4líii, 4fil. 




8. IfSi 243, 413. (503. 




Ley 4128 




Art. 




20. 451, 452. 453. 




Ley 4349 





Ley 10.650 


Art. 




30. 54 !í, 


540, 550. 


Ley 10.903 


Art. 




14. 51 17, 


sos, 


17. 507, 


508; 


Ley 11.386 


Art. 




28. LV.ÍJ. 




Ley 11.570 


Art. 




3. 143, 


144, 14R, 1 4H. 


6. 11113. 


7. 143, 


144, 140. 


Ley 11.672 

<7\ 0. en 1943) 


Art. 

13. 23. 




Ley 11.682 




(T. 0. en 1937) 


Arl. 




5. Inc. 


a. 34<f, 




Ley 11.682 




(T. 0. m Vil?) 


Art, 




17. 732. 




19. Inc. *. 325. 3211. 32S 331, 334, 330, 


337, 


330. 344, 


20. 35, 




56. 35. 






Ley 11.683 




(T. 0. en 191?) 


Art. 



53. 33, 37, 732, 733. 

58. 33, 732. 

66. 34. 

74. 733. 



i.vmcK ron ARTICULOS 



Ley 11.683 

(T. t» 1949) 


Ley 12.913 

(rffC, 29.375/44) 


.\rl. 

75. :i-17, 332. 


Art 

41. Inc. 3. 98, 108, 374, 39,', 395. 

41. Inc. 4. 105, ior>. 
196. Inc. 1. 738. 
206. Inc. 2. 738. 


Ley 11.683 

(T, 0. ni 1952) 


Art. 
63. 37. 


Ley 12.913 

(rffO, 14.584/46) 


Ley 11.683 

(T. 0. en JffJfi) 


Art. 

Al Tnr> í 1 1X 

41. Inc. 5. 1.74. 


Art. 

75 i W). 423, 429. 
96. 23. 


Ley 12.921 

(rfff. 29.176/44) 


Ley 11.729 

Art. 

1. 157. Inc. B. 84, 85, 86, 442. 


Art- 

53. 158, 159, 160. 


Ley 11.923 


Ley 12.921 

(dec. 31.665/44) 


Art 

1. 618, 521. 


Art. 

2. Inc. «. 185, 186, 187, 188, 189. 


Ley 13.143 

(T. 0. en 194?) 


Ley 12.921 

(dec. 5103/45) 


Art. 

1, 732. 

2, 732, 733. 


Art. 

1. 271, 272. 

4. 271, 272. 

4. Inc. c 271. 

4. Inc. «. 276, 278, 281. 

7. 270, 271, 272, 278, 279, 280, 281. 

». 277, 280. 
12. 281. 
18. Inc. 1. 281. 
18, Inc. 3. 277, 280. 
20. 269, 270, 274, 273, 276, 277, 280. 
29. 27Í5, 277. 




Art. 

8. 102. 


Ley 12.372 


Art. 

11. Inc. a. 181. 

12. Inc. ». 724, 725. 

13. Inc. a. 724, 723. 
22. 181. 


Ley 12.921 

[ur C. ¿ú.Q04i -la ) 


Ley 12.S79 


Art. 

». 90. 
24. Inc. 1. 197. 
28. .132, 533. 


Art. 

1. 518, 521. 

4 il l ti 

Ley 12.636 


Ley 12.921 

(rfre. .%t.303/45) 


Art. 

3- 81. 


Art. 

67. 25 1. 
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Ley 12.921 

iííYi-, itf'M/46) 



Art 

78. 442. 443. 



t rfír. <xuc>, m 



2. 834, 629, t¡:!'>, 681. 

s. aa t. 

20. t;-ji, asi. 

21. 348, .'>4:i. 150, 551. 



Ley 12.921 



Arr. 

56. 141. 

56. Inc. a. Un, 1 12. 

64. ii!. 

81. 84, 85. 



Ley U.922 



Arr. 



6. ni. -ir,. 



Ley 12.922 

tffff. 33.405/44) 



Arr. 

74. I.W. 1.18. 



Ley 12.922 

(tice, 14.338/46) 



Art. 



ib. inc. a. 32.1, 328. s;n. 
8S. 339. 



Ley 12 948 

ti/fí*. 32.347/44) 



Art. 

3. 74», 741, 742. 

4. 3.1.1. 356, .1.18, .159, 740, 741, 742. 
19. Inc. c. 128. 

77. 188, 2i>l. 

I<;y 12.951 

Arr. 

74. 61¡». 

78. 619. 



Ley 12.981 



Arr. 



6. tWI. 
6. tISJ. 



Ley 12.997 

(r/ír. 30,í3:t/4Í) 



Art, 

2. 314. 
4. SIL 

6. 314, 813, 4.1*. 
18. :.u. 
si. ;n t. 
26. 458, 586. 
37. Inc. 9. ;ü!L 
45. M2. 



Ley 13246 



Art. 

7. 3.-i 1, 3.12. 

20. -m:,, 396. 

46. 6S6i 003, 664. (¡72. 

48. m, 6*4. 

50. 715. 

52. Inc. e. 81, 

52. Inc. d. SI, 82, s.1, :151, 3.12, 333, 
714. 

52. Inc. «. 82. 

53. Inc. e. 82. 

55. 715. 



Art. 

11. íl, 22, 1.12. 

14. til, 62, 63, 151, J55, 105, MS, 471!, 

637. 
IB. 287. 2S!I. 

22. fil, 62. 1.11, 47(í, 477. 
28. 15, 121, 151, 153, 28*. 288, 283, 
.164, .1S«, ¡ÍH7, «88, 1187, 888. 



Ley 13.492 



Art 



2. 4H13. 



Art. 



L 961. 

9. Inc. b. 561. 



Ley 13.581 



Art. 

26. 204, 29.1, 376. 



34. 4ii2, 403. 

36. 348. 

41. 341, 340. 



Ley 13.581 



Art. 

26. .-77, 57S, 579. 
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Ley 13.893 



Art. 

36. 7 CS. 



Ley 13.897 



Art. 



1. 6W, 663, 684, «72. 

2. raí, mía. «(¡4, 663, fi72. 



Ley 13,985 



Art. 

7. !*:s, 96, 



Ley 13.996 



93. 7.17, 
132. 7.17, 



Ley 13.998 



Art. 



24. Inc. 7, A. 1», 31, 470, 477, 
27. 333, 
43. 493 

65*. toe: d. 19C, «14. 

Ley 14,069 



Art. 



3. 185, 186, 188, 139. 



Art. 



24. £04, 706. 



Ley 14.180 



Art. 



I. 494, .117, 780, 



Ley 14.188 



An, 



3. 609. 



Ley 14.191 



Art. 



i. Inc. 2. jh. 
5. 



Ley 14.226 



Art. 



Ley 14.236 



Art. 

13. 617. 



14. 4!i, 50, 158. 159, «ííl, l«i¡. 
37-í. 378. 41»), 4 nl, 462, 
617, 621. 



563, 



Ley 14.250 



3. :»:\ 
9. :>2. 



Art. 



2. 348. 



Ley 14.370 



Art 

21. 140, 141, 142. 

24. 617, 618, 626, 621, 622, 623. 



Ley 14.394 



Art. 

2. 449. 

4. 449. 4.11. 
U. 450. 
60. 663. 



Ley 14.408 



Art. 

12. 41.1. 4lfi, 



Ley 14.436 



Arl. 



1. .1*7, 389. 

2. 387, 389. 



Art. 



2. 53, 54. 403. 



Ley 14.451 



1. 123. 124, 131, 135, 130, 138, 140. 

3. 125, 131, 134. 

4. 128. 



i 



Art 

1. 644. fi j.l. 
3. «2. 

3. Inc, d. 352, 647, 048, 
3, Inc. g. 647, 648, 656. 
26. 650, 665, 672, 

Ley 14.455~ 

Art. 

37. 663. 

38. 77, 79, 80. 



ISHH'K l'OR AHTRTI.OS 



Ley 14.467 



Arl. 



i. ir*.-., n;r. 4i¡t, 



Ley 14.467 

(dcc. tñJ7t/r>6) 



Art. 



4. m. 



Ley 14.467 

{tlec. Í9£&f5e) 



.Vri 

10 a 18. üi¡:t. 
IL 4». 43. 




titee, ¿ 



Art. 

6. 221, 824 

12. 222. 

56. 7. 

56. 7, 1. 

56. Inc. 1. 8. 

56. Inc. 2. N. 

66. Inc. 3. 9. 



Ley 14.467 

(fírr. ffiS6/S7) 



24. ;{'.*;, i¡i>:i. 

25. 3f)2, una. 

26. K63, 

27. R63. 

28. iu¡:(. 



Ley 14 467 

((/re. 



A rt, 



1. 863. 

2. 663, 

3. .;..!. 



Ley 14.467 

(ífV<*. Í3JM/&7) 



AtI. 

33. 046. 
52. 391. 



Ley 14.467 

(<ltc iM$/$8) 



Art. 



13. 
16. 
18. 
19. 



24. 
24. 
24. 



24. 

28. 
51. 
52. 

53. 
56. 
57. 



520. 
171. 
I»7, 
106, 
4 ««i. 
820, 

ios, 

Inc. 
Inc. 

«9. 

Í36, 

Inc. 

■142, 

(w. 

196. 

fí37, 

839, 

t;;i7. 

it.w. 

637i 



4í>7. .i"", -ji». «ti. - ;, un!. Ton. 

171. 172, 4*li, ríHÜ. lÜHi. 7iHi. 
íflí, 17t>. 171, 172, 17.1. 4X5, 
40,1, 4S>7. .-uní, 503, 504, 

fii.-i, r.n;, «ni, «4i. 

4*4, 485. 
1. H12, 313. 

6. a. ¿ii. «1, 02, 04, fin, 
151, 33K, 54(1, 700, 725, 729, 

7. 1-0, 20!», i.", 202, 410, 541 t 
596, 03¡i, 752. 



03». 



Ley 14546 



Arl. 

14. 321. 
16. 321. 



Ley 14.559 



Ley 14,586 



Art 



79. 2S2. 



Ley 14.772 



Art 



Ley 14.792 



Arl. 



1, Inc. 32 893. 



Arl. 



21. 635. 

23. 47, 

26. Inc. d. ITS, 

40. 719. 

57. 17E», 180. 
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Ley 14.878 



Art. 



28. titi.'í. 

29. 663. 



Ley 15.271 



A r í 



1. lOfi, M7, 17i>. 4s."., 4sfí, -IS7, 49,1, 

sos. 



Ley de Aduana 

Atr. 



93. 23. 

187. iiic, d, <ií»;t. 694. 

188. HM.í. 

180. Inc. c. isiil. «i<i:i, t;;»4, 695. 



Ley de Contabilidad 

(¡lee. «i, 154/3$) 



Art. 

6. 221, 224. 

12. 222. 

65. 7. 

56. 7. f. 

56. Iftt. 1. s. 

56. Inc. 2. S. 

56. Inc. 3. h. 

59. 7. 



Le y de Matrimonio Civil 

68. B08. 

78. ~m. 
102. :,uh. 
101. £ *. 



Leyes de Partida 

Partida .9» 



Art, 



ia ss. 



Tarifa de Avalúos 



P*rt, 
USO. 
1650. 31. 



DECRETOS DEL P E, DEFACTO 

12/6/31 

ArL 

1. 30, 32. 
12. 31. 



18.22 /43 



Art. 



6. III. -A.-,, 3S. 



17.920 44 



Art 

16. 15. 



Art. 



7. Inr-. g. .KL. 



29.176/44 



Art, 

5a M», l«o. 



29.375/44 



Art. 

41. Inc. 3. 98, los. .174, 3$$, 3¡»6. 

41. Inc. 4. 105 joii, 

186. Inc. L 738. 

206. Inc. 2. 7.*iS. 



30.439/44 



Art. 

2. :m. 

4. 314. 

6. :ím, 4óS. 

18. Sil. 

21. :ii4. 

26. 4.-.K, 538, 

37. Inc. 9. :ilo. 

45. 512. 



31 665/44 



Art. 



2. Inc. e. is.i. ]S6, 187, irs, i sí*. 



32.347/44 



Art. 



3. 7411. 741, 742. 

4. :tr.-. ;t.-.«¡. sggj sai, 74», 74], 742. 
1EJ. Inc. c. li's. 

77. I;»S, 201. 



33.405/44 



Art. 



158. 



5103/45 



Arl. 



1. 271, 272. 
4. 271, 272. 
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Arl 



4. Inc. c. ÍTO, 

4. Inc. *. Sí*, g?$, 281. 

7. 27ii, 271, 272, 27-, 27!». 28», 281. 

9. 277, 180. 

12. 2*1. 

18. Inc. 1. 281. 

18. Inc. 3. 1*77, 28ll. 

20. :<í¡í, 27». 274. 27.*. 27>1, 277. 2*0. 

29. 275. 277. 



23.852/45 


\r! 












24. 


Inc. 




28. 


.-..12, 


533, 



33.302/45 



Afín 

67. 2.-4. 



6395/46 



Arl. 

78. 442, 443. 



9316/46 



Art. 

2. f>24, H2S*, (1311, 831. 
8. r¡3l, 

20. 8£», fi31. 

21. S48, .-.49, 55(1, 551. 



13.937/46 



Art 



se, ui. 

56. Inc. ». 140, 142. 

64. 141. 

Bl. S4, 85, 



14.338/46 



Arl 



19. Inc. a. 525, :í28, 33 J. 
85. 333. 



14 584/46 



\r(. 

41. Inc. 3. 154. 
41. Inc. 8. 154. 



2739/56 



Arl. 



11. 24. 2í 



3952/56 



Art. 



2. Inc. a. 5H1. 





Art 




3. sí», ¡i]. 




14.199/56 


Art. 




2* ~\ "3 "1 ( l "4=1 1 _ 




15.374/56 


Art. 




4. 083, 




19.697/56 


Art. 




10 a 18. «03. 




U, 4(1, 43. 




23.354/56 


Art 




6. 221, 224. 




12. 222. 




55. 7. 




56. 7, K 




56. Inc. 1. 8. 




56. Inc. 2. 8. 




56. Inc. 3. 8. 




69. 7. 





2186/57 

(T. O.) 



Art. 

14. 480. 

16. Inc. C. 480. 

18. Inc. d 577, 579. 

34. 4(M. 



2191/57 



Art. 

29. K42, 643. 



4497/57 



Arl. 



6. MI, 182, 183. 



6666/57 



Art. 



24. :¡N4. 392, ««3. 

26. 3H2, ;mi, 394, <;03. 
28. fifi». 

27. 6*3. 

28. 868, 
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7914/57 



Arr. 

10. dí: 



Arr. 



1. 663, 

2. tlf. !. 

3. tUVA. 



Art. 



3, 719. 



9924/57 



Art. 



4. eos. 

6. tiít.l. 



13.128/57 



Ant. 

33. 640. 
52. sin. 



16.005/57 



Art. 



.'•id, 582, 

5. 580, 582. 



16.638/57 



Art. 



3. Inc. d. 450, 457. 



1049/58 



Arl. 



t mo, tus), e¿4. 

4. (¡19, 022. 

5. ai». 



1285/58 



Art, 

13. 52$ 

16. 171, 407, 500, ."20, 015, HUI, 700. 

18. 1117, 171, 172, 480, 5U2, 1109, 700. 

19. 100, 107, 170, 171, 172, 173, 485, 
480, 405, 407, 500, 502, 503, 504, 
52»», (115, Blti, H4M, (541. 

24. 101, 484, 485. 
34, Inc. 1. 312, 313, 530. 
24. Inc 6, a. 20, (11, 02, (¡4, 05, tl(¡, 60, 
151, 338, 540, 700, 7^29^30. 



Art. 



Inc. 7. ].-,n, 2d0, 257, 202, 439. 541, 
542, 590, 089, 752. 
28. 55. 

51. Htii. 

52. t;.17, 030. 

53. c:i¡). 

56. (¡,17, 639. 



63. .',-17. fiSíl. 



1828/58 



Art. 



9. 504. 



4485/58 



Art. 

2. 5lii. 
22. 510. 
24. 510. 
26. 516. 
31. 51(1, 



Art. 



1. 

2, 



187, 180. 



5166/58 



Art. 



L 010, tílH, 624. 



5567/58 



Art. 



1. 610. 



DECRETOS REGLAMENTARIOS 
DEL F. E. DEFACTO 

Ley de Contabilidad 

{tice. 9400/5?) 

Art. 
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ACUb OS DE la CORTE SUPREMA 



CUERPO MEDICO FORENSE. DESIGNACION PKO\ ISIONAL 
LLAMADO A CONCURSO. JUNTA DE CALIFICACIONES 

En Buenos Aires a los 13 días del me* do junio dd año 196(1, reunidos en 

* lítií : v £ T " bttMj ' l l ¿™ de la Corte Suprema 

W¿#¡*m de la Naco,, Docior Don Aristóhulo D, Aráoz de Lamadrid y Jos 
Señores J.,ms Doctore, Do» Luis Marín Bot'fi Bojitroro, I> 0)1 Julio Ovhanartc, 
Bou Pedro Aberastury y Don Ricardo Colombios, , 

* 

Consideraron ; 

Que por resolución * 3 del corriente -espediente de Superintendencia 1737/ 
''"-.esta Carie ha declarado desierto el concurso a que se Humó por Acordada 
de 1, de jumo de 1951), en lo que respecta al carpo de Oficial Principal de 
( uarta — Ayudnnte de Laboratorio de Análisis Químicos v Bacteriológicos— 

Que sin perjuicio de llamar n nuevo concurso, corresponde proveer ese careo, 
con earaeter provisional, en atención a la urgenri. q„e media para designar a un 

WffigfflZg&g*" " ^ ^ **** H ^ 

Resolvieron: 

») />^Híir .pm d.mm * O/'Vm/ Pr/ncí/ai/ rfc r M( ,r(„ -,l v „«Wr fe 
¡Mhnrvtom <¡r Amhms Quhnnn* y Ba,trrioi,u,iros-. con carácter provisional v 
liastn tanto se practique la designación con arreglo al concurso a que se refiere 
tm A-ordnda „/ Doctor Manuel Arcángel (hwleUi, actual profesor titular de 
Toxioologia y Química Legal de la Facultad de Farmacia y Bioquímica do la 
l niversidad Nacional de Buenos Aires. 

h) 1. Llamar a concurso de antecedentes para la provisión .leí mencionado 
cargo de doctor en Q u „„ica o Bioquímica. Oficial Principal de Cuarta -Avu- 
fiante de Laboratorio de Análisis Químicos v Bí.otcriológieos— . 

2. Designar como integrantes de la Junta de Calificaciones a los señores Pre- 
sidentes de las Cámaras Nacionales de Apelaciones en lo Federal v Contoneioso- 
"(Irnnus rativo, en ln Criminal y Correccional y en lo Civil, de la Capital. 

A Disponer la publicación del presente llamado n concurso en el Boletín 
Oficial, y comunicarlo a los diarios por intermedio do los periodistas que cumplen 
su función en el Palacio de Justicia, y a las siguientes instituciones: Ministerio 
de Asistencia Social y Salud Publica de la Nación. Municipalidad do la Capital 
federal Facultad de Formaoin y Bioquímica y Asociación Química Argentina. 

4. Ln inscripción so liará en la Secretaría de Superintendencia del Tribunal, 
m 9 ténumo de quince días hábiles a partir del día 11 del entrante mes 
rio julio. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase v registrase 
en el hhro correspondiente por ante mí, que doy t>. - AbistÓbi u» D. Araoz de 
Lamaiihiií Luis María Boffi Bolero - Jmo Oyiiaxarte - P E n«o Aberas- 
Tt-av - Rn aroo Coi-omures. — Jorye Arturo I'eró (Secretario). 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

LICENCIAS. REGLAMENTACION DE LA LEY 10.9ím\ 
OBRA SOCIAL DEL PODER JUDICIAL 

En Buenos Aires t a los 17 días del mes de junio de] año l'lliO, reunidos en 
la Sala lie Acuerdos de! Trilitintil el Señor Presidente de !n Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Uasuvilhaso y los Señores 
Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Arito/ de Liinuidrid, Don Luis' María Boffi 
lionero, Don Julio Oyhnnartc, Don Retiro Aheriislury y Don Ricardo Cotombres. 
con asistencia del Señor Procurador General de la Nación, Doctor Don Ramón 
Lasen no, 

Consideraron: 

Que, a i'iti de aliviar ta labor de la ( orle Spreinu en materia de Su perin ten- 
dencia, corresponde iimpliar — mediante la pertinente reforma de disposiciones 
reglamentarias— las facultades actuales del Señor Presidente y de los Secretarios 
cid Tribunal, 

Resolvieron : 

I) Modificar en la forma que n continuación se indica las siguientes dispo- 
siciones reglamentarias: 

.Irf rento 85 del Ret/lamenio par,t la JhsUcíu Xacioml. 

"El Presidente podrá conceder licencias por un término no mayor de treinta 
y sesenta días, respectivamente, a los funcionarios y empleados del Tribunal y 
de los organismo!' sobre los ipie éste ejerce superintendencia inmediata. Aplicará 
sanciones n los empleados de la Corte Suprema, con excepción de tas reservadas 
a ésta por el arl. 78, disponiendo en cada caso que se tome nota por la Secretaría 
de Superintendencia'*. 

Artículo ( }°, invino ai, de ht Acordada de 3 de mar:o «V lít58 — Fallo»: 240: 10?. 

''Los C ti ni mas de Apelaciones conocerán asimismo de las licencias: 
a) De su propio personal, sin j^rjuicio de la facultad que al respecto pue- 
dan acordar a su Presidente para otorgar licencias hasta ocho días". 

.IrfWo fli del Reglamenta para la Justicia XacionaL 

"Los secretarios podrán conceder licencias a los empleados de la Corte Su- 
prema y organismos de su inmediata dependencia por un término no mayor de 
quince din» y las prevista» por el art. 24, debiendo dar aviso en cada cuso a la 
Secretaría de Superintendencia. En caso de denegación podrá requerirse decisión 
del Presidente. La» licencias por mayor término serán solicitadas al Presidente, 
o a la Corte por intermedio de los secretarios. Estos deberán recabar de la Corte 
Suprema o del Presidente, scirún corresponda, la aplicaeión de las sanciones a 
que se hicieran acreedores los empleados". 

Artículo 7* de la Acordada de 39 de noviembre de I'JIO, reglamentaria de la ley 
10.9'M, sobre ejercicio de la procuración, 

"Llenados todos los requisitos exigidos precedentemente y efectuado et depó- 
sito de miran tía, después de los ocho días que establece el inciso f) del punto 1' 
de la presente Acordada, el Presidente de la Corte Suprema o el Tribunal corres- 
pondiente, seffiin el art, "2», segunda parte, aprobará o rechazará la información 
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producida, y «i fuese aceptada, ordenará m otorgue por el íuneionario designado 
pura llevar el registro, un certificado en el r,ue conste estar el solicitante habili- 
tado pani ¡ejercer ta procuración, por lialjcr llenado Jos requisitos legales" 

"Rechazada lo información por el Presidente, de la Corto Suprema, el intere- 
sado podra requerir decisión del Tribunal dentro del tercer día de la notificación. 

d: 1 ;;! , ::r?::,rsupt!:;x' pp,,i "" iU inM " M,nl ^ pi p ™- 

II Facultar Él Presidente de la Corte Serrina para solver los recursos 
<> mU . las decisiones del Director de la fibra Social dictadas Con arreglo al art. 
23, i) de) Réglamelo .1c I» Olm. Social del Poder .Judicial (Acordada de 2fi 

* (l " »« 23» = »■»-) y «probar los contrato, que celebre 

(art. í'.' de la menrtoiiadn Acordada). 

Todo K» cual dispusieron y mandaron, •.ritmando *e comunicase v registrase 
. i. el libro correspondiente, por ante mí. que doy fe. - Benjamín VlUUSOlB Ba- 
savilhvwí - Amsrt.m ix) I). AkÁox i.k Luui.hu.. - Lr.s María Boffi Bonttmn 

r ÍITIIAXARTBé — pBMMl AliKltATl ItV. — Hl. AKH) COIOMHBKS. — R Uf ÓV 

Lád ano. — ./ ( , r , r .lr/, (r o Peró (Secretario). 



REGIMEN IIK CONTRATACIONES DE LA DIRECCION ADMINISTRA- 
TIYA Y CONTABLE DEL PODER JUDICIAL 

En Buenos Aires. n | os 17 días de) mes de junio del año lítóf), reunidos en la 
*nln de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doclor Don Benjamín VilUgas RnsavÜbaso v los Señores 
Jueces Doctores Don Arutóbulo D. Aráoz de Lamndrid. Don Luis' Marta Boffi 
Boggero, D,m Julio Oybanarte. Don Pcrlm Ahcnistui v v Don Ricardo Colombres, 
l""|.ano t<,,,t ' 1Jl HH *" fmr IWliril<l " r <í<,,lí ' rai ílp ln ' y " [,ion ' Ut > lt ° r D<1 » BamÓn 

Considera ron : 

Que, en atención a lo establecido por los artículos || de la Uy de Contabilidad 
(decreto-ley :>3.:fc>4/5tJ ) y (¡. -inciso 2 >— del decreto IWHI/57, reglamentario 
ile aquella, eo ríes pon de diciar las disposición?» pertinentes, 

Dictar las siguientes disposiciones reglamentarias: 

1'-') Us rutar irniPM hosta quinientos mil prMK IMÉHfa mtríonal fraSa. 
, .MM», «J»»t9diw al procedí miento estnblce'do en los artículos 56* y de la 
Lp de Contabilidad, serán autorizadas y aprobadas por e ] Director General de la 
Dirección Administrativa y Contable del Poder Judicial de ln Nación Quedan 
eomp rendí das cu este artículo las contrataciones de personal poninlizado cuyo 
termino no exceda e] año. Exceptúase de este procedimiento 1„ venta de bienes q"ne 
-uperen los eííM mil penot moneda nuda,,»} fm$n. WOMO) la que se realizará 
mediente remate público autorizado y aprobado jmr la Corte Suprema de Justicia. 

■_■') La* coMír/i/flciVíMcs mprrian; n quintemos mil oeso* moneda nacional 
(m-tH. :vM.O()0) ff ha.*ta „h millón de peta* moneda nocional fmH». 1M0.0ÚO.) 
.eran autorizadas por el Director General de la Dirección Administrativa y Con- 
table del Poder Judicial de la Nación y aprobadas por el Presidente de Ja Corte 
Suprema de Justicia. 

») I,m contrátacioue* superiores o mülótt ríe peso.* monedo nacional 
f"** i ^ n0 ' 0fm > serán autorizadas y aprobadas por resolución de la Corte Su- 
prema de .Justicia. 
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4") La» contrataciones menor?* He cien mil petos motmU waeioml (m$n. 
100.000) que realice la Dirección Administrntiva y Contable del Poder Judicial 
en función del artículo Í>U» de la Lev de Contabilidad serán autorizadas y aproba- 
das por los funcionarios ipie se indican a continuación: 

UcittuMn Prinuh tt remate público — ort. 5& t iucs. 1* p 

importe AutoiifítfiSm Aprobación 

¡i ) basta m»D. 100.000. Jefe de] Departamento 

Administrativo 



Contratación ÍUrrrU, —K.rcepcione* prerhtos en e\ att. 56» t hte. 

Importe A ¡, tnriwión A probación 

1 htlftfa raín, 3,000. Jefe del Departamento Jefe del Departamento 

Administrativo Administrativo 

Ir ta mfn. 25.000. Jefe del Departamento Director General 

Administrativo 

&») Facultar a los Presidente* de Cámaras de Ablaciones, Jueces Na- 
cionales o Federales, Fiscales, Defensores, Décimo del Cuerpo Médico Forense. 
Presidente de la Comisión de Conciliación de ln Justicia del Trabajo y, en general, 
n todo* los magistrados o funcionarios; de igual jerarquía a cargo de organismos 
del Poder .Judicial y Habilitados de la Justicia de la Capital Federal, para 
autorizar y aprobar en cada caso contrataciones directas hasta la suma de dos mil 
pesos moneda nacional {m$n. LMMm), de acuerdo con los montos cjue se le asignen 
[vrn gastos de funcionamiento y/o "Caja chica", encuadrando el procedimiento 
en lo establecido en el decreto 0400/57, regla mentaría de la Ley de Contabilidad. 

6"v) Kstablecer términos trimestrales para elevar y agrupar loa pedidos de 
contrataciones habituales a que se refiere el inciso 22» de ln reglamentación del 
artículo lilv de la Ley de Contabilidad, aproad» por decreto 0400/57. La Dirección 
Administrativa y Contable fijará a ese efecto las normas para la presentación en 
forma y plazos. 

7») La Dirección Administrativa y Contable comunicará trimestralmente a 
la Corte Suprema de Justicia las operaciones autorizadas y aprobadas por el 
Director General con arreglo a lo establecido en la presente Acordada. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Be\*jamí\ t Villegas Ba- 
s.u'Ilbaso. — Aristóhclo D, Aháoü oe Lamvdrid. — Lng María Boppi BouaEHo. 

— Jl t.líi OTHANARTE. — 1'EHHn ABERASTtRV. — RlCAHTO Co LOMARES. — RaMÓX 
Las-ano, — Jor^e Artnro l>*rñ (Secretorio). 



FISCALES FEDERALES EN* LO CONTESTÍOSOADMIMSTRATIVO 

En Ituenos Aires, a los 22 días del mes de junio del año 1900, reunidos en la 
Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Juez Decano de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Arisíóbulo D. Aráoz de Lnmadrid v los Señores 
Jueces Doctores Don Luis María Boffi Boggero, Don Julio Ovhanarte. Don Pedro 
Aberastury y Dnn Ricardo Colonibres, 



• ••••••• v--^;Kr^wrrT^m,«1W'Ví 



DÍS JDST1CIA DE LA NACIÓN » 

Consideraron; 

<íuc el Poder Ejecutivo mediante decreto J4íMi/tíü ha dispuesto d traslado 
de o 3 n,tun es representantes del Minino Público de la Justicia del Trabajo 
de la Capital, Doctores Don Cario, Alberto Tarelli, Don Mareos ArW í*¡2? y 
Don (,mllermo Ignacio hmtcr. a b» nuevos mrgn» de Procura, lores fíales en 
iíaíivó "* 1>0r " 15 ' átí,! ( '°" tOM, P el ™ ri « ™ "» -onteneiosoadmLv 

Que en las disposiciones mencionadas nada se establece respecto a la trans 
.renca de pernal. Corresponde, así, m esta Corte. en ejercicio de sus facX 
ríes de superintendencia, adopte la» medidas pertinente*. 

A tal efecto procede tener presente la opinión emitida por la Cámara Na- 
cional do Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo de la Capital 

argos de ( tícml de Septum, de las actuales Fiscalías Federales en lo Criminal y 
t orremnnal y en lo Contenciusoadmiiiistrativo 

(¿ne, asimismo corresponde dictar disposiciones mjm> de los locales, mo- 
biliario y útiles de las nuevas fiscalías. 

Resolvieron ¡ 

IV) Disponer que se transfiera n las Fiscalías Federales en lo Contencioso- 
admmLstrat.vo , que se refieren la ley $g$ y decreto 2496/00 ] os ¿guieXz 

a) Tn-s cargos de Oficial Mayor de Sexta -Oficial Primero- v tres cargos 
de Aux.har Mayor de Séptima del Ministerio Público de la Justicia 'del Trabajo 

nvcclal Fe'deT 8 * ^P^* ** ^ Fm » Ua * C " Io CrimÍMl * C °- 

otó » Ü ¡f^*?^ d P unto »> W h«í «fectivo con los empleados 

TOJ >e han desempeñado hasta el presente con los Señores Fiscales, Doctorea Ta- 
relli, (¿escaño y H linter. 

mr £1 P^nal que tr, \ ml ™ i]a m a ™do * P»»to h) será sdecdonado 

mmmS Apelaciones en lo Federal y Contcneiosoadministrativo 

») Hasta tanto se adopte otra decisión, las fiscalías federales en lo conten- 
. msoadnnnistrat.vo scgmran funemnando en los locales en que basta ahora so han 
desempeñado sus Ululares como representantes del Ministerio Público del Tra- 
Vio. As, m i«mo se les transferirá el mobiliario y Útiles que les estaba asignado. 
Esto sin perjuicio de que se geshone ante la Dirección Administrativa y Contable dd 
Pode. Judicial de la Nación la adquisición de elementos que sean de necesidad. 

Tener presente para proveer, en su oportunidad, lo pertinente respecto 
de ja creación de otros cargos solicitada por los nuevos señores fiscales en d 
mencionado expediente de Superintendencia (ir? 1610/00), 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se' comunicase v registrase 

L.iMAr.Riü. - Utis María Bopki Bncumo. - Jtruo Othavartk. - Pedro Asr- 
iiasttry. - ÜrcARiw Coiomiiiíks. - Jorge Arturo Ptró (Secretario) 
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AÑO 1960 — Junio 

JUAN P. ALBELO 

RE( CRSQ DE AMPARO, 

Como principio, la existencia de vía ¡ojml p Br n la tutela del rlprecho debatido, 
aún cuando se le asigne fundamento constitucional, excluye el procedimiento 
excepcional de la demanda de amparo. 

En consecuencia, ésta no procede si el recurrente pretende se deje sin efecto 
1« resolución de ln Cooperativa de Tamberos de Mar del Plata, en cuya virtud 
ln. entidad dispuso no recihir, desde una fecha determinada, la producción 
de leche del tambo del actor; ya que éste tuvo la posibilidad de cuestionar 
la medida de que se agrnvin nnte la Asamblea de ln cooperativa, sin perjuicio 
de las acciones civiles que puede ejercer, 

líM VRSO DE AMPARO. 

Corresponde rechazar ln demanda de amparo que no se funda e» la lesión 
de derecho» públicos subjetivos ( Voto de loa Señores Ministros Do* torea Don 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamndrid y Don Julio Oyhanarte), 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Considero que el actor ha podido — y debido — buscar reme- 
dio a la situación de que se agravia recurriendo, en ejercicio de 
los derechos que le confiere el estatuto societario, ante quien el 
misino dispone y cu la forma allí establecida. 

Pienso, por ello, que en el presente caso no aparecen confi- 
gnt-Hdos los extremos de excepción a los que la doctrina de V. E. 
ha subordinado la admisibilidad del recurso de amparo y, en 
consecuencia, que corresponde desestimar las pretensiones sus- 
tentadas por el apelante. Buenos Aires, 26 de abril de 1960. — 
Mantón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

+ 

Buenos Aires, 1* de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Jutrn P. Albelo s/ recurso de amparo", en 
los que a fs. 30 vta. se ha concedido el recurso extraordinario 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALIjOS de la corte suprema 



contra la sentencia de la Cámara de Apelación de la Ciudad de 
Mar del Pinta de fecha 15 de setiembre de 1959. 

Y considerando: 

l p ) Que don Juan I*. Aliólo promovió demanda de amparo 
para que se dejase ^iu efecto la resolución adoptada por el Presi 
dente de la Cooperativa de Tamberos de Mar del Plata Limitada, 
en cuya virtud se dispuso que, a partir del día 1' de junio de 1959. 
dicha entidad no recibiría la producción de leche del tambo de pro- 
piedad del actor. Como fundamento de la aecióu sostuvo que, a 
raíz de esa "arbitraria e ilegítima" medida se ha visto totalmente 
imposibilitado de colocar la producción de su tambo, lo que signi- 
fica, en su entender, "el avasallamiento de los principios consti- 
tucionales de trabajar, ejercer toda industria lícita, comercial' v 
asociarle con fines útiles" (art. 14 de la Constitución Nacional, 
fs. 1/4). Tanto el juez de primera instancia (fs. 16), como el Tri- 
buna! a quo (fs. 25) desestimaron el amparo, habiendo el intere- 
sado deducido recurso extraordinario contra la sentencia de este 
último, que le fué concedido a fs 3U vta. 

2*) Qu*V según se ha señalado en los pronunciamientos de 
primera y segunda instancias, así como en el dictamen del Señor 
Procurador General, y surge de lo dispuesto por el art. lfi, inc b), 
de los Kstatutos agregados a fs. 10/15 de estos autos, el recurrente 
tuvo ta posibilidad de cuestionar la medida de que se agravia ante 
la Asamblea (ordinaria o extraordinaria) de Sociedad Coope- 
rativa a que pertenece. Ello, sin perjuicio de las acciones civiles 
que pudo y puede ejercer. 

3*) Que, en esas condiciones, existiendo otras vías legales 
para obtener la tutela de los derechos invocados y no surgiendo 
de la causa j nzón excepcional para apartarse del principio, el re- 
curso intentado debe declararse improcedente (Fallos: 242: 300 
y 4.'!4; LM.'Í : 55, 423 y otros). 

Por i :¡o T habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 25 en lo que ha sido ma- 
teria del recurso. 

Benjamín Villegas Basaviuiaso — 
AmsTÓBCLo D. AnÁoz de Lamadrío 
(según su roto) — Luis María 
Bo'm Boc;(¡eho — Jruo Oyhaíí ar- 
te {según na roto) — Pepro Ahe- 

RASTURT. 
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\'oto de los Señores Ministros Doctores Don Aristórulo 
D. Aráoz de Lamadrid y Dox Jtlio Oyhanarte. 

Considerando: 

Que, no mediando en el caso lesión de derechos públicos sub- 
jetivos, basta esa circunstancia para decidir el rechazo de la ac- 
ción intentada, con arreglo a las consideraciones que los suscrip- 
tos expusieron en los precedentes de Fallos: 241 : 291 y 245: 258, 
que en lo pertinente se dan por reproducidas. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia de 
recurso. 

Akistóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Ji lio Ovhaxarte. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. FERNANDO VALLO NE 
HONORARIOS DE PERITOS. 

El representante del propietario ante el Tribunal de Tasaciones tiene derecho 
a que se^ le regulen honorarios, en concepto de costas a cargo del expro- 



NACION ARGENTINA v, S. A, CÍA. PLATENSE ufa ELECTRICIDAD 
SIEMENS SCHÜCKERT 

EXPROPIACION: luátmmiamón. Dttertniwíón del ralor real GeiwraUdadts, 

Es admisible que, en principio, el seto jurídico celebrado entre el expropiado 
y un tercero antes de la expropiación, del que surja el justiprecio hecho por 
las partes eon relación a los bienes sujeto» después a desapropio, pueda ser 
considerado como un elemento ponderable a los efectos de la determinación 
del "valor, objetivo" requerido por la ley. Ello, siempre que no haya rozones 
valederas para dudar de la seriedad del aHo, que este se encuentre suficiente, 
mente corroborado por otras constancias probatorias y que no medien motivos 
de índole particular susceptibles de haber gravitado sobre la voluntad de los 
contratantes. Hallándose satisfechos estos requisitos, el precio estipulado en 
las condu-iones descritas puede resultar, por vía de principio, un índice 
aceptable del "valor objetivo de la cosa". 



(1) 1* .le junio. Futios: 241: jgff) ■ I2f). 
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IXTEREÜEÜ: Relación jurídica entre tas parte». Expropiación. 

Corresponde desestimar la oposición del Estado expropiador al pago de los. 
intereses sobre la difcreneia entre la suma depositada y el monto total de la 
indemnización, si de la* constancias del juicio resulta que la expropiada los 
reclamó de manera expresa y oportuna. 

EXPROPIAMOS: indemnización. Otros daños. 

No corresponde indemnizar "guatos de conservación", "priman de seguros" c 
"intereses", tendientes a resarcir a la expropiada de lo» perjuicios que habría 
sufrido como consecuencia del incumplimiento por parte de la Corporación 
de Transportes de la Ciudad de Buenos Aires de un contrato de compraventa, 
de coches para el transporte subterráneo de pasajeros celebrado con la de- 
mandada, violación con motivo de la cual se dedujo acción ante la justicia 
ordinaria antes de la iniciación del juicio expropiatorio de aquellos cuches, 
Se, trata, en todo caso, de una supuesta responsabilidad emanada del incum- 
plimiento de obligaciones contractuales dilucidaba en otro juicio; y los daños 
ipie se alegan, provenientes de ese incumplimiento, mi resultan "consecuencia 
directa e inmediata de la expropiación". 

HOXORARIOS: Empleados a «neldo de la X ación. 

El ordena miento vidente contiene disposiciones de las que resulta que los fun- 
cionarías y empleados públicos a sueldo de la Noción, que se desempeñan 
ctuno peritos o representan o patrocinan judicialmente al Estado Nacional, 
DO pueden percibir honorario.-* contra éste. Ello ha de ser considerado eomo 
inherente al status y rector de ln sitnución jurídica di' .Icrecho público en que 
aquéllos se encuentran, con el carácter de norma de policía administrativa 
tendiente a asegurar el mejor cumplimiento de los deberes propios del cargo. 
Dicho prinripio debe prevalecer sobre norm.ts como ln prescripta por el nrt. 
1627 del Código Civil. 

HOXORAHIOS: Empleados a sueldo «V í« X ación. 

Carecen de derecho a percihir honorarios contra el Estado Nacional los 
profesionales ijue actuaron en ln causa como representantes de Electradmíe 
E. X., suceso ra de la soevdad anónima inicialtnente demandada por ln expro- 
piación de coches para el transporte subterráneo de pasajeros. 



Sentencia ukl Juez Xaí-ionai, en u> Civil v C-OJflttCUL Federal 

Buenos Aires, 1!» de octubre de 195<¡. 

Y vi>tos: estos autos seguidos por el Estado Nacional Argentino contra Com- 
pañía Píntense de Electricidad Siemens Schückert —hoy Electrodinie E. X.— 
sobre expropiación, de los que: 

Kcsiilta : 

L Que la tetón demanda a la Compañía de Electricidad Siemens Schückert 
S, A. por expropiación de veintitrés coches a tracción eléctrica para #1 transporte 
subterráneo de pasajeros en común, declarados de utilidad pública por decreto 
14.803/+4 ofreciendo eomo indemnización la suma de in$n. 1.330.000. 

2. Que en la audieji. a fijada a los efectos de lo dispuesto en el art. 6 de la 
lev 18f>, la actora confirma lo expuesto en su escrito de demanda y la parte de- 
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mandada se allana a la expropiación, [toro impugna la suma ofrecida por ser 
enormemente inferior al precio rail de lúa cochea, reclamando que la indemni- 
zación deberá fijarse de conformidad con lus disposiciones de la ley 189 modifi- 
cada por el decreto 17.920 y especialmente di lo ordenado por el art. 10 de este 
último. Pide costas. 

3- Qoe producida la prueba ofrecida por las partes y habiendo alegado 
■ambas, se llama autos para sentencia; y 

Considerando: 

1. Que se reclama en esta causa iu expropiación de veintitrés coches de 
tracción eléctrica pura el transporta subterráneo de pasajeros individualizados 
bajo los números DA :U al DA 40, DM 31 al DM 40, EM 50, KM 54 y EM 55, 
los ipte se encontraban en perfectas condiciones de funcionamiento y conservación, 
según consta en el acta de toma de posesión (fs. 31) y en la pericia de fs. 50. 

2. Que ante los términos en que se ha planteado la litij, el único problema 
suscitado es el justo precio de las cosas. 

Que los coches subterráneos fueron priinitiv ente comprados por CHADO- 

PYF a la expropiada y al no estar ésta de «cuerdo con el convenio suscripto entre 
CHADOPYF y la Corporn \3u de Transportes, esta entidad acordó la compra 
de los coches con la demandada por la suma de m£n, 4.320.432,35 (fs. 209), no 
podiendo concretarse la operación, por no haberlo aprobado el Poder Ejecutivo. 

Que según consta en el informe de fs. ItiO, los veintitrés, cochea expropiado? 
lus usa la Corporación de Transportes, es decir, que el Estado reclamó la expro- 
piación para entregar los vehículos n la empresa que había convenido adquirirlos 
de la expropiada. 

El justo precio es, pues, el de m$n. 4.329.430,31 que es el que en definitiva 
reclama lu demandada en su alegato (fs, 592), coincidiendo en ello el señor perito 
ingeniero que fijó esa cantidad (t's. 480 vta,), pericia que no fué observada por 
las partes. 

3. Que en consecuencia, la total indemnización a pagarse es de m$n. 
4.329.430,31; descontándose el importe que se consignó al demandar, resalta un 
suido de m$n. 3.099.430,31, sin intereses por no haber sido pedidos en su oportuni- 
dad (C. S. 220-324; 228-70); con costas a cargo de la aetora (art. 28, ley 13.264) 
por haber estimado la expropiada el valor de los bienes en el alegato, suministrando 
la base para la aplicación del artículo citado (C. S. 210-501; 220-192, 299 y 456). 

Por estos fundamentos, Falto: declarando transferida al Estado Nacional 
Argentino la propiedad de los veintitrés coches de tracción eléctrica para el 
transporte de pasajeros individuali/Jidos <>n c! primer considerando, fijando como 
total indemnización la suma de m$n. 4.329.430,31 ; atento la suma consignada, el 
expropiante deberá abonar como saldo de precio la cantidad de m$n. 3,000.430,31 , 
y las costas del juicio. Regulo en definitiva los honorarios de los letrados Silvestre 
Dlousson y Juan G. Moscinro, en conjunto en 130.000; los del apoderado 

Eduardo K. Blousson. en m$n. 47.900; lo» del letrado Juan Carlos Eyhcrahidc, 
en io$n. 90.000; del apoderndn Juan Carlos Odcra, en m$n. 31.930; del letrado 
Dalmiro Antonio Alsina, en m!fo. 12.000; los del apoderado Juan Manuel Jiménez 
Costas, en ntóín. 5,000; los del letrado apoderado Francisco Gutiérrez, en m$n 
12.000; del letrado apoderado Donato Oalnsso, en niifn. 17,000; del perito contador 
José Rodrigue/. Méndez, en m$n. 20.000 y lus del perito ingeniero Rafael Ayerza, 
en la de mfii. 40.000. — CHnr fí. I VmVr. 



JO 1 AL LOS DE LA CORTE SUPBEMA 

SmtHOU DE LA CÁMARA NAflOXAL DE APELACIONES KN LO FEDERAL 
V C<JNTi3ÍCIO&OAUMIXiaTRATIV0 

Buenos Aires, 30 de octubre de 1957. 

V «atoa lo» ile la causa promovida por el Oobierno Nacional, contra la S. A. 
Cía, Platense de Electricidad Siemens Schucltert, sobre expropiación; para conocer 
de las apelacjuues concedida* con respecto u la sentencia de fs. Giü a la. 6115 vta. f 
que: declara transferida la propiedad de las cosas expropiadas; fija la indemni- 
zación por capital; condena en costas a la aetora; y regula hororarios. 

El Señor Juez Doctor Kduardó A. Ortíi Btuuatdtt, dijo: 

U sentencia que hace lugar n | H expropiación de 23 coches a tracción eléctrica 
para el transporte subterráneo de pasajero» ha sido apelada por el gobierno na- 
«onul, por no estar conforme con la indemnización que allí ge manda pagar a la 
empresa propietaria de esos vehículos. 

Se sostiene por el recurrente que el perito ingeniero, cuyo informe ha servido 
de base a la sentencia, no hn tasado los coches sino que se ha concretado a infor- 
mar, en base a lu pericia contable, cual fué el precio que la expropiada pagó por 
esos eoohes; que el perito ha incurrido en error al informar sobre el valor, porque 
las cifras que da corresponden al precio pagado pero no al valor objetivo a Ja 
fecha de la despulió» y, finalmente, que unte esa situación v ln falta de tasación 
eu el juicio, la indemnización no puede ser otra que la aconsejada por la ex Comi- 
sión de Control de los Transporte* de la Ciudad de Buenos Aires, que ascendía en 
total a m-fn. 1,2.'W1.(HI0. 

Fue en base a ese informe, cuya copia corre a ts. :)05/7, que se promovió 
el presente juicio y la suma mencionada es la que se depositó al iniciarlo (fs. 23). 
Se trata de uim actuación meramente administrativa, como que es una nota que 
la Comisión dirigió al Ministro del Interior sugiriendo la expropiación. Mal 
podría fundarse entonces, en eve solo informe la determinación del valor de las 
cosas apropiadas. por ser un acto ajeno y anterior al proceso judicial y que 
no ha estado sujeto al control de la parte demandada. Por otra parte, la lectura 
del informe pone de manifiesto qne la Comisión de Control no tasó por sí misma 
m por intermedio de funcionarios dependientes de ella los coches expropiados, 
sjno que se limitó a adoptar como precio para enda uno de ellos, el mismo que 
ludiría pagado otra empresa que cxplotuha igual servicio de transporte, por los 
coches que adquirió con ese destino. Como no se mencionan las características 
técnicas de esos vehículos ni las fechas en que se compraron, no m puede esta- 
blecer la similitud o diferencias que puedan tener con los que aquí se expropian 
ni establecer umi comparación ponderada entre ambas adquisiciones, no siendo 
just» ni razonable, cu esa situación, asignar a éstos el mismo valor que aquéllos. 
En esa situación el referido informe no tiene ningún valor para servir de funda- 
mento a la determinación del precio a pagar por los coches expropiados. 

En cuanto hace a la impugnación al informe pericial de fojas 4&I, cabe 
hacer notar que en la oportunidad de su presentación no fué motivo de obser- 
vación alguna por e] gobierno actor ni se pidieron explicaciones al perito ni se 
solicitó la ampliación necesaria o que se supliera lo que ahora se califica como 
falta o deficiencia. Ha sido cinco años después, en el alegato presentado al 
Juzgado, que recién se hicieron las objeciones que se reiteran en esta instancia. 
I Ta sido, entonces, negligente esta parte al no haber procurado subsanar, en la 
debida oportunidad procesal, esas presuntas deficiencias del informe pericial, 
ijue ha sido prueba común de ambas partes. 

Pera prescindiendo de ello, no son aceptables las impugnaciones que hace 
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a ese informe. Debe tenerse muy especial mente en cuenta la naturaleza de los 
vehículos expropiados y el nao a que están destinados. Han sido especialmente 
construidos para el transporte subterráneo de pasajeros y no sirven para otro 
fin y dentro de esc fin específico, sólo pueden ser utilizados en la línea subte- 
rránea construida por Cliadopyf, que fué la empresa que contrató su construcción, 
pues ésta se realizó ajustándose a las características técnicas del túnel y de las 
vía», según así surge del informe del perito, particularmente de las considera- 
ciones que formula a fs. 4C2 y fs. 477. Para su uso en otras líneas subterráneas 
sería necesario efectuarles modificaciones, tanto en sus cliassis como en el sistema 
eléctrico de tracción, para Adaptarlos a los características técnicas de esos otros 
túneles. Todo ello demuestra que el mercado de adquisición de esa clase de 
vehículos está limitado al Estado o al concesionario que, por delegación de aquél, 
preste ese servicio público de transporte y que su construcción sólo se efectúa 
por encargo. Existe, asi, una diferencia fundamental eon otros vehículos que se 
utilizan en el transporte de pasajeros o cargas, como son los automóviles, ómnibus, 
y camiones, cuyo mercado es muy amplio, como que pueden ser adquiridos por 
particulares, los que para su utilización no necesitnn la construcción de una obra 
tan costosa como es el túnel destinado al transporte subterráneo. 

Siendo esa la situación real, ha sido lógico el criterio del perito, al tasar los 
coches por su valor de inquisición, desde que es ese el único elemento concreto 
con que se cuenta para determinar el valor de esos coches. .Chadopyf contrató 
con la Cía. Plateóse de Electricidad Siemens Schuckert la construcción de los 
cm-hes. Como Chadopyf pasó a integrar la Corporación de Transportes de la 
Ciudad de Buenos Aires, convino, a su vez, con ésta el precio que recibiría en 
pago de esos coches. Todas esas operaciones han sido proli jámente analizadas 
por el perito contador en su informe de fs. :l79/408. Los datos que suministra 
provienen de los contratos celebrados entre las cnlidndes mencionados, de las 
registraeiones de sus librog de comercio y de las facturas, permiso* de cambio, 
etc., que respaldan esos asientos. Sus constancias deben tenerse, entonces, por 
ciertas, máxime cuando ninguna observación se hizo en la debida oportunidad 
procesal a los resultados de ese informe pericial ni se ha controvertido en ningún 
momento la legitimidad de esos antecedentes en que fundo el perito contador 
su dictamen. Tratándose de operaciones complejas y cuyas constancia* surgen 
de documentación tan variada y cuya legitimidad no ha sido puesta en duda, no 
puede aceptarse la objeción de carácter general que se formula por el repre- 
sentante del gobierno actor respecto a la validez de las tártaras emanadas de la 
firma constructora, tan solo por no haber sido acreditada su autenticidad en los 
autos. Como antes lo lie dicho, lo* datos suministrados por el perito lian sido 
extraídos de una abundante y compleja documentación, que no está constituida 
sólo por esas facturas, sino por otro* elementos muy serios que confirman los 
datos de aquéllas, como son los contratos y lo* permisos de cambio y que no se 
refieren sólo a la operación de compra entre Chadopyf y la Siemens Schuckert, 
sino también, al convenio de la primera con la Coprocaeión de Transportes, siendo 
muy de notar que esta última no objetó, en esa oportunidad, ni la legitimidad 
de los contratos de construcción y compra de los cochea, ni los precios convenidos, 
ni las facturas. Es éste un índice serio ¿1 valor de apreciación de esos elementos 
de prueba. No tiene, entonces, fundamento la observación ton general que se 
formula, tanto más cuanto que de los antecedentes suministrados en el mismo 
informe pericial, respecto a la contratación de la construcción y compra de otros 
vehículos similares y de su venta posterior a la Corporación, resulta confirmada 
la exactitud do los datos que la documentación de referencia arrojan. Así al 
estudiar los distintos contratos celebrados por Chadopyf con Siemens Schuckert, 
menciona el celebrado el 12 de noviembre de 1837 para la construcción y compra 
de 12 coches motores de la serie E, cuyo precio por vehículo fuá de m*n. 165.984. 
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Estos coche* tuernn entregados en posesión a 1« Corporación por Chatio pyf, 
junto con sus otro» bienes, el ICi di* febrero «le V.t'Mi (ffe. 3!I5 vta., 4UÜ y 401 vta.1. 
Es un elemento fehaciente de comparación con el contrato celebrad» entre las 
mismas partes para la construcción de los coches aquí expropiados, contrato 
que se celebro el 27 de noviembre de IÜH7 y en el que el precio de cada nuo 
de los tres coches motores de la misma serie K resultó de m$n. Iti9.512 (fs. 405/(i) 
('orno se ve, los precios de coches de ¡minies características son similares, > 
además es de tener muy especialmente en cuenta que otros 12 coches motores, 
¡guales, y cuya construcción y compra se convino en el misino contrato, habían 
sido ya entregados ]Kir Siemens Seliuckert a Cbadopyf en setiembre de 1932 
(Fs, 4ÍI4 vtn. ) y, por consiguiente, están comprendidos entre los (pie esta última 
entregó a I» Corporación en febrero de 1939 y no se ha traído nininmti prueba que 
demuestre <pie en esta últimn transferencia se baya discutido el precio de costo 
de esos vehículos. 

Además, la propia Corporación de TrnnsjHirtes, que fué la beneficiaría de 
esta expropiación, había concertad» la compra directa de estos 23 coches con 
Siemens Seliuckert y esa operación se convino bajo la base del precio de compra 
convenido entre la tirina constructora y la Chadopyf, a cuyo efecto tomaba 
a su cargo 'as obligaciones de esta última (fs. 155). Es éste un antecedente de 
suma importancia, un sólo para valorar la indemnización a pagar a la expropiada, 
sino para confirmar la exactitud del cusí» de adquisición fijado por el perito 
(fs. 151Í y 4IM¡>. 

De todos estos antecedentes surge la veracidad de las cifras que contiene el 
informe del perito contador y que ha tomado como base de su dictamen el perito 
ingeniero. A ese costo inicial se le han .«timad» los gastos de conservación efec- 
tuados por la expropiada hasta la entrega de los roches, las primas de seguros 
y los intereses correspondientes al período de tiempo transcurrido desde que 
debieron recibirse y pagarse los coches hasta que se convino la venta a la Corpo- 
ración. No habiéndose impugnado la legitiinidnd de ninguno de esos rubros ni 
ile sus montos respectivos, deben ellos aceptarse, porque están justificados por su 
naturaleza y porque, oportunamente, fueron aceptados por la Corporación cuando 
contrató la compra, al incluirlos en el precio total a pagar por los 23 coches 
(fs. 165/56). 

Todo ello me decide a aceptar las conclusiones del informe pericial y el 
monto de la indemnización que fija la sentencia. Es ése el valor objetivo de los 
roches expropiados, en la fechu de desposesión, porque representa su costo real 
en esa fecha, único elemento que puede tomarse en cuenta, dadas tas características 
particulares de los coches, la falta de interesados en su compra, el hecho de no 
haber otros vehículos similares en el mercado y no haber estado en condiciones 
ile fabricarlos la industria argentina en esa fecha, por las razones muy atendibles 
que el perito ingenien» pone de manifiesto. 

La demandada se agravia, a su vez, porque la sentencia le niega derecho a 
percibir intereses por la diferencia que manda pagar en concepto de indemnización. 

Creo (pie el agravio es fundado. Si bien es cierto que la recurrente no peti- 
cionó en lormn expresa en ese sentido, de la lectura del extenso memorial que 
presentó en el .-u to de la audiencia en que contestó a ta demanda, surge, sin lugar 
a dudas, que entre los rubros que hn reclamad» co constitutivos de in indemni- 
zación ilitegral por la expropiación, hn estado el de los intereses (fs, luti/tiT 
y 225 m¡. 

A fs. 234 vta- expresa que no deseó obstaculiza r la disponibilidad de los 
coches y agrega que "sabe que le será pagado su justo valor y que se le compen- 
sará con los intereses correspondientes el perjuicio ocasionado por la demora en 
recibir la diferencia entre ese valor y lo depositado". Más adelante, en capitulo 
titulado "Daños y erogaciones consiguientes a la expropiación" dice que "privadu 
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Mlluu, que en U evolueión locie» ,|. " " I. '" P~iW« <le esa gnu,»» 

refirma en .1 punto 7* Indc "Í^S ^IISLSSSS'Í^ ""f qUC 
iiíjnitp li> u ,>r> a L„ j„i ■ ^fl"* 8 * 1 «ff "i Jiistn-io ¡lelu'rji imponer n (.«soro- 

s&JssSiS ^7o^ D ? ,d r f ente,,,en ^ de ia sui,,a ^ 111 ¡«s* 

ex pro- 

en (a imlemnizadán a pagar, liouidándL X^t L ■ ? í ' C " im>1 '"™ 

v jtjks. ^ssaF*^ ,Hd,u ' ^ ***** ^ 

pnra m U*h\tm\vs operaciones «fc d«™«to ll T , f™™ Ar ^ nti,lft 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a fe. 650 es pro- 

a), XVley'Ss Pre9CFÍbe *' 24f ÍnC * ^ apa r * 

En cuanto al fondo dol asunto el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial, el que ya ha asumido ante V. 
i ' a . » lte ™ncion que le corresponde (f 8 . 668). Buenos Aires, 10 
de diciembre de 1957. - Sebastián Soler. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, P de junio do 1960. 

Vistos los autos: "Pisco Nacional (Proc. Tesoro) c/ Oía. Pla- 
tease lie Electricidad Siemens Schuekcrt S. A. s/ expropiación". 

Considerando; 

l p ) Que en el presente juicio se debate, principalmente» el 
monto de la suma que el Estado Nacional delx'rá pagar con mo- 
tivo de la expropiación de veintitrés coches a tracción eléctrica 
para el transporte subterráneo de pasajeros, resuelta por decreto 
14.803, 44 (fs. 2, 3). La deposesión se produjo el día 7 de julio de 
1ÍH4 (fs- m)i previo depósito de la cantidad de m#n. 1.230.000 por 
parte del expropiador (fs. 23), en tanto que el reclamo de la de- 
mandada ascendió a m*n. 4.834.029,01) (fs. 240 y 244). El Sr. Juez 
interviniente fijó en mfii. 4.329.430,31 la indemnización contro- 
vertida, de los cuales m$n. 3.076.194,20 (conf. pág, 591) correspon- 
dieron al "valor objetivo" de los bienes y el remanente — m$i\. 
1.253.236,11 — a diversos gastos y privaciones que la empresa 
propietaria sostiene ha debido soportar (fs, 604/605). Deducido 
el pertinente recurso de apelación, el Tribunal a quo confirmó el 
fallo de primera instancia, modificándolo tan sólo en la parte 
relativa a los intereses, cuyo pago, sobre la suma de m$n. 
3.099.430,31 y desde ta feclin de la desposesión, impuso al Estado 
Nacional (fs. 641/646). 

2°) Que, contra este pronunciamiento, el expropiador inter- 
puso recurso ordinario de apelación (fs. 650), el que le fué con- 
cedido (fs. 650 v.) y es procedente, con arreglo a lo proscripto 
por el atfci 24, inc. 6 P , apartado a), del decreto-ley 1285/58. 

3 Q ) Que, conforme al texto de los escritos de fs. 668/669 y 
63S 64(1, las impugnaciones que el apelante somete a la conside- 
ración de esta Corte son las siguientes : 

a) f.a pericia de fs. 454/500, en que se apoya la decisión ju- 
dicial, no establece el "valor objetivo" de los bienes expropiados, 
sino simplemente el precio que la Cía. Platcnse de Electricidad 
Siemens-Sclmelíert S. A. — como vendedora— había convenido 
erm el Consorcio Constructor Español S. A. o la Cía. "Chadopyf-^ 
por la venta de dichos bienes. 

b) Aquella pericia, además, acoge lisa y llanamente las con- 
clusiones aportadas por el informe contable de fs. 379/408, el 
que, a su turno, se basa "en las constancias de facturas emanadas 
di- tina firma extranjera, de la cual la expropiada era filial", 
facturas acerca de cuya autenticidad no existe prueba en autos. 

c) Del monto indemnizatorio a fijarse debe excluirse la 
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cantidad que los jueces de la causa adicionaron cu concepto de 
"gastos de conservación", "primas de seguros" e "intereses co- 
rrespui. -limites al período de tiempo transcurrido desde que de- 
bieron recibirse y pagarse los coches hasta que se convino la venta 
a la Corporación" (fs. 644 v.). 

d) El pago de intereses sobre la difereneia entre lo depo 
sitado a fs. $B y el monto total de la indemnización, que no fué 
oportunamente requerido, no puede serle impuesto al Estado 
Xacionul. 

e) Carecen de dereebo n percibir honorarios contra el Es- 
tado los profesionales que actuaron en la causa como represen- 
tantos de Hlcctrodinie K. X., sucesora de la sociedad anónima ini- 
cialmente demandada, toda vez que aquélla es una empresa esta- 
tal, conforme a las previsiones de los decretos 1921/47, 18.991/47 
y 8130 '48 (ratificados por ia ley 13,215), de la lev 13.653 y del 
capítulo XV del decreto-ley 23.354/56. 

4*) Que, en mérito a estos agravios y a las razones que los 
sustentan, considera el apelante que la indemnización correspon- 
diente es la de m#m 1 .230.000, cantidad que resulta del informe 
oportunamente suministrado por la Corporación de Transportes 
de la Ciudad de Buenos Aires (f*. 305/307). En el peor de los 
supuestos —añade— no podrá excederse el límite de m|¡n, 2,700.000 
habida cuenta de que, como consta a fs. 8/9, la empresa propie- 
taria de los bienes litigiosos los ofreció en venta al Estado por 
ese precio, en el mes de junio de 1944. 

íi 9 ) Que los dos primeros argumentos con que se impugna 
el fallo recurrido no pueden prosperar. En efecto, si bien os cierto 
que el "valor objetivo" aceptado por la Cámara coincide sustan- 
cialmente con el precio que la Cía. Píntense de Electricidad Sie- 
mens-Sohuckert y el Consorcio Constructor Español S. A. o la 
Cía. "Chadopyf" pactaron el 29 de noviembre de 1937 por la 
compraventa de los coches sobre los (pie versa el snb lite (fs. 87/ 
97), también lo es que esa circunstancia, en sí misma, no comporta 
transgresión al art. 11 de la ley 13.264. Muy por e! contrario, es 
admisible que, en principio, el acto jurídico celebrndo entre el ex- 
propiado y un tercero antes de la expropiación, del que surja 
el justiprecio hecho por las partes con relación a los bienes 
sujetos después a desapropio, pueda ser considerarlo como un 
elemento potiderable a los efectos de la determinación del 
"valor objetivo" requerido por la ley. Ello, siempre que no 
haya razones valederas para dudar de la seriedad del acto, 
que éste se encuentre suficientemente corroborado por otras 
constancias probatorias y que no medien motivos de índole parti- 
cular susceptibles de hnlier gravitado sobre la voluntad de los 
contratantes. Hallándose satisfechos estos requisitos, el precio 
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estipulado en las condiciones descritas puede resultar, por vía de 
principio, un índice aceptable del ''valor objetivo" de la cosa 
(doctrina de Fallos: 241: 361). Así ocurre en el caso, como lo 
pom-n de relieve lu sentencia apelada, la pericia de fs. 454/500 y 
el informe contable de fs, 370 408. Por ello y en atención ní modo 
<fc valuación que el art. 11 de la ley 13.264 contempla, no cabe 
almiar eficacia a la manifestación de que da euenta la nota de 
fs. 8/9. 

6*) (¿ue en lo atinente a la parte del fallo por la que se con- 
dena a indemnizar "gastos de conservación*', "primas de segu- 
ros" e "intereses" —con el alcance señalado en la letra e) del 
considerando IV>— la procedencia del reclamo del apelante no 
parece dudosa. Según se infiere de las constancias de fs. 10/15, 
210 y v. y 243 245, así como de las consideraciones vertidas por 
el perito (fs. 455 v. y 48(1 v.), a las que se atienen las sentencias 
de primera y segunda instancias, es manifiesto que la suma con- 
cedida por los referidos conceptos vendría a resarcir a la expro- 
piada de los perjuicios que, según ella alega, babría sufrido como 
consecuencia de la violación de un contrato del que fué parte la 
Corporación de Transportes de la Ciudad de Buenos Aires en 
calidad de compradora, violación con motivo de la cual inició de- 
manda ante la justicia ordinaria antes del presente juicio expro- 
piatorio. Sobre este punto y refiriéndose a los renglones indem- 
nizatorioy *w& rxttmiitr, dice la expropiada a fs. 585 v.: "Gastos 
todos estos que han debido hacerse por culpa exclusiva del com- 
prador quien, al no recibir los vehículos en el tiempo y forma en 
los que se hahía obligado con t ¡actualmente ha fornido a mi 
principal a efectuarlos, aumentando en esa manera el precio de los 
coches >'\n beneficio alguno para él". Y, en otro lugar, sostiene: 
" . . .del ¡en computarse como daños los que presenta para mi par- 
te la diferencia entre ese valor (valor objetivo) y la suma que tie- 
ne derecho a percibir de las empresas a quienes' vendió los coches 
y n las que tiene demandadas por cumplimiento de contrato"; 
"Sexto: Que si il importe de la indemnización total no llegara 
a la simia «pie conforme al referido contrato corresponde pagar a 
Clindopyf y la Corporación, ta diferencia sería a cargo de éstos 
y mi parte pura ese caso hace reserva expresa de las acciones pro- 
cedentes y pide al .Juzgado deje esos derechos a salvo" (fs. 246 y 
v.). Está claro, pues, que, en todo caso : a) se trataría de una su- 
puesta responsabilidad emanada del incumplimiento de obligacio- 
nes contractuales, dilueidable en otro juicio; b) no se ha acredi- 
tarlo que los daños que se alegan, y que provendrían de ese in- 
cumplimiento, tengan el carácter de "consecuencia directa e 
inmediata de 1a expropiación", en los términos estrictamente pre- 
vistos por el art. 11 de la ley 13.264. 
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7^) (¿ue correspondí' desestimar el agravio referente al pago 
de los intereses impuestos al Estudo sobre la diferencia entre la 
suma depositada i-u antos y vi monto total de la indemnización. 
Esta Corte líene resuelto que para que ese pago sea procedente es 
necesario que haya sitio reclamado de manera expresa y oportuna 
(Fallos: 242: l2li4). Y, ante las manifestaciones obrantes a fs. 53 
v. y 234 v., caite admitir que la aludida exigencia se encuentra 
satisfecha en la especie. 

8°) (¿ue, por último, corresponde liacer lugar a la impugna- 
ción formulada contra la parte del fallo a] telado que regula hono- 
rarios, contra el Estado, a los profesionales que en el juicio repre- 
sentaron a "Electroüiiúe E. X.*\ Ello, en razón de que el ordena- 
miento vigente contiene disposiciones de las que resulta que los 
funcionarios y empleados públicos a sueldo de la Nación, que se 
desempeñen como peritos o representen o patrocinen judicial- 
mente al Estado Nacional, no pueden percibir honorarios contra 
éste (art. 13 de la lev 11.672, T. 0. 1943; art % de la ley 11.683, 
T. O. 1956; art. 93 de la ley de Aduana, % O. 1956; art. 40 del 
decreto reglamentario del Cuerpo de Abogados del Estado, n 9 
34.952/47, etc.). Ello ha de ser considerado como inherente al 
sitttus y rector de la situación jurídica de derecho publico en que 
los referidos empleados y funcionarios se encuentran, con el ca- 
rácter de norma de policía administrativa tendiente a segurar el 
mejor cumplimiento de los deberes propios del curgo, a lo menos 
en lo que respecta a supuestos como el que aquí se juzga. Por 
tanto, dicho principio >\chr prevalecer sobre normas de la natura- 
leza de la proscripta por el art. 1627 del Código Civil. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se modifica la sentencia apelada de fs. 641/646, fijándose la suma 
total a pagai- por la expropiación a que se refiere esta causa en 
la cantidad de tres millones setenta y seis mil ciento noventa y 
cuatro pesos con veinte centavos monead nacional {$ 3.076.194,20 
in/n.); con intereses sobre la diferencia con la suma depositmla 
en autos, en la forma dispuesta a fs, 646. He la revoca en cuanto 
regula honorarios, a cargo de la Nación, a los profesionales que 
intervinieron en representación de " Electiodiuie E. N.'\ Se de- 
jan sin efecto los honorarios regulados en la causa, los ipie debe- 
rán ajustarse a este pronunciamiento. Las costas de esta instancia 
en el orden causado. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AmsTÓnirivo T). Aráoü de Lamadiui» 
— Lurs María Bokfi Bouueiio — 
Julio Oyhaxahte. 
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JORGE ENRIQUE SILVA FALLA v. S. A. CÍA, GENERAL 
m f'ONSTRUCCiONES 

RECURSO RXTRAORMXAHIO: Requüihn propios. Cueationta w federales. 
Interpretación de normas y artos comunca. 

La interpretación y aplicación de las leyes laborales y de laa eoiivcimouea 
colectivas de trabajo, en manto versan sobre puntos (|ue no revisten carácter 
federal, u instituye» materia ajena a la instancia extraordinaria. 
Ello e* así, particularmente, en lo «|ue atañe al decreto-ley 27:i9/5ü y a la 
eomjwteneia que este reconoce al Tribuno] Arbitral creado por su art. 11; 
a lo menos, mientras no se alegue y acredite la existencia de arbitrariedad, 

D IOTA M UN I) EL PjHH'LMtAIKJR Ge.VERAL 

Suprema Corte: 

Encontrándose reunidos los requisitos de fu mía inent ación 
exigidos por los nrts. 14 y 15 de la ley 48, el recurso extraordi- 
nario deducido a fs. 76 debe ser reputado procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, no encuentro razón al ape 
tente. Kilo así, po* considerar —como lo liace el fallo recurrido— 
que el Tribunal Arbitral creado por el art. 11 del decreto-ley 
17'AH oí! no ha excedido sus facultades al dictar el laudo del 8 de 
noviembre de lí)5í¡ y a"laratoria del 23 del misino mes y año 
(del que forma parte), toda vez que lo resuelto se refiere al 
rubro "salarios", precisamente uno de los dos únicos puntos so- 
bre \m (pie tenía atribuciones para laudar de neuerdo con los 
considerandos del decreto lfí.067/56 reglamentario del precitado 
cuerpo legal. 

A mi entender, por lo tanto, no ha existido vulneración ele 
garantía constitucional alguna. En consecuencia, estimo que co- 
rrespondería confirmar la sentencia apelada en cuanto lia podido 
ser materia de recurso. Buenos Aires, 2 de setiembre de 1958. — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, V de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Silva Falla, Jorge Enrique c/ Compañía 
General de Construcciones S. A. s/ diferencia salarios". 

Considerando: " ■* 

Que la parte demandada ha interpuesto recurso extraordina- 
rio contra la sentencia de fs. 72/73, confirmatoria de la de pri- 
mera instancia que hizo lugar a la acción promovida (fs. 60/61). 
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Sostiene el «petante que, al admitirse la validez y obligatoriedad 
de la aelnratoria dictada por el Tribunal Arbitral (fs. 35/36) en 
que se funda el pronunciamiento, aclaratoria mediante la cual 
— según pretende— fué modificado el convenio colectivo 140/54, 
prorrogado por el decreto-ley 2739/56, se lia infringido lo dis- 
puesto en el nrt. 11 de eso cuerpo legal. Aduce, también, que la 
interpretación dada por la Cámara 11 las disposiciones pertinen- 
tes supone violación de los arts, 17, lf> y 86, inc. 2*, de la Consti- 
tución Nacional La mención de este último precepto se basa 
en el aserto de que legitimar las facultades ejercidas por el 
Tribunal Arbitral, considerándolas incluidas dentro de las pre- 
visiones del decreto 16,067/56, importa atribuir a éste un alcance 
manifiestamente incompatible con el espíritu del decreto-lev pre- 
citado (fs. 76/79). 

Que, según consta en autos, la Cámara a quo ha declarado 
que las atribuciones ejercidas por el Tribunal Arbitral al laudar 
en el sub Irte no han excedido la esfera que el decreto-ley esta- 
blece. Y, asimismo, ha dicho que la decisión de ese Tribunal "no 
significa, como se pretende, incursionar dentro del convenio 140/ 
54, cuya prórroga fué decretada" (voto del Dr. Migue z, al que 
adhirió el Dr. Pettoruti). 

Que, como esta Corte lo tiene resuelto, la interpretación, y 
aplicación de las leyes laborales y de las convenciones colectivas 
de trabajo, en cuanto versan sobre puntos que no revisten carác- 
ter federal, constituyen materia ajena a la instancia extraordi- 
naria (Fallos: 243: 289 y los allí citados). Y ello es así, particu- 
larmente, en lo que atañe al decreto-ley 2739/56 (Fallos: 243: 300 
y 361 ; 240: 252 y otros) y a la competencia que éste reconoce al 
organismo arbitral de que aquí se trata, a lo menos mientras no 
se alegue y acredite la existencia de arbitrariedad, lo que no 
acontece en la especie. 

Que, en tales condiciones, las garantías constitucionales invo- 
cadas no guardan relación inmediata v directa con el contenido 
del fallo impugnado (art. 15 de la ley 48). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
f 8. 80. 

Bkx.tamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lahadrid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberasturt. 
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LUIS ALEJANDRO DE FREVOL D'AUBIOÍÍAC DE RIBAINS t. 
PROVINCIA M¡ RITENOS AIRES 

COSTAS: Demrrulln (M jntc¡». Desinlimiinto. 

Procede ln exención de costas por el desistimiento dp| juit-io cuando está fun- 
dado en el propósito de acatar la jurisprudencia de ln Corte, establecida 
sin rost aa ron posterioridad a la iniciación de la demanda y si la actitud 
de la actora no es extemporánea. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1* de junio de lfbU 

Vistos los autos: '*I)e Frevol D'Aubignne de Rihains, Luis 
Alejandro c/ Buenos Aires Provincia de s repetición ur|n. 

Y considerando: 

Que a fs, 55 la aclara, en "atención a ln reciente jurispruden- 
cia M tle esta Corte, desiste del juicio y pide que las costas se 
declaren en el orden causado, a lo «pie se opone la contraparte 
en el escrito precedente. 

(¿ue es doctrina reiterada de esta Corte que en los supues- 
tos de desistimiento del juicio, con fundamento en el propósito 
de acatar la jurisprudencia posterior a su iniciación, procede la 
exención de costas, siempre que el precedente invocado se haya 
resuelto sin imposición de aquéllas {Fallos: 17í>: 350; 183: 340 
y otros). 

Í$ue la doctrina aludida en el considerando que antecede es 
aplicable en ñutos habida cuenta de la jurisprudencia estable- 
cida en Fallos: 24."!: í>8 en fecha posterior a la demanda y a los 
trámites cumplidos en los autos, lo que impide calificar de extem- 
poránea la actitud de la parte actura. 

Por ello se decide tener a la actora por desistida del pré- 
senle juicio. Costas en el orden causado. Acumúlense los cua- 
dernos de prueba a los autos principales y devuélvanse los expe- 
dientes agregados al juzgado de su procedencia. 

Rkx.i.v.míx Villkoas Basav IIJIASO — 
— JxtliO Oyhaxahte — Peoro 
AHKi!\sriitv — Rica uno Colom- 

RliES. 
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PURIFICACION EUGENIA PEREZ MARTIN v. PROVINCIA 
im¡ RI ENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORfilXARlO: prop i„,. Sentencia defimtña. Re. 

flacones «Menores a la sentencia definitiva. Varia*. 

El pronunciamiento tle In Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Hucnos Aires que ^ lunit« a declarar íinne y consentida la determinación 
impositiva practicada por la Dirección General de Rentas local v con elln 
eerruda la vin administrativa, sin decidir si queda o no cancelada la acción 
ordinaria judicial de repetición, no reviste e) carácter de sentencia definitiva, 
en los términos del art. 14 de la ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Recito* propio,. Relación directa. X*r. 
mas rrtranas al juicio. Varia*. 

La invocación de los arls. 402;i del Código Civil y ltf, 17, 18, 31, 67, inc. 11, y 
H» de la < onstitución Nacional, no habiéndose denegado la aceión judicial 
ordinaria de repetición, carecen de relación directa con el pronunciamiento 
que declara cerrada la vía administrativa para reclamar la devolución de lo 
que se «letra haber pagado de más en concepto de reajuste al impuesto a la 
transmisión gratuita de bienes. En efecto, la cosa juzgada administrativa no 
impide Ir. .¡«cisión judicial del punto debatido. 

RE< l'RSO EXTRA0RÜ1XAR10: Rt,jHÍ*ito* propio». Relación directa. Sen- 
tencia* con fundamento* no federales o fedérale* consentido». Fundamento* de 
orden ¡ocal t t proceml. 

Lo atinente a ai en «] orden jurídico de la Provincia de Buenos Aires, en 
materia impositiva local, no existe más alternativa que recurso de reconsi- 
deración o acción administrativa de repetición, es cuestión que versa sobre 
aspectos de naturaleza provincial del litigio, irreviaibles en la instancia extra- 
ordinaria. 



Dictamen del Procurador (Jen eral 

Suprema Corte: 

Los agravios que se iiivoean configuran cuestión federal bas- 
tante como para proceder a su examen en la instancia de excep- 
ción. 

A tul efecto, pues, cor responde ría hacer lugar a la presente 
queja. Buenos Aires, 24 de diciembre de 195!>. — Ramón Laseano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, i* de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Purifica- 
ción Eugenia Pérez Martín en la causa Fiscal de Estado c/ Poder 
Ejecutivo", pura decidir sobre su procedencia. 
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Y considerando : 

Que la sentencia afielada de la Suprema (.'orto de m Provin- 
cia de Buenos Aires, de fs. 66 de los autos principales, declara 
firme y consentida "la determinación impositiva practicada por 
la Dirección General de Rentas" en los autos respectivos, y con 
ello, cerrado el camino a cualquier reclamación ante los órganos 
tic la administ ración fiscal. Declara, además, el pronunciamiento, 
que lo expuesto no importa decisión respecto a "si queda o no 
canccladn la acción ordinaria de repetición" y tampoco respecto 
de la incompatibilidad alegada entre el mencionado art. 08 y el 
A\ri:¡ del Código Civil, puntos que fueron ajenos a la decisión 
qU6 correspondió expedir, porque ta cuestión planteada consistía 
en resolver, solamente, "sí es posible auspiciar la demanda de 
repetición en sede administrativa, mediando determinación admi- 
nistrativa firme". 

Que así las cosas, no existo resolución final de los jueces 
de la causa respecto de las cuestiones en que la apelación se 
funda, en los términos del art. 14 de la ley 48. La cosa juzgada 
administrativa no es, en efecto, impedimento necesario para la 
decisión judicial del punto debatido, ni la invoención de los arU. 
4<rj.*í del Código Civil y 16, 17, 18, 31, 67 inciso 11 y 108 de la 
Constitución Nacional guardan relación directa con lo resuelto, 
en tanto la acción ordinaria judicial de repetición 110 se haya 
denegado. Porque la afirmación de que el orden jurídico lo«-al 
no ofrece más alternativa que la que enuncia el recurrente — a 
saber: recurso de reconsideración o acción administrativa de re- 
petición — , no residía de la sentencia ni puede ser objeto de aná- 
lisis por esta Corte en instancia extraordinaria, por versar sobre 
aspectos de nnturnkza provincial del litigio — doct. Fallos: J43: 
:i*J6 y otros—. 

Pbf ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se dése tima la precedente queja. 

BeXJAMÍX VlLLKWAS BASA V [LBASO 

AiiisTÓBt*r,o D. Aráoz de Lamadrid 
— Juno Oyuaxahte — Pedro 
Ahehastchy — Ricardo Colom- 
hres. 
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MUNICIPALIDAD le la CIUDAD de BUENOS AIRES v. 
OSCAR IIOFMANN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Relució» directa. Sen- 
tencias eon fundamento* no fedérate* o fedérale» eonsmtidos. Fundamentos de 
orden coman. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que 
tiene por desistida a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires de uu 
juicio de expropiación y considera que Jos decretos municipales respectivo!; 
(3010/58 y 4(MJ2/58) y ] a presentación del demandado ante el Intendente 
Municipal, importan una transacción en los términos del art. S.Í2 del Código 
Civil. La garantía de la propiedad, invocada por el recurrente, carece de 
relación directa e inmediata con las cuestiones de hecho y de derecho no 
federal decididos en el pronunciamiento, no tuchodo de arbitrario. 



Dictamen í>el PSOCURADOF Genrhal 

Suprema Corte: 

La resolución de primera instancia decidió tener por desis- 
tida a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires en los tér- 
minos del decreto municipal 3010/58 ratificado por el 4662/58, 
con respecto al juicio de expropiación deducido por ella (fs. 330 
de los autos principales). 

La sentencia de sefrtmdn instancia confirmó esa resolución v 
consideró que dichos decretos y la presentación del demandado 
efectuada ante el Si\ Intendente Municipal (copia de fs. 312/13 
de esos mismos autos) importaban una transacción en los térmi- 
nos del art. 832 del Código Civil — fs. 370 del expte. citado—. 

En tales condiciones, el recurso extraordinario intentado es 
improcedente ya que la jfarnntía de la propiedad, invocada como 
fundamento del mismo, carece de relación directa r inmediata con 
las -azones de hecho y de derecho común y la interpretación, de 
otras normas en que se sustenta el fallo apelado. 

Por ello, considero que corresponde desestimar la presente 
(jueja, Buenos Aires, 20 de abril de 106U — Ramón Lascan*. 
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Buenos Aire**, F de junio de 1060. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ 
Hofmann, Osear", para decidir sobre su procedencia. 
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Considerando: 

Que, según es jurisprudencia de esta Corte, la interpretación 
de las cuestiones de hecho y de derecho no federal es propia de 
ios jueces de la causa y es irrevisiblc en instancia extraordinaria 
salvo taso de arbitrariedad, no invocada en la causa. 

Que el criterio precedente es aplicable a estas actuaciones, 
pues la sentencia apelada (copia de fs. 1) resuelve cuestiones de 
Hecho y de derecho no federal y situaciones de idéntica índole 
contempla la queja de í's. 9. En esas condiciones, carece de rela- 
ción con la materia de este litigio el precepto constitucional invo- 
cado (ts. 12). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, desestímase la queja. 

Benjamín Villkuas Basavilbaso — 
Luis María Boffi Boggebo — 
Pedro Abehastlry — Ricardo 

COLOMBRES. 



S. A. GENERAL ELECTRIC v. NACION ARGENTINA 

AM'AXA: i'racedimituto. 

Si el recurrente no ha acreditado que el "dictamen" del Tribunal de Clasifi- 
caciones lia ya sido expedido con prese i n ciencia de los requisito* formales 
previstos por el decreto del 12 de junio de 1931 —cuya aplicabilidad al caso 
reconoce — y dado que no niega Ja intervención del mencionado organismo, 
ciireee de dignificado la circunstancia alegada de que en el encabezamiento de 
la resolución impugnada se alude a un "dictamen" y no a una "resolución", 
desde que ln expresión utilizada no pudo afectar la naturaleza del acto, cuyo 
alcance consistió, sin duda, en proponer al Administrador de la Aduana una 
norma de despacho en los término» previstos por el nrt. 1» del decreto 
mencionado. 

En consecuencia, la Resolución del Administrador de la Aduana, dictada con 
la consulta previa dispuesta en el nrt. 12 de dieho cuerpo legal, no adolece 
de la nulidad aducida por el apelante. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "General Electric S. A. c/ Gobierno de la 
Nación 6/ repetición". 
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Y considerando: 

1») Que el recurso concedido a fs. 212 vta. es procedente 

f°\™£f lo . H Jo dls P" est0 í ,or «1 «rt> 24, inc. 7*, ap. a), de la 
ley 13.998, vigente a la feclia en que fué acordado. 

l w ) Que la sentencia del tribunal a quo, revocatoria de la 
de primera instancia de ta, 194/136, se pronunció por la validez 
de la norma de despacho establecida por la Resolución 206, dic- 
tada por el Administrador de la Aduana de la Capital con fecha 
.inho 4 de 1935 (fs. 93/94 de estos autos v fs. 40/42 del expediente 
agregado), según la cual los "compresores de hierro para refri- 
geración" —del tipo de los importados por la firma aetora— de- 
bieron despacharse por la Partida 1650 de la Tarifa de Avalúos, 
relativa a "heladeras incompletas", aforadas a m*n. 1 el kilo 
bruto, con derecho del 40 %, y «o por la Partida 1480, corres- 
pondiente a "compresores do hierro", con aforo de m*n. 0,50 y 
derecho del 25 %. Se fundó en <|uc la citada Resolución "fué 
adoptada con motivo de una consulta, según resulta de su mismo 
encabezamiento, y precedida do un dictamen u opinión del Tri- 
bunal de Clasificaciones", o sea, con arreglo a lo dispuesto por 
el art 12 del decreto del 12 de junio de 1931 —vigente al tiempo 
de los despachos cuestionados—, norma que derogó el requisito 
de la aprobación ministerial establecido por el art. 71 del decreto 
reglamentario de la ley 11.281. 

3*) Que ea el memorial de fs. 216/220, la actora, si bien 
reconoció la aphcabilidad al caso del incneionndo decreto de 1931, 
señalo que el "dictamen" a que so alude en el encabezamiento de 
la Resolución 206 no constituye la "resolución" formal que exige 
el decreto y que, por lo tanto, la ausencia de un verdadero "acto 
jurisdiccional" -carente, además, do las formalidades reglamen- 
tarias— privó de eficacia a la Resolución impugnada. 

4*) Que el recurrente no ha aportado a estos autos ningún 
elemento de juicio tendiente a demostrar «pie el llamado "dicta- 
men del Tribunal do Clasificaciones hava sido expedido en el 
caso, con prosei adátela de los requisitos formales previstos por 
el decreto del 12 de junio de 1931, relativos a la composición del 
l ribnnal, formas de votación, constancia en el respectivo libro 
de Actas y subsiguiente comunicación y publicación. En esas con- 
diciones, y habida cuenta que el apelante en modo alguno ha 
negado la efectiva intervención del mencionado organismo, carece 
de significado la circunstancia alegada de que en ol encabeza- 
miento de la Resolución impugnada se aluda a un "dictamen" 
y no a una "resolución", desde que la expresión utilizada no 
pudo afectar la naturaleza del acto, cuyo alcance consistió, sin 
duda, en proponer al Administrador de la Aduana una norma de 
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despacho en los términos previstos por el art V del decreto del 
12 de junio de 1931. 

5*) Quo, en consecuencia, cabe concluir que la Resolución 206 
no adolece de la nulidad aducida por el apelante, y que, por lo 
tanto, el comercio se hallalxa obligado a ajustarse a ella al tiempo 
de los despachos de que se trata en este juicio. 

Po'- ello, se confirma la sentencia de fs. 210/211 en lo que 
ha sido * ■ deria de recurso. Costas de esta instancia a la parte 
actora, 

Benjamín Villroas Basavilraso — 
AiusTÓBi-u» D. Akáoz de Lamadhih 
— Lns María Boffi Bogoero — 
.Trun Ovil asarte. 



S. A. ROLF v. NACION ARGENTINA 

IMPIESTÜ A LOS BENEFICIOS EXTRAORDINARIOS. 

No son créditos de la empresn, comprendidos en el nctivo cotnputable para 
la liqui dación del impuesto n los beneficios extraordinarios, los pagos que 
efectuó en concepto de impuesto a Jos réditos, correspondientes a ejercicio» 
anteriores a l!Hf¡, sobre utilidades no distribuidas a los accionistas. Tales 
papos sólo importaron nn crédito meramente hipotético contra los accionistas, 
pues quedó supeditado a ln contingencia de (pie se hubiera decidido la ulterior 
distribución de las utilidades-, entre tanto, tampoco el pago del tributo al 
Fisco importó un crédito contra este, aunque hubiera podido llegar a serlo 
i'íintra el accionista. 

Tratóse, por tanto, de tino erogación del ejercicio que debió ser imputada al 
respectivo pasivo y como tal no susceptible de ser computada en el capital 
de la sociedad, n los fines de lo determinación del impuesto a los beneficios 
extraordinarios. 

IMPUESTO A LOS BENEFICIOS EXTRAORDINARIOS. 

Sólo a partir del momento en que los impuestos a los réditos y a los bene- 
ficios extraordinarios se hacen exigibles y no antes, el importe de ellos confi- 
gura —a los efectos de la liquidación del impuesto a los beneficios extra- 
ordinarios — un pasivo para la sociedad, el cual ha de computarse, como tal, 
en el ejercicio sípuiente y no al comienza del que le precedió. 



SEXTEXm I«Br, JrEZ N.inmx.U, EX Tj¡> f OXTEVl'IOSOAPlf rNTSTRATtVO 

Ráenos Aires, 21) de agosto de 1055. 

Y vistos: Para sentencio, los de la causa 032 promovida por "Rolf, Socie- 
dad Anónima Comercial e Industrial c/ Fisco Nacional (D. G. I.) repetición 
■imín. f¡5.5Dfl.£W) y. 
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Kesultando: 

A fs. 38 se presenta don Vicente Fernández Moitnari en representación 
de la firma líolf, Sociedad Anónima Comercial c Industrial iniciando demanda 
contra el Puco Nacional jKir repetición de impuesto- í los beneficios eirtaordi- 
nanos, por In suma ríe inín. (¡5.590,94. 

Contestada la demanda por el Fisco Nacional, solicita su rechazo, oponiendo 
asimismo Jh excepción de prescripción. 

Abierta la causa a prueba 11 fs, tíit vta. las partes ofrecen v producen U 
misma las que se encuentran Agregadas, quedando los miles en condicione» de dictar 
sentencia. 

Considerando: 

l v ) Que lu demandada en su escrito tic responde de fs* 66, opone como 
defensa previa la prescripción de |,i acción para repetir rl impuesto pagado por 
los años 1944, 1ÍM5, 1!)4«. 1947 y 194K por entender que se ha cumplirlo con 
exceso el plazo bienal que estatuye el art 53 de la ley ll.fiKÍ, aun contando con la 
interrupción operada con motivo de loa respectivos recursos administrativos de 
repetición interpuestos y que In demanda de autos, segundo acto intemiptivo 
no lia logrndo restablecer. 

2») Que dado el concepto amplio del carácter de la prescripción y que de 
admitirse podría hacer innecesario el examen de la* otras cuestiones planteada», 
corresponde su estudio en esta oportunidad, lo que así se hace a continuación. 

3 W ) Que refiriéndose al caso a estudio es necesario tener en cuenta que el 
art. S3 de In ley 11.083 contempla dos supuestos de prescripción de la acción para 
repetir impuestos, bienal y quinquenal, esta última de aplicación cuando se repita» 
pagos efectuados en exceso como consecuencia de «imple* errores de cálculo, o de 
una interpretación de las normas impositivas que sea distinta de la seguida por la 
Dirección en lu época de realizarse el pago. 

4?) Que la aetora sostiene en .su demanda que cumplió mu las obligaciones 
fiscales presentando en tiempo oportuno las declaraciones juradas y abonando 
todos los años el impuesto a lo» beneficios extraordinarios resultante, pero que 
a raíz de la inspección efectuada por ( .| funcionario de la Dirección en el mes de 
diciembre de 1947 y rectificación que hizo de la* declaraciones juradas por los 
ejercicios 1943/44, 1944/45 y 1945/40. en el sentido de aplicar para las liquida- 
ciones un criterio interpretativo de la ley distinto del (pie se siguió en la época 
de ingresar el impuesto, se pagaron los gravámenes fiscales de esos ejercicios 
y de los nuevos conforme si nuevo ajuste. 

5 V ) Que la propia demandada patentiza en su allanamiento parcial a la 
demanda por los años 1949 y 1950 y a los rubros que señala a fs. fifi vta. que ha 
seguido una interpretación de las normas impositivas distintas de la que sostuvo 
en la oportunidad de efectuarse los pagos, vale decir, que ha venido a coincidir 
con el criterio sostenido por la aetora sobre el particular, abandonando por ende 
el sostenido por el inspector Di Pictro que obró acorde con normas internas que 
en autos no se han podido conocer (fs. 33). 

(i*) Que resalta así evidente que la disposición legal <pjc rige no es In que 
se refiere a la prescripción por el transmito de dos años, sino la de cinco años, 
pues, las circunstancias examinadas permiten asegurar que está cumplida la con- 
dición exigida por el art. 53, inc. 3*, de la ley citada de una interpretación 
distinta y siendo «sí corresponde ahora determinar si el plazo expresado se ha 
cumplido o no y con que resultado. 

7») Que de conformidad con lo preceptuado por el art. 58, inc. 2?, y por 
tratarse en la especie de pagos relativos a periodos fiscales ya vencidos, ea indu- 
dable que la computación del término de cinco años debe hacerse desde el 1* de 
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enero siguiente si año de la lecha de pago. Ahora bien, la demandada ha reco- 
nocido que por los años 1&44/45 se ingresó el impuesto el dfa 14 de enero de 
1848, de lo que se signe, entonces, que el término quinquenal ha eorrido a partir 
del l* de eneni de 1949 y venció el \ v de enero de 19S4, pero teniendo en euentu 
que, según cargo de fs. 4H, | n demanda se interpuso el lí) de diciembre dp 1952, 
está claro que «•] aludido plazo no llegó a expirar por completo de turnio que 
efectivamente pudiera operarse la prescripción de la acción de repetición que se 
intenta en auto*, dado tpie ln demandu es un acto intemipti vo de dicha oposición. 
l*or otra parte, otnryundo este último carácter al recurso administrativo de repe- 
tición presentado el 1* de jimio de l'J4h, repetido sucesiva meo te con respecto a 
los otros ingratos, en concordancia con la norma del art. 95 de la ley 11. «H3, la 
situación prevista no sería alterada y se Ih'Kuríii a la adorna conclusión. 

Hv) Que para el ex en de la cuestión previa se hurí tomado lo* pagos más 

lejanos, debe considerarse, pues, que para las correspondientes a los liños 1(147 y 
1948 LauipK • se ha cumplido el plazo quinquenal y n su reenvío no hny cadti- 
cidad de !.i acción de repetición que se intenta. 

ir-') Que de todo lo expuesto debe entenderse que 1» defensa previa de 
excepción de prescripción de la acción de repetición fundada en el transcurso de 
do» año? no puede prosperar y debe rechazarse y dado* entonces, la forma como 
resuelve corresponde abocarse a la cuestión del allanamiento parcial formulado 
por la demandada. 

UY*) Que, efectivamente, en el punto tercero del escrito de responde, lu 
demandada expresa que viene n allanarse por los años 1949 y 1960 y por loa 
rubros <p»e de tulla, sin duda por cuanto para los años 1944 a 1948 había inter- 
puesto la prescripción bienal y que como se ha visto fué recliazada según los 
considerandos que anteceden, por lo que corresponde dar a aquella decisión 
un alcance más ampl' i conforme a la forma como se resuelve. Ha quedado, 

entonces, exprés ente reconocido a los efectos del ingreso del impuesto a los 

beneficios extraordinarios que se repite (punto de la demanda señalado con la 
ietru "C") que los importes en concepto de honorarios ¡tara el director v el 
síndico, votados por la asamblea de accionistas, recién disminuye el activo de 
Ja sociedad a partir de la fecha de celebración y no desde él comienzo del ejercicio 
respectivo en que se llevó a cabo, vale decir, contrariamente ul criterio interpre- 
tativo aplicado por el funcionario inspector que estimó dicho importe como un 
pasivo existente ni comienzo del ejercicio en que. la asnnihlen los acordó. 

Que, igualmente, la demandada ha admitido que el importe de los 
dividendos votados por la asamblea constituye pasivo de la sociedad desde el 
memento que fueron puestos por el directorio a disposición de los accionistas 
y no antes, vale decir, en el momento que fué votado (letra P). 

12v) Que en las mismas condiciones se reconoce lo cuestión indicada bajo 
la letra "O", en el sentido de computar como activo de la sociedad y por ende 
como aumento del capital social, el ingreso de fondos provenientes de rentas de 
títulos. 

13*) Que habiéndose formulado el allanamiento al tiempo de ser contestada 
la demanda y resultando su admisión por parte de ln aetOra en su alegato de fe. 
IHS, corresponde hacer lugar al misino. 

14*) Que entrando nhorn ni estudio del fondo del asunto, corresponde exa- 
minar la cuestión planteada en ln demanda en la letra "A". En efecto, sostiene 
la actora que por los ejercicios anteriores al año 194o efectuó pagos por los 
impuestos a los réditos por reservas no distribuidas a los accionistas, pagos que 
han dado nacimiento a crédito* de la empresa recuperables al tiempo de liqui- 
darse lo» dividendos y que por ende constituyen el activo de la empresa. Sin em- 
hargo, este criterio interpretativo fué objetado oportunamente por la Dirección 
quien sostuvo que el pago en estas condiciones no integraba el activo computable 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ;15 

por el reajuste efectuado consecuenteineníf I» «««í-j-j £a , ... 
altante oue precisamente ahorTrepi?" J P8 *° * 

SfJ), Que este planteo desfavorable a la »,>«».!■•,« i 
fene al atesta™ | a dem(mdn (f¡t * a JJ« «n de la accionante se man- 

mentos rme se dan, a mi «tteiufor .1 . 1 P<fTO ffl dc los 

razonabl.' y debe %¿A^^/jSt^ de J a «**M* 

abonado fe la a^S^dS^S, ^^0° T líl ^""^ 
la*. «Piedades anónimas contribuyentes ,2~f? Í\*f \> ' *" <,1,e ,t)nRld *"»ba a 
tribuyan « lo « agonistas £ h IÍ ******* 9* ™ ®> 

wuio pavo a cuenta ,|,.| „„„ ™! *' « este concepto será computado 

aA&igS 5ff¡lfi£ ■ ; bwfi « ri » * l^tcriomnínte M 

desconoce, sino que ¡SSJffááLrSáP d ^ri"» 1 no 

puede,, ser ot™ VZ , » r ™ u lSÍT 11 f*rl ""T* qne 60 D ° 
1») Que al SSffJTÍSLS . " dad qUe 1,1 dis I« ,BÍ «o" establece. 

impuesto h los beneficios 2«2„ 1 de tfts '^daciones del 

los rédih* sobre reseñé «,? í í h , í' í"**,™ ™ nwpt ° de ini P u «* to ■ 

re ss¡ ^-"¡7'-r isas í«fe% 

M el sentido de 2£S ^^^«^5 demandada en m escrito de responde 
obligación triboUril» w T ad f lanto d * ""Puesto al Fisco" o de "una 

™- # -i V.. " ,tH " ,<> p< " nto » fin,,a '»«* «delante que la soci«l»H 

HfiárS b T nt ! ° bl 'f da en lfta **> decreto Sbf^oSífv 5 

Por £ a rS^^?*^-^ 
acedad mdnyó directamente dentro de la cue»ta ¿naneila ? ' í 

Vision para el pago de los impuestos en cuestión Ks « ? 
jotamente se refiere el informí de f H . m ** 
17») Que, en resumen sov dc opinión om> pxto n.. u ,.»„ j„> 

\ . t , no distribuidas a los accionistas, son créditos de la em- 

E7 '¿"t**" 'y**™ del negocio. En consecuencia, 1- Prenda res„ 
tan e abonada por aphcaeión del reajuste efectuado por la ^SSTSwSS 

junto Sosfene la actora que el resultado del ejercicio ^ ,é . „ dís^fe 

L^JSífS ^L? '"^ C r° dd0 dieh ° «^tado es el momento Tía 
presentiicmn de la deelaracuSn jurada y pago de la Jiquidaeión del impuesto a los 
benef e,os extraordinanos y del impuesto a los réditos. Quiere decir, 

£nT«l 1,*^ iT flntCS J ' desde el w " ,li,ín » d *' •J**Wo su imparte 
fonna parte del g,ro del negocm y puede ser empleado en la forma mís^. 
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veniente. Indudablemente, para el Fisco es un crédito exigí ble recién en el momento 
que las leyea y sus reglamentaciones lijan su vencimiento, dentro de cuya» plazos 
deben hacerse Iob ingresas. El Piteen se opone a este rubra fundado en 1h dispo- 
sición de I» ley de impuesto* a loa beneficios extraordinarios en cuanto que con- 
sidera capital efectivo de hi empresa el cincuenta por ciento de la* utilidades 
computahlc* obtenida* en el ejercicio. 

19" > (jue en rigor de verdiid la cuestión que m|U¡ *e controvierte no varía 
suhstaiu-inlmcntc de la tratada en el considerando décimo relativa a la disminu- 
ción del nctivo de la sociedad ¡>or el importe de los honorarios del directorio 
y «indico votado* por las asambleas a partir de la celebración de la misma y no 
desde el comienzo del ejercicio de la fecha que se celebró y sobre lo cual el Fisco 
expresó su allanamiento Id que hace suponer que ha compartido los argumentos 
de la accionante, punto "C" de la demanda. Es indudable ijUe en ello ha prevalecido 
l;i doctrina de apitcaeii'in en la especie, asentada por la Cámara Nacional Especial 
éfl el ya conocido caso retristrado en Ln Lrir. ti;!: H4K, es decir, que en materin de 

reno raciones di-pucslas por la asamblea, resultan exigí hles con posterioridad a 

su determinación. El derecbo •]<> ios beneficiarios nace de la asamblea que los 
tija y aprueba Xo hay ningún* razón valedera entonces, para apartarse de rata 
jurisprudencia respecto del iiii-<icüt<> que nace la exigencia del pago de los im- 
puestos a tos beneficios extraordinarios y a los réditos que por mediar las rubinas 
circunstancias en fallo no pueden ^*r otras ijur a partir de la fecha de la real i - 
KMrkiri de 1» asamblea de accionistas, ya que mientras tanto li>s importes pueden 
ser utilizados ¡h r la sociedad para el giro de sus negocio», 

1tt>) (Jue la impugnación fiscal también resulta improcedente ante bis con- 
clusiones a que arriba el perito en su peritaje contable, de fs. (contestación 
a las preguntas ¡i y ti del pieglo de la adora) cuando dice que el importe del 
impuesto a los réditos y a los beneficios extraordinario* que la sociedad debe 
abonar por el ejercicio anterior, configura un pasivo desde el momento en que 
son exígibles. Uesde el comienzo del ejercicio basta el momento en que son exi- 
gibles, sólo se trata de una reserva como provisión para el paro. El impuesto 
puede variar si la asamblea vota sumas distintas a las previstas para el pago de 
honorarios a directores o gratificaciones ni personal, dictamen pericial que com- 
parto con fuerza probatoria en atención n las conclusiones asertivas que lo in- 
forman, 

IV) Que la suma a devolver resulta ú\- lo actuado en tos recursos admi- 
nistrativos de repetición agregados por cuerda y de la compulsa de fs. 1iíí>. punto 
7*, a) que son pruebas de ambas partes. 

Por estos fundamentos, fallo rechazando la prescripción opuesta y. en conse- 
cuencia, haciendo lupir a la demanda instaurada por Holf, Sociedad Anónima 
Comercial e Industria) contra el Fisco Nocional (D. 0. I.) y declarando que 
debe devolver la suma de m$n. 65.500,94 y sus intereses desde la notificación de 
la demanda: con costas. — Jann A. tirarían. 

Nkxtkwia uk i.a Cámara Nacional de Art:i.Ai'ios-Kg ks tjn Fkhkkat. 

V COVTKNTIOSOAOMIN ISTHATIVO 

Buenos Aire*. '¿I de febrero de 1!)58. 

Vistos los autos "Rolf, Sociedad Anónima Comercial e Industrial e/ FÍbco 
Nacional (11. O, I.) s/ repetición beneficios extraordinarios m.fn. t[5.¿i!H),M" en 
los que se ha concedido a fs. 152 vta, recurso de apelación contra sentencia de 
fs. 144/149 vta. 
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El Dr. Beecar Várela dijo: 

contrae! F.írS.? 0lf ', S0CÍedad ÉÉ^* Comt '™l « Industrial inició demanda 

nr:n F ^ 

fe3Pf*S&* l " ™P^™ declaraciones .juradas" que se ^ «2^ en 

Sfifrí * Ü£ ftpllrftción * crit "¡<* q« «demás debió .SSTLS 
pro tos ta, los anos subsiguientes. wr ' ™ JI> 

En su escrito de contestación el apoderado d£] Fisco Xacional íDi™**;** 
General Impositiva) opuso en primer defensa dT pV^npe ói r^o 

do la aceion para repehr el impuesto pagado por los años 1M4, SS^hS 
y 1G48, de aenerdo con lo que disponía el art^M ,] P | fl l PV II ¡¿u ' T 

K BL?S Tí° dC alffnn0S d,> 1os n,l,ros «""Pedidos en la 
misma, a «u jiiiem, pues, quedaba, como materia de la litis los rubro* reatantes 
por los anos no proscriptos (f?. 65/69). Ces ' 
En su sentencia el Sr. Juez a quo desestimó la defensa de prescripción opuesta 
e hiw> lugar a !a demanda con intereses y costas (fs. 144> P 

instancia^" fa "° " ^ d " d »' fet « - "™ en la 

enefLr^ 

$^¿S6g ,,H,,,lft ' ^ 3 "~ * B - — íd - - ™¿ 

ro.JtL^ií irha * ent ™' m s " ri T rt dpl sistP " m ^ ,, ^ >li^,,hl, ■ «• 

ZiliT ZMSP" ™ l!r Ín W*m n los réditos eled nados m,r la 

J SÍÍ cnslriSls r™» 1 "*!^ " «"terinre « llHli. sobre' uíil* 

s i«¡ hfet*!?^" ■** HP ", ? fi ^ *' dp,,i,lir «* ™ d(,hí ' ™derarse rom» 

extra órd „ri " m "i* 1 PJ T W,> ' numU> ** H'»*» a los beneficia 
extraordinarios correspondiente* ni ejereicio «uterior. 

airreldo 1 Í^K?, " í p ": s( - ri P eió "* del expediente administrativo 

J25ff 1 ? J «fM***** ««id™ P"r ta IWción I,npositiva 

foncepto de diferencia de impuesto por los años 1ÍU4. líUó v IfWfi. En juñio de 
ese nusmo ano -1 «8- dedujo recurso de repetición administrativo de eVimpor.c 
y del pagado ademas por el aim 1947, por un ^ dp ^ Mmtmfiv np ° r " 

nonní^n l"'" iV a mpl ' ad ° "* 2fi ,,P ' lp 1Wf >- P«r el pago corres- 

ÍLn f 1 ? r° SI,S Pf,fl ' l,,,s an,, ' ri »" 1 - a-npli/indolos respecto de Ins 

ÍS^L^hlS'S? 8 ' ^" tó * ''"P^'iva se expidiera a la 

LTSS^Í ^ ' HP ""* st " ,n(ls Plnnteadas. U falta de todo pronunciamiento 

eargn del 19 de diciembre de Iftí2. 

De 1- expuesto se desprende que por la totalidad de las sumas cuya devn- 

ZtvZZ^ tL^ 3U ' n0 ' la aCt0rn í dUÍ ° rwurfi '' s ^'"'niWra.ivos 

rtc repetición en término, sin que recayera decisión en los mismos. 

de «Si A M>n(l!C * IOn{ Tuf t r ° nt0 lo rí ' SÜ< ' lto ta Corte Suprema con feclm 26 

estudiar cuál de los dos planos fijados por el art. 53 de la lev 11.683 (fc o. IW7) 
debe aplicarse en la emergencia, toda ve?, que de acuerdo 'con la doctrina allí 
untada por el Alto Tribunal, el efecto interrnptivo de la RlSpdfpLft 
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KJ°Ji » d '<»™*tn>t¡vog * P miül1 ^ la iniciación de la demanda 

a cuenta „"T!lí ^ J" rrmV ' n flScal ' estil "° 1«e debe p robrar El pago 
a cuenta que Aponía «1 art. 6*, apartad.» III del decreto-lev 18 22S/4 I ™ ™™ 
I* ^edad un pago definitivo < Fallo* de ]a Corte Sop^Sr IS^Í 

b M ZÍto "i ™ví "a ? r Vm ^ m> ,^ ™ W Orminos del S 

¡firma n | uié di f m \lT t T '° ^ " ,,,aU,rÍa ■""P» * SU fu ™«» "« <i«<* 
T P i ' " HMll,l,w Un P* ht " d * «°bre debe interpre- 

tara a ley. lo ,,ue. por pr j„e¡p¡u, entá reservarlo al juzgador P 

3t2#Í. ■ T q " P dclH * ^'^'^ « »»tori» i.ii|Mm¡tiva, no cube duda, a i.ü 
Z ' í i flL ; i, ¡ i r" tr8H , no P« r *> H*» lo* impíos de que «e trata 

Las razone* H ue «gn, e el Sr. representante fiscal no desvirtúan, en ^.secuencia 
Ins hechan valer ,x»r el a quo en apoyo de su deciaión 

l-aee L,r ai eSl^ "í f* """i™»' f »»« «Hado, «alvo en cuanto 
Hace lugar al rubro a i,ue M refiere el punto b) del pariera lo ureeedente « 
cuyo J^pwto corresponde modificarlo JLrindi la ZSa; «fS^ 

fwSffift 1 "Si JW"» la «"t"»» ««irrid.. pues papera 
la <o»i totalidad de la aeeioit inicial <f s . liíti v to.), Las de la instancia tre< 
. «artas parte*, a cargo da la demandada, «"««nein, tre> 

L ° H f)nw ' **** y Oanrielli adhieren ,.or sus fundamento* al Voto prece- 



dente 



Por lo H uc resulta de la votación que instruye el acuerdo que antecede, «■ 
«nftnna 1„ aentenc» «pelada «alvo en cuanto resuelve que lo* pago* en con- 
«Pío ;dr impuro a loa re Utm efectuados por la sociedad demandante, eorr,,- 
í, í ' ViVT ™T «"t* 1 ""^ a l!Wti, Bobre utilidades „o distribuida* a los 

acciona, son cred.t.rs de la empresa comprendida en el activo conmutable 

l C T J re8P,,, " t0 r-TÍT, la d< "" ,,,nd *- Dw«r-o«. la» eoataa a cargo de 1. de- 
mandada, en su totalidad lo» de primera ínatancia y en tres cuartas partea las 
de la aleada. - J„ a « Cario» Bercar Varría. - Horario H. Hwdh. - Adolfo 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Hallándose en juego la interpretación de norma» federales 
los recursos extraordinarios concedidos a fs. 178 son procedentes. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional (0.O.I.) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya ha asumido 
unte V. E. ífs. 189) la defensa de sus intereses. Buenos Aires, 
L'4 de abril de 1958. — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de junio de 1960, 

Vistos los autos: "Rolf H.A.C. el. c/ Pisco Nacional (Dir. 
Oral. Impositivn) s ' repetición". 
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Considerando : 

I I Que la actora se agravia (fs. 174/175 y 183/188) en 
cuajito el a quo declara que no son créditos de la empresa, com- 
prendidos en el activo compntable a los efectos de la liquidación 
del impuesto a los beneficios extraordinarios, los pagos que efec- 
tuó en concepto de impuesto a los réditos, correspondientes a 
ejercicios anteriores al año 1946, sobre utilidades no distribuidas 
a los accionistas. Estima que tales pagos importan créditos de la 
sociedad, que integran el amplio concepto del capital de la empre- 
sa en el sentido de la ley de la materia (decretos-leyes 18.230/43 
y 21.402/44, ratificados por la ley 12.922, según ordenamiento 
dispuesto por el decreto 6209/52). Alude especialmente a la inte- 
ligencia que corresponde atribuir a los arts. 6» 7» y concordantes 
de la Reglamentación respectiva, como así también al dictamen 
pericial (fs, 123/130) en sn parte pertinente. 

2*) Que el agravio de la demandada (fs. 176/177 v 189/190) 
consiste en que la sentencia recurrida, acogiendo lo solicitado en 
la demanda, declara que el monto de los impuestos a los réditos 
y a los beneficios extraordinarios correspondientes a un ejercicio 

como pasivo inicial de tal ejer- 
cicio, sino que ha de computárselo en el pasivo inicial del ejercicio 
siguiente. Arguye que el cómputo de los mencionados impuestos, 
a los efectos indicados, no depende de su evigibUMad sino de la 
efutencta misma de la deuda, que se materializa al vencimiento 
del período fiscal. Agrega que, con el criterio del a quo, se provo- 
caría una inadmisible doble desgravaeión, porque la lev de 
impuesto a tos beneficios extraordinarios contribuye a aumentar 
el capital, at permitir que el contribuyente considere como tal el 
ñíi % de las utilidades computantes obtenidas en el ejercicio. 

3*) Que los recursos deducidos son procedentes, porque en 
la causa se lia cuestionado la inteligencia de normas de carácter 
federal y la decisión final ha sido adversa a los derechos que los 
apelantes fundan en dichas normas (art 14, inc. 3*, de la ley 48). 

4») Que los argumentos en que la actora fundamenta su 
agravio no alcanzan a conmover las razones que sustentan la 
sentencia apelada. El pago del impuesto a los réditos por utili- 
dades no distribuidas a los accionistas en los ejercicios anterio- 
res a 1946 no pasó de importar un crédito meramente hipotético 
contra estos, pues quedó supeditado, en el mejor de los casos, a la 
contingencia de que se hubiera decidido su ulterior distribución ; 
ÜÍÉS Unto ' tam P° co el Paffo del tributo al Fisco importó un 
crédito contra éste, aunque hubiera podido llegar a serlo en la 
hipótesis antes mencionada, contra el accionista. Tratóse, por 
tanto, de una erogación del ejercicio que debió ser imputada al 
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respectivo pasivo y como tal no susceptible de ser computada 
en el capital de la sociedad uctorn, a los fines de la determinación 
del impuesto a los beneficios extraordinarios. 

5*) Que el agravio de la demandada tampoco es procedente, 
pilos no es dudoso «|Ue sólo a partir del momento en que los 
impuestos a los réditos y a los beneficios extraordinarios se hacen 
exigióles y no antes, el importe de ellos configura, a los efectos 
que se debaten en esta causa, un pasivo para la sociedad, el cual 
lia de computarse, como tal, en el ejercicio siguiente y no at 
comienzo del que le precedió. 

Por filo, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia 
de los recursos concedidos a fs. 178. 

Benjamín Villeoa* Basavilbaso — 
Lvw María Boffi Bouuero — 
Peuro Aberastiby — RlCAKOO 

CoLOMBHER. 



S, A, TRICERRI 

¡tktTHSu m AMPARO. 

Cojín» pniii-ipui, Iti i'\i>ti'ihui i) r víh ]i«¡*nl jiiini t» lutt'la drl derecho debatido, 
:iu« cuando se Jv asigne fftndauientü constitucional, excluye el procedimiento 
excepcional constituido por Iti demanda de amparo. 

Rn conseetumcU, ésta es improcedente en el caso en que hi tirina apelante 
había interpuesto recurso de reconsideración nnte lo Junta Nacional de Gra- 
nos, rotura una de Ibm resoluciones cuestionadas, obteniendo — con posteriori- 
dad a Iti fecha en que dedujo la demanda de amparo— una división favorable; 
y, aunque en la misma fecha el citndo organismo dictó otra, cuyos termino* 
desvirtuaban los efectos de la anterior, el peticionante estuvo en condiciones 
ile ; :, iíar contra ella los recursos previstos por el art. 11 del decreto-ley 
I9.l¡9í/Í¡fi. 

Dictamen del Proclrador General 
Suprema Corte: 

Lo resuelto eu el xttb Índice por los pronunciamiento* de 
ambas instancias se ajusta a la jurisprudencia sentada por esa 
Corte en FhIIoh: 242: 300; 243: 55 y 423 entre otros, con arreglo 
H la cual lu existencia de vía legal para la tutela del derecho 
dehatiilo, aun cuando a este último se le asigne fundamento cons- 
titucional, excluye el procedimiento de excepción constituido por 
la demanda de amparo. 

Por otra parte, creo oportuno poner de manifiesto que, de 
estarse a lo manifestado por el recurrente en sus diferentes pre- 
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SÍSS !? r rth,P,lt,ÍH (, ° amarísima vía para la 

mpuff. a<nou de la rcsolueión do la Junta Xacional de Gran o¡ de 
«o so tratan autos, supina do la sitoaeión de urgida én aue 

tfldrt, dado que, al impedir la misma qim Tricerri S \ íf*o*L 
compras en un organismo que coma o antes "tado monnS * 
¿m»f^ «* .U producción agraria \\lT^Z p Zl U 
tana « dicha sociedad el desempeño do la actividad para cuto 
WWm fue croada exportación de cereales, oleádnosos v den 
vados-, oon los graves e irreparables perjuie o* oonsiLúeLT 
Oourre empero que a partir de la sanción dd decTcto ^1/ 
í¡» hllí '«do en el Boletín Oficial d*l día 16 de juHo de 1959 
aquella, circunstancias han variado fundamentalmente nu« d?' 

ffl i < del íiob orno Nacional do "diaponer las medidas míe «¿i 
Wm o raimen * acción de hmSSm^^^t 
totalidad do la producción agraria" (considerando i»* y a ?g 

S^^liSu^S i« 1 V7 du v 0, : os a ! « arantizar ****** 

wmm, paia lo cual la Junta Xaciona de Oranos intcrrr»ufrñ 

, W r W »,c™rfo Mro" (considerando i»), fija en s u ^ í 

S^S^ 08 garail t? ad - I»™ i- oomerdaliLión de a 
cosecha íbft/fiO, para seguidamente disponer en ra art. 2»; -Las 
ooporat.va. Agranas, aeopiadoros, corredores, industríale , J 

l»o Ifl Junta Nacional do Oranos queda facultada para adquirir 
los productos que se o ofrezcan cuando, por imprevistas f Sí 
ciono del morcado, la actividad privada no alcanzara a cubrir 
los valorea do garantía establecidos en el art 1* 

ración dítfEf^ *! en punto a Ia <'™erciali 

Mtótón de la producción agraria o] sistema de monopolio estatal 
<le que el apelante hiciera mérito, ha sido reemplazado Vr e l 
**¡M- de mercado libre. Consecuentemente, ^alvo p ™ba 
/"í" » tt0 »« -Quiera intentada (v. f*. 42*™ y 
o3) debe concluirse que a partir del 16 do julio do 1959 Tricerri 

a T condieiont * ->* eontiuúa catándolo- de con- 
, Pn vados, en forma directa, la adquisición 

Z SÉ y °l ea " I . nos ° s P«r« au venta en el exterior, ¿a decir, 
en eondwionei, de ejercer sin trabas ana actividades 

tpn " e orde ? d« ¡deas, entiendo que la aetora no puede aos- 
tener que la resolución 1099/56 de la Junta Nacional de Granos 
supone a esta altura un obstáculo al Ubre ejercicio de sus dere! 
olios de propiedad, de usar y disponer de ella y de comerciar, que 
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Je reconoce nuestra Curta. Al menos, deberá admitirse que las 
restricciones que a esas, o a otras garantías constitucionales, 
pueda causarle aquella decisión administrativa —de aceptarse que 
así sea— no le producen actualmente un daño a todas luces irre- 
parable, capaz de justificar que V. E. le otorgue en esta instancia 
el amparo que no ha obtenido en las ordinarias. 

A mérito de lo expuesto opino, pues, que corresponde deses- 
timar tas pretensiones sustentadas por la sociedad recurrente, lo 
cual, como es obvio, no obstará a que aquélla persiga por los 
procedimientos legislados la declaración de ilegalidad de la reso- 
lución 1099/56, y las reparaciones a que se crea con derecho, 
tfuenos Aires, 28 de abril de 1960. — Ramón Lascano. 

PALLO HE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de junio de 1960. 
Vistos los autos: "Tricerri S. A. s/ recurso de amparo . 
Considerando : 

1*) Que mediante Resolución 199/56, y sobre la base de la 
autorización concedida por el decreto-ley 9272 del 23 de mayo 
de 1956, el Interventor del ex Instituto Nacional de Granos y 
Elevadores dispuso suspender las relaciones comerciales con la 
firma Tricerri S. A., hasta tanto se conociese el resultado de la 
investigación que le concernía y se levantase la interdicción que 
pesaba sobre ella en mérito a lo dispuesto por el decreto-ley 
514S 55 (ver copia de fs. 4 5). ("orno a pesar de haberse dis- 
puesto el levantamiento de la interdicción mediante decreto del 
Poder Ejecutivo Nacional de fecha 4 de noviembre de 1958 
(n* 9308), la Junta Nacional de (¡ranos mantuvo la aludida sus- 
pensión, el apoderado general de Tricerri S. A. promovió deman- 
da de amparo a fin de que esa medida fuese dejada sin efecto, 
aduciendo, como fundamento, la circunstancia de que, ejerciendo 
el listado, por conducto de la Junta, el monopolio de la venta de 
«•créales, oleaginosos y derivados, y teniendo en cuenta que el 
objeto principal de la empresa consiste, justamente, en la comer- 
cialización de esa clase de productos, la prohibición impuesta pol- 
la Resolución 199 56, afecta, entre otros, los derechos asegurados 
por los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional. 

2*) Que en contestación al pedido de informes formulado 
por el Juez ile primera instancia, la Junta Nacional de Oranos 
hizo salier qm la resolución 199 56 había sido dejada .sin efecto 
por la resolución 1108 del 10 de diciembre de 1958, recaída en el 
expediente 1375 56 (que se halla agregado a estos autos por 
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fílenla sopanda ; voi is, Hü/HH de ios ítitatói P * ■ 

t«\ ante un nuevo reou.>nmi P nt« ■ i ? 1 ost0l '*»'mMi- 

fimo, Tricen-i s * ■."" pUC!,t0 110 °J«- r » r « I" sucesivo con la 
tribunal a nuo (f s 49) 7 qÜC le fue Podido por el 

.ranos con,™ la resolución 199/56 y obtuvo -Z TpoZSdad 
la tcel, cu que dedujo la demanda de amparo-Juña decisión 

^hotpSeT faV ° rah,e " SU8 < f * 

minos desvirtuaban lo» BSEa^JSJfftó^ tór ' 

aíS^lTSr^ S IdicSonet 

éc e lev fiM»? V "T," " PTOV¡StOS P° r *' »* 11 del 

J é ,i„ 1 V *' cl ' lo ™-""««lcinción ante ta .Junto 

a£m£?ZZ P^et *'^T' «»* «*~ni .V-¡oñ»7d e 
¡.¡E,. ... ■ 1 . floral y Contcnciosoadininistrntivo. Ks tain. 

mrraeeion formal consistente en la «usencia de "previo sumar o " 
nn,"o " Sf,Í, ° * h,, ' P "°" W *' « W cxt'raordi- 

«') Que en osas condiciones, existiendo en el caso vías uro 
•esales aptas para obtener la tutela do los derechos invoZl» 
"s .,ue mclnso, fueron en parte utilizada- por el nctorTde-' 

Z ft.ll.fa,*" d , hf ' M r a ' M - »■•«»■**• con a reilo a ur 
7¡m¡)* ""'"P"" 1 ''"™ *¡ «*< Corté (Fallos: 242: MO, 434 

Por ello, y lo dictniiiiniido por el Señor Procurador Oenernl 

" ,1> """ ,H " "• H """" •■" w SS ' w 



Benjamín^ ru.r.EGAa Basavilhaso — 
AitisrÓHCLO D. Aiúoz de Lamadkjd 
— Luis María Boffi Boheirro — 
Julio Oyhajtaiite. 
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S. A. PAPELERA "EL LITORAL" 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Compete»** pfH al. Dttitot M particular. 
Ch 711* ¡hn fondo». 

El delito ile libramiento de chique sin provisión de fondos comete en «1 
tullir <>n ipie fui entregado el cheque, el cual determina la competencia para 
«unoeer del respectivo proceso. 



Dictamen ukl Phocliudor General 

Suprema Corto ¡ 

El cheque al que He refiere lti presente causa habría sido 
entregado en pago en la eiudad de Santa Fe. En consecuencia, 
y de conformidad con la doctrina sentada por V. E. (Palios: 236: 
57 y los allí citados} es competente la justicia de aquella ciudad 
pura entender en la presunta infracción al art. 302 del Código 
Penal. 

En tal sentido corresponde, pues, dirimir la presente contien- 
da. Buenos Aires, 25 de novi mbre de 195H. — Ramón Lascatw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de junio de l!Miü. 
Autos v- vistos; considerando: 

Que* COlljü dictuuiimi el Señor Procurador íieneral, esta 
) orle ha resucito reiteradamente que el delito de libramiento 
de cheque sin provisión de fondos se comete en el Injíar donde 
fué entregado el cheque, cuyos jueces son los competentes para 
conocer del respectivo proceso —Fallos: Ü36: 57, los allí citados, 
í»o" y otros—. 

Que, como lo señalan las resoluciones de fa. 21 y 23, en el 
caso de autos la entrega del cheque habría ocurrido en juris- 
dicción del Juzgado Correccional de Segunda Nominación de la 
Cindad de Santa Fe, a quien corresponde, en consecuencia, cono- 
cer de esta cansa* 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Correccional de Segunda Nominación 
de la Ciudad de Santa Fe es el competente para conocer de la 
presente causa. Remítansele los autos y hágase saber en la forma 
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n\ Sr. Jnefc Xaeiontil ei) I., ( 'nm-reiotia! de ta Capital 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AlllSTÚlít-Lí) 1). AüÁnü DE LaMAMUI) 

— Julio Ovhanaktk — Etranto 

AliKKASTIliV — K [CARDO ('OI.OM- 
MltKS, 



PATBOtfATO XM in.XAL, 

arreglo „ ella cobre el Patronato Narimml. corresponde q«e la Corte Suprema 
pres r su cuerdo ,«,„• que él Poder Ejecutivo roneeda el pase „ Ja Bula 

por In «mal el Si, Pontfftee instituye a Monseñor Qé( Vietnrio Bonamín 

Auxiliar del Arwduspo de Buenos Air™, y | e eonlicre b dignidad de Obisno 
T ' tu '«'- -I" BSI n f» Mm.riLi.ii, (Yanrieiu* (i ), ^ 



MONSEÑOR LKOXAli DO GREGORIO GALLARDO HEREDIA 

Con lu reservas que emana» de la Constitución y de las leyes dictadas ron 
arreglo a illa M>bn> el Patronato Nacional, corresponde que la Corte Supre- 
ma preste su acuerda |>arn que el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Rula 
par ta «al el Sumo Pontífice instituye a Monseñor Leonardo Gregorio Ga- 
llardo lleredia Auxiliar del Arzobispo de 1„ An|uidióceids de San Joan de 

p'í'V ni"?)"" ,,ÍRnid,hl '''' 0bis1 '" TÍ,Jlílr dp w, i«>""« ¿i i" i*'«*¡« 



MONSEÑOR HGGTOK MOISES KLANCIIOCD 

VATROS ATO NACIONAL. 

Cnn las reserva* que emanan de la Constitución y de lu leyes dictadas con 
arreglo a ella sobre él Patronato Winiml, corresponde que la* Corte Suprema 
preste su acuerdo mua í( ue M Poder Ejecutivo conceda el pase a la Rula por 
la cual el Sumo Pontífice instituye n Monseñor Üoctor Moisés Rlanclmuil 
Auxiliar de! Obispo de I-, Diócesis de Río Cuarto v le confiere la dignidad 
de Ol,is|>o Titular de Relnli (*), W 



<•> 3 tic junio. Palios: 129: 1S7. 

(2) 3 do junio, Fiilloa: 129. 

(*) ¡t de junio. Filloa; 129: 137. 



4,5 rAUAiñ DE LA OOKTB SUPREMA 

EDIFICIO AVENIDA ItOyCE SAENZ PESA N* 1174 

SÜPBHÍNTimDENCIA. 

Dado ,,ut. el inmueble c» cuestión, arrendado en Í945 aJ Ministerio de tufe* 
tria y ímurmo, tue transferí*, al Poder Judicial de ta Nación medíanle el 
decreto del Poder Ejecutivo „♦ lüJ>W/59. que tiene n su f.vor la presumió.! 
de validez ante la .mpujínnción de la tranaferencia, por parte de los propie- 
tarios, y la opoaieión ,ie éstos a tranquear la entrada, corresponde requerir 
del I oder Ejecutivo adopte las andidas pertinente* para el efectivo ni'nnli- 
i.nento del decreto mencionado y de los Inalados de onanismos judicial... 

("o. 

lo* derechos «pie entiendan asistirles. 



interno rtei .lecreto mencionado y de los traslados de organismos judiciales 
depuestos en su consecuencia por la Corte Suprema. Ello, sin perjuicio de 
-pie os proptitanos hagan valer, por ¡a vía y en la forma que corresponda 

lo-¡ derechos im>> i'iit minl, ^¡^ti^l...- 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, :i de jt 



< 'ousidemudo: 

Que segtfn resulta del presente expediente de Supcriiiteuden- 
cm "K. 1097 Efti/5*>", e] Tribunal, con arreglo al ofrecimiento for- 
mulado por el Ministerio de Educación y Justicia, partí destituir 
ni Poder .ítidieial varias plantas tlol edificio de la Avila. Hoque 
Sáenz Peña UT4. dispuso la instalación en éste de diversos orga- 
nismos judiciales, la que debía hacerse efectiva formalizada que 
fuera la afectación del inmueble —resolución de Jfi de octubre 
de lü.íil— . 

Que, con fecha 1(1 de diciembre último, el Poder Ejecutivo 
dictó el decreto K¡.:>t)4, cayo artículo V dispone: "Transfiérese 

al Poder Judicial de la Nación, por intermedio de la Corte Supre- 
ma de Justicia, el edificio ubicado cu la Diagonal Presidente 
Roque Sáenz Pena 1174 de esta Capital Federal, de propiedad 
de María Bstela Bcnchaya de Benehaya y José Alberto Botbol, 
junto cotí la documentación respectiva, cuy -s contratos de loca- 
ción fueron oportunamente celebrados por la ex Secretaría de 
Industria y Comercio en nombre del Kstado Nacional". 

Que Ion señores José Botbol, Alberto Botbol V Santos Ben- 
cbaya se presentaron unte el Tribunal, el !l de mayo último, invo- 
eando bu carácter de propietarios del edificio mencionado, inniii- 
festaudo .pie éste fué arrendado en el año 1*140 al Ministerio de 
Industria y Comercio, y que la transferencia al Ministerio de 
Educación y Justicia importó violación de una cláusula contrac- 
tual referente al use» a que debía destinarse el inmueble. Por ello, 
hicieron presente haber cursado telegrama al Sr. Ministro <le 
Educación y Justicia impugnando la transferencia y anunciando 
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la iniciación de acciones por incumplimiento de contrato y des- 
alojo. 

Ej] Tribunal, con fundamento en el referido decreto 1(í."><)4/59, 
desestimó el pedirlo formulado en dicha presentación, ile dejarse 
sin efecto los traslado* do organismos judiciales, ya dispuestos. 

Yin posterior presentación, los propietarios solicitan se ten- 
ga presente el telegrama cursado a las Secretarías de Industria 
y Comercio en el que peticionan la entrega de algunos de los 
loeales del edificio, con invocación de la ley 14.821 (art. 23), 

(¿ue el precedente informe de Secretaría pone en conocimien- 
to de esta Corte que el encargado del edificio ha impedido el 
acceso al personal (pie debía efectuar trabajos previos a las mu- 
danzas ordenadas, como asimismo que el letrado — (]uc invocando 
el carácter de representante de los propietarios concurrió a Se- 
cretaría — ha expresado que el impedimento al acceso ha sido 
ordenado por los propietarios y que sólo se libraría la entrada 
mediando orden escrita de la Secretaría de Comercio, sin indicar 
que las dependencias que han de instalarse en el inmueble son 
judiciales. 

<¿ue, como surge de los antecedentes relacionados, la afecta- 
ción al Poder Judicial del edificio de que se trata ha sido dis- 
puesta por un decreto del Poder Ejecutivo, el que, con arreglo 
n la doctrina de Fallos; lflO; 142, tiene a su favor la presunción 
de validez. 

Qne las plantas del edificio, objeto de ese decreto, han sido 
destinadas a la instalación de tribunales y organismos judiciales, 
a fin de asegurar su regular funcionamiento, hallándose la Direc- 
ción Administrativa y Contable del Poder Judicial en posesión 
de las llnves correspondientes a los pisos quinto, séptimo, octavo 
y noveno, cuya desocupación por la Secretaría de Comercio ha 
tenido lugar a partir del 15 de febrero —informe de la Dirección 
Administrativa y ("entable de fojas 28 y ,*l — , 

Que, en consecuencia, deben disponerse las medidas perti- 
nentes para el efectivo cumplimiento de las disposiciones adop- 
tadas por el Tribunal sobre la base del decreto del Poder Ejecu- 
tivo lb\">04/5í). Kilo, sin perjuicio de que los propietarios bagan 
valer, por la vía y en la forma que corresponda, los derechos que 
entienden asistirles. 

Por ello, se resuelve: 

1°) Rei|uerir del Poder Ejecutivo adopte las medidas perti- 
nentes para el efectivo cumplimiento del decreto 16.504/5M y de 
los traslados de organismos judiciales dispuestos, en su conse- 
cuencia, por el Tribunal. 
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- w ) Dejar a salvo los derechos y acciones que puedan co- 
rresponder a los propietarios del inmueble ¡i que se refiere dicho 
decreto, y hacerles saber la presente resolución. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
— Ji'Lio Oyhasarte — Pedro 
Abekasti hy — Ricardo Oolom- 

BEES. 



< r KI¡1*< j MEDICO FORENSE 

rutnros. 

La iota rirc iiijsiHiii'ijt de que luí Nii'iiiro se desempeña vn funciones vinculadas 

* ni-tiviilHil del Podét Judicial -en el «uso, especia listas que midan 

iiíhki inixilijii.-w ijf] Cuerpo Medico Forense-- lo inhabilita para actuar como 
jicritti médico <U> la Justicia Xni-i d, sen de oficio o n propuesta de par- 
le ( ! I. 



HECTOR J. MODARELL1 

/'/•■«/ mv. 

La >f>l:i eircunrtancifl de que t-l médiro que solicita la autorización reviste 
En el Cuerpo Médico Forense y. en tanto, médico de reconocimientos, desem- 
peñe rumiones víiK-iihichiM eon Iíi actividad del Poder Judicial, lo inhabilita 
¡uiriL actuar como perito médico en la Justicia Nacional, sea de oficio o a 
propuesta de part« < a ). 



IMS F. ACUSA 

Si 'i'KKIXThWDKSCl . I . 

Dado que. la Cámara, al sancionar al letrado recurrente, se limitó n disponer 
se comunicara itl Jefe de lfl Puliría I) los fines del cumplimiento de la 
sanción ( ,uc el profesional se bahía ti.ii>! ituíilo arrestado en su domicilio, 
la cuestión atinente a la forma en que la ttinsi^na policial se hizo 
es extraña n la superintendencia de la Curte Suprema 



(•) 3 ilc jimio. 
(3) » de junio. 
(') 3 <1e juiiin. 
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(TEUPO MEDICO KOHEN'KK 

I'KIti'iOS, 

Con urrt'iili) a lo dispuesto cu et mi. !** tic la Acordada del *J!t de iibril di' l»ñ!>. 
corresponde declarar desierto el concurso dispuesto por Acordada del 17 de 
junio del mismo uño, en cuanto ni enr^o de Ayudante di' Laboratorio de Aná- 
lisis Químicos y Hiictcriulópifcis, habida cuenta qae In Junta Calificadora 
dentro de mi régimen de calificaciones de sobresaliente, excelente y muy bue- 
no— sólo incluyó a dos de bis profesionales inscriptos, adjudicándoles la enlili- 
ración menor; usí como también la importante labor de colaboración ron el 
perito químico qtW corresponde al titular del i-arpo a proveerse, y en parti- 
cular bu especialisunión en toiicologít (' ). 



MARIA ISABEL SCAPFAKOSK i.k OCClllOSKHu 

RECURSO EX TRAORÍHXA RlU: Requisito» propia», Cue»tÍ4n federal, fue*, 
(iones fedérate* simple* Interpretación de Jan leyes federales. Leyes fedérate* de 
earáeter proeemL 

La resolución de] tribunal de alzada que declara i 111 precedente el recurso con- 
cedido para ante el mismo, es irrevisible en la instancia extraordinaria. 
En consecuencia, no procede el recurso extraordinario fondado en la afir- 
mación de que se discute la inteligencia del decreto-ley l.'I.937/4(i, si ln Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo desestimó el recurso deducido contra la 
resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, por contemplar este 
pronunciamiento tan sólo cuestiones de becho v prueba ajenas a ta esfera del 
nrt. 14 fie le ley 14.230, 

RECURSO EXTRAOfíiHXARlO: RetvluetíH. Limites riW pronunciamiento. 

Por no haberse formulado impugnación nlgrmn id res| t», no cabe pronun- 
ciamiento acerva de la compatibilidad de la nr^umentaciói. ipie ln Cámara 
emplea pura desestimar el recurso deducido contra ln resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social, y ln letra expresa del nrt. 14 de la ley 14.1í:t(i. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema ('tute : 

Kl recurso ex t ruó ni ¡na río deducido ti fs. 113 resulta, a mi 
juicio, improcedente y, eu consecuencia, ha sido mal concedido a 
fs. 118, toda vez que ha sido interpuesto contra la resolución de 
fs. 100 que decide un punto de naturaleza procesal con apoyo en 
circunstancias de hecho y prueba, todo lo cual constituye materia 
irrevisible por la vía del remedio federal intentado. Buenos Ai- 
res, 20 de octubre de 1958. — Ramón Lascano. 



(1) :¡ de jnnie. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



F Al, Lo [)E LA CORTE Sl'PREMA 

Buenos Aires, tí do junio de 1960. 

Visto* los autos: "Oeehicmero, María Isabel Scapparone de 
s/ .inhibieron". 

Conside raudo: 

Que eontra la resolución de fs. 95 vta. por la que el Instituto 
Nacional de Previsión Social confirmó la denegación del beneficio 
solicitado en autos, la interesada interpuso recurso para ante la 
* 'limara Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Capital, de 
conformidad con lo previsto por el art. 14 de la lev 14.2:16 (fs 
99 102). 

Que, a fs. 109/ 110, dicha Cámara desestimó el recurso deduci- 
do, basándose, principalmente, en las razones expresadas por el 
Sr. Procurador General del f rabajo, según las cuales la resolu- 
ción administrativa objetada contempla tan sólo cuestiones de 
hecho y prueba, ajenas a la esfera del precitado art. 14 (fs. 107/ 
108). 

Que, asimismo, el Sr. Juez preopinante, a cuyo voto adhirieron 
los demás miembros del Tribunal, formuló consideraciones cmn- 
ciaentes con el criterio del mencionado Instituto, atinentes a lo 
discutido y probado en la instancia administrativa 

Que, en tales condiciones, es manifiesta la improcedencia del 
recurso extraordinario intentado a fs. 113/117, al que se lo funda 
en el aserto de que "está en tela de juicio la inteligencia <'ol de- 
creto-ley 13.937/46". Esta afirmación, en efecto, es inexacta, 
según resulta de lo expuesto, toda vez que lo decidido en la causa 
versa, exclusivamente, sobre cuestiones extrañas a la instancia 
extraordinaria (Fallos; i>43: 383 y otros). 

Que en cuanto a la compatibilidad de ta argumentación in- 
dicadíi en el considerando IV — <,ue la Cámara emplea para apovar, 
a mayor abundamiento, sus conclusiones— y la letra expresa' del 
ílH. 14 de la ley 14. 1*36, no cabe pronunciamiento por no haberse 
formulado impugnación alguna a su respecto. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador ííe- 
n.-ial, se dc lara improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido ¡i P». US, 

Aristóbi lo I). Aháoz he Lamaiuíii» — 
Jumo Oyhanahte — Peihio Abe- 
ltASTLMIY — RlCAHUO Colomiuies. 
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JACOBO WA(íEN"NAH 



JVHlsnnrwy Y ( 'OM PE TESCI A: Compete*™ nacional Cüm^Uncüi m 
j/imirm ,1c lo f «ríe S u ,^ mfl . A.jmlr* dipiamétin* „ im hns. Embajador™ „ 
ministrn* rrlranjcras. 



ra 



No media ¡a contornudud expresa exigida por la ley orgánica rigente pa,„ 
MU*, m diplornáUco extranjero 8ü a sometido » juicio ante la Corte Suprema 
cuando, habiéndose librado el oficio de práctica „1 Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto» lian transcurrido casi do* años sin recibirse contestación 
de In hmbajada respectiva mmirida al efertc. (•). 



H. A. COMPAÑIA INMOBILIARIA LIBERTAD 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Principio* ./vueralr». 

No procede el recurso extraordinario, <><m tunda menta en lo dispuesto en el 
nrt. 7 de la ley 4nT*j, cuando simplemente se manifiesta uue el pa«o de la 
inulta im puerta f ué exigido en forma compulsiva. Ello es bbí tanto más si, 
al Éieettnat el pago aludido, no se formuló reserva alguna del recurso. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Priwripio* t/cneratr*. 

1m posibilidad de la apertura del recurso extraordinario, en supuesto** en que 
el cumplimiento de la sentencia no importa acatamiento de In misma, no im- 
pide que tal circunstancia deba resultar de las actuaciones « ser objeto de 
razonable justificación. 



Dictamen del Phogubaboh General 

i 

Suprema Corte: 

Mediante el remedio federal intentado, in pin te que trae esta 
queja pretende la devolución del importe de la multa a que lo 
condena ra el Tribunal Municipal de Faltas y cuyo pa^o ha hecho 
efectivo el interesado sejnín expresa manifestación suya. 

Kn estas condiciones, el recurso extraordinario resulta im- 
procedente, pues lo contrario valdría tanto como admitir una ac- 
ción de repetición tramitada por vía de remedio procesal. 

Cabría Agregar a ello que la mera reserva del caso federal, 
formulada en el acto de la audiencia, es insuficiente a los efectos 
del debido y oportuno planteamiento de la cuestión constitucional 
ijue se pretende' someter a V. K. 

Opino, por tanto, que corresponde desestimar esta presenta- 
.-uní directa. Rueños Aires, 11 tic mayo de IWül. — Ramón Ims- 

CUHO. 



(,1) ü dfl junio. 



M 
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FALU) ÜE LA OMITE StTltEMA 

Buenos Aires, tí de junio de lí>6U 

Vistos los Autos; "Recurso de kceho deducido por la infrac- 
tora en la causa Compañía Inmobiliaria Libertad S. A. s/ recurre 
ante resolución del Sr. Juez Municipal de Paitas a cargo del Juz- 
gado X*8 de esta Capital (causa n 9 51o.544 B.)'\ para decidir so- 
bré su procedencia. 

. V considerando: 

<¿ue la simple manifestación de que el pago de la multa im- 
puesta fué exigida compulsivamente no autoriza el otorgamiento 
del recurso extraordinario con fundamento en lo dispuesto por 
el art. 7 de la ley 4055. 

Que la posibilidad de la apertura del recurso en supuestos 
en epe el cumplimiento (le la sentencia no importe aeatamiciuo 
de la misma, como ocarrió en Fallos: li>3 : 408, no impide que la 
circunstancia señalada delia resultar de las actuaciones o por lo 
menos, ser objeto de razonable justificación. 

(¿ue ni en oportunidad de la interposición del recurso extra- 
ordinario —agregado a los autos principales— ni en la queja se 
cumple el recaudo mencionado, en cuanto en ambos el peticionan- 
te se limita a la manifestación antes recordada. Xo resulta, pol- 
lo demás, »pie en ocasión del pago se haya formulado reserva 
alguna del recurso. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

AmsTÚitcho I). AitÁoz de Lamaoiíiu — 
Jruo tíviiANAiiTK — Pedro Abr- 

HASTl'RV — RlCAHÍHl Coi.OMBKRS. 



W. A. DELBENE ítwoe. v SABIA Ivptt*. 

mX.STfTt ( tif.\ & AfflOS AL: Derechos tf gura.*!**. Üefrwi en ¡nido. Proce- 
dimiento ti urnWnritt. 

Iji restricción Av \a <ieívn*n <>n el procedí miciitn ¡nhiiiiiistrativrt i»s subsanable 
i n el posterior trámite judicial. 

HECVRSO EXTBAORPINAHtO: fí^nmtos pro,»™. Cationes >,„ federóte*, 
i itfxtttiHes rompU jaii no fedérale*. 

\m sanción de la* infracciones a ln« leyes «¡ue reprime» el agio, por iiplicación 
d* tas norma* vientes en ocasión <1el hecho, ni> constituye especial cuestión 
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tDiintitu.iiiiuil. Kh efecto, »o I*' es el upart. «míenlo del principio eonMgMdo 
en el art. J del t'ódji*ii Pena!, fof íf «¡rde» común, ni tumpwo lo dispuesto 
en i'l mi. - do tu ley I4.;Vi!). de urde» lo^al iiiifiotia). 

RETRO ACTl VI DAD. 

VA jmdtlciiiu de lu in etiouitividud de lu ley, tal voiuu lo contempla el url. 1S 
de la Constitución Nacional al excluir lu» Il*v«h 'Vx poat tacto", es ajeno h 
I» sanción del agiotaje según las leyes rigentes en ocasión de cometerse la 
infracción. 

PRECIOS MAXIMOS. 

Kl régimen jurídico propio de lu» infracciones u las leyes de agiotaje cu 
mientra fundamento en lo o,ue dispone el art. 2 de la ley 14.440, en la tiatu- 
ralesa de las norma* de euya uplieación se trata y en la jurisprudencia de 
la Corte sobre la materia. 



Dictamen i>el Procurador General 

Suprema forte: 

Sostiene el recurrente que tanto al condenar a su represen 
Inda sin previamente brindarle oportunidad de defensa, como al 
funda rse en una ley sin vigencia al momento de ser dictada, la 
sentencia obrante a fs. 55 del principal ha desconocido en perjui- 
cio de aquélla la garantía que consagra el art. 18 de la Constitu- 
eión Xucionul. 

A efectos de examinar esos agravios, que a mi juicio confi- 
guran cuestión federal suficiente, estimo que corresponde hacer 
lugar a esta presentación directa motivada por la denegatoria de 

f*. 63, Buenos Aires, 31 de marzo de 1960. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la infrac- 
tora en la causa Delbene linos, y Sabia Ltda. S. A. s/ supuesta 
infracción a la ley provincial 1+1", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Y considerando: 

Que la violación alegada de la defensa en juicio no sustenta, 
en el e,\so, la apelación. Ocurre, en efecto, que durante el trámite 
judicial del expediente, en el que intervino el representante de la 
firma demandada, se le concedió oportunidad para expresar agra- 
vios respecto de la resolución administrativa — fs. 41 vta — y se 
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le dió oportunidad para producir prueba -fs. 51- que Il0 fué 
usada, fcn tules condiciones, puesto que la restricción de la de- 
fensa en el procedimiento > administrativo es subsanable en el pos- 
tenor tramite judicial -Fallos: m, 540 y sus citas- no recita 
de lo ac nado restricción sustancial a Ih defensa que autorice el 
otorgamiento de la apelación. 

Que la sanción de las infracciones a la* leyes que reprimen 
el agio, por aplicación de las vigentes en ocasión leí hecho, no 
constituye especal cuestión constituya!. Porque no es tal el 
apartamiento del principio del «rt. I deíVódigo Penal, que es lev 

Z í ,r í en :?L n " ,, \ m su , stenta el «™«o lo Apuesto por el art. I 
de la ley 14 ^ de orden local nacional. Y el problema de la irre- 
roHet.vidad de la ley penal, tal como lo contempla el art. 18 de la 
Constitución Nacional al excluir las leves "ex p0 st faeto" e* 
ajeno al punto en debate. ' . 

Que lo que en rigor resulta de la sentencia apelada, a saber: 
el régimen jurídico propio de las infracciones a las leyes de agio- 
«je ^centra fundamento en lo dispuesto en el art, 2 de la lev 
4.44» y en la jurisprudencia de esta forte v en la naturaleza d'e 
las normas ih cuya aplicación se trata —Fallos: 243- "76— A 
eate respecto los agravios espresados por el rceurrcnte'a fs.' 59 
do Jos autos principales no proponen cuestión federal hastaníe 
para sustentar la apelación. 

Por ello .habiendo dictaminad.» el Sr. Procurador (¡eneral, 
se desestima la precedente queja, 

AniSTÓBl Mt 0. Abaos I1K Lamai>hh> — 
, $üÚ0 Ovn-AXAitTE — Peoro Abe- 

ItASTl-KV — RlCAItlTO C'OLOM RitES. 



IMlOVINVM r.-; BIKNOS AIKKS v. OSVALDO .). HUSNO 

U ii M.lm imi rte !n Ittiticifl del trabaju províadal que» «ftt bn*- oh rinun». 

tPiim* ,|, h.vlm -.». v. ^n- i, diuiniidj, s«.bn> un ,,rnnwl„ rural sino snh,«. 

UI1 dejms,!., -mi lNíii,.niii rn-fiam I,, j,u,„nj M 4c.|».in do ,iur¡sdi«-ió nsta 

■ T¿ lv, " m '»""' * msu«-n>tibU. ,1,. rwuiw» ^traordinnrm nm ti iti tu 

£ , ^"f^ ;' ,, 7.' , ;»"¡<"'»l líe I» m»m vn juicio, ,,„,. ffllw de rrla^'m 
Hiri'i lii (-un ]u <!i'i i(|iilii ( ' ), 



i'i '! .1.- jimio. H':il|(i<: ]7s : ;!.s:¡ ¡ atl. 
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H l T GO PALCOS V Cía. v. S. A. ELI AS MALAMII) ■ Hijos. 

RECIRSO EXTRAORDINARIO: Requisito.-, palios. Tribunal Superior. 

Las deficiencias dd I 'u lio de primera instancia, cualesquiera que hayan sido, 
no sustentan el recurso extraordinario contra el pronunciamiento de la al- 
zada 



ADELAIDA GARCIA i* GONZALEZ MONOE v. JUAN ALVAREZ 

GOMEZ y Otw» 

RECURSO EX TRA ORDIX A RIO i Requisito* propios. Cuestiones no federaos 
Interpretación de normas tócate* de procedimientos. Doble instancia 1/ recursos. 

La» decisiones que declara» na haber Lugar al recurso de inaplicabilidad de 
ley, establecido en el urt 28 del decreto-ley 1285756, son insuáceptibEes de 
apelación extraordinaria. La corrección de la posible contradicción de juris- 
prudencia de las Salas ha sido encomendada por aquél a las Cámara* Nacio- 
nales en pleno (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita* propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norma-i Ufenle» de procedimiento*. Doble instancia y recursos. 

La cuestión atinente a la vía para obtener la intervención del tribunal plena rio, 
es punto ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 



BLAS TA BEATRIZ FIOL oe. JARDON y Orww v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propins. Cuestiones uo federóles. 
Exclusión dr las cuestiones de hecho. Transporte. 

El pronunciamiento (¡ue di ría ra la incompetencia de la justicia del trabajo 
para conocer en la demanda sobre iiidemiiizucióti redamada por el falleci- 
uiieiitn de un militar, en activiilud. que piloteaba un avión de las Líneas Aéreas 
del Estado < L- A. D. E.j, en razón de no mediar relación laboral sino de 
derecho público y ile liaherse producido el accidente mientras aquél cumplía 
órdenes del comando militar, tiene fundamentos de hecho y de orden no federal 
que son irrevisihleK en ln instancia extraordinaria (*), 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos pr»/>íu*. Resolución contraria, 

L:i Sentencia que declara la incom pe leticia de los jueces lahoratc*, para en- 
tender cu l-i déuutnda sobre indeuinüación entablada n raí/, de la muerte de 
un piloto militar ocurrida en actn de servicio, no importa privación del fuero 
federal, en los tcrmjiin* de la jurisprudencia ile la Corte. 



t) fi de juiii-i. 
(i ¡le jimio. 
fSi t¡ «le. juiiid. 



H 
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RECURSO EXTRAORDINARIO ; Rehilos propios. PutHUmté *„ f «Irruir,. 
Sentencias arhttraruu. Prntapion gtnetahu. 

A la sentencia ijue se encuentra suficientemente tundada, en razón de „er ¡n- 
susceptible de descali fieaeión romo seto judicial, no le alcanza la jurispru- 
dencia establecida en materia He arbitrariedad. 



JUSTO JOSE ANTONIO LORENZO ANTONIO OALVEZ LAS HEHAS 

TRIRVSA LES PRO VfXClA t.ES. 

I -" «I'»™!'' « I» integración ib- lm tribunales, locóles en cuestión regid» por la 
Com-titiición y las leves de las provincias respectivas que. según lo dispone 
el art. IO.t de la CoiwMiMHÓn Nacional, se dan sus propias instituciones v si- 
rigen por ellas, sin intervención del Gobierno Federal, 

Rtt l ltStl EXTR.UiRIHXARtQ: RtquúUoa prr.piu». Cnrrttom» no fedrrtlr*. 
Inf rprrUuwn «V MWNUM t , «río* lornlr* m general. 

U> referente n In subsistencia de la condición de jueces de los integrantes del 
tribunal de la causa, con arreglo a los términos de las normas de ta Constitu- 
ción de la Provincia de Han Juan invocadas por el recurrente, es punto ajeno 
a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. Ello es. «sí, incluso en lo atinente 
.■i los rfertiN. en el tiempo, de la renuncia de uno de los componentes de 
aquel cuerpo. 

t dXSirn t H>\ XACIttXA..: /íerr.-U, „ .(«ranti»*. l>,U-»*n ,» ¡ H ¡rio. j>„ 
tmtwr if juérr* *at*ttttet, 

L. naraiitia .nn4ilii.-ir.iiit] ile to> Jíi.'.i- i. a tim.1 es sufriría ti-ravin ,¡ | t)s nc- 
uoru.s de l..s particulares se decidieran p., r ..iti.ne». por error o abuso, pre- 
tendieran ser magistrados judiciales. 

REI TUSO EXTRAORDINARIO: BgjpMM prepim, rWnwa m« Mernln. 
InUrpretatUn de norma» ft tu tus Inmlrs en ijeneral. 

\a\> senten. jas «pie deciden cuestiones de estricto carácter local, como son los 
a! mentes a] término del nuindato de tos jueces provinciales, son irrevisíbles 
por vía del recurso extraordinario mn fundamento en la ira ra ni ía de los jneces 
naturales. 

FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de junio de 1ÍW0. 

hiatos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Lorenzo, Justo José Antonio e/ Qálvez Las Horas, 
Antonio", para decidir sobre su procedencia. 

(¿ue Jo atinente a la integración de los tribunales lot-ales es 
cuestión regida por la Constitución y las leyes de la provincia 
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respectiva que, según lo, dispone el art 105 de la Constitución Na- 
cional se dan sus propias instituciones y se rigen por 7C sin 
intervención del Gobierno Federal 1 ' 

Que de consiguiente lo que hace a la subsistencia de la con- 

m do a d ' 108 t?***®** del Mbm * de la causa, con 

arreglo a los términos de las normas provinciales invocada* .,nr 

* ™ite, es punto ajeno a la Jlif^ffiSS^ 1 ! 
esta t orte incluso en lo atinente a los efectos, en el tiempo de la 
^nunca de nno de los componentes de aquel cuerpo . ' 
les subiría IZu • gIl - a , míl1 CM ^™<>^ de los jueces natum- 

eian por fallo de quienes, por error o abuso, pretendieran ser 
uagi rados jud.ciales -Palios: 183 . ^ Tanto 
nza la revisión por esta Corte, de las sentencias que deciden 

rummo de l mandato de los jueces provinciales, con arreirlo al 

CW EfM Inism ° <*™ ter I™ rigen Tpunto 

7 ( faUes: 232: fflS*-. En tales condiciones, no median- 

do aibtranedad que, por lo demás, no se invoca expresamente 
en la queja, esta debe ser desestimada 

Por ello se desestima la precedente q t .eja. 



AWSTÓBI-MI D. AhÁOZ DE LAMADltlO — 

Julio Oyhaxahte — Peuro AllK- 

HAHTUrY — 



MAIZTKOn 

S^f^!^^ 44 ^^ ******* «» fedérate. 

Interpretan de normas y arfo» lócale* en general I 

U ,|,ÍUHula del art. 14 (nu.vo, de la Constitución Nacioüal, ,„„ arreglo i la 
cual la ley aburará la estabilidad del empleado público, no Wu ira 

RECL USO KXTRAORÜISARlO: Requisito* umufo* í Wí™. , * a , 
Interpretación de nvrnas „ tlt ,os W,í e» ¡eñerT t'*™**' 

L» atinente a 1„ índole de la., faeultade» reservada* por )a ley 3289 de la 
Prov.nm de Entre Río. al Poder Ejecutivo local, eI1 7anto no M ™ J¡one 
su validez constitucional, es invisible por la Corte ™» h*Z¿Z í 
la nl'irmn«A» ,i , t ./ , ™ l - one « "° Bastando fi esos fines 



.vt 
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Dictamen niti. Procchaihuí Uenehai. 

Suprema Corte: 

Kl Superior Tribunal de Kntre Ríos so declaró incompetente 
para conocer en la queja interpuesta por don líoracio Martín 
Maiztegni con respecto a la denegatoria del recurso contencioso 
administrativo deducido por el interesado contra el decreto del 
Poder Ejecutivo de esa Provincia que lo bahía declarado cesante 
en su empleo. 

Esta decisión se funda un la interpretación y aplicación de 
normas locales, irrevisibles en la instancia extraordinaria (enuf. 
Palios: l'.'ÍS; 71) y con Jas que el art. 14 (nuevo) de la Constitu- 
ción Nacional, invocado en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario, carece de relación directa e inmediata. 

Por ello, opino que corresponde desestimar esta queja. Bue- 
nos Aires, 11 de mayo de lítftU — fítwwu Lancano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, H de junio de líMil). 

Vistos los autos: "Keeurso do hecho deducido por Horacio 
Martín Mniztegui en la causa Maiztegui, Horacio Martín «/ re- 
curso de hecho", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la cláusula constitucional con arreglo a la enal la ley 
asegurará la estabilidad del empleado público, no hasta para con- 
vertir en f dierales los preceptos que en el orden provincial se 
dicten, respecto a la cuestión. La regla mentación local del empleo 
público sigue, en efecto, siendo de tal carácter, cualquiera sea el 
contenido que deba tener a los fines de satisfacer la exigencia 
constitucional. 

Que lo atinente a la índole de las facultades reservadas pol- 
la ley local 3289 al Poder Ejecutivo, es así cuestión ir re visible 
por esta Corte, en tanto no se cuestione la validez constitucional 
de la ley en cuestión, para lo que no hasta la afirmación de que 
la cesantía dispuesta previo sumario, rióla los arts. ."), 14 (nuevo), 
17, ÍC> y 110 de ta Constitución Xacional. 

Por ello y lo coneordantemiT.te dictaminado por el Si\ Pro- 
curador General, se desestima la precedente quejs 

AntsTÓm-Lo D. AitÁoz de Lamaouii» — 
-Trun Oyhakarte — Peoho Abe- 

HASTCRY — RirAHTKt CoLOMBKES. 
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MCA RUO B. MAGNO ESOMVEL y Otkos v. ESTHER CORBIERE 

Mí B. v Otra. 

HKrVHSO DE AMPARO. 

Ljis cuestiones referentes al cumplimiento de obligaciones contractuales, como 
lo es ] a de permitir «] uso del ascensor a lo» inquilinos, son «susceptibles del 
remedio excepcional del amparo. Tanto lo declarado sobre incompetencia de 
lu justicia civil, fía los considerandos del fallo de segunda instancia, como lo 
«legado respecto a los deficiencias de íundamenlación del mismo y lo atinente 
íi la omisión de medidas de prueba Mimadas pertinente* por lo» apelantes, 
no varían la solución del caso. 

CAMARAS NACIONALES f)E A PELA ( IONES. 

El fallo trascripto por dos de los jueces irac integran la Sala de la Cámaro 
apelada, por razón de licencia del tercero, de lo que da cuenta la sentencia 
cumple lo establecido por el art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional! 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los actores 
en la causa Magno Esquivcl, Ricardo B. y otros c/ Corbiere de B., 
E&thér y otra", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que para desestimar la queja interpuesta basta comprobar 
que la demanda sustanciada en autos ha tenido por objeto obtener 
el cumplimiento de obligaciones contractuales, supuesto en que es 
manitVsta la improcedencia del remedio excepcional de amparo. 
La solución no varía por causa de lo declarado sobre competen- 
cia, en los considerandos, ni por razón de la alegada deficiencia 
de fundamentaeión del fallo de segunda instancia, ni por la omi- 
sión de medidas de prueba, estimadas pertinentes por los ape- 
la lites. 

Que habida cuenta de que el fallo con dos jueces de la Sala 
de la Cámara apelada, por razón de licencia del tercero de que da 
cuenta la sentencia, cumple lo prescripto por el art. 109 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional, la queja debe ser desechada. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Akistóbulo D. ArÁoz de Lamadrid — 
Julio Oyhaitabte — Pedro Abe- 

ttASTUHY — RlCAKDO CoLOMBRES. 



KAU/JS r>K [.A CURTE Sl'I'RF.MA 



MANTEL HK HKYES PALOMlNn ». AS'liKN KPl'ARhn 
KELIZIASI v irruí 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rrq,„.*itn* formal**, i nt rodaran de la cues- 
tión ftdkral. Oportunidad, Ptanteamimta en e! «nerita d>- ínter posición del reeurm 
«■ tíravfiitta fio, 

L> atinente ti lu incunotitiii'idnHliíJncl del mi. *2l>s del Código de r'ioretLiiuientos 

en lu Civil y ('« reinl de la i'nivinvin di- Santiago *T*-t Estiro planteada con 

|M>xt< ritirnhui ni tullo final nuc declara procedente hi demanda, siendo el aco- 
gimiento de lu* pretensiones de una «le lus partes cvctiiunliitnd previsible, es 
liirdio. II» existido, mi electo, oportunidad p/¡rn introducir, en la causa, h 
pertinente cuestión federal, incluso en Ni referente u la posible nrhilrnriednd 
de \a~ pretensiones de lu rmilmpurlc 1 1 ). 



.1. r*ECf)S í Htihj \. ií. FAI H I Al t.\ 

HKt i'fiSft fc'A TH.t (tfth!.\ .1 R ff>: Rrnnitiius propios, t' ¡ustiones no fedérale*. 
Interpretttridn de norma* hwtden d* procedimiento*. Cazón rorio*. 

Lo atinente u la reconstrucción ile un expediente dcstipiirecido reviste enráe- 
ter procesal y es insusrcptíhlc de consideración por vía del recurso extra- 
nnüiinrio (-). 



II AX VITt'LLI v. S.R.L. OPEAN" FILM 

HECCfíSO FX TfíA ORDIXA RIO : ReonMto» propio». Cur*ti»ur* u„ fedérale*. 
Interpfttacién Se normas y netos romane.*. 

t*ít* normas vigentes en materia lubornl. incluso el decreto-ley 27Híl/5íí y sus 
complementarios, son de orden común. Es así irrevisilde en ln instancia 
^extraordinaria ln sentencia (pie, ron fundamento en niptéllris y en bis eimins- 
tuncins de berilo de t,i en usa, linee liisrar a lu demanda por cobro de diferencin 
de snlfiniip y cuestiones conexa n, entablada por i ¡hícti se desempeñaba ramo 
empleado, en cnlidnd de control m-andador, de un» empresa di stri buido™ de 
películas <*). 

RKCCRW KXTRAOROIS ARIO: R equitñtos comum**. Gravamen. 

Vii resulta (pte exist* agravio sustancial a 1» defensa cuntid" lu actitud de la 
distnhuidota de películas recurrente, en ocasión fiel lando respecto al conve- 
nio de los controles recauda di tren ipie uiotivn el .inicio, otorga ttn fnndntnenfo 
a ln resuelto, ajeno :i ln trnrnnlía uludidn. 



<i i H .le junio. Pullos: 'J44: 40. 
(*> f )e junio. 
(*J fl de jimio. 
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n^ürü ? X ™ A0ft T A¡ilO; "'I"™"» ***** ***** 

5 £2 f¡ ? í;,,n r titut ión ^P^ puntos n«¡«W por preeep- 

tos de derecho roi.mn. no sustenta la apelación exiriiordinaria. 

!f Íf n Z' tÍ .! U K 0n, í IÍ f a *' ' ( ief,ít0 K!,/ñ8 " bw „| incluso 

se afirmó haber dado cumplimiento en ocasión del escrito de 

toad» a) intrrponcrec el recurso extraordinario, es tardía. 



nmCQ iUPOTECAHíO NACIONAL v. M ANl'Kt. ALBINO PAZOS 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtquüdie* #> mnft . Oraran, 

Es improcedente el recurso extraordinario cuando se lia ■ ot.rcdido y procede 
rl ri'i-nrso ordinario de r.pclnción. 

KSPUOPl.U'MX: Imlrmmharíán. fh-Urmitutrián M nt!„ r rr.d. 



Lorimpoiulp rmiJinnar la sentencia ipte lija el valor cid inmueble v de su» 

mejoras cu la K ii ri „, mdieiida por el Tnl ,1 ,1- Tasnei „ si el expropiado!- 

apelante no ha aportado ante la Cric Supr a nih-ún antecedente muren. 

tibie rie desvirtuar la. conclusiones il.-l ,-ncrpo técnico, aceptadas por e] pro- 
nunciamiento recurrido. 

EXI'ROPl ACIOS : Indemnización. Vrttrm¡n tí ñón del ><dur GtiumUctadt*. 

No corresponde nplieur el coeficiente de disponibilidad en los casos de expro 
P-acón de inmueble, ocupado, por terreros ron derecho a ello. ' 

H() XOR ARIOS DE PERITOS. 

El ort. 14 de la ley i:i.'2íi4, en ta parte «píe dispone el carador de, carga pú 
Mica honoraria, sólo M extiende a los integrantes del Tribunal de Tasaciones 
.pie desempeñan "funciones", o sea a quienes, actúan en retardo de inte- 
reses impersonales y objetivo»; j)ero tío ni representante o mandatario del 
expropiado, cpie tiene, así, derecho n percibir honorarios. 



DllTAMKN ]>EI. PBOCtTBADOH ÍÍKNEItAL 

Suprema Corto : 

El recurso ordinario de apelación concedido a fe. 2b'8 vt es 
procedente, atonto lo dispuesto por los arts. 24, ino. ap a) del 
decreto-ley 1285/58 (ley UAbí) y 22 de la ley 13.204. 

En cuanto al fondo del asunto, el expropiante actúa por in- 
termedio de apoderado especial, el que se encuentni debidamente 
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notificado del emplazamiento de ley (cédula de fs. 269). Buenos 
toes, 14 de abril de 1959. — Ramón Lateano. 

\ 

FALLO DE LA OOKTK SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de junio de 1960. 

Vistos ¡os autos: "Banco Hipotecario Nacional c Pazos, Ma- 
nnel Albino s expropiación". 

V con sitie raudo: 

1") Qu* el upoderado del Banco Hipotecario Nacional in- 
terpuso los recursos ordinario y extraordinario contra la senten- 
cia flé fs. 2m/26$ Dedujo el primero contra "todos los rubros" 
de dicho proTiiiuciainicnto (fs. 266, punto I), y fundó el segundo 
en bi circunstancia de que la regulación de honorarios efectuada 
a favor del representante del expropiado ante el Tribunal de Ta- 
saciones es violntoria del art. 14 de la ley 18.264, desde que dicha 
norma establece que las funciones de los representantes de las 
partes ante el referido organismo revisten el carácter de carga 
pública honoraria (fs. 266, punto II). 

2°) Que el tribunal a quo concedió el recurso ordinario y 
denegó el extraordinario (fs. 268 vta.) ; y, habida cuenta de que él 
primero es formalmente procedente, con arreglo a lo dispuesto 
ppr los arts. 22 de la ley 13.264 y 24, inc. 6", ap. a), del decreto-ley 
1285/58 (ley 14.467) en razón de la fecha en que quedó firme el 
aptO que concedió el recurso (doctrina de esta Corte, causa "Bar- 
bien c, Canosa" sentencia de fecha 8 de abril pasado) corres- 
ponde también considerar, en este pronunciamiento, la cuestión 
federal aducida cómo fundamento del recurso extraordinario de- 
negado (Fallos: 172: 396; 237: 817; 238 : 354 y otros). 

3?) Que, con respecto al valor del inmueble expropiado y a 
sus mejoras, el apelante no ha aportado ante esta Corte ningún 
antecedente susceptible de desvirtuar las fundadas conclusiones 
establecidas por el Tribunal de Tasaciones, y que han sido acep- 
tadas por la sentencia en recurso. Por lo tanto, corresponde la 
confirmatoria del fallo en ese aspecto (Fallos; 236: 392; °37- 
297, 607 y 379; 238: 407 y 548). 

V) Que asimismo cabe rechazar el agravio vinculado con 
la aplicación del coeficiente de disponibilidad, bastando para ello, 
remitirse a los fundamentos expresados en Fallos; 244: 373 v sus 
citas. 

■"i") Que, finalmente, con respecto a la impugnación formu- 
lada contra la regulación de honorarios contenida en ta sentencia 
a favor del representante de la expropiada ante el Tribunal de 
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Tasaciones, esta Corte tiene decidido que el art, 14 de la lev 
ld.-o4, en la parte que dispone el carácter de carga pública hono'- 
rana, solo se extiende a los integrantes del Tribunal de Tasacio- 
nes que en él desempeñan "funciones"; pero no al representante 
o mandatario del expropiado, que tiene, así, derecho a percibir 
honorarios -Palios: 235: 548; 238: 36; 241 : 227; 244: 129: sen- 
tencia del fi de mayo pasado en la causa B. 28(¡, "Banco Hipote- 
cario Nacional c/ Victoriano López Fernández y otro"—. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma !a sentencia de fs. 261/262 en todo lo que ha sido ma- 
teria de recurso ordinario de apelación. Costas ile esta instancia 
a Ja parte actor». 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis María Boffi Boüuebo — Ju- 
lio Oyhanaüte — Ricardo Colom- 



S. A. COMPAÑIA ARGENTINA PE ELECTRICIDAD v. MINIC1PALIDAD 
i* la CIUDAD m BUENOS AIRES 

M EDf DA DE SO INNOVAR. 

El fundamento axiológico de la prohibición de innovar es el de asegurar la 
igualdad de la» partes tute la contienda judicial, pon es i-cgla de derecho 
que, pendiente un pleito, no puede cambiarse de estado 1» rosa objeto del 
mismo para que no sea trabada la acción de la justicia, v pueda ser entre- 
gada la cosa litigiosa al que deba recibirla. 

INVENTARIO. 

Si la medida de inventario solicitad» por la Nación contribuyó a efeetivizar 
la profaitoeión de innovar decretada a pedido de la nctora recurrente y a poner 
en un pie de mayor igualdad a ambos litigantes, v esa disposición precauto- 
ria resulta, pues, una consecuencia particular de la imposición genérica de 
no alterar la cosa litiposa, corresponde confirmar la sentencia que decide 
que |«« pHstt os derivados ríe «« realización deben reputarse comunes; tanto 
mas cuanto que dicl.o inventario benefició a la apelante en la medida eme 
hizo o tendió a hacer posible fijar "los límites de la medida de no innovar- 
en cuanto tuvo por objeto individualizar los bienes a los que inic¡almente 
—al establecerse la medida de no innovar a pedido de la empresa— se res- 
guardaba contra los eventuales actos de disposición de la autoridad admí- 
nulntivn, que, precisamente, habían sido invocados como h principal razón 
determinante de la medida de no innovar. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera fi*tó**í*. j HMt » fn ,,,,, 
m Nactan té parte. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación en cuanto a la imposición 
de costas cuestionada, ai no está comprometido en el caso el interés de la 



^ " '< K &^V*W'!t1WP 
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Nación tii los honorarios regulados en tul concepto alcanzan a ta suma de 
ruin, 50.000 t) ue fijaba el art. 24, inr, tíf, ap. a), dd decreto-lev 1285/58, 
vigente ni deducirse la apelación, 

SÍK1*KCtA 1*1, JVKK N.WlOVAr. KS' l.n t'lVIr. 

Buenos Aires, 7 de abril de 195!». 

Autos y visto* ; 

Alentó ¡i I»,- solieitacione-. loruiuluda> a IV. 121 por el señor esc ri ha no inven- 
l¡Hi:i(!nr y cxprc-oulo en la* vistas conferidas, resuelvo: 

1 i ll.ir por terminadas al ¡U de diciembre de 1058 las larras inherentes al 
inventario judicial, en mérito de lo resuelto a is. 240 y 293 de los autos princt- 
pul--; y no habiendo sido observado, aprobado en Irabñjo cumplirlo que al efecto 

se aentupana. 

2» I*»r análogo fundamento se aprueba la cuenta que en concepto de castos 
realizados y sumas adelantada-,, para abonar al perennal, erogo el señor escribano 
in.entrtrji.dnr por ta cantidad de m$n. 22.412,35. 

"■i líeferente a ipiienes deben satisfacer las miomas coi no así las corrcs|>nn- 
dientes a las asignaciones lijadas * los prnfesiouales y empleados que colabo- 
raron con el señor escribano inven tari ador, las que ascienden a m$n. 271.0011 
esnttio (pie deben estar a cargo de Ím parles, en iguale» porciones. 

r'nnilo esta decisión en consideración a la natura le/a de la» funciones enco- 
mendadas al iuventariador — delegado del Juez, sujeto a sus instrucciones—, e 
importancia común de la labor cumplida, cu cuya realización deben responder 
M08 f 'os. Esto desde un aspecto. 

Ibsde otro, por estimar que la obligación asumida por bis parten de coin- 
p-.vtir las costax comunes, no liare suponer que al acordarlo luibieran tenido úni- 
ra mente en mira las fojas que correspondieran reponer en autos, pues tal limi- 
tación repugnaría el espíritu transaceional que sobre el punto resulta del conte- 
nido del art. Ki del convenio de fs. 249/291, dados lo» elevados valores que se 
lian debatido. Por ello, así lo declaro. 

4) Kn cuanto a la reserva formulada por el Sr. Procurador del Tesoro, 
respecto del personal profesional a sueldo —escrito de fs. 128, panto 2», "in 
fine' — , considero improcedente negarles el derecho a las retribuciones asignadas, 
en mérito de haber existido prestación efectiva de sen-icios, las que fueron cum- 
plidas por los ¡urentes al mareen de sus actividades oficiales y en horarios com- 
patibles con el desempeño de sus funciones, conforme expresa' a fs. 132 el señor 
escribano, lo cual así también declaro. 

5) Téngase presente las reservas formuladas por el señor escribano inven* 
lurinrior cu ios puntos 2> y :l« del petitorio del escrito de fs. 132. — Jnrw Ro- 
birto !.. Seto. 
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Buenos Aires, 27 de agosto de 1059. 

Y vistos; considerando: 

lonir* la resolución de fs. VSA, interponen recurso de apelación aetora y deman- 
dad». Iji primera, refiere sus agravios a la declaración de comunes, que se hace, 
con relación a los gastos producidos por el inventario realir-ado. La accionada, 
pin su parte, recurre del punto 4" de la resolución, rechaza ta reserva por ella 



m..,, ;J t """T, ,a T ,i,m IH ' r m,li,l " ll dt ' s:i77 y 12.630 di,.b„w 

res piftivanimtf, o» días 2;t de iiilin v 11 A* ♦ i . •'. " ,,w *"<'t«d<>3, 

f|« l.i.i. n, ^ b, r ,1 ¿¡ r Ku „íivV V "™ !^ ni ' tora m l»irió 

* sssss 5: j K 1 ;!; ;: r:: ísríT 

MuHir-tiiahrlm .!,» I» Ciuda,| d<- Kuwius \i.v« r WfWWftÉ '* 

de ln ...,didn v ha,-,r ri ,,-liv „ « r . ' ¡ i,-, Y ' ,'" «"'"I»'»'"™»" 

i 1 ' . *"" IV " 'ti H-IT prlofi i[i> |,,, bji'ni'S 11 jlllllüllistrnr nxmir.n. 1.. 

«Nrféeñiuiiir p] iFivpntnrifl uuUK-rno ion <■! ft a de 

;:; :r::: 1 ^ t i,n,,, - i,,T " ^ ,m ¡ ~- ■<.«• 

" ,,l í ,, 1 ' w 1 rl,w l " ,trp "Pan. ,.M«rnn.r la i.dividual.nnón « ¡rhlrl 

« k> «' " l«« >>"'»"■*" scñnlfl d ¡montano "imininmion < integridad 

«1 „ „o punió *. r tornad hal.-r si*, ( ,úi,s tos dinamo» tí ¡„ ^ 

t-rrv t n,ri - r-^ «asesar 

1 .. -m-s ,lr |« m-toni v S * b. rrvoM en lo demás ((Ue decidu v qul Un 

Dictamen mx PfcocimAnon Genebal 



ilcl decreto-ley 1285/58. ; ' 
, l'wi ¡iiai.to al l'.m.ln <lel asunto *'l Kisn» Xa« ¡o„al actúa por 
atm.n, .0 de a),rulcrado especia!, ol ,,uc ya ha asumido arito V 
B», Ja intcrvcncinn que le correspoTale (fs ]i 
2á <|o noviembre .le 3ftft -- Ramón Lascatw. 



6 *> FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

FALLA DE LA COKTK SUPKEMA 

Buenos Aires, 8 de junio de 1!H¡U. 

Vistos los auto*; "Compañía Argentina de Electricidad S. 
Á. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ nulidud de 
decretos — incidente s ' inventario judicial". 

Considerando: 

1) (¿ue contra la sentencia de t's. 1,>4 láó, confirmatoria de 
la de primera instancia obrante a t's. 13a y vta., por la que se de- 
clara "comunes y n cargo de ambas partes, los gastos y honorarios 
producidos cutí motivo del inventario practicado en los bienes de 
la aetora" ^-por valor de m*n. y 271.000, respecti- 
vamente— y se impone n esta última Ia> costas tic la alzada, se 
iut it| híhii recurso ordinario de apelación (t's. 1Ó0), el que fué con- 
cedido Os^lS-t) y es procedente con arreglo n le» prescripto en el 
art. 24. hic 6», np. a), del decreto-ley 1285/7)8, en virtud de la doc- 
trina sentada por esta Corte en la causa "Harhieri, Nicolás c/ 
Canosa, Perfecto s desalojo", fallada el S de abril pasado. 

2) t¿ne las extensas consideraciones formuladas por el ape- 
lante en su memorial de t's. Hili 177, tío llegan a desvirtuar las bien 
fundadas razones en que se apoyan los pronunciamientos de 
primera y secunda instancias. 

.'!) <Jue, en efecto, si bien es cierto que la confección del 
inventario de los bienes p -rteneeieutes a CADE fué dispuesta a 
petición de ja aetora, también lo es que, cotí anterioridad, ella 
había reclamado la adopción de una medida de rio innovar, a la que 
el Sr. JúCz iiitervimcntc proveyó de modo favorable. Y, de la 
parte pertinente del respectivo escrito, resulta que la mencionada 
reclamación de la aetora se fundó en que, según ella, ciertos ** or- 
ganismos y dependencias del íiohierno Nacional" habían dictado 
"disposiciones" que comportaban mi'tfhJas th i disposición valri- 
unmídh, y fué en mérito a ello, a fin de precaverse contra esas 
medidas y ile impedir que se alterara "la situación existente", 
qm CAPE requirió la prohibición judicial de innovar "con res- 
pecto al estado actual de la cosa litigiosa" (fs. 21 y vta. de los 
nulos; "Compañía Arirentinu de Electricidad X. A. v. Municipa- 
lidad de la Ciudad de Buenos Aires s nulidad de decretos", agre- 
gados por cuerda ). 

4) Que, accediendo a tal solicitud concreta, el Sr. Juez de 
Primera Instancia luego de señalar "la posibilidad de perjuicios 
irreparables", decretó la medida de no innovar pedida, con el al- 
cance siguiente: "la parte demandada deberá abstenerse de reali- 
zar todo acto de disposición o liquidación en la empresa aetora. 
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como Raímente se abstendrá de efectuar actos de administra- 
ción (ts, JO, ídem). 

5) Que esta medida cautelar fué consentida por la Nación 
Ja que consideró que con ella se eormímraUa ta posición originaria: 
mente nsunnda por el Gobierno, pues éste, al no atribuir ejecuto. 

«'■pal n* 8023/38, se había autolimitndo, sujotát.-lose a las restric- 
ciones que judicialmente venían a imponérsele, y expresó que tal 
consentimiento se daba "en la inteligencia de que la medida de no 
innovar solicitada por la actora no comporta a su favor un dere- 
cho «le innovar". Es decir, que en el criterio de la demandada v 
reconviiiiente, la posibilidad de innovar "con respecto al estado 
aHual de la cosa litigiosa" debía ser descartada no sólo para 
la .Nación, sino también para la empresa accionante que conser- 
vaba sus facultades de administración y por ende los medios para 
alterar la situación que se quería preservar. 

(¡) Que con este propósito el Gobierno Nacional solicitó una 
sota medida precautoria: la designación de un administrador ju- 
dicial de tos bienes afectados al servicio publico, medida que tendía 
a restablecer la igualdad de las partes durante la substanciación 
del litigio y que hubiera comportado, en último análisis, prohibi- 
ción para la CAPE de innovar, por su parte, en el estado de la 
cosa litigiosa ya que lo que se pretendía con ella era desplazar 
id directorio de la empresa de la gestión patrimonial y asegurar 
la integridad de sus bienes impidiendo que se dispusiese del pro- 
ducido de la explotación del servicio municipal para abonar divi- 
der los a lo< accionistas o emolumentos al directorio (fs 72/74 

¡tlrin). 

7) Que el pedido de inventario de los bienes de la CADE no 
fué formulado como una medida precautoria en sí, con propias 
finalidades, sino enmo complemento de la única medida cautelar 
requerida —la designación del administrador judicial—, resultan- 
do necesario este complemento para la actuación del funcionario 
judicial que vendría a substituir a los órganos natnrales de ad- 
„ wiinistraeión do la entidad, es decir, el antecedente indispensable 
7 previo a la posesión de los bienes que debía conferírsele. 

S) Que no cabe duda que las medidas cautelares dispuestas 
por el .luez de Primera Instancia proveyendo a la petición de la 
Nación no fueron sino un desarrollo del principio de no innovar 
impuesto originariamente merced a la actividad procesal de la 
actora. Ellas tendían, en la ocasión, a resguardar igualitariamente 
los mismos derechos e intereses (pie inicialmente habían merecido 
la tutela judicial a favor de la <\ADE, de modo tal que dicho 
principio se veín complementado e integrado con las nuevas medi- 
das de precaución, cuyo objeto era el de asegurar el recíproco 
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respeto al "estado actual de la cosa litigiosa". Tal conclusión 
BUíge con claridad del auto de fs, 75/77, en el que se afirma que 
"...Las medidas precautorias a dictarse no serán, por I» tanto, 
sino la natural y lógica consecuencia del misino principio de no 
innovar, que recíprocamente rige para ambas partes", auto con 
el que el magistrado defino el ña básico de las medidas «pie adopta, 
diciendo que con ellas " . . .se asegura lu imposibilidad de innova- 
ción de la sociedad adora". 

í>) Que con este criterio, se desestimó "1 pedido sobre Ja de- 
clinación de un administrador judicial —que iba complementado 
con el del inventario previo a la toma de posesión de los bienes de 
la empresa concesionaria—, y se dispuso como primera medida 
preventiva la realización de un inventario de los bienes do la netora 
"para asegurar la individualización y la integridad de todos los 
bienes"; a más, se impuso la indisponibilidad del producido líqui- 
do o beneficie» que la explotación del servicio de electricidad re- 
portara a partir del l 9 de enero de I!>ó8 y ge nombró un interventor 
judicial cuyas facultades se precisan a t's. 7tí y vta., con la salvedad 
* pie el ejercicio de las mismas tío debía entorpecer el normal fun- 
cionamiento y desarrollo de la empresa. 

10) Que lu recurrente consintió la medida del inventario dis- 
puesta precautoriamente y no objetó esla decisión, ni los conside- 
randos del auto que hacía de las disposiciones precautorias, antes 
indicadas, una consecuencia natural del principio de no innovar 
que reiría para ambas partes, ni en el recurso de aclaratoria de 
IV. ll>4 ] (>-">, ni cu el de apelación de IV. 17S, a pesar de que allí se 
determinaba, como lo sostiene la (Vi mará a quo en el auto materia 
ilel recurso, el carácter común de dicha medida < tV. Iá4 vta. de este 
incidente sobre inventario judicial). Tampoco hizo hincapié, como 
lo señala la Cámara a fs. (¡(¡ vía. del incidente sobre medidas pre- 
cautorias, sobre los presupuestos de verosimilitud del derecho o 
interés legítimo que son necesarios para acceder al pedido de me- 
didas preventivas. 

1 1 ) Q'.ie el fundamento axiológico de la prohibición de inno- 
var es el asegurar la igualdad «le las partes ante la contienda ju- 
dicial pues como desde anticuo lo tiene declarado esta Corto (Fu-"» 
líos; I22:2o5) *'. .es regla general de derecho fundada en la ley 
13, tílulo 7°, Cartilla '.i* y consagrada por la jurisprudencia que, 
pendiente un pleito, no puede cambiarse de estado la cosa objeto 
del mismo para que no sea trabada lu acción de la justicia, y pueda 
ser entregada la cosa litigiosa al que deba recibirla (Fallos: '27: 
Hib*; ."{."): *J.")4; ,'Í7: 3ÍÉ y otros)", principio éste recogido *n autos 
por el magistrado de 1 'l imera Instancia al afirmar que el principio 
de no innovar rige recíprocamente para ambas parles. 

12) Que, por lo tanto, la medida do inventario que motiva 
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&¿*¡m ha contribuido a efeetivizar dicha prohibición de 
innovar decretada a podido de la CADE y a pone" en un Se de 
mayor m dad a ambos litigantes, ya qaecn el h^CJ^ 
eo «.«oiiaria conservaba la administración de sus biene? \W 

patt.enlar de Ja nnposicion genérica de no «Iterar Ja cosa liti-iosa 
los gas os derivados de su realización dcl*„ reputarse comunes* 
\:\ V 11 " Iíl «-'onelusion precedente se afirma si se considera 
que dicho inventario benefició, también, a la CADE, en la 3 da 
Mué luz,, o tendió a hacer posible fijar "los límites ^ de lamed a 

T? #W* ¡ * %"* ■ m *m * en cuanto 
~ á I lí '"^viduahzar Jos bienes a los que inieiulmente 

-I Se ' a T ,da de 110 Ím,0Vftr rt I ,e < litl0 ^ la referida 

Sf^ S< " eventuales actos de disposi- 

o » L íU t ° nd,Kl , ; t,m,,UStnitÍVi1 ' lu ' tí)M <*be recordar- 

Y*, Q Í 1C ' ™ contenencia, tljulos '»* términos en que se halla 
eonceb.do el art. 16 del Convenio Definitivo inserto a £ 

In^r 1110 .^' ^"! a,,t ° 8 VÍsto ' no *** Jas preten- 

siones l e ] «pelante m los argumentos que I«s sustentan 

1-)) Que el recurso deducido en cuanto a la imposición de 

Jas costas de segunda instancia a la aetora es improcedente ñor no 

estar comprometido .d Inte** Ja Xaeión al respecto n alanzar 

ne ti nb« el art. J4, me. (í* „), del decreto-lev 1285/58 -Fa- 
llos: *!, :;4 8 : 1>Í7 : 728: 24- 28; -4,í : f® entre otros- 

or ello y las razones concordantes del tribunal a quo y del 
Si. .Juez de Primera instancia, habiendo dictaminado el Señor 
l rocurador «.enera!, se confirma la sentencia de fs. 154/155 en 
únanlo ha sido materia de recurso. La* cnsias de esta instancia 
se dec aran por su orden, habida cuenta de la naturaleza com- 
pleja de los puntos de derecho debatidos. 

Benjamín Vjlleoas Basavilraso — 

AlMSTÓlH IX) D. AltÁOZ HE IjAMADKID 

- Jumo Oyuanaiite {según su 
voto) — Pedro Aberastury. 

Voto del Sexoh Ministho Doctoh Dox Julio Oymanakte 
Considerando : 

1) Que si bien es cierto que la confección del inventario de 
los bienes pertenecientes a CADE fué dispuesta a petición de la 
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demandada (fs. 72/74 del expediento "Cía. Argentina de Electri- 
eidad S. A. v. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, »/ 
nulidad de decretos", agnado por cuerda), también lo es que, 
mu anterioridad, la uctorn bahía reelatnado la adopción de una 
medida de no innovar, a la que el Sr. Juez interviniente proveyó 
favorablemente. Y, de la partí- pertinente del respectivo escrito, 
resulta que < 1 aludido reclamo de la adora se tundo en que, -^ún 
ella, ciertos "organismos y dependencias del Gobierno Xaeional" 
haitjííiti dictado "disposiciones" que eoniportalmn "¡Hrtihlfts de 
dispofticiá* jmtrimonial"; y fué en mérito a ello, a fin de preca- 
verse contra esas medidas y de impedir que se alterara "la situa- 
ción existente'", qm CADK requirió la prohilHción judicial de 
innovar "con respecto al estado actual de la cosa litigiosa " U's. 21 
v v. del mismo expte. a.irrejf.'). 

J) Qm\ accediendo a tal solicitud coneret el Sr. .luez de 
Primera Instancia. mogo de señalar "la posibilidad de perjuicios 
irreparables", decreté la medida de no innovar pedida, con el 
alcance siguiente: "la parte demandada deberá abstenerse de 
realizar todo ¡oto de disposición n liquidación en la empresa 
adora. no igualmente se abstendrá de efectuar actos de admi- 
nistración, (fs. 30, id.». 

II) Qu" habida cuenta de estos antecedentes, no parece du- 
doso que el inventario sobre el que versa la cuestión sometida 
a juzgamiento benefició, también, a la demandada, en la medida 
en que hizo o tendió a hacer posible fijar "los límites de la medida 
de na innovar", como lo advierte la Cámara a quo, esto es, en 
lanío tuvo por objeto individualizar los bienes que el referido 
nulo judicial de fs. .10 resguarda b¡i contra los posibles actos de 
disposición de la autoridad administrativa, actos que —cube reí- 
terarlo— habían sido invocados como la principal razón deter- 
minante de la medida de no innovar. 

4t Que. cu consecuencia, dados los términos en que se halla 
concebido el art. H¡ del Convenio Definitivo inserto a fs. 24!) /291 
de] espediente ngregudu antes visto, no son atendibles las pre- 
tensiones de! apelante ni los argumentos que las sustentan. 

ó) Que por las razones dadas en el voto precedente, el re- 
curso deducido en cuanto a la imposición de las costas de segunda 
instancia a la aetora debe ser desestimados 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
confirma ta sentencia apelada de fs. 154 láá en cuanto ha sido 

Jft.io OvilANAttTK. 
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DDBARRY y Cía v. S. H. I,. PELETEK1A FKM1XA 
Jf . I íiC.l S DE FA BfílCA : /'WiicípiW «, nemlt s. 

VA iK-mlirp comercial de la rasa y .1 .1.. [» marra son de distinta naturaleza 
jurídica. K! derecho ni primero sur-je de su uso. se mantiene por la explo- 
ta-ion fM 'ii-RMei» y no requiere que sen registrado, mientras qu L > el derecho 
a Ib sumida sólo se «¡Quiere por el certificado que aemliln su registro, 
hl u-o de nmi marra ra rere de valor h-al alguno mientras que el lie] nombre 
lumia el dercrliu del que 1«. usa. Nuestra |ey es atributiva de derechos res 
pecio :i la marea y solo «leda ra (iva ron relación al nombre, salvo que ¿«te 
lorme parte de |n marea, en eiiyo raso debe registrársele. 

if UiCAS 1>E ¡ AltliH A; fír ; ,htr». 

U propiedad vxAwiva de la marea y e] derecho a apéneme al "uso de cual, 
quiera otra que pueda producir directa o indirectamente eont'tisiñn rorrespoii 

itera al industrial nen iante „ ««rirullnr oie hnva llenado Jos requisito* 

exigidos por la ley". ' 

El empleo (le la marea es (facultativo y su solo registro, en la lorian qn- 
determine la ley y H reglamento, es suficiente para el ..¡ercír,,. v til alarida i 
de los aeréenos señalados. 

ti A ROAS m VAfUihA: Htffittro. 

Los efectos jurídicos que emanan del otorgamiento del certificado a que 
alude el art. 12 de ta ley :t!>7."i, cuando se trate de mareas que direeta o indi- 
nóla mente puedan producir confusión ,.„ t , r |.,s pcdiido*. deheu interpre- 
tarse óQtte extensivos e igualmente aplicithl s a los casos de uso de nombres 
eomerriales que produzcan consecuencias análogas rrsperlo de una marea de- 
bidamente registrada. 

» I fíCAS W FÁ»mm¡ Principio* ¡íewwaíw, 

K| art 1+ de 1« ley S67S es terminante cuando in.Iica las finirás musas extin- 
tivas de la propiedad de los mareas, entre l„s cuales no figura la falta de 
uso por su propietario. 



SeXTEXHA I.K1. JrKZ WvnoXAi. KX 1.0 Civil. Y l'u«KWUl. PfcM»iL 

Huenos Aires, 25 de abril dp 1Ü57. 

V vistos: Para sentencia esta cansa "Dnbarrv v Cía. sucesores de Mi-roel K 
Pubarry .-/ l'eletería Fémina S.U.Í.. y/o Tasa Féaiinn s' cese de nombre 
coniereial ', y 

líesitllandit: 

A f». M la actoia demanda el rose de la rara éter Es lien ■Témiwt" de! nombre 
lomereial de la demandada, en cnanto se emplea para la venta de artículos para 
el hogar. ' 

TÜee que tiene registrada la marca "Feminu" en casi todos loa rubros del 

■ ofii-ial y que durante años «.existid dirtia marea ron la designación 

comercial "l'eletería Frmina" de la demandada, sin que h- molestara esta última 
porque se usahr en relación al negocio de pieles. Prro como en la iictunlidnd la 
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ilrtiuitiiijiiia Jim ampliado d nido di- su eimirrrio a Iji venia de heladeras, venti- 
ladores, estufa*, ollas 11 presión, etc., y establecido otro negocio contiguo, con 
ln di'iKitiiiiuii-iiVi "Fémina para el hogar", la actor» sa considera perjudicada por la 
itinl'u*ión ile sus marras "Fcmiua" wn el nombre comercial "Fémina pura el 
hogar", ya que taha* se relacionan con idénticos productos. Arguye <pie la 
doctrina y la ,it isprudemia amparan, en estos casos, fl la mtimi de registro 
interior «obre el nombra wmeMwl de uso posterior. Cita mitón- y fallos y pide 

fe luigu limar » la acción c n-t«s. 

A fs. 12 contesta la demandada negando tollo ln i|in- un reconoce expresa- 
mente y en especial tpic hi actor» hftiín interés legítimo para hi reclamo. Reseña 

las actividades de aetora y demandada cu mi origen y desenvolvimiento. Mee que 

conforme a lo establecido en su contrato de constilurión. la 1'olcterin Fémina 
S.tí.L. ív-iihió trn-lmr cit -u nciivi.litd comercial el renglón «i. "venta ni publico 
de artículos eléctricos para el hogar, uiutpnmtría- y artículos para regalos en 
general", agregando a su denominación *-l subtítulo "Fémina para el hogar* e 
biaerihiendo cae ¿nbjtftúU) en el pertinente regisiro. Expresa que en ningún 
inomouio aplican la denominación "I V lería Fémina" o "Fémina para el hogar" 
s< ira los artículos impugnados, pui-rpie tienen marca propia. M a ni Cierta <|iie la 
papelería del negocio iiii-liiye en forma bien destacada el titulo completo de 
"r entina para el hogar", seguido de ''Peletería Fémina S.K.L.". de tal manera 
ipiie ambón rubro- sólo tienen por t'iu identificar el negocio pertinente a Peletería 
Fémina s, lí. \i. Sostiene <pio la actnrri no -ii marca "Fémina" en ningún 
arliciilo o tic pudiera ser motivo de contusión, por ¡n tpic mal puede alegar perjui- 
cio alguno. Agrega lu d mulada i|Ue tío ha buscado culi la de-i gnarh'iii "Fémina 

jaira el llorar", el aprovechamiento u captación ile la clientela de la adora, ya 
(pie, cuando ésta inscribió sil mana "Fémina" en MMii, existía una vasta clientela 
creada por el negocio dé "Peletería Fémina" desde por el "Hogar de las 

pieles" desde 1!K!ÍI y p,,r "Peletería Fémina S.lt.L." desde l'H:!. Hice ipic el 
nombre comercial y la marea son figuras jurídicas di-liut.i-. eort defCeJiO y esfera 
de acción dispares. Cita jurisprudencia al respecto y pide se rechace la ación 
con costas, y 

Considerando : 

I. Que atento la litis trabada la cuestión a dilucidar. He SOfteWta a esta- 
Mecer si '.i marea "Fémina w regís tro dn por tn aetora en laa elases 5, 7. 10, M 
y 2t| tiene título y derecho suficiente para hacer cesar el «so de la deniíminaujon 
comercial -Fémiini para ej hogar" por parte de la demandada. Se hala, pues, do 
mía cuestión de marca contra nombre comercial, 

II. Al respecto calh' decir ipie si bien la marea y el nombre tienen órbita 
diferente de aettiaetón, ya que una Identifica a lo- prodaclos y el oim at negocio o 
estableeiniietito. lauto la jurisprudencia como la doctrina nacional han awtorixado, 
romp excepeión y en determ ¡nudos casos. I;< oposición evclnyente e indistinta 
entre esos elementos. Natural mente deben mediar eiiviiri-tancias y heclnts tjne jus. 

tífiquen bi eotisión de uní ntrn el ídn» y el i siguiente perjuicio rúenle, 

real o hipotético, qne fea suficiente para desvirtuar la función individualiüftdora 
de !a marca o del nombre y <|iu< haría ¡mieiia la protenjiin ipie en tal sentido les 
confiere la ley. 

l'oiicordaiite vii lo expuesto Báritkr Mohíno m El nombra Comercial (pág. 
líl'il establece: "hay eawis en oue una marca puede llegar a ser eoiijiindibla cotí 
un nombre comercia 1 y vi reversa. Se produce así el conflicto y aparece el inte- 
rrogante: ¿uuién ilebe eciler n QuieJlf Como regla general desde ya podemos 
adelantar que il nombre o marca que tenga prioridad sobre la marea o nombro 
es ipiien tendrá mejor derecho. Si el nombre se nsó primero debe ceder la marca. 
Si la marca se registró antes, delm modificarse el nomine". 



PA8.TAI. De Gdgwílmo rn P „ 7>„W„ /li-mr*» Imimtrud (tomo i n Mrtl 
"Kl con. heto cutre el HUilur ,1,1 nombre de UI1 estaldeeun e t ■ i V 

1 ;-'"'"" l ¡ , "!<' y pm-erteMe, te inscripta, s, resuelve f„v„r del efundo 

abusivamente se le «trrbuvi. un xa U„ ,. s aí( . h „.. 1 Vl qu ' 

I™ tribunales federales también da» sostenido osos prinrímos en easo* rio 

«ruinar contusión « 1"* productos, eu su comen-: en su oriiren ete l <m„ 

mi nombre. Adema* y cuam].., tona, o.urre en el presente, es la „, !irr(l 1„ ™° 
opone «I uso del nombre, la jurisprudencia tm sen a do doetrina dé Z L|W 

diutm -art. 1.'. ley eonr,, le considerar si ei, el pn-cntc caso oe arre 

£ d~u a : 10 arir ^ * - ^ - ■ - -«i-; ¿tí:e 

Kri apoyo de la primera tesis se argumenta que catre "Fémina" v "Fémiiia 
JJ.™ el h w " ..Me confus.ón, j « (] ae b parte p'iu.ipal de e! úhil de W 
M ». ^ « Palabra "Fénuna", siendo ta, restantes de nso eomúa v ™5f¿ 
iM.l.ortane.a o s.gmtieac.ón en relación con aquélla. B«0 es cierto v mr« de X 
gE™ «i» toda la frase, por |„ que „o e S n eL,er le „Í vi 
reyo^deraenmes para concluir qHP en "Fémina para el W d ele So 

« ta palabra Fémma . Siendo pues diebo vocablo ¡¡mal al „„„ identifica la. 
»,nvas re,ns radas por la actor.,, debe examinarse si enlre estas Ui, v 
bre enmereial de la demandada existe la posibilidad de confusión o »E¿, ,»rSe 
eoli los principios expuestos más arriba. 

Fs evidente que si el litigio se hubiera traba.' > entre dos marcas de la ™ am - 

d.rf» ley qae pmtege a la* mareas, cstablceer si L productos ^¿L^fJ'Jl 
pueden sufnr perjuicios por confusión directa o indirecta ™ Zlm « P3I ZZT 
o comercian en el „ w ¡„ (|tl(! ON tenta ¡gaal designación Verdal ' ""^ 

A ese respecto se Ka probado con la perieii contable de fs 118 /7fi ™* i. 

trailoras. cocinas a S as, estufas a ¡ras de kerosene ollas a TÍ V 

> sacones de paño t ver r s . 7tí y vt.U. I'arU- de esos artículos «üin cZnrendiZ 
en las e,„eo clases en que la adora la, ¡nscnnto „„rrn *F¿ Si" " Í ! 
...".punas de e^er estón en b, clase 5, |« apáralos tocadistos aZma'Lr«tán 

IV. Haciendo concordar Ioí heclios expuestos, lo demostrado en ln nmn K. « 
2 I" P-ricia conb.ble, con los prinepios le^ l" £ri n a y 

; b,u,a arnba ctados se tle.a fácilmente a la coLclasmn WS^£^SSí 
na de la actora, re.nslrada en las clases 5. 7 r 10, H v 2» tiene derecho ^reclamar 
y « oponen al aso. posterior a aquellos registros, de la denominan Z í S 
femma para el bogar" porque el n «Weio que cubre esta última vende produl 
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timtoe « lo* amparados por aquella marea, :«> que prudne* la contusión de 
origen y que tal derecho no se pierde ni se mrnnseaha nunqic dicha marra no 
"se use" momentáneamente. 

V, Im demandada en dctcn-Mi, que lioni.i a -us profesionales patrocinantes, 
intenta hacer valer la prioridad de su nombre comercial sobre, la marea de la 
adora v trata además de hacer ver que la designación "Féminn para «i bogar" 
es un subtítulo y no su principal nombre comercial «pie entiende es "Peletería 
Fétnina". 

Al respecto corresponde ilecir que el primero de s,us argumento* carece de 
rclivaiina y u que «i bien es cierto ijiie " K ele t crin Kémina" es de anterior USO 
que el registro de la marca adora, mi es contra tal nombre que ésta litiga, sino 
contra "I én na para el hogar" cuyo us» es de posterior y reciente data cu relación 
a la mana "Keimna". 

Km cimillo a la segunda de.Viisa tampoco din <>s procedente, yo que "Kémina 

¡mi 1 hogar" ampara uó negocio distinto de "l'dcteriu Kémina" romo In prueban 

la- fotografías de fs. SS y SP. lo atestigua el eeilit'icndo de -\* y 1« individiialixa 
la propaganda de las revistas agregadas a i's. !>«. !>1, !>2 y ÍEl, donde las únicas 

con- litamias que aquélla tiene con "Peletería Kémina" es el de ser vecinas en 

domicilios y en aviso-, elementos inconsistentes para desvirtuar el hecho cierto, 
positivo V público de la exigencia de dos negocios diferentes. No merece mejor 
Alerte, el hecho de (pie sea "Peletería Kémina" quien tengo a su cargo las finanzas 
do "Kémina para el huiro r" de que aquélla sea hi única propietaria de ésta 
y aun de que sea un desprendimiento del negocio de ttt peletería ya que lo cierto 
y probado es que el iisíi de uim y otra designación comercial, indican púhtira y 
concretamente !a existencia de dos comercios diferentes. 

Por todo lo expuesto Fallo: 

Haciendo locar a la demanda seguida por l)tihnrry >" fia. Sucesores de Miguel 
C, Duharty i- Peletería Fémiuti S. li. 1* y/o Casa "Kémina para el hogar" •»*• 
denando n esta últim:. a cesaren el uso ríe la designación couiercial "Kémina para 

el bogar" ei) todo lo que se relaci i»n el c -rciu de artículos ■■ prendidos 

en las ela-i*s r>. 7, 10. 14 y 2li riel nomenclátor oficial. Con costas. — Cartón K. 
Gonsáte: Honorino. 

SkvtKV i\ DE XA ük»W* ÍÍAClOSAIi MS ArKL.vnoSKs KS t.o KEIU.U.U. 
V ( ''i »S TKS Cirisr » VI p U I * 1 BTBATJYO 

Bueno* Aires, '27 de octubre d<* lí)r>R. 

Y victos lo- ríe la can-a pn villa pur l-uburry y Compañía. Sucesores de 

Miguel C Didiany. contra Peletería Kémina S. lí, L y/o casa Kémina sobre 
cese de nombre comercial ; para conocer de las apelaciones concedidos a Is. 125 
vta„ a f< 12fi vta. y n fs. I2fl vta.. cor' respecto a la sentencia de fs. US a fs. 
122. 

Kl Sr. .Tne/. Dr. «losé Francisco Birlan, dijo: 

Kl argumento de la demanda de que, tratándose de conflicto entre una marca 
y un nombre roiuerd.d, solamente puede prevalecer la primera sobre el segundo 
en caso de hale-rse Usado aquélla y un cuando se obtuvo el registro pero no se h«/o 
uso de él. no es aceptable. Kstá admitido, sin discrepancia, que el fetal» a la 
mana es independiente de su ntilizaciém y sería entonces, absurdo qne, obtenido el 
registro v deindnse pasar algún tiempo antes de usar In marca, ñor el solo beelio 



DE JUSTICIA DK LA NACION' 



T5 



de adelantarse un tercero y adueñarle de ella como simple nombre, su titular 
riera caducar sus derechos. 

Siendo, pot otra purtr, p jantes marca y nombre, mal podría admitirse 
el uso de éste por la sola trirruiistannii hecha también valer por la apulante, de 
vender mercadería ron marca distinta :i la cuestionada, porque lo que se quiere 
evitar es la posibilidad de contusión y clin -¡crin muy grande ai se permitiera usar 
una designación comercial idéntica o muy pare-ida a dicha marca, puesto que. 
nadie podrá disentir que es bien probable que los eonsunii dores entiendan que 
llenen un mismo origen la» mercaderías expuesta* en el local que usa la designa- 
ción, y [as tpie llevan análoga loaren. 

Tampoco es valedero el argumento de ser la* palabras "Féoiina para el hogar" 
un subtítulo de Peletería remitía S. K. L„ porque, tomo lia hecho notar el a quo, 
de tas fotografías agregadas resulta cpie el negocio donde se venden las merca- 
derías incluida-^ en las clases donde la actora registró a« marea, surge que la 
denominación utilizada es solamente la primera; de manera une no hay elementos 
que permitan un fácil distingo. 

La prioridad resultante de haber usado antes la denominación de Peletería 
Fémína no puede hacerse valer, después que se admitió el registro de igual mar- 
ea, porque si es índiseutido el derecho actual resultante de ésta, su titular puede 
oponerse al uso del non, luí- incriminado para mercaderías análogas a las que 
protege ella. La coexistencia de la palabra hemína como marca de la netorn y 
nombre de la demandada, sin provocar contusión, sólo si- produjo cuando esta 
última se limitaba a usarla para designar su negocio de peletería; pero no desde 
que [pliso hacer lo propio para su otro local, desde ettya época 110 medió suficiente 
espacio de tiempo para poderle, afirmar. Además, tal circunstancia resulta insu- 
ficiente para impedir la confusión en cualquier momento. 

Como, según lo hace notar el ¡i qmi, no c* posible [muer en duda la confun- 
dibilidail entre dos designaciones o mareas donde ta palabra predominante: Fé- 
íninn, es la misma, no puede sino confirmarse, con costas, la sentencia apelada 
y así lo voto. 

Los señores jueces Dr. Francisco Javier Vocos y Dr. Eduardo A. Orti?! Ba- 
sualdit, adhirieron al voto que antecede. 

Conforme al acuerdo precedente, se resuelve: confirmar la sentencia apelad», 
con costas, — Francfort) Jtnhr Voevu. — Kdunrtia A. Orti- H(i¡tn<ililt>. — José 
Frawrhro fíiduu. 

DtCTAMKN I>ETj PitorrtiADon Gkxeiial 
Suprema Corte: 

El i-ocurso extraordinario deducido a fs. l'jil es procedente 

toda vvü qi I apelante cuestiona la interpretación del nrt. 43 

do la ley Mil";") y el promiiteianiioutn rom ido os definitivo y con- 
trario al dercelio qie aqttél funda en dieliu disposición (urt, 14, 
me, do Iñ ley 4S). 

En cnanto al fondo del asunto, considero que no asisto razón 
al apelante, siendo decisivas, a mi juicio, las consideraciones 
expuestas tanto en la sentencia de primera instancia como en el 
fallo m trrído. 

En efecto, como bien se pone de manifiesto en la resolución 
do fs. 14S, el derecho que asiste al titular de una marca registrada 
es independiente de su uso, por lo que dicha marca puede válida- 
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mente oponerse a todo intento de utilización por un leñero de la 
misma o parecida designación, ya sea conio marca o como simple 
nomino comercial. Ks únicamente el reiristro de la marca y no 
sn uso — luí dielio V. K. — lo que da nacimiento al derecho de 
defender la propiedad de la misma (Fallos: JJti : ]41Jk Por ello 
carece de consistencia el argumento del apelante en el sentido do 
que tratándose de nombres comerciales el arl. 4.'! de la ley 3975 
exijíe la explotación .-lectiva de los mismos debiéndose acreditar, 
por tal tazón, el uso de la marca invocada para i|Ue ta oposición 
pueda triunfar. 

Kn consecuencia, estimo que no cabe sino confirmar la sen- 
tencia apelada, cu cuanto ha podido ser materia di' recurso. Bue- 
nos Aires, 17) d<> febrero de 1 !»,")!>. — Mamón Lascano* 



PALLO T>E LA COIiTK «WPKEMA 

tíñenos Aires, 8 de junio de 1'HiO. 

VistOH los autor.; "Dnbarry y Cía., Sucesores do Miguel 0. 
Dubarry e Peletería Fémino S.íí . L. y o Casa Féniina %f cese 
de nofnbre comercial". 

Considerando: 

P'> Que el recurso interpuesto es admisible, mi su aspecto 
formal, toda vez «pie la interpretación qne en la sentencia defi- 
nitiva de fs. 14* H!» se hace ib- la ley federal :?!)7."i, ha resultado 
contraria al derecho ipie alega el apelante fundado en dicha lev 
(art. 14, inc. \\\ ley 48). 

Que. mi cambio, con respecto al fondo, el recurso del» 
ser desestimado porque el pronunciamiento de que se agravia el 
recurrente condice con la interpretación qne esta Corte ha dado, 
desde anticuo, a las normas en Ins que pretende fundar sn derecho. 

:t*) Que , en efecto, esta Corte, al interpretar las disposicio- 
nes de la ley ."tí>7f>, ha sostenido qne "el nombre comercial de la 
casa y el de la marca son de distinta naturaleza jurídica". El 
derecho al primero surge de su uso, se mantiene por la explo- 
tación del negocio y no requiere que sea registrado (arts. 42, 46 
y 471, mientras que el derecho a la segunda sólo se adquiere por 
el certificado que acredita su registro (arts. 6 y 12). El uso de 
una marca carece de valor legal alguno mientras que el del nom- 
bre funda el derecho del que lo usa. Nuestra ley es atributiva 
de derechos respecto a la marea (nrt. 8*) y sólo deelnrativa con 
relación ni nombre (art. 42), salvo que éste forme parte de la 
marea, en cuyo caso debe registrársele (art. 47) (Palios: 189: 
224; asimismo Palios: 244 : 363). 
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4 P ) Que, partiendo de i des principios, puede afirmarse quo 
la propiedad exclusiva de U marea v el derecho 11 oponerse al 
"uso de cualquiera otra que moda prodaeir directa o indirecta- 
mente confusión rurrwpaiufr ¡ al industrial, comerciante o uirri- 
cultor, f/(íf- htttfu llenado los i qüisüm < xigikon por la ley" (árt 
f'n. A lo .,ui. ral).- a-rcuar q ■ »,.| empleo de la m»r»i i* faeul- 
tattWJ (art. 7») y «,u« el sólo registro do la mam, en la forma 
(pe determina ta ley y el r.-l amento, es suficiente para el e¡er- 
éieio y titularidad de las derechos señalados. 

ó*') <¿nr lo> ct'eeto< jurídicos que emanan del otorgamiento 
del certificad., a que alíale el art. V¿ de la lev :¡!i"i, cuando se 
t rate de marcas que directa o indirectamente puedan producir con- 
tusión entro los productos, deben interpretarse como extensivos o 
analmente aplicables a los rusos de uso de nombres comerciales 
que produzcan consecuencias análo-as respecto de una marea 
debidamente registrada (doctrina do Fallos: lg&¡ 2l'4 v otros). 

6*) Que, a mayor abundamiento, el art. 14 de la lev citada 
es terminante cuando indica, en sus tres incisos, las únicas causas 
extintivas de la propiedad de Iris marcas, entre las cuales no figu- 
ra, desde hípico, un derecho análo-o al .pie niega la demandada. 

Por ello y lo eoncordantcniente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de fs. 148/ 
J4f> en enanto ha sido materia del recurso. 

Hknmamíx Vilijíoak Bakavimuso — 
Luis María Roffi Boogeuo — 
Junio Oviianaktk — Ricaiu» Co- 

I.OMBUKK. 



Pnmm ■* u CONSTRUCCION --««r,,».,,. Caiutai, Fkwml- 
¡i K( l • ftSO DE A .1/ l'A lt<), 

Mediante <l ii.>rn>lo 000/50 y disposiciones posteriores, en «uvu virtud fué 
i itti-rvTni.il, Ib Union Obrera de la Construcción, Seccional de la Capital Fe 
den. , el Poder Kjer-utivn decidió «titilar las potestades exwpcionalei del 
estado de sitio dechirado por las leyes 14.774 y 14.785. Kn .-onseenen.-ia, corres- 
ponde continuar la sríitenm clf niMentnrín del amparo hn Sll ,lo en Ja ¡nvali .e* 
<!.- .-se itern-to. del 4!tíf./5H, y resoluc intim dútadas en eonsccucncia de ellos- 
y ™*mm ¡JW¡ fiit.dnn.ento en tales disposiciones .-ontrarían los arts. 
14, 18, 29, 31, G7 y 95 de la Constitución Nacional y 3H de ta ley 14.455. 

ESTADO DE SITIO. 

El derecho a la orpaniíínrión sindical libre v democrática guarda una relación 
rlara y evidente con la situación de conmoción interna que el Congreso tuvo 
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en vi.sta cuando sancionó las leyes 14.774 y 14,7HT>. Tul derecho fué "suspen- 
dido" por éstas, scgun la acepción que til vocablo atribuye el art. 23 de la 
Lev Kundauiental y, |mr tonto, la autoridad administrativa pudo disponer 
lu intervención iU' lu asoeiueión profesional en cuyo beneficio se Heinandu el 
arnptiro. Las medidas dispuestas, en razón de hallarse, específicamente, desti- 
nada* a eiectivizar t>I taludo de ¡Jlb, •» sea a morigerar o conjurar la con- 
moción interna, han implicado el uso de facultades privativa» del l'oder 
Ejecutivo, a las que debe estimarse irrevisibles ]>or los jueces duda la mani- 
fiesta MUfUiabiUdttil <¡ue lis asiste, conforme a las circunstancias de hecho 
ipii* determinaron su ejercicio. 

HM i HSO KXTliAOfítU.XAlitO; Hcquhittta propio», fírhfión directa. Sorma» 
ttírañm at juina. /iMposieítuiea coitxtüttcioruáa, 

Ijw arts. 18, ■»>, ;U. <i7 y !>á de la Constitución Nacional no guardan relación 
directa e, inmediata mu lo decidido por la sentencia que rechazó la demanda 
de ai ipam interpuesta en favur de una adulación profesional, cuya ínter- 
vención lu»; dispuesta por el l'oiter Ejecutivo en ejercicio ile facultades pri- 
vativas Conferidas [ior el estado de sitio. 



Dictamen del Pimhtiíaoor General 



Suprema Corte: 

En los considerandos del decreto ÍM»i óíi —jior medio del 
cual fué dispuesta la intervención administrativa di' la Unión 
Obrera de la Com truceión, y en cuyo art. e\ interventor desig- 
nado tundo Incito la adopción de igual temperamento con respecto 
a la Seccional Capital Federal de dicha entidad sindical— el 
Poder Ejecutivo de la Nación hizo espresa referencia a las carac- 
terísticas insurreccionales y sediciosas de las actividades que die- 
ran origen a las inedi las allí ordenadas: al peligro «pie esas 
adicidades representaban, por su orientación antidemocrática, 
para el régimen polílic.i establecido en el país; así como a la 
estrecha vinculación de aquéllas con las razones que oportunu- 
mi'iiic i leí enn í liaran al Congreso a saneionnr la vigencia del esta- 
llo dé <<> (ley 14. 7S.")). 

En tales condiciones, y a mí juicio, no ofrece iludas que el 
«oto administrativo contra el cnal se solicita amparo en esta 
cousa lia sitio dictado por el Poder Ejecutivo valiéndose de las 
alribucione-* excepcionales ipte emanan del art. 2,'í de la Constitu- 
ción Nacional, con el fin de superar tina situación susceptible de 
agravar eí estado de conmoción interna que motivara la adopción 
de aquella extrema medida de gobierno. 

Por lo (nulo, teniendo en cuenta la jurisprudencia sentada 
por la Corte en torno a esa cláusula de la ley fundamental (Pa- 
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líos: 243: 504; "Torres, Fernando Enrique s/ interpone recurso 
de amparo", del 15 de junio de 1959, entre los más recientes), y, 
en particular, la doctrina emergente de los dos últimos conside- 
randos del fallo dictado por V. E„ el 23 de octubre próximo 
pasado, en los autos "Arturo K. Zurita por ln Asociación Bnn- 
carm de Tucumán «/ amparo a la libertad v propiedad", me 
pronuncio por la confirmatoria del fallo eii recurso. Buenos 
Aires, 17 de felirero de IHfíO. — Ramón Lascam. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de junio de 196*0. 

Vistos los autos; "Unión Obrera de la Construcción (Sec. 
Capital Federal) s recurso de amparo interpuesto en su favor 

Considerando: 

l q ) Que la presentí- demanda de amparo, basada en ln inva- 
lidez de los decretos 906/5!) y 4925/59, así como en la de lns 
resoluciones dictadas en consecuencia de ellos, ha sido promovida 
con el fin de que sea dejada sin efecto la intervención en la Unión 
Obrera de la Construcción, Seccional de la Capital Federal — dis* 
puesta por ln autoridad administrativa— v restituidos "el local 
y los bienes» pertenecientes a dicha entidad (fs, 1/4). 

2») Que, contra la sentencia de la Cámara Nacional de Ape- 
laciones en lo Federal y Conteneiosondmmistintivo de la Capital 
Federal (l's. 50/51), adversa a su reclamo, el actor dedujo recurso 
extraordinario (fs. 53/54). Al fundarlo, afirmó que las disposi- 
ciones pivindicadas contrarían los arts. 14, 18, 29, 31, «7 y 95 
de la Constitución Nacional y el nrt. 38 de la ley 14,455. Sostuvo, 
además, (¡tic la situación jurídica con motivo de la cual demanda 
no sufriría cambio alguno si se entendiera (pie en ja emergencia 
lian sillo ejercidas las atribuciones derivadas del estado de sitio, 
yi i|iic óste únicamente habilita al Poder Kjccutivo para "tras 
Indar a una persona de un lugar a otro del país". 

T) Que interesa puntualizar, ante todo, que entre la cues- 
tión suscitada en la especie y la que esta Corte examinó al 
sentenciar la causa "Asociación Banca r¡a Tucumán" (Fallos: 
245: 8li) median diferencias sustanciales, no obstante la seme- 
janza externa que parece vincularlas. 

4 V ) Que, en efecto, el referido precedente versó tan sólo 
sobre ln amplitud que cabe reconocer a la ley 14.455, atinente 
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a las asociaciones profesionales de trabajadores, v en especial a 
su art. 38. La presente contienda judicial, en cambio, aparece 
referida exclusivamente, a la índole y dimensión de los poderes 
contcmp ados por el art 23 de la Constitución Nacional. Así 
resulta de los fundamentos del decreto 90$$$ por el que se resol- 
vió mtervemr -entre otras organizaciones sindícales- la Unión 
Obrera de la Construcción. Los considerandos que acompañan a 
ese decreto, en el que se apoyan ios actos posteriores también 
impugnados por el actor, dejan claramente establecido que el 
I 1 , h 'Cl ^ ,lI / lK : tarlu ' ^"-"meute por „na <le 1|W 

poder de policía ordmuno previsto en la ley 14.40o, decidió uti- 
liza, las potestades excepcionales y particularmente intensifica- 
das que son inherentes al estado de sitio, declarado mediante la 

; ( ° ÜH **f >• m 33/30; véase, sobre todo! 

el texto del considerando llt). ' 

á*) Que, en mérito a ello, ¡as pretensiones del demandante 
no pueden ser acogidas, como con acierto lo señalan el gfc de 
1 nmi ra Instancia, la Cámara a quo y el Señor Procurador Oene- 
ral y como se desprende, por lo demás, de lo que esta Corte dijo, 
obtter du tum, en la prealudida sentencia de Fallos : ¿45 : Sfi Para 
*mm " tal conclusión, basta advertir que el derocbo a la orga- 
n.zarn.n s.ndical libre y democrática (art. 14 de la Constitución 
Aaemn.il) cuya tutela se reclama por vía de amparo, guarda una 
relaemn clara y evide.it,> con la situación de conmoción interna 
que el ( ongreso tuvo en vista cuando sancionó las leyes 14 774 y 
14,íH.j. Se signe, pues, que ese derecho hállase "suspenso" en la 
actualidad, según la acepción que al vocablo atribuve el art. 213 de 
la Un- Fundamental, y que, por tanto, la autoridad administra- 
tiva pudo disponer a su respecto las medidas de ejecución de que 
el apelante se agravia. Dichas medidas, en razón de hallarse espe- 
ctieamento destinadas a efectmzar el estado de sitio, o sea a 
morigerar o conjurar la conmoción interna, han implicado el uso 
de facultados privativas del Poder Ejecutivo, a las que debe esti- 
mare ¡rrevisihles por los jueces, dada la manifiesta razonabi- 
bdad (pie las asiste, conforme a las razones y circunstancian de 
(lecho que determinaron su ejercicio (véase considerandos 1' a &> 
del decreto ÍHH¡/r»9). 

tí*) Que las restantes garantías constitucionales aducidas 
por el demandante no guardan relación inmediata y directa con 
lo decidido en la causa, lo que impide todo pronunciamiento acerca 
de ellas (art. ló de la ley 48). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
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ee confirma el tallo apelado de fs. 50/51 en cuanto ha sido materia 
del recurso extraordinario. materia 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AitiriiúitrLo I). AaÁoz dh Lamadiuo 

— JUUO OVHANAIITK — P BÜR0 

Aberastüby. 
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B» improml^tc murso «t ra ordinario ron baso en 1« violadán de lt 

«I ««turnar ,1 Brt . ios d«.| Regh nto Genera] d, la ,v U¿¡ P7¡ ha 

ha visto pnv.ol,, y dmostrar la prrtior.u-ia de ella* ,1 S 

Dictamen DEL Puocurvdou General 
Suprema Corte : 

P) La primen, de las pretensiones aleadas por oí apelante 
eons.ste en qi,o el art. 3 de la ley 1ii.fi.iii «.„ inconstitucional y que 
adornas ha sido derogado por el ine, c) do la lev 1,1246 Sobro el 
Piirlirular eabo destacar qne el a nun ha decidido W punto mate- 
rta de agravio , precisamente de acuerdo con la interpretación 
asumida a !ii ultima de las normas referidas —art S§ inc e— 
en vinculación con la si-tiiento, art. 52, inc. d, y que la cuestión 
asi resista M do carácter común dada la naturaleza do la 
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2*) El agravio relativo a la violación de] derecho de defensa 
no se linlln acompañado de la mención de las pruebas cuya pro- 
ducción hubieran permitido arribar a conclusiones diferentes do 
las admitidas en la sentencia. Kl agravio aparece así carente de 
fundamento. 

¡i*) La sola circunstancia de que las pretensiones del recu- 
1 rente hayan sido consideradas en dos instancias a través de sen- 
dos pronunciamientos de los organismos paritarios, resulta más 
que suficiente para comprobar la inconsistencia de la afirmación 
de que el demandado haya sido juzgad» por una entidad hancaria 
actuando ésta como una comisión especial de juzgamiento. 

4 V ) Por último, el fallo apelado se funda en razones de 
hecho y de derecho comiín suficientes para sustentarlo con las 
que no guardan relación inmediata ni directa las cuestiones que 
se articulan como de carácter federal. 

I'or lo expuesto, el recurso extraordinario interpuesto es 
improcedente y ha sitio mal acordado a fs, 101. Así correspon- 
dería declararlo. Buenos Aires, 1"> de mayo de lOófl. — Ramón 
Lnscmto. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de junio de 19fi0. 

Vistos los autos: "Banco de la Nación Argentina c Nicolao, 
Ignacio s ' excepción a la prórroga. Ley 13.34$ art. ói\ ine. e), 
art. .A inc. e)'\ 

( tohsiderando : 

l p ) Que contra la sentencia de fu. ¡H 0% confirmatoria de 
la dictada por la Cámara Regio»») Paritaria de Bahía Blanca 
(i's. (¡rj'(iO), que hizo lugar a la demanda "por excepción a la 
prórroga legal" iniciada contra el Sr. Igaacio Nicolao, éste dedujo 
recurso extraordinario (fs. 97/ÍW), el «pie ha sido concedido 
(fs. 101). 

J°) Que la apelación se apoya en las siguientes razones: a) 
Al haltérselc negado el derecho de preferencia para adquirir el 
inmueble sobre el que versa el litigio, que le correspondía por 
ser arrendatario y de conformidad con las normas vigentes (arts. 
f>i\ inc. d), de la ley 1.1*240, y 3* de la ley H.4Ó1), se han violado 
claras disposiciones constitucionales, como el art. .11 de la Ley 
Fundamental, hnbida cuenta de que la denegatoria aparece fun- 
dada en la ley V2fMi\ t la que se encontraba derogada cuando se la 
aplicó al apelante, b) La demanda ha podido prosperar en razón 
do (pie, previ-mente, se privó al demandado del aludido derecho 
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de preferencia, lo que fué resuelto por el Banco de la Xación 
Argentina. De donde se sigue que este órgano administrativo 
actuó, en la emergencia, como "ente juzgador" equiparable a una 
"comisión especial de juzgamiento'* de Ins prohibidas por el 
art. 18 de la Constitución Nacional, c) Además, el recurrente 
aduce el desconocimiento de las garantías atinentes a la defensa 
en juicio y la igualdad ante la ley, y cuestiona la interpretación 
de las disposiciones de la ley 13.246 — especialmente de su art. 52, 
ine. d) — hecha por la Cámara a quo. 

<'H Que ninguno de los preceptos constitucionales mencio- 
nados como fundamento del recurso guarda relación inmediata 
y directa con lo decidido en la causa. 

4 9 ) Que, ante todo, del texto de la sentencia impugnada sur- 
ge claramente que, al declarar la inexistencia del derecho prefe- 
rencíal invocado por el apelante y hacer lugar a la demanda, la 
Cámara no aplicó la ley 12.636 ni se atuvo a la anterior resolución 
del Banco do la Nación Argentina, sino que declaró la validez de 
clin cmi arreglo a la interpretación que hizo de la ley 13.246 (con- 
siderando II, i» fine). Y esta circunstancia es bastante para consi- 
derar ajenas id presente juicio las garantías que el demandado 
invoca con cita de los arts. 18 y 31 de la Constitución Nacional. 

$?) Que, en cuanto al acierto de la interpretación en que se 
funda el pronunciamiento, su apreciación constituye una cuestión 
no federal, extraña a la competencia que esta Corte ejerce en la 
instancia extraordinaria {Fallos: 244: 118 y 238, entre otros). 

6*) Que la tacha deducida contra el art. 108 del Reglamento 
General de la ley 13.246 hállase desprovista de base suficiente, 
en los términos del art. 15 de la ley 48, por cuanto se ha omitido 
enunciar concretamente cuáles son las defensas o pruebas de que 
el interesado se ha visto privado y demostrar la pertinencia de 
ellas en el caso (Fallos: 244: 240). 

7') Que, finalmente, tampoco cabo examinar el agravio con- 
cerniente al principio de igualdad ante la ley, porque es lo cierto 
que a través de él, tal como ha sido formulado, el apelante no ha 
hecho sino reproducir, bajo distinta forma, la impugnación con- 
templada en el considerando 4'. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 101. 

AniSTÓnuLO D. Aráoz de Lama tuno — 
Jumo Oyhajtarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colombres. 
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J l "A N A IIUÍÍOIS- rASJKI.LAM v. S. A, CDUIMStA SWIFT i»k 

LA PLATA 

RKtTRso KXTttAOMHXARlO: /,„,,„.,■,„. pwj R,l Í H ,/„,,,., <,„„.„. 

das ron hnufamnH»* m> frtmitr* n federnl*, vw-ntitlm. F« M fam,>ut<» <U- hecho. 

K* itnpn.n-i1i.iite et recurso «traordWArio deducido eóaín in sentencia que, 

T ,rp ,, • ,s, ' * «Muaderarfonea de I W y prut-lm. declaré ineiistenUs) tn* 

••nviinstniM-M^ (iii*' hnhrmn podido jsstirjcar i» itmtt-arh'in ti..] decrcto-le? 
Mtttf/40. inyn ititi-ÜLM'iiHá ti» aparece, ¡i.¡, rinculadn «-.m la decisión cutí- 
tiriji m eoti «'¡ fundaiuento de ella, 

HEcrtlsn KXrilAOIWt.XAfffO: Reqvmto* propia Cmatbn*» m yv,/«r„f, s . 
int«rpr*ta,ewM «/»■ mrmm <t aetot Eottmntf. 

Siendo el mi, Ió7. ¡ne. v\ del pWígtj de Comerxsio, tina noitul de ttereoho 

, ' m "< »iwtlta>v iimi cuivliun njrmi ,i hi itisti ¡a i«x|rni>rdiniiriii ln riro. 

eedeneia o tnipfoeedcniifl dr> 1m di-dum-imt - tl ,.fWhitir>=c ,M Minuto <-orr<>*- 
pondietite a '» iad>ittttiísiidifin por fnluviim.nl.. dil ( . m pr t . u ,i., ,[,. ] ns ,. (iri i r i. 
hueiutira i-fi-c-t luiilais njiii'oniu- :i t>si> pm-eplti K-iil pi.r ■•] ¡Nitrcin drrujmdadi». 

DlfTAMKX DKI. PimntlAlHiK ÍÍ^Xkkvi. 

Suprema Corte: 

En estos autos ha quedado establecido que ¡i la Éaíáia del 
fallecimiento del esposo de la adora, el mistiuv un se encontraba 
en condiciones de obtener jubilación ordinaria íntegra (v. informe 
de i'*. 4.") y veredicto de l's. r,01 y, olio sentado, es evidente que 
no podría jugar en el snb w//trr la exención establecida en el 
segando apartado del art. si del decreto 13.937/46, ni aun en el 
supuesto de que a dicha norma le l'uern asignada la interpreta- 
ción que le atribuye la demandada. 

lOn tale* condiciones, y sin perjuicio de señalar que la doc- 
trina de Fallos: :!40: 174 resalta contraria a lo pretendido por 
aquélla, estimo que la invocación de la cláusula legal de referencia 
no sustenta en este caso el recurso extraordinario. 

Por lo demás, pienso que una vez reconocido el derecho de la 
actora a la indemnización que reclama, tanto 1n determinación del 
monto de ese resarcimiento, como lo relativo a si a tales efectos 
resulta procedente la compensación que la accionada funda en lo 
dispuesto por el art. 157, inc. 8* de ta ley 11.729, constituyen 
cuestiones de derecho común que no pueden ser decididas en la 
instancia de excepción. A lo que cabe agregar que las cuestiones 
de carácter constitucional que también articula el recurrente no 
guardan relación directa con aquellos puntos, ni han «ido objeto 
de oportuno planteamiento. 

Por lo tanto, soy de opinión que el remedio federal de fs. 58 
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es improcedente y ha sitio mnl concedido n fs. 62 vta. Buenos 
Aires, 1* de setiembre de lí)59. — Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, S de junio de ÜHiO. 

Vistos los autos: "Irigoin de Custcllnni, .Juana e. Swift de 
La Plata S. A.. Compañía s indemnización ñor fallecimiento". 

Considerando: 

P) Que el tribunal a quo hizo lugar a la demanda inter- 
puesta y condenó a pagar la reclamada "indemnización por talle- 
cimiento" con arreglo a lo preceptuado por el art 157, ine. 8* 
del t'ódigo de Comercio, modificado por la ley 11.729 (fs. 52/0:")). 
Con tal motivo, la demandada interpuso recurso extraordinario 
(fs. 58/62), el que lia sido concedido (fs. 62 v. '6.'í), 

2*) Que el recurso se funda en las siguientes razones: a) 
Dado que el esposo de la acto ra, i.l tiempo de ocurrir su falleci- 
miento, se lialla ha *'eu condiciones de obtener jubilación ordina- 
ria íntegra", el empleador no está obligado al pago de la indem- 
nización del art. 157, inciso 8 9 citado, ya que ella es excluida por 
el art. 81 del decreto-ley 1:5,037/46 (ratificado por ley 12.921), 
nornia federal cuya correcta inteligencia ha sido desvirtuada en 
el caso; b) Aun cuando se estimara que tal indemnización debe 
ser acordada, del monto a fijarse debería ser descontada la can- 
tidad correspondiente a las contribuciones que el demandado hizo 
a la caja del mencionado decreto-ley, y ello conforme al art. 157, 
inc. B v t in finr, del Código de Comercio, precepto ai que el apelante 
atribuye carácter federal; c) Al no aceptarse dicha deducción, se 
habrían contrariado tas previsiones de los arta. 17 y 19 de la 
Constitución Nacional. 

3*) Que, en lo atinente al primero de los agravios expuestos, 
interesa dejar establecido que el tribunal a quo basó su pronun- 
ciamiento favorable a las pretensiones de la actora en el aserto 
de que "en autos se ha probado que el trabajador afiliado a la 
Caja Nacional para el Personal de la Industria, no reunía a la 
fecha de su fallecimiento ni la edad ni los años de servicios nece- 
sarios para obtener jubilación ordinaria íntegra". Y añadió: 
" . . .por lo que falla por su base la réplica que la demandada ha 
opuesto a la acción ejercitada en el sub inv" (fs. 54 vta.). De 
ello se sigue que, en verdad, la sentencia impugnada, sobre la 
base de consideraciones de hecho y prueba, ¡rrevisibles en esta 
instancia, declaró inexistentes las circunstancias que habrían po- 
dido justificar la invocación del deereto-ley 13.937/46, cuya inte- 
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ligcneia, pues, no aparece vinculada con la decisión emitida ni 
con el fundantento de ella. A lo que debe agregarse q U e las Tos- 
tantes consideraciones contenidas en el fallo fueron expresadas 
sólo a mayor abundamiento y, en rigor, obiter dictum. 

4?) Que, siendo el art. 157, ine. 8* del Código de Comercio 
una norma de derecho común, la procedencia o improcedencia de 
la deducción que el apelante pretende de conformidad con lo que 
aquél prescribe, constituye una cuestión ajena a la competencia 
que esta Corte ejerce en la instancia extraordinaria. 

IJuc las garantías constitucionales invocadas por el apelante, 
referidas a los artículos 17 y 11* de la Constitución Nacional, no 
guardan relación inmediata y directa con lo decidido en la causa. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
f s. (¡i? vta. 'fi:í. 

AiusTÓurLo 1). Aiiáoz nu Lamaihmo — 
Luis María BoFfl Booííeüo — Ju 

LIO OyiIAN'ARTK — PeDRO ABURAS 

tur y — Ricardo Colombres. 



RAIL ESCOBAR v Ontos 

roXSTlTl'rtOX XACfO.XM.; Derecho* !t tinr.i «/»«.-. Defensa en mielo. Proce- 
ttimiénto p tentencia. 

No uparen? desconocido el derecbo de defensa en juicio, rtiyn «irravio se fun- 
da en 1» ilegalidad nmnlcuiniicnto del secreto del sumario durante el trámite 
policial del espediente por infracción al edicto sobre reuniones públicas, si 
el procesado, en la ocasión pi-evista en los* nrts. i>87 y sirles, ilel Código de 
Procedimientos en lo Criminal, conoció la imputación de que era ohjeto, nsí 
ionio la prueba (le rnrjro. y estuvo en condiciones ile ser oído, nleirar y pro- 
li.-ir ante un ónrnun judicial; a lo <|ue cabe jiíiresrar que. pudiendo liaber ofre- 
cido medidas probatorias en ln audiencia prescriptn en el art. f>fl8 del mismo 
eódi'jn, no lo Imíío. por lo que la privación de la prueba de desennro responde 
¡i ¡uniría procesal imputable al interesado, sin agravio a normas constitucio- 
nales. 

RECURSO EXTHAMiruXARlÚ: Requisitos propias. Cuestione* uo fedtraics. 
Interpretaran de normas lóente* de procedimientos. Casos parios. 

I*> referente t\ la nnsenein de prueba suficiente para eoTidenar y a ln inteli- 
líctnin atribuida en el caso ni Reglamento de Procedimientos Contra veneio- 
tialcs. versa sobre cuestiones de licclio y prueba y de naturaleza procesal, 
ajenas a la esfera del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAOñDlXARIO: Requisitos eomttnes. Gravamen. 

Es improcedente d recurso extraordinario, fundado en ln emrnntíft de ln de 
feiisH. contra el pronunciamiento del juez correccional que, en los termina* 
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del flrt. 588, del Código de Procedimientos en lo Criminal y sin exceder el 
margen de discreción razonable que éste le atribuye pnra decidir respecto 
de la apelación deducida en materia de faltas, deniega Ja prueba, cuya vin- 
culación con el hecho que motiva el proceso no resulta, además, de lo* autos. 

\ 

Dictamkn Mi, Procurador General 
Suprema Corto : 

¡?sr lo que hace al recurso de fs. ¿í) opino que tío puede pros- 
perar. La circunstancia de que en la instancia policial se haya 
mantenido el secreto de las actuaciones, aun después de dictada 
la sentencia de fs. 11, no revela por sí sola la existencia de agravió 
constitucional, no sólo porque el recurrente tuvo oportunidad de 
conocer en la alzada el texto íntegro de lo obrado sino porque 
no se explica en qué medida ello ha obstaculizado la labor de la 
defensa, la que ni siquiera ofreció probanza Ue descargo- Tam- 
poco configura agravio suficiente el referente a la forma en que 
ha sido apreciada la prueba producida en autos porque ésta es 
una cuestión ajena por su naturaleza al recurso extraordinario, 
se»ím está reiteradamente resuelto. 

Xo ocurre lo mismo con el recurso de fs. 3:2. El examen de 
estos autos demuestra, en efecto, que con anterioridad a la reso 
tución de fs. 11, no se dió oportunidad de producir prueba alguna 
a los imputados, no habiéndose admitido tampoco en segunda 
instancia la qne fué ofrecida a fs. 26. 

En consecuencia, habiéndose privado n los procesados en cuyo 
favor fué interpuesto el recurso de fs, 32 del derecho eonstitu 
cionalmente asegurado por la garantía de la defensa en juicio de 
producir la prueba de descargo reclamada u fs. 26, opino que 
corresponde dejar sin efecto el fallo apelado en cuanto condena 
a Raúl Victoriano Pajoni, Enrique Orymbergy Salomón Szezberg, 
debiendo devolverse el sitb ituiier al tribunal de origen a fin de 
que la causa sea tramitada conforme a derecho en lo que a la* 
personas citadas respecta. Buenos Aires, 16 de diciembre de 1958. 
— Ramo* Loscano. 

FALLO DE LA CORTE Sri'ltEMA 

Buenos Aires, 8 de junio de IflfiO. 

Vistos los autos: "Raúl Escohar, Ezequiel (íallo, Raúl Victo 
riano Pajoni, Enrique flrynberg, Salomón Szczberg" p/ infrne 
ción edicto reuniones públicas. 



88 FALUOS DE LA CORTE SUPREMA 

Considerando : 

l p ) Que, a fs. ¿8, el Sr. Juez a quo confirmó la resolución 
de fs, Jl, por la quo el Sr, Jefe de lu Policía Federal aplicó pona 
de multa de m*n. 240 o, en su defecto, seis días de arresto a los 
procesados Ezequiel Gall*, Raúl Victoriano Pajoni, Salomón 
Szczherg y Enrique Grynbcrg. Contra esa sentencia, se interpu- 
sieron los recursos extraordinarios de fs. 2H/31 y 32, quo han 
sido concedidos (fs. 33). 

2 P ) Que el defensor del procesado Ezcquicl Gallo, al biipug- 
nar el pronunciamiento recurrido, afirma que lia mediado desco- 
nocimiento del derecho de defensa en juicio. Ello, por cuanto, 
según pretende: a) adolece do "ilegalidad" el mantenimiento del 
"secreto del proceso" durante la actuación tramitada ante la 
autoridad policial; b) no existe prueba de cargo bastante para 
sustentar la decisión condenatoria, de conformidad con lo dis- 
puesto por his pertinentes disposiciones del Keglamento de Pro- 
cedimientos Contraveneioiinles (fs. 29/31). 

Tí*) Que, a su turno, el defensor de los demás procesados 
también aduce violación del art. 18 de la Constitución Nacional. 
Sostiene (pie sus defendidos no tuvieron ocasión de probar en 
la instancia administrativa y que, por tanto, la denegatoria por 
el Sr. Juez interviú ¡ente de las pruebas ofrecidas a fs. 27 importa 
vulneración del mencionado precepto (fs. 32). 

4°) Que los argumentos contenidos en el escrito de fs. 29/31 
no son atendibles. Efectivamente, consta en autos que el proce- 
sado tíallo, merced a la apelación que interpuso y a las previ- 
siones fie los arts. 587 y siguientes del Código de Procedimientos, 
conoció la imputación de que era objeto, así como la prueba de 
cargo contra él reunida, y estuvo en condiciones de ser oído, aie- 
gnr y probar ante un órgano judicial. De este modo, no sólo fué 
reconocido su derecho a obtener tutela .judicial, sino que, además, 
desapareció toda objeción que hubiera podido fundarse en las 
limitaciones sufridas durante la primera etapa del procedimiento 
(doctrina de Fallos: 20."): 54!) y los allí citados). La única priva- 
ción verdaderamente soportada por el apelante lia sido la relativa 
a la prueba de descargo, respecto de la cual conviene advertir que, 
habiendo podido aquél ofrecer dicha prueba en la audiencia a que 
se refiere el art. 588 de la ley de forma, no lo hizo, según lo admite 
a fs. 2» v. Va de suyo, pues, que, en tnles condiciones, lo más que 
podría existir es incuria procesal imputable al propio interesado 
y no agravio a normas constitucionales (doctrina de Fallos: 243: 
354). Por otra parte, las consideraciones expuestas acerca de la 
ausencia do prueba suficiente para condenar y de la inteligencia 
que corresponde atribuir a los artículos del Reglamento de Pro- 
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cedíiníentos Contrnvoncionalcs que el recurrente cita, versan so- 
bro cuestiones dé bocho y prueba y de naturaleza procesal, ajenas 
a la esfera del reñirse extraordinario, eotno con «cierto lo señala 
el Sr. Procurador (jeueral. 

ó*) l v hie las pretcnsiones expresadas en el escrito de fs. 32 
tampoco pueden ser acogidas, Kn lo ijne a ellas atañe, en efecto, 
las modalidades de la causa coinciden sastancialmente con tas qtte 
esta Corte examinó al resolver el caso " Walter Edgardo Prestía" 
( Palios: -44: 576). Kn const-eneiu-hi, de conformidad con las con- 
sideraciones jiIIl expuestas, a los cpie cabe remitirse brevitatis 
Musa, el recurso debe ser desestimado, toda vez ipie en el súb lite 
no aparece excedido el margen de discreción razonable que el 
art. óSS del Código de Procedimientos en lo Criminal atribuyo 
« los jueces correccionales. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. :¡:s. 

AutsTÓHuu» J>, AiiÁoz ok J.AMAniiin — 

Jl LlO OYIlAXAItTK - PKOHO AbB- 

KAMTnry — Rn-Aiton Co:,oMitjo:s, 



FEDERACION" m DHUKKOS v EMPLEAMOS i.a ÍNIX'STKTA VAVKL, 
CARTON, QUÍMICOS v AF1XES v. ISAAC MENDEL LtEltEKBAUM 

MBCltmO EXTRAORDINARIO: fírquhitüs propio*. íWr/nnn i,„ federales. 
inUrpreltu-iÓn ttr nnrma» >i m-loo enmunv». 

La interpretación rli- h ley U.25», |mr Initatxe de den-clin t-.umiti. es ajena 
:il rci-in-so i'\lrimrtliiiiirio. 

RKCVRSO EXTRAOnOISAHm Habito* prn¡»u*. VH**h*e* «* fedérale», 
¿trutriiriii* arbitrarias. [ m procedencia <h-t reÉUtHú, 

La tacha de nrhitríi rícrln^t no es admisible contra nnn sentencia basada cu 
un tallo nlcnario senmuciile fundado. 

HMTRSlt EXTRAORMXARIO: R*&k#& propio». C»c.-f«,«c, no fedérale». 
Interpretación de normas y actos coi» mus. 

in)]ii'oii'<t('Ht4> el recurrí extraordinario fundado en «jue los decretos 
7]H(i y rJ7"i/r>7. hsí fimnt la convención colectiva 2fiS/54 (urt. 53), está» 
en pn-jun con ¡¡rescripto en los decreto- leve* 2:i.S;VJ/4ó, (>!):>") /ñli (nrt. ,'t«) 
y H27u/'tl>, por io qae aquéllos traducen sentios excesos reglaméntanos del 
Pndcr Ejecutivo. Se trata de disposiciones de derecho común, cuya declarada 
compatibilidad basta pura sustentar i'l tullo, tfim es i n susceptible, cu conge< 
eueneia, dé revisión rn la Instancia extraordinaria ron ha** eu el nrt. 80, 
iiie, de la Constitución Xariomil. 
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KhVrfíSO EKTRAOKhlSARH): Requisitos propio*. Cuestiones »o federales, 
interpretación rf* normoé § tu tos eamnnes. 

Ks improcedente ct recurso extraordinario dedw -id.i contra la sentencia que 
admite ln validez y obli^iitoriednd de bis resoluciones 6/55 del Director Xa- 
cionid de Trabajo y Arción Hocinl Pimía y 133/58 del Ministro de Trabajo 
y Previsión, iiiediítntv ln interpretación de ln ky eotin'm 1-1.250, con criterio 
t|iii> no contraría ln* pwienras previsiones de ln ley 14.:l(U. sobre organización 
de los in i murrio* 

URCURfiO FXTKAOUntXMtin: Rtqnmton propios. Cuestiones tut ftfaralrs. 
ttiirrprrtwitUt itr tiorutu ti aetM romiuifs. 

KeMielve t mtito m *B heebo y de derecho común, iiiMisccptibles «Ir revisión 
en \» instancia fxtríiui'diiiiirin, la semencia que decide que un convenio colec- 
tivo obliga al recurrente, no obstante I» «finiuu ión di' que t ;t I convenio 
tai suscripto por 1» representación patronal. 

DlCTAWES títSL PlUKTItAlHiU (lEJÍKItAL 

s'iij peina Corte: 

Lo decidido en cnanto a ln obligatoriedad del convenio colec- 
tivo en cuestión (ver tullo de primera instancia de fs. 5 y argu- 
mento* coineidriiti's de ln sentencia del n quo), no es, por su 
iiatu raleza, susceptible de revisión en la instancia extraordinaria. 

Con respecto a lo resuelto aeerea de que con anterioridad a 
ta sanción del decreto-ley (¡!)25/5l¡ y del decreto 7t<HS/5fi eran 
compatibles con la norma del art. 6 9 del decreto-ley 23.852/45 
(ley 12.Ü21), las clúustilas de los convenios colectivos que impo- 
nían n lo> empleadores el pago de contribuciones destinadas a la 
obra social de las asociaciones profesionales de trabajadores, 
constituye ñu problema de derecho común, igualmente ajeno a la 
instancia de excepción (ennfr. "Federación de Obreros y Emplea- 
dos de (a Industria del Papel, Cartón, Químicos y Afines e/ So- 
prano, Miguel 1 ', fallo del 10 de abril do 1Í159 y los allí citados), 
con el ipi<- mi guardan relación inmediata ni directa las cuestiones 
que el apelante vincula con los nrts. 14, 17, lí) y 31 de la Consti- 
tución Nacional. 

En lo qne baée al agravio que el recurrente funda en lo dis- 
puesto por el art. fifí, inc. 2*, do la Ley Fundamental, señalo que, 
según lo tiene reiteradamente declarado V. E., cuando ln cnestión 
de carácter constitucional que se pretende someter a la conside- 
ración <lc la Corte Suprema se sustenta en una supuesta colisión 
de dos normas do derecho común qne el tribunal de la cansa ba 
declarado compatibles, la apertura de la instancia extraordinaria 
resulta improcedente, en razón de que no podría modificarse lo 
resuelto por la sentencia sin revisar al propio tiempo la Ínter 
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pretneión de la ley común que ha hecho la misma (Palios: 117: 7'j 
136: 131 y 189: 182. entre otros). 

Con arreglo a lo expresado, considero que el remedio federal 
intentado resulta improcedente, y que correspondería declarar 
que ha sido mal concedido a fs. 82 vta. Buenos Aires, 8 de julio 
de 1959. — Human Lascado. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de junio de 1960. 

Vistos los autos: ''Federación de Obreros y Empleados de la 
Industria del Papel, Cartón, Químicos y Afines c/ Berenbaum, 
Isaac Mendol s/ incumplimiento de convenio". 

Considerando : 

V) Que los argumentos del apelante, semejantes, en su esen- 
cia, a los que estn Corte examinó en diversas causas anteriores, 
no son atendibles. 

2 P ) Que, ante todo, la validez y obligatoriedad de las reso- 
luciones administrativas que se impugnan (Resolución ti* 6/55 
del Director Nacional de Trabajo y Acción Social Directa y Reso- 
lución n fl 133/56 del Ministro de Trabajo y Previsión, obrantes a 
t's. 23 24 y 29) ha sido admitida por el tribunal a quo con arreglo 
a lo dispuesto en la ley 14.250, la interpretación de cuyos precep- 
tos constituye materia ajena a la esfera del presente recurso 
(doctrina de Fallos; 243: 293 y otros). Y, ciertamente, el criterio 
adoptado por los jueces de la causa de ningún modo contraría las 
genéricas previsiones de la ley 14.303 que el recurrente aduce. 

3') Que tampoco puede ser contemplado el aserto de que 
los decretos 7106/56 y 1275/57, así como la convención colectiva 
268/54 (art. 53), están en pugna con lo proscripto en los decretos- 
leyes 23.852/45, 6925/56 {art. 3 P ) y 9270/56, y que, por consi- 
guiente, aquéllos traducen sendos excesos reglamentarios del Po- 
der Kjecutivo. Trátase, en efecto, de disposiciones de derecho 
comiín cuya declarada compatibilidad es bastnnte^mra sustentar 
el fallo recurrido (Fallos: 239: 393; 243: 162 y 293; y doctrina 
de Fallos: 244: 510)- A lo que del>e añadirse que, en virtud di! 
lo expuesto, la mera alegación del art. 86, inc. 2 9 , de la Constitu- 
ción Nacional no autoriza el otorgamiento del recurso extraordi- 
nario (Fallos: 239 : 393). 

4') Quo, respecto de las objeciones hechas a la sentencia de 
fs, 75/76 en cuanto ella decide que el convenio colectivo antes 
mencionado obliga a la demandada, a pesar de que ésta sostuvo 
qne dicho convenio 41 jamás fué suscripto por la representación 
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patronal" (fs. 12 y 81), ea manifiesto qoe pronunciamientos do 
tal naturaleza versan sobre cuestiones de hecho y de derecho co- 
mún, insusceptiblcs de ser revisadas en esta instancia (Fallos: 
244: 203). Y lo propio cabe declarar en orden a la remisión que 
el fallo hace al plenarto de la causa •'Federación Gráfica Argen- 
tina v. Kalifon S,U. L. acerca de cuyos serios fundamentos esta 
Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse (Fallos; 243: 293). 

8?) Que, según se dijo en el considerando 2* la competencia 
resultante del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48 no faculta 
a interpretar normas como las de la ley 14.250. Por tanto, no 
corresponde pronunciarse sobre la tacha relativa a la inteligen- 
cia de los art s. 3* y 9* de aquella ley. 

W) Que, filialmente, la sentencia de la Cámara a quo posee 
tunda mentación bastante para excluir la impugnación de arbi- 
trariedad que contra ella se formula, y las garantías constitu- 
cionales alegadas carecen de la indispensable relación — inmediata 
y directa — con la materia de la decisión (pie puso termino al liti- 
gio (nrt. ló de la ley 4S y doctrina de Fallos: 243: 289). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 82 vtn. 

Aiíistówlo D. AuÁoz pi Lamadkid — 
Ji lio Ovhaxautb — Peduo Abe- 

RASTl'llY — RlCAftlH) CoLOMrtTlES. 



HlMIiRHTO ÍMitMO MASON' 

jrfítSMcrHtX Y t (>MVEWm¡4¡ Competería Camas penales. 

Violación A Hermas fédtrutm. 

Si Iji* «nnstmieia* •3*- la eclisa revellín )n existencia de una denuncia concreta, 
y aprima fai-ie"' rorndmrada, de lipelins qnt- pueden ii»i|wtnr infracción a las 
imrma» de la ley 13.085, rorrésponde a I» justicia tederal. y no n la provincial, 
ihvestigwrloí y dictar la resolución que roí responda. 

■ 

Dictamen* del Píiocühaikjk Genehal 
Suprema Corte: 

Toda vez ipie lo decidido a fs. 53 de estos autos comporta 
denegatoria del fuero federal, el recurso extraordinario inter- 
puesto entura dicho pronunciamiento es procedente y ha sido bien 
concedido a fs, ó8 vía. 

En cnanto al fondo del asunto, doy por reproducidas las con- 
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sideraciones formuladas por el Señor Procurador Fiscal de Cá- 
mara a fs. p y 58, y en su mérito solicito que V. K. revoque el 
fallo apelado y declare que el conocimiento de la presente causa 
corresponde a hi justicia federal. Buenos Aires, íl de mayo de 
19f¡<>. — Humó ti Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de junio de 1960 

Vistos I«s autjfii "Masón, Humberto Primo, acus. Fábrica 
"COFIC" S. A., dnm. por inf. ley nacional 13.985, art. 7» M . 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario interpuesto por el Sr. Procu- 
rador Fiscal de Cámara a fs. 58 y concedido a fs. 58 vta, es proce- 
dente, pues Jo reseuíto a fs. 53/54 importa denegatoria del fuero 
federal, expresamente invocado a fs, 52. 

Que las constancias de esta causa revelan la existencia de 
una denuncia concreta, y "prima fneie" corroborada, de hechos 
que pueden importar infracción a las normas de lajey 13.985, 
<\m arrojarlo a la jurisprudencia de esta Corte sobre el punto 
—Fallos: 233: 35; 239: 48 y 279—, corresponde cpie la justicia 
federal invesfiírue si constituyen o no delito los hechos denun- 
ciados y dicte la resolución que corresponda. 

Pnr ello, se revoca el auto apelado de fs. 53/54 en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

AaisTÚBriiO Ti. Aráoz de Lamadiud — 

JtTLTO OVIIANARTR — PRORO ABE- 
HASTTHY — RttWlfDO OoLOMMlEB. 



P. R. I.. ESTANCIAS SAN CARLOS v. JESUSA «ÍARMEXMA m CAI MI 

— *r sucesión— 

JVltiSIHCt IOS Y rOMVKTKXriA: VuMhnn de ,om P t tencia. Inhibitoria: 
fiiantritmieitlo ti trúmitt. 

Lns contiendas de competencia deben resolverse por iii vía a que se ha iludo 
preíerenciii. 

Kn consecuencia, si lu parte planteó declinatoria antr Ih justicia civil de la 
capital v, posteriormente, dedujo inhibitoria ante la Cámara. Puritana de 
Treiupie lauquen corresponde que la cuestión de competencia sen resuelta 
por el juez nacional en lo civil. 
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Díctame» del 1 




Suprema Curte: 

En el expediente 72.")!) de la Cámara Regional Paritaria de 
Tronque Lauquen, la razón social "San Curios Estancias S. R. 
Ij." promovió demanda por nulidad de convenio mediante escrito 
presentado el lf> do julio do lít.">!>, poniendo de manifiesto en el 
otmsí (fs. 19) que tenía conocimiento de que los accionados se 
haliían presentado ante el Juzgado Civil n° *X Secretaría 17, do In 
Capital Federal, solicitando el cumplimiento del convenio por 
euya nulidad se accionaba. 

Notificada la demanda deducida ante el organismo paritario, 
los accionados promovieron cuestión do competencia por inhi- 
bitoria ante la justicia civil mediante escritos presentados el 14 
y 25 do agosto de V,m (expediente HítiO, fs. 13/20 y 37 '30). 

A su vez, Kstaneias San Carlos, a la cual la demanda enta- 
blada ante el Juzgado en lo Civil n* 9 ya lo había sido notificada 
eoii fecha :í0 de julio de lílóí» (expediente S37¡>, fs, 38 vtn.) pro 
cedió a : 

1 9 ) Plantear cuestión de incompetencia por declinatoria ea 
el juicio civil el 12 do agosto do líió!» (expediente 8379, fs. 46/50) 
pretendiendo que en la causa debían entender los organismos pa- 
ritarios o. en su defecto, la justicia comercial, y 

2 ) Plantear cuestión do incompetencia por inhibitoria ante 
la Cámara Regional el 24 de agosto de lOóí» (expediente 7342, 



De lo expuesto se desprende, pues, que Estancias San Carlos 
recurrió cu primer término n la declinatoria y después a la inhi- 
bitoria, sosteniendo en aquélla pretensiones más amplias que en 
la segunda, y que en eonsecuencia, de acuerdo eon lo que pres- 
cribí- el art. 412 del Código de Procedimientos y la reiteradn doc- 
trina ile V. K, la cuestión articulada por inhibitoria resulta 
extemporánea. 

Xo afecta a esta conclusión la circunstancia de que los deman- 
dados ante la Cámara Paritaria hayan también planteado contien- 
da por inhibitoria ante la justicia civil, pues las pretensiones por 
ellos sustentadas quedarían resueltas en la declinatoria que les 
ha sidí) opuesta, en euya substanciación, que corresponde dispo- 
ner, tendían oportunidad de sosfene ■ los misinos argumentos 
aducidos en la inhibitoria que ellos han planteado. 

Por lo tanto, y en mérito a lo expuesto, estimo que en lo que 
concierne a ta competencia deberá estarse a lo que oportunamente 
se resuelva en la excepción que Estancias San Carlos S.R.L. ha 



fs. 1 ). 
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planteado por vía de declinatoria. Buenos Ai ros, 2* de marzo de 
1%0. — Ramón f ¿tutea tw. 



FALLO DE LA CORTE SDPBEMA 

Buenos Aires, 8 de junio de HoU 
Autos y visteis; considerando: 

Que, eotno lo demuestra el precedente dictamen del Señor 
Procurador (íenernl, "San Carlos Kstancins ¡S.R.L." planteó 
declinatoria en el expediente 8.170 de la justicia civil antes de 
deducir inhibitoria en la causa 7341 de la Cámara Regional Pari- 
taria de Trenqtie Lauquen. 

QU% como lo ha resuelto reiteradainente esta Corte, la con- 
tienda de competencia debe resolverse por la vía a que se hn 
dado piefVn.Ticia, en este caso, la declinatoria deducida ante el 
■Juzsrado Civil a* íl —Fallos: 2+4: 345 y sus citas, cutre otros—. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que la cuestión de competencia planteada en los juicios 
sefuidos entre "San Carlos Estancias S.R.L." y Manuel' L, A. 
Cnmii tíarruendia y otros sobre cumplimiento o nulidad de con- 
venio debe ser resuelta en el expediente KH7Í), en trámite ante el 
.hiz-ado Xacioual en lo Civil ifi 9 de la Capital Federal. Remí- 
tanse al Sr. Juez en lo Civil los expedientes 8379 v 8760, con 
copia de estr pronunciamiento y del didamen precedente; y de- 
vuélvase esta causa, junto con" la 7342, a la Cámara Regional 
Paritaria de Trenquo Lauquen, que deberá disponer la suspen- 
sión ile los procedimientos hasta tanto se resuelva definitivamente 
la contienda (ort. 420. Código Proe. Civiles). 

AnisTÓiu'Ln I). Aiiaoz im Lamaihup — 
l.i is Makía Bokh Bochikho — ,Tl t - 

LIO i h'II.VNAItTE — RtPAROO CoLOM- 
BlrKS. 



JtTAN LOPEZ 

.rrrtisuicrtny y coui'KTExaA: emp*t**eh nacional emm pmahs. 

I Mhtrto» dé norman fetttrnh í. 

Manida t-nratn del carácter wstrirtivn y excepcional del fuero tedernl, y sin 
(««■niueic» ríe ,,ue Iiih tiinriwidadiw de ln num punían determinar una "solu- 
<.•it.ii distinta, corresponde <|ue la justicia en lo correccional *ign conociendo 
del prnceüo si de la investigación realizada no resultan elementos do juicio 
*u luientes para nereditar que t .| supuesto autor de los hechos delictuosos 
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ilenunrioili-, Imbiest- tonillo ¡dirimo de Ins |m>])t>tfitos rspeiíuros n-qileridof 
para configurar una infracción al nrt. 7'-* de la ley 13.985. 

Dicta mex del Proci-uaoou Obnebal 

Suprema Corto: 

En nú opinión, de los elementos dé juicio hasta ahora arri- 
mados al proceso, no resolta que los hechos que se investigan 
hayan sido cometidos por el imputado con el ** propósito do per- 
turhar, retardar, o impedir el desarrollo militar, económico, fi- 
nanciero, social, científico o industrial de la Nación", a que alude 
el nrt. 7 V de la ley 13.985. 

En consecuencia, considero que por el momento eorrespotide 
que sigan conociendo de osla causa Ins tribunales del fuero penal 
ordinario, y que en tul sentido dehe ser dirimida la contienda 
negativa planteada. Buenos Aires, '2H de abril de 1960, — fíamón 
hascano. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

■ 

Buenos Aires, 8 do junio do 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Qúe el Tribuna, compartí- las conclusiones del precedente 
dictamen de! Señor Procurador (¡enera]. Kslimu, en efecto, que 
de la investigación realizada no resultan elementos de juicio sufi- 
cientes para acreditar que el supuesto hutnr de los hechos delic- 
tuosos denunciados hubiese tenido alguno de los propósitos espo- 
cíñeos requerido* para configurar una infracción al nrt. 7* de 
la ley 13.985, En tales condiciones, linbida cuenta del carácter 
restrictivo y excepcional del fuero federal, y sin perjuicio de (pie 
las nlterioridades de la causa puedan determinar una solución 
distinta, la justicia en lo correccional debe seguir conociendo del 
proceso. 

Por ello y lo dicta mi nado por el Señor Procurador General, 
se declara que el '•onocimicnlo de esta cansa corresponde a la 
justicia en lo correccional de la Capital. Remítanse los autos a 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
a fin de que reasuma sn jurisdicción, declinada a fs. 73, y hágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez en lo Criminal y Correc- 
cional Federal. 

TiUis Marta Boffi Boooebo — Jpho 

OVIIAXAKTE — PKMIO AhBÍIASTI'RY 

— RirAimo Coi.oMidtKs. 
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RAFAEL ,1. RODRIGUEZ y Otro 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Sentencia definida. Re. 
solnoones antenotes a la sentencia definitiva. Varia». 

La» resoluciones que declaran la nulidad de actuaciones no constituyen sen- 
tencia definitiva a los efectos del art. 14 de la lev 48, Tal jurisprudencia es 
especialmente aplicable al caso en que lo resuelto versa sobn excepciones de 
taita de acción y de personería, cuya» decisiones tampoco dan lugar, por lo 
común, a la apelación extraordinariii. No importa que se invoque la arbitra- 
riedad y la violación de garantías constitucionales ('). 



PEDRO OSCAR TI* LIAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Cámara que confirma "por 
sus fundamentos" (a de primera instancia a pesar de que las medidas para 
mejor proveer ordenados en la alzada contradicen tas constancias tenidas 
en cuenta por el juez ¡tara rechazar la solicitud de excepción al servicio 
militar. La decisión recurrida no constituye, así, la conclusión razonada que 
exige todo pronunciamiento judicial. 



Dictamen del Procurador General 

Su [ironía Corte: 

La sentencia dictada en primera instancia (fs. 24) no hizo 
lugar a ]a excepción al servicio militar del recurrente, basándose 
en un único fundamento: el del que el padre de aquél, según el 
certificado médico de fs. 22 vta., presentaba una incapacidad labo- 
rativa del cinco por ciento, porcentaje éste que, a juicio del ma- 
gistrado, no constituye incapacidad que justifique la excepción 
intentada. 

En segunda instancia se decretaron dos medidas para mejor 
proveer. De una de ollas resulta que el padre del causante pre- 
sentaría una incapacidad laborativa dol cuarenta por ciento (fs. 
49) ; de la otra, que el peticionante "realiza solo todas las tareas 
inherentes a explotación de la chacra" de propiedad de su padre, 
quien "solamente efectúa las administrativas parcialmente..." 
(fs. 54). 

No obstante ello, se dicta sentencia a fs. 56 en los siguientes 



m 8 de junio. FaU«: 239: 3»2; 3-10: 13»; 242 : 55, 279, 460; 243: 2H; 244: 



FAUUOS DE LA CORTE SUPREMA 



términos: "Por sus fundamentos, se confirma la resolución ape- 
lada, por la que se desestima la solicitud de excepción del servicio 
militar formulada por el ciudadano Pedro Oscar Tulian (art. 41, 
inc, 3». de la ley 12.ÍH3)". 

Ui sentencia, según eabe apreciar, se aparta de las pruebas 
tme fueron producidas en segunda instancia como resultado de 
las medidas dispuestas para mejor proveer, sin dar razón alguna 
para omitir ta consideración de aquellas pruebas. A ello se agre- 
ga que se confirma "por sus fundamentos" el fallo de primera 
instancia, siendo así que éstos, como lo lie señalado, se liallan en 
casi total oposición con los resultados de las medidas antes 
mencionadas. 

Kn tales condiciones, la sentencia aparece, a mi juicio, como 
desprovista del debido fundamento, y, en consecuencia, como vio- 
latorin de las exigencias constitucionales relativas a la defensa 
en juicio (Fallos: 240: 160). 

Corresponde, por tanto, revocar dicho fallo en cuanto pudo 
ser materia del recurso extraordinario. Buenos Aires, 27 de abril 
de 1Ü5Í). — Ramón Lascaito. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Tuliún, Pedro Oscar s/ excepción al ser- 
vicio militar". 

Considerando : • 

l 9 ) Que la sentencia de primera instancia rechazó la solici- 
tud de excepción al servicio militar presentado por don Pedro 
Tulián en razón de que el índice de incapacidad laborativa de su 
padre era tan sólo del cinco por ciento (fs. 24). El 'tribunal de 
alzada ordenó dos medidas para mejor proveer, con los siguientes 
resultados: a) el índice de incapacidad laborativa del padre del 
recurrente es del cuarenta por ciento (fs. 49) ; y b) el peticionante 
realiza las tnreas productivas de la chacra de propiedad de su 
padre, mientras éste efectúa parcialmente las tareas administra- 
tivas (fs. 54). 

2*> Que, no obstante lo que surge de las constancias de las 
diligencias para mejor proveer, el a quo resolvión confirmar "por 
sus fundamentos" la decisión apelada y de este último pronuncia- 
miento se agravió el solicitante por considerarlo arbitrario (fs. 

«0). 

Que, como lo señala acertadamente el Sr. Procurador 
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«nrZiia- i eníenCÍa ap . Glada P rescinde del resultado obtenido 
por las medidas para mejor proveer ordenadas por el propio tri- 

*A*£¡*T^ y «P^ntradiccn constancias tenidaVen 
cuenta por el pronunciamiento de primera instancia. Por lo tan- 
to, la adhesión a los -fundamentos- de esta última decisión no 

Zlilfl ^ ^YTT?* que exige todo pronunciamiento 
conforme con la doctrina establecida por esta Corte en 

76; HBlS ™tros?. <FaII08: "** "* y 8ÍÍ4; 27 ? * 239: 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se deja sin efeetc la sentencia de fs. ¿C. Vuelvan los autos al 

¿£S S " proe ? denc Í a ft £N tlc se dicte nuevo pronun- 
cia unen t o con arreglo a derecho. 

Aristóbulo D. Aiiáoz de Lamadhid — 
Luis María Bofr Boooeo — Julío 
Oyiianajite — Pbdho Aherastury. 



CARLOS ESTEBAN" GOGLINO v. CESAR YAEAR 

En «tención .1 lo dispuesto por el «rt. 411 del Código de Procedí miento*. Ci- 
viles de hi Capital, ra improredenle la cuestión de competencia promovida 
por inhibitoria ante la jnstida nacional «u lo comercial, con motivo de una 
demanda dedooda unte el Tribunal del Merendó de Abasto también de la 
( npital redera!. 



.Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Considero que la presente cuestión de competencia por inhi- 
bitoria lia sido tardíamente planteada. 

En efecto, de los antecedentes remitidos a V. E. se desprende 
qm con anterioridad al planteamiento de la inhibitoria ante? la 
justicia en lo comercial (ver fs. 10 del expediente agregado) , el 
demandado había presentado el escrito que corre a fs. 11 del prin- 
cipal ante el Juez del Tribunal del Mercado de Abasto de esta 
( apital solicitando diversas medidas, la principal de las cuales 
es el levantamiento del embargo decretado a fs.6 por dicho ma- 
gistrado; asimismo, en el petitorio del escrito citado, pide ser 
tenido por presentado, por parte y por constituido domicilio legal, 
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que se ordene al actuario practicar determinadas certificaciones, 
y como consecuencia del levantamiento del embargo solicitado, 
\ me se le entregue la hacienda embargada. Y en un nuevo escrito 
(ver el de fs. 20) el demandado denuncia adulteración del ex- 
pediente, tacha de falsa la certificación del actuario de fs. 13 vta., 
y pide que se le separe a éste del conocimiento del expediente, 
declarándose la nulidad de todas las actuaciones impugnadas. 

Kn tales condiciones, habiendo intervenido repetidamente en 
el juicio sin que en momento alguno haya cuestionado la compe- 
tencia del juzgado de mercado ante el cual se inició la demanda 
y se prosiguieron las actuaciones, me parece claro que corres- 
ponde declarar extemporánea la inhibitoria planteada posterior- 
mente. 

Por ello, considero que el Juzgado del Tribunal del Mercado 
de Abasto de la Capital Federal es el competente para seguir 
ente iiriicmlu en el presente juicio. Buenos Aires, '22 de marzo de 
1ÍHK). — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de junio de ffi$Q, 
Autos y vistus; considerando: 

Que, en atención a lo dispuesto por el ni t. 411 del Código de 
Procedimientos Civiles de la Capital, aplicable al caso por no 
tintarse del supuesto contemplado por esta Corte en Fallos: 208: 
ó y sus citas, la cuestión de competencia promovida por inhibi- 
toria ni. te el juzgado nacional en lo comercial es improcedente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
así se declara. Remítanse los autos al Sr. Juez del Mercado de 
Abasto de la Capital y hágase saber en la forma dé estilo al Sr 
Juez Nacional en lo Comercial. 

AttiftTÓBUi/) TK Aháok de TiAMADum — 
Lcis María Boffi Boociero — Ju- 
no Oyhanartf. — Ricardo Co- 
lambres. 



LJL'ISA MARTINEZ v. LUIR OALL1TELLI 
HKtTRSO EXTRAOfítJlSAHlO: Requinto* propio*. Cttr»th»** no federal**. 

Ijí il¡Hi>n>pnm>ta entre lo resuelto, sin arbitrariedad, por la Cámara apelada 
y la jurisprudencia y la doctrina, acerca de la cuestión referente a la indein- 
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«o »s materia revmble en la instancia extraordinaria {*). 



CUERPO MEDICO FORENSE 

CORTE SUPREMA, 

En principio, es improcedente la formulación, ante la Corte, de la crítica de sus, 
dce-sione*, c„ tanto no se deduzca recurso contra mírini „ d «íi « 

de peritos mediros del Cuerpo Medico Forense hechos por In Corte, s in liabeí 
ejercido e derec o de impacción e„ ]« opor(„ n !L y «7 a 4 o al 
" rt ft * d * ,fl , ««««««I» «ghunentarin del concurso. ,\ to m.e corresponde 
ES <iue to. ^naciones aludid... recayeron en tres dJ lo s cnco pro- 
fesmnnles que hab.on obten.do h calificación máxima de la junta respectim 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de junio de 1960. 

Considerando : 

Que el Doctor Horacio A. M. San Martín fórmala en la pre- 
sentación que antecede apreciaciones respecto de los nombra- 
mientos de pontos médicos del Cuerpo Médico Forense practí- 
nUhno P ° r ün Im ' tliaut ° ™w>lnetón de fecha 13 de mayo 

Que, pomo se dejó constancia en dicha resolución, las desie- 
naciones a <,ue se refiere el Dr. San Martín recayeron en tres de 
los cinco protesionales que habían obtenido la calificación máxi- 
ma do !« Junta integrada -con arreírlo a la acordada reglamen- 
taria- por los señores presidentes de tres Cámaras Nacionales de 
Apelaciones de la Capital. 

Que en principio, es improcedente la formulación ante el Tri- 
bunal do la critica de sus decisiones en tanto no se deduzca recurso 
contra ellas, máxime en el caso, en que no se ha ejercitado el de- 
recho de impugnación en ía oportunidad y con arreglo al artículo 
* ríe Ja acordada reglamentación del concurso. Por lo demás las 
apreciaciones contenidas en el escrito que antecede han sido for- 
muladas en términos que importan una desconsideración a esta 
Corte y a los señores presidentes de Cámara que, como queda di- 
cho, pracuenron la calificación sobre la base de la cual se hicieron 
los nombramientos. 

Por ello, se resuelve : 

a) Testar por Secretaría los términos subrayados en roio 
del escrito que antecede. 



(i) 13 de junio. Falloi: 236: 461. 
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b) Diaponer se archiven las actuaciones previa reposición 
del papel. 

ArISTÓIH'LO I). AlÚOZ DE IvVMADRlD — 

hxtjs María Boffi Bogoero — Jn- 
Lio Oyiiaxarte — Pedro Aderas- 
tury — Ricardo Columbres. 



COLEGIO DK MEDICOS LEGISTAS 

CUERPO MEDICO FOSEASE. 

El nrt. "I* de ia lev 1*2.210 establece reipiisittis ¡tara el enrjí» de perito del 
Cuerpo Medito Forense, poseer iliplrniin de módico legJBta, o ser médico con 
Antecedentes científico*, t ¡lulos docentes ■> dedicación manifiesta, cjue de- 
muestren idoneidad médico le^ul. 

Kn nttwcncnciii. corresponde, archivar las actuaciones promovida» por la 
imantación del Colero de Médicos Legistas do la Capital Eedernl, que 
expresa sn disconformidad con la designación, para el canso, de un profesdo- 
nnl nue carece de título de medico ! exista. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de junio de líHiíí. 

Considerando: 

Que en la presentación que antecede el Colegio de Médicos 
Legistas de ln Capital Federal expresa su disconformidad por 
haberse designado, en calidad de perito del cuerpo médico forense, 
a un profesional que carece del título de médico legista. 

Que el artículo #f de hi ley 12.210 establece como requisito 
pora el cargo de que se trata poseer diploma de médico legista, 
o ser médico con antecedentes científicos, títulos docentes o de- 
dicación manifiesta, que demuestren idoneidad médico legal. 

Que, como so señaló en la resolución respectiva, los nombra- 
mientos de peritos médicos recayeron en tres de los cinco proce- 
sional' 1 * inscriptos en el concurso que habían obtenido la califi- 
cación máxima de la junta integrada por tres presidentes de cá- 
mara, previo análisis de los títulos y antecedentes de los postu- 
lantes. 

Por ello, se resuelve disponer el archivo de las actuaciones. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi BoooerO — Ju- 
lio Oy ha harte — Pedro Aberas- 
tury — Ricardo Colombres. 



AMNISTIA. 



La a plicátil lidad de las previsiones de lu ley UA,iG t sobre amnistía, no de- 
pendí? de ta voluntad id del consentimiento del imputado, sino que ha de 
producirse, obligatoriamente, toda ve?, que lo justifique la naturaleza ríe lo* 
hecho* acriminados. 



RECURSO EX TRA O RDI NA RIO ; Requisitos propio». Cuestiones no federal*». 
Jnterpretiwión de normas tj arlos comunes. 

Kl pronunciamiento que declara que el hecho en examen constituye un típico 
delito político versa sobre cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, 
ajenas por su índole a la esfera del recurso extraordinario. En consecuencia, 
el art. 8(> de la Constitución Nacional no guarda relación inmediata y direeta 
con lo decidido. 



Dictamen i>ei, Phocuradoh Uenkkal 
Suprema Corte ¡ 

La resolución de fs. 99 se halla fundada un razones de hecho 
y prueba e interpretación de normas de derecho común, en cuya 
virtud el a quo considera que el recurrente no ha acreditado los 
extremos requeridos por el art, 434 del Cód. de Procedimientos 
en lo Criminal 

Por otra parte, las cláusulas constitucionales referentes a las 
atribuciones del Presidente de la Nación que invoca el apelante 
carecen de relación direeta con la mencionada decisión en la cual 
no se lia cuestionado el alcance de aquellas atribuciones. 

En consecuencia, y sin que sea necesario, atento lo antes ex- 
presado, considerar la cuestión atinente a la existencia de un agra- 
vio efectivo que autorice la concesión del recurso extraordinario, 
pienso que éste es improcedente, y que corresponde declararlo 
mal concedido a fs. 1(14. Buenos Aires, 2 de marzo de 1959. — 
Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de junio de 1960, 

Vistos los uutos: "Pons Bedoya, Arturo E. v Maggi Juan 
Eugenio s/ infracción art. 174, ine. 5* Cód. Penal". 

Considerando : 

P) Que, a fs. 99/100, la Cámara a quo confirmó la sentencia 
del Sr. Juez de Primera Instancia, obrante a fs. 88/89, ta que, 
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luego de desestimar el pedido de sobreseimiento definitivo que 
formuló uno de los imputados basándose en la inexistencia de de- 
lito» declaró extinguida por amnistía la acción pemil ejercida en 
la causa. 

ií 9 ) Que contra esa decisión se interpuso recurso extraordi- 
nario (fs. 102), el que ha sido concedido (fs. 104). 

3') Que, según consta en autos, el hecho determinante de 
In iniciación del proceso consistió en haberse ordenado al capitán 
del buque argentino "Iiío Diamante' ' que abandonara su viaje a 
Valparaíso v San Antonio y regresara al Puerto de Río Gallegos, 
en razón de que la nave conducía "material de propaganda del 
régimen depuesto'*, cuya recepción en los puertos prehulieados 
podía ocasionar conflictos diplomáticos con la Bepública de Chile. 
El cumplimiento de dicha orden habría significado un perjuicio 
de mfn 630.000 para el patrimonio estatal, suma que la Flota Mer- 
cante del Estado fin turó a la Subsecretaría de Difusión, al frente 
de la cual se encontraba el imputado Arturo E. Pons Bedoya. 

4*) Que este, al fundar su apelación, sostiene que el referido 
nec ho —en el que se le atribuye participación— no constituye 
delito y resulta así extraño al régimen de la ley 14.4:íG, ya que la 
facilitad de disponer el regreso de buques argentinos que trans- 
porten determinados materiales es privativa del Presidente de In 
Nación, conforme al art 86 de la Constitución Nacional, y solo 
desconociendo esta cláusula el Poder Judicial ha podido examinar 
1» oportunidad o conveniencia con que aquella facultad fue e.ier 
eida en el caso. 

8») Que, como surge de lo expuesto, el problema sometido 
a la consideración de esta Corte se reduce, fundamentalmente, a 
decidir si el acto en que se atribuye participación al apelante os o 
no delictuoso, y si, por tanto, se halla o no sujeto a las previsiones 
de la lev 14.4:W, cuva nplicnhilidad, por supuesto, no depende de la 
voluntad ni del consentimiento del imputado, sino (pie ha de pro- 
ducirse obligatoriamente toda vez «me lo jnstifique la naturaleza 
de los hechos acriminados, 

fí°l Que, habida cuenta de ello, resulta evidente que el pro 
nuuciamiento de la Cámara a ijuo, en cuanto decide "que el hecho 
¡ttth causa constituye un típico delito político" (fs. í»í) vta.), versa 
sobre cuestiones de hecho y prui'ba y de derecho común, ajenas 
por su índole a la esfera del recurso extraordinario (causa falla- 
da el de marzo pprlo. "Segovia, Ismael »/ incidente s/ prescrip 

eión v amnistía"). 

7*) Qiu en lo dicho se infiere, a mayor abundamiento, que 
la disposición constituciual invocada por el apelante no guarda 
relación inmediata y directa con lo resuelto en la causa. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
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ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 104. 

Luis María Boffi Bogoero — Julio 

Olí BAÑARTE PEDRO ASERASTURY 

— Ricardo Colombres. 



EMILIA CAVURA he VLASOV v. ALEJANDRO VLASOV 
CORTE SUPREMA. 

Encontrándose tíniie la sentencia dhtaáa por la Corte Suprema, eon arreglo 
n lo dispuso en ios nrt*. m £t2 de 1« ley 50 y 24 del decreto-ley 1285/58, la 
jurisdicción de aquélla Im quedado agotada, no procediendo su reasunción por 
vía de ln devnclón de los auto* dispuesta ¡wr d tribunal apelado (*). 





GUILLERMO ANTONIO PELLA FELICE 

REt IRSO EX TRA OR Di XA U 1 O : Requisito* propia». Cwntiont» no ftderaUs. 
Ejcchirinu «V las cuestione* de lieeho. Varia». 

Ni» procede el recurso extraordinario contra la sentencia — no impugnada de 
arbitrariedad — que desestima el pedido de excepción militar en razón de no 
haber demostrado el solicitante hnllnrsc comprendido en la causal prevista 
en «■! me. 4» del nrt. 41 del decreto 29.375/44 v su modificatorio 14.584/46 
(lev 12.013). 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Estimo que la resolución apelada se funda en razones de 
hecho que la hacen irrevisible en la instancia de excepción. 

El recurso extraordinario es por tanto improcedente y ha sido 
mal acordado a fs. 59. Así correspondería declararlo. Buenos Ai- 
res, 13 de agosto do 1959. — Bamón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Della Felice, Guillermo Antonio s/ excep- 
ción militar". * 



(i) 17 de junio. 
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Considerando: 

Que la sentencia de la alzada (fs. 54), confirmatoria de la 
de primera instancia (fs. 49), desestimó el pedido de excepción 
militar formulado por don Guillermo Antonio Della Felice en ra- 
zón de no haber demostrado hallarse comprendido en la causal 
prevista en el inc 4* del art. 41 del decreto 29.375/44 y su modi- 
ficatorio 14.584/46 (ley 12.913). Contra ese pronunciamiento, el 
Defensor Oficial ante el tribunal de grado, en representación del 
peticionante, interpuso recurso extraordinario por estimar que el 
a quo apreció erróneamente el número de los integrantes del nú- 
cleo familiar, como así también el monto de los ingresos que éstos 
perciben mensualmente. 

Que la sentencia recurrida, no impugnada de arbitrariedad, 
se sustenta en razones de hecho y de prueba irremisibles en esta 
instancia extraordinaria, lo que importa que en verdad no se halla 
cuestionada la inteligencia de la norma federal que se invoca. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 59. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis Masía Boffi Boggero — Ju- 
lio Oyhanarte — Ricaboo Co- 

LOMRBES. 



VICENTE PRUMERE v. S. A. ALL SERVICE 

RETROACT1VWAD. 

Corresponde que la Corte Suprema conozca en el recurso que preveía el art. 
19 del decreto-ley 12S5/58, cuando ha sido concedido mediante auto firme an- 
terior a la vigencia de la ley 15.271. Tal doctrina importa excepción al prin- 
cipio de que las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia son do 
aplicación inmediata a las causas pendientes, y ha sido establecida con el 
objeto de resguardar la estabilidad de la» decisiones judiciales. En consecuen- 
cia, es improcedente la apelación que fué concedida cuando se hallaba vigente 
el art. 1» de la ley 15.271. 

Dictamen del Procurador Gekeral 

Suprema Corte: 

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de esta 
Capital dispuso testar por Secretaría los términos subrayados en 
rojo de fs. 224 y 225 vta. y asismismo llamar la atención a los 
letrados firmantes de la expresión de agravios de fs. 224/30 "por 
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haber faltado a la debida consideración al Señor Juez a quo en el 
citado escrito" (fs. 235). q el 

Considero que ese llamado de atención reviste el carácter de 
sanción que los interesados le atribuyen (conf. Fallos* 23^14» 
por lo que el recurso interpuesto por los mismos a fs. 243 duranto 
la vigencia del art. 19 del decreto-ley 1285/58 -ley u m~ es 
procedente atento lo que dispoma ese precepto legaí ' 

iiii cuanto al fondo del asunto soy de opinión? que la sanción 
impuesta es adecuada a la Wmto¿ oSS|^5^ 
cometida y no excede las atribuciones aue loslrts 18 del deere £ 
ley referido y 22 del Reglamento para la Justicia LcioS " n- 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1960. 

ordinwV° S aUtOS! <<Prumere ' Vieente c / AI1 Se ™<* 8. A. ./ 
Considerando : 

m ^ Q , U ^ el TT en auto8 ' con Andamento en el art 

19 del decreto-ley 1285/58, fué concedido hallándose vigente " 
art. P de la ley 15,271 qne había suprimido dicho recurso. 
i¿ fl T SB "S^riatondencia -1362— Barbieri Nico- 

fos f/^mm Perfecto-, resolución de 8 de abril último este 

™ a W e8tab,ecido r 8010 ie TJÍSM 

Z f I'™' 0Ull . T,d0 113,1 sido «"cedidos mediante auto 
firme anterior a la vigencia de la ley 15 271 

^Jíf-S doctrina importa excepción al principio de que las 

de. tóajB^ COrreSPOnde dGdarar * -Procedencia 

» el '°' y hab j endo dictaminado el Sr. Procurador General 
se declara improcedente el recurso concedido a fs. 2U. 

Aristóbuix) D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggero — Ju- 
lio Oyhakartr — Pedro Aberas- 
TxmY — Ricardo Colombbes. 
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ANTONIO FERNANDO TABLADA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requmto» propios. Cueftione» no federales. 
Erclmsióm d* la» cuestiones de hecho. Varia». 

Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia, no 
impugnada de arbitrariedad, que desestima el pedido de excepción militar 
por no considerar acreditado que el ¡solicitante se hallara incluido en la camal 
prevista por el inc. 3* del art, 41 del decreto 2»,7:t5/44 v su modificatorio 
14.5S4/46 (ley 12.913). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1960. 

Vistos ios autos: "Tablada, Antonio Femando §/ excepción 
al servicio militar". 

Considerando: 

Que el a que. confirmó la decisión de primera instancia (fs. 
30)' que desestimó el pedido de excepción militar presentado por 
don Antonio Femando Tablada por considerar que no se había 
acreditado en autos que éste se bailara incluido en la causal pre- 
vista por el inc. 3» del art. 41 del decreto 29.375/44 y su modifi- 
catorio, el U.584/46 (ley 12.913). Contra tal pronunciamiento, el 
peticionante interpuso recurso extraordinario fundado en el me. 
3* del art. 14 de la ley 48. 

l¿ue la sentencia apelada reconoce como fundamento el in- 
forme policial de fs. 25, del cual resulta que el recurrente no con- 
tribuye al sostén de su familia. En consecuencia, dicho pronun- 
ciamiento, no impugnado de arbitrariedad, se sustenta en razones 
de hecho y prueba ¡rrevisibles en la instancia extraordinaria, 
cualquiera sea la inteligencia que se dé a la norma legal invocada* 

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 48. 

Aristóbulo D. Aráoz db Lamadrid — 
Luis María Boffi Boooero — Ju- 
no Oyhanarte — Pedro Aberas- 
tury — Ricardo Colombres. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



109 



ADMINISTRACION GENERAL de TRANSPORTES de BUENOS AIRES 
v. PROVINCIA DE TUCUMAN 

COSTAS- Desarrollo del juicio. Altana», ¡ruto. 

En supuestos excepcionales, el allanamiento incondicional de una provincia 
autoriza la exención de costas cuando, antes de la contestación de la demanda, 
aquélla remitió un cheque a la uctora por el importe total de la suma recla- 
mada <*). 



JACINTO E. ELLEMBERGER v. MARIA GASPAROU dé L' RASCHI 

RECrr: o EXTRAORDINARIO: Requintos propia». Cuestión fe'ertA, Cuestio- 
nes fedérale* himple*. Interpretación de la Corntiturián Swional. 

Procede el recurso extraordinario con fundamento en el art. 17 de la Consti- 
tución Nncional cuando. habiéndose apelado sólo al electo de que el lanza- 
miento decretado en primera instancia su- condicionara a la demostración del 
derecho de los actores sobre ta vivienda ofrecida, el tribunal de alzada revoca 
la revolución que disponía el diligcnciamiento simultáneo de los mandamien- 
tos correspondientes a ambas operaciones, en razón de considerar innecesario 
el ofrecimiento de ámbito habitable a lo* recurrentes, desconociendo así el 
carácter de cosa juagada de lo decidido sobre el punto. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Segunda instancia. 

La sola circunstancia de que las leyes vigente* en materia de locaciones inte- 
resen al orden público, no justifica prescindir de los límites de In jurisdicción 
del tribunal apelado sobre materia de naturaleza civil. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos u garantUts. Derecho de propiedad. 

Lo atinente a la autoridad de la coso juzagadu y a los límite* de la jurisdic- 
ción de los tribunales de alzada, son euestíone» que interesan al orden público 
y que, además, revisten jerarquía constitucional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: RetolHciótt. Reroeación de la sentencia ape- 
lada. 

Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Cámara y remitir los autos 
a la Sala que sigue en orden de turno para que dicte nuevo pronunciamiento, 
con arreglo a lo dispuesto en el art. 16, primera parte, de la ley 48, ai aquélla, 
excediendo los límites de su jurisdicción, decide un punto pasado en autoridad 
de cosa juzgadn. 



(i) 17 de junio. Fallos: 2*6: 1,16. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

El fallo apelado es una resolución posterior a la sentencia 
definitiva de la causa, y se limita a reconocer carácter de cosa 
juzgada a la sentencia de fs. 12, disponiendo que la misma debe 
ejecutoriarse de conformidad con las leyes vigentes al tiempo en 
que se dictó. 

En tales condiciones el remedio federal es improcedente y 
co/responde desestimar esta queja deducida por su denegatoria. 
Buenos Aires, 30 de may doe 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Ellemberger, Jacinto E. c/ Lu rasen i, María Gas 
pároli de", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

El Tribunal estima que los agí avíos expresados en el escrito 
de fs. 144 de los autos principales, constituyen cuestión federal 
suficiente para sustentar el recurso extraordinario que en conse- 
cuencia ha debido concederse. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
declara procedente el recurso extraordinario deducido a fB. 144. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no ser ne- 
cesaria más sustancinción. 

Qnc el único recurso concedido para ante la Cámara lo fué el 
intermu sto por los demandados Sres. Gasparoli — fs. 104 — y 
tenía por objeto, según resulta del memorial de fs. 121, que el 
desalojo dispuesto por la sentencia de fs. 100 se condicionara a la 
demostración, por los 'ictores, del derecho que les asistía sobre la 
vivienda ofrecida. 

Que la sentencia de fs. 137 y su aclaratoria de fs. 143, deciden, 
con fundamento en el carácter de orden publico de las leyes de 
locación, revocar el fallo apelado de fs. 100 en el sentido de no ser 
necesario el ofrecimiento de ámbito habitable a los recurrentes. 

Que se ha producido así una refortnatio in petas sobre mate- 
ria njena a la jurisdicción devuelta al tribunal de alzada, con 
prescindeneia del carácter de cosa juzgada que sobre el punto 
revestía la sentencia de 1* instancia. 

Que semejante proceder no puede justificarse eon fundamento 
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en la naturaleza del régimen legal vigente en materia de locacio- 
nes. La sola circunstancia de que tales leyes interesen al orden 
público no justifica preseindeneia de los límites de la jurisdicción 
del tribunal apelado sobre materia de naturaleza civil. No justi- 
fica tampoco prescindir de la autoridad de la cosa juzgada por- 
que tanto aquellos límites como esta autoridad interesan también 
al orden público y además revisten jerarquía constitucional. 

Que en tales condiciones la sentencia recurrida debe dejarse 
sin efecto. 

Por ello, se deja sin efecto la sentencia recurrida de fs. 137 
y su aclaratoria de fs. 143. Y vuelvan los autos al tribunal de su 
procedencia a fin de que la Sala que sigue en orden de turno dicte 
nuevo pronunciamiento con sujeción a lo dispuesto en el art. 16, 
1* parte de la ley 48 y en la presente sentencia. 

Luis María Bopfi Bogqero — Julio 
Oyhanaete — Pedro Abebastuby 
— Ricardo Cohombres. 



ANGELICA NUESCH v. ANDRES ROSSI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no federales. 
Sentencia* arbitrarías. Procedencia del recurso. 

Los sentencias <j«i' omiten pronunciarse respecto tic cuestione* conducente» 
pura la decisión de la causa y oportunamente propuestas por I«s partes, care- 
cen de fundamento» bastantes para sustentarlas y son susceptibles de invali- 
da ción por la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión** no federales. 
Sentencia» arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Procede el recurso extraurdinurio y corresponde dejar sin efecto la sentencia 
apelada ruando, habiéndose reiterado ln excepción de falta de acción en el 
memorial de contestación de agravio» presentado ante el tribunal de alxada, 
éste revoca el pronunciamiento del inferior que rechazaba la demanda, sin 
considerar a defensn aludida que había sido mantenida en la litis por el 
recurrente. 

SENTENCIA: Principios generales. 

El pronunciamiento de la Cantara debe contener decisión sobre la defensa 
que, opuesta ante el inferior, ba sido mantenida en la aluda, aun cuando la 
apelación hubiera sido deducida por la contraparte vencida. De otro modo 
el triunfo en primera instancia, imposibilitando la apelación respecto de los 
fundamentos de una sentencia que es favorable, contrariaría ta defensa del 
ganador. 
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RECURSO EXTRAORUISARtO: Resolución. RevoraHón de ta sentencia api- 
Dejada míii efecto ]Kir la Corte la sentencia apellida, en razón de haber omi- 
tido considerar la defensa de falta de acción mantenida en la sisada, corres- 
ponde devolver los autos al tribunal de su procedencia para que la Sala que 
«¡rae en orden de turno dicte nuevo pronunciamiento. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ni imi la apreciación de la prueba, ni en la determinación e in- 
terpretación del derecho aplicable, el a quo ha excedido las facul- 
tades que son propia» de los jueces ordinarios de la causa. No se 
ha consumado pues la tacha de arbitrariedad que alega el ape- 
lante. 

En cuanto a la aplicación al caso de la ley 14.3(57 resulta de 
rigor, aunque no se hallase vigente al momento de la traba de 
la litis, toda vez que por su naturaleza es de orden público por 
referirse al derecho de familia; y habiendo tenido lugar la au- 
diencia de prueba después de sancionada dicha ley, y siendo un 
evento previsible su aplicación a la especie, resulta imputable al 
demandado el no ofrecimiento de las probanzas a que habría po- 
dido recurrir, según afirma, en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

Dicho recurso es por tanto improcedente y corresponde des- 
estimar esta queja intentada por su denegatoria. Buenos Aires, 
l 9 de junio de IfluU — Ramón Lamino. 

FALLO DE LA CORTR SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1960, 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Nuesch, Angélica c/ Rossi, Andrés", para de- 
cidir sobre su procedencia. 

Y considerando r 

Que con arreglo a una reiterada jurisprudencia de esta Corte, 
la omisión de pronunciamiento respecto de cuestiones conducentes 
para la solución de la causa y oportunamente propuestas por las 
partes, privan a la sentencia del juicio, de fundamentos bastantes 
para sustentarla y hacen procedente su invalidación por esta 
Corte — Conf. Fallos : 234 : 307 ; 241 : 405 y otros—. 

Que resulta de los autos principales que en el escrito de res- 
-ponde se dedujo la excepción de falta de acción — fs. 12 — la que 
fué considerada y resuelta por la sentencia de primera instancia, 
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que la rechazó — fs, 427— lo que también hizo con la demanda, 
por falta i prueba bastante a criterio del juez de la causa del nexo 
biológico invocado por la nctora. La sentencia favorable al de- 
mandado no fué apelada por éste que, sin embargo, reiteró la ex- 
cepción opuesta en su memorial de contestación de agravios agre- 
gado a fs. 455, a fs. 464 vta. 

Que el fallo de segunda instancia, revocatorio del recaído a 
fs. 427, omite decidir el punto atinente a la excepción mencionada. 
Lo hace por razón de la inexistencia de apelación del demandado 
así como de La omisión por éste, de expresión de agravios. Esto 
último, sin embargo, es incierto según resulta de lo expuesto y, 
en cuanto importa preseiiideneía de constancias palmariamente 
incorporadas a los autos, resulta inadmisible — Fallos; 242; 179 
y 371 y otros — . Como efectivamente lo ha declarado esta Corto, 
en circunstancias similares a las do autos, la reiteración, en la 
expresión de agravios, de las defensas invocadas, bnsta para su 
mantenimiento en la litis y requiere su decisión por el tribunal de 
alzada. De otro modo, el triunfo en primera instancia contrariaría 
la defensa del ganador, imposibilitado en el caso, de apelar res- 
pecto de los fundamentos de la sentencia que lo favorece — Conf. 
doet. FalloS: ¿34: 307; 1ÍK): 466 y otros—. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario deducido 
a fs. 552 ha debido concederse. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 552. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no ser ne- 
cesaria más sustancíación. 

Que toda vez que la declaración de que la sentencia do pri- 
mera instancia se halla firme, en lo atinente a la excepción de falta 
de acción, es insostenible y habida cuenta de que el punto referente 
a la procedencia de la defensa mencionada no puede ser objeto 
de decisión por esta Corte, el fallo en recurso debe ser dejado 
sin efecto, con fundamento en la doctrina establecida en materia 
de arbitrariedad, que ilustran los precedentes más arriba citados. 

Por ello se deja sin efecto la sentencia recurrida a fs. 543. Y 
vuelvan lo santos al tribunal de su procedencia a fin de que la 
Sala que sigue en orden de turno dicte nuevo fallo, con arreglo 
a lo dispuesto en el art. 16, 1* parte de la ley 4 y de acuerdo a la 
presente sentencia de esta Corte. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boooero — - JV- 
lto Oyhanarte — Pedro Aberas- 
turt — Ricardo Couombbes. 
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EMILIA DE PEDRO ut: ALBACETE — sucesión 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del rt- 
curco. Término. 

Lii denegación del rccui>o extraordinario con tiindiuiicnto en la cxteiupora- 
ncidud de su interposición es, romo prinfi i>¡«, irremisible por la Corte (■)■ 

RECURSO EX TRAORDIXA RÍO; Requisitos formales. Interposición del re- 
niño. Forma. 

El recurso extraordinario e< i ^susceptible de fer dedinido McTrwficaiium- 



RECURSO EXTRAOROIXARW: Requisito* propio*. Sentencia dtfinitira. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias. 

El recurwo extraordinario no procede, ronm principio, respeeto de resolucio- 
nes ({ni* Acuerdan o deniegan medidas precautorias, entre tu cuates figuran 
las «le no innovar. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestioné» no federales. 
Exclusión de Uis cuestiones de hecho. Varias. 

Lo atinente al alcance de Ijim medida* de DO innovar y al ucierto de su admi- 
sión en el caso concreto, mi mediando sentencíns carentes de fundamentos que 
las sustenten, wm puntos ajenos a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestionen «« fedérale*. 

Sentencias arbitrarías. Principio* ¡tetteraies, 

A loa fine-; del fundamento de un fallo judicial, en dimito la solución puede 
derivar de din-trina juri «prudencial o de principios de derecho, no es siempre 
indispensable lo meneión de precepto.* legales espresos. 

RECURSO DE AMPARO. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautoria*. 

Ijis decisiones de carácter precautorio no tienen fueren de cosa juzgada 



te (*). 



CARLOS BACHER v Oth» v. CASPA R BEIMíl 




material. 



(i) 17 de itinio. Fnltoa: 24i: !5 y 521. 
(31 FnJlos: 193: 349. 
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Buenos Aires, 17 de junio de 1960. 

Vistos los antos; "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Bacher, Carlos y otro c/ Berri, Gaspar", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, el recurso 
extraordinario no procede, como principio, respecto de resoluciones 
que acuerdan o deniegan medidas precautorias, entre las cuales 
figuran las de no innovar — Fallos: 244: 79 y 147 y otros—. 

Que lo atinente at alcance de tales medidas de no innovar y 
al acierto de su admisión en el caso concreto, son puntos ajenos a 
la jurisdicción extraordinaria, no mediando sentencia carente de 
fundamentos que la sustenten, lo que no es el caso respecto de la 
transcripta entre los recaudos acompañados. Se debe añadir que 
a los fines del fundamento de un fallo judicial, no es siempre 
indispon sable In mención de preceptos legales expresos, en cuanto 
la solución pueda derivar de doctrina jurisprudencial o de princi- 
pios de derecho, en que el presente ejercicio de la función judicial, 
encuentre base adecuuda a la naturaleza del caso — Doetr. Fallos ■ 
243 : 497 ; 244: 448 y otros-. 

Que in jurisprudencia establecida en materia de amparo pue- 
de obedecer a razones vinculadas al carácter específico de tales 
demandas, lo que no permite generalizar las decisior s adoptadas 
por tal vía, en los precedentes invocados por el recurrente. 

Que toda vez que las decisiones de carácter precautorio no 
tienen fuerza de cosa juzgada material, lo expuesto basta para el 
rechazo de la queja. 

Por ello se desestima el precedente recurso de hecho. 

AlUSTÓBUM) D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Othanarte — Pruno Abe- 
rabturt — Ricardo Colombres. 



NICOLAS DE MARIA v. S A. COMPAÑIA SUDAMERICANA B.T.B. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales 
Interpretación de normas totales de procedimientos. Doble instancia u recursos. 

La decisión de una Cámara Nacional de A punciones en pleno que declara la 
improcedencia del «corso de ioaplicabUidad de ley, deducido contra una 



ne 
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sentencia de U Sala que, a la vez, aplicó jurisprudencia plena riu, es irrevi- 
sible por \ íit del recurso del itrí. 14 de la ley 48. No obsta a tal conclusión 
la circunstancia de invocarse un precedente de 1» Corte establecido en un 
s ijiuesto distinto (>). 



STELLA IX KS KOKKTT1 i* FONTANA v. JOSE ANDRES SAOASTI 

RECIRSO EXTRAORDINARIO: tUtptitÜÓa fftrwah*. hürndmtUhi th Ui C*es- 
tii'm fiilrral, Oportunidad. 

L;t impugnación constitucional de bis ( amara* Paritarias de Arrendamientos 
y Aparcería* [Júrales, efectuada en el procedimiento de ejecución de sus 
sentencia!» Armes, es extemporánea. 

RECVtiSO EXTRAORULSARIO; fíci/ubiin* ramutte*. ílravamen. 

El arietuliilario que se somete voluntariamente n la (Yiniuni Reiíinnal Pari- 
taria, n efectos de une hoiuolo|rue el convenio celebrado con la propietaria, 
carne de interés legítimo para cuestionar, en el procedimiento de ejecución 
de sentencia, la valide* cmstitiicmnnl del citado nrvaniamn y alegar la impro- 
cedencia «le la renuncia eteetuadn de derechos otorgados por las leyes de 
arrendamientos rurali-s. 

FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de lí>60. 

Vistos Ins auto*: "Remiso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Fontana, Stella Inés Boietti de <■/ Sagasti, José 
A nd rós", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando ■ 

Que con arreglo a jurisprudencia de esta Corte, la impugna- 
ción euiistitucional de las Cántaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías Rurales, efectuadas en el procedimiento de eje- 
cución de sus sentencias firmes, es extemporánea —Fallos: 244: 
10 y otros—. 

Que esta jurisprudencia que reconoce fundamento en la an- 
seneía de iuterées legítimo eu el desconocimiento de la validez de 
la conipetenrin ya acatada — Fallos: 243: 265 y otros— vale tam- 
bién para el supuesto del sometimiento voluntario de un acuerdo 
de partes, para su homologación por el órgnno mencionado. Y 
nleanza, por lo demás, igualmente a la alegación referente a la 
improcedencia de la reutincia de derechos otorgados por las leyes 
en materia de arrendamientos rurales. En tales condiciones, lo 

(i> 17 ile junio. Fallo»; 24*: 293; 244; 4<M. 
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expresado en Ja queja no acredita la existencia en los autos de 
cuestión federal bastante para sustentar la apelación. 
Por ello se desestima la precedente queja. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Oithamarte — Pedro Abe- 
rastuhy — Ricardo Colombres.. 



S.R.L. MADERERA C ALMAD 

mCUJiSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio,. Cumiaos n» federales. 
Sentencia» arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

U aleada omisión de pronunciamiento respecto del recui-so de nulidad que 
l'ué deducid» con el de apelación, no habiendo» concedido «1 primero, es 
meheaa para sustentar la apelación extraordinaria. 

RRVVRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. ( alione, no fedérale,. 
Sentencias arbitrraias. Principios genérate*. 

Lo atinente al error Imputado n 1h doctrina del tallo recurrido, habida cueutA 
de que es una de lú solucione* posible» para la especie del caso, no autoriza 
la apelación extraordinaria eon fundamento en la jurisprudencia establecida 
en materia de arbitrariedad. 

RECURSO EXTRA ORDI XA RI 0¡ Requisitos propios. Cuestione» no fedérate. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La parquedad de fundamentos de la sentencia recurrida, no tratándote de un 
requisito formal incumplido, no sustenta la apelación extraordinaria. Tam- 
poco la sustenta la alegada falta de referencia a la prueba i, ante la solución 
doctrinaria consagrada, aquélla no es indispensable. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios, Cuestiones no fedérate*. 
Interpretación rfe norma* locales de procedimientos. Casas rano*. 

El recurso extraordinario no es la vía para la corrección de posibles nulidades 
procesales. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Hay en autos cuestión federal bastante como para proceder 
a su examen en la instancia de excepción. 

A tal efecto, pues, correspondería hacer lugar a la presente 
queja. Buenos Aires, 30 de mayo de 1960. — Ramón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1960. 

Vistos los antos: "Recurso de heeho deducido por Juan José 
Cal le ns y Flora Duc-oulombier de Callens y Coviac S. E. L. en la 
causa Maderera Calmad S. K. L. s/ remoción y designación de 
Gerente", para decidir lobre su procedencia, 

Y considerando: 

Que la alegada omisión de pronunciamiento respecto del re- 
curso de nulidad deducido, con el de apelación, a fs. 104 es inefi- 
caz para sustentar Iti apelación extraordinaria porque el mencio- 
nado recurso de nulidad no fué concedido a fs. 104 v. — ver autos 
de elevación de fs. 11H y fs. 181 — , 

<¿uc lo atinente al error imputado a la doctrina del fallo 
recurrido, habida cuenta de que es una de Ins soluciones posibles 
para la especie del caso, como por lo demás resulta del escrito en 
que In apelación extraordinaria se dedujo — fs. 198, a fs. 205 v. — 
no autoriza tampoco la admisión de la queja. La doctrina esta- 
blecida en materia de arbitrariedad no lo ha sido, en efecto, a fin 
de ta corrección de posibles errores, según es jurisprudencia co- 
rriente. 

Qu« se debe añadir, en presencia de las conclusiones que 
anteceden que ni la parquedad de fundamentos ni la falta de 
referencia a h\ prueba sustentan la apelación. La primera porque 
no se Irata de un requisito forma] incumplido y la segunda por- 
que la solución consagrada no la hace indispensable. 

Qne en tales condiciones y habida cuenta de que el recurso 
extraordinario no es la vía para la corrección de posibles nulida- 
des procesales, y que el fallo no carece de fundamentos en térmi- 
nos que lo descalifiquen como acto judicial, incluso en la atinente 
a la litis privlentio la queja debe ser desechada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
desestima la precedente queja. 

AaiSTÓBULO D. ArÁOZ OE IjAMADRID — 

Juno Oy uñarte — Pedro Abe- 
rastitry — Ricardo Colambres. 
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EDMUNDO FRANCISCO DAVID ADALBERTO PIAÍIZA -^roBSiós— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale*. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

La interpretación y aplicación del arancel pura ahogados y procuradores, a 
los fine» de regular honorarios en las instancias ordinarias, no es cuestión 
federal que autorice el recurso del art. 14 de la ley 48 (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérate». 
Sr*teneias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La decisión atinente a Ja procedencia de la consideración del pasivo, a efecto» 
de graduar las remuneraciones corregpondierW al trámite sucesorio, no exce- 
de lo que es propio de loa jueces de la causa y no justifica la tacha de 
arbitrariedad. 



ORLANDO L. PELUFO v. SILVANO SANTANDER 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La circunstancia de que, por la aplicación de la ley de amnistía 14.43$ se 
haya impedido al querellante producir prueba y proseguir el proceso, no es 
bastante para el otorgamiento del recurso extraordinario, con base en el 
art, 18 de la Constitución Nacional, en el supuesto de no estar concreta- 
mente en discusión precepto alguno determinado de aquélla. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de junio de 1060. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el quere- 
llante en la causa Pelufo, Orlando L. c/ Santander, Silvano", pa- 
ra decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que no resulta de la queja que esté concretamente en discu- 
sión pereeepto alguno determinado do la ley de amnistía 14.436. 

Que la circunstancia de que por aplicación de % ley mencio- 
nada se impide al querellante producir prueba y proseguir el 
proceso no es bastante para el otorgamiento del recurso con base 
en el art. 18 de la Constitución Nacional. La terminación de los 
procesos es, en efecto, consecuencia específica de la amnistía, 
cuya concesión reconoce fundamento en una cláusula constitucio- 
nal expresa —art. 67, inc. 17, Constitución Nacional. 



(i) 17 de junio. 
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Que en tales condiciones y no resultando de la queja la exis- 
tencia de arbitrariedad en los términos de la jurisprudencia esta- 
blecida sobre el punto, aquélla debe ser desechada. 

Por ello se desestima la precedente queja.. 

Aristóbulo de Aiiáoz de Lamadiud — 
Julio Oyuakakte — Pedro Abe- 

RASTURY RlCAKIH> COLOMBEtES. 



MA1ÍIA MARIA SANlHEZ EUA oe SANTAMARINA v. ENRIQUE 

ARTURO SANTAMARIA 

RECURSO EXTBAOKDiXÁRiO: Requisito* propios. Sentencia definitiva. Re- 
totucionef anteriores a la sentencia definitiva. Vario*, 

Im resolución del tribunal ilt* alzada ijue, revocando la del inferior, declir ■ 
que la CHURU debe abrirse a prueba, no reviste carácter definitivo, ni da 
Lugar, por vía de principio, ni recurso del art. I-t de la ley 48, Ello es así 
debido a ijue no produce agravio iiisuseeptibte de reparación en la» instancias 
ordinarias, pura no es tal, a los fines del otorgan) i ent o de la apelación extra 
ordinaria, ta necesidad <¡ue impone ni recurrente de continuar actuando en 
juicio 0). 



PROVINCIA DE Tl'Cl'MAN v. S. A. NOUGl'ES Hvm. 

COSTAS: Xatitrale:n del juicio. Expropiación. 

I¿as costas en las instancias de apelación, en los procedimiento* expropinto- 
rios K aplican on arreglo al resultado de los recursos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propio*. Relación directa, Xor- 
nta« extramif al juicio. í>inpo^irionen cou.ttitucioHitle». Art. ¡7. 

Ím decisión dictada en un juicio de expropiación y referente al vencimiento 
en las instancias de nl/julu, cuestión de »nlen procesal y de hecho, no guarda 
relación directa con el art. 17 de In fcimtilución Nacional. 



FALLG DE LA CORTE SC TREMA 

Buenos Aires, 17 do junio de 1960. 

Vistos los nuíos: '* Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Tticumiin, Gobierno de la Provincia de c/ Nou- 
Kités Hermanos S. A. t'omereial. Industrial, Financiera, Agrí- 
eoln y Ganadera*', para decidir sobre su procedencia. 

(I) 17 Je junin. Pollos: 237: MH ; 243: 13; 244: 27». 
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V considerando: 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
las costas en las instancias de apelación, en los procedimientos 
ex propia torios, se aplican con arreglo al resultado de los recursos 
— doetr. Fallos: 235: 706; 237: 817 y otros—. 

Que fluye de la doctrina de los citados precedentes que la 
decisión referente al vencimiento en las instancias de alzada, es 
de orden procesal y de hecho, que no guarda relación directa 
con el art 17 de la Constitución Nacional. No hay tampoco pres- 
cindencia de] régimen legal aplicable, en cuanto no lo es, para 
el easo, lo prescripto por el art. 28 de la lev 13.264, 

Que, por último, la resolución adoptada en el caso no excede 
de lo que es propio de juzgamiento de los jueces de la causa, cuya 
sentencia no admite descalificación como acto judicial. 

Por ello se desestima la precedente queja. 



PODER Di policía. 

Dentro de ¡os objetos propio» del poder de polieía lia de •-«timarse compren 
elida —junto a la seguridad, la moralidad y la salubridad pública— In de- 
fensa y promoción de Ion interese* económicos de la colectividad. Esta doc- 
trina ha tenido siempre, en el derecho argentino, la firme bas^ de sustentación 
del art 67, inc. 10, de la Constitución Nacional. 

PODER DE POLICIA. 

Dentro de la especie del poder de policía que comprende la defensa y pro- 
moción de los intenses económiens de la colectividad, ha de considerarse 
legítimamente incluida la facultad de sancionar disposiciones legales encami- 
nadas a prevenir, impedir, morigerar o contrarrestar, en forma permanente 
o transitoria, los graves daños económicos y sociales susceptibles de ser origi- 
nados por la desocupación en mediana o gran escala. Entre las frecuente) 
disposiciones saneinnadus por el Congreso con tal designio se encuentra la 
ley 13.591, de cuya polítiea la ley 14.226 es una de las ma infestaciones 
particulares. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de coHntihH-iottaüdad. Fnwliade* del 
Púder Judicial. 

E) objeto cardinal y específico d* la ley 14.236 reviste carácter inequívoca- 
mente público o general. Acreditado que no transgrede tos principios rectores 
del ejercicio legítimo del poder de policía, a la Corte Suprema sólo te está 
permitido analizar la razonabilidad de los medios previstos por el legislador, 
o sea el grado de adecuación existente entre las obligaciones que la ley impone 
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JVlio Ovhanarte — Pedro Abe* 
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v lo» finen» cuya realización procura, cualquiera sea el jai ció sobre el mérito 
intrínseca o el valor artístico, permanente o actual, de la actividad tutelada. 

CINEMATOGRAFO. 

VA giste ma de la ley 14.226 no importó reglamentar ni encausar la industria 
o el comercio cinematográfico como tal, «i no que se. sirvió de las sala» desti- 
nadas a esta actividad, "debido a la carencia de suficientes salas de teatro", 
para dar cabida a una especie de espectáculo público, distinto pero no incom- 
patible, con aquél, mediante la imposición a Ion empresarios cinematográficos 
tic tu carga consistente en incluir en su» programas los llamados "números 
vivos", con la obligación: 1'') de proveer a las ohras c instalaciones para que 
pudieran aquéllas realizarse; 2*} de contratar ejecutantes, respecto de quie- 
n es sólo nlmlió la ley, de manera expresa, n lu condición atinente a naciona- 
lidad e, implícita mente, a su aptitud para desarrollar un espectáculo artístico, 

CONSTITUCION NACIONAL: Centmi *• eorntituciemáidad, F<n- áltenles del 

Podrir Jtiftifíal. 

VA análisis del mérito n eficacia de los meilios arbitrados para alcanzar los 
tunea propuestos con la ley 14.226, lu cuestión de saber si debieron elegirse 
los procedimientos de ésta u otras, son ajenos a lu competencia de la Corte 
Suprema, a tn que sólo incumbe pronunciarse acerca de ta razona bi Hilad de 
los medios elegidos por el Congreso, es decir, «pie sólo debe examinar ni son 
o no proporcionados a los fines que el legislador se propuso conseguir v en 
c.nsectK-ncia decidir si es o no admisible la eoiisiguicntc restricción a loa 
derecbos individuales afectados. 

CONSTITICION NACIONAL: Comtnl de eomtítticwmaliáod. Fatitltades del 
VmU r Jndirml. 

1.a Corte Snpremn no puede sustituir su criterio de conveniencia o eficacia 
económicu o social al del Congreso de la Nación, pura pronunciarse sobre Ja 
validez constitucional de las leyes, sea de las que regulan trabajos, comercios o 
industrias con fines de policía, sea de las que establecen impuestos o tasas. 
El examen y el pronunciamiento judicial deben radicar en la conformidad 
que, de acuerdo con los orts. 38 y 31 de la Constitución Nacional, deben guar- 
dar con clin las leyes de la Nación. Y la Atribución de decía rnr la ineonsti- 
tucionalidml de éstas sólo debe ser ejercida cuando la repugnancia con la 
cláusula constitucional es maní fiesta y la incompatibilidad inconeibablc, de- 
biendo resolverse cualquier duda a favor de la constitucional ¡dad, máxime si 
ello posible sin violencia de los textos. 

CONSTITUCION NACIOXA L: ConnUlnnouaUdtid r iWOMtít tk hmtidad. Leyes 
tnn-inutilri. Ad>uini.itrat¡ra». 

No es una novedad la imposición legal de cargas que no son impuestos ni 
tusas, de las que sería un ejemplo la derivada de la ley 14.226 para los 
empresario» de sala», de cinematógrafo, cuya constitucioualidad estaría con- 
dicionada, por una parte, a la circunstancia de que los derechos afectados 
fueran respetados en su sustancia- y, por la otra, a ln adecuación de loa 
restricciones que se les impone, a bis necesidades y fines públicos que loa 
justifican, de manera que no aparezcan infundadas o arbitrarias» sino razo- 
nable?-, esto es, proporcionadas a las circunstancia* que las originan y u los 
fines que se procura alcanzar con ellas; siendo a cargo de quien invoca 
irnmumhrlidad o confiscación, ln alegación y prueba respectiva. 
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CONSTITUCIOX X AVIOS AL: ConstitH.ionaliütd e inconstitunonalidad. Leyes 
nacionales. Administrativas. 

Obligaciones de la naturaleza de las impuestas por aplicación de la ley 14.226 
— incluir "espectáculos artísticos vivos" en los programas de una sala de cine, 
previa adecuación del local, eon la inversión que ello supone, y dentro del 
plazo que fije la autoridad administro ti víi de acuerdo con la* particulari- 
dades del caso — no contrarían, por vía de principio, ninguna garantía o 
derecho constitucional, en tanto representan medios válidos de actuación del 
poder de policía. 

COXSTITUCtOX NACIONAL: Constituí io tM !id«d c inconstituchnaiithd. Leyes 
navio nalci A dm iniatratiins. 

Ln ley y sus reglamentos han impuesto una carga a los empresarios 

riñen. atoará fieos (pie no suprime ni altera el derecho a ejercer su comercio' 
específico en la sala destinada a ese electo, en la cual el negocio de exhibi- 
ción cinematosrrúiicn puede explotarse en las horas y condiciones habituales, 
con posibilidad ile recujH'rnr las inversiones necesarias para la adecuación 
tic l;i silla — (le escasa importancia en el caso — y los pisto? que demande 
tn realización del "número vivo", pnra cuya contratación trozan da amplio 
rmiiven y sin que se haya alegado y menos probado por el recurrente que 
esa posibilidad se encuentra frustrada en los hechos por causa* no imputa- 
bles al empresario, 

COXST/TVCfOX NACIONAL: Control de con*fit*cionati*id. Facultad?* del 
Poder Judicial. 

VA principio de la presunción ilc lo coustitucionnlidnd de las leyes supone, 
naturalmente, la de su rnzonnhilidad. a lo menos cuando juegan elementos 
de hecho. 

Kn consecuencia, correspondiendo ni impugnante evidenciar de modo con- 
creto y categórico hi irrazonabilidad de ln ley 14.221» en su relncióu con loa 
inoilalidades del caso, deber procesal que no cumplió, corresponde declarar 
que el art, 1" de aquélla, en cuya virtud se dispuso incluir "espectáculos 
artísticos vivos" en los programas de una saín de cine, no es violatorio de 
los nrts, 14, 17 y 28 de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION X ACION AL: Derechos y t/aranlia*. Crneralidadet. 

Ln libertad de comercio y el derecho de propiedad integran en nuestro orde- 
namiento el complejo de ln libertad como ntributo inherente ni concepto 
jurídico de persona, y comportan la posibilidad de elegir la clase de comer- 
cio que m£$ conviniese a su titular y, natural mente, ln de ejecutar los netos 
jurídicos necesarios para el ejercicio de ese comercio, mnnejnndo los bienes 
propios n voluntad, sin que por principio sea posible la imposición de una 
actividad comercial determinada o la obligación de contratar con persona 
alguna, transformando la HUerUul de celebrar contratos en el deber de hacer- 
los (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Marín Hiifti Hoggero), 

RKtiLA MKX TA CIOX. 

Las altas y plausibles finalidades de la ley \4:22i\ no pueden cristalizar por 
medio de normas incompatible* con la vigencia, que es mi'is elevada, de Ja 
Constitución Nacional. Tan contraria n ésta es la concepción del ejercicio de 
un derecho sin restricciones emanadas de leyes que lo reglamenten para per- 
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tuitir la coexistencia «le todos los derechos, romo una q«e describa ese ejer- 
cicio alterado por la ley so color de su reglamentación (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luik María Boffi Boggero). 

COSSTITVCIOX XACWXAL: Derecho» y garantía*. Derecho de propiedad. 

En la sanción de la ley 14.226, que tuvo lugar durante la reforma constitu- 
cional de 1!H9, influyeron tanto el concepto de la propiedad afectando una 
"función social", atribuido a los nrts. :ts, :w y 4(1 de esa reforma, frente al 
(iitircpto individualista que si- adjudica!)» a las ya no vigente* normas de 
Í8ÍW", cuanto Ja tendencia ti conferir n esa» expresiones una significación híbri- 
da o constituciunalmente excesiva. 

La nueva vigencia del texto constitucional de 1853 debe gravitar sobre la 
decisión acerca de la constitucionalidad del nrt. 1^ de esa ley i{uc, como otros 
preceptos, no tienen cómoda cabida ante lo» texto* constitucionales en vigor, 
por n tentónos de tos derechos que éstos protegen (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luis Marín Itoft'i HoggcmK 

/'ODER l)K POLICIA. 

El iuc. lli del art. fi7 de la Constitución Xnciomil, qufc garantizaría la vigen- 
cia amplio del "poder de policía"*, contiene uno norma «enérica donde no 
siempre se observa la precisión del concepto. Su texto liu de analizarse en 
i ilación con las otras normas constitucionales, porque lo contrario le haría 
predominar de manera indebida sobre otros derechos igualmente concedidos 
por la Constitución Nacional. 

Aun cuando tn ninteria es sumamente discutida, resulta posible apreciar con 
claridad, como lo lia hecho la jurisprudencia de la Corte Suprema, la dife- 
rencia entre una restricción razonable n 1n nctívidad lícita de una empresa 
comercial o industrial y una que no lo si-n (Voto del Señor Ministro Doctor 
Don Luis María Roffi Boggero). 

COXSTÍTrrfOX XACIOXAL: Comtitncioualulrtd e won*ihurfotwlid<Hl. J>;y« 
nmiftnnles. Adin tuim ratitas, 

\m aplicación del art. 1" de la ley 14.2JÜ implica una fuerte y sustancial 
restricción de hl libertad de comercio y de la propiedad de los empresarios 
cinciiiíito^rá ticos por piirte del Estado. Organizados pura determinados fines, 
se ven rom peí idos a realizar actividades que, aunque reconozcan alguna 
semejanza con aquellos, son evidentemente distintas de las libremente elegidas 
por esas empresas. V esa restricción no guarda suficiente armonía con los 
propósitos (pie se persignen, ya que, por una desocupación con la que nr- 
tienen vínculo nltiuiio. se restringe la libertad de aquellas empresas. 
F,l precept.i lognl en cuestión no ha elegido, pues, uno de hw numerosos me- 
dios razonables con que la Constitución Xaeional facilita la* .soluciones soeinle? 
(VbtO del Señor Ministro Doctor Don Luis María Itoffi Boggero). 



Dictamen del Phoccraoor Gkxeiiai. 

Stiprentn < 'rute: 

La ley \4.'2'26 declara obligatoria la inclusión de espectáculo* 
tle variedades en tas programas de las salas cinematográficas fie 
todo el territorio de la Nación. 
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El recurrente impugna la constitucionalidad de la ley, soste- 
niendo que la misma vulnera las garantías que la carta funda- 
mental acuerda a la libertad de comercio v al derecho de propie- 
dad. El sistema estatuido le ocasiona agravios considerables eu 
cuanto le impone una especialidad comercial a la que no está 
dedicado y le exige cuantiosas inversiones destinadas a adccuai 
la sala a espectáculos cuyo ofrecimiento no es propio de su acti 
vidad empresa ría. Se ve obligado además a realizar los gastos 
que supone la contratación de artistas, y todo ello se ve agravado 
por ta circunstancia de que no le es dable recuperar tales inver- 
siones por ia prohibición, emergente de una resolución ministe- 
rial, de trasladar el costo del número vivo al precio de las 
entradas. 

fea sola enunciación del problema contiene en sí la respuesta. 
La ley 14.22b* es inconstitucional, y el sostenimiento de esta tesis 
no puede tropezar con otru dificultad que la que resulta de 
demostrar la evidencia. 

El derecho de trabajar, de ejercer libremente el comercio o 
todn industria lícita, no está suliordinado a otro requisito que al 
de la licitud. En Palios: 08: 52, V. K. decía (considerando 3*) 
que el criterio constitucional para resolver si una industria es 
licita no puede ser sino el de que ella no s<m contraria al orden 
y a la moral pública o perjudique a un tercero, y que de este prin- 
cipio fundamental es corolario lógico (considerando 4 9 ) el de que 
la autoridad no puede imponer determinados negocios por reputar- 
lo* de convemeiwta pública, pues la reglamentación a que se refie- 
re el artículo 14 no puede tener otro objeto que facilitar el ejerci- 
cio de los derechos y coordinarlos con otros. 

La razón de sor de la ley 14.22(i se refleja patente en su 
art. 3*; asegurar adecuados niveles de ocupación a las personas 
dedicadas a cierto tipo de actividades artísticas. 

Si de acuerdo con la recordada doctrina de V. K ta conve- 
mnu ut pública no es causa) suficiente para facultar a la autoridad 
a imponer determinados negocios, mal se aviene con este princi- 
pio el de que tales negocios puedan, sí, imponerse en función 
de la conveniencia de sectores limitados. Y este contraste es aun 
más manifiesto si se advierte que el negocio se traduce en realidad 
en la obligación de prestar un beneficio cuya erogación se pone 
solamente a cargü de otro sector de la colectividad, determinado 
y reducido, en vez de ser extensiva, equitativa y propo re ¡o util- 
mente, a todos los miembros de la comunidad. 

A través de la ley referida se han reglamentado derechos 
reconocidos en el art. 14 de la Constitución Nacional, y lo que 
V. E. debe resolver es si las atribuciones del poder reglamentario 
han sido ejercidas dentro del mareo constitucional o si ha media- 
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do extri? limitación que comporta desnaturalizar aquellos derechos. 

La ley regula una actividad empreñaría y se refleja, por lo 
tanto, sobre la libertad de trabajo. Bueno es aquí recordar pala- 
bras de Alberdi: "No hay más que un sistema de reglamentar la 
libertad; y es el de que la libertad de unos no perjudique la liber- 
tad de los otros; salir de ahí no es reglamentar la libertad del 
trabajo, es oprimirla," 

Si la ley se hubiera circunscripta a establecer para una clase 
de trabajo las condiciones en qué el misma debe contratarse o 
realizarse se habría ajustado, en principio, a la limitación consti- 
tucional. Pero ha ido más allá. Ha consagrado para una categoría 
de personas un verdadero privilegio cuya repercusión económica 
incide per judicialmente sobre otra. 

La Constitución asegura a todos el derecho de ofrecer sus 
servicios y contratar su prestación. Materializarlo es una aspira- 
ción legítima. Pero a nadie asiste el derecho de imponer a otro 
en carácter de obligación exigible, irremmciable, la de que acepte 
sus propios servicios sin que pueda eludir su contratación. 

No se halla en tela de juicio la generosidad del propósito 
perseguido por la ley; lo que se cuestiona es la constituctonalidad 
del medio empleado para lograrlo. Si la autoridad estima que 
ese propósito debe cumplirse, tiene a su alcance, para ello, atri- 
buciones indiscutibles. Puede crear fuentes para ese trabajo aten- 
diendo su erogación con sus propios fondos. Puede también sim- 
plemente subsidiar. Pero lo que no puede es substituir esas 
atribuciones por otra de la que carece: la de exigir que aquel 
propósito lo realiee un grupo detenuinado imponiéndole al efecto 
las obligaciones del caso mediante el ejercicio de un poder de 
policía (pie, así ejercido, recuerda conceptos de Campbell Black 
y del Justicia Hrewer: '*cse poder de policía tan fácilmente per- 
vertido hasta el extremo de convertirlo en un peligro para los 
derechos y la libertad*' que "ha llegado a ser el refugio de todo 
atentado tic la autoridad". 

Cuando un determinado poder, con el pretexto de encontrar 
paliativos fáciles para un mal ocasional, recurre a facultades de 
que no está investido, eren, aunque conjure aquel mal, un peligro 
que entraña mayor gravedad y que una vez desatado se hace de 
difícil contención: el de identificar ntribueiones legítimas en orden 
a lo reglado j con excesos de poder. Poco a poco la autoridad se 
acostumbra a incurrir en extnilimit aciones, y \p que en sus co- 
mienzos se trata de justificar con referencia a situaciones excep- 
cionales o con la invocación de necesidades generales de primera 
magnitud, se transferían, en mayor o menor tiempo, en las con- 
dicione* normales del ejercicio del poder. Ocurre después algo 
peor. Los mismos gobernados se familiarizan con el ejercicio, 
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por parte del gobierno, de atribuciones discrecionales para resol- 
ver problemas. V entonces, conciente o subeoncienteinentc, pero 
siempre como si el derecho escrito vigente hubiera sido sustituido 
o derogado por un nuevo derecho consuetudinario, cada sector 
de la comunidad m& t si est á en juego su propio interés y es 
preciso para contempla, : o, que la autoridad recurra a cualquier 
desvio o exceso de poder. A cualquiera, no importa en qué me- 
dula basta que sea idóneo para que la pretcnsión reclamada sea 
inmediata y favorablemente acogida; y así como su concesión no 
comprometa el patrimonio estatal será más fácil v cómodo para 
el gobierno acordar lo pedido que negarlo. 

De esto se hace después una práctica. Así se va formando 
lo que se da en llamar "una nueva conciencia » Nada va que- 
dando ya que sea pertinente por imperio de la lev o a través de 
sus instituciones, y el derecho se adquiere, se conserva o se pierde 
s.n mas causa que la propia voluntad del gobernante o la bene- 
volencia sectaria con que hace funcionar su discrecionalidad. 

fcl logro de cualquier aspiración, aunque se funde en el más 
elemental de los derechos, pasa entonces a depender de decisiones 
graciables^ Incluso puede acontecer que el gobernante, cuya má- 
xima función es asegurar el imperio de la legalidad, busque revés- 
hr sus actos de gobierno, aun los legítimos, de una generosa 
arbitrariedad, llevando así al ánimo del pueblo la sensación de 
que un sistema de derecho estricto no es compatible con el 
progreso, 

El estado de derecho queda así suplantado por el caos de 
hecho Desaparece I» estabilidad jurídica v el pueblo, única fuente 
de soberanía, advierte, cuando es tarde, que la ha ido depositando, 
paulatina y gradualmente, en manos de quien detenta el poder 

Para evitar qtie se llegue a tan lamentables extremos nuestra 
carta fundamental contiene diversas y acertadas previsiones, v 
la tarea de velar por su cumplimiento y hacerlas efectivas está 
asignada en ultima instancia al poder judicial. A él confín esa 
misión superior, y de su cabal eumplimb :i to depende, en defini- 
da, que las garantías constitucionales llenen su única finalidad- 
la de actuar como barreras infranqueables ante cualquier avance 
indebido de la autoridad. Xi n título de excepción, ni aun cuando 
considerado aisladamente uno de tales excesos pudiera tenerse 
por eficaz, para atemperar un mal o para producir un beneficio, 
están los jueces habilitados para cohonestar los exeesos de poder. 



Inspirado en las consideraciones que dejo foi inuladns he ana- 
lizado la ley en examen y la obligación que ella impone. No creo 
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ijue éstn esté condicionada a un criterio de legitimidad constitu- 
cional ni de razonnbilidad. Iai autoridad no se ha subordinado, 
en el ejercicio de su poder reglamentario, a las limitaciones de la 
carta fundamental, y la consecuencia ha sido que en el uso de 
esc poder ha llegado a lesionar el goce de un derecho en su norma) 
plenitud. Y por ello estimo (pie V. E. debe declarar inconstitu- 
cional dicha ley y revocar la sentencia apelada. Buenos A i íes, 20 
de abril de lí>58. — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PHEMA 

Buenos Aires, 22 de junio de líHiO. 

Vistos los autos: "Callao (Cine) s/ interpone recurso jerár- 
quico c/ resolución dictada por la Direc. Xac. Scrv. Empleo**. 

Y considerando; 

1») Que la Dirección Nacional del Servicio de Empleo, ñivo- 
calido las facultades que le confiere el decreto 13.349/56, dictó 
resolución intimando a la Sociedad Anónima Cinematográfica 
para que iniciase, dentro del plazo de diez días, la presentación 
de ' 4 números vivos" en la sala del Cine '•Callao'* de esta Capital, 
bajo apercibimiento de las sanciones establecidas en el decreto 
21.877/44 (ley I2J2Í)> al que se remite el art. 4 P de la ley 14.226 
(fs. 2). La resolución fué reiterada a fs. 14 vtu., no obstante los 
recursos de revocatoria (fs. 4) y jerárquico (fs, 10/11) interpues- 
tos por la firma interesada, en los que, cabe señalar, dejó plan- 
teada cuestión federa) (fs. 5). 

2V) Que no habiéndose cumplido el requerimiento aludido y 
previa sustanciación del pertinente sumario administrativo, se 
impuso a la Sociedad intimada multa de un mil pesos moneda 
nacional, bajo apercibimiento de clausura si no era oblada dentro 
del plazo de cuarenta y ocho tunas, sin perjuicio de fijar un ímeyo 
plazo de diez días hábiles para que realizara las obras que pusie- 
ran ia Sala en condiciones de presentar 14 números vivos'* y regís- 
(rara los contratos con los respectivos artistas. 

3?) Que satisfecha la multa, In interesada interpuso contra 
la resolución administrativa recurso de apelación para ante el 
Juez Correccional (fs. 31) y habiéndose declarado éste incompe- 
tente en virtud de lo dispuesto en la ley 12.!>48, art. lí», inc c) 
(fs. 35), las actuaciones fueron pasudas, en oportunidad, a la 
Cámara Nacional del Trabajo (fs. 36), que dictó sentencia, luego 
de oír al recurrente y recibir la prucki producida. La sentencia 
confirmó la resolución recurrida en cuanto "a estar comprendida 
la sala del Cine Callao en la ley n> 14.226'* y la revocó respecto de 
la multa impuesta, que dejó sin efecto, y del plazo, cuya fijación 
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definitiva defirió a la autoridad administrativa, con indicación de 
Sdot ««IT*- la fí daÜeS f 1 !,ludie " d ° a"a o Tlato 

nmfnJ-P • U °.T tra CSta senteneííl - Sociedad Anónima Cine- 
nwtograficn interpuso recurso extraordinario (f„. 77 82) fún- 
< ando la .mpugn«e,ón de ia ley ,4226 por contraria a la ¿ «mía 
e la propiedad y derecho de ejercer libremente e ^ £ e 
ndustr.a, en el argumento que impone a los empresa ríos eine.na 
tatttt». lina actividad extraña a la que ¿SSSSa^S 
gnndolo* a contratar «r» en condiciones violatoria a 
.bertad de comercmr y a realizar gustos e inversiones no suscen 

• ™ re8 °inW 81/04, que congeló los precios de las entradas 

* cmennvtografos, quedó prohibido cobrar una su.ua S 
l»i los .pertaeulos ofrecidos de naturales distinta a la exhibí- 
an •Mil a lo une debía agregarse que el poco favor 
1H mhheo para estos espectáculos frustraba la posibilidad dé 
benet.cm prepto de toda actividad comercial (véase Si 44, 7- vía. 
\ sig., \ íí.M, 



fíg^fín&%* 

.#) Que, snan'm surge de Lo expuesto, no ha quedado nlan- 
U-a.ln en autos cuestión alguna relacionada con la SS 
-—■"nente, ni al plazo fijado a fs. * toda vw q e eZ ha n 
sido diados sm efecto por el tribunal a que. El único nu H 

r,ff° f í ü el <|ue\.om.iern a ^a ^ 

de Ja sentencia que declara que -la sala del Cinc Callao esta 
¡PWfefr dentro de la ley 14.-6». Trátase, en c, 
de decidir si debe considerarse válida o inválida la obligación 
mqmest a por la lev U.-ti de incluir -espectáculos arUsS 
^ ! y>. en los programas de la sala de cine mencionada, obliga- 
mn que su empresarin deberá cumplir previa adecuación del 

ñp a/XéÍn! ,,V,,rS tm PH<> ******* del 3S5 que se 

7») Que esta Corte, luego do bafeí abandonado la eircun*- 
mptn concepción del poder de policía expuesta en antiguos oro- 
-"-mnKmtos ( Fallos: 7: 1.10; ÜS : 20 y ! „„ : gg^Ug* 
; es.s ampha y plena, aceptada desde el siglo pasado por la 
urisprudencm de la Suprema Corte de los Estados Unidos <" Bar- 
bíer y. Connolly», 1 1 ;í US 27), declaró que dentro de los obietos 
mm¡ fe ftpOl poder ha de estimarse comprendida —junto a la 
enrulad, a moralidad y la salubridad pública- la defensa v 
promoción de los intereses económicos de la colectividad (Fallos: 
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13(1 ; 161 ; 137 : 47 ; 142 ; 68 ; 171 s 348 y 366 ; 172 : 21 ; 199 : 483 ; 20U : 

431) v otros). ¡ ,ii 

m Que esta doctrina ha tenido siempre, en el derecho 
argentino, la firme baso de sustentación proveniente tiel nrt. j>7, 
íne lt¡ de la Constitución Nacional, que representa una de las 
previsiones de mavor valía entre las diversas que atañen a la 
organización económico-social de la Nación y de las provincias, 
tola vez qué -claro está que con sujeción a los imites t gario» 
por la inopia ( oustitueión— supone la anticipada habilitación de 
fes recursos o técnicas que, cu cada uno .le los estados por que 
atraviesa el desarrollo del país, resulten aptos para impulsarlo. 

m l¿ue«rieutro de esa especie del poder de policía ha de 
considerarse legítimamente incluida la facultad de sancionar dis- 
posiciones léanles encaminadas a prevenir, impedir, morigerar o 
rnntrnrrestuv. en forma permanente o transitoria, los jjruves da- 
ños económicos y seriales attseeptiWéa de ser ordinarios por la 
desocupación en mediana o gran escala. 

un l lúe son frecuentes las disposiciones sancionadas por el 
Omgtmc con tal designio (vónse las leyes ÍH4S 11. W 11.^1, 
U.600, 11.660, tliSéS, m.QX, £240*2, etc.), rioluendo mencionarse, 
e)itre ellas, per su importancia y por la relación que anuida con 
el Htíh Ht<- la lev i:i:>!H, que creó la Dirección Nacional del Ser- 
vicio de Empleo* v a ta que se le encomendó funciones tales como 
las de facilitar a 'los trabajadores posibilidades de «TOJU**» 
todo el país, prowender a la creación y -mantención de fuentes 
de tranajo v atender a las prestaciones de paro Forzoso, \ su 
tm ,„, (a lev 14,226, a la que se refiere el presente reeurso, no 
eónstiWe sino una de las particulares niunite.tncio.ies ric la 

política prevista 1'»'' * ^ I 3 591 ' «*» ^™aTI&a 

L^iriernnrios del decreto Í&34ÍJ/56 -complementario riel h*i- 
men -"í> mató*—, en los que puede leerse: ' ...la m » 
crea un sistema espeeial destinado a promover la ocupacum en 
lo co„e,rniente a los trabajadores del espectáculo publico . \ tal 
aserción no l.ace otra cosa que ratificar las expresiones i vertidas 
en oportunidad del respectivo debate parlamentario (turnara cU 
Diputados. 1M.VÍ, t. U. púa*. 1276 y si-tes. ; ('amara .le Senadons, 
¡m 1 1 614 v siates.), durante cuyo transcurro se esta- 

bleció, asimismo, que' la ley tendía, simultáneamente, a aserrar 
, ;1 defensa del "patrimonio artístico na-uaial , a la que tamben 
|,a de considerarse comprendida dentro del ámbito del art. <>., 

m ' m ÚWi l>or tanto, el objeto cardinal y específico de la 
lev gestionada, en mérito a su naturaleza y a los pmposi tos ^qm 
g m eonteaido, lejos de consistir en el provecho de 1111 *rr upo 
de personas obtenido merced al sacriticio patrimonial de otro 
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grupo, reviste carácter inequívocamente público o general. De mo- 
do que, acreditado que en este aspecto básico, la lev L4 uo 
transgrede los principios que rigen el legítimo ejercicio deípoder 
* ; H™, a esta Corte sólo le está permitido analizar la razonu- 
I ilidml de los medios previstos por el legislador, o sea el ¡frailo 
& ade,naei ( >„ m ^ te ntl ,, ohU „ ai . iones , a »¿ .¿ 

los tmes enya realización procura (doctrina de Fallos*: ÍI8- 
1i : .548; 19,: 483 y otros), y ello, cualquiera sea el ¡uieio soíre 

te ^ÉK^ * vaU)r * rmi ™> « «* 

i 1 "? í," 1 ; " tM,tlu, í Io VSPWSH «ilH- señalar que el sistema 
■U- la ley 4.22b consiste en establecer la oldiuaeión de incluir 
•■sp.^taculos artísticos vivos «le variedades" eo los programas 
de bis salas eim-iirntografieas de todo el territorio de la Xación 
(mí. 1 ), «aligación a cumplirse progresivamente v por zona* 
'''»" ar.eiclo a lo <,ue disponga la autoridad administrativa de 
aplicaeion -la Dirección Nacional del Re. vicio de Empleo- "a 
los eteetos de ase-rnrnr adecuados niveles de ocupación a las per- 
sonas dedicadas a las mencionadas actividades" (art T) Xo 
importo, por tanto, reglamentar ni encauzar la industria Yel 
comercio cinematográfico como tal, sino q,m se sirvió de bis salas 
destinadas a esta actividad, "debido a la carencia de suficientes 
salas de teatro", para dar cubi... a mía especie de espectáculo 
publico, distinto pero no incompatible con aquél, mediante la 
imposición a los empresarios cinematográficos de la carga con- 
sisteittc en incluir en sus programas, los llamados "números vi- 
vos con este doble género de obligaciones : 1?) el de proveer a 
las obras e instalaciones para que pudieran aquéllos realizarse; 
- } l ' 1 üe ('""tratar ejecutantes, respecto de quienes sólo aludió la 
ley, de una manera expresa, a la condición atinente a nacionalidad 
—argentino o extranjeros con residencia no menor de dos año*— 
salvo excepción justificada por la jerarquía artística e, ímplíei- 
amontc, a su aptitud para desarrollar un espectáculo artético. 
M iH'oi.une.amieiito a dictar, pues, lia de versar, exclusivamente 
sobre la validez constitucional de una y otra exigencia, en con- 
frontólo,, con los arts, 14, 17 y 2tí de I« (Constitución Xacional 
vigente, puesto que ambas atraen la totalidad .le los a-navios so- 
métalos a la consideración del Tribunal v r.mstituven, en suma, 
la materia sustancial del debate planteado en autos' 

V.p Que, como quedó dicho, y por aplicación de la doctrina 
sentada en Fallos: lítíí: 48:i, el análisis del mérito o eficacia de 
os medios arbil ra.los para alcanzar los fines propuestos, la cues- 
tmn de saber si debieron elegirse los de la ley 14.±><¡ u otros 
procedimientos, son ajenos a la competencia de' esta Corte, a la 
que sólo incumbe pronunciarse acerca de la razona bilidad de los 
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medios elegidos por el Congreso, es decir, que sólo debe examinar 
si son o no proporcionados a los fines que el legislador se í pro- 
puso conseguir f, en consecuencia, decidir si es o no admisible la 
consiguiente restricción de los derechos individuales afectados. 
Pues! como se afirmó en Fallo*: 171 : 348 y se recordó en Fallos: 
48.:, el Tribunal nunca ha entendido que pueda sustituir su 
criterio de conveniencia o eficacia ccoaómica o social al del Con- 
irreso de la Nación, para pronunciarse sobre la validez constitu- 
cional de las leyes, sea de las que regulan trabajos, comercios o 
industrias con fines de policía, sea de las que establecen impuestos 
o tasas (Fallos: 98: 20; 147: 402; 150 : 89; ICO: 24í). 

El examen v el pronunciamiento judicial deben radicar, sin 
duda, en la conformidad que, de acuerdo con los arts. 28 y 31 
«le la Constitución Nacional, del.cn guardar con ella las leyes de 
la Vación, porque, como lo ha destacado la Suprema Corte de 
litados Cuidos en 193 US 197, 350, refiriéndose a la distribución 
de poderes, establecidos en la Constitución, « . . .esta Corte no 
tiene deber Miperior que el de dar vigencia, mediante sus fallos, 
a la volunta*! del Departamento Legislativo del Gobierno, tal co- 
mo se expresa en la ley, salvo en aquellos casos en que la ley 
sea evidente e indubitablemente violatoria de la Constitución, pues 
si la lev excede los poderes constitucionales del Congreso, la ( «ríe 
deiaríá de cumplir un deber solemne si así no lo declarase . r.sta 
atribución, por tanto, sólo debe ser ejercida cuando la repugnan- 
cia con la cláusula constitucional que se invoca es malestar Ift 
incompatibilidad inconciliable, debiendo resolverse cualquier duda 
a favor de la eonstitucionalidad, máxime s, ello es posdile » , 
violencia de los textos (doctrina de la Snpro.na t «irte de - los Lyt a- 
dos Cuidos en UNÍ CS 029, Ü35 (1883); lo.» I S 048, fi.n ( ; 
to-t rs U" 147 H927) v otros. Igualmente, doctrina «le esta U ■ 
\fl wfcÍH: 4¿: "'i: «B, 200: 180; 209: 337; 234: 229; 23,: 
:,4Sr 242: 73 y espeeiuhiientc 244: 309). 

14") Une, como también se advirtió en Palios: 1.U. 48- > 
«Sí, 337, no es una m.vedad la imposición legal de carcas que 
ñ Jim mpne.tus ni tasas, de las que sería un ejemplo la derivada 
|U , h. lev 14 22ti para loa empresarios de salas de cine, natural o. 
Lra constitneionalidud estaría condicionada, por una parte a a 
l-írounstanc-u: de -pie los derechos afectados fueran respe ad os - 
<n sustancia w por la otra, a la adecuación de las rest ice ones 
; ue se le impon!., a las necesidades y fines públicos que los 3 UJ - 
¡can. de manera que no aparezcan infundadas o >*£^«g 
,, lZ(1 nah,e.. esto es, proporcionadas a las $ ¿' * 

ortónaii v n los fines ouese procura alcanzar con 1 a, (r .illn*. 
■HHh 4Ó0K siendo a cargo de quien invoca irrazonab.lulad o con- 
fiscación, la alegación y prueba respectiva. 
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15*) Que, como explican los precedentes citados y la doc- 
trina que los funda, es lícito aseverar que, obligaciones de la 
naturaleza de las señaladas en el considerando 6 ? , no contrarían, 
por vía de principio, ninguna garantía o derecho constitucional, 
en tanto representan medios válidos de actuación del poder de 
policía. 

16* * Que, ello aclarado, la solución del caso no parece du- 
dosa, en presencia de las siguientes circunstancias, vinculadas a 
la reglamentación de las normas legales en litigio y a las moda- 
lidades particulares del caso: 

a) El principal argumento del apelante, fundado en la Reso- 
lución 81/54 del ex Ministerio de Industria y Comercio, se refiere 
a la imposibilidad de cobrar un sobreprecio por la presentación 
del espectáculo vivo, cuyo costo — dice — "debe ser soportado 
íntegramente por los empresarios sin que el público retribuya 
en ninguna medida el espectáculo adicional" (fs. 77/82). Y la 
verdad er» que esta afirmación, que resume y da base a lo esencial 
de la concreta tacha de inconstitticionalidad formulada, caree* 1 de 
actualidad desde que la Resolución 1446/57 del referido ex Minis- 
terio (Boletín Oficial, 2/X/57), autorizó "el cobro por separado 
del acto vivo" y dispuso, expresamente: "la venta de localidades 
de tal manera que el público pueda concurrir a presenciar el 
programa completo que corresponde a la sección o luego de la 
actuación del número vivo, en cuyo caso no alionará el precio 
correspondiente a este último, que se percibirá con entrega de 
un control de entrada separado" {art. 2 P , inciso c). En virtud 
de esta resolución, pues, y a partir de ella, el gasto que ocasiona 
la retribución de los "números adicionales" se traslada a los 
espectadores concurrentes, cuya asistencia es voluntaria (consi- 
derandos ;i% 4" y 5 V ), sin que de ningún modo se baya acreditado 
que la asistencia de público a la sala sobre la que versan las actua- 
ciones sea tan escasa como para hacer ilusoria esa traslación 
del gasto. 

b) En Ir. concerniente a los gastos indispensables para ade- 
cuar el local, a los que también es aplicable la conclusión anterior, 
interesa señalar que el monto de ellos sería mínimo, como surge 
dél informe pericial de fs. 56 /(¡O. Por lo demás, las constancias 
obrantes cu el expediente administrativo u* 53.90:2 /54, tenido a la 
vista, que contiene un minucioso informe técnico sobre los ingre- 
sos de las salas cinematográficas durante el período compren- 
dido entre el T'.de mayo y el ai de diciembre de lí>54 —período 
durante el enal los empresarios percibieron sobreprecio por la 
actuación del *' número vivo"—, contradicen las aseveraciones del 
recurrente. De los datos allí reunidos, es dado deducir que los 
ingresos que ía empresa peticionante obtenga por la presentación 
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de los espectáculos a que se refiere la ley 1 4.^:2(5, lo permitirán, 
por de pronto, reeuj>erar a eorto plazo las inversiones que realice 
e, incluso, Lograr algún l>ouefieio pecuniario. 

c) Ks preciso tener en cuenta, asimismo, que las oh libaciones 
legales sujetas a controversia se impusieron a los empresarios 
de salas cinematográficas debido a "la carencia de suficientes 
salas de teatro", hecho que es público y notorio, que fué expre- 
samente aducido en el debate legislativo y que acredita la rnzo- 
nahilhlnd de la restricción cuestionada, tanto más cuanto que 
es innegable la afinidad de las actividades teatrales y cinema- 
tn ¡irá Cicas. 

d) (¿ue, por su parte, la prescripción del art. H 9 de la ley 
14,-*Jb' — "asegurar adecuados niveles de ocupación a las personas 
dedicadas a las mencionadas actividades" — no ha importado pa- 
ra al empresario cinema to^iáfieo substituir el espeet aculo propio 
de su comercio por los llamados "números vivos*', sea en cuanto 
a días completos de exhibición, con exclusión de la diaria exhibi- 
ción cinematografíen habitual, sea en cuanto n las horas también 
habituales de estas exhilñci íes, en todos y cada uno de los días 
de la semana. Nada se ha alegado en contrario a este hecho, 
notorio en la Capital Federal, sede del fine Callao de la sociedad 
recurrente,' y menos probado: y tampoco que haya habido arbi- 
trariedad, alan persecutorio o ir razona hiltdad por parte (le la 
autoridad administrativa de ejecución, al encuadrar a dicho ciño 
dentro del sistema de la ley 14.i!*J(> (véase pericia de fs. óí> 'fi(l), 
de modo que la decisión respectiva apareciera como ejercicio abu- 
sivo de la facultad atribuida en el art. :í p . 

IT 1 *) Que correlativamente del*> advertirse que las regla 
mentaciones dictadas en vista de la aplicación de la ley t4.2^tl 
limitan el M número vivo" a una duración de treinta a cuarenta 
minutos, en el intervalo (¡ue precede a la exhibición de la película 
de base de las últimas secciones de la tarde y de la noche, en 
salas de no menos de ochocientas localidades (arts. l v , 2" y de 
la resolución 4/54 del ~t 'V 7)4 dictada por la Dirección Nacional 
del Servicio, .exp. ±M).í>á3/57, t's. eiS^fiá de esta causa), sin que las 
partes "puedan requerir la fijación de "listas", "turnos" o cual- 
i|nier otro sistema que impida o dificulte la libre elección del 
artista por parte del empresario (art, 4'' ídem), cuya actuación se 
desarrolla sobre la base de una locación de obra que no establece, 
por principio, relación de dependencia entre aquél y éste (dicta 
raen Iciral y resolución de fs. :¡ y sietes,, expte. 43.09íj/57 y fs, 13 
y siirles., expto. ^(iS.lHtS, agregados por cnerda). Xo se impone 
otra obligación administrativa al respecto que la del registro del 
respectivo contrato en la Dirección Nacional del Servicio de 
Empleo (resolución 'J\ 57) y jaira los artistas ejecutantes, la do 
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cumplir con requisitos de inscripción que bucen a su aptitud y 
condiciones legales para actuar, con arreglo a la resolución 167/59 
que es de mera policía del trabajo (stricto sema). 

18*) Que todo ello quiere decir, pues, que la ley 14.226* y 
sus reglamentos han impuesto una carga a los empresarios cine- 
matográficos que no suprime ni altera el derecho a ejercer su 
comercio específico en la sala destinada a ese efecto, en la cual 
el negocio de exhibición cinematográfica puede explotarse en las 
luirás y condiciones habituales, con posibilidad de recuperar las 
inversiones necesarias pata la adecuación de la sala —de escasa 
importancia en el caso— según el informe pericial de fs. 56/60, 
y los gastos que demande la realización del "número vivo", para 
cuya contratación gozan de amplio margen, y sin que so haya 
alegado y menos probado que esa posibilidad se encuentra frus- 
trada en los hechos por causas no imputables al empresario, 

\W) Que, finalmente, esta Corte ha admitido reiteradamen- 
te el principio de la presunción de la constitucional ¡dad de las 
leyes, lo que, naturalmente, supone la de su razona bil i dad, a lo 
menos cumulo juegan elementos de hecho como los que aquí se 
debaten (argumento de los arts. l p , 28, 31 y (i?, ines. 16 y 28; 
Fallos: f»S : 20; 1H0: 161; 144: 21!); 172: 21; 173: 192; 179: 54; 
182; 170 y otros). Correspondía al impugnante, pues, evidenciar 
de modo concreto y categórico la irrazonabiliilatl de la ley 14.226 
en su relación con las modalidades del caso; y, de conformidad 
coa las consideraciones que anteceden, es obvio que no ha dado 
cumplimiento a ese deber procesal. 

2ü?) Que en mérito de todo lo expuesto, esta Corte estima 
(pie, en el caso sitl* examine, las obligaciones (pie la ley 14.226 
impone al recurrente son válidas, por no lesionar las garantías 
constitucionales invocadas, de propiedad y de comerciar, y ejercer 
una industria lícita. Kn consecuencia, se declara que el art. 1* 
de la ley 14.226, de la manera (pie ha sido aplicado en la resolu- 
ción di» fs, 27, confirmada por ta sentencia de t's. 72, con modifi- 
cación que l¡i lince más favorable al apelante, uo es violatorio de 
los arts. 14, 17 y 28 de lu Constitución Nacional. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 72/73 en cuanto pudo ser 
materia del recurso extraordinario interpuesto a fs. 77/82. 

Brsjathís Villboas Basavilbaso — 
Aiiistóbi-lo D. Aháoz he Lamadhid 

— Luis María Boffi Bochieuo {eu 
(lisitlencia) — Pedro Aheuastl'IíV 

— RlíWBIW COLOMDRES. 
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Disidencia hkl Mkñou Ministro DrxTOK Doy 
Luis María Boffi Boggeiio 

Considerando: 

1") Que la parte remírente alega ln inconstitucionalidnd de 
la ley 14.1T2<* por cuanto, en su sentir, ella aléela la libertad de 
comercio y el derecho de propiedad (urts. 14 y 17 de la Consti- 
tución Xnrionul). Lo primero, porque impone una actividad co- 
mercial ajena a la propia, que es cinematográfica y no teatral, 
estire la contratación de artistas y personal auxiliar, y obliga al 
ofrecimiento de un espectáculo en, condiciones tales qm afectan 
a la jerarquía de la sala. Lo segundo, porque se impone la reali- 
zación de inversiones aji nas a la explotación cinematográfica, así 
como la reducción de capacidad de la sala medíanle la supresión 
de dos filas de plateas y el pago de artistas y personal auxiliar 
sin posibilidad de que el público se haga cargo de las sumas corres- 
pondientes {fs. 77 S2). 

L w ) Que las alegaciones formuladas por las partes, muchas 
de ellas al margen del miraje puramente jurídico, lineen conve- 
niente la pmitnnlizaeión de algunos conceptos para fundar este 
voto. 

:\°) Que el nrt. I 9 de la ley 14.226 declara "obligatoria la 
inclusión de espectáculos artísticos vivos de variedades cu los 
programas de las salas cinematográficas de todo el territorio de 
la Nación". Corno el decreto 1446/57 —acercando la ley al cauce 
constitucional — permite el aumento correspondiente del precio 
de las filtradas, el agravio que se fundaba en la imposibilidad de 
hacerlo y en los perjuicios económicos que de ello derivaban, ca- 
rece do asidero en la actualidad. 

4") Que corresponde a esta Corte decidir, en su carácter de 
guardián constitucional, si el artículo citado entraña n no agravio 
por transgredir la libertad de comercio y el derecho de propiedad 
(arts. 14 y 17 citados). 

5') Que la libertad de comercio y el derecho de propiedad 
integran en nuestro ordenamiento el complejo de la libertad como 
atributo inherente al concepto jurídico de persona, y comportan 
la posibilidad de elegir la clase de comercio que más conviniese 
a su titular y, naturalmente, la de ejecutar los actos jurídicos 
necesarios para el ejercicio de ese comercio, manejnndo los bienes 
propios a voluntad, sin que por principio sea posible la imposi 
ción de una actividad comercial determinada o la obligación de 
contratar con persona alguna, transformando la libertad de cele- 
brar contratos en el óvber de hacerlos. 

fi p ) Que, a ese respecto, el suscripto ha tenido oportunidad 
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de expresar en Fallos: 244: 548: "SÍ bien es cierto que la Cons- 
titución es un instrumento de Gobierno que ha sido instituido 
para perdurar — 1, Whcaton, 304 — y que es t según conocida sen- 
tencia norteamericana, más un * 'camino " que una "puerta" no 
lo es menos la necesidad de ajustarse a los principios fundamenta- 
les que están en la base du la organización constitucional, de modo 
tal que t^as las adaptaciones no lleguen más allá de los límite* 
constitucionales establecidos, aun cuando la jurisprudencia de 
otros países hubiese seguido líneas distintas." Y ese pensamiento 
se vincula de manera directa con la elevada misión de resguardo 
constitucional que corresponde, se dijo, a esta Corte como uno 
de los Poderes que ejerce el Gobierno de la Nación. 

7 P ) Que la ley cuestionada aparece como la solución de un 
grave problema traído por la desocupación de artistas en virtud 
de la escasez de salas teatrales y como salvaguardia del patri- 
monio artístico naeional. Pero es de toda evidencia que tan altas 
y plausibles finalidades no pueden cristalizar por medio de nor- 
mas incompatibles con la vigencia que es más elevada do la Cons- 
titución Nacional. 

H*) Que es tan contraria a ese cuerpo normativo la concep- 
ción del ejercicio de un derecho sin restricciones emanadas de 
leyes que la reglamenten (art. 14 de la citada Constitn,ión) para 
permitir la coexistencia de todos los derechos, como una que des- 
criba ese ejercicio alterado por la ley so color de su reglamen- 
tación (art. 28 de aquélla). 

9*) Que en esta causa no se trata de penetrar los clonicntoa 
de hecho que se debatieron a lo extenso del proceso —vale decir, 
ni la desocupación era de magnitud bastante, si los artistas tenían 
o no la aptitud suficiente para justificar graves medidas de emer- 
gencia, si había o no escasez de salas de teatro o si en éstas 
actúan complementariamente dichos artistas, de modo que, ago- 
tadas aquéllas, se hubiera apelado a las de cinematografía, si so 
carecía de otros medios más idóneos para obtener esos fines—, 
sino do saber, cualquiera fuese la opinión personal de los magis- 
trados, "de lege ferenda", si el recurso elegido por el Poder 
Legislativo es o no adecuado a los fines perseguidos, si es o no 
razonable, ya que,, como el suscripto lo ha manifestado reitera- 
das veces, la facultad privativa no es ilimitada, cabiendo el con- 
trol do razonabilidad ejercido por el Poder Judicial (verbigracia 
en Fallos: 244: 548). 

10*) Que cabe destacar en primer término que la ley ,«üí& 
examen tuvo sanción al nmparo de la reforma de 1949. Cual- 
quiera fuese el valor reconocible a las opiniones parlamentarias 
en materia interpretativa, es cierto que influyeron en la sanción 
legal, tanto el concepto de la propiedad afectando una "función 
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social", atribuido a los arts. 38, 39 y 40 de esa reforma frente al 
concepto individualista que se adjudicaba a las ya no vigentes 
normas de 1853 (Diario de Sesiones, Cámara de Diputados, año 
1953, pág, l'JÍHi, donde se recoge esa afirmación de manera expre- 
sa y categórica), cuanto la tendencia a conferir a las expresio- 
nes transcriptas unn significación híbrida o constitucionalmente 
excesiva. 

ÍV) Que la nueva vigencia del texto constitucional de 1853 
con sus otras reformas, ha de influir naturalmente sobre la deci- 
sión en virtud de su —mejor o no — distinto concepto sobre la 
propiedad —que, si es reglamentare, no es transgredible so color 
ríe reglamentación— , desde que el art. F de la ley 14.226, como 
tantos otros que hallaron cómoda cabida en aquellas épocas, no 
la tienen hoy al cobijo de los textos constitucionales en vigencia 
por atentatorios de los derechos que éstos protegen. Esto no sig- 
nifica que, dentro de la Constitución actual, no sea posible dictar 
una legislación progresista y protectora de los sectores mas afec- 
tados económicamente, porque la evolución del país señala mu- 
chos decretos v leves que demostrarían lo contrario y porque 
numerosos fallos de esta Corte así io acreditarían terminante* 
mente. Sólo significa que no se pueden sancionar leyes o dictar 
decretos qu<í, progresistas o regresivos, no se conformen a las 
normas constitucionales vigentes. 

12 9 ) Que no es posible fundar la constítucionalidad de la 
norma impugnada en el llamado "poder de policía", cuya vigen- 
cia amplío estaría garantizada en la causa por el inc, 16 del art. 
fi7 de la Constit ución. Este inciso contiene una norma genérica 
donde no siempre se observa la precisión del concepto. Tomado 
do las Baééé de Albebdi, publicista que se inspiró en la Constitu- 
ción de Chile, pero también defendió con énfasis el derecho de 
propiedad y el libre ejercicio del comercio y de la industria (ver- 
bigracia, p. KM5 v sig'tes, de su obra citada), ese inciso no tiene 
similar en la Constitución de los Estados luidos. Su texto lia de 
analizarse en relación con las otras normas constitucionales por- 
que lo contrario le haría predominar de manera indebida sobre 
otros derechos igualmente concedidos por la Constitución Nacio- 
nal. Cna cosa por tanto, es sancionar leyes para cnmplir los ele- 
vados propósitos enunciados por el Poder Legislativo y una muy 
otra es hacerlo, sea a título .le "poder de policía", de criterio 
evolucionado aceren de la libertad de comercio, de carga publica, 
o del "bienestar general" señalado por el Preámbulo, transgre- 
diendo derechos fundamentales como el de propiedad, e.iorcieio 
del comercio, liU-rtad de contratar. 

13*) Que aun cuando la materia es sumamente discútala, 
resulta posible apreciar con claridad la diferencia entre una res 



t>E JUSTICIA DE LA NACIÓN 138 

trieeióu razonable a la actividad lícita de una empresa comercial 
o industria! y una que no lo sea. Así, en la causa registrada en 
Fallos: 31; 274, esta Corte sostuvo la constitueionalidael de una 
ley provincial que disponía la clausura de establecimientos situa- 
dos sobre el Riachuelo porque alertaban la salud del vecindario. 
Lo tuzo expresando con claridad que los recurrentes no podían 
alegar derecho adquirido al permiso porque éste se les había con- 
cedido "bajo la condición implícita de no ser nocivos a los intere- 
ses generales «le la comunidad" y "porque ninguno puede tener 
un derecho adquirido de comprometer la stilud pública y esparcir 
en la vecindad la muerte y el duelo con el uso que haga de su 
propiedad, y especialmente en el ejercicio de una profesión o de 
una industria". Esa actividad, además, podía ejercerse en otra 
parte. Y, a la inversa, en Fallos: 118: 278, esta Corte declaró la 
iiifonstitucionalidad de la ley orgánica municipal de Mendoza 
m cuanto ella disponía el traslado, dentro de 30 días, de los sa- 
natorios de la ciudad hacia fuera del radio urbano, sin distinguir 
razonablemente entre establecimientos contagiosos y no contagio- 
sos, mas diferenciando, en cambio, de manera irrazonable, entre 
sanatorios oficiales y particulares. Se fundó esencialmente esta 
Corte en que "es incuestionable (pie, de acuerdo con los arts. 14, 
17, H), 20 y 28 de la Constitución Xacioual, la doctrina v la 
jurisprudencia pueden resolver en circunstancias extraordinarias 
de manifiesto e insalvable conflicto entre aquéllas y Ja ley fun- 
damental, que las mismas no tienen relación con sus fines apa- 
rentes y que se lian desconocido con ellas, innecesaria e injusti- 
ficadamente, derechos primordiales que el poder judicial debe 
amparar como es el goce normal y honesto de la propiedad, sin 
perjuicio de tercero, y el ejercicio de profesiones e industria lí- 
citas "porque de otra suerte la facultad de reglamentación de 
las legislaturas y de las municipalidades sería ilimitada", y las 
leyes y ordenanzas locales o nacionales sobre la materia podrían 
hacer ilusorias todas las garantías acordadas al habitante del 
país (nrt, 31 de la Constitución ; Fallos: í)8; 52; 116- 116* 117- 
432; 123 U.S. fifil ; 195 U.S. 223; Cooley. . , p. 292). 

14*) Que esta causa revela en esencia una fuerte 7 sustan- 
cial restricción de la libertad de comercio y de la propiedad de los 
empresarios cinematográficos por parte del Estado. Organizados 
para determinados fines, se ven conipelidos a realizar activida- 
des que, aunque reconozcan alguna semejanza con aquéllos, son 
evidentemente distintas a las libremente elegidas por esas Em- 
presas. Y esa restricción no guarda la suficiente armonía con les 
propósitos que se persiguen ya que, por una desocupación con 
la que no tienen vínculo alguno, se restringe la libertad de aquellas 
empresas. El Estado, efectivamente, en vez de resolver el pro- 
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hiemn con roen r nos propios, hace recaer la solución on una cate- 
goría do particulares, afectando esencialmente los derechos con 
que la Constitución los protege. A este respecto, os interesante 
destacar, como lo hizo en su oportunidad el Justiee JosErn P. 
Bkaoeev. que *'lns prácticas... inconstitucionales consiguen su 
primer apoyo... mediante ataques silenciosos y ligeras desvia- 
ciones de los modos legales de proceder" (116: U. S. 616), siendo 
fácil deducir el proceso ulterior de apartamiento cada vez más 
extenso de las normas constitucionales. Y ello puede decirse del 
artículo 1' de la ley 14.226, que, bajo títulos — como se dijo— tan 
plausibles de protección social, no luí elegido uno de los numerosos 
medios razonables con que la Constitución facilita las soluciones 
sociales. 

10) Que, como bien lo señala el ÍSeñor Procurador tiencral, 
apoyándose en conceptos no arcaicos sinto permanentes, la auto- 
ridad tenía i! tr i luiciones indiscutibles parn solucionar el problema, 
sea creando fuentes de trabajo con sus propíos fondos o bien em- 
pleando el procedimiento del subsidio. En lugar de ello, so color 
de adaptar los derechos constitucionales a las cambiantes reali- 
dades de la sociedad, ha sancionado una ley que desnaturaliza 
las libertados cuya vigencia se reclama en esta causa. Las críticas 
de la "recurridn", de ese modo, lian de dirigirse contra la manera 
inconstitucional con que se intentó protegería, cuando pudo hacér- 
selo de acuerdo a los dictados de la Constitución. 

16 fl ) Que, ante las conclusiones que informan los párrafos 
anteriores, la consideración do los demás fundamentos de! recurso 
constituyo cuestión abstracta. 

Por tanto, de conformidad con el dictamen del Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materin 
del recurso extraordinario. 



IV M LACIOS Y PES'RIOX. 

El derecho del aspirante n .jubilación sólo tiene carácter de "derecho adqui- 
rido", cu sentido .uiridieo-constitucmnal, cuando ha «ido dictado y está firme 
el neto administrativo que. al otorgar ¡a .juhilaeiún. inviste ni peticionante del 
«t.tti<* de jubilado. Por continúente, corresponde desechar el argumento fun- 
dado en que el pronunciamiento deneeatorio de la .jubilación solicitada ha 
desconocido los "derecho? adquiridos" de que el apelante em titular con arre- 
cio ni decreto-lev 1:1.937/4» (nrt. 56, ñic. n). vigente al tiempo de su «filia- 
eión n la respectiva Tnja, si en la fecha de la sentencia recurrida reirfa la 
ley 14.37(1. en cuyo nrt. 21 se basó el tribunal para dictarla. 
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JifiCUftSO KS TliÁ OfíHIXARl O ; Requisitos propias. Cuestione* NO fetlerales. 
Eicln»Íún dr íns cuestiones fie hecha. Varias. 

N~» habiéndole invocado el desconocí miento de preceptos ni de garantías cons- 
titucionales, las man i Frotaciones del recurrente acerca de las deficiencia» de 
la prueba pericial en cuyo mérito fui denegado el beneficio jubilatorio que 
reclama, versan sobre cuestiones ajenas al recurso extraordinario. 



Dictamen oel PtiocritAiKin Geneual 

Suprema forte: 

El recurso extraordinario concedido u fs. 43 es procedente, 
por haberse cuestionado en mitos la inteligencia do normas fede- 
rales y ser la decisión definitiva del superior tribunal de la causa 
adversa a las pretensiones del n peínate. 

En cuanto al fondo del asunto, dos son los aspectos por con- 
siderar. El primero es el relativo a la ley aplicable al caso; el 
segundo el concerniente a la existencia de la incapacidad. 

Respecto de la primera cuestión, habiendo cesado el recu- 
rrente el 31/12/55, la norma que rige su situación es la contenida 
en el nrt 21 de la ley 14.370, por ser la vigente en ese momento, 
sin que quepa hablar de dereclios adquiridos al amparo del art. 
56 del decreto 13.937/46, conforme con los principios sustentados 
en una reiterada jurisprudencia (Fallos: 206; 112; 208: 332; 210: 
808 ; 222 : 1 22 ; 224 : 52, 21 5 y 850 ; 225 : 1 32 }. 

En consecuencia, resulta arreglada a derecho la sentencia del 
a qiio en cuanto hace aplicación de igual criterio en el caso de 
untos. 

Lo relativo a la determinación de la época en que se habría 
originado la incapacidad resultaría, en principio, irrevisible en 
instancia extraordinaria por su naturaleza tic hecho y prueba. 

Sin embargo advierto que la poca explicitud de los informes 
médicos en los que han debido basarse las conclusiones de los 
organismos administrativos y del tribunal, hacen aplicables a la 
presente situación observaciones análogas a las que consignara 
ni dietmninnr en la causa "S. 275, L, XHT'\ con fecha 31/7/59. 

Pienso, en efecto. <jne los informes obrantes a fs. 11 y !$<fo 
las presentes actuaciones no han suministrado elementos de jui- 
cio suficientes para que las autoridades encargadas de decidir 
sobre el derecho del interesado hayan podido pronunciarse con 
cabal conocimiento de los hechos. 

Por ello, a mérito de la doctrina sentada en Palios: 243: 78, 
opino, en consecuencia, que corresponde revocar la sentencia 
apelada, tocando a V. E. decidir si estima del caso poner en ejer- 
cicio la previsión contenida en el art. 64, primer apartado, para- 
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grafo segundo, tlol decreto WMt/4& Buenos Aires, 7 de agosto 
de li*5í>. — Ramón Lascaiw. 



FALLO »K LA COKTE Sl'PKEMA 

Buenos Aires, 22 de junio de 19*60* 
Vistos los autos: "Kuliuku Juan s, jubilación". 
Considerando: 

Que, contra la sentencia de fs. 37/38, confirmatoria de la re~ 
solución dictada por el Instituto Nacional do Previsión Social 
(I's. 25 vtn.), que denegó el beneficio jubiluíorio peticionado cu 
autos, se interpuso recurso extraordinario (fs. 41/42), el que ha 
sido concedido (fs, 43). 

Que los nirravios expuestos como fundamento del recurso 
contienen la afirmación de que el tribunal a quo, al basar su pro- 
nuncía miento denegatorio en lo dispuesto por el nrt. 21 de la ley 
14.370, lia desconocido ios "derechos adquiridos" de que el ape- 
lante era titular con arreglo ni decreto-ley 13.ÍW7/46 (nrt. r>6\ 
lite, ní, vigente al tiempo de su afiliación, a la respectiva Caja 
Nacional de Previsión. Añádese que el informe médico en mérito 
al cual fué denegado el beneficio, "no reviste seriedad porque 
dictamina en forma retroactiva en relación al tiempo", ya que 
de ninguna manera "el médico pudo saber boy que una persona 
a la cual no atendió estaba incapacitada dos ó tres años atrás". 
Y se aduce, asimismo, que el certificado de fs. 21 contradice las 
conclusiones a que arriba el mencionado informe. 

Que, en lo atinente a la primera de esns impugnaciones, inte- 
resa recordar que, conforme a la doctrina que esta Corte expuso 
en la causa "Araría Crzuln Pnntzza de Tngni", e] derecho del as- 
pirante a jubilación sólo tiene carácter de "derecho adquirido", 
en sentido jnndieo-constitueionnl, cuando ha sido dictado v está 
firme el acto administrativo que, ni otorgar ta jubilación, inviste 
al peticionante del status de jubilado (Fallos: 242: 40 y los allí 
citados). Por tanto, nna mera confrontación de la fecha de la 
sentencia apelada con la do entrada en vigencia de la lev 14.370 
es bastante para desechar el argumento examinado. 

Que, en lo concerniente a las manifestaciones del recurrente 
acoren de ja prueba sobre cuya base fué resuelta la causa, es 
claro qiie ellas versan sobre cuestiones ajenas por su índole a la 
esfera del recurso extraordinario, habida cuenta de que, con re- 
lación «I punto, no se ha invocado el desconocimiento de preceptos 
ni de gnrnntín* constitucionales. 

F,n su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
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tiertd, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido mnturin 
del recurso. 

Abistóbulo D, Aráoz de Lamadhíd — - 
Lris S£ab£& Boffi Boqgero — Ju- 
lio Oyhanarte — Pudro Aberas- 

TURY. 



CINK OSTE 



RECURSO EXTRAOHDlXMtlO: Requisito* formal, s, lulrmUución & U cues- 
tión frtlerat. Oportunidad, 

s¡ li violaeiÓD de los arte. 14 y 17 de ln ronstihu-u.ii Sadoiva;, r,uc invoca 
A S*K tólo apar™ intuida con posterioridad al recurro de ape- 
laeión deducido n.ntra la colorió» «dmimstr ativa nue «m el mcun P l - 
mierib, faj U-v I4M el planteamiento do la cuestión t«lmd resulta extern 

,l " . ', flfl i„ v v ,ip la-i sanciones que le son ínlie- 

por/meo, pues l¡i a diiwHin de esa lij > «i las » . , ( 

rente» era prrvtaihle desde el primer instante. Np impide considerar tardío 
P | planteamiento aludido la circunstancia de qnr la pn mera etapa del proee- 
dimi-ntn se liayn sustanciado ante la aiitondad ¡idmmistruhva. 

RKCmSO EXTRAOIWIXARIO; Rc V t,¡*if>» ,,r„,iío*- Cnth,,?* M*** 
/»ííru«fa«tfi» rfc «©nuda /ornírs n> prac««»H#tilo». 0«*M vano». 

U interpretación de ta. arte. 3» y Ti de la ley ]£& es ^g^^W 
ajena a la esfera dé) recurso extraordinario; y com^mnde deelarnr 
improcedencia de éste si el reárente, .,«;; « ta ™£ ten c m 

de <iue el tribunal apelado liaya prescindido de probanza* producidas en 
nut.K. m. adi.ee violación de ^rantías constitucionales m arbitrariedad M 
pronunciamiento. 

Dictamen del PitorrttAoort General 

Suproint Corte : 

Kxuininado el caso de autos so puede comprobar su similitud 
con é de ln causa C. 1S4 — L. XIII— . . 

Mi anteeesor, en el dictamen respetivo de do alud del 
corriente año examina en forma exhaustiva las cuestiones de or- 
den constitucional que se debaten y luego de un meduloso análisis 
doctrinario de la ley imputada y de las normas constitiicionales 
aplicables arriba u la conclusión de la ineonstttucionalidad de la 
lev. 

* Me hubiera bastado expresar que comparto el criterio susten- 
ido por el Dr. Soler y dar por reiterada su opinión, pero he 
querido destacar lo prolijo y meditado de ese estudio en xirtud 
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FALIjOS de LA CORTE SUPREMA 

A.ros t de .mino de 1Ü58. _ Ramón Lascan*, * 

FALLO DE LA CORTK SIl-REMA 

Buenos A i ros, 22 de junio de lí)(J(). 
clón^ ÍSt ° S HlitOS: í<CÍn0 ° n ™> inter Pone ocurso «lo apela- 

Considerando: 

vmZJt 110 ' r°'- ín » la , * cntcmú& de 63, de 28 de febrero de 
í n?' °?\t k rt ' SOlUCÍíÍn » d »^^trativa obrante a fs. 
mí, 1 .km a f" ^T, 110 ' Cine Ü,1CC " > ,ena de de 
la Jl-ñ, J ;° r ,nfrttt * lon * hl l0y 14226 ^ * las ^«Posiciones quo 
la u-lamcntun, se interpuso reeurso extraordinario (fs ¿773 
el que fué <*oneed¡do (fs. 82). { "V"** 

T Ma^i m H --n° ,v01 a I )e,ant ^ p ™ invocación de los arts. 
£2 7 '°* SC > ,or Ia ^rninstancia de que el 

tribunal a quo baya prescindido «le la prueba ofrecida y „, ndndda 

14..2* viola los arts. 14 y 17 de la Constitución Xacioi mi v ale-a 
¡Pie oí cumplimiento de aquélla, durante los años im v 1956 
ha irrogado sensible perjuicio patrimonial. X ' 

lev lTU giW ^ in . t r ri,retttciá f < le los Precitados artículos de la 
\p U.. »,0 es cuestión procesal, ajena por su naturaleza a la CS - 

<M pnn eio de los agravios expuestos, habida cuenta de que al 

de 1 '.;:; 'lías r Ia " te ."° r ten(1 ° m m m*m* 

<lo íraiantias constitucionales ni aduce arbitrariedad ~„ «i «™ 
nuncininiento d la Támara. P ' 

**) Que, en cuanto a los restantes anfumentos exmie^tos 
-ron fundamento del recurso, habiendo si<lo previ mleTe le e 
P' '"p- ii.sti.nto la aplicación de la ley H.226 y la de la slc on^ 

a WStion federal, que s„|„ ni , nrPW? introducida con posterion- 

^«£lSff 5 & v^fr * doU «udien- 

a ouo t U o el tribunal $ alzada (fs. 26). Ello, conforme a rei- 
l'-.mln .,u«-,sp,udene,a que no se modifica per el hecho de que la 
p ora ,.fapa del procedimiento se haya sustanciado antedato 
ndad administrativa (doctrina de Fallos : 20r> : 416 j 242: 313; 
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hii su im-nlo, Munido (liitmniiiailo el &,.„„,. Procurador 



Akistóbulo J). Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Bokfi Bgggero — Ju- 
lio Oyhanarte — Pedro Abruas- 

TI'ltY — RlCAUTK) 



S. A. COMPAS I A me ELECTHlClDAf) uv. ws ANDES v 
PROVINCIA iik MENDOZA 

BEVURSO EX TRA OIíD/XARtO; Hesito* romnm-is, «rarame*. 

SdS'S t!ÜT dom en T £ intorés ' n i0ft ***** deI ™**> ***** 

ScX» |T. , '" P ^ nar to " í™dam™to en el art . 10 de la Constitueión 
v ÍSyrr srnt * nci * ( ' ue >*™ loa .leemos provinciales 1218/54, 2587/54 

rL « rn "° ' "i ° bn,B * P»™*»tacH¡..* dispuesto en *7 primní 

e W decretos meneionados; pues sil» los interesados en liberara de la. 
tribuiría™ pnneípio de igualdad «nte. la ley en maten» 



CONSTITUCION NACIONAL: Derecko» „„r, (H «„, /fflwWarf . 

Ífc? rT? ,* la ^" Jllf,í,,í nn,c ln «i nmteri. tributaria ba sido dada 
a l09 partirnlnm. frente a la autoridad y no a esto última para la deferí 
de su potestad impositivo. P oWcnsa 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho, , flmM/í , M . 

S¡£Í* l° S g** 1 up »« P«>vinrias invisten se baila el de ecneeder 
Z ZT ^J t *? n ^ 8 ~ inrhlst ' ,líl "I PW*^p 2 facilitar, 

rr-T v , , '" ,,ntí l " ,II>,lran d US0 d " n '" ,íf * ««toriaidoa por la Consti- 
tución Naexmal, puedan Aderan* lesivas de U igualdad ante la ley. 

^rr^f^^; 1 ^^- 1 ^ -- *^¡g¡? PM* *N» 

mfijt rriníNfi.» jiíifio. Ftutptuneuntejt constitucionales. 

Iwlir^ " V | in i ' ]e r ° nst i :tl, « on ¡Nfohd «o cardan relación inmedbto 
vi, ¿T í ir ? v ] ' 1 ° " ? "PW* W™e fl los decreto, de ln Pro- 
■ 3ií ■ í™ r ?°\ ,31 »' M > 2587/W v 647/55 en cnauto afecten la 
exenetín mg^aJi actora, por h ley local V. H24, del %ago de las obra, 

^ n ™ "1 Primero de los decretos mencionados. 



Ilfi 
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Dictamen del l'iiocritAuou General 

Suprema Corte: 

[.a sentencia apelada so funda en la interpretación do una 
lev-eontrutn local v en disposiciones de derecho público del mis- 
mo carácter suíicientea para sustentarla; la norma del art. 1J 
de la tVmstitución Nacional 110 jfunrda relación inmediata m 
directa con lo resuelto en el pleito; y acerca de las garantías 
constitucionales relativas a la igualdad y al derecho de propio- 
dnd, el apelante carece de interés suficiente para invocarlas sobre 
la base de que puedan verse eomprometidas en perjuicio üe ter- 
ceros eontribuventos «pie no son parte en la litis. 

Kn tules condiciones el recurso extraordinario no procede 
v ha sillo mal acordado a fs. ÍÍIS. Así correspondería declararlo. 
Buenos Aires 17 de setiembre de lílóS. — liamon Ummw. 

FALLO DE LA CORTE SITREMA 

Buenos Aires, 12 de junio de ÜHitl. 

Vistos los notos: "Compañía de Electricidad de. los Andes 
A. c Provincia de Mendoza (Decreto V2W s,< contencioso- 
administrativa y de ineonstitueionnlidad". 

Considerando: 

1*> Que contra in sentencia de fs. '29.1 hizo h ^ fcr 

a ¡a demanda ooutenciosoudmmislrntiva promovida por la Sia. 
de Klectrieidad de los Andes, 8. A. contra la IWmem do Men- 
doza, se interpuso recurso extraordinario (ls. .114 -.flü), el que 

Un sido concedido. , . . , 

■">) Que el tribunal a <pm revocó Ins decretos provinciales 
IMS r>4 'V>S7 54 v -"'47 55, en cuanto afeclarau los derechos ele a 
aetora, por entender que ésta, de acuerdo con el art. ÍK de a 
ley lo al n* 824. >c encuentra exenta del "pairo de las obras de 
pavimentación;" dispuesto por el primero de los decreto, oitmlos 
T) Que. hi pretende el apelante, Inl deo.sum >cm.i 

violaloria de los arts. 14, 16 y W «le la (Vn.stitucion Nacunjal. 

m Que iiineuiiu cuestión se plantea acerca de las dispo- 
siciones locales aplicadas en la especie, cuya interpretación por 
lo demás, sería ajena a la esfera de competencia de esta i oite 
en la instancia extraordinaria. 

Que en lo atinente al agravio basado en el ait. w ne 

ta Constitución Nacional, ?^¿»f^*^^ 

rrente carece de interés a los efectos del recurso ext. noid.nnuo, 
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por c-uamo, como esta Corto lo tiene resuelto, sólo lo. interesados 
en liberarse de Jas cm-ns pueden invocar el principio de igualdad 
¡m e la ley en materia tributaria (doctrina de Fallos- 130. mi - 

j ¡ra ca»jpmqM supon, una garantía dada a los particular 
trente a la autoridad y no a esta ultima para la defensa do su 
lot.-stad impositiva (irruía de Palios: i;H: :í7 ; Jtrj : m v 
otros), 

. <¡") (¿ne. Bamaáft, dentro de los poderos que las provincias 
mmten (nrK 1U4 ? m | a Constitución Xacional), se halla 
ti de conceder exenciones de gravámenes -incluso de teaal— 
?" el Pf^W^ facilitar, promover o estimular la prestación 
de servirlos puMicos lóenles (Fallos: ató: SJO v doctrina de 
Fallos: KU 181 y 452: 185: M y otros), sin une esas exenciones 
'ti enai.to implican el uso de medios aiitnrfcndos por la CouÉÚ- 
lición Nacional, puedan ennsklrrarso lesivas de la igualdad ante 
la . 

7 p t { A nt \ K' l0rn,as contenidas en los arts. 14 v 1!) de la 
* «nstilm-am Nnrmnal no guardan relación inmediata v directa 
ron lo decidido en la causa. 

8*) Que las consideraciones (pe anleeoden hacen innecesa- 
■1» .xam.nar la procedencia de ln cuestión procesal planteada 
por ln aetoru en su escrito de fs. ;í4() '347 

fleneral » ! ,,,l>iwitl " '^«minado el Señor Proeurador 

<«j^<<l. «• «Mar» improeedente el recurso extraordinario con- 

AmsTÓBULO D. Aráoz oe Lamaohio — 
Julio Oyhaxaute — Peono Ahe- 

ItASTUltY — RlCAHOO COLOMBWSS, 



GOffE RIO dé i.a ['LATA 

^«^M* '*mmm <* 

Stó^! * 1,13 " r,S - H í 17 de 111 Conrtit^lfc, Xarional q fle invoca rí 
, , 1 • 7 TT Intrndni ' ítl " ™» iwrffrinridnd ni recurso de apela. 

í™; P "'* ,n ."I ,l, ""' , i '> n * lo- y ,le |ü enriónos que | c ^ inhe- 
rert* en, prevale desde ,1 primer instante. No impido Lsiderar tardío 
el pin abMMD .Detonado la o¡ reunían™ de «„o la primara etapa del 
prowdiimento so hovn sustanciado ante ln autoridad administrativa. 



I«» FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

RECURSO EXTRAORDiSA RIO: RtqumtO» propio*. Rehuíáu dírtvta. .Vor- 
Din* eJtrtiüm al juicio, OütpopUwm» roMttitucitnmti, Art. 1S. 

Si el upeliinte mi se lia visto privado de la oportunidad pruroaul de ol'reeer 
jinirlwi — (|iif pudo proponer ni oríisión di* la* nudieneins fij.idns por 1« 
autoridad ndtiiititatrntivn do tt>?itui .idnd oon rl nrt. .¥' do 1h loy 1 1J570— 
el reeluizo de I» r>f revi fia extcuiporánoaTiioiito sólo es imputable a su propia 
rieuliiirorieiiu y E» dceL*ión judicial (pío n*i tu resuelvo no atóela la ¡Tarantín 
otiimtitiu-ioiial de In deferían en juic io. 

Díctame» del Pbocüradob 

Suprema i 'orte: 

VA presente caso tiene maní fiesta analogía con ol que he con- 
siderndu en el dictamen que en la fecha multo en la cansa C.1H4, 

L.xnx 

Por las razones ahí dadas, que bnritatis musa doy por re- 
produi idus, estimo que por responde revocar la sentencia apelada 
en cuanto lia sido materia de recurso. Buenos Aires, 2!J de al>ril 
de 1HSH. — Sehasttitín Soler. 

FALITO HK LA CORTK SVPREMA 

Buenos A res, 22 de junio de 1960. 

Vistos los autos; "Hín de lu Plata (Cine) i interpone recur- 
so de apelación''. 

Considerando: 

t^iie, contra la sentencia de K 21 J2, i>onf¡rmatoria de la 
pena de inulta de íii*ii. 1.000 aplicada a la "Empresa del Cine 
Uto de la Plata" por infracción a la ley 14,22» (fs, 8), se inter- 
puso recurso extraordinario (fs. LMríiÜ), que fué concedido (fs. 
$É vta.). 

tjue el apelante se agravia, ante todo, por la circunstancia 
de M ui. el tribunal a ipio haya denegado la prodnceión de la prueba 

ofreció cu oportunidad de la audiencia de fs. 20. lo ipic, a su 
su juicio, supone violación del derecho de defensa previsto en el 
art'. 1S de la Constitución Nacional, Sostiene, además, que la 
ley 14.21Í» cendraría los arts. U y 17 de esa misma Constitución. 

Que, con respecto a esta últ'miu impugnación, calie señalar 
qtte ella fué planteada, por vez primera, al celebrarse la audien- 
cia antes referida. Por tanto, de acuerdo con las distintas musí- 
delaciones que esta Corte expuso en la causa J^jTOi 
resucita el día de la fecha, las que se dan por reproducidas. 
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media también en el caso reflexión tardía y la apelación no 
ea viable. 

Que, en cuanto al restante agravio, interesa destacar que la 
sentencia apelada sostiene: "...los medios probatorios de que 
la multada intente valerse con el fin de obtener la revocatoria 
de la resolución condenatoria, deben ser ofrecidos con anterio- 
ridad n la audiencia fijada por el nrt. 7* de la ley 11.570". De 
donde se sigue que el apelante, lejos í 1 haberse visto privado 
de la oportunidad procesal de ofrecer prueba, piulo hacerlo en 
ocasión de las audiencias fijadas por la autoridad administra- 
tiva a fs. 3 vta. (art. 3* de la ley 11.570), Basta la comprobación 
de esa circunstancia pitra concluir que el recurrente no ejerció 
oportunamente su derecho, lo cual sólo es imputable a su propia 
negligencia y la decisión judicial que así lo reiuelve de ningún 
modo afecta la garantía constitucional de defensa en juicio {doc- 
trina de Fallos: 234 : 730; 239: 357 y otros). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se declara improcedente el recurso concedido a fs. 33 
vta. 

Aiíistóbi'lo 1>. AnÁojí i>p Lamadhid — 
Luis Maiiía Boiti Romusno — Ju- 
lio (IVHANAItTK — PEDRO ABRItAS 
■rrav — Hmakikí Colomuhes. 



JACINTO FOLLADOR v. BANCO INIM' 'HIAL 

JC ItlSWCrrOX Y co }f 1*E TRXt 7 .4 : C*»f*»Nr«f **rh$t*l. /W hi* twvm,». 
Wéewm 

Corn^imiitlc a la .justicin wuñnmil <1H Irnlui.jo ilr la Cupilnl, y iui ti h\ civil 

y rotnrrrial frdern), conocer del juirin jmr despidn |m iviiln rniilrn el Rimen 

lndtiHtri.il. «i no rcMiltii de lu ¡ictii.nln -pie el iicliir inteururn I iiutnrHlndrtt 
de uqurl. ni tuviera a »u rarso fitneiimen ét ilirceeióii. gobierna <» romlueiión 
rjrrulivn. ni fnrrn timiporn funrimuirio Maprriiir o nnlnn'ílinndi> Í¡ ln do- 
nmndnda. 

- - - ■ 

Dictamen i>fx Pkoci'raikih ÍIrnkhai. 

Suprema Corte; 

La cuestión de competencia trabada entre el Juez Nacional 
en lo Civil y Comercial N* 3 y el Juez Nacional de Primera Ins- 
tancia del Trabajo N» 28 —ambos do la Capital Federal— corres- 
ponde sen dirimida por V. R, al no existir un órgano superior 
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jerárquico común que pueda resolverla (art. 24, inc. 7*. decreto- 
ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto, considero de aplicación al 
cuso la doctrina sentada por V. E. en Fallos: 245: 271 y 244: 196, 
en cuya virtud es competente la justicia laboral de la Capital 
Federal para conocer de las demandas entabladas contra una 
entidad nacional sobre indemnización por despido, cuando no 
resulta de lo actuado que el actor integrara las Autoridades de 
aquélla, ni tuviera a su cafgo funciones de dirección, gobierno o 
conducción ejecutiva, ni fuera lampoeo funcionario superior o 
subordinado de la demandada. 

Kn razón de lo expuesto, considero que corresponde dirimir 
Ja presente contienda en favor de la competencia de la Justicia 
Nacional del Trabajo de esta Capital Federal. Buenos Aires, líí 
de abril de IíMjO. — lía titán Lascante, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de junio de 1'JfiO. 
AtttoS y vistos; considerando: 

Que como dictamina precedentemente el Señor Procurador 
General y lo lia resuelto esta Corte en Fallos; 244: líNi y 245: 
2K0, la justicia nacional del trabajo es la competente para cono- 
cer de este juicio, 

Por ello, así se declara, licniítnnse los autos al Sr. Juez 
Nacional del Trabajo y bagase saber en la forma de estilo al 
Sr. Juez Racional en lo Civil y Comercial Federal. 

Lris Mauía Boffi Boot.eho — Julio 
Oyhanaute — Peueio Aberastuuy 
— EtOABDO Columbres. 

■ 



NACION ARGENTINA v. A. 1 NORMO y EfEFlNEIÍIA SAN MARTIN 

del TABACAL 

KXf'linri.H HI.X: httlemnhaeit'm. lirtermtuttriñu fie! rafar real. Vnlor de la 
tierra. 

litación 'Ir! valor de ln tierra, rlrrtiiiniíi ni/onn 
lilemente por el Tribunal lie Taanriones y aceptadla por la sentenrin en rerui-so, 

que se cne*tionn con t'uiuii nlo en una valuación impositiva dejada sin 

efecto mucho ante* de iniciarse ln expropiación y acerca «le ta <<tinl no f i-juran 
en el expediente eimstaíicias relativas a ln» métndos empleado* pnr la mito 
ridad fiscal, por lo que no resulta posible apreciar el mérito de tnl estimación. 
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EXPROPIAMOS : IndemnhariÓn, fírlrrminarióu rfW r«íor real OenenttÉgeÜh 

Es improcedente tía pretensión (te que la indemnización a fijarse en ilefiiii- 
tivn, en el juicio cxpropiatorio, deba ajustarse con arreplo a la dcpreciacrórj 
sufrida por la moneda tiende la fecha en que tuvo Hipar el desapropio, 

I RfRl'SAL DE TASACWSES. 

El Tribunal de Tasaciones no posee un carácter exclusivamente "burocrático", 
pues se encuentra integrado por representantes de entidades privadas vin- 
culadas a la propiedad ¡mímenle y por representantes de los intereses de lo» 
contribuyentes; ello, sin perjuicio de ln participación que incumbe al repre 
sentante del expropiado cuando el organismo ejerce la función contemplada 
en el art. 14 de la ley 13.204. A lo que cabe añadir que las conclusiones » 
que arriba no muí obligatorias para los jueces. 

COSTAS: S,ttHrnh:u $t\ juicio. Erpropim ión. 

Xo habiéndose cuestionado la constitucional ¡dad del art. 2H de la ley 13.204, 
debí- aplicarse tal étimo su texto explícito lo inquine y lo lia sido eti la* 
¡nstniu-ias inferiores. 



CONSTITUCION NACIONAL; Co**tii*cit»tctidad § inconstüu<iionatida<i Le^s 

nacionales, Adiuiiiistratira*. 

Ko es inconstitucional el art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la 
carpa de las costas entre ambas partes, cuando Ea indemnización fijada en la 
sentencia no excede la suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre Me 
y la reclamada. Tal solución no es violntorin de la igualdad ante la ley ni del 
derecho de propiedad. 

FALLO DE LA CUliTE NlTIiEMA 

Buciius Aires, 24 de junio de 1960 

Vistos lns autos: "Estado Nacional Argentino e/ ingenio y 
Refinería San Martín del Tabacal S. A. s expropiación". 

Considerando: 

1*) Que, contra lu sentencia fie fs. 1!M lf>2, confirmatoria 
tic la de primera instancia (fs. 1(i4 t(>7), ((tic estableció en 
ínín. 52íi.fMH> el monto tic la indemnización a cargo del actor, la 
expropiada interpuso recurso ordinario de apelación (fs. 195), 
el que es procedente con arreglo a lo dispuesto por los arts. 24, 
inc. (>*, ap. a), del decreto-ley 1285/58 y 22 de la ley 13.2G4. 

2*) Que, ante todo, el recurrente peticiona la elevación de 
la suma fijada a título de resarcimiento. Al fundar esta pre- 
tensión, invoca las aseveraciones contenidas en la pericia obrante 
a fs. 166/191 del expediente O. :IR46 {¿greñudo por cuerda) y las 
que su representante formuló ante el Tribunal de Tasaciones 
(fs. 137/140). Recuerda, también, que el inmueble objeto de expro- 
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piaeión fué adquirido en el año 1943, pagándose por él la cantidad 
total de rnfn. 328.948,65, lo que implica un promedio de m|n. 2 
por hectárea. Argumenta extensamente, asimismo, en torno al 
hecho de que sobre el referido inmueble recayó, hacia el mes de 
noviembre de 1945, una valuación fiscal de m*n, L397.200. Y, por 
Último, afirma que, al atenerse al dictamen del Tribunal de Tasa- 
ciones (fs. 149), los jueces de la causa omitieron contemplar 
debidamente las características de la tierra litigiosa, sobre todo 
en lo concerniente a sus condiciones de irrigación y a sus posi- 
bilidades de explotación o cultivo. 

3*) Que, por otra parte, el demandado objeta el valor "de- 
finitivo" que en el presente juicio se ha reconocido a la estima- 
ción efectuada por el Tribunal de Tasaciones, lo que a su juicio, 
supone haber "dejado en manos" de "autoridades ejecutivas" 
o de "simples tribunales administrativos'' la función, específica- 
mente judicial, de determinar el valor objetivo de la cosa. Aduce 
que el principio —aplicado en el caso— según el cual el justi- 
precio a que se refiere el art. 11 de la ley 13.264 debe tomar en 
cuenta el valor al tiempo de la desposesión (23 de julio de 1950, 
fs. 39), equivale a "dejar sin protección la propiedad", habida 
cuenta de la desvaloriznción monetaria sobreviniente. Y concluye 
sosteniendo que las costas del juicio deben ser soportadas exclu- 
sivamente por el actor, de conformidad con lo resuelto en Fallos : 
239; 496 (fs. 211 '217). 

4 o ) Que los argumentos referidos al monto de la indemni- 
zación expropiatorta no pueden prosperar- En efecto, tanto la 
pericia mencionada en el considerando 2* como las manifestacio- 
nes vertidas por el representante del demandado en oportunidad 
ilc su comparencia ante el Tribunal de Tasaciones, carecen de 
la necesaria fuerza de convicción y deben ceder ante el minucioso 
informe y las muy fundadas razones de la División Técnica 
(fs. M3 131) y el dictamen de la Sala III del Tribunal de Tasa- 
ciones, suscripta por los representantes del Centro de Ingenieros 
y de los Contribuyente*, refqieetivamentc, después de oír al re- 
presentante del [ expropiado (fs. 137/140 y 145/146). Se señala 
allí, con precisión, la circunstancia, no desvirtuada en -Mitos, de 
que el terreno expropiado es "muy quebrado", "montañoso" y 
"abrupto" en la casi totalidad de u extensión y sólo presenta 
"sectores planos" de reducidas dimensiones; y se añade, toda- 
vía, que la zona regada no excede de 400 hectáreas, de manera 
tal que los rendimientos son muy bajos debido a la pobreza de 
l«s suelos. Sí a este conjunto de factores se suman los antece- 
dentes de ventas tenidos en cuenta por el organismo técnico, la 
conclnsión que se obtiene es obviamente favorable a la decisión 
mantenida por la Cámara. Contra ella no pnede hacerse valer el 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 153 

elemento de juicio constituido por la valuación fiscal de noviem- 
bre de 1045, no sólo porque se la dejó sin efecto mucho antes de 
iniciarse esta expropiación, según lo reconoce el apelante (fs. 18 
vta. y 212), sino también porque, como lo advierte la Sala HI 
(fs, 14."}), no figuran en el expediente constancia» relativas a los 
métodos empleados por la autoridad fiscal y, en consecuencia, no 
resulta posible apreciar el mérito de esa estimación. 

ó*) Que t-1 hecho de que el precio de adquisición pagado 
por la expropiada, en el año 194.-], baya sido el que invoca, del 
que resulta —según se vió— un promedio de m$n. 2 la hectárea 
(fs. 14fi), constituye un antecedente que, en vez de rectificar, 
confirma el acierto del pronunciamiento emitido por la Cámara 
a qno, por cuanto de éste surge un valor promedio de tufa. ;í la 
hectárea (fs. 14o). 

Que tampoco son atendibles las impugnaciones relacio- 
nadas con la intervención en la causa del Tribunal de Tasaciones 
y el no otorgamiento de un renglón ¡ndenmizatorio destinado a 
contemplar la desvalí n ■ización de la moneda. Filo, fundamental- 
mente, por cuanto el apelante no ha aducido con claridad y fum 
¿lamentación suficientes los agravios constitucionales que pudie- 
ra haber sufrido (Fallos: 244: Ó07). A lo que cabe agregar que 
se trata de lachas emdni el régimen legal de las expropiaciones 
que esta Corte ha tenido ocasión de examinar v desechar en 
diversos precedentes (Fallos; 241; 73; 245: 227 v sentencia del 
día de la fecha en la causa V.54, « Administración Oral, de Via- 
lidad Nacional e ' Passini, Pedro Adolfo s/ expropiación**). 

7 P ) Que finalmente, en referencia a las costas, un habiéndose 
cuestionado la constitucional ¡dad del ar t. 28 de la ley 13.254, debe 
aplicarse tal como sn texto explícito lo impone v lo ha sido en 
las instancias inferiores (Fallos; 237: 230), debiendo advertirse 
que el precedente de Fallos; 230: 4WÍ, no ha sido seguido por 
jurisprudencia posterior de esta Corte (Fallos; 24ó : 252 y otros). 

Por ello, se confirma la sentencia apelada de fs. 101 102. Las 
costas de esta instancia a cargo de la demandada, atento el resul- 
tado de la apelación. 

RrXJAMÍN Vlí.LKCAS Has.wilbaso — 

.1 ri.ro Ovuanaiitf. - - Panno Abr- 

ÜASTtTíY — RlCAItPO C'oi/>MMU». 
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PEP1ÍO GERARDO PONCE 

SERVICIO MILITAR: 

No obstante <me la causal invocada y acreditada ea uulu*, en lorma irre- 
vUihle en ta instancia eiírwrdinuria —ser el petú-ionante casado y ton hijo 
imr nnif r o *er ñnúni wwtéii de esposa impedida de trabajar— no eoinndc 

literal ■ te ion las prevista* cu los inciso* •&> y h» del iirt. 41 del decreto 

14.5S4 4ti, inodiriralurín del !>!).:i7ñ/44 (ley 12.!)!:!), eabe admitir excepeio- 
nulinente -n aplitiiemn un«ló>úa ¿fe el en*«, pues de tal mam- ni -o du preva- 
liwin h 1"« Gne* traducidos en el eonteárto de ln ley, consistentes en la 
neersidad de salvaguardar la iiilejrridad material del níuleo de familia. 

TALLO !>E LA l'ítHTK SITUEMA 

Buenos Aires. 24 tic junio de 11160. 

Vistos los mitos: "Pnnoc, Pedro Gerardo s solicita oxcep 
i-ión del servicio militar". 

Considerando: 

1") <¿uo a IV. ."! si- presentó don Pedro (iernrdo Ponoc soli- 
citando se lo conceda el beneficio do excepeioti del servicio militar 
en virtud de 6er ác estado civil i-asado y coiJ hijo por nacer, nui 
mf estando después, a fs. íl, que la causa a mérito do la cual peti- 
ctouaba, era la de ser único sostén áe psposn ¡rapedida de trabajar. 
Su solicitud fué rechazada por el juez de primera instancia por 
es tunar que el índice de incapacidad lahmativa de la cónyuge 
del recurrente ora insuficiente para justificar la exención solici- 
tarla (fe. 13). Kl Tribunal de alzada revocó la decisión del inferior 
declarando t|tie el potioionaiite se hallaba eoniprendido en la can- 
sal contemplada por el iiu-, S del art. 41 do la ley 12,01$ (fs. :«|. 
K>1,> Étimo pronunciamiento fué recurrido por el Fiscal de Ca- 
ma ni por eousideriir i|tie e % causal invocada no se eucuentva 
prevista en la ley" (tV. '2\ y :U). 

•_ w > <¿ue bailándose cuestionada la inteligenciado unn norma 
federal, el recurso intentado es formalmente admisible lino. W, 
art. 14, ley 4S). 

.'H Que* no obstante reconocerse que la causal invocada y 
acreditada en autos, seirúii pronunciamiento del a tjuo sobre los 
herlin» — irrevisibles en esta instancia extraordinaria— no cota 
cide litoralniente con las provistas en los incisos :P y del art. 41 
del decreto 14.ÓS4 41», modificatorio del *J!U7:> 44 {ley V2<)Vi) 
eabe admitir exoepcumnlinento su aplicación analógica en el fi«h 
til£, paos do tal manera se da provalencia a los fines traducidos 
en el emitoxto de la ley, consistentes en la necesidad de salva- 
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guardar la integridad material del núcleo do familia, «offún doe- 
Mrt^íjido por esta forte en reiteradas «rasiones (Fallos: 

m ¡m ; m « p * 207, m, #3 ¡ 241 : 324 v otros). 

lor ello, so confirma la sentencia apelada de fs. ;¡:i en lo qu. 
fue materia de reeursi). 1 



Aristóbilo I). AitÁoü he Lamadhid — 

IjIIS MahÍa BOFKI BoGGBBO — 

Julio Othanakte — Pedro Aük- 

HASTI'HY — RlCAHDO l'OLOMBBES. 



ADMINISTR ACION OKXFJf.U, wc VIALIDAD NACIONAL v 
I'EDHO ADOLFO PAKSINI 

f oxsrrrrnnx xm/oxal: C^mitH^im * HimmHtmhmma^ Utm 

)i'irnnitilt.«. Aiimtittulrntirtt*. 

\"\ feg^W- «•«•■"«»•» 1"' caüiWeeid» el procedimiento previo del dictamen 

< el I rilmnisl de Tiimii s r no contraría lo dispuesto en los arts Ifí 17 v :il 

de l-i Constitución Nacional, desde que dicb» díctame» no c* obli- ;orio ¡»iira 
los jueces ni excluye iu* demás pruebas que los interesados puedi.i producir 
pañi acreditar .1 valor real de loa bienes expropiado». 

EXPROPIACION: ¡mfemuhnríiiu. Determinación del r»U>r real. UeueraMaáe*. 

Ni de los iirtH. 17 y (¡7, ¡iit-. 28, di- l:i Constitución Nacional, ni de ninguna 
otra cláusula Je la U? Fundamental resulta que id Coates.», ea orden a la 

determinación del justiprecio de los i nebíes ex propinas. ,M m niMiitnr 

necesariamente el sistema de peritos o propuesta de partes. 

EXPMH'IACIOX: imtrmuhaeióu. Determipupití* M ™7nr r-n/. Generalidades 

Si bien la ley 13.26* bu querido que sea ñute el Tribunal de Tasaciones donde 
los interesados lindan valer, principalmente, bis rtiínnes v pruebas que lineen 
ii *» derecho, con referencia al Justiprecio de los bienes expropiados, también 
fi es -pie los jueces —a quienes, el organismo técnico simplemente asesora— se 
Imitan incultados para corregir la defectuosa apreciación en que hubiese 
ineumtio aquel Tribunal. 

CONSTITUCION XAdOXAL: r,,,^OoWí,W r h, Le,,,, 
tiaruituiies. A Uta ilustrativa*. 

El Congreso, al sancionar el art. H de la ley ]:i.2«4, no excedió el límite 
correspondiente a sus facultades regla menta rias ilel ail. 17 de bi Constitución 
Nacional. Se limitó, en ejercicio de atribuciones propia*, a establecer el 
f* 1 a «I" 1 mutpm más apio p ;mi fi.r el inn.,t.> de |„ indemnmición en 
los ea>e en que uu liay avenimiento entre el expropiado» y el expropiado. 

TRIBUNAL DE TASACIONES. 

El Tribuna] de Tasaciones »« posee un carácter cxelnsivingieiite "bu roerá- 
tico", pues se encuentra integrado por representantes de entidades privadas 
vinculadas a la propiedad inmobiliaria y por representantes de los intereses 
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de los contribuyentes; ello, sin perjuicio de la participación que incumbe al 
representante lid expropiado cuando el organismo ejerce la función contem- 
plada en el nrt. 14 de la ley LÍ,'Ja4, A lo que cabe añadir que las conelu- 
«done- ¡i que él arribi, no son obligatorias pura los jueces. 

CUSSTirri íOS SACÍÚNAtl t tmtUtmtomiUfUul < in<»»!>t¡tit< ¡<o»tU(}<i,l. Leijps 
nuricmuhft. A i¡ whii.it ra ti va*. 

El nrt. 14 de la ley i:i.2n4 no es violatori.» de los ;i r1s. H¡ y 18 de la Consti- 
tución Nacional. 

t *>.\STi l l'f l<»-\ .V.If "IOS AL: t im*tihu i»n<ttidaii e i ufou.it HHeitmuiittnd. De- 
creto* mtehmUm, Expropiación, 

VA art. 74 del decreto :¡:t.4l>Ó/44 no es viola frió de los arl-. 16 y 1S de la 
Constitución Nacional. 

Dh-TAMKX tiKl. PltOc-l'IIAlHlll ( ¡ EX Eli AL 

Suprema ( 'ni te : 

Siendo 1 31 sentencia apilada contraria a las pretensiones que 
el recurrente Turnia cu llorínas constitucionales o] remedio federal 
interpuesto a fs. 81 i es procedente. 

Ku cnanto al fondo del asunto la expropiante actúa por in- 
termedio de apoderado especial el que ya lia asumido ante V. K. 
la intervención que le roí responde (fs. 9$), Buenos Aires, 4 <le 
julio de 1958; — Ramón Las&tm. 

FALLO PE LA CORTE Sl'J'liEMA 

Buenos Aires, 24 de junio de VMM\ 

Vistos los autos: " Administración (reitcral de Vialidad Xn 
piona! c l'nssini, Pedro Adolfo s expropiación". 

Considerando: 

1*) Que el recurso extraordinario interpuesto es procedente, 
Imbuía cuenta de que aparece basado en la alegada inconstitucio- 
nalidnd (le los ftrts. 74 del decreto ^3.405 44 y 14 de la ley 13,2(14. 

2*>) Que. al fundar su apelación, sostiene el recurrente que 
las normas aludidas, vinculadas a la c reación y organización del 
Trilmnal de Tasaciones, violan las «ratautías consagradas por los 
arta, 1i¡ y \S de la Constitución Xaeíonal. Agrega que ese Tribu- 
nal os un organismo bníócrátieti, integrado por una "abrumadora 
mayio ía" de funcionarios públicos dependientes del misino poder 
estatal al que pertenece el órirann expropiador, en -azon de lo 
.nal W urinación se halla camele rizada por na niarca.'o criterio 
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fisealista. Todo ello —aduce— lesiona la garantía constitucional 
de la detensa en juicio y el principio de igualdad ante la ley y 




Que, en anterior pronunciamiento, esta Corte lia tenido 
oportunidad de decía rar, con referencia a la función asignada al 
1 nbunal de Tasaciones, que el régimen de la lev es per- 

fectamente compatible con la Constitución vigente y en nada con- 
traría lo dispuesto por sus arts. 16\ 17 y 'M {Faltos: U40 :^8«). 

f) Qu<% en lo concerniente al pn-tendido desconocimiento 
del derecho de defensa, no puede dejar de señalarse que la san- 
ción de la ley de expropiaciones es, en el orden nacional, potestad 
que el Congreso ejerce por vía de reglamentación de lo que pre- 
ceptúa el art. 17 de la Constitución, con facultades para deter- 
nmiar el procedimiento a que deben someterse el expropíador y 
el expropiado en caso de no existir "avenimiento" sobre el monto 
de la iudeiimizacttiii, según lo previsto en el art. (¡7. inc. 28. V ni de 
esas cláusulas do la ley Fundamental ni de ninguna otra resulta 
que el Congt o, en orden a la determinación del justiprecio do 
los inmuebles expropiados, deba adoptar, necesariamente, el sis- 
tema de peritos a propuesta de parte, como parece entenderlo 
«'I apelante. 

■")*) Que sí bien es cierto que la ley 1.12ÍÍ4 ha querido que 
sea ante el Tribunal de Tasaciones donde los interesados hagan 
valer, principalmente, las razones y pruebas que hacen a su de- 
recho^ en referencia al justiprecio de los bienes expropiados, 
también lo os que los jueces ¡ntemnieutes en el procedimiento 
—a quienes el organismo técnico simplemente asesora mediante 
su dictamen— se hallan facultados para corregir la defectuosa 
npreeinoion en que hubiere incurrido aquel Tribunal, respecto 
de los elementos de juicio acumulados, toda ven que concurran 
eimmstaiioins demostrativas de error u omisión. 

(i*) Que, de esa manera, la ley t .12(54 lia venido a reem 
plazar el sistema anteriormente acogido por la ley 18ÍI, que fué 
innsiríerarío inconveniente on su oportunidad v a refirmar el 
teinpemmeittp adoptado ya por el decreto-ley 17.í>20/44. 

7 9 ) Que el Congreso, al sancionar las disposiciones cues- 
tionadas, no excedió el límite corre pondicnte a sus facultades 
reglamentarias del art. 17 de la Constitución Xaomnnl, sino que t 
por el contrario, puso en vigencia el sistema que, en ejercicio de 
alribiifinnes propias, estimó más apto para dar satisfacción a los 
intereses públicos y particulares comprometidos. 

8 y > Que, por lo demás, el Tribunal de Tasaciones, lejos de 
poseer o] carácter exclusivamente "burocrático" qne el apelante 
le atribuye, se encuentra también integrado por representantes 
He entidades privadas vinculadas a la propiedad inmobiliaria t 
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por representantes cié los intereses de ios contribuyentes; y olio 
sin perjuicio de la participación que incumbo al representante del 
expropiado cuando el organismo ejerce l;i función contemplada 
en el art. U de la ley l.'U<¡4 (véase arts, 74 del decreto :i;?,405/44 
y ¿f del decreto 24.S;i(¡ 4í>). A lo (pie cabe añadir i|iie las conclu- 
siones a i|ae él arriba no son obligatorias para los jueces, pues 
aún siendo claro que ellas poseen la eficacia que la ley les atri- 
buyo y que deriva de su propio contenido, nada obsta a que el 
pronunciamiento judicial las tundí fu juc o desestimo — según se 
vio — cuando medien elementos de juicio reveladores de omisio 
nes o de errores de entidad suficiente no consentidos. 

!r?) Que en mérito a las consideraciones que anteceden, así 
como a las concordantes que esta forte expuso en los precedentes 
de Kallos: 2H7 : 2SQ y 24Qh 286, cabo declarar que las cláusulas 
leirales sobre las que versan los agravios del apelante no afectan 
los preceptos ni las garantías constitucionales invocados como 
fundamento del recurso. 

[\n ello, y habiendo dictaminado i>l Sr, Procurador (¡oueral, 
se confirma la sentencia apelada en lo que ha sido materia del 
recurso. 

AmsTÓart.o ll. Aü.voz ok Lamaiikiti — 
Lris María Bofe i Rougkbo — 
Julio Oviiaxaute — Peoko Are- 
iivsTriiY — Títr.\m*n Couimhprr. 



MUH'KL H. LtZAKRALDE 
fxsrrtrra \ .\< /ox.ii. />/■: i'tiEVistox social. 

ri.tTivpmiilf desestimar e\ acravi» I nn1¡i<)o en tpie lii deeisióu de la Cámara 
Nacional rte Apelaciones <lel Trabajo e riojátoria del art. 14 tle la ley l+.2'tf¡ 
*i el reenrsu de np<laeión ante ese tribunal luí sushtiieiado «ai arreglo a lo 
dispuesto fn i*l art 5:1 del deeretivley 2ÍU7iV44. tpie no etmtieiie una limi- 
taeiob semejante » la pmtiíntifl en ta pritueica norma meiieiónada. 

ftFCflíSO fCXTfiA(HH>fSMi!(K- RfjHfofíos ¡tm^io». C»(**t¡t*nes mi ffiirrulr*. 

Sentencias arbitraría*. PraetétfHtm <i"l recttrso, 

K- arbitraria la sentencia de !:i Cámara Nacional (le Apelin-iones del Trabajo 
i|»e, jiI eonoeer de la eatisa con arrollo n lo dispuesto en i'l art. "».'> del 
dreretn-ley 2H.17IÍ 41, se aparta de la? rniielnsiom-s establecidas por el Insti- 
f iilo Nacional de Previsión Social mentíanle simple remisión a le i.-aneltn en 
otro raso y sin reim'lieia alcima a los liedlos del juicio y sil prueba. 
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Dictamen i>kl PitocuitAoon General 
Suprema Corte: 

Observo, en primer término, que corresponde desechar la 
cuestión (jue plantea el apelante en torno al art. 14 de la ley 14.236, 
pues aunque dicha norma tuviese el alcance que aquél le atribuye) 
resulta inaplicable al caso, por haberse sustanciado el recurso' 
note la Cámara de Apelaciones del Trabajo con arreglo JV ( pres- 
cripto en el art. 53 del decreto-ley 29.176 (w fs. 36). 

Bajo esc aspecto, el recurso extraordinario deducido por oí 
Instituto Nacional de Previsión Social sería improcedente. 

También lo sería résped o del carácter «tribuido en la sen- 
tencia a la relación laboral del señor Liza mi Ule con la compañía 
de sena ros de que ti ntan estas actuaciones. 

En efecto, lo relativo a determinar en cuál de las categorías 
establecí dns en el decreto H'M'2 48 deba incluirse a na corredor 
de seguros, es una cuestión de hecho, irrcvisíble por la vía del 
remedio federal <ef. Fallos: 217: 7r>4 y lí'JT: 835). 

Sin embargo, y puesto que el curácler de productor sín víncu- 
lo de subordinación recouocidfi por el fallo al nombrado Lixamil- 
ed. se india en oposición con las conclusiones a que llegará el 
Instituto, hubiera sido menester una expresa enunciación de las 
razones que decidieron al tribunal a pronunciarse en el sentido 
qne lo lia hecho, eomo lo señala el recurrente cu sus agravios. 

La simple remisión a lo resuelto en un caso análogo, suficien- 
te cu cuanto a la doctrina legal aplicable, no basta, a mi juicio, 
para establecer ja semejanza de los supuestos de hecho, máxime 
cuando en este punto la sentencia contradice expresamente las 
conclusiones de primera instancia. 

En estas condicione*, y sin hacer mérito de la contradicción 
que se advierte en sn parte dispositiva, fruto sin duda de un mero 
error material, pienso que el fallo apelado debe dejarse sin efec- 
1o, por haberse apartado, con violación de U\ garantía constitu- 
cional de la defensa en juicio, de los principios que V. E. tuvo 
oportunidad de recordar iu re "Andino, Tí. y otro" {A. 357, L. 
XII), con fecha lií de marzo del corriente año). Buenos Aires, li 
«le setiembre de 1!>">8 — Hatuón Lttncmto. 
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FALLO DK LA CortTK Sl'IMÍKMA 

Buenos Airea, 24 de junio de 1%0. 

Vistos los antas: "Lizarralde, Miguel B. s consulta sobro 
devolución do aportes". 

V considerando: 

l v ) Que el Instituto Xaeionnl do I' revisión Social — Caja 
di> .Jubilaciones de rmiplondos Uaiieai ios, de Seguros, Keasegu 
ros, ( 'upitalizaeión y Ahorro — declaró que el interesado, por los 
servicios que presta como "productor'" i-n la empresa "La Ase- 
guradora líío do La Plata S. A.", reúne el carácter de empleado 
a los fines de la ley lÜ.IÍHi, ante* decreto-ley 2*'.(>S2 44. con arre- 
glo a lo dispuesto por lo- decretos s:¡s<í 4ti, 40.:í(ÍS 47 y art. IV, 
primer apartado de! dccri'lo s:;ii 4S, y tras agregar que no eo- 
rifsptmde, por ello, la devolución de aportes reclamada por el 
sefnir L>¡zarraldo, intimó a la empresa empleadora para que ofer- 
luara. en el plazo de 111 días, el pago de los aportes omitidos solire 
la> remuneraciones abonadas ¡i aquél desde el 1" «le febrero de 
l!)4íi, con más los intereses respectivos ít's. y 21 vta.L La de- 
eisión t'tió revocada a fs. .Vi por la Cámara Xaciomil de Apelado 
nes del Trabajo, con fundamento en «pie. no revistiendo el intere- 
sado el carácter de "productor" con vínculo de subordinación, 
sólo corresponde efectuar lo* aportes jubilatorio> a partir de la 
fecha del decreto-ley 4<).:»fí8/47, o sea. desde el de diciembre 
de líM?. 

2*) Que contra esa sentemia interpuso rceur>o extiaordi- 
nario el apoderado ilel lnsituto Xacional do Provisión Social (fs. 
59 Id >, fundándolo en que el interesado, de acuerdo con las oons 
taneias de autos, es un "empleado" comprendido en el régimen 
del decreto l^I.tíS- 44: i|ue la seTiteneia no expresa ¡a- razones 
por las que se aparta do las conclusiones fijadas por el Instituto, 
siendo además violatorio de la norma contenida en el art. 14 de la 
ley 14.L':!fi, 

(¿iie el último de los agravios planteados — tpie corres- 
ponde analizar en primer término por razones Iónicas— debo ser 
desestimado atento a que, según resulta de la providencia de fs. 
.'tí!, el recurso de aiwlación ante el tribunal a quo fué substanciado 
con arreglo a lo dispuesto en el art. del decreto-ley 2ÍM76V44, 
qne u» contiene una limitación semejante a ta de la norma invo- 
cada por i-I apelante. 

4 P ) Que, no obstante, la sentencia recurrid» se aparta de 
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simple remisión a la resuelto en otro caso y sin referencia alguna 
a los hechos de la causa y su prueba, circunstancia que permite 
calificarla de arbitraria eu los términos ile la jurisprudencia del 
Tribunal (Fallos: 235: 113; 23(i: 15fi; 2:íí>: 76 y otros). 

5 ? ) Que el resultado a que se llega torna innecesario el pro- 
nunciamiento del Tribunal sobre el ví stante agravio del recurrente. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se deja sin efecto la sentencia apelada de fs. "w. Y vuelvan los 
autos al tribunal de procedencia a fin de que la Sala que sigue 
en orden de turno dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a 
derecho, 

Benjamín Villegas Rasavilbaso — 
jllio oviianahte — pkduo abe- 

RASTfHV — RuwiHKt CoLfJMRnKS. 



APELA BUTT1NI 

COSSTITUaoX XAf fOXAi.: Hrrerho* »# Urf^a en juicio. Pro. 

irrltmiento \j s< ttenúia. 

Ln ujirnntíi constitucional de Ui defensa en juicio ínticamente exige — en lo 
i|Hí> ntflfie itl easo. en que se a doce la privación dt>l control de elementos 
prolintoriort — que si* conceda ni inlci-cxndo una efert a oportunidad de pro- 
bar y alegar en defeosu del derecho debatido. 

En consecuencia, si \a a peinóte contó con esa oportunidad efectiva, pues fué 
notificada de las "constancias médicas" que impugna y estuvo en condiciones, 
a*í. ile aportar las probanzas que estimara conducentes n la demostración de 
los liedlos que nlejín, la privación de que lince mérito para fundar el recurso 
no ha derivado dr una ilegítima restricción impuesta por la autoridad inter- 
vtiuente en e! procedimiento, sino de la propia negligencia de la interesada. 



Dictamen del Phochiaikir General 
Suprema Corte: 

Kn las causas "Seliillnci, 8a ni Juana Ramírez de" — S. 
275—; "Kulinkn, Juan" — K. ."ÍG— y "Barrena, Manuel" — B. 
:S40 — t tuve oportunidad de expedirme con feelia ,*íl /VII/lf>5í> t 
7 VIII 1009 y 21/IX/lOóí), respectivamente, a favor de las pre- 
tensiones de los interesados a quienes se les denegara el beneficio 
solicitado, por Itnberse entendido que no se encontraba acreditada 
la existencia de la incapacidad laboral en las condiciones reque- 
ridas por la ley aplicable. 

Sin pronunciarme sobre el derecho que pudiera asistir a loa 
interesados para el otorgamiento de la prestación impetrada, en- 
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tuidí, no obstante, que no se habían respetado los recaudos exi- 
gí bles en tales casos para la sustancíación de la prueba, apoyán- 
dome en la doctrina sentada por V. B. en Fallos: 243: 78. 

En igual sentido me hubiera pronunciado en la causa "Alila- 
ya, María Clara Molina de" — A. 273 — , de no mediar en ella la 
circunstancia especial que puso de relieve al dictaminar con 
fecha 15 de septiembre corriente. 

Aunque la situación de uutos no concuerda exactamente con 
los precedentes citados, el problema de fondo es indudablemente 
análogo, toda vez que los informes mádicos de fs. 12 y 13 son 
pásiblés de los mismos reparos que formulara en las oportuni- 
dades recordndas ante similares procedimientos. 

Por todo ello, y a mérito de los fundamentos expuestos en los 
casos precitados a tos cuales me remito en lo que fueren de per- 
tinente aplicación al presente, opino que correspondería revocar 
la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Bue- 
nos Aires, 30 de setiembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de junio de 1960. 
Vistos los autos: "Ruttim Adela s/ jubilación". 
Considerando: 

Que cont *a la sentencia de fs. 38 '39, confirmatoria de la an- 
terior resolución emanada del Instituto Nacional de Previsión 
Social (fs. 23/25), que desestimó el pedido de jubilación por in- 
validez sobre el que versan las actuaciones, bg interpuso recurso 
extraordinario (fs. 42/43), el que fué concedido (fs. 48). 

Que los agravios expuestos como fundamento del recurso se 
reducen al aserto de <íüc, en la especie, ha sido vulnerada la ga- 
rantía constitucional de la defensa en juicio, por cuanto la peti- 
cionante no tuvo oportunidad de *' controlar" ni de "objetar" el 
informe de la Dirección de Medicina Social, obrante a fs, 12/13, 
en cuyas (-inclusiones se basó el pronunciamiento recurrido. Inte- 
resa destacar que el escrito de inte posición del recurso no incluye 
tacha de arbitrariedad dirigida contra el contenido de ese informe. 

(¿nc, con arreglo a una reiterada jurisprudencia, la garantía 
constitucional que se invoca únicamente exige —en lo que al caso 
atañe— que se conceda al interesado una efectiva oportunidad 
de probar y alegar en defensa del derecho debatido (Fallos: 235: 
104; 239: 51 ; 241 : 195, entre otros). Y como lo señala el tribunal 
a quo, es innegable que la apelante contó con esa oportunidad 
efectiva, toda vez que, merced a la notificación de fs. 21, tuvo 
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conocimiento de las "constancias médicas*' que impugna y estuvo, 
así, en condiciones de aportar los elementos de juicio que estimara 
conducentes a la demostración de los hechos por ella alegados. 
De donde se sigue que la privación de que se hace mérito para 
fundar el recurso no ha derivado de una ilegítima restricción 
impuesta por la autoridad interviniente en el procedimiento, sino 
que ha sido consecuencia exclusiva de negligencia imputable a la 
interesada, en razón de lo cual cabe concluir que el agravio avb 
exumitw no es atendible (Fallos: 239: 51 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs, 48. 

Akistóm u) I). AnÁnz he Lam almud — 

JUUO ÜY DAÑANTE — PEDRO AbF- 

rastury — Ricardo Oowjmbues, 



PROVINCIA i» B BUENOS AIRES v. MERCEDES VARELA y Onta* 
REOUBSO EX TRA ORDINARIO : Requinto» común?*. Gravamen. 

Aunque la Cone Suprema ha admitido que se equipara a sentencia definitiva 
la t|«e desconoce carácter de parte al ocupante de un inmueble y, atribu- 
yéndole condición de tercero extraño ni juicio de desalojo, deniega los recur- 
sos por él interpuestos unte el tribunal superior de la causa, tal doctrina no 
resulta invorable ni puede aplicarse cuando el peticionante ha iniciado otro 
juicio dentro del cual los trihumilcs urdinarioa pueden conceder protección 
a los derechos que invoca. Ello ocurre en e! enso f en que el apelante reconoce 
haber deducido un interdicto posesorio, que se encuentra en trámite. 

Dictamen del PaocuitAnoit Gen- eral 
Suprema Corte : 

Xi ia resolución de la Cámara Primera de Apelación de La 
Plata que declaró improcedente las quejas interpuestas por el 
recurrente {fs. 187) ni las de primera instancia de fs. 168 y 173 
que no hicieron lugar a lo peticionado por aquél, ni la sentencia 
de desalojo de fs. 131, revisten el carácter definitivo que exige 
el art, 14 de la ley 48, para la procedencia del recurso extraor- 
dinario intentado. 

Ello resulta de las propias manifestaciones del interesado 
según las cuales ha deducido un interdicto de recobrar ante el 
Juzgado respectivo de la ciudad de La Plata, e invocado el art. 614 
del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Pro- 
vincin de Buenos Aires, que establece que la sentencia que recaiga 
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en el juicio de desalojo no prejuzga sobre el dominio o preferente 
derecho posesorio que puedan alegar los interesados o terceras 
personas (fs. 149, 216 vta. y 219 vta.). 

l*or ello, considero que V. E. debe declararlo nial acordado. 
Buenos Aires, 2Í> de abril de lítoí». — Ramón Lasca no. 

FALLO PK LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aires, *24 de junio de 1ÍÍG0. 

Vistos los autos; t4 F^co de la Provincia de Buenos Aires c/ 
Várela Mercedes y demás ocnpi ates s desalojo". 

Considerando: 

l v ) t¿ue, según resulta de las constatu-ias de! expediente, 
en la presente causa se dictó sentencia "condenando a la deman- 
dada doña Mercedes Várela y demás ocupantes a desahijar de 
inmediato" el innn reble sobre el que versa el litigio (fs. 131), y, 
con posterioridad, ué emitida la pertinente orden de lanzamien- 
to (fs, 138). Ku consecuencia de ello, a fs. 140/149, se presentó 
el Obispado de Morón y sostuvo que, por intermedio de las Her- 
manas de María Auxiliadora del Colegio María Mazzarcllo, "la 
Parroquia de tlaedo, y, por tanto, la Diócesi;, de Morón ocupaba 
el inmueble de una numera electiva", siendo su derecho ajeno al 
régimen de las locaciones. En mérito a esa circunstancia, solicitó 
se declarara que la sentencia de desalojo y la orden de lanzamien- 
to ya dictadas "de ningún modo comprenden a las Hermanas de 
María Auxiliadora ni a la Parroquia de Hacdo". Adujo, asimis- 
mo, qm, en razón de "haberse sustanciado el pleito sin interven- 
ción de esta parte", es decir, del Obispado de Morón, el rechazo 
de la petición formulada implicaría vulneración de la garantía 
1 1 revista por el :«rt. 1* de la Constitución Nacional. 

l** i Que el Sr. Juez de Primera Instancia resolvió no hacer 
hlgUT a lo solicitado, basándose, fundamentalmente, en que: a) 
al producirse la presentación de fs. 141) 149, la sentencia de desa- 
lojo se encontraba ya consentida y había vencido el plazo esta- 
blecido por la ley procesal para la interposición del recurso de 
revocatoria; b) el peticionante no revestía calillad de "parte en 
el juicio" (fs. 1ÜS lfÜO. Disconforme con esta decisión, el inte- 
resado ¿edujo los recursos de aclaratoria y apelación (fs. ttü> 171 V. 
con motivo de lo cual el in;ií;i<t pado mterviuieute dispuso mante- 
ner lo anteriormente resuelto y desestimar la apelación (fs. 
17;M74), pronunciamiento que más tarde fué confirmado por el 
tribunal a quo mediante un auto que declaró "bien denegados los 
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recursos interpuestos a fs. 169 y 175 e improcedentes, en conse- 
cuencia, las quejas traídas*' (fs. 187). 

3*) Que contra esa sentencia se dedujo recurso extraordi- 
nario (fs. 190/200), el que ha sido concedido (fs. ¿00 vta.). 

4 V ) Que los argumentos expuestos por el recurrente no pue- 
den ser acogidos. En efecto, es exacto que esla Corte, tratándose 
de situaciones semejantes a la de autos, ha admitido que se equi- 
para a sentencia definitiva la que desconoce carácter de parte 
al ocupante de un inmueble y, atribuyéndole condición de tercero 
extraño al juicio de desalojo, deniega los recursos por él inter- 
puestos ante el tribunal superior de la causa (Fallos: 128: 417; 
131: 182 y 400; 157: 123; 194: 99). Pero también ha sido unifor- 
memente resuelto que la doctrina de tales precedentes no resulta 
invocablc ní pued ■ ser aplicada cuando el peticionante ha iniciado 
otro juicio dentro del emil los tribunales ordinarios pueden con- 
ceder protección a los derechos (pie invoca (Fallos: 190: 202 y 
los allí citados). Por tanto, como lo señala el Señor Procurador 
General, basta la comprobación de que, se#ún su desprende del 
memorial obrante a fs. 216/232, el apelante reeonoce haber ini- 
ciado — a fin de obtener la debida tutela judicial — un "inter- 
dicto posesorio" qne actualmente tramita por ante el Juzgado 
n p 2 en lo Civil y Comercial de La Plata, para que se bajía patente 
la improcedencia de la vía extraordinaria intentada en el sub lite. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 200 vta. 

Aitisróm-Lo D. AnÁoz de Lamadkid — 
Jnao Ovhanautk — Pudro Abe- 
hasti'rv — Ricardo Colom bu es. 



<5ni,LERM<l SALCEDO v. PAN APRIMA Í.A INinN 

wmmm ley. 

La inu ni testación "de puní eonti'iiido deelaralivi " del urt. I o de la ley 1-M67, 
cu el nentidn ile (pie "eimtintum en vEireneiii \n< decretos- leyes dictados por 
el OoMemo rVciviriMinial", sin adirintuir aet" al^uiin cié niti fiertciún o eon- 
va Hilarión ron electo retroactivo, importa aceptar inequívocamente tpia tales 
iloen-tos-leves tuvieron, untes de la releí ¡da lev. In fuerza imperativa quo 
ella les reconoce. 

MNSTIWGlON XACIOXAL: Qowtitueienafídad e ¡Hr>iu*t¡tniÍ(mnH<tad. De- 
i.Tíf«f ¿"lí'fíiiififi'f. Varia*. 

El decreto-ley 7014 ''57 no os judicialmente impugnable en razón do su origen 
y debe ser jiiz^ndo como si hubiera emanado del Congrego, según el pria- 
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cipio de que un órgano defacto, dentro del alcanre de ta autoridad asumida, 
posee iguala facultades que el eorrelativo órgano de derecbo, pero no ma- 
yores, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. CneitUonrn no federales, 
interpretación de normas y netos comunes. 

biclm vinculada eon la inaplicnbilidad, en el caso, del decreto-ley 7U14/¡j7, 
jwtr no Imber nido rcpla mentado, constituye un problema de interpretación 
de norimi* comunes, njeno a bi jurisdicción extraordinaria de la Corte Su- 
premo. No olwta a ello l;i invocación del nrt. 14 de la Constitución Nacional, 
que eari-ee ile relación directo e inmediata con lo decidido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limite* det pronunciamiento. 

No rorresponde que la Corte Suprema *e pronuncie «obre lim impugnaciones 
formiilutlns al decreto-ley 7014 'ó*, con fundamento en loa art^. Ui y 1H <l» 
lii Constitución Nacional e introducid»* por primera vez cu el memorial pre- 
sentado en Iri instancia extrnordinimn, 

DlGTAMES OBL PlIOCVlUlMUt {.i EN Bit AL 

Suprema Corte: 

Bn el recurso extraordinario deducido a fs. 20 el apelante 
afirma que se ha cuestionado en autos la inteligencia y validez 
del deerct«-Iey 7914/57, dictado por el Gobierno Provincial; y 
sostiene que dicho cuerpo lejíal nr> es aplicable al sub ittdice por 
no bábéí sitio reglamentado por el P. E., en razón de lo cual, a 
su entender, ln sentencia recurrida habría violado el art. 14 de Ju 
Constitución Nacional. 

Con respecto a lo primero, me parece oportuno transcribir 
—por su íntima relación eon tul cuestión— algunos púr rufos del 
reciente fallo de la Corte de fecha 14* de abril último in re "leo- 
pardo IVliueei de Amoroso Copello, A. K. c/ Amoroso Copello, 
M. 3. b/ divorcio". Dijo entonces V. K.: "Ocurrida la disolución 
del ( 'oturreso como uno do sus actos, primeros y necesarios, que 
integraron al proceso revolucionario, debe estimarse incuestiona- 
ble ia aptitud creadora de normas legales por parte ele un gobier- 
no d*> fueto que, teniendo realmente el mundo político y habiéndose 
constituido c" la única fuente objetiva de poder, se impone la 
finalidad di* asegurar d ejercicio ininterrumpido de (a función 
legislativa) &ñ enanto clin resulta esencial para la vida del Kstndo 
y el logró de sus fines y la asume expresamente, desempeñán- 
dola como verdadera función, es decir, en el interés público o de 
(creeros y no para propio uno (doctrina de Fallos; 160: W$) \ 
durante prolongado lapso y con la común aceptación de la fuerza 
imperativa." Mús adelante, continúa: "idéntica significación, 
debe atribuirse " los principios .jurídicos ipie sustentnron la ley 
14.467, sancionada por el Congreso actual. Respecto de esta últi- 
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ma, la manifestación *de puro contenido declarativo' formulada 
por su art. 1* (Cámara de Senadores de la Nación, año 1958, 
p. 1357), en el sentido de que 'continúan en vigencia los decretos- 
leyes dictado» por el Gobierno Provisional' sin adicionar acto 
alguno de ratificación o convalidación con efecto retroactivo, 
importa tanto como aceptar inequívocamente que tales decretos- 
leyes tuvieron, antes de ta referida ley, la fuerza imperativa que 
ella les reconoce," 

Por aplicación de esa doctrina, pienso que el decreto impug- 
nado no puede serlo por razón de su origen, ya que con respecto 
a su validez tlebe ser juzgado cuino si hubiera emanado del pro- 
pio Congreso. En tales condiciones, me parece claro que, a ese * 
respecto, los agravios invocados no pueden sustentar el remedio 
federal intentado. 

En cuanto a lo segundo, la sola circunstancia de no haber 
sido reglamentado, tampoco constituye agravio constitucional su- 
ficiente que pueda sustentar el recurso interpuesto, toda vez que 
precisamente en razón del carácter del decreto-ley 7914/57 —que 
es al mismo tiempo ley de fondo y reglamentación— no es indis- 
pensable el requisito pretendido por el recurrente, y nada impide 
la aplicación inmediata de sus disposiciones máxime teniendo en 
cuenta que habiendo sido publicado en el Boletín Oficial con fecha 
23 de julio de 1957, su artículo 10 establece que las asignaciones 
familiares a que se refiere el decreto deberán comenzar a abo- 
narse juntamente con el pago de la remuneración o salario del 
mismo mes de julio en que fué dictado. 

Por último, en lo que hace a la pretendida inconstituciona- 
hdad del decreto-ley 7914/57 —tacha introducida recién por el 
apelante en su memorial de fs. 29— al no haber sido debidamente 
planteada al interponerse el recurso extraordinario, va de suyo 
que no corresponde su consideración. 

En consecuencia, pienso que el remedio federal interpuesto 
es improcedente y que, por tal razón, correspondería declarar 
que ha sido mnl concedido n fs. 22. Buenos Aires, 16 de julio de 
1959. — Ramón Lascano. 
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Tíuotios Aires, 24 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Salcedo, Guillermo c ' Panadería La Unión 
s haberes*'. 

Y ' iílerando: 

1') <¿uo contra la sentencia del tribunal a qtio — que con- 
denó n la parte demandada ¡i pagar al actor la suma de m$n. 
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lü.ÜOO en concepto de asignación fainiliar — aquélla interpuso 
recurso extraordinario, fundándolo en que: a) el deereto-loy 7914/ 
57, que declaró obligatorio el pago de dicha asignación, carece 
de validez en la especie, por cnanto, no obstante haber sido dic- 
tado pnr el Gobierno Provisional, no había sido ratificado por el 
Congreso de la Nación u la fecha de promoverse la demanda; 
b) aún cuando se declarase la validez de aqnel decreto, Ól no 
podría aplicarse al caso de autos en razón de que no había sido 
objeto de reglamentación en la misma fecha. 

2*) Que el agravio referente a la invalidez del decroto- 
ley 7H14 ó7 por razón de su origen, debe ser rechazado en virtud 
de los fundamentos expuestos por esta Corte en el caso de Fallos: 
J4:i: -'li.j, los cuales, en el aspecto <|iie substancialmente interesa 
a los fines de la p resentí- cansa, aparecen transcriptos en el dic- 
tamen del Señor Procurador General. 

3*) Que la tacha vinculada a la iiiaplú-nhilidad del mencio- 
nado decreto ley constituyo un problema de intorp rotación do 
normas comunes, i|ue es ajeno a la jurisdicción extraordinaria de 
esta Corte, A lo que no obsta la invocación que el apelante hace 
del art. 14 de la Constitución Nacional, i|Ue carece de relación 
directa e inmediata con lo decidido por el fallo apelado. 

4") Qae, finalmente, las impugnaciones formuladas al decre- 
to-ley 7!M4 .*>7 con base en los preceptos de los arts, 1t> y 18 do 
la Constitución Nacional, han siiln tardíamente introducidas en 
t-1 memorial de fs. 20 :i*J. 

Por ello, y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido n 
fs. 2& 

Ahistóiklo Di AiiÁoz ue liAM.vntun — 
Lns Af arta Born líoonKno — Ju- 
lio OYií vy.utTE — Peono Aberas- 




SHKIJ. AKCENTINA LutlTED T Si A. DIADEMA ABGENTINA L>K PETRO- 
DEO v S. A. ESSo PETROLERA ARGENTINA 

RECVJtSO m QÜEJA. 

ha tijfíftglü láu ilc rreaiidns n^nulis tn% imiIvji Ih «misión thA l'iiiirl,nn»>nto 
de ta rpiej:., m lns términos tic! art. ló t]<> ln ley 48. 

RECURSO EXTRAORPINARIO; liequwto* eómvntn. Tribuiwl á$ Jn*iit¡a. 

No pfWi'ili» e\ nvursii <>stnumlmiir]o. n-spM.ii lie ivsoliii-innes a«» nnjiniiamos 
i» fm l imuu'ios uilniitii-trntiviis, sinn í-UíiimÍi» éstns i-jcn-rn liliu-iiHKN JiuIÍvÍhIps, 
oVnirnoV eutomffm' por tuli»» ln* que, *¡ bien son propias de los jueces en 
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el orden normal de las instituciones, se Imitan detraídas a dichoo maristradoK 
por ley y iw admiten revisión judicial ulterior, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Tribunal de justicia. 

La resolución del Ministerio de Tralinjo y Seguridad Social que determina 
el carácter rcpteseutaUvn de unu asociación profesional, a los linea de su 
personería grriniil, no constituye una atribución judicial específica, eii los 
términos de la jurisprudencia atinente a 1« procedencia de Id apelación ex- 
trnimlmiina coutru los pronuncia miento* de organismos administrativos: lo 
mtsmo ocurre con la referente a I» citación para tratar ía concepción de 
un convenio colectivo con aquélla. 



FALLO VE LA l'dRTK SUPREMA 



Vistos Jos autos: "Recurso do hecho deducido por los recu- 
rrentes en la causa Shell Argentina Limited y Diadema Argen- 
tina S. A. de Petróleo y Ksso S. A. Petrolera Argentina s/ reeu- 

«^>"i. ftl Í'?895% l 7» Ó p tlel Kj f L ' UtÍV ° < Dec ™ to on 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte la 
agivgncion de los recaudos usuales, no salva la omisión del fun- 
damento de la queja en los términos del art. 15 de la ley 48 
— rallos: 243: 55 y otros — . 

Que el recurso extraordinario no procede, respecto de reso- 
luciones de organismos o funcionarios administrativos, sino 
cuando estos ejercen funciones .judiciales. Y se entiende por 
tales las que en el orden normal de las instituciones incumben 
a los jueees, detraídas a éstos por ley y sin revisión judicial 
ulterior Fallos: 24.1: 292 y 448 y otros-. La determinación del 
carácter representativo de una asociación profesional, a los fines 
de su personería gremial, no constituyo una atribución judicial 
especifica, en los términos de la jurisprudencia mencionada ni 
tampoco lo decidido por la resolución recurrida: citación para 
tratar la concertación de un convenio colectivo con la asociación 
profesional de tal carácter. En consecuencia, nada nutorizn el 
otorgamiento de lu apelación deducida, cuestión ésta, única a deci- 
dir por vía do la queja precedente. 

Por ello se la desestima. 

BenjamÍw Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo TX Aráoz de Lamadrid 
— Jitlio Oyitanarte — pEDno 
Aberastury. 
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TOMAS AGUSTIN ALVAR EZ SAAVEDRA v. MARIO KA YON 

MEMO A 8 DISCIPLINA MAS. 

Corresponde confirmar lu sanción de apercibimiento impuesto iil recurrente, 
por estimar Iti Cámara que lu* sucesivas recusaciones deducidas contra el juez 
que conocía del interdicto eran injustificadas y tendían « demorar el trámite 
Mimaríshuo de aquél, s¡ no resultn de autos ni de los antecedentes avompu- 
ñadiis. que las circunstancia* i|iii> motivaron la resolución apelada huyan sido 
apreciados por aquel tribunal en forma que importe indebido ejercicio do la 
facultad disciplinaria que lo es propia <M. 



S, A. ASTILLEROS ARGENTINOS KYAN v. 8. A, cía. ARGENTINA 

DE LANCHAS 

HF.THOAVTi \ m il). 

Si vi recurso basado oti el art. 1!» del deereto-lcy fué interpuesto 

y coiiccdid-i ron anterioridad a la videncia del art. 1 v de la ley 15.271, no 
cabe reconocer a ésta efecto rciroadtivo # l » especie, onte la exigencia de 
que mii repelado lu dispuesto mediante el auto lirme que otonró In apelación, 

MEDIDAS' DISCIPLINARIAS, 

Corresponde revocar la sanción impuesta por una cámara nacional di- apela- 
ciones a un letrado, sobre In base de la comunicación de uno de los jueee» 
componentes de aquélla, en la que exprosa haber sido agraviado en su des- 
pacito por el profesional (que le habría nlribuído "sin rnxón alguna muía 
voluntad hacia su persona, por el resultado del juicio''), sí el sancionado ma- 
nifestó ante la Corte que la entrevista de referencia fué de carácter privado, 
limitándole en ella a saludar al magistrado y pedirle una información res- 
pecto de !a resolución dictada en la causa. 

DlCTAMEN DEL PROCURADOR GESRRAL 

Suprimía forte: 

Kl recurso deducido por el letrado Dr. Jorjare Merediz Funes 
a fs. 291 es procedente atento lo dispuesto por el art. lí) del 
decreto-ley 12&V58 —ley H.4(i7— vigente ni interponerse^ 

Kn eunnto al fondo <lol asunto, el Si*. Juez de la Cámara 
Federal do Apelaciones de Rosario Dr. Míjrnel Carrillo comunicó 
a esc tribunal que había sido agraviado en su despacho por el 
nombrado letrado, ipiien le había atribuido "sin razón alffuna 
mnla voluntad lineia su persona por el resultado del juicio' \ por 
cuya razón se sentía inhibido en lo sucesivo para actuar en los 
juicios en fine dicho profesional intervenga (fs. °.83). 



(I) 24 ilc junio. 
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tü Cámara mencionada, teniendo en cuenta "la insólita acti- 
tud at- unida" por el Dr. Merediz Funes de que da cuenta la 
presen icion del Dr. Carrillo y juzgando que esa actitud implica 
una gr; ve falta del respeto y consideración debidas a los magis- 
trados udiciales, impuso al recurrente una multa de ra$n 800 
por api -ación al caso de lo dispuesto por los arts. 16 del citado 
decreto-ley y 22 del Reglamento para la Justicia Nacional (fs. 

M art. 18 del decreto-ley de reorganización de la Justicia 
Nacional faculta a los tribunales colegiados y a los jueces para 
imponer diversas sanciones disciplinaria* a los abogados, procu- 
radores, litigantes y otras personas que obstruyeren el curso de 
la justicia o que cometieren faltas en las audiencias, escritos o 
comunicaciones de cualquier índole, contra su autoridad, dignidad 
o decoro. ' H 

La falta de respeto y consideración atribuida al Dr. Merediz 
J^unes y que ha sido negada por éste en el memorial presentado 
ante \ . K (fr. 296) no constituye ninguna de las previstas en 
esa disposición legal,, en razón de „o haberse cometido en una 
audiencia, escrito o comunicación toda vez que el nombrado habría 

SSb« CarriSo* ° n !a entrPVÍSta qw tuvo ,u * ar en pl despacho 
Por ello considero que la infracción imputada al profr ional 
recurrente no configura una de las faltas a que se refieren las 
normas legales precitadas, por lo que opino corresponde revocar 
£ resolución apelada en cuanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 12 de febrero de 1960. — Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de junio de 1960. 
Vistos los autos: "Byan Astilleros Argentinos S. A. I. y C 
c/ < ompainn Argentina de Lanchas S. A. s/ cobro de pesos". 

Considerando en cuanto a la procedencia del recurso: 

Que el recurso interpuesto en las actuaciones precedentes 
con fundamento en el nrt. 19 do] decreto-ley 1285/58, fué conce- 
dido medinnte auto firme anterior a la vigencia de la lev 15 271 
m eonsccuencia, corresponde que esta C t »H,< conozca en el refe- 
rido recurso — conf. resolución de 8 de abril último in re "Suoer- 
nifondonem-1362, Bnrbieri, Nicolás c/ Canosa, Perfecto'»—. 

Considerando en cuanto al fondo del asunto : 

Que la sanción de que se apela fué impuesta sobre la base de 
la comunicación de fs, 283, en la que el Sr. Juez de Cámara Dr. 
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FAUNOS I>E LA TOBTE : 



Miguel Carrillo expresaba haber sitio agraviado, en su despacho, 
por el letrado apelante, Dr. Jorge Merediz Funes, quien "previa 
protesta de acendrado respeto" le liarán atribuido "sin razón 
alguna mala voluntad hacia su persona, por el resultado del jui- 
cio". El Dr. Merediz Funes manifiesta, en el jrfemorml presen- 
tado ante esta Corte, que la entrevista de referencia fué de enráe- 
ter privado, habiéndose limitado en ella a saludar al magistrado 
y pedirle una información respeeto del alcance de ln resolución 
dictada en la calina. 

l¿nc en las condiciones expuestas es improcedente el ejercí- 
ció de la facultad díseiplinnria de bis tribunales ¡i que s<- refiere 
el urt. 18 del decreto-ley 1285/38. 

Por ello, y habiendo dictaminado »'l Si. Procurador ííeneral, 
se revoca la resolución apelada de fs. 288 cu cuanto ha sido mate- 
ria del recurso. 

AltlSTÓmriiO I). A(IÁ02 DE LaMAIJHIO — 
.Ii'mo Oyiianartb — Pkoi:o Abb- 

RA STl'ItY — RrCAHÍK) COLÜMHRES. 



ADKLAIPA HKHííALLI i>k PKRICHON 

MCCVRSO 1>K ¡tECOSSlDEHAClOS.* 

Rl urt. 2:*, im finí-, del lti-jrlttirifnto puní ln Justiein Kaeioiinl súlo autoriza mt 
recurso de rei-on sideración contra las decisiones de las Cámaras que apli- 
qnen sanciones disciplinaria* vn instancia única. 

¡tí E tHHA S MSf i 1*1. ISA MA N. 

Ka improwdpiite. el recurso ele apelación enneedido por la Cámara, eon 
funda mrnt o en el art. 1!) del dccreto-léy V2H;Vr>S, si se interpuso después de 
vencido el término de ires aíjis* preseripto en anuí-I ; termino .pie no se interrum- 
pe por el pedid*» ele recoiisiderariim previamente deducido con base en el 
urt. -JX in fmr, del Real» mentó para la Justicia Nuciomd. 

Dictamen t>ri, Proci-radou Gkxkhai* 

Suprema Corte : 

Kl recurso interpuesto a fs. 13 es a mi juicio extemporáneo, 
desde que el término fijado por el art. lí) del decreto-ley 1'285 
para recurrir ante V. E. corre desde la notificación de fs. fi vta. ( 
v no ha sido interrumpido por un pedido de reconsideración no 
autorizado para el caso por la disposición legal aludida. 

Corresponde, por tanto, declarar mal concedida a fs. 1+ la 
apelación de referencia. Buenos Aires, 10 de junio de 10fi0. — 
Ramón Laseatio. 
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FALLA) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 24 de junio de 1960. 

Vistos los ñutos: "Periehón, Adelaida Bergalli de s/ su 
queja". 

Considerando : 

Que eontra la resolución de fs. íí que impuso la inulta y fué 
notificada c-1 1 7 ile setiembre do lüóíl, se interpuso recurso de 
reconsideración. Denegado por la Cámara, se deduce a fs. 13, 
con fecha treinta de noviembre, recurso ipie el apelante funda 
en el nrt. 23 «<in fine" del Reglamento para la Justicia Nacional 
y le es concedido por auto de fs. 14, con mención del art. lí) del 
decreto-ley 1285/58. 

Que el art. 23 *'in fine" del Reglamento para la Justicia 
Nacional sólo autoriza un recurso de reconsideración contra las 
decisiones de las Cámaras que apliquen snneiones en instancia 
única. 

Que el concedido por la Cámara —con fundamento en el 
art. lí» del decreto-ley 1285/58— es improcedente, toda vez que 
dicha disposición establece el término de tres días para interpo- 
m rio, que — como dictamina el Sr. Procurador General— no se 
interrumpe por un pedido de reconsideración uo previsto por 
diclia disposición legal. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se decía rn improcedente el recurso concedido a fs. 14. 

niri.o Tí. Aiíáojí dk IjAMaiiiup — 
Julio Oyhaxaktk — Pruuo Abe- 
«ASTrav — Rit aiído Columbres. 



EMITA ELVIRA XirOMXr m A HAMO 
¡tEcntUO E .Y Tli. I O lilií XA RIO: Rr^Mtm famáfá* interposición ttej rrrur- 

9*i. FlIluhimPtitO, 

La hhtm exposición de los principios ^pnrnilps ipip informan tu kgisUdóll, 
)n (Wtriwi y la .junspriKlr iirin ¡tnlianns, tt juicio <lel nprlnnt(\ pnra ltpvnrlo 
a In coni-lusicín ih> í^hp ln ley (Je niniiÑtín 14.4:i(i <1pIip srr iiitprprptndn con 
nrrrL'M n un criterio inspirado en "vnlori'cionps priitimolóiriras" o "causa - 
YiMn»" de Ins heclms supuestamente delictivos, no constituye fundamento 
enneretn suficiente del recurso extraordinario int 



" • FALtOS DE LA CORTE SU TREMA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*, Relación directa. Norma* 
fxtrañns al juifio. /fitptmicioHcs ronatiturionale*. 

Us pmrantms estublecidas en los arte. 18 y 1!» «le Ju Constitución Nacioiiül 
no guardan relación inmediata y dírefU con el contenido del pronuncia- 
miento que, fundado auficienlemeiiíe, devlnra la inaplioabilidnd de la ley de 
amnistía MAM en el proceso ¡ustaurndn contra el recurrente por exacciones 
ilepilDB. 

Dictamen del Procurador Generu. 
Suprema Corte: 

En el escrito del recurso extraordinario (fs. 546 y siguientes) 
no se expresa en debida forma cuáles son los agravios del ape- 
lante contra la sentencia de fs, 540, ni cuáles son en concepto las 
tazones en cuya virtud aquél discrepa con los fundamentos del 
a quo, El escrito se limita a formular consideraciones de carác- 
ter general sobre doctrinas referentes al delito político, sin espe- 
cificar tampoco qué relación Kuard»n con lo decidido en autos. 

En tales condiciones, el recurso aparece como carente de los 
requisitns que enumera el art. 15 de la ley 48, por cuyo motivo 
soy de opinión de que corresponde declararlo mal concedido a 
fs. 553. Buenos Aires, 5 de febrero de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de junio de 1960. 

Vistos Ion autos: *• Adamo, Emma Elvira Nicolini de s/ inci- 
dente de amnistía cor respondiente a la procesada". 

Considerando: 

1") Que, a fs. 540, la Cámara a quo confirmó la sentencia 
de primera instancia, obrante a fs. 527, que había declarado la 
imiplieabilidad de la ley de amnistía 14.436 a Emma Elvira Xico- 
JÍTii de Adamo eti el proceso que a ésta se le sigue por exacciones 
ilegales, con motivo de lo cual la interesada interpuso recurso 
extraordinario (fs. 546/551), que le fué eoneedido (fs. 553). 

2?) Que el apelante, ni exponer las razones que fundan su 
impugnación, aduce que el fallo impugnado se basa en una "inter- 
pretación arbitraria" de la ley citada y, además, viola "las garan- 
tías contenidas en los arts. 1S y 19 de la Constitución Nacional". 

3°) Que de la lectura del escrito de interposición del recurso 
su rire. claramente, rpie él adolece de manifiesta insuficiencia de 
fundamentnción. El apelante, luego de linbcr formulado la afir- 
mación señalada en el considerando anterior, se reduce a exnoner 
los principios generales que, a su juicio, informan a la legislación, 
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la doctrina y la jurisprudencia italianas, para arribar a la con- 
clusión de que la ley de amnistía debe ser interpretada con arreglo 
a un criterio inspirado en "valoraciones criminológicas" o "cau- 
salistas" de los hechos supuestamente delictivos. Pero no de- 
muestra ni intenta demostrar en qué medida el alegado descono- 
cimiento de tales principios ha significado arbitrariedad o vio- 
lación constitucional en el *nb lite, habida cuenta de las circuns- 
tancias que lo configuran y de las normas específicas a que se 
halla sujeto. IjUs aseveraciones que expresa, pues, no son bas- 
tantes ¡jara sustentar la apelación, en consecuencia del carácter 
genérico que poseen y su desvinculación con los hecho i princi- 
pales de la causa (doctrina de Fallos: £43: ~v2 y 4-3, entre otros), 
tanto más cu. nto que la sentencia de fs. ."540 aparece suficiente- 
mente fundada y ninguna do las razones en n,ue se apoya 
han sido concretamente refutadas, ni aun anal' idas, por el 
rei'ur rente. 

4 V ) (¿ue, por )n demás, las garantías establecidas en los 
ai-ts. 18 y Y.i de la Constitución Nacional no guardan relación 
inmediata y directa con el contenido del pronunciamiento sub 
examine. 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 553. 

Aristóbulo T). AllÁOZ DE IjA MADRID — 

Julio Oyhanautb — Pedro Abe- 
BASTÜBT — Ricardo Oolombres. 



ANTONIO NENCÍOLINI % Otros 

RKCURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formulr». Trúmitr. 

En liis raneas sometidas al eonodtnteáto de ln Corte) por vía de) recurso 
extraordinario, sólo cabe la presentación de] memorial que autoriza el nrt, ft v 
ile ln ley 4<)5ó, eon exclusión de toó» otro trámite, sin perjuicio de las medulas 
que el Tribnnnl estime pertinente disponer en su oportunidad. Ello vs nsí, aún 
cuando alegue (pie los antecedente* reclamados son necesarios para recusar 
a uno de los jueces (pie integran ln Corte ('). 



(l) Í7 .le junio. 
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ADMINISTRACION ti K SE H AL w. OBRAS SANITARIAS m la NACION 
v. PROVINCIA i>k CORRIENTES 

COSTAS: Desarrollo M juicio. Allanamiento. 

UáUéaáxm nllanudo la provincia oportunamente y en forma amplia, respecto 
de la repetición fundada en la incoustitucionalidad de normas locales, la 
exención de costas es procedente ('). 



MERCEDES BESADA TORRES b£ MARTINEZ v. JOSE ZIMMER y Ontos 

RKt'VRSO EX TRAORDISA RIO: Rr»ni*ito* propios. Cuestiones na federales. 
Sentencias arbitraria,. Procrearía del rentrso. 

Jm sentencia del tribunal de alzada que. eon fundamento efectivo en la sola 
circunstnm in ile no haberse espeei tiendo en el neto de la audiencia la doble 
personería del representante de Ins condominos adoras, revoca c| pronun- 
ciamiento del interior y prácticamente nnula du oficio todo lo actuado, ado- 

d i BieéSfl ritual que la priva do liase bastante pnra sustentarla y 

autoriza ln apertura del roenrso extraordinario. 

COSSTtTCCIOS SAV IOS AL: Dereehos garantías. Defensa en juicio. Procedí- 
miento u srntt ueia. 

\ji necesidad de iieorilnr primacía a 1» verdad jurídica nlijctivn reconoce base 
constitucional. 

RECURSO EXTRAORDJ SARJO: Resalarían. Revocación de la sentencia apelada. 

La sentencin ipie oculta la verdad .jurídica objetivn, por un exceso ritual 
manifiesto, vulnera ta exigencia del adecuado servicio de la justicia que ga- 
rantiza el nrt. ]* de l.-i Constitución Nacional y debe ser dejada sin efeeto. 



Dictamen url PaorritAtxm General 

Kl fallo apelado se funda on razones de hecho y prueba y do 
derecho común suficientes para snst catarlo con las (pie no guar- 
dan relación inmediata ai directa las garantios constitucionales 
que se invoca a. 

Ka orden a la arbitrariedad alegada cabo destacar que el 
a quo se ha basado on las constancia;! obrantes en los autos, 
siendo imputable al a [telante el no haber aportado las que, se- 
írún afirma, acreditarían el dominio exclusivo rpte se atribuye. 

En tales condiciones el remedio federal es improcedente y 
corresponde desestima r esta queja deducida por sn denegatoria, 



in 27 de junm. Fallos: 198 1 457; 226: 1,1(1 y L'f!2, 
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en la que los firmantes no lian guardado estilo. Buenos Aires, 
3 de junio de 1900. — Hamó» Laura no, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de junio de 1ÍJ60. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa Martí ucz, Mercedes Besada Torres de c/ Zimmcr, 
.José y demás ocupantes", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que la sentencia apelada de t's. 205 revoca la de primera ins- 
tancia por razón de que la actora sería condómina del inmueble 
sobre que versa el pleito y carecería de facultad para demandar 
sil desalojo, sin intervención de su hija, la Srn, de Cid Besada, 
de la que carece de poder. 

Que esta razón no lia sido alegada, en oportunidad legal, por 
los demandados, que ciertamente debieron hacerlo en razón de 
lo afirmado respecto del dominio, en el escrito de demanda 
-conf. fs. 6, a fs. 7 vta, — . 

Que, por otra parte, consta de la audiencia documentada a 
fs. 35 que en ella se apersonó el Dr. Jorge Luciano Oíd Besada 
"a mérito del poder de fs. 2/3", cuyo desglose corre a fs. 158. 
Del mismo resulta que el mencionado profesional es apoderado 
de ambas condómiiias — fs. 113— las Sras. Mercedes Besada To- 
rres de Martínez y Cristina Eugenia Martínez de Cid Besada. 

Que resulta de lo expuesto que la sentencia de fs. 205, cuyo 
efecto es equivalente a la anulación de oficio de todo lo actuado, 
reconoce fundamento efectivo en la sola circunstancia de que ol 
acta de fs. 35 no especificó la doble personería del Dr. Cid Besa- 
da, omisión que incluso puede no ser imputable a éste. En tales 
condiciones lo resuelto importa un exceso ritual manifiesto que 
impone la apertura del recurso extraordinario por carecer el 
pronunciamiento recurrido de fundamentos bastantes para sus- 
tentarlo —Fallos: 238; 550 y otros—. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 213. 

Y considerando en cnanto al fondo del asunto por no sor 
necesaria más su stand ación : 

Que las razones expresadas en los precedentes consideran- 
dos, que reconocen base constitucional a la necesidad de acordar 
primacía a la verdad jurídica objetiva c impedir su oeultamiento 
ritual, como exigencia del adecuado servicio de la justicia, que 
garantiza el art. 18 de la Constitución Nacional, conducen a dejar 
ein efecto la sentencia recurrida. 
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Por ello se deja sin efecto la sentencia apelada de fs, ¿0"). 
Y vuelvan los autos al tribunal de su procedencia a fin de que la 
Sala que sigue en orden de turno dicte nuevo fallo con arreglo 
a lo dispuesto en el art. 18 de la Constitución Nacional y e» 
esta sentencia. 

AltlSTÓBl-LO 1), AllÁOZ |>K LáMADRIÜ — 
JVUO O VII AJT ARTE — PKKHO AftE- 
ItASTCItV — KlfAHItO 



K. MANO AS v Otihís v. Sor. kn Con. LA JUSTA v/n X. O. w. ATUCKA 

v/o MERCADO LA FLOR 

Km l'fiSO EXT/tAORDINAñlO; teQtírii** propios. Curtthnes no federales. 
Interpretación fie normas y ntlos comunes. 

Las leves atinentes » las liifin-i >s urbanas s<m de orden común, incluso en 

lo atinente til repinen de su aplicación en el tiempo. 

rOSSTm CIOS XACiOXAL; Control Je vo„stH U e»,mU,!«,l. Interés pora im- 
fittiiuttr lit i'uiiHtittninnttlithifl. 

T.os beneficiarios de las leyes de prórroga «le Ins locar ¡mies urbanas, con 
carácter de eTiienrcncia, no están habilitados para impugnarlas ron bus* 
coitstitucifuial y con miras a numentar sus beneficios, salvo el supuesto de 
arbitrariedad- Kslu no aparece roiifiirurada por la distinción específica de 
mi peñero ilp actividades con características propias, como ra el de lo» pues- 
teros de mercado, cuya discriminación encuentra liase en el i-ritcrio legislativo 
que, acertado o no. es irrevisilde por la (Wle. 

KKCCRSO KXTtlAOlWIX AMO: Requisito* propios. Cuestione* no federales, 
luh-rprrtufiótt tlr normo:* larahs tfr pritredimieatos. Casa* parias, 

\di atinente n !a regularidad del procedimiento y a la eficiencia de la priicli». 
«ni euesliimes ajenas a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 4S. 

FALITO DE LA COHTK SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de junio de 1ÍHÍ0. 

Vistns los autos: "Recurso de liecho deducido por los actores 
en la causa Mangas, K. y otros c La Justa soc. en coni. y o X. 
O. de Alacha y o Mercado La Flor", para decidir sobre su nro- 
eedencia. 

Y considerando : 

Que es .jurisprudencia reiterada de esta Corte que las leyes 
atinentes a las locaciones urbanas son de orden común, inohisc 
en lo tpie atañe al régimen de su aplicación en el tiempo. 
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Que también se ha establecido que los beneficiarios de tales 
leyes de prórroga, ton carácter de emergencia, no están habili- 
tados para impugnarla* con base constitucional y con miras a 
aumentar sus beneficios —Fallos; 242; 476; 244 : 471 y otros—. 
\j\ salvedad t|uo tal jurisprudencia admite para casos de arbi- 
trariedad no aparece configurada por la distinción específica de 
un género de actividades con características propias, como es el 
de Ins puesteros de mercado, cuya discriminación encuentra baso 
en el ejercicio del criterio legislativo que, acertado o no, esta 
Corte no puede reven 

Que, pnr último, lo atinente a la regida ridad del procedi- 
miento y a la eficiencin de la prueba son cuestiones ajenas a la 
jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

AristóbuIíO D. Aráoz de Lamadtud — 
Jumo Ovhanabte — Pedro Abk- 
rastury — Ricardo Oolombres. 



$ R. L. SAN MARTIN* v AZTIRIA FINANCIERA v. COMPAÑIA 

de GAS de BUENOS AIRES Lr hitada 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqvwta* propios. Cuestione» no federales. 
Interpretación de norma* p actos comunes. 

El pronunciamiento del tribunal (1* alzada que deja sin efecto el desalojo de 
parte de un loeal ocupado por una sociedad anónimo porque, no habiéndose 
homologado el convenio celebrado entre las partes, resulto inaplicable al eoso 
el art. 57 de ta ley 14.821, tiene fundamentos bastantes paro sustentarlo y es 
írrevisihle en la instancia extraordinario. Esta solución corresponde tanto más 
cuando ta recurrente, en la expresión de agravios presentada anta la Cámara, 
omitió pin titear cuestión federal alguna en defensa de su derecho, en parti- 
cular respecto n lo aplicnhitidnd de la norma señalada. 

RECURSO EXTRA O R DI XA fílO: Requisito» propio,. Cuestiones no federales, 
Intt rprcturu',» de normas p actos romanes. 

Lo afincóle n ln improcedencia de la homologación de las transacciones en 
materia de locaciones, en razón de la naturaleza común de la norma del art. 
57 de In ley 14.821. es cuestión de interpretación ajena a la Corte. 

memm EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues- 
tión federal. Oportunidad. 

Tanto el n en cimiento como el rer! izo de las pretensiones de las partes es 
evento previsible que oblien al oportuno planteamiento de las cuestiones fe- 
derales a que ímhiere hipar. 
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Dictamen* hel Pi¡orritAitoi¡ (¡kneilal 




Suprema Corlo: 



Kn síntesis, la pretensión del remírente consiste 011 que el 
n qno desconoce los derechos eme lientos de uno transacción 
equiparable n sentencia. 

Pienso, pues, que hay en untos cuestión federal hasta rite co- 
mo para proceder a su examen en la instancia de excepción. Bue- 
nos Aires, 12 de mayo de líHiO. — Ramón Lasmno, 



en la cansa San Martín y Aztirin Financiera S.R.L. c Com- 
pañía Primitiva de (¡as de Buenos Aires Limitada' ', para deei'- 
dir sobre sn procedencia. 

V considerando : 

Que la recurrente no propuso al tribunal apelado cuestión 
de índole constitucional, en defensa del derecho que entiende asis- 
tirlo. Y ello es partícula miente cierto respecto de la aplieabilidad 
al en su del nrt. ó 7 de la ley 14,S*21, a cuyos términos hace expresa 
referencia el memorial de fs. TIO de los autos principales. 

(Jnc por eonsi-íuii'iite, el fundamento de lu sentencia apelada 
- fs. en el recaudo incumplido de la homologación del con- 

venio de fs. ,'1, no puede estimarse sorpresivo y es bastante para 
sustentar id piominciamiento. Y lo aducido a fs. 122 respecto de 
la improcedencia de lu homologación de las transacciones, es 
cuestión ile interpretación que no incumhe a esta Corte, en razón 
de la nal m aleza común del precepto en cuestión. 

Que en tales condiciones, hnliida cuenta ipie tanto el aeogi 
miento como el rechazo de las pretensiones de las partes es evento 
previsible, que obliga al oportuno planteamiento de las cuestiones 
federales a que hubiere lujíar. la queja debe ser desechada. Kn 
efecto, en los límites de los anteriores considerandos, la sentencia 
n pelada no es impugnable por razón de arbitrariedad. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 



PALLO DE l.A rtiltTK Si* Mi KM A 




AmsTÓiu'ixi D. Aháoz de Lamaiiiuh — 
.liri/To Oyttanaute — pEitno Are- 
riASTrnv — Ricauiki Colommies. 
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S. H. L LIVURNO v. DIRECCION de VINOS 

fíECMSO KXTHAOHfttXARW: Requisito* prnpion. Sentad,, definM**. /fr- 
Solneione* anteriores n la sentencia definitiva. Varias. 

Procedo el recurso extraordinario, Fundado cu que el mt. (iv del doereto-tey 
4 IÍÍ7/57 es violatorio de la garantía de In defensa en juicio, (¡educido contra 
la resolución que, aplicándolo, exise el previo pago do la multa impuesta por 
infracción ¡i la ley 12.372. para conceder ti 11 recurso. Tai decisión es equi- 
parable a la sentencia definitiva por el gravamen irreparable ipic cansa ni 
apelante. 

COXSTITUCIOX X ACiaS AL: Derechos ¡i ,,nr<,nt¡a*. !),-(<, ,s< t ni ;,„Wí>. /Wr- 
dimiento y sentencia. 

No puede razonablemente admitirse, en abstracto, que unn norma como la 
contenida en el art. 6» del deereto-ley 4497';-) 7 lesione el derecho de defensa 
por In sota circunstancia de ¡pie concede apelación ante los jueces con la 
exigencia di- (pie, previamente, se ingrese a la tesorería fiscal el importe de In 
multa aplicada, so color de (pie unn desproporcionada magnitud de la misma 
impediría el ejercicio del derecho de apelar. 

Otra cosa sería el agravio fundado en que tal requisito leirnl, por su despro- 
porcionada maíruitud en relación con la concreta capacidad eeoiióinicn del 
apelante, tomara ilusorio el derecho qtte le acuerda el leyislndor en razón del 
importante desapoderamiento de bienes (pie podría significar el cumplimiento 
ile aquél. Pero, en ta] supuesto, el aserto deberá ser rnaterin de prueba, a fin 
de que los jueces de la causa y la Corte puedan decidir sobre esa alegación, 

coxs'Tmeinx xacioxal: Demfim a smtuttw, mft ¡H*1 en inicia. Proce- 
dimicutfí y sentencia. 

No e« admisible el aura vio qué filuda el a peíanle en que el art. (i" del decreto- 
ley 1497/67, es violfltorio del «rt. 1H de la Ccnstituctón Nacional, si no ha 
n letra do ni, consecuentemente, prohado, que el cumplimiento del requisito de! 
previo pavo de In multa para In concesión de] recurso deducido contrn ésta 
reviste desproporcionada magnitud en relación con In concreta capacidad 
económica del recurrente. 

SkSTEJÍUA OBt. 3Í¡m FiEIHÉRÁTd 

Rosario, 2~> de manta de !!».">$ 

Autos y vistos: el presente recurso deducido por Livoriio S. II. L. contra la 
Dirección de Vinos aceren de In resolución dictada cu el expediente administrativo 
iri2.05u/ó7 que le impuso una mulla de m$Q± ll.riflO,— por infracción a loa 
arts. 11, toe. a) y 22 de la ley 12.372. 

Y considerando, que: 

Primero, El ilcereto-ley 4407 (Rol. Of. 7/o !>Ó7) establece qué "no se con- 
cederá recurso nlíTimo contra las resoluciones (pie impomrun multas por infrnceio- 
nes n la ley 12.172. si previamente no hn sido ingresado su importe en la Tesorería 
fiscal". No habiéndose dado cumplimiento n ese requisito, corresponde declarar 
improcedente el recurso, conforme a lo resuelto por este Tribunad en un caso 
análogo (Fallo: 13.176 de fecha 16 de diciembre ppdo.). 
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F-\LIX»S pe 1.A corte suprema. 



Segundo. U recurrente irvnca lu im-onstituciuualidad de la norma citada 
porque importa una restricción a la garantía do ¡a deftnsa en juicio (art, 18 de 1h 
Const. Nacional) por ¡a imposibilidad para abonar La inulta, máxime en el plazo 
de tinta díns que acuerda I» ley parft interponer el recurso. 

Como lo recuerda el Sr. Procurador Pisen!, en su dictamen do ffc í>, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación lia declarado reiteradamente lo contrario a lo 
sostenido por la recurrente, según resulta de loa fallos de su colección registrarlo i 
desde el toni» 155. p, ÍH\ basta el t. ¿18, p. 41K. Y si el no haberse invocado en el 
caso, ningún argumento que pueda incidir para considerar la revisión de ese cri- 
terio, aún para d que se refiere al escaso lapso para recurrir — Patios: 215; ZIO—, 
exime al suscripto de replantear mía cuestión ya ajotada. 

Por ello, Resuelvo: No hacer lugar al recurso deducido. Con rostas. — Mi- 
guel fíntnr Jira re.-. 



Sektkwia de i.a Cámara Fkokhal de ArKLArmxKS 

Rosario, 1» de agosto de 1!)58, 

Visto, en acuerdo, los autos "Livurno S. R. L. e/ Dirección de Vino, —apela- 
ción"' (exp. 22.751 de entrada). 

Y considerando que: 

Se agravia el recurrente contra la resolución del a quo rn cuanto no acoge 
la apelación que produce contra un fallo administrativo, que le impone multa, 
sin previujiago de la misma, en virtud de lo di puesto en el art. 6» del decreto- 
ley 4-W7-57. Articula la inconstitucional! dad de dicha norma por violatorio de la 
defensa en juicio, art. 18 de la Constitución Nacional, v pide que declarándolo 
así se ührn la instancia. 

Casos similares han sido resueltos ya por la Corte Suprema en el sentido de 
que si bien en esencia la disposición cuestionada no es repuirnante a la garantía 
que se invoca, puede llegar a serlo si circunstancias de heclm configuran una 
realidad que determine una objetiva indefensión. 

Pichas circunstancias no han sido demostradas en autos. Por el contrario, si 
bien la multa impuesta no es pequeña y no cualquiera puede afrontarla sin des- 
medro par su ne^cio, su monto no es de valoración simplemente cuantitativa, 
sino relativa ni caudal social, en el caso, una décima parte del mismo, lo que no 
parece que constituya una (raba legal al derecho como para prescindir del ordena- 
miento local ipic hi ley resniln. 

Quizás el . premio del tiempo en que el recurso debe ser interpuesto pudiera 
conlrihuir a menoscabar el derecho a la libre defensa, pero no basta la invoca- 
ción di' fa circmislancm por el afectado para probarlo, v en autos no obra ningún 
elemento cnrrnlmrnnte. 

Por ello, y fundamento* concordantes. 

Se Resuelve: 

Confirmar, con rostas, la resolución apelada, obrante a fs. 10 y vta. — Jtiimr 
Ptats Carfona. — Vimirl Carrillo. 



Dictamen ukl. Procl-radoh Gf.skral 



Supremn Corto 

Kl recurso extraordinario es procedente en razón de haber 
sido fundad» en pe el art. fí* del deeri to-ley 4407 57, que exige 
el previo pago dp las multas impuestas por infracciones a la 
ley 12.372, es contrario a la garantía de la defensa en juicio que 
consagra el art. 18 de la Constitución Nacional. 

Kn cuanto al fondo del asunto, esa Corte ha resuelto, en caso 
análogo al presente, que no era inconstitucional la exigencia pre- 
via del depósito de la multa establecido por el art. 128 de la 
ley 4687 para recurrir contra resoluciones del ex Departamento 
Nacional di 1 Higiene (Fallos: 1(>2: 383). 

Resultando también equiparables las cansas decididas por 
V. K. en Fallos: 155: 96: 105: 2*2 y 201 : 05, y no tratándose en 
el snb itiflicr de una sanción cuantiosa, cireunstaneiu que esa Cor- 
te tuvo en cuenta para resolver cu distinto sentido el caso de 
Fallos: 108: 4f>3, pienso que corresponde desestimar la taclia de 
inconstitueionalidad materia del recurso. Buenos Aires, 12 de 
febrero de 1059. — Ramón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de junio de lOfiO. 

Vistos los autos: "Livorno S.R.L. c' Dirección de Vinos s/ 
apelación". 

Considerando: 

1°) Que si bien la sentencia de que se agravia la recurrente 
no es la definitiva en el juicio, dado que no pone fin a la contro- 
versia en la cuestión de fondo que se debate, es, sin embargo, y 
de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte, equiparable a 
ella por el gravamen irreparable que eausn a la apelante, siendo 
por tal motivo procedente el recurso deducido, no obstante tra- 
tarse de materia procesal, habida cuenta de su trascendencia en 
el pleito (Fallos: 155: 00; lf»2: 3fi3 y otros). 

2*) Que, en cnanto al fondo del asunto, la apelante alega 
que el art. 6* del decreto-ley 4407/57, al disponer que: "no se 
concederá recurso alguno contra las resoluciones <|iie imponen 
multas por infracciones a la ley 12.37:2, si previamente no ha sido 
ingresado su importe a la tesorería fiscal", repugna al texto del 
art. 18 de la Constitución Nacional, toda vez que desconoce la 
inviolabilidad de In defensa en juicio. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



3 W ) Que desdo el procedente do Fallos: loa: iMi, esta Corte 
ha rechazado el recurso extraordinario, til resolver rasos análo- 
gos al de autos, fundándose, entre otros argumentos, en que: 
"os contrario al orden general de las cosas sostener, ...que el 
depósito previo de la reducida suma do la inulta, como recaudo 
necesario para recurrir ante el Superior, importe restricción 
inconstitucional a su libre defensa en .juicio" {Fallos: 10¿: 363). 

4 V ) Que la apelante, en cambio, apoya sus protensiones en 
el procedente del Tribunal de Fallos: 1HS: 4(>.'i, por el que se hizo 
lugar al recurso allí interpuesto, principalmente, en razón del 
■'monto de la penalidad aplicada" y de **lu imposibilidad que se 
alega de su pago", lo cual — se dijo — "conduciría por vía in- 
directa a la privación do la defensa". 

Tj v ) Que es, entonces, frente a la invocación concreta del 
último de los procedentes mencionados, míe esta ('orto — nian- 
teniundo la jurisprudencia do Fallos: 15") : ÍKi; 162: libo; J35: 479; 
J.'iK: 41H, etc.— se ve precisada a aclarar su doctrina de Fallos: 
1Í»S : 4(¡:í y a fijar sus alcances. 

fí") (¿ue, en tal sentido, cabe declarar que no puede razo- 
nablemente admitirse, en abstracto, que una norma como la que 
se impugna en el #»h Ht» lesione el derecho de defensa por la sola 
circunstancia de que concedo apelación ante los jueces con la 
exigencia do que, previamente, se inglese a la tesorería fiscal 
ol importe de la multa aplicada, so color de que una despropor- 
cionaba magnitud de la misma impediría el ejercicio del derecho 
de ap$a?. 

7 9 ) Que otra cosa, en cambio, sería el agravio fundado en 
que tal requisito legal, por su desproporcionada magnitud en 
relación con la concreta capacidad económica del apelante, tor- 
nara ilusorio el derecho (pie le acuerda el legislador en razón 
del importante desapoderamiento de bienes que podría signifi- 
carle el cumplimiento de arpio!. Pero, en tal supuesto — que no 
se ha hecho valer en autos — , ol aserto deberá sor materia de 
prueba a fin de que los jueces de la cansa y este Tribunal, puedan 
decidir sobro una alegación en el sentido apuntado. 

8?) Que, en ol sub iiuficc no se ha articulado una impug- 
nación de tal naturaleza, y, consecuentemente, no se ha pro- 
ducido prueba conducente a ese fin. Por el contrario, — como lo 
señala el a qno— de autos resulta que la multa ii puesta no 
alcanza ¡i una décima parte del capital suscripto e integrado 
de la sociedad apelante, de donde se signe que ni siquiera la 
aludida impugnación pudo prosperar — de haber sido oportuna 
mente deducirla — , habida cuenta do la jurisprudencia de esta 
Corte sobre la materia (Fallos: 23S: 7f> y otros y constancias 
de fs. 1/4). 

Por ello y lo dictaminado por el Rr. Procurador Oeneral, se 
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confirma la sonteiieia apelada on cuanto lia sido materia del 
recurso. 

BkXJAMÍN Y I LLECAS RaSAVILKASO 

AniSTÓBl'LO i). AltÁiíZ ItE Lamadíít» 
— .Ir LIO OyHAXAHTF. — BlCARlm 
COLOMBBE3. 



lií.ONIíINA lüiHKXZO 

JCBthACIOS DE EMPLEADOS X Ai' IOS ALES: P*r**nn* wm#mtf&m. 

Iji incorporación ni régimen de l:i lev dispuesta en i'l :irt. I'' del dei-rcto- 

ley 4h:J8/58, solo rige con respecto a los funcionarios y empleados que se 
encontrasen prestando servicios en ln Caja Nacional de Previsión para el 
Personal ilil Comercio y Actividades Civiles u l» feehn en que entró en vigen- 
cia dicho ÍBCTBto-h'y, y"n ios que ingresasen n iu|Up1)íi Caja ron posterioridad 
n tal l'eclirt. 

En consecuencia, si ln recurrente cesó p1 7 de lebrero de IOóIJ en los servicios 
que desempeñaba en ta Cnjn Nacional de Previsión pura ft Personal del 
Cómprelo y Actividades Civiles, su situación se balín regidn por el art. 2». 
¡np. p). del decreto-ley :tl .(¡(¡.V44; y, en consecuencia, excluida ilel beneficio 
riel retiñí voluntario en las condiciones del ¡irt. '.i* de ln ley 1-kOíÜl. 

VOSKTlTUriOX X Arios AL: Demh»* >i garantíat;. Ipiteldad. 

T*a gnrnntfr del art K¡ de la Constitución Nacional no impide que ln legisla- 
ción contemple en forma distinta sttumúiuip- que considere diferentes, siempre 
i|iie la discriminación no sea arbitrar!* ni responda a oía propósito de hostil i 
dad contra determinada persona o grupo de per-onas importe indebidn 
favor o privilegio personal o de grupo. 

VONSTITVCI0S X AVIOS AL: Dwvhm >, r/amiiífe*. I.wthUut. 

Ln garantía del nrt. 10 de la Constitución Xnrioiml no impone tina rígida 
igualdad, pues entrega u ln discreción y sabiduría del Poder Legislativo una 
amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando l«w ob- 
jetos de la legislación, siempre que las distinciones » clasificaciones se basen 
en diferencias razonables y tío en propósitos de hostilidad contra determina- 
das clases o personas. 

VOSSTITrrWS S. ICIOS AL: Oertr/fo» gnmntiaa. tjtualdoá. 

141 distinción entre agentes (pie se desempeñan en la Ca.in Nacional de Pre- 
visión para el Personal del Comercio y Actividades Civiles y los sometidos 
al régimen de ln ley -13+!). nsí como la que resulta de ln aplicación en el tiem- 
po del decreto. ley -ÍS^S/íVí, eon referencia a los primeros, no importa discri- 
minación irrazonable ni propósitos persecutorios que afecten l¡i vigencia de 
aquella garantía. Por lo demás, se trata de regímenes jnbilatorios distintos, 
puya comparación no puede reducirse a una sola disposición normativa. 



PAULOS DE LA L'OttTE SU ['REMA 
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Kxcmn. (amara : 

Lü recurrente se desempeñó como empleada de 1» faja Nacional de Previsión 
para el Personal de Comeré» y Actividades Afines —decreto 3ua¡5— hasta el día 
1* de febrero de 195ti, en que fué dejada cesante por razone* de mejor servicio, 
«cgún decreto del P. E. qiic lleva el n v '2M m 2. Por entender, que dad» el origen de 
su designación y retintín, como así, por I« naturaleza di'l organismo donde 
prestara servicios, le ulrnnznn las proscripciones de la ley 4:149, solicitó el bene- 
ficio que acuerda el urt. :W de la lev 14.<H¡9. vale decir, jubilación por retiro 

voluntario, 

Iji Caja denegó la petición, en razó» de lo dispuesto en el art. 2*, irte. *) f 
del deereto 31;66S —ley 12.921— que establece la afiliación obligatoria a dieíio 



El Sr. Asesor le trado del Instituto Nacional de Previsión Social, al dictaminar 
a tV. V.i. aconsejó la confirmatoria de la decisión de la Caja, expresando, que el 
texto del art. '2?, iive. e), del decreto .')t.G4Si es categórico y no ofrece dudas, 
advirtiendo que la afiliación reside en una disposición legal, por cuya razón, no 
puede ser modificada, sino por otra norma de la iijísma naturaleza, estando 
vedado desvirtuarla o reformarla por vía interpretativa. Agrega, que nada afecta 
n la afiliación en cuestión, ni a la vía formal de su determinación, el hecho que 
los interesado* sean agentes de la administración, pues el poder legislador distri- 
buye la afiliación entre los distintos regímenes previ siona les, a base de un sistema 
ile categorías, que puede o no ser acertado, pero que en todo caso, es prerrogativa 
privativa y legítima del mismo. Que por otra parte, el beneficio del retiro volun- 
tario establecido en el nrt. :t de la ley 14.0<¡9. corresponde al régimen de la ley 
4:t49, vale decir, no para todo el personal de la administración pública, sino 
exclusivamente para los agentes afiliados a su régimen. 

Contra la decisión del Instituto que confirmara la de la Caja, se ha inter- 
puesto el recurro (pie autoriza el art. 14 de la ley 14.2.'lt» f en los términos que 
luce el memorial de fs. 18/22, en el que luego de extensas consideraciones de orden 
local, se sostier.e, que en el caso, han sido mal aplicadas las normas que lo go- 
biernan, toda vez, que no obstante lo dispuesto en el decreto :il.fí65, no puede 
negarse la condición de em picado público que inviste la peticionante y sn amparo 
como tal. del régimen instituido por la ley 4349 y su reforma por ley 14.0G9. 

En su aspecto formal, entiendo que el recurso es viable, en virtud de haberse 
llenado los requisitos exigidos por la doctrina y jurisprudencia para esto» supues- 
tos en cuyo mérito, corresponde, entntr a considerar lo que ha sido materia del 
mismo. 

Mi opinión va emitida en sentido favorable a la tesis que sustenta el Instituto 
Nacional de Previsión Social, habida cuenta de Ins fundamentos que la respaldan. 

Como nivrtadniiieiite lo pone de relieve el Sr. .W-or letrado, el obstáculo 
más serio que se opone a las pretensiones de la recurrente, es la clara v terminante 
disposición contenida en rl art. 2". inc. oí, del decreto íll.tilKS — ley 12.921 — por 
la cual se declara incorporadas a su régimen, al personal que presta servicios en la 
respectiva Caja creada por aipiel decreto. En función de intérpretes de la ley, no 
cabe otra actitud; que la aplicación lisa y llana de la misma, sobre todo, ante 
tina norma expresa y ojue no ofrece iludas de ninguna especie, sin entrar a .juzgar 
m equidad o inaplicahilidnd a la* situaciones ipie contempla. 

No m> discute, ante lo evidente riel raso, que la recurrente, tanto por el nritren 
de *>u designación, entinto por la especie de mganísmn donde ha desempeñarlo 
sus fundones, pueda s«-r considerada, como un asente de h administración, nm% 
no por ello, deba ronduirse, que -u protección provisional, se encuentra poniera* 



réaimon. 
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piada en la ley 4349, ri es que por una norma expresa contenida en otro régimen, 
so la excluye de aquélla, para incluirla <?n ese último sistema. 

El amparo i¡ue se solicita, sólo debió ser procedente, en presencia de una 
norma derogatoria de la contenida en el decreto :t1.w"i5, tnl como avaha de ocurrir 
con el decreto 48^8/-" -i recientemente dictado —15 de abril del ruó en curso — 
v que se denuncia como hecho nuevo a fs. 28, quedando así evidenciada, precisa- 
mente, la razón que asistió al Instituto para denegar el beneficio impetrado y la 
improcedencia del recurso interpuesto, puesto (pie, la situación controvertida, ha 
quedado resuelta recién a partir de la techa de vigencia de aquel decreto, sin 
retrotraer sus efectos a una época anterior, que pudiera alcanzar a la solicitante. 

De los arte. 1^ y 2^ se infiere, sin hesitación, que... se legisla para los em- 
pleados y funcionarios que pretttu serviría* en loa Cajas Nacionales de Previsión 
para el Personal de Comercio, actividades aliñes y de la Industria o que en el fu- 
turo ingresen y que se encuentren rn artt'riilatt, situación en la que no se encuentra 
la recurrente. |ior haber cesado en rus funciones, con anterioridad a la fecha de 
vigencia del citado decreto. 

Por estas rascones es que aconsejo a V. E. la desestimación del recurso inter- 
puesto. Despacho. 10 de junio de 1958. — Víctor A. Sureña Graelh. 

Skntkní ia hk: la Camama íf agio val hb Apelaciones t>el Trabajo 

Miicnos Aires, 17 de junio de 1958. 

El Dr. Amndco Allocati, elijo r 

Coincido con lo dictaminado precedentemente por el Sr. Procurador General 
y en su consecuencia, estimo que debe confirmarse la resolución apelada que 
deniega la petición formulada a fs. 1 por la recurrente. 

Consto debidamente de autos, que al tiempo de formular sn reclamación de fs. 
1 — y ním muelin antes, 7 de febrero de W>t¡— la actora ya no ostentaha ta calidad 
de eoiplenda o agente de la administración nacional, en el caso, de empleada en 
la Caja Nacional de Previsión Social para el Personal del Comercio y Actividades 
Civiles, como n-i mismo resulta indiscutible que en esas fechas Tegía la disposición 
contenida en el ort. 2 1 -', inc. c), del decido :U.íi4ÍT> (ley 12.921), por la cual se 
declara incorporadas a su régimen "al personal que presta servicios en la respec- 
tiva caja creada por dicho decreto". Y tal situación, en modo alguno se encuentra 
modificada, ni menos con los alcances que se pretende al denunciarse el presunto 
hecho nuevo de fs. 28 '29, porque; a) el decreto 4838/58 del 15 de nhril del año 
en curso, alude sólo al "personal en actividad" a la fecha de su sanción; b) no 
tiene efecto retroactivo a los fines ile cubrir situaciones como In planteada por la 
recurrente. 

Es por ello que voto por la confirmatoria de la resolución apelada. 

Los Dres. Guillermo C. Yalotta y Marcos Seeher, compartiendo los funda- 
mentos d.'l voto de] Sr. Vocal preopinante, adhieren al mismo. 

Atento el resultado del presente acuerdo se resuelve: Confirmar la resolución 
apelada. — Amadeo Alforatti. — .Vareos Sethet. — Guillermo V. Yalotta. 

Dictasi ex del Phqcubador (íknkrai. 

Suprema Corte: 

R] recurso extraordinario concedido a í>. 39 os procedente, 
toda vez que on autos ha resultado cuestionada In inteligencia do 
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normas fedérale» y la decisión definitiva del superior tribunal 
de la causa resuelve el pleito en sentido contrario a las preten- 
siones de la apelante. 

En cuant; al fondo del asunto, es principio de reiterada 
afirmación i-n la jurisprudencia que la situación del empleado 
que cesa se rige, respecto de los derechos jubilatorios que puedan 
corresponde rle r por lu ley vigente al momento de la cesación de 
servicios, salvo disposición expresa en contrario contenida en 
leyes dictadas con posterioridad, las cuales, cu principio, sólo 
disponen para lo futuro (art, 3* Cód. Civ.). 

Kn el presente caso no se advierte aquella excepción en el 
decreto-ley 4838, 7)8, cuyo amparo invoca el recurrente. 1*01' tan- 
to, es preciso atenerse a lo que disponía el decreto-ley 31.6*65/44, 
art, T, inc. e), que decía ra ha afiliado a la Caja para el Personal 
del Comercio al personal que desempeñaba funciones en la mis- 
ma, por ser 1 1 ¡clin norma la que se encontraba en vigor cuando la 
si'ñora de Ma^uidovicli dejó de prestar servicios. 

Pienso que en esta- condiciones corresponde confirmar lu 
sentencia apelada en cnanto pudo ser materia del recurso. Bue- 
nos Aires, ."> de noviembre de 1M5S. — llamón Lastimo. 

PWLLU DE LA í'OHTE SVPHEMA 

Buenos Aires, 2!í de junio de liHH). 

V istos los autos- "Lorenzo, Blondiua — solicita se le coiisi- 
den- como afiliada a ta ley 434Ü". 

( 'oiisideraudo : 

P> (¿ne habiendo sido dejada cesante como empleada de la 
Caja Xacional de Previsión para el Personal de Comercio y Acti- 
vidades Civiles, la recurrente solicitó se le concediera el beneficio 
jubilntorio por retiro voluntario instituido por el art. 3* de la 
ley 14,l»liM. fundándose en que, habiendo formado parte del per- 
sonal del Estado, se halla amparada por las disposiciones de )n 
ley 434!», La Caja desestimó el pedido por considerar qne, frente 
a Lo dispuesto por el art. J<\ inc. e) del decreto-ley 31 JHm '44, la 
afiliación de la interesada no pudo transferirse n la Caja Nacional 
de Previsión para el Personal del Estado (fs. 7). Kn el mismo 
criterio se fundó la resolución del Instituto Xacional de Previsión 
Social (fs. 14 vía.) que fué confirmada a fs. 32 por la Cámara 
Xacional de Apelaciones del Trabajo. 

'2") Que contra esa sentencia la interesada interpuso recurso 
extraordinario {fs. 35 37), que le fué concedido y es procedente 
con arreglo a lo dispuesto por el nrt. 14, inc. 3), de la ley 48, en 
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virtud <Íu haberse cuestionado en autos la inteligencia de normas 
federales y ser la decisión contraria al derecho que la apelante 
funda en dichas normas. 

3 V ) Que, en apoyo del recurso, la recurrente invocó las dis- 
posiciones del decreto-ley 48W del lo de abril de 1ÍÍ58, substancial- 
niente modificatoria, en su opinión, del art. l w , inc. e) del decrete 
ley 31.tíu*ó/44, agregando que la aplieacíón de esta última norma 
" importaba plantear para un sector do los empleados públicos 
una situación de "irritante desigualdad' * que la Constitución 
Nacional, en su art. lfi, rechaza expresamente". 

4 V ) Que, según lo dispone el art. l v del decreto-ley 4838/58, 
la incorporación al régimen de la ley 43411 sólo rige con respecto 
a los funcionarios y empleados que se encontrasen prestando 
servicios en las cajas nacionales de previsión liara el personal 
del comercio y actividades afines a la fecha en que entró en 
vigencia dicho decreto-ley, y a los que ingresasen a aquellas ca- 
jas con posterioridad a la fecha indicada. 

f>*) Que, sin duda, ninguna de esas situaciones es la de au- 
tos, habida cuenta que la apelante cesó en los servicios que desem- 
peñaba con fecha 7 de febrero de V.KiVu Por lo tanto, cabe concluir 
que la situación de aquélla se llalla regida por el art. I*, inc. e) 
del decreto-ley 3L6&V44, que tiene por efecto, en el cuso, excluir 
a la recurrente del beneficio del art. 3* de la ley 14.069, según 
resulta de aquel texto y del propio decreto-ley 4338/58, dirigido 
precisamente a modificar la situación legal en vigor al respecto. 

(i 9 ) Que, en cuanto al agravio fundado en el art. lti de la 
< ^institución Nacional, debe recordarse que estn Corte ha decla- 
rado reiteradamente que dicho precepto constitucional no impide 
que la legislación contemple en forma distinta situaciones ipie 
considere diferentes, siempre que la discriminación no sea arbi- 
traria ni responda a un propósito de hostilidad contra- determi- 
nada persona o grupo de personas o importe indebido fnvor o pri- 
vilegio personal o de grupo (Fallos: 205: (j8; *J44: 352 y los allí 
citados, entre otros), y también que dicha garantía... "no im- 
pone una rígida igualdad, pues entrega v la discreción y sabiduría 
del poder Legislativo una amplia latitud para ordenar y agrupar, 
distinguiendo y clasificando los objetos de la legislación, siempre 
que las distinciones o clasificaciones se basen en diferencias ra 
¡sonables y no en propósitos de hostilidad contra determinadas 
clases o personas" (Fallos: 238: (id y los allí citados). 

7 9 ) Que, en el caso particular, la distinción entre agentes 
que se desempeñen en la Caja Nacional de Previsión para el Per- 
sonal de Comercio y Actividades Civiles y los sometidos al régi- 
men de la ley 434í>, así como la que resulta de la aplicación en el 
tiempo del decreto-ley 4838 .18, con referencia a los primeros, no 
importa discriminación irrazonable ni propósitos persecutorios 
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qup afectan la videncia do aquella ¿Tarantín. Por lo demás, se trata 
de regímenes jubílatenos distintos, euva comparación no puede 
reducirse a una sola disposición normativa (Doctrina de Fallos: 
23fi: 82; 238 : liO y los allí citados). 

Por ello y habiendo dictaminado el Si\ Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 32 en lo que ha sido materia de 
recurso extraordinario. 

ArusTÓBi u) D, Akáoz i>e Lamadrid — 
Luis Maiiía Boffi Bogoeeo — Ju- 
mo Oyhaxahtk — R te ahí» Oolom- 

BHE8. 



S. A. LA EDITORIAL v. NACION AlíOENTINA 

p&fáürmá costra la nación. 

Si esln firme In sentencia que* hizo liiffar al interdicto de recobrar la posesión 
deducido contra In Nni-ión, declarando que media en el caso uti arto estatal 
de despojo con desconocimiento del derecho de propiedad ¡ata *en*n que el 
.particular inviste, sostener que !n resolución que decide irrevisiblemcntc la 
existencia de ese m-to y ordena sn cesación es «Alo declaratoria y nn exipible 
contra el Estado Nacional, significa tanto como entender que el art. 7* de ln 
ley :«152 —en si t unciones como ln del caso — autoi zn la frustración de la 
garantía constitucional aludida, en cuanto posibilita el mantenimiento discre- 
cional y temporalmente ilimitado de un estado de cosas que ja agravia. 

SEXTEXCIA: Ejecución. 

T.u reírla » sin la cual no cabe asignar al art. 7" de la ley .1052 nn alcance 
que desvirtúe normal constitucionales, como la relativa a In indemnización 
previa en bis expropiaciones, debe considerarse extensiva rt los casos en que 
ln aplicación de «miel precepto produzca o pueda producir el efecto de 
frustrar la garantía de ln propiedad, n lo menos mientra* no se bailen com- 
prometidos los principios en que se funda el privilegio estatal. 
En consecuencia, la disposición lecral niem-ionndn no impide ln ejecución 
de la sentencia que hizo liiiínr al interdicto de recobrar ln posesión deducido 
contra la Nación, y dispuso que ésta restituyera los bienes liticiosos dentro 
del plazo dé diez días, bajo apercibimiento de librar el mandamiento per- 
tini'nte. 

ftnnÉsrciA M5I. .\vvz Nació* at, ex te Civil v Fkokiiyi, 

Hnenos Aires. 14 dé nbril de Ut5fl. 

Autos, vistos y considerando: 

Al BOUftttar ln netora el cumplimiento de la sentencia firme de interdicto 
de l's. S2 a fs, H4 vta.. se bu opuesto el Señor Procurador Fiscal invocando que 
la» -i'iit.-iicins contra ln N'ncíón son declarativas y no pueden cjeiUtnrse conforme 
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lo estatuye el art. 7 de la ley :1952 y dejando planteado el coso federal para el 
supuesto de que no m haga lindar a su petición, Invoca asimismo las disposiciones 
de la» leyes 14.438 y 14.442 i¡ue han paralizado los desalojos y en consecuencia 
han suspendido los lanzamientos. 

La oposición resulta inadmisible, pues si bien las sentencias contra la Noción 
tienen carácter puramente declarativo, art, 7 de la ley ¡1952, corresponde vincu- 
lar esta norma a las de los arts. L, 2, A y 4 de la mismo. Por el primero ¡* 
contuve que "lo* tribunales federales y los jueces letrados do loa territorios nació 
miles conocerán de las acciones civiles que se deduzcan muirá la Nación en su 
carácter de persona jurídica, sin necesidad de autorización previa legislativa, 
pero no podrán darle curso sin que se acredite haber precedido lo redamación 
de los derechos controvertidos ante el Poder Ejecutivo y su denegación por parte 
de éste". El nrt. 2v establece: "Si la resolución de la Administración demorase 
por más de ti meses después de iniciado el reclamo ante ella, el intensado reque- 
rirá el pronto despacho y si transcurrieren otros tres meses sin producirse dicha 
resolución, la acción podrá ser llevada directa mente ante los tribunales, acredi- 
tándose el transcurso de dichos plazos." El art. ;l« dispone: "La demanda se 
comunicará por oficio al Poder Ejecutivo, por conducto del Ministerio respectivo, 
y al Procurador Fiscal» I cual deberá proceder previa consulta y con sujeción a 
las instrucciones que le transmita dicho Ministerio." Art. 4°: "El término para 
contestar será de 30 días, y el mayor que corresponda según Ins distancias con 
arreglo a las leyes vigentes si la demanda se dedujere fuera del territorio de la 
Capital de la República." Art. 7: "Las decisiones que se pronuncien en estos 
juicios cuando sean condenatorias contra la Nación tendrán carácter aleramente 
declaratorio, limitándose al simple reconocimiento del derecho que se pretenda." 

No hoy duda que de lo transcripto surge: a) que la ley contempla la situa- 
ción del juicio ordinario, art. -í"; b) que aunque se le de un alcance más amplio, 
es menester que existan "derechos controvertidos"; c) que la Nación haya sido con- 
denada. Ninguno de esos requisitos se dan en el ititb ¡udiee: a) se trata de nn 
interdicto de recobrar la posesión o despojo; b) no se han discutido derechos 
controvertidos, sino una simple situación de hecho: si la autoridad administra- 
tiva pudo per se y m<mm mUitari quitar a ln actora la tenencia del bien que ella 
mismo le había entregado, sobre la base de un contrato de compraventa; e) no 
hay condena alguno contra lu Nación; simplemente se ordena la restitución de las 
cosas al estado anterior. 

Lo que antecede pone de manifiesto que no se dan los extremos legales para 
que se aplique el art. 7 que invoca el Señor Procurador Fiscal. Pero tampoco 
se ve la lógica de la interpretación que hace de 1» normo, ya que de quedar 
librado esta clase de procesos a la voluntad de la contraparte, resultarían en 
definitiva totalmente desprovistos de eficacia, y por consiguiente no serian proce- 
dentes los interdictos contra los actos arbitrarios de la autoridad. 

Y es natural que no rija el art, 7 de la ley porque en el mejor de los 
supuestos para la demandada se refiere a actos de la Nación como persona jurí- 
dica Ja que no puede ser rcs¡Hinsablc de las arbitrariedades cometidas por sus 
dependientes en forma directa, desde que si no se admite que las personas jurídicas 
puedan delinquir yo que se constituyen con un fin lícito, art. 42, C. C, i cómo 
suponer que la Nación pueda hacerse justicia por mono propia, en flagrante 
contradicción con el sistema legal y constitucional establecido? Ello quiere decir 
que fuera del problema de la responsabilidad indirecta por los daños y perjui- 
cios que de los actos de sus dependientes pueda surgir, la que sin duda deberá 
ventilarse en la forma y can los efectos previstos en lo ley 3ílí>2, los interdictos, 
como el de autos, se dirigen contra la autoridad |>or Jos actos de los funcionarios 
(pie han alterado arbitrariamente una situación de hecho. 

Si ello no fuera así sería imposible deducir contra la Nación el interdicto d j 



192 



FALMIK PE LA f'OUTE SITI'HKMA 



despojo, que lia sitio calificado por la C. S„ Fallos; 41: :1S4» como una iieeidn 
tic orden meramente policial, tendiente a evitar toda vía de hecho y toda pre 
tensiva de haceroe justicia por sí mismo, con preseiudencin de los tribunales y 
de los medios ereudos por lu ley al efecto. 

Y (H que el interdicto cuando se trata de netos de ¡it autoridad ndiiiinistrativ i. 
es nuil forma del amparo que tiene mis raíces Últimas en la t'tinst JtUi-iiin Nacional, 
ttrts. 14 y IT. y tiene por lili inmediato restablecer el orden jurídico alterado 
r lu acción sin apariencia de procedimiento leiíii] llevada a eabo por sus 

pendiente» 

También es inoperante el otro argumento que ¡vtliiee el Procurador Fiscal 
y que funda en las leyes que litin suspendido 1"- lanzamientos en nititerin de 
desalojos tle inmuebles (orado-; nada tiene qué ver eso enn el interdicto de reco- 
brar la posesión o despojo, al ipie para mitin se relieren aquellas leyes. 

Por ello, resuelvo: destMiitmr ta oposicíóiv formulada a fs, Uüí y sumientes 
por ser infundada y se fija en Hi días el plazo dentro del en:il la Nación ileberá 
restituir a 1¡i ¡>etnra en la situación ¿interior a los hechos (pie motivaron este 
interdicto, bajo apercibimiento de librar el mandamiento pertinente. Costas n la 
demandada. — J<>*é .s'nrf»ró>. 



Serenen .% i»k i. a Cámaka Nacioxai. i-k Ai-klacioxíIi kn W Fki.kii.u. 

V COJí TK NV K ISO A 1 4J 1 XISTKAT1VO 

Buenos Aires». 33 de julio tle líJrií). 

V vistos p^ra conocer de l¡i apelación concedida a fs. 1.*>1 t|t> \u resolución 
de l's. 147 4!>. dictada en K» autos "Sociedad Anónima La Kditurínl «7 < hiljtnrno 
de la Sación s/ inlerdictn de recobrar posesión", y 

Considerando: 

Se plantea en auto-; la cuestión de *i la sentencia dictada en los misinos 
contra la Nación. |*ir la ipie se ordena restituir a la adora los bienes correspon- 
dientes a la Cuidad <¡r«l'ien N iJ ti "La Fpoca" tiene el carácter declarativo esta- 
blecido en el art. ~" de lu ley ¡tíló'J sobre demandas contra la Nación, pretensión 
que. reenaiada en primero instancia, es recurrida por el Señar Procurador Fiseal. 

reda mentación legislativa de las demandas que tienden a hacer efectiva 
Ih responsabilidad del K-lado emiio consecuencia de netos emanado!, de sus repre- 
sentantes y ¡urentes II et llanda dentro del derecho público o privado, encuentra sus 
1 andamentos en los ini-mos requisitos que. con anterioridad a la sanción de lu 
ley :V.*'f2. exigían a tale* fines la venia del Congreso Nacional, en cuanto dieho 
poder estaba eoiistitllciotiabnente fiirultadn para arreglar el patio de la deuda 
pública y en "cuya imparcialidad, ilustración y justicia" hallarían, los aereedo 
res tlel Fstado, la misma protección y cantil tía ¡pie en los Tribunales de la 
Nación (Fallos: 2: M). 

Fu ningún momento se fia admitido o supuesto que las restricciones estable- 
cidas a los particulares para el reconocimiento y efectividad tle sus derechos ante 
el K-lado. sea un medio que permita a éste eludir el cumplimiento de las obliga- 
ciones a su carpo. 

Con ese mismo alcance han interpretado, i n varia lilemente, la Corte Suprema 
y este Tribuna! las disposiciones de la ley 3Í152, al establecer aquélla que el 
requisito tle la reclamación administrativa previa no era cxigiblc respecto n las 
demandas de amparo fundadas en los derechos que consagran los arts. 14 y 17 

de la Constitución Nuri 1 (Fallos: *3H: l«:í y blH, entre otros) ; y esta Sala ni 

establecer que dicha reelatuaemn no era necesaria cuantío se trotaba de un juicio 
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promovido con motivo de la incautación por vi (¡uhicrno de In posesión di' bienes 
de propiedad del actor (causa Fallo del 1 f>/ti/l!>íi7' ) o cuando se persigue 

en 1« neeión la jneonstituciomilidad dr una decisión del Poder Ejecutivo dictada en 
exceso de sus facultades (causa 374K; Fallo del 3/4/1957 b 

Con idénticos alcances y fundamentos la Corte Suprema, interpretando el 
nrt. 7* de dichn ley, «pie se trae o. colación eoum fundamento del recurso, estableció 
que el carácter declarativo de ln& sentencias contra la Nación no alcanza a tas 
(lictadas en juicio de expropiación en los que no concurren las circunstancias 
tenidas en cuenta por dicha disposición, toda ve?. que su aplicación sería íneoei lia lile 
con la exigencia constitucional del pago previo de la indemnización debida ni ex- 
propiado t Fallos : 181) : 151 ) ; el mismo criterio hn sustentado en otras oportunidades 
(Fallos: 211 : 1547 y 217: 420) y recientemente en el coso La Nación Argentina 
e/ Kaiuón Olivera, en el que el Alt» Tribunal maní testó que dicha jurisprudencia 
tiende a "Salvaguardar el derecho de propiedad del expropiado, en la medida 
«lile es compatible con las necesidades e intereses sociales (pie justifican la insti- 
tución de la expropiación" (Fallos: 2-11 : 3H2). 

Los fundamentos de hecho y derecho que informan esa doctrina concurren en 
el presente caso, en el que por sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, 
se ha ordenado restituir a la aetoru ln posesión de bienes que so le adjudicaron 
por licitación pública y ípie oportunamente le fueron entregados. 

Justifica ttta apreciación, no sólo la circunstancia 'de haberse dictado esa 
decisión en un interdicto posesorio, (pie por su natura le/a tiene un alcance me- 
ramente policial; tendiente a evitar que las partes se liaban justicia por m mismas 
sin prejuzgar sobre el derecho de fondo susceptible de controversia, sino también 
el de que la condena a la restitución de los bienes no es óbice para que el poder 
administrador acuda a otros medios legales para recuperar la posesión de los 
bienes que se ordena restituir, sin afectar la situación de hecho reconocida por 
la sentencia a favor de ta neto ra. 

Kn base n estos antecedentes, Ln negativa del Poder Ejecutivo a hacer efectivo 
el cumplimiento de la sentencia no implica el acogimiento a una franquicia legal 
dictada en miras a adoptar las medidas administrativas necesarias para ello, sino 
el alzamiento contra la autoridad de una sentencia judicial declarativa del derecho 
de las partes y, por ende, el no respeto ni principio de la sepnrnción do los 
poderes consngTudo por nuestra Constitución, 

Por ello, se confirma, con costas, la resolución de fs. 147 a fs. 140 en cuanto 
fué materia del recurso. — F.dtutrtlu .1. (irli- littsmtltlo. -■ José F ranchea BidúU. 
Francisco Javier l ocos. 

FALLO DE LA CORTE SCPHKMA 

Buenos Aires, 2!> do junio do 1ÍMS0. 

Vistos los autos: "S. A, La Editorial o/ Gobierno Nacional 
s/ interdicto de recobrar la posesión". 

Considerando : 

\") (¿ue, habiendo quedado firme la sentencia que hizo lu- 
gar al interdicto sustanciado en autos y dispuso que la Nación 
restituyera los bienes litigiosos (fs. 126/128), el apelante sólo 
impugna el ulterior pronunciamiento de la Cámara, confirma- 
torio del de primera instancia, que fijó el plazo de 10 días para 
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que la demandada hiciese efectiva la restitución "bajo aperci- 
bimiento de librar el mandamiento pertinente" (fs. 163/164 J. 

2*) Que en los fundamentos del recurso extraordinario in- 
terpuesto (fs. 165/166) se cuestiona la inteligencia del art. 2? de 
la ley 3052, afirmándose que la decisión judicial dictada contra 
el Estado Nacional ha de estimarse declaratoria, por lo que co- 
rresponde revocar el mencionado pronunciamiento de fs. 163/ 
164. 

3 V ) Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia, el recurso 
es procedente, desde el punto de vista formal (Fallos: UI2: 302, 
p, 307 y otros). 

4*) Que, en cuanto al fondo del asunto, los argumentos del 
apelante deben ser desechados. Cabe destacar, ante todo, que, 
según lo declara la sentencia de fs. 126/128, revestida de autori- 
dad de cosa juzgada, media en el caso un acto estatal de despojo, 
esto es, un acto manifiesta y gravemente ilegítimo de privación 
realizado, "por la fuerza" (fs. 126 v.), con desconocimiento del 
derecho de propiedad lato seusu que el particular despojado in- 
viste (Fallos: 182: 317, especialmente p. 325). En tales condi- 
ciones, sostener que la sentencia que decide irrevisiblemente la 
existencia de ese acto estatal de despojo y ordena su cesación es 
sólo declaratoria y no exigióle contra el Estado Nacional, signi- 
fica tanto como entender que el art. 7* de la ley 3952 —en situa- 
ciones como la que se juzga — autoriza la f rustación de la garan- 
tía constitucional aludida, en cuanto posibilita el mantenimiento 
discrecional y temporalmente ilimitado de un estado de cosas que 
la agravia. 

¡V) Que semejante interpretación no es admisible. La regla 
según la cual no cabe asignar al art. 7* citado un alcance que 
desvirtué normas constitucionales como la relativa a la indemni- 
zación previa en las expropiaciones (Fallos: 241: 382), debe 
considerarse extensiva a los casos en que la aplicación de aquel 
precepto produzca o pueda producir el efecto frustratorio antes 
visto, a lo menos mientras no se hallen comprometidos los prin- 
cipios en que se funda el privilegio estatal sitb examine, que fue- 
ron precisamente definidos por estn Corte al sentenciar la causa 
"Nación Argentina v. Domingo Bianchi y otros" (Fallos: 186: 
151, especialmente p. 156/157), aspecto, este último, sobre el qne 
todo pronunciamiento sería oficioso. 

fi 9 ) Que en cuanto a la apelación ordinaria concedida a fs. 

habida cuenta de la naturaleza y monto do la cansa, el re- 
curso deducido, nsí como lo dispuesto por las normas del arancel 
aplicadas por el tribunal apelado, la regulación debe mantenerse 
por ser equitativa. 

Por ello, se confirma la resolución apelada de fs. 163/164 
en cuanto hn sido materia del recurso extraordinario deducido a 
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fs. 165/166. Confírmase, asimismo, la regulación de honorarios 
practicada a fs. 126/128 y apelada a fs. 133. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AltISTÓBULO D, Aráoz de Lamadbid 
— Luis María Bofpi Bogoeho — 
Julio Oyhanahte — Pedbo Abe- 

BASTURY. 



"TESTIGOS DE JEHOVA" 

RECURSO DE AMPARO. 

La demanda de amparo, a falta de preeeptos lépales que la contemplen, debe 
considerarse regida por la» disposición?» atinentes ni babeas corpas, las que le 
son aplicables, subsidiariamente, en cnanto no sean incompatibles con su 
naturaleza esencial. 

Por consiguiente, habiéndose promovido la acción de amparo contra un acto 
administrativo emanado de autoridad provincial —Policía de la Provincia de 
Buenos Aires— se ajusta a derecho la sentencia que decide ta incompetencia 
de la justicia federal. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Toda vez que la decisión que se apela ha denegado a los ac- 
tores el fuero federal que reclaman, considero procedente el re- 
curso extraordinario deducido a fs. 27 de estos autos. 

En cuanto al fondo del asunto, el acto que aquéllos impugnan 
como violatorio de las disposiciones constitucionales que citan ha 
emanado de una autoridad local y, en tales condiciones, pienso que 
corresponde confirmar, por sus fundamentos, la sentencia de la 
Cámara Federal de La Plata obrante a fs. 22. Buenos Aires, 31 
de marzo de lí)60. — Ramón Lasca no. 



FALLO r»E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de .junio de 1960. 

Vistos los autos: "Reynoso Oscar y Cingolaui Alberto por 
"Testigos fl P Jeliová" s/ interponen recurso de amparo". 

Considerando : 

Que contra la sentencia do fs. 22/23, confirmatoria de la de 
primera instancia (fs. 12), que declaró la incompetencia de lajus- 
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tieia federal para conocer de la presente demanda de amparo, se 
interpuso recurso extraordinario (fs. d7/*J8), el que lia sido con- 
cedido {fs. 31). 

(¿no, cuino dictamina el Sr. Procurador General, la apelación 
#dueiila es procedente por mediar denegatoria del tuero federal. 

Que la ausencia de preceptos que contemplen el punto cues- 
tionado autoriza a considerar que, en casos como el suh lite, con- 
curren razones similares a las que fundan las normas de compe- 
tencia atinentes al hábens corpus, las que deben estimarse sub- 
sidiariamente aplicables en cuanto no son incompatibles con ln 
naturaleza del amparo (Fallos: ¿44: :i7b* y los allí citados). De 
donde se sigue que, habiéndose promovido la acción de amparo 
contra un acto administrativo emanado de autoridad provincial 
— Policía do la Provincia de Buenos Aires—, lo decidido por el 
tribunal a qtm resulta ajustado a derecho (arg. de los arts. 20 
ile la ley 48:00. inc. d t de la ley 13.WS y 51 del decreto-ley 1285- 
58, lev í 4.467). 

Fin su mérito, hnbiendu dictaminado el Sr, Procurador <¡e- 
neral, se confirma la sentencia apelada en cnanto ha sido materia 
del recurso extraordinario. 

Aristóbulo 1). AnÁoz DE Lamaotud — 
Luis M aiií a Boffi BoooF.Ko — Ju- 
lio Oyhaxarte — Peolío Areras- 

Tl'RY. 



MIGUEL C. ALFA Tí O v OrnOS v. S. A, TURF. A. TASADAS v Cr.\. 

RKCrRSa EXTfíAOlWl.XAIitO; Requisitos propio*. ItrhtnYm directa. Sr»te». 
Cías con fundamenta? » a frdrraU* o fntrrtttr* rommlitloa. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra ta sentencia que. 
sin arbitrariedad, condena ni P*gS ¡fe .jornales correspondiente* a día* no 
trabajados con motivo de una hueiRa. fundándose en ln conducta procesal de 
las partes, eti ta interpretación de nnrnins leeale* referentes a las asociaciones 
p m fes- fina les y a los conflictos colectivos de trabajo, y en disposiciones del 
Pódtiro Civil. 

En tales condiciones, no guardan relación directa c<w la materia del pro- 
nunciamiento los nrt*. 1, lli. 17 y ID de ln Constitución Nacional. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Rn definitiva el fallo apelado se funda en razones de hecho 
y de derecho común suficientes para sustentarlo, con las que no 
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guardan relación inmediata ni directa las cuestiones articuladas 
como de carácter federal. 

En tales condiciones, el recurso extraordinario intentado re- 
sulta improcedente, y por ello considero eme correspondería de- 
clarar que el mismo lia sido mal concedido a fs. 145. Buenos Ai- 
res, i*í» ak mayo de 1959. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de junio de 1960. 

Vistos los autos: "Alfaro, Miguel C. y otros e/ TJrrea, Ca- 
ñadas y Cía. S. A. s/ cobro de haberes impagos". 

Considerando : 

l 9 ) Que a fs. 51/61 se presentaron los actores promoviendo 
demanda por cobro de pesos contra Urrea, Cañadas y Cía. S. A., 
en concepto de los jornales correspondientes a los días no traba- 
jados con motivo de la huelga general decretada por el Sindicato 
de Obreros y Empleados del Fósforo, hecho jurídico que tuvo 
lugar entre los días 1* y 19 de noviembre de 1950. 

2?) Que la accionada, al contestar la demanda (fs. 66/75), 
sostuvo, que, cualquiera hubiese sido el origen y naturaleza de la 
huelga, nunca podría otorgar derechos para pretender el pago por 
trabajos que no se realizaron, pues el contrato laboral exige que 
las prestaciones sean recíprocas. Asimismo, dejó planteado el caso 
federal. 

3 P ) Que el Tribunal del Trabajo n? 1 de Avellaneda hizo 
lugar a la demanda, fundándose esencialmente en que: a) al mo- 
mento de acontecer los hechos de la causa, sólo existían el derecho 
constitucional de agremiarse libremente, el de participar en otras 
actividades lícitas y el decreto-ley 23.852/45 sobre la forma en 
que las asociaciones profesionales debían determinar en sus esta- 
tutos qué autoridades eran las competentes para decretar la sus- 
pensión o reanudación del trabajo (art. 24, inc. i, de ese decreto- 
ley) ; b) los actores pudieron suponer razonablemente que la parte 
patronal había acatado la resolución n* 26/50 del Ministerio de 
Trabajo, desde que no tomaron conocimiento de los recursos in- 
terpuestos contra esa resolución; c) la demandad* consintió, 
juntamente con las demás empresas porductoras de i * 4o ros, que 
ej Delegado Regional del Ministerio de Trabajo pronunciara el 
lando obligatorio, salvo el derecho de recurrir contra él ; por ello, 
si entendió que se trataba de un "simple acto administrativo'* y 
no un acto de "imperium", debió recurrirse — y no lo hizo — por 
la vía conteneiosoadministrativa de la ley 13,511, efectuando los 
trámites correspondientes; el) que los obreros tienen el derecho 
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reclamado por la lejaritimidad de la huelga, aun aplicando los 
principios del Código í'ivil, porque lu demandada no cumplió la 
resolución administrativa v debe cargar, así, con sus consecuen- 
cias (fs. 123/133). 

4?) Que, contra esta sentencia, interpuso ht parte deman- 
dada recurso extraordinario fundado en los siguientes agravios: 
a) quo el fallo recurrido vulnera la garantía de inviolabilidad de 
la propiedad y el principio de la separación de los poderes esta- 
blecidos en los nrts, 1, 16, 17 y líí de la Constitución Nacional; b) 
ipie el fallo recurrido no está fundado en ley, constituyendo de 
tal manera un típico caso de arbitrariedad (fs. 139/144). 

"i*) Que, según resulta de lo expuesto, la sentencia recurrida 
versa sobro cuestiones de hecho y prueba y derecho procesal y 
común, no apareciendo, por lo demás, desprovista de fundamentos 
legales como para calificarla de arbitraria con el alcance fijado 
por la jurisprudencia de esta Corte (Fallos: '244 : 354 ; 239 : 470; 
y otros). Kn con secuencia las norma* constitucionales invocadas 
no guardan relación directa con l;i materia del recurso. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declina improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 145. 

Aristóbi-lo T>. AitÁoz de Lamadiíio — 
Lt'is María Boiti Bogúbbo — .Ti - 
no Ovhaxahte — Peuro Ahkhas- 

TVltV. 



RICARDO CANTON v. FERMIN OOXZALEZ v Cía. 

RECl'RSO EX TRA ORDIXA ItlO: Requisitos propios. Cttf sifones m federales. 
Interpretación dr norma* {ocotes de procedimientos. C usos Varios, 

KI rri-iirsit extraordinario no es tu víii para deelnrar nulidades proeesnles, ro- 
nio !-i invoeitda pfir el iwurrente en oi>lcn :i La víolneión <M nrl, 77 di' la 
ley 12.943. 

REÍ 7'R.s'O EXTRA &MDJXARIO: Retptiút»* propios. Cuestiones no fedrrafrs. 
inh rpretnt t/tn Ae Mrma* >t artos rom tote*. 

s'iterpretarión de ins modalidades de una rrdaeiiín di 1 tnibnjo enyn 
teneia luí «ido ri'roiini-idii expresamente por las partes, eonin así también la 
de las eláturalaa de los eonyehios reilectivo* vinculado* al easo. son ¡rrevisildeí 
en la instttneia extraordinaria. Ello es n<tí núii cuntido 99 invoquen los art-*. 
í)7"i, HK>7 y inri de] Cúdigo CÍtU, que 900 norma* di' derecho común, y 
clónenlas constilurionalcs que no lidien relación directa con lo resuelto en 
lu pausa. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones ,to federalt* 
Sentencias arbitrarias. Principios gnu-rales. 

La arbitrariedad — como materia estrictamente excepcional del recurso ei- 
tniordinnrio — no consiste en ln mera disconformidad con la interpretación 
i, no hacen los tribunales de justicia de las leyes que aplican y en tanto no 
excedan tas facultades de apreciación de lo* hechos y del derecbo que son 
propias de su función, y cuyo acierto o error no incumbe a Iti Corte revisar. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales, 

La disconformidad de un fallo con lo establecido por la doctrina y la juris- 
prudencia, nú puede, por sí misma, dar biise a una cuestión federal 



Dictamen del PnocuiiAnoit U exeral 

Suprema Corte : 

En él escrito que encabeza estas actuaciones sostuvo el actor 
que ingresó como mozo de salón en el establecimiento de la de- 
mandada en la fecha y con la retribución mensual que allí hizo 
constar ; que, ello no obstante, mientras duró la prestación de sus 
servicios no le fué abonado salario alguno por aquélla ; que luego 
de una suspensión que la accionada fundó en la necesidad do tener 
que efectuar reparaciones en el local donde se desempeñaba, in- 
timó telegráficamente a la misma para que lo reincorporara a sus 
tareas, sin obtener contestación alguna ; manifestando, por últi- 
mo, que ante ese silencio debió considerarse en situación de des- 
pido. Sobre la base de tales hechos, reclamó las indemnizaciones 
de ley el pago de los salarios a leudados, todo ello de conformi- 
dad con la liquidación que practicó a fs. 2 vta. 

Tm demandada, a su turno, negó que el actor hubiera estado 
vinculado a ella por una relación de trabajo de los caracteres 
pretendidos por aquél, como así también la retribución y el des- 
pido invocados por el mismo. Expresó, en tal sentido, que en su 
establecimiento no existe personal dependiente que preste servi- 
cios en forma estable, pues aquél es atendido por los integrantes 
de la sociedad propietaria ; que la única tarea realizada por el 
actor consistió en cubrir algunos de los francos tomados por los 
propietarios, habiendo trabajado —durante el lapso que compren- 
de la demanda— tinas quince jornndns aproximadamente, cuyo 
respectivo importe le fué abonado en cada caso al término de su 
labor diaria; que el actor comenzó a desempeñarse de esa Pla- 
ñera en el mes de enero del año 1í>57, dejando de concurrir por 
su propia voluntad en el mes de abril de ese mismo año; y que 
su silencio ante la intimación telegráfica del accionante obedeció 
a la circunstancia de ignorar el domicilio del mismo, Así, pues, 
afirmó que habiendo carecido los servicios del actor de estabili- 
dad v permanencia, dichos servicios no configuraron un contrato 
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de trabajo amparado por la legislación luboral y, por lo tanto, 
solicit'í el rechazo de la demanda. 

Planteada la litis en la forma que queda expresada, la actora 
ofreció a fs. 18 su prueba y, sustanciada la misma, resulta que en 
definitiva ella se reduce a la copia del convenio colectivo n» 34/51 
y sus actualizaciones, que corre a fs. 48/117; y en cuanto a los 
hechos, al telegrama de fs. 17, a la absolución de posiciones de 
l's. 25 y a la declaración de uno de los dos testigos que oportuna- 
mente propusiera (fs. 37), elementos de juicio, que, valorados, 
no resultan suficientes para abonar sus pretensiones. 

Ln demandada, por su purte, limitó su prueba a la declara- 
ción de cuatro de los cinco testigos que ofreciera a fs. 16, pues en 
la audiencia de fs. 2,> desistió del testimonio del restante y de la 
absolución de posiciones que en aquella oportunidad también 
solicitara. 

Llegados los autos a sentencia, la demanda fué rechazada en 
primera instancia; y, apelado este fallo por el actor, la alzada 
revocó a fs. 145 el pronunciamiento del inferior, acogiendo en 
inda* sus partes las pretensiones de aquél. 

Para arribar a esta decisión el a quo ha resuelto en primer 
término que las declaraciones de los testigos propuestos por la 
demandada deben ser desestimadas, en razón de tener todos ellos 
interés en el resultado del pleito dado su carácter de socios de 
la firma. En segundo lugar, ha declarado que, habiendo sostenido 
él actor que trabajó como "niozo de salón" y pretendido en cam- 
bio ta accionada que sólo se desempeñó como un " extra" que 
cubría los francos periódicos del personal asociado, correspon- 
día a aquélla probar esta última afirmación. Luego, teniendo en 
cuenta que como consecuencia de lo primeramente decidido la de- 
mandada quedó desprovista de prueba, el tribunal de la causa ha 
concluido que los reclamos del nctor deben considerarse proce- 
dentes, y que el monto de la condena debe ser establecido sobre 
la bate de la liquidación efectuada por el mismo en su escrito 
de demanda. 

Ahora bien; puesto que la demanda ha prosperado, es evi- 
ttettte que para el tribunal recurrido existió entre las partes el 
contrato de trabajo que el actor invocara como causa de sus 
pretensiones. Pero de la sentencia no resulta que la existencia 
de esc contrato y su cumplimiento por el accionante se baya fun- 
dado cu prueba alguna que obre en los autos. Por lo demás, ello 
no habría resultado posible eii razón de la notoria insuficiencia 
de las probanzas animadas al pleito. Ocurre entonces que la 
acción ha sido admitidn únicamente porque la demandada no 
pudrí probar la existencia de una locación de servicios en oposi- 
ción al contrato de trabajo que, sin acreditarlo, invocara el actor. 
En términos más simples, en opinión del n quo m falta de prueba 
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de un contrato constituiría, sin más, prueba fehaciente de la exis- 
tencia de otro. 

En tales condicione», la sentencia en recurso carece a mi 
juicio del debido fundamento, pues el criterio que ella sustenta 
no sólo no aparece avalado por disposición legal alguna, sino que, 
por el contrario, vendría a importar en definitiva una modifica- 
ción del régimen de la prueba de los contratos instituido por los 
arts. 1190, 1191 y 1193 del Código Civil, y 208 y 209 del Código 
de Comercio. 

Én orden a lo expuesto pienso que dicho fallo resulta viola- 
torio de la garantía constitucional de la defensa que ampara al 
recurrente y, por lo tanto, que por aplicación de reiterada juris- 
prudencia de la Corte (Fallos: 234 : 692 ; 235: 156 y 384 ; 237: 
205, entre otros) correspondería revocar. Buenos Aires, 2Ü de 
octubre de 1958. — Ramón Lascano. 



Vistos los autos: "Cantón, Ricardo c/ Fermín González y 
Cía. s/ despido". 

Considerando : 

V) Que en cuanto a los agravios referidos, a la violación 
del art. 77 de la ley de procedimiento laboral, a que alude el ape- 
lante, esta Corte tiene decidido que el recurso extraordinario "no 
es la vía para declarar nulidades procesales" (ver Fallos: 188: 
419; 237 : 413, entre otros). 

2*) Que por lo que se refiere a la invocación de los arts. 975, 
1037 y 1193 del Código Civil, incluidos por el recurrente entre 
aquellas normas que considera violadas para fundar sus agravios 
en el recurso deducido, cabe señalar que, en este aspecto, el tribu- 
nal a quo resuelve cuestiones de derecho común ajenas a la juris- 
dicción extraordinaria de esta Corte y propias de los jueces de 
la musa; sin que resulte acreditado en autos que las cláusulas 
constitucionales que cita el apelante tengan relación directa con 
la materia del pronunciamiento recurrido (Fallos: 237: 352). 
Además, tampoco se expresa en qué medida resultan afectados los 
derechos constitucionales que se invocan (Fallos: 243: 251). 

3*) Que la sentencia de fs. 145/146 no es susceptible de la 
tacha de arbitrariedad, también alegada, porque, según la juris- 
prudencia de esta Corte, la arbitrariedad —como materia estricta- 
mente excepcional del recurso extraordinario — no consiste en le 
mera disconformidad con la interpretación que hacen los tribu- 
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Buenos Aires, 21 de junio de 1960. 
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ualcs de justicia de las leyes que aplican y en tanto no exceden 
las facultades de apreciación de los hechos y del derecho que son 
propias de su función (Fallos: 2.'i4: lf)7ji y cuyo «cierto o error 
no incumbe a esta Corte revisar (Fallos: 234: 743; 237: 142). 

4') Que la vigencia de este principio no es impedida por la 
mera referencia a un pretendido apartamiento de lo que el ape- 
lante denomina "doctrina general", ya que, como lo ha declarado 
esta Corte, la sola discrepancia de un fallo con lo sostenido por 
la doctrina y aun por la jurisprudencia, no es circunstancia que 
pueda dar base, por sí miaran, para una cuestión federal (Fallos: 
236: 4*51 ; 240: 419). 

5 9 ) Que, finalmente, cabe destacar que la interpretación de 
las modalidades de una relación de trabajo cuya existenein ha 
sitio expresamente reconocida por las partes, como así también 
la de las cláusulas de los convenios colectivos vinculados al caso 
— que son, en suma, los fundamentos tenidos en cuenta por el a 
tpin para fijar los montos de la indemnización—, resultan igual- 
mente irrevisibles por esta vía extraordinaria (Fallos: 235: r»l 4 : 
240: 252). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 156. 

AmsTÓm*Lo D. Aháoz de Iamaqrip — 
Julio O y n a x a rt e — Pedro Are- 
rastury — Ricardo Colambres. 



CARLOS ENRIQUE GRANDIA 

COXSTtTt'aOS NACIONAL: Derecho* garantía*. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento w smteHcirt. 

No hay violación del derecho de defensa si la Cámara, al calificar el delito 
como estafa reiterada larts. 172 y =~fí del Código Penal), Im limitado su pro- 
iMitieiami nlo n los lieelios que constituyeron la materia del juicio, encua- 
drado* por el juez en el art. 174, ine. 5*, del mismo Cód¡j:o. Tanto más cuanto 
que la propio defensa tmhíu cuestionado esta última enlilieación y, además, 
producido pniebn tendiente n demostrar la inexistencia de una y otra figura 
delictuosa, A lo (pie cabe ajrreuar que no se expresó en furnia concreta, al 
deducirse el recurso extraordinario, cuáles eran las pruebas de cuya produc- 
rió se hubiera visto privado el reo. 

RECUJiSO EXTRAORDINARIO! RequMíor fórmale*. Introducción de la rues- 
ti.U, ffforuL Oportunidad. Vlanteamientn tn , esrritti lie iiitcr)m»ieit>u del recurso 
e.rl rao rdina ría. 

Es extemporánea lu cuestión referente a la falta de competencia de in justicia 
federal, que sólo fué planteada en el escrito de intei-pQMCÍÓn del recurso es- 
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traordinario, a pesar de que la eventualidad del juzgamiento i tn.it del caso 
por loa tribunales de la Nación fué previsible durante todo el curso del juicio. 

RECURSO EX TRAORD1XAMO : Requisitos propio*. Cuestiones no fedérale*. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

No es aplicable la doctrina establecida en materia de arbitrariedad a una 
sentencia suficientemente fundada. 

La circunstancia de que la Cámara considera satisfactorio* los argumentos 
del juez acerca de la prueba, sin hacerse cargo de tas observaciones del letrado 
recurrente, no justifica la lucha; pues ni la remisión a los fundamentos de 
primera instancia es, de por sí, impugnable por abitrariedad, ni los jueces 
están obligados n analizar las alegaciones de las partes que, a su juicio, no 
sean decisivas. 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues- 
tión federal, Oportunidad* . 

Es extemporánea la arbitrariedad alegada respecto de t sentencia del tribu- 
nal -le alzada que eonfimia la del inferior, si la misma « uestión no se formuló 
en oportunidad del fallo de primera instancia, iguah" de susreptible de ella. 

Dictamen del PaocrRAnoH General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto n IV. 147 ¡se luisa : 1»), 
en que al cambiar el a quo la calificación legal que \- dúa recaído 
sobre los hechos en 1* instancia ha dejado al procesado e.» ¿stado 
de indefensión; 2*), en que, al declarar el a quo que el delito co 
metido no perjudica al Banco de la Nación sino a particulares, 
cesa la razón para el ejercicio do la jurisdicción federal, el que 
resulta así violatorio de los arts. 18 y 100 de la Constitución Na- 
cional; y 3*), en ser la sentencia arbitraria por no bailarse fun- 
damentada en debida forma. 

En cuanto al primer agravio, su inadmisibilidad queda evi- 
denciada eon sólo señalar que la calificación legal contenida en 
la sentencia de 2* instancia concuerda, precisamente, con la que 
sustentó el recurrente al expresar agravios contra la sentencia 
de 1* instancia. Sostuvo entonces, en efecto, la defensa que por 
faltar perjuicio patrimonial para el Banco de la Nación, el caso 
no encuadraba en el nrt. 174, inc. 5», del C. Penal, af i rumíalo que 
en el supuesto de que algún empleado del Banco, no autorizado 
para ello, recibiera de los clientes fondos para efectuar a su nom- 
bre pagos dentro de la institución, revestiría carácter de simple 
gestor; a lo que agregó que si, llegado el caso, este gestor no 
cumpliera lo prometido, correspondería al comitente, y no al Ban- 
co, el ejercicio de las acciones civiles o penales emergentes de ese 
hecbo <fs. 133 vta.). 

El vocal que vota en primer término en el acuerdo de fs. 
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143 dudara que conceptúa que el agravio es fundado (fs. 144 in 
fine) y en virtud de ello encuadra los hechos en et art. 172 del 
Código Penal, calificación que- recoge la sentencia. 

Es evidente, pues, que este primer repuro no debe prosperar, 
máximo cuando el cambio de calificación ha conducido a una re- 
baja de la pena impuesta en 1 ■ instancia. 

El segundo agravio es por igual improcedente, atenta la rei- 
terada doctrina de V. E. en el sentido de que sólo en caso de 
denegación del fuero federal lo resuelto por el tribunal apelado 
respecto de su competencia puede ser materia del recurso extra- 
ordinario; y que es ajena a la garantía de los jueces naturales 
la cuestión relativa a cuál de los tribunales permanentes debe 
entender en determinado proceso. 

En consecuencia, y careciendo de fundamento la alegación de 
que la sentencia sea arbitraria en los términos de la jurispruden- 
cia establecida por V. E. sobre el particular, estimo que el recurso 
extraordinario es improcedente y tjue, por lo tanto, procede de- 
clararlo mal concedido a fs. 156. Buenos Aires, 31 de marzo de 
1959. — Ramón Lascam. 

FALbO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de junio de 1900. 

Vistos los autos: "Fiscal c/ Carlos Enrique (Jrandía s/ de- 
fraudación en perjuicio del Banco de la Nación Argentina". 

< 'onsíderando : 

l v ) tjne, como consecuencia de la investigación realizada en 
el expediente agregado n* 14.809/53, con motivo de irregularida- 
des advertidas en ln Sucursal Mendoza del Banco de la Nación 
Argentina (ver fs. 86/90 de aquél), se dispuso el pi ocesamiento 
del empleado Carlos Enrique Grandía, atribuyéndosele el delito 
previsto en el art. 174, ine, 5* del Código Penal (prisión preven- 
tiva de fs. 45). El Señor Procurador Fiscal (fs. 49/52) lo acusó 
por la comisión do ese delito, imputándole el apoderamiento, en 
perjuicio^ do !ü institución, de sumas de dinero pagadas por clien- 
tes de la Sección Crédito Agrario. Y, en concordancia con el dic- 
tamen del Ministerio Público, el Señor Juez Federal lo condenó 
a la pena de tres años de prisión con inhabilitación especial per- 
petua, a la restitución a) Banco do la suma de ni$n. 8.115,35, al 
pago ile las costas y * Memas accesorios legales*' (fs. 115/121). 
Esto pronunciamiento fué recurrido por la defensa, y la Cámara 
Federal do Apelaciones de Mendoza modificó la calificación del 
hecho, al que encuadró en el art. 172 del Código Penal, "en grado 
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de reiteración* 1 , entendiendo que se había cometido en perjuicio 
de los clientes y no del Banco denunciante; además, redujo la pena 
a dos años de prisión, en suspenso, condenando asimismo al pago 
del dinero sustraído y costas del juicio (fs. 143/145). 

1») ^ue, contra la sentencia del tribunal de alzada, ha de- 
ducido recurso extraordinario el defensor, con los siguientes fun- 
damentos: a) al modificar la calificación del delito, se han cam- 
biado los hechos contenidos en la acusación fiscal, con lo cual se 
dejó al condenado en estado de indefensión, ya que ía sentencia 
se pronuncia sobre hechos y situaciones que no han sido motivo 
del procesamiento; 1>) al condenar a Grandía como incurso en el 
delito del art. 172 del Código Penal en perjuicio de particulares, 
se le saca de sus jueces naturales, extendiendo la jurisdicción 
federal, que es de excepción, a delitos no comprendidos en el urt. 
100 de la Constitución Nacional y la ley 48, violándose, en conse- 
cuencia, dichas disposiciones y la garantía del art. 18 de la Cons- 
titución; c) el reo fué condenado sin ser oído, al no haberse fun- 
damentado el fallo para dar por acreditado el delito del art. 17- 
del Código Penal, por lo que media, así, arbitrariedad. Invoca los 
preceptos legales ya consignados y los contenidos en los nrts. l(í 
y 33 de la Constitución Nacional (fs. 147). 

3*) Que, en cuanto hace al agravio expuesto cu el apartado 
a) del considerando anterior, corresponde destacar que, durante 
todo el transcurso del proceso, éste lia versado, en sustancia, 
sobre la imputación a Grandía de haber distraído en su provecho 
sumas entregadas a él, directa o indirectamente, por deudores del 
Banco {fojas citadas y, en especial, '* conclusiones" de fs. 88 vta. 
del agregado, apartado 12) ; de tal manera, permaneció invaria- 
ble la materia del juicio, sea que se estime perjudicada a la insti- 
tución banearia —como opinaron el Procurador Fiscal y el Juez 
Federal— o que se considere a los clientes de aquélla damnificados 
por el proceder doloso del reo, en razón de que éste carecía rio 
facultades para percibir los pagos — como lo prefiere la alznda, 
acogiendo parcialmente los agravios de la defensa en segunda 
instancia—. Siendo así, v\ recurrente luí estado en condiciones 
de hacer propiciar las etapas procesales pertinentes pora ofrecer 
los descargos que creyera oportunos y requerir su prueba, pues 
ningún precepto adjetivo lo constreñía a circunscribir sus defen- 
sas sólo al planteamiento indicado por el Sr. Procurador Fiscal. 
Por Mra parte, el apelante ha hecho amplio uso del derecho alu- 
dido, no sólo en la defensa de fs. 50, donde reiteradamente afinan 
que su parte no percibió los pagos en cuestión de los deudores 
del Baneo, sino también durante el período de prueba (por ej.: 
declaración de fs. 69, 2* pregunta; de fs. 76 vta.,preguntas 6», 
10', 1P ; fs. 78, preguntas P, 4*, 5% 6* ; fs. 79, pregunta ampliatoria; 
fs. 80; fs. 81; fs. 82; fs. 82 vta.) y, al alegar sobre la rendida en 
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auto» en el memorial de fs. 112, cuyos párrafos segundo y tercero 
evidencian el sentido rector de las medidas propuestas y produ- 
cidas: aclarar que los hechos probados no constituyen el fraude 
previsto en el art. 174, inc. 5°, del Código Penal, y "que en lo que 
respecta a los damnificados presuntos, m se encuentra acreditado 
en autos que haya sido mi defendido el que recibiera tos cheques 
para tramitar el pago de los intereses, circunstancia que por otra 
parte la niega'* {ver asimismo la expresión de agravios de fs. 
130/138. Carece, pues, de apoyo lo argüido acerca de la variación 
de los hechos imputados en la requisitoria fiscal y ia consecuente 
indefensión del condenado; y tiene, por tanto, plena vigencia, en 
el caso, la doctrina sentada por esta Corte, según la cual no hay 
agravio a la garantía constitucional de la defensa si de las cons- 
tancias de la causa se desprende que el hecho en que se basa la 
decisión apelada ha integrado el juicio desde su iniciación y el 
tribuna t de alzada se ha limitado a aplicar la calificación jurídica 
y Jas disposiciones legales que estimó correspondían en la especie 
(Fallos: 242; 227), particularmente cuando, como en el sub lite, 
no se ha expresado en forma concreta al deducirse el recurso ex- 
traordinario cuáles son las pruebas de cuya producción el reo se 
hubiera visto privado (Fallos: 242: 124, 227, 411 y otros). 

4 9 ) Que es manifiesta la improcedencia formal del recurso 
por lo que hace a la incompetencia del tribunal a quo para juzgar 
al prevenido, invocada por el recurrente con base en la violación 
de la ley 48 y de los arts. 16, 18, 33 y 100 de la Constitución Na- 
cional. La cuestión propuesta (considerando segundo, letra b), 
lo fué por primera vez en ocasión de deducirse el recurso extra- 
ordinario de fs. 147, a pesar de que la eventualidad del juzgamien- 
to final del caso por los tribunales de la Nación era previsible 
durante todo el curso de la causa; y si se tiene presente que el 
principal argumento del apelante en favor de su patrocinado con- 
sistió en que la institución oficial no había sido perjudicada, surge 
cotí mayor nitidez la inoportunidad del planteamiento en examen. 
Xo cabría, pues, alegar que la decisión de fs, 143 introdujera de 
modo sorpresivo el pretendido vicio y corresponde, así, declarar 
que la cuestión ha sido traída extemporáneamente (doctrina de 
Fallos: 244: 536; y también Fallos: 244: 2!W y sus citas). 

ó p > Que, igualmente, procede rechazar el agravio cuya re- 
seña comprende el punto c) del considerando segundo. Esta Corte 
ha decidido en numerosos pronunciamientos que no es aplicable 
la doctrina establecida en materia de arbitrariedad a la sentencia 
suficientemente fundada. La de fs. 143 lo está en los términos de 
la jurisprudencia sentada por el Tribunal sobre el punto (Fallos : 
345 : 327 y otros) ; se sustenta, aún, en argumentaciones de la de- 
fensa, a las que admite para modificar la calificación del delito 
dada por el juez; y la circunstancia de que la Cámara considere 
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satisfactorios los razonamientos que desarrolla la sentencia d» 
primera instancia en cuanto linee a la prueba de los hechos sin 
hacerse cargo de las observaciones del letrado, no justifica la 
tacha, puesto que ni la remisión a los fundamentos de primera 
instancia es, de por sí, impugnable por arbitrariedad (Fallos: 
244: 48Ü, entre otros), ni los jueces están obligados a analizar los 
argumentos utilizados por lns partes, que, a su juicio, no sean 
decisivos (Fallos: 234: 250 y otros; doctrina de Fallos: 243: 563). 
Por lo demás, siendo las omisiones que puntualiza el recurrente 
a fs. 153 (apartado 12), propias también de la sentencia del juez 
federal, la alegada arbitrariedad del pronunciamiento de segunda 
instancia resulta una reflexión tardía (Fallos; 244: 129 y otros). 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 



JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia penal. Delitos en particular. 
Asistencia famñiar. 

El delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar se consuma 
en el lugar donde la víctima se hallaba en el momento en que el acusado 
habría incurrido en la omisión de cumplir talca deberes. La jurisprudencia 
que ns£ lo ha establecido es la que mejor consulta la defensa del bien jurídico 
tutelado por la ley 13. W4. con prescindencia del domicilio legal, que puede 
encontrarse en un lugar distinto de aquél en que se Imitaba la víctima y 
donde el acusado dobla luiher cumplido los deberes de nsi*tcncin por cuya 
omisión se le procesa. 

En consecuencia, corresponde conocer del proceso al jues en lo penal de La 
Plata, Provincia de Buenos Aires, y no ni juez en lo Criniinnl de Sentenein 
de ln Capital, si la presunta víctima, declarada insana, se encuentra internada 
en Tempcríey, nnnque el domicilio de su curador se hnlle en la Capital 
Federal. 



Suprema Corte: 

Por las razones expresadas por el Sr. Juez en lo Penal de 
La Plata fPcia de Buenos Aires) en el 4* párrafo de su resolución 
de fs. 110, que comparto, estimo que el delito que se imputa al 




Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luís María Boffi Bocigero — Ju- 
lio Oyhanarte — Pedro Abbras- 
turv. 
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Dictamen del Procurador Oexeral 
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procesado se habría cometido en el lugar donde tiene su domicilio 
el curador de la presunta víctima, y, en consecuencia, que debe 
seguir entendiendo en la causa el Mr. Juez Nacional de Primera 
Instancia en lo Criminal de Sentencia de la Capital Federal. 
Huenos Aires, 24 do marzo de l!)bU — tttitnóii Ládano. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de junio de lí)(¡0. 
Auto* y vistos; considerando: 

Q.Uc el Sr. .Juez Nacional en lo Criminal de Sentencia de la 
Capital Federal, a t's. 103/105 y lio, se declaró incompetente 
para conocer de la causa instruida a (iuillenno S. M. Fernández 
por el delito de i iieunipli miento de los deberes de asistencia fami- 
liar en perjuicio de Lía Fernández de Fernández, madre del acu- 
sado. Se fundó para ello en que el delito previsto y penado por 
la ley i:i.í)44 se consuma en el lugar donde la omisión o substrac- 
ción dolosa pin le en estado de necesidad, o en peligro de caer en 
él, al sujeto pasivo del delito, para lo cual ha de tenerse en cuenta 
el domicilio real de la víctima. Como, en el caso, la Sra. de 
Fernández, declarada insana por la justicia de la Capital Federal, 
se encuentra internada en un instituto ubicado en Tempcrley, 
Provincia de Buenos Aires, remitió los autos a conocimiento del 
Sr. Juez en lo Penal ele La Plata. Kste magistrado también se 
négo a entender en la causa. Invocó, esencialmente, dos circuns- 
tancias (fs, 1 10) : 1 p ) que el domicilio de la víctima no determina 
en estos casos la competencia, porque el obligado a suministrar 
alimentos cumple depositando la cuota en cualquier lugar donde 
el l)eiirf'i< ¡ario pueda percibirla electiva e inmediatamente ; 2 1? ) 
que, en todo caso, puesto que la víctima es una insana sujeta a 
míatela, el domicilio de ella es el de su curador — art. !Ht, ine. 6*, 
del Código Civil — , el <|iie se encuentra en la Capital Federal. 

Que esta Corte ha resuelto en Fallos; 242: 15!) y 243: 3G0, 
que el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia fami- 
liar se consuma en el lugar domle la víctima se hallaba en el mo- 
mento en que el acusado habría incurrido en la omisión dé cumplir 
tales deberes. 

(¿ue esa jurisprudencia es la que mejor consulta la defensa 
del bien jurídico tutelado por la ley 13.ÍM4, con pi'eseindcnein del 
domicilio legal que, como ocurre en el presente caso, puede encon- 
trarse en un lugar distinto de aquél en que se encontraba la 
víctima y donde el -tensado debía hnlier cumplido los deberes de 
asistencia por cuya omisión se le procesa. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
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se deelajra que el Sr. Juez en lo Penal de U Plata es el mm- 
tente tiara campee* ele esta causa. Remítanselo los autos v hágase 
saltee en la forma de estilo al Sr. Juez en | Criminal de" Sentón- 
Cía de la Capital. 

Bknjamín Villkoas Basavilbaso -- 

U'IS XlAltÍA BoKFI BotiÜKIfO — ,h . 
LIO OVHAK AUTR — Pki>IIO A HKltAS- 
Tl'HY. 



liKXlTA CASI LUA MANTKLA IJÍtíX >« MAHTIXKZ 
J\ UiSWa ioX Y COMt'KTK.XCiA: W.VÍw. ^*É^ rf,J 

Kinidn rantnuliei»rii y poco rluni la prueba producida don ÉiaMeto al filtíiiio 
domicilio del caúsame, y no resultando .pie buya olms bcredertis que los 
pnwntados en el juicio sucesorio iniciado unte el juez del lugar del domi- 
'•iljo de los Husmos donde sostienen . 1U c también lo tenía el nnixuiite, co- 
m siiiiiide admitir la competencia de dicho magistrado. A lo cnnl debe ;t -iv 
irnrsi- »|ue el tiillecimieTilo ocurrió también eii ene lugar. 



Dicta mks dkl PfiocruAixat (¡knkual 
Suprema Corte: 

14* cuestión de competencia trabada entre un juez de la Pro- 
vincia de Buenos Aires y otro de la Capital Federal corresponde 
sea dirimida por V. E., al no existir un órgano superior jerár- 
■ lineo común que pueda resolverla (art. L>4, ine. 7* decreto-lev 
1285/58), 

En cuanto al fondo del asunto, el caso os el siguiente- con 
i ít Üe 0<,tubre (,e 19r » 7 - ¿ola Híduriiina Martínez Espinosa 
de Mnller, en su carácter de heredera testamentaria, v don 
Eduardo Martínez Espinosa, en el de cónyuge supérstito, inician 
el .juicio sucesorio de doña Benita Os M, León de Martínez, radi- 
cando el mismo ante el Juzgado en lo Civil y Comercial S del 
Departamento judicial do La Plata (Provincia de Buenos Aires), 
por considerar que el causante había tenido su último domicilio 
en la localidad de Villa Ballestor, donde falleció. Kl día (i de 
noviembre subsiguiente, inicia la misma sucesión don Juan Cvje- 
tkovich, en su carácter de presunto acreedor de la causante, ante 
el Juzgado Nacional di Primera Instancia en lo Civil n* 10 de la 
Capital Federal, planteando cuestión de competencia por inhibi- 
toria, al tomar conocimiento de la existencia del primer juicio 
(ver fi i>8 del expediente agregado). Y luego de diversa trami- 
tación, la juez nacional acoge favorablemente dicha cuestión de 
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competencia, libriiniJo el correspondiente exhorto al magistrado 
a cargo del juzgado provincial, quien no hace lugar a lo solicitado 
(ver «ulo de fs. ó4 del principal), quedando debidamente trabada 
la contienda jurisdiccional, al mantener a t's. 111 la titular del 
juzgado de la Capital sn competencia para entender en las pre- 
sentes actuaciones. 

J leí examen de las constancias de autos no surge en forma 
fehaciente cual lia sido en verdad el último domicilio real de la 
causante. Por ello estimo de aplicación el caso lu doctrina sen- 
inda en diversas oportunidades por V. K. en el sentido de que en 
situaciones análogas debe tenerse por cierto que difluí domicilio 
lo tenía el rlr cuja* en el lugar de su fallecimiento (Palios: 13.1: 
240 y 17'J: l.*iS, entre otros), en donde, por la razón apuntada, 
debe ser abierta la sucesión, de conformidad con lo que al res- 
pecio establece e| Código Civil cu sus arts. !)ü (inc. T 9 ) y 

Abona tal solución la circunstancia de que al otorgar testa- 
mento por escritura pública, pocos ibas antes de su deceso (ver 
testimonio tic fs. 3 del principal), la causante expresa que está 
domiciliada en la calle Lacrozc 411 (Villa Ballcster, partido de 
San Martín. Provincia de Buenos Aires), lugar donde falleció. 
V si a ello se agrega que su esposo —de quien ai siquiera se 
pretende ipie estuviera separada legalmente — tenía su domicilio 
constituido * - 1 1 la localidad, calle y número mencionados, en donde 
igualmente lo tiene la única heredera presentada en autos (que 
es además albacea testamentaria), no es difícil llegar a la con- 
clusión de que el juicio sucesorio debe ser tramitado ante la 
justicia de la Provincia de Buenos Aires y no ante la de la Capi- 
tal Federal, a pesar de las declaraciones de fs, 33 vta./MÓ y docu- 
mentación de fs, 3 8 y 12 (expediente agregado). 

Kn consecuencia, considero que correspondería dirimir el 
presente conflicto jurisdiccional en favor de la competencia del 
Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial ir* 8 del 
Departamento La Plata (Provincia de Buenos Aires). Buenos 
Aires, 31 de marzo de líHiO. — liatuáu Lasca un. 

FALLO DE LA COÍtTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2ít de junio de líífiO. 

Aütoá v vistos: 

De acuerdo a lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General y con lo resuelto por esta Corte en Fallos: 
244 : SI), 454 y otros, se declara que el Sr. Juez en lo Civil y Co- 
mercial de La Plata es el competente para seguir conociendo del 
juicio sucesorio de doña Benita Casilda Manuela León de Mar 
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tínez. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo 
¡\ la Si a. Juez Nacional en ln Civil de la Capital Federal. 

AlttSTÓBULO U. AltÁoZ OK Lamadkiii — 
Lris Mahía Bom Roííueiio — Ju- 
lio OVHANAlíTK — RirARDQ Go- 
LOMHIÍKS. 



IIOUOLPO MUL1NAH1 

Hh( I H<Ü KXTH.UíHIUSAMO; fírqnixiit>* t>n>¡>ios. Srut furia tlfjiuitiea. Re. 
».lnt fanr* anteriores a la smteima defiuitira. \' arias. 

Lti medida di' restitución |imvÍ!*nrin «|i»|meütH a favor del iiuerellanti 1 «ii el 
curso del proceso jvor U-Hirpueióii, sujeta » la suerte de la musa, no reviste 
e«nieter definitivo a los iine» de la apelación extraordinaria. 1¿i solución 110 
varí» por la iiivocnciAn de ••líuisnlíis cniistilueiminles, ni por la eireiiiistmn-iu 
ale-pul» de ser teneros los aU-mizjiclo* por aiun-lla. 

fallo m m eo&m ^$$m 

Buenos Aires, líí) de junio de t^TO. 

Vistos los autos: --Recurso de hecho deducido por llora io 
López Osornto y Joel ftozeiicwaig en la causa Molinari, Rodólo 
s iiKurpación", para decidir sobre su procedencia. 

V considerando ¡ 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, las 
medidas de restitución dispuesta en el ci sn del proceso por usur- 
pación y sujetas a la suerte de la causa, n han declarado carecer 
de carácter definitivo, en los términos del art. 14 de la ley 48 
—Fallos: iíSíh 493 y otros—. 

Que la conclusión no varía por la invocación de cláusulas 
constitucionales — doctr. Fallos; 2:iS: 1ÍW y otros— ni por la 
circunstancia alegada de ser terceros los alcanzados por la nio- 
# luí» dispuesta. Lo resuelto no excede, en efecto, de lo que es 
[iinpio de decisión por lns jueces en materia criminal y no obvia 
ln señalada falta de resolución final de la causa. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

KKX.JAMÍN VíI.LKtiAS Basavilbaso 

Julio Oyiiaxahtk — Planto Ahk- 

HASTriíV — Rli AlrlM» CoLOMnKES. 
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ANTON lo HOCHKTTJ v Qm* v . s . v. SKIUI.AXA 
MCJIMO KXTHAOiWtSAK!,,; »M ,„>,,.,„. y w ,„ . fc . 

ÍTJSíü^! í ''I IW^M m b r,hr»m directa 

* 1 " ,* 108 WWWtorioH .!<> f,.y. ,.1 mnvw ,¡o „u ■ atablo. i. 

tut-rprt tartán H „rmii* , f acto» vomitar*. 

'^n'h^r'Tr "y^^^ 1 *?^ ** 

¡J , " ""' f*"*? «*fl eximir al ,>«tr,m do W rmirims «munc 

s,n . 1 i 1 l -" ,r i;»'-» «ciento ta bunifMAi de T« lev 11.544, que 
> . Judo » mi ,u1,,l 1V o <K> trahnjn, ( „„sti„,v,„ tetó* ^ ¡ | n 

fS^S SMSM W<«. rf/„W„. A7,r, 

' ' f """-' « 0#pw*h&« eówWttewnab*. Art. ifí. 

N-. [>m,., ; .|r ,.| rmir«t ,.xtrai»rdiiwrin. fundado en b violiH-um (Jel art. l(¡ de 
3 SS* U i^ N'»'«'«».l. «mtra tu «nturá que ni.*.. Hi,„,i». p,.n. Pxi.nir 
i"J patrón il<> los ii-iiii-pw rpinunrratiiriiM d<- ley. al rimvpnui que establecí» 
uim '"rninla ,„„.,„„„ dr siete horas sin Rj W p„ n , d te^fó Id 

feftnif„,,no,. de a ley n..W4 ; y UUP |, m . nrm , te ««tiona eoa el ammento 

*" ' 1U ;'. ] " . " P< " 1 " "" ^"'■j' 1 " «'«"«pHitiviis (rente h firmas 

1 ~ l,in «*tahlmiliw vn la Provincia di- Bnenofl Airea, 
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Kiumios Aires, 29 ib junio de 11MM1. 
Vistos |r,.s auííis: "RcH-iiis» <fc he^o (¡(nhn-idíí pur la ílenuui- 
'ln«( it t -i, l« ciuiMi Roelu-iti. Antonio y otro* e/ SedalttHií á ". 
pora cli't'nUr solín* su proffilonciH. 

Ciinsideraiulo: 

Q^e In sefi|eiiéia apeladfl twpfo do fs. 12) decide que "carece 
de eftéiicia \mni eximir al fmtrón de [os recargos raniuuern torios 
<u> ley el convenio colectivo que estableció una jornada nocturna 
de ¡alan- de más de siete lloras, sin fijar para el excedente la 
UnihenrioN de la ley 11.044" (fs. 18). La conclusión precedente 
Se tunde en . t ue la ley H.,144 es de orden público por lo cual dehe 
i'iwalecer solire los convenios colectivos de trabajo en tanto 
estos rmumplan lo preceptuado por dicha ley (fs. l'li), Contra- 
nnineiite, el recurrente aduce rpie el prniimifininieuto de fs. 12 
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establece "una preeminencia de unas leyes sobre otras" (fs, 4 
vta.) quv viola derechos consagrados por la Constitución Xacio- 
nal. A este respecto alega que : "Mientras nos rija ul art. 17 de 
la Constitución Nacional, que ordena; "la propiedad es inviola- 
ble", no, será admisible que a un dereeho adquirido como es el 
emnpliiniento de nn contrato y el sentido indiscutible dado por 
las partes n un convenio, sea pospuesto a 1» pretendida calidad 
de "orden público" de una ley laboral. Sostengo que todas las 
leyes son de orden público, de modo que también lo es el art. 11ÍÍ7 
del Código Civil. Hay un solo orden público superior, repito, que 
es el de la Constitución Nacional, y ese precisamente, es el que 
un lia sido observado en estos autos" (fs. 5 vta.). Por esa razón 
el recurrente estima vulnerado- los arts. 31 y 17 do la Ley Su- 
prema (fs. 5 vta., (¡ y (i vta.). 

Por ultimo sostiene que ha sido violado c art. lo' ele la Cons- 
titución Nacional. Esto porque "se ve en desventajas competi- 
tivas frente a firmas que no están establecidas en ia Provincia 
ile Buenos Aires. . . " (fs. 1). 

Que, según jurisprudencia, la determinación del alcance con 
que se aplica la ley 11.544 no es cuestión federal y, por tanto, 
resulta ajena a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte (Fa- 
llos: ¿40; 422 y 252). 

Que también con arreglo a lo decidido por esta Corte la 
aplicación de un convenio colectivo de trabajo y asimismo su 
alcance no constituye materia (pie dé lugar á cuestión federal 
{Fallos: S&M 514; J40 : 25:!, entre otros). 

Que on las condiciones expuestas carecen de conexión con 
lo discutido en este litigio los preceptos constitucionales men- 
cionados. 

Que, respecto a la presunta violación del principio de igual- 
dad, no resulta de los heebos expuestos (fs¿ 7 vta.) que exista 
desigualdad ante In ley en los términos de la jurisprudencia de 
la Corte. 

Que tampoco hay relación entre las circunstancias menciona- 
das a fs. íí vta, y la supuesta violación del art. 14 de la Consti- 
tución Nacional. 

Que, relativamente a la arbitrariedad alegada, esta Corte 
estima que la sentencia recurrida tiene suficiente fundamento, 
por lo cual, cualquiera sea su acierto o error, no es susceptible 
de la tacha alegada. 

Por ello, desestímase la queja, 

AiiisTÓari.o 1). Aiiáoz djs La^adhiu — 
.Tixio Oyhanahtk — Pbdbo Abk- 
ítASTUfre — RicAnoo Colombrbs. 



ráuos nt: la ( ¡>kte suprema 



MARTA MAKYA SAXOIIRZ KLIA w SANTAM AfílXA 

fíWt'HSO KX TRAORUtSA fílO : Hequbitos propia». Cén&Wi* »° frderalr*. 
!nt> r¡>r*t<TÍmt tt? norman taralr* ilr prowlimii'ntOQ. ¡>ah¡r iustiiuHa it terurt"**. 

Su sicnilii reqoeutó ecmtóttfcioíui! la doble ¡usiimeii! judicial, la re^din-tá» del 
tribunal de alwidn (!»*'• lu«*íí*« di' ugrejíitiión a l«s «iiltís del dncilMUTto ante* 
omitido, n'- lmzji la nnlidml nii|»utuda ni fallo de primera instaneUt, decide eue*- 
thme- i|tie i'H revisten <>nráetrr redera! y *m prupiu* di- los jneee* de lti enus». 

gVMAMO. CHlMl\Al.. 

La pertinencia de ln viiluaeión p«ríd«l truc «lega indebidamente omitida, 
ron arreslu a lu di*pu<«tn en A nrt. IWi del ( Vnliin» de Pnirediiiiieiitus Penal**, 
incumbe «I juej del proceso. 

ItECl fíSO KXTHA(ifW!SAlU<t: Hrquiñhm propia*. Cttettiont* no fedrralr*. 
Inti rpri lHi túu >tr Horma» larale* dr prarrdimitnta*. Vasa» varia». 

La decisión atinente a que. pur tiu niedtiir inntívtis su i ¡ciento de * .-judia 
ropeetn de Ins imputado^, en los tíniiinos del nrt. XM\ del Código de l'mce- 
dini¡ctit<* IVnnles. rm eorrvspimde en el coso tciotnrles deelorución indagatoria, 
e- irrevisilite en ln iiistimeia cxtni"rdmaria. 



PALLO DE LA CORTE SITKKMA 

Buenos Aires, *J!> de .junio de 1 íKio. 

Vistos los autos; W&tm&m &e \m)m deducido par el Iprc- 
llatíte en lo causa Santamarina, María Marta Sánchez Elía de 
s defraudación éll su perjuicio", puro dwMt 90re sti pro- 
cedencia. 

Y eunsideraiido: 

Que las cuestiones resueltas setfiín senteiiein de <|Ue se Irae 
copia, n re«|Uerimieuio de esta Corte, no revisten carácter fede 
ral ni exee len de lo o,ut> es propio de decisión por los jueces de 

lil ('¡IllSjL, 

Qn¿ en efecto* haWda encala de que la doWe instancia jndi- 
••ial no » s requisito constitucional, 1,0 reviste tal carácter la nuli- 
dad imputada ni fallo de primera instancia, «pie la resolución flo 
alzada rechaza, ltieiro de la a-relación a los autos del documento 
¡ni tes omitido. 

(¿ue en tales coaliciones la semencia que expresa no ser el 
de autos, '"1 caso del art. l2H*> del CÓdííío de Procedimientos Pena- 
Ir-, no es revisiltle en instancia extraordinaria. La conclusión de 
,in'evistir motivo suficiente de sospecha, respecto de los inipti 
Indos, (.n los términos del artículo citado, no íraarda relación 
neceshria con la pincha —valuación pericial— que se dice inde 
Indamente omitida v cava pertinencia tamláóti iuemnhe apreciar 
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a l<»s jueces del jiioci'sn, calificándola como necesaria a los fines 
de la investigación, de acuerdo al art. 196 del cuerpo legal citado. 

Que |k»r consiguiente y cualquiera sea el error o el acierto 
del pronunciamiento, la doctrina de la arbitrariedad no es apli- 
cable al cano, cuya resolución un guarda relación dírectii con las 
garantí»* i'oustUueíonalos invocadas. Habida cuenta de que la 
sentencia de esta Corte lia de limitarse a las cuestiones propues- 
tas en el escrito en que se dedujo él recurso extraordinario, lo 
expuesto basta para el rechazo de 1» queja. 

Por ello so desestinm la precedente queja. 

IÍKN.TAMÍN VlLLEOAS BasAVILBASO — 

JULIO Oymanaiítk — Peí uto Ahk 

HASTI'ltY — RlCAlUXl COLOMBttBS. 



UNinV OBRERA MKTALl Uf i H A v. S. A. COMPAÑIA ARGENTINA i>k 
TALLERES INDUSTRIALES, TRANSPORTES v ANEXOS C.A.T.l.T.A 

h'Kt t'tiSO hXTHAOIWi.XAHJO: Re$nixíttM ^r«jjiW. SenteneU iiefinitiru. Hr- 
xoinrioiivn intí* riures a tu snttruriit itrfmitirti. \'iir!iin. 

La imi-im-ión los |inHt>il¡iM¡cntoa ftdininiMrtitivos fshtblwulns jH*r 1« ley. 1*11 

materia d aflicto* ln borníes no mnstiitiyini sfutnn-iíi definitiva, en ios 

términos tM 0L 14 de ln Ify ls, 

ítErrttSO EXTfíAOHDISAfíiO: Btqumto* propio». Sentencia infinitiva. W*-- 
nolncione» anterior»* « ht settíencia definitiva. V tirio*. 

\m nii|iiurimi-ión di'l CoiiíM'jo Niirioiml di' RHui-ionis ProtVsioiiiilt 1 *. con l'un- 
rlHiiifiitoA do orden fiflernl y eon miras de obtener ta admisión df su incmii- 
pehmeta "iib inttio" no jiistirñ n ln apertura del rarurso extraordinnrio. 

FALLO m LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, i*íl de junio de líMiO. 

Vistos los auto*: "Recurso de hecho deducido por la quere- 
llada en la causa Tiiión Obrera Metalúrgica e/ Compañía Argen- 
tino de Tulleres Industriales Transportes y Anexos (C.A.T.I. 
T.A.) S. A.", par» decidir sobre su procedencia. 

V considerando: 

<¿ne con arreglo a la jurisprudencia de esta forte, hi inicia- 
ción de los procedimientos administrativos, establecidos por ln 
ley, en materia de conflictos laborales, no constituye sentencia 
definitiva en los términos del art. 14 de la lev 48 — eonf. Fallos: 
1>41 : 47—. 
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(¿ue también so ha establecido que lu impugnación del orga- 
nismo administrativo, con fundamentos de orden federal y con 
miras a obtener la admisión de lu incompetencia "ab initio", no 
justifica la apertura del recurso — Palios: 244: 536 y otros — . 

' (¿ue por aplicación de la doctrina de toa precedentes citados, 
la queja que antecede di'he sét desechada. 

Por ello se desestima el recurso de hecho procedente* 

Hkn.mmín V 11 a. mías Basavilbaso — 
AirisTÓBittX) D. Aráoz de Lamadhid 
— PsdbO .Vhkhastuhy — Ricardo 

< WlMHKKS. 
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ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA 



ORDEN AMIENTO DEL, PRESITCESTO DEL POÜEK JUDICIAL 

DE LA NACION 

En Buenos Aires, el primer día del mes de julio del año ÜM), reunidos en la 
Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
■Justicia de la Nación; Doetor Don Benjamín Villegas Basavilbaso y loa Señorea 
Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Arúoz de Lamadrid, Don Luis Marta Boffi 
Ropgcro, Don .Julio Oyhnmirte, Don Pedro Aberastury y Don Ricardo Colorabres, 

Consideraron: 

Que, mediante ucordnda de 30 de mayo próximo pnsado, esta Corte decidió 
remitir al Poder Ejecutivo por intermedio de la Secretaría de Estado de Hacienda 
y a los efectos del art, 6' de la Ley de Contabilidad, el ordenamiento del presupuesto 
del Poder Judicial para el ejercicio actual. 

En ene ordenamiento se requerían los arbitrios necesario» para permitir el 
funcionamiento regular de loa tribunales, el que no resulta posible con los créditos 
establecidos por la ley de presupuesto, tal como lo había señalado la Corte Suprema 
en oficio dirigido al Poder Ejecutivo el 30 de noviembre de 1950. 

Que la situación prevista en ese oficio está afectando a la administración 
de justicia. En efecto, el agotamiento de diversas partidas del presupuesto imposi- 
bilita la adquisición de elementos de primordial necesidad pnra el servicio judicial, 
como lo ponen de manifiesto ln» constantes reclamaciones que se formulan ante 
esta Corte por los tribunales inferiores. 

Que ñ fin de solucionar una situación que aparte de entorpecer su funcio- 
namiento, afecta ni decoro del Poder Judicial, corresponde solicitar del Poder 
Ejecutivo quiera considerar con preferente atención el ordenamiento del Presu- 
puesto del Poder Judicial. 

Resolvieron : 

Oficiar ul Poder Ejecutivo a fin de solicitarle quiera considerar de manera 
preferente el ordenamiento del presupuesto del Poder Judicial para el ejercicio 
corriente. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamín 1 Vn.uaias 
Basa vi i,it.\so — Abistóuvlo D. An.íoz m Lama[>kii» — Ll*i« María Bofm Bogok- 
bo — Julio Oy manarte — Pomo A bkhastvry — lt ir ario CotjOMHiii^. — Jorg§ 
Arturo J'rrñ (Secretario). 



PODER JUDICIAL. PRESUPUESTO PARA EL EJERCICIO 1961 

En Buenos Aires, a los lt días del mes de julio del año 101H), reunidos en 
ln Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso. y los Señores 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Jueces Doctores l>on Aristóbulo D. A rúo/, de Lamadrid, Don Luís María Boffi 
Boggero, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Abcrastury v Don Ricardo Colombre», 
con asistencia del Señor Procurador General de la Nación, Doctor Don Ramón 
Lascano, 

Consideraron: 

Que ajos fines previstos por el art. 12 de ¡a Ley de Contabilidad (decreto- 
ley 23.354/56, ley H.4(¡7) , corresponde que la Corte Suprema comunique al Poder 
Ejecutivo —conforme al art. 4* del decreto 075/59, modificado por el decreto 
"j'J-IS 5U-— la» modificaciones que es preciso introducir eu au presupuesto y en 
el de los demás tribunales y organismos integrantes del Poder Judieial para el 
ejercicio 19til (1* de noviembre de 1900 al 31 de octubre de 1961) ; 

Que en la elaboración del presupuesto, la Corte, ajustándose al criterio de 
restricciones a que obliga la situación económico-financiera, reproduce — en tér- 
minos generales — el presupuesto del ejercicio actual conforme al "ordenamiento" 
establecido en la Acordada del 30 de mayo ultimo. Ese presupuesto, al que debe 
agregarse incorporaciones de crédito posteriores al "ordenamiento" aprobado 
por esta Corte (decreto 3085/üO, m$n. 1,3 millones), sin que se computen las 
economías de inversión y una vez deducidos los créditos por una sola vez que 
en él se fijan, debe ser incrementado con un crédito a distribuir de 23 ti millones 
de pesos pura hacer frente a las necesidades que se detallan en planilla anexa, 
a alguna de los cuales, por su significación, se hará referencia más adelante. 

Que debe tenerse presente que en el aludido "ordenamiento del actual presu- 
puesto se incluyeron —cu materia de servicios e inversiones — los créditos indis- 
pensables para el regular funcionamiento de los tribunales, previa la gestión 
realizada por el Tribunal ante el Poder Ejecutivo n fin de que arbitrara lo nece- 
sario para liberar al Poder Judicial de las economías dispuestas por la ley 15.021, 
y pura el refuerzo de partidas. Ello, a fin de asegurar la normalidad deí servicio 
y evitar la "inconveniencia de que el Poder Judicial" — a semejanza de to que, 
sin desmedro, pueden realizar organismos o dependencias administrativas — se 
viera "precisado a formular parciales y sucesivas solicitudes de reajustes de crédi- 
tos" a medid» que las necesidades lo impusieran — eouf. oficio al Poder Ejecutivo 
de 30 de noviembre de 1959 — , 

Que los Hechos lian permitido comprobar la situación que el Tribunal había 
previsto — como se señala en ta Acordada de 1» del corriente al urgir del Poder 
Ejecutivo la consideración del "ordenamiento" del actual presupuesto — , toda 
ver, (pie el agotamiento de diversas punidas motiva constantes reclamaciones de 
los tribunales inferiores por carecer de elementos de primordial necesidad, 

Que en el presupuesto ahora proyectado, la Corte se ve precisada a incluir 
un crédito de m$u. 150.UU0.00ll en el rubro "Inversiones Patrimoniales - Plau de 
Trabujits Públicos" para hacer frente «1 problema que en materia de locales 
afecta a la justicia. Ese problema —tanto en la Capital como en varios asientos 
de la justicia federal en el interior — reviste tal gravedad, que las soluciones, aun 
cuando sean de carácter parcial, no admiten demora y exigen disponer de sumas 
de consideración. 

En efecto, el tribunal ya ha señalado en la Acordada de 3 de octubre de 
1058 — Fallos: 242: 5— y en otras posteriores, la magnitud de un problema 
que llega a afectar la dignidad de la función judicial. 

La expropiación del edificio sito en la calle Uruguay esquina Viamoute — ley 
14.827— sólo ha de significur unu solución, no integral, para la justicia de paz 
letrada. 

En su nmyoríu. los tribu uules, ministerios públicos y organismos auxiliares 
de todos los fueros, se encuentran instalados inadecuadamente. La situación des- 
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tacada «n las acordadas referidas, se ha acentuado como consecuencia de la 
posterior creación de diversos tribunales, sin que la afectación al Poder Judicial 
de algunos edificios — que no son de propiedad fiscal— constituya solución, ni 
aun de carácter parcial. 

También es seria la situación de varios asientos del interior, donde no pocos 
tribunales están funcionando en locales i repropiados y algunos de ellos en estado 
ruinoso, habiéndose aconsejado su desocupación por las oficinas técnicas respec- 
tivas. Median, además, insoluoles dificultades para obtener edificios en locación 
cpie reúnan las condiciones mínimas que se requiere para la instalación de un 
órgano de la justicia federal. 

Que en materia de sueldos esta Corte adoptó el año anterior el criterio de 
severa parquedad que una situación financiera extremadamente difícil imponía. 
Desde entonces, dejóse sin embargo establecido la conveniencia de adecuar las 
remuneraciones de los cargos judiciales y el propósito de que los otros poderes, 
al elaborar et presupuesto definitivo, con conocimiento pleno de las posibilidades 
financieras y de las retribuciones que asignaran a sus agentes, arbitraran lo nece- 
sario —respecto de las judiciales — para guardar la debida proporción. 

Posteriormente se sancionó la ley 15.017, que otorgó mejoras ni personal 
judicial. 

Que, sin que ello importe desconocimiento de la significación de tales mejoras, 
ni de las serias dificultades que aun afectan al Erario Nacional, la Corte Suprema 
e*'ima que las retribuciones de) personal judicial deben ser aumentadas, para el 
próximo ejercicio, en un 30 % como mínimo. 

Es, en efecto, de toda conveniencia, para preservar el decoro de ln función 
judicial, que las asignaciones de tos mngistrados concuerden con la dignidad e 
importancia de nna función a la que alcanza, además, un régimen estricto de 
incompatibilidades. 

También debe tenerse presente la conveniencia de una retribución adecuada 
como medio de estimular el ingreso y permanencia en la función judicial de 
quienes tengan lns condiciones que su ejercicio requiere. 

Similares consideraciones corresponde formular, de acuerdo a sus respectivas 
jerarquías, en cuanto a los funcionarios. A m resperto la exigencia del título 
de abogado es norma. 

En lr> ijue se refiere n los empleados, debe tenerse en cuenta que tanto ln 
naturaleza y limitación de los cargos, como ln labor cada ver. más intensa, requie- 
ren particular especiatización. Asimismo las disposiciones reglamentarias sólo 
permiten el desempeño de otras actividades mediante expresa autorización (art 
H", inc. jl del Reglamento para la Justicia Nacionnl). 

Que, finalmente, en lo que hace O- la creación de carpos o modificación de 
categorías, la Corte se lia limitado a atender lns solicitudes de tribunales, actua- 
lizadas, que ha estimado contenían fundamento snfii-ionte. Esas modificaciones 
que importarían alrededor de m$n. 7.000.000, así como el monto necesario para 
subvenir la mayor erogación (8,0 millones de pesos) que resultan de ia nplicación 
del régimen de bonificación por antigüedad establecido por ley 15.017 y lo reque- 
rido en algunas partidas de fmstos e inversiones (10 millones de pesos), serían 
atendidas con el monto previsto, n constar bajo el rubro "crédito a distribuir", 
aludido en el segundo considerando de la presente acordada. 

Resolvieron: 

1*) Fijar como proyecto de presupuesto para el ejercicio líUfl (Sección Ira., 
Presupuesto de Gastos, Título I. Servicios y Sección 2da., Presupuesto de inver- 
siones Patrimoniales, Título I, Inversiones), d que hn sido aprobado por esta 
Corte Suprema con fecha 30 de mayo del corriente año, liberado de "Economías 
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de Inversión", suprimidos lo* "Créditos por una gol» vejt" y adicionados loa 
créditos otorgados por decirte 3085/ftO y un "Crédito u Distribuir" de doscientos 
treinta y seis millonea de pesos moneda nacional (m$n. 23U.(HMl,000>, para hacer 
frente n las necesidades que se detallan en planilla anexa. 

2*1 Fijar en la suma de ciento cincuenta millones ile pesos moneda nacional 
(m$n. 15ft.fKIO.000l, el presupuesto para el ejercicio 1961, correspondiente, a la 
Sección 2da, Presupuesto de Inversiones Patrimoniales, Título II, Trabajos Pú- 
blicos, conforme, al detalle, que se consigna en planilla anexa. 

3*) Recomendar al Poder Ejecutivo Nacional que el proyecto de presupuesto 
del anexo 23, sea elevad» a consideración del Honorable Congrego N'ncional con 
lii denominación de "Poder Judicial de la Nación", de acuerdo con las dispoBÍ- 
etones del artículo 6' de la Ley de Contabilidad. 

4'>) Las planillas a que se refieren los artículos 1» y 2* serán firmadas por el 
Secretario de Superintendencia de esta Corte, en doble juego, de ejemplares, 
reservándose uno de ellos en el Tribunal. 

Todo In en») dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí. que doy fe, — Kex.iamíx Villegas 
rUfJAviuiAsn — AkistÓbi ui D. Arítiz w Lamyhhik — Lns Manía Rom IkxirtE- 

ltO — Jl TIO OyH ASARTE — PEPKO ABERASTCBY — RltARlO CniX)MBRK,s — RaMOK 

Lar<\ajío. — Jorge Arturo Veré (Secretario). 



ASCETO .1 riUCI AL. DEL DIA 1!l DK JELIO DE 1960, PARA LOS 
TRIBUNALES INSTALADOS EN* EL PALACIO DE JUSTICIA 

En Dueños Aires, a l<w 15 días del mes de julio <M año 1960, reunidos en 
la Snla de Acuerdo» del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Ben jamín Villegas Basavilbaso, y los Señores 
Jnee«9 Doctore» Don Ai-istóhuto D¿ Aiáoz áe Laniadrid, Don Luis María Boffi 
Boíírrro, Do» Julio Oyliaiiarte. Pon Pedro Abernstury y Don Ricardo Cohimhres, 

Considera ron: 

(¿ite el Excelentísimo Señor Presidente electo de la República de Boiivia, 
Doctor Don Víctor Pnz Estenssoro. quien arribará al p:iís el día de mañana, ha 
de concurrir a presentar su saludo a esta Corte el próximo martes 1!>, a fa 
hora 11 y :)fl. 

Qtte, a fin de que la recepción se realice en deluda forma, es conveniente 
declarar asueto el mencionado día hasta la hora El, para los tribunales instalados 
en el I 'a lacio de Justicia, 

Resolvieron : 

hedarar que et día martes 1í> del mes corriente sea asueto judicial basta 
la hora 13, para los tribunales que tienen su asiento.en el Palacio de Justicia, 
con el alcance establecido en el art. & del Reglamento para la Justicia Nacional. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y rejristrast» 
en el libro correspondiente, por ante mí. que doy fe, — Bkx.iamíjí Viu.wías 
Baravilbaso — Akistóik í,o p. Aníoz de Lamuüiü — Lns María Rom Bo<;ííh 

NO - JlXIO OriIANAHTE — I»BH«0 AtlKNASTl KY — Hh AUISi COMlMUliKS, — Jorge 

Arturo Verá (Secretario), 
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ASO 1960 - Julio 

FEDERICO O, BEMBERG I Otiio y. PROVINCIA ob BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestión federé Cues- 
liotux fiérrales simples. Interpretación de tu Constitución Nacional. 

Aun cuando el debite haya versado principalmente sobre la naturaleza del 
allanamiento del recurrente al pago del impuesta y de los intereses redama- 
dos, así como también sobre los alcances de esc allanamiento eon arreglo a 
disjtosieionea {le forma —cuestiones ambas a jenas, por bu índole, a la instan- 
cia de excepción- procede el iwin- extraordinario si los jueces de la 
cansa atribuyen al acto el valor de una renuncia total a! derecho de impiuniar 
la valide?, constitucional de ta lev impositiva provincia! que fué aplicada ni 
apelante, quien cuestiona la legitimidad de las multas por omisión o evasión 
del impuesto; pues el punto concreto referente a si lia existido o no tal 
renuncia y a si. en su raso, ella ha podido producirse y operar válidamente, 
constituye una cuestión federal de las comprendidas dentro del régimen del 
nrt. 14 de In ley 4K. Elto, inrpic las disposiciones en juego sean locales, 
por cuanto lo (pie lia de resolverse, en suma, es la vigencia o no vigencia, 
respecto de los actores, de normas de jerarquía constitucional que se dicen 
infringidas (arts. 14. 17. 18, líl, :il y 117, inc. 11. de la Constitución Nacional) 
y cuyo resguardo, en todos los supuestos, representa uno de los más altos 
cometidos impuestos a la Corte Suprema. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cms- 
tionrs federales simple*. Interpretación de h Goñttü ación Nacional. 

En principio, la determinación del carácter de una multa impositiva creada 
por disposiciones locales —ley 4:100 de la Provincia de Buenos Aires, en el 
cuso — es extraña a la apelación exlrrnrdinuria. Pero ésta es procedente 
si sí? aduce arbitrariedad de la sentencia por haberse atribuido carácter 
civil a lo que jurídica y ostensiblemente es una sanción penal y, eon funda- 
mentos no federales claramente insostenibles, haberse posibilitado y aun 
legitimado la aplicación retroactiva de una ley penal, eon agravio a la iraran- 
ÍÜ consagrada en la primera parte del art. 1H de la Constitución Nacional. 

MULTAS. 

Ib'hen estimarse penales las multas aplicables n los infrneíurcs cuando ellas, en 
vez de poseer carácter retributivo del posible daño causado, tienden a pre- 
venir y reprimir In violación de hs pertinentes disposiciones legales. 

MULTAS. 

La sanción prevista en el art, 29 de la ley 4350 de la Provincia de Buenos 
Aires es de índole penal. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Control de eonttitueionaliaad. Interé» para 
impugnar ta comtitocionatidad. 

I* circunstancia de que el litigante acate determinados preceptos de una 
ley no importa que haya renunciado, tácitamente, al derecho de impugna: 
otro» que ella contenga y que repute contrarios a la Constitución Nacional, 
especialmente si entre éstos y aquéllos no media interdependencia ni solida- 
ridad inexcusable. Tanto más si, de los término» del acuerdo entre las partes, 
surge claramente la reserva de todas las defensas para la sustanciación 
ulterior de la Utú. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rr quinto* propio». Cuestiones no federales. 
Sentencia» arbitrarias. Procedencia del recurso. 

VA pago por loa recurrentes del capital y de los intereses que les fueron recla- 
madoe en virtud de lo dispuesto en la ley 4350 de la Provincia de Buenos 
Aires, no comporta renuncia implícita a la facultad de discutir judicialmente 
la legitimidad y la procedencia de la multa penal (lato sema) litigiosa —pre- 
vista en el art. 29 de esa Jey — . En etmseeuencia, aquéllos conservaron intacto 
su derecho de imputación basado en el art. 18 de la Constitución Nacional, 
y la Cámara, al eximirse de considerar el agravio fundado en tal precepto, 
incurrió en una omisión que la liare pasible de la tncha de arbitrariedad, en 
cuttnto la sentencia omite el examen de una cuestión concretamente pro- 
puesta y que puede afectar sustnneialmente el derecho del recurrente; tam- 
bién sería arbitrario el pronunciamiento st se pretendiera que la Cámara, 
sin ocuparse expresamente del punto, desechó de manera implícita aquel 
agravio en ratón del carácter civil que atribuyó a la multa, pues se apoyaría 
en fundamentos no federales insostenibles y frustráneos de la garantía del 
nrt. 18, primera parte, de la Ley Fundamental. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En el transcurso de este pleito, a través de los escritos de 
contestación de fs. 57, del alegato de fs. 2590 y de la expresión 
de agravios de fs. 2776, la parte apelante discutió, sobre la base 
de diversos planteos de carácter constitucional, la validez de la 
multa que la sentencia de fs. 2852 vta. le condena a pagar; pero 
el tribunal a quo se ha negado a examinar tales argumentaciones 
porque "el allanamiento al pago del impuesto sucesorio deman- 
dado, con salvedad concerniente a la multa correlativa, no habilita 
para discutir — a este último efecto — la legitimidad de aquel 
impuesto". 

Para decirlo con otras palabras: en el fallo apelado se sienta 
el principio de que aunque se aceptara como exacto que el cobro 
de la multa en cuestión acarrea transgresiones do carácter con¡>~ 
titucional, la circunstancia de mediar allanamiento al pago del 
impuesto priva al condenado del derecho de objetar la validez de 
aquel cobro e inhibe al juzgador de pronunciarse al respecto. 

Los argumentos invocados para arribar a esta conclusión son 
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dos: V) el allanamiento de fs. 169 ha importado el reconocimiento 
de la legitimidad de la acción y no solamente una ron uncía al 
debate; 2*) la multa por evasión al impuesto sucesorio tiene ca- 
rácter civil. 

Claro está que en principio el punto relativo al alcance del 
allanamiento no parece revisible en instancia extraordinaria por 
implicar el examen de una cuestión procesal. Pero si se observa 
que la negativa a pronunciarse sobre los importantes agravios de 
naturaleza constitucional dirigidos contra la imposición de la 
multa de que aquí se trata, obedece precisamente al alcance otor- 
gado al allanamiento, resulta claro que no es posible determinar 
si ha existido la violación de la defensa en juicio alegada por el 
recurrente sin entrar a considerar dicho problema. 

Desde mi punto de vista la solución acordada por el tribunal 
a quo a este aspecto del caso se aparta arbitrariamente de los 
términos expresos del documento de fs. 169. 

Para fundamentar esta afirmación no creo necesario entrar 
a considerar los efectos del allanamiento en cuanto institución 
procesal. Basta, en efet-to, la lectura del mencionado escrito de 
fs. 169 para percibir que en ningún momento el actual apelante 
reconoció la legalidad de la multa cuyo pago le reclamaba el fis- 
co de la Provincia de Buenos Aires, no pudiendo ser más amplias 
las reservas que en tal sentido efectuara cuando dejó expresa 
constancia de su voluntad de seguir discutiendo la procedencia 
do dicho pago: "a este respecto — dice el escrito respectivo — o 
sea para la aplicación o imposición de multas, se deja constancia 
que el allanamiento ofrecido no podrá interpretarse como un 
reconocimiento expreso o tácito de los hechos y del derecho invo- 
ondo por la parte actorn en la reconvención". 

Por lo tanto, teniendo en cuenta que el allanamiento efec- 
tuado en tales términos fué aceptado por los representantes del 
fisco y de la Dirección de Escuelas de la Provincia (fs. 173/77) y 
que también fué oportunamente homologado por el Juez (fs. 194), 
resulta evidente que la voluntad de las partes estuvo sin duda 
enderezada a continuar el pleito con toda amplitud en lo que se 
relacionaba con el punto relativo a las multas; y esto es lo que 
explica que ambos litigantes continuaran produciendo, aún des- 
pués de verificado el allanamiento, la eopiosa prueba que corre 
de fs. 336 a 2529. 

No es éste, sin duda, el pensamiento que informa el fallo de 
fs. 2852 vta., y así so explica la por cierto paradójica afirmación, 
contenida en el considerando III, de que la existencia de omisiones 
en el examen de una prueba cuya producción insumió nada menos 
que 2193 fojas en nada influiría en la suerte del debate. 

Quiere " ello decir entonces que en rigor de verdad para el 
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tribunal a quo la continuación del juicio fué prácticamente su- 
perfina porque la obligación de pagar la inulta emergía implíci- 
tamente del allanamiento de fs. 1(>Í* Todo aquel despliegue no ha 
representado, pues, dé acuerdo a) tallo de fs, '2$~y'l vta., otra cosa 
que tiempo y dinero perdido, ya que de antemano el apelante 
habría sellado sn suerte en lo que se refiere a la multa, por haberse 
allanado al pago del impuesto, 

A pesar de todo ello, y aún siendo evidente en mi opinión 
que la tesis de la ('amara Segunda de Apelación de La Plata 
importa frustrar el contenido exacto de la voluntad expresada en 
el documento de fs. ltiíí, no es posible negar que dicha tesis reviste 
una lÓgiea aparente; porque, en efecto, parece conforme con los 
dictados de un pensamiento jurídicamente correcto sostener que 
la circunstancia de haberse avenido a pagar el impuesto resulta- 
ría contradictoria con la pretensión de alegar la improcedencia de 
la mulla sobre la base de que el impnesto no se debía. 

Sin embargo, prescindiendo de las reservas expresas que 
rodearon el allanamiento y dejando de lado también que en doc- 
trina procesal este acto no importa necesariamente el reconoci- 
miento del derecho porque puede obedecer a móviles de muy otra 
índole y en iodo caso un reconocimiento del derecho nunca obliga 
al juez ( t'oi'Ti'HE, Fu»* 1 t mentón ti el Derecho Procesal Viril, '2* ed., 
p. 107), una simple observación basta a mi juicio, para demostrar 
que el tribunal a quo no tiene razón. En efecto, es lógica y jurídi- 
camente posible reconocer que se debe un impuesto y a pesar de 
ello negar la validez de la multa que se pretende aplicar por in- 
cumplimiento de la obligación legal respectiva: tal sería el caso 
en el supn««to de una ley impositiva a la «pie se acordara efecto 
retroactivo, pero en la que al propio tiempo se previera la aplica- 
ción de sanciones a las que también se otorgara efecto retroactivo. 
Ks obvio, en efecto, que si lo primero es constitucionalmente acep- 
table dentro de ciertos límites (entre otros, Fallos: 185: 165 y 
los allí citados), en cambio lo segundo resultaría sin duda viola- 
torio del principio de que nadie puede ser penado sin juicio pre- 
vio fundado en ley anterior al hecho del proceso {Fallos: 178: 
;i5n; 184: 5.31). Y repárese en que precisamente es éste uno de los 
agravios ulegados por el recurrente en cuanto sostiene que no 
puede croarse con efecto retroactivo un hecho ilícito fiscal. 

Kn consecuencia, aparte de no ser exacto, dados los términos 
del escrito de fs. t(ií», que el allanamiento haya importado el re- 
conocimiento de la legitimidad del cobro del impuesto que el ape- 
lante pagó, estimo evidente que dicho allanamiento no implicaba 
necesariamente una renuncia a discutir la validez constitucional 
del cobro de la multa aún en el caso de que se tuviera por acep- 
tada la legalidad del impuesto. 
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La sola consideración del punto relativo al allanamiento no 
agota, sin embargo, la substancia del caso, porque cualesquiera 
hubieran sido los términos del allanamiento, es evidente que el 
tribunal a quo no habría podido prescindir del examen de las 
cuestiones constitucionales pleiteadas en torno a la multa si ésta 
revestía carácter penal* ya que la sola voluntad del acusado carece 
de eficacia para convalidar la aplicación inconstitucional de una 
ley de orden público. En este sentido es categórico Huao Alsina 
cuando refiriéndose al objeto del allanamiento afirma que 41 sólo 
podrá referirse a los derechos privados renunciables y, en conse- 
cuencia, no será admisible tratándose de cuestiones que interesen 
al orden público, etc.. . . " {Tratado Teórico Práctico de Derecho 
Procesal Civil y Comercial, año 1942, t II, p. 142). 

líe esto se desprende que si la inulta revestía caráeter penal, 
la misma no habría podido ser impuesta, —ello aún cuando el 
apelante se hubiera allanado a su pago — , sin previo examan de 
su procedencia tanto desde el punto de vista legal como consti- 
tucional (art. :íl de la Tarta Fundamental). 

101 tribunal a quo ha sorteado implícitamente este escollo de- 
clarando que la multa establecida en el art. de la ley bonaerense 
487o es de naturaleza civil. Pero esta conclusión es inadmisible 
frente al texto de la disposición citada y a la jurisprudencia 
sentada por V. tí. al respecto. 

Reiteradamente ha sido establecida, en efecto, la distinción 
entre multas de carácter penal y inultas de carácter simplemente 
reparatorio: de acuerdo con este criterio, revisten naturaleza 
penal aquellas multas que han sido establecidas en la ley para 
prevenir y evitar la violación de sus disposiciones; son de carác- 
ter civil, en cambio, aquellas sanciones que asumen la forma de 
intereses punitorios y cuya finalidad es la de reparar el daño 
causado por la simple omisión de pagar el impuesto debido 
{Fallos: 102 : 229 y los allí citados). 

Pues bien, analizado a tenor de esta distinción, el texto de 
la disposición aplicada en autos — art, 29 de la ley 4875 de la 
Provincia de Buenos Aires— asume una significación penal evi- 
dente: a) en primer lugar, porque el legislador no ha tenido en 
absoluto en cuenta, a los efectos de calcular el monto de la multa 
el tiempo transcurrido sin pagar el impuesto; b) en segundo tér- 
mino, porque la sanción del duplo del impuesto revela bien a las 
claras que no se trata de meros intenses punitorios determinados 
por el transcurso del tiempo; e) en tercer lugar, porque la ley 
no solumente exige que la infracción sea culpable, sino además 
que esa culpabilidad se manifieste en la más grave de sus formas, 
o sea a través del dolo. 

La naturaleza cabalmente penal de la multa que se tintaba 



230 



FALLOS DE LA COKTE SUPREMA 



de aplicar ai apelante imponía pues al tribunal, cualesquiera 
hubieran sido los términos del allanamiento, la obligación de exa- 
minar su validez desde el punto de vista constitucional en virtud 
de lo que dispone el citado art. 31 de la Constitución Nacional; 
obligación ésta cuyo cumplimiento habría aparecido tanto más 
inexcusable a poco que se hubiera meditado que los principios 
constitucionales en juego son de aquellos que invisten la más 
nlta significación y transcendencia: ningún habitante de la Na- 
ción puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior 
al hecho del proceso (art. 18); ningún habitante de la Nación 
será obligado a hacer lo que la ley no manda ni privado de lo 
que ella no prohibe (art. 19). 

Po; iodo ello, opino que al haberse fallado esta causa pres- 
cindiendo de las cuestiones federales planteadas en autos, se ha 
frustrado el derecho del recurrente con menoscabo de la garantía 
de la defensa en juicio, en cuanto ésta impone que nadie puede ser 
condenado sin ser oído, es decir sin considerar las defensas ale- 
gadas en descargo de la acusación. 

Correspondería, en consecuencia, dejar sin efecto la sentencia 
apelada y devolver estas actuaciones al tribunal de origen a fin 
de que dicte nuevo fallo. 



Al margen de lo espuesto, el estilo adoptado por el vocal que 
aparece votando en primer término en el acuerdo de fs. 2837 me 
ha hecho meditar acerca de la necesidad de que los magistrados 
empleen en sus decisiones un lenguaje accesible al público en 
general y a los litigantes en particular. Estimo, en efecto, que no 
be compadece con la gravedad de los intereses en juego ni con la 
satisfacción debida a los ciudadanos que acuden a los estrados del 
tribunal en procura de justicia, el empleo de un lenguaje arcaico, 
por no decir esotérico, que muchas veces resulta indescifrable por 
iiiillar.se compuesto de términos que ni siquiera figuran en el Dic- 
cionario de la Lengua Española. 

Sobriedad y clar idad deben ser, a mi juicio, características 
elementales de todo fallo judicial, sobre todo por la consideración 
debida a los litigantes, los que tienen derecho a conocer, a través 
de formas de expresión claras y sencillas, las razones legales y 
de hecho que abonan el buen éxito o el fracaso de sus pretensiones 
jurídicas. 

Si estos puntos de vista fueran compartidos por V. E., pienso 
(l in> sería saludable y oportuno el qne los mismos fueran puestos 
de manifiesto en ocasión de resolverse este asunto. Buenos Aires, 
18 ib' diciembre de 1058. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 1* de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Bemberg, Federico O- y otro o/ Fisco de 
la Provincia y Dirección General de Escuelas s/ repetición". 

Considerando : 

1*) Que, según consta en autos, los señores Federico O. y 
Otto E. Bemberg demandaron al Fisco y a la Dirección General 
de Escuelas de la Provincia de Buenos Aires por repetición de la 
suma de m*n. 4.698.063,06, que anteriormente habían debido pa- 
gar en el juicio de apremio que les siguió la mencionada Dirección 
(fs. 4/24). La demanda fué contestada por el Sr. Fiscal de Esta- 
do de la Provincia de Buenos Aires, quien solicitó su rechazo 
y, basándose en disposiciones de las leyes locales 4350 y 4875, 
dedujo reconvención por m$n. 13.887.777,64. Los señores Bem- 
berg, afirmó, " adeudan al Fisco la cantidad que resulte del 
impuesto (a la transmisión gratuita de bienes) sobre determi- 
nados valores que no fué posible incluir en la liquidación practi- 
cada con ocasión del juicio de apremio, de los intereses al 1 % 
correspondientes a los diez años transcurridos con anterioridad 
al cobro del impuesto, y de la multa al duplo a que los deman- 
dantes se hicieron pasibles de acuerdo con el art. 29 de la ley 
4350" (fs. 32/51). Interesa destacar que la multa comprendida 
dentro de la reconvención era reclamada por "omisión" o "eva- 
sión" del aludido impuesto. 

•*>) Que los actores, después de alegar extensamente la incons- 
titucional idad de la ley 4875 y la del gravamen que ella regla, 
pidieron que se desestimara la reconvención y opusieron la de- 
fensa de prescripción (fs. 57/113), cuya procedencia negaron los 
representantes fiscales (fs. 119/128). 

3») Que, más tarde, los demandantes desistieron de la acción 
promovida y se allanaron al pago de la suma que se les requería 
en concepto* de "saldo de impuesto" y de intereses, así como al 
de las costas, Pero añadieron, expresamente, que el allanamiento 
no debía hacerse extensivo a las multas del art, 29 de la ley 4350, 
respecto de las cuales manifestaron la voluntad de continuar el 
juicio liasta su terminación (fs. 169/171). De este escrito se co- 
rrió traslado a la contraparte, la que lo evacuó a fs, 173/177 y, 
en seguida, el Sr. Juez de Primera Instancia tuvo a los señores 
Bemberg por desistidos de la acción de repetición y por allanados 
al pago de mfn. 4.698.063,66, y ordenó la prosecución de la cau- 
sa: " . . .nada obsta — declaró — a que las partes de común acuer- 
do eliminen de la relación jurídico procesal algunos de los puntos 
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fijados al trabar so la litis, continuando el profeso en lo referente 
a las inultas reclamadas on la reconvención hasta que recaiga 
sentencia*' (fs. 194/195). En con eeuencia, siguieron las actua- 
ciones y se produjo abundante prueba sobre la que alegaron los 
litigantes a fs. 25:19/2704. 

•V) Que, al dictar sentencia, el Sr. Juez de Primera Instancia 
entendió que los argumentos de los demandantes relativos a la 
interpretación de la ley 4875, así como las objeciones de orden 
constitucional expresadas contra ella, no debían ser objeto de 
consideración en el fallo a emitirse, habida cuenta de los atcanoes 
atribuíales al acto de allanamiento producido a fs. 169/171, me- 
diante el cual los señores Beniberg acataron la referida ley. Mer- 
ced a este razonamiento y conforme a lo que a su juicio revelaban 
las constancias del expediente, el magistrado arribó a la conclu- 
sión tic que oslaban acreditadas las ocultaciones dolosas come- 
tidas para eludir el impuesto, por lo que declaró a los reconve- 
nidos "ineursos en la situación del art. 29 de la ley 4.150" y los 
condenó a pagar —a título de multa— la suma de m$n. 8.951.815,26, 
con intereses desde la fecha do la reconvención, Hiego de haber 
desechado la defensa de prescripción, con cita do los arts. 4023 
del Código Civil y 78 del Código Fiscal de la Provincia de Buenos 
Air s y mención del efecto interruptivo causado por el acto do 
alia tamiento (fs. 2709/2731). 

5*3 Que, deducido el pertinente recurso de apelación, la Cá- 
mara Civil Segunda, Sala 2*, del Departamento Judicial de La 
Plata, Provincia de Buenos Aires, confirmó el pronunciamiento 
de primera instancia, modificándolo tan sólo en cuanto a las cos- 
tas, que impuso "por su orden causado" (fs. 2837/2853). 

(5 y ) Que, contra esa sentencia, los actores interpusieron re- 
curso extraordinario de apelación (fs. 2858/2867). Ante todo, 
calificaron de arbitrario el alcance conferido al allanamiento de 
fs. Uñí/171, en virtud del cual — dijeron— la Cámara lia omitido 
examinar y resolver cuestiones sustanciales para el debido juz- 
«aumento del derecho ejercido, entre las que se encuentran las 
siguientes; a) el userto de que al allanarse los actores reconocie- 
ron la validez de la ley 4875, do modo que no corresponde ocu- 
parse do ella en el presente .juicio, es insostenible, porque "el 
derecho no puede ser objeto de allanamiento*'; b) teniendo en 
cuenta la naturaleza de la materia controvertida, que es de orden 
público, los derechos que los actores invocan y ejercen al impug- 
nar aquella ley son irrentinciablcs ; c) al haberse aplicado retro- 
activamente la sanción del art. 29 de la ley 4350 se ha infringido 
el art. 18 de la Constitución Nacional. Bu segundo lugar, sostu-. 

ieron que, según resulta del contenido mismo del pronuncia- 
miento recurrido, los jueces de la causa no sólo se han apnrtado 
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tle "los puntos en litigio", sino que, además, alteraron el verda- 
dero significado que las partes quisieron dar al acto de fs, 169/171 
y 173/177, acto que tenía "eficacia contractual" y consagró un 
derecho que la Cámara no ha podido desconocer. Agregan, en 
tercer término, que el precitado art. 29 do la ley 4350, en que se 
apoya la condena, establece como condición necesaria, para la 
aplienbilidad de la multa que prevé, la presencia de dolo impu- 
table al infractor y que, por ello, la sentencia impugnada no se 
funda en ley, ya que confirma lo resuelto por el Sr. Juez inter- 
viniente sin pronunciarse acerca de la concurrencia de aquel 
requisito legal. Y, por último, después de reproducir la tacha de 
iiiconstitueinnalidad formulada contra la ley 4875, adujeron que 
la multa impuesta es de índole penal, do donde se sigue que, 
además de no habérsele podido reconocer efecto retroactivo, 
prescribió en el término fijado por el Código Penal y —dado que 
durante la sustanciación del juicio ocurrió el deceso del señor 
* Federico O. Bembeig— "no pudo aplicársela después de falle- 
cido el presunto infractor". Con relación a estos argumentos, 
adujeron expresamente la arbitrariedad do la sentencia e invo- 
caron los arts. 14, 17, 18, líí, 31 y ÍÍ7, inc. 11, de la Constitución 
Nacional, 

7») Que el debate desarrollado ante los jueces de la causa 
versó, principalmente, sobre la naturaleza jurídica del allana- 
miento y sobre los alcances que a éste cabe reconocerle con arre- 
glo a las pertinentes disposiciones de forma, cuestiones ambas 
que, por su índole, son ajenas a la instancia extraordinaria. 

8 W ) Que, no obstante, parece claro que el análisis del caso 
no debe detenerse en esa mera reflexión formal, toda vez que, en 
atención a las circunstancias que lo acompañan y le dan conte- 
nido, el aeto de fs. líiíí/171, que determinó la concurrente expre- 
sión de voluntad manifestada a fs, 173/177 y motivó el auto de 
fs. lí)4/195, tiene proyecciones que trascienden el ámbito de lo 
puramente procesal. 

!)■>} Que, en efecto, si se lo examina desde el punto do vista 
de las consecuencias que de él emanan y han sido sometidas al 
juzgamiento de esta Corte, el referido allanamiento, sin perjui- 
cio de su naturaleza específica, debe ser contemplado, además y 
fundamentalmente, como acto al que se le atribuye el valor de 
una renuncia total de los demandantes a los derechos y garantías 
constitucionales que alegaron durante el juicio. La Cámara se- 
ñala este aspecto cardinal del litigio cuando dice: "...si el liti- 
gante se allana a pagar el capital — en el caso un impuesto — no 
puede controvertir en el proceso la legitimidad de los accesorios 
de ese capital — en el caso las multas por omisión o evasión del 
impuesto — . . . " (fs. 2847 v., voto del Dr. Ibárlez Procham, coinci- 
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dente con las razones expuestas por el Dr. Legón) ; o sea que, al 
allanarse, los apelantes habrían renunciado totalmente al derecho 
de impugnar la validez constitucional de la ley impositiva que les 
fué aplicada. Y va de suyo que este punto concreto, es decir, el 
relativo a si ha existido o no tal renuncia y a si, en su caso, ella 
ha podido producirse y operar válidamente, constituye una cues- 
tión federal de las comprendidas dentro del régimen del art. 14 
de la ley 48, como se desprende de reiterada jurisprudencia (Fa- 
llos- 187: 444; 184: 361; 175: 262; 174. 193 y otros). Ello, aun 
cuntido las disposiciones en juego sean locales, por cuanto, con- 
forme a lo expresado, lo que ha de resolverse, en suma, es la 
vigencia o no vigencia —respecto de los actores — de normas 
de jerarquía constitucional que se dicen infringidas y cuyo res- 
guardo, en todos los supuestos, representa uno de los más altos 
cometidos impuestos a esta Corte. 

10*) t¿ue, según se vió, la Cámara sostiene que los actores 
han renunciado a los derechos y garantías constitucionales que 
invocaron en la causa. Funda tal aseveración en el texto del 
escrito di' fs. 169 171, en el que puede leerse: "...nos allana- 
mos ... al pago de tas sumas demandadas en este juicio por 
concepto de saldo de impuesto, de intereses, liquidados conforme 
sostiene la parte aetora en la reconvención, así como también al 
pago de las costas que se regulen, Kste allanamiento no com- 
prende a las sumas reclamadas por la parte aetora en concepto 
de multas, por cuanto la procedencia legal o improcedencia de 
su aplicación será materia de expresa decisión judicial... En 
cuanto a la improcedencia de la aplicación de multas, mis man- 
dantes se reservan con toda amplitud .seguir el presente juicio 
hasta su terminación, vale decir sin restricción ni limitación 
alguna, ejerciendo los derechos que le acuerda la garantía consti- 
tucional de su libre defensa en juicio, hasta agotar las instancias 
y recursos correspondiente?. Por ello, desde ya se afianza su 
pago fiara el caso eventual de una decisión judicial desfavorable. 
A este respecto o sea para la aplicación o imposición de las 
inultas, se deja constancia que el allanamiento ofrecido no podrá 
interpretarse como un reconocimiento expreso o tácito de los 
hechos y del derecho invocado por la parfe aetora en la recon- 
vención", Al corrérseles traslado de estas manifestaciones de 
los demandantes, los representantes fiscales expresaron: "El 
allanamiento tiene carácter parcial, porque los señores Bembcrg 
excluyen de él las cantidades referentes a las multas por evasión, 
respecto de las cuales continuará el juicio ordinario de estos 
actuados hasta su acabamiento, por lo que se reservan el derecho 
de discutir su procedencia, ejercitando todos los recursos que les 
acuerdan la Constitución y las leyes procesales. Por su parte, la 
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Provincia mantiene la requisitoria de las multas, formulada a 
fs. 32, por considerarla ajustada al derecho fiscal vigente" (fs. 
173/177). Y con motivo de todo ello, el Sr. Juez de Primera Ins- 
tancia tuvo a los señores Bemberg por allanados a pagar la suma 
más arriba indicada, antes del 31 de diciembre de 1048, y ordenó 
proseguir el juicio (fs. 194/195). 

He aquí los antecedentes en razón de los cuales la Cámara 
decidió — cabe reiterarlo — que mediaba renuncia de los actores 
a las defensas que anteriormente emplearan. La tesis en cuya 
virtud se arribó a esta conclusión fué, en términos generales, la 
de que el litigante que acata una ley impositiva realiza un acto 
que importa renunciar a todas las impugnaciones que pudo haber 
intentado con base en la invalidez constitucional de aquella ley. 
A este respecto, además del transcripto en el considerando 9", 
es suficientemente ilustrativo el siguiente párrafo de la sentencia 
apelada: "El allanamiento al pago del impuesto sucesorio deman- 
dado, con la salvedad concerniente a la multa correlativa, no 
habilita para discutir — a este último efecto — la legitimidad de 
aquel impuesto" {fs. 2852 v.). 

ll p ) Que entre las garantías constitucionales que se tiene por 
renunciadas — ya que, según se verá, la Cámara no se ocupa de 
ella — figura la que los apelantes fundaron en el art. 18, primera 
parte, de la Constitución Nacional, esto es, en el argumento de 
que no pudo aplicárseles retroactivamente la sanción del art. 29 
de la ley 4350. Así resulta — entre otras — de las alegaciones 
obrantes a fs. 103, 2785 v., 2865 y 2982 v. Por tanto, la com- 
pleta y sistemática dilucidación del asunto sttb examine coloca a 
esta Corte en la necesidad de considerar, como punto previo, cuál 
es la naturaleza de dicha sanción. 

12 9 ) Que, en principio, la determinación del carácter de una 
multa impositiva creada por disposiciones lóenles, dado que re- 
quiere la interpretación de ellas, es también extraña a la apelación 
extraordinaria reglada por la ley 48. Sin embargo, las modali- 
dades de este juicio llevan hacia una conclusión diferente. Pre- 
téndese, en efecto, la existencia de arbitrariedad, aduciéndose que 
ella consiste en haber atribuido carácter civil a lo que jurídica y 
ostensiblemente es una sanción penal. De acuerdo con este argu- 
mento, pues, la sentencia recurrida, apoyándose en fundamentos 
no federales claramente insostenibles, habría posibilitado y aun 
legitimado la aplicación retroactiva de una ley penal, lo que equi- 
vale a frustrar la garantía consagrada por la primera parte del 
art. 18 de la Constitución Nacionnl. En tales condiciones, el exa- 
men de la impugnación es procedente dentro de la instancia 
extraordinaria. 



Tal ha sido, por lo demás, el criterio que esta Corte 
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tu Mipucstos sUstuiieialu.eiite parecidos al que ai|UÍ se discutí 1 . 
Así, ¡km* ejemplo, con motivo del caso "Knrique ¡)ínz de Vivar 
v. Provincia di- Buenos Aires", &i el que se tachó dfi inconstitu- 
cumul la aplicación retroactiva del art. de la ley 4&jti — la 
misma que se debate en aui m — , el Tribunal desestimó id recurso 
extraordinario interpuesto p$f el actor, mas lo hizo luego de 
enunciar l icitas consideraciones que significaron tanto como de- 
clarar el carácter civil de la sanción cuestionada (Fallos: 187: 
.'!(«! )■ La consideración del punto, entonces, es formalmente viable. 

i:i°> Que en numerosas ocasiones esta Corte luí contemplado, 
con detenimiento, el tema concerniente a la naturaleza civil o 
penal de las sanciones creadas por normas de derecho público, 
administrativo, financiero, policial, etc. Y ha declarado, de ma- 
nera uniforme, que deben estimarse penales las multas aplicables 
a los infractores cuando ellas, en vez de poseer carácter retri- 
butivo del posible daño causado, tienden a prevenir y reprimir 
la violación de las pertinentes disposiciones legales (véase, entre 
otras muchas, las sentencias publicadas eu fallos: 184: H¡2; 18">: 
IKK y *J51 : 2C M 1 : 4Í»,") : 202: «Kf; 2()'í : 17;i). Es cierto que las fijadas 
en esos precedentes soti meras pautas o generalizaciones válidas 
tan sólo por vía de principio, y no abarcan la totalidad de los 
supuestos posibles, algunos de los cuales, por el modo complejo 
y multiforme en que se manifiestan las actividades administra- 
tivas, escapan a la diferenciación admitida por el Tribunal. Sin 
embargo, ella resulta ciertamente útil y favorece la indagación 
en casos como el presente y como aquellos en oue se estableció el 
carácter penal de multas regladas por las ordenanzas de aduana 
(Fallos: 184: ItirJ) v por las leves sobre impuestos internos (Fa- 
llos- IH'A: :>Hj}, impuesto a los réditos (Fallos: *2lM> : 405 y 205: 
17.'!), patentes provinciales (Fallos: ISó: 188). etc. De acuerdo, 
entonces, con el indicado criterio diferencial, no parece dudoso 
que sin entrar al arduo problema de la distinción entre el derecho 
penal y el derecho penal administrativo, que es ajeno a las exi- 
gencia* impuestas por el juzgamiento del sub lif-f, la sanción pre- 
vista en el art. lIU de la ley 43.")0 de la Provincia de Huellos Aires 
es de índole penal (lato aciijsm), según se infiere de circunstancias 
como las siguientes: 

a) La letra expresa del precepto, confrontada con la doctri- 
na de los precedentes citados. 

b) La desproporción exístenlc entre el monto de la multa 
proscripta por la ley y el perjuicio que podría imputarse al con- 
tribuyente infractor, desproporción que, en principio, induce a 
rechazar el carácter retributivo de aquélla. 

>•) VA hecho de que a los apelantes se les impute el haber 
Cometido actos de "omisión dolosa" o " defraudación", según 
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consta a fs. Kí8 i:íí» (véase doctrina de Fallos: 183; 188, consi- 
derando 8?, i» fin-e). 

d) La circunstancia de que la ley 4:>ó(i, en su art. 28, prevea, 
además de la controvertida en autos, otra sanción que posee 
inequívoco carácter retributivo, es decir, que tiende a asegu nu- 
la reparación de las omisiones no penales en que hubiere incu- 
rrido el infractor (doctrina de Fnllos: 207): 173, considerando 
4?, y Fallos: 187:306*). 

e) Ixj dispuesto por la misma ley 4'iól) en la última parte 
de su art. 26, según redacción de la ley 487."}. 

14 v ) Que, establecido así el carácter penal de la sanción apli- 
cad» n los actores, corresponde retornar al examen de la cuestión 
federal más arriba enunciada. Habida cuenta de lo dicho, no 
puede aceptarse (pie en la especio ha mediado renuncia válida y 
operante n la garantía que nace de la primera parte del art 18 
de la Constitución Nacional. Al margen del problema de inter- 
pretación que suscita el contenido del escrito de fs. 16t>./171 y aun 
admitiendo — por vía de hipótesis— que lo dicho cu ese escrito 
suponga acatamiento de la ley en términos que impidan cues- 
tionar su validez con respecto al gravamen que crea, de ello no 
cabe inferir que el actor haya renunciado al derecho de impugnar 
la eonstitucioualidad de la multa penal en litigio. Trátase, en 
efecto, de dos cuestiones perfectamente separables. Hipotética- 
mente, es admisible y lógico que el recurrente, no obstante haber 
aceptado la que considera aplicación retroactiva del impuesto, 
conforme a la reiterada jurisprudencia que declara la legitimidad 
de ella, haya resistido, en cambio, el pago de la multa, enten- 
diendo que, respecto de esta última y por tratarse de una petm, 
la retroactividad es constitucionalmente írrita. Dicho de otro 
modo: el presente caso hace aplicable el principio según el cual 
la circunstancia de (pie el litigante acate determinados preceptos 
dé una ley no importa que baya renunciado, tácitamente, al dere- 
cho de impugnar otros que ella contenga y que repute contrarios 
a la ' 'onstitueión Nacional, especialmente si entre éstos y aqué- 
llos no media interdependencia ni solidaridad inexcusable. Cabe 
agregar, todavía, que de los mismos términos del acuerdo surge 
claramente la reserva de tridas las defensas pura la suatan nación 
ulterior de la litis. 

Esta fué la tesis que la Corte Suprema aceptó implícitamente, 
en el precitado caso de "Knrique Día/, de Vivar v. Provincia de 
Buenos Aires". Allí el particular demandante había reconocido 
la validez de la ley #350 y aceptado que se le aplicara retroacti- 
vamente, a pesar de lo cual impugnó la eonstitucioualidad de ese 
mismo efecto retroactivo en cuanto n la imposición de tos inte- 
reses punitorios del art. 28. Y la Corte, sin insinuar siquiera la 
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idea de que aquel reconocimiento implicara renuncia a esta par- 
ticular, concreta y separable impugnación, entró al fondo del 
asunto, analizó el agravio del apelante y sólo desestimó su recurso 
por los motivos señalados en el considerando 12" de esta sentencia, 

15 9 ) Que, en consecuencia, el pago por los actores del capital 
y de los intereses que le fueron reclamados no ha comportado 
n 'ii uncía implícita a la facultad de discutir judicialmente la legi- 
timidad y la procedencia de la aplicación de la multa penal (lato 
sensu) litigiosa. De donde se sigue que los apelantes conservaron 
intacto su derecho de impugnación basado en el art. 18 de la 
Constitución Nacional y que la Támara a quo, al eximirse de 
considerar el agravio espresado a fs. 2785 v., incurrió en una 
omisión que la liace pasible de la tacha de arbitrariedad, desde 
que ésta existe cuando la sentencia omite el examen de una cues- 
tión concretamente propuesta y que puede afectar sustanclalmen- 
te el derecho del recurrente (Fallos: 239: 320 y los allí citados). 
Kn tanto que, sí se pretendiera que la Cámara, sin ocuparse 
expresamente del punto, desechó de manera implícita aquel agra- 
vio en razón del carácter civil que atribuyó a la multa, el pronun- 
ciamiento apelado, por apoyarse en fundamentos no federales 
insostenibles y frustráneos de la garantía del art. 18, primera 
parte, de la Ley Fundamental, sería, asimismo, arbitrario. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la sentencia de fs. 2837/2853. Y vuelvan 
los autos al tribunal de su procedencia a íin di' qiie se dicte nuevo 
fiiltn ajustado a este pronunciamiento. 

Benjamín YimjEuas Basavlbaso — 
Aristórt-'I-o D. Aráoz dr Lamadrid 
— liüls María Bofei Bogoero — 

.Tl'T.IO OviIAN ARTE — PEDRO AbE- 

rastury. 



1¡.\ Í0NA TF.KKSA F'KRKZ i« MnNTOYA v Otiíos v. INSTITUTO 
NACIONAL i.t: ACCION SOCIAL 

RBCÜJtSO EXTHAOliftlS AUIO: Hrqnixito* propios. Rezuluvíún rontraria. 

l'roreilc el (retiran extraordinario contra hi sentencia une «lenir^n el fuero 
iedenil iin wíido por el recurrente (•). 



(H I o úv julio. Pullos; lHtí: l'JO y 457; ^2: ifvfi. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Por las perto- 
na». Nación. 

Con arreglo a lo dispuesto en los decretos-lejus 566/55, 11.922/56 y 12.028/ 
57, el Instituto Nacional de Acción Social es una repartición nacional, com- 
prendida en el art. 2°, inc. 6*, de la ley 48, que atribuye a la justicia nacional 
el conocimiento de las causas en que la Nación es parte. 
Corresponde revocar, por ta vía del recurso extraordinario, la sentencia que 
desestima la excepción de incompetencia de jurisdicción y declara que los 
tribunales del trabajo provinciales son loa competentes para conocer de un 
juicio por despido promovido contra el Instituto Nacional de Acción So- 
cinU'l. 



SANTIAGO I. NUDELMAN 

CUERPOS TECNICOS PERICIALES. 

El art. 141 del Reglamento para la Justicia Nacional establece que los deca- 
nos de los cuerpos técnicos periciales serán sustituidos por los vicedecanos 
en caso de ausencia, vacancia o impedimento. 

En atención a las facultades disciplinarias que el art 1M atribuye a ios 
decanos, procede admitir su sustitución — ron funda mentó en la cláusula 
antes mencionada— cuando, como en el raso, el decano lia invocado rabones 
de "delicadeza personal", referidas u una situación qui el sancionado no 
niega existir. A lo que cabe agregar que el apelante fué notificado de la 
intervención del vieedeeano sin que planteara, en esa oportunidad, cuestión 
alguna al respecto. 



MEDIDAS DISCIPUÑiiñMg^ 

Corresponde continuar la sanción de apercibimiento impuesta a un médico 
forense que, al negarse a suscribir la notificación de una nota del decano, 
referente a una cuestión planteada cor. motivo de la intervención do loa 
expertos oficiales en una invesliwión, himi dejar constancia de expresiones 
que constituyen una falta de seriedad y a la consideración que debe a las 
autoridades del cuerpo. 

CUERPO MEDICO FORE'NSE. 

Ante situaciones de carácter personal, suscitadas en el desempeño de sus" 
funciones entre un médico forense y las autoridades del cuerpo, corresponde 
que la Corte les advierta que, a fin de evitar trasciendan cuestiones de tal 
naturaleza en perjuicio del prestigio de ese organismo, su conducta debe 
ajustarse a la 
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Buenos Aires, 1? do julio de 1%0. 
Vistas las uctuaciones que anteceden de las que resulta: 

Que el Sr. Vieedecano del Cuerpo Médico Forense comunica 
medíante el oficio que antecede báber aplicado al Sr. Perito 
Medico Dr. Kantiano I. Xudelman la sanción de apercibimiento. 
Acompaña diversos antecedentes de los que, en síntesis, surge: 

a) (¿ue el Sr. Decano dirigió a los médicos integrantes 'del 
Cuerpo nota por ta que ponía en su conocimiento la comunicación 
de la Asociación de Periodistas relativa a la actuación de los 
módicos forenses que habían intervenido en la investigación de la 

» , ' tl ' iM periodista Jorge Luis (¡al la ido. Kn dicha ]iota el 

Sr, Decano formuló diversas apreciaciones respecto de los comen- 
tarins del diario "Crítica", los que estimaba desvirtuados pol- 
las afirman tutes contenidas en la comunicación de la Asociación 
de Periodistas. 

b) til Dr. Xudelman se negó a firmar ln notificación rés- 
ped ¡va, expresándose en los términos transcriptos a fs. 4 vta., 
de los que solicitó a la empleada encargada de la diligencia se 
dejara constancia. 

eí Ante la falta de contestación a la invitación, reiterada, 
del Sv. Deeantí para que el Dr. Xudelman retirara los términos 
asentados por la empleada, en caso de que correspondieran tex- 
tualmente a sus expresiones, el Decano resolvió excusarse de 
seguir interviniendo en las actuaciones "por razones de delicadeza 
personal»', delegando las facultades, para el caso, en el Señor 
Vieedecano. 

d) Tal disposición fué comunicada al Dr. Xudelman por el 
Vieedecano, quien nuevamente solicitó de aquél rectificara los 
referidos términos, haciéndole saber que la falta de contestación, 
dentro de tercero día, implicaría su ratificación. 

o) Ante la falta fie respuesta, el Vieedecano nplieó la san- 
ción de apercibimiento. Fúndase tal medida —entre otras razo- 
ti es— en las circunstancias ya relacionadas, y en el carácter de 
la nota de la Asociación de Periodistas, de cuya notificación se 
trataba, a ln qiw¡ se le atribuye particular significado v trascen- 
dencia, en cuanto desvirtuaba imputaciones periodísticas* que afec- 
taban al Cuerpo. 

Que, por otra parte, el Dr. Xudelman se presentó ante el 
Tribunal — expte. de Superintendencia 1 (Ufl/tiTI— solicitando se 
dc.je sin efecto el apercibimiento impuesto mediante una delega 
ción de facultades, que estima improcedente. Xiega que haya 
mediado el agravio a los médicos forenses y al cuerpo a que 
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alude la resolución recurrida, y respecto de su negativa a noti- 
ficarse expresa que se trataba de enjuiciar al diario "Crítica" 
sin tjue ese diario "tuviera nada que hacer en los estrados deí 
Cuerpo Médico Forense y con menos razón cuando se lo quiere 
sancionar por hechos que nada tienen que hacer con la función 
dentro del organismo de la justicia forense". Requiere, además, 
se aplique sanciones a los señores Decano y Vieedecano por la 
falta de ponderación que les imputa en la dirección del organismo, 
a cuyo respecto solicita, asimismo, se adopten las medidas nece- 
sarias para restablecer la armonía que el desempeño de su fun- 
ción réqtrere. 

Considerando: 

t¿ue el art. 141 del Reglamento para la Justicia Nacional 
establece que los decanos de los cuerpos técnicos periciales serán 
sustituidos por los vicedecanos en caso de ausencia, vacancia o 
impedimento. 

Que, en atención a las facultades disciplinarias que el art. 
144 de dicho reglamento atribuye a los decanos, procede admitir 
su sustitución — con fundamento en la cláusula antes menciona 
da — cuando, como en el caso, se ha invocado razones de "delica- 
deza personal" referidas a una situación que el Dr. Xudclmau 
no niega existir. Por lo demás, i-l apelante fué notificado de la 
intervención del Sr. Vicedecano sin que planteara, cu esa opor- 
tunidad, cuestión alguna al respecto. 

(¿ue, en lo que se refiere a la sanción impuesta, elia debe ser 
con firmada. Ku efecto, aun cuando razones de prudencia pudie- 
ron aconsejar omitir la notificación ni i>r. Xudclmau de una 
comunicación que contenía apreciaciones referentes a la situación 
personal aludida, es lo cierto que las expresiones atribuidas al 
l>r. Xudclmau en el acto de La notifieueióu — y no negadas por 
éste— constituyen, manifiestamente, una falta do seriedad y a la 
consideración que debe a las autoridades del cuerpo. La discou 
formulad de aquél con la actuación de éstns pudo motivar la nega* 
liva a notificarse y aun la reclamación que dicho médico hubiera 
entendido corresponder, pero, como es obvio, no excusa la actitud 
asumida. 

Que la situación de carácter personal a que se ha hecho refe- 
rencia, ya revelada en el escrito del lír. Xudelman de ¿JO de 
diciembre último, con motivo de la licencia concedida con ante- 
rioridad, y que se acentuó con los hechos de que informó la pre- 
sentación del Sr. Decano — expte. S. 1o7l' (¡0^, hendiente ésto 
de trámite, imponen recomendar desde ya — y sin perjuicio de lo 
(pie en definitiva puede decidirse en dicha* presentación— que 
toda actuación de los señores médicos afectados por la situación 
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oreada, debe ajustarse a la máxima circunspección a fin de evitar 
que trasciendan cuestiones de índole personal, con manifiesto 
perjuicio para la seriedad y prestigio de nn organismo al que 
— como auxiliar de la justicia — le corresponde una delkada 
función. 

Por ello, se resuelve: 

aj Confirmar el apercibimiento impuesto al señor Médico 
Forense Dr. Santiago I. Nadelman. 

b) Advertir a los señores Médicos Forenses, a quienes se 
refiere esta resolución, con arreglo a lo establecido en los tér- 
minos del último considerando, que, a fin de evitar trasciendan 
cuestiones de índole personal en perjuicio del prestigio del Cuer- 
po Médico Forense, su conducta debe ajustarse a la máxima 
circunspeecióiL 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AltlSTÓBl T LO D- AltÁOZ DE IjAMADRID 

— Luis María Boffi Bqgoero — 
Pedro Arerastuhy — Ricardo 

CoLOMBRES. 



JOSEFA DERROTARAN t-e OLMEDO v. S.H.L. EDITORIAL 
PERIODISTICA CENTRO 

REVVBSO DE (¿VEJA. 

El término It'sríi] ]>:irn b interposición de ln queja, íi r'iíz de la denegación 
fie ln apelación extraordinaria decidida por el presidente del tribunal de la 
eattsa, corre a partir de la resolución dr este último respecto del recurso de 
repi lición dedueido en consecuencia, 

JtECÜRSO HE QUEJA. 

Cbrresponde abrir rl recurso extraordinario si, encontrándose cuestionados 
desechen Adquiridos ron arreglo a un repinen que se afirma, con eolor de 
hinditnicntn, estar repido por normas de orden federal, la oportunidad ati- 
nente n la eonsódernción de la procedencia formal de ja queja no es adecuada 
purn la decisión de Ion agrados en que la apelación se funda. 

Dictamen del Procurador General, 

Suprema Corte: 

Ijíi sentencia apelada, en enanto decide que. en presencia de 
la prohibición de transferir la locación ésta no podía ser válida- 
niento cedida sin voluntad del locador, resuelve un punto de dere- 
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cho común que es por su naturaleza irre visible en la instancia 
de excepción. 

Por lo demás, el a quo no ha excedido en la apreciación de la 
prueba ni en la interpretación del derecho aplicado, las facul- 
tades que son propias de los jueces ordinarios de la causa ; y las 
garantías constitucionales invocadas no tienen relación inmediata 
ni directa con las razones de hecho y de derecho común en que se 
funda el fallo apelado y que son suficientes para sustentarlo. 

El remedio federal es por tanto improcedente y corresponde 
desestimar esta queja deducida por su denegatoria. Buenos Aires, 



Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Olmedo, Josefa Ber rotarán de c/ Editorial 
Periodística Centro S.R.L.", para decidir sobre su procedencia, 

Y considerando ; 

Que debiendo computarse el término legal a partir de la pro- 
videncia por el tribunal de la causa, del escrito en que se deduce 
el recurso extraordinario —Fallos: 148: 305 y otros— la queja 
precedente se ha deducido en término. 

Que estando en cuestión, en la causa, derechos adquiridos con 
arreglo a un régimen que se afirma, con color de fundamento 
estar regido por normas de orden federal, la oportunidad atinen- 
te a la consideración de la procedencia formal de la queja, no es 
adecuada para la decisión de los agravios en que la apelación se 
funda. En tales condiciones el recurso extraordinario ha sido 
declarado procedente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 217 
de los autos principales. En consecuencia: Autos y a la Oficina 
a los efectos del art. 8? de la ley 4055. Señálanse los martes y 
viernes o el siguiente día hábil si alguno de ellos no lo fuere para 
notificaciones en Secretaría. Dése oportunamente nueva vista al 
Sr. Procurador General. 
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Buenos Aires, 4 de julio de 1960. 



Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristúbulo D. Aráoz de Lamadmd 
— Julio Othanahte — Pedro 



Aberastury. 
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JOSE ARMANDO SECO VILLALBA v Otho v. PEDRO AZTARKAGA 

y Otros 

RECÜÑSO E\rilAORl>tSM(lO: Re*ol»r¡ÓH. Coala*. 

Revocada por la Corte la -ctitenrio «pelada, en lo atinente til punto federal 
objeto del recurso extraordinario, inrun l»e a los tribútales de la eausa ade- 
cuar *u pronunciamiento a lo rrsue Ito, respecto de las i.estionea accesoria» 
del pleito, epato son toa intereses y tu* costa*. 

RECVRSÓ riXTltA'iKMSARIO: Rrqitisittts limpio*. Cuestión federal. Cues- 
Ji«i4' « frttrralr* simph*. Inh rftrrtHvitÍH d>- fdra* norma» ij neto* federales. 

Procede In 11 pclnt-ión ext riiordiuurin ruando el pronunciamiento del juez de 
l:i can*», en lo atinente a lo* intereses y las rostas del juieio. no se aju-ta a 
la sentencia anterior de la forte (pie. por vía del recurso del art. U do la 
ley 4S, redujo el monto de la condenu. 

RKCCRsn K X T R A ORVIS A RIO: HenoluviÓH. RrftwtirnH do ht teninaa ape- 
lada. 

\m decisión que mantiene la romlemi ni patio de intereses a partir de la 
interpolación judicial, habiéndose resuello por vía de la apelación rxtrnordi- 
nariti «pie asistió razón a los recurrentes para residir el cobro de la suma 

enesti..uada. e« ine patible eon la sentencia anterior .le hi Corto y debe 

ser dejada sin efecto. 

RK CURSO h:\TR.\ORIU.\ARI0: R*«olutión. Retomción de la tententia npe- 

Correspomle revoear la sentencin apellida ipie, desconociendo lo resuelto so- 
bre el fondo del pleito por vía del recurso extraordinario, mantiene la impo- 
sición de las rostas del juieio. 

DllTAMEN DEL PlíO0flLU)O!t ÜENEItAL 

Suprema forte: 

l.a resolución de fs. 471 do los autos principales desestimó 
Iti petición tío la doma miarla, que pretendía se excluyese de la 
1 i * 1 11 ¡dación presentada por el actor, el rubro referente a intereses 
v costas. 

[invocando el fallo de V. K. de fs, 349, la interesada interpuso 
recurso extraordinario contra esn decisión, fundándolo en que la 
misma desconocía el alcance de aquél. 

Al respecto, considero que dicho fallo sólo revocó el d e fs. ¿49, 
*Vn cuanto reconoce a los actores un dereclio superior al que 
resulta del pagaré de fs. 5", pero no se pronunció sobro las cues- 
tiones accesorias como son las que ratograu el rubro aludido. 

Tur lo demás, cube advertir que, dado el carácter de revoca- 
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tente la aclaratoria del superior tribunal de la causa de fs. 271 
cu cnanto condenó a la accionada al pago de los intereses desde 
la interpelación judíeial y cuya aclaratoria consintió oportuna- 
mente la recurrente. 

Por ello y no comportar la resolución apelada un alzamiento 
contra ¡o decidido por Y. K., npino que corresponde desestimar 
ras ¡pretensiones del recurrente. Bueno» Aires, 10 de junio de 
— Hamón Ládano. 

VALIA) I>K LA t'OttTK Sl'l'KLMA 

Buenos Aires, 4 de julio de líHiO. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Seco Yillalba, José Armando y otro c/ Azearra- 
Kn, Pedro y otros *% para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que es jurisprudencia establecida que habiéndose dictado 
sentencia revocatoria tic la apelada, en lo atinente al punto fede- 
ral objeto cb 1 recurso extraordinario, incumbí- a los tribunales 
de la causa la adecuación de su pronunciamiento, respecto de las 
cuestiones accesorias del pleito, como son los inti roses y las cos- 
tas, al fallo de esta Corte — eonf. Fallos: 242: :i7á ; 237: (¡32; 220; 
717; 1ÍW: Í>1 y otros—. 

Que esta jurisprudencia reconoce como fundamento la impro- 
cedencia del remedio federal sobre lo mencionados puntos acce- 
sorios de la causa y también la supremacía de las decisiones de 
esta Corte, que resultaría desconocida por la subsistencia de las 
partes del fallo revocado incompatibles con el sentido de su 
decisión. 

Que la primera razón hace inoperante, para e! supuesto de 
autos, el consentimiento invocado de ta aclaratoria de fs. 271. En 
cuanto ella liare al caso, es decir, en lo que versa sobre intereses 
y costas, el auto era, en efecto, iususceptible de apelación extra- 
ordinaria. Por lo demás, lo argüido en cuanto a la limitación de 
la sentencia de esta Corte, no excusa la adecuación con esa sen- 
tencia, <le lo resuelto en Ins instancias ordinarias. 

Que, en tales condiciones, la alegada preseindencia de lo deci- 
dido por esta Corte a fs. :i4í* del principal impone la admisión 
de la queja — Fallos: líKi : 14 y otros — . 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr, Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 474. 

Y considerando en cnanto al fondo del asunto por no ser 
necesaria más sustanciación: 
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Que es conclusión expresa del fallo dictado por esta Corte 
a fs. 349 que asistió razón a los recurrentes en cuanto resistieron 
el cobro perseguido en la causa. Y es indudable consecuencia 
de sns fundamentos que no incurrieron en mora, porque recono- 
cieron adeudar el importe del documento de fs, 5, cuyo cobro por 
los actores requirieron antes de la iniciación de la causa. 

Que en tales condiciones la subsistencia de la condena al pago 
de intereses pedidos a fs. 269 vta., con fundamento en la negativa 
indebida al pago de una suma mayor líquida, que se decreta 
"desde la interpelación judicial" — fs. 271 — es incompatible con 
la sentencia de fs. 349. 

Que también lo es la imposición de lus costas del juicio, por- 
que las aplicadas a fs. 271 no corresponden al resultado del pleito 
según la sentencia que le puso fin a fs. 349. 

Por ello se revoca la sentencia recurrida de fs. 471, decla- 
rándose que no corresponde el pago de intereses por los recu- 
rrentes y que todas las costas del juicio decidido por senteucia 
de fs. :í4í) deben pagarse por su orden, 

Aristóbvlo D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Oyeianarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Oolohbbjes. 

— — - 



AVATAL1A ALCAHAZ Y Otros v. & A. COMPAÑIA SAXSINEWA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Ribciám directa. Sen- 
ten rias ctm fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos dé 
orden local y procesal. 

La sentencia de la justicia del trabajo provincial por la cual se declara, con 
funda (lientos de hecho y prueba y aplicación del arancel local vigente, que 
las regulaciones de honorarios deben practicarse sobre el monto de la conde- 
na, sin deducirse del mismo Lis sumas pagadas con posterioridad a la inicia- 
ción de] juicio, es ¡«susceptible de recurso extraordinario con base en la 
garantía constitucional de la propiedad (*)- 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones tto federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

Lo atinente al monto del juicio y a los honoraria devengados en las instan- 
cias ordinarias, materia propia de los jueces de la * es ajeno al recurso 
vxt raordi na rio * 



(i) 4 de julio. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencia» arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La jurisprudencia sobre arbitrariedad, en materia de regulación de honora- 
rios, es de carácter especialmente restrictiva. 



PEDRO BERTORA v. INSTITUTO ARGENTINO vf. PROMOCION 

del INTERCAMBIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varios, 

La sentencia qne, declarando procedente la defensa de falta de acción opues- 
ta, rechaza la demanda por cobro de comisiones entablada contra el Instituto 
A, irentino de Promoción del Intercambio, en razón de haber éste actuado 
como mandatario de la Nación en las operaciones de compraventa que origi- 
naron aquéllas, no reviste el carácter de sentencia definitiva y es insnseepHble 
de Apelación extraordinaria con base en la garantís constitucional de la 
defensa en juicio 



ADAM CHAMORRO v. S. A. P1GMA 
PAfiO: Principio» generales. 

Ln jernrquía constitucional reconocida al efecto liberatorio del pago reali- 
zado conforme a la jurisprudencia del lucrar del acto, en materia laboral, 
reconoce excepción en loa supuestos en que la demanda con que se lo impugna 
ha sido deducida en un término razonablemente breve. El transcurso de 
tres meses útiles enlre el despido y la demanda, no importa demora que 
impida encuadrar el caso en la excepción de referencia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». ReUrión directa. Nor- 
mas extraña» al juicio. Disposiciones toiistitnciotuilcs. Art. lfí. 

La alegada existencia de precedentes contradictorios en distintas jurisdiccio- 
nes, tratándose de materia regida por el derecho romún. no autoriza la 
procedencia del recurso extraordinario con 
fuñona! de ln igualdad. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tanto en «1 recurso extraordinario interpuesto contra la sen- 
tencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de 
fs. 91 — que confirmando el fallo de primera instancia condenó 
a la demandada a pagar al actor la cantidad reclamada por re- 



tí) 4 do julio. Fallos: 201: 87. 
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ajuste de indemnización por falta de preaviso — como en la pre- 
sente queja, el apelante afirma que aquélla es violatoria del 
principio constitucional y legal que asistía efecto liberatorio al 
pago liecho de conformidad con la jurisprudencia contemporánea 
uniforme de los tribunales locales. Asimismo considera que el 
fallo recurrido vulnera la garantía de la igualdad ipie consagra 
el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Con respecto a éste último agravio — y aunque no corres- 
pondería tratar la pretendida violación de la igualdad, en razón 
de no haberse planteado el caso federal, a tal respecto, en el 
momento procesal oportuno — , debo destacar que V. E. tiene reite- 
radamente resuelto que la distinta interpretación de leyes comu- 
nes no da luirnr a apelación con fundamento en dicha garantía 
constitucional (Fallos: 241: Ifi y 183; '242: 222 y los allí citados; 
1*44: 359 y otros). Por ello, deberá ser desestimado. 

Otra suerte debe correr, a mi juicio, el primer agravio — sus- 
tentado en la presunta violación del derecho de propiedad — por 
constituir fundamento suficiente del recurso extraordinario inton- 
lado, e) que por ello debió ser concedido a fa. í)8. 

Kn consecuencia, considero que correspondería declarar la 
procedencia del remedio federal deducido a fs, 95 y por tal razón, 
hacer lugar a la presente queja. Buenos Aires, Í5 de junio de 
líMiO. — Ramón Las cano. 

KA LUI I>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de julio de liHil). 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Chamorro, Adato c Sigmn S. A. ,T , para decidir 
sobre su procedencia, 

V considerando: 

C>ne con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte la jerar- 
quía ron-til ufiounl reconocida al efecto liberatorio del pago, 
realizado conforme a la jurisprudencia del lugar del acto, reco- 
noce excepción, en materia lalioral, cu los supuestos en que la 
demanda con que se lo impugna se haya deducido en un término 
razonablemente breve, en relación con las gestiones pertinentes 
para la iniciación del juicio. 1.a posibilidad de objetar la versión 
jurisprudencial a tenor de la cual el pago ha tenido lugar, un 
puede descartarse, entonces, con fundamento en la conformidad 
de! acreedor en la oportunidad del acto, en cuanto ella puede 
estar impuesta ¡km- exigencias vitales, que la justicia de la solu- 
ción no debe dejar de contemplar. En tales condiciones, el trans- 
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curso de tres meses útiles entro e] despido y ta demanda, no 
importa demora que impida encuadrar el caso en la excepción 
a que antes se lia hecho referencia — confr. causa "Medina, P y 
otros v. Sigina S. A.", sentencia de 24 de febrero del año en 
curso y sus citas — . 

Que, en consecuencia, no resulta de la queja ni del escrito 
de & 95 del principal (pie se den, en el caso, los extremos nece- 
sarios para la invocación útil de la jurisprudencia de esta Corte, 
en materia de efecto liberatorio del pa»;o, como fundamento del 
recurso extraordinario que, en consecuencia, debe declararse bien 
denegada n fs. !>8. Porque, como lo señala el Sr. Procurador 
General, tratándose de materia regida por el derecho común la 
apelación tampoco procede con fundamento en la garantía de la 
tgualdad y en razón de la existencia de precedentes contradic- 
torios en distintas jurisdicciones. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Benjamín* Y i llecas Basavilbaso — 
AmsTÚiH'Lo U. AiíÁoz i»e Lamadhid 
- Jllio Oyhan AitTE — Pedro 

A BEHASTfKV. 



FILOMENA PENA he CER VELLO v. HAD.If ASURA K o IIASHHAF 
C AMARAS XACIOXAl.ES DE APELACIOXES. 

U resolución th la musa por H v*il« «■onwtrdntt'o de dos juc-een de la Salu 

*íta il b Cámara Narmnal ,h- Apelai-iota*. ai inedia» los extremos 

tM nrt. 109 del Reglamento pura 1» Justii-i» Nacional, )u tpu> ociim- en c-1 
caso tli- c.vinsai-ióii de uno de sus integrantes, si- «justa n lo dispuesto ni la 
lt>y orgánica vigente. 

CA M ARAS X. I f 70.V.1 LES DE . I PELACÍOXES. 

La constancia de h eaiwil de desintegración puede ser posterior a la nenien < 
cía de ta «usa. Tal eircmistancia »<> invalida el pronaneianüento. 

mWWO EXTHAOH/tiX.UUO: ñtqmttm prepí *r»t¡„ tt ,, ,m fórrale* 
Interpretación ,U por man hrah * rir prmwlimirnt»*, < rarin*. 

Las cuestiones atinente* a ln composición de los IrihimaW ordinnríos, como 
son la* vinculadas a la recusación o exru-aeión de mis miembros, no dan 
limar a recurso i'M ruordinarin. 

ItEf 1{S0 EXTH.WÍWIXAHIO: fíe qH M, m proph,*. ftehri/m rf/rcWrt. X„r. 

Ln sentencia de mía Cúnum NaHonal de Apelaciones ( ,ne. dundos los extre- 
mos del ar¡. HB del RvsIfljiK'nt» para la Justicia Nacional, por el voto 
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concordante de dos de loa jueces que intiman una de sus Saina condena al 
procesado por el delito de injurias, carece de relación directa eon los arts. 18 
v Si <k U Constitución Nacional. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 4 de julio de 1960. 



Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el quere- 
llado en la causa Cervello, Filomena Pena de c/ Ashraf o Hns- 
raf, Hadjí", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la reso- 
lución de la causa por el voto concordante de dos jueces de la 
Sala respectiva de una Cámara Nacional de Apelaciones, es re- 
cular si median los extremos del art. 109 del Reglamento para la 
Justicia Nacional —Fallos: 234: 115; doct. Fallos: 242 : 375 ; 237: 
385 y otros — . 

Que es igualmente jurisprudencia que la constancia de la cau- 
sal de desintegración puede ser posterior a la sentencia de la 
causa —Fallos : 237 : 385— que no queda invalidada por tal cir- 
cunstancia. Y se ha declarado también que la excusación admití- 
da de uno de los integrantes de la Sala encuadra en lo dispuesto 
por el precepto reglamentario citado —Fallos : 225 : 213 ; 228 : 87—. 

Que la doctrina de estos precedentes debo refirmarse en el 
caso, habida cuenta de que lo atinente a la composición de los 
tribunales ordinarios, la recusación o excusación de sus miembros, 
no da lugar a recurso ante esta Corte —Fallos: 244 : 296 y 448; 
243 : 446 y otros — . 

Que de lo expuesto resulta que no existe, entre lo resuelto 
en los autos principales y las garantías de los arts. 18 y 33 de 
la Constitución Nacional la relación directa que prescribe el art. 15 
de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Este 
Tribunal no estima, tampoco, que medie, en la causa, cuestión fe- 
deral ni exceso de los jueces del proceso, que autorice la apertura 
del recurso extraordinario. 
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S, A. EL DIA t S. A. APA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale,. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Las cuestiones Atinentes al régimen de las gratificaciones 7 a la promoción 
de empleados son pantos de orden laboral y de hecho, ajenos a la juris- 
dicción que acaerda el art. 14 de la ley 48. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 4 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Hugo F. 
Stunz en la causa El Día S. A. y APA S. A, s/ intervención ju- 
dicial", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando - 

Qn' las cuestiones decididas por ia resolución apelada, de 
que se ..rae copia a requerimiento do esta Corte, no son federales 
ni dan lugar a recurso extraordinario. 

Que, en efecto, tanto el régimen de las gratificaciones como 
lo atinente a la promoción de empicados son punios de orden la- 
boral y de hecho, ajenos a la jurisdicción que acuerda el art. 14 
de la ley 48. Tal carácter, en lo que bacu a las gratificaciones ha 
sido establecido por jurisprudencia reiterada —Fallos: 244: 9 y 
220 y otros — a lo que no obsta el precedente excepcional de Fa- 
llos: 236: 199. Y en lo referente a la reserva pedida en materia 
de promociones, no dependiendo de ella la calidad de las que rea- 
lice el interventor designado ni invocándose disposición expresa 
que la imponga, la denegatoria no causa agravio que justifique 
el otorgamiento de la apelación. 

Que en tales condiciones y toda vez que la cuestión sobre 
competencia, invocada en el curso de la queja, no reviste tampoco 
carácter federal, el recurso debe ser desechado. El pronuncia- 
miento no adolece, en efecto, de deficiencias que autoricen su des- 
calificación como acto judicial y las cláusulas constitucionales 
invocadas no tienen relación directa con lo resuelto. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Pasavtlbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Pedro Aberastury — Ricardo 
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FLORENTINO NONTI EL v. S. A. i»k CREDITOS y AHORROS 

OCCIDENTAL 

RKWitfiO EXTKAOHIHSARItl: itrqimito* cmmtma. Iribituiti de juttiaá, 

No proeede el rwuríii extraordinario, respeetn de una resolución administra 
liva, cuando v| recurrente omitv demostrar qire aquélla es, ]><>r disposición 
lí-jr»), irisusi-t>|ililiL' di- revisión. |>or víii «Jo m-eión o de recurso. Dielio requi- 
sito vs particularmente cxijrinle cu los supuestos en que lu decisión apelada 
emana del Poder Ejecutivo Nacional. 



Dictamen ukl Pbocuradob (¡kxkieai. 

Suprema ( Yute : 

Tal como lo pone de manifiesto el dictamen corriente a fs. 11J, 
la resolución de t's. '10, confirmada en definitiva por decreto del 
Poder Ejecutivo (fs. 73), contra el eital se interpuso recurso ex- 
traordinario, no constituye decisión de carácter jurisdiccional. 

En efecto, la declaración del punto 11 (fs. lü vta.) no tiene 
fuerza ejecutoria, pues bien se advierte (pie, de no cumplir la 
recurrente la devolución a ipie dicho punto II se refiere, sólo 
cabría al suscriptor iniciar las acciones judiciales ordinarias per- 
tinentes, en tuve» trámite quedaría sujeta a revisión la proce- 
dencia de la devolución meuciouuda. 

Estimo, en eouseenencia, que por ser ajustado a derecho 
el decreto denegatorio cuya copia nina « t's. 113, corresponde no 
hacer Lugar a la presente queja, Buenos Aires, 31 de mayo de 
lütiO. — fíamón Lascano. 

EALLO I>E LA COUTE SITKKM A 

Hílenos Aires, 4 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la Occi- 
dental S. A. de Créditos y Aliónos en la causa Mcmliel, Floren- 
tino c Occidental S. A. de i/réditos y Ahorros", para decidir 
sobre su procedencia. 

V considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudeiieia de ^-sta forte la ausen- 
cia de demostración, por parte del recurrente, de que la resolu- 
ción administrativa sea, por disposición legal, insuseeptible de 
revisión, por vía de acción o de recurso, hasta pura el rechazo 
ite la queja. Se tratn, según reiterados precedentes, de un requi- 
sito indispensable para ta procedencia del recurso extraordinario 
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respecto de decisiones de órganos o funciona rio.s administrativos, 
que es particularmente exigible cuando la apelada emane del 
Poder Ejecutivo Nacional — Conf. causa "üutheim, F, h/ apela 
resolución del Banco Central de la República Argentina M sen- 
tencia de 4 de mayo del año en curso y Fallos: J43: 2!>2 y 4:27 y 
ot ros — . 

Que en preseneia de los términos del decreto agregado en 
copia a t's. 113 del principal y del dictamen «jue lo precede, lo 
expuesto basta para el rechazo de la queja. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AlíiSTÓBl'LO 1). Aháoz l)K IjAMAUHID 

— JviAó Ovhaxahtk — Pedro 

A HKllASTntW 



FORTIN' ATO y LUIS MANAZZONE v. RICARDO CARLOS 
REÍ l RSti E X TR. I O fíUiX A RIO : Rtq*ifÍto$ rom u M* ú*a en HM, 

K| mquiliim rondenndo a de-alujar un inmueble carece de interés Icdtimo 
pura deducir el recurso extraordinario ron fundamento en la violación di* la 
defensa de un siibiiujuilino, cuya representación no invoca (')• 

RECURSO EXTRAORÍtlXAHHi; fcqniéfto$ propio*. Vnfutiomn m> fe, le rale». 
Interpretarían tle norma» lítenles dr p roe e tUm ietttox. Casos varios, 

L» cuestión atinente a quien es procesa luiente tercero, en rircuustunciaa de 
hacerse extensivo el ¡ungimiento contra el subiuquiliim existen!- - en el ininue- 
hle, no excede lo «pie es propio de los jueces de ta causa y, en principio, no 
dn Injiar a recurso extraordinario. 



ROBERTO IUT.LIKSI y Otuo v. STAXOE y Cía. 
PA(H): ¡'rtnrifiion tjenerale». 

Para que pr 'dn el recurso extraordinario, con fundamento en la .jurispru- 

dencin alíñenle a los efectos liberatorio* del pujío, deben justificarse I03 
extn p necesarios para su invocación útil. 

RECURSO EXTRAORMXARIO: Requisitos propios. Reloeiót, directa. Xor- 
mn» extraña* ,tt jnirio. Disposiciones constitucionales. Art. IT. 

Ks improcedente el recurso extraordinario t'undad<< ni l,i doi-lrinu que a!rt- 
buye electo liberatorio al pavjo con .¡era rq nía constitucional cuando, hubiéu- 

(l) 4 Ue julio. Fallo»; J:j8t 434. 
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dose abonado al obrero indemnización simple por despido con arreglo a la 
jurisprudencia imperante en la jurisdicción del lugar donde se desarrolló 
la relación laboral, media una demanda inmediata de aquél, en distinta juris- 
dicción, por integración de la doble indemnización. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requivitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias, principios generales. 

I-a sentencia suficientemente fundada y (pie vers:i sobre puntos de orden 
común, irrevisihles en la instancia extraordinaria, es insusceptible de la tacha 
de arbitrariedad. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tanto en el recurso extraordinario interpuesto a fs. 32 de los 
autos principales como en la presente queja deducida por sn 
denegatoria, el apelante afirma que el pago de las indemnizado 
nes lépales hecho a los actores al ser despedidos — a razón de 
mfn. 1.000 por año de servicios — produce un efecto extintivo que 
importa un derecho adquirido, de acuerdo con la jurisprudencia 
de V. E. Agrega que la sentencia recurrida, al condenarlo a pa- 
par las diferencias reclamadas, vulnera el derecho constitucional 
de la propiedad. 

Considero que el agravio no puede sustentar el recurso in- 
tentado. Y ello así en razón de que para que et pago efectuado 
tuviera el efecto liberatorio que le atribuya el apelante, tendría 
que haber sido hecho de conformidad con la interpretación juris- 
prudencial prevaleciente en el lugar donde se originó, desenvolvió 
y extinguió la relación laboral (doctr. de Fallos: 237: 636 y los 
allí citados), lo que por cierto no ha sido demostrado en manera 
alguna; por el contrario, en el momento en que comenzó, se desa- 
rrolló y cesó dicha vinculación de trabajo (de noviembre de 1957 
a marzo de 1959) la jurisprudencia imperante en la Provincia de 
Buenos Aires establecía que la indemnización por antigüedad en 
ningún caso puede ser inferior a un mes de sueldo, aunque pase 
de m<¡n. 500 por año de servicios, ni de dos meses, aunque supere 
los m#n. 1.000 por año, en los casos en que el resarcimiento deba 
duplicarse por aplicación del art. 67 del decreto 33,302/45 (ver 
sentencias de la Corte Suprema provincial, ambas de fecha 14 de 
mayo de 1957, en las causas "Bahke Miguel José contra Abal Fa- 
rique L, s/ despido" y "Báez Jesús y otros c/ Antártida S. A. 
I. C. a/ despido"). 

En tales condiciones, toda vez que para que proceda el re- 
curso extraordinario fundado en la jurisprudencia referente a los 
efectos liberatorios del pago deben justificarse los extremos ne- 
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cesarios para su invocación útil (Fallos: 233: 28 y 244 : 50 y últi- 
mamente en la causa "Changust Juan c/ Orayen Miguel e hijos 
s/ devolución de fletes cobrados indebidamente", sentencia del 
13 de mayo ppdo.) va de suyo que la falta de tal justificación 
determina la improcedencia del mismo, jpie es precisamente lo 
que ocurre en el caso sometido a dictamen. 

En consecuencia, considero que el remedio federal no puede 
prosperar, y por lo t-nto, que correspondería no hacer lugar a 
la presente queja. Buenos Aires, 6 de junio de 1960. — Ramón 
Lascarlo. 



Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la cansa Pugliesi Roberto y otro c/ Stange y Cía.", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que como lo señala el dictamen precedente del Sr. Procura- 
dor General el recurso extraordinario deducido a fs. 32 de los au- 
tos principales no demuestra la existencia de los extremos nece- 
sarios para la invocación útil de la doctrina jurisprudencial esta- 
blecida en materia de efecto liberatorio del pago, en el orden de 
las relaciones laborales. Por lo demás, y "on arreglo a lo resuelto 
por esta forte en la causa —"Medina y otros c/ Sigma S. A.*', 
sentencia de 24 de febrero del año en curso — la demanda inme- 
diata al pago, en las condiciones de autos, no admite rechazo 
sobre la base de los efectos de aquél. 

Que en tales condiciones, tratándose de sentencia suficiente- 
mente fundada y que versa sobre puntos de orden común, irre- 
visibles en instancia extraordinaria, la doctrina establecida en 
materia de arbitrariedad no sustenta tampoco la apelación. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
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Buenos Aires, 4 de julio de 1060. 




Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz be Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberastury. 



-'<« FALbUS DF. LA i»RTE Sri'REMA 



CESA 11 PKKKDA v. \V. A. RALEIGII 

RECURSO EX TRA O RDIXABIQi Requisito.- propio». Vnntian** na federales, 
interpretación de norma* locales de procedimientos. Canoa cario*. 

I41 presrindeneia de un hecho nuevo, nletrndo en seeundti instancia, no es 
tiipstit'.ii federal que sustente el recurso extraordinario 



JOSE SANCHEZ MERLO 

RECCRSO KX TRAORMXÁXMt. Reijntsito* propios. Caesiione* no fedérate*. 
Interpretación de norma* lócale* tle procedimiento.*. C«.-o* cario*. 

Et pronuncia miento que, en un juicio sobre posesión treintañal, niesa ínter- 
vención ¡i los terceros ipic la pretenden roí un ruudyuvante* del demandado, 
decide cuestione» ile hecho y de derecho común y procesal , ajenas a la juris- 
dicción extraordinaria de la Corte 

RKCl'ttSO E X TRA O R[>1 XA RÍO: Requisito* propios. Sentencia definitíra. 
Retid tu- iones mili rieres a lo nruteneia definitíra. l'nria*. 

Es improcedente el recurso extraordinnrio si el ñera vio que alegan los ocu- 
pantes de tierras fismU-s. a quienes se le* nepó intervención romo parte ea 
mi ¡uicio sobre posesión treintafuil, puede eiic.intrar remedio en Ins instan- 
cías i.rdinnriiis de ln causa, ya sen po ripie la sentencia linal lavnrcjíca al 
fimo o por viu de la reserva de las acciones que 
cor^s¡ ler n los recurrentes. 



JUAN BAUTISTA OAIDO t Orno 

.ff fttStl 't lOX Y ( "(tMl'ETFXt 7.1: Cif*tinnrs de competencia, ¡nhihitoria'. 
planteamiento ti trámite. 

Ks t:trdía la inhibitoria planteada -i los que la articulan ante la Cá»L¡ira 
Paritaria habían va rouscniido l:i jurisdicción de los tribunales provincia- 
les í»>. 



mm WKINSTE1N* Y írrito 
JlltKWt 'CiÓN Y CtM!'l:TES< t.\: Competencia territorial. Elemento* dc~ 

terminantes. Lugár del domicilia de la» partes. 

Si no se bu probado <pte las miles hubiesen con venido, expresa o Ilícita- 
mente, nn luirá r para el cumplo liento de las obligaciones, las acciones perso- 
nnles ilchen promoverse ante el juez del domicilio del demandado. 

.1 i de julio. Fallos: 23»s 512. 

(-*> 4 «le julio. 

(») S (le julio. K»IW¡ 2-H: 
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Dictamen del Pbocübadoe Gexekal 
Suprema Corte : 

Con arreglo a lo dispuesto por el art. 24, ine. 7% del decreto- 
ley 1285/58 — ya que no existe un órgano superior jerárquico co- 
mún que pueda resolverla— corresponde a V. K. dirimir la pre- 
sente contienda de competencia. 

Kn cunnto al fondo del asunto, se trata de lo siguiente: al 
ser notificado en su domicilio de esta Capital del juicio por resci- 
sión de contrato y daños y perjuicios iniciado ante la justicia 
federal de Mendoza, el demandado deduce cuestión de competen- 
cia por vía de inhibitoria ante el Juzgado Nacional en lo Comer* 
cial n» i) de la Capital Federal (ver fs. %), la que es favorable- 
mente resuelta por el juez (ver fs, 21"»). Librado el correspondien- 
te exhorto al titular del juzgado federal de Mendoza, éste hace 
lugar a la cuestión planteada (ver fs. 71 del oxp. agregado), pero 
tal resolución es revocada a fs, 83 por el tribunal de alzada, por 
estimar que el juez eonmetente para entender en la causa os el 
de Mendoza, en razón de estar domiciliado el actor en esa provin- 
cia. 

Al ser elevadas las presentes actuaciones a la Corte Suprema 
por el magistrado de esta Capital —lo que a mi juicio equivale al 
mantenimiento de lo decidido a fs. 21.")— queda debidamente tra- 
bada la contienda jurisdiccional que toca resolver a V. E. 

Del examen del contrato que ligaba a las partes (ver cop ! ns 
de fs. tí del agregado y fs. 'M del principal) no puede concluirse 
que se baya convenido un determinado y exclusivo lugar para el 
cumplimiento de las obligaciones pactadas ; por el contrario, éstas 
debían llevarse a término en el territorio de diversas provincias. 

Kn tales condiciones, y toda vez que la promovida es una 
acción personal, me parece claro que la competencia del jnez que 
debe entender en la presente causa —artículo 4* del Código de 
procedió lien tos — está determinada por ei domicilio tanto del de- 
mandado como de la sociedad de responsabilidad limitada, de la 
que formaba parte, como por el lugar que en el contrato en cues- 
tión fué suscrito, os decir, la Capital Federal. 

Kn rnaón de lo expuesto, considero que correspondería diri- 
mir la presente contienda en favor de la competencia del Juzgado 
Xacional de Primera instancia en lo Comercial tí* 5 de la Capital 
Federal. Buenos Aires, 7 de abril de 1960. — Ramón Lascano 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, (S de julio de 1960, 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador General y con la reiterada jurisprudencia de estn 
Corte en casos análogos —Fallos: 240: 334; 242: 371, los allí ci- 
tados y otros — , se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Comer- 
cial de la Capital Federal es el competente para conocer de esta 
causa. Remítansele los autos y humase saber en la forma de estilo 
al Sr. Juez Federal de Mendoza. 

Benjamín Villeuah Basavilbaso — 
Luis María Bom Boooero — Ju- 
lio Othakaute — Peoiío Abekas- 
•rtritY. 



JUAN CARLOS DI VERX1ERO y Otros 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Pluralidad de do- 
Utos, 

Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre los hechos 
delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima facie" cotuo indepen- 
dientes, deben ser investigados por loa jueces que resalten cora pe ten tea. En 
consecuencia, corresponde al jaca nacional en lo criminal de instrucción cono- 
cer de los delitos de exaceioues ilegales y violación de los deberes d-1 funcio- 
nario público; y al juez nacional en lo criminal v correccional federal, del 
de retención de libreta de enrolamiento que también se imputa al procesado. 



Sentencia del Juez Nactonai. en ix> Criminal de Instrucción 

Buenos Aires, tí de mayo de 1959. 

Autos y v tos: 

Para resolver en el presente sumario n» 111, sobre ta competencia del 
Juzgado, y 

Considerando : 

Que 8* acusa a los tres procesados por exacciones ilegales y violación de los 
deberes de funcionario publico, haciéndose consistir el hecho en haber detenido 
«n una estación del subterráneo línea B, al denunciante y al efectuarle deter- 
minada imputación, se le exieió ana suma de dinero, entregando una pequeña 
cantidad y quedando convenido que al día siguiente se entregaría el rosto y a 
fin de que el denunciante cumpliera ese compromiso, loa procesados le habrían 
retenido la libreta de enrolamiento que se entregaría contra la entrega del dinero. 
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Que la retención de ese documento, es una infracción que debe ser juzgada 
por la justicia federal de acuerdo a lo dispuesto por el art. 28 de la ley 11.386 y 
siendo el delito cometido en esta en usa un heeho único, el infrascripto es incom- 
petente para instruir este sumario. 

Por ello, y oído el Sr. Agente Fiscal corresponde y resuelvo: 

Declarar la incompetencia del Juzgado pura entender en las presentes actua- 
ciones, que deberá pasar a conocimiento del Sr. Juez Nacional en lo Criminal y 
Correccional Federal en turno. — Jortje Luis Gallegos. 



SENTENCIA t-K I.A CÁMARA NACIONAL I>K APELACIONES EN LO CRIMINAL 

V CORRECCIONAL 

Buenos Aires, 23 de junio de 1959. 

Teniendo en cuenta la interpretación dada por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, en el caso Gómez» Mario Sixto, con fecha tí de abril de 1956, y 
atento el desistimiento formulado i>or el Sr. Fiscal de Cámara, se declara firme 
la resolución de fs. 54 que declara la incompetencia del Juzgado para seguir 
entendiendo en 1 - presente causa y ordena la remisión de estas actúa ritmes al 
Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Correccional Federal que corresponda por 
orden de turnn. — Ernesto Y. -- Arturo Af. Jofré — Jasé F, Argibay 

Molina. 

Sentencia lel Jckz Nacional kn i>o Criminal y Correccionaé FKDfiUii 

Hítenos Aires, de diciembre de 1959. 

Autos y victos ; 

l'ura resolver sobre la competencia de] Juzgado para entender en la pre- 
sente causa; 

Y considerando: 

Que se inician estas actuaciones A raía de la denuncia efectuada por Homar 
Enrique Estrañy a fs. 3, según la cual el denunciante habría sido «impelido 
a pagar una suma de dinero en concepto de multa por una supuesta condición 
de amoralidad por parte de tres individuos pertenecientes a la Policía Federal. 
No teniendo en su poder en el momento del hecho la cantidad requerida, entregó 
una pequeña suma que era todo lo que tenía, asegurándose los a prehensores del 
saldo a pagar por el denunciante por medio de ta retención de la libreta de 
enrolamiento de éste. 

Que los hechos referenciados indican la posibilidad de la comisión de delitos 
de exacciones ilegales y retención indebida de I breta de enrolamiento, los que 
tienen el carácter de conexos, por lo que dclw erarse n ln dispuesto por los artfl. 
;i8 y 42 del código de forma. 

Por ello, de conformidad fiscal y disposiciones legales citadas, 

Resuelvo: 

1) Declarar la competencia del Juzgado para entender en lo presunta comi- 
sión del delito de retención indebida de libreta de enrolamiento, para lo cual se 
deberá testimoniar las partes pertinentes. 
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2) Ifeeretar la intíoiupeteiiiia del .tuzando ]>¡ira entender en el presunto 
delito di- i-xneeiiHti'H ileynlts. ddiietul» remitirse ln cnusji eon til'íriu n la Kxeni». 
tTiinnrn V;iriui;¡i| ile Apelín-iunes en 1u Crimina! y (Wrerrinnal de la ('Npitid, 
a r'i 1-1 de «|iie dtti'Hiiine el tribunal i|iie tendrá a eíiino dielm juzttnmienlo, — 
Angel .1- Hreijmñ. 

Dictamen- mu PitoetTEADon General 

Suprimía t forte : 

Tal como ln pone tic manifiesto el Señor Juez Federal a fs. 
71, la retención de la libreta de enrolamiento de la víctima con- 
curre materialmente con la extorsión de i|ite ésta habría sido 
objeto, ya que la mera vinculación de medio a fin no basta a 
configurar ln hipótesis prevista en el art. .">4 del (\ Penal. Así lo 
lin resuelto \\ K.» en casco que guardan analogía con el snh Ufe 
(Pullos: UVA; 121 y Kubinstcin, Snra y otros — estafa, y Fo- 
dreeea, Carlos J. s excepciones dolosas al servicio militar, sen- 
tencins del 24 y 28 de diciembre de lito!», respectivamente). 

P(»r lo tanto, y teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 42 
del C. de Pioeedimieutns en lo Criminal, corresponde resolver la 
presente contienda declarando que atañe a la justicia en lo federal 
conocer de la retención del documento, y a la criminal y correc- 
cional de las exacciones ilegales. Buenos Aires, II) de junio de 
1960, — Mamón Lastimo. 

FALLO PE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, f> de julio de 1 ÍMiO. 

Autos y vistos: 

J)e acuerde» con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador tieneral v con lo resuelto por esta Corte en casos 
análogos —Fnllos: 24o : Ó27, .V»1 ; 24<¡t .'Mi ; causa C, 044 XIfl "Zn- 
mora Antonio y otra" fallada el 27 de mayo pasado—, se declara 
q«e el Sr. Juez Nacional cu lo Criminal de Instrucción es el com- 
petente para conocer de esta causa, con excepción de lo referente 
a retención de libreta tic enrolamiento, para lo cual hará expedir 
los testimonios (pie correspondan. Remítanse los autos al juzgado 
de procedencia y hágase snlter en la forma de estilo al Sr. Juez 
Nacional en lo Criminal y Correccional Federal 

Benjamín* Villegas Hasaviliuso — 
Lris Manía Bom Hooceito — ,Tr- 
i,io Oyiiaxaiíte — I*eofío Abeius- 

Tt'RY. 



S. [{. U LA Ai i lí ICO LA 



El jn« nacional en lo eriraiiml de im-lnieción de 1» Capital <jin> provino 

i'Ii lu i-ansa, y no el provineid. va. el rom latente para sejruir mimi-iendo del 



Suprema Corte: 

Kl endoso ipie se titee falsificado debe considerarse asado 
por primera vez, sin duda, en oportunidad de haberse entregado 
el documento al endosante Inmediatamente posterior, t\uv parece 
ser, en el caso, el Banco Monserrat de Rosario, 

Kstimo, en eonseeiieneia, (pie eor responde deelarur, por aho- 
ra, competente para entender en la causa til Señor Juez de Ins- 
trucción de dicha ciudad. Buenos Vires, lo de junio de líHiU. — 
ttuíttóu ¡MSVUHtí. 



Autos y vistos; considerando: 

Qtlé los elen lentos de juicio existentes en estas actuaciones 
no son suficientes para establecer en ipié jurisdicción se habría 
cometido el delito denunciado. Kn tales condiciones, de acuerdo 
con lo establecido por el art. :t<¡ del Código de Procedimientos en 
lo Criminal y La reiterada jurisprudencia de esta Corte (Fallos: 
14\ : .TT(i: l!4íi : 174: '244: 231 y otros), el juez <|iic previno debo 
seguir conociendo del sumario, sin perjuicio de lo ipie resulte de 
la investigación. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (¡enera!, 
se declara míe el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instruc- 
ción de la Capital Federal es, por ahora, el competente liara co- 
nocer de esta causa. Remítansele los tintos y hágase saber en la 
forma de estilo al Sr. Juez de Instrucción de Rosario, Santa Fe. 




Dicta m en i*el PitocntAnou (íexeual 



FALLO I>F. LA ( ulíTK Sl'PItKMA 




Benjamín Vílleoas Rasavii.raso — 
Lris Makía Boefi Boückho — ,Tn- 
tto Othaxarte — Pedro A buhas- 

Tl'HV. 
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AN'OFLK'A DEI.FI XA LI SA le FOCRVKT. -«vusito— 

KXUUH TO: ! >th<jcnci<tmt,nt,>. 

Correspondí' que t'l juez de paz de lanías de /.amura, l'rovincia do Bueno» 
Aíívs. dé ruin pli miento al exliortn librado en un juicio sucesorio, mediante 
el nuil el juez nacional de paz ile la Capital Federal requiere se reciba 
declaración testimonial a vanas persona* — a lu que ae opone el primero 
j«>r considerarse incompetente, en razón de que la justicia de paz de esa 
provincia nn entiende de juiein> suceMirios citando se denuncian bienes in- 
muebles— pues la diligencia encomendada no importa atribuir al magistrado 
provincial una competencia di.-tinla de la que fijan las leyes- lóenles, sino 
tan sólo delegarle, con el fin expresado, la jurisdicción (pie el juez de la 
Capital ejerce en el juicio, jurisdicción que no lia sido objetada y debe 
.urtir Lulos sus efecto?, dejándose a salvo la del juez requerido. 

DllTAMKN DEL PbQCTJRADQB GlOTBRAL 

Suprema Corte: 

Kl conflicto suscitado entre un Juez do Pnz de la Capital 
Federal y otro de igual categoría do la Provincia de Buenos Ai- 
res 6órrespoudo sea dirimido por V. E.. al no existir un órgano 
superior jerárquico común que pueda resolverlo (nrt. 24, itic. 7<>, 
del decreto-ley 1285/58). 

Ka cuanto al fondo del asuuto —so trata de una rogatoria 
librada por el Juez Nacional de Paz n* 27 do esta Capital, en la 
que el magistrado exhortado (que lo es el Juez de Paz de Lomas 
do Zamora) se declara incompetente para entender en lu misma, 
sobro la liase do lo dispuesto en el art. 27 del Código do Proce- 
dimientos local— considero que por aplicación de la doctrina sen- 
tada por V. E. en casos análogos (Fallos: 244: ÍÍ41 y los allí cita- 
dos), y toda vez que el exhorto en cuestión contiene los recaudos 
necesarios para su diligeneiaiuicnto, correspondería declarar qne 
la rogatoria debe ser cumplida por el Juez de Paz provincial. Bue- 
nos Aires, 11 de mayo de líHKt. — Ramón Lasrano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 6 de julio do 1060. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, iniciada ante el Juzgado Xaeional de Paz n* 27 de esta 
Capital la sucesión de doña Angélica Delfína Luna do Fourvcl, 
se libró exhorto al Sr. Juez do Paz de T -ornas de Zamora a fin de 
que recibiera declaración testimonial a varias personas. Previo 
dictamen dol Agente Fiscal, el Sr. Juez de Paz provincial so noirú 
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a diligenciar el exhorto, fundado en que son distintas laa compe- 
tencias de ambos jueces y en que ta justicia de paz de la provin- 
cia de Buenos Aires no entiende de juicios sucesorios cuando se 
denuncian bienes inmuebles (fs. 42 vta. y 43). 

Que, según resulta de lo expuesto precedentemente, las cues- 
tiones planteadas en esta causa son esencialmente análogas a las 
(jtie esta Corte consideró en el caso registrado en Fnllos: 244: 
'141, por lo que, eon remisión a los fundamentos dados en esa 
ocasión y que se dan aquí por reproducidos, corresponde declarar 
(pie la rogatoria a que se refiere esta causa debe ser diligenciada 
pur la justicia de paz provincial. 

Por ello y lo dictaminado por el ¡Sr. Procurador General, se 
declara que el Sr. -Juez de Paz de Lomas de Zamora, Provincia 
de Buenos Aires, debo dar cumplimiento al exhorto librado en esta 
causa por el Sr. Jueü Nacional de Paz. Devuélvanse los autos al 
juzgado do su procedencia a fin de que se reitere la rogatoria, en 
la que deberán transcribirse este pronunciamiento y el precedente 
dictamen del Sr. Procurador (Jeneral. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ariktóbulo D. Aráoz de Lamadeid 
— Luis María Boffi Boooero — 
Julio O y manarte — Pedro A_br- 

UASTUItY. 



LUIS FEDERICO RAMON" CARRIZO 
CONSTITUCION NACIOXAL: Derechos y (tarantín». Defensa en juicio. Pro- 

1a Stten«ta de argumentación valedern aperen del acogimiento tie piezas 
procesales, cuya calificación emito deficientes o su admisión implícita como 
víil ¡lina conduce a diferencias fundaméntale* en el resultado del proecBO. 
viiín el pronunciamiento definitivo, desde que se lo ofrece on tales con- 
diciones desprovisto de fundamentos inobjetables. En consecuencia, corres- 
ponde revocar la sentencia que, sobre la hase de los mismos elementos 
de juicio observados por la defensa y descartados por el juez, y sin fundar 
la admisión de esa prueba, reforma el fallo de primera instancia, que condena 
al acusado n dos años de prisión por homicidio con ejeceso en la legitima 
defensa, imponiéndole la pena de once años de prisión como autor del 
delito de homicidio simple. 

SENTENCIA: Principio* (¡eneraba. 

La exigencia de que los fallos judiciales tengan fundamentos serios reconoee 
raíz constitucional. 
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SENTENCIA: Principios generales. 

K* rundirían di* validez de un f tilín judicial que él ¡sea conelusiún razonada 
del derei-ho vigente, con ¡mrtirular re lerenda a W <-¡ minuta iicíün tOmptO- 
hadas en la ki contrario siguí ticnría reconocer valide/, a falhH ju- 

díñales fundados exclusivamente en la voluntad de los jaeces. 

Dirr.iMKN iíkl Pbocühaw>b Ukxeual 
Suprema Corto: 

Al contestar a fs. 7ü la acusación fonnuimln contra Luis Fe- 
derico Ramón Carrizo, el defensor de éste dejó observadas las 
declaraciones pi estadas durante el sumario por los testigos Juan 
Angel Oyóla, Ramón Rom alo Romero, Guillermo Santilláu Ro- 
bles y Manuel Justino Silva — euyas manifestaciones sobre cir- 
euiistancius inmedininmente anteriores o posteriores al hecho mo- 
tivo de está causa habían sido tenidas en cuenta por el Ministerio 
Pisca! para encuadrar la conducta del procesado en la figura del 
homicidio >'iuple — y, seguidamente, solicitó la absolución del acu- 
bado sosteniendo que el mismo había obrado en la situación con- 
templada por el nrt. .'Í4, inc. Ü 9 , del Código Penal. 

Abierta ta causa a prueba, y producidos a requerimiento del 
Sr. Agente Fiscal los testimonios de Epifanía del Carmen Ro- 
meri. y Ramón Rusa Díaz —los cualo versaron también sobre 
eircnustaiieitis anteriores ti posteriores al hecho investigado — , 
hi defensa taehó al primero de ellos par haber reconocido su ín- 
tima amistad con la víctima (v. fs. 73), y negó validez a la decla- 
ración del secundo por no habérsele brindado la oportunidad de 
eunt rolarla, y haber sido recibida dicha declaración una vez ven- 
cido el término de prueba (v. fs. (i.'í). 

Posteriormente, como este término transcurriera sin que se 
pidiera ni ordenara la ratificación d los testigos del sumario 
observados a fs. 07, el defensor, invocando al efecto la disposición 
contenida en el nrt. 4K4 de la ley ritual local, se opuso a que las 
manifestaciones de aquéllos fueran tenidas en cuenta al fallarse 
la en usa. Esta oposición la formuló en su inf orine final de fs. 7Í>, 
ocasión cu la que, además, reiteró sus impugnaciones contra los 
dos testigos presentados por la aeusa*ión, y volvió a sostener que 
cu el caso debía estarse a lo confesado por Carrizo y, en conse- 
cuencia, declararse su absolución pnr haber actuado en legítima 
defensa. 

Llegados los ñutos a sentencia el Sr. Juez de 1* instancia, en 
su pronunciamiento de fs. HS, admitió las objeciones planteadas 
con respecto a las decía raciones testimoniales más arriba aludi- 
das, y resolvió que estas últimas carecían de valor. Por ello y por 
considerar ¡n elevantes los demás testimonios producidos en las 
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dilaciones, declaró que la causa debía ser decidida sobre la base 
c e la confesión calificada del imputado, al cual condenó filialmente 
i< la nena de dos años de prisión por haber excedido los límites 
ir ipuestos por la ley para la defensa contra una agresión ¡logí- 
ti na. 

Apelada esta sentencia por el fiscal y por el defensor, la cau- 
sa quedó sometida a decisión de la Corte de Justicia de Cata- 
in rea, la que al pronunciarse a fs. 12:? vta. declaró al procesado 
ai ir del delito de homicidio simple y lo condenó a la pena de 
once años de prisión. 

De las consideraciones vertidas por los integrantes de aquel 
tribunal resulta ijue el fallo de alzada se sustentó, fundamental- 
mente, en las declaraciones de los testigos Guillermo Santilláu 
Robles, Manuel Justino Silva, Ramón Kosa Díaz, Epífanio del 
Carmen Romero, Juan Angel Oyóla y Ramón Rótuulo Homero. 
Del acuerdo de fs. 118 se desprende, en efecto, que en el voto 
que lo encabeza sólo se hizo mérito de los manifestaciones de 
los cuatro primeros de los recién nombrados, y del croquis que 
corre a fs. 41, que fué confeccionado sobre la liase de lo decla- 
rado por Silva (ver Fs. 39 vta.). Kn lo que se refiere al vocal 
que se expidió en segundo término, fundó su opinión: a) en el 
ya citado Croquis de fs. 41, o sea, en il finitiva, en lo expuesto 
por el testigo que acal» de mencionar; b) en que nadie corro- 
boró en autos las manifestaciones del imputado respecto de 
una presunta invitación (pie la víctima le habría formulado, y 
en (pie tampoco escuchó persona alguna el disparo da escopeta 
que el primero sostuvo le había sido efectuado por la segunda, 
ÍOdO lo cual, evidentemente, importó también una tácita remi- 
sión a lo declarado por los testigos Silva, Oyóla, Ramón Kómulo 
Romero y Epifanio del Carmen Romero, ya que fueron éstos 
los únicos que hubiesen podido exponer sobre aquellas circuns- 
tancias del hecho, supuesto que este último hubiera ocurrido en 
1« fonnu aseverada por el procesado; y c) en lo manifestado a 
fs. lít acerca de que el arma con que Carrizo golpea ni n su víctima 
no presentaba señales de haber sido disparada, manifestación que 
la autora del voto atribuye erróneamente al Sr. ('omisa rio de la 
localidad de Recreo (Peía, de Cutama rea), cuando en realidad ha 
sido efectuada ante este funcionario por el testigo Guillermo 
Santilhín Robles, quien en esa oportunidad declaró haber exami- 
nado el arma en cuestión en presencia de Ramón Rosa Díaz y 
Manuel Justino Silva. Por último, al expedirse el tercero de los 
miembros del tribunal, adhirió a la- conclusiones a que arribara 
el vocal preopinante. 

Resulta entonces de lo expuesto que, pnra modificar la cali- 
ficación efectuada por el inferior, el a quo ha tomado exclusiva- 
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¡agate en cuenta los dichos de todos los testigos que durante la 
tramitación de la causa fueron objetados por la defensa, en grado 
de considerar inhábiles sus declaraciones. Sin embargo, y a pesar 
de <|iie esas objeciones habían sido aceptadas por el fallo de 1* 
instancia y más tarde mantenidas por el defensor en la presen- 
tación de fs. 105, aquel tribunal no se hizo cargo de las mismas y 
en su sentencia prescindió de toda consideración sobre el parti- 
cular. 

Ks indudable que las cuestiones que se encuentran compren- 
didas en un juicio y revisten importancia decisiva para la solu- 
ción final fiel mismo, deben ser materia de especial y motivado 
pronunciamiento por parte del tribunal de justicia al que son so- 
metidas y, a mi criterio, las planteadas en el presente caso con 
respecto a los testimonios de referencia participaban de los ca- 
recieres señalados. Así pues considero, atentas las particulari- 
dades de la causa, que si el a quo entendió que las impugnaciones 
articuladas contra esos elementos de prueba no obstaban a la va- 
lidez de los mismos, estuvo obligado a resolver concretamente el 
punto exponiendo al propio tiempo razones que dieran sustento 
a esa conclusión, y este orden de ideas me lleva a concluir que la 
decisión de fs. 11H no ha sido debidamente fundada. 

V, B. tiene reiteradamente resuelto que corresponde dejar sin 
efecto las sentencias desprovistas de suficiente motivación ( Pa- 
lios i 235: 113; 236: 27 y 156, entre otros). Es que, como lo preci- 
sara en las oportunidades de Fallos: 240: 160 y 299, es principio 
con base constitucional en la garantía de la defensa en juicio que 
los fallos de los jueces sean fundados y constituyan derivación 
razonada del derecho vigente, ya que la naturaleza de órganos de 
aplicación de la ley que les es propia excluye la solución de las 
causas sin otro fundamento aparente que la voluntad de los 
magistrados. 

A mi juicio, la jurisprudencia que acabo de recordar es apli- 
cable al presente caso y, en consecuencia, pienso que corresponde 
dejar sin efecto la sentencia recurrida a fs, 125, y disponer que la 
causa sea nuevamente juzgada. Buenos Aires, 27 de julio de 1059. 
— Itomón Lasco un. 

FALLO DE I.A CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de julio de 1960. 

Vistos los autos: ''Carrizo, Luis Federico Ramón s/ homi- 
cidio". 



Considerando : 



1") Que la defensa de Luis F. R. Carrizo, acusado por homi- 
cidio (fs. 50/55), observó la prueba testimonial acumulada en el 
sumario (fs, 57/59) y la producida durante el plenario (fs. 63/65 
y 79/85). La sentencia de primera instancia acogió favorable- 
mente sus reparos, atraque condenó al prevenido, "como autor 
responsable del delito de homicidio culposo por exceso en la de- 
fensa' \ a la pena de dos años de prisión "y accesorios legales" 
(t's. 88/91») . Recurrido este pronunciamiento por la defensa y por 
el acusador fiscal, la Corte de Justicia de Catamarea modificó la 
calificación del hecho, encuadrándolo en el art. 79 del Código 
Penal (homicidio simple) y condenó en definitiva a Carrizo a su- 
frir once años de prisión, con accesorios legales y costas (fs. 118/ 




2*) Que, contra lo decidido en la alzada, el defensor inter- 
puso recurso extraordinario a fs. 125/132, fundándolo en que el 
fallo ha omitido tratar la cuestión federal, que, basada en la ga- 
rantía constitucional de la defensa en juicio, planteó y mantuvo, 
respectivamente, en primera y segunda instancias, en orden a los 
vicios que puntualiza respecto de la prueba de testigos. 

3") Que las observaciones que, en opinión del recurrente, 
invalidan los dichos de los testigos de la instrucción y del plena- 
rio, recibieron amplia acogida en primera instancia, motivando la 
condena del acusado otros elementos de convicción valorados en 
esa oportunidad por el juez. Pero el tribunal a quo, a pesar de 
(pie fueron reiterados ante él los planteamientos que sustentaban 
hi argumentación acogida por el juez del crimen (ver fs, 105 y 
sigtcs.), no solamente no los ha considerado sino que se lia valido 
de la misma prueba observada para reformar la calificación y 
agravar apreciablemente la pena. Kilo es así, porque las piezas 
probatorias quo fundamentan los votos de los miemhros del tri- 
bunal apelado consisten en los mismos elementos que fueron dese- 
ebados en primera instancia por no reunir los requisitos indispen- 
sables y observados por el defensor — con invocación de la ga- 
rantía de la defensa en juicio — ; todo ello sin un pronunciamiento 
relativo a las razones jurídicas quo abonaran la utilización de 
aquéllos en el caso y la impertinencia de las observaciones formu- 
ladas. En efecto, el magistrado que vota en primer término en el 
acuerdo de fs. 118 fumín sustancinlmcnte su opinión sobre indicios 
resultantes de declaraciones reiteradamente calificadas como in- 
hábiles por el defensor y rechazadas con fundamento de natura- 
leza procesal y constitucional (art. 18 de bi Ley Fundamental) 
por el juez del crimen (ver en especial fs. 9.T vta. y 95 vta.), sin 
que las circunstancias que determinaron su repudio por la senten- 
cia de fs. 88/95 hayan ocupado en momento alguno la atención do! 
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miembro del tribunal; el segundo juez del cuerpo 1 fs. lijo vía,), 
no obstante reconocer que los dichos de loa testigos de autos 
"aunque fueran válidos desde el punto de vista procesal, no son 
apto* para esclarecer o explicar como oeurrió el suceso" (lo cual, 
cuino es obvio, no satisface las exigencias de una opinión sobre el 
I millo qtie interesa — ver también secundo párrafo de fs. 1 — ). 
rc*jtl*fe a "otras constancias" que, en verdad, tienen su origen 
en los testimonios tachados, incurriendo así en la inconsecuencia 
lorien de utilizar los mismos argumentos cuya calif ¡"ación consi- 
dera inoperante; por último, igual reflexión cabe respecto de lo 
q«e expone cu su voto el tercer componente del tribunal a (pío, 

qnii'i raparte en un todo las conclusiones del vocal preopinante. 

4") tjue la ausencia de argumentación valedera acerca del 
acogimiento de piezas procesales cuya calificación como deficien- 
tes o su admisión implícita como válidas ha conducido a difereu- 
cia- fundamentales en el resultado del proceso, vicia el pronun- 
ciamiento definitivo, desde qué se lo ofrece en tules condiciones 
desprovisto de fundamentos inobjetables, Ksta Corte ha decidido 
«pie la exigencia de que ío» faltos judiciales tengan fundamentos 
serios reconoce raíz constitucional (Fallos: 240: USO) y (pie es 
coiidieión de validez de un fallo judicial <pie él sea conclusión 
razonada del derecho vigente, con parí h uía r referencia a las cir- 
cunstancias comprobadas en la cansa, pues lo contrario significa- 
ría reconocer validez a sentencias fundadas exclusivamente en la 
voluntad de los jueces ( Fallos: 24.'1: 84 y los allí cilados; doctrina 
de Fallos: 'j:¡4: :?< >T, 40l>, Hítí; S.K: 11.! V otros\ 

">*) l¿ui', en consecuencia, dehe aceptarse el agravio traído 
pin el defensor y, habiéndose incurrido con el pronunciamiento 
de fs. lis 123 en violación de ta garantía (Je la defensa en juicio 
ijiie consagra el art. 18 de la Constitución Nacional, corresponde 
«pie aquél sea dejado sin efecto, 

l'or ello, y lo dictaminado concordaotemente por el Sr. Fro- 
curador (¡crieral, se deja sin efecto la seliteicin apelada de fs. 
lis 123 en 'milito lia sido materia del recurso extraordinario de- 
ducido a fs. 12a Xotifíipiese y vuelvan los autos al tribunal 
de su procedencia :i fin de qtte se dicte nueva resolución arreglada 
a este pronunciamiento. 

Ta is Mahía líom EiootiF.no — Jrt.to 
()vhan.\i!tk — I Vi mío Ahkha^tihv 

— TÍU VÜImi CoUlMIUiKS. 



de ji'STin* ni: la nación 



DELOITTE, PLKNPKlí, (¡IÍ1FF1THS * í', K 

RSCUBSO EXTRAORTHXAfíW: R'qimitM formal*-*, intrniniiiiUt tí* lá ene»* 
M* fedrraL ó¡Mrtnnidad, 

, Es procedente el recurso extraordinario. l'uiu!:nlo en ln denegatoria del lucro 
federal, sin que sea necesario considerar ln oportunidad de la invocación o 
del Mantenimiento de ln cuestión fedcnil, -i el triliunnl superior del juicio 
lil ha considerado y resuello explícitamente. 

RECURSO EXTRÁQBBTKASIO; KeqttüUo* propio». ReséliteiuH contraria. 

Correan iniie revocar ia sentencia de la Cámaro de Apelaciones en lo ClVÍl 
y Comercial de La Plata, Provincia de Kucmiá Aires, que resuelve declararse 
competente y entender en el recurso deducido contra la rc-oltirión dictada 
por el Coiisr.pi Profesional de Ciencias* Económica;) de la Provincia de 
Humo- Aire-, en el pedido de inscripción en ln imil rinda presentado por 
el recurrente; pues, dado el inequívoco carácter federa! ríe la materia t de- 
creto-ley ólOU/ló -ley 12.ÍKÍI — >, el eoiiocimieiito '«or vía de apelación 
compete a la justicia nacional, conforme n lo píen , ido por el url. 101) 
de ln t'iinstitUciÓTi y el art. -O del decreto-ley ineiiei< .jado, ante los cuales 

deben ceder las normas locales que dispongan lo contra rio, COI I art, 2» 

de la ley ")<)07 de ln Provincia de Miieuo* Aires. <n cuya virtud Pftp conce- 
dido el recurso por el organismo ttrtiiiittístwítiyo, 

Skx'TKWIa t'E I.A CÁMAl.W Plíllll.lIA M5 ÁPKLACllV-V 

En ln ciudad de l Plata, capital de la Provincia de Piornos Aires, a í) dial 
del mes de mayo de lítoH. reunidos en Acuerda ordinario en la Sala Tercer* 
de la Exehia. Cámara Primera de Apelación, el Sr. Juez de la misma Doctor 
Ernesto E. Hurga, con junta mente con el Señor Juez, de la Sala Seunnda Doctor 
Pedro M. liergeK, que integró el Tribunal a t's. ó 7 para pronunciar sentencia 
en la causa n v H*f.7s7, caratulada "Deloitte. I 'leader. ífiit'l'ttli-. Co. s/ solicita 
inscripción en el Registro Especial de No t ■ m inados", con la presencia del Se- 
cretario actuante Ductor Jorge líisso, se realizó el sorteo pertinente — arts. ló'í 
de la Constitución de la Provincia y .MU* del (Vnli'*o de Procedimiento»— resul- 
tando que la votación deliín tener linriir en el orden siguiente: Pinlore- llirn<-: 

— mtjfa 

C V ES T t O X E $ 

1" ; Es competente esta Cámara para entender en e] recurso interpuesto í 
9 En raso afirmativo ;es justa la resolución de fs. 40? 
3* ;Qué pronunciamiento corresponde dictar.' 

V T A C I (í Y 

A ta primera cveetiS», el Sr. Juez Doctor Bcrgez dijo: 

De l:i resolución del Consejo Profesional de Ciencia- Económica* de la 
Provincia, de fecha de ftbril de MTtT. q-e no fnce livnr al pedido di- iii«crip- 
eión en el Registro Especial de No Graduados formulado por las sociedades 
«Deloitte. Plender. Oriffith? y Deloitte. Plender y Sells", interponen los agrá- 
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vindo» recurso de apelación que lia sido acordado ante este Tribunal (fs. 55). 

l v ) Siendo la competencia jtor razón de la materia, o por razón de prado, 
considerada de orden púb'ico, se presenta eoino primera cuestión a examinar 
en la espióte la competencia de este Tribunal para decidir la cuestión tniída, 
en cuyo ejercicio no se encuentra libado por la conformidad de las partes, que 
mi pueden modificarla en mudo alguno (Albina, Tratado, t. I. p. 587, d) y f); 
Juntí: v II ai.i'kuín, Mutma! «V /'roe, t. IV. p. 21 S n v 7). 

Ijk ¡irtH. l!í y 20 de la ley 5(¡07 establecen que corresponde a ta Cámara 
Civil y Comercial en tumo conocer de las apelaciones interpuestas contra las 
decisiones del Consejo Profesional «it* Cifiicins Económicas. Si bien pn algunos 
fallo.-, sobre la materia se lia considerado que el éneo corresponde a Ins Cámaras 
Federales, designadas a los mismos efectos por el art. 2d del deerelo-loy nacional 
5103/45, de acuerdo con jurisprudencia todavía reciente de la Corte Suprema 
di- tu Nación, creo que 1aL criterio un debí' aceptarse pnr las siguientes razones: 
1.a resolución impugiindn ha sido dictad» por una autoridad provincial en 
ejercicio de facultades de puliría que corresponden a la Provincia. U Corte 
Suj.! ni» de I» Nación ha reconocido en numerosas oportunidades las faeultades 
de In-* provincias para reglamentar y fiscalizar, rlentrn de ciertos límites, el 
ejercicio de la» profesiones li lu íales ei> ,-iis respectivos territorios, facultad que 
lia derivado de los art:.. KH a H>7 de la Constitución Nacional, encuadrándola 
en los poderes de polieii> inberentc a los lisiado* particulares I Fallos: ¡17: :ií¡7; 
117: 4:12: 151!; L'SMI; 11)5: 22; 207: 150. etc.*. Si esto es así parece evidenle 
que el Con-ejo Profesional de Ciencias Económicas (estructurado a la vez por 
el decreto-ley nacional y por la ley de la Provincia) es un organismo exclusiva- 
mente prnvineiiil. i-n ctmuto tiene ¡hit función ejercitar, respecto de las profesiones 
de su incumbencia, la superintendencia o policía que originaria mente pertenece 
a! Estad» loca] y rpte, |inr lo tattt.i. >ó)o ésle —y no In Nación— ha podido 
delirarle. Kfi eon-ecuencia, tratándose en la especie de un neto administrativo 
di- policía o fiscalización emanad» de un organismo local, mi revisión no puede 
éoiTpspondcr primariamente a la justicia federal, sino a la provineinl, pues 
aquella im está habilitada, en principio, pura revisar los netos realizados por las 
provincias dentro de sus facultado* constitucionales (C.S.X. Fallos: 211: 833; 
LM'J: Hit ; 1,.!*. 5:1: 2M- Sólo en el eas<i de que el acto provineinl viole disposi- 
ciones de orden federal, podrá intervenir la justicia de la Nación, pero no por 
vía de recursos ordinarios, sino, una vez agotada la instancia en fa Provincia, 
por medio del recurso extraordinario qm- establece el art. 14 de la ley 4«. Así 
I.. lia resuelto la Corte Suprema de la Provincia con fecha 27 de diciembre de 
HWfc en la causn "('áceres ("ovan Pías, interpone recursos ile apelación v nulidad 
Res. Consejo Profesional del 20/XÍI/55" Ac 1H2. entre fitrns varias similares. 

Vote pot In afirmativa, 

A tu minina ¡trímera curtti/in*. el Señor dnez [tortor Morón dijo: 

En autos no -e plantea cuestión referente al valor intrínseco del título pro- 
fesional, stno se pretendí 1 un derecho a la inscripción para el ejercicio profesional 
de no graduad» en atención n lo dispuesto por el art 7 .leí deerelndey n? 5103 
ratificado por ley a» 12 ¡121. 

En tal situación y a diferencia del cas» juzgado en bis causas "Cáceres 
IWan Ubis, interpone recurso de apelación y nulidad Res. Con-ejo Profesional 
riel 2(1 X 11/55" y otras similares en que la cuestión giraba en torno a la validez 
del título presentado al efecto ; el de autos no es sin» del resorte exclusivo de los 
poderes provinciales no delegados a la Nación (art. 104 Consl. Nacional ) puesto 
que ni siquiera se trataría del caso en que mediaren poderes concurrentes en el 
ejercicio del de policía. 
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Hejo sentado así esta diferencia, por la opinión que he emitido respecto de 
las en n mis antis citadas, en las que el valor intrínseco del título y el ejercicio 
ile poderes concurrentes de la Provincia y de la Nación, decidieron mi voló 
por la jurisdicción nacional para su clüucidución. 

En el caso de ¡tutus la situación es distinta — repito — y ene tutu luiente con 
exclusión de toda otra, dentro de) andido de los poderes provinciales, en cuyo 
ejercicio del di' policía, la Provincia dicta y articula con exclusividad el proce- 
dimiento para la reglamentación de 1» actividad de las profesiones liberales, 
—y en tanto no incida sobre his entidades intrínsecas del título misino— en 
cuanto referidas a inscripción y nobíerno de la mal l íenla somete a la jurisdicción 
de sin respectivo» tribunales la* decisiones del Consejo Profesional de Ciencias 
Económica* de lu Provincia (nrt. 2<l de lu ley óh'07). 

Con esta salvedad «Mirra a lo expuesto por el Juez preopinante Dr. Rcrgez. 

.1 ta wguntta m««{Íon, el Señor Juez Doctor Bergcü, dijo: 

V'J Las sociedades recurrentes invocan la iliseripeión concedida por el 
Consejil Económico de la Capital Federal, n puyándose en el tallo de la Corte 
Suprema de marzo 2!í/í>54. que se registra en '-Fallos*: 228; 2<ií¡" y dice "cada 
Consejo no es una autoridad local autónoma, análogamente a como lo son las 
autoridades provinciales en punto a facultades no delegadas o concurren I es, Son 
organismos integrantes de un régimen nacional uniforme. En consecuencia, ren- 
dida regularmente ante uno de ellos la prueba de que un no graduado bn des- 
empeñado "las funciones, cargos, empleo» o comisiones" i¡ue según el art. 7 
"dan derecbo a ejercer los servicios profesionales y acordada sobre esa base 
lu habilitación correspondiente, el valor nacional para todo el país de dieba 
habilitación no es discutible". Sin dudu une el decreto 510.1/45 ratificado por la 
ley 12.921 tiene por finalidad imprimir "un carácter uniforme al régimen de la 
profesión de que se trata por el estatuto nacional que la regula'*, pero ello no 
comporta necesariamente que todos los títulos habilitantes que esa norma general 
reconoce, adquieren el mismo carácter dentro de su economía, es decir, cobren 
validez en todo el país. Según el art. V> del decreto nacional eitndo "El ejercicio 
de la profesión de doctor en ciencias económicas, actuario y contador público 
nacional en todo el territorio de la República queda sujeta a lo que prescribe 
el presente decreto-ley y a las demás disposiciones reglamentarias que se dicten 
en lo sucesivo" y el art. 4? establecuue Isa profesiones enumeradas, sólo podrán 
ser ejercidas por las personas indicadas en los cinco apartados que a continua- 
ción se expresan. Y bien, dentro de estos cinco apartados no se incluyen los no 
graduados, con lo que, además de resultar ostensible la exclusividad del carácter 
nacional señalado para los doctores en ciencias económicas, Actuarios y contadores 
públicos, apunta una eliminación radical para que ta actividad de los no graduados 
pueda extenderse "en todo el territorio de la República" según texto del art. l v . 
En cambio, el régimen establecido para los no graduación por el art. 7 en torno 
a los consejos profesionales, con jurisdicción en la Capital Federal y en cada 
una de las provincias, está indicando por la estructuración local de sus funciones, 
una clara limitación territorial para las habilitaciones que estos consejos con- 
fieren. 

La creación de la categoría de los no graduados, con un plazo perentorio 
de inscripción, como la admisión de diplomas nacionales o provinciales expedidos 
con anterioridad a la creación de las carreras universitarias con las restricciones 
del art. 4", inc. c), contemplan para ciertas personas una situación de hecho que 
el decreto 5103/46 y leyes provinciales similares, no era justo desconocieran sin 
menoscabo de intereses creados al amparo del ejercicio normal y legítimo de dichas 
actividades profesionales en distintos lugares del país. No se trataba, por tanto, 
de crear unr. nueva fuente de habilitación profesional con proyecciones nacionales. 
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sino solamente de rrapetur estados de hecho locales y preexistentes, con lo» al- 
cances con ipu- venían practicándose. En tules tundiciones a nri juicio, los 
reconocimientos ile taréis profesionales realizadas por cada Conejo, no tienen 
otro radio de electividad ipie ,»| macado l>fr su propia jurisdicción J., 
Htoli t. IV, p. ITS. fáiii. Nne. if Córdoba!. 

Ks de aplicación, pura 1*» dispuesto en id urt, iiv de la ley ól¡07, decr. regí. 
<¡lvj, iirt. :¡i!i, cuyo texto rcam j.sí: "El no graduado habilitad» en otm juris- 
dicción < | u f no sea la provincia de Huenos Aires, no tendrá derecho a ejercer 
su actividad, debiendo para ello solicitar y obtener su inscripción conforme a ta 
ley .'il¡i)7 y este reglamento". 

2") Ln denegatoria del Consejo Profesional se funda, también, contemplando 
otro aspecto del problema, en que los recurrentes solicitan su inscripción en el 
carácter de suciedades de pnilesinnalc*. No advierto motivos para apartarme 
4é las razones que. a tal efecto, se dan en los ilustrados dictámenes de la ii&b- 
-orín Letrada de aquel organismo — f*. 1(1 y 21 rll — . 

Kl art. H" de la ley 5807 y el urt. :\T2 del deeretti reglamentario lils2, admiten 
ta in-criprinii i-n He^'1-.tni de No (inidundos solamente a personas físicas, 
no a»i n sociedades. Lo sociedad puede cambiar las personas ipte la componen, 
saltf y entrar nuevos socio», lo que podría permitir que no graduados actuaran 
iii la prole-mu culi el nombre de Ja suciedad, malogrando l»s finra de la ley. 
Cabe entender ipic la inscripción en «titos cuso- se otorga por motivaciones iutnilrt 
pvtstnwe y que no es lii actuación en conjunto la prevista, sino la actividad 
pcrsi.mil (causa n» 82383 de la Cámara 2», Sala 1»). 

\'«lo por ta ajinntitira. 

.1 h mhma Bt<fH#da m.sthUi. el Señor Juez Doctor fínrgn, dijo, qué ttdhi-r'm 
,il voto premíente. 

.1 tu tfrmti rurstión, el Señor Juex Poctor Hercez, dijo; 

< ori-espoiide adaiitir la competencia de rata Cámara para entender en el 
recurso traído y por lo- fundamentos expuesto! confirmar la resolución del ('mi- 
se jo Prole-¡oii: I de Ciencia* Hroiiómii-ns ¿V la Provincia, testimoniada a t's. 40 
.1 «¡i h> roto. 

.1 l,i m¡mm4I Ierre t.t t „,stu,u, el Señor Juez. Doctor Morsa, dijo, que adhería 
al vuii. precedente. ^ 

S E X T K .Y f / A 
Anto^ y vi-tos: considerando: 

En el precedente Acuerdo ha quedado establecido: 

«¿lie esln Cámara es competente para entender cu el recurso interpuesto 
(art*. |0| y HIT de In Constitución Nacional, y 1Í1 y JO de la ley ">ll(>7>. 

Une la re-otnción del Consejo I'roiesioniil ríe Ciencias Económicas de la 
Provincia debe confirmarse jmr ajustarse a derecho (arts. V, \? y de) decreto 
Icv flUEJ (ó, ley 112.021; tic ,|e |« ley Mifíti .ITS y :iT2 del decretó rejfl. (HkJ). 
Por ello, ndiiiite la competencia de esta Cámara para entender en el recurso 

interpuesto, y se confirma la resolución del Consejo Profesional de Cii íhs Eeo- 

B |V. JO. _ Prtlr,, M. firr, F u - 
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Dictamen del Pitoc-nunon Geneual 
Suprema (.'orto : 

El fallo apelado comporta denegatoria del fuero federal y 
por lo tanto, en orden a reiterada doctrina de V. E., el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. fio' es procedente. 

Respecto de la cuestión plantead» en lo relativo a la compe- 
tencia, comparto el criterio sostenido por esta Procuración (iene- 
ral en la cansa que se registra en Fallos: 224: :i00, con arreglo 
al cual en casos como el suh Índice corresponde entender a las 
('¡'uñaras nacionales de apelación y no a los tribunales provincia- 
les. Este punto de vista lia sido admitido por V. E. en Fallos: 
WBi 222, al dar por sentado (considerando 4') que los organismos 
de alzada para decidir sobre pretensiones como las (pie aquí se 
sustentan "son las Cámaras Nacionales tic Apelaciones". 

De conformidad pues con esta doctrina, correspondería revo- 
car la sentencia apelada en lo que resuelve acerca de la compe- 
tencia del a que, quedando sin efecto como lógica consecuencia 
lo definís míe decide, lo cual deberá ser fallado por el tribunal 
competente cuya jurisdicción lia sido oportunamente reclamada 
en el recurso interpuesto a fs. 42. Buenos Aires, 14 de asrosto 
de 1¡)58. — Ramón ÍJiscann. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de julio de 1ÍHÍ0. 

Vistos los autos; "Delnitte, Pleuder, (iriffiths & Co, $/ soli- 
cita inscripción en el Registro Especial de N'o Graduados". 




1*) que el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de 
la Provincia de Buenos Aires resolvió desestimar el pedido de 
inscripción en el Registro Especia! de Xo (3 nublados formulado 
por la firma "IMoittc, Hender, Gril'fitbs & Ce..", con remisión 
id fundamento de los dictámenes oportunamente producidos por 
el Asesor Letrado y la Secretaría de Matrículas en el sentido de 
ipie. conforme a lo dispuesto por el arf. de la ley provincial 
ófitl? y .172 de su decreto reglamentario IÍ1S2, sólo es admisible 
la inscripción de personas físicas en el referido Registro (fs. 40). 

2 9 ) Que contra esa resolución la firma interesada interpuso 
recurso de apelación para ante la Cámara Federal de la Ciudad 
de La Plata (fs. 42), que el organismo interviniente concedió, con 
arreglo a lo dispuesto por la ley provincial 0(107, para ante la 
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Cámara en Jo Civil y Comercial en turno (fs. 55). Este tribunal 
tiictó sentencia a fs. 59/64, adra i tiendo la competencia de la jus- 
ticia provincial en razón de tratarse de la revisión de un acto 
realizado por la Provincia en uso do sus facultades constitucio- 
nales y confirmando, en lo principal, la decisión recurrida. 

'.Y*) Que contra esa sentencia interpuso recurso extraordi- 
nario la firma interesada (fs. 6(>/68), fundándolo en que, siendo 
las disposiciones del decreto-ley 5103/45 {ley 12.921) la única 
legislación aplicable al caso y autorizando dicho decreto-ley la 
inscripción ca el Registro de Ko Graduados a las asociaciones 
o sociedades de personas que con anterioridad a su sanción hubie- 
sen ejercido actividades profesionales, la aplicación de las nor- 
mas provinciales que prescriben lo contrario comporta violación 
de! art. 31 de la Constitución Nacional. Sostuvo también, como 
fundamento del recurso, que la inscripción obtenida en el Regis- 
tro ile Xo Graduados de la Capital Federal le autoriza a ejercer 
la profesión en todo e] país, sin otro requisito que su anotación 
en los distintos Consejos Profesionales, señalando, finalmente, 
que "fué privada de la intervención de los Tribunales Federales 
en una cuestión de competencia que por su naturaleza es de orden 
público*'. 

4*) (¿no el recurso extraordinario resulta formalmente pro- 
cedente por haber mediado en la sentencia denegatoria del fuero 
federal sin que sea necesario considerar la oportunidad do la 
invocación o del mantenimiento de la cuestión federal fundada 
en tal causa, cuando el tribunal superior del juicio la ba consi- 
derado v resuelto explícitamente (doctrina de Fallos: 244: 122; 
280: 394: 235 : lb'6; 188: 482; 133: 140 y otros). 

5°) Que, en tales condiciones, las circunstancias del caso 
resultan siistancinlmente idénticas a las que motivaron la senten- 
cia de esta Corte dictada en el día de la fecha en los autos "Sán- 
chez, Gregorio s/ solicita inscripción en la matrícula de Conta- 
dores Públicos N-209", a cuyos fundamentos corresponde remi- 
tirse "brevitatis causa". 

Por ello, y lo dictaminado por el Nr, Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 39/64, debiendo devolverse 
los autos a fin de que se siga el trámite establecido por el art. 20 
del decreto-ley 5103/45 (ley 12.921). 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Akistóhi'lo D. AhÁoz de Lamabrid 

— JtILtO O*' HAN ARTE PEDRO 

Abekastury — Ricardo Colom- 

BRES. 
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GREGORIO SANCHEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rrqmáto* propios. Resolución contraría. 

Corresponde revocar la sentencia de la Cámara do. Apelaciones en lo Civil 
y Comercial de La Plata, Provincia ile Jiuenos Aires, que resuelve declararse 
competente y entender en el recurso deducido contra la resolución dictada por 
el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos 
Aires, en el pedido de inscripción en In matrícula presentado por el recu- 
rrente; pues, dudo el inequívoco carácter federal de la materia (decreto-ley 
5103/46 — ley 12.921 — }, el conocimiento por vía de apelación compete a la 
justicia nacional, conforme a lu preceptuado por el art. 199 de la Constitu- 
ción y el nrt, 29 del decreto-ley mencionado, ante los cuales deben ceder las 
normas locales que dispongan lo contrario, como el art, -ti de la ley ÓG97 de 
lu P?6YÍnaÍft de Buenos Aires, en cuya virtud fué concedido el recurso por 
el organismo administrativo. 

PROFESIONES 1ARERA LES. 

I>íi inscripción en la matrícula solicitada jfcir el recurrente ante el Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aires, es ma- 
teria regida por el decreto-ley 5103/46 (ley 12.021) que, dictado por el 
Gobierno de la Nación en ejercicio de facultades propias, posee inequívoco 
carácter federal, sin que a ello obste la circunstancia de que su art. 29 reco- 
nozca n los gobiernos provinciales atribuciones de reglamentación y aplicación. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Por la materia. 
Canta,* reaida* por Mónitas federales. 

De conformidad con to dispuesto en los arts. MO de la Constitución Nacional 
y 29 del decreto-ley 61(13/45 (ley 12.921), compete a la justicia federal y no 
a la provincial el conocimiento de la apelación deducida contra la resolución 
denegatoria dictada por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de lu 
Provincia de Buenos Aires en miu solicitud de inscripción en la matrícula. 

Dictamen del Pkgcüradob General 

Suprema Corte : 

El falío apelado comporta denegatoria del fuero federal y 
por lo tanto, en orden a reiterada doelrina de V. E, ( el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 25 es procedente. 

Respecto de la cuestión planteada en lo relativo a la compe- 
tencia, comparto el criterio sostenido por esta Procuración Gene- 
ral en la causa que se registra en Palios: 224: 300 con arreglo 
al cual en casos como el sitb índice corresponde entender a las 
cámaras nacionales de apelación y no a los tribunales provin- 
ciales. Este punto de vista ha sido admitido por V. E. en Fallos : 
239: 222, al dar por sentado (considerando 4 ? ) que los organis- 
mos de alzada para decidir sobre pretensiones como las que aquí 
se sustentan "son tan Cámaras Nacionales de Apelaciones". 
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De conformidad pues con esta doctrina, correspondería re- 
viicitr la sentencia apelada en lo «pie resuelve aeerea de la 
etnupeteneia tic! n inio, t|Ucdundo sin efecto como lógica conse- 
cuencia lo demás que decide, lo cnal delicia ser fallado por el 
tribunal competente cuya jurisdicción ha sido oportunamente 
reclamada en el recurso interpuesto a fs, 11. Buenos Aires, 5 de 
diciembre de líKjfí. — llamón Lttscatw, 

l AU.n m LA riHÍTK SUPREMA 

Buenos Aires, «S de julio de 1!)l¡n. 

Vi-lo> los autos; " Sánchez, (¡refirió s solicita inscripción 
i ii hi matrícula de Contadores Públicos". 

( lousiderando : 

l v ) Que, a fs. 10 de estas actuaciones, el Consejo Profesio- 
nal de Cieiiciiis Kcouómicns de la Provincia de Buenos Aires 
dictó resolución denegando la inscripción en la matrícula peticio- 
nad;* por el Sr. •} regarlo Sánchez. Kl interesado interpuso 
recurso de apelación para ante la **dSmara ríe Apelaciones en lo 
Federal" O's. 11), de conformidad enn lo preceptuado en el nrt. 
*jn del decreto ley ."illüí 40, ratificado por la ley PJ.ÍK21. Dicho 
recurso fué concedido por el órgano administrativo intervinientc, 
peni para ante la Cámara de Apelaciones cu lo Civil y Comercial 
de Plata tfs. PJKeii los términos del arfc 30 de la ley provincial 
."»iH»7. y ese tribunal, luego de declararse competente para conocer 
(U- la apelación, confirmó lo decidido por el nemeionndo Consejo 
(f~. 17 lf*). 

1T> Que contra esa sentencia *e interpuso recurso extra- 
ordinario U's. -ó -TI. fundado en las ¡siguientes razones: al la 
intervención i-u autos de un órgano judicial de la Provincin de 
Unenos Aires qué dictó pronunciamiento definitivo, lia significado 
denegatoria fie] fuero federal; h) la decisión emitida a fs. 17/18 
es contraria a la correcta - inteligencia de las disposiciones apli- 
cable- y, especialmente, a la del art. 4'\ inc. e), del decreto-ley 
5103 4»% así como a lo resuelto por esta Corte en los precedentes 
de Pallo»; '224: 300; J'JK: 2W: 2:\2t -ViS y 2M: ±2'2. 

I) 1 ') (¿ue, en lo atinente al primero de esos agravios, es obvio 
que, como lo señala el Sr. Procura'dor (¡eneral, la alegación de 

haber i liado denegatoria del fuero federal hace formalmente 

viable el recurso intentado. 

4") Qüe, en euanto al mérito de tal impugnación, cabe recor- 
dar (pie. -egiíu esta Corte lo ha declarado en diversas oportuni- 
dades, la materia sith e ¿a mine se encuentra regida por el decreto- 
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ley más arriba citado, el que fué dictado por el Gobierno de la 
Nación en ejercicio de facultades propia* (doctrina de Fallos: 
2U1: 1o!)) y posee inequívoco carácter federal, sin (]iie a ello oliste 
la cirennstancia de que su art. ^í) reconozca a los gobiernos pro- 
vinciales al rilan-iones de reglamentación y aplicación. Con arre- 
glo ii semejante criterio, pues, ninguna duda cabe que el conoci- 
miento por vía de apelación en causas como la «pie aquí se juzgn 
compete a la justicia federal, conforme a lo preceptuado por el 
art. ion do la Constitución Nacional y el art. _!0 del decreto lev 
."illt:í 40, ante los cuales deben ceder las normas locales (pie dis- 
pongan lo contrario. De ello se sigue que la examinada pretensión 
del apelante debe ser acogida en razón de haber existido efectiva 
denegatoria del fuero federal. 

I'or ello y las razones concordantes de que lince mérito el 
dictamen del Sr, Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada de fs. IT 1H en cuanto declara la competencia de la justicia 
local para conocer de la presente causa, y se la deja sin efecto en 
lo demás que decide, del tiendo devolverse los autos a fin de (pu- 
se sijra el trámite que resulta de este pronunciamiento y el art. A) 
del decreto-ley 7)WA -lo. 

AmsTÓnrui J>. AiiÁoz uk Lamaiwip — 

Jl LU) OvilANAUTK — l'KillfO AflE- 
PlASTIÍiV — RtíWnlm i 'uLOMHKES. 



JOSE ¡UW.l'lS 

BEt CfíSO EX TRAORMXA RIO: Re tj »¡fittm pmpfo*. fjtmtmt&H eani/nirí-i. 

En c;ui-ias (pie vstxih sobre iiiteipretaienm de leyca gpnprales de la Kneiaín, 
(JOB «nihiis partea entienden compatibles i-mi su dcrci-lm, ka prnerdeiicia <iH 
ri'i'iioii eMnioriliiiririn tlai se sllpeitilu ¡i l;i ri><f>lii«*ióti contraria n ln pretcnsión 
(la 1 ninirudíi tic cIIhk, pues, entonces, <-uiil<|1>icra si'Ji el temo* ala- la sentencia!, 
h^traariameratc envuelve el (IcMoiMiciinicnio de ana inrultml •> una exención 
Imiilatla cu nnai ley IVilcntl. V.it laiiisccm-iiitii, -nimpic lia ¡aettirai niegue que a>] 
falla» un es contrario n l¡i validez del título, rtprerfM), privilegio o exención 

tumlítilii en lia niirniia nacHiiiiil cuestionada* pruceale ■>] recluso i-si iiaoj-iliainriai 
|H»' t'l Cm.H'.io I'rnl asinina 1 ilc í'i«'iic-i:is Ka-onaímicjis lia ('ra pitial 
rYdernl cnnti'aa l:i serila-nriit ale tai Caitiiaiaai Vnl rn\ apic orda-lia lima inscripción 
rii a-1 líetfislrn iiY Nai < ¿indiiaaitus. da'iic<*;aia]aa por el rinasejo a-oia fimdiliiieiito 
a-n Ijtte no Ifl ffl#rim el decreto 5103/45 (ley 1 2.3211. 

¡{/•J ( {{SO EX TRAORDIXA RIO: Rfqmriim. íortmilra. /i,/,T/jiW,wír (M rrr»r*a. 
Quintes ¡mnin, i nhr ¡murrio. 

La intervención del Consejo Profesional «le Cieneias EeoniSniieas, en ransas 

proiiuiviilai* con motivo de resohiciaanes daneiralnrijis alictjialns por Jiipiél, está 
ex prefiniente aautoriziLala por los arls. í), 1S, itie, :t'-', _v Jll del decreto 5103/45 
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(ley 12.921). En consecuencia, no es admisible el argumento acerca de la im- 
procedencia del recurso extraordinario, fundado en que el Consejo no es parte 
en las actuaciones sustanciadas ante la Cámara Federal de Apelaciones, por 
recurso deducido contra la resolución denegatoria de una inscripción en el 
Registro dü No Graduados. 

PRO! ESI ONES LIBERALES. 

Corresponde confirmar, por la vía del recurso ertruordinario, la sentencia 
di» la Cámara Nacional ilu Apelaciones en lo Federal y Conteneioeoadministra- 
tivo de la Capital que ordenó la inscripción, en el Registro de No Graduados 
del Consejo Profesional de Ciencias Kronómicns de esa ciudad, de quien la 
solicitó hiilhíndosc inscripto en ol de la Pwincia de Buenos Aires, y que le 
fuera negada por el organismo profesional con fundamento en que el decreto 
510:1/45 (ley 12.921) Ir. autoriza galamente en la jurisdicción del Consejo 
dond. 1 se hn comprobado la actividad exigida por el art. 7. Se trata, en el 
naso, de la capacidad o aptitud alegada para el ejercicio de tareas profesio- 
nales que la ley nacional reconoce y tutela, y no de las modalidades w su 
ejercieio en el orden local o do loa recaudos formales impuestos para la ma- 
trícula o inscripción dentro de la jurisdicción territorial del Consejo apelante. 

PROFESIONES LIBERALES. 

La inscripción obtenida de acuerdo con el art. 7» del decreto-ley 5103/45 
(ley 12,921) en cualquiera de los Consejos Profesionales locales debe tener 
valor, en cuanto tal, en toda la República. 

PROFESIONES LIBERA LES. 

líos Consejos Profesionales, en cuanto órganos de las funciones atribuidas 
por el decreto 5103/45 (ley 12.921), integran un régimen nacional uniforme 
y el reconocimiento de la aptitud o capacidad especial a que se refiere el 
art. 7' por uno de ellos tiene necesariamente validez en todos los otros órde- 
nes jurídicos parciales, sin perjuicio del cumplimiento de los recaudos for- 
males exigidos para las distintas inscripciones. 

PROFESIONES LIBERA LES. 

Ia> que es considerado título o aptitud profesional suficiente, aunque excep- 
cional, en un ámbito territorial determinado, no puede dejar de serlo en 
otros, cunndo tal reconocimiento o habilitación especial ha sido instituido por 
una ley nacional. Además, importaría una verdadera incongruencia qne una 
aptilud profesional determinada, que hubiera sido convalidada no sólo por los 
consejos profesionales, sino precisamente por los órganos judiciales superio- 
res de !n Nación, pudiera luego ser desconocido por entidades de inferior 
jerarquía o por normas locales reglamentarias, 

PROFESIONES LIBERALES. 

El texto' del art. 4». inc. c), del decreto 5103/45 (ley 12.921) se Umita al 
mero reconocimiento de los títulos especiales a que alude y no a exámenes 
o procedimientos posteriores de control y habilitación que contempla el 
«rt. 7*. 

PRO FESIONES LIBERA LES. 

Todo el régimen del decreto 5103/45 (ley 12.921) es específicamente federal 
y el Gobierno Nacional tiene facultad para determinar los requisito? conforme 
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a Jos cuales habrán de ser ejercidas las profesiones liberales, cutre ellos los 
referentes a la comprobación del conjunto de conocimientos indispensables 
para declarar a una persona en posesión de la respectiva capacidad profe- 
sional. 

Dictamen del Pbocuradoh General 
Suprema Corte : 

Ajustándose la sentencia apelada a la doctrina de V. E. de 
Fallos; 23Ü: 222 estimo que corresponde confirmarla en cuanto 
ha podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 5 de noviembre 
de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de julio de i960. 

Vistos los autos: "Roguin, José s/ inscripción en el Registro 
Especial de No Graduados", 

Considerando : 

1*) Que don José Roguin, inscripto en el Registro Especial 
de No Graduados del Consejo Profesional de Ciencias Econó- 
micas de la Provincia de Buenos Aires, solicitó igual inscripción 
ante el Consejo Profesional de la Capital Federal (fs. 2), la cual 
le fué denegada por entenderse que el decreto 5103/45 (ley 12.921 ) 
la autorizaba solamente en la jurisdicción del Consejo en la cual 
se había comprobado la actividad exigida por el art. 7* (fs. 5), 
La Cámara Federal de Apelaciones revocó esta resolución y orde- 
nó la inscripción del interesado en el Registro de No Graduados 
de la Capital Federal, de conformidad con la jurisprudencia de 
esta Corte sobre la materia (fs. 23). Contra este pronunciamien- 
to, el Consejo local interpuso recurso extraordinario a fs. 26/27. 

2*) Que en su memorial de fs. 36/38, el actor sostiene que 
no es procedente el recurso intentado porque: a) la sentencia 
recurrida no es contraria a la validez del título, derecho, privi- 
legio o exención fundado en la norma nacional cuestionada; b) el 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Fede- 
ral no es parte en las presentes actuaciones. 

m Que con referencia al primer argumento preindicado, 
cabe reiterar lo expresado por esta Corte en Fallos; 189 : 308, 
donde se recordó que en causas que versan sobre interpretación 
de leyes generales de la Nación, que ambas partes entienden com- 
patibles con su derecho, la procedencia del recurso extraordinario 
no se supedita a la resolución contraria a la pretensión de ninguna 
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de ellas, pues, entonces, cualquiera sea el tenor (le la sentencia, 
necesariamente envuelve el desconocimiento de una facultad o 
una exención fundada en una ley federal (ver doctrina de Fallos: 
154: 390; i8l : 43ü y otros). Por ello y habida cuenta de que el 
recurso extraordinario ha sido fundado también en la interpre- 
tación de normas federales (decreto óHtt 4ó y esevito de fs. 26/ 
'¿7) que se entienden compatibles con el derecho invocado (doctri- 
na de Fallos: 191: 93), la oposición de la aetora por tal motivo 
resulta improcedente. 

4*) Que lo mismo ocurre en relación a la impugnada perso- 
nería del Consejo Profesional de Ciencias Económicas ya que, 
tratándose de causas promovidas con motivo de resoluciones de- 
negatorias dictadas por aquél, su intervención está expresamente 
autorizado por los arts. 9", 18, iuc. 3 9 , v 20 del decreto 5103/45 
(ley 12.921), 

Que, en cnanto al fondo del asunto, corresponde conf ir- 
Emir la sentencia apelada. Km efecto, la situación jurídica del 
actor se halla regida por las disposiciones del decreto-ley 5103/ 
4á (ley 12.921), ya que las presentes actuaciones se refieren a la 
capacidad o aptitud nielada para el ejercicio de tareas profe- 
sionales que lu ley nacional reconoce y tutela y no a las modali- 
dades de su ejercicio en el orden local o a los recaudos formales 
impuestos para la matrícula o inscripción dentro de la jurisdic- 
ción territorial del Consejo apelante. 

(P) Que, en esas condiciones, y habida cuenta que el actor 
invocó y acreditó su condición de inscripto en el Reiristro Espe- 
cia] tic Xo (¡raduados del Consejo Profesional de Ciencias Eco- 
nómicas de la Provincia de Buenos Aires (fs. 2/3), es aplicable ni 
caso lu doctrina reiterada por esta Corte en el precedente de 
Falléis: 239: 222, con arreglo a la cual la inscripción obtenida de 
¡n ucido con el art. 7° del citado decreto en cualquiera de los 
Concejos Profesionales locales debe tener valor en cuanto tal, en 
lod¡i la B< pública. 

7") Que a los fundamentos contenidos en dicho precedente 
cabe aún asrietrar que los mencionados Consejo.-., u cnanto órna- 
nos de las funciones atribuidas por el decreto ."jIUIÍ 40, integran 
un rétíimcu nacional uniforme y el reconocimiento de la aptitud 
o capacidad especial a que se refiere el art. 7 9 , por uno de ellos 
tiene necesariamente valide/ en todos los otros órdenes jurídicos 
parciales sin perjuicio, e independientemente, claro está, del in- 
excusable cumplimiento por los habilitado* de los distintos recau- 
dos formales exigidos en cada uno de los Consejos para las 
distintas inserí pcioncs^Esrtp coexistencia armónica de normas 
federales y locahw^-fespecio a las actividades profesionales se 
aplica también a otras profesiones y explícitamente, según el 
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decreto 5103/45, partí los poseedores de títulos nacionales incues- 
t lunados (arts. 12 y 18, inc P). Además, tampoco sería razonable 
que lo que es considerado título o aptitud profesional suficiente 
aunque excepcional en un ámbito territorial determinado deje de 
serlo en otros, cuando tal reconocimiento n habilitación especial 
ha sido instituido por ley nacional. Por otra parte, es de advertir 
que importaría verdadera incongruencia que una aptitud profe- 
sionnl determinada que hubiera sido convalidada no sólo por los 
consejos profesionales, sino precisamente por los órganos judi- 
ciales superiores de la Nación, pudiera luego ser desconocida por 
entidades de inferior jerarquía o por normas locales reglamen- 
tarias (véase doctrina de Fallos: 200: 450; 201: 336 y 203: 100). 

S p ) (¿no, por otra fiarte, el argumento referido a lo dispues- 
to por el art. 4', inc. e), del decreto citado, carece de eficacia, 
pues dicho texto se limita al mero reconocimiento de los títulos 
especiales a que alude y no a exámenes o procedimientos poste- 
riores de control y habilitación que contempla el art. 7*, 

9°) Que, finalmente, es de advertir, por una parte, que todo 
el régimen del mencionado decreto (órganos, competencia y pro- 
cedimientos) es específicamente federal, como se afirma también 
en el segundo de los considerandos que le preceden y, por la otra, 
que la facultad del Gobierno Nacional para determinar los requi- 
sitos conforme a los cuales habrán de ser ejercidas las profesiones 
liberales, entre ellos los referentes a la comprobación del conjunto 
de conocimientos indispensables para declarar a una persona en 
posesión de la respectiva capacidad profesional, ha sido explí- 
citamente reconocida por la jurisprudencia de este tribunal (Fa- 
11**: 207: 159). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 23. 

Benjamín Vitxeoas BasaviI/Raso — 
Artstóbi.'i.o D. Aháoz i>e Lamadiud 
— Pedho Abeiiarti hy — RrcAR.no 

OoLOMBftm 



SERBAS POPP 

liKCVHSO EX Til A QRDUfA RIO: lirquhihis propina. CtteMtwnr* no fcttertilfs. 
ínter firctariit» dr norman y acto* común**. 

La ley 14.584), atinente al registro del estado civil de las personas en Ib ciudad 
de Buenos Aires, no reviste carácter federal y su interpretación y aplicación 
es insiisrcptíblf- de apelación extraordinaria. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones m federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

Lo atinente al alcance de la cláusula derogatoria del art. 79 de la ley 14.586, 
en el sentido de que las normas de ésta se complementan con las del decreto 
n° 1L609/43 — ratificado por la ley 13,030 — sobre incripción de nacimientos, 
no excede de lo que es propio de determinación por loa jueces de la causa 
y no sustenta la tacha de arbitrariedad en que se funda el recurso extra- 
ordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación tUrecta. Normas 
extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La sentencia que no hace lugar a la inscripción de tos nombres "Maureen 
Alexandni", por interpretación de normas no federales y razones desvincu- 
lólas con imposiciones de orden religioso, es insusceptihle de revisión por vía 
del recurso extraordinario con base en los urts. 14 y 19 de la Constitución 
Kaeton*!, 
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Buenos Aires, 8 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Sorban 
Popp en la causa Popp, Serban s/ inscripción de nacimiento", 
pnra decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que la ley 14,586, atinente al registro del estado civil de las 
personas en la ciudad de Buenos Aires, no es federal y su inter- 
pretación y aplicación no da lugar a recurso extraordinario. 

Que lo atinente al alcance de la cláusula derogatoria del 
art. 79 de la ley citada no excede de lo que es propio de deter- 
minación por los jueces de la causa y no sustenta la tacha de 
arbitrariedad en que la apelación se funda. Tampoco bastan al 
efecto los arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional, igualmente 
invocados por el recurrente. No el primero, porque la conclusión 
a que llega el fallo transcripto a fs. 12 no se vincula con impo- 
sición alguna de orden religioso —Fallos: 242: 321—. Y tampoco 
el segundo porque, respecto de las cuestiones decididas con base 
en normas no federales, remite a la interpretación de éstas, que 
a su vez es irrevisiblc por esta Corte — Fallos: 244: 190 y 296 
y otros — . 

Por ello se desestima la precedente queja, 

Benjamín Villegas Basaviubaso — 
Luis María Born Bogqeho — Ju- 
lio Othanabte — Ricardo Cclom- 
bbes. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



283 



RAMIRO ARES v. S. A, TALLERES METALURGICOS SAX MARTIN" 



RECORSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

, discrepancia con las conclusiones de los jueces de la causa no autoriza 

l i aplicación de la doctrina establecida en materia de arbitrariedad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comuna. Gravamen. 

La impugnación constitucional de la ley 14.546, por razón de desconocer la 
existencia de corredores libres, reviste carácter abstracto si el tribunal de la 
causa lia admitido la demostración del vínculo de dependencia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestionen no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Es improcedente el recurso extraordinario con fundamento en la tnconsti- 
tucionalidad alegada del carácter retroactiva que se atribuye a la ley 1 l.;Vl(j, 
si, disuelta la relación laboral bajo la vigencia de diibo cuerpn legal, l¡i apli- 
cación de sur disposiciones al caso sólo da lugar a problemas regidos por 
normas de derecho común, como lo son los arts. 3, 5, 4040 y sigtes, del Código 
Civil. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones «o federales. 
Interpretación de nOflMá u ocios romnnes. 

Lo atinente a la retiuaitívídud de las leyes de «rilen público, en materia civil 
y no mediando sentencia firme, no da lugar a cuestión constitucional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de julio de 1960. 

Vistos los autos: ''Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Ares, Ramiro c/ S. A. Talleres Metalúrgicos 
San Martín — Taraet — " t para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando ¡ 

Que las cuestiones resueltas en los autos principales, en los 
términos de la queja precedente son de hecho y de derecho común, 
propias de los jueces de la causa e i previsibles en instancia extra- 
ordinaria. 

Que ello es así en cuanto las leyes laborales son de orden 
común y toda vez que la apreciación de la prueba de los hechos 
del caso incumbe a los jueces de la causa, sin que la discrepancia 
con sus conclusiones autorice la aplicación al caso de la doctrina 
establecida en materia de arbitrariedad. 

Que en tales condiciones y admitido por el tribunal de la 
causa la demostración del vínculo de dependencia, la impugnación 



FALLOS DE LA CORTE SUPEEMA 



de liv ley 14.541», por razón de desconocer lu existencia de corre- 
lloros libres, lia sitio correctamente desechada por abstracta. 

Que tíiinpoi'o es atendible la incouhtitucionalidad alegada con 
fundamento en la rctroactividad que se atribuye a la ley men- 
cionada. Disuelta, en efecto, la relación laboral bajo la vigencia 
de la ley mencionada, la aplicación de sus disposiciones al caso 
sólo tía lugar a problema regido por normas de derecho común, 
como son los urts, ;t p , 5 V y 4044 y sigtes. del Código Civil. Por 
lo demás, la retroaetividad de las leyes de orden público, en mate- 
ria civil y no mediando sentencia firme, no da lugar a cuestión 
constitucional, en el estado aetual de la jurisprudencia de esta 
Corte — eonfr. "Salir floréis v. Abranles* 1 , sentencia de abril 
1S del año en curso y "Xnjum v. Meza", sentencia de diciembre 
1S de 1 !►.!!> y otros — . Las cláusulas constitucionales invocadas 
carecen, en consecuencia, de relación directa con lo resuelto. 

Que, en tales condiciones, el Tribunal no estima que la queja 
acredite la existencia, en el principal, de cuestiones federales que 
autoricen la apertura del recurso extraordinario. 

I*i ir ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basa vil-baso -— 
Julio Oyhaxaiite — Pedro Ai:!'.- 

RJWTU11V — RtCAHim COMMIBRKS. 



B&Yt» VILLAFAÑK LASTRA v. S. A. SOMIXAR 

HK< 1'HSO K\TU.\OHt. INABW: tíisqmsita* propios. Srntrnriti definitiva Re- 
tatttftottelt anteriores a ta meutfitria definitiva. Varias. 

\jn fulla ilr xentencin definitiva, en los términos del art. 14 de \a lev 48, no se 
suple con \ñ invocación de I" existencia de cuestión federal en el incidente 
resnetto en la causa (')• 

RKCt'RSO KXTRAOfílHXARIO: Requisitos propio*. Sentencia definitiva, lie- 
sol,,, tone* anteriores a ia sentencia definitiva. Varias. 

lm* decisiones atinentes n las elnpns del proeeao. tales como ln pérdida del 
derecho a contestar la demanda, no dan lagar a In inmediata concesión del 
recurro extraordinario (=). 

tiECÜRSO KXTRAORDIXARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Jfe- 
aoflldúmM anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Iji resolución denegatoria de medida!* de prueba es msusecptible de apelación 



(H ti Je ¡ulith Fallón: LM4: ,->;(<}. 
<a) Fallos: 1*44; SU. 
(l) Fallos: 243: 4t». 
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RECURSO EXTRAOfflUXARlO: Requisitos propios. Senteneia definitiva fa- 
solucione* anteriores a ¡a senirndé definitiva. Varias. 

VA mito que ordena el desglose de la ampliación tic un alegato, por estimarla 
extemporánea, iiü reviste el carácter de semencia definitiva v es irremisible 
en U instancia extraordÍBarm. 



WALTKR KKXE ROMERO v. JOAQnx BARBAXO ^vc^iós- 
EXTRAOfWIXA RIO: Trámite, 

Corresponde diferir el conocimiento de I» Corto Snprei por vía de I:i 

apelación cxtriiorditwria, ruando ln cunan se encuentra pendiente de reso- 
lución respecto del rewirxn do revisión deducido pura ante el Superior Tri- 
bunal de Justicia load (M. 



mmWSÁ XPESClí v. ANDRES UOSSI 

Ui recusación de los junes que integran la Corte Suprema, después de la 
decisión recaída en la queja y que se pronuncia sobre la sentencia dictada 
en los ñutos princi pales, es inndinisíble y debe rechazarse de plnno. 

hkcurso de queja. 

Procede 1» resolución conjunta respecto de la apertura de la queja y sobre 
el fondo del nsunto cuando éste lia sido suficientemente debatido y no requiere 
más sustnitriación. Dicho proeedíitiíento es también pertinente en enso de 
arbitrariedad. 

RECURSO DE SU LIBAD. 

Ijis sentencias de I» Corte Supreuiú son insusccptiblcs del recurso de nulidad. 
Tampoco es, en principio admisible contra ellns incidente de nulidad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Sentencia definitiva. Re- 
nolneioue* anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

\ái resolución que desecha la defensa de 1 nltn de acción, antes del fallo de la 
enusa, no constituye sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la domflü- 
dmla en la cansa Xucseh, Angélica c/ Roasi, Andrés", para deci- 
dir con respecto a lo solicitado precedentemente. 



(i) 11 de julio. Pullos: £41: 36. 
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Y considerando: 

♦ 

Que es jurisprudencia de esta Corte que la recusación de loa 
jueces que la integran, después de la decisión recaída en la queja 
y que se pronuucia sobre la sentencia dictada en los autos princi- 
pales, es inadmisible y debe rechazarse de plano — Fallos: 241; 
24U y otros — . 

Que se reiteró, además, cu el precedente mencionado, que 
la resolución conjunta de la queja y sobre el fondo del asunto, 
es procedente cuando éste hubiera sido suficientemente debatido 
y fuera innecesaria más sustanciacíón. Se debe añadir ahora 
que, mediando arbitrariedad en los términos de la jurisprudencia 
de esta Corte, el procedimiento es igualmente pertinente. Porque 
el funda meato de la apertura del recurso y de la anulación de la 
sentencia es uno sólo y siendo claro, requiere la atribución simul- 
tánea de sus consecuencias jurídicas propias. Esa es, por lo de- 
más, la práctica corriente de esta Corte —Fallos: 244: 521 y 
523 y otros—, 

Que todavía se debe añadir que no existe recurso de nulidad 
respecto de las sentencias do esta Corte — Fallos: 241: 249; 244: 
43 y fitMi y otros — . Por vía de principio y con fundamento en el 
carácter final Je los fallos del Tribunal, tampoco es admisible 
el incidente de nulidad. 

Que, por último, corresponde observar todavía que la senten- 
cia de fs. 034, es ajustada a derecho y a las constancias de autos. 
Toda vez que la resolución atinente a la falta de acción, antes 
del fallo de la causa, no constituye sentencia definitiva, en los 
términos del art. 14 de la ley 48 —Fallos: 201: 97; 222: 394; 
doctrina Fallos : 244 : 79— lo argumentado con respecto de lo deci- 
dido en el curso del juicio es inoperante para salvar la omisión 
de la sentencia dejada sin efecto. En cuanto a lo demás argüido 
pur et recurrente, su discrepancia con los fundamentos del fallo 
de fs. (í34, importa solamente desconocimiento de los principios 
que sustentan los precedentes y el pronunciamiento del Tribunal 
y es ineficaz para la solución del caso. 

Por ello se declara no haber lugar a lo solicitado en el escrito 
que antecede, debiendo estarse a lo resuelto a fs. 634. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhanarte — Pediio Abe- 
hastury — Ricardo Colombres. 



JUAN* DARDO SALAS 



LEY T>E SELLOS: Generalidades. 

Procede notificar al defensor ln liquidación del sellado adeudado, en causa 
criminal, por ser quien dedujo ta (|iu'.iu y constituyó domicilio legal. Ello no 
importa desconocer que la obligación de reponer lo actuado incumbe al pro- 
cesado y no es extensiva respecto de aquél [»). 



BANCO H11WECAHI0 NACIONAL v. MARIA ESTHER SASSO 

ni: COPELLO 

COSTAS.' Nnturalrza di-I juiciu. Expropiación. 

El htt. 2S de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 
puestos en que se realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador, 
.sin que a los jueces les sea permitido limitarlo en su aplicación ni crearle 
excepciones basadas en una valoración subjetiva de la conducta de las partes; 
ademas, tal precepto ba sido declarado por la Corte Suprema compatible con 
el art. IT de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que impone al expropin- 
dor las costas del juicio sobre la base de que: a) medió allanamiento de la 
expropiado ; b) no consta que el actor haya realizado gestiones cxtrajudieiales 
tendiente? a lograr un acuerdo con los dueños del inmueble expropiado; c) 
fl pago de las costas por su orden mermaría la indemnización, en pugna 
con el arfe 17 de la Constitución Nacional; d) el precepto rige únicamente 
cuando el demandado "reclama una indemnización mavor a la suma ofre- 
cida". 

COSTAS: Sutural? la df\ juicio. Expropiación. 

La hnse conceptual que sustenta la norma del nrt. 28 de la ley 13.264 es la 
de que el Estado expropiado)-, f( ,n> t en suma, actúa teniendo en vista, de ma- 
nera exclusiva, el logro de fines públicos, no tiene por qué soportar lns coatas 
del juicio requerido por esos fines, si es manifiesto que su conducta procesa] 
fué justa, lo que sucede, obviamente, cuando la suma consignada, en los 
términos del art. 18 de ln ley, no ba sido inferior ni monto indemniza torio 
lijado por la sentencia definitiva, 

CONSTITUCION NACIONAL: ( omtl i t Mc to é flfí dfld r incanstitucianalidad. Leyes 
nnrifínalr*. Administrativas. 

El criterio acogido por el legislador en el art. 28 de la ley 13.264 no comporta 
arbitrariedad ni confiscación, lo que resulta tanto más endenté cuanto que la 
legislación argentina actual concibe a la expropiación no como un procedimien- 
to "odioso", sino como ano de los medios más eficaces puestos al servicio de 
la comunidad, para dar satisfacción a las exigencias impuestas por el periec- 
cionamiento social. De esa esencial idea jurídica no puede prescindirse cuando 
se trata de juzgar la razonabilidad de las diversus normas que integran el 
régimen publicístico de la expropiación. 



(J) ]1 de galio. Tallos: 236: 284. 
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COSSTITVCIOX XACIOSAL: Constitm ioiuiliútd e inemixtitiiciomiUdad. Leyit 
Hdi-fonn/í Aám inistratiras. 

No es inronstittteional el art. "2H de la ley 13.204, en cuanto distribuye la 
enriza i] t > las costas entre nmhns partes, cumulo 1» indemnización lijada en 
l:i sentencia ni) excede la suma ofrecida más la initail ele ln diferencia Mitre 
ésta y I» rccln tunda. Tal solución no es vinlntoria de ta igualdad ante ln ley 
ni de la piranlfa del déxecbo de propiedad, 

hSrfíOl'lAVIOX: hulemntearián. Generalidad™. 

Si bien v* exacto ipie el particular expropiado tiene en sil fnvor el reguardo 
representado por el principio de inleeridnd de la indemnización, también 
lo es cpje ese principio sólo existí? y posee ftterai imperativa dentro de Ja 
esfera traza da por el legislador, yn ipic —en tanto no se afecten irarantíni 
(■(institucionales— ha de entenderse por indemnización integral la que se 
ajusta a los preceptos legales. 

Dictamen* del Piioci'TtAnoit Gkxkiíal 

Suprema Corte: 

La sentencia apelada ha sido contraria a la pretcnsión que 
el recurrente ha fuiuhulo en la mteli<reneía del art. 28 de la ley 
l.'í._!(>4. Considero, pues, que es de uplicución al sub índice ia 
doctrina de V. E. de Palios: '238: 3í>, y que el recurso extraordi- 
nario intentado es, por tanto, procedente de conformidad con lo 
(pie prescribe el nrt, 14, ine. 3*, de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto el expropiante actúa por ínter 
medio de apoderado especial* el «pie ya ha asumido ante V. lí. 
la intervención que le correspondo (t's. 217). Buenos Aires, 2?. 
de mayo de lí>o8. — fíaiuó» Lusco no. 

FALLO DE LA CORTB SVPliKMA 

Buenos Aires, 13 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Raneo hipotecario Nacional c/ Sasso de 
l 'apello, María Ksther s expropiación". 

Considerando: 

]") (¿lie, en el presente juicio, el actor ofreció el pairo de 
m$n. 103.090 a título de resarcimiento total y, habiendo manifes- 
tado los demandados su conformidad con esa suma (fs. 139 y 
142 >, el Rr. Juez interviniente hizo lugar » la demanda, declaró 
expropiado el inmueble, fijó el monto indenmizntorio en la can- 
tidad indicada y dispuso que las costas fueran soportadas en el 
orden causado "y las comunes por mitad" (fs. 143/144). 

i w ) Que, disconforme con ese pronunciamiento, uno de loa 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



expropiados interpuso recurso de Apelación, mas sólo en lo ati- 
nente al pago de las costas (fs. 168 y 189), lo que dio motivo a 
que la (.-amura a quo revocara parcialmente el fallo de primera 
instancia e impusiera al expropiado!* las costas del juicio — "en 
lo que respecta al apelante" — con arreglo a las siguientes razo- 
nes: a) medió allanamiento a la acción expropintoria ; b) no 
consta que el actor haya realizado gestiones extra judiciales ten- 
diente** a lograr un acuerdo con los dueños del inmueble expro- 
piad»; e) si se mantuviera lo resuelto en primera instancia, la 
indemnización a que el apelante tiene derecho se vería "merma- 
da" y ello implicaría desconocimiento de la «;arantía del art. 17 
de la Constitución Nacional, conforme a la doctrina del cas» 
"Nación Argentina v. Virgilio Luehetti" (Fallos: 239: 496). Di- 
cha Cámara anadió, asimismo, que la imposición de costas al 
demandante no debía considerarse impedida por el art. 28 do 
la ley 13.264, toda vez que ese precepto rigr únicamente cuando 
el demandado "reclama una indemnización mnvor a la suma ofre- 
cida" {fs. 191). 

3') Que, notificado de tal decisión, el actor dedujo recurso 
extraordinario (fs. 200 202), que le fué concedido (fs. 203) y 
es procedente en razón de haberse cuestionado en autos la inteli- 
gencia de una norma federal (art. 28 de la ley 13.264) y de ser 
la sentencia contraria al derecho que el recurrente funda en esa 
norma (art. 14, inc. 3*, de la ley 48). 

4 V ) Que, como esta Corte lo declaró en el caso "Adminis- 
tración General de Vialidad Nacional v. José Diógencs Bada- 
racco" (A.210, L. XIII), resuelto el día 20 de mayo ppdo., el 
art. 28 de la mencionada ley es de cumplimiento inexcusable en 
todos los supuestos en que se realice la hipótesis procesal eou- 
tcinplada por el legislador, sin que a los jueces les sea permitido 
limitarlo en su aplicación ni crearlo excepciones basadas en una 
valoración subjetiva de la conducta de las partes. 

5 9 ) Que, con sólo trasladar ese principio al snb lite, se hacen 
patentes el acierto y la admisibilidad de las razones que el ape- 
lante expone en apoyo de su impugnación. Ea efecto, la base 
conceptual que sustenta la norma del precitado art. 23 es la de 
que el Estado expropiado r que, en suma, actúa teniendo on vista, 
de manera exclusiva, el logro de fines públicos, no tiene por qué 
soportar las costas del juicio requerido por esos fines, si es mani- 
fiesto que su conducta procesal fué justa, lo que sucede, obvia- 
mente, cuando la suma consignada, en los términos del art. 18 
de la ley 13.264, no ba sido inferior al monto indemniza torio 
fijado por la sentencia definitiva. Así lo ha entendido, desde 
antiguo, esta Corte Suprema, según puede comprobarse en el 
precedente de Fallos: 204 : 534, donde, al declararse la validez 
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de un precepto legal equivalente al nub examine, se advirtió que 
el establt'ciiiiieiito de un régimen especial sobre las costns, deti- 
ttú de los juicios expropiatorios, hállase fundado en el propósito 
de "contemplar los derechos patrimoniales de la Nación, obligada 
por el régimen de que se trata a soportar el pago de las costas 
causadas por la actuación del expropiado sólo arando de lo san- 
cionado en la sentencia resulta que su actitud ai ofertar inicial- 
mente el precio (sic) justificó la oposición c impuso el litigio". 
Tilicamente cabe agregar, aluna, que este criterio, acogido por el 
legislador, no comporta arbitrariedad ni confiscación, lo que re- 
sidía tanto más evidente cuanto que la legislación argentina 
actual, superando concepciones añejas y desplazadas por el pro- 
greso del derecho público contemporáneo, concibe a la expropia- 
ción, no como un procedimiento "odioso" (véase, por ejemplo, 
lo dicho en Pullos: 15: -54), sino como uno de los medios más 
eficaces, puestos al servicio de la comunidad, para dar satisfac- 
ción a las exigencias impuestas por el perfeccionamiento social. 
Y va de suyo que do esa esencial idea jurídica no puede prescin- 
dí rse cuando se trata de juzgar la razonabílidad de las diversas 
normas que integran el régimen pubHcístióQ de la expropiación, 

tí*) Que, en lo concerniente a la supuesta violación del art, 
17 de la Constitución Nacional, interesa recordar, ante todo, que 
la doctrina de Fallos: 239: 496, ha sido abandonada por esta 
Corte a partir del easo registrado en Fallos: 245: 252. Por lo 
demás, si bien es exaeto que el particular expropiado tiene en 
su favor el resguardo representado por el principio de integridad 
de la indemnización, también lo es que ese principio sólo existe y 
posee fuerza imperativa dentro de la esfera trazada por el legis- 
lador, ya que — en tanto no se afecte otras garantías constitucio- 
nales, que aquí no son alegadas — "lia de entenderse por indem- 
nización integral la que se ajusta a los preceptos legales" (doc- 
trina de Fallos: 241: 73 y 242: 73). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materia 
del recurso. 

Benjamín Villeoas Basavilbaso — 
AniSTÓBULO D. Aráoí: de Lamadrid 
— Julio Oy han arte, — Ricardo 
colombbes. 
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PROVINCIA i>e JUJUY v. EMPRESA ELECTRICA Dfl SAN PEDRO 

de 3UJUY 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Hiendas arbitraria». Procedencia del recurso. 

Corresponde dejar sin efecto la sentencia dictada el 18 de julio de 1957 
en un juicio por expropiación de una empresa concesionaria de servicio» 
públicos, en la <jue el monto del resarcimiento fué lijado con arreglo a los 
arts. 4« de ln reforma constitucional de 1940 y 10 de la Constitución de 
•liijuy del mismo año. Tales precepto.* carecían de vigencia jurídica en esa 
fecha por efecto de la Proclama del 27 de abril de 1950, que restauró la 
vigencia tanto de la Constitución de 185;í con las reformas de 1800, 1800 y 
1808 y exclusión de la de 1949 (art. 1»), como de las Constituciones Produ- 
cíales anteriores a la reforma de 1EJ49. 

Por no contener, ni la Constitución Nacional de 1863 ni la de Jtijuy de 
19115, normas semejantes o análogas a las mencionadas, la sentencia recu- 
rrida adolece de arbitrariedad, ya (pie, en las condiciones expuestas, aparece 
fundada en disposiciones jurídicas sin vigencia a la fecha de su pronun- 
ciamiento. 

Dictamen del Procurados General 

Suprema Corte: 

VA tribunal a quo ha sentenciado el presente juicio de expro- 
piación fijando la indemnización pertinente de conformidad con 
las disposiciones del art. 40 de la derogada Constitución de 1949, 
pese a hallarse en vigencia la Constitución que nos rige. 

VA fallo apelado se basa, para ello, en la norma del acto del 
1* de mayo de 1956, en cuya virtud el restablecimiento de la 
Constitución de 1853 se hacía "sin perjuicio de los actos y pro- 
cedimientos que hubiesen quedado definitivamente concluidos con 
anterioridad al 16 de setiembre de 1955". 

El recurrente se agravia, con razón a mi juicio, porque se 
aplican al caso las disposiciones de la Constitución derogada, 
ya que es claro que la norma salvatoria del acto del 1* de mayo 
de 1956 no puede regir este litigio. Si bien es cierto, en efecto, 
que la expropiación se había decretado con anterioridad a la res- 
tauración de la Carta de 1853, la fijación del monto de la indem- 
nización, no aceptado por el expropiado, no constituía un acto o 
procedimiento que hubiese quedado concluido, ya que pn^a ello 
habría sido menester que hubiese recaído sentencia definitiva en 
este juicio. 

Los términos en que haya podido quedar trabada la litis, 
antes de la vigencia de la Constitución de 1853, no alcanzan a 
crear, en favor de la provincia expropiante, un derecho adquirido 
que pueda oponerse a la garantía para la propiedad de todos los 
habitantes, emergente de la abrogación de la cláusula excepcional 
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contenida 011 el art. 4U do la Constitución derogada. Nadie puede 
tenor derecho* irrevocablemente adquiridos contra una ley de 
orden público, ni menos contra las garantías individúalos n (apa- 
rtidas V tir '» Constitución. 

Estimo, en consecuencia, que el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 15 debe prosperar, ya (pie, en las condiciones expuos- 
lus, resulta violado el art. IT de la Constitución Nacional, pues 
el recurrente lia sido privado de su propiedad en virtud de dispo- 
siciones constitucionales y Legales carentes de videncia. 

Procede, por ello, revocar la sentencia apelada en cuanto pu- 
do ser materia del recurso extraordinario. Buenos A i res, 10 de 
abril «le VXtS. — KrhasHán Soler. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, i:í de julio de 1960, 

Vistos Ins autos; "Gobierno do la Provincia e Empresa 
Eléctrica de San Pedro de Jujuy s/ expropiación ". 

Considerando: 

l 9 ) Que contra la sentencia de fs. 297/312, que **ijt> el monto 
de la indciniii/jición con arreglo a la norma con* mida cu ol 
articulo 4(1 de la reforma constitucional de 1ÍI49 y artículo 16 
ile la Constitución de .Jujuy del mismo año, la Empresa Eléctrica 
tic San Pedro tic .lujuy interpuso recurso extraordinario fundado 
en que: a) la sentencia apelada desconoció la Proclama del 27 
de abril ile I9."><i, que declaró vigente y obligatoria en todo el 
territorio de la Nación a la Constituoióa de 18">íí, desdo que la 
excepción prevista en dicha Proclama con respecto a los actos y 
procedimientos «pie hubieren ipiedado definitivamente conchudos 
con anterioridad al lo' de setiembre de 1955 no se presenta en el 
e;iso de autos, en el <pie a esa fecha no había recaído aun fallo 
de segunda instancia: h> el criterio adoptado por el fallo recu- 
rrido, con respecto a la indemnización» atenta contra los artículos 
16 y ]7 de la Constitución Nacional de 185ÍI. Invocóse, además, 
la doctrina de la arbitrariedad. 

2 V ) (¿lie, a la fecha en que fué dictada la sentencia en recur- 
so — julio 18 de 1!*57 — , lia luán perdido vigencia jurídica los cita- 
dos artículos 40 de la Constitución Nacional do 1049 y 16 de la 
Constitución de la Provincia de Jujuy del mismo año por efecto 
ile la Proclama del 27 de abril de 1956 —invocada por ambas 
partes ante esta Corte—, que restauró la vigencia tanto de la 
Constitución de 1K53, con las reformas de 1860, 186b* y 1898, y 
exclusión de la de 1949 (art. l fl ), corno de las Constituciones Pro- 
vinciales anteriores a la reforma do 1949 (art. 3*). Ni la Constí- 
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t lición Xacicinal de 185% ui la Constitución tic »Jujuy del 14 tic 
mareo de ÍÍWÓ, tienen norma alguna semejante o análoga a los 
artículos 40 y 10 mencionados ni utra regla específica [para deter- 
minar el precio por Ja expropiación de empresas concesionarias 
de servicios pálmeos. Por consiguiente, la sentencia apelada no 
pudú fundarse en tales normas. 

íí 9 ) Que la excepción de la Proclama del 27 de abril de 
referida a los netos y procedimientos que hubiesen quedado defi- 
nitivamente concluidos con anterioridad al Ui de setiembre de 
1955 (art. l v y no es aplicable al caso de autos, por cuanto 
la definitiva terminación del procedimiento relativo a la expro- 
piación que originó el presentí 1 juicio, sólo tuvo lugar al pronun- 
ciarse la sentencia definitiva ib* fs. 2!)7 .'UL' t de fecha is de julio 
de lí),"t7, posterior al 1(¡ de setiembre de 1JÍ.V) y a la lecha misma 
de dicha Proclama. 

4*) Que, en estas condiciimcs, la sentencia recurrida ado- 
lece de arbitrariedad con arreglo a la jurisprudencia de esta Cor- 
te, ya que aparece fundada en normas jurídicas qne habían per- 
dido vigencia a la fecha de su pronunciamiento (Tallos: '¿'Al: 4'AH). 

ñ*) (¿ue el resultado a que se llega torna innecesario el 
pronunciamiento del Tribunal sobre los restantes agravios, for- 
mulados en oportunidad de deducirse el recurso extraordinario. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
rarse deja sin efecto la sentencia apelada de fs. *J!»7 "¿V2. V vuel- 
van los autos al Superior Tribunal de .1 tijuy a fin de que se 
dicte nuevo fallo con arreglo a derecho fart. lli, 1* parte, de la 
ley 4S). 

Benjamín Villkoas Basavimusq — 

AlElSTÓBtLU 1). AllÁOZ 1»K La MADRID 

- Panno AimiusTriiY - Ricardo 

COLOMHlíKS. 



H1CARTM) GUACHERO KKHN'AXDKZ v. MALVIN'A C. SACAMOTO 

COXSTlTl ( ÍOX X ACIOS AL: l)wch,u y uttrmitlas. I^nahhid, 

El mt. II» fl<« ln Constitución VíH'idtml mi impide qu»> lti leirisiiición contemplo 
en forma distinta sitinu kiries ipu? considera di t emites, siempre t|up la discri- 
minación mi sea arbitraria ni responda ti un propósito ilr hostilidad contra 
di-iermiimdn persona o grupo de personas o importe indebido favor o privi- 
legio personal n do ■rnipo, 

COXHTITVCIOX XAl lOXAL: Drrrrhú* jf g^rúntíat, Igualdad. 

El principio contenido en el urt. Ui de U\ Constitución Nacional no impone 
una rígida igualdad, pues entrega a la discreción y sabidurín del Poder 
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Legislativa una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y cla- 
sificando ios objetos de la legislación, siempre que las distinciones o clasifica- 
ciones se basen en diferenciáis razonables y tío eii propósitos de hostilidad 
«mira determinada* clases o personas, 

C INSTITUCION NACIONAL; Connlilueioualiilad e incalí rtitrioiialidaá. Leyes 
nocionales. Comuna. 

La norma del nrt, 2(i de la ley 13.5&1, en cuanto permite ni propietario elegir 
a su voluntad el locatario de sus unidades, de vivienda que será objeto de la 
demanda de desalojo, no responde a proposito de hostilidad ni está encami- 
nad.-! al establecimiento de privilegios indebidos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Relación directa. Norma» 
ej-fraño* al juicio. Disposiciones constitucionalct. Art. 16. 

Im alegación de íuconstitucionalidnd de las leyes de emergencia en materia 
de locaciones con el fin de extender sus beneficios, es improcedente cuando 
no median diMiríminaciones persecutorias. 

DlCTAMKN DEL pRUCUtADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

lia decía rucióu de ün-onstitucionnlidad de la norma legal 
impugnada no produciría otro efecto que su no aplicación al 
sub indio-, y en tales condiciones la litis tendría que resolverse 
por his prescripciones de la legislación común permanente, «en 
las que el apelante no podría encontrar fundamento para opo- 
nerse a la acción intentada. 

Falta entonees en el recurrente interés bastante que sirva 
de fundamento al remedio federal deducido, y estimo de aplica- 
ción analógica la doctrina de V. E. de Fallos: Ét?« 334. 

El recurso extraordinario es por lo tanto improcedente y 
correspondería declarar que ha sido mal acordado a fs. 138. Bue- 
nos Aires, 4 de marzo de 1058. — Sebastián Soler. 

FALLO OE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Chuchero Fernández, fíicnrdo c/ Sacamo- 
to, Malvina C. s/ desalojo". 

Considerando : 

\ 9 ) Que a fs. 8/9 se presentó don Ricardo ('hachero Fernán- 
dez promoviendo demanda de desalojo contra doña Malvina Car- 
men Sacamoto, fundando su derecho en el art. 26 de la ley 13.581. 
A fs. 26/32 la demandada solicitó el rechazo de la acción y planteó 
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en forma expresa la inconstitueionalidad del primer apartado 
del art. 26 de la ley 13.581, con las modificaciones introducidas 
por el decreto-ley 7588/55. La sentencia do primera instancia 
(fs. 86/94), hizo lugar a la demanda y desestimó la inconstitu- 
cionulidml planteada. Lo propio, aunque con otros fundamentos, 
ocurrió con la sentencia de segunda instancia, pese a que la cues- 
tión federal no fué mantenida en la alzada (Ss. 109/117, 118, 
1 '30/32). 

-") Que, coutra la decisión del tribunal a quo, ol demandado 
interpuso recurso extraordinario, reiterando la impugnación de 
inconstitueionalidad formulada respecto del primer apartado del 
art. l*i i de la ley 13.581, con la modificación introducida por el 
decreto-ley 7588/55, en cuanto autoriza al propietario que no 
ocupare otra finca de su propiedad o de su cónyuge, a requerir 
el desalojo de una de sus unidades de vivienda para habitarla 
con su familia, por entender que vulneraría el principio de igual- 
dad ante la ley, consagrado por el art. 16 de la Constitución 
Nacional, al permitir al propietario, en ese easo, elegir a su vo- 
luntad el locatario que será objeto de la demanda de desalojo. 

3?) Que esta Corte ha declarado repetidas vece, que el art. 
16 de la Constitución Nacional "no impide que la legislación 
contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, 
siempre que la discriminación no sea arbitraria ni responda a 
un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo 
de personas o importe indebido favor o privilegio personal o de 
grupo" (Fallos: 243: 98; 205 : 68 y los allí citadas, entre otros), 
y también, que dicho principio "no impone una rígida igualdad, 
pues entrega a la discreción y sabiduría del Poder Legisla- 
tivo una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo 
y clasificando los objetos de la legislación, siempre que las dis- 
tinciones o clasificaciones se basen en diferencias razonables y 
no en propósitos de hostilidad contra determinadas clases o per- 
sonas" (Fallos: 238: 60 y los allí citados). 

4 9 ) Que, en el caso particular, es evidente que la norma 
impugnada no responde a propósito de hostilidad ni está enca- 
minada al establecimiento de privilegios indebidos. A lo que debe 
agregarse que el apelpnte no ha acreditado los presupuestos en 
que apoya sus alegaciones. Ello es así, por cuanto: a) no demos- 
tró haberse hallado en condiciones iguales a las de los demás 
locatarios respecto de las circunstancias fácticas que en el caso 
interesan (contrato de locación vencido, por ejemplo) ; y b) tam- 
poco evidenció que los efectos de la cláusula legal impugnada lo 
hayan colocado, concretamente, en situación desigual e inferior . 
a la de los demás inquilinos ni a aquélla de que fué privado, ya 
que recibió h oferta de nuevo ámbito habitable y es presumible 
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— no habiéndose probado lo contrario — ijue t't derecho derivado 
de esa oferta baya significado para él la posibilidad de contar 
con una vivienda similar o equivalente a la que tenía antes de 
la pniHim-iún del juicio, por lo menos en relación a los otros 
locatarios (doctrina de Fallos: 1S!1 : 1S5; 18H: 4<>1 y los allí ci- 
fádos), 

;V) (¿ue, por lo demás, es jurisprudencia de esta forte que 
la Alegación de iucoiislitucionnlidnd de bis leves de en: 'rtreneia en 
inalnia de locaciones con el fin de extender sus beneficios, es 
improcedente cuando no median discriminaciones persecutorias 
(Kaltos: J40: ól y otros). 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador General 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 

té t isa 

ÜINJAMÍN VlLI.KoAS lÍASAVILBASO — 

Aiustóhi'lo D. Aráoz de Lamaduid 
— Jtnjo tíviiAXAiriK — Ricardo 

CoLOMliRES 



FRANCISCO LOKRN'KATTI v. MINICU'ALI I )A l> ta: SANTA FK 

h'ECl'RSO EXTR.WlthlX MiíO: ít< quieto* ( m sthnr* »» f.drratrs. 

Intérp 

\.» alitietite (i I- viTttatli-rn 11ntun1le7.ii di'] "nivaincii iiist itnnlo mediante la 
urdeinuun 4457 de Id .\hnii<ipnlidnd de Sonta Fe, y u su adecuación a La* 
nurrnas r^nstitiiciiintile* y Icenles de la Provincia, eonsühive una cuestión 

hMfll y iU' Itfi-lio, un susceptible de revisión |>»r hi Corte Suprema en la 

¡iislii !n-(« extraordinaria, tatito más si el rivurmilc un lia plicátil en tela 
ili jnii'íi» i» validez tic juiii.-IIjis normas respecto de In Constitución S'm-innal 

XECURSO EXTRAORDINARIO: Rr^bH»* propiot. Rtlació* iUr«ct(í .V->r- 
mtis 4 rt roñas íií juicio. I)í^¡ni)iiriotn s <oH*tilmi»na!r¿. 

Si In sentencia recurrida «e circunscribe a declara.] válida, respecto de. las 
,lis|niyjiioni'* cmislitin-ionnlcs ¡ legales de In I*im ¡ncin, In "ttisa general" 
instituida en la Ordcnan&i 44Ó7 de la Munic jptilidad de Simia Ke, enrecen 
de relación directa e inmediata eon lu resuelto lus m-ts, 4', 16 y U7. ¡n?, 2» 
de hi Constitución Nacional. 



Díctame» mi. PitorriMnon General 

Suprema forte: 

La sentencia de fs. 11)4, confirmando lo resuelto por el inferior 
en primera instancia, lia decía nido la validez d • la "tasa general" 
establecida en la ordenanza 44ó7 de la Municipal 1 dad de la ein- 



DE JUSTICIA Díi LA NACIÓN 8W 

dad de Santa Fe, que el actor había tachado do ilegalidad e in- 
eonstitueionnlidud en el juicio de i|tie traían las presentes actua- 
ciones, seguido por repetición de lo pateado en concepto del alu 
dido gravamen. 

Se afirma <>u el fallo que no es necesario, para la procedencia 
del cobro de dicho tributo, que se hayan prestado todos los ser- 
vicios a que el mismo se refiere, bastando para ello que haya 
mediado la prestación de alguno de tales servicios como en el 
caso ocurre, se^iin se tiene por acreditado por apreciación de cir- 
cunstancias de hecho y prueba, a lo que se agrega — conforme 
destaca el mismo fallo — que la propia ordenanza prevé la perti- 
nencia del cobro aunque solo exista una prestación parcial. 

Sostiene el a quo que los aludidos servicios no lian de esti- 
marse como la medida miio como el motivo de la imposición, y 
que ésta no resulta viola! oria de la garantía constitucional de la 
igualdad, toda vez que la Municipalidad ha establecido .'alegorías 
de i mil achíes sujetos al tributo, graduando la carga EPfAn la ubi- 
cación de los mismos, o sea, como ha do presumí i se, según los 
beneficios que reciben. 

Por ello, y por cuanto estima que la ordenanza en cuestión 
ha sido dictada de conformidad con las disposiciones de la ley 
2756 de la provincia, lo que priva de sustento a la ilegalidad adu- 
cida, el Tribunal de la causa no hace lugar a la acción de repetición 
instaurada. 

Contra dicha sentencia, que reviste carácter de definitiva a 
los efectos del remedio federal, el actor interpone recurso extra- 
ordinario a fs. 10Í). 

Los agravios que articula el recurrente pueden sintetizarse 
en los siguientes términos: 

Üna ordenanza que impone un tributo cuando no se presto 
ningún servicio es contraria al art. Ki, última pai te, de la t'onsti- 
t lición Nacional que determina que la igualdad es la base de las 
caigas públicas. Por otra parte, en cuanto a la existencia de cate- 
gorías invocada en la sentencia para arribar a la conclusión do 
que no resulta afectada la garantía de la igualdad, corresponde 
observar, según el apelante: 

1") Que no se encuentra demostrada la existencia de tales 
categorías; 

2*) Suponiendo que se hubiera demostrado, sería un tributo 
enormemente desproporcionado con el servicio prestado. 

Añade el recurrente que dicho tributo no es una tasa sino 
un verdadero impuesto, y en este sentido es repugnante al art. 07, 
ine. de la Constitución Nacional, "de acuerdo con el cual la* 
contribuciones directas sólo pueden ser impuestas por el Con- 
greso, ya sea Nacional o Provincial". 
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Pretende asimismo <iue la ordenanza en cuestión es violato- 
ria del art 4* de la Constitución Nacional en lo que concierne a los 
requisitos de equidad y proporcionalidad y, finalmente, que re- 
sulta contraria a lo proscripto por la Constitución de la Provincia. 

El Único agravio que, a mi juicio, torna procedente el remedio 
federal intentado, y que cañe, por tanto, considerar, es el relativo 
a la pretendida violación do la garantía de igualdad contenida en 
el art. 16 de la Constitución Nacional. 

Esta afirmación encuentra apoyo en lo decidido por V. E. en 
Fallos: 109: '¿'21 y 4lW, especialmente en este último caso en el 
que se ventiló un problema análogo al que es materia del sub Índice. 

En virtud de los fundamentos de doctrina allí enunciados, 
que comparto y doy por enunciados en lo que fueren de pertinente 
aplicación al presente, pienso que resultan irrcvisibles las con- 
clusiones de la sentencia atinentes a la naturaleza del gravamen, 
a la relación cxigible entre su monto y los servicios prestados, 
y a la conformidad de la ordenanza municipal que lo creara con 
las leyes y Constitución de la Provincia, cuya validez, respecto de 
la ley suprema de la Naeion, no lia sido puesta en tela de juicio. 

Pienso asimismo que las disposiciones de los arts. 4» y 67, ine. 
2", de la Constitución Nacional, que también invoca el recurrente, 
son obviamente inapropiadas a los fines (pie el mismo persigue, 
por no guardar aquéllas relación alguna con la materia de la 
causa. 

En euunto a la pretendida violación de la garantía constitu- 
cional de I» igualdad como base del impuesto, no la encuentro 
configurada en el caso de autos, ya que el apelante no ha acre- 
ditado, en mi sentir, que resulten trasgredidas las condiciones nue 
conforme a una reiterada jurisprudencia convalidan la clasifica- 
ción en categorías de los bienes o actividades imponibles (conf. 
Fallo citado: 199 : 423, considerando II), 

En conclusión opino, por todo ello, que corresponde confirmar 
la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Sue- 
ños Aires, 24 de octubre de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Lorenzntti, Francisco c/ Municipalidad 
de Santa Fe s/ repetición de pago". 

Y considerando: 

Que contra la sentencia del tribunal a quo, que se pronunció 
por la constitucionalidad de la "tasa general" instituida median- 
te Ordenanza n* 4457 de la Municipalidad de Santa Fe, el actor 
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interpuso recurso extraordinario fundado en que: a) El tributo 
cuestionado, en tanto que configura un verdadero "impuesto", 
y no una "tasa", es violatorio del art í>7, inc. 2), de la Constitu- 
ción Nacional y de los arts. 61, inc. 4) y 131, inc. 10, de la Consti- 
tución de la Provincia; b) Atenta contra los principios de la igual- 
dad ante el impuesto y de la proporcionalidad de las caí-Ras públi- 
cas consagrados por los arts. 4 y 16 de la Constitución Nacional, 
por cuanto fué aplicada con prescindcnein de servicios efectiva- 
mente prestados. 

Que lo atinente a la verdadera naturaleza del gravamen dis- 
cutido en autos y a su adecuación a las normas constitucionales y 
legales de la Provincia de Santa Fe, constituye una cuestión local 
y de hecho que no es susceptible de revisión por esta Corte en ins- 
tancia extraordinaria (Fallos: 199: 321 y 423; 233: 151; 234; 103; 
236: 263; 239: 219 y otros). Por lo demás, como lo señala el Señor 
Procurador General, el recurrente no ba puesto en tela de juicio 
la validez de aquellas normas respecto de la Constitución Na- 
cional. • 

Que, en consecuencia, y atento a la forma en que el recurrente 
ha planteado la infracción de los arts. 4, 16 y 67, inc. 2), de 
la Constitución Nacional, cabe concluir que dichas disposiciones 
carecen do relación directa e inmediata con lo resuelto. 

Tor ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 112, 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
ÁitiSTÓnuLO D, AkÁoz dk Lamadrid 
• — Julio Oyhanawte — Ricardo 

COLOMBRES. 



HECTOR OSCAR RAMAGLIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la 
cuestión federal. Planteamiento en el escrito de interposici/m del recurso extra- 
ordinario. 

Es tardía la invocación de una supuesta violación do clíiuimlas del art- 18 
de la Co titución Nacional, sólo efectuada al interponer el recurso extra- 
ordinario y relacionada por el apelante con la pretendida nulidad de los 
fallos de primera y segunda instancias. 

RECORSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del re- 
curso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto si el agravio invocado 
— modificar la calificación de los hechos aceptada por el Ministerio Público 



Litio 
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y bact-r eaiwi omiso de lu requisitoria del Fiscal de Cámara, que pidió eoti- 
íiriiineiúii dfl f»lUi di' primera instam-ia — no apnrí'ee vinculado u niiiguu'i 
uimintíu conxtítiuioníil en el escrito do interposición del recorvo, Pues ni 
lu ¡iivmacii'm de rpie "se ha violado el texln del (*. Pemil, incorporado por 
ley ti t» Ley Fundamemal", ni I» ai ¡rmaeimj de ipie "Kl hallo hn olvidado 
el art. 1M del código de prtos." ni la mención del art. lli de la ley 4H, eonsti- 
Itiyen cuestione* federales aptioí pura autorizar a la Corle el rmmeimienlo 
de la BBttSU en tnst 11 rn-ía extrnordÍTiaria. 

Dictamen hki. PnocufcAixm Grnkral 

Suprema Corte ¡ 

Kl señor Fiscal de Cámara solicitó, a l"s. l^í, la confirmación 
de la sentencia dictada m 1* Instancia. Kn consecuencia, por apli- 
cneióu de la doctrina sentada por V. K. en Fallos: "J.'íT: 1P8 y 4¿>7, 
la resolución apelada, al agravar la pena qué había sido impuesta 
por el fallo de tsi 12."), debe considerarse víolatoria dé fe garantía 
constitucional de l;i defensa en juicio. 

Corresponde, por tanto, revocarla cu cuanto piulo ser (lia- 
tona del recurso extraordinario, Buenos Aires, 13 de junio de 
1960; — Humó n Lasca no. 

FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Vistos los autos: "líamaglio, Héctor Oscar s robo y luirlo 
¡citerado en concurso real'*, 

Considerando: 

(¿ue el recurso extraordinario interpuesto a fs. 14W/148 y 
Concedido a fs, 14Í) es, en atención a los términos del escrito res- 
pectivo, insuficiente para fundar la apelación. Ku efecto: el en 
pítalo III de dicho escrito hace referencia a una supuesta viola 
cíóji de las cláusulas contenidas en el art. 18 de la Constitución 
— derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo: abolición 
de tormentos; condiciones que deberán reunir las cárceles de la 
Nación— con relación a ta nulidad alegada de los fallos de pri- 
mera y segunda instancias. Hasta observar que ninguna cuestión 
federal se planteó ni mantuvo al respecto durante el trámite de la 
causa, no obstante las oportunidades que la defensa tuvo para 
hacerlo (fs. 93 !I8, 135 136) para llegar a la conclusión de que 
se trata de una reflexión tardía. 

C¿nc el agravio expresado en el capítulo IV del escrito de fs, 
141! 148 — modificar la calificación de los hechos aceptada por 
el Ministerio Público y hacer caso omiso de la requisitoria del 
Fiscal de Cámara, que pidió confirmación del falto de primera 
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Instancia no aparece vinculado a ninguna garantía constitucional 
en el ya referido escrito de interposición del recurso, l'ucs ni la in- 
vocación de que "se ha violado el texto del Penal, incorporado 
por ley a Ja Ley Fundamental" (t's. 147 vta.), ni la afirmación 
ilc o,ue* "El falló ha olvidado el art. 13 del código de pi tos." (fs. 
I4S) ni la mención del art. Ui de la ley 48 constituyen cuestiones 
federales aptas para autorizar a esta Corte el conocimiento de la 
causa en instancia extraordinaria, limitado como debe ser su pro- 
nunciamiento a los puntos de aquella natura loza <jfte dan funda- 
mento al recurso deducido —Fallos: J44 : 3! II y los allí citados, 
cid re otros — . 

l J or ello, habiendo dictaminado el Si\ Procurador General, 
se declaia improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fe 149. 

AlMSTÓKfLO I). AtíÁoZ l)K ljAMADIEIft — 

Luis María Bokr BotiGEno — Ju- 
lio Oyhanaiitk — Pkoko Ahkius- 

TUHV — RlC'AHOO (VíLOMBRRS. 



LINEAS AEKEAS IIKL ESTADO — l.a.h.k — 

JURISDICCION ) COSÍI'ETESCIÁ: ComprteHcia militar. 

Corresponde a lu .justicia militar, y no a Id federal del liiinir. conocer del 
Mima rio instruido con motivo del accidenta une sufrid un a vi mi do L&cai 
Aéreas del Estado (L.A.D.E.) pues, tentándose cu el caso fie una aeronave 
TiiiHtar y tripulada por personal militar que cuaiplía actos de servicio, si s. 1 
hubiera perpetrado algún "delito, se (rutaría ile hechos n ífflíi <|Ue se refiera 
I ¡ni. 108. ine. -y. del Código ile .lustieiü Militar. 

Nutames Fiscal 

Señox Juez: 

El Fiscal Nacional subrogante rpn> suscribe^ evacuando la vista conferida 
a fs, 4*. de los autos carotulndns: "Accidente aéreo, en lote í'2t!. C&í líesi*tencin*\ 
exp. penal :«KW, f» 1SO0, aña 1Í15Ü, a V. S. diee: 

I. Este Ministerio Fiscal entiende — y lo ha entendido siempre— que la 
i-oinpetencia de V. S., un el presente caso, es indiscutible; y la misma surge, en 
forma incuestionable, de lo expresamente dispuesto en los urts. IKl y IRl», i* parte, 
del Codito de Aeronáutica, en los que .se establece, resp divamente, que: 

"Corresponde n la Corte Suprema de Justicia y i los Trihntiah-* Inferiores 
de la Nación, el conocimiento y decisión de Ins causas que versen sobre aeronave 
¡ilición o comercio aéreo en pcnecal y de los delitos qtie puedan nt'eetarlos"; y 

"Los hechos ocurridos, los actos realizados y los delitos cometidos en una 
aeronnve privad» argentina sobre territorio argentino o donde ningún estado 
ejerza soberanía, están regidos por las leyes del país y serán juzgam por sus 
Tribunales." 
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Ií. Sin embargo, las autoridades militares aeronáutica* —a través de la 
nota glosada a fs. 4(¡, de fecha 20 del corriente y suscripta por el Sr. Subscere- 
tario dé Aeronáutica,, Brigadier Mayor Don Federico F. A, íínií— pretenden 
desconocer —y desconocen en efectividad— ln jurisdicción y competencia del 
Juzgndn pura ''.seguir conociendo" en ta instrucción del presente sumario. 

III. Se ndnee. ni efecto, que, "en razón de (rutarse de una ncmnnvc militar, 
tri pubiria pnr personal militar en cumplimiento de órdenes del servicio", la inves- 
Üfgneion del hecho a (pie se refiere el presente sumario "compete exclusivamente 
¡i hi jurisdicción niililar", citándose, en apoyo de sus n (inunciones las disposi- 
ciones contenidas en el art. KW, ine. 2", del Código de Justicia Militar v las del 
decreto tíüíl/54. 

Xudn objetaremos con respecto n las de este lili limo, por cimuto las mismas 
se refieren, en esencia, a la investigación técnica de los accidentes de aviación 
que se produzcan en territorio argentino n todtis bis aeronaves civiles, tanto 
nacionales como extranjeras, y a las aeronaves militaros dependientes del Minis- 
terio de Aeronáutica; y por cuanto, según lo dispone expresamente el art. 10 

de dicho decreto l'ÍW/íU. todas las r lirias que se tomen al efecto "no enervo 

en modo alguno la acción judicial". 

['ero sí lo liaremos con respecto al ine. '¿" del nrl. IHA ilel Código de Justicia 
Militar, en virtud del cual se afirma, según yn lo dijimos, que ta investigación 
del accidente aéreo, de] liK de junio de lüíili. que sufrió el avión "Vicking" T-fí. 
[-(impere exclusivamente r. la jurisdicción niililar. "en rozón de tratarse de una 
aeronave militar tripubnla por personal militar en cumplimiento de órdenes del 
servicio". 

IV. Según la "Exposición de Motivos" del Código Aeroni'iutiro —transcripto 

íntegn lite en el Diario de Kesíones del H. Senado de la Nación, ano 1953, 

ptígs. íüVi y sgtes.— . "la clasificación de bts nenmnves puede hacerse teniendo 
en cuenta el aspecto técnico y el aspecto jurídico". 

"A los efectos de! Código — ngroga dielia exposición -, la clasificación que 

interesa, especinlmente, es la que cont ¡da el último aspecto. 

Kn general se dividen las aeronaves, y nsí lo lineen las convenciones de París 
y Chicago en las aeronaves del Estado y aeronaves privadas. 

Se ba considerado más conveniente ln chsificneióu del Comité Jurídico 
Internacional de la Aviación. Según el "Código del Aire" las aeronaves bou 
públicas o privadas. Públicas son las empleadas ni servicio del poder público. 
Comió consecuencia de sus Punciones tienen imperio. Las demás aeronaves, mm- 
qne pertenezcan ni Estado, son privadas. 

.Y» íiifrn -ni ijiiiéti rs , t propietario, sino mi af relación. 

Las neronaves militares, Ins de policía y las de adnnna. san del Estado, 
pile- es por intermedio de ellas, que el Gobierno ejerce el poder público. Son 
aeronaves públicas. 

Como el frutado tiene o puede tener turminnx afretada* <t artiridaden extra- 
ñu* al ejercicio leí prtder pñidiro, como Ins postales, pwi* h< Minores *fln pri- 
vadas." 

V. Tal es, pues, nuestro enso de mitos. 

Kn efecto, la aeronave "Vicking" T-¡>. que sufriera el accidente, se bailaba 
ni servicio de "L.A.D.E." (Líneas Aéreas del Estndn), vale decir, de una 
entidad aeroeomercinl (véase Resolución ElíHi de la Secreta ría de Aeronáutica, 
de fecha 21 de enero de 1047), eomo así también de la Administración de 
Correos y Telecomunicaeinncs. como avión postal, de donde se infiere, sio ningún 
lugar n dudas, dr un? en esas circunstancias, o mejor dicho, en e«e viaje, aquélla 
estaba afectada a una actividad extraña ni ejercicio del poder público, por lo que 
indisciitihlemente se hallaba inclnídn en la parte final del art. .1(1 del Código 
Aeronáutico, cuando establece: 
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"Las aeronaves suii públicas o privadas. Son aeronaves públicas Ins desti- 
midas al servicio del poder público, como las militares, policía y aduana. La» 
4emáa aeronarm son privadas, aunque pertenezcan al Kxttulo." 

VI, l'or otro parte, lu disposición del iuc. 2v del art, 108 del mencionado 
Código de Justicia Militar, establece* " comprende, la jurisdicción militar cuando 
los hechos «ni cometidos por militares o empleados militares K en ««tea del servi- 
do militar'' —entendiéndose por tales, según expresa disposición del art. 878 
del mismo Código, "todo el que se refiere o tiene relación con las* funciones espe- 
cíficas ijue a cadu militar corresponde», por el hecho de pertenecer a las fuerzas 
armadas" — . 

Y, en tal sentido, ¿es concebible udmitir que el transporte comercial de 
pasajeros, equipajes, eticoiuieiidus y correspondencia postal es una misión espe- 
cífica que, eiuiiii militar, le correspondía al Sr. Viceromodoro Jorge Braceras 
Hurtad», Comandante del avión militar "Vieking™ T-5, y a todo el personal 
militar que traía bajn sus órdenes i No, Sr. Juez, tal función específica estaba 
esencialmente desnaturalizada; y es también, por tal circunstancia, que el fuero 
propio a sus condiciones do militares no lus unípara, por lo que están, indiscu- 
tiblemente, sometidos a la jurisdicción de Y. S. 

VII. Finalmente, siendo imposible considerar eon verdadera seriedad jurí- 
dica el pedido de inhibición y remisión de estos auto», que también se formula 
en la referida nota de fs. -Mi — y a loa electos de poder dejar plenamente escla- 
recida cualquier duda que, al respecto, pudiera quedar—, el representante del 
Ministerio Fiscal, que suscribe, eree necesario y oportuno se requiera del Señor 
Subsecretario de Aeronáutica, Hrigadicr Mayor Don Federico F. A. Rui z, se 
sirva comunicar de inmediato cuál es el Juez de Instrucción Militar Aeronáutico 
que inlerviene en el sumario instruido por el accidente a que se refieren estos 
obrados, para interpnner, ante el mismo, la declinatoria de jurisdicción; o, en 
su caso, requerirle para que, dando por formada la contienda de competencia, 
remita los antecedentes a la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Fiscalía, 
28 de marzo de 1957. — loti M. Fierro. 



Hkholcción del Juez Fedekai, 

Resistencia, 25 de ¡oviembre de 1958. 

Autos y vistos; 

Este expediente 8265, año 195ti, caratulado: "Accidente Aereo en lote 126 
de la Colonia Resiste neia", en el que a fs. 46, G5 y 81 en forma reiterada el 
Sr. Subsecretario de Aeronáutica se niega a cumplimentar diligencias dispuestas 
por este Juzgado, solicitando, por el contrario, que el suscripto <e inhiba de 
entender en estos autos por ser de competencia exclusiva militar, remitiendo a 
esa Secretaría de Aeronáutica las actuaciones realizadas; y 

Considerando : 

Que las presentes actuaciones se formalizaron a raíz de que el día 28 de 
junio de 19S6, a las 11.55 horas, un avión perteneciente a Línea b Aérea del 
Estado decoló del Aeropuerto Resistencia con destino a Buenos Aires, llevando 
cinco tripulantes y veinticuatro pnsajeros, y debió efectuar un aterrizaje forzoso 
a unos tres kilómetro» de esta Capital, sufriendo daños la aeronave pero resul- 
tando los tripulantes como los pasajeros ilesos. 

Que no se desconoce que, como lo sostiene la Secretaría de Aeronáutica, la 
aeronave era militar y su tripulación también militar, hallándose en cumplimiento 
de órdenes de servicio. 



30+ 



KAU.OS DE LA CURTE SUPREMA 



Qve no obstante reconocer ello, el susc ripto conceptúa coincideiitcmeiite con 
el Sr. Fiara] — fs. 49, 51 — que es ji este Tribunal n quien compete entender en 
Id» |>n-M-tili- actuaciones. 

Qne clin e» así |>or cnanto según reiterada jurisprudencia de la Corte Su- 
prema ilr .1 noticia de Ia Nación, escapa a la jurisdicción castrense lo* netos de 
bcrvicio* realizada por personas extrañas a las fuerzas armadas, n >cii aquéllos 
qile ordinariamente corresponden a funciones civiles v n<> a los itilierentes al 
servicio militar —Fallos: 211»: 775: JOÍí: £17 y resoluciones qnu se citan en los 
tallos mencionados— . 

IJuc evidentemente el transporte comercial de pasajeros a una labor ord¡- 
auriuimiite civil y que exrcpcioua luiente la realizan aeronaves militares, 

(¿lie en tal virtud, de conformidad a lo precedentemente señalado, lo pre- 
ceptuado por el nrt. l*:t del Código de Aeronáutica v al ilustrado díetumcu del 
Sr. Procurador Fiscal de té. 4!)/">1, 

fiesuclvo : 

! 'cela ra r la competencia de este Tribunal para entender en tas presenten 
actuaciones en cuanto al aspecto dctictual que pudiera surrir de la presente 
instrucción, sin perjuicio de la competencia que en otro urden incumba n la 
Secretaria de Aeronáutica. - Gtupar íi. Botmtre. 

I.VñmltK HK t,.\ UlkKíVlÓN HE Líxkah Akrkas 1*3. EflTAlJO 

Señor Juex de Instrucción Militar n 1 - 1 :t. 

Cumplimentando lo solicitado a h. 1. informo al Sr. Juer: 

1*) B1 personal militar de la Fuerza Aérea Argentina que opera los aviones 
militares con que se atienden los servicios de LAPE, lio tiene ninguna relación 
de dependencia con esta Empresa. 

Ln Aeronáutica Militar, mediante el empleo de personal y material 
propios, atiende los aspectos técnico, operativo y losiístico de los <ervieíns LA DE, 
simultáneamente con el cumplimiento de sus fine» específicos, v. p. entrenamiento 
de! personal en ejecución de temas de navegación y transporte. 

'¡"t Uí Empresa LA DE, con domicilio en la calle Corrientes +S4 de esta 
Capital, depende de S. E. i-l Sr. Secretario de Aeronáutica en SUS aspectos 

conimiaJ-Adminbtrativoa, que le son propíos. 

4<t) í-os miembros militares de ia tripulación del avión V.V. TA se encon- 
traba n en cumplimiento de una orden del semejo emanada del Jefe del Grupo 
de Transporte, en oportunidad del accidente ocurrido el día 2S de junio de 1í>¡)f¡. 
orden, que por su misma natttralcKn es desconocida por esta Empresa, Para me 
.fot iliisir. rión del Sr. Juez, bagóle saber que los miembros militares del avión 
de reten-ñera no de-em peñaban ninguna Eunción comercial para esta Empresa, 
estando reservado el aiiNilinr de a hordo, Alberto Algnni¡M\ empleado civil de 
LADE. todo lo referente a la atención de los pasajeros que viajaran en el 
mismn. — Akím Viti. 

RESÓLUCtÓN liKI, Jt'KZ UK IVSTlU'rrtÓM Mll.1T.VU 

El Paloma r, 8 de febrero de 19$), 

Víato: 

El presente sumario en el mal consta que el Sr. Juez Federal de In Ciudad 
de Kesisteneia. Dr. Gaspar R. Bonastre. Seerelarín Dr. Juan Carlos Corbo, en *t 
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expediente S205. pemil 3000, fs. 5»o. año lfliiB, caratulado "Accidente Aéreo, 
lote 120, Colonia Resistencia", S4>?i|iptití ser rom pétente para investigar el acci- 
dente que sufriera el avión "Vickers Vieking" T-5 el .lía 28 de junio de 1056 en 
las proximidades del aeródromo de la ciudad citada, y 

Considerando ! 

l'-'( Que tunda su competencia aduciendo: a) El carácter privado del avión 
ui-tirlcutnd», por estar alertado n nuil función comercial de la Km presa "L.A. 
U.K.", fundándose en I» clasificación de las aeronave» que figuras en la Expo- 
sición de motivos del Código Aeronáutico, pese a que lo* arts. V> y lili del mismo 
excluyen expresamente n los mi litares; bl Que la actividad ejercida por la tripu- 
lación era extraña al servicio militar; c) Que investiga la comisión de un delito 
no castrense, consistente en la infracción al art. 190 (primera pnrte "in fine") 
del Código IVnal, en el supuesto caso de que esa figura delictiva pudiera com- 
prender la actividad aeronáutica, contrariando la opinión de (íúmkz KiH'ha (III, 
;HI8) y Rodolfo Moreno (V, !154) y dejando a un lado la circunstancia de que 
ningún artículo del capítulo menciona el transporte aéreo. En efecto, el art. 190, 
in fine, dice: "u otro accidente previsto en este capítulo", cuando los artículos 
del mismo se refieren : "n ln comunicación pública por tierra o por agua" (art. 
1911), "un tren" (art. 191), "telégrafo o teléfono destinólo al servicio de un 
ferrocarril*' (art. 192), "nave o construcción flotante" (art. 104), "un tren o 
de nn buque" (art. 195), "comunicación telegráfica o telefónica" (art. 197). 

2») Que sin embargo el Sr. .lucí Federal reconoce que: a) El avión era 
militar y de propiedad del Estado (ver fs. 32/5); b) Que la tripulación era 
militar (ver fs. 32/5); e) Que ella se hallaba cumpliendo órdenes del servicio 
militar y en acto del servicio militar (ver fs. 41, 40/0 v.. 53/3 66/57). 

:*>) Que ln Empresa "L.A.D.E." (Líneas Aéreas del Estado) es un Orga- 
nismo de la Secretaría de Aeronáutica, con dependencia directa del Sr. Secretario 
•le Estado, y que abarca exclusivamente tos aspedos comerciales del transporte 
aéreo de pasajeros y/o carga, mientras cpie los asuetos operativos del material 
de vuelo y su mantenimiento y reparación eslán a cargo de la !• Hrignda Aérea, 
con personal militar y elementos propios (ver fs. 50 y 57). 

4») Que mediante el arbitrio de utilizar ln Fuerza Aérea Argentina a una 
Empresa extraña a ella, pero dependiente de la Secretaría de Aeronáutica, logra 
propósitos propios de instrucción y adiestramiento del perw al, ejecutando lemas 
de navegación en vuelos diurnos y nocturnos, en lemas de i.ansporle <¡ue exigen 
sujeción a horarios, exigencias no militares en cuanto a ta seguridad y regula- 
ridad de los servicios y de fncilitar el mantenimiento del material empleado, a 
la ve/, que disminuye Ins erogaciones del Estado para la obtención de esos 
objetivos, y beneficia al país con un transporte aéreo pago no imitado por 
exigencias comerciales, lo que le permite realizar tareas de fomento. Con este 
recurso no se desnaturaliza él carácter militar de la actividad de vuelo de la 
tripulación operativa de los aviones. Naturalmente esa instrucción del personal 
dehe ejecutarse bajo el contralor de su- respectivos Mandos, quienes en conse- 
cuencia, deben disponer de los medios jurisdiccionales que la ley ha creado para 
asegurar la eficiencia del personal y de ln organización militar. Sustraer a ese 
personal a la jurisdicción militar es destruir la principal razón de ser de la 
Empresa L.A.D.E. y, en consecuencia, causar un grave perjuicio a ta Aero- 
náutica Militar y » los intereses fiscales del país, cuyos recursos son limitados 
frente a los gastos que exigen los medios técnicos que requiere el vuelo. 

5v) Que debe tenerse presente el hecho de que es independiente la cuestión de 
que el ivión "Vickers Viking" T-5 de propiedad del Estado, y asignado a la 
Aeronáutica Militar, Grupo Aéreo 2 de Transporte, sea o no una aeronave militar 
en los términos del Código Aeronáutico, de ln de que sea o no lugar militar 
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para lu tripulación militar que la opera. Existen muchos organismos militares 
donde su ejecutan netos de comercio (Proveedurías pertenecientes a ln Dirección 
General de Ayuda Social de Aeronáutica; Dirección General de Obra Social de 
Ejército; Sastrerías y Almacenes de Obra Social Naval, por ejemplo) y que 
son lugares militares a lo» que nadie desconoce ese carácter, cuando tienen una 
jefatura militar. 

El avión T-5 es un lugar inilitnr en los términos del Código de Justicia 
Militar — art. 108, inc. !2 V — , y de su Reglamentación de Justicia Militar (R. A. 
ti*) — 7—, por estar sujeto exclusivamente a la autoridad militar. Y es preci- 
samente la circunstancia de que. el avión T-5 sea lugar militar paru su tripulación 
militar lo que determina la jurisdicción castrense, sin olvidar i..mbién que además 
ella corresponde por encontrarse dicho personal en el desempeño de un acto del 
servicio militar, que por añadidura es calificado como acto del servicio de armaB 
(arts. 108, ine. 2", 878 y 870, ines. 3* y ■¥>). 

ti") Que lo» miembros militares de la tripulación operativa del avión T-5 
desempeñábanse en acto del servicio en ocasión de producirse el accidente de 
¡unos, por referirse y tener relación con las funciones específicas de pilotaje, 
radio-operación, navegación y mantenimiento mecánico que corresponden a los 
escalafones y especialidades de cada uno de dielios militares (art. 878 del Código 
de, Justicia Militar), siendo en el caso en estudio un acto del servicio calificado 
por el art. 879 del mismo código como perteneciente al servicio de anuas, por 
consistir en manejo de material (ine. 3» "De manejo de material; como ser: 
dirección de,, aeronaves...") y en el cumplimiento de tareas de instrucción 
(inc 4^J y entrenamiento del personal. 

Resuelve: 

1») Ratificar la competencia de este juzgado para entender en estos autos. 

2?) Librar las comunicaciones de estilo a ln Corte Supremn de Justicia de 
la Nación, los efectos de que dirima la presente cuestión de competencia para 
lo nuil se le elevarán estas actuaciones de conformidad al art. 151 del Código 
de Jusl.cia Militar (L.A.(I) y art. 22, ine. 2», np. S», y art. 43, inc. 4?, del 
Código de Procedimiento en lo Criminal, y al Sr. Juez Dr. Gaspar R. Bonnarre, 
a cargo del -Juzgado Federal de la Ciudad de Resistencia. Secretaría del Dr. 
.1 Lian Carlos Corbo-, 

Informar al Sr. Comandante en Jefe de la Puerta Aérea Argentina, 
quien ordenará el presente sumario, de la presente resolución. — OjwiMo Daniel 
Lñpez Imittot. 

Dictamen Tm, PnocriiAnort (Jen eral 

Suprema Corte: 

En caso de que pudiera derivar alguna responsabilidad de 
carácter penal del accidente de avíneión til que se refiere la 
presente eaitMi, ella debe ser establecida por la justicia castrense. 

Kn efecto, tal como lo señala el informe corriente a fs. 56 del 
sumario militar agregado, la empresa LADE, a la que se hallaba 
afectado el avión, es una dependencia de la Secretaría de Aero- 
náutica Militar, que opera con máquinas y tripulaciones exclusi- 
vamente militares, con el agregado de que dicho personal, en 
tales circunstancias, cumplió funciones propias y ordinarias del 
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servicio militar, de aeuerdo con la programación técnica, opera- 
tiva y logística que le es ordenada en cada caso por la superiori- 
dad, con abstracción total del aspecto comercial de la empresa. 

De ello resulto, que, en punto a establecer las responsabilida- 
des de carácter penal en qne pudiera baber incurrido el personal 
a cuyo cargo se hallaba In conducción del avión, el aludido ac- 
cidente debe considerarse ocurrido en circunstancias y con mo- 
tivo de actos del servicio militar, todo lo cual configura la situa- 
ción prevista en el art. 108, inc. 2°, del Código de Justicia Militar, 

Por las razones expresadas estimo que corresponde dirimir el 
presento conflicto declarando la competencia de la justicia militar 
¡Mira el juzgamiento de los hechos ocurridos. Buenos Aires, 10 de 
junio de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COItTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1$ de julio de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que, con motivo del accidente ocurrido el 23 de junio de 1956, 
en Resistencia, al avión Viking, matrícula T. ü, de Líneas Aéreas 
del Estado ( L.A.D.E.), se instruyó sumario ante la justicia federal 
de aquella ciudad. A fs. 83/84, el juez de la causa declaró su com- 
petencia para conocer de los delitos que pudieran surgir de las 
actuaciones, entendiendo que la circunstancia de tratarse de una 
aeronave militar, tripulada por personal militar que cumplía actos 
de servicio, no obstaba a la intervención de la justicia federal en 
atención a la naturaleza de la tarea cumplida en el caso — trans- 
porte de pasajeros, carga y correspondencia — que es "ordinaria- 
mente civil y que exoepcionalmente la realizan aeronaves milita- 
res*' (fs. 83 vta.). 

Que, por su parte, el Sr. Juez de Instrucción Militar resolvió 
declararse competente sobre la base de que la empresa Lineas 
Aéreas del Estado es un organismo de la Secretaría de Aeronáu- 
tica, que utiliza los aviones de la Fuerza Aérea Argentina para 
el transporte de pasajeros, correspondencia y carga, con personal 
militar sujeto a las órdenes de los mandos respectivos y sometido 
a ta disciplina militar en el cumplimiento de sus funciones (fs. 
62/64).- 

Que, corno dictamina el Sr. Procurador General, el informe 
agregado a fs. 56 de esta causa abona las conclusiones de la reso- 
lución de fs. 62/64, siendo así claro que, si algún delito se ha co- 
metido, él debe ser investigado por la justicia militar, pues se tra- 
taría de hechos cometidos por personal militar en acto de servicio 
—art. 108, inc. 2", del código respectivo—. 
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Por ello, y lo dit-t ti mi mulo por el Sr. l'roeurador General, se 
declara qjlie el conocimiento de esta causa corresponde n la jus- 
ticia militar, a la que se remitirán los autos. Hádase suIkm- eu la 
1'oniia de estilo ni Sr. Juez Federal de Resistencia. 

Benjamín Villeoas Basavilbaso •— 
Akistúihxo D, Akáoz i>e Lamadrid 
— Luis M vitív Buffi Bogoíeko — 
Jdlio Oyilaxaute — I'euro Aiie- 

KAST1HV. 



IMTKTO k: SAN .11 'LIAN 

Wm$pIC(¡OS Y rOMI'ETKSt IA: Cowpt tenia manual Causas píJtrtít* 
fW el Intuir. 

t'"t rc-j te a la .jttslit-iii nacional el «onneiuiicnto de bis causas referentes 

a delito roiiumrs cometidos en un layar sobre vi ciml la Nación ejercí' 
¡uri-dicrión exclusiva y absoluta, romo lo es, mi puerto de su propiedad. 
Kn ÑMisecuencin, es competente el .lile/ Federal de Snula Cruz eon asi e uto 
en Kío (iiilleuos, y no el de primera instancia ile PuettO Deseado, ¡mrli 
conocer en el sitian rio instruido eon motivo de In desaparición de diverso! 
materiales de una casilla ubicada en el puerto de Sun Julián, Provincia 
de Sania Cruz (■). 



fhancisco Krtz 

jCltfSIHCt 10$ V COMPETENCIA: Competencia wu-imud. Cansas penates. 
l'nr W faifa r. 

CMregpotldc a la justicia nacional eonoeer de las causas referentes a delito» 
comune* cometido* eii un logar sobre el cual la Nación ejerce jurisdicción 
exclusiva y absoluta cuido tu es un puerto de su propiedad. 
En consecuencia, entápete al Juez Federal de Sania Cruz con asiento en 
liío (¡filleyos, y m> al de primera insta neta de Puerto [leseado, eonoeer del 
sumario instruido eon motivo del becuú que determinó la muerte por inmer- 
filón de una persona en el puerto de San .Julián (-). 



<•) 1,1 de julio. Fallos: 2«K: 4 «ti; 2«í>: 22ÍI. 
í-'i 13 de .¡..lia. Pifa*! 23S: 436; ^;t!>i -¿29, 
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LtFIS KEDEIÍICO AMOitE y Oiww v. THE WESTERN 
TELEGBAPH Co. Lm 

R£< « Bt0 EXTRAORDINARIO: Reqttmtüs proptob Cimthm no federal™. 
Sfnttnmu urhittnria*. PtveetUwtui tU>i murm. 

Etny arbitrariedad en ln sentencia cuando si- omite el examen de una cuestión 
oportunioacnte propuesta y conducente para la decisión del juicio. 
En consecuencia, es iirbitrarío y debe ser dejado sin electo el pronuncia- 
miento de la Cámara ipic tuvo como inexistente y no pro luí do «pie lo» actores 
estuviesen incluidos en im convenio transacción y que éáte se hubiera lle- 
vado a rabo ante bis autoridades del Ministerio de Trabajo ti autoridad 
competente, sí el nombre de los rei-urrenles a liaren* en una pieza aiíretrada. 
que fortlin |iarle del convenio, y consta asimismo, en el texto de éste, (pie 
se realizó ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Kn tales eondi- 
eiones, ta debida consideración del ibicuiacutn reve-lia importnin-ia para la 
correcta solución de ln cansa, en la ipie se demandaba el cobro de indeiimi/.n- 
ción por prca viso y ta ncriotiada había «puesto la i*x«rprión di' I ransaci-ión, 
invtn-ando precisa mente dicho convenio. 

Dicta si kn del Piiocint.uH>n (íknkijal 

Suprema Corto: 

Hn atención a las constancias que obran en los natos princi- 
pales a fs. 1(¡, 19 y 40 opino que existo cuestión federal bastante 
como para proceder a su examen en la instancia de excepción. 

A ese efecto, pues, correspondería hacer lugar a esta presen- 
tación directa. Buenos Aires, 22 de marzo do 1ÍJÍÍ0. — Ramón 
Lti.*t'> no. 

FALLO DE LA (OlfTE SITREMA 

Buenos Aires, 13 de julio de IMiO. 

Vistos los autos: "Recurso do liecho deducido por oí dcniarj- 
dado en la causa A inoro, Luis Federico y otros e/ The Western 
Telegraph Co. Ltd.", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que en el escrito do interposición del recurso extraordinario 
deducido a fs. til de los autos principales, la demandada alegó 
la arbitrariedad de la sentencia do la Cámara, en cuanto tuvo 
eoino inexistentes y no probados dos hoclios que surgen de loa 
autos. Se refiere a la afirmación del Tribunal a quo en el sentido 
de que los actores no están incluidos en el convenio-transacción 
de fs. 16/121 y que el acuerdo no se llevó a cabo ante las autori- 
dades del Ministerio de Trabajo o autoridad competente. 
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Que, como lo afirma el recurrente, el nombre y apellido de los 
actores consta en la planilla de fs. 19, que hace parte del convenio 
por disposición de su art. 2* y consta, asimismo, en su texto, que 
se realizó ante el Sr. Ministro de Trabajo y Seguridad Social. La 
autenticidad del convenio fué reconocida por los actores y la de- 
mandada en la audiencia de fs. 4Ü. 

Que, establecido que el convenio comprende a los actores, su 
debida consideración por parte de la alzada, revestía importancia 
para la correcta solución de la causa, desde que la demanda persi- 
gue el cobro de indemnizaciones por falta de preaviso y la deman- 
dad» ha opuesto z su progreso la excepción de transacción invo- 
cando, precisamente, el convenio de fs. 16/21. 

(¿ue esta Corte lia resuelto reiteradamente que hay arbitra- 
riedad en la sentencia cuando se omite el examen de una cuestión 
oportunamente propuesta y conducente para la decisión del juicio 
(Fallos: 2.-58 ; 501 ; 245 : 41<\ los allí citados y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario denegado a fs. 
112 vta,/113 del principal. 

V considerando en cuanto al fondo del asunto, por no ser 
necesaria más sustanciación ¡ 

(Jue por las razones expresadas en los considerandos prece- 
dentes, la sentencia de fs. 107/108 debe ser dejada sin efecto por 
ser arbitraria en los términos de la jurisprudencia de esta Corte 
sobre el punto. 

Por ello, se deja sin efecto la sentencia apelada de fs. 107/ 
108. Y vuelvan los autos al tribunal de su procedencia a fin de 
que la Sala que sigue en orden de turno dicte nuevo fallo, con arre- 
filo a este pronunciamiento. 

Arjstóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boogero — Ju- 
lio Oyhastarte — Pedro Aberas- 
turt — Ricardo Colombres. 



ANGEL LUNA v. S.R.L. MANUEL II. ACUSA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no federates- 
fntrrfin'truió» flf iwrmaa y arlo» comunes. 

Aunque se invoque el efecto liberatorio del pago y la garantía constitucional 
de la propiedad, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que niega tul efecto a lo* pagos efectuado* al actor — cuya relación laboral 
win Ja demandada cesó el 11 de julio de 195U — , fundándose para ello en la 
interpretación de normas no federales, como lo son el decreto-ley 2739/56 
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y ül convenio colectivo 27 dir diciembre de ese nüo, que estableció >n montos 
con electo retroactivo ni V> de lebrero de 105U. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Aunque se invoque el efecto liberatorio del pago y la garantía 
constitucional de la propiedad, — ba declarado reiteradamente 
V. E. — no procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que niega tal efecto a los pagos efectuados a los actores cuyas 
relaciones laborales con la demandada cesaron en el lapso com- 
prendido entre el V de febrero y el 8 de diciembre de 1956, fon- 
dándose para ello en la interpretación de normas no federales, 
como son el decreto-ley 2739/56 y el convenio colectivo de diciem- 
bre de ese año, que estableció aumentos con efecto retroactivo al 
I* de febrero de lí>56 (Fallos: 240 : 252; 242 : 314 y 243 : 300). 

Habiéndose retirado el actor con fecha 11 de julio de 1956, 
la mencionada doctrina de V. E. es de estricta aplicación al caso 
de autos, y, con arreglo a la misma, considero que correspondería 
declarar que el recurso extraordinario intentado ba sido mal con- 
cedido a fs, 58. Buenos Aires, 17 de diciembre do 1959. — llamón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMÁ 

Buenos Aires, 15 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Luna Angel e/ Manuel H. Acuña S. B. L. 
s/ haberes". 

Y considerando: 

Que el tribunal a quo hizo lugar a la demanda promovida por 
Angel Luna — cuya relación laboral con la demandada cesó el 11 
de junio de 1956 — por el pago de aumentos que, con efecto retro- 
activo al 1* de febrero de 1956, estableció el convenio colectivo de 
trabajo n 9 27/56. La demandada se agravió de dicho pronuncia- 
miento por considerar que al aplicarse a una relación laboral de- 
finitivamente concluida las disposiciones de una convención co- 
lectiva, se afecta el derecho de propiedad garantizado por la Cons- 
titución Nacional. 

Que, como bien lo afirmó el a quo, la recurrente no puede 
alegar el efecto liberatorio de los pagos efectuados al reclamante 
ni pretender haber dado cumplimiento exacto a su obligación pues, 
al tiempo de efectuar aquellos pagos conocía que, por mandato 
de la norma vigente, debía abonar una suma superior, toda vez 
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tjtiG el monto de las retribuciones de sus operarios estaba sujeto 
a los aumentos que, en forma definitiva, establecieron Ion conve- 
nios colectivos previstos por el decreto-ley ¿739/56 (Fallos: 240: 
252; 242: 314). A mayor iibnndiuniento, eábe agredir que se trata 
de ta interpretación de disposiciones de derecho común, con la» 
que uc> fítinvda relación directa e inmediata el precepto coustitu- 
i'ional invocado por la recurrente (fallos citados). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcede tile el recurso extraordinario concedido a fs. 
58. 

Benjamín Villkgas Basavilbaso — 
Aiustóbulo D. Aiiáoz uk Lamadiiid 
— Iji'is Manía Bóffi Boo.iieho — 
Julio Oyhaxarte — Pedro Abb- 
KAs-rriíY. 



RAFAEL JOAQUIN íiAKCIA 

ttbU TRSO EX'ifíAOlWLVAHUf: Rtqttwto» comunes. ÜiieáiÓH jmtiriable. 

has decisiones dictadas por Ins tribunales respecto do sus agentes y en 
ejercicio de fncultiitlrs de superintendencia no constituyen, en principio, tuca- 
1m'hi ,rn*tieiatile a los electos ilcl reñirán extraordinario. 
K» roitseeueneiá,' es improcedente el deducida contra ln resolución de !a 
f "íMii.-tm que decide un justificar las ausencias del empleado recurrente, par 
estimar insuficientemente ucrcditnda la enfermedad que sr invocó ('J. 

xrPKRISTKSimst'IA. 

Esn principió, es privativo de la (Vnunra la decisión (pie sólo importa no 
justificar Ins ausencias di> nti empleado |mr término ¡Tifi*rinr n una semana, 
por no estimarse debidamente acreditada '* niferinednd qué se invocó. 
S'o procede, así, ipie la Corte Suprema baga liso de la facultad ÚV avocación 
prevista en el art. 22 del Itenlamciitii puní la .Justina Nacional. 



JOSE KlílEK 

jrjílSftirciOX y (OMPKTESCIA: Cempgtmeia nacional, Comptitmia ori- 
gjtmria fí<* in Corte Suprema Agentt* diplemátiCM u ríUMMÍarc*. £?da#wÍM ^j-fraa- 

jrro*. 

l-i competencia originaria de La Corte Suprema en lo atinente a los cónsules 
extranjeros, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 24, ine. 1', del deereto- 
ley 12*5/88, está reservada a las ra usas que versan sobre los privilegios ¡r 
exenciones de aquéllos en su earácter público, es decir, bis seguida» por 



(i) 15 de julio. Fallos: 244: 3(U. 
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hechos ó actos cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias siempre 
que un ellas se cuestione su responsabilidad civil o crimina!. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Competencia ori- 
ijiuana de ta Corte Suprema. Agentes diplomático* y consulares. Cónsules extran- 
jeros. 

El sumario instruido n raíz de lus lesiones ocasionadas a un particular, 
embestido por el automóvil conducid» por un cónsul extranjero, es ajeno a 
la competencia oritíituiria de la Corte Kuprema, pues trátase de un hecho 
que do cabe con*idernr cumplido en c! ejercicio de las funciones propias 
de aquél. 

Dictamen i.el Phocuradoh General 

Suprema Corte: 

Por aplicación de lo resuelto en Fallos: 241: 183, y los allí 
citados corresponde que V. E. se declare incompetente para co- 
nocer de la infracción que ha dado origen a esto» actuados, Bue- 
nos Aires, 8 de julio de 1960. — Ramón Lascatw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de julio do 1960. 

Vistos los autos: "Sumario instruido por la Policía Federal 
por el hecho de lesiones previstas en el art, 94 del Código Penal 
c/ Fries José cónsul de la Embajada de Suiza en nuestro país". 

Y considerando: 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 24, inc. 1 ? ), del decre- 
to-ley 1285/58 la competencia originario de la Corte Suprema, en 
lo atinente a los cónsules extranjeros, está reservada a las causas 
(pío versan sobre privilegios y exenciones de aquéllos en su ca- 
rácter público, vale decir "...las seguidas por hechos o actos 
cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias, siempre que en 
ellas se cuestione su responsabilidad civil o crimina 1". 

Que de las constancias de autos resulta que el hecho, origen 
de estas actuaciones, es consecuencia do un accidente de transito 
ocurrido en esta Capital, que no cabe considerar cumplido en el 
ejercicio de las funciones propias de un cónsul extranjero, 

Que, en consecuencia, de conformidad con una reiterada juris- 
prudencia (Fallos: 241: 183 y los allí citados), la causa es ajena 
a la competencia del Tribunal. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara que esta Corte Suprema carece de jurisdicción ori- 
ginaria para conocer en el presente sumario. Remítanse las actúa- 
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cioncs a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y 
Contcnciosoadininiíitrativo de la Capital, a fin de que dé inter- 
vención a quien corresponda. 

Benjamín Villegas Ba&avjlbaso — 

AriSTÓBCLO D. AbÁOZ DE IjAMADRiD 

— Luis María Bofft Boggero — 
Ricardo Colombres. 



Jl*AN' ABA1T v Onu» v. MIGUEL LUIS 

RECt'RSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propios. Cuestión federal Cues- 
(¡otte,* federales simples. IiHerpretut-ió» ftr la Cotuditnrián Xw-ionol. 

Procede el recurso extraordinario si. re*pectu de la regulación de honorarios 
practicada por la Cámara Central Paritaria dé Amndnniienios, media cues- 
tión constitucional "prima í'acie" fundada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, (uest iones no federales, 
¿'enteucias arbitrarias. Procedencia dtl recurso. 

Corresponde dejar »in efeclo la regulación de honorarios apelada cuando, 
no obstante la seriedad de los Argumentos esgrimidos por el recurrente y sin 
funda mentación ademada para «uxterilarla. m* lijan aquéllos en una suma 
di ¡.proporcionada cun el producido de un año de aparcería. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El letrado-npoderado de la parte aetorn solicitó regulación 
do sus honorarios por su actuación en el juicio de desalojo del 
predio, a que se refieren los autos principales, v que estimó en 
in|n. 50.000. 

I*a Cámara Regional de Buenos Aires, por invocación de los 
arts. 2? 4* y 6* de la ley de aranceles y 3' del "Acuerdo Plenario 
n* 67" fijó los mismos en la suma de nifn. 49.500 y la Cámara 
Central respectiva citando esas mismas disposiciones confirmó 
la aludida regulación. 

Al interponer, la parte demandada, recurso de apelación 
contra la primera de dichas resoluciones, alegó la arbitrariedad 
de la misma por no ajustarse la regulación de los honorarios a lo 
dispuesto por el art. 21 del arancel respectivo, que se refiere ex- 
presamente a los casos de juicios de desalojo. Xo obstante ello, 
la Cámara Central no dió fundamento alguno respecto de la ina- 
plicabilidad de esc precepto y por el contrario se remitió al 
•'Acuerdo Plenario n* 67", que, según expresa al profesional be- 
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neficiario de la regulación, es de aplicación obligatoria para las 
Cámaras Regionales y según el cual correspondería aplicar la es- 
cala del art. 6» sobre el valor del campo, reducido de un 30 a un 
50 por ciento de su valuación fiscal (fs, 290 del expto. principal). 

Contra esta decisión dedujo la parte demandada recurso ex- 
traordinario, que es procedente con arreglo a la jurisprudencia 
de V. E. de Fallos: 239: 10 y 204; 241 : 121 y otros. 

En consecuencia, y por aplicación de esa doctrina — dudo que 
el pronunciamiento carece de funda mentación normativa — esti- 
mo que corresponde hacer lugur a esta queja, y, por no ser nece- 
saria más substanciación, dejar sin efecto la regulación apelada 
y disponer se dicte nuevo pronunciamiento. Buenos Aires, 28 de 
junio de 1960. — Ramón Lascaiw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Abait, Juan; Latuf, José A. y Latuf, Jorge c/ 
Luis, Miguel", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corto, respecto 
de las regulaciones de honorarios cabe el otorgamiento del recur- 
so extraordinario cuando media a su respecto cuestión constitu- 
cional "prima facie" fundada. 

Que en presencia de los agravios expresados a fs. 288 de los 
autos principales el recurso extraordinario deducido a fs. 303, 
respecto del auto de fs. 297 ha debido, en consecuencia concederse 
— confr. doctr. Fallos: 235: 754; 245: 359 y otros — . 

Por ello y lo dictaminado por el Sr, Procurador General, se 
declara procedente el recurso extraordinario dedueido a fs. 303 
de los autos principales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no ser nece- 
saria más sustanciación: 

Que resulta de la doctrina de los precedentes recordados más 
arriba, que, en el caso, no ha debido prescindí rse de un;t adecuada 
fundamentación de la resolución de fs. 297, porque los agravios 
expresados a fs. 288 revisten seriedad y no son susceptibles de 
desecharse con la simple remisión a textos normativos, y a un 
acuerdo plenario que no descartan la existencia de infracción 
constitucional, 

Por ello y lo eoncordantemente dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General se deja sin efecto la resolución apelada de fs. 
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297. Y vuelvan los autos a la Cámara de su procedencia a fiu de 
que la Sala que sigue en orden de turno dicte nueva decisión 
ajustada al art. 1* liarte, de la ley 48 v a la sentencia de esta 
Corte. 

Benjamín Villegas Basavjlbaso — 

AríSTÓBULO D. ÁRÁOZ DE LtAMADRlD 

— Luis María Boffi Boggero — 

RlCARDO l'OLOMBUES, 



FEDERICO BRETON r. CARLOS ALBERTO 1'IZKl'lttfO 

REí'URSO EXTRAOR¡/L\AR¡(t; Rfqttisito* propias. Rrlarii'm directa. A'or- 
mas extraña» ai juicio, Bitpotkionet MnstitucionaU*. Art, fB. 

Ixi atinente ii s¡ el monln de la nodación en juicio de desalojo lia de variar 
o no con arreglo a la caudal invocada, es cuestión líhradn ni prudente 
arbitrio legislativo y no mi t orí ka la intervención de la Corle, por vía de la 
itjii'liLt'ió» extraordinaria cotí fundamento en ja garantía ent&itnctotud de 
In igualdad. Si además la ícais del recurrente no se compadece con la doc- 
trina «iel Tribunal sobre la materia, no impugnada expresamente, el recurso 
extraordinario del» recliazarse ('), 



CARLOS M. S. E LIZA LOE v MANTEL A. PEDROS A 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. CUtítionet no federaba. 
St-Hh neiit* arbitraria*. 1 m procedí tteia del recurso. 

Lis resoluciones refutatorias de honorario» en causas de interdicción, fun- 
diólas en la apreciación por los jueces ordinarios de la importancia y natu- 
raleza de la labor cumplida, son insuisccptibles de revisión en la instancia 
extraordinaria con base en ln doctrina sobre arbitrariedad. 

tí Úm RA RIOS: Regulación. 

El monto de los intenses en juego, en cansas de interdicción, no es sustan- 
tivo para la determinación de los honorarios devengados. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propios. C'«e*ttotte$ nú frdertdes. 
Sentencia* nrhitmrias. f'rineipw* generales. 

Ui doctrina de la arbitrariedad, en materia de honorarios, es de carácter 
especia lmeti te rest riel i vo. 



(i) 19 de julio. Fallos: 1H4; 1*20; 7H4. 
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Dictamen dkl Procurador General 
Suprema Corte: 

La Cámara Federal de Apelaciones en Jo Federal y Conten- 
ciosoadministrativo teniendo en cuenta el mérito de los trabajos 
realizados, la importancia de los bienes en juego y el criterio sus- 
tentado por esc tribunal en los antecedentes similares al presente 
que se citan, decide modificar las regulaciones de honorarios de 
los profesionales que intervinieron en parte de la tramitación 
de las actuaciones ante la cxJnnla Nacional de Recuperación 
Patrimonial, referentes a las sociedades "Alvear Palaee Hotel", 
"C.A.M.A.F.I.", y "Granja Dolores S.R.L." (fs. 30 de los autos 
principales). 

Esa resolución se funda en razones de hecho y en la inter- 
pretación de! arancel de abogados y procuradores dada por esa 
Cámara en los precedentes a los que se remite "brevitatis causa". 

En tales condiciones, el recurso extraordinario intentado 
contra ese pronunciamiento, con fundamento en las garantías de 
los arts. 14 y 17 de la Constitución XaHonnl, es improcedente, 
toda vez que éstas carecen de relación directa o inmediata con la 
materia que fué objeto de decisión. 

Por ello, y ser lo atinente al monto del juicio y de los hono- 
rarios devengados en las instancias ordinarias, materia propia de 
los jueces de la causa (conf. Fallos : ¿43 : .*S74; 244: 10, 414 y otros) 
y no admitir la sentencia apelada la objeción de arbitrariedad en 
los términos de la doctrina de V. E. al respecto, opino que corres- 
ponde desestimar la queja. Buenos Aires, 28 de junio de 1960. — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los actores 
en la causa Elizalde, Carlos M. S. y Pedrosa, Manuel A. s/ soli- 
citan regulación de honorarios", para decidir sobre su proce- 
dencia, 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia establecida en la causa 
"Empresa Editorial Haynes Ltda. S. A. s/ interdicción" las reso- 
luciones que, en materia de honorarios en esta especie de causas, 
se fundamentan en la apreciación por los jueces ordinarios, de la 
naturaleza o importancia atribuida a la labor a que corresponden, 
son irrevisibles en instancia extraordinaria. Tal conclusión o be- 
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dece a la circunstancia de que el monto de los intereses en juego 
no es sustantivo para la determinación de los honorarios del caso 
y en el carácter especialmente restrictivo do la doctrina de la 
arbitrariedad en materia de honorarios — Fallos: 245 : 363 y 
otros — . 

Que en talos condiciones, cualquiera sea el acierto o el error 
de lo resuelto, la queja debe ser desechada. 

Por ello y los fundamentos concordantes del dictamen del 
Sr. Procurador General, se desestima la precedente queja. 

BenjamLv Villegas Basavilbaso — 
Abtstóbi'lo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Bcgoero — 
Ricardo <\>lombres. 



S. A, EMPRESA EDITORIAL ÜAYNES Ltua. 

HKCVliSO EXTRAORDINARIO: ¡tequiólo* propia. Cuestiones no federaba. 
Interpretación dt normas locales de procedimientos, dista* u honorarios. 

Lo ¡Hiriente a la determinación del monto <\v Us honorarios devengados en 
Iii.h instancias ordinarias es, |inr lo común, ajeno al recurso del art. 14 de 
ln ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestione» no federales. 
Sentencia* arbitrarias. Principios aencrales. 

Iji doctrina releí-ule n la arbitrariedad es de aplicación especialmente rt'S- 
trimrida en materia de reirulaeióu de honorarios. 

RECCRSO EX TRA ORDIXA RIO; Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Senteneios arbitrarias, Jmprocedenria del recurso. 

Su procede el recursi» extraordinario con base en la doctrina establecida en 
materia de arbitrariedad si la jurisprudencia a <|m> se remite la resolución 
refutatoria de honorarios apelada, aun entendida ron el alcance de la mnpli- 
cabllidad del arancel para abogados y procuradores en las causas de inter- 
dii-ción. no carece de fundamentos (pie la sustenten como acto judicial, 

RECURSO EXTRAOROIXARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias irhitrarias. Improcedencia del recurso. 

resolución que recula honorarios en una causa sobre interdicción y que 
se halla suficientemente fundada en la apreciación de la naturaleza •* impor- 
tancia de la labor cumplida, 110 resultando el monto de los intenses deba- 
tidos sustantivo para la determinación de aquéllos, cualquiera sea su acierto 
o error, e* insuáceptible de revisión por lu Corte con base en )a doctrina 
de la arbitrariedad. 
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Dicta mes del Proci-rado» General 
Suprema Corte ; 

La sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Federal y Contoneiosoadministrntivo, de fs. 1514 de los autos 
principales, decide que el monto del juicio, a los efectos de la 
regulación de honorarios del letrado de la «' Empresa Editorial 
Haynes Limitada S. A." Dr. Marconaro Boutell, por la trami- 
tación de las actuaciones ante la ex Junta Nacional de Recupe- 
ración Patrimonial, es el incremento patrimonial de la intere- 
sada operado desde el 4 de junio de 1943 hasta la fecha de pre- 
sentación ante ese organismo. 

También resuelve que de ese monto deben deducirse las 
deudas y no incluirse en el mismo los bienes consumidos como 
tampoco el cargo efectuado por la ex Fiscalía Nacional de Recu- 
peración Patrimonial, como lo pretende el recurrente. 

De acuerdo a r, llo, a lo resuelto por esa Cámara en la causa 
"Deutz Argentina S. A." (La Ley, t. 92, p. 74) en la que se 
aplicó e interpretó el art. 37, inc. 9?, del arancel y so estableció 
asimismo, de conformidad con la doctrina de V. E. de Fallos: 
239: 123, que era procedente una reducción considerable respecto 
del mínimo de la escala del arancel y fundándose en razones de 
hecho y en la pericia contable de fs. 949, declaró que el valor 
del juicio ascendía a m$n. 8.114.530,60, en base del cual corres- 
pondía practicar la regulación de honorarios y confirmó así la 
fijada por el juez de primera instancia. 

Además el a quo reguló los honorarios del Dr. Marcenaro 
Boutell por su intervención originada por el recurso de fs. 112, 
que dió lugar a la resolución de ese mismo tribunal de fs. 139, en 
la que no fué necesario contemplar el fondo de las cuestiones 
posteriormente debatidas en la causa sino sólo las referentes 
a la personería del interventor para efectuar la presentación ini- 
cial y la supuesta incompatibilidad proveniente de su carácter de 
representante, del Poder Ejecutivo y para cuya regulación se con- 
sider** el carácter incidental del recurso y demás circunstancias 
señaladas. 

En tales condiciones el recurso extraordinario intentado 
contra ese pronunciamiento, con fundamento en la garantía cons- 
titucional de la propiedad, es improcedente ya que ésta carece 
de relación directa e inmediata con la materia que fué objeto de 
decisión. 

Por ello, y ser !o atinente ni monto del juicio y de los hono- 
rarios devengados en las instancias ordinarias níatería propia 
de los jueces de la causa (conf. Fallos: 243 : 374 ; 244; 10, 414 y 
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otros), y no admitir la sentencia apelada la objeción de arbitra- 
riedad, ya que está seriamente fundada, opino que corresponde 
desestimar la queja. Buenos Aires, :>2 de junio de 1960. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de julio de 1960. 
Vistos los autos: "Recurso de heelio deducido por Ernesto 
Marcernro Boutell en la causa Empresa Editorial Huyaos Limi- 
tada S. A. s/ interdicción", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que eon arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, lo 
atinente a la determinación del monto de los honorarios deven- 
gados en las instancias ordinaria 4 » es, por lo común, ajeno a la 
jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48. 

Que también se ha establecido que la doctrina referente a la 
arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en mate- 
ria dé regulación de honorarios — conf. causa: "Levi, Carlos 
Enrique", sentencia de 2 de diciembre de 193 y otras—. Por lo 
demás, lu jurisprudencia a que se remite el fallo en recurso, sen- 
tada \tor el tribunal apelado en la causa "Deutz Argentina S. A.", 
aun entendida con el alcance de la inaplieabilídad del arancel a 
los procedimientos en las causas de interdicción, no carece de 
fundamentos que la sustenten como acto judicial. 

Que en tales condiciones, cualquiera sea el error o el acierto 
de la decisión recurrida, ella no es susceptible de revisión por 
esta Corte con base en la doctrina de la arbitrariedad. El monto 
de los intereses debatidos no resulta, en efecto, sustantivo para 
la determinación de los honorarios devengados, suficientemente 
fundados en la apreciación de la naturaleza e importancia atri- 
buidas a la labor de que se trata, que incumbe a los jueces de 
la causa. 

Que en tales condiciones la queja no acredita tampoco la 
existencia de cuestión constitucional bastante para el otorga- 
miento de la apelación. 

Por ello y lo concordantemente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se desestima el precedente recurso de hecho. 

Benjamín Vjllegas Basavi^baso — 
Akistókuuo D. Aráoz db IaAMADRID 
— Luis María Boppi Bogoero — 
Ricardo Colombhbs. 
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RICARDO O. FRAXOHIN1 v. BEtfGOECHEA Unos, v Cía, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formajes. Introducción d* la 
cuntió» federal. Oportunidad. I'íáutcamiento en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

El Agravio de arbitrariedad es tardío cuando, siendo In sentencia de pri- 
mera ¡nstniicin su*taricialu»ente roincj dente con ln de ta alzada, no se ]o 
propuso respecto de aquella en el memorial presentado ante la Cámara. 

RECURSO EXTRAORDINARIO! Requisitos foramen. Introducción de la 
Cuestión federa!. Oportunidad, Resolución sobre la oportunidad del planteamiento. 

Ln sentencia del tribunal de alzarla en euiutto declara i|iie la cuestión federal, 
Atinente a la inconstitucionaHdnd de las normas de los arls. 14 y 10 de la 
ley t4.54(i, hit sido inoportumuiicnte planteada en el memorial presentado en 
segunda infancia es, en principio, irrevHÍhie por vía del recurso extra- 
ordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales. Introducción de la cues- 
tión fcileral. Forma. 

Ln aserción, en el escrito de contestación n ln demanda, de que "Ja disposi- 
ción invocada de la ley 14.546 no es de aplicación", no propone cuestión 
constitucional nlgunn, aun cu nudo se h ¡Treguo que "se planten al respecto el 
caso federal para ocurrir a ln Corte Suprema". 

Dictamen del Phíkujhadoh Gexehal, 

Suprema Corte: 

Aun cuando el apelante pretende fundar el recurso extraordi- 
nario que ha interpuesto en la arbitrariedad de la sentencia con- 
tra ln que recurre, de su escrito de fs. 156 se desprende que, 
en definitiva, su agravio proviene de su discrepancia con el juz- 
gador en cuanto a la selección de la prueba y criterio con que 
ha sido valorada, cuestiones que por su naturaleza no son suscep- 
tibles de ser revisadas por V. E. en la instancia de excepción 
(Fallos: 2:t7 : 74 y 142; 240: 440 y 242: 179, entre otros). 

Otra suerte debe correr, a mi juicio, el agravio relativo a la 
aplicación de los arts. 14 y 16 de la ley 14.546 — indemnización 
"por clientela*' y retroactividad de la ley — que el apelante ta- 
cha de inconstitucionales. Y toda vez que el remedio federal 
reúne los requisitos de fundamentaeión exigidos por los arts. 14 
y 15 de la ley 48, pienso que a ta! respecto, el mismo debió sor 
concedido (coiifr. sentencia de V. E. in rfi "Estévez, Abel c/ 
Refinerías de Maíz S.R.L. s/ despido" de fecha 4 de mayo 
ppdo.). 

En consecuencia, considero que el recurso extraordinario 
intentado ha sido mal denegado a fs. 160 por el a quo, y que 
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correspondería hacer lugar a la presente queja. Buenos Aires, 
30 de julio de 1960. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 18 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Franchini, Ricardo O. c/ Bengoechea Hnos. y 
Cía.'\ para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que las cuestiones resueltas en los autos principales son de 
hecho y de derecho común y procesal, ir re visibles en instancia 
extraordinaria. 

Que, por lo demás, tanto la sentencia de primera como la de 
segunda instancia son suficientemente fundadas y no suscepti- 
bles de la tacha de arbitrariedad en los términos de la jurispru- 
dencia de esta Corte. Por otra parte, el agravio es tardío porque 
no se lo propuso respecto del fallo de primera instancia, sus tan- 
cialmente coincidente con el de alzada —Fallos: 245: 108 y 327 
y otros — . 

Que lo resuelto por la sentencia de fs. 150 en cuanto a la 
inoportunidad de la cuestión constitucional propuesta en el me- 
morial de fs. 134, impide la apertura de la apelación con funda- 
mento en el mencionado agravio — Fallos: 244: 412 y otros — . 
Porque, efectivamente, la aserción, en el escrito de responde — fs. 
14 — de que "h* disposición invocada de la ley 14.546 no es de 
aplicación" no propone cuestión constitucional alguna. Y el agre- 
gado de que "se plantea al respecto el caso federal para ocurrir 
a la Corte Suprema" no transforma la naturaleza del problema 
que el anterior período enuncia. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente qneja. 

Bejtjamíjí Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadriü 
— Luis María Boffi 
Ricardo Colombres. 



ISABEL a MORALES DE ROBERTI v. SERAFIN DIAZ t Otros 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitraria*. Imp iredcmia del recurso. 

La determinación del ámbito p recluido h <jne do alcanza la re t reactividad de 
la ley H.S'Jl, no excede de lo que es propio de los jueces de la causa y no 
da lugar, mediando sentencia fundada, n En apelación extraordinaria con 
base en la doctrina sobre arbitrariedad (' ). 



LUCIANO ROTT1X v. ASOCIACION CIVIL CIRCULO MILITAR 
di SUBOFICIALES pe las FUERZAS ARMADAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federal**. 
Interpretación de normas (ocales de procedimientos. Casos varios. 

Las cuestiones atinentes a la recusación de los jueces ordinarios no dan lugar 
al reatti» del art. U de la ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federaUs. 
Sentencias arbitraria*. Improcedencia del reeurs». 

La interpretación restrictiva del art. 3ti8, inc, 7", del Código de Procedimientos 
Civiles, no excede de las facultades propias de interpretación de los jueces 
de la causa y no justifica la invncai-ión de la jurisprudencia establecida en 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos* Aires, 18 de julio de 1960. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa Bottin, Luciano c/ Asociación Civil Círculo Militar 
de suboficiales de las FF. AA.", para decidir sobre su proce- 
dencia, 

Y considerando; 

Que nna jurisprudencia reiterada de esta Corte ha estable- 
cido que las cuestiones atinentes a la recusación de los jueces 
ordinarios no dan lugar al recurso del ar*. 14 de la ley 48 — Fa- 
llos: 244: 2Í>6 y otros—. 

Que por lo demás, la interpretación restrictiva del art. 368, 
inc. 7% del Código de Procedimientos Civiles no excede de las 
facultades propias de interpretación de los jueces de la causa 7 
no justifica la invocación en el caso de la jurisprudencia esta- 
Mecida en materia de arbitrariedad. En tales condiciones, las 

(i) 1P de julio. 
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cláusulas constitucionales invocadas carecen de redición d¡ recia, 
con la materia del pronunciamiento, que ha sitio bien declarado 
insiisceptihle de recurso extraordinario. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Vjlleuas Basavilwaso — 
Akistóbclo 1>. Auáoj: de Lamaijmd 
— Lns MauÍa Boffi Boühero - 
Ricardo Colombres. 



SIN'DICATO OBRERO i-k la INDUSTRIA ACEITERA 

KECIRSO EX T BAO H M.XA RIO : ítrqHhito» ,ir„,>í»*. Scdeuria definitiva. 
fí?*f>IurKw* unleriores » ht tentrnña definitiva. Medida» precautorias. 

medidas de carácter precautorio, eomo lo ea la m-npución provisional del 
loeal «(i"" motiva el pmresn. no xm sentencias definitivas en los términos 
del urt. 14 ile la ley 4H. Dicha jurispriulcm -ia, aplicada incluso cu pro ees o a 
por usurpación, no depende, en principio, de lu naturaleza de la cuestión 
d. batida en la causa. 

Dictamen del Pikxtiiaiiuii (Sexenal 

Suprema Corte: 

Según se desprende de los propios términos de la decisión 
de fs. 78, la medida allí adoptada lo ha sido con carácter provi- 
sorio, y sin que ella signifique sentar juicio definitivo acerca 
de cuestiones jaira cuya elucidación esta causa criminal no resul- 
ta ser la vía adecuada. 

Pienso, por ello, que aquélla no es equiparable a la sentencia 
definitiva que exige el art. 14 de la ley 48 y, en consecuencia, que 
el recurso extraordinario deducido a fs. 81 es improcedente y ha 
sído bien denegado a fs. 84. 

Corresponde, pues, no hacer lugar a la presente queja. Bue- 
nos Aires, *28 de junio de 1960. — Ramón Lascmio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Sindi- 
cato ( >brcro de la Industria Aceitera en la causa incidente sobre 
entrega de local promovido en la causa principal por denuncia 
de Raúl Vega sobro usurpación", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 
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Y considerando : 

Que reiteradamente ha declarado esta Corte que las medida* 
di* carácter precautorio, como lo es la ocupación provisional del 
local que motivo el proceso, no son sentencias definitivas en los 
términos del art. 14 de la ley 48. Kstn .jurisprudencia se ha apli- 
cado incluso en procesos por usurpación —Fallos: 242- l'M v 

tío depende, en principio, de la naturaleza de la cuestión" deba- 
tida en la causa — conf. causa "Molinari, Rodolfo s/ usurpación", 
sentencia de 29 de .jimio del año en curso y sus citas—. 

One en tales condiciones y en preseneía de las circunstancias 
señaladas por el auto en recurso, la queja debe ser desechada. 

Por ello y lo concordanteniente dicta minado por el Señor 
I rocurador General, se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aháoz he Lamadrid 
— Luis María Bofr Bouoeíeo — 
RlCAItOO Colomhkes. 



BANCO i.k MENDOZA v. DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA 
IMPUESTO A LOS REDITOS: Principio* <, mt h*. Conteniente*. 

En el texto del nrt. 1t>, Í»c. a), de ley 1 1 .882 (Lo. inST), quedan com- 
prendidas, en principio, todu "las empresa* formadas p»r capitales de píirt ¡ 
enlaces e^ inversiones di- tos (Wo> provinciales". A elln t .»i „bsiu ,.] dwre- 

BASCO DE LA PROVIXt ¡A DE MES HOZ/.. 

El BlUieo de Mendoza, nn obstante contar con el aporte de capitales priva- 
•lo,*, es una institución pública, es dn-ir. un Banco «lo Estado de la entidad 
política provincial. 

COSA JUZGADA. 

Admitir que lo resuelto en agosto de 1ÍÍ4II licué valor de cosai juzgada rea- 
pedo de nn juicio en el <gm> se discute una norma lega] dictada en líHfi 
(nrt. líl, ine. n>. del decreto-lev 14.:l:iS/4tí ratificado por lev 1*2.022, y repro- 
ducido en la ley — t.o. 1A47— ). sería tanto como conceder uuc una 
decisión judieiol ejecutoriada — miís allá de la causa en que se dictó y de la 
ley a que estuvo referida— puede impedir a invalidar anticipadamente 
norma* legal» futuras. 

CONSTITUCION XACWSAL: Efrvtog dr í„ declaración th> incnmtiturinnn- 
Hdad 

La existencia de una sentencia anterior de inconstitttrioiialidad sólo produce 
efecto dentro de la eon.sa y eon vinculación a la ley y a las relaciones jurí- 
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ditas- que la motivaron, y de ninguna juanera podría hacerse extensiva a 
leyes y hechos futuros ni poseer In eficacia de una prohibición impuesta al 
legislador. 

IMPl ES T( > : Principios generales. 

t*ns instrumento*, medios y operaciones » través de los cuales el gobierno 
nacional ejercita su.- poderes, están exentos de impuesto por los estados y los 
instrumentos, medios y operaciones de que se valen las provincias para 
ejercitar los poderes que les pertenecen, están exentos de ¡nipttest"* por el 
gobierno nacional, en virtud (le) principio implícito de la independeneia del 
L'i'hieritu de la Nación y de tos estados dentro de sus respectivas esferas. 
Esta doctrina, sin embargo, no tiene un carácter rígido y absoluto; y t para 
impedir que ella pudiera trasceTider la esfera que le asignan su» propios 
fundamentos y convertirse en una regla mecánica e inflexible, desprovista 
de sitntUicación jurídica esencial, lian sido reconocidas diversas excepciones 
cuino las referentes a las actividades ite carácter privado de las provincias, 
a la inexistencia de verdadero entorpecimiento de las instituciones en razón 
de 1a reducida entidad del impuesto, y a la aplicación del impuesto sobre 
ingresos de particulares vinculados al Estado provincial por una relación de 
empleo público, 

ÍMPUES Tfi: Principios tjtnt ral, rj. 

El alcance de la exención impositiva en supuestos en que. invocándose la 
inmunidad de instrumentos, medios u operaciones gubernamentales de orden 
provincial el gravamen recae sobre persona* privadas, debe ser objeto de 
interpreta' ion restrictiva. 

/ M /'/ "Ks TO: Principio* pmtratea. 

La restricción de la potestad impositiva nacional ante los medios y opera- 
ciones de que se valen las provincia* para ejercer poderes que les correspon- 
den, sólo lia de ser legitima citando sea patente que el empleo del poder 
impositivo nacional respecto del instrumento o medio gubernamental de una 
provincia imponga a ésta una carga o gravamen económico ln suficientemente 
opresivo como para imposibilitar o coartar ile manera sustancial su actividad. 
O s*n que, para que tal potestad soporte esa excepcional restricción, es 
indispensable la presencia de circunstancias también excepcionales de las 
que nazca la certeza de que la potestad provincial resguardada ha sufrido 
o sufrirá una real vulneración. Ivbc mediar un efectivo entorpecimiento n la 
marcha de la institución. 

COXSTITCCIOX XAt I(l\.\I.: CotetitucioAalidad t intóitttituciattaUdad. U- 
*ft» Macmnaícs, Jmpotitivni: impuesto a ios rédito», 

N'o viola disposición constitucional alguna la aplicación del art. 11), ine. aj, 
ilc la ley ll.liH'J, t. o. 1U47, en virtud de la cual el Bnueo de Mendoza ha 
debido pagar el impuesto a los réditos so'-re utilidades no distribuidas y 
dividendos de acciones al portador, correspondientes a los ejercicios com- 
prendidos entre los años liHft y lí>5t. exclusivamente sobre las utilidades 
obtenidas por el "capital privado", es decir, sobre los réditos de los accionis- 
tas particulares de la institución. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS. PrinHpioa generales. Contribuyentes. 

Los accionistas particulares del Banco de Mendoza ^t&n obligado» al pago 
del impuesto a tos réditos. 

Sentencia del Juez Federal 

Mendoza, 5 de julio de 1956. 

Y vistos éstos autos 3930-C, caratulados : "Banco de Mendoza c/ Dirección 
General Impostura, por demanda contenciosa administrativa" a los que se encuen- 
tran agregados los n* 5257-C seguidos por la Institución actora contra la misma 
repartición por igual conceptos, llamados a ta, 163 vta. para dictar sentencia y 
con los expedientes administrativo* correspondientes agregados sin acumular, 
de los que 

Resulta : 

t«) Que con fecha setiembre 4/050 se presenta Juan de Dios Gntica por el 
Banco de Mendoza, iniciando demanda eontenciosoadiiiinistrativa contra la Dir. 
Oral, Impositiva, solicitando se declaren inconstitucionales los requerimientos de 
pago que ha practicado al banco la repartición aludida y, en consecuencia, reclama 
la devolución de la suma de m$n. .170.53839, que pagó bajo protesto en razón de 
dichos requerimientos y en concepto de impuesto* sobre utilidades no distribuidas 
(m$n. 284.910,35) y i-otno agente pagador de dividendos de acciones al portador 
(m$n. 85.628,54), todas correspondientes a los ejercicios 1945-46, 194647, 1947- 
48 y 1948-49. Pide costas. 

Expresa que en enero de 1950 el banco interpuso el recurso de repetición 
correspondiente ante la Dir. Oral. Impositiva y habiendo transcurrido más de 
seis meses sin ol»t?ner resolución, ejerciendo el derecho que confiere el art. 35, 
ley 11.683 (t. o. en 1949), inicia esta acción. 

Apoya su derecho en distintas razones, como ser la sentencia recaída en tos 
autos n« 82.636, "Banco de Mendoza v. Dir. Gral. de Impuestos a los Réditos, 
por demanda contenciosoadministrativa", dictada por la Corte Suprema Nacional 
en agosto 18/943, en que declaró que el Banco de Mendoza es una institución 
pública, un banco de estado, y que, como tal, está fuera del alcance impositivo del 
Gobierno Federal y, en consecuencia, hizo lugar a la demanda declarando al 
banco exento, por todo concepto, de pagar impuestos a los réditos. 

Sostiene que el carácter de institución de Estado que tiene el Banco y la 
consecuencia: exención impositiva que resulta de dicho fallo, tiene carácter defi- 
nitivo en virtud de la autoridad de ln cosa juzgada. 

En razón de tal pronunciamiento, el banco no pagó ningún impuesto a los 
rédito* ni la Dir. Gral. Impositiva exigió tal hasta la fecha de los requerimientos 
que motivan esta demanda. Como los mismos no expresan la diaposición legal 
que motivarían tal cambio de criterio, cree lo sea en virtud del decreto 14.338/46, 
que modifica parcialmente la redacción de ta ley 11.682 en cnanto establece que 
las empresas formadas por capitales particulares e inversiones de los fiscos nacio- 
nal, provinciales y municipales, estarán exentos en la parte de réditos que 
corresponda a estos últimos. Agrega el actor que la nueva redacción de la ley 
no puede alterar la situación definida por un fallo de la Corte Suprema Nacional, 
por cuanto el mismo no se basa en una interpretación de la ley impositiva sino por 
estar el banco fuera del alcance de esas disposiciones legales, amparado en el 
precepto constitucional (art. 104) mantenido en todas sus reformas. Trae en 
su abono las doctrinas expuestas por distintos autores nacionales. 
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Aduce, además, que la distinción entre capital privado, cuyas utilidades 
serían trabada*, y *-l del Estado provincial no es admisible, pues como dijo ta 
Cúm. Nae. de Mendoza en tos autos mencionados, la exención del impuesto se 
refiere a la institución misma, cu su integridad, .sin distingo alguno. 

Que posteriormente, con fecha setiembre i'f/ffil (fs. 11 de los autos 
tí" 525T~C> inicia una nueva demanda contra la misma repartición, solicitando 
w* derliire inconstitucional lu resolución y fundamento de la l>ir. Oral, Impositiva 
de abril LO/961, que no liaee lugar a lo pedido por su parte en el recurso de 
repetición presentado en morco de ese año y, como consecuencia, laminen reclama 
lu devolución de m$n. 142.215,5:1, que su mandante pagó bajo protesto por los 
conceptos de impuesto » los rédito* correspondientes a los ejercicios l!HÍ)-5(J t 
tofn. i:i(i,(f5t>,4l y mín. 5.55ti,12 por retención sobre dividendos puestos n dispo- 
, fíii-ión de los accionistas. Pide costas. 

Basa su derecho en las mismas consideraciones, de hecho y leales que fun- 
dara su presentación anterior. 

3») Que con feclm abril 15 !B2 (Is. U>2) amplía la demanda, solicitando 
lu devolución de m.fn. :I5H.7S1,41, pugu.ios por los siguientes conceptos: m$n. 
2!l8.:iti7 t lH por impuesto ti los réditos correspondientes al ejercicio 19511-51; 
mín. 18.2Bn.2W por ajuste correspondiente ni ejercicio l!l4íí-5(l y m$n. 42-í:l:t.!J5 
por reteiieiiin de dividendos puestos u disposición de los accionistas y no cobrados 
pin éstos. Pide costas. 

Itcproduce Lu argumentación de derecho formulada en sus anteriores presen- 
taciones y hace especial mención de la resolución tí* -104 del Miu. de Hacienda 
de la Nación qup tija el alcance del decreto 2348/61, en el sentido de que lu 
exención consagrada por dicho decreto alcanza u los valores emitidos por entidad 
de economía mixta. 

4^) Que corrido traslado de las demandas, los iniciaos fueron evacuados a 
t's. ;U y 117, solicitando su rechazo con costas. 

Expresa que la Dar. Oral. Impositiva aplicó el impuesto a las utilidades 
obtenida» únicamente por el capital particular, según lo establecido en el urt. lí>, 
me. aj, ap. 2*, del decreto 1i.H:i8/4b\ luego (ley 11HS2, t. o. en 1!H7). 

Hosticne que la imposición en el caso del actor se hulla perfectamente ajustada 
a las n-.nmis vigentes. Dice que de admitir la tesis del actor sería establecer 
una desigualdad evidente ni eximir a un capital privado del tributo correspon- 
diente, por el sido heclui de haber sidu incorporado n una institución como es el 
banco, con ta cual quedarían desvirtuados los principios constitucionales relativos 
a las cargas públicas y a la igualdad de su imposición. Cita en su apoyo el dicta- 
men del E'rocurador I ¡enera I de la Nación en el juicio Banco Prov, de Buenos 
Aires contra Gobierno de la Nación. 

Agrega que en cuanto al fallo de la justicia nacional (autos ti* S2.l¡2(>} invo- 
cado por la uctora, no seri¡> de aplicación en el presente y, por lo tanto, no 
existiría cosa juzgada. Kn el caso de autos, dice, las disposiciones legales son 
distintas a las aplicadas en aquél, va que aquellas fueron modificadas por el 
decreto 14.:i:W/4f¡ y art, 10, inc. a), ley 11.0H2 It.o. en 1ÍI47}, esta última ley 
suprema de la Nación y {pie sostiene ha sido ratificada por la I'rov. de Mendoza 
al computar en sus cálculos de recursos para 1!M(i el porcentaje asignado a la 
provincia en la distribución de! impuesto fijado por esa ley. Por estns razones 
la Prov. de Mendoza no puede decir de meniistitucionnlidad dicha ley y menos 
ol hunco. 

Sostiene que el Ejecutivo Nacional ha rebatido en su decreto 14.958/4Ü los 
conceptos en que se basan la Corte de la Nación para declarar exento al Manco 
Prov. de Buenos Aires y sus dividendos del tributo de réditos y que la resolución 
tí» 4IM del Min. de Hacienda no es de aplicación en el caso de autos. 
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Considerando: 

I, Qtie en estos autos el Banco de Mendoza sostiene ([lie está exento fiel 
pago fiel impuesto n los réditos que se luí visto obligado a retener y pagar sobre 
las utilidades no distribuidas y sobre los dividendos de las acciones correspondíen- 
tes al capital privado, solicitando la devolución de las sumas pagadas cu tales 
conceptos, 

Kl problema que si' plante:) ™ autos es el siguiente: ¿Puede el Gobierno 
de la Nación gravar con impuestos o establecer contribuciones n Bancos del 
Ksiado Provincial T 

(¿ui- el Banco de Mendoza es Banco de Esradn no hay duda ninguna, Iji 
Corte Suprema Nacional en los autos K'i.lÜti, Rnnco de Mendoza v. Dir. Oral, 
Impositiva, por demanda conlcuciosomliiimistrativu en sentencia dictada en agosto 
lS/i)4:t así lo estableció. 

En manto a la facultad de gravarlos! ron impuestos, analizando la misma 
sentencia surge claramente que el Gobierno Central carece de ella, pues textual- 
mente Hice: "(¿lie el Gobierno de la Nación carece de facultades para impedir o 
estorbar a las provincias el ejercicio de aquellos poderes, que no lian delegado 
o se lian reservado, porque ¡mr esa vía podía llegarse a anularlos por completo" 
{ Fallos : 147: 'J.'üí). Kilo evidentemente es así porque no es posible admitir, dado 
nuestro sistema federal de gobierno, (pie el Congreso Nacional pueda, establecien- 
do contribuciones o impuestos, incidir en cualquier forma sobre tos gnhiemos de 
provincias o algunos de sus órganos administrativos. Lo contrario sería admitir 
<pie el Gobierno Federal tendría el derecho de trabar, disminuir y hasta suprimir 
las provincias. Como bien dice Ki:rr (J. A., t. 14, p. II, sec. doct.) : "lft autonomía 
y el juego armónico de los poderes público* y de las personas de derecho público 
iio rebulla de simples declaraciones de principios, sino fie unn economía dada y 
de h< facultades financieras de que pueda disponer. Se bn dicho, con rasión, que 
el poder para imponer importa ta facultad de destruir y a ello llegaríamos, a buen 
seguro, si el Gobierno Nacional pudiera establecer impuestos de la naturaleza 
del que nos ocupa". 

1J. Que la Provincia en sus cálenlos de recursos involucre los que puedan 
corresponderse en virtud de la ley de réditos ll.tis^ no debe interpretarse como 
una renuncia a derecho* ipie coiistitucionnlmontc le corresponden, pues, y en 
esto la jurisprudencia es uniforme, las renuncias no se presumen, deben ser 
expresas (nrt. 874. C. C.) y la interpretación de los arlos tendientes a probarlas 
debe ser restrictiva. 

Con posterioridad a la sanción de la ley H'17 de Mendofcn, sohre cuyo alcance 
existe acertado y definitivo pronuncia miento de la Corte Suprema en los auto* 
n» H'J.ÍKÍti de este mismo juzgado, se lian producido por parle de la Provincia las 
leyes l'rfí'l y Hi48 y el decreto F/*W /4<¡, a los que la demandada atribuye el carác- 
ter de renuncia a la exención impositiva. 

Kn esto hay error, piles las leyes mencionadas no hacen sino incluir entre 
los recursos provinciales la participación en la recaudación del impuesto a los 
níditos y el riccreto se limita a establecer las obligaciones de las provincias para 
participar en ellas, sin que contengan nada que signifique una renuncia. 

Precisamente esa renuncia debió ser exigida por el Gobierno de la Nación 
en forma explícita si pretendía gravar, ya que, ante la jurisprudencia existente, 
el Raneo de Mendoza, como los de otras provincias, estaba exento de tributaciones. 

Además un acto de trascendencia tan fundamental, como es el do declinar 
una exención impositiva por parte de una Provincia, que importa, sin duda, un 
cercenamiento de la autonomía que le está reconocida por la Constitución Na- 
cional, debe ser efectuado en forma inequívoca, ostensible, con amplia difusión 
y discusión, lo que no ha ocurrido. 
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Por fin, en cuanto a esto respecta, considero en coincidencia coa la actora 
que quien tiene facilitad para renunciar a la exención tributaria, en este caso 
sería exclusivamente el Bañen de Mendoza, que es el afectado, v que. por virtud 
de la Ley de su creación, tiene personería y autarquía que Lo hacen un ente 
distinto a la Prov, de Mendoza. No co <ibo a un renunciante de derechos que 
no le pertenecen. 

ta, Que la circunstancia de que hace mérito la demandada de que los divi- 
dendos de las accionen que se grava» son loa pertenecientes a particulares, es mi 
opinión que tal distinción no corresponde, pues la exención en al Banco, como 
institución del Estado Provincial, ya que es ese capital privado más el de la 
Provincia el 4 ue ferina la Institución, órgano del Estado Provincial, que es .1 
Banco de Mendoza. Ello es olvidar que es el banco la fuente de donde proviene 
es» utilidad y que si fuera, como dice la Dir. Oral. Impositiva, tal situación 
traería para el banco la ohlignción de aceptar la intervención de esa Dirección, 
ya sen inspeccionando su* libros y demás documentos de contabilidad, trastor- 
nando en esa forma todo el mecanismo de esa Institución de Estado. A más, el 
Banco cormi agente de retención y como contribuyente podría ser sancionado con 
multas, es decir, que quedaría en nada la facultad constitucional reservadas a las 
provincias de crear sus propios bancos (art. I<)8, Constitución Nacional >. 

Mak-siiall. citado por la Corte Suprema Nacional, dice: "U facultad de 
establecer impuestos es inseparable y esencial para la existencia del Gobierno, 
peni si fuera ilimitado en cuanto a la materia imponible o su cuantía, traería 
como consecuencia él a nuiui (amiento de la industria, comercio, etc., gravados. Si 
la Nación puede gravar un banco de estado o si una provincia puede gravar las 
sucursales del Banco Nacional, sus respectivos poderes impositivos no tendrían 
más límites que la discreción y sabiduría de los funcionarios encargados de 
establecerlas. Por ese camino, el del impuesto, llegaríamos a anular La facultad 
consignada en la Constitución de crear bancos de Estado y éstos han sido autori- 
zados en nuestra Carta Magna y su fin es el de estimular el progreso general". 

Dice la Corte Suprema Nacional en ese mismo fallo, que las conclusiones a 
que llega Marshali. lian sido establecidas por la jurisprudencia de nuestra Corte 
Suprema y la de Estados Unidos de Norteamérica. "El Gobierno de la Nación, 
ha dicho este Tribunal, no puede impedir o estorbar a las provincias el ejercicio 
de aquellos poderes que no han delegado o se han reservado, porque por esa 
vía podría llegarse a anularlos por completo. Los instrumentos, medios y opera- 
ciones a través de los cuales el Gobierno Nacional ejercita sns poderes, están 
exentos de impuestos por los Estados, y los instrumentos, medios y operaciones 
de que se valen las Provincias para ejercitar los poderes que le pertenecen, están 
exento* de impuestos por el Gobierno Nacional, en virtud del principio implícito 
de la independencia del Gobierno de la Nación y de los estados dentro de sus 
respectivas esferas. Sólo así podrían realizarse las disposiciones de la Constitu- 
ción que tienden al mantenimiento de la doble distribución de los poderes". 

Es indudable que la Provincia al fundar el Banco de Mendoza ha creado 
un banco de Estado, haciendo uso de las facultades que le reconoce la Constitución 
Nacional y esc derecho no puede ser desconocido y restringido en su ejercicio 
por el Congreso Nacional ni por ninguno de los otros órganos del Poder central. 

De estas consideraciones surge* claramente, que la situación planteada en 
ñutos es la misma que fallara la Cám. Nac. de Mendoza en los autos vfl 82.626-C, 
pues en ambos $e discutió la facultad legal del Congreso Nacional para gravar 
con impuestos al Banco de Mendoza, situación que dilucidó la Corte Suprema 
de la Nación en su fallo de agosto 18/94.1 en esa causa, declarando al Banco 
fuera del alcance impositivo de] Gobierno Federal, manteniendo la jurisprudencia 
sentada en la causa seguida por el Banco Provincia de Buenos Aires contra Go- 
bierno Nacional. Es decir, que la modificación de la ley 11,682 no altera en nada 
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la situación de la parte adora, ya que, como queda drim -irado, no ta un acto 
unilateral el que puede modificar la posición del banco, posición que emana de la 
Constitución misma y consecuencia lógica de nuestro sistema federal de Gobierno. 

La intangibilidad impositiva de las utilidades del Banco de Mendoza es con- 
secuencia del régimen federal de gobierno que tenemos adoptado constitucional- 
mente, pues él constituye un instrumento creado por el Estado provincial con el 
fin de propender al permanente mejoramiento de su economía. 

La circunstancia de que en la formación del capital, asi como en el manejo 
de la Institución contribuyan e intervengan particulares, no le hace perder ese 
carácter de órgano del Estado, pues ello es así solamente porque ln Prov. de 
Mendoza consideró conveniente ese régimen mixto para la mejor obtención de 
las finalidades que se proponía. 

La gravación del capital privado invertido en acciones o de las rentas del 
misino incide, indudablemente, sobre el Ha neo en su integridad. 

Conviene insistir en esto, y que la demandada reiteradamente invoca el art. 19, 
inc. a), ap. 2*, del decreto 14.338/46, luego ley 11.682 (t.o. en 1947), al que 
llama ley suprema. 

Lo que está en discusión no es ta existencia de esa disposición legal, sino 
algo bien distinto, como es su validez frente a las disposiciones constitucionales 
invocadas por el Banco de Mendoza, 

La ley 11.682, como toda otra dictada por el Congreso en uso de sus facul- 
tades legislativas, es ley suprema de la Nación mientras se conforme con las 
disposiciones de la Constitución Nacional, tal como lo dispone el art. 31 de ésta. 
De no ser asi, el precepto legal carece de validez, siendo preeisamente el Poder 
Judicial el encargado de declararlo en los casos concretos llevados a su resolución 
por las personas físicas o ideales afectadas. 

Habiendo resuelto la Corte Suprema de la Nación, en «>1 caso tantas vece» 
mencionado, que el Banco de Mendoza está exento de la gravación impositiva 
de la ley 11.682, como consecuencia de la aplicación de disposiciones constitucio- 
nales en vigencia, antes y después de su pronunciamiento, con fundamentos sóli- 
dos, que no lian sido rebatidos, forzoso es concluir con que la ley mediante la 
cual se establees el gravamen carece de validez. 

Xo es el easo de entrar a considerar la validez del decreto 14.338/46 en cuanto 
establece gravamen sobre los restos del capital privado invertido en empresas de 
economía mixta, en general, sino referirnos exclusivamente al de autos. 

Bien lo dice la actor», en diversas pasajes de sus muy meditadas presenta- 
síones. El Raneo de Mendoza es más que una empresa de economía mixta, con 
neta filiación constitucional (arts. 107 y 108, Const. Mae.). 

Agente financiero del Gobierno, receptor de las rentas provinciales, obligado 
depositario de los dineros depositados en los juicios que tramitan ante los tribu- 
nales provineiiiles, agente pagador de las obligaciones del gobierno, etc., son 
funciones trascendentes que hacen que deba considerarse al Banco de Mendoza 
en distinta situación y con mayor rango que otras empresas mixtas. 

Sostener que la exención tributaria al capital privado, invertido en una 
institución de tal naturaleza contraria al principio de igualdad de las cargas 
públicas consagrado por la Constitución es erróneo, pues, preeisamente, esta 
Constitución es la qae faculta a loa Estados a crear sus bancos como modo de 
propender al progreso de las provincias, estando ínsita en tal facultad expresa- 
mente reservadas la prohibición a la Nación de inmiscuirse en su funcionamiento 
y, por cierto, gravarlo con impuestos, pues, como antes esta expresado, el poder 
de gravar importa el de aniquilar. 

Por lo demás, esa cuestión —lo violación del principio da la igualdad a que 
se ha hecho referencia — en todo cas* no podría ser argumentado como defensa 
por la demandada, sino por otros contribuyentes que se sintieran afectados. 
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Finalmente tul prin ci pin — igualdad (le trato en idéntica situación — no sufre 
quebranto cuando, corno el .»nf> iuttírf, se llega a l¡t conclusión general di* que 
ludo el capital privado invertido en una institución tic la l'nv, de Mendoza, crea- 
do COIUO consecuencia de lanillades constitucionales, recibe idéntico tratamiento. 

l\. Lju, las parles discrepan en cuanto lince al alcance del decreto -'UH/5L 
y m-«. lución ministerial 4(U de octubre íl de dicho uño. sosteniendo la demandada 
qtue la exención allí establecida no alcanza r las acciones del Hunco de Mendoza, 
por cuanto ,-stas no son lo» "valores" a que tul decreto y resolución ministerial 
llllren J i-I ' j i m ia. 

Ketiinn que ante el herbó de que todas la* empresa-» mixtas tengan adoptado 
el sistema di- la sociedad anónima y, por consecuencia, que el capital invertido 
esté dividido \ representado por papeles >nscepliblcs de producir dividendos, las 
acciones emitida* pir el Banco de Mendoza deben considerarse comprendidas en 
esa exención impositiva. IV no ser así. no se pcrcilie el objeto del denoto y de la 
resolución, pues a nadie alcanzaría. 

Hacer distinción entre "valoren" y "acciones", por el hecho de producir 
''dividendos" aquéllos e "interés" éstas, es en realidad excesivo tratándose de 
Materia impositiva. :■ pesar de que es verdad que cu derecho comen-jal corres- 
ponde hacer la diferenciación. 

V. En cuanto hace a los hechos alegados [tur las partes, se desprende, de la 
lectura de los aillos, ipu- a su respecto no ha ha lio lo controversia entre ellas, 
habiendo el actor probado el pago bajo protesta fie los impuestos, así como los 
extremos del art. 7">, ley ll.líHJt, y la resolución de la asamblea de accionista» 
medíante la cual se resistía el pago del tributo. 

VI. (¿uc antes de concluir y citando ya he dejado expresados los funda- 
mentos por los que considero que esla demanda es procedente, creo necesario decir 
que llego a esta conclusión después de meditado cnludio hecho ron posterioridad 
al anterior caso planteado entre las mismas partes y ante este juzgado en los 
autos niPlieionndos. cu lo» que sostuve, en mi raráeter de procurador fiscal, 
representante de la entonces Dir. (¡ral. del Impuesto a los Réditos un criterio 
dtamctralmeiite opuesto a) que ahora sustento. 

Los sólidos fundamentos de la ( 'nina ra de Apelaciones y de la Porte Suprema, 
así como el convencí miento de la necesidad de afianzar el régimen federa) de go- 
bierno, tan vulnerado en estos últimos años de desmedido centralismo, han hecho 
que me decida por la tesis sustentada por la parte aetora, que es, cu mi opinión, 
La correcta, frente a los textos constitucionales a que he hecho mención. 

VII. Que en atención a la complejidad del tema debatido y haciendo mérito 
ilc la modificación de la ley 11.082, que pudo hacer creer a la demandada en sil 
posible derecho a resistir la demanda, declamóse las costa* en el orden causado. 

Por estos fundamentos, fallo haciendo lugar a la demanda, declarando que 
los dividendos d lns acciones del Ha i ico de Mendoza y las utilidades no distribui- 
das, están exentas del paco del impuesto n los réditos, condenándose a la Dir. 
(¡ral. Iiiqtositiva a entregar al Banco de Mendoza, en el plazo de Itl días, la suma 
total de m,fn. 87L:V1ó,h:í, romo devolución de lo pairado por impuestos a la renta 
sobre los dividendos de los accionistas y utilidades mi distribuidas. Costas por su 
orden. — Joaquín í»\ Guevara Cktt. 

Aclaratoria 

Mendoza, 12 de julio de 1950. 

Autos y vistos los presente» 3.&0:l-C, caratulado: "Banco de Mendoza r/ 
Dirección General Impositiva, por demanda eoutenciosoadministrativn", y 
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Considerando: 

tjue i'l recurso de aclaratoria interpuesto por la parto aetora contra la sen- 
tencia di' fs. 105 a 17(1 vta, es procedente, por cuanto exacto que el Raneo de 
Mendoza cu sus demandas pide expresamente los intereses que devengaren l;i.> 
nimias cuya devolución so ordena en diebn sentencia, así mino también que el 
suscripto ha omitido pronunciamiento al respecto y por estar interpuesto di dio 
recurso dentro de término (nrt. *23¿ de la ley 50). 

Por tanto, y teniendo en cuenta lo resuelto sobre el fondo de ln litis, resuelvo 
aclarar la sentencia de fs. 105 a 170 vtn., de techa 5 de julio de 105l¡, en el sentido 
de que tu demandada. Dirección General Impositiva, deberá entregar al Uniico du 
Mendoza, junto con el eapitnl reclamado, loa intereses correspondientes al tipo de 
los que cobra el Ha neo de la Nación Argentina desde la fecha de las notificaciones 
de tas respectiva* demandas hasta su eiiircgu efectiva. — Joaquín X. (iurcata 
Cirtt. 

Sentencia i>f. la Cámara Fkiwxai. mc Ai-euacionks 

Kn la ciudad de Mendoza, a 25 de abril de 105N, reunidos en acuerdo tos seño- 
res miembros de ta Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza, doctores Gui- 
llermo Mario Arroyo, José Elias Rodrigue?. Sáa y Octavio Gil, procedieron a 
resolver en definitiva los autos 19.Ü20-H-748, caratulados: "líaneo de Mendoza 
c/ Dirección General Impositiva ]>or demanda contrneiosonilniinistnitivn'', ve- 
nidos del Juzgado Federal de Mendoza, en virtud de los recursos de apelación 
y nulidad interpues. >s a fs. 174, 175 y 17«, contra la sentencia de fs. 1Ü:V17'I 
vta. y aclaratoria de t's. 173. 

El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

l v ) (E« nula la sentencia recurrida? 

L*v ) ¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada en cuanto hace lugar a la 
demanda de repetición de impuestos f 

'.{") * Qué solución corresponde en cuanto a las rostas de primera y scirumiji 
instancias? 

Conforme a lo establecido por el nrt. -7 de la ley 1:I.ÍIÍ1H y art. 4' del Regla- 
mento de esta Cámara, se estahleeiópor sorteo el si a .tiente orden de votación: Dr. 
Arroyo, Dr. Gil y Dr. Rodríguez fúa. 

Sobre la ¡¡rimero, mistión. — El Dr. Arroyo dijo: 

Los recursos, de nulidad opuestos por la parte demandada contra ln sentencia 
de fs. In5/l7 n vta. y aclaratoria de fs. 173, no han sido fundados en ta instancia 
Por ello, y no adoleciendo de vicios o defectos ni el procedimiento ni la sentencia, 
corresponde desestimarlos a los términos del art. 2.33, ley 50. Voto en tal sentido. 

Iios Doctores CU jf frodrtywí*? Sáa adhieren, por sus fundamentos, a! voto 
que antecede. 

2» riwxfio». — El Dr. .4rrt»)/o dijo: 

1« Ln sentencia apelad» acoge las demandas que por estos autos ln inter- 
puesto el Rain-o de Mendoza contra la Dir. Grnl. Impositiva, por repeución de 
la suma total m$n. 871.535,83, que, al ser intimado de pago, el actor pngó bn.m 
protesta, en concepto de impuesto n los réditos correspondientes a los año^ 1!H5 
n 104!) sobre ganancias no distribuidas y dividendos de acciones ni portador. La 
sentencia se funda en que la Nación no puede gravar con impuestos y contribu- 
ciones la renta del capital privado que integra el lianeo de Mendoza, por ser éste 
un medio de gobierno del Estado provincial, que constituye una unidad que no 
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permite discriminación entre ei («pita! del Estado y e| aportado por 1n actividad 
privada en 1» constitución de! ente mixto. 

En esta instancia la Dir. «ral. Impositiva concreta sus agravio* contra la 

sentencia, ateniendo t|Uc cita es equivocad; cuanto el a quo ha planteado como 

cuestión a decidir, la de si puede el Gobierno de la Nación gravar con impuestos 
al Bañe» del Estado provincial, siendo que el problema planteado es, >i el Gobierno 
de la Nación puede establecer impuestos „ contribuciones sobre las utilidades no 
distribuidas o !■>* dividendos de las acciones correspondientes al capital privado 
aportado a Banco* del Estado provincial. Expresa que la cuestión es fundamen- 
tnlincnti. diferente, reconociendo expresamente ( ¡ue el fiohierno de ta Nación no 
puede prava r instituciones como el Ramo actor, pero tpie no !iav ningún impedi- 
mento legal para aplicar implicólo a las ganancia» ,1,1 capital privado, porgue 
ello no afecta en forma alguna al capital del Banco ni al desenvolvimiento de la 
institución, alegando que Jo contrario sería crear una desigualdad ni liberar de 
impuestos a las rentas del capital privado invertido en el Banco y gravar In renta 
■M capital invertido en otra? negociación,- y nún de empresas de economía milita 
<jiic no sean el Bailen de la Provincia, con el cual aquéllas no tienen ninguna 
diferencia. Impugna en este aspecto la sentencia en canuto en la mismn se esta- 
bles- que ]a Itir. Gruí. Impositiva carece de acción para alegar la ¡nronstitucio- 
nalidad basada en la desigualdad del impuesto, manifestando que, en su rariieter 
de repartición pública encarnada de la percepción de la renta, está dentro de «ns 
atribuciones el cuestionar la interpretación que se da a .a ley impositiva. Insiste 
también rn e»tn infancia, en une al sancionara el ngreeadn d¡>] im a) del nrt. t!>, 
lev 1 l.*iíS2 (t. o. 1ÍÍ47 >. se establece ex presa mente el gravamen de la renta del 
capital privado invertido rn empresas de economía mixta, por lo que es inaplicable 
la .jurisprudencia anterior existente sobre la materia. 

Estimo que corresponde rechazar los «era vio* expresado-, por ajumarse la 
■4'iitenein a la verdadera doctrina constitucional. 

El régimen federal bajo el cual se ha organizado la Nación .Argentina, 
establece la coexistencia <le dos gobiernos: el nacional y el de Jos Estados pro- 
vinciales, que actúan, cada uno de ello:., dentro de sus respectivas esferas, des- 
lindadas en forma precisa por la Constitución Nacional y sin rpje puedan inter- 
ferí rse en forma alguna, porque clio importaría el sometimiento de un gobierno 
al otro, con lo eual el sometido desaparecería. Ijis provincias, que son anteriores 
a la Nación, se reservaron expresamente todo el poder no delegado al Gobierno 
de ta Nación y para hacer efectiva tal reserva dispusieron en la Curta Funda- 
mental, uuc las provincias se darían sus propia- instituciones, sin intervención 
<lcl gohierno central (art. 1u5|. 

Como consecuencia de la coexistencia de los dos gobiernos, el nacional y el 
provincia!, que actúan libre e independientemente dentro de las atribuciones que 
a cada uno compete, es que el Gobierno de la N'ación no puede establecer im- 
puestos que graven n incidan en los medios de gobierno de los Estados provinciales 
y recips-ocamenle. pnttpte. como lo expresa la Suprema Corle Americana m re 
■'CotlecUir c/ Dny" se trata de un principio explícito, ipie u su ve/, se basa en 
la ley de la propia con», rvaeión, desde que si los medios empleados pnr un go- 
bierno pura llevar n cabo sus propios fines cstfin sujetos al control de otro go- 
bierno distinto, aquel gobierno sólo puede existir estando a merced de este último 
y de nada servirían esos medios de gobierno, si otro pudiera gravarlos a su dis- 
creción (11 Wau.ai'K ].i:i). conclusión i|uc resulta aún más evidente si se recuerda 
el principio enunciado por Mak.sm.u.i, al fundar la sentencia de la Suprema Corte 
Americana i» re Me. Culbcli c/ .Man lamí: "El poder para imponer es el poder 
para destruir" (4 Wheflton :!1fl). 

Esta doctrina de que los medios de gobierno del Estado provincial no pueden 
ser gravados p«r el Gobierno de la Nación, consagrada expresamente en nuestra 
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Constitución por el art. 105, lia sido sentuda |H>r el juez a quo en la sentencia 
apelada, y lia sido admitida por el demandado, que en su escrito de agravios 
expresamente reconoce que el Gobierno de hi Nación no puede gravar al Manco 
de Mendoza ni al capital tjue en id mismo tiene el Estado provincial. El allana- 
miento del demandado a tal conclusión de la sentencia hace innecesario en esta 
instancia volver sobre el punto, planteándose, entonces, como cuestión a decidir 
cuál es el alcance de cata exención impositiva, es decir, ai es justa la sentencia 
en cuanto considera comprendida dentro de dicha exención a la renta del capital 
privado que lia concurrido a la formación del Banco de Mendoza. 

:j» La Provincia de Mendoza, en virtud de facultades incuestionables reser- 
vadas expresamente en la Constitución Nacional, creó el viejo Banco de ta Pro- 
vincia, que lúe * transformó, por ley 1064, en el Banco de Mendoza, entidad 
mixta para cuya formación requirió el aporte del capital privado. 

Esta entidad, Bañen de Mendoza, constituye un medio de gobierno del Estado 
provincial. Al efecto, cabe recordar con Wkbstkr, que "las corporaciones y so- 
ciedades son solamente medios. No son fine» ni objetos de gobierno. Ningún go- 
bierno existe con el propósito de crear corporaciones como uno de los fines de su 
existencia: ellas son instituciones establecidas para efectuar ciertos propósitos 
benéficos y como medios, toman su carácter general de sus fines y objeto" (Ale- 
fato en "Me, Culloch c/ State of Marylamt", 4 Wheat. :t!6, en U. S. Supreme 
Court RrporU., ed. Lawycr's 1901, vol. 14/17, p. 579). 

Es decir, que la Provincia de Mendoza, por medio de sus órganos de gobierno 
competentes, lia considerado necesario crear como medio de gobierno para cumplir 
sus fines, un Banco y como forma del mismo lia juzgado conveniente constituir 
un organismo mixto, requiriendo el aporte de capital privado. "Un Banco puede 
no ser y no es absolutamente esencial para la existencia y preservación del go- 
bierno; pero es esencial para la existencia y preservación del gobierno que el 
Congreso — (en el caso, la Legislatura)— puede hacer para ejercer sus poderes 
constitucionales según su propia discreción sin estar sujeto al control del Estado" 
(Wehstkr. loe. cit.). 

Resulta claro que es el Banco de Mendoza, como organismo mixto, el que 
constituye el medio de gobierno y que, por lo tanto, no es dable dividir al mismo 
para considerar separadamente el capital del Estado, del capital privado y apli- 
car a cada uno de ellos un régimen distinto. El Banco es uno, y todo el capital, 
cualquiera sea su origen, es el capital del Banco, con el cual este presta loa ser- 
vicios a que está destinado y que motivaron su creación. 

Requerido el capital privado para constituir el Banco, no pued< el Gobierno 
Nacional gravarlo o gravar sus rentas, sin afectar el medio de gobierno de que 
hace uso el Estado provincial para cumplir sus fines. La facultad de imponer 
no tiene otro límite que la detenga que la confiscación, por lo que, admitir la 
facultad de gravar, aunque el impuesto actual sea justo y racional, importa so- 
meter el bien objeto del impuesto al poder discrecional de la autoridad creadora 
del gravamen que, podiendo aumentarlo, en cualquier momento, disminuye el 
valor e interés del título o acción, dificultando en consecuencia, su colocación en 
el mercado. ''El derecho de imponer, cuando existe, es necesariamente ilimitado 
en su naturaleza. Lleva consigo, inherentemente, el poder de trabar ( embarras») 
y destruir" {"Austin <*/ Boston", 7 Wallacc 009). De ahí, que para resolver la 
cuestión planteada en autos, no interesa sino el hecho de que la renta de una 
acción del Banco de Mendoza, creado por la provincia, está sujeta a un gravamen 
del Gobierno Nacional, para que surja la inconstitucionalidad, por importar una 
interferencia del goiberno central en un medio de gobierno del Estado provincial, 
que coloca la posibilidad de existencia de este medio de gobierno, sometida a la 
voluntad discrecional de aquel poder. Es inoperante, pues, distinguir el capital 
del Estado, del capital privado, pues uno y otro han sido considerados necesarios 
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por lii provincia para cumplir sus fine* de gobierno y forman el capital t\f I Banco. 

Por i'llti, si bien la exención de impuestos ha ile recaer sobre renta» que 
corresponden n particulares, y que el pago del impuesto, al alertar tales rentas 
no modificará, el enpilnl nelnal del lianeo, L» improcedencia del gravamen resulta 
ile ser el Haneo en su integridad un medio ile gobierno tendiente a satisfacer 
necesidades públicas (promover el comercio, la i mi 11.1 tria y en general la economía 
general de la provincia), y haber jugado necesario el Estado provincial, para bu 
organización, recurrir al capí d privado. El gravamen a la renta de las accione» 
influye directamente snbre su coligación y coloración en el mercado y, por ello, 
la exención afecta id Balado «pie las emite, tpu: está interesado en su eoWación 
en condiciones favorables. La independencia con que deben actuar ambos gobiernos 
dentro del juego armónico de nuestro régimen federal, intpiile que, directa o 
i ndircct ámenle, un gobierno pueda interferir sobre el otro y esta interferencia 
existe, si el Gobierno central establece gravámenes o impuestos sobre la renta del 
capital privado que el gobierno de la provincia considera conveniente utilizar, 
solicitando su aporte, para dar cumplimiento a sus fines de gobierno. 

Como se lia dicho, el derecho a establecer mi gravamen, cuando se tiene, es 
ilimitado y puede hacer ilusoria toda renta de un titulo o acción y, como conse- 
CUCncia, hacer imposible o dificultar al Estado provincial en la organización de 
un medio de gobierno que lia juzgado necesario crear. ]maibilidad de esta 
situación es la que constituye y patentiza la interferencia del Gobierno eentrnl 
«ubre el Gobierno de la provincia. No significa esta conclusión que et Pnder 
Judicial dicta una sentencia en abstracto, unte el solo temor de lo que podría 
suceder en el futuro si se aumentara el gravamen o se crearan tasas diferenciales, 
porque el pronunciamiento es sobre una cuestión concreta »V tncoustihtcionalidnd : 
el sometimiento al Gobierno central de la posibilidad de ac tuar, dentro de la esfera 
ile sus poderes y atribuciones, del Gobierno de tu provincia, "l'na cuestión de 
poder constitucional, difícilmente puede hacérsela depender de una cuestión de 
niá-i o menos" (Wkiistkn. Inc. c¡t.). 

4" Iaj expuesto hace innecesario considerar si el impuesto a los réditos es de 
carácter subjetivo, es decir, si el grava en se establece teniendo en cuenta la 
persona del obligado a su pago y no la fuente de su renta, alegación quo en sus 
agravio» formula el demandado apoyarlo en un dictamen de la procuración gene- 
tal de la Nación, por resultar inoperante para la resolución de la cuestión plan- 
tea. la. 

Me acuerdo a las razones dadas, la improcedencia del gnu amen se funda 
en los efectos que produce sobre el medio de gobierno de la provincia, aun cuando 
el impuesto incide sobre el patrimonio de !in particular. ¡le modo que la cuestión 
sobre el carácter personal del impuesto carece de toda relevancia en el cuso, 

;V' Re insiste en los agravios, en que la exención de impuestos a la renta 
leí capital privado que forma parte del capital del Hunco de Mendoza, importa 
crear un régimen diferencial que rompe el principio de igualdad del impuesto, 
qiu- con-agru la Con-.itución Nacional, impugnándose ln sentencia, cif especial, en 
cuanto establece que el demandado carece de interés jurídico para formular tal 
alegación. 

Ui garantía constitucional invocada, eslá otorga^ paja que. quien está so- 
metido a un impuesto a que otro en su misma situación y condición nn está 
sometido o lo c-lá cu menor medida, obtenga la liberación del pago diferencial (pie 
se le exige, restableciéndose el principio de igualdad. Es decir, que el funciona- 
miento de la garantía constitucional libera del impuesto injusto, pero no tiene 
por efecto crear el gravamen o elevarlo, para que quienes no concurren a su pngo 
o concurren en menor medida, lo soporten. 

En consecuencia, la garantía invocada no se encuentra en juego en ñutos. 

& Finalmente, la sanción del ine. a) del art. Ifl de la ley 12.86:2 (t. o.) que 
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so invoca expresamente por el demandado, carece igualmente de toda relevancia, 
portille la exención de impuesto que se reconoce en la sentencia apelada, putaña 
de disposiciones constitucionales que no pueden ser alteradas por una ley del 
Congreso (art. '31 ). 

7* Por lo expuesto y razones dadas por el a quo, voto por !a confirmación 
del pronunciamiento en cuanto hace lugar a la demanda, deetarando que lob 
dividendos de las acciones del Banco de Mendoza y las utilidades no distribuida*, 
están exentas del pago del impuesto a los réditos y condenando a la Dirección 
General Impositiva a entregar al Maneo de Mendoza, en el plazo de W días, la 
suma total de m$n. S7l .5*15,8:1 como devolución de lo pagado por impuestos a la 
renta sobre tos dividendo» de los accionistas y utilidades no distribuidas, con la 
aclaración do fs, 173 segur Ja cual la P : rección General Impositiva deberá entregar 
ni lia tico de Mendoza, junta con el ci,, .tal reclamado, los intereses correspondien- 
tes al tipo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina, desde la tedia de 
las notificaciones de las respectivas demandas hasta su entrega efectiva. 

Los doctores (iif y Ro Wigurz Sáti dijeron; 

Que atento lo resuelto por esta cámara en una cansa i ¿nal seguida entre las 
mismas parles, fallo que fué confirmad» por la Corle Suprema de la Nación 
(Fallos; l!M¡; 380) y por los fundamentos dados por el doctor Arroyo, votaban 
también afirmativamente esta cuestión. 

*1* cHfftwn. — El doctor Arroyo dijo: 

Estimo que las costas de atutías instancias deben aplicarse al vencido, mo- 
dificándose en tal sentido el fallo recurrido. 

La cuestión planteada en estos autos fué deducida en un juicio anterior, el 
que bajo el número 82.(Í2(j tramitó ante el juzgado federal de Mendoza, recayendo 
en el mismo, sentencia definitiva de esta cámara, la que fué. confirmada por la 
Corte Suprema de Justicia. 

Ninguna cuestión nueva se lia traído u los autos (endiente a destruir las 
sólidas razones dada» en bis referidas sentencias. Sólo se invoca en tal sentido, 
la modificación introducida a la ley de impuestos a los réditos (art, 19, inc. a), 
ley ll.f'S;*, t. o. 1047); pero esta disposición legal, como se lia dicho al considerar 
ln cuestión anterior, carece de toda relevancia con relación a la doctrina sentada 
por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en razón de que dicha doctrina 
se fundamenta en disposiciones y principios cixistitucionales que no pueden ser 
modificados ni alterados por ninguna ley (art. Hl, Constitución Nacional). La 
modificación de la ley de réditos, en consecuencia, no crea una situación de hecho 
n de derecho nueva i\xtc fundamente k revisión de la jurisprudencia existente. 

Por ello, estimo ijiic cu autos no existe causa suficiente que justifique eximir 
de costas al vencido. 

Kn cuanto a las costas de esta instancia, a las razones ya expuestas, debe 
agregarse que el fallo que se dicta confirma, en cnanto al fondo, a la sentencia 
en alzada. 

Por tanto, voto en el sentido de que las costas de ambas instancias se apli- 
eguen ni vencido. 

Srthn- hi misma rurnttún el doctor di} dijo: 

Que ilatla la naturaleza de las cuestiones debatidas y teniendo en cuenta 
además que cuando se promovió la presente demanda, había cambiado totalmente 
la composición de la Corte Suprema, que había dictado el fallo entre las mismas 
partes a que se ha hecho alusión precedentemente, estimaba que las costas de 
ambas instancias debían abonarse en el orden causado y en tal sentido emitía 
su voto. 
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S'obre Ui minma mistión el doctor Rodríguez Sda dijo: 
tjue adhería por sus funda mrntos: n\ vntn del doctor Gil 

Kn mérito a la votarinn de que instruye el sálenlo precedente, se resuelve: 
Ij desestimar lo> recurso de nulidad interpuesta; :ii cnnrinimr U sentencia ape- 
lada de fs. 1B5/17Ü vta. por la que haee hitrar a la demanda declarando que 
los dividendo* de la* amone* del Bañen ile Mendoza y las utilidades no distri- 
buidas están exentas del pupo del impuesto a los réditos y condenando a la 
Dirección General Impositiva a entregar al Banco de Mendoza, en el plazo de 10 
difis, la suma t* .n\ de ni$n. S7t.535.Ki como devolución de lo pacido por impues- 
tos h la renta sobre los dividendos de los accionistas y utilidades no distribuidas, 
con más los interese* correspondientes en la forma estipulada en la aclaratoria 
•le (& 17:*. Costas de ambas instancias en el orden en usado. — (intVermo Mario 
Arrt»,,,,, — thttttt» <iil. — J<#¿ K)Uu- NndriiiHe; >'rí<i. 



Dictamen" oel Pt¡ointAiK>i¡ General 

Suprema Corte: 

Dado el monto del agravio raya reparación se intenta, el re- 
curso ordinario tle apelación concedido u fs. 215 resulta pro- 
cedente. 

Kn cuanto al fondo del asunto el Fisco Xacional actúa por 
intermedio de apoderado especial el que ya ha asumido ante 
V. K. la intervención qne le corresponde (fs. :M¡> y 241). Buenos 
Aires, 1 de aposto de 1958. Ramón Latean». 
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Buenos Aires. 2(1 de julio de lflfiO. 

Vistos los autos: "Raneo de Mendoza c Dirección General 
Impositiva s demanda contenciosoadmínifitrativa'*. 

t 'nnside raudo : 

1") t¿ue el recurso ordinario de apelación interpuesto a fs. 
214 por la demandada y concedido a fs, 21 ó es procedente en vir- 
tud de lo dispuesto en el art. 24, inc. tí<v ap. a), del decreto-ley 
1285 58. 

2") (¿ne, en la presente causa, el Banco de Mendoza deman- 
da por repetición de la suma de ntfn. 871.535,83 que debió pagar, 
iKtjn protesta, en concepto de impuesto a los réditos sobre utili- 
dades no distribuidas y dividendos de acciones al portador, 
correspondientes a los ejercicios comprendidos entre los años 
1945 y 1951. Dicho gravamen fué aplicado por la autoridad admi- 
nistrativa exclusivamente sobre las utilidades obtenidas por el 
"capital privado" (fs. lh" y 31 v.>, es decir, sobre los réditos de 
los accionistas particulares del Banco de Mendoza. Así lo decía- 
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ra la sentencia apelada, en la que puede leerse la afirmación de 
que el impuesto recae "sobre rentas que corresponden a particu- 
lares" y su pago "al afectar tales rentas, no modificará el capital 
actual del Banco" (fs. ¿08). 

3') Que la disposición en torno a la cual ha girado el debate 
judicial es el art 19, inc. a), de !a ley 11.682 (t. o. 1947) que 
prescribe: "Xo están sujetos al gravamen: a) Los réditos de los 
hseos nacional, provinciales y municipales, v los de las institu- 
ciones pertenecientes a los mismos. Las empresas formadas por 
capitales de particulares e inversiones de los fiscos nacional, 
provinciales y municipales, estarán exentas en la parte de réditos 
que corresponda a estos últimos". Cabe señalar que la segunda 
parte de este artículo reproduce el texto de la modificación intro- 
ducida por el decreto-ley U.338/46, ratificado por la ley 12.922 
y aplicable desde los ejercicios cerrados ese año (art. 85), 

4') Que, desde el comienzo mismo de este juicio, la aetora 
sostuvo que la aplicación de la norma transcripta a una entidad 
de la un tu raleza del Banco de Mendoza, al que calificó de Banco 
tli- Estado revestido de la forma jurídica de entidad mixta, era 
contraria al régimen instituido por la Constitución Nacional, con 
arreglo a la doctrina de esta Corte expuesta en Fallos: !8<¡: 170 
y 196: .'{fi9. Y, acogiendo esa tesis, el tribctal a quo, al ocuparse 
del punto en su sentencia de fs. 204/211, dijo: "...la sanción 
del inc. o) del art. 19 de la ley 12.8Ü2 t. o. (sic), que se invoca 
expresamente por el demandado, carece igualmente de toda rele- 
vancia, porque la exención de impuesto que se reconoce en la sen- 
tencia apelada, emana de disposiciones constitucionales que no 
pueden ser alteradas por una ley del Congreso" (fs. 209 v., voto 
del Dr. Arroyo, al que adhirieron los Dres, Gil y Rodríguez Sáa). 

5 9 ) Que es indiscutible que dentro del aludido precepto, 
habida cuenta de su texto y de Ja inteligencia que cal» atribuirle, 
quedan comprendidas, en principio, todas "las empresas forma- 
das por capitales de particulares e inversiones de los fiscos pro- 
vinciales", y a ello no obsta el decreto 2348/51, el que, con toda 
evidencia, contempla supuestos distintos del que forma la materia 
del aub lite. La cuestión sometida a juzgamiento, en consecuen- 
cia, consiste en decidir si la aplicación del impuesto a los réditos 
a los accionistas particulares del Banco de Mendoza, en la forma 
indicada en el considerando 2 ¥ , debe o no considerarse constitu- 
ctonalmente inválida, 

6*) Que, ante todo, ha de quedar establecido que, como esta 
Corte lo declaró en Fallos; 190: 369, el Banco de Mendoza, no 
obstante contar con el aporte de capitales privados, es "una insti- 
tución pública, es decir, un Banco de Estado de la entidad 
provincial" (Fallos: 196: 369, citado). 



1(40 



FALIvOS DE LA CORTE SUPREMA 



7 fl ) Que, precisamente por ello, esta Corte, aplicando la dis- 
posición establecida en el art. ó ? , inc. a), de la ley 11.681Í, que 
excluía (U'l impuesto "los réditos de los fiscos nacional, provin- 
ciales y municipales y de las instituciones pertenecientes a los 
mismos", resolvió confirmar en todas sus partes mediante la 
sentencia a <jue se hace referencia en el considerando anterior, 
de fecha 18 de agosto de lít4,*í, el fallo de la Cámara Pederá] de 
Mendoza mu 1 , sobre la base de la disposición transcripta, había 
condenado a la Dirección (teñera! de Impuesto a los Réditos a 
devolver al Maneo de Mendoza "lo pagado por impuesto a la 
renta sobre los dividendos de ios accionistas y utilidades no dis- 
tribuidas". Fundándose en ese pronunciamiento, la actora ha 
alegado, repetidamente, la existencia de cosa juzgada en su favor 
(fS. Ib* v., 17, L';io, etc.). 

Semejante pretensión debe desecharse de plano. Porque, 
discat ¡endose en autos el pairo del impuesto coi-respondiente a 
ejercicios comprendidos entre los años 1945/1951, no es aplicable 
Jo decidido en causas anteriores acerca del acatamiento debido a 
los pronunciamientos del Tribunal (Fallos: ¿05: Ü14 y otros), Y 
porque admitir que lo resuelto en agosto de llí-KÍ tiene valor de 
cosa juzgada respecto del presente juicio — en el que se discutí.' 
una norma legal dictada en líHti — sería tanto como conceder 
que una decisión judicial ejecutoriada — más allá de la causa en 
que se dictó y de la ley a que estuvo referida— puede impedir u 
invalidar, anticipadamente, normas legales futuras, lo que evi- 
dentemente significaría no sólo desconocimiento de la naturaleza 
ile la función judicial, sino incluso ruptura o trastorno de la orga- 
nización constitucional de nuestros poderes (Constitución Na- 
cional, arls. 1", 11M) y correlativos). Si una anterior sentencia de 
iuconstitucionalidad existiera, como lo aduce la actora, ella sólo 
produciría efecto dentro de la causa y con vinculación a la ley 
y a las relaciones jurídicas que la motivaron (doctrina de Fallos: 
lS.'i: 7<i y 13!*: 6T)) y de ningún modo podría hacerse extensiva a 
leyes y hechos futuros ni poseer la eficacia de una prohibición 
impuesta al legislador. El argumento de cosa juzgada, pues, no 
resulta atendible y así corresponde declararlo. 

8 T ) (¿ue, en orden a los restantes problemas suscitados, con- 
viene recordar, como punto de partida, ;ne, desde antiguo, una 
reiterada jurisprudencia ha aceptado, por vía de principio, la 
doctrina que la Cámara expone. En efecto, haciendo suya la tesis 
que la Suprema Corte de Kstados Cuidos definió, hacia el año 
IÍWI, en el caso "Indinn Motorcycle v, United States" CJ83 US 
571!), este Tribunal tiene resuelto: "Los instrumentos, medios y 
operaciones a través de los cuales el gobierno nacional ejercita 
í-us poderes, están exentos de impuesto por los estados, y los ins 
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trunientos» medios y operaciones de que se valen las provincias 
para ejercitar los poderes que les pertenecen, están exentos de 
impuestos por el gobierno nacional, en virtud del principio implí- 
cito fie la independencia del gobierno-de la Nación y de los estados 
dentro de sus respectivas esferas" (Fallos: 18Ü": 170, ver pág. 233, 
2* párrafo). Puro lo eierto es, sin embargo, que tranca se atribuyó 
a esa doctrina un carácter rígido y absoluto. Al contrario, a fin 
de impedir que ella pudiera trascender la esfera que le asignan 
sus propios fundamentos y convertirse en una regla mecánica o 
inflexible, desprovista de significación jurídica esencial, fueron 
reconocidas diversas excepciones, entre las que pueden meneio- 
rw rse las siguientes ¡ 

a) La exención impositiva de referencia no comprende las 
"actividades de carácter privado" que los Kstados provinciales 
puedan desarrollar a través de sus organismos o empresas (Fa- 
llos: ist¡ : 170). 

b) Tampoco rige dicha exención cuando el gravamen no llega 
a significar un verdadero *' entorpecí miento a la marcha de las 
instituciones" sobre las ipu' recae, por ejemplo en razón de su 
reducida entidad (Fallos: 192: 53 y 11"): 111). 

c) Tratándose de impuestos nacionales que no gravan bienes 
o fondos del Estado provincial, sino tan sólo los ingresos de par- 
ticulares vinculados a él por una relación de empleo público, la 
exención desaparece (Fallos: 187: 087). 

í*") Que esta última limitación posee importancia decisiva 
en la especie. Uno de Jos aspectos de la doctrina sitb examine 
<pie en mayor grado lia atraído la atención de jueces y autores 
y que ha sido objeto de interpretaciones cada vez más restrictivas 
es, justamente, el relativo al alcance de la exención impositiva 
analizada en los supuestos en que, invocándose la inmunidad de 
instrumentos, medios u operaciones gubernamentales de orden 
r**'iv¡ acial, el gravamen recae sobre personas privadas, como 
acó mece en la especie. A este respecto, la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de los Kstados ruidos, en la que se fundan los 
precedentes de Fallos: 180: 170 y 196í 30ÍÍ, ha experimentado una 
notable evolución, debida a que los jueces de ese alto tribunal se 
han esforzado por corregir exageraciones y precisar — en el 
aspecto indicado — los límites que basan compatible la inmuni- 
dad impositiva, con las bases racionales en que se apoya. Y así 
han surgido diversos principios fundamentales, que conviene pun- 
tualizar. 

El primero indica que, no obstante hallarse en juego una 
función o actividad gubernamental que por su importancia re- 
quiera inmunidad impositiva del Estado mismo, ésta no debe 
concederse respecto de un gravamen que haya de ser sustancial 



342 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



o totalmenU absorbido por particulares (doctrina de casos "WilU 
euts Colleetor of Internal Revenue v. Bunn", 282 US 216; "Hel- 
veríng Commissioner of Internal Revenue v. Gcrhardt", 304 US 
405, opinión de la Corte emitida por el Juez Stone). 

Kilo es así, en segundo lugar, por cuanto, si la inmunidad se 
alega para excluir un gravamen aplicado a personas privadas, 
debe ser manifiesto que la carga o perjuicio económico sufrido 
por la función o actividad estatal de que se trate es efectivo y 
sustancial, no meramente conjetural (í(hin). 

Vale decir, en suma, que, como se dijo en "Helvering Coni- 
missioner of Internal Revenue v. Mountain Producéis Co." 303 
US 370, 386, "la inmunidad pretendida por personas privadas 
para eximirse del pago de impuestos no discriminatorios en cuan- 
to gravan sus propiedades o ganancias, por estar dichas personas 
comprometidas en la ejecución de contratos o arriendos U^ase) 
gubernamentales, no puede basarse en concepciones meramente 
teóricas, relativas a interferencias con ias funciones de gobierno. 
Es necesario considerar la sustancia y los efectos directos. Y 
cuando tan sólo resulta que quien trabaja en la ejecución de con- 
tratos gubernamentales o arriendos ( léase) > es sujeto pasivo del 
impuesto respecto a sus beneficios, en las mismas condiciones 
que otros que desarrollan negocios semejantes, no hay base sufi- 
ciente para sostener que los efectos sobro el Gobierno no sean 
sino indi rectos y remotos. Estamos convencidos que los fallos 
tiyllepsie v. Oklnlioma y Burnet v. Coronado, no armonizan con 
la correcta interpretación y deben ser, y ahora so», puestos de 
lado'*, mká evolución de la jurisprudencia debe considerarse 
afirmada, como indica Ccmwtx : The Constitution of the United 
S't'ttrs of A mírica, Washington, 1052, págs, 106 y siguientes, ci- 
tando "Wilmette Parle Distriet v. Curnpbell", 338 US 411 (1040). 

W) (¿ue estos principios son congruentes con los funda- 
mentos cardinales sobre los que descansa la doctrina de que la 
Cámara hace mérito. Es preciso advertir, sobre el punto, que, 
en casos como el sujeto a decisión, búllanse frente a frente dos 
potestades estatales: de un lado el poder impositivo nacional 
(arts. 4', 17, 67, inc. 2* de la Constitución Nacional) ; y de otro, 
el libre empleo de los instrumentos, medios y operaciones de que 
se valen las provincias para ejercer poderes que les corresponden 
ínrt, 108 de la Constitución). Y bien; la doetrina en cuestión 
importa que la primera de esas potestades debe ser restringida 
a fin de que su uso no menoscabe la segunda, o sea, que supone 
siempre la restricción de una potestad del Estado Nacional, inho- 
reníe a su existencia y soberanía (Fallos: 186: 170 y 196: 218), 
Y si bien ello puede considerarse justo en situaciones extremas, 
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constitucional que la prescriba expresamente o "pacto especial" 
de la que surja de modo inequívoco, sólo ha de ser legítima cuan- 
do algún ínteres institucional concreto y perentorio la hai?a 
imprescindible. Es decir, cuando sea patente que el empleo del 
poder impositivo nacional respecto del instrumento o medio gu- 
bernamental de una provincia imponga a ésta una carga o grava- 
men económico lo suficientemente opresivo como para imposibi- 
litar o coartar de manera sustancial su actividad. 

Ha de tenerse presente, en tal sentido, que la exención impo- 
sitiva sobre la que versa el litigio reconoce su origen en la juris- 
prudencia norteamericana (fundamentalmente, en los casos "Me 
t ulloch v. Maryland", 4 Wbeast 316, y "Colleetor v. Dav", 11 
N al! 113) y se halla fundada en la que lia sido calificada como 
"la gran ley de la autopreservaeión" (véase: D. Frluman, Ame- 
nran Pnhtwal Science Rerinv, vol. 41, pág. 1157). Va de suyo, 
pues que cuando esa "ley" no está en juego, esto e«, cuando no 
resulta con clara evidencia que el uso de sus poderes impositivos 
por el Gobierno Federal obsta a la actividad gubernamental de 
una provincia o la entorpece material y apreciabVmente. aquella 
exención no debe ser reconocida, por hallarse ausento la razón 
vital que determina su apUeabilidad. 

Dicho de otro modo : para que la potestad impositiva nacional 
soporte esta excepcional restricción es indispensable la presencia 
de circunstancias también excepcionales de las que nazca la cer- 
teza de que la potestad provincial resguardada ha sufrido o sufri- 
rá una real vulnerneión. Debe mediar un efectivo "entorpeci- 
miento a la marcha de la institución", como se dijo en Fallos: 
1 92 : 53. 

11?) Que en el caso no concurren tales circunstancias excep- 
cionales. Así se desprende de los siguientes elementos de hecho 
y de derecho acreditados en el expediente: 

a) El impuesto discutido es sólo el que se aplica a las perso- 
nas privadas que son accionistas particulares del Banco de Men- 
doza. A este último, en cuanto institución pública, no se le ha 
requerido que efectúe per se pago alírnro. 

b) Ese impuesto no recae sobre .gima porción del capital 
del Banco, sino que alcanza, exclusivamente, a las "rentas que 
corresponden a particulares", como lo afirma la sentencia ape- 
lada (doctrina de Fallos: 223: 233 y 228: 394). 

c) Lejos^ de mediar dis riminacióii contra los accionistas en 
cuanto contribuyentes, la decisión administrativa que ha provo- 
cado la demanda se ha limitado a aplicar las disposiciones gene- 
rales de la ley 11.682, que los someten al impuesto en las mismas 
condiciones que otros inversores. 

d) No se ha probado ni aun aducido que, en los hechos y de 
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modo concreto, la aplicación del impuesto, con el alcance indicado, 
imposibilite o entorpezca la actividad del Bauco de Mendoza. El 
impuesto se aplica sobre la utilidad neta y tan sólo se ha hecho 
mérito de un perjuicio eventual — posible influencia del grava- 
men «n la cotización y colocación de las acciones en el mercada — , 
el que, según se vió f es en sí mismo insusceptible de justificar la 
exención reclamada y la consiguiente restricción del poder impo- 
sitivo nacional. Por lo demás, aun cuando el aludido perjuicio 
pudiera producirse en alguna medida, mientras no se acredite 
(pie posee entidad suficiente, no pasaría él de constituir una de 
las normales y mínimas fricciones que la realidad impone y que 
dclien ser toleradas en vista de la necesaria coexistencia, dentro 
del ordenamiento jurídico, de dos gobiernos dotados de poderes 
propios. 

e) En cuanto a las limitaciones, exigencias y obligaciones 
que el Bnnco debería soportar en calidad de agente de retención, 
es obvio que ellas no serían mayores que las que resultan a cargo 
del gobierno provincial con motivo de la precitada jurisprudencia 
de Fallos : 187 : 687. 

12*) Que, por todo lo expuesto, esta Corte, con su actual 
integración y en la primera oportunidad que se le presenta para 
examinar el punto debatido, declara que los accionistas particu- 
lares del Banco de Mendoza están obligados al pago del impuesto 
a Ins réditos (art. lí>, inc. a), de la ley 11.G82, t. o. 1ÍH7) y que la 
aplicación do éste en las condiciones de que da cuenta el presente 
juicio no viola disposición constitucional alguna. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada y se rechaza en todas sus 
partes la acción deducida por el Banco de Mendoza contra la 
Dirección General Impositiva (art. líi de la ley 48). 

Benjamín Villeuas Basavilraso — 
Aristóbui^o D. AnÁoz i>e Lamaprid 

— - .TriJO O Y HAN ARTE PEDRO 

ArE.UST.1IY - R.PAROO COLOM- 
RRES. 



XirOLAK PASCTLLI 

( OXSTITUCIOX X.U fOX AL: Detevhn* ft gan/ntla*. (ieueralidndes. 

El ordenamiento viento ra ¡pe, ron relación n Iji- decisiones di 1 tos onmnis- 
mos administrativos que ejercen funciones de tipo jurisdiccional, que ellas 
queden ¡uijctng ¡, control judicial suficiente; « sen. que no se confiera a los 
funcionarios actuantes un poder nbsfllutamcm discrecional e incontrolado, 
sustraído a toda espeoie de revisión judicial pos. ñor. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Consta ucionaluiad e intowtitucionaUm. Ltycs 
nacionales. Administrativas. 

El carácter limitado de la apelación prevista en el art. 14 de la ley 14.236 
no implica violación de la garantía constitucional de la defensa en juicio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

Si el apelante conoció la» pericia» médicas en que se apoya la decisión del 
Instituto Nacional de Previsión Social recurrida, y tuvo oportunidad de 
reí uta rías, trayendo a la causa los elementos de juicio que estimó aptos para 
acreditar la procedencia de su reclamo, no ha mediado en la instancia ad- 
ministrativa restricción inválida a la garantía del art. 13 de la Constitución 
Nacional. 

« 

Dicta mes del Pkocuhador (íkxehal 
Su piorna Corte: 

Dos cuestiones decido fa sentencia apelada, eu la que, dicho 
i i» al pasar, no advierto la contradicción que pretende hallar el 
recurrente entre las respectivas conclusiones de los integrantes 
del tribunal. 

Acerca de* la primera cuestión, se desestima la alegación de 
tnconstitucionalidad del art. 14 de la ley 14.236. En esto punto 
el fallo resulta arreglado a la doctrina que sentara V. E. en la 
causa "Nocefore de Caputo, Teresa" (Fallos: 243: 62), y que 
ha sido ratificada en "Reyes, M. C. L. de" (R. 171, XIII) con 
fecha 25/9/59. En consecuencia, no cabe admitir los agravios 
del apelante sobre el particular. 

El segundo punto decidido por el a quo consiste en el rechazo 
de la apelación interpuesta contra la resolución del Instituto Na- 
cional de Previsión Social {fs. 54), que confirmara la denegatoria 
de la (*aja para el Personal de la Industria (fs, 45 y vta.). 

A este respecto pienso quo la sustanciaeión de la prueba 
concerniente a la invocada incapacidad laboral, cuya existencia 
resulta desconocida, en definitiva, a base de los informes médicos 
de fs. 21 y 44, es pasible de análogos reparos a los que formulara 
ante similares procedimientos en Jas causas "Schillaei" (S. 275), 
"Kulinka" (R. 38), "Barreña" (lí. 340) v, más recientemente, 
en el caso "Buttiní" (B. 352). 

A mérito de los fundamentos allí expuestos, y los que surgen 
de los recordados pronunciamientos de V. E., a los cuales me 
remito en lo quu fueron de pertinente aplicación a la situación 
de los presentes autos, opino que correspondería revocar la sen- 
tencia apelada en la medida que resulta de las consideraciones 
precedentes. Buenos Aires, 9 de octubre de 1959, — Ramón 
Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de julio de lí)60. 
Vistos los autos: *'Pasculli, Nicolás s/ jubilación 
Considerando: 

l p > (¿ue, contra la sentencia de fs. 64/66, que desestimó los 
recursos interpuestos contra la anterior resolución del Instituto 
Nacional de Previsión ¡Social, el que, en su oportunidad, denegó el 
beneficio jubilatorio peticionado por don Nicolás Pasculli (fs. 
52/54), éste dedujo recurso extraordinario (fs. 67/61»), el que ha 
sido concedido (fs. 74). 

2!) Que, al fundar su apelación, el recurrente aduce la 
iueoiistitueionalidad del art. 14 de la ley 14.236, "en cuanto de- 
niega el reeurso contra las resoluciones del Instituto de Previsión 
cuando se trata de cuestiones de hecho". Sostiene que el régimen 
establecido por ese precepto contraría el "principio de la sepa- 
ración de poderes", e invoca la garantía constitucional de la de- 
fensa en juicio. Por último, si bien con lenguaje manifiestamente 
impreciso, alega la arbitrariedad del pronunciamiento de fs. 64/66. 

3») (¿ue, en lo concerniente al primero de los señalados agra- 
vios, es obvio que las pretensiones expuestas no son atendibles. 
En efecto, como esta Corte lo tiene resuelto a partir del prece- 
dente de Fallos: 244 : 548, lo que el ordenamiento vigente exige, 
con relación a las decisiones de los organismos administrativos 
que ejercen funciones de tipo jurisdiccional, es que ollas queden 
sujetas a control judicial suficiente; o sea que no se confiera 
a Jos funcionarios actuantes un poder absolutamente discrecio- 
nal e incontrolado, sustraído a toda especie de revisión judicial 
posterior. Y esta exigencia, adecuada a las modalidades propias 
del sistema de previsión social y con las limitaciones que aquel 
precedente especifica, hállale válidamente satisfecha por el art. 
14 de la ley 14.236 y el propio recurso extraordinario. De donde 
se sigue que, como lo decide el tribunal a quo, el argumento de 
inconstitucionalidad que contra aquella norma se intenta no pue- 
de prosperar. 

4") Que, a mayor abundamiento, las constancias de fs. 40, 
41, 42 y 48 evidencian que, en el caso, el interesado ejerció cabal- 
mente su derecho de defensa; es decir, que conoció las pericias 
médicas en que se apoya la decisión denegatoria (fs. 21 y 44) y 
tuvo oportunidad de refutarlas, trayendo a la causa los elementos 
de juicio que estimó aptos para acreditar la procedencia de su 
reclamo. Y ello importa la demostración de que en la instancia 
administrativa no medió restricción inválida n la garantía del 
art. 18 de la Constitución Nacional. 
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5*) Que, finalmente, el fallo impugnado se funda en consi- 
deraciones suficientes para sustentarlo y autoriza a desechar la 
tacha de arbitrariedad formulado por el apelante. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
de recurso. 

Benjamín Villegas Basayiliuso — 
AaisxÓBULo D. Abáoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte. — Ricardo 
Colombres. 



MARCELO ALLEMANDI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Nomo* 
extrañas at juicio. Disposiciones eomlitunoMles. Art. 18. 

La mera invocación del art. 18 de U Constitución Nacional no apoya sufi- 
cientemente la. apelación si do las constancias del juicio nanita que el re- 
currente ha tenido oportunidad de ejercer, v efectiva mente ha ejercido con 
amplitud, ta facultad de ser oído, aleirnr y probar. 

RECURSO EXTItíORlUXARHf. Requisita* enmun**, (¡raimen. 

Si el recurrente compareció «nt* In Cámara de Alquileres de líosario, le 
formuló peticiones y consintió bu jurisdicción, pese a que ella netuó sólo 
con dos de sus miembros y dictó resolución "integrada conforme lo autor, ¿a 
el art. 10 de la ley 4337» de Santa Fe, sin que aquél formnlarn reservas ni 
reparo alguno hasta el informe presentado en sede judicial, no puede pros- 
perar la tacha de inconstitucional i dad opuesta contra ese prereptn. A lo que 
cabe ajrregar que la materia del recurso extraordinario e= el pronunciamiento 
del juez provincial, ante quien se apeló de la resolución administrativa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Caestiuu.s «o federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Si el juez confirmó la resolución administrativa por entender que lo dispuesto 
en ella se ajustaba a la correcta inteligencia de la ley 13.581. no lia existido 
aplicación retroactiva de la ley 14.288, sino interpretación de las disposiciones 
pertinentes de la primera ley mencionada. 

Ello importa una cuestión de derecho común ajena a la instancia extraordina- 
ria, tanto más si no se aduce arbitra riedad. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La sentencia en recurso, del Juez de paz letrado de Rosario, 
confirmó la resolución de la Cámara de Alquileres de esa Ciudad 



348 PALIAS DE LA CORTE SUPREMA 

muta habida entre Laura Cristina Fasolis y Roberto Juan Sala" 
o impuso a cada nao de los nombrados una multa de mfn. 2.000 
(fs. J02 y 1<¡3). 

Contra esa decisión se agravia el apelante por entender: 

a) que el art. 10 de la ley 4337 de la provincia de Santa Fe 
es contrario al 41 de la ley nacional 13.581, y por tanto inconsti- 
tucional en orden a lo que prescribo el art. 31 de la carta funda- 
mental; 

b) que la nulidad decretada y las multas impuestas se fun- 
dan en la ley I4.2HH, dictada uníante la sustauciación de la causa, 
y (pie mi aplicación al suh ittd'we pugna con el principio del art. 18 
de la Constitución que establece que nadie puede ser penado sin 
juicio previo fundado en ley anterior al hecho del procoso; y 

c) que se ha violado la garantía de defensa en juicio. 

1.a cuestión a que se refiere el primer agravio ha sido tar- 
día mente planeada. Además, la intervención del organismo con 
dos de sus miembros ha sido consentida por el recurrente como así 
resulta de que no baya impugnado en sus presentaciones de fs. 
123 y 14(( las decisiones anteriores de t's. 121 y 1*2"). 

La segunda afirmación está desvirtuada por las constan- 
cias de autos. En efecto, el a qno expresa en su fallo de fs. 202/ 
204 que ya antes de la sanción de la ley nueva la anterior 13.581, 
en sus uVts. 32 y 36 correctamente interpretados, llevaba, el pri- 
mero, a justificar la pretensión del actor de que se invalide la 
cesión, y' el segundo, a autorizar la sanción peenniuria impuesta. 
De ahí se desprende que en estas dos decisiones el fallo se funda 
en la interpretación do una ley vigente (13.581) al momento de 
iniciarse la causa, y que por ser esa ley de derecho co..nín su re- 
visión es ajena a la instancia extraordinaria. Corresponde pues 
desestimar este agravio. 

Por último, la alegada violación al derecho de defensa no 
aparece a mi juicio configurada en autos en los que el apelante 
ha tenido amplia intervención y ha sido oído, siendo la resolución 
eontraria a sus pretensiones consecuencia de la valoración de la 
prueba, y de la interpretación do normas comunes en mérito a 
fundamentos que son suficientes para sustentar el fallo apelado. 

Bu tales condiciones t. timo que el recurso extraordinario 
es improcedente v ha sido mal acordado a fs, 208 vta. Así corres- 
pondería declararlo. Buenos Aires, 15 de setiembre de 1950. — 
¡{'imán Lascano. 
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Buenos Aires, 20 de juüu de 1960. 
Vistos los autos: " Alleinandi Marcelo s/ denuncia". 
Considerando; 

V) Que eontra la sentencia del Sr. Juez de Paz Letrado de 
Rosario (fs. 202/204), que confirmó la Resolución 221.'! 50 do la 
Cámara de Alquileres de esa misma Ciudad, por la que se linci- 
dió declarar "nula y sin valor" la permuta sobre la que versan 
Jas actuaciones y aplicar a los permutantes pena de multa de 
ni$n, 2.000 (fs. lü.'í), se interpuso recurso extraordinario (fs. 205/ 
208), el que ha sido concedido (fs. 208 vía.). 

Que, en apoyo de sus pretensiones, el apelante expresa 
los siguientes agravios : a) desconocimiento del derecho de de- 
fensa, derivado de las restricciones que se le impusieron durante 
la etapa probatoria; b) ineoiistitucionalidad del art. 10 de la ley 
4.{;i7 cié la Provincia de Santa Fe, el que ? al permitir que la Cáma- 
ra «le Alquileres ejerza funciones integrada por dos de sus miem- 
bros hace posible que dicte resoluciones — como en el caso acon- 
tece— sin la presencia del representante de "los inquilinos", lo 
que supone transgresión del art. 41 de la ley 13.581 y, por tanto, 
del art. :il de la Constitución Nacional; e) violación del precepto 
según el cual ningún habitante de la Nación puede ser penado sin 
juicio previo fundado en ley anterior al hecho del procoso (art. 
18 de la Constitución Nacional citada), configurada en el sub lite 
por la circunstancia de quo las penas aplicadas sólo encuentran 
fundamento normativo en el art. 2' de la ley 14.288, cuya fecha de 
vigencia es posterior a los hechos originarios del litigio. 

.'i') Que, en lo concerniente al primero de los referidos agra- 
vios, cabe señalar que los diversos aspectos de que se liace mérito 
—relativos al éxito de las peticiones del denunciante, al diligen- 
cian liento de la prueba testimonial y a las actuaciones probato- 
rias sustanciadas a partir de fs. lóü— no exceden el ámbito de lo 
meramente procesal, que es ajeno a la competencia de esta Corte 
en la presente instancia. Ninguno de ellos, en efecto, comporta 
restricción sustancial al derecho de defensa, a lo que corresponde 
añadir que las constancias del expediente ponen de manifiesto 
que el apelante ha tenido oportunidad de ejercer y efectivamente 
ha ejercido, con amplitud, la facultad de ser oído, alegar y pro- 
bar-. Por consiguiente, la mera invoención del art. 18 de ta Cons- 
titución Nacional no apoya, suficientemente, la apelación inten- 
tada. 

4*) Que, habida cuenta de que el recurrente compareció ante 
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la Cámara de Alquileres, le formuló peticiones y consintió su 
jurisdicción, pese a que ella actuó con sólo dos de sus miembros 
y dictó la Resolución 2213/56 "integrada conforme lo autoriza 
el art. 10 de la ley 4337" (fs. 163 vta.), sin que aquél formulara 
reserva ni reparo alguno hasta el informe presentado en sede ju- 
dicial (fs, 186/192), va de suyo que no puede prosperar la tacha 
de incotistitucionalidad opuesta contra la antedicha ley provincial 
(doctrina de Fallos: 243: 3!); 245 : 137. entre otros). Además, la 
circunstancia de que la resolución impugnada provenga de un 
juez local, ante el (pie se dedujo la pertinente apelación, siendo lo 
fallado por aquél lo que constituye la materia del recurso, es evi- 
dente lti falta de interés jurídico suficiente para autorizar la de- 
cisión de esta Corte (Fallos: 226: 474). 

5 V ) (¡ue, por último, tampoco es atendible el argumento que 
se buce depender de la irretroactividad de las normas punitivas. 
Para decidirlo así, basta comprobar que — cualquiera sea la natu- 
raleza de las sanciones de que aquí se trata — el juez a ipto con- 
firmó la resolución administrativa impugnada por entender que 
lo dispuesto en ella se ajustaba a la correcta inteligencia de la ley 
13.581. Xo ha existido, pues, aplicación retroactiva de la ley 14.288, 
como se pretende, sino interpretación de las disposiciones perti- 
nentes de la ley 13.581, y ello importa una cuestión de derecho co- 
mún sobre la que no cabe pronunciarse en la instancia extraor- 
dinaria, tanto más cuanto que en esta parte no se aduce la arbi- 
trariedad de la sentencia (Fallos: 244: 119, entre -otros). 

l*or ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
20¿ vta. 

IÍKSMAMÍX VlLLEOAS BaSAVILHASO — 

Attistóbulo D, Aráoz üe Lamaiiiuo 
— Ji-Lin OvnANAitTK — Ricardo 

COLOMBRES. 



RKN'KK OLIVEN A AOUIHRF, i.k riIARIUKU ANFORA T Otras v. SOCIE- 
DAD X ABALA y LOVSTAU 

RECURSO EXTRAORDJN UtlO: Uetjnmttnt formules, introducción de la cues- 
tión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito tte interposición del recurso 
extraordinaria. 

Si loa demandados tuvieron conocimiento de las diversas circunstancias que 
Alegan como futtdn mentó del recurso extraordinario unten de que se dictara 
la sentencia de i|ue se agravia, sin plantear entonces cuestión federal alguna, 
son extemporáneas las que introdujeron en el escrito en que se interpuso la 
npelución. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestione» no federales. 
Interpretación de normas local»* de procedimientos, (huios varios. 

Ij ° resuelto con relación a la competencia del tribunal, derivado de las perti- 
nentes disposiciones de forma, es cuestión procesal ajena a la esfera del recurso 
extraordinario. Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario 
fundado en que la Cámara Central Paritaria había excedido su competencia, 
establecida en la ley 13.H97. contra la sentencia que, sin arbitrariedad, revoco 
«1 pronunciamiento de la Cámara Kcgional —(pie hizo lugar a la demanda 
por excepción a la prórroga legal aplicando el art. 7* de la ley 13.24G— 
acordando la excepción con fundamento en el art, 52, inc. d), dé In misma 
ley; tanto más cuanto que este último precepto fué invocado en el escrito de 
demanda y .su npljrabilidad en el caso fué ampliamente debatida durante Ja 
sustanciación del juicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestione» no fedérale*. 
Interpretación de norma* locales de procedimientos. Cagón ranos. 

Los problemas que versan sobre cuestiones de hecho y de derecho procesal, 
cuino la alegada invalidez de actuaciones admitidas por el tribunal a quo 
y la agregación tardía de documentos a |n causa, son inhábiles para sustentar 
el recurso extrao dinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación direeta. Norma» 
extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 18. 

La garantía del nrt, ]S de ln Constitución Nacional no guarda relación in- 
mediata y directa con lo resuelto en la causa si, durante ef transcurso de ésta, 
los demandados pudieron ejercer, y efectiva mente ejercieron, su derecho de 
defensa con relación a los distintos puntos en litigio. 



Dictamen hel PnocrnAiion General 
Suprema Corte; 

El fallo apelado se funda en razones de hecho y de derecho 
común suficientes para sustentarlo, con las que no guardan rela- 
ción inmediata ni directa las cuestiones que se articulan como de 
carácter federal. 

En cuanto h la arbitrariedad alegada estimo que la misma 
sólo radica en la disconformidad del recurrente con lo que el a 
quo ha decidido en ejercicio de atribuciones que son propias de los 
tribunales ordinarias de ln causa. 

Pienso, pues, que en tales condiciones el recurso extraordi- 
nario interpuesto resulta improcedente y que correspondería de- 
clarar que ha sido mal acordado a fs. 205. Buenos Aires, ÍJ de 
setiembre de 1959. — Ramón Lmcano. 
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Buenos Aires, 20 de .julio de 1ÍKÍ0. 
Vistos los autos: "Clmhrier Anfora, Renée Olivera Aiyuirr* 
«le y tdndys y Mana Henee c/ Soe. Zulmla v Loustau sol. ex- 
cepción prorroga Icífal". 

Considerando: 

l p ) Que, sepan consta m autos, la Cámara Regional Pari- 
taria de < ouciliación y Arbitraje Obligatorio de Buenos Aires 
(Safa I) hizo lugar a ta demanda de fs. 19/23, de conformidad 
eon lo preceptuado por el art. 7" de la lev 13.24G, {fs. 137/141) v 
su jw-ominetamiento fué, más tarde, revoeado por la Cámara Ceñ- 
ir;! I Pantana de Conei Nación y Arbitraje Obligatorio (Sala A), 
la que acontó la excepción a la prórroga legal solicitada, fundán- 
tíose en el iirt. §% trio, d), de la itiisma ley, equivalente al art. 3*. 
me. d), de la ley 14.451, actualmente en vipor (fs. 185/191). 

2') Que, contra esa sentencia, los demandados interpusieron 
n-eu. extraordinario (fs, 108 20,'!), el que Ies lia Mo eoncedido 
i ts. 205). 

Que los apelantes aducen la arbitrariedad del fallo re- 
currido y la liaren derivar de la cireuustnncía de que, según sos- 
tienen, el tribunal a qiio habría excedido la esfera de su compe- 
tencia establecida por la ley L'Í.S'IT al revocar la decisión unáni- 
me de una Cámara rieyiounl. pese a que contra tal decisión sólo 
fueron invocadas razones de hecho y prueba. Afirman también 
que en la especie ha existido violación de los arts. 14. Iti, 18 y 28 
de la Constitución Nacional, por cnanto: a) la apelación deducida 
P«.r lo eo-demandniite (¡ladys Chuhrter Anfora (fs. 177/179), 
i ne ice. I a la cual la Cámara Central dictó su sentencia revoca- 
toria, es inválida: b) Ja apelación que con anterioridad interpuso 
el Defensor de Incapaces y Ausentes, en representación de la 
niei-ionada codemandante (fs. 1(13), "es extemporánea y fuera 
de término le«íuP\ y es, asimismo, posterior al "dictamen del 
Asesor de seirunda instancia .*' ; c ) el procedimiento ante la Cámara 
Central fué sustanciado sin intervención de los demandados, a 
quienes no se dió vista ni traslado de las actuaciones; d) hi peticio- 
nante de fs. 17? 1 Tí» ha sido beneficiada con un tratamiento dis- 
criminatorio e indebido, ya que se le permitió presentar la partida 
de nacimiento — que le fuera requerida — dos meses después de 
haber vencido el plazo fijado al efecto. 

4") Que, como resulta de las constancias de fs. 10*3, 1Ü8, 100, 

174, lió 17(i, 177 17M, 181 vta. v 183, los demandados tuvieron 
• ■ ■ - ■ * 

-m- 
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Benjamín Vjlleoas Basavilbaso - 
Aristobulo D. A ni,,.: r> R Tmmahrii, 
T" ÍWfl Oykaxaiítr — BrcABDO 



PLORE AL A. V. VOLTXO v Otro 



KALIjOS DE LA COSTE SUPREMA 



rédente porque, habiendo cesado la restricción a la libertad que se invocó 
como únka causal del babeas corpus. la cuestión sometida a juzgamiento se 
ha convertido en abstracta. 

Dictamen* del Pkocuraixw General sustituto 

Suprema Corte: 

Según resulta de autos, en junio 15 de 1959 el Dr. Enrique 
B. Hidalgo interpuso recurso de hábeas corpus en favor de Fio- 
real Antonio Venus Volino y de Norberto Arnaldo Arqueta, en 
razón de considerar amenazada su libertad como consecuencia de 
la orden de detención impartida por autoridades militares en vir- 
tud de hallarse movilizado el personal ferroviario — que aquéllos 
integraban — y sometido, por ende, a la justicia castrense. 

Los diversos informes requeridos en autos no han permitido 
establecer de modo indubitable, si subsiste o no Ja orden de de- 
tención de los nombrados, pero como aún en el supuesto afirmativo 
el recurso entablado sería siempre improcedente, como lo demues- 
tran los fallos de fs. 19/20 y fs. 33, paréeeme innecesario agotar 
la investigación al respecto. 

Bajo tal concepto y dado que el caso de autos — salvo ligeras 
variantes de detalle — es análogo al que resolvió V. E. en 243: 
306, doy por reproducidas las consideraciones que entonces ex- 
presé en mi dictamen de enero 20 de 1959 y en su mérito, pienso 
que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 34/6 ha sido bien 
concedido y que corresponde confirmar, por sus fundamentos, el 
fallo apelado de fs. 33. Buenos Aires, 28 de enero de 1960. —José 
Felipe Benites. 



Vistos los autos: *' Volino, Floreal Antonio Venus y Arqueta, 

Norberto Arnaldo s/ hábeas corpus". 

Considerando : 

Que, con motivo de la medida para mejor proveer dispuesta 
por esta Corte a fs. 57, la Secretaría de Guerra ha informado que 
no media orden de captura relacionada con ningún integrante del 
personal ferroviario a que pertenecen los actores y que, respecto 
de éstos, "no existe al presente motivo alguno que determine la 
necesidad de su comparecencia ante la autoridad militar" (fs. 
66). 

Que, en tales condiciones, es manifiesta la actual improce- 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 20 de julio de 1960. 
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dencia del recurso extraordinario intentado a fs. 34/36, porque 
habiendo cesado la restricción a la libertad que se invitó como 
única causal del habeas corpus sub examine, la cuestión sometida 
a juzgamiento se lia convertido en abstracta, lo que implica que 
3(V%ros) ar ' " Pronunciamiento alguno (Fallos: 243: 

Por ello habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
sustituto, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 37. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo I). Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — 
Coló mures 



ANTONIO FABIAN v. S. R. L. AKNALDO LERNER 
mwmWCXOX Y i.OMPETESClA: Cucttione* rf, ronpeUmia. Generalidad*,. 

Cuando las partes limen domicilia en diferentes provincias, no es una lev 
«cal la que puede establecer la competencia, sino una ley nacional, que es 
la unic* que puede egislar teniendo en cuenta la necesidad de ^existencia 
de las diversas jurisdicciones. 

¿mWWemíl t COMPETENCIA: mm&Umfa territorial. Contrato de Ira- 
Demostrado en ln causa que el actor trabajó en la Provincia de Córdoba 
como viajante de la demandada —domiciliada en la Capital Federal— de 
íon? Q r j' m,lld eoIt lo dÍ8 P uest <> pn «I Hrt- 4' del decreto-ley 32.347/44 '(ley 
aquél ha podido optar válidamente por iniciar la demanda ante Ion 
.iiierps del lugar de! trabajo. 

Dictamen del Procii, dor General 
Suprema Corte: 

indudable que lo manifestado por la demandada en los pun- 
tos a), c), e) y f) de fs. 3 vta., no importa negar lo afirmado por 
el accionante en el sentido de que la actividad do viajante depen- 
diente de aquélla que invoca como fundamento de sus reclamos 
ln desempeñó en el lugar de su domicilio, esto es, en la ciudad 
capital do la provincia de Córdoba. Por el contrario, el hecho 
de que los pedidos de mercaderías de que dan cuenta las piezas 
agregadas a fs. 16/18 haynn sido formulados por firmas radica- 
das en dicha provincia, permite más bien inferir que era efecti- 
vamente en esta última donde el actor llevaba a cabo la tarea de 
referencia. 



YMAAY& I»E LA COftTE SI'I'REMA 



A lo expuesto caln- agregar, que, en rigor, ninguna do las cir- 
cunstancias de que 1» accionada ha hecho mérito en un presen 
t ación de fs. 22, y que la resolución de fs. *J4 tuvo en cuenta en sus 
considerandos IV y \*, pueden bastar para desvirtuar la antedi- 
cha afirmación del actor. Kn efecto, y aún cuando se las considera- 
ra suficientemente acreditadas en autos, aquéllas no demostrarían 
d<- modo í orn'luyciiti' la inexistencia de las tareas en que se funda 
la demanda. A lo sumo, llevarían a concluir ipie el señor Antonio 
Fabián —con independencia de lo (pie oportunamente se resuelva 
acerca de la naturaleza de su vínculo con A maído Lerner S. Tí. 
1,.— por las características especiales de su actividad si- ha venido 
desempeñando en forma alternada en la Capital Federal y en la 
Provincia antes mencionada, lo cual, como es lógico, no autori- 
zaría a excluir a la segunda como lugar del 1 raba jo. 

i on arreglo a lo expresado, pienso que para entender en esto 
pleito es competente la .justicia cordobesa. IVro a contrario de lo 
que ¡se lia sostenido en el pronunciamiento obrante a fs. *ííí, estimo 
que esa competencia no surge de lo dispuesto por el art. 20, inc. T, 
np. e)i do la ley 41 ti.'! de la provincia de Fónlohn, que acuerda al 
trabajador derecho a demandar ante los jueces de su domicilio, 
sino do lo establecido por dicho artículo en el ap. a) del mismo 
inciso, «pie consagra en favor de ai piel la opción por el juez del 
lugar del trabajo. Opción esta última que. a diferencia de ta unte- 
ron-, también está autorizada en la norma del art. 4* del decreto- 
ley IVJ.'.Ul 44 (ley 1U.!'4Sh a la «pie. atento su carácter nacional, 
corresponde remitirse para resolver cuestiones de competencia 
trabadas, como la presente, entre tribunales de distintas juris- 
dicciones. Unenos Aires, 1(1 de junio de 1060. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COIÍTE Sl'IMtEMA 

Buenos Aires, 2<t de julio de 1960, 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como lo demuestra el precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General, las constancias de esta causa permiten tener 
por acreditado, en la medida necesaria para resolver la contienda 
p'a oteada, que el actor trabajó en la Provincia de Córdoba. Kn 
tale- condiciones, conforme a lo dispuesto por el art. 4* del de- 
creto-ley oi!..*í47 44 (ley 1 'J.í *4S), ha podido optar válidamente por 
¡nielar la demanda ante los jueces del lugar del trabajo (doctrina 
ge Faltos; l'.'JM: SO; 1*44: *JH, los allí citados y otros). 

I'or ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
decara que el Sr. Juez de ( oneilitoVm de Segunda Nominación 



m .h-stu'I \ iw, s v< Vis 



rio la Ciudad de Córdoba os el competente para conocer del juicio 
seguido por Antonio Fabián contra A maído Kerner S. R. I,,, sob. 
cobro de pesos. Remítansele los ¡míos y bagase saber en ta fornu. 
de estilo al Sr. Juez Nacional del Trabajo. 



JVKtSUWClVS Y fOMPETKSVIA: Contprtntria m< fonal, pmah'f. 
Por tí tugar. 

Es eom pélente el jue* leileral y no el juez en 1" pettfrl de Knti Nicolás p;ira 
eonoeer del delito lie kim'lu ijiie se habría eomclíilo, rn el interior ile una 
sucursal de Correos y Teleenmutiiraeirmes, mstubJii en ¡njueltn ciudad. 



Suprema Corte : 

Puesto que el delito origen de esta causa se habría cometido 
en el iríerior de la sucursal que Cunee y Telecom un icaciones 
tiene instalada en la ciudad de San Nicolás (Provincia de Buenos 
Aires), es decir, en una oficina pública dependiente cíe la Nación, 
su j ligamiento corresponde a los tribunales de esta última, según 
así resalta de lo dispuesto por el art. M\ ine. 4^ de la ley 4S (Fa- 
llos i \'2'2: ó; l(¡(i: entre muchos otros). 

Kn consecuencia, estimo que procede declarar competente al 
Sr. Juez; Federal con asiento en aquella ciudad. Buenos Aires, VA 
de junio de 1EKJ0. — Ramón Lascano. 



Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr, 
Procurador (í ene ral, con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita y en Fallos: 177: 478; 1H5: 132; 1H¡); 1>:S!) : 47, entre 
otros, se declara que el Sr. Juez Federal de San Xicolás es el 
competente para conocer de esta causa. Ueniítansele los autos y 



Benjamín- Viixkoas Basavilhaso — 
AuiSTÓBiTLO D. Aráoz i>e Lamadiud 
— Julio Oyuaxaktk — Ruaiuio 

Coj.OMÍSÍtES. 



.JOSE ALEJO HBNAXCIO ACit'KK 



Dictamen del, Procurador General 
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hágase saber eu la forma de estilo al Sr. Juez en lo Penal de 
dicha ciudad. 

Benjamín Villegas Basavil-baso — 
AlUSTÓBULO D. Aiiáoz de Lamauriu 
— Ll-is Maiiía Bokfi Hoüueko — 
Julio Ovü asarte. 



ANTONIO CANALE 

JVktStmxiUS Y COMPETESCIAJ Compettnda witmal Causas penales. 
VioUitkm de «armas faltrule*. 

Kn atención a la naturaleza federal d< la norma del art. 2S(i del Código 
Penal, corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional federal, 
y no a la nacional de instrucción de ta Capital, conocer de la cansa en la que 
ce investiga la circulación de moneda extranjera falsa. 



Sentencia kel Jlez Nacional ls u> Criminal m Instrucción 

buenos Aire*. 25 de febrero de 19110. 

Aulos y vistos: 

K-tc miiiih rio 25.ni:;, seguido a Antonio Calíale, jmr infracción a) ai1. 2íH¡ 
del Código Penal, 

Y considerando : 

Que se procesa a Antonio Cana Le por inl raeción al art- 2Sli del Código Penal, 
ítl h:icer circular moneda extranjera —soles peruanos — conociendo que los mis- 
mos eran falsificados. 

<¿ue el suscripto considera es inco pétente para seguir entendiendo en este 
¡sumarlo dado el carácter federal de la disposición que reprime la falsificación 
y circulación extranjera —ver Falto 4-1.20:1, Cámara Federa] Rosario; abril 7/969; 
causa "Maier Josó y otro", publicado en /.« Ley 7/12/959—, 

Por ello, de conformidad con la disposición lecnl filada y el art, 19 y sigtes. 
del Código Penal y con e] dictamen del Kr. Agente Fiscal. 

Resuelvo : 

Declararme incompetente para seguir etilendiendu en este .sumario 25.(14:1 y 
remitirlo para su conocimiento al Sr. Juez Nacional de Primera Instancia en lo 
Criminal Federal en lome, conjunta mente con los soles peruanos secuestrados. — 
Tihnrrio Alvares Prut/o. 

BtamtótCU nti. Jclz Nacional en lo Criminal y Corhkcclon al Fei ^iul 

Buenos Aires, 25 di marzo de 19C0. 

Autos y vistos : 

Para resolver acerca de la competencia del Tribunal en esta cansa WjG/üO,, 
caratulada "Canale Antonio •/ infracción art. 2SG del Código Penal", y¡ 



Considerando : 



Que vienen estos actuados a conocí miento del suscripto en virtud del anto de 
incompetencia dictado a f¡*. 24 por el Sr. Juez en lo Criminal de Instrucción 
Doctor T. Alvarez Prado. 

Que se investida cu la presente causa la falsificación de Boles peruanos, por 
lo que al estar de la información del Banco Central de la República Argentina 
<fs. 26), y tratándose además de .na presunta falsificación de moneda extranjera 
sin curso legal en la República, entiende el suscripto que es incompetente para 
entender en la misma. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado precedentemente por el Sr. Pro- 
carador Fiscal y de acuerdo a lo dispuesto en el art. 23, inc. 3« del Código de 
Procedimientos en lo Criminal; 

Resuelvo: Declarar la iueompeteneia de) Juzgado para entender en la pre- 
sente en usa y devolverla al Sr. Juez en lo Criminal de Instrucción Dr. T. Alvarez 
Prndo, Secretaría Aurelio C. Díaz, invitándolo para que en caso de insistir en su 
resolución de fs, 24, eleve la* actuaciones a la Kxcma. Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, para que dirima la cuestión de competencia trabada. — Angel A. 

SkntbSVIA t>El. JfKZ N'ai'IOSAI. ES ui «'RIMISAf. us Instiiucciós 

Buenos Aires, 19 de abril de 1960. 

A titos y vistos: 

Kste sumario 25.343, seguido a Antonio Cnnale. por infracción a) art. 281! 
del Código Penal. 

V considerando: 

La ley federal 3972 previo en forma expresa el delito de fasificación de mo- 
neda. Posteriormente estas disposiciones fueron incorporadas al Código Penal en 
el título XII. cap. I, que incluye el art. 280 que ae refiere a la falsificación de 
moneda extranjera. De ello, resulta el carácter federal de esta norma legal que 
hacen procedente la actuación de la justicia ordinaria, toda vez que se trata de 
las relaciones exteriores y el comercio internacional, a cargo del poder central 
(confr. Lo Leí/, 3 de octubre de 1956, fallo 39.449, C. X. La Plata y 7 de di- 
ciembre de 1959, fallo 44.203, C. Federal Rosario). 

Por ello, de conformidad con lo dispuesto por el art. 25, inc. V, del C. P. 
Criminal. 



Resuelvo : 

Elevar a la Corte Suprema de Justicia de !a Nación, el presente sumario 
a fin de que dirima la cuestión planteada entre el suscripto y el Dr. Angel Bre- 
gazzi, a cargo del Ju7gado n* 2. — Carlos M. Ure. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

TjU disposición contenida en el art. 286 del Código Penal es, 
a mi juicio, de naturaleza federal, ya que, tutelando el crédito de 
las naciones extranjeras, pone en ejercicio las facultades del Con- 



;ti>o 
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greso ile legislar sobre lo concerniente a las relaciones inte: .uv 
clónales (v. United States vs. A r joña (120 U. S. 47¡>) cit. por üotr- 
uka, Jurisdicción Federal, p. 327). 

Corresponde, por tanto, dirimir la presente contienda decla- 
rando competente para entender en la causa al Señor Juez en lo 
Criminal y Correccional Federal (art, 3', inc. de la ley 48). 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de julio de 1DÜ0. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del preeedente dietumen del Sr. Pro- 
curador (ícneral y los concordantes de las resoluciones dictadas 
a J's. 24 y 2ít, se declara que el Sr, Juez Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal es el competente para conocer de la pre- 
sente causa, líemítniisele los autos y hágase saber en la forma de 
estilo al Sr. Juez Nacional cu lo Criminal de Instrucción. 

Benjamís Villkuas Basavilbaso — 
ArtisTÓm-Lo 1). Aráoz de Lamadwi) 
— Lcrs María Boffi Bogoero — 
Jcmo Oyiianahte — Ricaruo CO- 
LO MR RES. 



DOlilS REINARES ra MARQUEZ 

JÍ'RiSniCCiOS 1 COMPETEyCÍA: Competencia penal. Lugar del delito. 

I >¡nto íjuc Iúü doca Hit* nti>s cuya falsificación se investiga — certificados de es- 
tnd'os — habrían Wdo entregados y usados en la localidad de Caseros, Pro- 
vincia do Buenos AirM, sin que existan constancias fehacientes de n.ue la 
falsificación s¡c liubtcm llevado n cabo en otro lugar, corresponde conocer de 
la cansa ni juez federa! de San Martín y no al nacional de instrucción de la 
Capital Federal. 



Dictamen hel Procurador General 

Suprema Corte : 

De las testimoniales Que corren de fs. 12 a 13 vta, surge, prima 
ferie, «pie los documentos cuya falsificación se investiga en estas 
actuaciones habrían sido usados en la localidad de Caseros, Pro- 



vmcm de Buguos Aires, pues allí fueron, según se afirma, entre- 
gados por la señora Doris do Márquez ti sus a Imanas. 

En consecuencia, y no existiendo constancias fehacientes que 
demuestren que la falsit'ieneióii se hubiere llevado a cabo en otro 
lagar, corresponde declarar competente para entender en la causa 
al señor Juez Federal de San Martín. Buenos Aires, 22 de junio 
de lííüU — It timón, La, i luto. 



FALLO DE LA COHTK SITRKMA 

Buenos Aires, 20 de julio de 1960. 

Autos y vistos: 

Dé conformidad con lo dictaminado precedentemente por el 
Señor Procurador General y con lo resuelto por esta Corte en 
casos análogos (Fallos: 240: Ifiíí; 240: J<¡7, entre otros). w . de- 
clara (pie el Señor Juez Federal de San Martín es, por alio ra, el 
competente para conocer de esta causa. Remítansele los autos y 
llágase saber en la forma de estilo al Señor Juez Nacional de Ins- 
trucción de la Capital Federal. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo IX Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Bom Bogo ero — 
JfLto Oyhan-aute — Ricardo (V 

LOMB11KS. 



RAMON CASTRO v Orne 

Jl ltisnivClOX Y COMPETEmtÁi Competencia nocional. Causas penates. 
Delito» otte obstrtijii » el normal f uncionamirnto tic las instituciones nacionales. 

Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional federal, y 
«o a la nicional cu In criminal de instrucción, conocer del proceso en que 
se investiga el cobro de una cantidad de dinero fin concepto de intereses por 
unn supuesta financiación de certificados para la importación de automotores. 
Ello, porque el delito no sólo ha podido significar unn estafa en perjuicio de 
los importadores, sino también un hecho de los (¡ha obstruyen o corrompen 
el buen servicio de lina institución típicamente federal como es 1n Aduana, 
ya que, mediante la presentación de los certificados, se habría podido obtener 
de aquélla el despacho n plaza de mercaderías sin el cumplimiento de un 
requisito indispensable. 



KALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Dictamen del Puocurador General. 

Suprema Corte; 

La denuncia de fs. 1 y siguientes tiene por objeto se investi- 
gue la defraudación que, según af i riñan los denunciantes, fué 
cometida en su perjuicio al cobrárseles una cantidad de dinero en 
concepto de intereses por una supuesta financiación de certifi- 
cados para la importación de automotores. 

Kl delito imputado es de carácter común y su conocimiento 
pertenece a la justicia en lo criminal y correccional, sin que obste 
a ello la vinculación que pudiera existir entro el hecho que se 
denuncia y la eventual utilización de los certificados falsos ante 
las autoridades nacionales, utilización eme, por otra parte, no 
consta en autos (art. 412 del C. de Procedimientos en lo Criminal). 

Corresponde, por lo tanto, dirimir la presente contienda de- 
clarando competente para entender en la causa al Sr. Juez en lo 
Criminal de ln*triieoióiL Buenos Aires, 22 de junio de 1960. — 
Ramón Lu^catw. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de julio de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, según resulta de las constancias de esta causa, los hechos 
denunciados en ella coinciden, en lo esencial, con los que se plan- 
teaban en la causa C. 915. "Casella, Juan; Castro, Boque llamón; 
Ghiorazzo, Angel s/ estafa y falsificación documento privado", 
fallada el 30 de mayo pasado, en la que esta Corte declaró la 
competencia de la justicia federal. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr, Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Correccional 
Federal de la Capital es el competente para conocer de esta causa. 
Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al 
Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boppi Boooero — 
Julio Oyhanarte — Ricardo Co- 

LOMBRES. 
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CELSO BENEDETTT v. COMBUSTIBLES SOLIDOS y MINERALES 

— E.N.D.E.— 

EMPLEADOS DE EMPRESAS NACIONALES AUTARQUICAS. 

No existe razón fundada en la naturaleza jurídica de las empresas estatales 
autátquicas, aún cuando se les liuya cucuineutlado la prestación de uu servicio 
público, para que su personal no jerárquico revista la condición de empleado 
nacional, en la misma relación que regularmente vincula al Estado con sus 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Por tas personas. 
Nación. 

La justicia federal no es competente para conocer en la demanda entablada 
contra la Empresa Nacional Combustibles Sólidoi y Minerales, sobre indem- 
nización por despido, cuando no media relaci. de empleo público. 



Dktamex del Phocuhamjii General 

Suprema Corte: 

En mi opinión, el vínculo existente; entre el actor y la empresa 
del Estado demandada presenta características similares al que 
ligaba a las , artes on el caso de Fallos: 238: 226, y al cual V. E. 
consideró regido por el derecho privado. 

Por ello, y porque habk'tdo tramitado esta causa en inris- 
dicción nacional lo decidido por el a quo acerca de su competencia 
no contraría la doctrina que sobre el punto sentara la Corte en la 
oportunidad recordada, estimo que corresponde desestimar las 
pretensiones sustentadas por el recurrente. Buenos Aires, 29 de 
octubre de 1958. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1£>60. 

Vistos los autos: "Bencdotti, Celso c/ Combustibles Sólidos 
y Minerales — E.N.D.E. — s/ despido". 

Y considerando : 

1*) Que con arreglo a los precedentes de Fallos: 244: 196 
y de las causas: "Hernández, Carlos c/ Aerolíneas Argentinas" 
y "Torres, Angela Estber c/ Aerolíneas Argentinas" — Fallos: 
245 : 280 y 271 — , no existe razón fundada en la naturaleza jurí- 
dica de las empresas estatales autárquicas, aun cuando se les 
haya encomendado la prestación de un servicio público, para que 
su personal no jerárquico, revista la condición do empicado na- 
cional en la misma relación quo regularmente vincula al Estado* 
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con sus agentes administrativos. La doctrina establecida por la 
jurisprudencia de esta Corte de que estos últimos están inmedia- 
t amenté regidos por el derecho constitucional y administrativo, 
integrado por las leyes y principios que organizan la función 
pública y los decretos y resoluciones que los completan, no es, 
en consecuencia, de aplicación necesaria a los dependientes de las 
empresas uutárquicas nacionales. 

2*) Que la -solución del caso, condicionada por ln naturaleza 
de la vinculación del actor con la demandada —Fallos: 241: 147 
y los arriba citados — f requiere, en consecuencia, el análisis de 
la legislación que rige a ésta, en cuanto de ella, es decir, de la 
ley respectiva o de su reglamentación por vía de decreto o de 
disposición interna, pueda resultar el earárter del empleo cuya 
terminación motiva el pleito. 

3 9 ) Que según decreto t¡4")<¡ 5">, la demandada, una de las 
empresas componentes del grupo K.X.D.K. "constituye una 
Km presa del Estado de acuerdo con lo dispuesto por la ley 13.653, 
j . O." — art. 20 — . Con arreglo al art. '.Ui, la designación del per- 
sonal i ti ferio r es de competencia del administrador de eada 
Empresa, "de conformidad a la reglamentación que se dicte al 
respecto". Y es en ejercicio de tal atribución que el actor fué 
sepa iado de su cargo, según se afirma en la contestación de ln 
demanda — fs. 11 vta. — y resulta del expediente agregado por 
cuerda — fs. 24 — . 

4*) (¿ue es pertinente señalar, todavía, que ni en el escrito 
de contestación de la demanda, ni en los memoriales de fs. 44, 
SI, í*4 y 106 se ha concretado la existencia ni los términos de la 
reglamentación a que hace referencia el art. 30 del decreto (¡,'i5(i/ 
Íí"> antes recordado. 

ii 9 ) Que en tales condiciones, habida cuenta de las particu- 
lares modalidades del caso, sobre las que ilustra la prueba pro- 
ducida y siendo la sentencia apelada de fs. í>0 suficientemente 
fundada, la aplicación al caso de la doctrina establecida en mate- 
ria dé arbitrariedad no procede. Tampoco existe relación directa 
entre lo resuelto y las cláusulas constitucionales invocadas en 
fundamento del recurso. 

Por ello y lo coneordantemente dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General} se confirma la sentencia apelada de fs. 90 en 
lo que ha podido ser objeto de recurso extraordinario. 



BKNJAMÍS ViIJjKOAS BaSAVILBASQ — 

Aristóbitlo D. AaÁoz de Lamatirid 
— Jruo Oyhanartk — Pedro 
Abehastitry — Ricardo Coi/m- 
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MARIA ROSA MUR ATURE v. TOMAS R. GORIXI 

RECURSO F. X TRAOÍil>t XA RIO : Requisitos propio». Cuestiones no fetemlea. 
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, luejro de reconocer que *l 
contrato de locación venció el día 2H de lebrero de lí)5ñ y que \a restitución 
del predio fué redamada por el recurrente el 2!) de lebrero de 105U, con- 
cluye afirmando que díchn reclamo fué efeetundo con posterioridad ni plazo 
de un niio previsto por el iirt. 20 de ln ley l.'i,24ti; pues el pronunciamiento 
apelado computa el plazo cu notoria contradicción con los hechos de lu ciiusa 
admitidos por la propia sentencia, prescindiendo de lo expresamente estipu- 
lólo por el art. 25 del Código Civil, y sin dar fundamentaeión alguna de 
tal actitud. 



Dictamen del PnocuiiAixm Gkxkiial 

Suprema Corte; 

El a i|Uo reconoce que el contrato que libaba a las partes 
venció el 28 de lebrero tic 1955 y i|iie la restitución del predio 
fué exigida al accionado el 2!) de febrero de 1956, de donde con- 
cluye que dicha interpelación fué practicada cuando había trans- 
currido el plazo de un año previsto por el art. 20 de la ley 1:1.246 

Tal conclusión es manifiestamente contraría a la que impo- 
nen los textos legales vigentes. 

Si el vencimiento del contrato ocurrió el 28 de febrero de 
1955, el plazo del año subsiguiente dentro del cual debió hacerse 
la interpelación (art. 20 de la ley Kí.24fi) comenzó a correr al 
día siguiente de vencido el plazo contractual, o sea el V de marzo 
de 1956; y de acuerdo con el art. 25 del Código Civil venció el 
1* de marzo do 1956. Luego la interpelación realizada el día 
anterior, o sea el 29 de febrero de 1956, tuvo lugar dentro del 
término previsto en el recordado art. 20 de la citada ley 1ÍÍ.246. 

Por tanto el fallo apelado (pie llega a la conclusión contraria, 
sin más fundamento que la opinión de] tribunal, carece de sus- 
tentación legal, y la doctrina de V. K. en materia de arbitrariedad 
impone la revocatoria de la sentenria en lo que ha podido ser 
materia de recurso, Buenos Aires, 27 de julio de 1959. — Ramón 
Lasca no. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autos; "Murature, María Rosa o.' Gorini, Tomás 
R. s/ desalojo*'. 

Considerando : 

V) Que ol actor impugnó de arbitraria y violatoria de los 
arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, la sentencia del a quo, 
que, luego de reconocer que el contrato de locación celebrado entre 
las partes venció el día 28 de febrero de 1955 y que la restitución 
del predio fué reclamada por el recurrente con fecha 29 de febrero 
de 1956, concluye afirmando, sin otro fundamento que su propia 
opinión, que dicho reclamo fué realizado con posterioridad al 
plazo de un año previsto por el art. 20 de la ley 13.246 (fs. 44/45), 

2 9 ) Que si el contrato de locación venció el din 28 de febrero 
de 1955 y de acuerdo al art. 20 de la ley 13.246 el arrendador podía 
manifestar su voluntad de exigir la restitución del predio arron- 
dado, dentro del año subsiguiente a la fceba de terminación del 
contrato, resulta claro que dicho plazo debe computarse a partir 
del día primero de marzo de 1955, 

.T) Que por ello y por aplicación de lo dispuesto por el 
art, 25 del Código Civil, no cabe duda de que la voluntad del loca- 
dor fué expresada dentro del plazo legal, pues éste sólo venció 
el primero de marzo de 1956. 

4 9 ) Que el pronunciamiento apelado computó el plazo ante- 
riormente aludido cu notoria contradicción con los hechos de la 
causa reconocidos por la propia sentencia» prescindiendo de lo 
expresamente estipulado por el Código Civil y sin dar fnndamen- 
tación alguna de tal actitud ; por elio, conforme a reiterada juris- 
prudencia de esta Corte, corresponde declararlo arbitrario y vio- 
latorio de las garantías invocadas por el recurrente (doctrina, en 
lo concordante, de Fallos: 235 ¡ 113; 237: 695; 239: 204; 241: 121, 
entre otros). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la sentencia de fs. 40/41. Vuelvan los autos 
al tribunal de procedencia a fin de que se dicte nuevo pronuncia- 
miento con arreglo n derecho. 

AmsTÓBri,o D. Aráoz de La Madrid — 
Lns María Bom Boooero — 
.TrLio Oyiiaxaute — Ricardo Co- 

LOMRRES. 
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INOCENCIO* RAFAEL CASTILLO v. S. A. VIÑEDOS 
r BODEGAS AKI2U 

PAGO: Principios generales. 

El pago realizado por la demandada con el cu ■sentimiento del ador, y de 
acuerdo con las normas vigentes en oportunidad del acto, entraña para 
aquélla un derecho adquirido incorporado a su patrimonio, que se confunde 
con la garantía constitucional de la propiedad. 



CONSTITUCION NACIONAL: Derechos tj ¡tarantas. Derecho de propiedad. 

Establecido en la causa que la liquidación del porcentaje correspondiente al 
contratista actor por la cosecha de uva del periodo 195G/19f>7 se practicó, 
sin reserva o disconformidad alguna, de acuerdo con el "p recio máximo" 
entonces en vigencia c inmediatamente después del cierre del uño agrícola 
operado el 30 de abril de 1H5Í, la aplicación al caso del decreto-ley 4H0 de 
Mendoza del 31 de enero de 1!)58, en cuya virtud sp condena a In demandada 
a pagar la diferencia resultante del nuevo precio que determina esc prive pto 
legal, es violatoria del art. 17 de la Constitución Nacional. No obsta a ello 
que el citado decreto-ley sea considerado de orden público, nnte el carácter 



Suprema Corte: 

El recurso extraordinario es procedente por haberse cues- 
tionado la validez constitucional de un decreto-ley provincial y 
ser la decisión apelada en favor de este último (art. 14, inc. 2', 
de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto, el actor, contratista de viña 
de una finca de propiedad de la Sociedad Anónima "Viñedos 
y Bodegas Arizu", dedujo demanda contra ésta por cobro de 
pesos correspondiente a la diferencia de precio a razón de 
m$n. 60 por quintal de uva que le correspondió por porcentaje 
en la cosecha 1956/1957, y que vendió a la nombrada sociedad 
anónima que elaboró ese fruto. 

El demandante invocó, en apoyo de sus pretensiones, la ley 
1578 de la Provincia de Mendoza y el decreto-ley 430/58 de la 
misma, y la demandada la Resolución 562/57 del Ministerio de 
Comercio de la Nación. 

El tribunal a quo declaró la constitucional idad de diclio 
decreto-ley e hizo lugar a la demanda deducida, lo que ha moti- 
vado el remedio federal interpuesto por la recurrente. 

El decreto-ley impugnado de fecha 31 de enero de 1958, pu- 
blicado en el Boletín Oficial de la Provincia de Mendoza el 10 
de febrero de ese mismo año, establece en su único artículo: 
"Exceptúase para la cosecha* 1956/1957, de las disposiciones del 
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m m m fine de la ley 1578, los casos en que los viñateros hayan 
JPW» SU * Propia» uvas y las que pertenecieran a sus contra- 
tistas como parte do su retribución o porcentaje, debiendo liqui- 
< arsc n los mismos a razón do ni*n. 300 el quintal do uva de 
dicha cosecha, puesto en cepa, sin discriminación de zonas ni 
van edades'*. 

Im recurrente sostiene que el importe abonado al netor lo 
fU| en virtud de lo dispuesto por el art. 3» de la referida rcsolu- 
oioii, dictada ol 11 de marzo de 19.17 (Boletín Oficial del día 27 
del mismo mes y afio), que estableció e! precio máximo de m*n 
¿SO por quintal de uva puesto sobre camión o carro en callejón 
del que dedujo la cantidad de m$n. 10 por gastón de traslado do 
eepa a callejón, 

Planteada así la cuestión, cabe advertir que si bien es cierto 
que b.s nrts. 3- y 4* de la Resolución 0(12/57 que fijaron precios 
máximos de la uva y del vino, respectivamente, fueron derogados 

Kr - i fríípf^ ÍM0/r>7 ' de feclr * :!1 m nin >'° de 1957 (Boletín 
Ohcinl del 12 de jumo de ese mismo año), que a su vez determinó 
un precio mayor para el vino, no lo es menos también que el 
actor no afirma que cuando la demandada le pagó el precio do la 
uva por el vendida rigiese el decreto-ley 430/58 que estableció un 
precio mayor por quintal de ese fruto a los efectos previstos por 
el mismo, m tampoco resuJta que aquél expresase su disconfor- 
midad o salvedad con el precio que le pagó la demandada. 

Kn tales condiciones, el precio de la uva abonado por la recu- 
rrente a su contratista era el "precio máximo" que correspondía 
de acuerdo con la referida Resolución Ministerial, la que a su vez 
declaro (art. K) que las infraeciones a la misma, como la nega- 
tiva de venta en cualquier etapa, harían pasibles a sus autores 
de las sanciones previstas en las leves 12.830, 12.983 v 13 306 v 
decreto-ley 2740/56. ' y 

Por ello considero procedente el agravio de la demandada en 
cuanto que la aplicación al siib iudice del decreto-ley 430/58 vul 
aera la garant ía de la propiedad asegurada por cfart. 17 de la 
onstitucion Nacional, ya que es jurisprudencia de V. E que la 
liberación que obtiene el deudor por el pago de su obligación, 
constituye un derecho adquirido cuyo desconocimiento afeeta di- 
cha garantía (Fallos: 237: 784). 

K.n consecuencia, opino que corresponde revocar la sentencia 
a ¡telada en cuanto ha podido ser materia del recurso extraordi- 
nario. Hucnos Aires, 10 de julio de 1959. — 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

de 1960, 



Vistos los autos: "Castillo, Inocencio 
Vdos. y Bgas. Arizu 8/ cobro ordinario". 



i iP Qu ° COn Inoíivo del decreto-ley 430/58 de la Provincia 
de Mendoza, que dispuso se liquidase a razón de mfn. 300 el 
quintal de uva, puesto en cepa, de la cosecha 1956/1957 "en los 
casos en que los viñateros hayan elaborado sus propias uvas v 
las que pertenecieran a sus contratistas como parte de su retri- 
bución o porcentaje", discutióse en autos si el actor, contratista 
de vina de una finca de propiedad de la compañía demandada, 
tiene derecho a percibir la diferencia existente entre el precio 
de m$n ¿50 por quintal de uva puesta en callejón, a que fué 
liquidado su porcentaje por la cosecha 1956/1957, menos un des- 
cuento de gastos a razón de m$n. 10 por quintal, v el precio esta- 
blecido por el mencionado decreto-ley. 

2?) Que el Tribunal a quo hizo lugar a la demanda, v con- 
deno a la Sociedad Anónima Viñedos v Bodegas Arizu a pagar 
al actor, en concepto de diferencia de porcentajes, la suma de 
mín. .6.139,80 (fs. 20/24). 

3') Que contra ese pronunciamiento la demandada inter- 
puso recurso extraordinario, aduciendo, como fundamento, que el 
decreto-ley 430/58 adolece de inconstitucional i dad en razón de 
que: a) al legislar sobre salarios, invade facultades excluyentes 
del Congreso de la Nación (art. 67, inc. 11, de la Constitución Na- 
cional); bj atenta contra el principio de igualdad ante la ley, 
en cnanto consagra privilegios a favor de quienes comercializa- 
ron la uva infringiendo el precio máximo fijado por la Resolu- 
ción 562/57, del Ministerio de Comercio de la Nación; c) es 
violatorio del art. 17 de la Constitución Nacional, porque afecta 
situaciones patrimoniales definitivamente concluidas con anterio- 
ridad a sn vigencia (fs. 28/32). 

4 V ) Quo el recurso extraordinario es procedente en virtud 
de haberse cuestionado la validez constitucional de un decreto-ley 
provincial, y ser la decisión recurrida en favor de este último 
(art. 14, inc. 2» ley 48). 

5*) Que en atención al alcance de las cuestiones constitucio- 
nales comprendidas en el recurso, el Tribunal estima conveniente 
analizar previamente Ja mencionada en último término. 

6') Que en virtud de las manifestaciones concordantes de 
ambas partes, ha quedado establecido en la causa que la liqui- 
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dación del porcentaje correspondiente al actor por la cosecha 
de uva del período 1956/1957 — que se practicó a razón de m$n. 
250 por quintal de dicho fruto puesto eti callejón, de acuerdo al 
"precio máximo" establecido por la Resolución 562/57 del Minis- 
terio de Comercio de la Nación, con un descuento de m$n. 10 por 
quintal en concepto de gastos — , tuvo lugar inmediatamente des- 
pués del cierre del mencionado año agrícola, que se operó, en 
virtud del art. 23 de la ley 1578, el 30 de ahril de 195Í, con ante- 
rioridad, por lo tanto, a la fecha en que comenzó a regir el 
decreto-ley 430/58 (31 de enero de 1958). También surge de autos 
que, en oportunidad del pago, la aetora iiq formuló reserva o 
el i ser m f o r m idad ni ngu na . 

7") Que en las condiciones señaladas, forzoso os concluir 
que el pago realizado por la demandada con el consentimiento 
del aetor, y de acuerdo con las normas vigentes en oportunidad 
del acto, entraña para aquélla un derecho adquirido incorporado 
a su patrimonio, que se confunde, según lo ha decidido esta 
Corte, con la garantía constitucional de la propiedad (Fallos: 
237: 556, 635 y 784 y otros). 

8') Que, en consecuencia, la aplicación del decreto-ley 430/ 
58 al caso de autos es violatoria del art. 17 de la Constitución 
Nacional, y corresponde revocar la sentencia en recurso que re- 
solvió lo contrario, sin que obste a ello que el citado decreto-ley 
sea considerado de orden público, ante el carácter prevaleciente 
de la citada norma constitucional. 

9*) Que el resultado a que se llega torna innecesaria la con- 
sideración de los restantes agravios constitucionales invocados 
por el recurrente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se revoca la sentencia de fs. 20/24 en lo que ha sido materia de 
recurso extraordinario. 

Benjamín* Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo I). Aráoz de Lamadrtd 
— Luis Mahía Boffj Boggero — 
Julio Oyiianarte — Ricardo Co- 

LOMBRES. 
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JULIO GERMAN' SORIA v. COMPARA le ACUMULACION DI AHORRO 

LA METROPOLITANA 

ÍL^'fff #Wm* Probos. Cuestión federal, fe» 

ÍKHW «^s. Interpretad,',* de otras normas y üc tos federales. 

Si bien las cuestiones relativos a la emienda o inexistencia de cosa juzgada 
son aje„a Sl m pri ncip.o p a la esfera del recurso extraordinario, ello reconoce 

T 3 ^**^ 0tl que 30 tmce » ,rKÍSO decidir ** í" cuestión 
entre idénbeas partes fué anteriormente resuelta por la Corte Suprema, 

SS^I*^ ****** ***** **** Cn„- 

Si la Corte Suprema decidió en un juicio anterior entre las partes, en el que 
«e Plantearon las > mismas cuestiones debatidas «,. el caso, que debía entender 
el tribuna] de freguras, Reaseguros, Capitalización y Ahorro, la sentencia 
que en a nueva rau . d desecha la exceorión opuesta por el demandado y 
declara a competencia de la justicia laboral de la Provincia de Córdoba 
supone desconocimiento de un fallo anterior de la Corte revestido de fuerza^ 
de cosa juzgada, por lo que corresponde su revocación. 

Dictamen del Procurador Gknkkal 
Supremo Corte; 

El estudio del expediente cuya remisión recabara V. E. acce- 
diendo a mi solicitud de t's. 235 y que corre agregado a las pre- 
sentes actuaciones, permite establecer que en forma simultánea 
con este juicio pero eu distinta jurisdicción territorial, tramitó 
entre idénticas partes —bien que colocadas entonces en situación 
procesal inversa— otro pleito en el cual fueron sometidas a deci- 
sión judicial cuestiones litigiosas derivadas de la misma relación 
jurídica que originó las planteadas en estos autos, Resulta tam- 
bién de In referida causa, que en ella tuvo V. E, ocasión de decla- 
rar que el tribunal con competencia para dirimir las diferencias 
suscitadas entre las partes lo era el de Seguros, Reaseguros, 
Capitalización y Ahorro organizado por decreto 28,028/49 (ver 
fs. 89 del agregado). Por último, media además la circunstancia 
de que en el .sttb índice tampoco ha sido materia de discusión Ja 
índole de las tareas desempeñadas por don Julio Germán Soria 
para "La Metropolitana, Cía. de Acumulación de Ahorro S. A.", 
durante el lapso comprendido entre los años 1946 v 1953, pues al 
igual que en el otro juicio, la divergencia entre ambos se mani- 
fiesta en tomo a si dichas tareas fueron o no llevadas a cabo 
bajo relación de dependencia. 

En las condiciones que resultan de lo expresado, estimo que 
nada existe en estos autos que autorice a desconocer los efectos 
de cosa juzgada que para las partes tiene lo decidido por la 
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pampos he la corte suprema 



Corte, en la oportunidad antes señalada, acerca de cuál es el 
tribuna) competen! o para resolver las cuestiones surgidas entre 
las mismas. Kn consecuencia, soy de opinión que el fallo dictado 
a l's. VJ'2, en cuanto declara la competencia del a quo para pro- 
nunciarse acerca de tales cuestiones, innova sobre materia ya 
resucita por V. E. con carácter definitivo y, por lo tanto, pienso 
que correspondería revocarlo. Buenos Aires, 26 de diciembre de 
1¡> "18. — Ramón Lwuno. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autns: "Soria, Julio Hermán c La Metropolitana, 
t ía. ile Acumulación de Ahorro s haberes". 

Considerando: 

V) Que ciputra la sentencia de fs. lí>2 104 «pie, revocando el 
pronunciamiento de primera instancia obt'antc a fs. 184/186, 
descebó In excepción opuesta por el demandado y declaró la com- 
petencia de la justicia laboral de la Provincia de Córdoba para 
entender en la causa, se interpuso revul so extraordinario (fs. 197/ 
20Q y 210), el que ba sido concedido (fs. 211). 

2 7 ) l¿ue, al fundar su impuífnueióti, el apelante alega des- 
conocimiento de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. 
Nustieiie, asimismo, que el fallo dictado por esta Corte en la causa 
"La Metropolitana Cía. de Acumulación de Ahorro S. A. v. Soria, 
Julio Germán", agregado por cuerda, ha resuelto, con fuerza de 
cosa juagada para las partes, la misma cuestión a que se refiere 
la sentencia del tribunal a quo, de ta! modo que esta última, en 
cuanto dispone que la justieia laboral local debe entender en el 
juicio, contradice aquel fallo, que expresamente declaró la exclu- 
siva competencia del Tribunal de Seguros, Reaseguros, Capita- 
lización y Ahorro, previsto por el decreto 28,028/49. 

lí 9 ) Que, en lo atinente a esto último, interesa recordar que, 
si bien tas cuestiones relativas a la existencia e inexistencia de 
cosa juzgada son ajenas, en principio, a la esfera del recurso 
extraordinario (Fallos: 243: 220 y muchos otros), ello reconoce 
excepción en los supuestos en que se hace preciso decidir si la 
misma cuestión entre idénticas partes fué anteriormente resuelta 
pote la Corte Suprema. Cuando esto acontece, el mencionado re- 
curso es procedente porque, en suma, se trata de juzgar acerca 
de derechos provenientes de sentencias de este alto Tribunal, al 
que corresponde asegurar la observancia de las decisiones (pie 
adopta (Fallos: 188: 9; 189 : 292). 
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4*) Que, ello aclarado, basta tener presente el anterior pro- 
nunciamiento dictado por esta Corte en la causa "La Metropoli- 
tana, Cía. de Acumulación de Ahorro S. A. v. Soria. Julio Ger- 
mán", que el apelante invoca, para que se hagan evidentes el 
acierto y la consiguiente admisibilidad de las razones que fundan 
el recurso. 

5*) Que, efectivamente, esa causa, tramitada ante la justicia 
<lc paz letrada de la Capital Federal, tuvo por pai tes a las mismas 
personas que litigan cu el sub lite y en ella se plantearon las 
mismas cuestiones que aquí se debaten, al extremo de que en 
aquella Oportunidad el Sr. .Julio Germán Soria —entonces deman- 
dado— opuso excepción de lith-pvu*lvnc'm % la (pie fundó, justa- 
mente, en la existencia del presente juicio (fs, 27 v vía. del'expe- 
diente agregado). V la Corte Supremo, llamada *a pronunciarse 
en la J'ididn causa con motivo de la forma en que la Cámara 
Nacional de Apelaciones de Paz de la Capital Federal había re- 
sucito la cuestión de competencia allí suscitada, confirmó la sen- 
tencia dictada, luego de formular consideraciones (pie importaron 
el categórico y expreso señalamiento de la exclusiva competencia 
del Tribunal de Seguros, Reaseguros, Capitalización y Ahorro 
para juzgar y resolver el litigio 

(T) Que, en tales condiciones, como lo señala el Sr. Procu- 
rador General, es manifiesto que asiste razón al recurrente en 
cuanto afirma que la sentencia contra la que dirige su impugna- 
ción supone desconocimiento de un anterior fallo de esta Corte 
revestido de fuerza de cosa juzgada, por lo oue aquélla no puede 
ser mantenida. 

Que lo dicho hace innecesario examinar los restantes 
argumentos expuestos como fundamento de la apelación. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia apelada en cuanto lia sido materia 
del recurso. 

Arisxóbulo D. Aráoz de Lamadrio — 
Luis María Boffi Boouero — 
Julio Oyhaxartb — Ricardo Co- 
lambres. 



(i> ?« Falloi 229: iü'J. 
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SANTIAGO RAMON BENAVIDES v. S.E.L. ESTABLECIMIENTO 
METALURGICO ITAL-VENETA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formóles. Introducción de la cues- 
tión federal. Forma, 

Si bien el correcto planteamiento de una cuestión constitucional no se halla 
supeditado al empleo de fórmulas especiales, requiere, sin embargo, la invo- 
cación expresa y categórica del derecho federal de que el litigante pretende 
valerse, demostrando su conexión con la materia del pleito í 1 ). 



ANDRES CABRAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia, no 
impugnada de arbitrariedad, que desestima la excepción militar por conside- 
rar que la presencia del solicitante no es indispensable en el hogar materno, 
va que la ayuda que presta a su madre viuda insume sus propios gastos d* 
manutención y aquélla cuenta, además, con loa ingresos provenientes de ta 
trabajo y los de otro hijo menor. El pronunciamiento apelado se sustenta 
en razones de hecho y prueba y no se halla cuestionada, así, la inteligencia 
de la nonna federal contenida en el art. 41, iac. 3» ( del decreto-ley 29.375/44 
(ley 12.913). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Cabral, Andrés s/ excepción a) servicio 
militar"; 

Considerando : 

Qne la sentencia recurrida confirmó la de primera instancia, 
denegatoria del pedido de excepción militar presentado por 
Andrés Cabra!, por estimar que no es imprescindible la presencia 
del solicitante en el hogar materno, por cuanto la ayuda que pres- 
ta a su madre viuda insume sus propios gastos de manutención 
y aquella cuenta, además, con los ingresos provenientes de su 
trabo jo y los de otro hijo suyo, menor de edad, que se desempeña 
como empleado de correos. Én tales condiciones —ha considerado 
el a qno — el solicitante no se encuentra comprendido en la causal 
de excepción prevista en el art. 41, inc. 3*, del decreto 29.375/44 
(ley 12.913). 



(1) 22 de julio. Palios: 1S7: 296, 505 ; 335: 119, 672; 239: «8. 
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Que, contra ese pronunciamiento, el peticionante interpuso 
recurso extraordinario, alegando haberse vulnerado la doctrina 
de esta Corte, según la cual, las eausales de excepción de la ley 
12.913 deben interpretarse en el sentiüo de que el llamado al 
servicio militar no deje en el desamparo a los componentes del 
núcleo familiar que aquél sostiene con su trabajo. 

Que resulta, por el contrario, que la sentencia recurrida —no 
impugnada de arbitrariedad—, se sustenta en razones de hecho 
y prueba irrevisibles en la instancia extraordinaria, lo que 
importa, en verdad, concluir que no se halla cuestionada la inte- 
ligencia de la norma federal invocada (doctrina del fallo dictado 
el 17 de junio ppdo. en los autos "Sinatra, Enrioue Pedro s/ 
excepción militar y los allí citados). 

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 35. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbulo D. Aháoz de Lamadbid 
— Luis María Boffi Bogoero — 
Ricardo Colombres. 



GONZALO FERNANDEZ DE AZCARATE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propio». Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a ta sentencia defmüita. Varia». 

La resolución que dispuso la colaboración y auxilio de la fuería pública 
a fui de que el ingeniero desagriado pudiera practicar la mensura encomen- 
dada judicialmente, no es sentencia definitivo que pueda dar lugar a recurso 
extraordinario, j a que ella no pone fin al pleito ni impide su prosecución, 
ni ea tampoco de aquéllas que le sean equiparables por el gravamen 
rabie qne producen 



VITAL HARIA GONZALEZ CABELLE v. DEMETRIO FIN ARDI GIORGI 

RECORSO EXTRAORDINARIO. Requisito» propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norma» locales de procedimientos. Casos varios. 

La resolución que acuerda al aetor el plazo de cuarenta y ocho horas para 
acompañar a los autos el título de propiedad de la vivienda por cuyo desalojo 
acciona, decide una cuestión de derecho procesal, ajena a la instancia extra- 
ordinaria, y con la qne no guardan relación directa e inmediata las garantías 
de los arta. 16 y 18 de la Constitución Nacional ( a ). 



(J> || J j¡¡¡£ F»««Sí 11*: 45; 182: 168; 193 : 243; £33: 184; 242 : 260. 
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COX.ST1TUC10X SAClOXAL: Conttiturionalided e inrowtitucúmaliAid. Le- 
yes nariomties. Comunes. 

Las leve» de emergencia en materia de locaciones uo son susceptibles, en 
principio, de ser impugnadas en turma parcial, salvo el supuesto de que se 
trate <k cláusulas separables (i). 

CONSTITUCION X ACION AL: Efecto* de la declaración de incomtitttchnalidad. 

\ai exigencia del art. líti de la ley 13.581 integra la excepción admitida por 
la ley al régimen general de la prórroga de las locaciones. Por ello, dicha 
exigencia no puede ser obviada por vía de impugnación de ineonstituciona- 
lidad en razón de no tratarse dp una cláusula separable, cu va validez deje 
inalterada la norma legislativa subsistente (»). 



HILARIO MORANDI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Relación directa. Xor- 
mti.i cttniñtis al juicio. Disponicioneí constitutiotmles. Art. 18. 

Ka improcedente el recurso extraordinario fundado en que la Cámara Na- 
cional de Apelaciones del Trabajo habría violado la garantía de la defensa 
en juicio por no haber hecho lugar » las medidas de prueba ofrecidas por el 
apelante al fundar el recurso previsto en el art. H de la ley 14.2:íti, pues 
las cuestiones de hecho debatidas en la causa son ajenas n la competencia 
que la citada ley atribuye a ese tribunal; y, aún entendiéndose que el dili- 
wneiamicnto de tales medidas se requería para mejor proveer, Ja negativa 
cuestionada constituye materia procesal ir revi* ble en la instancia de excep- 
ción. A lo que cabe agresrar que el interesad» tuvo oportunidad de alegar y 
prohar en el juicio, en defensa de su derecho, y efectivamente lo hizo. 

Dictamen i>bl Proci-raoor General 




Aunque la sentencia de fs. (>!> viene a desestimar, en defini- 
tivn, las pretcnsiones de la recurrente por razones de orden pro- 
cesal, lo rpie liaría» en principio, improcedente el remedio federal 
intentado, pienso, sin embargo, que el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 72 lia sido bien concedido a fs. 75. 

F,n efecto, V. E. tiene declarado en Fallos: 2-U: 78 y en 
"Royos, M. C. L. de e/ I. X. P.R. " (sentencia del 25-0-50), que 
la denegatoria del recurso del art. 14 de la ley Í4,2H(> no es acer- 
tada, si el procedí miento administrativo es objetable por vulne- 
rar la garantía de la defensa. 

Ksto ocurre, según esa misma doctrina, cuando de las cons- 
tancias de autos queda excluida, prima fntie, la arbitrariedad de 

m Faltos: 245: 419. 
(2) Faltos: ¿45: 411». 
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las pretensiones del afiliado, y, además, cuando el órgano juris- 
diccional no haya contado con elementos de juicio aptos para 
decidir el caso con fundamento serio y autónomo, por no permi- 
tirlo la insuficiencia de los informes médicos que sirvieron de 
base a la denegatoria, toda vez que los mismos no han revestido 
las formas de una peritación. 

Creo que esas circunstancias concurren en el presente caso. 
No parecen arbitrarias, en verdad, las pretensiones del recurrente 
contenidas en el escrito de fs. (U, por lo menos en lo referente al 
pedido de agregación de la historia clínica. Kilo no comporta, 
a mi juicio, la apertura de la causa a prueba en la alzada, como 
se declara en la sentencia recurrida, sino proporcionar al tribu 
nal un medio ilustrativo que supla lo que falta en los informes 
médicos de fs. ;j(¡ y 46', a efectos de. que pueda resolver en defi- 
nitiva "con fundamento serio y autónomo 1 ', para emplear otra 
vez, la expresión de la Corte. 

Ese recaudo, el de la agregación de la historia clínica —me 
permito recordarlo con prescindeneia de la suerte final corrida en 
ese caso por el recurso — , fué considerado pertinente por V. E. 
en la cansa "S. 275 - XIII" {sentencia del 1M2-ÓÍ)}. 

Se explican tales cautelas, pues con ellas el órgano judicial 
se encontrará habilitado para apreciar, con debido conocimiento 
de causa, si la decisión administrativa no peca de irrazonable, o 
arbitraria, o implica denegación de la defensa en juicio, en cuyo 
caso aun lo decidido sobre los hechos puede ser revocado o anu- 
lado por los jueces (cf. doctrina de V. E. en las causas R.171- 
XIII y S.276-XIII). 

Por todo lo dicho precedentemente opino, en conclusión, que 
corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto pudo 
ser materia del recurso, y devolver las actuaciones al tribunal de 
su procedencia para que la Sala que sigue en orden de tumo 
dicte nuevo pronunciamiento con arreglo al criterio expuesto en 
este dictamen, si llega a ser compartido por V. E, "Buenos Aires, 
2."í do diciembre de — Ramón Lustuno. 

FALLÍ I DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio 
Vistos los autos: "Morandí, Hilario s/ 

Considerando: 

1*) Que contra la sentencia de fs. 69, que desestimó el 
recurso deducido contra la resolución ¿mediante la cual el Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social, manteniendo lo decidido por 
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la Caja Nacional de Previsión para el Personal de la Industria, 
declaró extinguido el beneficio jubilatorio oportunamente otor- 
gado a don Hilario Morandi (fs. 55/57), éste dedujo recurso 
extraordinario (fs. 72/74), el que ha sido concedido (fs. 75). 

2") Que la impugnación formulada contra la aludida sen- 
tencia se basa en el aserto de ipae el tribunal a quo, al no hacer 
lugar a las pruebas ofrecidas en oportunidad de fundarse el 
recurso previsto por el art. 14 de la ley 14.236, habría incurrido 
en violación a la garantía de defensa en juicio. 

3*) Que el agravio expresado no puede prosperar. En efec- 
to, habida cuenta del alcance que el art. 14 de la citada ley atri- 
buye al recurso por él establecido, es obvio que, siendo ajenas 
a ¡a competencia do la Cámara a que las cuestiones de hecho 
debatidas en la Cáusa, el diligenciamiento de medidas probatorias 
solicitado en el escrito de fs. 51/52 no era atendible. Mientras 
tanto, si so entendiera que lo peticionado en el referido escrito 
fin' la adopción de medidas para mejor proveer que la Cámara 
resolvió no practicar, la objeción hecha sobre el punto sería extra- 
ña u la esfera del recurso extraordinario, en tanto y en cuanto 
tales medidas son privativas de los jueces de la causa y consti- 
tuyen materia procesal ajena a la garantía constitucional que 
se invoca (Fallos: 245 : 311 y otros). 

4?) Que, por lo demás, consta en ñutos que el apelante no 
sólo tuvo oportunidad de alegar y probar en defensa de su dere- 
cho, sino que, además, lo hizo efectivamente (fs. 41, 42, 43 y 51/ 
52), de donde se sigue que aquella garnntía no guarda relación 
inmediata y directa con el presente litigio. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso concedido a fs. 75. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Akistóbulo D. Akáoz de Lamatoid 
— J uiao Oymanarté — Ricardo 
Colombres. 



FELIX ELADIO MOLINA 

RECURSO E X TRA ORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones no federales. 
Kirhtsián de las cuestiones de hecho. Varias. 

No procede la revisión en la instancia extraordinaria de la sentencia qae, 
po- considerar que el «porte del ciudadano llamado a servicio es indispensable 
para satisfacer las necesidades del grupo familiar afectado, hace lagar a la 
excepción al servicio militar obligatorio. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio do 1960, 

Vistos los autos: "Molina, Félix Eladio s/ excepción al ser- 
vicio militar". 

Considerando: 

Que la sentencia de la alzada — fs. 30— confirmatoria de la 
primera instancia — fs. 25— hizo lugar a la excepción militar 
pedida por don Félix Eladio Molina, por estimar, de conformidad 
con las constancias de autos, que el padre del solicitante, si bien 
realiza trabajos liviano*, se encuentra parcialmente incapaci- 
tado necesitando, por consiguiente, del aporto económico del con- 
vocado al servicio para integrar el mínimo necesario para el 
sostén del hogar. 

Que contra este pronunciamiento, el Fiscal de Cámara inter- 
puso recurso extraordinario a fs. 31, alegando que en razón del 
mínimo grado de incapacidad del padre del solicitante, que tra- 
baja y no está en situación de im podido, el caso no está com- 
prendido en ninguna de las causales de excepción de la ley 12.913. 

Que esta Corte, en el precedente de Fallos: 241: 324, ha de- 
clarado que no procede la revisión en la instancia extraordinaria 
de la sentencia que, por considerar que el aporte del ciudadano 
llamado a servicio os indispensable para satisfacer las nece- 
sidades del grupo familiar afectado, hace lugar a la excepción 
al servicio militar obligatorio. 

Que, en consecuencia, siendo análogas las circunstancias de 
esta causa a las que motivaron la doctrina citada, corresponde 
igualmente su aplicación en el presente caso. 

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 32. 

Benjamín Villegas Basavji.baso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Bofft Bogoeho — 
Jutjo Oyhaxarte — Ricardo Co- 
lumbres, 
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ROSA ELVA WASC T Otros v. S.Ü.P.A. 

UMGÜRSP EX TRAQRDIXARIO: Requisitos propia. Cuettioues «o federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La decisión de la causa por razones de derecho que la» partes uu lian invo- 
cado o lo lian hecho tardíamente, constituye tan sólo el ejercicio de la I'acul- 
tnd de suplir el derecho y no importa arbitrariedad ni violación de la 
defensa en juicio. En consecuencia, si los recurrentes no discutieron el acier- 
to de la doctrina jurisprudencial que sustenta la sentencia, y expresamente 
reconocieron haber sido designados por la Intervención a la Confederación 
General del Trabajo, la aplicación por el tribunal apeluda de disposiciones 
del decreto-ley 'Mi'2 '55 (no cuestionado tampoco por loa apelantes) o de la 
jurisprudencia anterior sobre el punto debatido, no puede dar base bastante 
para descalificar el pronunciamiento, que se pretende arbitrario por tas 
* ¡reiinstutu-ias de qtie: a) no exisle prueba de que los actores hayan sido 
nombrados por dicha Intervención; b) el argumentó fundado en aquella 
jurisprudencia no fué esgrimido por Ja demandada al contestar la acción. 

BBC&ñSO EX THAORDIS ARIO: Requintos formales. Introducción de ¡a cues- 
tión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario. 

Es tardío el planteamiento de la cuestión federal en el escrito de interpo- 
sición del recurso extraordinario, si el agravio que se presenta como de orden 
federal era previsible en rnaón do los términos del escrito de expresión de 
agravios, y no fué articulado en la respectiva contestación. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Si bien al interponer recurso extraordinario a fs. 165 el ape- 
lante afirma que el a quo ha incurrido en arbitrariedad con me- 
noscabo del derecho de propiedad y la defensa en juicio, en manera 
alguna demuestra que tales garantías constitucionales hayan sido 
efectivamente vulneradas, lo que a mi entender obsta al progreso 
del recurso. Por lo demás, la cuestión que se articula como de 
orden federal era previsible — dados los términos de la expresión 
de agravios (fs. 153) — al momento de su contestación (fs. 157), 
y no fué, en ese carácter, oportunamente articulada. 

Etl tales condiciones, y toda vez quo la sentencia lia resuelto 
el pleito por razones de hecho y prueba y por aplicación de dis- 
posiciones de derecho común, considero que correspondería de- 
clarar mal concedido a fs. 170 el remedio federal intentado. Bue- 
nos Aires, 25 de febrero de 1959. — Ramón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Wnsc, Rosa Elvn y otros c/ S, U. P. A. y/ 
o Seccional Buenos Aires del S. U. P. A. s/ despido". 

Considerando: 

1*) Que los recurrentes impugnan do arbitrariedad la sen- 
tencia del tribunal a quo, que rechazó la demanda interpuesta 
por indemnización por despido y falta de prcaviso, sobre la base 
de las siguientes razones: a) el fundamento de la sentencia ape- 
lada está dado por la remisión a su jurisprudencia anterior, se- 
gún 1n cual el personal designado por la Intervención a la Con- 
federación General del Trabajo, dispuesta por decreto-ley 3032 
de fecha 16 de noviembre de 1055, tenía carácter especial y transi- 
torio y, por tanto, no estaba amparado por las normas de la ley 
11.729 y decreto-ley 33.302/45; b) la aplicación de dicha doctrina 
jurisprudencial al $uh lite, que la recurrente afirma no discutir 
en sí misma, importa sin embargo arbitrariedad, por cuanto: 1) 
no existe prueba en autos de que los actores hayan sido designados 
por dicha intervención; y 2) ese argumento no fué esgrimido por 
la demandada en la contestación de la demanda y, en consecuencia, 
resulta extraño a la litis. 

2*) Que dichos agravios son improcedentes, habida cuenta 
de que la sentencia apelada no excede el ejercicio de la facultad 
de juzgar, propia de los jueces de la causa, y de que el recurso 
extraordinario no es apto para la reparación de posibles errores 
judiciales. En efecto, debe advertirse, ante todo, que los recurren- 
tes no discuten el acierto de la doctrina jurisprudencial aplicada 
por el a quo, y que la demandada invocara al expresar agravios, 
ni niegan que hayan sido designados en sus cargos por la inter- 
vención a la Confederación General del Trabajo. Este hecho, por 
otra parte, aparece expresamente reconocido en el escrito de fs. 
157/158 vta., punto 3* y es mencionado en otros elementos de 
juicio que cita a fs. 161 la sentencia apelada. 

3?) Que en tales condiciones, la aplicación de normas legales 
como las contenidas en el decreto-ley 3032/55, no cuestionado por 
los apelantes, o de una jurisprudencia anterior del mismo tribu- 
nal, no puede dar base bastante para descalificar la sentencia re- 
currida como acto judicial so color de arbitrariedad. Al respecto, 
esta Corte tiene reiteradamente resuelto quo la decisión de la cau- 
sa por razones de derecho que las partes no han invocado o lo 
han hecho tardíamente constituye tan sólo el ejercicio de la fa- 
cultad de suplir el derecho y no importa arbitrariedad ni viola- 
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ción de la defensa en juicio (Fallos: 235 : 606 ; 239: 475 y otros). 

4*) Que, por lo demás, el agravio que so presenta como do 
orden federal era previsible en razón de los términos dnl escrito 
de fs. 153 y no fué articulado como tal en la etapa procesal opor- 
tuna, es decir, en el escrito de fs. 157. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fy. 
170. 

Arlstóbulo D. Aráoz de Lamaorid — 
Luis María Bopfi Boooero — Ju- 
lio Ovhanarte — Ricardo Co- 
ló mures. 



JOAN CASTILLO r Otros t. SOCIEDAD DE ELECTRICIDAD de ROSARIO 

nKCURSO EXTRAORDINARIO: Reqwsito* propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

El pronunciamiento que no hace lugar a la indemnización de despido recla- 
mada por los obreros de una empresa concesionaria del servicio público de 
electricidad, en razón de haber tos recurrentes aceptado trabajar para la 
Empresa Nacional de Energía a qnien se traspasó aquél, decide cuestione* 
de hecho y de orden común, suficientes para sustentar el fallo apelado y 
ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 17. 

La afirmación de que el derecho a la indemnización integra el patrimonio de 
los actores no constituye cuestión constitucional nutónoma que autorice la 
apertura del recurso extraordinario, con fundamento en el art, 17 de la 
Constitución Nacional. Ello es así porque queda librado a resolución de los 
jueces de la causa la existencia de ruptura de la relación laboral, en términos 
que constituynn casos de despido, con arreglo a la ley común que rige tales 
supuestos. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1900. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por los actores 
en la causa Castillo .Juan y otros c/ Sociedad de Electricidad de 
"Rosario Tt , para decidir sobre so procedencia. 

Y considerando: 

Que de los recaudos traídos a requerimiento de esta Corte 
resulta que las cuestiones decididas en los autos principales, lo 
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fueron con base en razones de hecho y de orden común, suficientes 
para sustentar el pronunciamiento y ajenas a la jurisdicción ex- 
traordinaria de esta Corte. 

Que la afirmación de que el derecho a la indemnización in- 
tegra el patrimonio de los actores no incorpora al caso cuestión 
constitucional autónoma, que autorice la apertura del recurso ex- 
traordinario. Deja, en efecto, librada a resolución de los jueces 
de la causa, la existencia de ruptura de la relación laboral, en 
términos que constituyen caso de despido, con arreglo a la ley co- 
mún que rige tales supuestos. El art. 17 do la Constitución Nacio- 
nal carece, en consecuencia, de relación directa con la materia del 
fallo. 

Que debe añadirse que, en oportunidad de deducirse el recurso 
extraordinario no se hizo expresa cuestión de arbitrariedad, que 
los fundamentos de la sentencia apelada harían, en todo caso, 
ineficaz. En tales condiciones, toda vez que el caso difiere del 
precedente invocado en circunstancias que importan a los fines 
del recurso y además que lo resuelto es concordante con doctrina 
de los precedentes de Fallos: 245: 280 y 271 ; 244: 196 y otros, la 
queja debe ser desechada. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Abáoz de Lamadrio 
— Pedro Aberastcby — Ricardo 
colombiies. 



DIRECCION de TRABAJO y ASUNTOS SOCIALES v. PEDRO GONZALEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Sentencia definitiva. 
Resolttefones anteriores a la sentencia dcfiuitiia. Juicios de apremio tf ejecutivo. 

Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos, no dan lugar a recurso extra- 
ordinario, salvo el caso de excepción en que lo resuelto reviste gravedad 
institucional. La sola remisión al juicio ordinario pnni la tutela del derecho 
que el recurrente estime asistirle, no encuadra dentro del supuesto aludido. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Dirección de Trabajo y Asuntos Sociales c/ Gon- 
zález Pedro", para decidir sobre su procedencia. 
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Y considerando : 

(¿uo con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte las 
resoluciones dictadas en juicios ejeeutivos no dan lugar a recurso 
extraordinario. Y la excepción que esta jurisprudencia admite se 
refiere a casos en que lo resuelto revisto gravedad institucional, 
que no resulta de la sola remisión al juicio ordinario para la 
tutela del derecho que el recurrente entiende asistirle. Debe aña- 
dirse qne ni el monto de la ejecución — nifn. 28,000— ni la alega- 
ción de "derivaciones institucionales y de ética administrativa" 
autorizan una solución contraria. El primero porque no es tal que 
sin más acredite la existencia de gravamen irreparable y los últi- 
mos, aparte de que no pueden presumirse ni admitirse* sín com- 
probación, porque no lineen al problema aliora a contemplar. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villeoas BasavilbaSo — 
AaiSTÓBULO D. Aráoz de Lama dr id 
— Julio Oyhaxarte — Pedro 
Aberastuiíy — Ricardo Colam- 
bres. 



JOSE LUIS LOBO 

ItEa iiSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tmm federales simples. Interpretación de las letjes fedérale*. Leyes federales 
de earácter procesal. 

Las cuestiones reír re rites a los recaudos meramente procesales estableados 
p«r leyes mu-ion, de.*, entre las qne titira la atinente a la forma del recurso 
establecido en el art. 24 del decreto-ley 6666/57 sobre Estatuto del Personal 
Civil de la Administración Púbtiea Nacional, no dan Ingar a recurso extra- 
ordinario. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Txmo José Luis s/ interpone recurso % para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

<¿ue lo atinente a los recaudos meramente procesales, esta- 
blecidos por leyes nacionales, es punto ajeno a la jurisdicción 
extraordinaria de esta Corte, con arreglo a reiterados preceden- 
tes —Fallos : 245 ¡ 216 ; 244 : 203 y otros—. 
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Que entre tales cuestiones procesales figura la atinente a ia 

f ''r 11 ? 08 f d ; nÍ ! íd0S en l0S P ro ^lin,¡onto a creados 
a 1 Sj^f?^ como principio, no da lugar 
a a ablación del art. 14 de la lev 48 -Fallos ¡ 244 ¡ 425 ; 237 : 



Que en tales condiciones la sentencia recurrida, do que se 
acompaña copia, tiene fundamentos suficientes para sustentarla 
c inevisables por esta Corte. Ello hace innecesaria la considera- 
ron de los demás agravios del recurrente que no guardan relación 
d.rccta eon el punto antes mencionado ni justifican la apertura 
del veril rito. 1 
Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villeuas Basavilbaso — 

AbiSTÓBULO l>. AaÁOZ PE LAMADniD 
— PKIJRO AltKIlASTl'ltY — KlCAItDO 
t'oUi.MHUKS. 



ANTONIO MOSQUERA —sucesión— v, JUAN GARBERO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: BtqHmto* propioSm 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 



U rimmstancia de que el tribunal apelado califique los hechos invocados 
como fundamento de la conaeeucnHa jurídica perseguida por la demanda 



OLOR INDA PAZ v. RAMON PAZ POSSE t Otro 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita* Sentencia definitiva 

RrtolHcione, anteriores a la sentencia definitiva. Varia,. 

U resolución que desestima la oposición de la demandada a que la actora 
onl.nue fiando M beneficio de pobres que le ha sido acordado, no con Ji- 
tuje sentencia defm.hva en lo, términos del art. 14 de la ley 48, pues no 
causa afrravjo trrepnrnble, ni pone fin al pleito ni impide m continuación <*) 



O) 22 de juno. 
(3) £2 de julio. 



FALLOS DE LA CORTE SITPBEMA 



PARTIDO COMUNISTA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale* 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia u recunos. 

Las resoluciones que declaran improcedente un recurso para ante el tribunal 
de la causa no son susceptibles, como principio, de apelación extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Senteti-ia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Las resoluciones que admiten o deniegan medidas de prueba no revisten 
carácter definitivo, en los términos del art. 14 de la ley 48. La solución no 
vnría, aun cuando se invoque la garantía constitucional de la defensa en 
juicio u otro agravio federal, pues se trata de gravamen qae puede encontrar 
remedio en las instancias ordinaria» o ser objeto de consideración por la 
Corte en ocasión de la sentencia final de la causa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, Límites del pronunciamiento. 

El recurso extraordinario, deducido contra la resolución de la Cámara, no 
es susceptible de extenderse al auto de primera instancia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 

Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

La alcención de arbitrariedad no autoriza a prescindir de los extremos lega- 
les pan* la procedencia del recurso extraordinario. 

« 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Ernesto 
Uíudiei en la causa Señor Procurador Fiscal Dr. Francisco J. 
D 'Albora s ' cancelación do la personería electoral y disolución 
del Partido Comunista", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte las 
resoluciones que declaran improcedente un recurso para ante el 
tribunal de la causa no son susceptibles, como principio, de ape- 
lación extraordinaria —Fallos: '244: 12í> y lfil y otros— . 

Que, por otra parte, también es jurisprudencia que tnnto la 
denegación como la incorporación de prueba a los autos es punto 
cuya "solución no reviste carácter definitivo, en los términos del 
arL 14 de la ley 48 —Fallos : 243 : 498 ; 242 : 3ó ; 237 i 391 y otros—, 
A lo que debe añadirse qne la invocación de la garantía de la 
defensa o de otro agravio federal no varía la solución a adoptar» 
porque se trata de gravamen que puede encontrar remedio en las 
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instancias ordinarias o ser objeto de consideración por esta Corto 

Que el recurso deducido contra la resolución de la Cámara 
no es susceptible de extenderse al auto de primera instancia, a 
cuyo respecto no reúne las formas legales, ni resulta de lo e<- 
puesto, su deducción en término. 

Que por Último, la alegación de arbitrariedad no autoriza a 
prescindir de los extremos legales para la procedencia del recurso 
extraordinario —Fallos: 239: 392 y otros—. 

Por ello se desestima la procedente queja. 

Benjamín Villegas Basavtlbabo — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Othanarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Cqlombres. 



JUAN DOMINGO PERON y Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio» Cuestión fedemt it** 
t tañen federales simples. Interpretación de la* l^eTfeLalT 

Es procedente el recurso extraordinario si, habiendo*, cuestionado U Ínter- 
preWn de los arts V> y 29 de b ley 14.436, de amnistía, £ decidido en la 
causa mega e] derecho que el apelante funda en tales nomos, 

AMNISTÍA. 

WlMfM f - ia le> ' 14,4 ? 6 ' ñ an,nífitía ' no 3011 <*mm al delito de 
trainon a ln patria, ya que el nrt. 29 de la Constitución Nacional representa 
«n 1 nú* .«franqneable que el Congreso no puede desconocer o ^ZTl 
d.ante el ejercido de su facultad de conceder amnistías. 

LEY: Interpretación y aplicación. 

J? pim0n * ft en «' debate parlamentario reconocen parti- 

cular importancia con relación a la ley de amnistía 14.430, ellas no pueden 
conducir a la interpretación judicial al «tremo de dotar a una norma 
susceptible de ser interpretada en sentido favorable a su validez, de un 
alcance contra d.etono con la Constitución Nacional (nrt. 29) como ocurriría 
en el supuesto de admitirse la pretensión del recurrente de que dicha ley 
beneficia también al procesado por traición a la patria. 

LEY: Interpretación y aplicación. 

Al Poder Judicial le corresponde la función de interpretar las leves de b 
manera que mejor concuerde con las disposiciones constitucionales, salvo 
que b inteligencia opuesta sea palmaria. En consecuencia, cuando las pre- 
gones legales son lo suficientemente amplias como para abarcar ciertas 
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inaterins que están dentro del legitimo ámbito de la competencia del Con 
preso y otras que encapan a él, loa jueces, a fin de permitir la vigencia y 
asegurar la validez de la ley, deben interpretarla restrictivamente, aplicán- 
dola sólo n las materias comprendidas dentro de la esfera que es propia del 
Poder Legislativo, siempre que la norma interpretada Jo consienta. 

LEY: Inh rpreiariór, *j aplicación. 

Toda vez que. respecto de una ley quepan dos interpretaciones jurídicamente 
posible», bu de acogerse ta que preserva, no la que destruye. 

RECURSO EX TRAORDIXARiO: Requintos propios. Relación directa. Nor- 
mas r.rtrañtui al juicio. Hit posiciones camtilneionalei. 

Dado que la inexistencia del derecho a la amnistía del procesado por traición 
a la patriu, deriva del art. 29 de la Constitución Nacional, no ea admisible 
que. para alterar In conclusión denegatoria del beneficio, se citen otras cláu- 
sulas de la misma Constitución (arts. 1IJ, 18 y 31), ya que éstas, en todo 
caso, deben armón izarse con lo que aquélla prescribe especialmente sobre e. 
punto cuestionado. 

■ 

Díctame* del Proci-iudor Uenkhal 

Suprema Corte: 

Atento lo resuelto por V. E. en Fallos: 234: 16, conceptúo 
que corresponde confirmar la sentencia apelada en cnanto pudo 
ser materia del recurso extraordinario. Buenos Aires, 5 de no- 
viembre de 1958. — Ramón Lascaito. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de julio de 1960. 
Vistos los autos : "Perón, Juan Domingo y otros s/ traición", 

Considerando: 

1*) (¿uc, con motivo del requerimiento formu'ado por Juan 
Domingo Perón, quien solicitó se declarara extinguida la acción 
penal relativamente al delito de traición a la patria, qne se le 
imputa, invocando a ese efecto las disposiciones de la ley 14.436 
(escrito de fs. 1/7, punto 3* del petitorio), la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo de la 
Capital Federal confirmó la sentencia del Sr. Juez de Primera 
Instancia (fs. 12/15) y dispuso no hacer lugar "a la excepción 
de amnistía deducida" en orden "al delito previsto en el art 227 
del Código Penal" (fs. 28/29). 

2*) Que, contra ese pronunciamiento, el procesado ínter- 
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puso recurso extraordinario (fs. 31 '34), el que fué concedido 
(fs. 36). 

3*) Que, ai fundar su apelación, el recurrente impugna la 
inteligencia atribuida por el fallo a los arts. 1* y 2* de la ley 14.436. 
Sostiene, asimismo, que lia mediado desconocimiento de los arts. 
16, 18, 31 y 33 de la Constitución Nacional. 

4*) Que la primera de esas alegaciones debe estimarse pro- 
cedente, desde el punto de vista formal, toda vez que versa sobre 
la interpretación de normas federales (Fallos: 245: 455 y loa allí 
citados) y lo decidido en la causa niega el derecho que el apelante 
funda en tales normas. 

5 V ) Que, ello no obstante, es manifiesto que las pretensiones 
que el apelante expresa sobre el punto no son atendibles, con- 
forme a la doctrina que esta Corte estableció en el precedente de 
Fallos: 234: 16. De acuerdo con ella, entonces, corresponde de- 
clarar que los beneficios de la ley 14.436 no son extensivos a de- 
litos como el que motiva las presentes actuaciones, ya que el art. 
2ÍI de la Constitución Nacional — que categóricamente contempla 
la traición a la patria — representa un límite i ti franqueable que 
el Congreso no puede desconocer o sortear mediante el ejercicio 
de su facultad de concede- amnistías. 

6*) Que, en cuanto a las opiniones expresadas en oportuni- 
dad del respectivo debate parlamentario — que el apelante invo- 
ca — , si bien es cierto que reconocen particular importancia con 
relación a la ley de amnistía sub exmnhte, también lo es que ellas 
no pueden conducir a la interpretación judicial al extremo de 
dotar a una norma, susceptible de ser interpretada en sentido fa- 
vorable a su validez, de un alcance contradictorio con la Consti- 
tución Nacional. Al Poder Judicial, en efecto, le corresponde la 
función de interpretar las leyes de la manera que mejor con- 
cnerde con las disposiciones constitucionales* salvo que la inteli- 
gencia opuesta sea palmaria (Fallos: 200: 180; asimismo: Fallos: 
14: 425; 105: 22; 112: 63, entre otros). Es lícito, entonces, aceptar 
la regla de jurisprudencia con arreglo a la cual, cuando las pre- 
visiones legales son lo suficientemente amplias como para abar- 
car ciertas materias que están dentro del legítimo ámbito de la 
competencia del Congreso y otras que escapan a él, los jueces, 
a fin de permitir la vigencia y asegurar la validez de la ley, deben 
interpretarla restrictivamente, aplicándola sólo a las materias 
comprendidas dentro de la esfera que es propia del Poder Legis- 
lativo siempre que la norma interpretada lo consienta, como en 
el caso acontece. En otras palabras: toda vez que respecto de una 
ley quepan dos interpretaciones jurídicamente posibles, ba de aco- 
gerse la que preserva, no la que destruye (Fallos: 242: 73, último 
considerando; véase también: Corpas Juris Secundum, ed, 1956, 
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vol. lG t p, 382, nota 13; opinión del Juez Carroso, exponiendo la 
doctrina de la Suprema Corte de loa Estados Unidos, en el caso 
"Hopkins Federal Savings and, Loan Assoeiation et al. v. Cleary 
et al.", 2% US 315, 334). 

7*) Que los restantes agravios espuestos como fundamento 
del recurso, tampoco son atendibles. El aserto de que han sido 
violados los arts. 16 y 18 de la Constitución Xacíonal debido a 
que la Cámara " desconoce la efectividad de un derecho estable- 
cido por ley de la Nación, en los términos del art, 31 de la Consti- 
tución Xacíonal", equivale a reproducir, bajo una forma distinta, 
el agravio concerniente a la interpretación de la ley 14.43(i, o sea 
que supone introducir una cuestión que no guarda relación inme- 
diata y directa con las cláusulas constitucionales invocadas. 
Además, la inexistencia de derecho en el apelante deriva del art. 
2íi de la Constitución Nacional y, por tanto, no es admisible que 
para alterar la conclusión adoptada se citen otras cláusulas de la 
misma Constitución, ya que éstas, en todo caso, deben armonizarse 
con lo (pie acpiélla prescribe especialmente sobre el punto cues- 
tionado. 

ft*) Que, por últ*imo T las consideraciones que se aducen 
aceren del alcance del art. 227 del Código Penal, no solamente 
son extrañas al incidente de amnistía en que se concedió el recurso, 
sino que recaen sobre cuestiones ajenas a la competencia que esta 
Corte ejerce en la instancia extraordinaria. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del 
recurro extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Amstóbulo I). Aráoz de Ijamadrid 
— Luis María Roffí Boooero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
RASxrRY — Ricardo Colombres. 



(UNTO HIPOTECARIO NACIONAL v. PROVINCIA m ENTRE RIOS 

.fPRlSniCClON Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Competencia ori- 
ifinaria de la Corte Suprema. Cama* rn que en parte tina provincia. Cansas que 
tersan sohre niestiontt fe&eralet* 

En las pansas que versan sobre puntos regidos por la Constitución Nacional 
f en que es parte una provincia, por aplicación de lo dispuesto en los Arta. 
100 y 101 de aquélla, la competencia originaria de la Corto Suprema 'urge 
con preseindencia de la nacionalidad o vecindad de las partea. 
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JURISDICCION 1' COMPETENCIA: Competed nacional. Competencia ori- 
ginaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte una provincia. Cansa* que 
versan sobre cuestiones federales. 

La Corte Suprema es competente para conocer originariamente en la demanda 
entablada por el Banco Hipotecario Nacional eoutru la Provincia de Entre 
lííou, por repetición fie U» pagado en concepto de contribución directa, fun- 
dada en que la ley :t:Ut4 lucid aplicada sobre inmueble» de au propiedad, 
afectados a planea de colonización, vulnera a la ley orgánica de ln institución 
actora y a los arta. 2S, :il y t>7, inc. lli, de la Constitución Nacional. 

Dictamen del Procurado» Oenehal 
Suprema Corte: 

La provincia demandada, invocando lo dispuesto por el art. 
52 de la Carta Orgánica di>l Banco Hipotecario Xacionu(decrutei- 
ley 18.128/57 —ley 14.467 — ) que establece que cuando esc Banco 
sea actor en juicio, la jurisdicción nacional será concurrente eon 
la de la justicia ordiun- la de las provincias, opone ln excepción de 
incompetencia de jurisdicción originaria do V. E. para conocer 
cu esta causa. 

Sostiene asimismo la accionada que el actor es vecino de esa 
provincia, donde se baila establecido eon sus propias autoridades 
loeales, por lo que no resulta aplicable el art. I 9 de la ley 48, in- 
vocado por el Banco Hipotecario en su demanda, por lo cual el 
tribunal competente para conocer en el presente juicio sería el 
juez federal de Paraná, sin que ello implique, ni por hipótesis, 
descartar la competencia de los jueces provinciales. 

Al respecto, cabe advertir que la demanda de fs. 63 pretende 
la repetición do lo abonado en concepto de un impuesto, cuyo co- 
bro, según se afirma, ha sido efectuado en contra de lo dispuesto 
por una ley dictada por el Congreso de la Nación en uso de sus 
facultades constitucionales. 

Por ello y por tratarse de una causa que versa sobre cuestio- 
nes federales y es parte una provincia, la competencia originaria 
de esa Corte surge, por aplicación de los arts. 100 y 101 de la Cons- 
titución Nacional, por la reunión de dos requisitos: la materia, 
reservada u la justicia nacional (art. 100), y la persona, la pro- 
vincia, cuyos asuntos deben ventilarse necesariamente ante esa 
Corte (art. 101) ya cuyo fin resulta innecesario determinar si el 
actor es vecino o no de la accionada (conf. Fallos: 240: 210). 

En consecuencia, opino que corresponde desestimar la excep- 
ción opuesta por la provincia demandada, Buenos Aires, 15 de 
junio de 1960. — Ramón, Lasca ho. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de julio do 1960. 

Vistos los autos: "Banco Hipotecario Nacional c/ Entre Ríos 
la Provincia de s/ repetición". 

Y considerando: 

Que como lo señala el dictamen procedente del Sr. Procurador 
General la demanda deducida en los «utos tiene fundamentos de 
orden federal, como son las disposiciones de la ley onránica del 
Banco iietor y W arts. i>8, 31 y <i7, iuc. 10 de la Constitución Na- 
l iona] tumbu'u invocadas por aquél. 

t¿ue siendo ello así, atento lo dispuesto por el art. 101 do la 
Constitución Nacional y con arreglo a la jurisprudencia do esta 
Corte, —Fallos: 240: 310 y otros— la excepción opuesta debo ser 
desechada. 

Por ello se desestima la excepción opuesta a fs. 71), debiendo 
contestarse derechamente la demanda en el término legal. 

AlUSTÓlU LO D. AuÁOÜ P£ I ¿A MADRID — 

Luis María Bokei Bogo tito — Ju- 
lio O Y 1IASTA11TE PRDHO AbERAS- 

TURY. 



REINALDO MALi! A PISEIRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rrqmaüoa propio*. Cuestión federal. Cues- 
tionen federales ¡timplm. interpretación tfr Uta It'if* fnteraírit. Leyes federóles de 
carácter provenat, 

Im atinente n 9u forma y trámite <!••] ie<'ursu establecido por «1 decreto-ley 
(¡(¡IHi/fw, sobre EsUtut» del Personal Civil di" la AdmiiiiHtnH'tón Pública 
Kaciotisl, es problema do proeedimienlo ajeno n la npelndón extraordinaria. 

Dictamen del Pikh ntAnoR Geneiial 

Suprema (-orto: 

Kl señor Reinaldo Marta Piñciro, invocando lo dispuesto por 
tos arts. 24 y 25 del decreto-ley G6CG/57, se presentó ante la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Oontonciosoadim- 
nistrativo, recurriendo contra el decreto del Poder Ejecutivo Na- 
cional D480/57, que al aceptar su renuncia al cargo de Oficial 
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Mayor del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública, sig- 
nificó, según se afirma, una cesantía de hecho, en razón de tra- 
tarse de una renuncia M inexistente " (fs. 1 de los autos principa- 

Requeridos por dicho tribunal los expedientes administrativo-) 
referentes al peticionante, el nombrado Ministerio le remitió co- 
pias autenticadas de actuaciones producidas por las distintas Di- 
recciones de esa Secretaría de Estado en los expedientes 121 375/ 
.'j7 ; 121.380/57 y 3762/58, manifestando no poder enviar copia de 
la renuncia del ex-agente, por cnanto la misma obraba en el último 
de esos expedientes, el que, al igual que los demás "aún. no han 
podido ser localizados" (fs. 45). 

_ De ias copias autenticadas referidas, resulta que el señor 
Piñeiro presentó su renuncia — cuyos términos se transcriben a 
fs. 24 — el día 15 de febrero de 1957, originando el expto. 120.372/ 
57, cuyo archivo se dispuso el día 17 de julio de ese mismo año, 
por providencia del entonces Director Nacional de Asistencia So- 
cial, en cuya Dirección aquel se desempeñaba (fs. 30). Asimismo 
surge que esa providencia fué testada y posteriormente, mediante 
telegrama colacionado n* 747 de fecha 26 de julio de 1957 se le 
comunicó al recurrente la aceptación de su renuncia (fs. 30 in fine 

y 31). 

Sostiene el señor Piñeiro en su presentación ante la Cámara 
(fs. 2, ap. 11) y ello está corroborado a fs. 3tí, que el día 30 de 
ese mismo mes y año solicitó revocatoria del acto de aceptación 
de su renuncia, al parecer efectuado por Resolución o Disposición 
interna, el que posteriormente se dispuso por el decreto 9480 de 
fecha 13 de agosto de 1957 (copia de fs. 43). 

Si bien es cierto que el interesado, en su presentación ante 
la justicia, manifestó recurrir contra ose decreto, que le fué no- 
tificado el día 20 de ese mismo mes y año, según así lo afirma (fs. 
2, ap. 12), no lo es menos también que anteriormente y a raíz del 
telegrama colacionado referido, recibido el día 27 de julio, pre- 
sentó el pedido de revocación de esa medida, al tercer día de esa 
fecha. 

En tales condiciones, y teniendo en cuenta la falta de la re- 
nuncia y de las actuaciones originales, vinculadas con la misma, 
considero que la desestimación in Umine del recurso deducido ante 
la Cámara et día 14 de maj . de 1959 (cargo de fs. 3 vta.) por con- 
siderar que el mismo lo fué fuera del término de treinta días 
provisto por el art. 25 del Estatuto del Personal Civil de la Ad- 
ministración, no se ajusta a las constancias de autos y vulnera ]a 
garantía constitucional de ln defensa en juicio, invocada como 
fundamento del recurso extraordinario deducido contra la reso- 
lución de fs. 47. 
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Opino, por lo tanto, que corresponde hacer lugar a la queja 
y revocar el pronunciamiento apelado, en cuanto ha podido ser 
rnatcria de recurso. Buenos Aires, 19 de julio de 1960. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de julio de 1960. 

Vistos los autos: •* Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Piñeíro Reinaldo María %/ decreto-ley 6666/ 
57 liara decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que lo atinente a la forma y trámite del recurso establecido 
por el decreto-lev 6666/57, es problema de procedimiento, cuya 
solución no da lugar a recurso extraordinario como esta Corte 
ha tenido ocasión de establecerlo en los autos "Lobo, José Luis 
— sentencia de 22 de julio del año en curso—. 

One los fundamentos de la resolución de fs. 47 son, en conse- 
cuencia, de carácter procesal, que igualmente reviste la denega- 
toria de fs. 52. Ninguna, por lo demás, ha sido impugnada por 
razón de arbitrariedad. , 

Que por otra parte resulta de las constancias de autos que 
las gestiones realizadas por el recurrente en el orden administra- 
tivo, las unas -fs. 24/26; 38/40- son de iniciación anterior al 
decreto 0480/57 impugnado. Y otras -h. 30/31/37- lo han s.do 
después del término del art. 25 del decreto-ley 6666/»7 — contr. is. 
44 v mm v escrito de fs. 1—. En tales condiciones, la conclusión 
a que llega el auto de fs. 47 no admite descalificación como acto 
judicial y los principios constitucionales invocados carecen de 
relación directa con lo resuelto. 

l»or ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Ahistóbulo D. Akáoz de Lamadwd — 
Julio Oyhanaute — Pédro Abe- 
rastuhy — Ricardo Colombues. 
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JUAN" CAMFOY FERNANDEZ v. DIARIO "LA LIBERTAD" 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Sen- 
tencias ron fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos d* 
hciho. 

No procede el recurso extraordinario, basado en la violación de la defensa en 
juii-io, cuando lo resuelto tiene fundamentos de hecho y de derecho común y 
procesal suticicutes para sustentar el pronunciamiento. Tal es lo que ocurro 
eu el caso en que, requerida ia nulidad de lo actuado porque la notificación 
de la demanda se habría diligenciado con quien ya uo era representante legal 
de la demandada, tal nulidad es rechazada en virtud de que la noticia del cese 
de sus funciones llegó a conocimiento del apoderado con posterioridad a la 
notificación que se cuestiona { l ). 



PEDRO ECHENIQUE SOSA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cue*tion*t no federales. 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la errónea aplicación 
del art. 41, inc. 2» t del decreto-ley 29.375/44 —ley 12.913— si la sentencia 
recurrida, no impugnada de arbitrariedad, se funda sustancialmente en cir- 
cunstancias de hecho y prueba suficientes para sustentarla, e irrcvisihles en 
la instancia extraordinaria, como son las referentes a los ingresos pecunia- 
rios y a la capacidad física del padre del solicitante de la excepción militar. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formales. Introducción de ta cues- 
lión federal Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario. 

Es extemporáneo el agravio vinculado a la extensión de los términos legales 
a circunstancias ajenas a la situación económica del padre del recurrente íart. 
41, inc. 3?, del decreto-ley 29.375/44 —ley 12.913—), articulado sólo en el 
escrito de interposición del recurso extraordinario. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de julio de 1960, 

Vistos los autos: "Pedro Echenique Sosa s/ excepción del 
servicio militar". 

Considerando: 

1 T ) Que la sentencia de la Cámara — fs. 50—, que r vocó la 
de primera instancia, desestimó el pedido de excepción militar 
formulado por don Pedro Echenique Sosa, por considerar que, 



(>) 29 do julio. Fallón 243: 110; 244: 190. 
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de acuerdo con las constancias de autos, el padre del solicitante 
cuenta con ingresos pecuniarios para subvenir a sus necesidades ; 
que la disminución de su capacidad física estimada en un cincuen- 
ta por ciento no le impide realizar tareas de dirección en su acti- 
vidad de contratista de viña ; y que sus recursos le permiten tomar 
un asalariado en reemplazo del hijo cuando éste se incorpore 
al ejército. 

-') Que, contra este pronunciamiento, el defensor ad hoc 
del solicitante interpuso recurso extraordinario a fs. 52, alegando 
la errónea aplicación del art. 41, ine. 3* del decreto-ley 29.375/44 
—ley 12.913 — por cuanto, adujo, que *' único sostén de padre 
impedido" en la expresión legal, comporta, además de ayuda eco- 
nómica, una acción de apoyo moral y de protección al padre, tal 
como ocurre en la presente causa. 

3*) Que, como resulta de lo señalado en el considerando pri- 
mero, la sentencia recurrida, no impugnada de arbitrariedad, se 
funda sustaiici alíñente en circunstancias de hecho y prueba sufi- 
cientes para sustentarla y que son irrcvisibles en esta instancia 
extraordinaria de acuerdo a reiterada jurisprudencia (Fallos: 
246: 117 y sentencia de fecha 17 de junio de 1960 dictada en la 
causa "Stnatra, Enrique P. s/ excepción de servicio militar"). 

4 T ) Que, por lo demás, el argumento que se pretende de 
carácter federal vinculado a la extensión de los términos legales 
a circunstancias ajenas a la situación económica del padre del 
recurrente (ine, 3% art. 41, del decreto-ley 29.375/44 --ley 
12.913 — ), resulta extemporáneo por haberse articulado sólo en 
el escrito de interposición del recurso extraordinario. 

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 54 vta. 

AitisxóhuLO D. Aráoz de La Madrid — 
Luis Mauía Boffi Boogero — 
Julio Oyhanarte — Ricardo Co- 
lombhes. 



XORBBRTO FOROLIVIO PEREYRA v. DONATO BUENVECINO 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitma. 
Resolución** anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Jfo constituye sentencia definitiva, en lo» términos del art. 14 de la ley 48, 
ln que desestima la excepción de falta de personalidad del netor, aun cuando 
ésta aparezca bnsada en la supuesta inconstitucionalictad del art. 37 de la 
ley 2415 de Santiago de] Estero, al que se imputa ser contradictorio con 
los preceptos que sobre la materia contiene la legislación civil. Ello, porque 
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«sUtir .1 intmsado postenor tutela del derecho que pned* 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

ía^fa dTart Í4 "l™™ de •** "» « recurrible 

r otn P""* 8 » b doctrina de Palios: 117. 7. iw¡. 1» „ i<w. 
535, entre otros, qa e V. E. mantuvo u°?a ve mas .1 contorné 

etlMWo SSSSffíírWf «» de >» considerarse improcedente 
Sj.t^l fs - « Corresponde, pues, declararlo „,! 

ZZt.Lt. 40 - Uen ° 9 A,re8 ' 26 de n0TÍembr<! * "59- ~ 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de julio de 1960. 

Buenos *5 ? ÍO *Á " Per< * rfl > Xmtem Forolivio o/ Donato 
üuen vecino s/ despido, preaviso, vacaciones, etc.". 

Considerando: 

k «eepeión de falto ^.««íl^»^^ 

2*) Que la aludida excepción ae fundó en el are-.imPT.tn h» 
qne el actor, con arreglo a las manife.taeiones por SKSmS 
en el acta respectiva (fe. 1), era menor de edad dSÍ 
otorgar poder especial a quienes lo representTn en el S v 

n^ir " p-M civiI par * ™»^™ sBtt 

• j .*' Pronunciarse en nn caso aue suarda 
simUrtud con el de autos, esta Corte declaró quTpfoñunciCent™ 

tívJ ™% nl ™\ I * tt ^*> n0 constituyen 

ti va, conforme al alcance que a tal expresión cabe asitmar « 1 1™ 

aun cuando, como aquí acontece, la falta de personalidad ategX' 
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por el apelante aparezca basada en la supuesta incoiiatituciona- 
lidad de la ley procesal local (art. 37 de la ley 2415 de Santiago 
del Estero), a la que se imputa Ber contradictoria con los precep- 
tos que sobre la materia contiene la legislación civil. 

4') Que ninguna influencia corresponde atribuir, en la espe- 
cie, a la circunstancia de que la excepción baya sido dirigida 
contra el único demandante, a diferencia del precedente citado, 
una de cuvas particularidades consistió en que la falta de perso- 
nalidad sólo se adujo respecto de "algunos de los actores . Por- 
mie. en definitiva, ia naturaleza del auto recurrido, de la que 
resulta la improcedencia de la apelación, está determinada por el 
hecho de que él no pone fin al pleito ni hace imposible sil i conti- 
nuación, y tampoco obsta a la posterior tutela del derecho que 
pueda asistir al interesado (Palios: 244: 79). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador ue- 
neral, se declara improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido 'a fs. 40. 

Abistóbulo D. Aráoz de Lamadbid — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abb- 
bastury — Ricardo Colambres. 



JUAN CARLOS VALZOBIO v. FRANCISCO LOPEZ RAMOS 

RECURSO EX TRA ORD1SA RIO: Requisitos formales. m&#É?M*ñ£* 
tión federal, Oportunidad. Planteamiento en el fíenlo de mterposuzón del rt 
curdo extraordinario. 

Es «temporánea 1* cuestióo federal que M bace consistir en J^lf ^^g 
y 54 de la lev 3480 de 1. Provincia do Santa Fe son viólatenos de U garantía 
eonttítñeional de la igualdad, «i la sentencia apelad, fué «nf.rm.tona de la 
dTíSSS instancia y el agravio aparece planteado en el esento de inter- 
posición del recurso extraordinario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y aararntía». Defensa en juicio. P o- 

tedimiento y sentsneia. 

Si la lev nrocesal (la tí» 3480 de la Provincia de SanU Fe, tn el caso» 
Lltu Vedado a contesUr la demanda y ofrecer su ¡*^"* 
oíasion que ella preceptúa, bajo sanción de considerarlo rebelde y dictase 
2Sfc*L «níglo a las pretensione* del ^.^"73* 
tal facultad en el estadio oportuno toma inadmisible el agravio J^dado 
en privación o restricción .uataneU de 1. defensa en juicio. En todo «ao, 
nabíí" ÜUido incuria procesal del interesado y no desconociente jui* 
diccional de garantías eonstitoeionale*. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Las cuestiones que articula el apelante como de orden fede- 
ral eran previsibles —en razón de no haber comparecido el de- 
mandado a la audiencia fijada para el día 22 de abril de 1958— 
desde el momento mismo en que fué notificado de la sentencia 
de fs. 8 (ver fs. 9), por lo que aquél debió plantear debidamente 
el caso federal en la primera oportunidad nroeesal en que pudo 
hacerlo» luego de dicha notificación, es decir, en el escrito de fs. 10. 

Por ello, debe reputarse tardía la introducción posterior de 
dichas cuestiones (Fallos: 233: 28, entre otros). 

El recurso extraordinario intentado resulta, pues, improce- 
dente y, en consecuencia, correspondería declarar mal concedido 
a fs, 42 dicho recurso. Buenos Aires, 8 de junio de 1959. — Ramón 
Lascauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Valzorio, Juan Carlos c/ Francisco López 
Ramos s/ cobro de pesos". 

Considerando : 

l 9 ) Que en atención a la ausencia injustificada del deman- 
dado a la audiencia decretada a fin de que contestara la demanda 
que le promovió don Juan Carlos Valzorío y ofreciera la prueba 
que creyere pertinente, el juez de primera instancia, con funda- 
mento en los arts. 48 y 54 de la ley provincial 3480, condenó al 
recurrente al pago de la suma reclamada por el actor (fs. 8). Su 
decisión fué confirmada por el tribunal de grado —que reajustó 
el monto de la condena— y, contra este último pronunciamiento, el 
demandado interpuso recurso extraordinario, aduciendo la incons- 
titucionalidad de la ley 3480 de la Provincia de Santa Fe. 

2*) Que sostiene el recurrente que dicha ley, en la cual se 
fundó la sentencia, al establecer que la no concurrencia a la 
audiencia designada para contestar la demanda faculta al jue* 
para tener por ciertos los hechos invocados por el actor, consti- 
tuye una privación del derecho de defensa consagrado por la 
Constitución Nacional, al tiempo que significa otorgar a éste un 
trato preferencial en perjuicio del demandado, violándose así la 
garantía constitucional Je la igualdad. 

3*) Que el agravio fundado en el principio de igualdad ante 
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la ley resulta extemporáneo y debe desestimarse por haber sido 
planteado en el escrito de interposición del recurso extraordina- 
rio, lo que supone reflexión tardía, habida cuenta de que la 
sentencia apelada fué confirmatoria de la de primera instancia 
(Fallos: 237: 363; 236: 184 y otros). 

4") Que, a su vez, la cuestión federal referida a la garantía 
constitucional de la defensa en juicio, esgrimida por el recurrente 
al expresar agravios ^fs. 22/26), si bien no es objetable en cuanta 
a la oportunidad Ú* m planteamiento, ya que fué expresamente 
considerada y resuelta por el a quo en sentido contrario a las 
pretensiones del recurrente (doctrina de Fallos': 188 : 482; 135: 
166, entre otros), también debe ser desestimada conforme a reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte. En efecto, si la ley procesal 
impugnada faculta al demandado a contestar la demanda y ofre- 
cer su prueba en la ocasión que ella preceptúa, bajo sanción de 
considerarlo rebelde y dictarse sentencia con arreglo a las pre- 
tensiones del accionante, el no ejercicio de tal facultad en el esta- 
dio procesal oportuno torna inadmisible el agravio fundado en 
privación o restricción sustancial de la defensa en juicio (Fallos: 
239 : 357 y otros). En todo caso, habría existido incuria procesal 
del interesado y no desconocimiento jurisdiccional de garantías 
constitucionales (Fallos: 243: 354). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 42. 

Aristófulo D. Aráoz de Lamadmd — 
Julio Othakarte — Pedro Abe- 
rastüby — Ricardo Colombres. 



HAYDEE VAZQUEZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federal** simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales 
de carácter procesal. 

ha Atinente a la extensión de ta competencia otorgada a La Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 11.236 cu materia procesal 
y, en principio,, propia de loa jueces de la cansa. 

En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario deducido contra 
la sentencia de la Cámara, que desestimo el pecoreo interpuesto contra la 
resolución del Instituto Nacional de Previsión Social en razón de que lo 
resuelto por éste eran cuestiones do hecho y prueba, ajenas al precepto 
citado, A lo que cabe agregar que los agravios expuestos aparecen sustan- 
cialmente dirigidos contra la resolución del Instituto y no contra la sentencia 
de la Cámara, que Be limitó a desestimar el recurso por razones procesales, 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte; 

a ^§^ÉM 8? *¡ concedido 

v ajena en SfSS^ y 1>r ? eba ,a materia dyI 

ley 14 236 WPSW!!iaW *! a ltta Pasiones del art. 14 de la 

haJ¿£ ci ™un*tajieÍHs del pásente caso no permiten, a mi juicio 
hacer exeepe.on al principio de la irrcvisibilidnd de mwúMw 
de dec.siones por la vía del remedio federal intentado * 

la ifefe i ' l " l, ' oc . íe ' uí ? ?» «I wntir de fundamento bastante 
la i tacha de arbitra nedad imputada al fallo, entiendo, en con 

orS'^ ? n ??r^ Uedíliar " ,al el recm-so extrí- 

BUen ° 8 AÍreS ' * « «ft» de 1959. - 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de julio de 1960. 
Vistos los autos: "Vázquez, Haydée s/ solicita jubilación». 
Y considerando: 

art 14 d P Q ?« ll t i Í > o™ 1 -\ qU ° de f stimó a fs - 136 el recurso del 
rt. 14 de a ley 14,236 interpuesto por la recurrente contra la 
decisión del Instituto Nacional de Previsión Social que? cTf £ 

Zet a r Zt- ,t °/, 0, ¡¿ Ii ^ aja rCSpeCtÍVa ' Hí » uidó haberes de 
a.juella a partir del 18 de mayo de 1955, fecha que estableció 

T¡lLt el ~ * * loe efectos de la 

frnMo on Z. jn - ' Int0r í° 8 T reSpondÍentGs - El pronuíciamS 
traído en apelación ante esta Corte consideró improcedente el 

tfZ ^r^f ' por tratarae 10 ^suelto por el infen^d^es 
ÍZTnJí Jfho y prueba ajenas al remedio normado P o? el 
citado art. 14 de la ley 14.236. 1 

«rAiTJ- Q nc ^ ™ eurr ente f «nda exclusivamente el recurso extra- 

oue nabnaílr d °/ a r ^ Corte ™ ,a arbitrariedad » 
2nr h«¿ in ?"7 ldo lfl ! sentencias de la Cámara y del Instituto 
Ca a d ° Ia P™ba que aportara ante la 

Laja respectiva para demostrar que el "cese de actii^H™» 
se produjo en fecha 24 de noviembre de m y no eíS 18 
de mayo de 1955 como se resolvió en sede a^Ls^iv^ 18 
a ) Wue, en tales condiciones, los ariftimentos del anclante 

reueraaa de esta Corte que las decisiones del tribunal de alzada 
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que declaran improcedente un recurso deducido para ante él son 
extrañas al remedio excepcional del art. 14 de la ley 48 t, Fallos: 
245: Ü8 y otros) y que lo atinente a la extensión de la competencia 
otorgada a la Cámara a quo por el art. 14 de la ley 14.236 os 
materia procesal y, en principio, propia de los jueces de la causa 
(doctrina de Fallos: 242; 55). Por lo demás, en el caso, los agra- 
vios de la recurrente aparecen sustancíalmente dirigidos contra 
la resolución del Instituto y no contra la sentencia de la Cámara 
de t's. 136 que se limitó a desestimar el recurso por razones 
procesales. 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara improcedtmtfi él recurso extraordinario concedido a 
fs. 140. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristón ulo D. Aráqz de Lamadrid 
— Julio Oyhanaktb — Kicardo 
Colambres. 



AAHON MATIAS WOLUHKl y Ot«0 

RETRO ACTIVIDAD. 

Es improcedente el agravio fundado en la supuesta violación del art. 211 
de la Constitución Nacional de 1949, que prescribía 1» retroachvidad de la 
Uv penal mis benigna, m dicha norma había dejado de tener vigencia jurí- 
¿iCBi tanto n la fecha del decreto-ley 2186/57, invocado como norma má* 
benigna, como a la época de aplicarse la multa por infracción r.l art. M do 
la ley 13.581 y de dk-tnrse la sentencia confirmatoria de la sanción. 

RECURSO E XTRA O RDÍSA RIO; Requisitos formales. Introducción de ía cm*- 
tión federal Mantenimiento. 

Si el agravio fundado por el apelante en el acogimiento a loa beneficios d*l 
decreto-ley 7T2/5C aparece rechazólo en sede administrativa y no fué man- 
tenido en la apelación ante el jue)í. que no lo consideró, su alegación al inter- 
poner el recurso extraordinario resulte extemporánea. 



Dictamen del Procurador Gejterat, 

Suprema Corte: 

Mi principio de la retroaetividad de la ley penal más benigna 
no tiene jerarquía constitucional, a diferencia del nue proclama 
la irretroactividnd de la ley más severa (art. 18 de la C. N.). 
El primero se halla sólo establecido en el art. 2* del C. Penal, 
y es aplicable a las infracciones previstas por leyes especiales en 
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cuanto éstas no dispusieran lo contrario (art. 4» del mismo Códi- 
go). Tal excepción es precisamente la que juega en autos, pues 
tanto el art. 1» de la ley 13.492 como el art. 2* de la ley 14.440 
—que no han sido tachados de inconstitucionalidad por los recu- 
rrentes— excluyen estt tipo de sanciones de las disposiciones 
generales del Código Penal, declarando expresamente que ellas 
son de carácter no penal, con la clara finalidad de exceptuarlas 
de las norma s contenidas en el art. 2 V de dicho Código. 

A lo expuesto cabe agregar que en ningún caso podría apli- 
carse el art. 29 de la Constitución de 1949, invocado por los ape- 
lantes so pretexto de que se hallaba en vigencia en el momento 
de cometerse la infracción. Las disposiciones de la Constitución 
derogada carecen, en efecto, de ultraautividad, y no es posible 
referirse a ellas al resolver causas que deban ser juzgadas bajo 
el imperio de la Carta vigente, pues, obvio es señalarlo, las nor- 
mas de esta última son, por antonomasia, de orden público, y 
rigen obligatoriamente desde que fueron restablecidas. 

Estimo, pues, que corresponde confirmar la decisión recu- 
rrida cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. 
Kueno* Aires, 5 de febrero de 1959. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bnenos Aires, 29 de julio de 1960. 

Vistos los autos: "Woloski, Aaron Matías y José Salomón 
8/ apel. Cam. de Alquileres". 

Considerando : 

P) Que la sentencia del a quo, confirmatoria de la dictada 
por el órgano administrativo, impuso a los recurrentes una multa 
de m$n. 180.000 por haber infringido lo dispuesto en el art 34 
de la ley 13.581. 

2*) Quo los apelantes, al interponer el recurso extraordina- 
rio, formulan los siguientes agravios: 1*) La sentencia en recurso 
viola la garantía de! art. 29 de la Constitución Nacional de 1949, 
vigente al tiempo de la comisión de la infracción, por cnanto la 
conducta prevista por el art. 34 de la ley 13.581 dejó de ser puni- 
ble al tiempo de dictarse esa sentencia por virtud de lo establecido 
por el art. 34 del decreto-ley 2186/57, que derogó aquella ley ; 
2') El acogimiento a los beneficios del decreto-ley 772/56 sobre 
condonación de sanciones, solicitado a fs. 67, hizo imposible la 
aplicación de la pena impuesta a los recurrentes. 

3») Que el agravio vinculado al art. 29 de la Constitución 
de 1949 resulta notoriamente improcedente. En efecto, dicha 



■ 
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norma constitucional había dejado de tener vigencia jurídica, 
tanto a la fecha de dictarse el decreto-ley 2186/57 invocado como 
norma más benigna, como a la época de dictarse la resolución 
de fs. 71 y la sentencia recurrida. El texto citado resulta, por 
tanto, irrelcvante a los efectos del juzgamiento de la causa y del 
presente recurso, y así se declara. 

4 f ) Que, en cuanto al agravio fundado en el acogimiento 
a los beneficias del decreto-ley 772/56, formulado a fs. 67, el mis- 
mo fué rechazado por razones de hecho y prueba —resolución 
administrativa de fs. 71 (ver fs. 70 y vta.) — y no fué mantenido 
en la apelación ante el a quo (fs. 88), que no lo consideró. En 
tales condiciones, su alegación al interponer el recurso extraordi- 
nario resulta extemporánea (Fallos: 236: 31; 237: 272; 239 : 454, 
entre otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. í)8 vta. 

Benjamín Villegas Basavilraso — 
Abistóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Pedro Aberastury — Ricardo 

OOLOMBRES. 
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ACUERDOS 




CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES. OTORGAMIENTO 

DE LICENCIAS 

En Buenos Aires ,, los 12 dúm del mes de agosto del año 19H0, reunidos en 

Inatiri. i' r? ; M í nbu,,a ^ 1 S ™»* J «- »™ * ln Corte Supr de 

Justina de U WiÓn, Doctor Don Aristóbulo D. A rúo* de taiiiadfíd v los 

Don Pedro Aberastü» y Don Ricardo Colombres, ,on «dteneia del Señor Procu- 
rador General de la VnciÓn, Doctor Don Ramón Usn.no. 

Considera ron: 

í?' 1 "" 1 ™ N " ri «»l Apelaciones en lo Civil, mediante olido de fecha 
-0 de jttlio úl ..no -cxpdtc. de Superintendencia 1Ü7I/GU-, ^licita de esta Corle 
7 Z" "7 , P " s, l b,li,i,id dc """Kfirar las disposiciones regla.iicntnrks vigentes 

Sí í S SÍT^S * ~ 9 3t ' e ° n ' 3 P™"™^ ^ cámara para conceder 
Ueen0as al persona] de ellas. Fúndase la solicitud en las disposiciones de la 
recente acordada do esta Corte (17 de junio último) en la que se ha facultado a 
los Secretarios de la Corte Suprema para conceder licencias a su personal v al 
ue los organismos de la inmediato dependencia del Tribunal basta el término dc 
■punce días en tanto los presidentes de cámara pueden ser autorizados i>.u« 

de"¡T¿8 Aía3 ' C °' n ° 10 dÍSp ° nía b m '° r<Ia,í " & :! (1 " 

Que la referida ampliación de facultades a los Secretarios del Tribunal per- 
sigue ,,lm,r la labor de la Corte Suprema y del Seño*- Presidente en materia de 
becunas emendo en eucntn el elevado número de empleados de la dependencia 
directa «leí Tribunal, desde que la Corle no sólo ejerce superintendencia inme- 
Ojiita «obie el propjo, sino también sobre el numeroso perennal de diversos orga 
üismos: Intendencia, Alcaidía, Dirección Administrativa v Contable, Oficina de 
Mandamientos v NVÜicaciones, Cuerpos Técnicos Periciales y Obra Social del 
rnder .Judicial. Asimismo, túvose en cuenta la múltiple labor que para el Tri- 
bunal y, partienlnrmente pnra el Señor Presidente, importa el ejercicio de la 
superintendencia sobre los tribunales y ministerios públicos de todo, los fueros 
que integran la Justicia National ile la Capital y la Federal con asiento en el 
interior. 

Que, ello no obstante, el Tribunal no estima medie inconveniente substancial 
para acceder a la ampliación de facultades que se solicita. 

Resolvieron : 

Modificar en la forma que a continuación se indica la disposición de la 
Acordada de 17 de junio último —inciso 1— referente al art. 9*. inc. a) dc la 
Acordada de 3 de marzo de 1958 -Fallos: 240: 107- : «Las Cámaras de Apela- 
nones conocerán Asimismo de las licencias: a) De su propio personal, sin per- 
juicio de I* facultad que al respecto puedan acordar a su Presidente para 
otorgar licencias hasta quince días". 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
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Tudo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrad? 
mi el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Aristohulo D. Aráoz mt 
Lamadhip — Luis MahÍa Bofvi Boghero — Julio Oyhanahtk — Pedro Aht- 
rahtibv — Ricakiw Coloubre» — Ramón Lasca vo. — Jorge Arturo Perá 

{Secretario). 



TRASLADO DE LA SECRETARIA ELECTORAL 

En Buenos Aires, a lo» 24 días del mee de agosto del «ño líHiO. reunidos eu 
I» Sal a fie Acuerda* del Tribunal, el Señor Presidente de Id Corto Suprema de 
Justif ;n de 1a Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilhaso, y los Señorea 
Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Aráor, de Lamadrid, Don Luis María BofQ 
R.iggero. Don Julio Oyhnnnrte, Dun Pedro Alieinstury y Do» Ricardo Colombres, 

Consideraron : 

Que la Comisión croada por decreto 2HH2 59 para el estudio de loa problemas 
que en materia de locales afectan a la justicia, se bu dirigido a esta Corte - Expe- 
diente de Superintendencia 1822/00— a iin de que tt considere la posibilidad 
de gestionar el traslado del "Fichero Electoral" que funciona, hasta la actualidad, 
en e) subsuelo del Palacio de Justicia. 

Que el Tribunnl comparte to eipresmlo por dicha Comisión respecto de la 
conveniencia del .rnslado propuesto a fin de mejorar las precarias condicione» 
en que se desenvuelven las oficinas de la Alcaidía, el Cuerpo Médico Forense 
y el Archivo de los Tribunales. 

Que, por otra parte, estn Corte, con fcclia 31 de octubre de 1956, decidió 
requerir del Ministerio del Interior el traslado de referencia, teniendo particular- 
mente en cuenta, en esa oportunidad, las dificultades para el adecuado aloja- 
miento de los detenidos en la Alcaidía. 

Que corresponde, así, practicar la nueva gestión sugerida por la Comisión 
solicitante, y reiterar la aludida solicitud de esta Corte. 

Resolvieron : 

Solicitar del Poder Ejecutivo considere, con preferente atención, el traslado 
R otro local de la Secretaría Electoral que funciona en el Pnlaeio de Justicia, 
Oficíese, por intermedio del Ministerio del Interior, con transcripción de esta 
Acordada y de la resolución referida de 31 de octubre de 1950. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente por ante mí, que doy fe. — Benjamín Villecías 
IUsaviuiaso — Ahistóiiulo D. Ah \m di Lamaurih — Luis María Bom Boooe- 
ro — Jumo Oyti ak artf. — Pei.ro Abkrastury — Ripardo Colombres — Jorge 
Arturo Veré f Secretario). 



NORMAS PARA EL TRAMITE DE LOS EX HURTOS 

En Buenos Aires, n los 29 días del mes de agosto del año 1900, reunidos en 
la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso, y loa Señorea 
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£Z D n ^ , D »« Ari stó b u lo D. Ario» de Lamadrid, Don Lui 9 Mari. BofG 
Boggero, Don Jubo Oyham.rU, Don Podro Abaras tur. y Don Ricardo CoLbrL 

Consideraron : 

Que en el «pediente de Superintendencia 1786/60 la Cámara Nacional de 
Apdncumes en lo Criminal , Correcdonal wtóéti a la consideración de a Corte 

S *z «ir 89 que " plfl,,te,,,l a ios tribnnaiw dei « * 

toa dfi^^fi^^^S! ^"tannmto cando se trata de exhor- 
to* dirigidos a la, autoridades judiciales de las provincias, pues, con frecuencia, 
no m obt.cne ****** o se producen demoras considerables con los en¡322 
Cn 81 tT&mite * ***** W P- - -'«ralcaa, debe ser de lacayo" 

Señala la Cámara que tales exhorto* se dirigen habitualmente al «jaez de 
u nos iTT'ÍY* ■"""V*"* I" " C"P*W Federal no se «Sfi 

n O .,h t íI l !JJ U ; nd0 ( l0S f xhnrtíldos 800 Í u «* s *1 inconveniente radica en la 

S£¡ iTl^cZ^i ™ Pl Penfll f dÍrÍE * n P° r ««rrespondenda. Es así eonve- 
nu? L° <T d 1 ü, P 00 « - , * * « áltate de Superintendencia, 

que los jueces federales a qmenes se exhorta en cansas de naturaleza penal 
«emen recibo, como primera medida, de los exhortes que 1» aeln diriffi 
salvo os casos en que el trámite cuyo diligeneiamiento w le. encomienda 12 
susceptible de inmediato cumplimiento. nconiwnoa, sea 

n^lS! ™ ÍV",," refiere a 0fíci0s diri e idos 8 tribunales provinciales, «Éa 
menlar ™ S 7^ ' 1U ° 7 Pr ° PÍ ° dtf 1 « ul «»^des de c^d/provinda reglT 
mentar por vm ,1c leyes, decreto, o acordadas, según lo estimaren más conve- 
H-nte « forma de dar exacto cumplimiento al auxilio debido , la jusTiem 

24¡l: 8íE encn ^ dirigidos por los magistrados de la Nación —Fallos: 

nlimSl 1 !?** ? ti T tOÍ, V- , " e dcrta frt>rt,ent,ia ■? Plañan por el incum- 
P .miento de los referidos oficios, son resueltos por esta Corte Suprema, no por 

^mmf^Wm^ ejcrcici0 de 8U j,1Ti8dicri6I, legaI - Con,: Fa]K: 

Que las declaraciones que anteceden no obstan a que esta Corte Suprema, 
pura lograr la colaboración necesaria de las autoridadea provinciales con las 
nacionales en el cjemcio de la jurisdicción que a éstas atribuyen la Constitución 

l ÍS?Í¡ 6 ?> Sfe? d * 108 «"Pe™"* tribunales de provincia, tengan 

■ bien dictar, para los tribunales de sus respectivas jurisdiedones, normas £ár 

Resolvieron : 

1») Los tribunales federales y nacionales de la capital deberán acusar reci- 
bo, como primera medida, de las rogatorias que les sean dirigidas, en causa cri- 
minal, por tribunales de la jurisdicción nacional de la capital, federal o provincial, 
fcl acuse de recibo podrá omitirse cuando la diligencia encomendad» sea suscep- 
tible de cumplimiento inmediato. «iscep- 
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2*0 El acuse de recibo a que hc refiere el artículo precedente dejará clara- 
mente establecido tu denominación y número del juzgado y secretaria inte^iiiicn- 
Ics. ¡i»i como el nombre del magistrado v secretario. Kn raso de que el javi 
destinatario del exhorto lo remita a otro tribunal para su dili-enciamiento. darA 
aviso ni juei oficiante eon indicación precisa del trihuntJ al que se haya remitido 
la rosatoria. 

Solicitar de los Superiores Tribunales de provincia quieran dictar para 
ios tribunales de sus respectivas jurisdicciones normas similares a las contenidas 
en las disposiciones que anteceden. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordennndo se conmnieasc y ragnlrnae 
rn el libro correspondiente por ante mí, que doy te. — Bknjamín Vit,r.Efi.\s 
Bas.uiliiaso — Amstóhui» D. ArA<w ds Lamadhih — Lius María Botfi Rog<;ie- 
r» — .Irun OviiAKArmr — Pkduo AnKinsTinnr — Ricardo Colowbres — Jorge 
Arturo l'trá (Secretario). 
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Año K60 — Agosto 

PEDRO DOMEXJO v. GERONIMO P. BERNASCOM 

MMimrm de instancia. 
5feS£ *f nTaT t ofi , pio ld eMá ^ ti cuando, mmm 

dispuesto hacer saber al reeum-nte qilc dcb, peticiona lo conducente af£ 
de que so notifique a ]a contraparte el pronmcia miento que declaró pni» 

2 rf*- i, * £ V . transe ^ riJ « «n exceso d término (HiíSS 

™ S¿ Vil"* ? • ! ] * }ñ J* V W hin " w en ante constancia de 

gwtiun alguna del interesado para interrumpir el curso de la perdición (') 



BANCO ISRAELITA rati. RIO n la PLATA 

RECURSO DE REPOSICION. 

El recurso de reposición contra la resolución ,,nc declara operada en la queja 
Ja pereonín de la instancia, deducido fuera del término del arl. 5» de ln lev 
14,101, debe ser iwhr.udo por ser extemporáneo <=> 7 



ROMULO BRUNO BRETTI v. VIRGILIO FERREYRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reguíos propio*. Sentencia ^ 
Rancio**, * l* "ntencüi definitiva. Juicio, de apreso y ejecutivo 

Las resoluciones dictados en procedimientos ejecutivos, no dan lo~ar a re 
pnrso extraordinario. La excepción que dicha jurisprudencia admite, i»r» 
los supuestos en que lo decidido revista B ra vedad institucional, no es javo 
«b e en causas entre partic.ilares donde lo resuelto no excede notorinmenle 
de lo quu es propio de decisión por los jueces de la causa (3). 



( 1 1 I* de agosto. Palloi: 2,10: 501. 
<*t 1* de agosto. Fallí»: 246: 370. 
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PEDRO DIAZ REMO v. ALBINO TOMBESl 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia nacional. Por la* persona». 

E* reimneiable ln jurisdicción federal acordada por rar/m de las persona* 0). 



MARIA RECAONO he FIGALLO v Otros v. PROVINCIA 
de BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisito* propios. Cuestione* no federales. 
Interpretación de normas y acto» locales en general. 

r,a sentencia de la Suprema Corte de .Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires que, por api ¡ración del nrt. 40, ine. b), de la ley provincial 5125, no 
lince limar a la -"■^■lición de lo pagado en concepto de reajuste del impuesto 
a la trasmisión gratuita de bienes, practicado a raíz de la venta de un inmue- 
ble sucesorio durante el término legal en que el pago de aquél reviste carác- 
ter provisorio, decide cuestiones de hecho y de derecho local, ajenas a la 
jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqaisitos propios. Rehció» directa. Nor- 
mas extrañan al juicio. Disposiciones conxtitficionales. Art. 16. 

Ln circunstancia de que una ley provincial pueda admitir duda en cuanto 
a su interpretación y dé lugar a distintas soluciones judiciales, no autoriza 
la apertura del recurso extraordinario con fundamento en el art. 16 de la 
Constitución Nacional. En efecto, fuera del ámbito federal, no existe revi- 
rón con fines de unificación de jurisprudencia. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad. 

Es inaplicable la cláusula del art. 10 de la Constitución Nacional cuando no 
medinu discriminaciones de carácter persecutorio o de indebido privilegio. 

PACO: Principios generales. 

Tratándose de un acto provisorio, es inaplicable el principio atinente al efecto 
liberatorio del pago. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, V de agosto (le 19G0. 

Vistos los tintos: "Recurso de hecho deducido por los actores 
en la cansa Fipallo, María Reeapno de y otros e/ Poder Ejecu 
tivo", para decidir sohre su procedencia. 



(*) 1" de ¡(ponto. Fallón; 242: 494. 
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Y considerando: 

Que las cuestiones decididas en la sentencia de que se trae 
copia >n de hecho y de derecho local, ajenas a la jurisdicción 
que acuerda el art 14 de la ley 48. 

Que ello es, desde lue^o, así en lo referente a la ley aplicable 
al caso, respecto de lo cual, por lo demás, no se formula en la 
queja expreso agravio con base constitucional. 

Que a ello corresponde añadir que la circunstancia de que 
una ley provincial pueda admitir duda en cuanto a su interpre- 
tación y dé lugar a distintas soluciones judiciales, no autoriza 
la apertura del recurso con fundamento en el art. 16 de la Cons- 
titución Nacional. No existe, en efecto, revisión con fines de 
unificación de jurisprudencia fuera del ámbito federal, ni la 
clausula mencionada admite aplicación no mediando discrimina- 
ciones de carácter persecutorio o de indebido privilegio, lo que 
no es el caso de autos. 

Que, por otra parte, habiéndose resuelto la causa por aplica- 
ción de la ley 5125 -art. 40, inc. b— , lo atinente a la alegada 
discrepancia del decreto 26.993 con la ley 5246 es materia ajena al 
fallo de la causa. 

Que, por último, la jurisprudencia referente al efecto libera- 
torio del pago, supone que no se trata de un acto provisorio, 
circunstancia declarada en el caso v que hace inaplicable el prin 
cipio —Fallos : 244 : 50, 305, 402 y 460 y otros—. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadbid — 
Luis Marú Boffi Soguero — 
Julio Ovhanarte — Ricardo Co- 



C AMARA FEDERAL de APELACIONES m RESISTENCIA 

JUSTICIA PROVINCIAL. 

En atención R que el Peder Judiéis] de la Provincia de Forma» * encuentra 
M organizado y en condiciones de funcionar, corresponde hacer saber a la 
Lámar* Federal de Apelaciones de Resistencia qne debe proveer lo ne**nrio 
TT MÍo? HqU * tnm ' feTWCi * de caasnB ■ q«e « refiera el art. 12 
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FALLO DE LA COIíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1' de agosto de 1Í>0*>. 

Considerando: 

Que según resulta de las precedentes comunicaciones de Ja 
Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia y del Superior 
Tribunal di- Justicia de la Provincia de Formosa,'cl Poder Judi- 
cial <lt: esta se encuentra ya organizado y en condiciones de fun- 
cionar, habiendo dispuesto dicho Superior Tribunal, por acordada 
del día 2ti de julio último, que los tribunales provinciales ejerzan 
la jurisdicción que Ies confieren la Constitución y leyes de la 
Provincia, desde el día l v del mes corriente. 

(¿ue, asimismo, el Superior Tribunal lia declarado el mes de 
agosto feria judicial pura los tribunales de su jurisdicción, dis- 
poniendo cuáles asuntos se atenderán en esa feria. 

<¿ue el art. í'2 de la ley 14.4Ü8 estableee que una vez orga- 
nizados los poderes judiciales de los territorios nacionales cuya 
proviucialización disponía dicha ley, so transferirán las causas 
a lf *s tribunales locales, " tomando en consideración las regla" 
generales légales que rijan las jurisdicciones respectivas'*. Igual 
mente deben transferirse todos los legajos, registros y actas 
correspondientes a las causas pendientes. 

QÜGj en consecuencia, procedí" ha *er saber a la Cámara Fe 
deral de A]>elarii)iies de Resistencia, que debe proveer lo ñeco 
sario a fin de que se practique la transferencia prevista pía- la 
disposición legal citada. 

Por e!!o„ se resuelve : 

a) Tener presente las comunicaciones oue anteceden. 

b) Hacer saber a la Cámara Federal de Apelaciones de Re 
sisteirin. que debe proveer lo necesario para que se practique 
la transferencia prevista por el art. 12 de la ley 14.408, con arre 
glo a lo establecido en esa disposición legal. 

AltJSTÓlífLO 1). AirÁOZ DE TjAMAtUMI) — 

Lins María Boffj Roquero — 
•In.m OtHÁXAUTE — Rir-Aimo Co 

LOMltRKS. 



KM'!, VAZQtmZ v Om v. S. A. IMLAXDKIMA MIX1ÍO i.i: sedalaxa 

mX.sTtTmoS \.UWS.\f.: (\>n*tU»rhtifíh>hi( r intoHstitttrfouttliilml. De- 
rretir* Wtcinuaie», I arios. 

El ilriTi t^-li'y 1)22' /H7 no ps joflííítttuieiite ¡nnv)*maVe en razón <lr su nriint 
y th'ht- mt .iiiz-jiiiln romo si knbicra emfttllldfl ¡táj í*inr;rrso. si'-ún c] prim-i 



]>K JfSTICIA DK LA XAClÓ.V 



41? 



pió de que uti órgano de faifa* dentro drl ahai.ce de Ja autoridad asumida 
posee iguales I ■mitades «pie el correlativo ursino de dereebo, pero nó 
mayores (i). y 

RETRO ACTI VIlJA O. 

Us leyes modificatorias de la competencia <!, loa tribunales son de inme- 
diata aplicación a las causas pendientes, siempre que no desconozcan actua- 
ciones validamente cumplí cIhs con anterioridad a su sanción, circunstancia 
que no ocurre cor, respecto a un recurso tic apelación interpuesto con po*to- 
rmridnd a la entrada en vigencia del decreto-lev 0221/57 (*). 



ASOCIACION HAN CARIA -So*m..M, n E Ehfuwwh ob Banoo- 

REt VRSO DE AMPARO. 

Según se desprende del decreto 10.200/59, aclaratorio de la natura lera atri- 
buiré a la intervención de la "Asociación llaucana (.Sociedad de Empleados 
ile lia, ■„)•* diapuesta por el decreto 4:111/0!', este acto fué* practicado por 
el I oder Ejecutivo en ejercicio de las excepcionales atribuciones que derivan 
del estado de sitio declarado por las leves 14.774 y 14.780. 
En consecuencia, corresponde revocar ln sentencia <pte bizo lugar a la de. 
manda de amparo interpuesta contra la intervención, va (pie el derecho a la 
organización sindical libre y democrática (art. 14 de la Constitución Nacio- 
nal) se halla clara y evidentemente reíacioiindo con el estada de «mmoeión 
interior a que se refieren las leyes precitadas. 

ESTADO iW SITIO. 

Habida cuenta que el derecho a !a onianiznción sindical libre y democrática 
se encuentra Suspenso" en virtud de las leyi* 14.774 v 1-Í.7H.1, con el a'cnncc 
presen pto en el art. 2;i de ta Constitución Nacional, el aefo medí ule t \ cu¡il 
el Poder Ejecutivo declaró intervenida una Asociación Profesional l>n ndo 
dispuesto en uso de facultades privativas, ¡i | fl s q-ic debe estimarse jadicial- 
mente irrevisibles, dada ln manifiesta rnz.mab¡tid.-d ijite. en el cuso, bis a„i, tc 



Dictamen dbl PaoeURADon Gbneral 
< "orto: 

Con posterioridad jiI fallo dictado por V. K. d j:{ de octubre 
de VXúi en la mm "Asociación Bañen ría d - Tucmiiihh s/ unípa- 
ro;'. i-I art. 1" del deeiefo 1íi.L»ni»/59, publicado en el Boletín 
Oficial del U de diciembre de í$$% iiclaró nue la medida admi- 
nistrativa cuestionada cu estos autos había sido adoptada por el 
Piod&r Kji'cntivo Xacioiial cu virtud de las facultades exeepeio- 



(') 3 di «gosto. Fallos: 2í3i 2C5; 247: ICj. 
■ -■) Pallo*: Uli: VA. 
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nales que le eoiifiore la Constitución Nacional durante la vigencia 
del estado de sitio. 

En tales condiciones, aquel pronunciamiento de la Curte, en 
el cual el tribunal a quo lia fundado su decisión de fs. 48, resulta 
inaplicable al presente cuso. Antes bien, la doctrina emergente 
de Jos dos últimos considerandos de ese fallo de \\ E., así como 
la jurisprudencia sentada por el Tribunal en torno al art. 23 de 
la Ley Fundamental (Fallos: 243: 504 y "Torres, Femando 
Enrique s/ amparo", del 15 V1759, entre los más recientos), 
obstan a la procedencia de esta demanda de amparo. 

Por ello, y demás consideraciones hedías valer a fs. 49 por 
el Sr. Procurador Fiscal de Cámara, solicito que V. E. revoque 
ta sentencia apelada. Buenos Aires, 17 de mayo de 1960. — lia 
món Lascano. 

PALLO IVE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Asociación Bancaria (Sociedad de Emplea 
dos de Banco) s recurso de amparo*'. 

Considerando; 

í 9 ) Que, a fs. 48 de estos autos, la Cámara a quo revocó 
el fallo de primera instancia obrante a fs. 24/27 e hizo lugar a 
la demanda de amparo interpuesta por el mandatario general de 
la "Asociación Sanearía (Sociedad de Empleados de Banco)' 7 . 
Declaró que "corresponde dejar sin efecto la intervención de la 
entidad mencionada dispuesta por el decreto 4311/59", de con- 
formidad con la doctrina que esta Corte expuso en el precedente 
de Fallos: 245: 86. 

2*) Que el Procurador Fiscal de Cámara interpuso recurso 
extraordinario contra esa sentencia (fs. 49/51), el que le fué 
concedido (fs. 52). 

3?) Que, según se desprende del texto del decreto 16.200/ 
5Í>. art. 1*, aclaratorio de la naturaleza atribníble al acto admi- 
nistrativo sobre el que versan las actuaciones, ese acto fué prac- 
ticado por el Poder Ejecutivo en ejercicio de las excepcionales 
atribuciones que derivan del estado de sitio, vigente en el país 
conforme a lo preceptuado por las leyes 14.774 y 14.785. 

4*) Que, en consecuencia de ello, el recurso intentado en la 
presente causa debe prosperar. En efecto, no es dudoso que el 
derecho a la ortran ¡¡sación sindical libre y democrática (art. 14 
de la Constitución Nacional) se halla clara y evidentemente rela- 
eionado con el estado t,e conmoción interior a que se refieren las 
leyes precitadas. De ello se sigue que aquel derecho encuéntrase 



DE JL'STICIA DE LA NACIÓN 



41» 



" suspenso " en la actualidad, con el alcance que al vocablo cabe 
asignar dentro del régimen inherente al art. 23 de la Constitu 
ción. Ha di> entenderse, por tanto, que el aeto contra el que se 
dirige la demanda de amparo fué dispuesto por el Poder Ejecu 
tivo en uso de facultades privativas, a las que debe estimarse 
judicialmente irrevisibles, habida cuenta de ta manifiesta razo- 
uabilidad que, en el caso, las asiste (doet riña de las causas "Unión 
Obrera de la Construcción, Sección Capital Federal" y "Unión 
Obrera de la Construcción, Sección Ncuquén", resueltas el día 8 
de junio pasado). 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada de fs. 48. 

Benjamín Villegas Basavllbaso — 
Aristórulo V). AitÁoz de Lamadrw 
— Julio Oyhaxautk — Pedro 



MESTOR CARLOS LAGÜENS r Ornas 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Prin- 
cipios generales. 

La garantí» constitucional de la defensa requiere indispensablemente — y en 
cualquier clase de juicio— que se oiga al acusado y, además, que se le dé 
fllgnnu oportunidad para producir la prueba de descargo de que quiera valerse. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

Es violatoria de la garantía constitucional de la de tensa en juicio la sentencia 
que, aceptando la acriminación formulada p»r primera vez en la expresión 
de agravios fiscal, condena al acusado por un delito de defraudación no 
contemplado en la acusación de primera instancia ni en las actuaciones 
posteriores. Tal pronunciamiento ba privado al reo de audiencia en tiempo 
oportuno y de ocasión para ofrecer y producir prueba. 

KKCURSO EXTRAORDINARIO. Resolución. Límites del pronunciamiento. 

No corresponde dictar pronunciamiento sobre la alegada violación de la 
defensa, introducida por el recurrente en el memorial presentado ante ln 
Corte, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantí™. Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

La doble instancia judicial no es requisito do ta defensa en .juicio. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

La acusación fiscal de Primera Instancia (fs. 111 y sigtes.t 
imputó al recurrente la comisión del delito do defraudación con 
motivo do los hechos vinculados con ciertos choquen emitidos pol- 
la Srn. Esthcr Chaiquin de Honigman. Puede admitirse que la 
mencionada acusación tuvo también implícitamente en cuenta las 
maniobras similares efectuadas con cheques suscriptos por los 
eoprocesados Alvarez y Marun ; pero no hay duda de que ella 
no contiene referencia alguna, ni expresa ni tácita, a hechos de 
igual naturaleza que habrían sido efectuados con documentos fir- 
mados por Pedro Polimom. 

La sentencia de fs. 156 condenó al recurrente por haber auto- 
rizado el pago dr choques sin fondos "librados por Gregorio 
Honigman en la cuenta de su esposa Rosa Chaiquin de Honig- 
irmn; por Antonio Marun y por José Cándido Pasma! Alvarez, 
en la de la firma "La Popular S.R.L. '* sin mencionar tampoco 
al nombrado Polimoni. 

A tales antecedentes debe agregarse, por una parte, que la 
presunta maniobra con cheques librados por este último no fué 
materia de debida investigación en el proceso — la única refe- 
rencia a ella se encuentra en la confesión prestada por el apelante 
en el sumario administrativo que lo encabeza— y, por otra, que 
la sentencia do 1* Instancia no podía sor reformada in pcius, 
dado que oportunamente se tuvo por desistido al Ministerio 
Público de la apelación que contra olla había interpuesto (fs. 
177 vta.). 

Teniendo en cuenta todo lo expresado, me parece evidente 
que la sentencia de fs. 217, contra la cual se dedujo el presente 
recurso extraordinario, viola la garantía constitucional de la 
defensa en juicio cuando condena al nocíante Néstor Carlos La- 
gnens, como autor del delito previsto en el art. 174, ¡nc. 5*, del 
Código Penal, reiterado en concurso real (art. 55 del mismo Có- 
digo), tomando expresamente en cuenta para ello el pago de 
cheques sobre la cuenta ir 7 1/35/38 de Pedro Polimoni, máxime 
cuando tácitamente pareciera descartar la participación del nom- 
brado Lagnens en los hechos relativos a la cuenta de "La Popu- 
lar S.R.L. que habían servido para fundar la decisión de 
1* Instancia f véase, en el voto del Dr. Gil, U. 220, y en el oseriio 
de contestación de agravios del Señor Fiscal de Cámara, fs. 
208 vta.). 

Aparece p»os el recurrente condenado por un hecho que no 
ha sillo materia de acusación ni defensa durante el juicio, a punto 
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tal que el nombrado Polimcni no ha sido siquiera citado a decla- 
rar siendo asi que aparecería prima facie complicado en la ma- 
niobra que se da como realizada por Laguens. 

Ello basta, a mi juicio, para demostrar que efectivamente ha 
sido violada Ja cláusula constitucional que invoca el apelante, v 
opino, en consecuencia, que procedo revocar la sentencia de fs UÍ 
W cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. Buenos 
Aires, 31 de marzo de 1959, — Ramón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1960. 
Vistos los autos: " Fiscal c/ Laguens, Néstor Carlos, Snritia- 
Knttf)" DÍUZ 7 ° tr ° S S/ malversaí>i611 íart - 261 del Código 
Considerando: 

F) Que Néstor Carlos Laguens, empleado de la sucursal 
han Juan del Banco de la Nación Argentina, fué procesado, jun- 
tamente con otras personas, bajo la immitnc : ón de hahí>r reali- 
za, ¡o maniobras mediante las cua'os pudieron descontarse r-heques 
a libradores que carecían de fondos suficientes en sus cuentas y 
de autorización para ¿rrar on descubícrt» ídiftamrm ríe fs 7n v 
prisión preventiva de fs. 77 y vuelta). El Juez Federal lo con- 
deno a cumplir tres años de prisión con inhabilitación e^tPíiál 
perpetua, como responsable del delito previsto en el art. 17 1, me 
5", del Código Penal, en re ac : ón con ni 55 del miento r»di.r ' 
por cst'mar acreditado qu^ Lnmiens había autorizado milV^a- 
men'o el r>ago de giros sobre las cuentas de los clientes Rosa 
ChaiíHi'u do Honiginnn, Aii'o'mo Marun v "L n Popula* f " T, » 
(fs 15fi/1filK La Cámara Federal d-> An-daeiones de Mendoza 
confirmo tal pronunciamiento ífs. 21 7 ¿®StV. 

2*) Que, contra lo resue.to en segunda instancia, interpono 
recurso extraordinario el defensor (fs. 227/229), Aduce que, para 
rebatir las argumentaciones de la defensa y concluir que en el 
*ut> mdive existe reiteración de delitos y no delito continuado, la 
Cámara tomó en consideración un hecho hasta entonces ajeno al 
proceso: la realización por Laguens de una maniobra similar a 
las sancionadas, pero vinculada con la cuenta de otro cliente P 
Polimeni. - 

Afirma que la decisión del tribunal a quo ha violado la ga- 
rantía de la defensa en juicio, pues admitió eomo probudo tal 
hecho —de indudable y decisiva influenc : a en el pro -eso— quu 
no fué materia de investigación, de acusación fiscal, ni de prnumi 
cianiieiito judicial en primera instancia. En el memorial de fs 
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241/243 manifiesta, además, que lo decidido también afecta la 
garantía mencionada porque- supone la supresión implícita de la 
secunda instancia. 

3*) Que durante el transcurso del sumario y en 1» sustan- 
ejacíón del plenario, la conducta atribuida formalmente ni con- 
denado no incluyó el hecho cuya aceptación por la Cámara cues- 
tionii el recurrente (ver piezas citadas y también acusación y 
defensa de fs. 111 112 y fs. 115/116, respectivamente). Eso hecho, 
14 prima fació" independiente de los que motivaron la condena de 
fs. 156/161, aparece acriminado por primera vez en la contesta- 
ción de los agravios de la defensa, por el Fiscal de ('amara (fs. 
2(16 211); y la responsabilidad del acusado se acepta por el fallo 
en recurso únicamente en mérito a manifestaciones vertidas por 
Laguena en su declaración indagatoria. Se dice allí, en efecto: 
"De la confusión transcripta de Luguens y aun prescindiendo de 
la de Castro Díaz, se desprende, sin lugar a dudas, que uqnél, 
dispuso sin autorización ni conocimiento de la gerencia, el pago 
de cheques en descubierto no sólo sobre la cuenta de la señora 
de Honigmnn, en distintas oportunidades, sino también sobre la 
cuenta n" 4/35/38 de Pedro Polimeni, lo que evidencia ln reite- 
ración con que cometió su delito y el engaño..." (fs. 220), pri- 
mer párrafo), y: "En la situación ocurrente, tal como sucedieron 
los hechos, deberá computarse reiteración, dado que el proce- 
sado dispuso sin autorización, en forma dolosa, el pago de che- 
ques en descubierto por lo menos en dos cuentas banca rins (C. C. 
C., J. A., í. 3, p. 554), en diversas oportunidades y con interven- 
ción de varias personas, no advirtiéndose en las distintas y sepa- 
radas acciones una unidad de resolución como vínculo estrieto 
que ligase a unas con otras" (fs. 222, iu fine/222 vta.). 

4*) Que lo expuesto acredita, sin duda, que el pago de che- 
ques en descubierto, por orden del imputado, sobre la cuenta 
de Pedro Polimeni, no constituyó materia del juicio en ninguna 
de las etapas procesales correspondientes. Su admisión por la 
sentencia recurrida justifica, pues, la argumentación de la de- 
fensa, en cuanto ello importa ha be i le privado de las oportuni- 
dades previstas en el procedimiento para cumplir su cometido, 
o sea, concretar los descargos, ofrecer y prodneir las probanzas 
respectivas y alegar sobre su mérito. La señalada inobservancia 
de las formas sustanciales del juicio constituye violación de la 
garantía de la defensa, protegida por el art 18 de la Constitución 
Nacional, porque aquélla requiere indispensablemente — y en cual- 
(fiiicr clase de juicio — que se oiga al acusado y, además, que se le 
de alguna Oportunidad para producir ln prueba de descargo de 
•pie i Hieda valerse. Así lo ha decidido esta Corte en un cn*o 
esencialmente análogo al presente, con mención de Fallos: 243: 
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201 y sus citas (sentencia del 27 de mayo ppdo. en la causa F 211 
"Izarías Remigio y otros, por cohecho"), 

5*) Que, en tales condiciones, correspondo acoger favora- 
blemente el agravio que el recurrente ha expuesto al interponer 
el recurso extraordinario. En lo referente a la violación de la 
defensa por la privación de una instancia judicial, su alcftiición 
en el memorial de fs. 241/243 es extemporánea (Palios: 245: 421, 
los allí citados y otros), y, por otra parte, su improcedencia re- 
sulta notoria, desde que esta Corte la ha desestimado en nume- 
rosos pronunciamientos (ver sentencia en la causa P, 211 recor- 
dada en el considerando anterior, y los fallos allí citados). 

Por ello, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 217/224 en cuanto ha sido 
materia del recurso extraordinario deducido a fs, 227/229. Noti- 
fíquesc y vuelvan los autos al Tribunal de su procedencia a fin 
de qne dicte nueva resolución arreglada a este pronunciamiento. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbulo D. Aráoz de LAMArotro 
— Luis María Boppi Boggero — 
Julio Oyhanarte. 



NACION ARGENTINA v. JOCKEY CLUB di u PROVINCIA 
ra BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias. 

No constituye sentencia definitiva, ni es asimilable a ella en los términos 
de la jurisprudencia de la Corte, la qne declara no corresponder la intimación 
a la Dirección Provincial de Hipódromos de Buenos Aires para que, dentro 
del término de veinticuatro horas y bajo apereibiento de lo prerísto en el 
art, 459 de! Código de Procedimt ntos Civiles, consigne una suma de dinero 
como depositaría de objeto* embargados a ta orden judicial, por estimar 
que la citada Dirección no tiene tal carácter v sin perjuicio de las acciones 
qne pudieran corresponder a la actora (Dirección General Impositiva). 
La resolución no causa a la recurrente agravio in susceptible de reparación 
ulterior, y se funda en razones de derecho procesal y común, con las que no 
fnisrdan Telación directa las garantías consagradns por los arts. 16. 17 y 18 
de la Constitución Nacional, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Relación directa. Ñor- 
mas extrañas al juicio. Varias. 

Los nrts. 75 a 90 de la ley 11.683 (t,o. en 1956) son extraños a To resalto 
en la sentencia que no hace lugar a la intimación a la Dirección Provincial 
de Hipódromos de Buenos Aires pnra que eonsi?nc una suma de dinero 
como depositaría de objetos embargados, por estimar que In citada Direc- 
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ri6i» no lienc tal carácter, y sin perjuicio de las accione;* que pudicrau 
corresponder n la actom; pues la resolución no se pronuncia en definitiva 
sobre el mejor derecho He los intcrcsiulíH en cuanto a los fondón en diaputl 

Dictamen ubi. IWiuauoii General SUBBOOAHtk 
Suprema Corte: 

I 

Según resulta de autos, la Dirección General Impositiva se 
presentó ante el Señor .Juez Federal de La Plata iniciando apre- 
mio contra el Jockey Club de la Provincia do Buenos Aires por 
cobro de lu suma de m#u. 11.803.017,62 en base a la boleta de deuda 
obrante a fs. 2, y no habiéndose opuesto excepciones, se ordenó 
llevar adelante ln ejecución. 

A tal fin la acto ra solicitó embargo de la cantidad de m$n. 
6.000.000 que la Dirección Provincial de Hipódromos debía entre- 
oír a la demandada "en concepto de adelanto que por mayor 
suma debe abonarle la Provincia de Hílenos Aires en pairo de 
tos bienes que se incorporarán a la citada Dirección". 

Ordenada a fs. 10 vta. la medida solicitada y a los efectos de 
su cumplimiento con relación a una suma de dinero claramente 
indi vidual izada, se libró oficio a la Dirección Provincial de Hipó- 
dromos la que en su respuesta (fs. 13) manifestó que no podía 
hacer efectivo el embargo "por cuanto no han llegado aún a osla 
Repa ilición tos fondos" y agregó que, en caso de reeibi los, re- 
tendría para sí la cantidad de mifii. 2.331.4^1,74 que en concepto 
de anticipo había entregado n ] n demandada con anterioridad al 
embargo decretado en autos, retención que efectuó según consta 
a fs. 10. 

II 

Klln dió lugar a que la adora — por las razones que expresa 
en sus escritos de fs. 17 a 20 - pidiera se intimase a la mencionada 
Dirección el depósito tota] de ln sittnn cuyo embargo se había 
decretado a fs. 10 vtn. y así lo ordenó el Señor Juez a quo (fs. 20 
\*t;i \ "bajo apercili; mirólo de lo proscripto por el art. 4">0 del 
( '('ulero smilclin io". 

Hotitieada fu Din-Hóu Provincial de Hipódromos (fs. 21), 
pvoedió a integrar el depósito efectuaba pero, simultáneamente, 
formuló reservas expresando qüe *'en su oportunidad se hará 
parte en esste juÍc : o. a fin de re unir por la vía v forma ipie eo- 
rre^noiul i el auln transcripto — que era el de fs. 20 vta. — y dedu- 
etendo y V'-lsnnaiulf» los daíifvs emergentes" (fu. 23 1, pvonósito 
ijiic entendió formalizar mediante el escrito de fs. 27 en el que. 
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concretamente, solicita ser tenida por parte y se le conceda apa 
lación respecto de lo resuelto a fs. 20 vta., peticiones ambas que 
fueron desestimadas a fs. 28. 

III 

La denegatoria del recurso interpuesto motivó la presentación 
de la aludida Dirección ante la Kxcma. Cámara, la que declaró 
procedente ia queja, y, por ende, mal denegada la apelación bajo 
el concepto de que si bien, en principio, no caben recursos de tal 
naturaleza en el procedimiento de apremio, no podía aplicarse 
diebo criterio **en supuestos como el presente en que se trata de 
contemplar la situación de un tercero que, a estar a sus mani- 
festafiones, se habría visto eompelido arbitrariamente a depo- 
eitar a las resultas del juicio fondos de su exclusiva pertenencia" 
(fs. 54, octubre 10/957). 

Meses más tarde (febrero 13/958, fs. 113) IX Manuel R. Vi- 
llnverdc, invocando el carácter de Interventor Provincial en el 
Jockey Club de la Provincia de Buenos Aires — o sea, en represen 
tación i!e la demandada— depositó la suma de in#ii. 7.414.676,19 
que, agregada a Ja de m$n. (UHK).OOO ingresada con anterioridad 
y a la de m#n. 75.323,88 retenida por el interventor jutlicial desig- 
nado a fs. 87, cubría el crédito reclamado en el apremio. 

Con ello y con las manifestaciones formuladas a fs, 151 por of 
representante de la actora, el juicio quedó prácticamente termí 
nado procediéndose, en consecuencia, a regular los honorarios de 
los profesionales inte rvi ni entes (fs. 1")4) y apelado su monto por 
los interesados, los autos fueron elevados a la Kxcma. Cámara 
{fs. Ifi8), la que ordenó pasaran al Acuerdo "a los efectos dis 
puestos a fs. 81 y a fin de considerar las regulaciones de bono 
rarios pendientes" (fs. 108 vta.). 

rv 

Se dictó entonces la resolución de fs. Uüí/71 en la que luego 
de hacer una reseña de lo actuado, la Kxcma. Cámara expresa 
"que la re'ación de antecedentes exmiesta permite Pegar a la con- 
clusión de oue tu intimación decretada por el .Tuzando ü fs. 20 vta 
os manifiestamente imnrocedente, núes la norma legal que la sirve 
de ba«e fnrt. 459 del Código de Procedimientos en lo Civil) sólo 
es nnli-ah'e al "depositario de objetos emhnnrados a 'a ord-n 
jiiílieiafy. supuesto oue no es e] de mitos en el une la Dtroceinn 
Provin "inl de Hipódromos desde el condenso manifestó on- pn»-tc 
de To<¡ fondos veaueridos por h\ nctora va habían sMo éntrenlos 
a la demandada con anterioridad a la fecha en que so dispuso el 
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embargo de los mismos (febrero 25 y marzo ffl de 1957, respecti- 
vamente) ; es decir que el aludido ente autárquico en ningún mo- 
mento revistió el carácter de "depositario de objetos embargados 
a la orden judicial" por cuanto, pomu se ha puntualizado, antes 
de concretarse la medida precautoria de que se trata, la Dirección 
Provincial de Hipódromos ya so bahía desprendido de los fondos 
cuestionados, según se acredita con la documentación de fs. «O y 
61, cuya autenticidad no ha sido impugnada en autos*'. 

"1*0)* tanto, y sin perjuicio de las acciones que pudieran co- 
rresponder a la aetora, se revoca la resolución de fs. 20 vta., de- 
hiiTido obrarse en su consecuencia". 



V 

* 

Varias razones me inducen a pensar que la preindicada re- 
solución no causa gravamen al apelante. 

En efecto, cabe señalar que la misma se limita a revocar la 
resolución fie fs. 2o vta. por estimar que la disposición legal en 
ella invocada es, a juicio del Tribunal, notoriamente inaplicable, 
lo que permite concluir que lo que so consideró improcedente fué 
la intimación para efectuar el depósito dentro de las 24 horas y 
el apercibimiento de arresto personal, ya que el embargo fué 
decretado a fs. 10 vta. y la resolución que lo ordenó no ha sido 
revocada por la Kxcma. Cámara. 

Bajo tal concepto y habiéndose cumplido el embargo depo- 
sitándose a la orden del Señor Juez a quo la totalidad de la suma 
afectada por ta medida, suma que por lo demás fué oportunamente 
transferida a la actora (fs. 36/7), paréceme inadmisible que la 
Dirección Provincial de Hipódromos pueda pretender que la cir- 
cunstancia de que en la resolución de fs. 169 la Exetna. Cámara 
expresara que su decisión no enervaba "las acciones que pudieran 
corresponder a la actora*' y agregara que "se revoca la resolución 
de fs. 20 vta., debiendo obrarse en su consecuencia", le acuerde 
el derecho de recuperar, sin más trámite, la suma que depositó 
en cumplimiento de la intimación que se le hizo. 

VI 

Cabe igualmente señalar que el embargo ordenado a fs. 10 
vta. lo fué con posterioridad a la sentencia de fs. 7, vale decir que 
el mismo no revistió el carácter de simple medida precautoria 
tendiente a garantir el cobro futuro de un crédito discutido sino 
que. por el contrario, constituyó un acto de ejecución de la prein- 
dicada sentencia» circunstancia que corrobora la tesis que sustento 
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acerca de los alcances y efectos que corresponde atribuir a la re 
solución de la Exenta. Cámara. 

No se me oculta que ello comporta asignarle mi carácter me- 
ramente teórico o, cuando más, de simple satisfacción moral para 
quien fué compelido, bajo apercibimiento de arresto, a cumplir el 
embargo ordenado a fs. 10 vta., pero no advierto la posibilidad 
de que otro sea su significado pues, en ausencia de una resolución 
clara y espresa, no parece razona' 'e atribuirle el alcance de acor- 
dar a la Dirección Provincial de Hipódromos el derecho de exigir, 
de inmediato y sin más trámite, la restitución de la suma que en- 
tregó at Jockey Club, antes de recibir la de mfn. 6.000.000, cuyo 
embargo se le hizo saber oportunamente. 

VII 

En efecto, consta en autos que cuando su le notificó el em- 
bargo dieba Dirección manifestó que aún no había recibido la su- 
ma que se le ordenaba retener (fs. 13), lo qae significa que si con 
anterioridad había entregado a la demandada mfn. 2.531.451,74, 
necesariamente utilizó dinero propio, convirtiéndose así en acree- 
dora del Jockey Club calidad que, por cierto, no la autorizaba a 
retenor dicha suma cuando se le hizo entrega de la de (¡.000.000 
mfn, cuyo embargo se bahía decretado para cubrir el crédito de 
la acto ra. 

En consecuencia, si V. E. compartiere el criterio que sustento 
acerca del verdadero sentido y alcances de la resolución dictada 
a fs. 169/71, correspondería declarar mal concedido el recurso 
interpuesto a fs. 177 por no causar aquélla gravamen al apelante; 
si por el contrario estimare que la misma significa revocar par- 
cialmente el embargo ordenndo a fs. 10 vta. y ortigar a la actora 
a devolver sin más trámite la suma de mfn. 2.531.451,74 va incor- 
porada a su patrimonio, pienso que la mencionada resolución sería 
violatoria de la garantía de defensa en inicio y contraria a las 
exnresas disposiciones del art. 301 de la icy 50 y de los artículos 
529 y siguientes del Código supletorio. 

En tal supuesto, estimo que el recurso extraordinario es pro- 
cedente sin que obste a ello la circunstancia de tratarse de cues- 
tión suscitada en juicio de apremio ni la de haberse dejado a salvo 
las acciones que pudieran corresponder a la actora, ya que lo de- 
cidido no guarda relación con la causa principal sino con la pre- 
tensión de un tercero que, como tal, no puede obstaculizar el pro- 
cedimiento ni obtener, dentro del mismo v mediante un simnle 
recurso de apelación, el reconocimiento de los derechos que in- 
voque. 

Diré, finalmente, que las particulares modalidades del caso 
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de autos autorizarían a examinar la posibilidad que de la resolu- 
ción apelada revista el carácter de "arbitraria", pose que el 
recurrente no haya invocado en forma expresa la jurisprudencia 
elaborada por V. E. pues pienso que si el Tribunal así la con hie- 
ra ra, nada lo impediría declararlo ai pronunciarse sobre la pi jee- 
deneia o improcedencia de la apelación concedida a fs. 181 Bue- 
nos Aires, 28 de aposto de 1D58. — José Felipe Benites. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1Í)G0. 

Vistos los autos: "Pisco Nacional (Dirección General Impo- 
sitiva) c ,Io"key Club de ta Provincia de Buenos Aires s/ cobro 
de impuesto'*. 

Considerando: 

l v ) t¿uc el recurso extraordinario se ha interpuesto contra 
el nulo de la Cámara Federal de La Plata de fs. Ib.t/lr2 que, re- 
vocando el de primera instancia de fs. 20 vta., declaró no corres- 
ponder legalmente la intimación hecha a la Dirección Provincial 
de Hipódromos para que, dentro del término de veinte y cuatro 
lioras y bajo apercibimiento de lo proscripto por el art. 45Í) del 
Código supletorio, consignara una cierta suma de d ñero como 
depositario "de objetos embargados a la orden judicial". La sen- 
tencia recurrida consideró que la citada Dirección uo tenía tal ca- 
ra; tor, por lo cual revocó el auto de primera instancia "sin ;ier- 
juieío de las acciones que pudieran corresponder a la autora"'. El 
recurrente sostiene que tal decisión, dispuesta sin mediar el juicio 
de tercería que señala el art. 301 de la ley 50 y resuelta, por olio, 
en única instancia, es violatoria de las garantías eonsniraln^ -or 
los nrts. Tfi, 17 y 18 de la Constitución Nacional y ataca la validez 
de la Vv ilJfáá ft. o. en 19ófi) ífs. 177/17W, 

2 9 ) Que, como resulta de los antecedentes antes reseñados, 
la decisión recurrida uo constituye sentencia definitiva ni es asi- 
milable a ella en los términos de la jurisprudencia de esta Corte, 
u los efectos del recurso del art. 14 de ia ley 48, desde qufl no 
causa a la recurrente agravio que no sea susceptible de reparación 
ulterior, como que expresamente deja a salvo las acciones que 
pudieran correspondene, Se trata de una resolución que se funda 
cu razones de derecho procesal y común, con las que no guardan 
relación directa las garantías invocadas. Por lo demás, esta Corte 
ba declarado reiteradamente que Ja doble instancia no es un re- 
quisito constitucional de la defenun en juicio, y surge de autos que 
el recurrente ejerció con umplitud nido la Cámara su derecho a 
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*or oído sobro la cuestión decidida (escrito de fs. 69/74, especial 
mente parágrafo IV). 

3 P ) Que, finalmente, es estr iño a lo resucito lo establecido 
por la ley 11.683 (Lo. en 1Ü56) en sus arts. 75 a 90 — invocados 
por el iuipugmmtc — dado que manifiestamente la resolución ape- 
llida no se pronuncia en definitiva sobre el mejor derecho de los 
interesados en cuanto u los fondos en disputa y sí solamente sobre 
la intimación formulada a fs. 20 vía. También es ajeno a esta 
oportunidad el examen de las consecuencias prácticas que pueden 
derivar de la resolución recurrida, ya que ellas no lian sido aún 
planteadas formalmente por los interesados. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gei ral 
subrogante, se declara improcedente el recurso extraordinario con 
cedido a fs. 181 . 

AlUSTÓJU'IXl I). AllAOZ ME IjAMADRIÜ — 

Luis María Bopfi Bocujero — Pe- 
dro Abbiiastukv — Ricardo Cu- 
lo mbres. 



ATILIO NAZARENO LUCIANI v. l'KDIK) PALA DIN 1 % OlTK 

RKtTRSO EX THÁOttDÍSA RIO ; Requisita* propia. Relación dirett». .N7r«. 
Irruías con fundamentos no federaba fideraU* consentidó*. Fu mía mentas de 
keckit. 

La sentencia que rechaza la utilidad del tallo cuestionado, por estimar tnie, 
si bien la?, notificaciones m practicaron i>n Itii^nv distinto del domicilio rea! 
de los demandados, éstos tuvieron oportuno conocimiento dé] juicio, resuelve 
con fundamento suficiente cuestiones de hecho y prueba y de derecho pro 
ersal, insusceptildes de i visión en la instancia extraordinaria y mu las que 
no ^minian relación directa e inmediata los arts, 1H y 31 de la Constitución 
Nacional (M. 



JOSEFA SATURNINA ANA C.OMKZ FONSECA i« MIÑIZ v Otkos 
v. DIRECCION' GENERAL IMPOSITIVA 

RECt'RSO KX TfíA ORIUXA RIO : Requhito* propia*. RttariS* direetu. Xor- 
mas ertranax al jmrw. Misvasiciane* r;mstittninn(drx. 

La cuestión federal atinente n tjne el rechazo de ln demanda por repetición 
de paj»o del impuesto, fundado en la inexistencia de 1» protesta, importa 
pxee«( ( en las facultades del tribunal, que na invadido así la esfera reservada 
at Poder Legislativo o al Poder Ejecutivo, resulta insustancial para el otor- 
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gamiento de la apelación extraordinaria habida cuenta que la sentencia recu- 
rrida concuerda con doctrina reiterada de la Corte Suprema, de la que el 
apelante no du razones bastantes par¡i prescindir. 

i'AUO: Pago indebido. Protesta. (ienrralidatU*. 

La protesta previa es indispensable n fin de que la autoridad coi. .pétente 
—facultada para la percepción de loa gravámenes— conozca la disconfor- 
midad de lo» contribuyentes y esté, así, en condicione» de arbitrar, oportu- 
namente, los medios encaminados a asegurar el equilibrio de las finanzas 
públicas, sea evitando la inversión de la renta correspondiente ni impuesto 
impugnudo, o hicn adoptando otras equivalentes medidas de previsión. 

tíiU l HSt) KXTRAOntHSARW : Requi*ito$ propio*. Relució» directa. Aor- 
ifids '■rtntñti* ni juicio. Dí#¡m*í, iones lumUiturwnnlts. 

Ln seiilcm-iu que rechaza la demanda pur repetición de impuesto, con funda- 
mento en la inexistencia de la protesta, no se funda en el puro arbitrio de 
loa jueces ni implica una cxtralimitacióu «■omitida pur éstos en desmedro 
de las normas que delimitan el ámbito de su competencia. 1W consiguiente, 
no guardan relación inmediata y directa con lo decidido los urts. 17, 19, 
(¡7, irtcs. V y 2*. lis y «tí. íncs. í ? y 4", de la Constitución Nacional. 
A ello no obsta !n prescripto en el decreto I0.t¡4*/5ti. habida cuenta de su 
texto, que autoriza a admitir que el allanamiento de la Dirección General 
Impositiva no es «historio cuando lia mediado reimmin al derecho —de 
contenido económico— de que los contribuyente* pretenden valerse. 



gratuita de bienes impugnado como inconstitucional, en virtud de 
la l'alja del requisito de ln protesta correspondiente. 

Esa decisión se* funda en razones de hecho y do derecho co- 
mún y además en el fallo plenario de la Cámara Nacional de Ape- 
laciones en lo Civil de fecha 1* de agosto de 1953 v en la doctrina 
de V. K. de Fallos: 241: 276; 239: 8Í) y otros, suficientes para 
sustentarla. 

En tales condiciones, el recurso extraordinario deducido por 
invocación de los arts. 28, 67, ine. 1* y 28, 68 y 8b\ inc. 2», de la 
Constitución Nacional, es improcedente dado que dicha» normas 
carecen de relación directa e inmediata con lo que ha sido materia 
def pronunciamiento. 

Por ello, considero que corresponde declararlo mal concedido. 
Hílenos Aires, 30 de noviembre de 1950. — Ramón Laacano. 
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Bueuos Aires, 3 de agosto de 1960, 

Vistos los autos: "Gómez Fonseca de Muiííz, Josefa Saturni- 
na Ana y otros c/ Dirección General Impositiva s/ repetición". 

Considerando: 

l 9 ) Que contra la sentencia de fs. 73/77, confirmatoria de la 
de primera instancia obrante a fs. 31/33, que rechazó la demanda 
interpuesta contra la Dirección Impositiva "por repetición de 
pago del impuesto a Ja transmisión gratuita de bienes liquidado 
en los autos sucesorios de don Tiburcio Carlos Germán Gómez 
Fonseca", los actores dedujeron recurso extraordinario (fs. 81/ 
84), el que les ha sido concedido (fs, 85 vta.). 

2*) Que, al fundar el recurso, los apelantes sostienen, ante 
todo, que el tribunal a quo ha excedido las facultades que le son 
propias e invadido la esfera reservada ni Poder Legislativo o ni 
Poder Kjecutivo, por cuanto su decisión de rechazar la demanda 
en mérito a no haberse cumplido el requisito del previo pago del 
impuesto bajo protesta, supone tanto como "crear** una exigen- 
cia no prevista por el legislador, atribuyéndole, no obstante, efi- 
cacia legal a los fines del desconocimiento del derecho invocado, 
que posee base constitucional. Alegan lo dispuesto en los arts. 19, 
67, ines. P y 28, ÍÍ8 y 80, ines, 2* y 4*, de la Ley Fundamental. Y 
aducen, asimismo, que el impuesto de que aquí se trata confraríii 
lo prescripto por el art. 17 de la Constitución, conforme a la iloc 
trina de esta Corte expuesta en Fallos: 234; 129, así como tam- 
bién de licúenlo eun lo establecido por l>! decreto HM>48/.">(>. 

3 9 ) Que el fallo apelado se basa, exclusivamente, en el in- 
cumplimiento, por parte de los actores, de la exigencia de la pro- 
testa previa, a la que considera requisito indispensable para que 
pueda prosperar una acción de la naturaleza de la intentada en 
autos. Este punto, pues, constituye ta materia sobre la cual ha de 
versar, en primer término, el pronunciamiento a dictarse. 

4*) Que la referida exigencia responde a una antiquísima, 
arraigada e invariable jurisprudencia, dentro de la cual se inclu- 
yen incontables decisiones que abarcan el dilatado período com- 
prendido entre el precedente de Fallos: 3: 131 y el de Fallos: 
244: 83. Y esto es, en sí mismo, fundamento suficiente, pon pie 
la cuestión federal planteada es insubstancial cuando la sentencia 
recurrida concuerda con doctrina reiterada de esta Corte de la 
que el apelante no da razones bastantes para prescindir (Fallos: 
245 : 4.j<i ; 241 : 98 y sus citas). 

5 9 ) Que, además, la antedicha jurisprudencia se apoya, so- 
bre todo, en un principio general cuya vigencia es inherente al 



FALLOS DE liA CORTE HUJ'REMA 

buen funcionamiento de los órgano* estatales, esto es, a la más 
eficiente gestión de los intereses públicos. Tul principio ha sido 
concretamente enunciado del nimio siguiente: la protesta previa, 
eU supuestos como el presente, es indispensable a fin de que la 
autoridad ennipetente —facultada para la percepción de los gra- 
vámenes— conozca la disconformidad de los contribuyentes y esté, 
así, en ''oiuitcinnes de arbitrar, oportunamente, los medios encami- 
nados a_ asegurar el equilibrio de las finanzas públicas (Fallos: 
1S(i; 4."í7), sea evitando la inversión de la renta correspondiente 
al impuesto impugnado (Fallos: 218 y sus citas), o bien 

adoptando otras equivalentes medidas de previsión (Fallos: ltffi: 
.'¡77). Por lo demás, el contribuyente que paga una contribución 
*m reserva a I-una. pudiendo lia be r cuestionado su validez —ha 
declarado esta Corte— se presume que renuncia a un dereclio que 
no afecta al orden público por ser puramente patrimonial, es de 
eir, renuneialile (Fallos: 241: 27u). 

b v ) Que, romo se desprende de lo expuesto, la decisión con- 
Iru la ipie se dirige el recurso, lejos de hallarse fundada en el 
puro arbitrio de los jueces o de implicar una ext ral i nutación co- 
metida por éstos cti desmedro de las normas que delimitan al árn- 
bito de su competencia, no es sino la recta consecuencia de los 
principios a que se lia hecho referencia, los cuales deben consi- 
derarse restrictivos o limitativos del derecho que los apelantes 
alegan (Fallos: lóo: 1S1). 

7*) «¿lie. por consiguiente, las garantías eonstitucionales 
mencionadas en el escrito de interposición del recurso no guardan 

de la ley 4S). ' * <<H '* 

H v ) Que a esta conclusión no obsta lo prescripto en el de- 
creto 1IUÍ4S óti, habida cuenta de su texto y de lo resuelto en 
Fallos: ií:í1í : 8!>. De este preeedente, en efecto cabe inferir que el 
citado decreto autoriza a admitir que el allanamiento de la Direc- 
ción (leneral Impositiva no es obligatorio cuando ha mediado re- 
nuncia al derecho —de contenido económico— de que los contri- 
buyentes pretenden valerse. 

!>") Que, en virtud (le lo dicho, j o corresponde que esta Corte 
entre a considerar los restantes agravios de los demandados, re- 
lativos a la invalidez del impuesto en litigio. 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se tícela ra improcedente el recurso extraordin ,rio concedido a 
l*s S."> vta. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lasiaiimd — 
Julio Oyhanartb — Pkpro Are 
hasti'HV — Riciimo Colomuuiís. 
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\WHKS A. FKKSTIFIL1PP0 C111HIMBOLO 

JtJfíiSIUCVIOX Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Causa» ¡«nales. 
Delitos en perjuicio de ¡oh bienes 1/ renitis de la Xaeiiim y de sus repartiríane» 
«titárqitica*. 

Corresponde. « I11 justicia nacional en lo criminal de instrucción de !a Capí 
tul, y no it ta crimina] y correccional federal de esa eindad. conocer del 
proceso por tentativa de estafa contra una compañía de scíniros, aumpte 
ésln este reasegurada en el Instituto Nacional de K rases 11 ros ('). 



RENE om VALLE MACHADO QUTIKBKEZ 

vimmtmmA mititar. 

Corresponde ti la justicia militar, y lio a l:t federal, conocer del proceso <n 
rpte se invtütiga la presunta comisión, por un civil, de delitos comprendidos 
en las prcvjsinuc* del decreto 'Hi'M lid (violación del art. '2'.V.\ ó del J'ili, 
ambos del lY)di»u PennU. 

1*0 circunstancia de tpte los hechos (pie en definitiva se comprueben puedan 
ser los contemplados en e] art. (¡47 del Código de Justicia Militar, no impide 
I11I solución, dado to dispuesto por >! mencionado decreto y porgue En cues- 
tión sometida a !a Corle debe decidirse eonl empando el estado actual de la 
causa. 

JCfílSIHCCfOX Y COMPETEXCIA: Cuestione* d.- eom peteneitt. Generalida- 
des. 

So procede considerar la ir nnstitncionnlidad de la ley i:t.2;t4 y de! decreto 
2li't!)/lH>, planteada por el procesado al deducir cuestión de competencia, si 
el magistrado federal retpiirente estimó extrañas al proceso las disposiciones 
cuestionadas; pues, en tanto no se tiaya arlicolado por el juez expresa 
cuestión de ronstitucioiialidad, el punto es ajeno al pronunciamiento del 
Tribunal. 



Dictamen iiki. PitorrrtAnoit Üenkkai, 

Suprema Corto: 

El señor Juez Federal de Córdoba pide al Consejo de Guerra 
Kspceial de dieha ciudad s« inhiba do entender en la eausa seguida 
a Betié del Valle Gutiérrez, sosteniendo que aquel organismo de 
jnslií'ia militar es incompetente para conocer del delito que se 
imputa al nombrado. 

Se hasa, para ello, el magistrado federal en la circunstancia 
de cpie, según informó el Presidente del Consejo a fs. 4 vta.. del 
Valle habría cometido el delito previsto en el nrt. (¡47 del Código 



(1) S ilc agosto. Patíos; 2:t5: 857. 
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tU Justicia Militar. Ahora bien, esta infracción, cuando es come- 
tida por civiles, según lo señala el Juez, es de competencia de los 
tribunales federales, de acuerdo con la propia norma del mencio- 
nndo urt. (i47 del código castrense. 

En virtud de ella, y teniendo en cuenta que el decreto 2639/ 
(<0 no lia citado expresamente el delito de referencia al enunciar 
los qps quedan sujetos a jurisdicción militar, el Juez entiende 
ser competente para investigarlo, y ello sin necesidad de promul- 
garse sobre la ¡nconstitueionnlidad del citado decreto ni de la 
ley 13*234, cuya validez impugna et procesado. 

Kn mi opinión, sin embargo, los motivos en que hnsn su de- 
cisión el Juez Federal no son suficientes para sustentarla. En 
dedo, tal como surge del testimonio del acta de acuerdo ordinario 
del Consejo de Guerra Especial (fs. 8/13 de los autos agregados), 
del Vallo es juzgado por dicho tribunal, no por la acción reprimida 
en el art, (Í47 del Código de Justicia Militar, sino por el delito de 
conspiración para la rebeldía, previsto en el art. 2&Í del Código 
Penal. Así surge claramente de la descripción «pie en dicha acta 
se realiza de los actos imputados a del Valle ; "actos preparator ios 
de un plan subversivo destinado a suplantar el orden legal exis- 
tente y al derrocamiento de las autoridades constituidas" (fs. 8). 
"delito medio para consumar uno mayor: la rebelión" (fs. !)), y 
de la propia calificación que a aquellos netos da el Consejo, el que 
desigua a! imputado, expresamente, como "supuesto autor del 
delito (le conspiración para la relielión" (fs. 8). 

Es verdad que al encuadrar la conducta así calificada en la 
figura legal correspondiente, el Consejo menciona al artículo 226 
del Código Penal en grado de tentativa (art. 42 del misino cuerpo 
legal) ; pero me parece claro que ello es fruto de un error, va que 
la disposición que se refiere a dicha conducta es, como he dicho. 
!a del artículo 2:W del mismo código. 

En resumen, pues, de Ins autos resulta eme el delito que real- 
mente se imputa a del Valle en sede militar, es el doscripto en este 
líltimn precepto, y sobre tal base corresponde resolver la contien- 
do, ya que como V. K. lo tiene reiteradamente declarado: "las 
cuestiones de competencia, en materia penal, deben decidirse te- 
niendo cu cuenta la naturaleza del delito y Jas circunstancias es- 
pecíales en que se baya producido, según puedan apreciarse prima 
hu ir, y con pi-cscmdcnein de la calificación que en iguales con- 
diciones, le atribuyen les jueces en conflicto" (Fallos: 242: Ó2!>* 
244: 303 y otros). 

Siendo ello así, y teniendo en cuenta que el delito previsto 
por el citado art. 2;i.i del Código Penal (como también el que san- 
ciona el art. 22fi) se halla expresamente comprendido entre los 
ipie enumera el art. P del decreto 2(Í39/(Í(> como determinantes de 
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la sujeción de sus autores a la jurisdicción militar, debe concluir- 
se, como adelanté, que el argumento sobre el cual basa la cuestión 
de competencia por inhibitoria el señor Juez Federal no es válido 
para sustentar, en el caso, la incompetencia del Consejo de Guerra 
Especial. 

Procede, pues, así declararlo al dirimir la presente contienda. 
Buenos Aires, 1» de julio de lfífiO. - Ramóu Lusca no. 

FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1ÍÍ6U 
Autos y vistos; considerando: 

1*) Que el Juez a cargo del Juzgado Federal n* 1 de Córdoba 
solicitó informes al Consejo de Guerra Kspeeial de esa Provincia 
acerca de ta situación de Rene del Valle Machado Gutiérrez (fs. 
3/4). El mencionado Consejo comunicó que Machado Gutiérrez, 
detenido "por efectivos militares*' el 2ti de abril de líKW), se encon- 
traba presuntivamente implicado "eu actividades subversivas" 
previstas por el art. l¡47 del Cód. de Justicia Militar y sometidas 
al juzgamiento de los tribunales castrenses conforme a lo pros- 
cripto en el referido Código y en el decreto ÜüW (fs. 4 vta.). 

2*) Que el Juez Federal dictó resolución declarando su 
competencia para entender en la causa — fs. 12/15 — fundado en 
que el delito del art. <¡47 del Código de Justicia Militar, cuando 
es cometido por civiles, debe ser juzgado por los tribunales "co- 
munes" de acuerdo con el art. t()!>, inc T 9 ), de aquel cuerpo legal. 
Añadió que no procedía considerar la inconstitucioualidad de 1» 
ley l$¿m y del decreto 2<j3í)/ÍÍ0 argüida a fs. 1/2, porque tales 
disposiciones resultaban extrañas al proceso iniciado. Y resolvió 
elevar las actuaciones a esta Corte y solicitar "igual temperamen- 
to (leí Tribunal Militar", en los términos del art. 43, inc. 4) del 
Código de Procedimientos en lo Criminal y de los arts. 150 y 151 
del Código de Justicia Militar. 

3 9 ) Que, por su parte, el Consejo de Guerra Kspecial reque- 
rido decidió "sostener" su competencia — fs. 8/13 del expediente 
agregado por cuerda— expresando además, que la acriminación 
contra Machado Gutiérrez era de "presunta participación" en el 
delito del art. 226 del Código Penal, en grado de tentativa. Esta 
circunstancia fué, posteriormente, puesta en conocimiento <V'l Juez 
Federal — fs, lí) — quien se ¡imitó a elevar el pertinenie oficio 
a esta Corte para su agregación. 

4 9 ) Que interesa todavía destacar que, según resulta de las 
constancias del expediente agregado, el Tribunal militar investi- 
ga la presunta comisión por Machado Gutiérrez de delitos com- 
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prendidos dentro do las previsiones de] decreto 2639/0*0, sea que 
se acepto la calificación practicada por el Sr. Procurador General 
— art. 233 del Código Penal— o bien la que indica el Consejo de 
(hierra Especial -art. 22ti del mismo Código— , punto sobre el 
cual no es indispensable decisión de esta Corte, porque es indi- 
ferente a los efectos de la solueión ríe la cuestión planteada. 

S») Que la circunstancia de que los hechos que en definitiva 
se comprueben puedan ser los Contemplados por el Código de 
dusticm Militar, no es óbice para reconocer i)ue, por nhorn la 
investigación en trámite es de compotencia de! Tribuna] Militar, 
en razón de lo dispuesto por el mencionado decreto 2í>39/60 v por- 
qm la cuestión sometida a esta Corto debe ser decidida contem- 
plando el estado actual de la cansa. 

ti*) Que las demás cuestiones propuestas por el peticionan- 
te de ts. 1/2 no deben ser objeto de consideración por esta Corte, 
en razón de cpje, conforme a su jurisprudencia —Fallos : 244 r 200 y 
sus citas— en tanto no se haya articulado por el juez requtrente 
expresa cuestión de constitueionalidad, el punto es ajeno al pro- 
nunciamiento del Tribunal. 

Kn su mérito, y por los fundamentos concordantes del dieta- 
men del Sr. P rot urador (limera!, so declara que el Consejo de 
Guerra Kspecial (Córdoba) es competente para conocer en la causa 
que se sigue a René del Valle Machado Gutiérrez. Remítansele los 
autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez Federal a 
caigo del Juzgado n* 1 de Córdoba. 

Benjamín Vn.LEOAs Basavilbabo — 

AftlSTÓBULO I). AltÁOZ DE LAMAOllin 
— JlXIO OvilANAJtTE — PEDltO 

Aurkastitky — Ric-akixi Colom 



fmm® SATfliNINO AIXZA 

mmmm ¡os y coatmfMmm: cu^uon*» m empeimst* ammwhm. 

Para que exista uiin ciiistíim fio mmpeteiir-in, que linirii viable el pmnun- 
éísmfento áv 1» Curte Siipreinii, es imlispensable t¡tm fel juez que plantea 1* 
emitienila. sustenira su propia muiprtenein pura eoiweer lie la emw«, de modo 
que pM'luyn tu del otro órniiiu». 

JUlltSDICClON V mMPSTEK&tAi Cumione* <h- competencia. Inhibitoria: 
planteamKnte y trámite. 

No evisle í-onticiifín de oompetoneiii efectivamente trabaría ni el eaw> en que 
el juez federal de Córdoba se limita a ufirnuir ¡^éneamente que d juaga 
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miento del procesado, sometido a la justicia militar de Rosario, corresponde 
a los tribunales federales, sin sostener su propia competencia; máxime ú de 
uulns resulta que los hecho» ocurrieron ínera del ámbito territorial en que 
aquél ejerce competencia jurisdiccional. 

JURISDICCION Y COMPUTES VI A ■ Conflirtc* mtre ¿metí. 

La contienda suscitada entre un juex tcdeial de Córdoba v un trihunal militar 
■le Rosario, como consecuencia de la "orden" dirigida" por el primero al 
secundo, intimándole poner a disposñ-ión del .jmv. federal competente a un 
detenido y Jos actuaciones labradas con motivo del procedimiento de aquél, 
constituye un conllicto sobre el que la Corte se halla facultada pura pro- 
nunciarse. 

JUECES. 

Kl Jura Federal de Córdoba no ha podido válidamente diripr muí "orden" 
al tribunal militar de Kositrio, intimidándole poner a un procesado y las 
acl (uniones respectivas » disposición del juez, federal competente. Rilo, no 
sólo porque en el caso Jos heclins que motivaron la formación de la causa 
se habrían producido fuera de su jurisdicción territorial, sino también por- 
que el régimen lejíal respectivo (ti 43 a 7:1 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal; arts, IDO a 1Ó9 del Código de Justicia Militar) no autoriza 
a ninguno de los tribunales en ron dicto a expedir "órdenes" que el «tro deba 
cumplir, cualquiera sen In jerarquía, prado o naturaleza de tales tribunales. 

Dictamen del Pjioouuaiioh General 
Suprema Corte : 

Como lo reconoce el Señor Juez Federa] de Córdoba, el re- 
curso de babeas eorpus no procede en casos romo el presente (Fa- 
llos; 2XÍ: 103; ±'Í7 : 108; 24.Í: ;ílíf¡). 

A ello debe agregarse que, en mi opinión, tampoco puede 
dulio magistrado plantear contienda por vía de inhibitoria al 
Consejo de (¡tierra de Córdoba, sin afirmar al mismo tiempo su 
propm competencia, puesto que sólo corresponde librar oficio de 
mínimum en caso de que el jxwa que efectúa el requerimiento se 
considere habilitado pura conocer de la causa (arg. arts, 4b\ U 
;>S y concorda lites del C. de Procedimientos en lo Criminal). 

Wm requisiio no aparece acutí satisfecho. VA Juez mi sostiene 
su competencia, sino, en general, la de la justicia federal, para en- 
tender en el proceso; y es así como decide que el Consejo de (íue- 
rra debe poner a los imputados, no n sti disposición, sino a la del 
juez federal que sea competente por razón del hurar. 

Ku tales condiciones —y no resultando tampoco de lo actuado 
qne los hechos de la causa hayan ocurrido efectivamente cu lugar 
sujeto a la competenein territorial del Juez Federal de Córdoba- 
estimo que corresponde resolver la presente contienda declarando 
miprocedentc el requerimiento ordenado a fs. 17. Buenos Aires, 
.SU tic junio de ÍRCO. — Humó» Lasaino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

1°) Que, con motivo de las peticiones contenidas en el escrito 
de fs. 1» previamente planteadas ante el Juez de Instrucción de 
Cuarta Nominación de Córdoba, quien declaró su incompetencia 
para entender en la causa, por corresponder a la Justicia Nacional, 
(|g, 11/10) el Juez a cargo del Juzgado Federal ti? 2 de esa Pro- 
vincia desestimó el recurso de babeas corpus interpuesto en favor 
del imputado Pedro Saturnino Ainza (fs. 17/19). Consideró, asi 
mismo, las objeciones formuladas contra la competencia del Con- 
sejo de Guerra Especial (Rosario) a disposición del cual se en- 
cuentra dicho imputado, "en averiguación de actividades subver- 
sivas" y de conformidad con el régimen previsto por el decreto 
2639/60 iik 8 vta. y 15). Respecto de tales objeciones, el Juez 
Federal aludido, luego de declarar improcedente la consideración 
de la tacha de incoiistitucionalidad opuesta contra la ley 13.234 
y el decreto 20'39 (¡0, resolvió que "en el término de 24 horas, el 
detenido Pedro Saturnino Ainza y actuaciones labradas sean pues- 
tos a disposición del Juez Federal competente, por la autoridad 
militar que los tuviere a su cargo", y dispuso se librara exhorto 
a fin de comunicar la "orden pertinente", 

L") Que, notificado de esa resolución, el Consejo de Guerra 
Especial (Rosario) decidió "sostener" su competencia y dejó es- 
tablecido que los hechos ppr los que se acusa al detenido ocurrie- 
ron eu la ciudad de Rosario y suponen "infracción de normas pe- 
nales eonsignadas en el decreto 2639/tíO" (fs. 25/27). 

3») Que, ni tomar conocimiento de lo decidido por el Con- 
sejo de Guerra Especial, el Juez Federal interviniente dispuso 
"mantener la competencia de la justicia federal" pata entender 
en el proceso y remitir las actuaciones a esta Corte Suprema, en 
los términos del art. 43, inc. 4 9 , del Código de Procedimientos en 
lo Criminal (fs. 30). 

4 V ) Que, como surge de lo expuesto y lo señala el Señor 
Procurador General, en estas actuaciones no se encuentra trabada 
una cuestión de competencia propiamente dicha. Para qne ella 
exista, en efecto, y haga viable el pronunciamiento de la Corte 
Suprema, es indispensable que, en casos como el sub lite, el juez 
que plantea la cuestión sostenga su propia competencia para cono- 
eer de la causu, de modo que excluya la del otro órgano (doctrina 
de Fallos: 21 : 204; 183: 403; 181: 241; 238: 25; sentencia del 14 
de abril pasado en la causa "Carlos Rovira y otros"), no bastando 
al efecto que genéricamente se afirme que el juzgamiento corres- 
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pande a los tribunales federales, máxime si de los elementos de 
juicio reunidos en autos resultaría que ¡os hechos sobre los que 
versa la alegada contienda han ocurrido fuera del ámbito territo- 
rial en que aquél ejerce competencia jurisdiccional. En todo caso, 
el Juez Federal de Córdoba, si entendió que no le correspondía 
conocer en la causa por razón del lugar donde aconteció el hecho, 
debió limitarse a disponer que el interesado ocurriese ante quien 
corresponda, 

5 9 ) Que, en tales condiciones, la única cuestión suscitada es 
la que deriva de la parte resolutiva del auto dictado por el Juez 
Federal, quien formuló intimación ni tribunal militar y le dirigió 
una 14 orden" en los términos referidos (fs. 19 vta.), con motivo 
de los cuales el Consejo de Querrá Especial solicitó se tuvieran 
en cuenta sus razones y, en consecuencia, se dejara sin efecto la 
referida intimación (acuerdo ordinario de fs, 25/27). 

6») Que las circunstancias mencionadas en el considerando 
anterior acreditan la existencia de un conflicto sobre el que esta 
Corte se halla facultada para pronunciarse (urt. 24, hu\ 7» del 
decreto-ley 1285/58), ya que de otro modo no podría tener solu- 
ción adecuada. Cabe declarar, al respecto, que el Sr. Juez Fede- 
ral de Córdoba no ha podido dictar la antedicha resolución de 
fs. lí) vta. t originaria del conflicto. Y ello, no sólo debido a que 
los hechos que motivan la formación de la causa lmbríansc pro- 
ducido fuera de su jurisdicción territorial, sino también porque 
el régimen legal respectivo (arts. 43 a 7,1 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal; arts. !')() n 15Í) del Código de Justicia 
Militar) no autoriza a ninguno de los tribunales en conflicto a 
expedir "órdenes" que el otro deba cumplir, cualquiera sea la 
jerarquía, grado o naturaleza de tales tribunales. 

En su mérito, y lo concordantemente dictaminado por el Sr. 
Procurador ücncral, declárase que es improcedente la contienda 
planteada por el Sr, Juez a cargo del Juzgndo Federal n 9 2 de 
Córdoba y que éste no ha podido dictar la intimación v la orden 
contenidas en el auto de fs. 17/lí). Devuélvanse los autos ai juz- 
gado de su procedencia y hágase saber en la forma de estilo al 
Consejo de Guerra Especial (Rosario). 

BKNJAMIX VlLLKOAK BaSAVILBASO — 

AaisxÓBULO D. Aráoz ue Lamamud 
— Litis María Bopfi BoGOfiBO — 
Julio Oyhanarte — Prdko Abb- 

ítASTritY — RlCAKlX) ( VlLOMBRBS. 
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ASOCIACION ESCOLAR ALEMASA 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACION 

En la queja deducida por denegación del recurso extraordinario, en una 
acción de amparo, corresponde que el Procurador General dictamine «obre 
la procedencia de la apelación, pues priva el interés instilucionnt y no el 
económico del Fisco. 

DlCTASlEX DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Di* ¡iciicnlo con lo resuelto por esa Corte en Fallos: 233 : 60, 
solicito a V. K. quiera excusarme de dictan linar en el presente 
recurso de hecho. Buenos Aires, 19 de julio de 1960. — Ramón 

Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 'A de agosto de 1960. 
Autos y vistos; eonside raudo : 

Qué el recurso de amparo es un procedimiento especial en el 
cual la participación a que puede haber lugar del ministerio 
público, no es equivalente a la defensa del interés económico del 
Fisco en los términos de la jurisprudencia sentada en Fallos: 

mi «o. 

Qué, por lo contrario, priva en la acción de ampuro el inte- 
rés institucional, de manera que hace aplicable al caso la doctrina 
de Fallos: 23?; 680; 243: 358 y otms análogos. 

Por ello se decide requerir del Sr. Procurador General quie- 
ra servirse expedir dictamen respecto de la procedencia de la 
queja, a cuyo efecto se le remitirán los autos. 

Abistóbulo D. Aráoz de Lam.^drid — 
Luis María Boffi Bogo ero — 
Pedro Aberasturv — Ricardo 
Colom: «-.es. 



JUSTO DIAZ COLODRERO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducen de lo cues- 
tión federal. Forma. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido en una causa de amparo, 
contra el fallo de la Cániant que declara bien denegada la apelación, cuando 
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la «ustión í'eHeraU A tinenta a la incoastitucionalidad de la aplicación al cneo 
de la m «L 639 del Código de Procedimientos en lo Criminal, nc Z 

«do punteada eipUcitamente. La referencia implícita a la garantía de la 
defensa en juicio, es insuficiente a eso* efectos. 

Dictamen del Procuradoe General 
Suprema Corte : 

La decisión recurrida -ver resolución de fs. 4 del expediente 
que corre por cuerda, caratulado «Díaz Colodrero, Justo? inter- 
pone recurso de queja por apelación denegada en autos "Díaz 
ooJoclrero, Justo í./reeurso de amparo" (Corrientes) " n* 6385 
se ha limitado a declarar bien denegado el recurso interpuesto* 
?f? mi Í. muíni la WwA del juez federal dictada a 
r -So • 5Pf! Í,e 5 te a ^ l0 ^ ado ( etíusa = H. C, libro I, Sccr. 2, fo- 
lio dM, tfi 253). Y en razón de estar fundada en una de las nor- 
mas procesales que rigen los recursos ante ¡os tribunales de 
alzada, ine parece claro — según reiterada jurisprudencia de V 
*SS q " e SS S S 8U8Ct 'P tiblp de revisión en la instancia extra- 
243 : 296 y 244 : 1 29, ent re ot ros ) . 

m tales condiciones, considero que corresponde declarar 
bien denegado a fs. 13 <exp. 6385) el recurso intentado v no hacer 

Attl a JV™T ltV > dedaeitlli Vor su denegatoria. Buenos 

Aires, la de julio de 1960, — Ramón Lascan*. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1960. 
Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Díaz Colodrero, Justo s/ recurso de amparo", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la aseveración, formulada en la queja, de que las cues- 
tionen propuestas al tribunal apelado importaban referencia 
implícita a la garantía de la defensa en juicio, es insuficiente 
para la admisión del recurso. Es, en efeeto, jurisprudencia rei- 
terada que la impugnación de inconstitueionaüdad debe ser for- 
mulada de manera explícita —Fallos: 236: 189 : 243: 145 v 497 
y otros — . J 

Que a ello corresponde añadir que la importancia que, a jui- 
cio del recurrente, debe reconocerse a las cuestiones propuestas 
en la causa no justifican, sin más, la prescindeneia, por parte 
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do esta Corte, de los recaudos do su competencia extraordinaria, 
ni a juzgar del acir'Ho Ue su apreciación por parte de loa jueces 
de la causa. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

AnmxÓBuu D. Aráoz db Lamadrid — 
Jclio Oyhasahtf. — Pedro Abe- 
rasti-ry — Ricaroo Coló ¡vibres. 



NACION ARGENTINA v. l'BALDO PACC1N1 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principio* generales. 

El pronunciamiento que arguye de modo n consagrar «inclusiones i^neordci 
con las garantías y principios de la Constitución Nacional, no incurre en 
exceso alguno y es insiisccptiblc de la tacha de arbitrariedad t 1 ). 



MAÜJA I', vv. KUMAKZKWSKl v Otkiw v. S. A. Cía. SWIFT i» i,v Pt.ATA 

ACUMULACION BE BENEFICIOS: lu<lemni;aeiotics proveniente* de otra» 
leyes. 

Correspondí' confirmar la sentencia que declara aciimulahle bi pensión acor- 
dada conforme al art. 7s del decreto-l-y íV.m/W. con la indemnización por 
fallecimiento de un empleado. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Cuestiones tto fedérale*, 
interpretación de norman fi netos comunes. 

Es improcedente el agravio fundado en lus nrts. 17 y 19 de la Constitución 
Nacional, contra la sentencia que, intcrprelando <>1 art, 157, Ule. H', íii finé, 
di-l Códitrti de Comercio, rechaza l¡i pretensión del recurrente de que sean 
(¡-■■I linde- del monto de la imirmnizarióii por fallecimiento del empleado, lo* 
ap'rtes juhllntorios patronales opurtuiiamcte ingresados a la cn.ja respec- 
tiva. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema forte: 

Las cuestiones de carácter constitucional que ta demandada 
articula en el recurso extraordinario de fs. Wl como consecuencia 
de no haber admitido el a (pío la compensación que aquélla fun- 
dara en el art, 157, íne. 8*, de la ley 11*729; han sido tardíamente 
introducidtis en la cauta, pues recién se las plantea por voz pri- 
mera en el escrito de interposición del remedio federal. 

(l) 3 de agwto. FjUIoi: 242: 128; 244: 407. 
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_ En consecuencia, pienso que en el presente caso corresponde 
abrir ln instancia extraordinaria al solo efecto de que en ella 
pueda examinarse lo relativo a la interpretación del art. 78 del 
decreto-ley 6395/46 (ley 12.921), punto éste al que también se 
refiere el apelante, y que reviste naturaleza federal. 

Entrando al fondo de dicha cuestión, estimo que en el sub 
india' es de aplicación la doctrina sentada por V. E. a partir de 
Fallos: 240: 174, y que el Trihimal reiterara en pronunciamientos 
posteriores ("Fritz, Josefa Ilalaburda de c/ Frigorífico Anglo 
8. A.", F. 17. XIII, y "Menéndez, Rosa E. Rigo de c/ Cía. Swift 
de Plata", M, 32. XIII, sentencias de 26 de mnrzo de 1958), 

Por lo tanto, opino que procede confirmar la decisión apelada 
en cuanto lia podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 17 
de febrero de 19(¡0. — llamón Lascatio. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 1960. 

Vistos los autos; "Klimaszewski, Muría T. de y otros c/ 
Cía. Swift de La Plata S. A. s ' indemnización por fallecimiento" 

Considerando: 

1*) Que la sentencia recurrida declaró que la indemnización 
por fallecimiento reclamada en la demanda, de conformidad con 
e] ine. 8*, Ira. parte, art. 157, del Código de Comercio, era com- 
patible con la pensión que les fué otorgada a los actores de 
acuerdo ni art. 78 del decreto-ley 6395/46. Desestimó, por otra 
parte, la pretensión de la demandada, que, con fundamento en 
el ine. 8», m fin?, del art. 157 del Código de Comercio había soli- 
citado que, del monto do la indemnización, se dedujeran los apor- 
tes juhilatorios patronales oportunamente ingresados a la caja 
respectiva. 

2*) Que la demandada, al interponer recurso extraordina- 
rio, se agravia de la interpretación que hizo el a quo de las normas 
legales mencionadas, invocando el inciso 3* del art. 14 de la ley 
48, También cita los arts. 17 y 19 de la Constitución Nacional 
como fundamento de su pretensión dirigida a obtener la referida 
deducción de los aportes jubílatorios. 

'•■> } ) Que el agravio fundado en la inteligencia atribuida por 
la sentencia en recurso al art. 78 del decreto-ley 6395/46 — norma 
do carácter federal — , debe ser desechado en razón de que loa 
hechos del caso son sustancialmente análogos a los que motivaron 
la sentencia de esta Corte de Fallos: 241 : 342, cuyos fundamentos 
se dan por reproducidos, hrerifatis cansa. 
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4 V ) Que el agravio referido a la deducción de aportes jutií 
Internos (art. I57i ine. ft*, in fute, del Código de Comercio) tam- 
poco resulta admisible, por tratarse de ln interpretación de nor- 
mns do derecho común, ime es ajena a la instancia extraordinaria. 
Por su parte, la invocación de presuntas violaciones a preceptos 
constitucionales, sólo formulada en la interposición del remedio 
federal (fs. ÍW/ÍÍ4 vtn.) resulta extemporánea y así debe de- 
clararse. 

Por alto y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
confirma la sentencia apelada en cuanto lia sido materia del 
recurso. 

Aiustóhclo D. Akáoz de Lamadiud — 
Jn.ro O yuta v arte — Pedro Abe- 

RAsTCRY — IÍKAKDO CoLOMBUEs. 



U'ts NEBREDA 

CtVThWAStA Y SATVÍtAUZ AVIOS. 

La eirounstnneia de mediar, entre los antecedentes del peticionante, condenas 
o sanciones distintas de IfiH enumeradas ni el art. II), ine. «i j. del decreto 
redamenlarin de la li-y 'MU, puesto en vpjeiK-iu por i<l art. '¿f del decreto 
14.lf.Hl/iili, permite ¡i lus tribunales la valoración de los circunstancias del 
caso n fin de rrsnlvrr la existencia o inexistencin de conducta "irreprochable" 
ni los términos del ine. b) de dicha norma; ello, con amplitud en la admisi- 
bilidad de la prueba y, coriebitivnrneutej autorizado y prudente rtí;or en el 
jDEgamiento. 

HECUfíSO KXTfl WItfHSAIltO: Beq H ¿>H>,> /mi^W. Vuv.^whv, h „ frdrrales. 
fcdtmhl ét ¡a» MMfaUHto (fe hecho. Ytíria*. 

La valor ación de tu* antecedentes del peticionante di 1 la ciudadanía argentina 
«pie. .-i ti arbitrariedad, íormuhi la sentencia «pelada, (pieda substraída ni 
cmioeitmento di' la forte, piir constituir un aspecto de berilo y prueba extraño 
4 H la instancia extraordinaria. 

Dictamen del Procurado* General 

Suprema Curte: 

De acuerdo eon mi opinión personal, el art. 10, inc. b). del 
decreto del 10 de diciembre de 1ÍKÍ1, llamado reglamentario de 
la ley ;14(5, no cnmlacc necesariamente ¡i negar la naturalización 
en caso de ip\ie el solicitante haya sido condenado alguna vez a 
cumplir una pena de carácter contravencional o correccional. 

Ks cierto que una exéresis puramente gramatical de la dis- 
posición arriba mencionada llevaría a concluir ípie en tal supuesto 
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el interesado no ha observado "conducta irreprochable" y a 
denegar, couseeuen teniente, el beneficio. ' 

Pero, por el contrario, la interpretación sistemática nos de- 
muestra tjue si hubiera de considerarse, siempre que haya media- 
do alguna condena, que la conducta no lia sido irreprochable, el 
me. d) del mismo art. 10 sería totalmente ocioso al prescribir 
que no se concederá la naturalización a quien haya sido condenado 
a pena infamante, o por delitos contra la propiedad o por falsi- 
ficación en general, o por apropiación o malversación de caudales 
públicos. 

De ello se deduce claramente, a mi juicio, que cuando hayan 
mediado otras condenas que Jas enumeradas en el inc. **d" el 
tribunal puede libremente valorar las circunstancias del casó, a 
tiu de resolver si existe o no conducta "irreprochable", no en 
el sentido corriente de la expresión, ^ino en el que, según se ha 
visto, es impuesto por la propia norma. 

El a quo ha fundado su sentencia en la valoración que, den- 
tro del canon antes señando, le ©ojnpete, para incluir la con- 
ducta del solicitante dentro del supuesto del inc. b). Esa valo- 
ración, en sí misma, no es susceptible de revisión en esta instancia 
extraordinaria, según acaba de declararlo V. tí. in rc : "Abrahnm 
\\ adnnirskv s/ carta de ciudadanía" (W.4- L.X11I), en fallo 
del 23 de setiembre pudo. 

Creo, por eho, y con independencia de otros fundamentos que 
no comparto de la de.ision recurrida, que ésta es ajustada a 
derecho. 

Ahora bien: el art. 1G del mencionado decreto del lí> de 
diciembre de 1931 establece que: "En todas las cuestiones que 
susciten ios procuradores fiscales en primera instancia, en lo 
relativo a la aplicación de este decreto, los procuradores fiscales 
de las instancias superiores deben mantener los recursos dedu- 
cidos, limitándose en caso de discrepancia a excusarse o salvar 
su opinión". 

Considero muy dudosa la constitucionalidad de ln exigencia 
contenida en el artículo transcripto, pero precisamente en virtud 
de haber pensado que era necesario exponer mi opinión personal 
sobre el problema -~pucs no bastaba salvarla sin especificar cuál 
era—, creo también que, en este caso, estoy en el deber de obtener 
nn pronunciamiento de V. E. sobre el fondo del asunto Por lo 
tanto, y dejando a salvo mi opinión personal, en mi carácter 
de Irocurador General mantengo la apelación extraordinaria 
interpuesta por el Sr. Fiscal de Cámara, y pido se revoque la 
sentencia apelada en cuanto pudo ser materia de d : cho recurso. 
Buenos Aires, lü de octubre de lííá!>. — Ramón Lasmno 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 196U 
Vist*s los autos: "Nebreda, Luis a/ carta de ciudadanía". 

Y considerando : 

l 9 ) Que contra la sentencia de fs. 30/32 que, confirmando 
la de primera instancia de fs. 22/23, resolvió conceder a don Luis 
Nebreda y Nebreda la carta de ciudadanía argentina, el Señor 
Procurador Fiscal de Cámara dedujo recurso extraordinario a 
ta. 34, fundándolo eu que los antecedentes registrados por el 
peticionante según informe policial de fs. 12 — infracciones a la 
ley de juegos prohibidos y al decreto sobre portación de armas 
y desórdenes — inducen la conclusión de que aquél no ba obser- 
vado la "conducta irreprochable" a que el art. 10, iuc. b), del 
decreto reglamentario de la ley 340 supedita la concesión de la 
carta de ciudadanía argentina. 

2*) Que la circunstancia de mediar, entre los antecedentes 
del peticionante, condenas o sanciones distintas de las enumera- 
das en el art. 10, iuc. d), del decreto reglamentario de la ley 340, 
puesto en vigencia por el art. del decreto 14.1ÍW/56 —por lo 
que esta causa es ajena a la registrada en Fallos: 241: 31 — , 
permite a los tribunales la valoración de las circunstancias del 
caso, con el criterio sustentado por esta Corte en Fallos: 243: 
201, consid. 3*, a fin de resolver la existencia o inexistencia de 
conducta "irreprochable" eu los términos del im*. b) de dicha 
norma. 

3*) Que en tales condiciones, la conclusión a que llega la 
sentencia en recurso acerca de dicho extremo, no impugnada de 
arbitrariedad, queda substraída al conocimiento de esta Corto 
en razón de constituir un aspecto de hecho y prueba que es extraño 
a la jurisdicción qué acuerda ni Tribunal el art. 14 do la ley 48 
(Fallos: 244: 496, cons. final, 2* parte). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ra!, se confirma la sentencia en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. 

Abistóbulo D. Aráoz de Lamaihho — 
Litis María Boffi Boookho -■- 
Julio Oyhanakte — Peubo Atir- 
hastury — Ricardo Oolombhkh. 
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PABLO MICHELSON t Otro 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos y garantías. Defensa en juicio. Pnce- 
dimiento ;/ sentencia. 

El principio según el cual la falta de recurso acusatorio impide agravar la 
pena rebinare jerarquía constitucional; todo pronunciamiento que dcm-otiü- 

ctera principio adolecería de invalidez cu tanto y en cuanto habría sido 

dictado sin Jurisdicción y, ademas, afectaría de manera ilegitima I* situación 
i'htenida por el procesado merced a la -sentencia — consentida por el Minis- 
terio PflbÜco— de la instancia anterior y lesionaría, de e.w? modo, la garantía 
del art. 18 de la Constitución Nacional, 

En consecuencia, $\ H jnez condenó at procesado, por lesiones culposas, n 
una multa de ni$u, ñOO y a dos años de inhabilitación especial "todo en forma 
condiciona y el pronunciamiento fué consentido por el Agente Fiscal, 
corresponde revocar ln sentencia de la Cámara i|iic reformó la de primera 
instancia disponiendo tpie debía hacerse efectiva la peni; Je inhabilita ^iún 

CONSTITUCION NACIONAL; Dertvtu,* y ¡fttnntitt*. hefema en jnú-h. ¡'roce- 
fliitiuhlo \f senteneia. 

Ln, circunstancia de (pie lo resuelto por el juez de pnmera instancia no se 
ajuste al criterio que el tribunal de alzada adoptó en fallo plena rio, r specto 
del cumplimiento efertivo de la pena de inhabilitación, no impide aplicar la 
doctrina «seirún la cual la falta da recurso acusatorio impide atrravar la pena, 
babida cuenta de los fundamentos constitucionales que la sustentan. 

Dictamen del Pbocuhador General 

Suprema Corte : 

Al dictar sentencia en los casos quo aparecen registrados en 
Fallos: 196: 631; 201: 63 y 204: 487, V. E. tuvo oportunidad de 
señalar que la falta de recurso acusatorio impide la agravación 
de la pena impuesta; y este criterio fué luego refirmado por esa 
Corte, contemplando ya el problema en sus proyecciones consti- 
tucionales, en Fallos: 234 : 270 y 367; 237: 497 y otros. 

De conformidad con la doctrina emergente de los pronuncia- 
mientos recordados, opino que debe admitirse la procedencia del 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 69, y revocarse el fallo 
dictado a fs. 63 por violatorio de la garantía de la defensa en 
juicio. Buenos Aires, 28 de junio de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 1960 

Vistos los autos: "Miehelson Pablo, Olivero Ricardo s/ le- 
siones art. 94 C. P." 



<4P FALLOS DE LA CORTE M.'CREMA 

Considerando: 

1 V ) Que, según consta en autos, el juez de primera instancia 
condenó n Pablo Michelsun imponiéndole pena de inulta de in$n. 
frito y dos años do inhala litación e.-pecinl, "todo en forma condi- 
cional", por el delito dé lesiones por imprudencia (fs, 55/56) 
Ehtei puesto recurso de apelación línicameiite por el procesado y 
su defensor (fs. óti vía. y 57) —es decir, sin apelación del Agente 
Fiscal — la Cámara a qwo reformó la sentejH-ia y dispuso que ln 
pena de inhabilitación especial del tía hacerse efectiva, de con- 

formid ul i ln resuelto por ella en el filio plena rio del caso 

**Bítíiidi, ftoberto José" (fs. lí:í). 

(¿ue, contra ese pronunciamiento, se interpuso recurso 
extraordinario (fs. lili 72), el (¡ue ha sido concedido (fs. 74). Al 
fundar su apelación, el recurrente invoca la doctrina que esta 
Gofio expuso en el precedente de Ka Nos: 2.'Í4: 270, y, apoyándose 
en ella, alega que la sentencia de fs. (i.'! vulnera la garantía 
constitucional di- tu defensa en juicio y que el tribunal a quo lia 
en reí-ido tic jurisdicción para reforma r el fallo "en perjuicio del 
reo", toda vez que no medió recurso del Ministerio Fiscal quo 
(q habilitara al efecto. 

*!'*) Que esta última aserción es incui'slionuhleiucutc exacta, 
según se desprendo de las constancias obrantes en la causa. 

4") (Jue. en tales condiciones, los agravios del apelante de- 
ben prosperar. Kn efecto, ron posterioridad al invocado prece- 
dente ile Fallos: 2;!4: 270* en quo la cuestión de que aquí se trata 
solo fué considerada uhihr <itctntn, numerosas decisiones de esta 
forte establecieron una firme línea de jurisprudencia favorable 
a las pretensiones que el recurso extraordinario expresa. Do ollas 
resulta que el principio según el cual la falta do recurso acusa- 
torio impide agravar la pena, que anteriormente acogiera esta 
forte actuando como tribunal de tercera instancia (Fallos: lito': 
<>:¡1 ; 201: ttí, cutre otros), reconoce jerarquía constitucional (Fa- 
llos: i>:¡4: :to7; 2:í7: 190, considerando 2?; 23: 484, considerando 
IV; doctrina do Faltos: 244: 1ÍÍS) . Por consiguiente, todo pro- 
nunciamiento que desconociera ese principio adolecería de inva- 
lidez en tanto y en cuanto habría sido dictado sin jurisdicción y t 
además, afectaría de manera ilegítima la situación obtenida por 
el procesado merced a la sentencia — consentida por el Ministerio 
Público— de la instancia anterior y lesionaría, de ese modo, la 
garantía contemplada por el nrt. 18 do la Constitución Nacional, 

f) 9 ) Que, por lo demás, la circunstancia de que, como acon- 
tece en el sub i, ir, lo resuelto por el juez int^rvini rute no se ajuste 
al criterio quo el tribunal de alzada adoptó en fallo plena rio, no 
impide aplicar la aludida doctrina de esta Porte, habida cuenta 
de los fundamentos constitucionales míe la sustentan. 
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Kn su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada de fs, en cuanto ha 
sitio materia del recurso. 

jbulo D. Aráoz he Lamadieid — 
Lris Manía Bokfi Bouueihj — 
Julio Oy i la sí arte — Hicauuo Co- 

LOMBEBS. 



OSVALDO AMEIÍICO CHUZ v Otkos 

RECURSO EXTRAORUlXARiO: lirqiü*itus ¡tronos. C,itsii ( ,nrs ,m frdrraks. 
S» titt'Hcitt.* ttrhitrarinit. I'riurijuox yntcrtilt s. 

Ijm sentmrh suririeotenietíU' 1'uinlnd:] en razones de lieetio y prueba y de- 
recho eoinún no es arliitruna, «uamjukt-a sea su iicU'ito o error 

RKCVRSO KXTRAOHlHSAMn: Rrq H Miu* }>rt> f >m*. Cual iones no fcdrrafr*. 
lnU ritrt'Uni¿n tlr norma* if art >s comunes. 

Xn proeede el reeurso extraordinaria tuiidnilo en «pu- habría violndo el 
jiri. IS de ]¡i Coiistitrttión Nacional por hdierse resuello en forma definitiva 
1» siíiiiiiión ihl menor, nrusmlu de luirlo, sin lii prevíu aplicación de la 
medida tutelar prevista en lii ley 14.:ii>4 y el decreto-ley . r ÜSt¡/">7 ( .si (u sen ten ' 
eia, interprchnulo ¡ujuell i ley, se pronuncia sobre el período de tratamiento 
tutelar aludido por el iirl. 4. 



Dicta m kn ufa, PaorntAmm (Íknfu.vl 
Suprema Corle : 

A mi juicio, cuando se ha establecido que un menor de dieci- 
séis a dieciocho años es autor de un hecho calificado como delito 
—y no medía alguna causa de impunidad de acuerdo al Pe- 
nal—, la medida de menor gravedad que a su respecto puede 
adoptarse es la de dejarlo libremente con sos padres o tutor. 
Esta conclusión fluye a mi juicio naturalmente del examen del 
art. 4? de la ley 14.:íí>4 en conexión con el art. 2* de la misma. 

Pese a que la ley mencionada es do naturaleza común, su 
análisis resulta necesario para demostrar: 1» (pie la resolución 
recurrida no causa agravio al recurrente, pues de haberse efec- 
tuado el estudio previo de la personalidad del menor, por cuva 
omisión reclama el Kr. Defensor Oficial, la decisión del Juez íio 
habría podido ser menos gravosa que la nue adoptó; y, que 
ta interpretación que el a qtip ha efectuado del poco claro texto 
de Ir ley no aparece como arbitrariamente lesiva de ninguna ga- 
rantía constitucional. 
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Es cierto que la decisión parece imponer a los padres la 
obligación de informar de tanto en tanto al juez sobre la conducta 
del menor (aunque ello resulta, en realidad, no del auto de fs. 1Ü4, 
hiño del oficio suscripto por el secretario a fs. 108), pero tal 
obligación no constituye gravamen para el menor, en cuyo nombre 
se interpuso la apelación. 

De la decisión recurrida no surge pues interdicción alguna 
para este último, quien sigue tun sujeto a la guarda de sus padres 
romo antes de cometer el delito; y no se sostiene en el recurso 
que ello ie sea de algún modo perjudicial. Por otra parte, como 
la medida no causa estado (art. 11 de la ley), si se presentara 
alguna dificultad futura —con respecto a una posible emancipa- 
ción, por ejemplo— aquélla podría ser, eventualmentc, aclarada 
o modificada. 

Opino, en consecuencia, que el recurso extraordinario es 
improcedente, y que corresponde declararlo mal concedido a fs. 
i:i4. Buenos Aires, 7 de mayo de i:»">íi. — Ramón Lascano.. 

FALLO DE LA COlíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Cruz, Osvaldo Américo; Ingemi, Pedro; 
Lanza, Armando s/ hurto de una bicicleta en perjuicio de José 
Evangelista en zona portuaria". 

Y considerando: 

\ 9 ) Que la sentencia de primera instancia resolvió declarar 
al menor Osvaldo Américo Cruz autor responsable del delito 
previsto y sancionado por el art. 1(52 del Código Penal y dispuso 
que continuase en libertad, bajo la guarda de sus padres, hasta 
su mayoría de edad (fs. 104/106). La Cámara de Apelaciones, 
por su fiarte, confirmó la resolución del inferior en cuanto había 
sido materia de recurso (fs, 120/121). 

2*) Que, contra esta última sentencia, ínter paso recurso 
extraordinario el Defensor Oficial del menor Cruz, fundado en 
los siguientes agravios: a) que ta resolución del a quo es insana- 
blemente nula por haber sido dictada con desconocimiento del 
"debido proceso" (art 18 Constitución Nacional), "toda vez que 
la misma resuelve la situación del menor en forma definitiva, sin 
ta previa aplicación de la medida tutelar % prevista por la ley 
14.304 y el decreto-ley 5286/57; b) que la sentencia es arbitraria 
por haber prescindido de to expresamente dispuesto por dieba 
lev para el ea^o, v, por ende, está desprovista de todo apoyo 
legal (fs. 126/KÍ2). 
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3*) Que oí do la s ntencia de primera (fa. 104/106) ni de 
iu de segunda instancia fs. 120/121) resulta que se haya hecho 
caso omiso de la ley 14.3! 4, sino que, por el contrario, «1 tribunal 
a quo interpretando esa t?y, expresa categóricamente que el pe- 
ríodo de tratamiento tutei ir aludido por el art. 4 V de la ley "debe 
condicionarse a los supu stos o situaciones en que el juez lo 
haya estimado necesario tan sólo por el tiempo indispensable 
para su mejor examen y t ■¡litar ta ulterior adopción del régimen 
que correspondiera aplicar" (fs. 120 vta.), 

-i 9 ) Que la sentencia del a quo está así suficientemente fun- 
dada en razones de hecho y prueba y dereeho común, no siendo 
entonces, cualquiera sea su acierto o error, arbitraria conforme 
con la jurisprudencia de esta Corte (Fallos: 244: 147, 225, 448 
y 513 y otros). 

5 V ) Que, por lo demás, el recurso extraordinario intentado 
se funda tti rectamente en la violación de la ley 14.3ÍÍ4 y sólo 
indirectamente en el precepto constitucional invocado, por lo cual 
corresponde también se declare su improcedencia (Fallos: 235: 
751). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Genera!, 
se dechira improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 134. 

AmsTóiíULo D. Aráoz de Lamadtuu — 
Litis Makía Boffi Bogorro — 
.íuuo Oykanartb — Rioaihm! Co- 

LOMBHES. 



LUIS FERNANDO ACUSA 

EXCUSACION. 

So constituye causal ik excusación la acusación formulada ñor un letrado 
contra vocales de una Cámara Nacional de Apelaciones, ante ta Cámara de 
Diputados, si no resulta haberse cumplido el requisito que establece el nrl. 
:M¡6, ínc, 7», apart. b) — tey 5100 — del Código de Procedí tinentos en lo Civil 
y Comercia!; ni el pedido de enjuiciamiento presentado contra otro de los 
miembros de ese tribunal, cuya improcedencia fué decidida por la Corte 
Suprema. 

Tampoco lo es el pretendido prejuzpamicnto, si la respectivo causal estaba 
referida por el profesional — que denuncia infracción al art. 20 de la ley 
4128 — ti cuestionen que hacían al fondo del pleito, en tinto que la Cámara 
había declarado la incompetencia de jurisdicción de los tribunales ai rcntirios 
y la excusación kc solicitaba respecto del pronunciamiento que In Cámara 
debía dietnr acerca de la procedencia de) recurso extraordinario interpuesto 
contra aquella resolución. 

La misma conclusión procede respecto de la causal que se hoce consistir en 
ta anterior denuncia criminal por dos de los jueces contra el presentante, en 
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ratón de expresiones vertida» por éste en el juicio, toda vez que ello importa 
el ejercicio de la obligación impuesta por el art. 1W del Código de Procedí* 
mientes en lo ( Hniinal. 

COR TIC SUPPRMA. 

La jurisdicción de superintendencia de la Corte Suprema no es, como prin- 
cipio, vía hábil para la revisión de acto» jurisdiccionales, en cuanto a su 
acierto o validez. 

Dictamen* del Pbocubadob General 
Suprema Corte : 

Kstinio conveniente que se postergue la consuele ración de 
estas actuaciones hasta que sea resuelta la queja que tramita 
bajo letra V.89, L.XIII. Buenos Aires, 27 de noviembre de 1958. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 1960. 

Vistas las precedentes actuaciones de Superintendencia 
"S. 370/1 358" y « S. 516/1 958 " f de las que resulta: 

Que el doctor Luis Fernando Acuña formula denuncia con- 
tra los señores jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones en 
lo Civil, doctores Ciehero, FIcitas y Martínez, para e|ue se les 
aplique In multa prevista por el art. 20 de la ley 4128 y demás 
sanciones que corresponda. 

Sostiene que debieron excusarse en el juicio de divorcio se- 
í-iiido por Emilia Oavura de Vksov contra Alejandro Vlasov, 
pues ul resolver sobre la competencia habínn emitido opinión so- 
bre cuestiones que constituían causales invocadas como funda- 
mento de la acción. 

Agrega que también han debido excusarse dichos camaristas 
por haber sido acusados por el denunciante ante la H. Cámara 
de Diputados, imputándoles el delito de prevaricato. 

El pedido fué desestimado por entender los jueces de la Sala 
respectiva que no se bailaban, respecto de la Sra. de Vlasov, en 
ninguna de las hipótesis contempladas por los íirts. 368 y 384 
del Código procesal, con arreglo a los procedentes citados en la 
resolución — conf. transcripción de fs. 4— y por ser improcedente 
lo solicitado. 

Asimismo, sostiene el Dr. Acuña que los jueces referidos no 
lian podido decidir —como lo hicieron al resolver el pedido de 
excusación — la formulación de denuncia ante los tribunales per- 
tinentes por considerar que el letrado solicitante había incurrido, 
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en escritos presentados en los autos, en hechos reprimidos por 
la ley penal. 

Que, con posterioridad, el doctor Acuña se presentó ante esta 
Corte ampliando la denuncia contra ¡os señores jueces de Cámara, 
doctores Fleitas y Ciehero, e incluyendo en ella al doctor Sánchez 
de Bnstamante. 

La nueva denuncia se refiere a la actuación de dichos jueces 
en Ja cansa de divorcio seguida por Ksther Santos Rebollo de 
Núñeü contra ('arlos Francisco Núñez. En dicha causa la Cámara 
confirmó la decisión del juez, denrgntoria del podido de levanta- 
miento de inhibición general de bienes del marido, con funda- 
mento en la circunstancia de que la esposa había iniciado juicio 
ordinario sobre liquidación de la sociedad conyugal Al mismo 
tiempo dispuso apercibir al Dr. Acuña por falta de estilo. 

El denunciante sostiene: 

a) Que los mencionados jueces de Cámara no han podido 
tomar resolución en su contra, sin violar lo dispuesto por el art. 20 
de la ley 4128 y 384 del código procesal. Afirma que se encuen- 
tran en la situación prevista por el art. 368, inc. 7», del Cód. de 
Proe. en lo Civil: los doctores Fleitas y Ciehero, por haber sido 
acusados por él, por prevaricato, ante la Cámara de Diputados; 
el Dr. Sánchez de Bustamnnte, por similar acusación formulada 
con anterioridad, mediante el trámite que establecía la ley de 
enjuiciamiento de magistrados. Los doctores Fleitas y Ciehero, 
además, han sido denunciantes del letrado, según resulta de la 
resolución dictada en la causa "Cavura de Vlasov c/ Vlasov", 
antes referida. 

b) El error de derecho en que incurre la resolución, que 
importa mal desempeño de las funciones por parte de los magis- 
trados que la firmaron, a los que atribuye falta de ecuanimidad 
no sólo respecto del letrado sino también de la parte que asesora. 

Considerando : 

Que en lo relativo al pedido de excusación en la causa "Ca- 
vura de Vlasov c/ Vlasov", fundado en la acusación formulada 
por el Dr. Acuña ante la H. Cámara de Diputados, no resulta 
haberse cumplido el requisito establecido por el art. 368, ínc. 7* 
apart. b) —ley 5106—, del Código de Procedimientos en lo Civil 
y Comercial. 

Que, en cuanto a la causal de pre juzgamiento, basta, para 
desestimar ln denuncia en lo pertinente, tener presente que dicha 
causal estaba referida por el denunciante a cuestiones que hacían 
al fondo del pleito, siendo así que la Cámara había declarado 
la incompetencia de jurisdicción de los tribunales argentinos y 
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que la excusación se solicitaba respecto del pronunciamiento que la 
Cámara debía dictar acerca de la procedencia del recurso extra- 
ordinario interpuesto contra aquella "resolución. 

Que las conclusiones precedentes, son suficientes asimismo 
para rechazar la denuncia en lo que hace a la decisión de la 
Támara de pasar las actuaciones til tribunal correspondiente por 
estimarse que el letrado había incurrido "prima facie M en la 
comisión de hechos reprimidos por la ley penal. Más aún en pre- 
sencia de lo dispuesto por el art. HH del Código de Procedimien- 
to» en lo Criminal. 

Que en lo relativo a la denuncia en los autos " Santos Rebollo 
de Xúñez e, Núííez*' y en cuanto .se pretende era causa de excu- 
sación la acusación de prevaricato contra los doctores Flcitas y 
Cichero, son de estricta aplicación las razones expresadas al tra- 
tar la denuncia formulada en la causa "Cavura de Vlasov c/ 
Vlasov". 

],<> mi sin» cabe decir respecto del enjuiciamiento del doctor 
Sánchez de Bustainaiite, cuya "evidente improcedencia*' fué de- 
clarada gégútt resolución de Fallos: *j:iíí: 34. 

(¿ue tampoco constituía causal de excusación la que pretende 
el Dr. Acuna fu tábido en la disposición adoptada por los Dres. 
Fleítas y fichero, en los autos "Cavura de Vlasov c/ Vlasov", 
de pasar las actuaciones a la justicia del crimen, toda vez que 
tal disposición importa el ejercicio de la obligación impuesta por 
el art. 164 del Código de Procedimientos en lo Criminal — conf. 
jurisprudencia registrada en Revista de Jurisprudencia Argén- 
tina, tomo 11, pág. 841 ; tomo n"i, pág. 231—. 

Que en lo (pie se refiere al error de derecho atribuido por el 
denunciante a la resolución dictada por la Cámara, el Tribunal 
no estima que proceda apartarse en el caso del principio con 
arreglo al cual la superintendencia de la Corte no es la vía hábil 
para la revisión de actos jurisdiccionales, en cuanto a su acierto 
—conf. Fallos : 244 : l'ü— . 

Por ello, se resuelve: 

a) Archivar las precedentes tpiejas de superintendencia 
— expíes. '170/58 y 516/58 — , las que se acumularán. 

b) Téstese por Secretaría los términos subrayados en rojo 
¡i fs. 4 de la quojn 516/58. 

Abistóbuio D. Aiiáoz oe Lamadrio — 
Lina Maieía Bofe i Bo<;<¡eeio — 
Jn/n Oyiianwhte — Peono Ahh 
BASTI ruy — Rica ii no CoLOKBbsb. 
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MONSEÑOR DOCTOR HORACIO GOMEZ P iVILA 

PATRONATO NACIONAL. 

f 

Con las reserva» que ««muñan de la Constitución Nacional y de las leyes dic- 
tadas en consecuencia respecto del Patronato Nacional, corresponde que la 
Cortf Suprema preste acuerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el pase 
a la Bula por la que el Sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor 
Dr. Horacio Guiñee Dávila, oportunamente presentado para el eargo por "1 
Presidente de la Nación. Coadjutor del Obispo de La liioja, con derecho a 
sucesión. 

Dictamen del Pkocuuadok General 

Suprema Corte: 

El Poder Ejecutivo somete a consideración de V. E., a fin de 
dar cumplimiento a lo prescripto por el inc. 9* del art. 86 de la 
Constitución Nacional, la Bula original dada en Roma el 10 de 
febrero ppdo., a la que acompaña la correspondiente traducción 
al castellano, por la que Su Santidad el Papa Juan XXIII nom- 
bra a S. E. Revdrna. Monseñor Dr. Horacio Gómez Dávila, hasta 
ahora Obispo Titular de Teodosiópoli en Armenia y Auxiliar del 
Arzobispo de Córdoba, Obispo Coadjutor con derecho a sucesión 
del Obispo de La Rio ja, Monseñor Froilán i <:rreira Reinafé. 

Dado que según resulta de la nota precedente el designado 
fué propuesto por el Gobierno de la Nación y teniendo en cuenta 
que con dicho nombramiento no aparecen afectados los derechos 
del Patronato, no encuentro inconveniente para que V. E. preste 
el acuerdo que se le solicita con las reservas de práctica que ema- 
nan de la Constitución y leyes vigentes sobre la materia (Fallos: 
241 : 43 y 69). Buenos Aires, 6 de mayo de 1960. — Ramón Las- 
cano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de agosto de 1960. 

Vistos los a-^tos: "Bula de S. S. el Papa Juan XXIII por la 
que designa Obispo Coadjutor con derecho a sucesión en la Dió- 
cesis de La Rioja a S. E. Revdrna. Monseñor Dr. Horacio Gómez 
Dávila Obispo Titular de Teodosiópoli en Armenia". 

Considerando : 

Que el Excmo. Señor Presidente de la Nación somete a la 
consideración de la Corte Suprema de Justicia, a los efectos es- 
tablecidos en el inciso 9* del art. 86 de la Constitución Nacional, 
la Bula Pontificia —cuya copia traducida y autenticada por el 



4jU FAUOS OE IJ. CORTE SUPREMA 

Secretario General de! Episcopado A Tint ino obra a fs. 1/2— 
según la cual 8, S. el Pupa Juan XXIII designa a S. K. Revdma. 
Monseñor Doctor Horacio Gómez Dávila —Obispo titular de Teo- 
dosiópoli en Armenia— como Obispo Coadjutor, con derecho a 
sucesión, del Obispo de La Rioja. 

Que, según resulta del texto del decreto 144ó de ."j de febrero 
del año cor riente, el Kxemo. Señor Presidente de la Nación pre- 
sentó n la Santa Sede, al prelado de que se ha hecho mención, 
pura Obispo Coadjutor con derecho a sucesión en la referida dió- 
cesis, teniendo en cuenta la terna formada por el II. Senado para 
proveer dicho cargo, con derecho a sucesión. 

Que en las condiciones expuestas y con arreglo a lo resuelto 
en Fallos; *J4t : 4.'J y (i!», corresponde prestar el acuerdo reque- 
rido; con la salvedad de los derechos del Patronato Nacional, con- 
forme a reiterada jurisprudencia. 

Por ello, y ha hiendo di el a mi nado el Señor Procurador fiene- 
rnl, la Corte Suprema de Justicia presta su acuerdo — con las 
reservas que emanan de la Constitución y de las leyes dictadas 
con arreglo a ella respecto del Pal róñate. "Nacional— " para i|ue el 
Excmo. Señor Presidente de la Nación conceda el pase a la Huía 
por la i|ne el Sumo Pontífice instituye canónicamente a S. K. Rev- 
dma. Monseñor Doctor Horneo (íóinez Dávila, Coadjutor del 
Obispo de La Kioja, con derecho n sucesión. Devuélvanse estas 
actuaciones al Poder Ejecutivo en la forma de estilo. 

Aiustórulo D. AnÁoz oe Lamaísmo — 
Luis María Bofki Bohokiío — .Tir- 
i/o Oyíianahtk — Pkoho Abbras- 



NACION ARGENTINA v. P. A. MHTAIil'HOtCA v DIQUES FLOTANTES 

twemm mmmmo m: apelamos : r fffW s^tmrit ^f¡m- 

tirn. RfHnlticimH'* iinlrriorrs. 

No constituye scnten<*iíi definitiva, a los fines del recurso ordinario ilr apela- 
eion. In <\\u> prsn lien un¡i reculación de linnonimw ron nleimee nrov¡í«onnl t 
pii virluil de lo dispuesto en el nrt. inc. r|>, 



Dictamen del PiíorriiAmui (¡kxeral 
Suprema Corte : 

La regulación de honorarios de los peritos contadores efec- 
tuada con carácter provisorio, no es susceptible de revisión en 
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torcera instancia de acuerdo con la doctrina de V. E. en Pa- 
lios : 240 : 331. 

Correspondería pues declarar nial acordado a fs. 23 vta. el 
recurso ordinario de apelación interpuesto a fs. 2f>. Buenos Ai- 
res, 2 de julio de 19.-JÍ). — Ramón Lnscauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de agosto de 1060. 

Vistos los autos: *'La Nación c/ Metalúrgica y Diques Flo- 
tantes S. A. — incidente sobre regulación de honorarios de los 
peritos con tu dores en el cuaderno de prueba acto ra™." 

Considerando: 

(¿ue, con arreglo a la jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
el recluso ordinario para ante ella sólo procedo respecto de 
sentencias definitivas (Folios: 240: :m ; 241: 12(1; 244: ,XG, entre 
otros). 

(§ne la regulación de honorarios podida a fs. 12 de estos au- 
tos le» fué con alcance provisorio y en virtud de lo dispuesto por 
el nrt. :í fl , inc. á% del decreto-ley líi.íi:í8/57, que dice textualmente: 
"Cuando el honorario deba regularse sin que deba dictarse sen- 
tencia o sobrevenido transacción, se considerará a tal efecto co- 
mo monto del juicio, la mitad de la suma reclamada. En caso 
de pronunciarse sentencia después, procederá el reajuste de la 
regulación practicada de acuerdo al resultado del pleito y las 
oblig*i"innes definitivas se regirán por la última rogu'acíón". 

Que la regulación practicada no constituye, entonces, senten- 
cia definitiva con el alcance expresado en el considerando pri- 
mero. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr, Procurador General, 
se declara improcedente el recurso ordinario concedido respecto 
de las regulaciones de fs. 21. Las costas de esta instancia por 
su orden. 

Bex.twmm V'i.r,Er.*s Basjvii.raso — 
Luis María Boffi Bor.r.F.no — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 

UASTrilY. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



OTTO EDUARDO BEMBERG y Otww v. PROVINCIA t>K BUENOS AIRES 

HONORARIOS DE ABOdADOS Y PROCURADORES. 

La i-siíila del art- <i de la ley 12.997, en las cumias en que se ha hecho lugar 
a excepciones de previo pronunciamiento, debe uplieurse en los términos del 
iirt. É de aquélla. 

< FALITO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 8 de agosto de 19G0. 

Vistos los autos: "Benibcrg, Otto Eduardo y otros c/ Buenos 
Aires, La Provincia s/ repetición'*. 

Y considerando: 

Que a los efectos de la regulación a practicar en estos autos 
corresponde admitir que el monto de la pretensión de los actores 
coincide con las cifras de la planilla agregada con el escrito de 
fs. 221 que no han sido objetadas, en cuanto a su exactitud, por 
los interesados. 

Que en efecto, los términos empleados, en el escrito de de- 
manda y en el de contestación de las excepciones, tienen una 
amplitud tal que no permiten descartar, a los fines del caso, 
suma alguna, cobrada o a cobrar por la provincia, en concepto 
del impuesto que motivó el juicio y de sus accesorios. 

Que tratándose, como en el caso, de regulaciones correspon- 
dientes a excepciones de previo pronunciamiento, la escala del art. 
6 debe aplicarse en los términos del art. 26 del arancel vigente. 

Que dentro de ios márgenes así delineados, habida cuenta de 
la naturaleza de la causa, de la importancia de las cuestiones que 
fueron objeto de debate, del resultado del juicio y del mérito de 
la labor cumplida, se regulan los honorarios correspondientes a 
los Dres. Héctor Masnatta y Eduardo José Lazzari, en la suma 
de pesos doscientos cincuenta mil y pesos ochenta y ocho mil mo- 
neda nacional, respectivamente. 

AniSTÓBULo D. Aráoz de Lamadrid — 
Lujs María Boffi Boooero — Ju- 
lio Othanarte — Pedro Aberas- 
tuky — Ricardo Colombres. 
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JOSE ADOLFO MORA BES v. S. R. L, Cía. EXHIB1DORA 

iigl LITORAL 

ItKCÜRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* fórmale*. Inter pa&wión del rííaw 
Término. 

La deducción ai mollinea de recursos improcedente» en el orden local no ta 
óbice para la admisión del recurso extraordinario. 

RETRO ACTIVIDAD. 

La modificación legal del régimen de la jurisdicción, después de radicado el 
juicio ante la alzada por vía de los recursos válidamente concedidos para auto 
ella, no justifica la dejación de su competencia por el tribunal de grado. 
Ello es así debido a que, de invalidarse retroactivamente actoa jurídicos 
cumplidos regularmente de acuerdo con ln ley anterior, se causaría agravio 
a los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

Dictamen imi> Piíocurauou General 



Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto contra la resolución de 
fs. 49 vtu. de los autos principales, conjuntamente con la nulidad 
deducida contra esa misma resolución (fs. 53), es extemporáneo 
por prematuro, en razón de que el agravio cuya reparación se 
intenta proviene, en definitiva, de la desestimación de la nulidad 
articulada (conf. Fallos: 189: 422; 191: 366 y los allí citados). 

Por ello, opino que corresponde rechazar la queja. Bueno» 
Aires, 21 de julio de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de agosto de IÍMj 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la do 
mandada en la causn Mornbes, .losó Adolfo c/ Compañía Exhibí 
dora del Litoral S. B. U", para decidir sobro su procedencia. 

Y considerando : 

Que en circunstancias similares a las de autos esta Corte ha 
declarado procedente el recurso extraordinario a cuya admisión 
no es obstáculo la deducción simultánea de recursos improceden- 
tes en el orden local — doct Fallos: 235: 725: 237: 140; 244 : 43; 
causa Harari E. c/ Hciss, 0. ( sentencia de 6 de abril del año en 
curso y otros — . . 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 58 
de los autos principales* 



" ,0 " KA LUIS DE LA CORTE SlTRKMA 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no ser ne- 
cesaria más sustancial- ión : 

gue con arreglo a la doctrina del precedente más arriba cita- 
do — M tía cari E. e/ Reiss O."— y otros amílo£Gs, la modificación 
leiful de! rcírimen de la jurisdicción, después de radicado el juicio 
ante la alzntla por vía de los recursos válidamente concedidos para 
ante el hi, no justifica la dejación de su competencia por el tritamal 
de jrrado. Habría en ello, en efecto, agravio a los arts. 17 y 18 de 
la Constitución Nacional por razón de invalidarse retroactiva- 
mente netos jurídicos cumplidos remilarineute, de acuerdn con la 
ley anterior, cuyo respeto es requisito de la secundad jurídica. 

(¿ue esa doctrina es de aplicación al caso de autos en que los 
recursos concedidos a fs. 27 vta. lo fueron en 11 de febrero de 
IíCjS y ta providencia de autos — fs. 4ÍÍ— es de 2S de abril de 
1í»."iS, siendo así (¡uo la ley H.KiM, con sujeción a la cual se declara 
«pie no deben trufarse los recursos concedidos — fs. 4Í» vta.—, fué 
publicado el 31 de julio de VXi'2. T.a sentencia de fs. 40 vta. debe, 
en consecuencia, ser revocada. 

Por ello se revo-a ta sentencia anclado de fs, 4!) vta. V se 
derla ra que la causa debe volver al tribunal de su procedencia a 
fin de que reasuma en ella su jurisdicción v dicte el pronuncia- 
mienlo que corresponde al estado del juicio.' 

AlilSTÓBFLO X). AlÚOZ DE LaMADRID — 

Tii'is María Bokfi Rouorro — Ju- 
lio Oviiají aíitk — Pedro Aheras- 
ti ky — Ricardo Oolomurks. 



f'A RIjOS MOISES filirVHERG y Otro 
RECURSO EXTRAORDIXARIO: Trámite. 

f -° .'tinento n la eireución de la sentencia apelada, por vía ex frn ordinaria, 
debe proponerse unte el superior tribunal de la cnusa y ser resulto por cate. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

J»n potestad excepcional de ln forte de suspender los procedimientos en 
e¡rrnn«tuneii» l'nbcrsc acordado ln ejecución do ta sentencia apelada, t,c 
halla limitada a lo* supuestos en que medien elnros exigencias de orden 
¡nstit'teionnl que, por !o común, no cabe detlnrnr en las contiendas entre 
pa rl indares, 

ltFt'Vft<0 EXTRA ORPtXA Rl O : Requisita propias. Cuestiones no federales. 
Séntenei "ff tMrhifrfiTwift. Pnneipios /funerales. 

l*ts resoluciones qnc hocen fu"-ar a ln eiecnci/m de las sentencias apeladas, 
en loa términos del art. 7' de la lev 4fiT*f), son susceptibles de recurso evtra- 
ordiunrio cuando media notorio arbitrariedad. Ello no ocurre en los supnes- 
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toa en qne la solución adoptada consulta el espíritu de la ley aplicable 



JfKCCHSO KSTfíÁOfíniXAfi/O: fícquitítn* propios. Cuestione* no fedérate?. 
Scntcnriii» arbitrarias, (mprornhnda del recurso. 

Isii resol lición que limita l:i ejecución de !ii sentencia ri pelada, en cuanto la 
autoriza bajo canción juratoria de quedar indisponibles los fondos hasta 
que la Corle se pronuncie, por vía del recurso extraordinario concedido en 
Ins autos principales, sobre el fondo del nsunlo, cubre el interés legítimo 
del recurrente v es insiist eptible de la taclia de arbitrariedad. 



Suprema Corte : 

En mérito a las conclusiones a que arribo on el dictamen que 
he omitido en t'l día de la fecha en el expediento (i. estimo 
prudente reservar la consideración de esta queja hasta que V. K. 
resuelva el recurso extraordinario que ha motivado el referido 
dictamen. Buenos Aires, JS de abril de 1ÍNÍU. — Mamón l. ancana 



\'istos los autos: "Keeurso de flecho deducido por (lilera 
Argentina S. A. en la causa (irnnberjí, Carlos Moisés y otro s 
r¡e}íulación de honorarios por trabajos extrajudicialos", para de- 
cidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que de acuerdo con reiterada jurisprudencia de esta Corle, 
fundada en el art. 7 de la ley 40")"*, lu atinente a la ejecución de 
la sentencia apelada por vía exl raordinaria, debe proponerse ante 
el superior tribuna! de la cansa y ser resuelto por éste — Fallos: 
245 : 435 y :íS7 y otros—. 

t t »ue se sigile de lo expuesto que, por vía de principio, no cabo 
apelación ante esta Corte respecto de lo resucito cu tal irénero de 
incidentes, porque de otra manera la facultad de resolverlos se 
trasladaría a esta Corte, con notorio desconocimiento del régimen 



(¿lie las excepciones (pie este régimen requiere han sido tam- 
bién contempladas por los precedentes, admitiendo que asiste a 
este tribunal la potestad excepcional de suspender los procede 
□lientos ejecutivos. Esta potestad, sin embarco, se lia limitado a 
los supuestos en que medien claras exigencias de orden mstitti- 
eional, que, por lo común, no cabe declarar en las contiendas 
entre particulares. 



ni caso- 



Dictamen tiEt. PitocritAUou Gbnkual 



FALLO DJ¡ LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, S de airosto de 1960, 
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Que todavía cabe admitir la posibilidad de la intervención de 
esta ('orto, por vía extraordinaria, en casos de notoria arbitra- 
riedud, Pero debe advertirse que lio son tales los supuestos en 
que la solución adoptada consulta el espíritu de la ley atinente 
ni caso, consideración esta que basta fiara excluir la presente can- 
sa del ámbito de la excepción. 

Que en razón de la precedencia lógica de la queja respecto del 
recurso concedido en los autos principales, que actualiza la cues 
tión promovida sobre la devolución de aquéllos al juzgado de ori- 
gen, corresponde fallar sin más trámite el recurso de hecbo. 

l¿ue, por último, delie advertirse (pie la limitación impuesta 
a la ejecución, cubre el interés legítimo del apelante. Porque ob- 
viamente el procedimiento quedará sin efecto en caso de prospe- 
rar su apelación en los uu! r principales y porque no será viable 
retiro alguno de fondos basta que esta Corte se pronuncie. Habida 
cuenta de que cualquier modificación de la situación así configu- 
rada sería susceptible de recurso, incluso para ante esta Corte, lo 
ex puesto basta para el rechazo de la queja. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (icneral, se 
desestima la precedente queja v se mantiene la resolución de fa 
22 vta. 

AmsTÓm u) D. AiiÁnz de Lamaohih 
Luis María Bofki BoGGEBO — Ju- 
lio OvirANAHTR — Pudro Aberas- 
tuhy — Ricardo Colomhhes. 



S.K.L. J. LLORENTE y Cía. v. KLEOXdIÍA OOiíA j.Al-lílTl 
tm PICAR EL v Otro 

RECURSO KXTHAOimiSA RIO ; Requinta* propios. Cuextionr* no federaU». 
Sentemias arbitrarias. Principios ¡plurales. 

U-i det crin nación de la prueba utiliza ble p:ini la decisión juicio, entre 
las contradictorias traídas a los tintos, incumbe a los jueces de, 1a cansa, nu 
puliendo su criterio ser instituido per el dv ln Corte, so color de error en 
la elección practicada ( ')• 



JOSE DE LA TORNE 

RMTRSO DE AMPARO. 

t.n nctión de amparo no sustituye las vían lépales pura la decisión de las 
< un trove ra as jurídicas. He elfo se si^ue que el acotamiento de las instancia* 

_ , 

í ' i ti de agoíto. 
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previstas por la ley no habilita la reitera i-ión del debate por medio de lo* 
proeedíniiento-s de amparo. 

RECURSO VE AMPARO. 

TA recurso de amparo sólo tiene por objeto la preservneión de la vigeucia de 
los dereehos humanos tutelados por la Constitueión Nneional, ámbito qun 
«xeederi notoriamente Ijim artieulueioiies atinentes a) régimen legal de los 
dereehos debatidos entre particulares, en materia de loeatriones urbanas, aun- 



Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Do Latorre José »/ recurso do amparo", ¡jara 




Y considerando: 

Que eon arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la acción 
de amparo no sustituye las vías legales para la decisión de las 
controversias jurídicas —Fallos: 245: 44Í); doctr. Fallos: 245: 41 
y otros—. Y es complemento de este principio que el agotamiento 
ílc las instancias previstas por !a ley no habilita la reiteración del 
debate por medio de los procedimientos de amparo. Habida cuenta 
de (pie los derechos de que el recurrente se dice asistido, fueron 
alegados unte el juca de la causa y desechados por éste, en razón 
del estado del juicio, lo expuesto basta pura el rechazo de la queja. 

Que cabe, sin embargo, añadir que la invocación de derechos 
con fundiimento en la ley 14.821, a los fines de .suspender el cum- 
plimiento de una sentencia firme de desalojo, en cuanto ésta ngru- 
víaría el derecho constitucional de trabajar, no constituye cuestión 
propia del recurso de amparo. liste, en efecto, versa sobre una 
sola y única materia, la preservación de la vigencia de los dere- 
chos humanos que la Constitución Nacional tutela, cavo ámbito 
exceden notoriamente las articulaciones atinentes al régimen legal 
de los derechos debatidos entre particulares —Fallos: 245: 4:iá : 
causa: "ÍJulvún v. Contó*', sentencia de mayo 3(1 de IflfiO— . 

Por ello se desestimn la precedente queja. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
Buenos Aires, í) de 



de 1960, 




AltiSTÓRUU) D. \i:Á055 DE L-\ MADRID — 
Ltns María Boffi Boookro — Jn- 

LIO OvKANMtTE — PEDRO ABRRAS- 



tt'iiy — Ricardo Colomrhes. 



PALIAOS |>|; LA CORTE BtTPKKlí A 



MANUEL GOMEZ VI LACA 

GOBIERNO DEFACTO. 

\* circunstancia di* que los decretos- ley es nacionales sobre eaya base se ha 
seguido Ib causa no fueron ratificados por el Concejo Deliberante, después 
de restablecido el régimen municipal, es ineficaz para impugnar In valide?, 
de aquéllos, pues, conforme lo dispuesto por el art. I* de In ley 14.467, 
continúan en vicnr los dictados por el Gobierno Provisional, entre el 23 de 
setiembre de 1666 y el :10 de abril de 1958, mientras no ha van sido derogados 
por el Congreso Nacional. 

FALLÍ) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa (¡ómez Vilaea, Manuel s/ multa aplicada por el 
Tribunal de Paltas", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que la circunstancia de que los decretos-leyes nacionales so- 
bre cuya hnsc se ha seguido la causa, no fueron 'ratificados por el 
FT. Consejo De'iherimto, después de restablecido el vé'rMitcn mu- 
nicipal, es ineficaz para impugnar la validez de aquéllos en pre- 
senta de lo dispuesto por la ley 14.4U7, conforme a cuvo art. 1* con- 
tinúan en vigor los dictados por el Gobierno provisional, entre 
el L».T de setiembre de lí>">5 v el 30 de abril de jp¡$ que no havnn 
sirio derogados por el TI. Oon-rreso de la Nación — conf . Fallos : 
243 ¡ afiS y otros—. 

Que cií ausencia de mención de la ley citada y de la doctrina 
ríe esta Corte, lo expuesto basta para el rechazo de In queja —Fa- 
llos : ÍM: 2*20; L>4f>: 4á0 y otros—. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Aristóri*t,o T>. AuÁoz pe Tjjmadrir — 
Lnis María Boffi Bolero — Pe- 
dro Arerastury — Ricardo Co- 

TíOMBUES, 



CESAR PEREDA r. W, A. RALEIQH 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propia*. Cuestione* uo fed-ralea. 
Interpretan de norman locales de procedí miento*. Doble in*Mnem i/ murena. 

Lo atinente a la denegatoria del recurso de innplieabilidnd de ley no da, 
por vía de principio, lugar a recurso extraordinario. I* alegada improcc- 
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dcncta de la distinción sobre cuya base se decidió el artículo, no lince excep- 
ción a la doctrina citada {•)• 



ANDRES URSINO v, INSTITUTO NACIONAL he PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos fórmale». Interposición del recur- 
so. Fundamento. 

La sola mención de una ley de naturaleza federal no constituye fundamento 
del recurso extraordinario, en los término» del art. 14 de la ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Relación directa. Nor- 
mas eslraña* al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 16. 

La invocación del art, lo' de la Constitución Nacional, cu tnnto no ac com- 
pruebe la existencia de discriminaciones arbitrarias tendientes al indebido 
privilegio o a la injusta persecución de personas o tmipos de personas, no 
autoriza In apertura de la apelación extraordinaria. La eircunstanein de que 
la lev determine nn pliizo especinl para In prescripción de las deudas con el 
Instituto Nacional de Previsión Social, no encuadra en el supuesto dH refe- 
rencia ni es óbice para que subsista el régimen común respecto de los 
créditos de dicho organismo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, fí de agosto de lOfiO. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por Fortuna- 
ta A. de Ursino en la causa Ursino, Andrés c T. N. P. S.", para 
¿iccidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sola mención de una ley de naturaleza federal no cons- 
tituye fundamento del recurso extraordinario en los términos re- 
queridos por el art. 14 de la ley 48 y la jurisprudencia de esta 
Corte —Fallos; 245: 41 y 560 y otros— 

Que es también jurisprudencia ipie la invocación del art, 16 
de la Constitución Nacional no autoriza la apertura del recurso 
en tanto no se compruebo la existencia de discriminaciones arbi- 
trarias, tendientes al indebido privilegio o a la injusta perseeu- 
sión de personas o grupos de personas —Fallos: 245: 282 y 
otros — . La circunstancia de que la ley determine un plazo especial 
para la prescripción de las deudas con el Instituto Nacional de 
Previs'ón Soeird no encuadra en el supuesto a que se ha hecho 
referencia ni es óbice paro que subsista el régimen común res- 
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poeto de los créditos del mismo organismo. Por último, Ja refe- 
rencia a doctrina de un principio d« esta Corte, ajena al caso, 
no sustenta tampoco la apelación. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

AmsTÓRULO D. ArtÁoz de Lamadrid — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colambres. 



FEDERACION ARGENTINA i>k TRABAJADORES t»K la IMPRENTA 

RECURSO DE AMPARO. 

Admitido «I amparo que dedujeron los dirigente* de una asociación profe- 
sional con motivo de la asunción del earga por parte det Delegado Elec- 
toral designado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por enten- 
der el tribunal que la autorización del empleo de fuerzas policiales que 
contiene el decreto 5822/ÍÍ8, invocado por el interventor, es violatoria de loa 
arts. R2, ine. 2?, 17 y 18 de la Constitución Nacional, corresponde revocar 
la sentencia si de los autos multa: 1»} que el Delegado Electoral designarlo 
no concretó la medida dispuesta; 2") que, el nombrado en su reemplazo, no 
asumió el cargo; 3*) que, con posterioridad, no se designó a otro. En tales 
condiciones, cualquiera sea el acierto o error del fallo de la alzada, In amo- 
nan que motivó la admisión de la demanda habría cesado con anterioridad al 
pronunciamiento de la Corte. 

RECl'RSO DE AMPARO, 

Si tn restricción ilegal que se invoca no es actual, esto es, contemporánea con 
la decisión judicinl del caso, de modo tal que no existe en el momento de 
dictarse el pronunciamiento — incluno aunque hava cesado después de las 
sentencias de primera y segunda instancia» — corresponde desestimar el habeos 
corpus o el amparo interpuesto. 



FAXJUJ DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 10 de agosto de 1960. 

Vistos los mitos: '* Federación Argentina de Trabajadores 
do la Imprentó (F A.T.I.) 8/ recurso de Hmparo y medida de no 
innovar". 

Considerando : 

l 9 ) Que, según consta en autos, el Sr. Humberto Pablo De 
Dívittis, Delegado Electoral en la Federación Argentina do Tra- 
bajadores de la Imprenta (F.A.T.I.), designado por el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, concurrió el día 28 de octubre de 
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1958 al local de esa Federación "para asumir el cargo. . . con los 
derechos y atribuciones que le faculta el decreto 5822/58" (acta 
de fs. 1/2). Ello, como lo señala el tribunal ii quo, lo fué impedido 
por el Secretario General y el Prosecretario de la Federación, 
quienes, al oponerse a los propósitos del funcionario, expresa- 
ron; "...que le niegan en forma terminante oí acceso ni local 
social y a sus libros, documentos y palíeles, declarando que es vo- 
luntad del Comité Central de la Federación Argentina de Tra- 
bajadores de la Imprenta continuar en la dirección do la Federa- 
ción y de asegurar su legal funcinamiento" (fs, 1 vta.). 

2*) Que, inmediatamente después, los mencionados dirigen- 
tes gremiales promovieron demanda de amparo ante la justicia 
federal y en su primera presentación solicitaron se dictara auto de 
no innovar (fs. 11/20}. El magistrado intorviniente hizo lugar a 
esta última petición y dispuso que no se modificara la situación 
imperante en la F.A.T.I., "debiendo mantenerse — dijo — el esta- 
do actual hasta tanto se resuelva el problema de fondo planteado 
en estas actuaciones" (fs, 22/2:1). Tal resolución fué notificada a 
los Sres. Ministros de Trabajo v Seguridad Social y del Interior 
con fecha í« de noviembre de 1958 (fs. 2í>/33 y 35/37). 

3 9 ) Que, luego de requeridos los informes pertinentes, el Sr. 
Juez de Primera Instancia desestimó la demanda interpuesta (fs. 
38/42), con motivo de lo cual la acto ra dedujo recurso para ante 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Conteneioso- 
ndministrativo de la Capital Federal. 

4") Que esc tribunal dictó sentencia en cuya parte resolutiva 
puede leerse: "...se revoca Ea sentencia apelada con el alcance 
que resulta de los considerandos precedentes; y admitiéndose el 
recurso de amparo deducido, hágase saber mediante oficio al Se* 
ñor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, que el Señor Delegado 
Electoral ante ta Federación Argentina do Trabajadores de la 
Imprenta 'signado por las resoluciones 378/58 y 468/58 debe 
abstenerse de hacer uso do la fuerza pública a que se refiere el 
art. 47 del decreto 5822/58" (fs. 73/79). 

5*) Que, al fundar su pronunciamiento, la ('amara Nacional 
sostuvo que la única circunstancia del xtib huHce que se puede 
considerar comprendida dentro de los principios atinentes a ta 
acción de amparo "es la enunciación del propósito de hacer uso 
de la facultad que confiere el art, 47 del decreto 5822/58, regla- 
mentario de la ley 14,455, para emplear la fuerza pública a los 
efectos del cumplimiento de las funciones del Delegado Electoral". 
Añadió que, si bien es cierto que dicho delegado "no manifestó 
concretamente tal propósito", el hecho de que haya concurrido 
al local de la Federación para asumir el cargo "con los deberes 
y atribuciones que le faculta el decreto 5822/58", constituye 
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"amenaza do] empleo de las fuerza* policiales", habida cuenta 
de lo proscripto por ol precitado art. 47. Ese hecho, a juicio de lo 
Cámara, hasta para decidir la procedencia del amparo, por cuan- 
to hi atribución cuestionada — omp'eo do las fuerais policiales — 
es incompatible con ol art. Sfi, me. 2* do la Constitución Nacional, 
ya que proviene do nn deoroto reglamentario, "el que con ello vn 
más nl'ú do la norma reglamentada"; y, además, viola los arts. 
17 y 1H do la misma Constitución. Esto último, debido a que, por 
ejemplo, ol Delegado Kleetorn', a fin do cumplir lns "objetivos" 
enunciados por el art. !), inc. 2* del decreto 5822/58, podría usar 
la tuerza pública para "penetrar en el local soeial e infinitarse 
do los papeles privados", y ello "sin autorización legal ni inter- 
vención judicial alguna". 

(i") Que, contra el fallo de segunda instancia, el Sr. Procu- 
rador Pisca! de Cámara interpuso recurso extraordinario, fun- 
dado en los siguientes argumentos; a) la vía do la demanda de 
amparo no puedo ser utilizada para impugnar la validez consti- 
tucional do una ley del Congreso y de un decreto reglamentario 
emanado del Poder Ejecutivo; h) sin perjuicio do ello, en el pre- 
sento caso no ha existido la "amenaza" contra libertades o dere- 
ehus individuales (pie los representantes do la demandante alegan 

SI 82). 

7 9 ) y un, a su turno, el Sr. Procurador (í enera I adhirió a 
las razones dadas por el .Ministerio Público y, en consecuencia, 
pidió la revocatoria del fallo apelado (fs. 88). " 

8») Que, según consta a fs. !>f), Oí) y 102, esta Corte, como 
medida para mejor proveer, solicitó informes al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social acerca do los heehos sohro los que 
versan las actuaciones. Merced a ese requerimiento, que fué opor- 
tunamente satisfecho, hállase acreditado: a) que el Sr. Humberto 
Pablo lie Divittis do.,ó do sor Delegado Kleetoral en F.A.T.T. por 
Resolución Ministerial 064 ■">!», de feeha 8 do enero do 10.~>0; b) que, 

por la misma Resolución, se nombró, en m rolado del Delegado' 

cesante, ol Sr. Manuel Leziea, quien "no so hizo cargo de tales 
funciones", o sea que no llegó a ser titular do ollas; o) que, con 
posterioridad, "no so lia designado delegado electoral para la 

citada entidad" (fs. io:í loro. 

!'"} Que, cualquiera sea el acierto o error del falló impug- 
nado en milen a la existencia — «pie declara — do "amenaza" sus- 
eeplible de justificar ol amparo, resulH evidente, habida cuenta 
«le tos informes recibidos, (pie dicha "amenaza", aun cuando pu- 
diera entenderse ijuo existió anteriormente, do todos modos habría 
cesado tiempo atrás, como consecuencia de los hechos menciona- 
dos en el considerando 8*. V claro está que la mera cuín probación 
do esta circunstancia os bastante por sí sola para resolver la im- 
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d , i ; ea ^»t2?P^nea con la decisión judicial del caso, 
,l< ,m,ílw . t,ll .1«" xl «O o„ el momento de ditítaíS o 

mmpmb -¡«dnso aunque haya cesado dcspué de las 

J'fV!; I™»™ >' ***™la instancias-, corresponde d Jes 
r!¡¡bsr^ ^) e ° rPUa ° ° l an,im, '° ¡tlt -P»esto (doctrina de 

Kn su mérito, so revoca la sentencia apelada de fs. 73/79. 

AiiisTiun-ixi D. Aháoz de LAMAimm — 
Julio Ovhaxautk — Pedro Aiie- 

ItASTUKY — KlrAIdJÍ) { 'OLOM liRES, 



KUBBNR LIBERTARIO ISCARn 

ti AMIAS ( OJÍPi S. 

Si, al rMnlwwe el babeas oorpu», I» jutsoi» n , nvo favor so intenta w ..«lia 

se r tere ,1 art 2. de la Constitución Nacional. 1» ,ueslió» p Lteadn "e 
eonverte «. .Mmata, pnM .... «„!«!„,, ,1 «rr^to; y eualquie SS& g 
que la Corta Suprema pad era los punios ¡¿SSS ioS 

MAREAS CORPUS. 

Aunque ta persona on cuyo favor se infenta el Mhéás ™ r ,> lls M . PI1( . llPlltr( , 
r *S I, V ,U,,!,, "«~ " n ™' "1 solverse e! reeur*,, p,!r |,,, ( , r jgg 
<• de.eelo de opejon a que w ,-etiere el art. L'.í de I., CotKtüfiioa Na Un.,.] 

el JO J,. tranformado e» abstraes las cnes.n „ debatida e" |."£5 

(wpJftCio» ,1,- la detnisi ei. jui,-i« ine»rislit:icion«Mdad de la W M 7f«j nne 
•*U«rf el ajad» de sitio ,„ todo ,| país). Kilo, porque aquel der'eehó f £ 

ejen-.do cutre dos bremos: no, manten.., .te. de I» di'h-neión por parle del 

l'nder Ip ivo; ,„ r o, «»* del país; Ps deeir, entre do, situaciones» ajena» 
a lo ,p,e el Meten»!,, perqué hl m . „■„,,.,„,, ^ ¿¿^ 
ei. el m libertad dentro del territorio nacional (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luin Marta Holti Hogtrero). 

//.I CORPUS. 

U eiremishmeia de rjue no se hayan efe«.fiado nuevas pres,..it.,eini.es e.« 
tavor de .r.teresndo eon posterior ¡dad al informe sobre la opeion ejercida 
m*WQ I»"*" del territorio imi enli.,o. no implica qm- Ta solaei.'m a m K 
se llegue en la eansa -en la que el "detenido" persigne SU libertad dentro del 
lerntono nanonal— Imya deudo de tener importmeia, pues l;w "««rantías" 
eoiistitiieinnnles sitien vi R e.itra durante el esi,ulo de sitio a fin de n.imarar 
los dereehos que la aetune.on de la autoridad pudiese haber v.ilncmdo El 
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silencio importaría cu todo caso mnmfettición de que el detenido pretirió 
esperar el resultado de lu acción de hábeas corpus. usando momentáneamente 
el derecho de salir del país. En la situación mis adversa fil peticionante se 
t r!1 t fl rh de una situación de duda. qne 1.» .le rcsolv^c en f»«»r de ta hJ»cr. 
Ud individual (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Botti 
Boggero). 

HABRAS CORl't'S. 

Kl háheas corpa*, no obstante la tramitación procesal sumaria permite el 
nnálM* de laa causas invocada» por el Poder Ejecutivo o por el detenido para 
decidir si corresponde <, no el proseo de la acción, ya .pie la cxisteneni del 
estado «le sitio, con el que k justificaría la detención, sólo permite al I od;>r 
Ejecutivo el ejercicio «¡sonable de las facultades que le correspondieren y 
deja intactas las del Poder Judicial. 

En .■onscc.eneia, *«u procedentes las medida, probatorias individual ¡ndaa 
,,„,-,.] peticióname v ciivo resultado puede indicar si a* situación se hulla o no 
dentro de la esfera de actividades que se desean reprimir mediante el estado 
de sitio. Corresponde, así, revocar la sentencia que, luefjo de desestimar el 
pedido de producción de tales pruebas, rechaza el llancas corpus (andad* en 
L. H decreta que ordenó la detención resulta «jurtido formalmente* }** 
■dribmioa.s conleride, al 1-...W Ejecutivo por el art 23 de h Con*t.tuc,ón 
Nacional fVoto del Señor Ministro Doctor Don Luis Mana Moflí Homero). 

DtCTAWES DBL PuOCL'ltAnnll (i KX Bit AL 

Suprema Csüttet 

S¡ Iñon la recurrente cuestiona la oonstitueionnlidud de la ley 
que estableen, el estado de sitio actualmente en *fe**r en el país, 
su imptignueimi sólo la tunda en que, a su jtflClo, no existe con- 
mneión interior qop justifique la vigueta de mpiollu nuil-da, y 
en míe esta última no ha sido adoptada — c*uno sin exponer nía 
yo T ea razones sostiene debe serlo— ni por tiempo fijo m para un 
lugar determinad». 

Me tal manera, referente a este aspecto de la apelación de 
f 8 *'S corresponde recordar que, como ya ha tenido oportunidad 
,1,.' resolverlo V. R en el caso de Fallos: 23B: fi»2 f la aj.reca-ion 
de las circunstancias que hagan necesario la declaración del estado 
de *itio o su mantenimiento, así eomo el lugar o los lugares de la 
RepdWica en que aquél debo imperar, es facultad reservada en 
forma exclusiva al Congreso, o bien al Poder Ejecutivo durante 
el receso del primero. 

Por lo demás, del decreto que en copia obra a fs. 8 se des- 
prende que la detención que sufre el beneficiario de este recurso 
de babeas corpus lia sido dispuesta por el Poder Ejecutivo Na- 
cional con fundamento en la necesidad de "asegurar la tranqui- 
lidad publica", y haciendo uso de las atribuciones que le confiere 
el art. 28 de la Ley Furnia mental, sin que do n»tos resulte que en 
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el ejercicio de esas facultades de excepción aquella autoridad 
haya excedido los límites que señala la antedicha cláusula consti- 
tucional. 

En mí opinión* pues, corresponde confirmar el fallo apelado. 
Rueños Aires, 19 de febrero de 1960. — ftatnón Láscano. 

PALLO DE LA CORTE SI TREMA 

Buenos Aires, 10 de agosto de I9(iü. 

Vistos los autos: "Isearo, Ruhens Libertario s/ recurso do 
babeas corpus interpuesto en su favor por Elfa Bcrtellotti de 
Iscaro". 

Considerando: 

l 9 ) Que, con motivo del arresto de Kubens Libertario Isca- 
ro, dispuesto por el Presidente de la Nación en ejercicio de bis 
facultades previstas en el art. 23 de la Constitución Nacional (de- 
creto 1 1 .ÍI")L!/5ÍÍ cuya copia autenticada obra a fs. 8), la esposa del 
arrestado promovió "recurso de babeas corpus" (fs. 1/3), el que 
fué desestimado en primera y segunda instancias (fs. 13 y 
en razón de lo cual la peticionante interpuso recurso extraordi- 
nario, concedido a fs. 30. 

2 V ) Que, según consta a fs. 44, esta Corte, con el carácter efe 
medula para mejor proveer, libró oficio al Ministerio del Interior 
requiriendo informes aceren de la situación actual del nombrado 
Iscaro. En consecuencia, de ello, el Jefe de la División de Coordi- 
nación Policial, comunicó que aquél ''salió del país con desfino a 
Montevideo*', el día 6 de mayo de 1ÍK50, "en uso de la opción 
acordada por decreto 4978/(10" (fs. 47), lo que se puso de mani- 
fiesto en estos autos (fs. 47 y vtiu). 

.'í u í Que la actora no modificó los términos de su reclamo 
inicial y tampoco formuló petición alguna con posterioridad a la 
fecha indicada ni a la providencia de fs. 47 vta., que quedó noti- 
ficada por nota. 

4") Que, en tales condiciones, habida cuenta de (pie está 
acreditado que la persona en cuyo favor se intenta el babeas cor- 
pas se halla actualmente fuera de hi jurisdicción nacional, por 
haber ejercido el derecho de opción a cpie se refiere el art, 23 de 
la Constitución Nacionul, va de suyo que la cuestión planteada 
se ha convertido en abstracta. Para de-la ni rio así basta comprobar 
que, como consecuencia del decreto 4D78 *¡l», no subsiste el arresto 
que motivó el babeas corpus, y también que cualquier declaración 
que él Tribunal pudiera hacer sobre los puntos controvertidos 
carecería de efectos prácticos, toda ve-/ que los referidos hechos 
Sóbreyinientes tornan imposible la reparación que se procuró me- 
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diante ta interposición del presente recurso (doctrina tle Fallos: 
20 J a :ií)7 y los allí citados). 

Por ello, habiendo dictaminado el Kr. Procurador General, se 
declara improcedente el recurso concedido a fs, 30. 

ArISTÓHULO D. AhÁOK DE LAMABRin — 

Litis María Bom Boookko (t u tii- 
sitirurm) — J ruó (Ivuaxaiitk — 
Pkoro Abekabtüry — Kicahlhj Co- 
LOMBHKS. 

DisiOKsriA vv.l SKÑ'oif Ministro Doctor Don Lris María 

lium Boüokiio 

Considerando: 

1») Que a fs. 1 se presenta doña 101 f a Bertellotti de lsearo 
en su carácter de esposa de don Rnbens Libertario lsearo, dedil 
Ciendo hábeas corpas en favor de ést& Manifiesta que el '2tí de se 
tiesidire de 1D3ÍÍ, en horas de ln noche, mientras se dirigía a SU 
domicilio, el señor lsearo fué detenido por personal ele la Policía 
Federal y trasladado al Departamento Central, donde se eneon 
contrahn alojado, pese a sus prei tii ia* condiciones de salud. Niega 
categóricamente que su esposo tensa alguna participación en actos 
terroristas, política que —expresa— el señor lsearo ha condena- 
do en forma pública. 

2°) Que la presentante solícita que su esposo sea internado 
a su costa en un sanatorio de la Capital y, subsidiariamente, so- 
lieita sea trasladado a un Instituto de Detención, donde pueda re- 
eibir atención médico. También pide que f mientras dure la tramita- 
ción del presente remedio de hálieas corpas, no sea sacado de la 
jurisdicción del Juzgado intervinientc. 

T) Que la señora de lsearo si' reserva el derecho de ofrecer 
v producir pruebas, dejando planteado éj caso federal. 

4 o ) Que la sentencia de primera instancia, considerando que 
"la delewión que sufre el beneficiario del reeurso se encuentra 
comprendida en las facultades que asisten al Poder Ejecutivo du- 
rante la vigencia del estado de sitio", resolvió rechazar el babeas 
eorpus interpuesto (fs. 13). 

§*) Que, por su parte, el fallo del a tpio, sobre lo base de que 
el decreto 11.Ü.V.» .")!), que ordenó la detención, resulta "ajustado 
formalmente a las atribuciones constitucionales que otorga al Pre- 
sidente de la Nación el art. *23 de la Constitución Nacional", con 
Fimo la sentencia del inferior, en cuanto rechazaba, con costas, el 
recurso deducido, con más las costas de la instancia (fs. 25/*2fi). 

(?) Que el recurso extraordinario fué fundado en las siguien- 
tes razones esenciales: a) se ha transgredido el artículo 1« de la 
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Constitución Nacional, desdo m e, ofrecidas las pruebas de que las 
causas invocadas para ejecutar la detención del seto* tacara eran 
ajenas al reamen del decreta 1I.ÍJ52, invocad,, por el Poder Eje- 
cutivo para tomar la medida impugnada, no ¿ hizo lugar a la 
producción de ellas; b) el estarlo do sitio, Iojos de suspender la 
v,gonc,a de la Constitución, se dieta para asegurar suTmperio 
c) a ley 14 tH.>, que cstablcciá ol ostudo tío sitio, en todo el país es 
violníorm áéí art. l>:t de la Constitución Nacional (fs Í¿ J.n ' 

<*) Que, con motivo do la medida para mejor proveer de- 
cretada a is. 44 el Jefe do la División de Coordinación Po ida! 
nlormo que ol detenido -salió del país eo„ destino a Montevideo 
Rep del l nigua,) e din t> de mayo ppdo., en uso de la opción 
acordada por decreto 4ÍI7S/ÍÍ0" (fs. 47). F 

S*) Que se trata de resolver con prioridad, entonces, si una 
persona detenida que ejerciera el derecho de opción en un caso 
como el que eontiguru esta causa, tiene o un ¡ntem en que ella se 
decida de acuerdo con su petición inicial. 

íl') Que el resultado de la medida para mejor proveer no lia 
transformado en cuestión abstracta la que se dolíate en autos. 

10») (¿ue, en efecto, ol derecho do opción ejercido lo fui en- 
tre dos extremos: uno, mantenimiento de la detención por parte 
del Poder hjeculivo; otro, salóla .Id país; os decir, entre dos si- 
tuaciones ajenas a lo que ol -detenido» persigue en esta causa: 
ibertnd sm limites territoriales, en el caso, libertad dentro del 
territorio nacional. 

H 9 ) Que, en esas condiciones, subsiste el interés en ol pro- 
nunciamiento solicitado por el babeas eorpus, sin que la ausencia 
de nuevas presentaciones on favor del interesado, que lia ejercido 
el derecho de opción a -salir fuera del territorio argentino" impli- 
ca que el reconocimiento do que la solución a que se llegue en esta 
causa haya dejado de tener importancia, pues, como lo ha dicho 
esta Corte, las "garantías" constitucionales signen vigentes a 
í ni de amparar, con todo su imperio, los derechos que la actuación 
de la autoridad pudiese haber vulnerado (Fallos: 203: 2o(i y doc- 
trina de ól). El silencio ante el auto de fs. 47 vta., notificado por 
nota, importuna en todo caso manifestación de que el detenido 
prefino la espera del resultado de la aecíÓn de há!»cas corpas 
usando nmmontáneanionte del derecho de salir del país eme con- 
fiere ol art. 23 de la Constitución Nacional. 

|2») Que esta causa es muy distinta, como se desprende de 
lo mamtestado, de la que se registra en Fallos: 5: Sl& donde so 
desestimo la pretensión por haber recuperado la libertad ol dete- 
nido bajo estarlo de sitio y no poder el pronunciamiento en el 
babeas eorpus exceder el objeto perseguido, que era precisamente 
la obtención de osa libertad. 
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VV) <¿ue, i'ii la hipótesis más adversa al poliiionante, se 
trataría de una situación do ihi(l;i y olla ha de resolverse on favor 
do la libertad iiuliviilual (voto dol suscripto éli Fallos ¡ 24ÍÍ: 504 K 

14") (¿110 con referencia al primor fundamento del recurso, 
es conveniente destacar que a fs. 1 vía. so "deja planteado el caso 
federal" a propósito, cspeeiu.monte, de la eventualidad de que «P 
s0 permita a la accionante í» producción do pruebas; a fs. 12 so 
insiste oti osa petición pon pío el decreto acompañado en copia a la 
raiwi es "escueto, sin fuiidameiitación alguna**; a fs. y ta. 
eOBSta M"«' «*« el informe i» roí r so dejo "planteada la iuconst Un- 
ció nulidad de la lev 14.7S5 y reiterad» él caso federal' \ lo «pie lm 
do entenderse, hasta por la similitud de es¡is expresiones y las «pa- 
se emplearon a h. 1 vta., como rofiriéndose a la denegación do 
priiolia; a fs. 28 se insiste en la prndueeióu do ósta y en la negativa 
correspondiente. Ante esas circunstancias corresponde ton-r por 
mu n tenida la cuestión federal mencionada y entrar en consecuen- 
cia al prohloma do la alegada violación de! art. IS do la Con«ti- 
In. ión Nacional, lo que r-s previo a las otras cuestiones sometidas 
;i ésta Torti'. 

Que la existencia del oslado de sitio sólo permite al 
Poder Kjei ntivo el ejercicio razonable do las facultades que le 
correspondieren (voto del suscripto en Fallos; 243: áD4) y deja 
intactas las potestades del Poder Judicial, Extendiendo el con- 
cepto a los tres Poderos, dijo esta Corto: "El estado de sitio, lejos 
de suspender el imperio de la Constitución, se declara para defen- 
derla, v lejos de suprimir las funciones de los poderes públicos 
por olla instituidos, Ion sirve do escudo contra los peligros de las 
conmociones interiores o de los ataques exteriores. Toda medida 
.pie. directa o indirectamente, afecte la existencia de esos poderes 
púhlieos, adoptada en virtud de la facultad que el oslado de sitio 
confiere, sería enntriiria a la esencia do aquella institución, y vio- 
laría los propósitos con «pie la ha creado... la* Constitución" 
(Fallos: Ó4:4:í2). 

lli") Que, asimismo, el liáben* corpas no obstante la trami- 
tación procesal sumaria, permite el análisis de las causas invoca 
das por el Poder Ejecutivo o por el detenido para decidir si co- 
rresponde o no el progreso de la acción (Fallos: ó: :UI¡; 4(j: 83; 
164: 290; 183 j ÍW v atrás). Y lia de ser puntualizado que, en ciertas 
condiciones, solamente podrá decidirse en función de las pruebas 
correspondientes. 

17*) Que tal acontece en la presente causa, desde que el re- 
sultado de las pruebas individualizadas por la peticionante puede 
indicar si la situación del detenido se halla o no dentro de la esfera 
de actividades que se desean reprimir mediante el estado de si' o. 
tv> Que una interpretación distinta llevaría a dejar en 
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xnanos del Poder Ejecutivo la posibilidad de detener, en extensión 
inadmisible de facultades, a personas ajenas a los hechos que se 
alegan como fundamento de esa detención, lodo ello contra la re- 
cordada doctrina de la razonalúlidad (mencionado voto del sus- 
cripto en Fallos: 24:.i: 504) y en evidente transgresión de la in- 
violabilidad de la defensa en juicio (Fallos: 242: Ü4, ;iU y 4(12 y 
otros). 

V.P) (¿ue las otras cuestiones planteadas resultan abstrac- 
tas ante la forma como se decide la presente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Genera), 
se revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del re- 
curso. 

Luis Mauía Boffi Bogqbrq, 



\DMIN1STH ACION GENKHALi*: VIALIDAD KAi'lUNAL v. .IOSK CAIÍLOS 

PREDOLINI PAHEHA v orao 

RKVl-RSO lih SVLíDAD, 

La producción di- dictamen por el Tribunal do Tasaciones, dispuesta por la 
Corle como medida puní mejor proveer, privn de todo interés jurídico actual 
ii la nididiid procesal articulada por el apcmnle con funda mentó en ]« ausencia 
de tul informe técnico t-n un juicio de expropiación de "arenisca". 

RECURSO DB NULIDAD. 

El recurso de nulidad es improcedente si el actor lo interpuso conjuntamente 
con el de apelación para ante la Corte y 'consintió el auto ipie solamente con- 
cedió el scíiundo. 

K X \> RO VI AVIOS : Objeto. 

Debe rechazarse la alegación del exprnpiiidor fundada en que la "arenisca" 
expropiada se llalla compren d id,» entre los materiales que el arl. 40 de la 
reforma constitucional de 1P4Í) consideraba como de propiedad "imprescrip- 
tible e inalienable de ta Nación" —por lo que el demandado sólo tendría derc- 
eho :i percibir el valor de la depreciación del terreno de donde se extrajo 
el mineral — , ni el precepto constitucional citado resulta inaplicable al caso en 
razón de haber quedado sin videncia jurídica durante ta siistanciación de la 
instancia ordinaria ante la C* "te. 

H \l 1 ROI J í AVIOS: Duh mniznrión. Dctermhuirióu del rahr real. Generalidades 

Aunque en el dictamen dispuesto por la Corte Suprema como medida paro 
mejor proveer, el Tribuna] de Tasaciones baya valuado ta "arenisca" expro- 
piada en m$n. 2L1óti, reflejando adecuadamente el valor objetivo de aquélla, 
ar el expropirdor recurrente manifestó expresa conformidad con la suma de 
mfn, :JS.7Sf),30 establecida en la sentencia de primera instancia, 
que la indemnización se fije, en definitiva, en esta cantidad. 



paujOs ih; i.a corte sctrema 



DkTAMKN ttEli Pl¡OClE¡_\l>Olt (iKNECAL 

Suprema Odtte í 

Kl recurso ordinal io de apelación concedido a fs, 8.1 es pm 
cedcnte do conformidad con lo dispuesto en el art. 24, inc. 
ap. a), ile la ley i:¡.9í>8 y en el art. 22 de la ley 13.26*. 

En cuanto al fondo del asunto, la Administración (¡enoral 
de Vialidad Nacional actúa por iaierniedio de un apoderado espe 
eial quien ya ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (fs.* í»4). Buenos Aires, 28 de .¡unid de — Carlos 
Gabriel Ih tf 'nm. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de agosto do 1Í)G0. 

Vistos los autos; "Administración General de Vialidad Na- 
cional e, Predolini Purera, José Carlos y Hieardo Faustino Pro 
dolini Pare ni o quien resulte propietario 8/ expropiación". 

Y considerando: 

V) Que en el memorial presentado ante esta Corte (fs. 94/ 
el apelante hizo mérito de las siguientes cuestiones para 
fundar los recursos de nulidad y apelación que interpusiera a 
fs. S2: a) En referencia a la nulidad, argumentó que en razón 
de que los 7n."j2t) m 3 de "arenisca" que fueron objeto de la pre- 
sente expropiación constituyen un bien inmueble en los términos 
del art. 2.1 H del Código Civil, la correspondiente valuación debió 
efectuarse con intervención del Tribunal de Tasaciones, de acucr 
do a lo p rescripto por el art. 14 de la ley 13.2t¡4, y no, como se 
efectuó en aulos, por un perito único. Sobre esa base, tachó de 
nulidad absoluta a todas las actuaciones producidas en este juicio 
a partir de la providencia que tuvo por nominado al Ing. Lerner 
(fs. :í(> vta.), agregando que ningún acto procesal posterior a 
dicha providencia pudo ser susceptible de convalidar la infracción 
de una ley de orden público como es la ley de expropiación Í!i.2fi4; 
b) |pii referencia a la apelación sostuvo que el material expro- 
piado <e ludia comprendido entre aquéllos (pie el art 40 de la 
reforma constitucional de li*4!> considera como de propiedad 
*' imprescriptible e inalienable de la Nación'*, motivo por el cual 
el expropiado sólo tiene derecho a percibir el valor de la depre- 
ciación provocada al terreno del eral se extrajo el referido ni-ite- 
rial. Finalmente, y para el supuesto de que el Tribunal enten- 
diese que la apropiación del material es indemniza ble, el recu- 
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rrcntc pidió que se establecióse, en concepto de indemnización la 
suma de m*n. 38.789,*), fijada por la sentencia do primera 
instancia. 1 

.~ 0) * Q "f lA n,edi(la P«™ mc Íor proveer dispuesta por esta 
Corte a fs. 114, confirmada a fe 120 y cumplida según eonstan- 
m> de las adiciones administrativa, agremias por nu-rda ron 
la producción dul dictamen del Tribunal de Tasaciones conocido 
y no observado por la* partes (fs. 128 vía. y sigtes.), ha privado 
<b' »"<» ... eres juruhco actual a la nulidad procesa! articulada 
pm- el apelante. Por lo demás, habiendo interpuesto la aetorn 
conjuníamcnte los recursos do apelación v mfidad para ant- esta 
(orte (ts 82) y eousontido et auto que solamente concedió el 
Wm?m fs. 80), el I de nulidad resu'ta impróbente conforme 
a íeiterada jurisprudencia (Fallos: 70: 4tl); 109: 99). 

3») Que el recurso de apelación es formalmente procedente, 
atento l«> establéenlo por o! art. 24, m% 7", ap. a), de la lev 1 3.91)8 
Vigente a tiempo en qfte „uedó firme el auto que lo concedió v 
por el art. 22.de la ley 13.2Í34 (doctrina de Fallos: 24íi: 183 y 

4 o ) Que, en cuanto al fondo de ] a apelación, corresponde 
ante todo descartar el agravio atinente a la propiedad del mate- 
rial que fue objeto de la expropiación, ya quo el art. 40 de la 
reforma constitucional de 1049 no resulta aplicable al sub lite 
en razón de haber quedado sin videncia jurídica la mencionada 
retoriin durante la sustaneiación de la instancia ordinaria ante 

í ' ( ' nbl(irí,0 /l e >« Prov. de .íujuy c/ Empresa Eléctrica de 
San Pedro de Jujuy"). 

5») Que, con respecto a la indemnización a abonarse a los 
expropiados, esta Corte comparte las conclusiones establecidas 
por el Tribunal de Tasaciones, que valuó oí material extraído en 
la suma total de m#n. 21.156 (fs. 33 y 38 de las a-tuaeiones agre- 
gadas), pues considera que dicha cantidad, obtenida mediante el 
minucioso análisis de antecedentes de que da cuenta el dictamen 
producido por la Sala II, refleja adecuadamente el valor objetivo 
del bien a la fecha de la desposestón, sin que tampoco — en oca- 
sión de haber sido hecho conocer (fs. 128 vía.)— se planteara 
euest'on al respecto. Kilo hace inne- -sario además pronunciarse 
sobre el cará-ter del bien expropiado, en función del art. 2314 
del Código Civil. 

fi p ) Que, ello no obstante, y habida cuenta que el recurrente 
en previsión de un pronunciamiento favorable a la indemnización 
de la arenisca exproniada manifestó expresa confonnidad con la 
suma de m$n. 38.789.30 establecido por la sentencia de primera 
instancia (ver fs. 108), limitando así el alcance de su atavio 



47(4 KA L LOS DE LA CORTE SUPREMA 

corresponde que la indemnización se fije, en definitiva, en esa 

"'""por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
si. modifica la sentencia de fs. 74/79 en cuanto al monto indein 
ni'/atorio que ordena pagar, el que se fija en la suma de m$n. 
1S78<no con sus intereses, debiendo adecuarse a este pronuncia 
miento lo resuelto sobre el cargo de las costas y las regulaciones 
de honorarios efectuadas en la causa. Las costas de esta instan- 
cia en el orden causado. 

Benjamín Vtlleoas Basavilbaso — 
Abibtóbtjuo D. ArÁoz de Lamadbbj 
— Pedro Abeiusti hy — Ricardo 

CoLOMBRES. 



ASOCIACION i>Eh PERSONAL AERONAUTICO 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqmsito* comunes. Gravamen 

No procede el recurso eiraordinario basado en qne Ú ¿¡¡^J^JS 
priS Z la de recusar a lo» mimbro* dri M a quo, « ^ 

no invoca una causal «nerita de recusación. 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el remedio excepcional eonrtituíao por ^¿f»^*^ 
« .¡ duda la índole de las peticiones fnnuuladnB por los actores rpsu ia 
"i nte ti el,!" tn vía, l-ales ordinaria a fin de obte- 

ner, si comidiere, la tutela de loa derecho, que .nvocan. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Kn el caso que aparece registrado en Fallos: 234 : 654, V. K 
tuvo oportunidad de declarar que la recusación sin causa no es 
requisito de la defensa en juicio, como asi ^*% t ^» J*£ 
cede el recurso extraordinario fundado en la violación de la 
referul a garantía sobre la base de no haberse dado al recurrente 
o .or to, idad para recusar al juez, si aquél no invoca una causal 
concreta que de tal modo se le haya impedido deducir. 

Con arreglo a esta doctrina, estimo que el primero de los 
agravios artuuhul s por el apelante, es decir, el que se vincula 
con el art. 1S de ia Constitución Xarioiud, no puede sustentar 
la ao"i tura de la instancia de excepción. 

Kn cuanto se refiere a !ns retantes consideraciones formu- 
Má* pnr el recurrente en el escrito que corre a fs. >6, cabe sena- 
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lar que lo resuelto por el a quo a fs. 23, en cuanto so funda en 
la existencia de vías legales ordinarias para la protección de los 
derechos invocados en esta demanda de amparo t se ajusta a la 
doctrina sentada por esa Corte en Fallos: 242: 300; 243: 55 y 
423, entre otros, refirmada en fecha reciente por V. K. al fallar 
los autos "Tricerri, S. A. s/ recurso de amparo" (sentencia del 
3 de junio ppdo.). 

Por lo demás el recurrente ha admitido ser exacto lo afir- 
mado por el a quo acerca de la existencia de procedimientos ordi- 
narios aptos para la tutela de los derechos en juego (\\ fs. 27 
vta.) ; y en lo que toca n la circunstancia invocada por aquel 
para, no obstante dicho reconocimiento, obtener de V. E. una 
revisión de lo resuelto por el tribunal de la causa — esto es el 
daño «rravo e irreparable mío el cierre de la empresa de que se 
trata en jiuto* pi ortu ía "al país y ¡i los propios recurrentes" — f 
observo que la misma resulta insub -'siento en la actualidad (v, 
fs. fi3K 

Por lo expuesto, y sin entrar en más consideraciones, ex timo 
que rorresponde desestimar las pretensiones sustentadas en el 
remedio federal de fs, 23. Unenos Aires, 28 de junio de 1960. — 
Ramón Lascafío. 

- 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 efe agosto de 1960, 

Vistos los autos: "Asociación del Personal Aeronáutico s/ 
recurso de amparo". 

Considerando: 

1"> Que contra la sentencia de fs. 23, que revocó la de pri- 
mera instancia y, por tanto, dejó sin efecto la medida dispuesta 
a fs. 40 del expediente agregado, así como los actos producidos 
en consecuencia de ella, se interpuso recurso extraordinario (fs. 
26/30), el que ha sido concedido (fs. 31). 

2*) Que el primero de los agravios traídos a juzgamiento 
de esta Corte, basado en la privación de que habría sido objeto 
el recurrente en orden a la facultad de recusar a los miembros 
del tribunal a quo, no es atendible, habida cuenta de que aquél no 
alegó haberse visto impedido de invocar una causal concreta de 
recusación (Fallos: 234 : 42 y 654). 

3*) Que, en cuanto atañe al fondo de la cuestión sometida 
a pronunciamiento de esta Corte, es correcta la afirmación con- 
tenida en el fallo de fs. 23, en el servido de que, dada la índole 
de las peticiones formuladas por los actores, resulta evidente que 
ellos han podido utilizar vías legales o* linarias, a fin de obtener. 
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si correspondiere, la tn'da de los derechos que invocan. Y ello es 
bastante para resolver la improcedencia del remedio excepcional 
constituido por la demanda de amparo (Fallos: 242: 300, 434 y 
muchos utros), máxime ante las manifestaciones de la recurrente 
que obran a fs. 63 y puntualiza el Sr. Procurador íieneral. 

4*) IJue las garantías constitucionales invocadas, no guar- 
dan, según surge de lo expuesto, relación inmediata y directa 
con lo decidido en la causa, ante lo eual no cahe emitir conside- 
ración alguna a su respecto (art. 1"> de la ley 48). 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, sr confirma la sentencia apelada de fs. 23, en cuanto ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Aristóbi'lo D. Aráoz i>e Lamaurid — 
Litis M*ría Boffi Bohoero — 

¿tritíO OyíÍASÍARTE — PEDRO ARE- 
RASTUBT. 



MARIA MAGDALENA 3UANI di [NSAUGAKAT v. ANTONIO 
K ASAN ELLA y Otros 

rOXSTiTmoS XAl'IOXA&i Dereeho* ft ¡taruntía». Pc/nt,«« c» jmWo. i'ra- 
rrdimit utu jf neuteurta. 

El requisito de \a pn-sentarión d*> solii-itud de pn'stamo. dentro del tórniino 
p*tiibtre¡dn por el ine. e). nrt. 1<>. del decreto 2186/5Í, no guanta relación 
i'irn tu* iliwhtiü <li> nndiviicía y priirba iiKe-jiirndna en el nrt. 1S de ln 
Constitución Naii.niil: ni *i-rn¡ ¡en tnmporo un recono-hiiíeiito anticipad'» 
ile las pretensiones del m>tor, pues el resultado de ln demanda tyvAa supe- 
ditado a la prueba de loa pris-ipupsins del art. 14 del mismo texto legal 
y a las defensa* (te que pueda valerse el demandado ('). 



S.H.L. OUVARES CABILDO v. MARCIAL^ »e ITÜRRIOÜ 

RKCVfíSO EXTKAOtWlXAfílO: Requisitos propios. ndtuiÚu rftrerfii. Sen 
lew ios con fundamento» no federales o federal?* eonMiitidos. Ftmdamrnta» fie 
herhv. 

Tiene fundamento^ de heeho, prueba y dereeho común hadantes pnrn susten- 
tar! i. la *entenria une desestima I» deferid de falta de í> -cíón mni^tn o»r 
COneíderat que, si bien la «olieit'id de ln marra eueslionrtdii ftl< fnnn'ilarla 
por ty len en ln demanda «Alo aparee* cnn>n repreHPntnntr de -ina sociedad, 
ln* n t^nte* eoeios pprentra de esta mnnifWt -ron en el jniein q-ie dicha 
solicitud fu' formulada para I» soeiedad y ratificaron la actuación en sede 

(1) Í2 de ajíoMo. Fallos ¡ iU: 382. 
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mlimnistmlivB. Kn (imM'i-uitn-iji, resiiltarín iiint'tt'iium L \ prúnuncinruii-irlo 
de! Tribnniil urerni di>l :^nmo que m- i'im<J;i tn viul.u-íÓii dd url ti? dt 
la ky ,t975. 

Dictamen itel, Procuhaihw General 

Suprema Corte: 

Lo resuelto 011 la sentencia apelada do fs, 75 —en cuanto 
decide míe la solicitud de marca hecha por Roberto Jorge Toma, 
de acuerdo con 1» corrnlmrndo por los otros dos socios gerentes 
de la sociedad de la que forma parte, lia sido hecha para dicha 
sociedad — se funda en razones de derecho común, lo que hace 
que este punto resulte irrevisible por V. K. en la instancia de 
excepción. E igualmente lo es lo relativo a la inconfuirlibilidad 
declarada de las maicas "Marqués del Gusto" y "Mucho Gus- 
to", por tratarse de ma cuestión de hecho, ajena al recurso extra- 
ordinario. 

En tales condiciones, y toda vez que no se ha cuestionado en 
autos la interpretación de disposición alguna de la Ley de Mar- 
cas, considero que el remedio federal intentado es improcedente 
y que corres] mude declarar que ha sido mal concedido a fs. 82. 
Buenos Aires, 7 de octubre de 1 !)")!). — Ramón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de agosto de lííbU 

Vistos los autos: "Olivares Cabildo K.li.L. c/ Marcial de 
Iturrioz «/ oposición registro marea". 

Y considerando : 

(¿ne la sentencia de fs. 7ii/7b" resolvió desestimar la defensa 
de falta de acción deducida por el demandado, en virtud de 
considerar que, si bien la solicitud de marca acta 457.761 fué 
formulada por el Sr. Roberto Jorge Toma, y la demanda de autos, 
en cambio, aparece entablada por la misma persona en represen- 
tación de "Olivares Cabildo Sociedad de Responsabilidad Limi- 
tada", también es exneto que los restantes socios gerentes de esa 
razón social manifestaron, durante el juico, uuc dicha solicitud 
había sido formulada para la sociedad, y ratificaron la actuación 
realizada por el Sr. Toma en sede administrativa. 

Que el demandado se agravia contra dicho pronunciamiento 
y se funda en que, no revistiendo el Sr. Toma el carácter de 
comerciante, industrial o agricultor míe ox : yre el nvt. (i* de la 
ley *W7"t para solicitar marcas, no tenía capacidad legal para 
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pedir la que es objeto del presente juicio ni para transferirla a 
un tercero comerciante, como es la sociedad acto ra. 

Que, corno se desprende de lo expuesto en el primer consi- 
derando, la sentencia recurrida tiene fundamentos de hecho, prue- 
ba y do derecho común que bastan para sustentarla. En esas 
condiciones, resultaría inofcioso el pronun ■¡jumento del Tribunal 
acerca del agravio fundado en la violación del art. 6' de la 
ley ;í1I7:i (Falles: 243: 110 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
R 82. 

Benjamín Villeoas Basa vut aso — 
Luis María Bofff Boooeuo — 
Jvdio Oyhanakte — Ricaiído Co- 

UOMRItES. 



rLAt'l.'Kl PKU'FO v. S.lí.L. HIPO TI 1*0 

ItüCl-ksO KXTRAQiWISARlO: /("«/HiVífo* rmimnt*. (¿rammen, 

improcedente el retnroo extraordinario, interpuesto enn fundamento en 
les artu. K> y 18 de la Cónatitucion Xacinnal. contra )n resolución del Miiñ«- 
tcriii de Trnh-Tn y Se^nrid d Social, eonfiniintiiriji de lo decidido por la 
("omisión E'nrilaira de la ley 1'J.ÍWN, en eien virtud se calificó a do* perno 
lis* contó redarlnre» de una revista a partir de urm fecha determinada, 
t/'s conHecuen-ins per.jiidii-i les que et recurrente iitribuve n li resolución 
si* hablan 'nndirii'n-M'o^ n In cveptun'idad de o-e los t'>teresndos, invocando 
la categoría one les ha sido reconocida, accionen judicialmente a fin de 
obtener la satislYcción de obligaciones derivada-! de lo decidido por nqtélla, 
onort"nid«d en qt'e enbrh a la empleadora la posibilidad de din-ntir la 
retroactividad dispuesta administrativamente y la» cuestiones vinculada» con 
elK En la» condicione actuales, el pronunciamiento de la Corte ssría 
abstracto. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La resolución administrativa contra la cual aparece inter- 
puesto el recurso extraordinario conced'do a fs. 6 de estos «■ itos, 
no tiene otro alcnn n c nne reeono n cr a las persona-? a las ou* 1 se 
refiere la presentación de fs, 1 del agregado, el carácter de redac- 
tores de la publicación editada por la empresa recurrente, "a 
part'r de la fecha en que de acuerdo con la empleadora los ^Ja- 
mantes establecieron una retribución mensual por las tireas 
asignadas" (v. fs. 5fi y 69 del exoediento nne corre ñor enorda). 

Por lo tanto, qne la mencionada resolución pueda Irrogar a 
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la apelante las consecuencias perjudiciales de que ésta huer 
mérito en su escrito de fs. 1» es evento que se encuentra condi- 
cionado a la circunstancia de que los interesados, sobre la base 
de la categoría que les ha sido reconocido, se consideren eon 
derecho a formular a aquélla algún reclamo por el período ante- 
rior a ese reconocimiento. 

yin embargo, como una pretensión de este tipo provocaría 
necesariamente la intervención de los tribunales ordinarios, pare- 
ce claro que, aun en aquel supuesto, la recurrente contaría coa 
la posibilidad de hacer valer, en ios procedimientos judiciales 
respectivos, los reparos que ahora artieula contra la decisión 
administrativa de referencia. 

Por otra parte, es evidente que en dichos procedimientos la 
apelante tendría asimismo oportunidad do producir prueba ten- 
diente a demostrar el alegado incumplimiento, por parte de los 
señores Alfredo y Arturo Levaggi, de las obligaciones propias 
de los redactores durante el lapso anterior a la Resolución 523/ 
:">8, así como cualquier otra circunstancia de hecho que conside- 
rare conveniente acreditar; y no cabe duda que, mientras no 
exista un pronunciamiento firme que valorando esos elementos de 
juicio le imponga alguna obligación, la pretensión de aquélla de 
que se deje sin efecto la rot reactividad «signada a la calificación 
de las tareas desempeñadas por los más arriba citados, no imjiorta 
otra cosa que prevenir perjuicios potenciales. 

A mérito de lo expuesto, y teniendo en cuenta la_ doctrina 
elaborada por V. E. en torno a recursos extraordinarios dedu- 
cidos contra resoluciones do funcionarios y organismos adminis- 
trativos, soy de opinión que en este caso no procede la apertura 
de la instancia tle excepción y, en consecuencia, que corresponde 
declarar mal concedido a fs. 6 el remedio federal de fs. í. Buenos 
Aires, 7 de octubre de 1M5Í). — llamón hancanú. 

FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Claudio Peluffo o/ Rico Tipo S.R.L. s/ 
recurso jerárquico". 

Y considerando : 

V) Que por resolución 523/58, cuya copia autenticada corre 
a fs. 60 del expediente agregado por cuerda, el Ministro de 
Trábalo y Seguridad Social dispuso confirmar la resolución adop- 
tada ñor la (^omisión Paritaria de la lev 12.ÍKJ8 (fs. 56 del mismo 
espediente), en cuya virtud se calificó a los señores Arturo R. 
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LevHíftfi y Alfredo Leva^i "como redactores de la revista Rico 
Tipo, a partir de la fecha en que de acuerdo con la empleadora 
los reclama rites establecieron una retribución mensual por las 
tarcas asignadas". 

Que contra la referida resolución ministerial el apode- 
nido de la firma empleadora interpuso recurso extraordinario, 
fundándolo en que aquélla, en lauto modifica "situaciones pasa- 
das y aceptadas expresamente por las partes", es violatoria de 
los arts. Ni y 18 de la Constitución Nacional, 

Que, según to observa el Señor Procurador General e n 
su dictamen, las consecuencias perjudiciales que el recurrente 
atribuye a la resolución en recurso, se hallan condicionadas a la 
eventualidad de que los interesado^, invocando la categoría que 
les ha sido reconocida, accionen judicialmente a fin de obtener la 
satisfacción de obligaciones derivadas de lo decidido por aquélla. 
Kn ooi oportunidad, por otra parte, cabría a la firma empleadora 
ta posibilidad de disentir la procedencia de la re t ron -tivídad dis- 
puesta en sede administrativa y todas las cuestiones con ella 
vinculadas. 

4°) Que, en esas condiciones, el pronunciamiento de esta 
Corte acerca de ln cuestión planteada en autos revestiría los 
caracteres de una decisión abstracta, vedada al Tribunal. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido. 

AitisTÓnrLo D. Aráoz i>f, TjAMAnnm — 
Luis María Bom Boooero — 
Julio Oyhaxarte — Ricardo CO- 
LO MRR ES. 



FERNANDO RAMON ESTRADA ANTILLE 
RECURSO DE REVISION. 

El recurso de revisión, deducida pímt™ tu sentenrin de un trituiriíil militar, 
es ajeno ii tn eompptenria de ln forte Suprema, en los términos que ln orga- 
niza el nrt. 24 del der reto-ley 1285/58. 

mmSplCqmW y mMPSmmm ? Competencia «flrfúM.,/. Competen™ orí- 
íjinnria de la Corte Snpremn, Generaltdtídrt. 

Lfl Corte R»nt^nm en rece de jurisdi cotón originaria enrn imioccr en lox 
reñirlos de hñheas eorpus. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 12 de agosto de liMiü. 



Vistos los autos: "Recurso de revisión deducido en la causa 
Estrada Antille, Fernando iíanión s/ recurre contra resolución 
del Consejo de Guerra Kspccial de Rosario", para decidir con 



Y considerando : 

Que no existe ley vigente que autorice el otorgamiento del 
recurso deducido, que es ajeno a la competencia de esta Corte 



en los términos que la organiza el art. 24 del decreto-ley VlS'i/TiS. 

(juc con arreglo a reiterada jurisprudencia es improcedente 
la deducción del recurso de húheas corpa-; en instancia originaria 
ante esta Corte —Fallos: 244: 207; 243: 303; 237: 8 y otros—. 

Por ello se declara no haber lugar a lo solicitado en el prece- 
dente escrito. 



RETRO ACTIVIDAD. 

Bi el recurso basado en el nrt. líl del decreto-ley 12B5/58 fué interpuesto y 
concedido con anterioridad a la videncia del art. l v «le la ley T5.271, no cabe 
reconocer a fetn efecto retro ctivo en ln especie, ante la exigencia de que 
sen respetado lo dispuesto niedinnte el auto tirme que otorgó tu apelación. 



El derecho que — para fundar sus defensas — a«is'e n los liti^uteM. de for- 
mular apreciaciones sobre las resoluciones indicíales, no los e-rime de «mi rilar 
la consideración que deben n los magistrados. Pin dudn se falta a ella euondo 
se n tribu ve al juez la comisión del delito de prevaricato r.l imputársele haber 
dictado Miheradnmcnte sentencia contraria n la ley invocada, y no resulta 
de las ctunciones que se haya formulad» ln denuncia correspondiente. 

MEDIDAS DISCIPLINA RIAS, 

Corresponde confirmar la sanción de m$n. ñon de multa impuesta por ana 
Cítara Nacional de Apchcioncs al letrado que suscribió el memorial donde, 
n! fundarse el recurso de nulid- d contrn la resolución del juez de primera 
ins'nncia. se sostiene, con mención del nrt. 2(t!> del Códiío Penal, «pie la 





Atíistóbülo D. Aiiáoz de Lamaoiud — 
Luis María Boffi Boggrro — 
Julio Oyhanartb — Pedro Are- 

RASTUHY — BlCABDO CoLOMilllES. 



HORACIO ROMERO v, N r ESTOK KAVIHI t Ornos 



JUECES. 



I8fi 
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sentencia recurrida constituye un caso de prevaricato. El argumento de 
lin bt-tue formulado ta imputación sin finalidad agraviante y para fundar la 
nulidad, rurec* en el caso <!»■ relevuncin al na desvirtuarse bis razones» de 
La sentencia de la Cama ni, en cuanto declara que dieho recurso es de mani- 
fiiwtíi improcedencia porque las objeciones en que se lo l'undu ha ten al 
recurso de apelación. 

Por lo demás, no cabe admitir que los litigante:! ni apreciar las resoluciones 
de Un jueces, y so pretexto del ejercí cío de su defensa, talten con Ira su 
dignidad y decoro, atribuyéndoles In comisión tle delitos, y queden exentos 
del |>tider disciplinario. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Kl recurso deducido por el profesional interesado a fe; 116 
es procedente atento )o dispuesto por el art. 19 del decreto-ley 
12H5.T»S — ley 14.467— . 

En euanto a la sanción disciplinaria impuesta, considero que 
es adeettada a In nnUira'ezn e importancia de la falta cometida, 
y que la misma no excede las atribuciones que los arts. 18 del 
decreto-ley referido y 2íí del Reglamento para la Justicia Nacio- 
na] confieren al tribunal que la aplicó. Buenos Aires, 29 de di- 
ciembre ele 1959. — Ramón Lascano, 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por las razones que he dado al dictaminar en la causa " Bar- 
bien, Nicolás contra Canosa, Perfecto, sobre desalojo", y que 
brevHatift causa doy por reproducidas, estimo que lo dispuesto 
eu el art. 1* de Iti ley 15,271 no es óbice para que V. E, entienda 
en el recurso interpuesto. Buenos Aires, 4 de marzo de 1960. — 
Rantón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de agosto de 1960. 

Vistos los autos caratulados: "Romero, Horacio c/ Savini, 
Néstor y otros s/ ejecutivo". 

Y considerando en cuanto a la procedencia del recurso: 

Qw\ conforme a 'o resuelto el 8 de abril ppdo. en la causa 
"S. 1.362 -Superintendencia: Barbieri, NieoYis c/ Canora, Per- 
fecto" procede que el Tribunal dicto sentencia en el recurso inter- 
puesto en autos eon fundamento en el art. 19 del deereto-ley 1285/ 
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¡>S, el t|ue fu* coucetlitlo — mediante el auto firme de fs. 127 — con 
anterioridad a la vigencia del art. l v de la ley 15.271. 

Considerando, en cuanto al fondo del asunto: 

Que un la precedente causa, se dictó resolución en primera 
instancia rechazándose la excepción de iu habilidad de título opues- 
ta por la ejecutada. Se interpusieron los recursos de nulidad y 
apelación y, en el memorial presentado ante la Cámaro, los eje- 
cutados —coa mención del art. Jfíí) del Código Penal — sostuvieron 
que *'la sentencia recurrida constituye un caso de prevaricato'*. 
Al respecto hicieron referencia a la invocación por el juez del 
arf. 218 del Código de Comercio para fundar su interpretación 
del contrato objeto del juicio, afirmando que las conclusiones del 
magistrado violan abiertamente los incisos 5 9 y l 9 de dicha dis- 
posición, así como otras normas legales, I¿a Cámara, a fs. 112, 
desestimó el recurso de nulidad, revocó la sentencia d 1 inferior, 
y aplicó una multa de m$n. 500 al letrado y apercibimiento a los 
demás firmantes del memorial aludido. Diclia resolución — res- 
pecto de la multa aplicada — es la que motiva el recurso inter- 
puesto ante la Corte Suprema en estas actuaciones, de las que 
no resulta se haya formulado denuncia contra el magistrado por 
el delito que se le imputa. 

Que al fundar su apelación — fs. 116/121— el letrado ape- 
lante sostiene, en síntesis, la ausencia de finalidad a<*rav : ante en 
el planteamiento formulado en el memorial, pues su imputación 
do prevaricato no importa atribuir al "DiT'st'-ado "móviles dolo- 
sos o deshonestos". Agrega, que aun admitiendo — como lo hace — 
la existencia de un móvil elevado por parte del juez, ello no priva 
de ilegitimidad al acto, y que el referido p'anteam'ento fué for- 
mulado como argumento de defensa, sin otro propósito que el de 
*undar la nulidad alegada. 

Que el derecho que — para fundar sus defensas — asiste a los 
litigantes, de formular apreciaciones sobre las resoluciones judi- 
ciales, no los exime de guardar la consideración que delvm a los 
magistrados. Sin duda se falta a ella cuando, como en el caso, 
se atribuye al juez la comisión del delito de prevaricato al impu- 
társele haber dictado deliberadamente sentencia contrara a la 
ley invocada. 

Que el argumento de haberse formu'ado la imputación para 
fundar el recurso de nulidad carece de relevancia, toda nue 
no se han desvirtuado las razones de la sentencia de la Cámara, 
de fs. 112, en cuanto declara que d ; cho recurso es d" mnn'f'psta 
improcedencia por cuanto las objeciones en que se lo funda hacen 
al recurso de apelación — couf. en ifirnil «emt'dn jur¡«n , * , »deii« : a 
citada en ".Tofbé, T., Mamtal de Procedimientos", tomo IV, Edi- 
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tonal La L n¡ , año 11*4,'!, pí, ff . J4!>, nota ¿(J.'i (Fallos: 1S1 • 257- 
2:J7: (¡07; 238: 354)— . 

Por lo demás no cabe admitir que los litigantes, al apreciar 
las resoluciones de los jueces, y so pretexto de] ejercicio de su 
defensa, falten contra su dignidad y decoro atribuyéndoles la 
comisión de delitos y queden exentos "del poder disciplinario. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ra!, se confirma la resolución de fs. 112 en cuanto ha sido objeto 
del recurso, 

Aíustóbulo D. Aiiáoz iíf. Lamauhio — 
Luis María Boffi Bocnsoo — 
Julio Oyhaj?Ahtb — Probo Abe- 

KASTIJUY — KlC'AKDO COLOMBRRS, 



JOSF, ISMAKIj KOHTiKlH) 

JlTItfSMCCIOS 1 COMt'KTKXCt.l: Competencia pemti. hitijtn del dri¡tf>. 

Corresponde conocer ti*] iwnario a la justicia nacional en lo criminal de 
imtraeción de la Capital, y no n ü pe» I ,h- L» l'hit t, provincia de litónos 
Aires. *í la piitré-ia de Ira lluvia de \n casa eonatriída por la denunciante 
y de una urden iititnrizntido él acceso al acusad», fueron obtenidas por éste 
mediante un ardid en la ciudad de Bnenoa Aires, con el lin de privar a la 
empresa damnificada del derecho de retención sobre la obra. 



DlCTAMKN r>F.tj PdOrfUAUOIt (ÍF.NRItAL 

Suprema Corte: 

El perjuicio qno se habría ocasionado mediante la maniobra 
descripta a fs¿ 1 consiste en la pérdida del derecho de retención 
que correspondía a la firma damnificada sobre la obra construida 
para el imputado, (tiste obtuvo 'a entrega de las llaves v de una 
orden pura une el encardado del inmueble te permitiera el acceso 
a éste n cambio de la autorización para percibir del Banco Hipo- 
tecario Nacional ciertos fruidos que resultaron ya cobrados con 
anteriovidad. 

( 1 on el acto de disposición de la firma damnificada que se 
consi«niii*p medíante el referido ard : d, esto es la entreir'i de las 
llaves v la orden, queda, a mi jui 'io, erm fii- lirado el delito; y 
como ello orurrió en esta Capital, aparece competente pnra enten- 
der en la causa el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 
En tul sentido corresponde, pue*», dirimir la presente contienda 
Rueños Aires, 22 de junio de líMíl). --- Ramón Lusca no. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 do agosto de lítfiO. 

Autos y vistos: 

Por loa fundamentos del precedente dictamen del Sr. Pro. 
curador General, se declara que el Sr, Juez Nacional en lo Cri 
minnl de Instrucción de la Capital es el competente para conocer 
de esta causa. Devuélvanse los autos al Tribunal de su proceden 
eia y liábase saber en la forma de estilo al Sr. Juez en lo Penal 
de La Plata. 

Benjamín Villeoas Basaviuiaso — 
Amstóbulo D. Araos de Lamadiii» 
— Julio Oviianahte — Pediwi 

HltKS. 



FIÍANCISH- DOMlXíiO SLA VEN 

JURISDK'VIOS Y COMPETENCIA : < njyetrneia tiaeiotml. Causas penalti. 
Delitos que obrtrn/tm el mttmal fnm imuiitu uta de las imtitut-tfínrs nacionales. 

Corresponde « la justiein ipitei.il tU* \i rcedes, Provincia de Rueños Airea 
y no :i la penal, conocer ddl SU'.nsrio poi •! delito de hurto en el que habría 
tnnnido fiarte, con abuso de sr eariío, el jete de una esturión del Ferrocarril 
Kneimitil Ora). San Mar'ín. Pese a revestir r-nrácter eonuin, el delito sena, 
en el cuso, ile los ipie ,iiistrnye)i « corrompen el buen servicio de los emplea- 
dos lincioiir.les. calidad esta ú!tim;i «pie inviste el imputado ('). 



ALBERTO PKJ.l.OiiítVI v Orno 

COMPKTKSCIA MILITAR. 

Corresponde a In justicia mi litar, y rio ¡i la eríininnl provincial, conorer 
del snwarin por lesiones prwliuidns n raíz ile un accidente de trínsilo, 
instruido a un ot'icnl del Ejército, conductor de uno de los vehículos, cjue, 
se bailaba cumpliendo un acto del servicio en el momento de ocurrir el 
liedlo. 



(1) 18 de ngoato. Fallos: 2:W: 177; 244: r,<*5; 24o: 1S3. 
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Dictamen del Phocikadou Gknkhai, 



Suprema Corte: 

Las actuaciones sumariales instruidas en jurisdicción militar 
acreditan que el teniente primero AlbiM-to Pollegrint, juntamente 
con el subteniente Alfonso A. Keuther que lo acompañaba, en 
circunstancias de producirse la colisión entre la motocicleta que 
conducía y el automotor a cargo del chófer Antonio Saturnino 
García, se ' .liaba cumpliendo un acto del servieio, en los tér- 
minos de los arta. 878 y 879, ine. .'i 9 , del Código de Justicia Militar, 
pues regresaba a la anidad de su destino militar después de 
haber inspoeeioniido la monda de canales que realizaba la tropa 
ile su batallón, en las proximidades de Marquesado, Prov. de 
San Juan. 

Consecuentemente con la reiterada doctrina sostenida por 
V*. K. en casos análogos, entre otros el registrado en Fa'los: 244: 
2'i y los allí citados, estimo que ¡a conducta do! mencionado oficial 
t'ii t lieba emergencia debe ser investigada por la justicia cas- 
trense (ennf. art. 1(18, ine. 2?, del Código citado). 

En tal sentido corresponde resolver la presente contienda. 
Buenos Aires, lo de julio de 1960. — Ramón Lascano. 

i 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de agosto de 1960. 

Autos y vistos; 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez de Instrucción Militar 
es el competente para conocer de la causa instruida al teniente 
Alberto Pellegrini, por lesiones. Remítansele estos aillos v bá>isc 
sabor en ln forma de estilo al Sr. Juez del Crimen, Segunda No- 
minación, de San Juan, a quien se devolverán los expedientes 
agregados sin acumular. 

Renjamíx Villegas Basavilbaso — 
Auistóbulo D. Aráoz de Lamadriu 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aderastuiíy — Ricardo Colom- 

ItRRS. 
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KOMEE MAME LOFISE LAMtENS 

JVniSniCCiOS > VOMPETESC/ -I : Compete*™ nacional. Caums penal** 
Delitos r» perjuirh <U> ha Uirnr* n rentas de la .Vacio» a de sia repartieian/tñ 
autárqitira*. 

Son de eompetemtn federal hs enusns límales oricinndis por delitos que, 
en términos ¡ícnendes y con preseindeaeifl de la elasífieaeión que les eorr>*- 
pondu, ní'eeta» n pueden afeitar el patrimonio nacional. 
En eoiweucueia, corresponde a !n .iuütii-ia federo! de Corrientes y no n in 
criminal de Ooyn, Provincia de Corrientes, eonoeer del sumario por liurto 
de dinero del equipaje de un pusijero, ocurrido a bordo de un ba ( |ue perle- 
neeiente a la Flota Eluvial del Estado Argentino. 

Dictamen i>el Piloccrador General. 

Suprema Corte: 

Del hurto que so investida en estas nctuaeiones puede derivar 
responsabilidad patrimonial para la Nación, si se tiene en cuenta 
que el hecho ocurrió a bordo de un buque perteneciente a la Flota 
Fluvial del Estado Argentino, empresa de Estado (decreto 10.735/ 
58), v consistió en la substracción de dinero del equipaje de uno 
de los pasajeros (arts. ÜOD y 918 del C. do Comercio). 

En consecuencia, estimo que corresponde dirimir la contienda 
declarando competente para entender en la causa al Sr, Juez 
Federal de Comentos ( Fallos ¡ 233 : 109¿ y los allí citados). Bue 
nos Airos, 22 de junio de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de agosto de lOíiO, 
Autos y vistos; considerando: 

Que, eomo dictamina el Sr. Procurados General y lo ha re- 
suelto reiteradamente esta Corte —Fallos: 233: 191; 240: 417; 
242: 510; 243: 143; 244 : 337, los allí citados y otros—, la compo 
tenria de la justicia federal y no de la provincial, para conocer 
en casos como el de autos, resulta de la pos;b*lidad de que el hecho 
investigado comprometa la responsabilidad patrimonial de la 
Nación. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, so 
declara que el conocimiento de esta enusa corresponde al Sr. .Tucjí 
Federal de Corrientes. Remítansele los autos y llágase saber en 
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la forma de egtilo al Sr. Juez del Crimen de Goya (Provincia de 
Corrientes). 



Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abihtóbulo D. Aráoz de Lamamup 
— Julio Oyhaxakte — Pedko 
Aberastuby — Ricardo Colom- 

BKE8. 



ALBERTO IRANI v. ALFREDO E. KOCH 

mmSmmW t COMPETENCIA: Cuestione, de competencia. Inhibitoria; 
planteamiento ij trámite. 

Ed atención a lo dispuesto en d art. 411 del Código de Procedimientos Civi- 
les di« I» Capital, m imprudente lu cuestión de competencia promovida 
pnr inhibitoria ante la Cámara Hecion-u Paritflria de Buenos Aires, ron 
motivo de una demanda deducida fintt- ta Justicia de Paz de la Capital 
Federal (■). v 



JUAN HERRERA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA. Competencia nacional. Cansas penates. 
Delito* en jicrjmrio de los bie»es y rentas de ht Nación y de shs reparticiones 
antárqnira*. 

Corresponde a la jonticin nacional en ]i> criminal de instrucción de la 
Capital, y no a la nacional en lo criminal y i>orrcccional federal, conocer 
del sumario instruido por sustracción de corriente eléctrica, que se habría 
cometido en la Capital Federal, en perjuicio de la empresa Servicios Eléc- 
tricos del Gran Buenos Aires (SEGBA), Sociedad Anónima. 



Sentenpu ra. Itm Nacional ül lo Chtmenal de Instrucción 

Buenos Aires, 6 de mayo de 1060. 

-ititos y vistos: Para resolver sobre la competencia en el presente sumario 
ÍMH/tíO instruido contra .Tnjiii Herrera por el delito de hurto. 

Y considerando: 

Que de constituir detito el hecho denunciado, el mismo afectaría al patrimonio 
nacional, desde que el capital de "S.E,G,B.A." se encuentra constituido, entre 
otros, por el aporte efectuado por el Estado. 

Que por esta circunstancia, y lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia 



C») 1» do agoato. Fallos: 247: 09. 
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de la Nación —Fallos: 244: 337— corresponde la intervención del fncro de 
excepción en estos actuados. 

Por ello; de conformidad con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Agente Fiscal y en mérito a lo preceptuado por los arts. 19, 23, 443, ine, 1*, 
y 453 del C.P.C., resuelvo: Declarar la incompetencia del Jugado para seguir 
entendiendo en crfta causa, la que se remitirá para su prosecución al Juzgado en 
lo Criminal y Correccional Federal en turno, a cargo del Dr. Angel Alejandro 
BregazzL — Víctor José trmrtiM. 



Sentencia del Juez Nacionat. en lo Chiminal y Vonmrxw^ m, Federal 

Buenos Aires, 22 de junio de 1960. 

Autos y vistos: 

Para resolver aceren de la competencia del Juzgado en esta causa 6477/lHJ, 
caratulada "Herrera, Juan s/ defraudación perjuicio de S.E.G.B.A." y; 

Considerando : 

l. Vienen estos autos a conocimiento del suscripto en virtud de Sa incom- 
petencia dictada a fs. 17 vta. por el Señor Juez de Instrucción, Dr. Víctor José 
Trurzun. 

I* Expresa dicho magistrado en la resolución de referencia que el he¿ho 
denunciado en caso de constituir delito, afectaría el patrimonio nacional, desde 
que el eapitnl de S.E.G.B.A. está constituido entre otros por el aporte del 
Estado Nacional. 

III. Si bien es indudable que en el cano suh-examen el patrimonio del 
Estado resdtría pe rindiendo puesto que el capital accionario de S.E.G.B.A. 
bu encuentra constituido entre otros por el aporte estatal, dicho patrimonio se 
encuentra afectado en el caso n la prestación de un servicio local de la Cnpital 
Federal (ver nrt. 4» de In ley 14.772 y el mensaje del Poder Ejecutivo a) Con- 
greso con motivo de dicha ley del 23 de setiembre de 1058). Siendo nsí de 
acerdn a la norma del urt. 43 de Ih lev I3.9SIH r modificado por la ley 14.1KÜ), 
sobre Organización de la Justicia Nacional, este Tribunal es ahora incompetente 
para entender en las caucas que versen sobre delito* que perjudiquen al patri- 
monio nacional, cuando el mismo está afectado a la prestación de servicio'! locales 
de la Capital Federal y Gran Buenos Aires, principio a juicio del suscripto ente- 
ramente aplicable al caso de autos. 

Por ello; oído el Ministerio Fiscal y de nciicrdo a Ins disposiciones legales 
citadas; 

Resuelvo; 

Declarar la inrawttrtencm del Tribunal para entender tu e*'a cansa, y devol- 
verla al Sr. Juez Nacional de Instrucción en lo Criminal, Dr. Víctor J. Inirxnn. 
Secretaría Hicur, invitándolo p-ra que en "aso de insistir en su resolución de 
fs. 17 vía., eleve las presentes actuaciones a la Excinn. Porte Suprema de Justi- 
cia de ln Nación para que dirima la cuestión de competencia trabada. — Angel 
A. firma;:!. 



* !H FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

DlCTAMKN DEL PROCURADOR (iRNEHAL 

Suprema Corte: 

Por im razónos que expone pI Sr. Juez en lo Federal a 
Tk lí) corresponde declarar que la causa es de conocimiento del 
Sr. Juez Nacional de Instrucción. Conviene hacer presente, en 
tal sentido, que el fallo registrado en 242; 337, que invoea este 
ultimo magistrado, se refiere a un delito cometido fuera de la 
Capital Federal, motivo por el cual no era npüeable al caso el 
ii rt. I o de la ley 14.1 SO. Buenos Aires, 13 de julio de 1960. — 
Mamúa Lttsaino. 

PALLO 1>E LA CORTE SI'PREMA 

Buenos Aires, 1S do agosto de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que en la presente causa se investiga el delito de sustracción 
de corriente eléctrica, que se habría cometido en la Capital Pe- 
dí ral, en perjuicio de la empresa Servicios Eléctricos del Oran 
Buenos Aires (S.K.O.B.A.) Sociedad Anónima. 

Que, en presencia de lo dispuesto por el art. 1* de la ley 14.1 8U 
y de {a reiterada jurisprudencia de esta Corte sobre el punto 
— Fallos: 245: 383 y sus citas, entre otros — , no es dudoso que, 
conforme a los términos del art 4* de la ley 14.7/2, el conocimiento 
de esta causa corresponde a la justicia de instrucción de la Capi- 
tal y no a la federal. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 
es el competente para conocer de esta causa. Remítansele los 
autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional 
en lo Criminal y Correccional Federal. 

Benjamín Villeoas Basayilbaso — 
Aristórulo D. Aráoj; ob Lam a mu n 
— Julio Ovhanartr — Pedro 
Abkkakturt — Ricardo Cou>m- 

BU ES. 
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EDUARDO LUIS VI LA 

RETROACTIVIDAD. 

I 

Si el recurso basado en el nrt. 19 «leí deeretodcy 1285/58 fué interpuesto y 
concedido ron anterioridad a t» vigenein del art. 1* de la ley 15.271, un 
cabe reconocer a ésta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia -le 
que sos respetado lo dispuesto mediante el iiuto firme que otorgó la npelnción. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Corresponde confirmar la sanción de m$n. 50í> de multn iinpnestn por la 
Cá-uara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional a nn magis- 
trado del fuero que, con moÜvo de los drsórdonca ocurridos en el ñmhito 
judicial en octubre de 195!), se di Hirió « we tribunr.l solicitándole decidiera 
si era pasible o no de corrección por su actitud durante aquellos sucesos, 
análoga a la de los jueces en lo civil, cuestionando al misino tiempo — en 
cuanto pudiera referirse a BU proceder— lo expresado por la Corte Suprema 
en un comunicarlo de prens:i «obre los hechos. 

P propósito de exteriorizar su posición frente a lo ocurrido — que según 
el recurrente habría determinado la presentación ile la nota, a la que dió 
en seguida publicidad— no desvirtúa i;i falta que constituye la petición 
formulada i>n tono manifiestamente polémico y falto de mesura y en términos 
impropios de un magistrado tudicial, que importan un inadmisible wrrnvio 
a la autoridad del más alto Tribunal de la República. 

JUECES. 

La circunspección y el respeto :,1 urden jerárquico constituyen normas fie 
inexcusable cumplimiento por los jueces. Su inobservancia por parte de 
un magistrado acentúa el carácter de la taita cometida, habida cuenta que 
se dirigió a ta Cámara del fuero en tono polémico y f^lto de mesira. con 
motivo de los desórdenes ocurridos en el Puhcin de Justicia en octubre de 
l!>5y, cuya gravedad exigía a tos miembros del Poder Judicial uctuar con la 
máxima prudencia para mantener el principio de autnridnd. 

MEDIDA S DISCIPLINARIAS. 

Li multa impuesta por la Cámara N'acional de Apelaciones en In Criminal 

y Corn ional n un magistrado del tuero, en ejercicio de su indiscutible 

facultad disciplinaria par» reprimir las faltas contra su auloridad y decoro, 
no pin de cuestionarse con base en el art. 1f) de la Constitución Nacional 
invocado por el recurrente, que dirigió n Iti Cámara una nota ele tono polé- 
mico y falto de mesura, y pretende linber sido sancionado por emitir opinión. 

JUECES. 

La irredurtihilidr'd de <ns sueldos de los jueces, prcscriplu ñor el art. ¡Mi de 
la Constitución Nnciond, es garantía de la independencia del Poder Judicial 
frente el Legislativo. 

Esa independencia en nada resulta afectada por la Aplicación de una niulia 
impuesta por tribunales superiores, integrantes del Poder Judicial, en ejer- 
cicio de las facultades disciplinarias que les son propias. 



J|Ü| 

KALÍ.OS PE I,A (WtTE SUPREMA 
Dlf TA MKK »KÍ. pROClUlAiiOR GENERAL SORRtKlANTK 

Suprema Corte: 

Kn mi carácter de Procurador General de la Nación subro 
gante, contesto a V. K. la vista conferida a fs. 46. 

Se inicia este expediente 213 (Expte. 1336/59 de Superin 
eiitlencia) caratulado "El Juez Correccional Dr. Eduardo Luis 
\ lia solicita pronunciamiento sobre su actitud en los hechos ocn 
r rulos en el Palacio de Justicia", con la nota de fs. 1 del men 
eionudo macado din-ida al Sr. Presidente do la Excma. Cu 
niara de Apelaciones en lo Penal y Correccional de la Capital 
redera], Dr. Ernesto X. Black, e¡ día *í de octubre de 193», en 
la q»e solicita un pronuiiciamienío con respecto a la actitud por 
el asumida conjuntamente con sus coleáis de la Jurisdicción Cri- 
minal y ( orreccioual, así como también los Señores Fiscales del 
releí-ido fuero, por cuanto consideraba que dicha actitud no dife 
na de la tomada por los Señores Jueces de la Jurisdicción Civil. 
Sostiene haber sido convocado por su superior jernn tico a una 
reunión en la cual se resolvió redactar nna nota, sin contraer 
compromiso alguno de obtener del personal de sus respectivos 
juzgados, depusieran su actitud revoltosa. Agrega que en esa 
nota, uq se dice nada que importe una reprobación por la actitud 
de los empleados. Manifiesta que conio es privativo do la Exenta. 
< amara elevar o no la nota que firmaron los Magistrados del 
tuero, pide que eleve su presentación a la Corte Suprema, para 
que pueda el Alto Tribuna!, tener una idea de la actitud de ellos, 
pues, a su juicio, del comunicado de V. E. el día 2S de octubre 
se desprende que se juzga ese proceder en forma inexacta. Final- 
mente agrega que, cuno del comunicado de V, E. pareciera des- 
prenderse que la actitud de los magistrados del fuero civil era 
incorrecta y el peticionante lia incurrido en una análoga, exi-fe 
de la Exeiua. Cámara determine si su conducta fué correcta v en 
dicho caso se lo sanciono y si no que así se declare, comunicando 
In rosoHi'-um n V. E. Por último. le hace saber al Tribunal que 
dará publicidad a su presentación. 

Iji Excma. Cámara en to Penal y Correccional por resolución 
de ts 4 y de fecha 30 tle octubre de ltfüfl. interpretando que la 
actitud del Dr. Viln importa un inadmisible agravio a la auto- 
ridad de V. E„ manifiesta que el peticionante "debo ser corregido 
con la severidad adecuada a la gravedad do la falta"; agregando 
.pie Ja versión personal sobre las gestiones del Tribunal anle 
\. E. "revela desconocimiento de los hechos v crea confusión 
del verdadero sentido de aquella gestión" y por ello le impone 
al Señor Juez Correccional Dr. Eduardo Luis VÜa, la sanción 
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disciplinaria de m$n. 500 de multa, d*e conformidad con lo dis- 
puesto en el art. 16, 2* parte del decreto-ley 1285/58. 

Esta resolución se notifica al Dr. Vila el 2 de noviembre de 
1951), por más que en la constancia de fs, 5 menciona equivocada- 
mente el "dos de noviembre de 1954". 

Con fecha 3 de noviembre de 1959, se presenta el Señor Juez 
Correccional ante su superior, planteando en un extenso escrito 
glosado a fs. tí, el caso federal, con el fin de que V. E. pueda 
entender sobre la inconstitucionalidad del pronunciamiento. Dice 
que la Excma. Cámara, interpretando equivocadamente el alcance 
de las expresiones circunstanciales de su nota y atribuyéndole 
una intención que declara no haber tenido, lo sanciona con la 
pena máxima que el Tribunal puedn imponer. Formuiu además 
un pedido de aclaratoria, relatando en detalle la forma en que se 
produjeron los hechos el día 2;i de octubre ppdo., en especial, 
cómo se gestó la nota que fuera presentada al Tribunal Superior. 
Termina interponiendo el recurso de apelación en cuanto al mon- 
to y a los fundamentos de la resolución de ís. 4, solicitando so 
le conceda el recurso auto V. E„ como lo autoriza el art, 19 del 
decreto-ley 1285/58, y recusa a los Sres Jueces do la Corte Su- 
prema, Dres. Alfredo Orguz, Julio Oyhanarte, Benjamín Villegas 
Basavilbaso, Luis María Boffi Boggero y Aristóbulo D. Aró >z 
de Luinadrid. 

Por resolución de la Excma. Cámara de fs. 15 y de fecha tí 
de noviembre, no se hace lugar al pedido de aclaratoria y se le 
concede el recurso de apelación interpuesto para ante V. E. 

Llegados los autos al Tribunal, los Sí es. Jueces de esa Corte 
Suprema, Dres. Alfredo Orguz, Benjamín Villegas Basavilhaso, 
Aristóbulo I). Arúoz de Lamadrid, Luis María Boffi Boggero 
y Julio Oylianavte, por resolución de fs. 17 y con fecha 21) de 
noviembre de 1959, se excusan de intervenir en estos autos y re- 
suelven integrar el Tribunal, con el Sr. Procurador General y 
con cuatro Jueces de la ("amara Nacional de Apelaciones en lo 
Federal y Cotiteneiosoaduunistrativo. Practicado el sorteo orde- 
nado, según constancia de fs. 19, resultan desinsaculados los 
Sres. Jueces, Doctores Juan liarlos Beccar Várela, Hernán Juá- 
rez Peíulvn, Eduardo A. Ortiz Bnstinldo y Francisco Javier 
Vocos, a quienes se los notifica a fs. 21. Por resolución de fs. 22 
se le corre vista al Dr. José Felipe Benites, en su carácter de 
Procurador General de la Nación subrogante. 

Por escrito de fs. 24 el Dr. Eduardo A. Ortiz Basualdo se 
excusa de intervenir, excusación que te es aceptada a fs. 25, 
siendo desinsaculado el Sr. Juez Dr. Adolfo R. Gabricllu 

El Dr. Eduardo Luis Vila presenta el 17 de diciembre de 
1959, el memorial que corre agregado a fs. 30, fundando sus 
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agravios en un la ruó relato de los hechos producidos en el Palacio 
de Justicia a partir del 23 de octubre próximo pasado y la manera 
cómo participó en la redacción de la nota que se presentara a la 
Exernn. Cámara en lo (Ymiinal y Correccional do esta Capital, 
explicando los motivos personales y de conciencia que tuvo para 
firmarla, agraviándose por liaher sido sancionado, por lo que 
él llama "delito de opinión". Aseara no haber manifestado en 
su nota (pie se hiciera solidario con la conducta de los Sres, Jueces 
Civiles, habiendo sólo dicho que la suya había sido "análoga". 
Pide se solicite a la Kxcnm. (Minara la* nota que firmaran el día 
2¡í de octubre ppdo. Se agravia también porque se Ic impute una 
pena pecuniaria, sosteniendo la incoastitucinnaUdad del decreto- 
ley 1285/58 en cuanto autoriza a aplicar multa a un Juez, Final- 
mente solicita de V. K. revoque lo decidido por la Kxema. Cámara 
cu cuanto lo sancione con multa, así como también las conside- 
raciones de la resolución, y para el supuesto en íplfi V. E. lo 
considerara acreedor a una sanción, la reduzca ésta a sus justas 
proporciones. 

A fs. 44 el Dr. José Felipe Benitcs se excusa fie entender 
en estos obrados, excusación que es aceptado por V. E. en la 
resolución de fs. 4."), de fe»hn 2H de diciembre de 1D59 T ordenando 
se remitan estos autos al suscripto. 

Debo ocuparme en primer término de la cuestión de incons- 
titucional táad del decreto-lev 1285/58, fundada en que autoriza 
a aplicar multa a un Magistrado, 

Considero no corresponde pronunciamiento alguno al res* 
poeto, por cuanto el suscripto entiende que debe aplicarse otro 
tipo de sanción. 

Pero para d supuesto de que V. E. no estuviese de acuerdo 
con esta opinión, daré algunas de ln* razones por las cuales con- 
sidero corresponde desestimar la meonstitueionalidad alegada. 

En primee término no debe olvidarse que el Sr. Juez Dr. Vilu 
cu su presentación de fs. 1, solicita y exige del Superior una 
sanción, para el supuesto caso que la Exema. támara considera ra 
i|ii<' su actitud fuese sancionada. No podía el apelante ignorar que 
las sanciones que el Tribunal podría imponerle eran prevención, 
apercibimiento o multa, vale decir, que "nh mitin" aceptaba 
la pena que nbnrn impugna. 

Adema-, lo sostienen la jurisprudencia y la doctrina en gene- 
ral, las penas pecuniarias impuestas a los Magistrados y Fun- 
cionarios de la Administración de Justicia, están dirigidas al 
patrimonio particular del sancionado y no al sueldo o einohimen 
tos con que el Estado retribuye los servicios prestados, debiendo 
por lo tanto desecharse el concepto que la multa atenta contra el 
principio de la inviolabilidad del sueldo de los magistrados. 
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Además, es útil recordar que dentro de la esfera del Poder 
Legislativo, lns respectivas Cámaras están facultadas para san- 
cionar a sus miembros. 

Ahora bien, entrando al fondo, considero que, por las razones 
que más abajo expreso, la resolución de la Excma. Cámara de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional de fs. 4, debe ser 
confirmada. 

He tenido a la vista el Expíe, 212 en el cual a fs. H corre 
agregada la nota de fecha 23 de octubre de 1:JÓU, que redactaran 
y firmaran los Síes. .Jueces y Fiscales de la .jurisdicción criminal, 
en la que se dirigen al Sr. Presidente de la Exctnn. Cámara de 
Apelaciones haciéndole saber que, a raíz de la situación creada 
en los tribunales, se bacía imposible la realización de las tarcas 
normales y por ello solicitaban se gestionara ante la Corte Su- 
prema de Justicia el inmediato retiro de las fuerzas policiales, 
cuyo inusitado despliegue no podían silenciar, estimando ser el 
único medio de llegar a una regularizaeión de las funciones. La 
subscriben 4<¡ magistrados y funcionarios del fuero de referencia 
y fué entregada a su Presidente el Dr. Ernesto X. Black. Esta 
nota, según el dicho del apelante, dejó de tener objeto, por cuanto 
a] sor recibida, V. E. ya había ordenado el retiro de las fuerzas 
de la Policía Federal del Palacio de Justicia. 

Pasan seis días de los espisodios relatados y cuando los 
ánimos ya estaban calmados por la reflexión y el buen .inicio 
y el Poder Ejecutivo había dado solución definitiva al conflicto, 
e-j cuando el Dr. Vila presenta al Tribunal la nota que motiva la 
presente causa. Pretende una declaración expresa de su superior, 
en la que se deje estnblecitlo si su actitud fué incorrecta, i Ignora 
acaso el peticionante, la nota de V. E. del día 23 de octubre ppdo.T 
En ella V, K., dirigiéndose al Sr. Presidente de la Excma. Cá- 
mara Nacional de Apelaciones en lo Civil, le hace saber que la 
nota de los Sres. Jueces no guarda estilo cuando aprecia una 
decisión tomada por esa Corte y finalmente devuelve el oficio 
"de los Sres. Jueces para que se restituya a los firmantes, de 
modo también que no quede en los archivos de esta Corte un 
testimonio que no es favorahle para el juicio que debe merecer 
el orden jerárquico e institucional dentro del Poder Judicial de 
la Nación". 

No debe olvidar el Dr. Vila que esa actitud extemporánea 
se agrava por la investidura y por lo que representa un magis- 
trado judicial, que por la ley y la costumbre está obligado a 
actuar de manera mesurada y reflexiva, ya que los actos de su 
vida, pública y privada, son valorados no solamente por los une 
actúan en los estrados de su juzgado, sino también por el público 
en general. En ello debió pensar antes de dar difusión periodística 
a su nota. 
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No obstante, soy de opinión que teniendo en cuenta las ma- 
nifestaciones hechas en el pedido de aclaratoria de fs. 6 y al 
presentar el memorial de fs. 30, corresponde, de conformidad eon 
lo dispueHto en el art. 16 del decreto-ley 1285/58, reducir ta san- 
ción a un serio apercibimiento, reformando en ese sentido la re- 
solución de fs. 4. Fiscalía, 18 de mayo de 1ÍKM. — Itoberto Fer- 
nández ti pe ron t. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de agosto de 1960. 

Vistos; el recurso de apelación interpuesto por el Señor 
Juez en lo Correccional, l>r. Eduardo Luis Vila, contra la reso- 
Ineióii de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal v 
Correccional de fs. 4, por la que se le impuso una multa de qui- 
nientos pesos como sanción disciplinaría: 

Considerando : en cuanto a la procedencia del recurso: 

Que el recurso interpuesto con fundamento en el art. 19 del 
decreto-ley 1285/58, fué concedido mediante auto firme anterior 
a la vigencia de la ley ir>.271. Por tanto, con arreglo a la doctrina 
de la resolución de 8 de abril último in re "Superintendencia 
— 1362 — Barbicri, Nicolás c/ í 'uñosa, Perfecto" corresponde que 
esta forte —integrada conforme a lo resuelto a fs. 17 y actas de 
fs. ]!) y 26, y con la incorporación de sus nuevos jueces doctores 
Pedro Abcrastury y B&Sürdo Colmiibres, conozca' en el referido 
recurso. 

Considerando: en cuanto al fondo del a>uuto: 

(¿uu fa medid» disciplinaria de que se apela, se vincula con 
los graves desórdenes que conmovieron el ámbito judicial en oc- 
tubre último, a los que alude la relación de hechos contenida en 
el precedente dictamen del Señor Procurador General subro- 
ir.iitle, 

Qué esns sucesas motivaron diversas disposiciones de la 
forte Supremo, entre ellas, la devolución de un oficio elevado 
por jueces del fuero civil, por considerarse que su estilo era 
particularmente impropio de magistrados que se habían dirigido 
a la forte Suprema de Justicia tic la Nación — confr. oficio de 27 
de oetubre de l!»5í) dirigido al Señor Presidente de la Cámara 
de Apelaciones en lo Viví] — , 

(¿ue, según expresa el Dr. Vila, fué precisamente a raíz del 
conocimiento que tuvo de ese oficio que presentó ante la fámara 
en lo Criminal y Correccional la nota que motivó la sanción de 
que se agravia. En ella alude, asimismo, al comunicado de prensil 
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—sobre los sucesos— dado a publicidad por la Corte Suprema, 
cuestionando lo allí expresado en cuanto pudiera referirse a la' 
actitud del apelante en esos hechos, la cual, según sostiene, fué 
análoga a la de los señores jueces en lo civil. Es por ello que 
solicito de la Cámara decidiera si era pasible o no de sanción y, 
en cualquier caso, se comunicara lo resucito a la Corte Suprema. 

(¿ne el propósito de exteriorizar su posición frente a los su- 
cesos —según afirma el Dr. Vila determino la presentación de 
a nota, la que, además, dió enseguida a publicidad— no desvirtúa 
la (alta que constituye la petición formulada en tono manifiesta- 
mente polémica y falto de mesura y en términos impropios de 
mi magistrado judicial, tJ ue importan "un inadmisible agravio a 
la autoridad del más alto tribunal de la república" como, con 
acierto, se declara en la resolución apelada. 

En efecto, la circunspección y el respeto al orden jerárquico 
constituyen normas de inexcusable ¡ unipliniieiito para ios jueces. 
Su inobservancia, en el caso, acentúa el carácter de la falta, si se 
tiene en cuenta que la gravedad de los hechos ocurridos en el 
Palacio de Justicia exigía a los magistrados actuar con la má- 
xima prudencia para mantener el principio de autoridad. 

Que corresponde desestimar la impugnueión que —con in- 
vocación del artículo 19 de la Constitución Nacional— formula 
H Dr. Vila contra la resolución apelada, pretendiendo que se lo 
ha sancionado por emitir opinión, toda vez que la medida resulta 
impuesta en ejercicio de la indiscutible facultad disciplinaria 
de los tribunales de npc'urióu, contó órganos superiores jerárqui- 
cos dentro del Poder Judicial, para sancionar las faltas contra 
su autoridad y el decoro. 

Qué también corresponde el rechazo de la impugnación fun- 
dada en el art. ÍKi de la Constitución, desde que la irreductihilidnd 
en los sueldos de los jueces proscripta por dicha norma es ga- 
rantía de la independencia del Poder Judicial frente al Legisla- 
tivo. K«a independencia en nada resulta afectada por la aplica- 
rían de una multa impuesta por tribunales sunerion-s. interrautes 
fiel Poder Judicial, en ejercicio de las facultades disciplinarias 
a que antes se ha hecho referencia. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral subrogante, se confirma la resolución apelada. 

Pedro AnERAs-mrr — Ricardo Colon 
un es — Ramón Lahoano — * Aimr,- 
ko R. Hahhielm — Fuancis^o Ja- 
vier Voros — Juan Carlos Bec-car 
Várela — Hernán Juárez Pexal- 

VA. 



.-lltí 
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CARLOS KOMGRii v. (JAHIN'O TAPIA 

HEDIDAS D/SCIPLIXA MAS, 

Si la medida disciplinaria fué iiplicndii pur una Cámara Nacional de Apela- 
ciones ni revocar lo decidido al respecto en primera instancia, es improees 
dente el reeur«o ¡inte la Corto Suprema «un cuando «e lo hubiera ínter- 
puesto durante la vigencia del nrt. W del decreto-ley 12h5/5H. 

Dictamen del Procvh.u>ok General 

Suprema ( 'orto : 

El ^mandatario del actor solicitó del juez de primera ins- 
t uncía la aplicación de una sanción a su ex -mandante por las ex- 
presiones de este último contenidas en el escrito de fs. 186/187 
que, a su juicio, constituían injurias (fs. 18,'í y 192). 

El juez no hizo lugar a esa petición \\ apelado el auto, fué 
revotado por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que 
dispuso llamar la atención a los firmantes del referido escrito 
y ordenó testar el párrafo subrayado eon rojo de fs. 186 vía., por 
considerar que el mismo constituía mi agravio para el recurrente 
y teniendo en cuenta además (pie en otro juicio seguido entre las 
inisiims partes, otra Sala de esc tribunal había hecho saber a uno 
de los firmantes que debía '* abstenerse de hacer tales manifesta- 
ciones en el futuro bajo apercibí miento de lo que hubiere lugar 
por derecho" (fs. 209). 

Considero que ese Humado de atención reviste el carácter de 
sanción que los interesados le atribuyen (Falles: 2159: 142) por lo 
ipie el recurso interpuesto por los mismos a fs. 214, durante la 
vigencia del art. 19 del decreto-ley 1285 58 — ley 14.467— es 
procedente atento ío que disponía dicho precepto legal y haher sido 
dispuesta la sanción por una Cámara Nacional do Apelaciones. 

En cuanto al fondo del asunto, opino (pie aquélla es adecuada 
a la naturaleza e importancia de la falta cometida y no excede las 
atribuciones que los arts, 18 del decreto-ley citado y 22 del Re- 
glamento para la Justicia Nacional confieren al tribunal que ln 
aplicó. Buenos Aires, 20 de mayo de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1!) de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Romero, Carlos e/ Tapia, Oabino s/ escri- 
turación". 
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Considerando: 

Que, con arreglo a la doctrina de Fallos; 243- 447- *>44- 464 
ea improcedente ei recurso anto la Corte Suprema, que 'establecía* 
el art. 19 del decreto-ley 1285/58 hasta que se sancionó la ley 
cuando, como en el caso, lu medida disciplinaría fué apli- 
cada por una cámara al revocar lo decidido al respecto en primera 
instancia. 

Que tal interpretación de la mencionada norma legal con- 
cuerda —como se declaró en los precedentes citadlos— con el ré- 
gimen general de los recursos ante la Corte Suprema, limitados 

contemplados por el art. 

101) de la Constitución. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso concedido a fs. 21 fi. 

BrnjamÍx Villegas Basav ILBASO — 

AiíTSTÓBITIjO D. ArÁOZ DE LaMADRID 

— Pedro Aberastury — Ricardo 
( 1 olom rres. 



CARLOS m OTERO TORRKS 

RETRO ACTIVIDAD. 

Si el recnsn basado, en el art. líl riel decreto-ley ISÍ/SS fu¿ interpuesto y 
concedido con anterioridad a la vigencia «Id art. lv de la ley 15.271 na 
cube reconocer a c*tn efecto retroactivo en la especie, ante la exi^enriá de 
que mi respetado lo dispuesto medíante el auto firme que otorcó ln apelación. 

DEFENSOR DE POBRES, INCAPACES Y AVSESTES. 

En Lis ciudades del interior en que tienen su sede Cámaras Fedéreles de 
Apelaciones y Juzgados Federales, los Defensores de Pobres, Inca pitees v 
Ausentes, desempefiMi sus funciones ante mullas instancias. 
En consecuencia, el Defensor de Pnbres. Incapaces y Ausentes de Córdoba 
no puede ser considerado sólo como funcionario de primera instancia a los 
fines del art. lfi. tne. a), del Reslnmenl» Interno de la Cámara Fedi-ral de 
esa ciudad, y, por ello, no prneede exigirle que m dirijn a la última por 
intermedio de Secretaría, como lo establece el precepto mencionado con rela- 
ción a los Jueces Peden les de lu jurisdicción, 

MEi)!f)A S D1SCIPUX A RÍA S, 

Corresponde continuar la m ión de prevención impuesta pnr lu Cámara 

(Tejera) de Apelaciones de Córdoba al Defensor de Pobres, Incapaces y 
Ausentes, por no acatar lo dispuesta por el Presidente del Tribunal acere* 
de la elevación de un oficio por intermedio de Secretnrín (art. líi, ine. a), 
del Reglamento Interno); ello, pues si bien los término-H empleado» por el 
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tunrionnrio no importa» (lesHmsiilenu-iúii. muía tibiaba al acatamiento de 
ta formalidad prmTipla, sin prr juicio ú<* tu rMümm-ión ante la Cámara. 
í:*la, por lo demás; no \m inviirririu en cxci'mi en el ejercicio de sus fru-ul- 
Uides disciplinarias, liahida cuenta que l« unción impuesta es la mínima 
provista por la ley . 

Dictamen oel Puocciíadou General 

Suprema Corte: 

Ks claro, atento lo dispuesto en el ntt. W del decreto-ley 1828/ 
58, que corresponde al señor Defensor de Pobres, Incapaces y Au- 
sentes de Córdoba desempeñar su ministerio tanto ante la Cámara 
Federal de Apelaciones como ante los jueces de igual fuero. Kilo 
sentado, sería ilógico considerarlo sólo como funcionarlo perte- 
neciente a la 1* Instancia, a los fines del art. lti, ine. a) del Re- 
glamento Interno de la Cámara Federal de Córdoba, 

Esta disposición reglamentaria establece míe los jueces fe- 
derales deben dirigirse a diebo Tribunal por intermedio de los 
secretarios del mismo, mas no parece, ante lo que dejo expuesto, 
que igual obligación incumba al Defensor; no porque este funcio- 
nario tenga jerarquía superior a la de un Juez Federal, smo por- 
que, a diferencia de esos magistrados, no es funcionario ajeno a la 
Cámara ya que, como se lia visto, desempeña sus funciones ante 
ésta. 

Pienso, en consecuencia, que la disposición reglamentaria 
antes aludida no es apUeable al Defensor recurrente, y que, en 
consecuencia, corresponde revocar la prevención de que se le hizo 
objeto a fs. 4. Buenos Aires, 13 de junio de 1ÍHJ0. — Ruihov 
cano. 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1!1 de agosto de 1ÍMM). 

Vistos: el recurso de apelación interpuesto itor el señor De- 
fensor de Pobres, lina naces y Ausentes, Dr. Carlos M. Otero To- 
rres, contra la resolución de la Cámara Federal de Apelaciones 
de Córdoba de fs. 4, por la que se le impuso mía prevención como 
sanción disciplinaria; 

Considerando; en cuanto a la procedencia del recurso: 

Que el recurso interpuesto con fundamento cu el art. 19 del 
decreto-ley lL'Sá ii8, fué concedido mediante auto firme anterior 
a la vigencia de la ley 1.VJ71, Por tanto, con arreglo a la doctrina 
de Fallos: 24(>: 18."í corresponde que estu Corte conozca en el re- 
ferido recurso. 
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Considerando; en cuanto al fondo del asunto i 

(¿ue en las ciudades del interior en que tienen su sede Cá- 
maras Federales de Apelaciones y Juzgados Federales, los Defen- 
sores de Pobres, Incapaces y Ausentes, desempeñan sus funciones 
ante ambas instancias. 

Que así ocurre en Córdoba, tic donde se si^ue que el señor 
Defensor de ese asiento es funcionario titular del Ministerio Pu- 
blico ante el tribunal de grado. Siendo ello así, y de (-(informidad 
con los pertinentes fundamentas del precedente dictamen del se- 
ñor Procurador General, esta Corte estima atendible la reclama- 
ción formuladn por el señor Defensor, lo cnnl procede declarar 
en uso de las facultades de superintendencia general (art. tlH del 
Regiainento para la Justicia Nacional). 

Que la prevención aplicada debe, sin embargo, mantenerse. 
En efecto, si bien es cierto que el planteamiento formulado ante 
la Cámara lo fué en términos que no importan desconsideración, 
también lo es que nada obstaba a ipie, sin perjuicio de la reclama- 
ción ante aquel tribunal, el señor Defensor acatara la disposición 
del señor Presidente de e'evar el oficio por intermedio de Secre- 
taría. Por lo demás, la sanción impuesta es la mínima prevista 
por la ley, no resultando así (pie nadie, por [jarte de la Cámara, 
exceso en el ejercicio de sus facultades disciplinarias (pie corres- 
ponda corregir por esta Corte. 

Por ello, y por los fundamentos concordantes del dictamen 
del señor Procurador General, se resuelve: 

a) confirmar la resolución apelada de fs. 4 en cuanto pre- 
viene al señor Defensor upclunlc; 

b) declarar que no procede exigir del Defensor do Pobres, 
Incapaces y Ausentes ante la Cámara de Apelación v JuüMtados 
Federales de Córdobn, se dirija a aquélla por intermedio de Se- 
cretaría. 

Benjamín V im.ro as Bahavii.hamo — 
AiíisrótUTLo D. Akáoz de Lamaihud 
— Luis Mahía Bom Bocokro — 
Jn.'o Ovhanuitr — Pedro Ahr- 
FíASTritv — Ru Aiino CoixiMmtKS. 



COMISION db JUICIO POUTICO he la HONORABLE CAMARA 
DE DIPUTADOS dk ü NACION 

BRfflSWN DE AUTOS. 

En tíin'o no pertinhp spriíimpnt" r! rriiiiure de lns ««-fundones —sin perjui- 
cio ilc lo que on tal esso oorresporidji decidir—, y con cargo de oportuna 
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devolución, es procedente acceder al pedido de remisión de un expediente y 
01 tuiu ione» presentada» ante «na Cántara Nacional de Apelaciones, que 
formula el presidente de la Comisión de Juicio Político de la Cámara de 
Diputado* de la Nación. 

Corresponde, en consecuencia, requerir de la Cámara ta elevación del expe- 
diente y del memorial de referencia « » los efectos de su envío a la men- 
cionada Comisión 



DORA BEATRIZ NAGEL v. SAKA DORA MACHLINE i* IIOJMAN 

RECURSO EXTRAORDIXARW: Requintos propio*. Cuestiones no federales. 
Interpretación de norman y actos comunes. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, 
sin arbitrariedad, reduce las indeniniü .ciones acordadas por despido y falla 
de prenviso a un docente privndo, mediante ta aplicación e interpretación <U 
disposiciones de derrel o común, comn son las ele la ley 13.047, con las que 
no trimrdan relneiún directrt e inmediata los nrts. 14, ltt, 17, 18, 19 y 31 de 
la Constitución Nacional ( 3 ). 



VIROINIA MERCEDES LOZA RUY SA PE REI RA v Otra 

JURISOÍCCIOS Y COMPETENCIA : Conflictos entre jueces. 

Laa menores presuntamente damnificada* por el delito de incumplimiento de 
], s d oeri-s de nsislencia familiar, cuyo proceso tramita ante el juez en lo 
criminé de soten, in de la Capital Federal, deben quedar, en los término, 
de la ley 10.903, fl disposición de ese mniistrado, quien ya hn puesto en 
rVrricin'lrs facultadas <iue le coi: «ere In lev t-itelar. 

Fu io*.sccuent'¡n. el ¡uiw provincial t|ne entiende en el juicio sobre divorcio 
- incidente de tenencia de hijos-, debe poner n lis menores a disposición 
de' ilWí de la Capital en ta oportunidad, tiempo y forma que el ultimo 
indique. 

Sentencia m D'ez Nacional es ud Criminal dr Sentencia 

Buenos Aires, 4 de febrero de 1ÍHÍ0. 

Y vistos: Para resolver acerca del telegrama obrante a fs. 21 y la presen- 
tación hecha a fs. 27. 

Y considerando: 

Se plantea en este incidente de disposición dos cuestiones bastante espinosas 
euya polución erice desenvolver, para la seguridad de todos, las razones de las 
decisiones a que arribo. _ , 

Por de pronto está articulada una cuestión por el Sr. Jnei en lo Civil de 



(l) 19 de heos te, 
(a) £2 de agosto 
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Santa Fe que, si basta ahora había quedado sin respuesta (fs. 10 y IT) por 
entender que do era suficiente una comunicación oliciosa y sin incidencia en las 
medida* a adoptar, el exhorto de fs. 21 rué coIoch en Ja necesidad de reconocer 
el obstáculo judicial puesto a mi orden, y de allanar esta doble y contradictoria 
consigna sobre las menores. 

Para ello, me es indispensable reseñar nuestra razón de actuar: El Sr. Juea 
de Santa Fe lo hace en el juicio dril de divorcio y tenencia de hijos qne las 
partes voluntariamente (lo infiero, pues no hay constancia en los actuados) han 
sometido a su decisión. Aquí y como lo hice saber a dicho señor magistrado 
(fs. 16 y 19) mi competencia deriva de la imputación que al padre de las menores 
se le hace por la comisión de un delito de acción pública en perjuicio de ambas. 

Prescindo de considerar la cuestión de si existe o no el hecho del H mi por 
tratarse precisamente de lo que en definitiva deberé decidir en su oportunidad 
procesal, pero el estado actual del juicio criminal (en el qne lia dictado auto de 
prisión preventiva y existe acusación pública y particular) me obliga a consi- 
derar la situación del procesado con tatos cargos en bu contra. Por tal razón, 
estimé indispensable, como lo hago siempre en casos similares, adoptar la medida 
de disposición preventiva que autoriza el art. 14 de la ley 10.903 ante el muy 
probable peligra material y moral que el drama familiar que viven los p.tdrcs 
pueda significarles. 

Ello trac como ineludible corolario de que bis menores queden bajo mi 
vigilancia ''cxclnsiva y necsaria" (art. 17 de la misma ley). 

No puedo entonces resignar el imperativo legal y, además, cnltendo que la 
intervención del Sr. Juez en lo Civil debe necesariamente ceder por varios moti- 
vos más: así las resoluciones que puede tomar durante el curso del juicio son 
siempre procuradas o solicitadas por las partes, correspondiéndole la decisión 
pero nunca la iniciativa, y su aclividnd tiene el tope que los mismos interesados 
le fijen, a p M nto de que el acuerdo posterior determinaría en cuilquier estado 
de litigio su automática y tácita desvinculación con las menores. En contrario, la 
disposición de la ley 10.903 me eo! >rn en una posición activa y complementaria o 
supletoria de la patria po'estad, queda fijada mi competencia a despecho de las 
ulteriores convenciones o desacuerdo de parte, y la finalización del juicio pena) 
no causa sin más la raída de mi potestad jurisdiccional que por imperio de la 
mecánica de la ley tutelar puede extenderse hasta los 21 años de cada una de 
las menores. 

Por venir de distintas fuentes, es diferente el alcance y latitud de nuestras 
facultades y deberes, y en el análisis comparativo no me cabe duda de que la 
pretendida potestad exeluyente y exclusiva que se exhibe en los telegramas de 
fs. 11 y 21, no impide el pleno ejercicio de la disposición preventiva ya decidida. 

Por ello resuelvo: 

Con transcripción íntegra del presente, hacer saber al Sr. Juez en lo Civil 
y Comercial de la primera nominación de la provincia de Santa Fe que man- 
tengo en tudas sus partes la disposición preventiva de las menores Virginia 
Mercedes y Cristina Julia Lozardy 1 barra. — Mario H. Pena. 

SENTRHCXA rrEL Jt'RZ EN LO CiVIL T COMERCIAL 

Santa Fe, 25 de marzo de 1900. 

Autos y vistos: éstos de tenencia de hijos, depósito de persona y «nota de 
alimentos en el juicio Lozardy Maseías, Raúl Alberto c/ Julia I barra */ divorcio 
(inc. 663, año 1957, de la ser. de ler. turno) ; para resolver sobre el exbortr 
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librad» por el Sr. Juez N'acional de Sentencia de la Capital Federal y lo pel¡. 
■-tonudo por I» parte wtorn; 

Y considerando: 

1 ) Que en razón de tramitarse unte estos estrados el juicio fie divorcio de 
los padres tic l. s menores (espte. (¡52, uño 1!).")?. di- la Ira. see. de ler, turno) 
— «n los que, por lo demás, ha sido confirmada por la Su la Civil 2' ln resolución 
del suserip'o en la que refirma su competencia, frente a ia demanda (le divorcio 
instaurada por la demanded i en i'stos, ante tribunales de la Capital Federal — , 
ti hit indudable ta jurisdicción del sus'.'ripto pura conueer en la controversia 
principal y en h\ i-onscrUE-ntc solire h teñen ida. cu i iludo v «nimia de aquéllas 
(arts. <¡8, 78, 102 y KM de la ley de Matrimonio Civil). 

2) y tte esta competencia es exclusiva —tanto en I» principal cuanto en 
lo srcfsorio — y mi es legítimo subs'.rnerle al juez, así sei con dcspluzumiento 

¡' dito al procedo y, ni menos, a una de las partas en £1 interviniente, la 

polest "d de resolver sobre el traslado, tenencia y tiiuirdn de las menores, porque 
un tribunal de! fuero criminal ronoKa en un heelto de su materia — que puede 
ser o no eficaz para determinar la teiicncin—, eorno condenación anexa a ln pena 
que merezca ese hrehn (eonfr. Pi.txiru. y InriKiiT, Trat, Prár. Per. ('ir., ed. 
1ÍMIÍ. t. Ií, pá?. -127, 5T,:i), 

8) Que, por otra parte, Ir? normas legales de lis que el Sr. Juez de la 

Capi'al Federal har oaner su rompí t nei i exclusiva y las circunstancia» i]í>. 

liei lm í|"í> en <m juicio concurren a determinar la tenencia y trunrd i de las menores, 
r.<> constituyen, en verdad, cursas valederas, Kn efecto, los nrts. 14 y 17 de la 
ley HIJlIKt que aquel juez invoca y aplica exigen, drnlro de si contenido definidor, 
un presupuesto de tierl o q-u» en el en?n estl muv lejos de cmnplh-se; la protec- 
ción _jnrii:iic< Kinaf que n>rre d su^inpl". i mi miervcncíón de las partee en 
juicio v li promiscua del hefersor de Menor s. des 'arta, ciert-mient", el uhm- 
douo ivoral o rr.a'erinl o el peliini moral en q'ie puedan emontrarse las menores, 
que la norm:i primer:* sanciona. SÍ bien las partes tienen, en el pro-esn civil, la 
di«po)iibiltilf>d de la aeeión y de las instancias inciden! les, ta intervención del 
Ministerio I'unilar y. aún. la del Trili-nal de M-nores. de la justicia províneial, 
para id caso «le un ah'mdonO nut riul o moral rest n sustento n los temores del 
Sr. .tiles*, del procedo criminal, fuera de que. ademas, en su sip-iesto hipotético 
di- que las partes desertaran o desis'icratt de sus a-rioues o excepciones rena- 
cerí:«, rara etl s, la idetiitud de la patria potestad, con sus derechos y obligacio- 
nes para eon los büos. 

■i) Que la decisión tornada por el .fu 'z NV-ional en tu Criminal de Sentencia 
de ta Capital Federal importa uní tm't'ei.'n material ilel st-fis resuello en loa 
autos ¡le divorcio, aun pendiente de deci-ión por ta Sala Secunda de Api-lni-ionta 
en lo Civil, ron t*rave qmhran'o para h aníoritlad de ia justicia provinchl, cuya 
intervenrión no desconocía el cit-ido Sr. Juez y, ad-má*. nn plantea contienda 
de competencia nl-,*nn!i, si que una sífuición contra lictorii une no jnieile tener 
Bolartdn si"o ante la Corte Suprema ríe Jtrstieii de la Vación. n la e"»l debo 
nnifar a di 'dio ma*ri^lr:'flo pura o'ie concurrí a los fines de que s> dirima ln 
cuestión, erin forme la reiterada aplicación ¡"ris-irnleneinl del art. 54 de la lev 5(1 
(Sup. Cí.r.. F;llns: 17!): 2I>2; 1SS; 2+1, 1211. 1ÍS4. 221 y 110). 

óí (¿ue, sin perjuicio se impon 1 res itnir por imperio de las consideraciones 
precedente-, a las menores a la jurisdirriór del suscripto; desde que tal eirenn«- 
taneia retorna al estallo anterior la siMí-ici.-.n \-gal y de hecho que alterara el 
Sr. Juez, de ln Capital Federal sin que ello nbsle, en modo niptinn —y menos 
eon per'tiit-io a los intereses de ellas— la decisión uue en definitiva diete el 
Alio Cuerpo mencionado. 
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A. h n r^^A^ iV ° : líeniU í r eXhbl "° ttI Sr ■' UM * Senaria 

de ta UmIj! K-der.1 ron tronsrnprióii d, «os anl.x ,di>i,t,s obrantes rn , s to 9 
auto* y H, la palito dm.ión paiu qntfl ,,„„ )o . s Pin ., )s , tos lltt . V() , " 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Comparto los puntos de vista que el Sr. Juez Nacional en lo 
i r.m.nal de Sentencia de la Cupllal Federal 1.a expuesto en el 
apartado 1* de su fundada resolución de fs. 2íl 

Con apoyo pues en las razones al í expuestas, estimo que bis 
menores a las qne se refierea estas actuaciones deben ser puestas 
a disposición de aquel magieti ado, y que en tal sentido di-be V K 
resolver el conflicto .jurisdiccional suscitado. Buenos Aire" Ti* do 
julio de 1960. Ramón Lo.rmw. * " d ° 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 do agosto de lííb'O. 
Autos y vistos; considerando: 

Que la eire w .vsiawcia de que las menores a que se refieren estas 
actuaciones hayan podido resultar víctimas del delito euvo proceso 
tramita ante el Juez en lo Criminal de Sentencia de la Capital es 
decisiva para resolver que, en los términos de la lev ÍOÍKM dichas 
menores deben quedar a disposición de ese magistrado, quien va 
ha pueste en ejercicio las facultades que le confiere la ley tutelar 

Por ello, los fundamentos concordantes del auto de fs v 
lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se declara que el 

ISiri ! & ClVÚ y 9g*$f$ de ,a P,in,eia Nominación de 
Santa Po debe poner a disposición del Sr. Juez Nacional en lo 
C rimmal de Sentencia de la Capital Federal, en la oportunidad 
forma y tiempo que éste indique, a las menores a qu« se refieren 
estos autos Devuélvanse ol expediente al Sr. Juez de la Capital 
y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez do Santa Pe. 

Benjamín Villkoas Basavlbaro — 
Aristóbulo D. Aráoz de Umadrid 
— Luis María Boffi Boooero — 
KicARno 
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GUILLERMO ENRIQUE EHRMAN v. MARCOS GOLDSTEIÍÍ 

RECURSO EX TRA ORDI SABIO : Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de la Constitución Nacional. 

Procede el recurso extraordinario fundado en los aria. 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional y <wrciponde dejar sin efecto las rertolueiones apellidas 
cuando, habiéndose recurrido sMo en to atinente al monto de la reculación 
practicada en primera instanc. .. el tribunal de alzada revoca el pronuncia- 
miento del inferior y declara que no corresponde reirular honorarios por 
Lis medidas precaulorias decretadas en un juicio ejecutivo. 

CAMARAS SACAOS ALES DE APELACIOSES. 

La jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada, en materia civil, 
est.i limitada por la extensión de los recursos concedidos para ante eilos y 
que i'eterniina la competencia devuelta, así tomo el ámbito de lo resalto, 
con carácter tirme, en primera instancia. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garanlhs. Derecho de propiedad. 

La prescinden™ por el tribunal de alzada de los límites de i\ jurisdicción 
importa agravio a la fiarantía de la propiedad y no puede justificarse sobre 
lo bii*i? de la naturaleza de las cuestiones debatidas. 

Dictamen t»el Procurador General, 

Suprema Corte : 

Kl recurso extraordinario interpuesto contra la resolución de 
fs. 110 de los autos principales, conjuntamente con la nulidad de- 
ducida contra esa misma resolución (fs. 113), es extemporáneo 
por prematuro, en razón de que el agravio cuya reparación se in- 
tenta proviene, en definitiva, dp ta desestimación de la nuVdfld 
articulada (eonf. Fallos : 189 : 422 ; 191 : 366 v los en nota citados). 

Por ello, opino que corresponde desestimar la queja. Buenos 
Aires, 4 de agosto de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso do hecho deducirlo por ln actora 
en la ean-m Ehrman GuTcnno Enrique c/ Goldstein Marcos*', 
para decidir sobre su procedencia, 

Y considerando: 

Que habiéndose deducido recurso extraordinario tanto res- 
pedo de la sentencia de fs. 110 de los autos principales —a fs. 
116- - cotilo del recha?" (}r la nulidad dispuesto a fs. 123 —a fs 
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1-íi — y existiendo cuestión federal bastante al efecto, la apelación 
ha debido concederse. 

Por ello, habiendo dictaminado el Si\ Procurador General, se 
declara procedente el recurso extraordinario denegado a fs. 127. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por no ser 
necesaria más sustuuciación: 

Que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la juris- 
dicción de apelación de los tribunales de alzada, en materia civil, 
está limitada por la extensión de ios recursos concedidos para 
ante ellos, que determina la competencia devuelta, así como el ám- 
bito de lo resuelto, con carácter firme, en primera instancia. De 
tal manera que la prescindencia de tales límites importa agravio 
a la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional y no puede 
justificarse sobre la base de la naturaleza de las cuestiones de* 
batidas, — conf. "Elelmherger v. Lurasehi" sentencia 17 de junio 
de 1960 y otras análogas — . 

Que no es dudoso, en el caso, que el recurso deducido a fs. 69 
versó sobre el monto de la regulación practicada a fs. 64 vta. Tal 
regulación fué apelada "por considerársela elevada" v a fin de 
que so fijaran los honorarios "en una suma equitativa" — punto 
1* y petitorio de fs. 69— . Y lo expresado en el punto 2». si bien 
cuestiona la aplicabilidad del art, 18 del arancel, no admite inter- 
pretación incompatible con los términos explícitos del petitorio, 
del que constituye fundamento» En tales condiciones las sentencias 
apeladas de fs. 110 y 123 deben ser deiadas sin efe-to. lo «ue 
tamb : én corresponde con fundamento en el art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional y con arreglo a la doctrina de Fá^os: 244: 409. 

Por ello se dejan sin efecto las resoluciones de fs. 110 y 123. 
Y vuelvan los autos al Tribunal apelado a fin de que la Sala que 
sigue en orden de tnrno dicte nueva sentencia con arreglo a lo 
diapuesto en el art. 16, 1» parte, de la ley 4S y a la presente reso- 
lución de esta Corte. 

Benjamín Villegas Basa y muso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadihd 
— Luis María Boffi Boooetco — 
Ricardo Colombres. 



JUAN MARIANO OVIDIO ARENAZA v. RAQUEL OBJETA 
BUSTOS de ARENAZA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios, Cueatime» no federal?». 
Interpretarían de normas lorale» de procedimiento». Cato* vario*. 

lo atinente n Tu no admmrtn de un hecho nuevo alegado, no cb oiresttón 
constitucional. La misma solí ción corresponde en lo relativo a la ¡nstií io¡:*n<¿« 
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de la ex presión di' agravios que no cabe excusar legalmente, con base en 
circunstancias personales, aun atendibles, del letrado que lo suscribe ('). 



BANCO i>k la NACION ARGENTINA v. S.R.L. CARTIER, HAMDORFF 

t MAXJMARELLI v Otkos 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propiat, Sentencia definitiva. 
Reuní 'uñones anteriores a la sentencia dejinitiva. Juicios de apremio ¡f ejrcutivo. 

Las resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos no constituyen sen- 
tencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48. Dicha juris- 
prudencia reconoce excepción en los supuestos en que lo resucito reviste 
gravedad institucional, no pudiendo esta hacerse consistir en la imposición 
de las cost s de la ejecución ni en el error en que el Tallo apelado pueda 
haber incurrid» en la apreciación de normas de orden común y procesal {*) 



NACION ARGENTINA v. PEDRO FIORITO v Unos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cnestinies no federales. 
Exehufín de Itt* cuestione* de lievho, F rpropiacitin. 

Lo ntinente al monto de la suma reclamada por el expropiado y a la inexis- 
tencia de ohtimación log. 1 de fundarla, son cuestiones extrañas a la jurisdic- 
ción extraordinaria de la Corte. Ello es así, con tanto más razón cuanto que 
nn wt ha invocado precepto concreto que invalide la conclusión del trihunal 
apelndo que toma en cuenta el avalúo tot 1 pr;i eticado por aquél, aun cuando 
difiera del pretendido por metro cuadrado en rebota con la superficie 




RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recar- 
go. Forma. 

El recurso extraordinario deducido subsidiariamente, pnra el supuesto de no 
aecederse a la revocatoria y declaración de inconstítucionalidad solicitadas 
primeramente, es inel'ícar. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ;/ garantías. Defensa en jnirio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

El art. 45 del decreto-ley :i0.4:tí)/44 (ley en cuanto exise para 

determinadas escritos ln firma de letrado, no viola Ib garantía de la defensa 
en juicio. 




del inmueble ( 3 ). 



JOSE ALEJO PUENTE MACHADO — sucesión— 



<0 22 de aconto. Fallos: 233: 512. 
(i) 22 de agosto. 
(3) 22 de agostn. 



FALLO DE LA CORTE SIPREMA 

Buenos Aires, 2l> de agosto de 1960, 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por María 
Laura Puente y otros en la causa Puente o Puente Machado, José 
Alejo s/ sucesión", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, el 
recurso extraordinario deducido subsidiariamente, para el caso 
de no accederse a la revocatoria pedida en primer término y a 
la declaración de ineonstitucionalidad requerida en el otrosí del 
mismo escrito, es ineficaz —Palios: 244: 36 y 355 y otros — . 

Que a ello debe añadirse que es exacto que la jurisprudencia 
de esta Corte ha declarado constitueionalniente válido el precepto 
imputado — Fa'los: 241: 156 y sus citas— 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ahistóbulo D. Abáoz pgg Lamadiud 
— Luis María Boffi Boggero — 

RlCAItlK) PoLOMBHES. 



ANTONIO PEREZ v. ANGELA FERNANDEZ he GODOY 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Caesthnes no federales, 
interpretación de norman Incale* de provedimifuto.i. Cano* varios. 

Lo atmente a la materia del juicio y ni pri><-c<l¡miento a imprimir a los nulos, 
cuestiones que no revisten carácter federal, son propias de los jueces de la 
causa y ajenas a la jurisdieeión extraordinaria de In Corte ('). 

eOXftTiTFCWX NACIONAL: C.>ttstilHrio»,tUdnd e iuronstitiiciomdidad. Le- 
yes nacionales. Comunes. 

Tjíi impugnación constitucional de las levr> de prórroga < 
eon mirra a extender una beneficios, es improcedente ( a ). 



(O m de nt'wto. Fallos: 2:¡5r fififi v 771.'. 
(2) Fallos: 244: 471; 248: 378. 



FAIJjO» DE LA CORTE SUPREMA 
CAS' ANO RomiIfllTKZ AHI AS 

HBCVRSO ÜE AMPARO. 

El amparo no es la vi» pura i a decisión de conflictos de drrecho cuando 
existen lo* pertinentes procedimientos legales u fin de solucionarlos, ni auto- 
riza o Hiiíivprtir las instancias y ti prescindir do los recursos que I» ley 
prevó a los efectos de ta expedita mareta de lo» juicios. 

UECURSO EXTHAOHIHS ARIO: llequmtos propios. Cue*th«r» no federóle*. 
Senlenmu urhitrariii*. I'rimipio* generalft, 

Ijt sentencia ((iin dcclii ra improcedente d proi-ediiiikmtn di- arii|Kiro pura 
rever las medida* decretada* en el jnirio de división de condominio, .'ti trá- 
mite ante 6t» tribunal de justicia, es iiiHUsceptible de la tacha de arhi- 
trariedad. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 22 de agesto de líítíü. 

V'tstos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la enusu Rodríguez Aria», Casiano s/ amparo", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sentencia apelada acompañada en copia a fs. 9, importa 
una confirmatoria de la de primera instancia, que se transcribe 
a fs. 19. Ambas, en efecto, declaran improcedente la considera- 
ción por vía del procedimiento de amparo, de "las cuestiones a 
que se alude en la memoria" por el recurrente. 

Que lo así resuelto es coincidente con la doctrina de los pre- 
cedentes de esta Corte, En efecto, el amparo no es la vía para 'a 
deeisión de conflictos de derecho para cuya decisión existen los 
pertinentes procedimientos legales ni autoriza a subvertir las ins- 
tancias y a prescindir de los recursos que la ley prevé para la 
expedita marcha de los juicios — Doct. Fallos: 245: 41 > 269 y 
otros — . En tales condiciones no resulta de la queja la exi sí encía 
de arbitrariedad en los autos principales ni de cuestión federal 
bastante para sustentar la apelación. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AntsTÓBULO D. AitÁoz pe Lamadrid 
— Luis María Bofpi Boggero — 
Ricardo Cohombres. 
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ADMINISTRACION GENERAL, de OBRAS SANITARIAS jje la NACION 

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia nacional Cansas penales. 
Delitos pm perjuicio de hs bienes t/ renta* de la Nación y de sus repartkionea 
anfórqnicas. 

Correspondí' h justicia nacional en I» criminal de instrucción de ln Capital, 
y rn » ln nacional en lo criminal y corrección;;! fidorftl de esa ciudad, 
conocer del sumario instruido a raíz de !it sustracción del magneto de una 
máquina hormigonera perteneciente a Obras Sanitarias de 1» Nación y itti- 
IÍ7 til en los trabajos de entubnmicntn del Arroyt» Cildáñ:*j?, en ln Capital 
Federal. 

SKNTKNm OKU JUEZ N ACHIN' Al. KS I.O ClNMlX.U. 1»K ISSTVI'JlVlÓX 

Rueños Aires, 2:i de noviembre de 1 SKiít. 

Autos y vistos: 

Para resolver en l:i presente causa 2!>.9S«, sobre la competencia del duz- 
Bftdoj y 

Considerando : 

Que se trataría en autos de un hurto cometido pnr persona o persona* des- 
conocida» en perjuicio de Obras Sanitarias de la Nación, entidad enyo carácter 
autúnpiicn es de público ronoctmicitto. 

Oue conferida vish al Sr. FtVil, Me se espide precedentemente, soste- 
niendo la competencia de este Juzgado por considerar que la entidad perjudicada 
es de en ra éter local. 

Que el sifserirto no compartí» esl i opinión, ya que como su mismo nombre 
lo indica se trata de Ohrns Sanit arias de la Nación y no de la Capital Federal 
exclusivamente, siendo este criterio corroborado, por otra purte, por las extensas 
obras que re-liza dicha entidad a diario en el terri odo de las provincias y que 
son de público conocimiento, tío siendo, por lo tnnlo, de aplicación al caso tos 
fallos citndos por el Sr. Fiscal y sí, en cambio, lo establecido en los arts, 3', 
¡no. de la lev 48 y 23. inc. 3». del Códieo de Procedimientos en lo Criminal. 

Por ello, oído el Sr. Finen! y de conformidad con lo establecido en las normas 
legales citad: s. resuelvo: Declarar la incompetencia de este .Tusrrrido pura sectiir 
entendiendo en ta presente ca"sa 29.988, la one será remitida para su ■ulterior 
tramitación a conocimiento del Sr. Juez de Priinprn Instancia en lo Criminnl y 
Conweionnl Federal Dr. Angel Alejandro Bregazzi. — César IiUivk. 

SENTENCIA UKJ, .ÍL'E7. NACIONAL EN IJO CRIMINAL Y CtlRRKCCIONAI* FEhERAL 

Buenos Aires, 31 de marzo de 190fl. 

Autos y vi-tos: 

Pera resolver acer. :i de la competencia del Tribunal en cstn eíiusi fi'l7?/fi9, 
larottlnda "Obras Sanitarias de ln Nación s/ denuncia hurto en su perjuicio", y; 

Consideran -'o: 

Que vienen estos autos a conocimiento del suscripto en virtud del auto de 
incompetencia formulado a fs. 9 por el Sr. Jner. de Instrucción, Dr. César Black. 
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Que investigándose en lu presente causa un hurlo del que rcsultarín perju- 
dicada Ohr. s San ¡tanas de la Na.-t.ni. átenlo la jurisprudencia sustentada por la 
Km iiih. Corte Suprema de Justicia de En Nación en el sentido de que al cst:ir el 
patrimonio de la institución integrado, entre otros recursos, por im crédio que 
muulininte se le asigna en el Presupuesto (ira!, de liüsto* de la Nación y no 
isla at'eet ilu a la prestación de servicios locales en lo Capital Federal y Gran 
Buen.;* Aires — arts. 2», 22. 24, 2H y ni del decreto-ley 44S.1 '5S- (eorif. 'Fallos: 
J44; 475), entiende el suscripto que es cómprente para entender en la pre- 
s;nle causa. 

IW ello; oído el Ministerio Fiscal y de llénenlo » lo dispuesto en el nrt. 23, 
inc. ;í, del t odito de Procedimientos en lo Criminal; 

Kcv.iclvo: hec-Iarar la competencia del *l riliun.il para entender en la pn*sente 

moa*. — Atujtt A. Brt^oxti, 

KKSTTÍírU J.K l,A CÍMAICA N ACION' Al. ],t: APELACION" V.S KN l,;i FkOKKA!, 
V O ».\*Tí:SC10SOAI>MI S1HTHATIVO 

Buenos Aires, 17 de mayo de 1900, 

Y vista»; >' eonsidejrtinhi: 

tjttc en el présenle sumario se investiga la sustracción de un magneto de 
una riiiiiptin i hormigonera perti iioe ieitte a la Seeeión Desagüe de Obras Simi- 
larias de la Nación, llevada fi rahn en Avenida del Trabajo v Arroyo Cildáfiez 
de la Capital Federal. 

Que la Corte Suprema de Justicia de la Naeión ha decidido desde hace años, 
t!t con onnidnd eon las leyes que la eraron y organizarnji, que Obras» Sanitarias 
de h Nación es una entidnd loenl cuando ejeree su acción en el ámbito dé la 
Capital Federal, y t|ue sólo se luí lia sometida a la justicia federal cuando actúa 
en Iris provimins en cumplimiento de leyes de la Naeión (ver Fallos: 184: 07 
y los pn - dentis allí diados). 

tí iré. siendo así. el hecho denunciado a t's. 2 y más arriln referido no es 
líe competencia di* la Justicia en lo Criminal y Correccional Federal, enneiendo 
como can-ee de toda influemi» «1 respeto el régimen financiero y presupues- 
tnrto de aquella repartirión. 

Tur estas consideraciones y de conformidad con lo dictaminTido por el Señor 
Fiscal de Cámara, se revoca el auto apelado de la. 1(1, declarándose lu incom- 
petencia de la Justicia en lo Criminal y Correccional Federal para conocer en el 
presente sumario. 

lieuístn^e. bagase saber y devuélvase, dchiendn el Sr. Juez a quo remitir la 
cansa al Sr. Juez Nacional de Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción 
a curtió del Juzgado nv 2 e invitarlo, en caso de insistir en su resolución de fe- 9, 
a elevar h s tu-t naciones a lu Corte Suprema de Justicia de la Nación a sus efec- 
tos. — Ambñr*Í0 Romero ( arruma — Hernán Juárez I'eñaha — Enrique Ramos 
Mejia. 

Dictamen del PitocriuDoa General 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos del auto, obrante a fs, 19, de la Cámara 
Federal, estimo que corresponde dirimir la presente contienda 
declarando competente pura entender en la causa al señor Juez 
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Nacional en lo Criminal y Correccional. Buenos Aires, 27 de iulio 
de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, :24 de agosto de líííiO. 
Autos y vistos; considerando: 

Que en la presente causa se investiga la sustracción del mag- 
neto de un» máquina hormigonera perteneciente a Obras Sanita- 
rias de la Xat-ión y utilizada en los trabajos de ciitubamicnto del 
Arrayo Cildáiiez, en la Capital Federal. " 

yuo, con arreglo a lo dispuesto por -1 art. 1* de la ley 14.180 
y a la reiterada jurisprudencia de esta Corte sobre el punto, el 
conocimiento de la causa corresponde a la justicia de instrucción 
—Fallos: 243 : 5tí8; 1>45: 383; sentencia del 13 de mayo pasado 
en Ja causa C.í>14, "Hipólito Casiano (Jarcia y otro»'—. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 
es el competente para conocer de esta cansa. Remita n «ele los autos 
y hágase saber en la forma de estilo a la Cámara "aeional de 
Apelaciones en lo Federal y Contenciosondministrauvo de la Ca- 
pital (Sala Penal). 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AlURTÓBULO D. AllÁOZ PE Ij A MADRID 
JL'LIO OvíIANaRTE — Pedro 

Aberastuhy. 



S. A, ENRIQUE ME YE», CERVECERIA CORDOBA y CERVECERIA 
CORDOBA (es Liyuih.ii -híx) v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Sentencia definitiva 
Resoluciones anterior?» a la sentntcia definitiva. r 

El pronunciamiento del tribunal de alzada que, continuando el del inferior 
impide o la Naeión invocar el privile-ic de «ponerse al proceso de la causa 
por no mediar reclamación administrativa previa, reviste el carácter de sen- 
tencia definitiva, a los fines del recurso extraordinario. 

COVSTITVCIOX S AC IOS AL: trechos y garantías, Defensa en juicio Pro. 
eedimiento y sentencia. 

El pronunciamiento que acuerda f«crzn de ro«n ju^adi al au*o que habilita 
la ¡ust-riria en cañen contra la Nación, decretado sfn intervención de 1i 
demandada q-ie re«Hln afectada v sin mas base qie razones de eoivenicnela 
y eennnmfa nim»il *•«, ¡"•nii'Ti "t>'n wn fundamento en la garantía de la 
defensa en juicio y debe ser revocado. 



FAEL0S OE l.A CORTE SUPREMA 



DEMANDAS COSTRA LA NACION. 

El art. l v de la ley ;«152 f modificado por la Ipy 11.634, otorea a ta Nación 
el privilegio de oponerse, en oportunidad pro/rsal, al enriio de la causa man- 
do no «*■ lian llenado los extremos coutcmpl doa en »c|uél. La simple confor- 
midad di'l ministerio público ion la habilitación de !.i instuiK-iu no b.i- :>. para 
impedir al Fisco la invocación del privilegio mencionado, pues tatú se funda 
en consideraciones de hirn público. 

Dictamen del, Procurador General 

Suprema Corte: 

E31 recurso extraordinario es procedente por haberse cuestio- 
nado la inteligencia del art. 1 ? de la ley WJjI ( Fallos; 2;í9: 102). 

Por ello, opino que corresponde liaeer lugar a la queja. Bue- 
nos Aires, 5 de julio de — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de agosto de 19G0. 

Vistos los untos: " Recurso de hecho deducido por el Sr. Pro- 
curador del Tesoro de la Nación en la causa Enrique Meycr Cer- 
vecería Córdoba S.A.l.C. y Cervecería Córdoba (en liquidación) 
c/ la Nación", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que el Tribunal comparte el criter-o que sustenta el dictamen 
precedente del Sr. Procurador General con arreglo al que el re- 
curso extraordinario deducido a fs. 64 de los autos principales 
ha di'lrdo concederse. 

Por ello y lo dictaminado a fs. 25 se declara procedente el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. I>4. 

V considerando en cuanto al fondo del ¡ suato por no ser ne- 
cesaria más sustancinción : 

Que esta Corte ha dec'nrado que el art. I o de la lev ,"íí)52, mo- 
dificado por la lev 11.634, otorga al fis-o nacional el privilegio 
do oponerse, en oportunidad procesal, al eui*so de la causa cuando 
no «o ha llenado los extremos que el precepto legal contempla 
— Fallos: 24fi: 132 y sus citas— . 

O"" de tal ju"i i <"ruden"H s A «¡'«me nno !n simpl» conformidad 
del nm>U*er ; o pábilo con la hnb ; l'ta"ióii de la instancia no es 
bascante nnra imnedi*- al fwn la rH n< --' , -r-^ 

cionado nue t'ene fundnmen'o en consideraciones de bien público. 

Oue es consecuencia i«mnlmente d <ü lo d ; ebo oue la rn-wi nro- 
cesal en que «e ha fundado la solución acordada por el tribunal 
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apelado, es incompatible con la correcta inteligencia del precepto 
legal que rige el articuio. A lo que euue anaüir que la solución que 
aeuerüa tuerza de cosa juagada a lo decidido sin intervención dé 
quien resumí afectado por el pronunciamiento y sin más base 
legal que razones de conveniencia y de economía procesal, es im- 
pugnable con base en la garantía del art. 18 de la Constitución 
¿Nacional. 

Por ello, se revoca la resolución apelada de fs. 59 ea lo que 
objeto de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavjlbaso — 
Akistóbulo D. Aráoz de Lamadiud 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberastur* 



CARLOS ARTURO I BAR RA v. EMILIO FERNANDEZ RUANOVA 

ReqttíSÍt0 * ****** Cuines no federal**. 
Inter ■pnlavwn de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

}** piones atinentes a la «til widnt] de la instaneia snn, como prim-ipi», 
irrevisibles por vía extraordinaria. La solución no varía por raxón do 
invocarse al régimen de tas Ic.u* de suspensión de desalojos v |j im-ula- 
rulad imputado al dnpavhn de un escrito nrowntailn eu primen infancia, 
sin perjuicio de la» medidas <|iie incumba tomar ul tribunal dé alzada, en 
ejercicio de Ira Limpiones de superin tendenci a directa q-ie ejerce, o con arre- 
glo a lo di puesto en el art. Í64 del Código de Procedimientos en lo Penal. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de agosto de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la cansa Ibarra, Carlos Arturo c/ Fernández Ruanova, 
Emilio", para decidir sobre su procedencia. 

T considerando : 

Que reiterada jurisprudencia de esta Corte ha establecido 
que las decisiones atinentes a la caducidad de la instancia son, 
como principio, irrevisibles por vía extraordinaria —Patios - 245: 
359 y otros — . 

Que la solución no varía por rarón do invocarse ni ró^men 
de las leves de suspensión de desalojos, ni la irregularidad inmu- 
tada al despacho de un escrito presentado en primera ¡n* tanca. 
Lo que. en tales condiciones, incumbe al tribunal de la causa en 
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ejercicio de su superintendencia directa o con arreglo al art. 164 
del Ccd. de Procedimientos en lo Penal, no es cuestión propia de 
decisión por esta Corte en instancia extraordinaria, ni priva de 
fundamento a la decisión apelada de modo a justificar sn impug- 
nación con fundamento en la doctrina establecida en materia de 
arbitrariedad. En tales condiciones la cláusula constitucional ¡n* 
voenda carece de relación directa con lo decidido y la queja debe 
ser descebada. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadhid 
— Luis María Bofki Boa u ero — 
Julio Qyhanarte. 



RAFAEL JOAQUIN" OAUCIA 

SUPERIS TESDESCIA . 

Iji omisión del .sumario no invalida la sanción de eesnntía aplicada por la 
Cámara sí la falta *e eometiú en un isrrito dirizido por el empleado a ese 
tribunal, en t.'rtmnos que importan frrave falta de respeto. En tnles eondí- 
eiunrs, no procede la intervención de la Corte en el easo por vía de af- 
eamiento. 

TALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de agosto de 1960. 

Considerando : 

Que las razones que hayan podido asistir al recurrente para 
solicitar ante la Cámara la reconsideración de medidas que esti- 
maba injustificadas no excusa, como es obvio, que tal petición se 
formulara en términos que importan frrave falta de respeto a la 
Cámara. 

Que habiéndose cometido la falta que motivó la cesantía en 
el escrito dirigido a la Cámara y que el recurrente no desconoce 
como propio, la omisión del sumario tío invalida la sanción apli- 
cada. 

(¿tic las consideraciones que preceden son suficientes para 
rechazar la intervención de esta Corte por la vía de avocamiento 
respecto de la cesantía declarada por el ómano que para e T lo tiene 
— en principio — facultad privativa — eonfr. arts. 13, 1fi v 19 del 
decreto-ley 1285/58, según la modificación de la ley 15.271; y 1* 
do la acordada de 3 de marzo de 1958 (Fallos: 240: 107). 
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Que median similares razones respecto de las suspensiones 
aplicadas con anterioridad a la cesantía. 

Por ello, se resuelve no hacer lugar a lo solicitado. 

Benjamín Villegas Basavílbaso 
Aristóbulo D. Aráoz de IjAmadrid 
— Julio Oíhanarte — Pedro 
Aberastury — Ricardo Colom- 
miKs. 



BERCO BUBSTELN 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recurso de uníparo deducido contra l:i orden de cLius'jto, 
de un negocio — pendiente de apelación enneedídn — dispuesta por nii juez 
civil en un interdicto «le obra nueva svstnnciado contra el propietario del 
local, alquilado at recurrente, pues la resolución ha sido dictada por juer. 
competente en ejercicio de f-eultades propias y, además, no bc encuentra, 
firme. Habida cuenta de la naturaleza del ae'o impugnado, nsí como de la 
ranHiiriente existencia de vías legales nrdinarm optas para obtener la tutela 
.indicia 1 del derecho invocado — de trahjjnr y ejercer el comercio— el reme- 
dio excepcional de amparo no hu podido intentarse. 

RECURSO DE AMPARO. 

El principio según el eral el luí he s corpas no autoriza a austitiir a los jue- 
ces de ln cau?a en lss decisiones que les incumben es también aplicable a las 
demandas de amparo. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Según así resulta de la jurisprudencia elaborada por esa 
Corte on materia de recurso de amparo, este procedimiento excep- 
cional ha sido invariablemente reservado para aquellos casos en 
los que, entre otros extremos, aparezca c'aramente demostrada 
la manifiesta ilegitimidad de una restricción a alguno de los dere- 
chos esenciales de las personas. 

Como lo ha puesto de relieve el a nno —en mi opinión con 
acierto — e*a actuación nítidamente ilegal exigida por V. K no 
puedo considerarse acreditada en el caso a estudio, en el cual so 
solicita amparo contra una medida dispuesta, en la causa agre- 
gada, por el .juez nue conoce de ella. 

A lo expuesto c>he aarearar mío ndnrtir las pretensiones sus- 
tentadas por el apelante importaría tanto como aceptar que el 
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remedio en cuestión puede constituir procedimiento idóneo ¡mra 
obstaculizar el cumplimiento de resoluciones jurisdiccionales, o 
para promover la revisión de las mismas prescindiendo de las 
formas legalmente p rescriptas. 

Aunque lo hasta aquí expresado es a mi juicio suficiente pa- 
ra determinar et rechazo de aquéllas, no está de más señalar que 
la decisión que dispuso la clausura del local de que aquí se trata 
ha sido apelada por el propietario del mismo y, en consecuencia, 
no se encuentra firme (v. fs. 153 y 158 del agregado). 

Considero, pues, que corresponde confirmar el fallo apelado 
en cuanto ha podido ser materia del recurso interpuesto a fs. 17. 
Buenos Aires, 28 de abril de 1960. — íiamón Lascarlo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2íi de agosto de 1960. 
Vistos los autos: "Burstein, Berco »/ recurso de amparo". 

Considerando : 

P) Que en la presente causa se ha promovido demanda de 
amparo contra la "decisión arbitraria" recaída en los autos 
"Levin, Abraham y otros contra Fainstein, Mareos »/ interdicto 
de obra nueva" (Juzgado Civil n* '.i, Secretaría n 9 f> de esta Capi- 
tal Federal), que ordenó la clausura del local Pasteur 233, donde 
el actor había instalado negocio de zapatería. Aduce éste que el 
título que inviste para ocupar ese local proviene de un contrato 
de locación convenido con su propietario, demandado en aquel 
juicio y que durante los meses de noviembre y diciembre de 1950 
tuvo "abierto este comercio a la vista del público, operando nor- 
malmente en el mismo". Agrega que la orden de clausura, que 
lo priva del derecho de trabajar y ejercer su comercio, ha sido 
dictada en un juicio al que es ajeno y en el que no le es dado 
defender sus derechos. 

2*) Que por sentencia de fs. 7 v., confirmada a fs. 16, se 
rechazó el amparo con el argumento de que la orden de clausura 
fué dada por autoridad competente, con arreglo a las normas 
aplicables al caso, como así también que "el recurrente puede 
remitirse a los procedimientos ordinarios y por la vía pertinente 
en demanda de la tutela jurisdiccional de sus pretendidos dere- 
chos lesionados". Contra tal decisión se interpuso recurso extra- 
ordinario (fs. 17), que fué concedido (fs. 20 vta.). 

3*) Que de los autos "Levin, Abraham y otros c/ Fainstein, 
Marcos 8/ interdicto de obra nueva", en one se d ; *rut« «i me- 
diante las obras que dieron lugar al interdicto pudo el deman- 
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dado transformar en local de negocio la unidad uno de la finca 
Pasteur 233, construida para vivienda solamente y así vendida 
con arreglo a la ley 13.51*2, resulta que: a) la clausura fué orde- 
nada por auto de fst. 147 vta. (23/X1I/59), por considerar el juez 
del interdicto que era ella la única medida efectiva que podía dic- 
tarse, atento que, no habiendo sido cumplida una orden anterior 
de suspender las obras (auto de fs. 65, del 27/XI/59) tampoco 
era posibe contar con custodia policial para asegurar su acata- 
miento, según informó la Policía Federal a fs. 143; b) contra el 
auto de 08. 147 interpuso Fainstein recursos de revocatoria y 
apelación (fs. 153), habiéndose denegado el primero y concedido 
el segundo, interpuesto en subsidio (fs. 168 \ ; c) antes se había 
presenlado Fainstein, con la adhesión del ahora demandante de 
este amparo, solicitando habilitación de feriado y pronto despa- 
cho sobre la aludida revocatoria da fs. 153, sin que fuera obser- 
vada ni rechazada estu intervención {fs. 157) ; d) los derechos 
invocados por el peticionante del amparo son los mismos que 
hacen a los recursos y peticiones mencionados, pendientes ahora 
de resolución del tribunal de alzada. 

4') Que los antecedentes relacionados evidencian que la 
orden de clausura de que aquí se trata ha sido dictada por juez 
eomnetente en ejercicio de facultades propias y, a mayor abun- 
damiento, se haila pendiente de apelación concedida. En tales 
condiciones, habida cuenta de la naturaleza del acto impugnado, 
así como do la consiguiente existencia de vías legales ordinarias 
npta^ para obtener la tutela judicial del derecho invocado, el 
remedio excepcional de amparo no ha podido intentarse. Por 
lo demás, como esta Corte lo tiene resuelto, el principio según 
el cual e 1 hábens corpus no antoriza a sustituir a los jueces de la 
causa en las decisiones que les incumben es también aplicable a 
las d""mrdas de amparo (Fallos: 242: 112). 

Por ello, hab : endo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 16, en cuanto ha sido materia del 
recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavtlbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrip 
— Luis María Bopfi Boooero 
(st>a>'m su vnto) — Jm/o Oyha- 
narte — Pedro Aberastury. 
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Voto del Sr. Ministro Doctoíi Dosr Luis María Boffi Boogero 
Considerando ; 

Que en lo que a la solución de esta causa interesa, son apli- 
cables ios fundamentos que expresara el suscripto en Fallos: 244: 
(58, por lo que, con remisión a ellos brevilatis causa, procede con- 
firmar la sentencia recurrida en cuanto fué materia de recurso. 

l'or ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs, ltí en cuanto lia sido materia del 
recurso extraordinario. 

Luis María Boffi Bogqero, 



MIGUEL FEltELLO v. FELIX A. ALMEIDA 

COXSTITCCIOX XACIOXAL; Con*tit+ciótullitiud e inconstitncioHaHdad. Le- 
yes nacionales. Comunes. 

Si bien lus provincias tienen la facultad de darse sus propias instituciones 
Incaica y, por ende, de legislar sobre procedimientos, ello es sin perjui, io 
de las disposiciones reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere 
del raso prescribir formalidades especiales para el ejercicio de determinados 
derecho* establecido* en los código* fundamentales que le incumbe dictar. 
En consecuencia, corresponde continuar la sentencia del tribuna) provincial 
que admitió la prescripción que, con fundamen o en el art. 39Ü2 del Código 
Civil, fué opucsti por primero ve?, al expresar agravios contra el fallo de 
primera instancia, a pesar de que según el art. 50 de la ley ¡(480 de la 
Provincia (Santo Fe) todas las excepciones deben deducirse al contestar 
la demanda. 

PRE.SCRtPCfOX: Principios generales. 

Tratándose de la ¿dr|uisición de derechos o de la extinción de obligaciones 
civiles, el código común ha creído de conveniencia público que la prescrip- 
ción pueda oponerse en cualquier estado del juicio. 

RECURSO EXTRAORDJXARiO: Requintos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

No sus' cu ta i. Ocurso extraordinario, por ser cuestión de derecho común 
ajena a la revisión por In Corte Suprema, el agravio fundado en la primaría 
que In sentencio recurrida otorga al art. :iíH¡2 del Código Civil frente a otras 
disposiciones de igual jerarquía, como el art. 39Xi del mismo Código. 
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Díctame» del Phocuradoh General 

Suprema Corte; 

En el recurso extraordinario que corre a fs. 115 de estos 
autos la parte aetora se agravia de lo resuelto por el a quo en 
el sentido de otorgar primacía al art. 3962 del Código Civil sobro 
lo dispuesto por el art. 50 de la ley 3480 de la provincia do Santa 
Fe. Sostiene, en efecto, que siendo del resorte de las leyes locales 
de procedimientos lo relativo a la oportunidad y forma de inter- 
poner defensas en juicio, la aplicación provalcnte de aquel pre- 
cepto de la ley de fondo importa desconocer facultades privativas 
de las provincias, y se halla, por lo tanto, en pugna con lo nor- 
mado por los arts. 67, inc. 11, 104 y 105 de la Constitución 
Nacional. 

Lo expuesto configura, en mi opinión, cuestión federal sufi- 
ciente a los efectos de la apertura de la instancia del art. 14 do 
la ley 48; y puesto que aparecen cumplidos los requisitos de orden 
formal exigióles, estimo que la apelación ha sido bien acordada 
a fs. 117. 

En cuatito al fondo del asunto, me limito a señalar que el 
problema planteado en el sub india- ya ha sitio motivo de examen 
por V. ELj entre otros, en el caso que aparece registrado en Fa- 
llos: 162: 376. En consecuencia, y por aplicnctóu del criterio que 
informa lo entonces resuelto por la Corte, pienso que correspon- 
dería confirmar el pronunciamiento apelado en cuanto el mismo 
ha podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 13 de febrero 
de 1*159. — llamón Lasenuo. 



FALLO DE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aires, 26 do agosto de 1960. 

Vistos los autos: 'MVrelló, Miguel c/ Almeida, Félix A. s/ 
despido, preaviso, sueldos, etc.". 

Considerando: 

!*) Que el demandado, al expresar agravios contra la sen- 
tencia del Juzgado del Trabajo de la Segunda Nominación de la 
Provincia de Santa Fe, opuso por vez primera la defensa de 
prescripción fundada en el art. 3962 del Código Civil, respecto 
de los rubros "diferencias de sueldos y aguinaldos", reclamados 
por el actor (fs. 89/92). Este último, al evacuar el traslado que 
se le corrió de esa defensa, solicitó fuera rechazada, con el argu- 
mento de i|iu* debía considerarse tácitamente renunciada por no 
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haberla opuesto el demandado en la oportunidad debida, o sea al 
contestar 1» demanda, conforme al art. 50 de la ley '¿480 (Santa 
Fe), que dispone que en tal momento deben deducirse todas las 
excepciones. Argumentó también que la "aplicación mecánica del 
iirt, 8962", por sobre lo dispuesto en el art. 50 citado, importa 
dejar de Indo la disposición lucal, con transgresión de los arts. 31 
y (¡7, ine. 11, 104 y 10i> de la Constitución Nacional, razonando 
que U> relativo u la forma y oportunidad de interponer defensas 
en juicio es propio de las leyes de forma y por tanto, disponer 
sobre cómo deben ejercitarse, es facultad reservada a las jp*ó~ 
viudas. 

2 9 ) (¿ih< la sentencia de fs. 107/114 admitió la prescripción 
alegada, interponiendo el actor recurso extraordinario que le fué 
concedido (fs. 117) y es procedente. 

3*) Que, en cuanto al fondo de la cuestión planteada, cabe 
recordar que esta Corte lia establecido en Fallos: 1(J2; 'A7G, con 
remisión a precedentes anteriores (Fallos: 141: 254 y 138: 107) 
"Que si bren las provincias tienen la facultad constitucional do 
darse sus propias instituciones locales, y por ende, para legislar 
sobre procedimientos, ello es sin perjuicio de las disposiciones 
reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere del raso 
prescribir formalidades especiales para el ejercicio de determi- 
nados derechos establecidos en los códigos fundamentales que le 
incumbe dictar", a lo qne agregó que, "tratándose de la adquisi- 
ción de derechos o de la extinción de obligaciones civiles el Có- 
digo común ha creído de conveniencia pública que la prescripción 
pueda oponerse en cualquier estado del juicio (art. 3fl62)'\ 

4 P ) (¿ue. por lo demás, el agravio de la recurren t rt en lo que 
se refiere a la primacía acordada al nrt. "!í)fi2 del Código Civil 
frente a otras disposiciones de igual iernrou r n, como el art. 80S6 
riel mismo Código, no sustenta el remedio federal, por ser cues- 
tión de derecho común, ajena a revisión por esta Corte (art, 15, 
ley 4S>. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador fíennrnl, 
se confirma la sentencia apelnda en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ahistóbflo 1). AnÁoz i>e Lamadrid 

— Lns María Boffi Boioebo 

— JlTL'O O YHA HARTE — PEDRO 

A BEnASTunr — Ricardo Colom- 
biies. 
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S.U.P.A. v. CENTRO COORDINADOR ue ACTIVIDADES PORTUARIAS 

y Oraos 

RECURSO DE AMPARO. 

L» existencia de vía legal pertinente para tutelar loa derechos debatidos, aun 
cuando se les asijjne fundamento constitucional, es exeluyente, en principio, 
del procedimiento excepcional de la demanda do amparo. 
En consecuencia, es improcedente la intentada por una asoriación profesio- 
nal do trabajadores para obtener uue los centros patronales correspondien- 
tes sean intimados a hacer efectivo el régimen que considera en viyjor con 
respecto a la cetnaeión del delegado obrero en la actividad portuaria, como 
consecuencia de lo sanción de la ley 14.4G9. 

Dictamen del. Procurador (jenkhal 

Suprema Corte: 

Sostiene el recurrente que romo consecuencia de la sanción 
de In ley 14.469, que derogó los decretos-leyes 9342/57 y WMtf 
57, lm recobrado vigencia el régimen que, para regular la nctua- 
ción del delegado obrero en la actividad portuaria, fué instituido 
a partir del primero de diciembre de 1947 por acuerdo celebrado 
entre la organizacíÍ¿ gremial que representa y los centros patro- 
nales; v mediante el presente recurso de amparo pretende que 
estas últimas entidades sean judicialmente intimadas a hacer 
efectivo el régimen que considera en vigor. 

Kiste solo enunc ; ailo es suficiente, a mi criterio, para demos- 
trar rpie la pretensión es de aquellas ouc no son susceptibles de 
reclamarse por vía de amparo por aplicación de la doctrina sen- 
tada ñor V. E. en Fallos: '245: ¿>f¡9 y los ahí citado*. 

Correspondería, en consecuencia, confirmar la sentencia ape- 
llida en lo nne ha podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 
2 de agosto de 19fi0. — llamón Ltmcano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 'IV* de agosto de 19(10. 

Victos los autos: "R.T.p.A. <*/ Centro Coordinador de 
Actividades Portuarias y otros &/ recurso de amparo", 

Considerando: 

Ou« r-ontra la sentencia de R 30/31, confirmatoria de la de 
primea ; T j-t »>"in . ouo desestimó la demn^dn de ammifo deducida 
en antis, se interpuso recurso extraordinario (fs. :í4/:í(>), el que 
ha sido concedido (R .17). 
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Que, romo con acierto lo punen do relieve la sentencia del 
tribunal a quo y el dictamen del Sr. Proeurador General, el 
amparo requerido por la actora no puede prosperar, habida cuen- 
ta de que existe vía legal pertinente para Ja tutela dol derecho 
que ella ínvoea, de donde se sigue que, aun cuando se aleguen 
razones ele orden constitucional, no es viable el remedio excepcio- 
nal intentado (Fallos; l>4.> : 2b*¡> y los allí citados). A lo que debe 
añadí rse, todavía, que en la especie son asimismo aplicables bis 



razones expuestas en el precedente de Fallos: l>44: <>H. 

En su mérito, habiendo dictaminado ei.Sr. Proeurador Gene- 
ral, si> confirma la sentencia apelada en cuanto lia sido materia 
del recurso extraordinaria 



ESTADO M SITIO. 

Cfirrespomlc rontirmar \n seiilenem denc-mitnriu del 1w11rr.11 >!•- Iiúhoiiü corpas, 
st J¡is iK'rsomis cuya libertad so pretende lian sido detenidas por disposición 
m 1'rrsítleiito de la N'niión par.i "ii.-'iíiiriir t» tranquilidad publica" y en 
virtud de líts facultades que le cuntiere el estado di> siti». En las eirouns- 
tum-iti» fifi <íi>ii, osló vedad» n fos jueces: sustituirse »] Providente do la 
NViÓn tu lu iipn-cun-ión do! acierto o ernir. dé la justicia o ¡njusticiri, de 
las medidas transitorias de defensa que él estime precian adoptar en ejercicio 

ntriluifimics <p i nrt. 2:1 de Iti Constitución Nacional le acuerda pri- 

vntiví.uicnle. 

nisifiis rtiminitH. Cuestión jnstieitible. 

Es improcedente In impugnación de i nstttuetonalidad de la ley 14,785, 

pues el neto por ttic.üo ijel t-uul el Con-n-si ileclnr» la videncia del estado 
de sitio es, en *í misnm. no justieialile. 



Suprema Corte; 

l><> estas actuaciones resulta que Luis Trossi (fs_ 1K), tfspi- 
riitón González (fs. 1!»), José María Lisondo (fs. 20), Manuel 
Correa (fs. 21), Mareeliim Curlin.jal (fs. 21), Carlos \V. Recaba- 
rren (fs, 21), Jni/» Hissi (fs. 21), Luis Obligado Loguizumón 



Bknmamín Vim.koas Hasavilbaso 




LUÍS TROSSI v Otihis 



l'KTAMKN OKI. PlMHTTtAllOR GENEUAL 



m: .u stu ia m; u.\ nación 



(fs. 21), Mareos Aniña (IV. 1*1 ), Francisco Galván (fs. 21), Lino 
Tejeda (fs. 22), Manuel II. Reyes (fs. 22), Fernando (iuzmáu 
(fs, 22), Alfredo Zanzi (fs. 22), Kodolfo Felipe Ojeda (fs. 22), 
Secundino Hernable Soria (fs. 22), Juan Foniielles (fs. 22), Li- 
doro Barraza (fs. 2*2), Juan Luis (iorosterra/.u (fs. 22), .Juan 
labachiuo (fs. 22), Santiago Portero (fs. 22), ('arlos Amadeo 
Bordón (fs. 22), Hugo Humberto \" i llecas (fs. 22), Agustín Be 
llusei (fs. 2.1), Antonio Herrera (fs. 23), Juan ('arlos Surita 
(fs. 23), Nicomedes Sotomayor (fs. 23) y Antonio Mata (fs. 24) 
se encuentran detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Na- 
cional, el c ual ha ejercitado cu cada caso las facultades de excep- 
ción tjue le confiere el art. 23 de la ( 'oustitutrión Nacional durante 
el estado de sitio. 

Opino, en consecuencia, i|Ue corresponde confirmar la reso- 
lución apelada (Fallos: 23"): 681 ; 23(5: 12+ y los allí citados, entre 
otros). Buenos Aires, 1íl de julio de líío'O. — fíumón Laacano. 



Considerando : 

1*) Que contra la sentencia de fs. 4Ü/47, que confirmó las 
de primera instancia otantes a l*s. 2S/2ít y 2fl v., se interpuso 
recurro extraordinario (fs. 4Í>), el que ha sitio concedido (fs. 51). 
Sostiene ei apela ido que el fallo del trihunal a quo infringe los 
nrts. 14, 14 his, 18, 23 y 2!t de la Ley Fundamental, porque no 
hay constancia de que los detenidos en favor de los cuales se 
dedujo el presento Imíteos corpas "incurrieran en situaciones 
como las previstas en el art. 23 de In Constitución", de modo 
tal rpie los arrestos dispuestos en el caso violan los aludidos 
preceptos constitucionales. Aduce, asimismo, la inconstituciona- 
lidnd de la ley 14.78o. 

2°) Que, según consta en autos, las personas cuya libertad 
se pretendió obtener mediante la promoción de esto juicio han 
sido detenidas por disposición del Presidente de la Nación, pura 
"asegurar la tranquilidad pública" y en virtud de las facultades 
"que le confiere el estado de sitio" (fs. 10/25). 

3") Que, habida cuenta de ello, la sustancial improcedencia 
del recurso sub examine resulta manifiesta, ya que, como se halla 
uniformemente resuelto, en circunstancias de la naturaleza do las 




PALLO mi LA roitTE KU'KKMA 





r.no 



JALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Nación en ia apreciación del acierto o del error, de la justicia o 
injusticia, de las medidas transitorias de defensa que él estime 
preciso adoptar en ejercicio de atribuciones que el art. 23 de la 
Constitución le acuerda priva ti van ututo (Fallos: 243: 504 y los 
allí citados). 

Á v ) Que tampoco puede ser acogida la impugnación formu- 
lada contra la ley 14.78Ó, no sólo por cuanto carece de la funda- 
mentación exigióle conforme al art. ló de la ley 48, sino además, 
debido a que el acto por medio del cunl el Congreso declara la 
vigencia del estado de sitio es, en sí mismo, no justiciable (Fallos 
citados eti el considerando anterior). 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido ma- 
ti'iiu di-l recurso extraordinario. 

Benjamín Vim.koaw Bas\v!l.baso — 
AlilsTÓltriJi 1), AtlÁoZ DE IjAMAIUtlD 

— Jvh.o Oyhanahte — Pedro 
Akkuastl'ky — Ricardo Colom- 

Hit ES, 



ALHKHTO Kni'AUnO OTTALAOANO 
BSTADO HE SITIO. 

Corresponde confirmar la sentencia dcnc<;nlor¡ii del recurso de hábeas eor- 
pir*. si l;i persona cuya libertad se reclama hállase detenida a posición 
«1**1 1'ofít'r Kji'ctUivn N'act.innl para "nse<nir:ir la tranquilidad púbüra" y de 
acuerdo con las facultades «pie le ron tere el estado de sitio. El u:to cues- 
tionado resulta usí ajustóle b] art. 2:1 de ta Constitución Nacional y no 
comporta una pena, sino que representa unn medida de defensa trarnitoria. 
sometida n la limitación de «pie debe cesar cuando concluya el es( d« de sitio 
o bien '.i el interesado ejerce el derecho de opción previsto en el aludido 
precepto, 

Dictamen del Phoci haooií (Jeneral 

Suprema Corte: 

|)cl decreto que en copia obra a fs. 20 y 2b' se desprende que 
Fduurdo Alberto Otf alaguno se encuentra detenido a disposición 
del Poder Ejecutivo Nacional, el cua! ha ejercitado en la emer- 
gencia las facultades de excepción que le confiere el art. 23 de 
la Constitución Nneional durante el estado de sitio. 

Opino, en consecuencia, que corresponde confirmar la reso- 
lución apelada (Fallos: 235; (>81 : 236: 124 y los allí citados, entre 
otros). Buenos Aires, 8 de julio de 1960. — Ramón Lnscmw. 
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FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 



Ruónos Aires, 2(i do agosto do l!Mif>. 



Vistos los autos: "Ottalnguno, Alborto Eduardo a/ recurso 
do hubeas corpas y amparo a su favor". 

Considerando: 



l 9 ) Que contra la sentencia do fs. 48, confirmatoria de la 

do primera instancia obrante a fs. 12!), por la quo se desestima el 
babeas oorpus deducido en favor de Alberto Eduardo Ottulugano, 
el actor interpuso recurso extraordinario (fs. 51 /.Vi) quo le fué 
concedido (fu. 55). 

2 Í> ) Quo, según consta a fs. '20, la persona cuya libertad se 
reclama hállase detenida "a disposición del Poder Ejecutivo Na- 
cional", en virtud de lo dispuesto por el decreto lti.8H4/5í), del 
que resulta que la medida en cuestión fué adoptada pnra " ase- 
gurar la tranquilidad pública" y de "acuerdo con las facultades 
que le confiere el oslado de sitio". 

3*) Que, en tales condiciones, los argumentos que fundan el 
recurso no pueden prosperar. En efecto, el acto contra el cual 
se intenta el hábens corpas ha sido practicado con sujeción a las 
previsiones del art. 2',\ de la < 'ou-titmióu Xacional y no comporta 
una pena, sino que, por el contrario, representa una medida de 
defensa transitoria sometida a la limitación de que debe cesar 
cuando concluya el estado de sitio que la justifica, o bien, en su 
caso, si el interesado ejerce debidamente el derecho de opción 
previsto en el apartado final del aludida precepto ( Fallos ; 170: 
2i)l y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentenra de fs. 48 en cuanto ha sido materia de] 
recurso extraordinario. 




IÍENJAMÍX VILLEGAS BaSAVTT.OASO 

Akistóbulo D. Arádz m Lamamiid 

— JlTL!0 OviIANARTE — Pp.nRO 

Aberabtury — Ricardo Coi>om- 

BRES. 



SALVADOR CORDORA v. ARMANDO l'EDRO SOLITO (EmphMA SAMTO 

Tomé —Línea H_) 

RKCt fíSO EXTRAORDINARIO: Requisito* pr:,,,¡os. Camiones no federales. 
/ ntrrprrtth-Hjn ttr normtts >/ urtint comunes. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en ln interpretación que 
1n sentencia bnre del art. '2H de! decreto-ley ¿.'i.S. r tí/4"i -pues se tn.ta de 
una nerum de drweho común-, mtixime si no se al,-» arbitrara fiad. 

ÜEpVBSO EXT Ü A ORDISA RIO: ReqmMt* mm*M* ÍVr,™™. 

Corresponde *h sestimnr la alcurnia incompcleucin di- la autoridad ¡idininis- 
lr; (iva laboral para dictar un Iñudo arbitra), opuesta por el recurrente, ñ 
é*te, ra oportunidad de conteste r la demanda de indemnización por l'-tlta de 
pn aviso y despido, n» cuestionó la intervención de diclin autoridad ni plan- 
teó la nulidad de su laudo: sino que, por el contrario, al oponer la excepción 
litis pendencia, en razón de un recurso jerárquico interpuesto conlra el 
huido, reconoció la legitimidad di- la potestad decisoria del laudante. Kn 
til s condiciones, tampoco puede prosperar rl asrravin fundado en {pie se 
ludiría violado el principio constitucional de separación de tos poderes. 

Dictamen* iu-l pHociüAnott Ckjckkal 

Suprema Corte: 

Las garantías constitucionales cu ijvic se funda el recurso 
extraordinario no guardan relación tí i recta rfí inmediata con la 
maleriíi de derecho común y local objeto del pronunciamiento 
recurrido. 

La inteligencia del arl. -JS del decreto *J:í.H.VJ +5 (ley 12.921), 
i|iir i's di> nal lindeza común, no autoriza tampoco la procedencia 
del remedio federal intentado, 

Por ello, considero <¡ut> corresponde declararlo mal concedido, 
lineaos Aires, 10 de junio de 1 !>;>!'. — ihfinñu Luncmio. 

FALLO DE LA CORTE SÜPftEMA 

Buenos Aires, ^(i de agosto de 1!M¡0. 

Vistos Ins finios: "Córdoba, Salvador e/ Sólito, Armando 
Pedro (Empresa Santo Tomé, Línea II) s cobro de pesos". 

Considerando : 

I o ) (¿ne a fs. 1/ljQ don Salvador Córdoba promovió deman- 
da contra don Armando Pedro Sólito por «obro de horas extras, 
indemnización por despido, falta de preaviso y pairo de salarios 
desde la fecha de su despido basta el 16 de noviembre de 1936. 



DE JUSTICIA [>E f.A XACIÓN SXi 

Invocó como fundainoiilo de su ación ,1 lauda arbitral del Dole 
gldo R. W niial de M misterio de Trabajo y Previsión, que declaré 
injustificado su despido y dispuso r,uo e empleador deWrá SS. 
nnr los salarios del actor com'spond entes al ■ ps „ " n torT 



- ) Que la sentencia de primera instancia acogió parcial- 
- - <■ e! reHanu, del abonante. r,,l,azán,lu| f , en lo qu, /espeda 
¡ m«o de los sálanos mencionados en el laudo arbitral (ts. 208/ 
- 0). hl tnbmml de alzada, considerando que en la especie no 
m había imputado de nulidad el Int.do arbitral, resolvió aeep- 
»Ho co.no valí. lo y modificó la sentencia apelada admitiendo 
m*JW*»V™d\*nto a los salarios reclamados (fs. -S) 
-H (¿ue, contra esta decisión, el demandado expresó los «i- 

¡TÍlfiEirV* ^^"«"P^"""'» *1— 1« por él a quo al 
ait. -8 del decreto-ley 23.852/45 es violatoria de los arts r¡ 17 

f: m ;' .". ™ (i < l« institución Xanonal; b) la 
da4 ndmims rativn careció de competcneia para dirimir el con- 
fino ind.vn uai de trabajo, por lo que, al aceptarse la valido/ 
fLZ- "i 1 "'" 1 ' W aVaSJ,,l, ' > H P r1nci l» n ""^titucional de a 
nntondad de rosa juzgada al laudo arbitral cuestionada 

4°) Que la articulación del primor agravio resulta inipro- 
todeilte, pues o art. 28 mencionado es de derecho común y por 

tanto, no autor za el remedio frulm-il ;nfn„t„,i„ ' ■ « 

„. - , .y* , ,imiai ° miei.u intentado, máxime si no se 

alego arbitra tedad. 

V) Que, en oportunidad de cnnt estar Ja demanda, el recu- 
rrente no cuestionó la competencia de la autoridad administra- 
tim ni plante,» la nulidad de su laudo; par el contrario, al oponer 
la excepción de litis pendencia, en razón del recurso ¡erárquieo 
que mtorpuso centra dicho laudo, reconoeió b, legitimidad de la 
potestad decisoria del laudante. IW tanto, debe desestimarse su 
Molla fía " Um S ° br " ¡'"•«"'IH'teucia de la mencionada 

(>*) Que en lo atinente al tercero de los agravios mas arriba 
sena lados, cabe advertir qne el apelante lo reduce al aserto de 
que la presente causa no ha podido de, idirsr con base exclusiva 
en la "autoridad de cosa jugada" atribuida a un laudo arbitral 
que psegun dice— se halla pendiente de resolución final en sede 
administrativa, por haber sido recurrido ante el Ministerio de 
, mh& P ^ revisión. Y funda su impugnación en el argumento 
do que, al ¡coceder de oso modo, el tribunal a quo ha abdicado 
su potestad de juzgar, o sea que "ha dado provalencia a una 
aiitoridad extraña" y vulnerado "el orden público jurisdiccional" 
Us. l.il v. y 232). Resulta claro, entonces, que, ante las concretas 
razones que se invocan para apoyar esta parte del recnrso, el 



SI* 
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tercer agravio s»b examine sólo tiene apariencia de tal, al no cons- 
tituir, eii rigor, sino una reiteración del segundo, desechado ya 
por las circunstancias mencionadas en el considerando anterior, 
tanto más cuanto que el apelante no ha alegado la arbitrariedad 
del pronunciamiento contra el cual recurre. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
ge declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 

fs. 2:n. 

Aiíist«VbI'Lo D. AnÁoz de Lamadrid — 
Luis Al ahí a Boffi Roquero — 
.Tviao Oyhajtahte — Pedro Abe- 

UASTURY. 



KAMON OVIDIO LOPEZ v Otros v. ESTABLECIMIENTO "SANTA 
JUANA" ue ROSSI y OH'LIAXI 

RECURSO $%TRAORD!X ARIO: Requisito» pnpÍM. Cuenlfanes no fedérale*, 
intrrprrttteión de norman huales de procedimientos. Cutos varios. 

Lii sentencia <|ne, declarada rebelde la demandada, condena a ésta con arre- 
(tío a lo ili&purrtto en lo* arts. 42 y . r i4 de la ley :i480 de la Provincia de 
Santa Fe — t\ne la recurrente no ha impugnado—, se funda en razones de 
hecho y en disposiciones hurles de carácter procesal local, suficientes para 
sustentarla e. insuaecptiblcs de revisión en la inutnitciii extraordinaria. 

Dictamen del, Procurador Uekkrai, 

Suprema Corte: 

Está decidido en autos —ver sentencia de primera instancia 
de fs. ÍÜÜ y fallo confirmatorio de fs. 7 — qne una vez decla- 
rada la rebeldía de la demandada y habiéndose seguido el trámite 
de lev, aqué'la perdió toda oportunidad procesal para ofrecer 
prueba en contra de la presunción que surge de su falta de 
responde. 

Un lales condiciones, me parece claro que dada la naturaleza 
de la materia del pronunciamiento apelado, sus conclusiones, con 
las que no guarda relación directa la garantía constitucional invo- 
cada, resultan insnsceptibles de revisión por la vía de excepción. 

En consecuencia, pienso que sería del caso declarar mal con- 
cedido a fs. 178 el recurso extraordinario interpuesto. Ruónos 
Aires, (i de abril de 195!). — Román Lascano, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 26 de agosto de 1960 

Vistos los autos; "López, Ramón Ovidio y otros c/ Establ 
<Santa Juana» do Rossi y GiuHani s/ despido, preaviso, etc.". 

Considerando ; 

Que contra la sentencia de la Sala de Apelaciones del Tra- 
bajo del Superior Tribunal de Justicia de Santa Fe (fs. 167/169) 
que desestimó el recurso de nulidad y confirmó la sentencia dic- 
tad» por el Sr. Juez de Primera Instancia del Trabajo de la 
Segjradj Nominación (fs. 138)* ln demandada interpuso recurso 
extraordinario (fs. 173/174), invocando violación de la garantía 
de la defensa en juicio (urt. 18 de la Constitución Nacional), que 
fundó en que se le habría cercenado el derecho de contestar la 
demanda, privado de audiencia y condenado sin prueba. 

<¿ue la demandada fué deelarada rebelde por auto de fs. 111, 
confirmado a fs. 126, el cual quedó firme. Seguidamente {fs. 133), 
y sin ulterior sustaneiación, se dictó sentencia condenatoria, con- 
firmada a fs. 1(17/16!), con arreglo a lo establecido en los arts 4" 
y ."j4 de la ley .'Í4K0 de la Prov. de Santa Fe —que el recurrente 
no ha impugnado—, sestfn los cuales en juicios como el presente 
corresponde al demandado produ* *r la prueba contraria al monto 
de lo reclamado (art. 42), sin perjuicio también de que, si fuere 
rebelde, se presumirán como eiertos los hocbos alegados por el 
nr-tor salvo prueba en r-oiitrario, que sólo puede recibirse en la 
audiencia convocada para contestar la demanda (arU .")() y 04). 

Que sur^e de lo expuesto que la decisión apelada se funda 
en razones de hecho y en disposiciones legales de carácter proce- 
sal local suficientes para sustentarla e insusceptih'es d» revisión 
en la instancia extraordinaria, a lo que aun debe añadirse que 
si el recurrente no ejerció efectivamente su defensa, ello fué de- 
bido a una actitud sólo a él imputable, por todo lo cual no hav 
relación diwta y necesaria entre lo resuelto v la garantía de la 
defensa en juicio (Fallos; 23í» : 357). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se deelnra improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 178. 

BeNJAMIX VlLLEdAS IÍASAVIL.BASO — 
AlUSTOBULO P. AltÁOZ ub Lamadri» 

— Luis Masía Bom Boooero — 

Jl'LIO OVHANABTE — PEDRO Abe- 
HASTCKY — KlCAlIlK» fíoLOMBRES. 



m 
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ItAMON ESTEBAN NTxEZ v. BANCO PROVINCIAL m SALTA 

RECURSO EXTRAOROISARiO: Requisito* propio* Cuestione* w federales, 
interpretación de norman u orto* comune*. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra ta sentencia que 
decide el pleito valora ndo cuestiones de prueba y derecho común, carácter 
<iuc corresponde a la tey 12.637 (»). 



OTTO ELI TARDO BEMBEKíi v Untos v. PROVINCIA ic BUENOS AIRES 

BECORSO DE ACLARATORIA. 

U procedencia de la i.plii nciiín del íirt. 2Ü del arancel, en el »upnroto de 
haberse practicado una reculación de bonorarins por una excepción de 
inciimpctciicin de .jurisdicción, no es cuestionable por vfa de mdnriitoriu. Ello 
es así con tantl uní* razón si I| aplicación de la norma aludid» se ajusta 
a precedentes de ln Corte (-). 



OSCAR SEMINO PARODI v. AR1EII LEVAVt 

jriHS!tlCCitt\ Y (t>\fl>ETEXClA: ( nniprtiinta naetoml Competencia, ori- 
otaarin (í. la Corte Supremo. Altente» diplomática* »i consulares. Embajadores 
H ministran extranjeros. 

La Corte Suprema carece de .jurisdicción oriinn-nn pmTñ conocer en lu 
denuncia cunlrn un embajador extranjero, en loa términos del arl. BU de la 
Constitución Nacional y 24, inc 1», del decreto-ley 1 285/58, cuando es pú- 
blico y notorio que el imputa do, como consecuencia de baher sido declarado 
persona no «rata por el Poder Ejecutivo, ha cesado en la función diplo- 
mática que desempeñaba ante la República, 



Dictamen del PnocmiADoir (¡eneiiai. 

Suprema Corto: 

Siendo de pública notoriedad que el Dr. Arieli Levaví lia 
dejado de ser embajador del Estado de Israel, ni haber sido de- 
clarado persona no grata por el Poder Ejecutivo Nacional, pro- 
cede, a mi juicio, que V. K, se declare i neotui tétente para entender 
en esta causa v remita tos autos al juez federal que corresponda 
(Pul 'os: 235: 909; 2¿íh Mí>; 111 ¡ 34 y otros). Buenos Aires, 5 
de agosto de 10G0. — Ramón Laacano. 



(i) 2fl de a««.Ho. Fallos: 233: 181; 234 : 180. 

(5) 29 de agento. Falla*: 225: 401; 243: 369; 245: 4P. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de agosto de 1960. 
Vistos los autos: -Semino Parodi, Osear su denuncia e/ El 
Embajador -leí bstado de Israel Dr. Arieh Levavi s/ denuncia*', 
parn decidir con respecto a la jurisdicción originaria del Tribunal. 

Y considerando: 

Que es público y notorio que el Dr. Arieh Levavi, como con- 
secuencia de haber sido declarado persona no grata por el Poder 
Ljeeutivo Nacional, ha dejado de ser rlmhajador del Estado de 
Israel tinte la República. 

Que con arreglo a 1» reiterada jurisprudent ¡a de esta Corte 
I» cesación en la función diplomática por parte del imputado obsta 
a la jurisdicción originarin del Tribunal, en los términos del art 

,, L , < oustlíuc, « n Xncioiial y de la ley orgánica vigente {Fa- 
llos : 102 : 48« ; 235 : í)(i<) y otros). 

Que, en tales condiciones, la presento causa resulta aiena a 
la competencia de esta Corte. 

e . K " SD ,néríto y de conformidad con lo dictaminado por el 
henor Procurador Ueneral, se declara que esta Corte Suprema 
S«™„i? e J urisdieeión originaria para conocer en la presente 

Benjamín Villegas K.isavilbaso — 
AmsTÓiiru) D. AhAoz im [,\MAimm 

— Jl'LlO OVIIANAHTE — PEWtO 

Abeiíastuhy — Ricahoo Colam- 
bres. 



VICTOR 10 COCIMANO 

RECURRO h:\TRAORMflARIO: Rrqnitito* propios. Cuestiones no fedérale». 
Srnteneta* nrhitrarias, Procedencia del recurso. 

Procede el recurso extraordinario y < irreaponde dejar sin efecto Ja sentencia 
n pelada cuando, habiéndose iniciado juicio por consignación de la deuda y 
depositado SU importe en una escribanía, debido a la huelga bancaria, se 
decreta la quiebra del recurrente por no figurar agregada a los autos la 
boleta de pago respectivu, en circunstancias que no cabe imputarle exclu- 
sivamente. 
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DrCTAME.V DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Hay en autos cuestión federal bastante para ser examinada 
en ta instancia de excepción. 

Opino, por lo tanto, que corresponde hacer lugar a la queja, 
Buenos Aires, 22 de junio de 1060- — Ramón Lascano. 

PALLO HE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de agosto de 1D80. 

Vistos los autos; "Kecurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Coeimano, Vletorio »/ su quiebra", para deci- 
dir sobro su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sentencia en recurso de fs. ;tíl se ha dictado en opor- 
tunidad en que no figuraban agregados a los autos elementos de 
juicio conducentes para la decisión del artículo, en circunstancias 
que no enhe imputar exclusivamente al recurrente. En tales con- 
diciones lo argüido en el fallo en recurso no hasta para susten- 
tarlo v el recurso extraordinario ha debido concederse. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido a fs. 45. 

Y considerando en manto fondo del asunto por no reque- 
rirse más sustanciación; 

Que en las condiciones señaladas en los precedentes consi- 
derandos y con arreglo a lo resucito en casos análogos, la sen- 
tencia apelada debe ser dejada sin efecto. 

Por ello se deja sin efecto la sentencia recurrida de fs. 3ÍK 
Los autos deben volver al tribunal de su procedencia a fin de 
que la Sala «pie silgue en orden de turno dicte nuevo fallo, con 
arreglo a lo dispuesto por el art. líi, Ira. parte, de la ley 48 y 
por la presente sentencia. 

RexjamÍx Villegas Baswilhaho — 
Julio Oyjiaxahte — Peoiío Ark- 
rastüby — Ricardo ("olombres. 
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SERVANDO BARKEliA v. BESCICH Unos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues- 
lió» federal. Oportunidad. Resolución sobre ta oportunidad del planteamiento, 

La declaración por el superior tribunal de la causa de haberse propuesto 
extemporánea mente la cuestión federo), base del recurso extraordinario» no 
puede, en principio, revisarse por la Corte, salvo el supuesto de arbitrariedad, 
que no es invoeable cuando se ha omitido plantear la cuestión aludida en 
primero instancia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

El pronunciamiento de la justicia provincial que, a tos efectos de regular 
honorarios en la acción de despojo deducida por quien se atribuye el carác- 
ter de locatario de un inmueble, admite una de las interpretaciones posibles 
del art, 29 del arancel establecido por la ley 4276 de la Provincia de Cór- 
doba, como es la literal en el caso, es ¡nsusceptible de ta tacha de arbi- 
trariedad. 

RECUi.SO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de Id cues- 
tión federal. Oportunidad. 

La cuestión federal debe introducirse en el juicio en la oportunidad de 
troljarse la litis. 

Dictamen del Procurador Genkral 

Suprema (.'orto: 

Hay en autos cuestión federal bastante como partí proceder 
a su examen en la instancia de excepción, 

A tal efecto, pues, correspondería hacer lugar a la presente 
queja. Buenos Aires, 9 de agosto de 1960. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA COHTE St'PREMA 

Rueños Aires, 2í» de agosto do 1960 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Barrera, Servando c/ Bencieh Hnos para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, la 
declaración por el tribunal superior de la causa, de haberse pro- 
puesto extemporáneamente la cuestión federal, base del recurso 
extraordinario no puede, por vía do principio, revisarse en esta 
instancia —Palios: 244 : 412 v otros—. 
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Que la excepción «pie esta jurisprudencia reconoce pura lo< 
supuestos de arbitrariedad no es invocahle cuando resulta de 
l«s autos 1 1 líe np se propuso en primera instancia cuestión fcde 
ral alcana — fs, fft y 140 de los autos principalc — y que la 
arhitraricdad imputada al pronunciamiento proviene di' la admi- 
sión previsible di» una de las interpretaciones posibles del arancel, 
a saber, la literal. — Doct. causa: "Murtinelü ■■ Stipnnieic", sen- 
tencia ilrt de mayo del año en curso y "Maderera ( 'almud 
K.R.L.'\ sentencia del 17 de junio del mismo año y otros — . 

Qttfi debe, en efecto, reiterarse que la oportunidad de la 
introducción en el juicio del plinto de derecho federal, es la de 
la traba de la litis, lo que, en el cuso acontece en los escritos 
de tSi 60 y 7'2 de los autos principales, habiéndose pedido, en el 
1) rimero la regulación por el patrocinado, deudor de los hono- 
rarios. La circunstancia de que entonces ae analizara el régimen 
legal vigente, a los fines del caso, y se propugnara una interpre- 
tación restrictiva de la norma aplicable, corrobora lo expresado 
más arriba respecto de la previ si bilidad de la solución contraria. 
Esta Corte ha señalado, en efecto, que tanto la admisión como el 
rechazo de las pretcnsiones de las paites, son eventos previsibles 
que imponen el oportuno planteamiento de las defensas que hagan 
al caso — Fallos: 244: 147 y otros — . 

(¿ue en toles condiciones la impugnación del texto arancela- 
rio y del fallo en recurso, con fundamentos constitucionales, 
resulta incuostionahlemente tardía, todo |o que impone el rechazo 
de la qtteja. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Rfsjamíx Viixküas Basavilbaso — 
AmsTÓnrut I>. Anioz he Lamaiww 
— Pedro Abera&tueí — Bioabdo 
colomhhes. 



LK0P0LD0 L líOFKt v. GAGO, DAS NEYKS t Olí ACA 

RKGVRSQ KXTHAOttlUXMilO: Requisitos propios. Cuestiones no fedérale*. 
Interprt tarión de norman tócale* de procedimiento*. Hohle iimiitnrh y retmrnm. 

I*:, deeisión de 1» Saín <Ie una Cámara Xneinnnl de Apelariiines, en euantu 
(lecliirji la vNtt'tiiptirnnniilnd «Id pedido iU* revisión de *u unterinr restituriim 
atinente a ln inadmisibiUdml del reñirán de iituplienhiliclnd de ley lien* 
i andamento» de orden ti ra ees ¡I - il'ieieiites para sustentarla c irrevisiMw 
en ln instam-ia extraordinaria. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y ¡¡aramio». Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

La garantía de I» defensa en juicio no requiere la multiplicidad de instancias. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y yorantías. Defensa en juicio. Ley 
anterior y jttem naturales. 

■ 

U circunstancia de que h Sabi de aun Cámara Xaeionn] de Apelaciones 
haya declarad? inadmisible el recurso de implicnbilidad de ley pura unte el 
Tribunal en pleno, tru;ándos;> de decisión ematiud:i de »i::tfisl rndus perma- 
nentes y ordinarios, no ocasiona detrimento a la tarantín de los jueces 
naturales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normo» tóenle* de procedimientos. Ca$ ts varios. 

\á> atinente ni alcance de ¡interiores decisiones propias del tribunal apelado 
es BMitiun que no reviste carácter federal. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: f'nesHoncs d>- competencia. Intervención 
de ta Corte Suprema. 

El pron'incTaiNicii'n de I» Sala de una Cámara Nacional de Apelaciones «pie 
declara kndmixiblc el recurso de innplicabilidnd de ley, con arreglo a la 
Acordada del Tribual en pleno que lo reírla roen la. no autoriza la inter- 
vención de la Corte Suprema, en los términos del nrt. 24, inc. 7», de) decreto- 
ley 12S5/5H. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recur- 
so. Fundamento, 

Ln sola afirmución de que es excesivo la Acordada ¡mpujmadn, reglamentaria 
del recurso de innpjicabilidnd de ley, dictada por la Cámara Nacional de 
ríes en lo Civil de la Capital, no constituye fundamento suficiente 
apelación extraordinaria. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2ÍÍ de agosto de 1%0. 

Vistos los ñutos : "Recurso (lo hcclio deducido por el actor 
en la causa Boffi, Leopoldo L. c/ Gago, Das Neves y Graca", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que la decisión recurrida en cuanto declara la extempora- 
neidad de lo peticionado a fs. 77 de los autos principales tiene 
fundamentos de orden procesal suficientes para sustentarla e 
irrevisibles pn instancia extraordinaria. 

Que a ello debe añadirse que la queja no acredita la exis- 
tencia de api-avio sustancial ni a la garantía de la defensa ni 
a la de los jueces naturales. La primera, p< rque no requiere la 
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multiplicidad de las instancias y la secunda, porque t atándose de 
inu^ist nidos permanentes y ordinarios, no sufre del -iinento con 
su intervención en los autos. A lo que debe* añadirse qi e el alcance 
de anteriores decisiones propias del tribunal apela \o tampoco 
es ruestión federal. Y que la sentencia de esta Corte n lu causa 
Bi -K- se basa, entre otras, efectivamente, en la c" cunstancia 
nu>ni'iouada en ■ "2 V considerando del fallo t>'nnseript< a fs. 3. 

Que en tales condiciones no residía de la queja lu existencia 
de privación o denegación de justicia, en los términos del inc. 7 
del art. 24 del decreto-ley 1ÜHÓ óS ni violación del art. 1H de la 
Constitución Nacional que autorice la apertura del recurso. No 
basta, en efe to, la soln afirmación del exceso de la acordada 
ímputrnudn y no constituye fundamento suficiente de la apela- 
ción extraordinaria — doch Fallos; 245: §69 | otros—. 

l'or rilo se desestima la precedente queja. 

TÍKN.I AMÍX YlU.KOAS B AS VV I LBA&Ó 

Ai!'sTÓitrt,o 1). AuÁnz uk Lamamfüh 
— P-Einto Abeiiastitiíy — KirAimo 
Colomuhhs. 



CONSUELO <'. COTTA 1.1 IlilANNl v. ANICETO JESUS ALEOIIA 
UECVRSO EXTRAORDINARIO'* HvqmsiUt» propios, Cuestiones no federales. 

Interpretación de ndm&* U <*<'"* 

El pronunciamiento qoc redia/.n In demanda sobre pxrepeíón a la prórroga 
de iirri'!iiljiiiii«'i)tns, versa sobre i iustiom s di hecho y de dereeho común, 
aj lü.s a la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RKCVtiSO liXIHAoRDÍSARlO: Requisitos propios, fuestiunes no federales. 
Senleneias arbitraria*. Improcedencia del recurso. 

La decisión fundada atinento a lu extensión de in unidid económica, como 
al valor de In tierra y a la relación entre in|iiél!t)s y el capital icír.rto y 
líquido, «¡ue enmadra en el áiitbilo de lo rural pspceffiio, c» propia de |m 
Cámaras de ArrcndarniciCos e insUsceptihle de 1¡1 Helia de arbitrariedad, 
aun iiiaiulii se invoquen disposiciones constitucionales que, así, carecen de 
relación directa con lo resuelto. 

Dictamen del PitoeunAUon (íkxekal 

Suprema Corte: 

Kl fallo apelado se funda en razones de hecho y de derecho 
común y deja ni recurrente la oportunidad de que sus pretensio- 
nes prosperen por la vía que índica, y el a quo no ha excedido 
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en mi opinión, al sentenciar la causa las facultades propias de la 
jurisdicción que ejerce. 

En tales condiciones el recurso extraordinario es improce- 
dente y correspondería desestimar esta queja deducida por su de- 
negatoria. Buenos Aires, l(j de agosto de UÍÓU — Ramón Lnscuno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, do agosto de líífiO. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa Irianni, Consuelo C. Cotta de c/ Aloclm, Aniceto Je- 
sús", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la resolución apelada de te. Sí* de los autos principales 
versa sobre cuestiones de hecho y de ile lecho común, ajenas a la 
jurisdicción extraordinaria de esta Corte. 

Que el mencionado pronunciamiento no carece de fund amen- 
tación, en términos (pie autoricen su descalificación como acto ju- 
risdiccional. Habida cuenta que tanto lo atinente a la extensión 
propia de la unidad económica, como al valor de la tierra y a la 
relación entre aquéllos y el capital agrario y líquido encuadra en 
el ámbito de lo rural específico, propirf de los organismos que in- 
tervienen en la causa -Fallos: 241: :¡ÍJ7 y otros— lo expuesto 
basta para el rechazo uc la queja. No es, en efecto, aplicable al 
caso la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad 
y las cláusulas constitucionales invocadas carecen de relación di- 
recta con lo decidido. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
desestima la precedente queja. 

Benjamín Vill-roas Basavílbaso — 
Aristóbüi» D. Aráoz oe La Madrid 
— Julio Oyhanaktk — Ricardo 
Coló mures. 



JUAN CARLOS NAZAR y Otros v. MARIO GABRIEL YANTORNO y Otros 

RECIRSÚ EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no federal*,. 
Interpretación de normas locales de procedimiento*. Costas 1/ honorarios. 

Lo atinente al enrga de las costas devengadas en las Instancias ordinaria» 
es cuestión procesal y de heelio irrevisible, en principio, por vía de la apeía- 
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ción t-xtraordinarin, incluso tr¡t tundo- 
federales (')■ 



ante magistrado* 



CARLOS BRUNO BIMOLI v. EMILIA GONZALEZ y Oteíos 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requintas formas. Intrrpotivióu del re- 
cuna. Trrmino. 

ln declaración de luilier.se deducido extemporáneamente el recurso extrnordi 
mirin es, comn principio, irrevisible por la Corte, no mediando arbitrariedad 
ni error muñí Tit-sto en Ir» decidido por el tribunal apellido. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2ÍÍ de agosto de 1ÍMS0. 

Vistos los autos: ''Recurso i)e hecho deducido por José ( -oli- 
verio en la cnusa Iiímoli, (\trlos Bruno o/ González, Emilia y 
otrns", pitra decidir sobre su procedencia, 

V considerando : 

Qtio la declaración de haberse deducido extemporáneamente 
el recurso extraord : nario es. conm principio, irrevisible por esta 
forte —Fallos: 242: 15 y 521, y otros—. 

(¿ue toda vez <pie de lo expuesto por la recurrente no resulta 
que medie arbitrariedad ni error manifiesto en lo decidido por el 
tribunal apelado, lo expuesto basta para el rechazo de la queja. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz oe Lamadihd 

— JlTUO OYflAK^PTE — Pe.iho 
AbERASTUEíY — ÜiuARDO COLOM- 
BRES. 



PABLO l'RRAX v. EÜSBBIO SAN'OA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rcqttm'os romnne*. Gratumen. 

p ? ... — ,.,i. n i.. „>„,i~. ;/•" p- ■l'-iifrí'innrí ■ eio'tm ta deeirióli por la cual 
se liace hipar a ln excepción de defecto lepa! opuesta sí no se expresan rozo- 
nes iiiic (ii)s.rn n l¡i pn<¡¡liilidnd de que Ihm omisiones a que obedece el prn- 
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nuncíamienlo sean xubsancdna por el interesado, ni sí" impide ia tutela, en 
ln instancia ordinaria, del dcrcclto que pueda asistir al recurrente. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, ¡29 de agosto de lí)bU 

Vistos los autos; "Recurso do hecho deducido por la acto ra 
en la causa Urban, Pablo c/ Sanda, Kusehio", para decidir sobre 
su procedencia. 

Y considerando ¡ 

Que la decisión por la cual se declara procedente la excepción 
de defecto legal no impide la tutela en la instancia ordinaria del 
derecho que pueda asistir al recurrente, en cuanto no se da razón 
que obste a la posibilidad de que las omisiones a que obedece el 
pronunciamiento sean subsanadas por el interesado — ftoct. Fa- 
lles; 2;i(>: f)14 y otros—. 

Que lo expresado, que basta para el rechazo de la queja, hace 
innecesaria la consideración de los demás agravios expresados 
en ella. 

En su mérito se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villeoas Rasaviliiaso — 
Aiiistóbulo D. AnÁoz de Lamadrid 

— JlILÍO Ov HAN ARTE — PeORO 

Aherasti ry — Ricardo Colom- 
hres. 



NACION ARGENTINA v. MANUEL SANTOS COPELLO 

EXPROPIACION: Indemni-anón. Determinación ilel valor real. Vatar de la 
tierra. 

Li disconformidad del Fisco ti peí nte ron el procedimiento aceptado por 
el Tribunal de Tasaciones, cxpresndn ni recurrir de ta sentencia, constituye 
un agravio tardí:i mente introducido en el jiticic si su representante unte aquel 
organismo aceptó exprésame nte J i valuación efectuada por tu División Téc- 
nica, fimdndn, pn-etsn mente, en la fiicslinnuda subdivisión hipotética de 
tas fracciones expropiadas. 

BX&ROPI Af'iOS; hulpwní-neiÁn. Determinación dd valor real. Gcncralidade». 

1\] nétodo !l iiijkLi "prisa ; c de i"lc a himple". sido aceptado por ta juris- 
prudencia de lii Corte, lanío más en unsench de oíros eleirientos de juicio 
convincentes relacionados con el valor del hieil expropiado. 
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EXPUOP/ACIOX: tndeiuiú^iüiu. helt rmimu ión del rah>r real. Valor de la 
tierra. 

Admitida ta subdivisión ¡den! tlr un loteo, uu puede dejarse de deducir, a 
efectos de est. hlecer el ingreso neto, loa intereses que habría deven-judo el 
eupital invertido hasta la venta total de lus lotes, pues de lo contrario la 
indciimiMuión vendría a acrecentarse con el importe de una pérdida que 
no fa£ efectiva mente experimentada por el expropiado. 

KXPROPI AVÍOS : Indemnización. Determinación del calor real. Valor de la 
tierra. 

Corresponde confirmar ta sentencia que lija el valor del inmueble expro- 
piado ajustándose a la estimación del Tribunal dt> Tasaciones, si el apelante 
no Ka aportado ningún elemento de convicción qm jusJ.ique una solución 
distinl.i a la adoptada. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, ;í1 «le agosto de 1960. 

Vistos los autos: "-Fisco Nacional e/ Copello, Manuel Santos 
s/ expropiación", 

Y considerando : 

l v ) Que el presente juicio de expropiación se refiere al in- 
mueble sito en la Provincia de Buenos Aires, Partido de La Ma- 
tanza, Pueblo de Villa Madero, circunscripción 111, sección O, 
i|iiiuta 1, parcelas 1 4 según catastro y manzana A, lotes 1/4 según 
título, calles Avda. tí ral. Paz entre Pedro de Mendoza y Millún, 
Con una superficie de 19,359 tn 2 en conjunto, del (pie se tomó po- 
sesión el 2 de setiembre de 1949 (fs. 10). El Tribunal do Tasacio- 
nes, por mayoría, valuó, el twnuob'e expropiado en la suma de 
ü$n. 729.900 (t's. 14!'). Kl juez de primera instancia aceptó esa 
valuación, pero le adicionó la suma de tn$n. 23.270,26, por eonsi- 
derar improcedente la deducción (pie de ella bizo el Tribunal de 
Tasaciones en concepto de intereses del capital invertido (fs. 162/ 
1(ir>). En consecuencia, condenó a la actora al pago de m$n. 
753.1 70.2(» y le impuso el pago de las costas del juicio, l^a (.'rimara 
Federal de Apelaciones de La Plata confirmó la sentencia de 
primera instancia en todas sus partes, declarando por su orden 
las costas de la alzada {fs. 185/187). 

2 o ) Que contra esta última sentencia interpuso recurso or- 
dinario de apelación el Señor Procurador Fiscal de Cámara, el 
míe le fné concedido a fs. 191 y es procedente con arreg^ a lo 
dispuesto ñor el nrt. 24, inc. W, apart. a), del deercto-lev 1285/58 
(lev 14.-UÍ7), vigente en la fecha en que quedó consentido el auto 
de fs. 191. 

.V) One, en su prosoutnción de fs. 200, el Señor Procurador 
(leñera! dio por reproducidos ante esta instancia los agravios for- 
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ululados por el Procurador Fiscal do Cámara en memoria de 
fs. 183/184, que fueron los siguientes: a) La valuación debió efec- 
tuarse como sí el terreno se lmbiese vendido en una sola fracción, 
"pues ésa es la forma en que se lo expropia", y no —como se 
practicó por el Tribunal de Tasaciones— sobro la base de proyec- 
til* de loteos; b) Do aceptarse ese criterio, es de todos modos in- 
admisible no admitir la deducción de los intereses del capital In- 
vertido; e) La valuación practicada por el Tribunal do Tasaciones 
resulta desproporcionada con respecto al escaso progreso que 
nfn-cía la zona respectiva a la fecha en que se produjo la despo- 
sesión. 

4") Que Ja disconformidad expresada por el apelante con el 
procedimiento adoptado por el Tribunal de Tasaciones constituye 
un agravio tardíamente introducido en el .inicio, por cuanto su re- 
presentante ante el mencionado organismo aceptó expresamente 
(fs. 126) la valuacÍL efectuarla por la División Técnica, que se 
fundó, precisamente, en la subdivisión hipotética de las fracciones 
expropiadas (ver, especialmente, fs. 11 tí), Por lo demás, esta 
Corte ha admitido la procedencia del método cuestionado, llamado 
pasaje de lote a bluck, tanto más si —como ocurre en el caso— 
no existen otros elementos de juicio convincentes relacionados con 
el valor del bien expropiado (Fallos: 238: 206; 242: 150). 

5 P ) Que el segundo agravio debe declararse procedente. Ad- 
mitida la subdivisión ideal de un loteo, no puede dejarse de de- 
ducir, a efectos de establecer el ingreso noto, los intereses que ha- 
bría devengado el capital invertido hasta la venta total de los 
lotes, pues de lo contrario la indemnización vendría a acrecentarse 
con el importe do una pérdida que no fué efectivamente experi- 
mentada por el expropiado (Doctrina de Fallos: 244: 373), 

(i v ) Que en cuanto al último de los agravios planteados, no 
habiendo el apelante aportado en esta instancia ningún elemento 
de convicción que justifique una solución distinta de la adoptada 
por el Tribunal de Tasaciones y la sentencia apelada, correspon- 
de declararlo improcedente (Fallos; 237: 230, 297, (¡07 y 870; 
238: 407 y 548). 

Por ello, se confirma en lo principal la sentencia apelada de 
fs. 135/187 y so la modifica en cuanto al monto de la índem idea- 
ción oue manda pagar, el que se fija en la suma de seteniontos 
ve'ntinueve mil novecientos pesos moneda nacional (m#n, 729.900). 
Las costas de esta instancia por su orden. 

Benjamín Villkoas Baraviltiaso — 
ArcisTÓnnwi D. AuÁoz m IjAMadhio 
— Luis Makía Boffi BonnRim — 

JOMO OyHA Jí AftTK. 
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FRANCISCO LOUIÍO 

Al sol» erecto de interpretar e] art. 21 del dcercto-lev ímÜMfi (lev l&ftgjj 
por "curso puhW debe entenderá* tnrio empleo, olido u ocupación 
wmH» por í-l halado o s -,s cides descentralizada í,»-Iii«¡vp las ,,m,r^ ls ,1c 
Kstatiu. desde In circunstancia qno corresponde considerar a esoa linee 

la taltd. d quien uülizn los servicios del agent-. 
Em consecuencia, Ü bailan comprendidas en esc excepto las Ureas aoe 
«m«. encarado de restirante en el "Urnn Hotel lntcnmcinn.l" del Aero- 
pnrrl.. "Mimatro J'istaríni", fueron adjudicadas al rceiirrenV en el convenio 
.pie ,-ele hmra con el Presidente .lo la Junta de Gerentes «le los Ferrocarriles 
fonales; por ello, de acuerdo c.»i el precepto le-,1 cit do. es procedente 
la acumulnnun de la jubilación ,1. que gÜÜ Ü solicitante v el sueldo 
por Ta lev 13,971 '^'^ ****** ^ "° - 1 ^^b.ceido 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario concedido a fs. flí» vta. ea proce- 
dente, tcul» vez fine se cuestiona cu nutrís la inteligeiHn d> nor- 
mas de caráctef federal y la resolución definitiva del superior 
tribunal de la cansa es adversa a las alegaciones del apelante, 

hn mmta al fondo del asunto, dos son las cuestiones por 
resolver, esto es : 

t*j si el art. 21 del decreto-ley 0310/46 ha derogado el art. 
30 de la lev 10.600; 

2*> si reviste enríuter de "cargo público» a los fines de la 
aplicación al caso del art. 21 del deereto-ley citado, el desempeño 
iJe las funciones de encargado de restaurante en el "Hotel Inter- 
na-fmnl" del Aeropuerto Xa»ional de Y^ya, ot) i íltí condHones 
estipuladas por el F. (\ % Roca, defendiente del Ministerio de 
Fjfansportes de Ta Xaeión (ver fs. 47). 

Acerca d<> I>» nrimera cuestión la conclusión que se impone, 
frente a lo ileridido ñor V. R. en la cansa ''Xembnni, TíiWor »/ 
jnhi'afién". con fecha ¿ de setiemhre del eorriente año, v a 
rnéV'o de la dn-trinn allí s^nta'la. n<* nniv ta ftutor ; "*4on con- 
ten ir? - en r-1 n rt. 21 fH d™reto-W 031fi/41 debe prevaleeer sobre 
la wUttSn n ll0 preceptuaba para esas situaciones el art, 30 de 
la lev 10,(150. 

Resnecto del see-undo aspecto d^l nrobVma planteado en 
antn*. n : on*n que tamlvén corresponde desestimar los agravios 
riel ro-nrrente. 

i » expresión "ennro póMi^o" nTi-'ndn en el f Woto-lev 
ttilfí'tf posee, a Ins tfWím th> ta uun m f/tífl íti contiene, una 
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¡significación genérica que altaren a las funciones pública», aún 
las do carácter electivo, y las relaciones de empico en que el em- 
pleador no es un particular. 

Para el esclarecimiento que se busca, cargo público equivale 
a puesto público, en el sentido iftu- se trata de tareas remune- 
radas con fondos que no son de pertenencia privada. Lo que 
interesa no es, por tanto, el objeto de la relación, sino el carácter 
de quien utiliza los servicios del empleado. Cuando éstos son re- 
munerados por la administración pública central, o por las re- 
particiones autárqnicas, p por los cates industriales o comerciales 
de gestión estatal, en be considerar que se trata de un cargo 
público, siempre repito, a los fines de la interpretación de la nor- 
ma en cuestión. 

La interpretación lata que dejo expuesta encuentra apoyo, 
a mi juicio, en los considerandos del fallo de V. K. en el citado 
caso "Xembrini", en uno de los cuales se afirma que la aplicac ión 
amplía del nrt 21 "se justifica teniendo en cuenta su funda- 
mento, que es el de aserrar a todo trabajador un mínimo de 
retribución exigido por la creciente elevación del costo de vida". 

A mérito de lo procedentemente dicto opino, por tanto, que 
corresponde confirmar la sentencia apeladn en cuanto pudo ser 
materia del recurso. Buenos Aires, 9 de octubre de lf>57. Se- 
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Buenos Aires, 31 de agosto de 1960. 
Vistos los autos: "Louro, Francisco s/ jubilación". 
Y considerando: 

Que el interosado obtuvo el beneficio de la jubilación or- 
dinaria íntegra con arreglo a las dispos ; ciones de la lev 10.650, 
y en virtud de resolución del Instituto Nacional de Previsión So- 
cial, de fecha 16 de diciembre de 1948 (fs. 15/17). En razón de 
haberse reincorporado después al servicio del Ferrocarril Gene- 
ral Roca en calidad de encargado de Restaurante en el "Gran Ho- 
tel Internacional" del Aeropuerto "MmHro P¡starini" —tareas 
que desempeñó durante el lapso comprendido ont**e el 18 do octu- 
bre de 1951 y el 29 de diciembre de 1953—. la Caía Na* ; onnl de 
Previsión para el Personal Ferroviario declaró que. oonform* a 
lo dNnnesto por el art. 30 de la lev 10.650, d interesada m pudo 
percibir su jubilación ordinnrin entro e ' 21 do mavr» de 10%? fa- 
cha d" la m«nlneión genTíil datada en el exnte. P^n*. 30.615 

y «1 29 de di^omhre de *053. "onsenen^n. le fnn formu'ndo 
cargo por la suma de m$n. 4.275,89, ordenándose destinar, para 
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su cancelación,, los haberes devengados a partir del 30 de diciem- 
bre do 1953 (fs. 52). La decisión fue ratificada por la misma 
Caja a fs. 59, resolviéndose, asimismo, denegar el pedido de de- 
vola ión formulado por el interesado de los aportes ingresados 
durante el referido lapso de reincorporación al servicio. La re- 
solu-ión fue confirmada por el Instituto Nacional de Previsión 
Social a fg. 65. 

(¿no la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo re- 
vocó la resolución administrativa en lo principal, declarando 
que el interesado tiene derecho a percilrr simultáneainente el be- 
neficio jubilatorio y el sueldo devengado en la nueva actividad, 
en virtud de hallarse aquél en la situación prevista por el art. 21 
del lie-reto 931<¡ 46 (ratificado por la ley 12.921). La confirmo, 
en cambio, en lo que decide sobre la devolución do aportes efec- 
tuados diñante el lapse de reincorporación al servicio. 

t¿ue contra esa sentencia interpuso recurso extraordinario 
el ap alorado del Instituí o Nacional de Provisión (fs. 98/99), fun- 
dándolo en que el art. 21 del decreto-ley 9316/46 no es deroga- 
torio tlel art. :íl) de la ley 10,050 y en que el interesado, al retornar 
a la actividad no desempeñó un "cargo público" en los términos 
de la primera de las normas citadas, desdo que no puede conside- 
rarse tal a aquél que se presta al Estado como persona de de- 
recho privado. 

(¿ne el re urso extraordinario es admisible desdo el plinto 
de vista formal, con arreglo a lo dispuesto por el art. 14, inc. 3', 
ley 4£, en razón de haberse cuestionado en autos la inteligencia 
dé los arts. 30 de la ley 10.650 y 21 del decreto-ley 9316/46, y ser 
la dee ; sión recurrida contraria al derecho que el apelante funda 
en dichas normas federales. 

(¿ne el art. 21 del decreto-ley 0316/46 (ley 12.921) declara 
compatible el goce de prestaciones provenientes de regímenes 
do previsión con el ejercicio de "cargos públicos", aunque fue- 
ren electivos, siempre que la suma ar amulad i no supere cierto 
límite míe, de m#n. 1.500 establecido por dicho decreto, fué eleva- 
do a m$n. 3JJQ0 por la ley 13.071. 

Que, al solo efecto de interpretar el art. 21 antes citado, por 
"cargo públ'eo" debe entenderse todo empleo, oficio u ocupn- 
o : ón remunerado por el Kstado o sus entes descentralizados, 
inclusive las empresas «le Kstado, desdo que — como señala el Sr. 
Procurador llenera' — la circunstancia que corresponde consi- 
derar a esos fines os la calidad de quien utiliza los servicios del 
agen í n. 

Qué de las constancias del convenio celebrado entre el inte- 
re«i»«dn ,_ "1 Presidente de la -tunta ele ííerentes de los Ferrocarriles 
Nacionales {fs. 125) cabe inducir que las tareas adjudicadas en 
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aquél al Sr. Lomo se hallan coihjmoihIuIus dentro del concepto a 
que se ba hecho mención en el considerando que antecede. 

Que, en esas condiciones, un parece dudosa la aplicación al 
caso de autos de la norma contenida en el art. 2í del decreto-ley 
!>:¡lt¡ 4fi, desde que esta Corte, teniendo especialmente en cuenta 
los tinca del citado decreto, se lia pronunciado por la interpreta 
ción amplia de dicha norma en casos como el presente —Fallos i 
238 : 478— y la acumulación pretendida por el interesado no su- 
pera el límite establecido por la ley 13.071. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
confirma la sentencia de fs. M/95 en lo que ha sido materia' de 
recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaro — 
Luis María Boffi Booo^no — 
Pedro Aberastury — Ricardo 
COLOMBBES. 



ESI LOA MARIA PELLIZA 

EX TRAORD1NA RIO: Requisita formales. Introducción de h cues- 
t*6n federal. Oportunidad. Resolución sobre ¡a oportunidad del plante, miento* 

Lis cuestiones federales, base del recurso extraordinario, deben ser oportu- 
namente planteadas en la rans-i. Dicha jurisprudencia admite excepción en 
loa supuestos en que, min planteadas aquéllas tardíamente, el tribunal bu pe 
nor las considera y decide, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» y garantías. laaaldad, 

Ln garantía del art Ifl de la Constitución Nacional no resulta afectada por 
la existencia de regímenes diferentes en las distintas cajtiB de previsión, en 
orden a los beneficios que cllrs acuerdan. Lo atinente a la uniformidad o 
diversidad de sistemas en materia de previsión constituye, en efecto, una 
cuestión de polffiea legislativa, cuya desventaja o acierto escapan al examen 
de la Corte Suprema, en tanto no se demuestre la existencia de discrimina- 
ciones por razón de hostilidad o injusto privilegio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e ineonstitueiomlidad. Le,,e» 
nacionales. Administrativas. 

El art. 42 de la lev 4349, en cuanto desconocía el derecho a pensión de las 
herían -s del ^-hilado fallecido, no es violatorio de la garantía constitucio- 
nal de la igualdad. 
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Dictamen- del Procuiiapoh General 

Suprema Corte; 

Al recurrir a fs. 32/33 pár» auto la Cámara de Apelaciones 
del I rnbajo, ln interesada tachó de ineonstitueionnlidad el art. 42 
de la ley 4349, tal como se encontraba vigente a la época del falle- 
cí miento del cansante, por considerarlo atentatorio a la garantía 
dé la igualdad en cuanto, a diferencia de lo dispuesto por otros 
regímenes de previsión, no reconocía derecho n pensión a favor 
de las hermanas del afiliado. 

La cuestión de referencia no fué plantead* por la nctieinmmte 
en sus anteriores presentaciones, por lo que debe reputarse tardía 
su introducción en ia oportunidad señn T ada más arriba. 

En tales condiciones, el recurso extraordinario ha sido mal 
concedido a fs. 4ó. 

Pero aunque se admitiere lo contrario, las pretensiones do la 
recurrente deberían ser desestimadas en todo caso. 

En efecto, siendo indiscutible «me resu'ta inaplicable al caso 
ln reforma ele la ley 12.837 que vino a incluir entre los beneficiarios 
a las hermanas del causante, poíno lo reconoce la propia intere- 
sndn, ésta carece de derecho al l>ennf : eh> so 1 ¡citado dentro thl ré- 
ffimei, de la ley 4340 y modificatorias. 

En cnanto a la presunta desigualdad alegada, basta señVar 
que conforme a doctrina reiterada de V. R. la garantí constitu- 
cional ea cuestión no es vulnerada por la existencia de regímenes 
diferentes en las distintas Cajas para los benefic : os que Tas mis- 
mas ncnerdnn (FaPos; 20f¡: 112; 218 : 470 : 222: 3o2: 22**: 313 y 
jurisprudencia allí citada. Buenos Aires, 27 de octubre de 1959. 
— Ramón La sea no. 
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Buenos Aires, 31 de agosto de 19ÍÍ0. 
Vistos los autos: "Pelliza, Esildu María s/ pensión", 

Y considerando : 

I o ) Que la recurrente se agravia contra la sentencia de fs. 
38/39 en tanto considera que, si bien a la fecha en que se habría 
originado el henefinio que pretend"», se hallaha viente d texto 
pritii ; tivo del art. 42 dn 'a lev 4349, que d^senuo^ía el dere-bo de 
las hermanas de! jubilado fallecido a percibir el beneficio de pen- 
sión, también es verdad (pie, en la misma época, aquélla era la 
unirá ley de previsión social que tío reconocía tal beneficio, razón 
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por la cual entiende que la norma referida os violatoria de la ga- 
rantía oonstitucional de igualdad ante la ley (art. 15 de la Consti- 
tución Nacional). 

*2 ? )^ Que si bien el mencionado planteamiento constitucional 
sólo fue introducido ni fundarse el recurso ante el Tribunal a quo 
(fs. 32/33), la exteniporaneidad ha quedado salvada, en el caso, 
porque la cuestión federal fué considerada y resuelta por la sen- 
teueia en recurso (Fallos; 243: 111; 244: 122 y otros). 

:i 9 ) Que, en cuanto al fondo del asunto, es jurisprudencia de 
esta Corte que la fenrantíu del art. 16 de la Constitución Nacional 
no resulta afectada por Ja existencia de regímenes diferentes en 
las distintas cajas, en orden a los beneficios que ellas acuerdan 
(Palios: 206: 112 y otros). Lo atinente a la uniformidad o diver- 
sidad de sistemas en materia de previsión constituye, en efecto, 
una cuestión de política legislativa, cuya desventaja" o acierto es- 
capa al examen de esta Corto Suprema en tanto no se demuestre 
la existencia de discriminaciones por razón de hostilidad o injusto 
privilegio (doctrina do Fallos: 238 : 60 y sus citas, reiterada al fa- 
llarse el 29 do junio pasado la causa "Lorenzo, Blondina s/ solici- 
ta so !a considere como afiliada a la ley 4349", L. 119). 

Por ello, habiendo d'ctaminado el Sr. Procurador General, se 
confirma la sentencia de fs. 38/39 en lo que ha sido materia de re- 
curso extraordinario. 

Benjamín Viixroas Basavilbaro — 
Aristósulo D. Aráoz dé TjAMaomd 
— Jumo Oyhan \rte — Pedro 
Abbrastuhy — Ricardo Colom- 
bhes. 



ENRIQUE LEON DABOS y Otho v. CARMEN CIBIACA ACUÑA 

db SUAREZ BUYO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rcq,,h¡t> 8 promas. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Medida* precautoria*. 

Las resol liciones referentes a medidas precautorias — «en que las acuerden, 
demedien o rechacen el levantamiento de Ins va derretidas— no constituyen, 
cti principio, sentencia definitiva que autorice la concesión del recurso extra- 
ordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* premios. Sentencia definitiva, 
fíattlncionex anteriores » ta fentenda definitiva. Medida* precautoria*. 

Ln orden de no innovar dispuestn a nedirlo de la demandada — condenada 
ft escriturar en el juMo — en razón de me, a s-i ve?, ha demandado a los 
nctori-íí ror res'-'sirtn de la coinprftvent ■ de los ronvenVa respetivos, no revisto 
cnnicter definitivo ni da luiiur al recurso ex'rcmrdinnrio; purs no produce 
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ntniivio insusccptihk- de reparación en el «tuyo del procedimiento, yu que 
no i** tJtl t¡i necesidad que impune til recurrente de ton ti muir actuando, A lo 
que che agregar que lu vía t-tcgida por 1» demandada luí indicada por 
motudún que consintió la apelante, e incluso esta misma señaló como pro- 
ct denle en relación con las cuestiones n que. podrí» dar lugar ln ejecución 
de la sentencia dictada ni el juicio, que comprendía y obligaba a ambas 
partea. 

KKCVKSO EXTRAORMSARW: Requisitas /ji-j/hW. Sentencia drfimtira. 
( tino-fita ?i ijrneniiitttnies. 

\m in vocación de lo dispuesta en el ¿irt. 17 de la Constitución Nacional no 
obvia, sin más, la i.um m-ia de sentencia definitiva, ni justifica que la Corte 
se avoque a la elucidación de la e\istcne¡n du cosa .juzgada, si l;is condiciones 
del caso no son de excepción. 

Dictamen del PaommADÓR (i es eral 

Suprema Corte: 

La decisión apelada no equivale, a los efectos del art. 14 de la 
ley 4S> a la sentencia definitiva de la cansa ni ocasiona un agravio 
in-aisceptible de ulterior reparación; y V. E. tiene resuelto que el 
recurso extraordinario no procede contra resoluciones de carác- 
ter precautorio, cuino la medida de 110 innovar (Fallos; 2+,'!: 4"), 
17!) y iM, entre otros). 

Con arreglo a este criterio pienso que el remedio federal in- 
tentado a fs. '2'M lia sido mal concedido a fs. *24í) y que así corres- 
ponde declararlo. Buenos Aires, de abril de 1960. — Ramón 
Lasco no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de aposto de 1960. 

Vi-stos los autos: "líanos, don Enrique León y otro c-' Acuña 
de Suárez Buyo, «lona (/armen Ciriaca s/ escrituración y cumpli- 
miento de contrato de compraventa". 

Considerando: 

1*1 Que la sentencia de fs, 7l¡ condenó a la demandada a es- 
criturar a los actores, dentro de los treinta días, los inmuebles 
(pie se detallan en la aclaratoria de fs, 80 vta. Posteriormente, 
sin mediar orden dictada a petición de aquéllos, la demandada 
manifestó que había dispuesto lo conducente para la ejecución de 
la sentencia, pero temiendo que los actores no estuvieran en ¡cual 
disposición respecto de las ohli«íac ; ones a su carpo, que debían 
integrar necesariamente la ejecución de la sentencia, solicitó que 
fneran intimados para que se pronunciaran al respecto, a lo que 
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éstos se opusieron, argumentando que sólo a ellos incumbía instar 
la ejecución y apresaron que la demandada "como cualquier otro 
interesado eu derecho debe recurrir a la vía del juicio correspon 
diente" (fs. 111 y 114 respectivamente). 

2 9 ) Que a fs. 124, con fecha 18 de abril de 1956, a raíz de un 
pediílo de la demandada con idéntico sentido, motivado esta vez 
por una actitud concreta de los actores, se dictó resolución des- 
estimando el requerimiento, pero haciéndole saber que debía "pe- 
ticionar concretamente en la forma y por la vía que estime co- 
rresponder", que fué consentida por ambas partes (fs. 127 v.). 

3 W ) Que sólo pasados dos años y tres meses los actores 
solicituron so intimara a la demandada el cumplimiento de la 
sentencia de fs. 76, a lo que se hizo lugar, pero, ahora, ai|uélla 
respondió haciendo saber que por ante el mismo juez de la causa, 
había demandado a los actores por rescisión de la compraventa, 
por can* a de incumplimiento que les imputaba, a lo que siguió el 
pedido de una orden de no innovar, que fué concedida por auto de 
fs. 192, ce n firmado por la Cámara a fs. 21!). 

4 9 ) Que contra esta última sentencia, los actores interpusie- 
ron recurso oxtraord'nurio fundándolo en que aquella medida, en 
cuanto supedita la efectividad de la sentencia recaída eu estos 
autos a la que se dicte en el juicio promovido por los demandados, 
importa destruir la autoridad de cosa juzgada alcanzada por dicho 
pronunciamiento, con el consiguiente quebranto de la garantía 
eonstitu ionul de la inviolabilidad de la propiedad privada (fs. 
2,11/234). 

íj 9 ) Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Cor- 
te, las resoluciones referentes a medidas precautorias — sea que 
las acuerden, denieguen o rechacen el levantamiento de las ya 
decretadas — no constituyen, en principio, sentencia definitiva que 
autorice la concesión del recurso extraordinario (Fallos: 236: 
lf)6; 237: 68; 23!): 244 ; 242: 279 y otros). 

6 9 ) Que esta doctrina es aplicable al caso de autos. En efecto, 
la resolución que se apela no produce agravio que no pueda encon- 
trar rep ración en el curso del procedimiento que te sigue, no 
siendo tal, a los fines de la concesión del recurso extraordinario, 
la necesidad que aquélla impone ni recurrente de continuar actuan- 
do, (doctrina del fallo do esta Corte do fecha 17 de junio de 1960, 
recaído en la causa Sánchez Elía de Santamarinn c/ Santamarina 
y los allí citados). Además, en el caso, la vía elegida por la de- 
mandada fué indicada por resolución que consintió la recurrente, 
o incluso ella misma señaló como procedente en relación con las 
cuestiones a que podía dar lugar la ejecución de la sentencia de 
fs. 76, que comprendía y obligaba a ambas partes. 

7°) Que tampoco obsta a esa aplicación la cuestión eonstitu- 
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eionn! planteada con base un el art. 17 de la Constitución Xacio- 
md. Tul alegación no obvia, en electo, sin más, la «usencia de sen- 
tencia definitiva ni justifica que en este momento se avoque el 
Tribunal a la elucidación de la existencia de cosa juzgada, en pre- 
sencia de los hechos del caso y en condiciones que no son las tic 
excepción, en Ins que el punto pueda admitir consideración actual 
(Símela* Elía de Snntnmarina c/ Suntamariua, citado). 

Por ello, y habiendo dictaminado el 8r. Procurador Federal, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 

.lAMÍX VlLLEüAS RasAVILBASO 

AuiSTOBULO I). ArÁOZ I1K LaMADRID 

PKIlítO ApERASTCUY KM'ARJM) 

CoLOMIHtES. 



RAUL ESPAMEIÍ v. ALFIiEDO KIXAIDO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestione» no fecales. 
Interpretación de normas tj actos comunes. 

Si tu sentencia decide, de acuerdo con las dÍBpO0Íejot)« del Códimi Civil, 
«pie el tercerista nu acreditó su dominio y se funda, además, en que é\le no 
fin' inscripto en el Rastro de la Propiedad — requisito indispensable, seírún 
las leyes nnifinicas <te loa Tribunales de Mendoza y de Córdobi, para ku 
oposición frente a terceros — , es improcedente el recurso extraordinario ba- 
sado en que 1u interpretación de Ins leyes procesales de chas provine) b 
n piiema a lu dispuesto en los arls. IDOS, 1011, 1930, 1835. lfMfi, 1937. 1ÍM7 
y del Código Civil, violándose los nrts. ¡ti y f¡7, inc, 11, de la Constitu- 
ción Nacional; pnes, aun prosperando la ineonatilueionolidad de las leyes 
locales, no se desvirtuaría el fundamento de hecho y prueba y derecho común 
que sustenta el fallo apelado. 

RECCRSO EX TRA ORTil SA R 10 : Requisitos formales. Introducción de la ene*, 
tufa federé. Oportunidad, Planteamiento en el escrito de interposición det reñir- 
lo extraordinario. 

Rítnlti una reflexión tardía e ineficaz para ln apertura de la instancia extra- 
ordinaria, el ncrovio constitucional re'eridn a Ir interpretación de las levos 
orsránicns de los tribunales de Mendoza y Córdoba efectuada en el caso, plan- 
teado por primero vez en el escrito de interposición del recurso extraordina- 
rio, a pesar de qii.- h cuestión quedó trabada con la contestación de Ja 
demanda. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

ím sentencia apelada decide que la recurrente no ndouiró el 
inmueble, cuya tercería dedujo en estos autos, en razón de no 
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constar en el respectivo instrumento de fs. 15 la existencia de un 
j.oiler otorgado ile acuerdo al art. 11 H4, i tic. 7*, del Código Civil 
y además por faltar el título y la tradición como también la es- 
critura pública {arts. 577, ¿524, ¡tic. 4*, 2601, 2602, 3265 y 1184, 
inc. 7 P , del código citado). 

Asimismo resuelve que la tercerista no puede oponer su 
presunto derecho al embargante, por no haberse inscripto el domi 
nio a nombre de aquella en el Registro de Propiedad, de acuerdo 
con lo dispuesto por las leyes locales de Mendoza y Córdoba. 

Contra este pronunciamiento dedujo la interesada recurso 
extraordinario, que se tunda en que la interpreta rión dada por 
el a quo a las leyes provinciales repugna a las disposie'ones del 
Código Civil referentes al mandato y a las de adquisición del do- 
minio, vulnerándose así los arts. 31 y 67, inc. 11, de la Constitu- 
ción Xacional. 

Ku tales condiciones, el remedio federal intentado es impro- 
cedente ya que la alegada ¡nconstitunoiialulad de las leyes locales, 
aún en el supuesto de prosperar, no seria suficiente para hacer 
caer la sentencia apelada «pie se funda, además, en razones de 
hecho y de derecho común suficientes para sustentarla. 

Kn consecuencia, considero (pie dicho recurso ha sido mal 
concedido y que así corresponde declararlo. Buenos Aires, 27 de 
agosto ile 1!>5Í>. — Hamo» Lusca no. 

FALLO DE LA COltTK StTUEMA 

Buenos Aires, 31 de agosto de 1960, 

Vistos los autos: "Tercería de dominio deducida por la ra- 
zón social *'S. Croatto y Cía. en los autos "Espamcr, Raúl c/ Al 
fredo R i muido s/ demanda ordinaria". 

Y considerando: 

\ 9 ) Que, en esta causa, la sentencia de) a quo confirmó la 
del inferior fundándose en que, de acuerdo a disi Micciones dd 
Código Civil — que detalladamente eita — , el tercerista no acredi- 
tó sn dominio, ya que en el instrumento de fs. 15, 18, a la inversa, 
sólo consta la adquisición !e dominio por el demandad;), que im 
acompañó poder para justificar que lo hacía por la sociedad ter- 
cerista. Asimismo, se fnndn en que, de todos modos, el dominio 
invocado no fué inscripto en el Registro de la Propiedad, requi- 
sito indispensahl" "pira oponer con éxito" ese hecho "frente a 
terceros embargantes" (fs. 63 vtn.). 

2") Que el recurso extraordinario sostiene que la interpre- 
tación hecha por el a quo de los arts. 280 de la Ley Orgánica de los 
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Tribunales de Mendoza y 2í>!» de la Ley Orgánica de los Tribunales 
di' ( Yinluta — le\es que exigen la inscripción cu el Registro de la 
Propiedad para (pie el derecho de dominio pueda hacerse valer 
frente a terceros — repugna a lo dispuesto por los arts, 1ÍÍ0Í), lííll 
l'J.'Io. 1 !!.;:>, líí.'ifi, l!»;;7, t!U7 y 2602 del Código Civil, violándose de 
tal «nodo los arts. 31 y b"7, inc. ll t de la Constitución Nacional 
<fs. fifi/oT). 

•**") i¿ut\ en esas condiciones, ta) como lo sostiene el Sr. Pro- 
curador (¡enera!, el remedio federal es improcedente ya que la 
iiicoustitucionalidad de las leyes locales alegada por oí apelante, 
aún prosperando, no desvirtúa ría e! fundamento de hecho v prue 
Imi y derecho común que sustenta la sentencia recurrida. 

•H tJiH-, por lo demás, el agravio constitucional del recu- 
rrente fué planteado por primera vez en el escrito de interposición 
del recurso extraordinario, a pesar de (pie la cuestión quedó tra- 
bada con la contestación de la demanda (fs. 32 punto III), por lo 
que manifiestamente resulta una reflexión tardía e i Tieficaz —des- 
de este punto de vista— para la apertura de ¡a instancia de excep- 
ción (doctrina de Fallos: 244: 402 y los allí citados). 

Por ello, habiendo dictaminadii el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 70. 

Lris M.uíÍy Iíofií BoocKifo — Jumo 
Oyhxxakte — Primo Abe BASTI* KY 
— Kirumo CoLOMRiIKS. 



LAIUSLAU KifnSS v u mt v . S.H.L. S7.ABO ttv<, s .. K KNKIjEIí. y Cía. 

RECURSO VXifiAOnfHXAIltO: Requintos propios. fWtfvmr» w> frdrralr*. 
lnt> rpr, t<tri>'m ( ít* normas lacaka de proralimir'titos. Caso» varios. 

pn>i-i>ili> H rci-nríi» rxlrnontinari» contra Iti scnlcnrm (pie deniega el pe. 
d'ulo tic que se promueva cuestión de competencia por inhibitoria. 

Dictamen übl Piioc t'itAtxui (¡kxeiiai. 
Suprema Corte: 

Declara la sentencia apelada <|Uc si bien el recurrente ha 
acreditado que la demandada se domicilia en esta Capital, en 
cambio, ni siquiera ha intentado justificar que la competencia del 
juez provincial no esté determinada por a'guna de las otras alter- 
nativas que el decreto 32.347 '44 (ley 12.948) contiene en su ar- 
tículo 4*, es decir, que a dicho magistrado no le corresponde en- 
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tender por el lugar del trabajo ni por el de la celebración del 
contrato. 

En tales condiciones, toda vez que el tribunal de alzada con- 
firma el pronunciamiento de primera instancia por razones de 
hecho y prueba, pienso que lo resuelto en el fallo recurrido — dadn 
su naturaleza — resulta insuseeptible de ser revisado por V. E. 
por la vía de excepción elegida. 

Kn cuanto a Ja pretendida ineonstitucioiinlidad de la ley 413tí 
de la Provincia de Córdoba, como bien lo destaca el tribunal do 
alzada, en el Sítb lite no se trata de discrepancia alguna entre la 
norma antes citada y la que rige en dicha Provincia; lo que ocurre 
es que no se lian aportado los elementos de juicio que demuestren 
fehacientemente la cotnpetenein de la justicia de la Capital Fe- 
deral —por aplicación del art. 4 9 del decreto citado— y no la de 
la Provincia de Córdoba. Por lo dimitís, las garantías constitucio- 
nales que si' dieen vulneradas —la igua'dad y la defensa en jui- 
cio— no guardan relación directa con lo dispuesto en los nrts. 
Xi y ó") de la citada norma lalwral local. Por ello, el agravio tam 
poco puede sustentar el remedio federal interpuesto. 

Kn consecuencia, considero que no correspondería sí no de- 
durar mal concedido a fs, til el recurso extraordinario intentado. 
Buenos Aires, 23 de octubre di- UWX — llamón Laseano. 
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Buenos Aires, ai de agosto de 1U6U 

Vistos los autos:*' fóross, Ladislao y otro e / Szabo Hermanos, 
KVssIer y Compañía S. R. L. s competencia por inhibitoria". 

Considerando: 

Que contra la sentencia ele l's. .")(), confirmatoria de la de [Mi- 
me ra instancia obrante a fs. 40/41, que resolvió M uo dar curso a 
los trámites de la excepción de incompetencia por inhibitoria, de- 
sestimando el pedido formulado", se interpuso recurso extraor- 
dinario (fs. ÍW/'H)), el que ha sido concedido U's. fiU- Kl tribunal 
a quo basó su pronunciamiento en la circunstancia de que el re- 
currente ni siquiera adujo que el contrato se hubiera celebrado 
o que i-l trabajo se hubiera prestado en lugar sujeto a la juris- 
dicción de los tribunales de la Capital Federal (an. 4" del decreto- 
ley IV2AU7 44, ratificado por la ley 12.P48). 

Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia, no procede el 
recurso extraordinario contra la .sentencia que deniega el pedido 
de que se promueva cuestión de competencia por inhibitoria (Fa- 
llos: 242: 420 y sus citas). 
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Por olio, habiendo dictaminado el S*. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
til. 

Benjamíx Villegas Basavilbaso — 

— JüUO OviIANAHTB — PEDUO 

Abbiíastciiy — Rjcaüdo Colom- 

BUES. 



S.R.L. PEGASANO, MOLINOS v FIDEERIAS 

lUCCn fíSf) KXTHAORntXARIO: Requisitos propios. Cuestione* no federales. 
SvntcHtuis arbitrarias, Improcedencia drt recurso. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en I» arbitrariedad de la 
*MrtenMn por Imocr (>inil¡di> ésta el examen y decúíón de una cuestión opor- 
tunamente propuesta, ti rila es inconducente pata la solución de la canea. 
Tul es lo .«arre ron e! fallo (| ue no se pronunció sobre los atesados 
beneficio» ipjc acordarían al recurrente el decreto lev :tfló'¿/íHi y su comple- 
menta rio 'HAKl/ñR, atento que la exención d t* innltus por infracciones a la 
ley Ll;27¡5 que agaéÜOs prescriben ni» comprende las ntulMs superiores a 
mín. IO.0OQ, y la íancion aplicada al apelante alcanza » w#n. 2±ftM. 

Dictamen del PnorintAiio» Geneual 
Suprema Corte: 

Kl agravio en qno se funda y] recurso extraordinario inter- 
puesto :i t's. 57 consiste en eme el ful 'o de fs. 54 omitió considerar 
lu defensa urtieuludn por el apelante en el punto Vil de su me- 
morial (fs. 51 ), en el i|i)c se acogió a ta amnistía acordada por los 
decretos levos :W5lV56 y 22J83/ÍÍ6 respecto de sanciones simila- 
res a la «pie oportunamente le impuso el Ministerio de Comercio 
e Industria mediante la resolución 2040/57 {fs. 21). 

Kl estimen de las aet ilaciones demuestra que, efectivamente, 
la infracción euya comisión se imputa al «pelante se halla com- 
prendida en las disposiciones legales de referencia, motivo por el 
cual procede, a mi .juicio, revocar la sentencia apelada en cuanto 
pudo ser materia del recurso. Buenos Aires, 11 de diciembre de 
lííá!). — ftfintóit Ltisrano. 



PALlJ i !>E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. 31 de agosto de 1Í>Ü0. 

Vistos los autos: "Pegasano, Molinos v Fideerías S.R.L. 
s apelación infracción ley 11.275 expte. 351.116/56»*. 
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Y considerando: 

1*) Que el apelante tacha de arbitraria la sentencia <n re- 
curso basado en el argumento de que ella lia omitido pronunciarse 
sobre una de las cuestiones articuladas en su memorial de fs. 4S 
52 —la referente a ios beneficios que acuerda el decreto-lev 3952 
56 y su complementario 22.483/56—, a envo ampiiro ha pretendido 
eximirse de la multa que, por infracción al art. 3* del decreto 
13.005/52, reglamentario de la ley 11.275, modificada por la ley 
13.526 (arts. 1° y fl» ine. b), le fuera impuesta por la resolución 
ministerial cuya copia consta a fs. 21/22. 

2*) Que la jurisprudencia de esta Porte ha admitido la 
procedencia del remedio federal por arbitrariedad de sentencia, 
cuando en clin se ha omitido el examen y decisión si bre alguna 
cuestión oportunamente propuestii, siempre que tal omisión afec- 
te de manera sustancial el derecho del impugnante v sea eomlu- 
cente paca la resolución de la causa (Fallos: 233: 213; 239: 320 
y los allí citados). 

3 9 ) Que en esta causa surge en forma indubitable de la sola 
lectura de las propias normas a cuyo amparo ha pretendido exi- 
mirse eí recurrente de la multa impuesta, que ellas no son de 
aplicación al caso. 

4 P ) Que, en efecto, resulta claramente del art. 2*, inc, a), 
del decreto 3952/56 (Boletín Oficial 12-3-56), que están exclui- 
das do la exención de multas por infracciones a la ley 11.275, las 
tino sean superiores a la suma de diez m»l nesos moneda nacional. 
I)í* donde se sigue que, no habiéndose modificado el inciso aludido 
del artículo segundo de ese decreto, por el de posterior data 
22.483/56 (Boletín Oficial del 1-2-57), !a situación del recurrente, 
que se ha hecho pasible de una multa do veintidós mil pesos 
nm icda nacional, se halla también excluida de las normas de 
exención en que ha pretendido ampararse. 

5*) Que, siendo ello así, ln cuestión propuesta por el ape- 
lante en su memorial, cuyo análisis y resolución ha omitido el 
a quo, resu'ta inconducente para la decisión de la causa, ya que 
no sustenta la tacha de arbitrariedad deducida. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 57 vta. 

AmsTÓBULo D. Aháoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Rooorko — 
Julio Oyhanahte — Ricardo Co- 

LOMBHRS. 
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ENRIQUE MIGUEL ROCHA 

REVVRSO EX TfíA ORDINARIO: Requintes formales, ¡ntrodurcián d? ta enes- 
tiún federal. Oportunidad. Planteamiento en el twrito de Ínter ¡¡afición del recur- 
rí rjrtraordittario. 

Es improcedente «'1 recarao extraordinario si el upe] un te, ni interponer recurra 
[vira ante In Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo — TOO cedido en 
lo» términos del art. 34 de la ley 14.236 — nu sometió n \a decisión de] tri- 
bunal de olx«dn cuestión federal alguna; pues las impu'-rmn-miH-s de ¡neons- 
tüucionnlidnd que fundan el exento de interposición de] rmirsn extrnordi- 
nnrio importan una extemporánea introducción de In cuestión federal. 



Dicta m kx dki. Phoci-kauoh (Jkxkhal 

Suprema Corte: 

A fsi ÍU la Cámara do Apelaciones del Trabajo (Sala III). 
habiendo aplicación ni caso de ta doctrina enunciada por V. E, 
en Fallos l!.'í4: 717, revocó Iti resolución del Instituto Xaeional de 
Previsión Social, coatí rmatoria de la decisión de la Caja para el 
Personal Ferroviario, (pie no hiciera lu*rar n la bonificación do 
los haberes jubilatnrios tic don Knriquc Miguel Koeliu con el 
suplemento móvil instituido por la ley 1."!.478. 

Pese a ello y a que la aludida sentencia fué expresamente 
consentida por el Instituto de referencia {fs. liH), las autoridades 
administrativas resolvieron que no correspondía liquidar al inte- 
resado .el suplemento en cuestión a mérito de la limitación emer- 
gente del art. <S* del decreto :W7(I-4H <fs. 81 y 84). 

Tal criterio fué admilído en la nueva sentencia dictada a 
fs. ÍKi, en la que se declara que el recurrente no puede impugnar 
ile nulidad la suprailiclia decisión administrativa, por cuanto ta 
aplicación hecha dei decretó .'M¡70 4Í) es la lógica consecuencia de 
la sentencia de fs. t¡4 y. por ende del fallo de la C.S..T. i» re 
"Maiítiocca. .losé Benedicto s retiro voluntario" del 18 do mar- 
zo de IÍÍ56. 

Aunque, en principio, el tribunal de la causa sen soberano 
para apreciar el alcance de sus propias decisiones, y no obstante 
el planteo asaz eseueto y poco apropiado de la cuestión hecho 
por ql apelante al interponer el recurso extraordinario a fs. 9fi/^7, 
me inclino a pensar que las pretensiones de este último deben 
prosperar. 

Me fundo para ello, en primer luga?) en la circunstancia que 
lo decidido por V. E. en el citado caso "Maglioeea*' no ha com- 
portado un pronunciamiento sobre la validez constitucional del 
art. G° del decreto íioTO 4íl, por Uo haber ello sido materia do 
la causa. 
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De tal suerte, no me parece admisible la afirmación que con- 
tiene la sentencia apelada, en el sentido que la aplicación hecha 
en autos de la disposición legal citada sen la 'Módica consecuen- 
cia" del recordado fallo de V. E. 

En segundo término, si bien es verdad que a diferencia de 
lo acontecido en situaciones similares no so ha planteado en estas 
actuaciones la cuestión de constitiicioimlidad de la precitada nor- 
íiiii, no es menos cierto que no es otro, en definitiva, el problema 
en el que viene a concretarse la controversia suseitada por el 
cumplimiento de la sentencia de fs, G4. 

A lo dicho cabe agregar que la mencionada sentencia, pasada 
en autoridad de cosa juzgada, hizo adquirir al ti cúrrente un 
derecho del que viene a privarlo indebidamente Iti nueva decisión 
que impugna. 

En estas condiciones, y pur aplicación del mismo criterio (pie 
sostuve al dictaminar en los casos a que be aludido precedente- 
mente ("García Forrero, Tomás", G.291; "Luzzaro, Pedro To- 
nnis", £r. 182; "Mcrmct, Benjamín", M.336; "Pcrrone, Angel", 
P.2.-)2 ; "tflettí, Roque", É jítj "De Pietro, Domingo Rafael", 
D.179; «'Cúrvale. José Eugenio", C.643; "Sooano, Manuel Alfre- 
do", S.308), estimo inaplicable el art. (P del decreto 3fí7()/49 por 
haber excedido el Poder Ejecutivo los límites de la facultad regla- 
mentaria qne le acuerda el art. 8fi, inc. 2*, de la Constitución. 

Por todo lo expuesto opino, en conclusión, que corresponde- 
ría dejar sin efecto la sentencia apelada en cuanto pudo ser mate- 
ria del recurso, devolviéndose las actuaciones a la repartición de 
origen, por intermedio del tribunal de su procedencia, para que 
dicte nneva resolución con arreglo al criterio expuesto. Buenos 
Aires, 30 de setiembre de 195!), — Ramón Lascnno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de agosto de 1960. 
Vistos los autos: "Rocha, Enrique Miguel s/ jubilación". 
Y considerando: 

Que el apelante, al interponer recurso para ante el a quo 
(fs. 87/88), no sometió a la decisión de ese tribunal cuestión 
federal alguna, limitando sus agravios a la alegación de nulidad 
de la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social de 
fs. 84, lo que motivó el pronunciamiento por el cual la Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo, rechazó el recurso ante 
ella deducido (fs. 93), el que había sido concedido en los términos 
del art. 14 de In ley 14.23C (fs. 88 vta.). 
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Que, por lo tanto, las impugnaciones que fundan el escrito de 
interposición del recurso extraordinario de fs. !)6/!)7, importan 
una extemporánea introducción de ía cuestión federal en la causa, 
respecto de las incoiislitucionnlidades tardíamente aleadas. En 
tales condiciones, el remedio federal intentado debe rechaza rse, 
sejítni la jurisprudencia reiterada \- uniforme de esta <!ortc (Fa- 
llos: 244 : 10, 129 y los allí citados). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador (lene ral, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. íííí. 

Benjamín Villkoas Basavilííaso — 

AutSTÓlH'LO [). AllÁOK OE IjAllAOUIt) 

— Julio Oyiiaxaiíte — Pedro 
AitKiiASTi itv — Ricardo Oolom- 
biies. 



ADMINISTRACION O EX ERAL i.e VIALIDAD NACIONAL v. MARIA 
ELMINA HERRERA ABREGU 

iiUf íJRSO h-XTHAOHD/XMtlO: Itequüito» propios. Cuestión Ufará!. Cue*- 
tiúng* faétraU* aimp(t$; Interpretación ,h- / |M Úye» federales. Ley'en frderale* de 
• aróeter ;»fWf.W. 

No procede el rfturwi exmiordinurio ennlr» ln sentenHn rpic, funrlnrln en 
aspecto* procesales ik' I» cjinsa, ütiiieiites ni motilo do Ln suma ofrecida, opor- 
tunamente, por vi rxprnpiudor, declnra n Cargo de éste las costas ríe primera 
uutaiteín en un juicio de expropiación. 



Dictamen ¡:ki. Pnociuadok (!knei;al 
Suprema t'orte: 

K! recurso extraordinario fundado en ln inteligencia del art. 
•_'S de En ley 13.264 es improcedente ya c|ne es jurisprudencia de 
\ K. ipic la cuestión referente al pago de la*; costas, aún en los 
.inicios di' expropiación, es ajena a la instancia extraordinaria 
(Palios; i'ni): J0!t : 21)4: 534 ; 2GS; 3Í2 y otros), 

Prf ello, considero «M"' el nirsmn lin sido mal concedido v que 
corresponde ¡i^í di clavarlo. Buenos Aires, a de abril de Í0o0. — 
llamón Láscanv. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 31 do agosto de lIKiO. 

Vutoh los autos: "Administración General de Vialidad Na- 
cional o/ Herrera Abregú, María tilmiiia s/ expropiación". 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia 
de fs. 377/379, a la <¡ue se impugna en cuanto dispone que las 
eostas de primera instancia deben ser pagadas por el expro] fia- 
dor, no es atendible. En efecto, como se desprende del contenido 
del fallo impugnado y del escrito de interposición del recurso 
(fs, 381/382), la cuestión planteada es de índole procesal y, por 
tanto, ajena a la instancia extraordinaria, ya que versa, en suma, 
sobre di vemos aspectos que poseen el indicado carácter y atañen 
• al monto de la suma ofrecida, oportunamente, por el apelante. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso extraordinario conce- 
dido a fs. 383. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Jvlto Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastitry — Ricardo Colombkes. 
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Volumen 247 — Entrega Cuarta 




ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA 



CUERPO MEDICO FORENSE. PROVISION DE CARGO 

En Buenos Aires, a los 5 días del mes de setiembre del año 1900, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso, y los 
Señores Jueees Doctores Don Aristóbulo D, Arios de Lamadrid, Don Luis María 
Boffi Boggero, Don Julio Oyhanarte, Don Pedro Aberastury y Don Ricardo 
Colombres, 

Consideraron : 

Que, mediante Acordada de 13 de junio últintn, se llamó a concurso para la 
provisión del cargo de Oficial Principal d, Cuarta — Ayudante de Laboratorio 
de Análisis Químico* y Bacteriológicos — del Cuerpo Médico Forense para la 
Justicia Nacional. 

Que la Junta Calificadora, en su dictamen, expresa que de los ocho candi- 
datos inscriptos, resulta indudable que los Doctores Héctor Ciernen* i y Manuel 
Arcángel Quatelli, se destacan en tal forma que la elección sólo puede recaer 
en uno de ellos. Destaca asimismo que ambos, además de los títulos que los hacen 
acreedores a la calificación de sobresaliente, son Profesores Titulares de la Uni- 
versidad Nacional de Buenos Aires. 

La Junta se pronuncia en favor de la designación del Dr. Gnatelli, teniendo 
en cuenta que es especialista en Toxicolngía, materia de la que es profesor, y 
que tal especialidad es la requerida para el cargo a proveer, en tanto los trabajos 
del Dr. Clententi se refieren especialmente a Botánica. 

Que esta Corte comparte las conclusiones de la Junta Calificadora. 

Por ello, resolvieron : 

Designar para el cargo de Oficial Principal de Cuarta — Ayudante de Labo- 
ratorio de Análiti* Químico» y Bacteriológico* — del. Cuerpo Médico Forense 
para la Justicia Nacional, al Profesor Titulo r de Toxicologfa y Química Legal de 
la Facultad de Farmacia y Bioquímica de la Universidad Nacional de Buenos 
Aires, doctor Manuel Artéugjt Guatetli. 

Todo lo cual resolvieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el '.ibro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Ariítóhulo D. Araos pe Lamadrid — Luis Masía Bom Bogge- 
ro — Julio Otiiakarte — Pedro Aberabtvry — Ricardo Coiokbrer. — Jorge 
Arturo Ptró (Secretario). 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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572 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

EX Jl'ZClADO FEDERAL DE FORMOSA 8* t. TRASLADO DE SU 
PERSONAL A LA CAPITAL FEDERAL 

En Rnenoe Aires, a lo* 12 días del mes de setiembre del año 19G0, reunidos 
en 1» Snltt de Acuerdos del Tribuna!, el Kefior Presidente de la Corte Suprema 
di- Justicia de la Nación, Doctor Don Hrnjamfn Villegas Rasavilhnso, v los 
Señores .hieres Doctore* Don Aristóbulo D. Ariioz de Unindrid, Don Luís Marta 
Bnfti Buggcro, Don .Julio Oyhnnnrte, Don Pedro Aberastury y Don Ricardo 
Columbro*. 

Consideraron : 

Que en virtud ile Intber asumido su jurisdicción el Poder Judieial de la Pro- 
vincia de Formosa. esta Corte dispuso por resol ución de 1" de agosto último 
(Expediente de Superintendencia 1962/üO} que la Cámara Federal de Apela- 
ciones de Resistencia adoptara las medidas necesarias para la transferencia de 
causas, legajos y registros prevista por el art. 12 de la ley 1-L408. 

t¿ue, en consecuencia de ello, y ton arreglo a lo dispuesto por el decreto- 
ley 988/58 y decreto 4280/58, el juzgado que funcionó como Federal N* 1 de 
Formosa. debe pasar a desempeñarse como Juzgada de Instrucción en lu Capital 
Federal. 

Que corresponde, así, disponer lo necesario parn el traslado del personal, 
lijando a ese efecto un término prudencia), y disponiendo normas respecto «V su 
desempeño basta Unto el juzgado de la Capital cuente con los locales necesarios 
pura su instalación y funcionamiento. 

Resolvieron : 

V) El personal del ex Juzgado Federal de Fonnosn Jí* I deberá trasla- 
darse a esta Capital antes del día 15 de noviembre prósimo. 

T) Dicho personal quedará, provisional mente, ftdscripto al Juzgado Fede- 
ral de Formosa N» 2, debiendo su titular comunicar a la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital las fechas en que eada 
uno de los empleados se traslade a esta ciudad, a fin de que dicho tribunal vaya 
disponiendo m adscripción en tribunales del fuero hastíi tanto esté en condiciones 
de funcionar el nuevo juzgado de instrucción. 

:t T ) Comunicar la presente Acordada a la Cámara Federal de Apelaciones 
de Resistencia, a> la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correr- 
cíonal de la Capital, y a la Dirección Administrativa y Contable del Poder 
Judicial de la Nación. 

Todo lo cual resolvieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Rkx.iaj,iÍN' VILLEGAS 
Vasaviuia*» — AüisTúm !.m i». Au.ínz M¡ Laiiauhih — Lris María B»m BouOK- 
bi — jinao OTHANAETK — Pbpho Aherasti-rv — Ricabko Colombrr». — Jorffe 
Arturn Peni (Secretario). 
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JUZGADOS NACIONALES EN LO CIVIL No*. 29 y 21. FERIADO 
JUDICIAL DE LOS DIAS ¡í, 4, 5 v 6 DE OCTUBRE 



En Buenos Aires, a los 2S días del 




Boffí Boggera, Don JuIjo Oylmnarlc, Don Pedro Abenurtarv y Don K irania 



Columbres, 

Consideraron : 



Que el Tribunal dispuso ton fecha 26 de octubre de 1950 (Expediente de 
Superintendencia 1097 bn/1959), el traslado al edificio de Avenida Pte. Roque 
Siena Pena 1174 -entre otros- de los Juagados Nacionales de Primern Instancia 
en lo Civil immeros *_>1 y 29 de la Capital Federal, a cargo de los doctore-, Manuel 
hnnque Cácenos y Wenceslao Caballero, respectivamente. 

Que, conforme lo señala el Sr. Presidente de la Cámara Nacional de Apela- 
es en lo Cml (Expedientes 2101 y 2100, año 1900), par* hacer electivos los 



nones 



traslados de referencia es necesario derrotar feriado judicial, a los efectos proce- 
sales, para dichos juzgados. 1 

Resolvieron : 

Disponer —en ejercicio de la facultad estableridn por el art. 2 P del Recla- 
¡nento para la Justicia Nacional- feriado judicial, „ los electos procesales, paro 
los siguientes tribunales: 

a) Juzgado Naeional de Primera Instancia en lo Civil N» 29, durante los 
días A y 4 de octubre próximos, debiendo sustituir al Dr. Caballero el Sr Jaez 

W J«WKado N* 2 dal mismo fuero, Dr. Enrique Giraudy, Secretaría 
%*■ Dr Hlva * «olma, para la recepción y despacho de los escritos corres- 
pondientes a gestiones que no admitan demora; 

b) Juagado Nacional de Primera Instancia en lo Civil X* 21, durante los 
días 5 y 6 de octubre próAmos, debiendo sustituir al Dr. Ciceros en las gestiones 
referidla al Sr. Juez a caigo del Juagado N* 20 de dicho fuero, Dr. Diego L 
Harroet ceña, Secretaría del Dr. Conté C. Mac Don «el I. 

Todi lo cual resolvieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí, que doy fe. — Benjamín Villbuas 
Babaviumso — Arihtómulo D. Akíox de Lamaoriu — Luis MahÍa Born Bogge- 
wi — Julio Oyha.vahtk. — Pelro Ahekastlry — Ricakdo Colombbks. _ 
Arturo Pero (Secretario). 



PRESUPUESTO DEL PODER JUDICIAL. ASIGNACIONES PARA 
MAGISTRADOS, FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS 

En Buenos Aires, a los 29 días del mes de setiembre de) año 1960, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso v loa Señorea 
Jueces Doctores Don Aristóbulo D. Artos de Lamadrid, Don Luis María Boffí 
Boggero, Don Julio O v lian arte, Don Pedro Aberasrury y Don Ricardo Colambres, 



S ~* FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

con asistencia riel Señor Procurador General de la Xnción, Doctor Dnn Ramón 
La sea no. 

Consideraron : 

Que, en la Acordada de 11 de julio próximo pasado, referente al presupuesto 
del Poder .Indicia) para el próximo ejercicio, esto Corte declaró que tos retrihu- 
( iones de Ion magistrado», funcionario» y empleados judiciales debían ser numen- 
Indas, roma mínimo, en un treinta por ciento. 

Que, con posterioridad, ri Poder Ejecutivo dictó el decreto 9252, mediante 
el rual se aprueba un régimen de compensaciones que contempla, de manera parti- 
cular, la situación de los agentes — dependientes de- ese Poder — que desempeñan 
las funciones de mayor jerarquía y responsabilidad, estableciendo, asimismo, eoiii- 
perisocione* para el resinóte personal. 

Que, a raíz de dicha Acordada, y principalmente del decreto referido, el 
Tribunal Iih realizado las gestiones impuestas por 1a necesidad de que las asig- 
naciones judiciales se adecúen a las ya establecidas por ese decreto, o a las que 
puedan fijarse para !»s funcionarios de mayor jerarquía que aqael no incluye. 

Que, b> tal efecto, y teniendo en cuenta la Tintura lera del problema en cuestión, 
esta forte ha estimado conveniente consultar la opinión de los tribunales de los 
distintos fueros, respecto de las bases proyectadas por el Tribunal, consulta que 
— por razones de urgencia — ha debido limitarse a las Cámaras Nacionales de 
A|M>laciones de la Capital. Éstas, por intermedio de sus presidentes, han expre- 
sado, por mayoría y en lo esencial, su conformidad. 

Que, para la determinación de tales bases ha debido tenerse en cuenta las 
[•antas establecidas en los órdenes legislativo y ejecutivo, y los principios que 
informan al régimen del decreto 9252 en la medida en que ello es posible, dada 
lo peculiar estructuro de los organismos judiciales y las modalidades propias del 
trabajo en los tribunales, que i ir i ponen la adjudicación de tareas de toda respon- 
sabilidad aún a empleados que no desempeñan cargos de "funcionarios", en la 
acepción establecida por el Reglamento para ta Jtutirin Nacional. 

Que, en lo que se refiere o los magistrados y funcionarios judiciales, esto 
Corte ya ha tenido oportunidad de declarar lo necesidad de una retribución ade- 
cuada, tanto para preservar el decoro de la función judicial, como para estimular 
el ingreso y permanencia en los tribunales de quienes posean las condiciones y 
títulos que aquella función requiere, a la que, además, comprende un régimen 
estricto de incompatibilidades. Las asignaciones han sido proyectadas sobre la 
base de las atribuidas por el decreto 9252 a los funcionarios del Poder Ejecutivo 
allí contemplados y sin perjuicio de que sean aumentadas si, en definitiva, resul- 
taran mayores las asignaciones que se fijen a los funcionarios de superior jerar- 
quía de la Administración, no incluidos en el mencionado decreto 9252. 

Que, en los considerandos de este, después de señalarse que el número del 
personal en cargos de responsabilidad es reducido, exprésase que se ha tratado 
de contemplar la situación de tos demás agentes del Estado, pero que las posibi- 
lidades se huí ton limitadas por su gran mí mero aún no reducido por ln raciona- 
lización. 

Que, tal consideración no reza con el Poder >T adieta I, pues no sólo el total 
de los empleados es poco numeroso, sino que lo dotación de cada tribunal se 
ajusta a sus necesidades o es insuficiente. Así lo ponen de manifiesto los frecuen- 
tes reclamos de aumento de personal formulados en los últimos años, a los que 
osta Corte sólo ha dado curso — en atención a la situación financiera — cuando 
Ins pedidos resultan absolutamente impostergables. 

Por ello, el Tribunal propone para los empleados que desempeñan las cate- 
gorías inferiores un aumento —en concepto de bonificación— que oscila entre 
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el cuarenta y el cuarenta y seis por ciento. Cube reiterar, en cuanto a dicho perso- 
nal, las razones ya aducidas por la Corte en su Acordada de 11 de julio último, 
atinentes a la naturaleza de la labor encomendé <la, a 9a ya aludida limitación de 
cargos y al trabajo cada vez inris intenso, que requiere particular responsabi- 
lidad y especial izadón, como así también al régimen de incompatibilidades. Por 
!o demás, la fijación de asignaciones adecuadas ba de permitir una reglamenta- 
ción de tareas, tendientes al mayor rendimiento. 

Que, por último, el Tribunal estima que las asignaciones que se atribuyen 
a los magistrados, funcionarios y personal judicial, deben tener la naturaleza 
establecida por el art. 11 —primera parte — del ''Régimen de Compensación tV* 
ti probado por el decreto 9252, y que dichas asignaciones deben liquidarse a 
partir del V de agosto próximo pasado, como lo establece el art. 1" de aquel 
decreto para el personal de la Administración, dependiente del Poder Ejecutivo. 

Resolvieron : 

Comunicar al Poder Ejecutivo — a los etoctos pertinentes — la préstate 
Acordada, con remisión de las planillas en que se lian proyectado la» asignaciones 
para el personal judicial con arreglo a las precedentes declaraciones, planilla» 
que integran esta Acordada y serán firmadas por el Secretario de Superinten- 
dencia, en doble juego de ejemplares, reservándose uno de ellos en el Tribunal. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
ett el libro correspondiente, por ante mi, que doy fe. — Benjamín Vi llecas 
Has \vi aso — Ariotóbulo í). Akáoz he L&haurid — Leía María B<>m Bocad- 
ito — Juno Oyiiakartk — Peuro Arkkahtlhy — Ricardo Comimhhks — Rasión 
Lascan- o — Jorge Arturo I'crá (Secretario). 



FALLOS DE la C ORTE SUPREMA 



Año 1960 — Setiembre 



HER ACUDES I. A. BBANDI v. JUAN PEDRO KRISSIKIAN Y Oraos 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* fórmale?. Introducción de Ici cues- 
tióu federal. Oportunidad. Resolución sobre fe oportunidad del planteamiento. 

Sí ]ii Cámara consideró improcedente el agravio relacionado con los arts. Ib" 
y li> de la Constitución Nacional, por entender que se lo había introducido 
extemporáneamente en la causa, tal pronunciamiento no es revi bí ble en Ib 
instancia extraordinaria. ^ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones m> federales. 
Interpretación dé normas y actos focales. 

Decide el pleito por razones de hecho y derecho común, ajenas a la instancia 
extraordinaria, la sentencia que, sin negar que deba contemplarse especial 
y diferenciada mente la situación de inquilinos que carezcan de dinero para 
adquirir un terreno, declara que una defensa fundada en esa circunstancia 
no ha podido usarse en el en so. 

En tales condiciones, el mi. 10 de la Constitución Nacional no guarda rela- 
ción inmediata y directa con la materia del juicio ni con los argumentos del 
recurrente. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 19. 

El art. 10 de la Constitución Nacional no sustenta el recurso extraordinario 
contra sentencias apoyadas en normas no federales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

Para que la Corte pudiera entrar al examen del agravio consistente en Ja arbi- 
trariedad de la sentencia apelada, por fundarse en disposiciones derogadas 
por la ley 14.821 (arta. 16, ine. d. del decreto-ley 2186/57 y 26 de la ley 
13.581, texto de 11)56, con las modificaciones del decreto-ley 7588/55) serla 
indispensable que se hubiera acreditado: a) que al aplicarse normas dero- 
gadas, se prescindió de una concreta disposición en vigor, aplicable directa- 
mente a ta situación de autos; b) que, en consecuencia de ello, el interés 
jur ico del recurrente fué efectivamente vulnerado. Ninguno de esos requi- 
sitos aparece satisfecho si In Cámara ha decidido, en forma irrevisible por 
la Corte, que ct apelante no probó carecer de bienes suficientes. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La pretensión tío que el easo se luilla regido por la ley 14.821, 
además de que no comporta una cuestión de naturaleza federal, 
no fué oportunamente articulada pese a la ocasión que de hacerlo 
tuvo el apelante al notificársele a fs. 169 la providencia de fs, 
168; la sentencia recurrida se funda en razones de hecho y de 
derecho común suficientes para sustentarla, con las que no guarda 
relación inmediata ni directa la norma del art 19 de la Cons- 
titución; y es doctrina reiterada de V. E. que los amparados por 
las leyes de emergencia no pneden cuestionar constitucionalmen- 
te la extensión de los beneficios que tales leyes acuerdan. 

Con sujeción a este criterio estimo que el recurso extraor- 
dinario interpuesto a fs. 194 es improcedente y que ha sido nial 
acordado n fs. 19» Buenos Aires, 31 de marzo de 1959. — Ramón 
Lascano. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Brnndi, Heráclides L A. c/ Krissikinn, 
Juan Pedro y otros ocup. s/ desalojo". 

Considerando : 

1») Que contra la sentencia de fs. 182/183, que confirmó la 
de primera instancia (fs. 120/122) en lo concerniente al desalojo 
de don Jesús Fraga, éste interpuso recurso extraordinario (fs. 
194/195), que ha sido concedido (fs. 196). 

2*) Que, al fundar su apelación, el recurrente sostiene que 
el art. 26 de la ley 13.581 contraría las garantías previstas por 
los arts. 16 y 19 de la Constitución Nacional, toda vez que impone 
al inquilino una obligación "que en la mayoría de los casos es de 
imposible cumplimiento" y, además, supone un tratamiento des- 
igualitario, ya que no distingue entre los locatarios con terreno 
para edificar y los que carecen de él y no pueden obtener prés- 
tamo para edificar (fs. 162 v.). Agrega que también existe arbitra- 
riedad, en razón de que el tribunal a quo aplicó disposiciones 
derogadas —ley 13.581 y decreto-ley 2186/57— y, de este modo, 
privó al demandado del beneficio establecido por las normas 
vigentes al tiempo de dictarse el fallo de segunda instancia, que 
lo eran las de la ley 14.821, cuyo "art. 26 inc. d)" impide desalo- 
jos como el aquí resuelto "cuando el inquilino prueba que no 
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cuenta con medios económicos" que le permitan obtener crédito 
oficial. 

3*) Que, respecto del agravio atinente a los arts, 16 y 19 de 
la Ley Fundamental, la Cámara lo consideró improcedente por 
entender que había sido extemporáneamente introducido en la 
causa, y tal pronunciamiento no es revisible en la presente ins- 
tancia. Por lo demás, el precepto constitucional sobre igualdad 
ante la ley, del que se infiere la invalidez de las normas que 
establezcan discriminaciones irrazonables entre los sujetos a que 
se refieren, no guarda relación inmediata y directa con la materia 
del juicio ni con los argumentos del demandado. Sobre este pun- 
to, interesa destacar que el fallo de segunda instancia no niega 
que deba ser contemplada especial y diferenciadamente la situa- 
ción de los inquilinos que carezcan de dinero para adquirir un 
terreno, sino que —por razones de hecho y derecho común, ajenas 
a la esfera del recurso extraordinario — declara que una defensa 
basada en ese hecho no ha podido usarse en el caso particular 
sometido a juzgamiento. A lo que corresponde añadir, todavía, 
que el citado art. 19 de la Constitución Nacional no sustenta el 
recurso extraordinario contra sentencias apoyadas en normas no 
federales (Fallos: 239 : 434 ; 244: 220, 296) y que leyes de emer- 
gencia como las aquí debatidas no son susceptibles de impugna- 
ción, con base constitucional, a los fines de la ampliación de los 
beneficios que acuerdan (Fallos: 244: 330, entre otros). 

4°) Que el restante agravio formulado, consistente en que 
se habría incurrido en arbitrariedad al resolverse la causa de 
conformidad con disposiciones (arts. 16, inc. d, del decreto-ley 
2186/57 y 26 de la ley 13.581, texto del año 1956 con las modifi- 
caciones del decreto-ley 7588/55) derogadas por la ley 14.821, ha 
sido extemporáneamente planteado, como lo señala, con acierto, 
el Sr. Procurador General. A mayor abundamiento, ha de tenerse 
presente que, si bien la doctrina de la arbitrariedad puede com- 
prender supuesto» como el que el apelante estima configurado 
en la especie, para que esta Corte pudiera entrar al examen de 
pretensiones de la naturaleza de la expuesta sería indispensable 
que se hubiera acreditado: a) que, al aplicarse normas derogadas, 
se prescindió de una concreta disposición en vigor, aplicable di- 
rectamente a la situación de autos; b) que, en consecuencia de 
ello, el interés jurídico del recurrente fué efectivamente vulne- 
rado. La mera comprobación de que ninguno de estos dos requi- 
sitos aparece satisfecho,' habida cuenta de la ¡previsible decisión 
de la Cámara en el sentido de que el demandado no probó carecer 
de bienes suficientes, es bastante para desestimar la tacha de 
arbitrariedad sub examine. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 



Ó8U 

FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 

fs. loe 13 ™ ÍmproC€dente 01 recurs <> extraordinario concedido a 

Akistóbulo D. Abáoz de Lamadrid 

Julio Gyhanarte — Pedro Abe- 

1USTUKY — BlOABDO COLOMBIOS. 



CARLOS O. BOLLAERT (h.) 

SVPER1NTEXDENCIA . 

La vía de avocación del art. 22 del Reglamento p«m la J lia ti c ¡ a Nacional ha 
sido préñala para las cuestiona «tinenta al ejercicio del poder disciplinario 
con respecto a íiincionarios y empleado* judiciales. N „, entonces, apta 
r^tae)" Sanet ° nM m &**** P° r tribunales a los profesionalea 

CORTE SrpREMA. 

U jurisdicción de superintendencia de la Corte Suprema no es, como prin- 

m2L parft mm de act08 j urisdi(, <' ioa «^. ^ mam a Ñ 



DIARIO "GACETA DEL PORO" 

EDICTOS. 

Corresponde declarar comprendido en la exención prevista por el art. 1* del 
decreto 6312/60 al periódico ■ Saceta del Foro", habida cueíta de la natura- 
lera de la publicación y de le ¡ razone» invocadas, que la Corte estima aten- 
dibles, acerca de la antigU, ....d del periódico, sn cita en senteneUs judiciales 
y la existencia de su , viLcción en biblioteca* de diversos tribunales. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Air^s, 2 de setiembre de 19f¡0. 

Vistos los autos: "Gaceta del Foro" s/ solicita inscripción 
en ol rejíistro de edictos". ■ 

Considerando: 

Que el decreto 6912 de 10 de junio último, declara exentos de 
las disposiciones de los arts. 4* y 5* del decreto-ley 16.005/57 a 
los diarios especializados que tengan una acreditada actuación 



O) 2 de ictlembre. 
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Que el director propietario del diario "Gaceta del Foro" 
solicita se considere a éste comprendido en la referida exención. 
Aduce, al efecto, la antigüedad del periódico, que fué fundado en 
el año 1916; su corriente cita en sentencias judiciales y la existen- 
cia de su colección en las bibliotecas de los tribunales de los 
distintos fueros. 

Que esta Corte, apreciando la naturaleza del periódico men- 
cionado, así como las circunstancias invocadas, estima que corres- 
ponde considerarlo incluido en la exención autorizada por el de- 
creto 6912/60. 

Por ello, se declara que el periódico "Gaceta del Poro" se 
encuentra comprendido en la exención prevista por el art 1* del 
decreto 6912/60. 

AristóbitjO D. Aráoz de Lamamud — 
Luis María Bofpi Boqgero — Ju- 
lio Gyhanarte — Pedro Aberas- 
tury. 



DIARIO "EL ARGENTINO» 

EDICTOS. 

Las exenciones autorizadas por el decreto 0912/60 quedan libradas al pru- 
dente arbitrio de la Corte. 

EDICTOS. 

Ni la antigüedad del periódico, ni las demás circunstancias invocadas por su 
director propietario para solicitar la exención prevista en el decreto 6912/00 
— carácter de la información que proporciona, difusión, distnbnci n, etc.—. 
bastan para configurar Ib "acreditada actuación" establecida por el cuerpo 
legal citado como requisito para obtener e] beneficio previsto para loa dia- 
rios especializados, de los que no fonua parte el periódico en cuestión, como 
lo reconoce el propio requirente. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Por decreto-ley 16.005 de 4 de diciembre de 1957 (B. O. 
13/XII/57) se estableció que en la Capital Federal los edictos 
judiciales debían publicarse en los diarios inscriptos en el Re- 
gistro especial que al efecto debía confeccionar la Corte Suprema, 
especificándose los requisitos a cumplir para obtener y mantener 
la expresada inscripción. 



FALLOB DE LA OOKTX SUPREMA 

n tiS^S^^ por decreto 4063 de 4 de abrU de 1959 (B. 
O. 10/IV/59), se resolvió eximir de las exigencias previstas en 
le» arts. 4 y 5 del decreto-ley 16.005 --contralor de tiraje v veri- 
ficaoon de circulación- a los periódicos de información ¿eneral 
cuyo tiraje superase notoria y manifiestamente la cantidad de 
1500 ejemplares díanos, acordándose a la Corte Suprema, con 
caracú exclusivo, la facultad de decidir sobre la procedencia 
de la elución, como también la de dejarla sin efecto una vez acor- 
dada si asi lo considera conveniente. 

De lo expuesto se deduce que tanto la exención como sn man- 
teniente quedan en definitiva condicionados al discrecional 
criterio de la Corte, y que solamente quienes se avienen a encua- 
drarse dentro del régimen general del decreto-lev 16.005 pueden 
invocar derechos con fundamento normntivo, no ocurriendo lo 

p™r n r»,^r^. q B. e ' Mmo ya be dioho ' qaed8 ubrad ° 01 

En tales condiciones pienso que la reconsideración solicitada 
debe resolverse por vía de exclusiva apreciación de V. E. acerca 
de la conveniencia de acordar o no la exención que en definitiva 

ZI** fiS&^J* d ^ í ecret0 Buenos Aire8 > 23 d * 

bre de 1960. — Rattwn Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "El Argentino» s/ solicita inscripción en 
el registro de edictos". 

Considerando : 

Que el director propietario del diario "El Argentino" solicita 
se incluya a este en la exención prevista por el decreto 6912/60 
para los díanos especializados que tengan acreditada actuación, 

Vf. «1 efecto, sostiene que esa actuación resulta de la anti- 
güedad del periódico y de su consagración "al servicio de la jus- 
ticia y de país", remitiéndose a los antecedentes que obran en 
lns actuaciones. 

Que las exenciones autorizadas por el decreto citado quedan 
[Arada» al prudente arbitrio de esta Corto, como resulta del ar- 
ticulo 2*. 

Que oí tribunal no estima que la sola antigüedad invocada, 
ni las domas circunstancias a que se remite el peticionante —ver 
osento de fs. 26/27- basten para configurar la "acreditada ac- 
uaeion ' establecida por el decreto 6912/60 como requisito para 
la exención prevista para los diarios especializados. El propio 
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solicitante, por lo demás, ha afirmado que el periódico "no forma 
parte de la prensa especializada" — confr. fs. 26, m fine—. 
Por ello, se resuelve no hacer higar a lo solicitado. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Juno Oyhanarte — Pedro Abe- 

RASTURV — UlCARtX» CoLOMBRES. 



MARIA SUSANA MACHADO DONCEL de IVANISSEVICH v. ATILIO 

GROSSO NOVIET Y Orno 

SECUnSO EXTRA OH DI ÑAS l O : Requisitos propio,. Cutttione, no Uticos. 
Sentencia» arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Lfl sentencia que desestimó la defensa de prescripción opuesta por el deman- 
dado, en atención a que no habría transcurrido el ptaxo previsto en el 
art. 4033 del Códipo Civil, aplicable al caso, porque la adora sólo tuvo 
eonoeimientn de U compraventa cuestionada el 22 de febrero de 1964, debe 
ser dejada si ti efecto si ha prescindido de la» constancias de un expediente 
adminií rativo agregado, de las que nanita que la demandante estaba ente- 
rada de la mencionada operación —y la reputaba nula— en julio de 1952. 
El elemento r-obatorio que se ha omitido valorar nanita fundamental para 
decidir la procedencia de la «acepción. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Resulta de estos actuados, y en particular de la resolución 
obrante a fs. 263 vta., « t ue para sentenciar la presente causa el 
a quo habría considerado como prueba de la misma las constan- 
cias del expediente 204.508 de la Dirección General Impositiva. 

De dicho expediente resulta que el once de julio de 1952 Da. 
María Susana Machado Doncel de Ivanissevich otorgó poder para 
promover denuncia contra D. Atilio Domingo Grosso Noviet o 
Atilio Grosso Noviet y demás personas que pudieran resultar 
implicadas, por transgresión a disposiciones de lii ley 12.830 y 
correlativas, con motivo de la venta efectuada de la propiedad 
de la calle Juncal 1770 al 1776, entre otros compradores, al Señor 
Jnho Enrique Silva. El poder se extendía también para que se 
imciaran las acciones judiciales del caso contra éste, por nulidad 
de la respectiva compraventa (ver fs. 21/22, foliatura roja). 

Asimismo resulta del referido expediente 204,508 (fs. 31/40, 
foliatura roja) que el apoderado de la señora de Ivanissevich se 
presento a la D. G. I. el once de agonfo de 1952 denunciando que 
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se desprendía "del informe producido por el Registro de la Pro- 
piedad a solicitud del Juzgado Nacional de Paz n Q 14 de esta 
Capital» en el juicio "Godoy Jorge contra Guillermo Bullrich, 
sobre desalojo", agregado en original a los autos del referido 
juicio y que en copia fotográfica acompaño, que los departamen- 
tos de la finca Juncal 1770/76 fueron vendidos en propiedad hori- 
zontal, por ürosso Xovict, como sigue;" (fs. 35, m fine, foliatura 
roja). 

"15) Departamento número cinco del segundo piso, a Julio 
Enrique Silva, en la suuui de sesenta y un mil quinientos pesos 
moneda nacional, por escritura pasada ante el mismo escribano, 
con fecha 11 de junio de 1951, todavía sin inscribir" {fs. 37. fo- 
liatura roja). 

Xo obstante estas constancias el a uuo ha considerado para 
resolver la defensa de prescripción, decisiva para la suerte de la 
litis, que la señora de lvanissevich no tuvo conocimiento antes 
del 22 de febrero de 1954 del acto celebrado por el Sr. Silva (fs. 
237 vta. y 238). 

En tales condiciones el fallo ha sido dado en contra de las 
probanzas arrimadas a los autos, y esta circunstancia lo remite 
a la categoría de las sentencias que V. E. califica de arbitraria». 

Por ello, y sin entrar a considerar los demás agravios que se 
invocan, estimo que corresponde dejar sin efecto dicho fallo. Bue- 
nos Aires, 22 de marzo de 1960. — Ramón Laseam. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Machado Doncel de lvanissevich, María 
Susana c flrosso Xovict, Atilio y otro s/ nulidad de acto ju- 
rídico". 

Y considerando: 

1°) Que la sentencia de fs. 236/241 desestimó la defensa de 
prescripción opuesta por el demandado, en la inteligencia de qne, 
entre la fecha en que la actova tuvo conocimiento de la compra- 
venta impugnada y la fecha de interposición de la demanda, no 
transcurrió el plazo previsto por el art. 4033 del Código Civil, 
aplicable al caso. En cuanto al fondo del asunto, decretó la nuli- 
dad del contrato de compraventa celebrado entre Atilio Domingo 
Orosso Xoviet y el demandado Julio Enrique Silva, con respecto 
ni departamento del segundo piso, número cinco, de la finca sita 
en la calle Juncal 1770/1776. 

2?) Que contra esa sentencia el demandado interpuso recur- 
■o extraordinario (fs. 245/258) que fundó en las siguientes razo- 
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nos: a) El pronunciamiento impugnado, en tanto que prescindió 
de las constancias del expte. n» 204.508 de la Dirección Nacional 
Inmobiliaria, se halla incurso en la tacha de arbitrariedad y es 
violatorio de la garantía constitucional de la defensa en juicio; 
b) Ese pronuncia miento interpretó arbitrariamente las normas 
del decreto ir 7 26.736/50 con relación a las circunstancias del caso. 

3») Que a fs. 21/22 (foliatura roja) del expediente 204.508/ 
52, agregado por cuerda, obra un testimonio de escritura pública 
pasada ante el Escribano Alberto Rillo (h) con fecha 11 de ju- 
lio de 1952, mediante la cual la señora de Ivanissevich, junta- 
mente con otras personas, confirieron poder especial a favor de 
los doctores Carlos Otmi (h), Carlos Emilio Colautti, Uladislao 
C. Padilla y Carlos Olmi (nieto), con el objeto de que promoviesen 
denuncia contra Atilio Domingo Grosso Noviet, y demás posibles 
responsables, por transgresión a Ins leyes de agio y especulación 
con motivo de la venta de la finca de ia calle Juncal 1770/76 y, 
además, para que dedujesen "ante los Tribunales de Justicia que 
correspondan las acciones a que hubiera lugar por nulidad de las 
respectivas compraventas de dicha propiedad, efectuadas por 
el nombrado Domingo Atilio Grosso Noviet o Atilio Grosso No- 
viet, a los señores, , . y Julio Enrique Silva*', demandado en este 
juicio. 

4») Que, asimismo, a fs. 31/40 del expediente administra- 
tivo citado, figura un escrito presentado por uno de los apode- 
rados de la actora con fecha 11 de agosto de 1952, en el cual se 
concreta la denuncia contra Grosso Noviet y se señala al señor 
Julio Enrique Silva como comprador del departamento número 
cinco del segundo piso de la finca sita en la calle Juncal 1770/76, 
indicándose, incluso, la fecha de la respectiva escritura traslativa 
de dominio. 

5 9 ) Que las constancias precedentemente relacionadas des- 
tituyen de base a la conclusión establecida por el tribunal a quo 
en el sentido de que la parte actora sólo tuvo conocimiento de 
la compraventa cuestionada el 22 de febrero de 1954, o sea, en 
oportunidad de la primera audiencia sefmlada en los autos "Sil- 
va c/ Machado Doncel de Ivanissevich s/ desalojo", que trami- 
taron por ante el Juzgado Nacional de Paz n 9 27 de esta Ciudad. 

6°) Que, por lo tanto, habiendo la sentencia en recurso omi- 
tido la consideración de un elemento probatorio que resulta fun- 
damental para decidir la procedencia de la excepción opuesta por 
el demandado, es aplicable al caso la jurisprudencia establecida 
por esta Corte en materia de arbitrariedad (Fallos: 238: 550; 
239 : 76 ; 241: 182; sentencia del 17 de junio pasado en la cansa 
N. 76, "Xueseh Angélica c/ Rossi, Andrés", entre otros). 

7 9 ) Que el resultado a que se llega hace innecesario el pro- 
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nunri amiento dol Tribunal acerca de los restantes agravios traí- 
dos por el recurrente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se deja huí efecto la sentencia recurrida de fs. 236/241, debiendo 
volver los autos al Tribunal de procedencia a fin de que, con in- 
tervención de la Sala que sigue en orden de turno, se dicte nuevo 
fallo con arreglo a derecho. 

Benjamín Viiaeoas Basavilbaso — 
AmsTÓBULO D. Aráoz de La MADRID 
— Luis María Boffi Boooero — 
Julio Oyhanabte. 



BAN'CO HIPOTECARIO NACIONAL v. VALENTIN* RURSTKIN 

COSTAS; Xaturalfsa d«l juicio. Expropiación. 

El art. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los 
supuestos en que se realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador. 
En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que impone las rostas al 
actor — declarándoselas en el orden causado — si In consignación del Banco 
Hipotecario Nacional expropiante fué do ut$n, H.060. — , el expropiado re- 
clamó iiiJfn. 75,(¡ti9,<¡0 y loa jueces fijaron una indowmzarión de in$n. 23.600. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El escrito de interposición del recurso extraordinario carece 
de los requisitos de fundamentación que el art. 15 de la ley 48 
y la reiterada jurisprudencia de V. E. exigen al respecto. 

Por lo demás, el remedio federal fundado en la inteligencia 
del art. 28 de la ley 13.264 es improcedente ya que es doctrina de 
esa Corto que la cuestión referente al pago de las costas, aún en 
los juicios sobre expropiación, es ajena a la instancia extraordi- 
naria (Fallos: 300 : 209; 204 : 534 ; 206 : 312 y otros). 

Por ello, considero qne dicho recurso ha sido mal concedido 
y que corresponde así declararlo. Buenos Aires, 22 de marzo de 
1060. — Ramón Lascano. 

FALLO PE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Banco Hipotecario Nacional c/ Burstein, 
Valentín s/ expropiación". 
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Considerando : 

Que el actor se agravia contra la sentencia de la Alzada de 
fs. 172/173 por haberle impuesto las costas del juicio, estimando 
que, con arreglo a lo dispuesto en el art. 28 de la ley 13,264, pol- 
la relación que existe entre el precio ofrecido, el reclamado, y el 
que en definitiva fijó la sentencia, las costas deben declararse 
en el orden causado. 

Que el recurso es formalmente procedente por tratarse de la 
aplicación en el caso de una norma de carácter federal —art. 28, 
ley 13.264— y ser la decisión contraria al derecho que el recu- 
rrente funda en ella. 

Que esta Corte en la causa: "Administración de Vialidad 
Nacional e/ José Diógeues Badaraceo s/ expropiación", fallada 
el 2o de mayo de 1960, declaró que el art. 28 de ta ley 13.264 "es 
de cumplimiento inexcusable en todos los supuestos en que se 
realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador...". 

Que el examen de las constancias de autos revela que aque- 
llos supuestos se cumplen en el presente, desde que la consigna- 
ción del actor fué de m#n. 8.060 — fs. 4 — , la suma reclamada 
por el expropiado fué de m*n. 75.66'>,60 — fs. 14 vta. — y los jueces 
de la causa fijaron una indemnización de mfn. 23.600 — fs. 151/ 
153 y fs. 172/173 — . En consecuencia, resulta fundado el agravio 
del actor en cuanto pretende que las costas se impongan en el 
orden causado. 

Por tanto» habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del re- 
curso, declarándose que las costas de primera instancia deberán 
pagarse en el orden causado. 

Benjamín Villeoas Basavilbaso — 
Jumo Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastüry — Ricardo CoijOmbres. 



PABLO VICENTE 

ESTADO DE SITIO. 

No corresponde hacer liipnr al derecho de opción, ejercido en los términos 
del Art. 23, in fine, de la Constitución Nacional, cuando el detenido cuya 
libertad se peticiona hállase sujeto a nn proceso penal no terminado todavía, 
aunque en éste no se haya dictado auto de prisí'in preventiva. 

. HABEAS CORPUS. 

Para que sea procedente el háheaa corpus o el amparo, la restricción ilegal 
que se invoca debe ser actual, es decir, contemporánea con la devisión judi- 
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«al del raso, de modo que si aquélla m> existe ca el momento de dictarse 
el pronunciamiento de la Corte, corresponde desestimar el remedio intentado, 

SENTENCIA l>EL JVKZ NaCIOHAL EN Lt> CRIMINA!, T CORRECCIONAL FEOEKAL 

Buenos Aires, 11 de marwj de lüoU 

Autos y vistos: 

Para resolver en esta causa «"Í7S, nño !9tH>, caratulada "Balbi de Vicente, 
liosa s/ recurso de liábeas eorpus a favor de Pablo Vívente", y 

Considerando: 

1* Que a fs. 1 se presenta liosa Balbi de Vicente interponiendo recurso de 
hábeas varpns en favor de su hijo Pablo Vieente p«r encontrara* detenido en la 
sección Coordinaran! Federal de la Polieía de la Capital sin haber podido averi- 
guar el motivo de la misma. 

Requeridos los informes pertinentes a fs. 8, 12 y 14, contestan de la Cárcel 
de Caseros y del Ministerio del Interior, respectivamente, que el nombrado se 
halla detenido a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, y a fs. 13 se acom- 
paña co^ifl autentica del decreto 1828/GO, tpic dispone la detención mencionad». 

2* Que a fs, f) y 15/17 se presenta nuevamente la peticionante solicitando 
la medida de que el detenido Pablo Vicente no sea sacudo de la jurisdicción de este 
tribunal y que se emplace al Poder Ejecutivo Nacional para que se haga efectiva 
la opción formulada poi Pablo Vicente por expte. 3351-V-flO, del Ministerio del 
Interior, del 19 de febrero del corriente año, a fs. 20 el Sr. Ministro del Interior, 
Dr. Alfredo Vitólo informa que el expediente se hnlln en trámite. 

Corrida vista al Procurador Fiscal, se espide a fs. 25 en el sentido de que 
corresponde rechazar con costas el recurso interpuesto por Rosa Balbi de Vieente 
i-n favor de su hijo Pable Vicente. 

3* Que el art. 23 de la Constitución Nacional faculta al Sr. Presidente 
de la Nación a arrestar o trasladar a las personas de un punto a otro del 
pais y si ellas no prefiriesen salir del mismo. Esta disposición importa erigir 
al Presidente de la Nación durante el estado de sitio en autoridad competente 
para arrestar o trasladar a las personas si ellas no hicieren uso de la opción que 
les acuerda la norma constitucional para salir del territorio argentino; en el caso 
en examen se lia emitido orden escrita (ver fs. 13) hallándose, en consecuencia, 
cumplidos en principio los nrts. 1H y 2',i de la Constitución Nacional. 

4' Que ello no obstante, y habiéndose formulado opción (ver escrito de fs. 
15/17 9 informe de fs. 23) es necesario considerar este otro aspecto de la 
cuestión. A & 21 vta., certifica el actuario que el suscripto con fecha 17 de marro 
de 1969 lia hecho lugar al recurso presentado por Rosa Balbi de Vicente por 
ante la secretaría actualmente a cargo del doctor Norberto Zappala en favor 
de su hijo Pablo Vicente oficiando ni Poder Ejecutivo n efectos de que dé curso 
a L solicitud ite opción para salir del país formulada por Pablo Vicente, dentro 
de] término de 5 días hábiles o en su defecto disponga su libertad (ver fs. 23/24 
del espte. agregado por cuerda). El Poder Ejecutivo hiro lugar a la opción 
permitiendo la salida del país de Pablo Vicente (ver fs. 28 y 29 del e*pte. 
citado que corre p»r cuerda ) , 

Que la recurrente en su escrito de fs. 15/17 manifiesta que su hijo fué detenido 
el 1(1 de febrero próximo pasado en momentos en que se aprestaba a tomar el 
hidroavión de la Cía. Causa, con el objeto de ausentarse del país. Pe esta 
manifestación se desprende que el nombrado Pablo Vicente, había entrado 
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voluntariamente al país renunciando así a su derecho de permanecer fuera del 
mismo, el que anteriormente había sido garantizado judicialmente por el suscripto 
haciendo logar al recurso interpuesto por su madre (ver etpte. agregado por 
cuerda). 

Que deade la fecha que se menciona al comienzo de este apartado rige 
lu misma Ley que declara el estado de sitio en todo el territorio nacional man- 
teniéndole, en consecuencia, el mismo estado de cosas en cuanto a los motivos 
que dieron lugar a la sanción de la ley referida. 

Por otra parte, en el caso #ub iudice, el decreto, del Poder Ejecutivo Nacional, 
cuya copia obra a fs. 13, por el que se ordena nuevamente la detención de Pablo 
Vicente, evidencia que subsisten para el Poder Ejecutivo, con respecto al mismo, 
los motivos que originaron su nnterior detención en virtud del estado de sitio 
imperante. 

Que al condicionar el art. 23, último párrafo, de la Constitución Nacional, 
lu fncultad de arrestar del Presidente de la República, al hecho de que las 
personas "no prefiriesen salir fuera del territorio argentino" permite a ésta* 
elegir entre dos posibilidades, opción que por stu propia naturaleza debe enten- 
derse efectuada por todo el tiempo en que se mantenga vigente la orden de deten- 
ción dictada oportunamente por el Poder Ejecntivo en virtud de las facultades 
emanadas del estado de sitio. Que en tal sentido, entiende el suscripto qae el 
derecho de opción para salir del país se agota con su ejercicio, no pudiéndose 
por consiguiente, optar nuevamente mientras se mantengan sin solución de conti- 
nuidad las mismas condiciones que originariamente le dieran nacimiento. Y no 
podría ser de otra manera, puesto que como muy bien lo detalla «1 Sr. Procu- 
rador Fiscal, por la vía del amparo podría llegarse a legalizar judicialmente la 
burla de la letra y el espíritu de la Constitución y la ley mediante el fácil expe- 
diente de optar sucesivamente para salir del país volviendo a entrar de inmediato. 

Por ello, en virtud de lo diapuesto en los arts. 18 y 23 de la Constitución 
Nacional, y 644 del Cód. de Proced. en lo Crim., y de conformidad con lo dictami- 
nado por el Sr. Procurador Fiscal Dr. Juan Carlos Li pora ce, Resuelvo: Rechazar 
con costas los recursos de hábeas corpas y opción pan aalir del pata, interpuestos 
por Rosa Balbi de Vicente en favor de su hijo Pablo Vicente. Notifique se y opor- 
tunamente líbrese oficio al Ministerio del Interior haciéndole saber que queda 
levantada ta medida de no sacar de La Jurisdicción del Juzgado a Pablo Vicente. 
Angel A. Bregas z¡. 

Sentencia de la Cámara Nacional i>k Apelaciones en lo Federal 

Y Cf 1NTENC1080AMI1 N ISTKATIYO 

Buenos Aires, 17 de mayo de 1960, 

Y vistos; considerando: 

Que interpuesto a fs. 1 recurso de babeas corpus por Rosa Balbi de Vicente 
a favor de su hijo Pablo Vicente, y agregados tos informes de fs. 8 y 12 de loa 
cuales resulta que el nombrado se halla detenido a disposición del Poder Ejecutivo 
Nacional romo consecuencia del ejercicio de atribuciones conferidas a dicho Poder 
por el estado de sitio vigente en el país, presentase nuevamente la recurrente 
a fs. 15 solicitando por la vía de un recurso de amparo, se "emplace al Poder 
Ejecutivo para que en un término prudencial, lo mis breve posible, dicte resolución 
haciendo lugar a la solicitud de opción" (punto 8*) que Vicente habría hecho 
valer ante ese Poder con fecha 19 de febrero del corriente año, 3 días después 
de su detención, según «pie. 33S1-V-66. 
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Que, reconocida así por ln propia recurrente la legitimidad de Ja detención 
de iu hijo, y derivada ta cuestión 9ul> iuitice a la procedencia o no del nuevo 
derecho de opción que pretende ejercer Pablo Viceni;', »l Sr. Juez a quo lia desea- 
timado a t's. "Jf¡ el aludido recurso de amparo, fundado, tit conformidad cotí el 
dictamen del Sr. Procurador Finca], en la circunstancia de habérsele acordado con 
anterioridad a Vicente unn opción para salir del territorio argentino con fecha IT 
ije marzo de 1959 y por entender "que el derecho de opeión para salir del país se 
agota con su ejercicio, no pudiéndose, por consiguiente, optar nuevamente mientras 
se mantengan sin solución de continuidad las mismas condiciones que originaria- 
mente te dieran nacimiento", y ya que, por esa v(a, "podría llegarse a legalizar 
judicialmente la burla de la letra y el espíritu de la Constitución y la ley mediante 
el fácil expediente de optar sucesivamente para salir del país volviendo n entrar 
de inmediato". 

Que, radicad» la Mtt*a en esta instancia con motivo de loa recursos de nulidad 
y apelación interpuestos por Rosa Balhi de Vicente (fs. 30), y simultánea mente 
1 011 las decisiones recaídas en varias cuestiones planteadas por la recurrente, siem- 
pre en relación con la situación del detenido, tiene lugar a fs. 48 el correspon- 
diente informe "tn voce" de la defensa, quedando las actuaciones en condiciones 
de ser resueltas en definitiva luego del dictamen del Sr. Fiscal de Cámara de fs. 49. 
Ulteriormente, como medida para mejor proveer, se libró oficio al Sr, Ministro del 
Interior recabándole información acerca del estado del expediente relativo a la 
opción para salir del territorio argentino ejercida por Pablo Vicente, y en 
contestación se hizo saber al tribunal a fs. 5li que dichos obrados, al 3 de mayo 
próximo pasado, "aún se hallan en trámite" y a la espera de la agregación de la 
resolución dictada por el Juez Federa) Doctor Bregazzi, qu< es la denegatoria del 
hahea* Corpus corriente en estos autos a fs. 26. 

Que la solicitud de opción formulada por Pablo Vicente en expte. 33f51-V-(IQ 
ha HÍdo bien presentada ante el Poder Ejeentivo de la Nación, pues la competencia 
oriirinaria de ese Poder en el vaso, como lo ha declarado la Corte Suprema de 
Justicia de I» Nación, "surge del prineipin de la división de los poderes, del 
principio de que cada poder obra dentro de los limites de sus atribuciones con 
independencia de los otros, y de la interpretación lógica que conduce a concluir 
que el poder que tiene la facultad de detener o restringir la libertad dtininte el 
estado de sitio sea el que tenga la facultad de hacer cesar la restricción o de 
limitarla cuando té* el caso" (Fallos: 195: 49H). Ello no significa, sin embargo, 
como lo ha diclio también nuestro más alto tribunal, que tos jueces de la Nación ca- 
rezcan de toda competencia en el caso, pero ésta en nulidad sólo surge ulterior- 
mente frente al silencio del Poder Ejecutivo, o si éste niega nt interesado el derecho 
que le reconoce )n Constitución, o si pone restricciones improcedentes, a efectos 
<le amparar el derecho desconocido (ídem). 

Que se ¿rúo resulta de lu actuado, el detenido Vicente ha hecho uso del dereclio 
n que alude el nrt. 23 i'n fint de ln Constitución Nneioi.nl. optando por salir del 
territorio argentino el 18 de febrero del año en curso (fs. 20), y con fecha 25 
del mismo mes, se hallaba el" Poder Ejecutivo "a la espera de información reque- 
rida a Policía Federal" (fs. 20), no habiendo tomado aún decisión dicho Poder 
al ü de mayo próximo pasado por esperarse la agregación de la sentencia judicial 
actualmente en apelación ante este tribunal (fe. 50). Como bien se advierte, 
ii parecen cumplidos en el caso los extremos que hacen viable la competencia 
judicial para entender en el recurso deducido a fs. 15, no por haberte sido 
negado expresamente n Vicente el derecho invocado, o por haberse puesto restric- 
ciones improcedentes n su ejercicio, sino pos que se está en presencin de un 
prolongado silencio del Poder Ejecutivo al respecto, silencio que, por un lado, 
no se justifica con la espera de un fallo judicial que en nada debe interferir el 
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ejercicio de atribuciones propias en la especie, y que, por otro, puede tomar 
ilusorio un derecho reconocido por la Constitución. 

Que establecida así la competencia del Poder Judicial, y circunscripta la ma- 
teria a decidir si es procedente el ejercicio del derecho constitucional de opción por 
segunda vez, cabe señalar en el caso particular de autos que Pablo Vicente hizo 
uso por primera vea del referido derecho como consecuencia de la sentencia ju- 
dicial del 17 de mar£o de 1959 a que alude el certificado de fs. 21 vta.; que se 
instaló en la República Oriental del Uruguay; que ingresó posteriormente al 
país, ignorándose fecha y forma de llegada; que, a estar a los dichos de la recu- 
rrente, se aprestaba a regresar a la República Oriental del Uruguay el día 16 
de febrero del año en curso, siendo detenido ese día antes de tomar el hidro- 
avión por personal de la Prefectura Nacional Marítima, y que formuló nueva 
opción para salir del territorio argentino el 18 de febrero (fa. 20). 

Que, al salir Vicente del territorio argentino, a raíz de la sentencia del 17 de 
mnrxo de 1959, lo hito en ejercicio de un derecho, sin que le fuera impuesta en 
cae entonces ninguna especie de restricción o limitación, las cuales hubieran 
sido en realidad improcedentes frente al claro texto del art. 23 de la Constitución 
Nacional, y poniendo término con dicha salida a la facultad de arresto lícitamente 
ejercida en el caso por el Presidente de la Rep< v ilira. El reingreso posterior del 
nombrado al país no ha importado de por sí violación alguna, ni ningún delito del 
derecho criminal y aparece más bien como e) ejercicio también de uno de los 
derechos reconocida por el art, 14 de la Ley Fundamental : el de entrar, perma- 
necer, transitar y salir del territorio argentino, de redi o del cual Vicente pudo 
hacer uso sin trabas legítimas, aunque a riesgo de una nueva privación de libertad. 

Que producida esa nueva detención como consecuencia del ejercicio de facul- 
tóle-i indiscutibles, derivadas de la subsistencia del estado de sitio en el país (fs. 
13}, no se ve cómo podría desconocerse vól idamente, frente al conjunto de las 
normas constitucionales, el ejercicio del derecho de salir del territorio argentino, 
que es el reverso constitucional, establecido en defensa de la libertad individual, 
de 1» facultad del poder público de restringir esa libertad, máxime cuando el 
ejercicio de ese derecho por segunda vez no se halla vedada en ninguna disposición 
constitucional, y contribuye, al concretarse, a alejar todo peligro para "el 
ejercicio de esta Constitución y de las autoridades creadas por ella", objetivos 
cuya salvaguardia persiguiese con la declaración del estado de sitio y con el 
ejercicio de la facultad de detener a las personas. Puede sostenerse que constituiría 
una burla a los fines superiores tenidos en cuenta con la declaración del estado 
de sitio, y al respeto que deben merecer las decisiones de la autoridad, si quien 
ha hecho uso del derecho de salir de) país, en las condiciones previstas en el art. 23 
de 1n Constitución Nacional, reingresara al mismo reiteradamente y con breves in- 
tervalos de tiempo, poniendo en peligro en tal forma tn tranquilidad pública. 
Pero no se observa que ello sea así en el caso particular de autos, en el cual la 
nueva y segunda opción es ejercida un año después de la primera y a raíst de 
una detención, cabe destacarlo, producida, no en el interior del país o en probada» 
circunstancias que podrían traslucir actitudes sospechosas de peligro social, sino 
aparentemente en ocasión de hacer abandono del territorio con destino al lugar 
donde se tenía instalado el centro de actividades lícitas. 

Por estas consideraciones y desestimándose el recurso de nulidad interpuesto 
a fs. 30, se revoca el auto apelado de fs. 2(i, luciéndose lugar al amparo deducido 
a fs. 15, debiendo a tales efectos, librarse oficio al Ministro del Interior, con 
transcripción de la presente sentencia, a fin de que dentro del término de 5 días 
se haga lugar al derecho ejercido por Pablo Vicente para salir del territorio 
argentino o, en su defecto, se disponga su inmediata libertad. — Ambrosio So- 
mero Carranza. — Hernán Juárez Peñaha. — Enrique Ramos itejía. 
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Dictamen- del Procurador es eral 
Suprema Corte: 

A menos que se pierda de vista ta finalidad perseguía por 
el art, 23 de la Constitución Nacional, no creo que al derecho de 
opción de salir fuera del territorio argentino que la cláusula 
mencionada acuerda a las personas arrestadas por el Poder Kjc- 
eutivo durante la vigencia del estado de sitio, se le pueda asignar 
un alcance tjue implique desmedro de las atribuciones que, para 
conjurar dicha situación de emergencia, el misino texto consti- 
tucional reconoce a aquella autoridad. 

Kn este orden de ideas, entiendo que si el Presidente de la 
Nación ha sido facultado para arrestar a las perfetnas, y para 
mantenerlas en tal situación durante todo el tiempo le vigencia 
del estado de sitio, ta opción referida sólo armoiÜMrá con esa 
facultad en tanto y en cuanto quien ta formule quede por esto 
sólo heclio comprometido, o a permanecer fuera de los límites 
del país mientras continúe rigiendo aquella extrema medida de 
gobierno y el Poder Ejecutivo no baya dejado sin efecto la orden 
de detención, o bien, en caso de necesario regreso encontrándose 
vigentes ambas, a. no reingresar en el territorio de la Nación 
sin conocimiento de aquél. 

Pretender lo contrario, es decir, considerar que la opción 
del art. 23 no impone otra cosa que el mero cruce de ta frontera, 
implicaría admitir, como lo hace el tribunal apelado, que no 
incurre en violación alguna quien, habiendo hecho abandono del 
país en ejercicio de aquel derecho, vuelve a él mediando las mis- 
mas circunstancias que determinaron su salida, sin ponerse de 
inmediato a disposición de la autoridad administrativa. Y esta 
conclusión, a su vez, obligaría a considerar procedente una se- 
ganda opción que el interesado opusiera a un nuevo arresto, y 
de igual manera a las sucesivas que ejerciera en cada oportu- 
nidad que decidiera su retorno a la República. 

Considerada de aquel modo ta cuestión, en efecto, no se per- 
cibe cómo podría limitarse el número de opciones y, por consi- 
guiente, de regresos, Pero lo que sí se advierto sin dificultad 
es que, en tal caso, una persona cuya libertad de locomoción 
dentro del país podría agravar, a juicio de la autoridad compe- 
tente, el estado do conmoción interior determinante de la decla- 
ración del estado do sitio, contaría regularmente con la posibi- 
lidad de trasladarse de un lado a otro del territorio sin restric- 
ciones de ninguna especie, y por lapsos más o menos prolongados 
según el tiempo que llevara proceder a ana nueva detención, con 
clara burla de tas facultades que, para aquella situación do 
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emergencia, le han sido reconocidas al Poder Ejecutivo por el 
mismo texto constitucional sub examine. 

Con arreglo a lo que llevo expresado entiendo que es ajena 
a Ja cuestión en estudio la circunstancia de que el reingreso clan- 
destino al país del beneficiario de este recurso de hábeas corpus, 
no pueda considerarse delito del derecho criminal. De lo que 
aquí se trata, es de la violación por aquél de un compromiso 
»]ue debe entenderse ínsito en la opción que oportunamente for- 
muló ya que, de otra manera, esta última habría sido incongrueii 
te con las facultades ejercidas por el Poder Ejecutivo en ocasión 
de proceder a su primer arresto, las cuales, como la opción mis- 
ma, nacen de lo dispuesto por el art. 23 de la Constitución Na- 
cional; compromiso aquél que, por su propia naturaleza, requiere 
que sea leahuente observado, y cuyo desconocimiento hacer per- 
der, a quien de ello es resj»oiisable, el derecho de exigir a la 
referida autoridad su renovación, 

A mérito de lo expuesto, estimo que corresponde revocar el 
fallo apelado. Buenos Aires, 7 de junio de 1960. — Ramón 
Lnsrano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Balbi de Vicente, Rosa s/ su recurso do 
hábeas eorpus en favor de Pablo Vicente". 

Considerando: 

1* (¿ue, habiéndose dispuesto y efectivizado el arresto de 
Pablo Vicente para "asegurar la tranquilidad pública" v en ejer- 
cicio de las facultades que al Presidente de la Nación atribuye 
el estado de sitio (decreto 1828/60 cuya copia autenticada obra 
a fs. 13), la madre del prevenido promovió "recurso de amparo". 
Fundó sus pretensiones en la circunstancia de haberse ejercido 
derecho de opción para salir del territorio argentino, con fecha 
19 de febrero de 1960, sin que el Poder Ejecutivo acogiera la 
petición formulada, no obstante lo preceptuado por el art. 23 de 
la Constitución Nacional <fs. 15/17). 

2» Que, rechazadas las pretensiones de la aetora por el juez 
de primera instancia (fs. 26/28) e interpuesto el pertinente re- 
curso de apelación, la Cámara a «uo revocó el pronunciamiento 
denegatorio y dispuso librar oficio al Ministro del Interior "a 
fin de que dentro del término de cinco días se haga lugar al 
derecho ejercido por Pablo Vicente para salir del territorio argen- 
tino o, en su defecto, se disponga su inmediata libertad" (fs. 
57/60). 
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3* Que contra tal decisión el Fiscal de Cámara dedujo re- 
curso extraordinario (fs. 64), que le fué concedido {fs. 65). 

4» Que, según resulta de las constancias agregadas con mo- 
tivo de la medida para mejor proveer que esta Corte ordenó 
a fs. 73, el Poder Kjecutivo Nacional, el día 3 de agosto de 1960, 
o sea luego de dictada la sentencia de segunda instancia, deses- 
timó "la opción i-ara salir del país" que motiva la presente 
causa, a cuyo fin expidió el decreto 8985/60 77/78). Dicha 
medida, según resulta de los fund montos de ose decreto, fué 
adoptada teniendo en cuenta que Pablo Vicente se encuentra 
actualmente sometido a proceso penal que tramita por ante el 
Consejo de Guerra Especial n* 1 (causa "José Normando Castro 
y otros s/ actividades subversivas, intimidación pública e incen- 
dio y otros estragos"), siendo su condición procesal la que prevé 
el art. 31 fi del Código de Justicia Militar. 

5 9 Que los hechos señalados en el considerando anterior 
resultan ser decisivos en orden a la solución del sub lite. Kilo 
es así en razón de que, conforme a reiterada jurisprudencia del 
Tribunal, no corresponde hacer lugar al derecho de opción, ejer- 
cido en los términos del art. 23, i» fine, de la Constitución Nacio- 
nal, cuando median circunstancias como las que aquí se juzgan, 
esto es, cuando el detenido cuya libertad se peticiona hállase 
sujeto a un proceso penal no terminado todavía, aunque en éste 
no se lia va dictado auto de prisión preventiva (Fallos: 237 : 260: 
234:657). 

6* Que, de conformidad con la doctrina expuesta en los pre- 
cedentes citados, cuyos fundamentos se dan por reproducidos en 
lo pertinente, brvvitatis causa, los agravios que fundan el recurso 
extraordinario deben prosperar. Porque, como también está re- 
suelto, para que sea procedente el babeas eorpus o el amparo la 
restricción ilegal que se invoca del» ser actual, es decir, contem- 
poránea con la decisión judicial del caso, de modo que si aquélla 
no existe en el momento de dictarse el pronunciamiento de esta 
Corte, corresponde desestimar el remedio intentado (Fallos: 235: 
255; sentencia del 10 de agosto pasado en la causa F.226, "Fede- 
ración Argentina de Trabajadores de la Imprenta s/ recurso de 
amparo"). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se revoca la sentcnein de fs. 57/60. 

Benjamín* Villegas Basvvilbaso — 
Artstóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberastury — Ricardo Colom- 
bres. 
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S. A. E. R. SQUIBB Y SONS ARGENTINA v. MUNICIPALIDAD de la 

CIUDAD de BUENOS AIRES 

RECURSO ORDINAL. O DE APELACION: Tercera imtam i*. Juicios en que 
ta Nación es parte. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación deducido contra la sen- 
tencia dictada en un juicio por repetición de impuesto a las actividades lu- 
cí ativns. establecido por la Ordenanza General Impositiva Municipal de 1949, 
declarada rigente para el año 1950 (ley 13*675), pues se trata de un im- 
puesto instituido en beneficio exclusivo del patrimonio local de la Capital. 

Dictamen del PnocrHAixm General 
Suprema Corte: 

En lo- presentes autos se pretende la repetición de ]o abo- 
nado en concepto de impuesto a las actividades lucrativas, <¡ue 
es de carácter local. 

Por ello y por aplicación al caso de la doctrina do V. E. de 
Fallos: 234: 427, el recurso ordinario de apelación es impro- 
cedente y corresponde así declararlo. Buenos Aires, 9 de octubre 
de 1953. — Ramón Lasca**}, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "E. B. Squibb y Sons Argentina S. A. fe/ 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ repetición", 

Y considerando: 

Que en la presente causa se persigue la repetición de lo pa- 
gado por la actora en concepto de impuesto a las actividades 
lucrativas, establecido por la Ordenanza General Impositiva 
Municipal de 1949, declarada en vigencia para el año 1950 por 
In ley 13.675. 

Que tratándose de un impuesto instituido en beneficio exclu- 
sivo del patrimonio local de la Capital, cabe decidir — con arre- 
glo a la doctrina establecida en el caso de Fallos : 234 ; 427, cuyos 
fundamentos en lo pertinente se dan por reproducidos brevitaiis 
causan- que el recurso ordinario de apelación es improcedente. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso ordinario de apelación conce- 
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dido a fs. 121 vta. Las costas de esta instancia a cargo de la 
demandada. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóhulo D. Aráoz de Xjamadriu 
— * Julio Oyhanahte — Ricardo 
Colombres. 



ANGEL RICCOMI 

JVMSDICCIOX Y COMPETENCIA: fue^Uows de competencia. Inhibitoria: 
planteamiento y trámite. 

Para que exista una contienda debidamente trabada entre la justicia federal, 
que se declaró competente para conocer del proceso, y la militar, ante la que 
se sigue causa de conformidad con el decreto 2639/60, es necesario que el 
tribunal castrense a quien se libró el respectivo oficio de inhibitoria, se expida 
en la forma prevista por los arts. 51 y sigtes. del Código de Procedimientos en 
lo Criminal y 150 y sigtea. del Código de Justicia Militar. 5ío habiendo 
ocurrido así en el caso, corresponde devolver los autos al tribunal de origen 
para que se cumpla diebo procedimiento. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De las actuaciones agregadas no resulta que se haya plan- 
teado en autos una cuestión de competencia que corresponda 
dirimir a V. E. de conformidad con lo dispuesto en el art. *24, 
ine. 7* del decreto-ley 1285/58. 

Consta, en efecto, que la Cámara Federal de Córdoba resol- 
vió que el Juez Federal librara oficio de inhibitoria al Consejo 
de Guerra, * que dicho magistrado realizó aquella diligencia, 
pero no hny constancia alguna de que el Tribunal militar haya 
sostenido su competencia,' ni, por lo tanto, de que exista conflicto 
entre ambos organismos jurisdiccionales. 

Corresponde, pues, así declararlo. Buenos Aires, 16 de agos- 
to de 1ÍMJ0. — Ramón Lascnno. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de setiembre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que el Sr. Juez Federal interviniente en la causa, accediendo 
a la petición de que dan cuenta los testimonios obrantes a fs. 1/4, 
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hizo lugar a la cuestión de competencia por inhibitoria planteada, 
y se declaró competente para entender en el proceso que se sigue 
contra Angel Riccomi ante la justicia militar (fs. 8). 

Que, deducido el pertinente recurso de apelación por el Sr. 
Procurador Fiscal Federal (fs. 8 vta.), el tribunal a quo, luego 
de señalar que al mencionado Riccomi se le imputan "los delitos 
de sabotaje, terrorismo, daño intenciono) y asociación ilícita", 
hallándose procesado de conformidad con el régimen del decreto 
Ü639/60, resolvió confirmar el auto apelado en cuanto declara la 
competencia de la justicia federal para conocer del asunto (fs. 
20/25). Y, asimismo, dispuso que se librara inmediatamente el 
oficio de inhibitoria a que se refiere el art. 54 del Código de 
Procedimientos en lo Oiminal. 

Que dicha diligencia fué cumplida por el Sr. Juez Federal 
(fs. 26 vta. y 27), sin que conste en el expediente que el tribunal 
militar requerido haya dictado auto inhibiéndose o negándose a 
hacerlo. 

Que, en tales condiciones, es obvio que no media en el $ítb lite 
una contienda de competencia debidamente trabada sobre la cual 
esta ( 1 orte deba pronunciarse. Para que ello ocurra, en efecto, 
es necesario que el tribunal requerido se expida en la forma pre- 
vista por los arts. 51 y sigtes. del Código de Procedimientos en 
lo Criminal v 150 y sigtes. del Código de Justicia Militar (Fa- 
llos: 238 : 29; 237: 184 y otros). 

En su mérito y con arreglo a lo dictaminado por el Señor 
Procurador General, se resuelve devolver los autos al tribunal de 
origen para que se proceda conforme a lo expresado en este 
pronunciamiento. 

Benjamín Villegas Basavilbako — 
Akistóbllo D. Aráoz de Lamadrid 
- — Litis María Boffi Boogero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 
hastvky — Ricardo Colombbes. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL y, PROVINCIA es CORDOBA 
mTlFlCAClOX, 

Las providencias dictadas durante el período de prueba, en principio, se no- 
tifican por nota, salvo los casos en que procede la notificación en el domi- 
cilio (i). 



(1) 5 de icffembre. 
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NULIDAD PROCESAL. 

La circunstancia de haberse notificado por cédala a Isa partea la providencia 
qne dispone reservar el deapaebo atine nU a la prueba testimonial ofrecida en 
jurisdicción provincial, hasta que se presenten los interrogatorios respectivos 
y que, cumplido dicho requisito, la que ordena el oficio pertinente haya que- 
dado notificada por nota, no autoriza a declarar la tmlidad de lo actuado. 
Kilo es así, Unto más encontrándose consentido el auto ordenando agregar 
el aludido oficio, ya diligenciado. 



NACION ARGENTINA v. CONRADO JORGE JOSE BEVERINA 
y PROVINCIA M CORDOBA 

PRUEBA: Testigos . 

Corresponde hacer lugar a la acusación de negligencia cuando, habiendo ven- 
cido con exceso el término de prueba, no existe constancia alguna en el cua- 
derno respectivo de haberse librado el oficio ordenado oportunamente por la 
Corte parn diligenciar Ih prueba testimonial ofrecida en jurisdicción provin- 
cial (»)• 

PRUEBA: Testigos. 

La circunstancia alegada de haberse acompañado los interrogatorios, a efecto 
de que los testigos ofrecidos declaren en jurisdicción provincial, no excusa 
la fnlta de presentación del sellado para la confección del oficio respectivo, 
puc- es obligación de parte impulsar el procedimiento. 



ADMINISTRACIÓN GENERAL dk TRANSPORTES de BUENOS AIRES 

v. PROVINCIA de SAN LUIS 

PRUEBA: Ofrecimiento gf producción. 

Habiéndose ordenado reiterar un oficio a pedido de la actora, según provi- 
dencia consentida por la contraparte, la negligencia acusada por esta última 
veinticinco días después debe ser rechazada, aun cuando hubiere vencido el 
término de prueba, en razón de que el tiempo transcurrido entre ambas 
petieionea es excesivo {-). 



ASOCIACION ESCOLAR ALEMANA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cuestión federal. Cues- 
tinne» fedérale» Himplen. Inter pttUteiAn de te Constitución Naeioml. 

Procede el recurso extraordinario con fundamento en la garantía eonstitu- 
cbnfll de la defensa en juicio cuando, habiéndose comunicado una resolución 



(i) 5 de aetiembre. 

(*) 5 de setiembre. 
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judicial a la repartición nacional obligada, carente de atribuciones para 
representar al Estado, se priva a éste, que no ha tenido intervención en los 
autos en el carácter de parte, del derecho de deducir apelación. 

XOTIFWACIOX. 

La simple comunicación de una resolución judicial a una repartición del 
Estado, recaída en juicio en que a éste no se le ha dado parte, no constituye 
notificación valida a los fines del curso del término de la apelación que el 
Gobierno estime oportuno dedaeír. 

BBCUnSO ORDINARIO DE APELACION: Segunda instancia. 

El término para interponer recurso ordinario de apelación para ante la Cá- 
mura, habiéndose comunicado la resolución judicial recaída en primera ins- 
tancia a una repartición nacional carente de atribuciones para representar 
al Fisco, debe computarse a purtir del apersonamiento del representante 
estatal al juicio, no mediando demora inexcusable. Dicha doctrina es aplicable 
aun en el supuesto de tratarse de una acción de amparo. 



Dictamen del Pnocua\ivm General 

Suprema Corte: 

Siendo la sentencia apelada contraria a la pretensión que se 
ha fundado en la garantía constitucional de la defensa en juioio, 
el recurso extraordinario es procedente. 

Corresponde, por lo tanto, hacer lugar a la queja. Buenos 
Aires, 23 de agosto de 1060. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, ó de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por «Tose Feli- 
pe Bonitos (Procurador Fiscal de Cámara) en la causa Asocia- 
ción Escolar Alemana s/ amparo", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y considerando: 

Que como lo señala el dictamen precedente del Sr. Procura- 
dor General existe en los autos principales cuestión federal 
bastante para sustentar el recurso extraordinario. 

Por ello y lo dictaminado a fs. 8, se declara procedente el 
recurso extraordinario deducido a fs. ííít de los autos principales. 

Y considerando ci cuanto al fondo del asunto por no ser 
necesaria más snstanciación : 

le la simple comunicación de una resolución judicial a una 
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Repartición del Estado, recaída en juicio en que a éste no se 
le hn dado intervención en carácter de parte, no constituye noti- 
ticaeion valida a los iiues del curso del ténnino do la apelación 
que el Gobierno estime pertinente deducir. 

Que habida cuenta de que las resoluciones judiciales pueden 
aiectnr derechos cuya tutela incumbe a las autoridades nacionales 
con facultades para representar al Estado, en cuanto persona 
jurídica, la simple orden judicial impartida a una Repartición 
párente de tales atribuciones es insuficiente para privar a aqué- 
llas del ejercicio de las propias como, por razones de ineludible 
tramite, ocurriría en la generalidad de los casos y ha ocurrido 
de hecho en el presente. 

Que es por consideración a razones de esta índole, así como 
a [a facultad que también asiste al Estado para cuestionar ante 
sus propios tribunales los derechos (| ue puedan asistirle, que 
esta Corte tiene declarado que en casos semejantes, y no median 
do demora inexcusable, el término para recurrir debé computarse 
a partir del apersonamiento del representante estatal al juicio 
—Fallos: 243: 221 y otros— . 

Que no obsta n la aplicación en los autos de la doctrina enun- 
ciada en los precedentes considerandos, la circunstancia de que 
se trate de una acción de amparo; nc sólo porque la pretensión 
estatal es, en el caso, la de la impertinencia del mencionado 
procedimiento sino también porque, la admisión del mismo no sig- 
nifica la irrevisibilidad del pronunciamiento de primera instancia 
a eme por la vía indicada se ha llegado en la especie —doctrina 
de Palios: 244 : 489 y otros—. 

Que por último tampoco impide el presente pronunciamiento 
la manifestación formulada a fs. 98 de los autos principales, a 
cuyo respecto delie de recaer resolución en su oportunidad, en 
las instancias ordinarias. 

Por ello, se revoca la resolución de fu. 90 en lo que ha sido 
objeto de recurso extraordinario, debiendo el tribunal apelado 
reasumir su jurisdicción en la causa conociendo en ella por virtud 
de los recursos de apelación y nulidad deducidos a fs. 79 nue se 
u rnn bien concedidos a fs. 79 vta. 

Benjamín- Villegas Basavilbaso — 
AniSTÓBULO D. AnÁoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Pei»ho 
Aberastuby. 
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CAJA DI PREVISION SOCIAL im MEDICOS, BIOQUIMICO! 
ODONTOLOGOS, FARMACEUTICOS, VETERINARIOS Y ' 
OBSTETRAS we CORDOBA v. S. R. I* MEDICAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propio*. Sentencia definitiva. Re. 
solunones anteriores » la sentencia definitiva. Juicio» de apremio j, ejecutivo. 

El recurso extraordinario es, por vía de principio, improcedente respecto 
de Las decisiones recaídas en procedimiento* ejecutivos, salvo el supuesto 
excepcional de que los agrarios en que la apelación se funda revisten gra- 
vedad ¡i. atuekmaL Tal ocurre cuando lo resuelto en el apremio puedo 
a lector la expedito prestación de los servicios públicos o excede del interés 
individual de las partes y atañe también al de la colectividad. 

REt VRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva Se- 
BofarMue* anteriores a la sentencia definitiva. Juicios de apremio y ejecutivo. 
Existe gravedad institucional, a los efectos de la procedencia del recurso ex- 
traordinario en el procedimiento de apremio, cuando la ejecución corresponde 
a medidas de alcance general que pueden interesar a actividades cuyo co- 
rrecto ejercicio no es ajeno al bienestar común. 

RECURSO EX TRA O RDIXAR 1 : Requisitos propios Sentencia definitiva. Re- 
icones anteriores a la sentencia definitiva. Juicios de apremio y ejecutiva. 

Procede el recurso extraordinario ai, habiéndose cuestionado la constitneio- 
nahdad de la exigencia de un aporte a cargo de comerciantes y que beneficia 
a los integrantes de la Caja de Previsión Social para Médicos v afines de 
Córdoba, con los cuales aquéllos no tienen relación, asi como el carácter 
anómalo del procedimiento pnra la formación del capital de la Caja, el monto 
del gravamen que se ejecuta afecta seriamente las actividades comerciales del 
recurrente. 



Dictamen oel PbocuKador Genebal, 

Suprema Corte: 

El presente caso reviste características similares a las del 
que se plantea en la causa "Caja de Previsión Social de Médi- 
cos, Bioquímicos, Odontólogos, Farmacéuticos, Veterinarios y 
Obstetras de Córdoba c/ Casa Amuchásteguí S.R.L. s/ apremio" 
(C .1044 - XIII), donde la demandada interpone recurso de hecho 
ante % E., en el que me expido en el día de la fecha ('). 



(>) Dicho dictamen dice así : 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario, cuya denegatoria a f s . 60 del principal motiva 
esta presentación directa, resulto, en mi opinión, improcedente. 

Ello es así, en primer lugar, toda ver que la sentencia de fs. 48 de los aludidos 
mitos no reviste carácter de definitiva, por haber sido dictada en un juicio de 
apremio, si» que se den. por otra parte, las condiciones excepcionales que, según 
jurisprudencia de V. E. permitirían, no obstante aquella circunstancia, hacer 
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Por las razones allí expuestas, a las cuales me remito en 
cuanto fueren de pertinente aplicación, opino que corresponde 
dcclurar bien denegado el recurso extraordinario a fs. 61 vta. del 
principal, debiendo en consecuencia, desestimarse la presente 
queja. Buenos Aires, 29 de agosto de 1ÍHH). — Ramón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, ó de setiembre de 19ÜU 

Vistos los autos: "Recurso de hecbo deducido por la deman- 
dada en la causa Caja de Previsión Social de Médicos, Bioquí- 
micos, Odontólogos, Farmacéuticos, Veterinarios y Obstetras de 
Córdoba c/ Medical S. R.L. partí decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte el recurso 
extraordinario es, por vía de principio, improcedente respecto 
de las decisiones recaídas en procedimientos ejecutivos. 

Que esta jurisprudencia reconoce, sin embargo, excepción 
cuando los agravios en que la apelación se funda, además de ser 
del resorte de la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48, 
revisten gravedad institucional —Fallos: 245: 18, 20 y 143 y 
causa "Tucunián Gobierno de la Prov. do c/ Agua y Energía 
Eléctrica, Dirección General de", sentencia de 30 de mayo del 
año en curso y otros — . 

Que la gravedad institucional a que so refieren los prece- 
dentes mencionados existe, verbigracia, cuando lo resuelto en^ el 
apremio puede afectar la expedita prestación de los servicios 
públicos. Pero también corresponde admitirla en los supuestos 
en que lo decidido excede del interés individual de las partos 
y atañe también al de la colectividad. 

Que en lo que hace al último supuesto cabe estimarlo confi- 
gurado cuando la ejecución corresponde a medida de alcance 
general que pueden interesar a actividades cuyo correcto ejer 



lugar al remedio federal intentado. 

En segundn término, la decisión apelada se funda en la interpretación de dis- 
posiciones de carácter administrativo y procesal contenida» en normas locales 
y en la apreciación de cuestione» de hecho y prueba, todo lo cual resulta irre- 
vi.iible en Ir instancia de excepción cuya apertura se pretende. 

Estimo, por último, que las deposiciones de la Constitución Nacional invo- 
cadas por el recurrente nn guardan relación directa con la materia de la causa. 

Por todo to expuesto, y no hallándose justificada la tacha de arbitrariedad 
opuesta a la sentencia, opino, en conclusión, que corresponde declarar bien dene- 
gado el recurso extraordinario, debiendo, en consecuencia, desestimarse la queja 
interpuesta. Buenos Airea, 29 de agosto de 1960. — Ramón Ládano. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



vicio no os ajeno al bienestar común. Si a ello se agrega que la 
impugnación constitucional reviste seriedad y que la remisión de 
su decisión al juicio ordinario puede hacerla ineficaz, no parece 
dudoso que el recurso deba concederse. 

Que en el caso de autos se alega la impropiedad constitu- 
cional de la exigencia de un aporte, a cargo de comerciantes, 
en Iwnefieio de los profesionales integrantes de la Caja actora 
con los cuales no tienen relación contractual los responsables de 
aquél. He sostiene también que tal procedimiento es anómalo a 
los fines de la constitución del capital de la Caja respectiva y 
que, por el monto del gravamen, las actividades comerciales 
a que el recurrente su dedica se ven seriamente afectadas. Debe 
todavía añadirse (pie existen en trámite, en el momento actual, 
ante esta Corte, diez recursos similares al presente. 

Que en tales condiciones el Tribunal estima que el caso 
encuadra en el supuesto de excepción de que tratan los prece- 
dentes considerandos. 

Por ello y lia hiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara procedente el recurso extraordinario deducido en los 
autos principales. En consecuencia: Autos y a la Oficina a los 
efectos del nrt. fí 9 de la ley 4055. Señalanse los martes y viernes 
o el siguiente día hábil si alguno de ellos no lo fuere para noti- 
ficaciones en Secretaría. 

Ahistóbulo D. ArtÁoz DB Lamauiui) — 
Luis María Bom Boookho — 
Julio Oyhanahte — Pedro Ahe- 
rasti'ry — Ricardo Colombrbs. 



Cía. na TRANVIAS MAR mi. PLATA 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propias. Cuestione* no federules. 
Interpretarían de norman lócale* tle procedimiento*. Costa* » honorario*. 

Lo atinente a la aplicación de tos arancele* profesionales., en las instaiidns 
ordinarias, e*t cuestión ajena n la jurisdicción extraordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*. Cuestiones no federales. 
Frntewia* arbitrarías. Principios venérale*. 

La doctrina «obre arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en 
materia de honorarios. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. I'rincipioe generales. 

La tesis que admite la posibilidad de interpretación, incluso respecto de leyes 
que se estiman claras, no sustenta la alegación de arbitrariedad. 





í Requinto, propios, Cuestiones m fedérale? 
ida del re curto. 



Iwi afirmación de ser impertinente | H aplicación de un precepto del arancel 
local, no da lugar a recurso extraordinario. 



Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Luis Baúl 
Vetitimiglia en Ja eauaa ría. de Tranvías Mar del Plata tí/ quie- 
bra", iiara decidir «obro su procedencia. 

V considerando: 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte lo 
atinente a la aplicación de los aranceles profesionales, en las 
instancias ordinarias, es cuestión ajena a la jurisdicción extra- 
ordinaria de esta Corte, Se ha declarado además, que la doctrina 
establecida en materia de arbitrariedad es de aplicación espe- 
cialmente restringida en lo atinente a honorarios — Fallos: 246: 
153 ,y * us citfts— . Habida cuenta de que la tesis que admite la 
posibilidad de interpretación, incluso respecto de leyes que se 
estiman claras, no sustenta la alegación de arbitrariedad —Fa- 
llos: 240: ;í01— y (me la afirmación de ser impertinente la apli- 
cación de un precepto del arancel local, no da lugar a recurso 
extraordinario —Fallos: 243: 2í>8— lo expuesto basta para el 
rechazo de la apelación, ¡jorque las cláusulas constitucionales 
invocadas carecen de relación directa con lo resuelto. 

Por ello se desestima In precedente queja. 



JOSE A. E, JIMENEZ v. S. A. Cía. ARGENTINA tm TELEFONOS 

T Otka 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones n* federales. 
Interpretación tté normas lócate* de procedimientos. Cosos raríos. 

I«n resolución que declara procedente ln excepción de defecto lepal no causa 
agravio msusecptible de reparación en la* instnnci.i* ordinarias, aún ruando 
se nlepue que ea imposible cumplir con el requisito de determinar el monto 
de lo demandado. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Buenos Aires, 5 do setiembre de lflfiO. 



Bf.XJAMÍX VlLf.EiiAK RvKAVII,HASO 

Julio Oyiiaxahtk — Pedko Abk- 

líASTt-FíY — RlC'AHDO CoijOMBHES. 
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RECURSO EXTRAORDIXA RIO: Requinto* ¡impíos. Cuestiones no federales 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

U afirmación de ser posible una apreciación aproximada de los honorarios 
por quimil pilotó loa servicios cuyo pago se persigne, no excede de lo <jue es 
materia de decisión por Jos jueces de la pausa y, en consecuencia, no es ar- 
bitraria, 

RECURSO EXTRAORDIXARIQ: Requisitos propios. Relación directa. Xormas 
estragas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La resolución que, en razón de «r posible determinar aproximadamente el 
monto de los honorarios cuyo cobro se persigue, hace lugar a la excepción de 
delecto legíil «puesta, no guarda relación directa con los arts, 10, 17, 18 y 19 
de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRA ORDIXARI O: Requisitos propios. Cuestione, uo fetkrates. 
Interpretación de normas tocaies de procedimientos. Costas y kpr»nW. 

Las cuestiones atinentes al cargo de la» castas y al monto del impuesto de 
justicia, son ajenas al recurso extraordinario. 



FALLO 1>E LA COHTK Sl-PRKMA 

Ruónos Aires, 5 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso do hecho deducido por la actora 
en la causa .Jiiiióiieis, José A. K. <•/ Cía. Arg. de Teléfonos S. A. 
y otra", pura decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esía Corte, la reso- 
lución por la cual se declara procedente la excepción de defecto 
legal no causa agravio ínsusceptible de reparación en las instan- 
cias ordinarias, lo que obsta a la procedencia del recurso extra- 
ordinario — conf. causa "Urbnn o/ Sandí " sentencia de 29 de 
agosto del año en curso y otras — . 

Que si bien es cierto que, en el caso, a diferencia del prece- 
dente antes citado, se arguye con la imposibilidad del cumpli- 
miento del requisito exigido por la sentencia apelada —determi- 
nación del monto do lo demandado — no es menos cierto que lo 
declarado sobre el punto por el tribunal de la causa es irremisible 
en instancia extraordinaria. En efecto, la afirmación de ser 
posible una apreciación aproximada de sus propios honorarios 
por (¡uien prestó los servicios cuyo pago se persigue, no excede 
de lo que es materia do decisión por los jueces de la causa y no 
guarda relación directa con los arts. 16, 17, 18 y 19 de la Consti- 
tución Nacional. Habida cuenta de que, en tales condiciones, no 
es aplicable la jurisprudencia establecida en materia de arbitra- 
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riedad y que el oargo de las costas y el monto del impuesto de 
justieía son ajenos al recurso extrimi-diiuirio in queja debe ser 
desechada. 

Por ello se desestima la precedente queja, 

Ben\jamL\ Villkoas Bakavilbaso — 
Aiíistóri-u» I). Aháoz de Lamadiiid 

— ffttáfO OVHANARTR — RfCARDll 
('OLOMBRHH. 



S. A. EL SCHÜSTER v. SANTIAGO BOSSERT r Otro 

lifr'J f'ftso EXTKAOMUWAHIO: Requmtu* propios. Sentrneia definitiva, Re- 
MilHciour* anterior?* a ht .teittetuin definitiva. Medula* precautoria*, 

idis resoluciones que acuerdan, deniegan o modifican medidas de carácter 
precautorio son. jmr \íji de principio, insuseeplihles de recurso extraordi- 
nario. 

RECVRSO KXTRAORDI XARt&i ti$pjtim propios Cnetiimie* no federales. 
SentéHeictt nrhitrttria*. fmproretfentití tlH rrntrxn. 

El pronunciamiento «pie no hace lupnr a ln substitución de embargo pedida 
por 1;i querellaba en cnusn xobiv usurpación de patente de invención por 
carecer aquélla de personería para solicitar ln medida respecto de bienes que 

pertenecen a terceros, tiene fund entos de liecbo y de derecho procesal que 

excluyen la aplicación de ln doctrina establecida en materia de arbitrariedad 
y que no guardan relación directa e<ui el art. 68 de ln ley 111 y los nrts. 14 
y 17 ile ta Constitución Nacional. 



Dictamen del PsqcrKAixre Okn'kral 

Suprema Corte: 

V. E. lia decidido reiteradamente qu . por vía de principio, 
el recurso extraordinario es improcedente respecto de resolucio- 
nes que acuerdan, deniegan o modifican medidas de carácter pre- 
cautorio (Fallos: '242: 27í>; 239: 244 y sus citas). 

Fax el presente caso la resolución de segunda instancia, con- 
firmatoria de Irt de primera que no hizo lugar a la sustitución 
de embargo pedida por la querellada por usurpación de patente 
de invención en razón de carecer la misma, de personería para 
solicitar esa medida, no reviste carácter definitivo ni encuadra 
dentro de las excepciones admitidas por esa Corte al referido 
principió; desde que no impide la ma relia del juicio, ni le pone 
fin, ni le ocasiona a lo recurrente agravio substancial e insus- 
eeptible de reparación. 
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Por lo demás, esa decisión tiene fundamentos de hecho y de 
derecho procesal bastantes para sustentarla, con los que las ga- 
rantías constitucionales invocadas en apoyo del remedio federal 
intentado carecen de relación directa e inmediata y la que no es 
susceptible, tampoco, de ln tacha de arbitrariedad, en los térmi- 
nos de la doctrina de V. K. al respecto, que también se alega en el 
respectivo escrito. 

Por ello, opino que corresponde desestimar la queja. Bue- 
nos Aires, 23 de agosto de líHiO. — llamón Lascano. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 5 de setiembre de líKiO. 

Vistos los autos: " Recurso de hecho deducido por loa quere- 
llados en la causa Schustcr E. S.A.I.C. e/ Bossert, Santiago y 
Buonsanti, Juan", pava decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que las razones que sustentan el dictamen precedente del 
h»r. Procurador General y que el Tribunal comparte, imponen el 
rechazo de ln queja. Lo resuelto a fs. 33 de los autos principales 
tiene, en efecto, fundamentos de hecho y de derecho procesal, 
que excluyen la aplicación al caso de la doctrina establecida en 
materia de arbitrariedad y que no guardan relación con el art. 
58 de la ley 111 y los arts. 14 y 17 de la Constitución Nacional en 
los términos del nrt. l."> de la ley 48. Xo se dan, por lo demás, 
en el caso las circunstancias contempladas en el precedente de 
Fallos: 234 : 326. 

Por ello y los fundamentos concordantes del dictamen de fs. 
18 se desestima la precedente queja. 

AnisTÓm'LO IX Ahaoz m Lamadiiid — 
Lrts María Boffi Boggero — 
Juuo Oyhaxahte — Pedro Abe- 

RASTURY, 



MAN'UELA AURORA EUGENIA MERCEDES ASOX tít MUHLMANK 
y Otra v. NACION ARGENTINA 

-LÍOS' U PERJUICIOS: Jtt'siwiuahUithul tlrt Estaño. GwralUUdt*. 

Si lo decidido en la Kcntemin apelada concuerda con ln reiterada doctrina 
de la Corte que admite lu responsabilidad extra ontractual del Estado ante 
los particulares — en los términos de los arts. 1109, 1113 y 1133 del Código 
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Civil, subsidiariamente aplicables en el caso— , especialmente cuando existe 
eulpa por na haberse adoptado las debidos medidas de atención y vigilancia, 
resalta insustancial la cuestión planteada por el recurrente que, sin dar razo- 
nes fundadas para prescindir ÚV aquella doctrina, sustenta el agravio en que, de 
conformidad con el art. 43 del Código Civil, el Estado Xaeionnl no se halla 
sujeto a la responsabilidad extraeontroctual prevista en los arts. 1109, 1113 
y correlativos de ese código, 

DAÑOS Y PERJC ICIOS: Caso fortuito. 

So cabe admitir que lo rotura de los cables que originó el accidente puedo 
considerarse como un acontecimiento imprevisible e inevitable, sobre todo si 
se tiene presente que no se ha intentado probar que la demandada adoptó, 
oportunamente, la elemental precaución de someter n revisucioncs periódicas 
el antígUO ascensor en que la víctima encontró la muerte. 

DAÑOS Y I'KKJCICIOS; Determinaritm iTf la intiem 

Debo rechazarse la impugna, mu que las partes formulan respecto de lo in- 
demnización acordada por la muerte del accidentado, si aquélla cantidad — 
m$n. 500.000— resulto una apreciación equitativa del perjuicio experimentado 
en atención a las modalidades del caso, tales como la edad y el estado de salud 
de la víctima, la condición económica (pie poseía y los demás elementos de 
juicio pottderables a tal fin, scgiin la jurisprudencia de la Corte. 

•Skntkm ia uva. Ji-he Nacioxal kn- hit Civil t Ciuikrviai, Fki>kral 

Buenos Aires, 2't de febrero de 10f>S, 

Y vistos: Pura sentencia esta causa seguida por Manuela Aurora Eugenia 
Mercedes AñYm de Muhlmnnn y su hija menor Hlella Maris Muulmonn, contra 
l;i Nación, sobre cobro de pesos. 

Resultando: 1.a demando pei-sigue el cobro de riiif'u. l.'J01.4tí() en concepto de 
daños y perjuicios, fundado en los siguientes hechos: en mar. U/053, aproxi- 
madamente a fas 18 lis. al usnr Adolfo Muhlmnnn, esposo y padre de las aetoras, 
un ascensor del edificio del Jockey Club de esta Capital, a consecuencia de un 
desprendimiento de cables se precipitó al vacío la cabina, falleciendo instantánea- 
mente en este accidente. Señnla que la responsabilidad de la demandada surge 
de lo aplicación de los arts. 4J, 50» 1113 y HUI, C. C. y se deben reparar los 
perjuicios ocasionados de conformidad con los arts. 110!), 1084. 1085 y 10GÍ) del 
mismo código. 

Se liene en cuenta, dice, para estimar la indemnización, que Adolfo Muid- 
manii era corredor de cambios y comisionista de hulsa, actividad que desarrollaba 
por medio ib' la firma Adolfo Muhhnann y Cía., percibiendo en los últimos 5 años 
una utilidad promedio de m$n. 118.043,07, por lo que, apreciando que el causante 
podría hoher vivido todavía 10 años, se arriba a la suma de m$n. 1 .180.430. A 
esa cantidad se añade m$n. 15.000 por gastos de entierro y funeral. 

Agrega que en virtud del decreto 8808/53 la Asociación Civil Jockey Club 
fué intervenida y posteriormente por ley 14.1 H8 y decreto 0277 ^l dísiielta, 
haciéndose cargo de la misma la Lotería Nacional y Casinos, dependiente del 
Jim de Hacienda. Pide intereses y costas. 

Contesta la demandada reconociendo el accidente, pero niega que pueda 
atribuirse responsabilidad a la Nación, a consecuencia del mismo, en virtud de lo 
dispuesto en el art. 43, C. C„ y sostiene no ser de aplicación las normas de los 
nrts 1109, 10K!>, 1088 y 113:1 del mismo código. 
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Eventualmente, afirma que si bieu la ley 14.188 declaró disuelto el Jockey 
Club, incorporó a la Nación los bienes, derechos y acciones, sin mencionar el 
PASIVO o los derechos en expectativa que terceros pudieran tener contra ella. Ks 
así que el Estado se hace cargo de los derechos que hubieran quedado concretados 
en fortín! definitiva en contra de la ex asociación, a la fecha de la disolución, 
quedando extinguido cualquier otro crédito o derecho que no túnese aquel otro 
requisito. 

Sostiene igual mentó qite l:i responsabilidad indirecta tampoco corresponde, 
dado que del examen de los pormenores e informes técnicos, la caída del ascensor 
>c debió exclusivamente n un hecho fortuito, imprevisible e irresistible, que no pudú 
ser evitado. Impugna finalmente el monto reclamado, en rozón de carecer de base 
razonable de cálculo. Pide el rechazo de la acción, con costas. 

Considerando: Itccoiiocido el accidente en el eual perdió la vida Adolfo 
Muhlmann y habiendo acreditado las adoras mediiinte el testimonio corriente 
a Ja. 2 la legitimación sustancial paro intervenir en este proceso, corresponde 
entrar a considerar las defensas de la demandada para exculpar a la Nación 
de 1» responsabilidad eu el misino. 

Sostiene ésta que por el art. 43, C. C, "no se puede ejercer contra Jas per- 
sonas jurídicas accione* criminales o civiles de indemnización de daños...", y, eo 
consecuencia, para este caso, niega ta aplicación de los arts. 1109, 111-1 y con- 
cordantes del Código. Al respecto debe decirse que en reiterada la jurisprudencia 
de la Corte Suprema que admito la responsabilidad de las personas jurídica» 
por nplieación de las normas contenidas en los arts. 110!), 1112, 1113 (Corte Slip., 
—Fallos: 182: 5; 160: 120; 124 : 22; 145 : 89; 171: 42; 183: 247; 102: 207; 203: 
41 — ) ; por tanto, debe descartarse que el art. 43 signifique la irresponsabilidad 
de la Nación cuando median las referidas circunstancias. 

Alega igualmente la demandada que ln ley 14.188, que declaró disuelta la 
«so t i ación Jockey Club, incorporó los bienes, dei-echos y acciones, no así el pasivo 
o los derechos en expectativa de terceros. Corresponde destacar, sin embargo, que 
el accidento se produjo en unir. 11/053, habiendo sido intervenido el Jockey Club 
por decreto 8808, de mayo 20/953, y posteriormente disuelto por ley 14,188 "Bol. 
Of.", junio 2/953; y si bien por el art. 3 de esta última ley ordena que pasan 
a la Nación los bienes, derechos y acciones de la asociación disuelta, no es monos 
cierto que ta misma debe efectuarse — expresamente se establece — de conformidad 
con lo dispuesto cu el art. 5(1, C. C; y éste es bien claro, cuando establece que 
queda a salvo ''todo perjuicio a terecos y a los miembros existentes de la corpo- 
ración'*. Esa es ta solución lógica, dado que no es posible la extinción de obliga- 
ciones, cualesquiera sean sus causas, por el hecho del acto administrativo del retiro 
de la personería jurídica. 

En el snb lite corresponde determinar, pnes. si media responsabilidad civil 
por el hedió del accidente y, con ella, cuál es su alcance. 

í-;i demandada sostiene que el accidente se produjo como consecuencia de un 
beclio fortuito, imprevisible c irresistible, A este respecto la prueba en autos 
Un sido insuficiente. Más aún, considera el suscrito que no se tomaran las debidas 
precauciones para mantener en razonables condiciones do seguridad un ascensor 
que llevaba en funcionamiento mucho* años. Así, el informe de ta Municipalidad 
de fs. 120, señala que el aparato fué habilitado en el año 1921; que el hecho se 
produjo como consecuencia de la rotura de los cables de suspensión del contrapeso 
inferior y haberse salido los mismos de sus guías, en razón de fallas en los dispo- 
sitivos mecánicos y eléctricos, acerca de cuyo funcionamiento no pudo informarse 
debido n la destrucción de la cabina por el accidente. Las manifestaciones del testigo 
Alcibiadcs Argibay — empleado en el Jockey Club y a cargo del cuidado del 
nsceusor — corriente a fs. 25 del sumario agregado por cuerda, que afirma el 
funciona miento perfecto del ascensor, que también era controlado por la empresa 
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"OtU", se desvirtúan por la declaración de un empleado de cuta, empresa, que 
afirma que el Jockey Club no era abonado para la revisación periódica del arte- 
facto. Es inan, ni se lia intentado probar en forma directa que existieran «visa- 
ciones por parte de la eitada empresa ni por otras. 

Todo ello imluee a considerar que no se bn probado en autos el caso fortuito 
o 1h fuer/a mayor alegada por 1» demandada y, en consecuencia, que el Estado 
es responsable del aceidente. 

líedaman las actoras en concepto de daños y perjuicios la suma c m$n. 
.1.201.43». cantidad a la que llegan teniendo en cuenta el importe recibido por el 
causa nte eimio socio de Mulilmnnn y Cía., que asriende n un promedio de mín. 
118.o43,(¡7, multiplicado por los años que presumiblemente le quedaban de vida 
y qm- estiman en 11»; considera, sin embargo, el suscrito, que Ja mera posibilidad 
de ganancia no es resarcible y en tal sentido es la jurisprudencia del tribunal 
tir alzada (Cítn. Fed. Cap,, mar. 8/S&4, .1. A ., 1W54-IV, p. !U9>. Por tul razón, 
y habiendo quedado acreditado en ñutos mediante el infiinne de fs. 84 que Muid- 
\m ra corredor de cambios, socio del Jockey Club de Buenos Aires, o integran- 
te de Adolfo Muhlmann y Cía., ello hace twusar en Ir situación personal y social 
de la victima* y de sus cñiisahahientes, por lo que considera que la indemnización 
total a fijar debe estimarse con prudente sentido de equidad. En virtud de ello, 
teniendo un cuenta la edad del causante y demás circunstancias señaladas, estimo 
como indemnización la suma de mfn. 200.000, a lo que debe agregarse la suma de 
infri. 11.338,25, por gasto de entierro, cuyo pago se ha acreditado. Por tal rozón 
la demanda prospera por la suma total de m*n. 211.338,26; mediando vencimiento 
de la Nación debe correr con el pago de las costas. 

Por ello y en virtud de lo dispuesto en los arts. 1UK), 1113 y 1133, C. C 
y art. 13, ley Vid, fallo haciendo lugar a ln demanda y, en consec uencia, condeno 
k 1» Nación a abonar a las netorns Manuela Aurora Eugenin Mercedes Añón de 
Muhlnvnnii f a su hija menor Stclln Maris Muhlmann, dentro del término de 08 
días la suma total de m$n. 2I1JMH.25, con intereses desde la notificación de la 
demanda y las costas. — loti Sartorio, 

Sentkxc-ia t»K i.\ CXmaka Nacional dé Apei.ach>se* ex M) Federal 

Y l'üNTKN'l'HiSi káDll I NISTKATIVO 

Buenos Aires, (i de julio de 1B5B. 

Y vistos los de la causa promovida por Manuela Aurora Eugenia Mercedes 
Añón de Muhlmann y Stella Maris Muhlmann, c' ta Nación, s/ indemnización 
para conocer de las apelaciones concedidas con respecto a la sentencia de fs. 155 
ii fs. 157, que: Hace lugar parcialmente a la acción, condenando a la Nación a 
pasar a las adoras la sumn de m$n. 21 l,:i:tS,2.í con intereses y costas. 

El Juez Dr. Francisco Javier Yoeos dijo: 

1'' El procurador fiscal se agravia de la sentencia insistiendo en que: a) en 
virtud del nrt. 43, C. C, no se puede ejercer acción de indemnización de daños 
en contra de su representada; y b) que el hecho que da origen a la acción es un 
caso típico ile caso fortuito. 

a) Iji responsabilidad del Estado por el hecho de sus funcionarios es cosa 
ya definitivamente admitida. Otro tanto puede decirse de las cosas que están 
bajo su custodia, como lo era el ascenso? causante del desastre. La jurisprudencia 
de la Corte Suprema citada por el a quo es categórica, por lo cual considero 
innecesario insistir sobre ello. Ln propia expresión de agravios se limita a repetir 
h cuestión sin hacer mayor hincapié en el asunto. 
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b) Menos justificación tiene la invocación del caso fortuito. Era perfecta- 
mente previsible que un ascensor de muchos años de uso pudiera sufrir un per- 
cauce como el ocurrido. Ello exigía una vigilancia constante y la adopción de las 
medidas necesarias pura asegurar su correcto f unció .amiento. El material de tal» 
mecanismo* es por naturaleza sumamente fuerte y no se deteriora de un momento 
para otro. Por consiguiente, el hecho de haberse producido una rotura de los 
cables en la forma que se ha establecido en el sumario no puede obedecer a otra 
causa que a falta de vigilancia 

Corresponde, pues, rechnzar los agravios de la parte demandada. 
2* La parte actora apela solamente por el monto de la indemnización que 
establece la sentencia. 

La prueba rendida, dadas las circunstancias de edad (60 años), buen estado 
de *nlud, vida probable y posición económica hacen procedente el agravio, a mi 
juicio. No puede hablarse con certeza de H años de vida útü\ como pretende 
la parte. Pienso que es prudente establecer un término medio y fijar como indem- 
nización la suma de m*n. 500.000, a la que deben agregarse los gastos de entierro 
que han sido acreditados y aceptados en la sentencia, 

3* Voto, en consecuencia, por la confirmación de la «ntencin en cuanto 
hace hipar a lar demanda, modificándola en el monto que se manda pagar, el que 
se fija en la cantidad de m$n. 511.338,25, con los intereses en la forma fijada y 
costas, dehiendo ajustarse los honorarios al nuevo resultado de la acción. 

Los Sres. Jueces Dres. Eduarilo A. Ortiz Basuald» y José Francisco Bidau 
adhirieron al voto que antecede. 

Conforme al acuerdo precedente, se confirma la sentencia apelada en lo 
principal que decide, mollificándosela en cuanto al monto de la condena que 
manda pagar, el que se fija en la suma de m$n. álV. 338,25, con sus intereses 
en la forma que especifica la sentencia en recurso. Las costas de esta instancia 
estarán a cargo de la demandada. — EdmrAo A. Ortiz Búsuafdo — Jon F. 
Búldu — Francima J. Focos. 

FALLO DE LA COlíTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Muhlmann, Manuela Aurora Eugenia 
Morcodes Anón de y Muhlma'ui, Stella Maris e/ la Nación (Mi- 
nisterio de Hacienda) s/ indemnización por daños y perjuicios". 

Considerando : 

1* Que, como se desprende de las constancias de autos, la 
Cámara a quo, modificando parcialmente la sentencia de primera 
instancia obrante a fs. 155/157, condenó al Estado Nacional a 
pagar ta suma de m*n. 511.338,25, con intereses y coatas, en 
concepto de indemnización por la muerte de don Adolfo Muhl- 
mann, sucedida el 11 de marzo de 1953, con motivo de haberse 
precipitado al vacío el ascensor del edificio del "Jockey Club 
de esta Capital que aquél ocupaba (fs. 208/209). 

2» Que el Sr. Procurador Fiscal de Cámara y las actoras 
dedujeron sendos recursos ordinarios de apelación (fs. 209 vta. 
y 211), los que han sido concedidos (fs. 212). 
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j» Que, según pretende la demandada, el fallo de f« WW/ 
<« debe sor revocado en mérito a las rab ies siente V) í 
contormidad con lo preceptuado por el art. 43 deTcodSo <ív I 
eon-sponde declarar que el Estado \», irLj „7 ÍTiP • * 
a la responsabilidad eltratttí^^Sl 1 "SS 
1113 y correlativos del t'ódiiro ( 'ivil • ann « V * ' 
entendiera, de todos S^^oa 1 ,^^ 3ta£ 
improcedente en ratón de haber mediado caso fortuito (art 513 
ñ¿*M ClV¡1 >' dado <f «I accidente f«rX2ra, teme 

* fChaCiei,te Para ^ aduiír 4,1 ™» t0 del Per- 

nl JLTuno SU V'" 1 " l! ' S tUl "V ,Iltk 1 1lt ^ «"tienen .,ue la indem- 
ihl , ,Ul V se J , s T onnw <ltir0,,,m '"j^ta, por eximia v 
debe ser elevada hasta haeerlu coincidir con la suma uVu'ion úll 
en la demanda, que lo fué de m*ti. 1.201.430. 

5' Que esta Corte, de acuerdo con una doctrina n«e «dnmrm 
Vwmon a partir del precedente de Fallos 169 i< o STéSSSSÍ 
reiteradamente, la responsabilidad ert^i^^^fKSS 
unto os particulares, en lo, términos de os arts 1109 UU v mS 

■¡ , fí. . V, «'Omprobada en la presente causa (Fallos- 177* 
3 4; 18- o; 184: fió- 237: f>39, entre muchos otros) Y parti* 
c Hannente, ha resuelto que tal responsabilidad del* ser admi- 
tida cuando existe culpa consistente en no haberse adoptado las 
débalas aún alas de atención y vigilancia (Fallos: 193 : 3o 7 v* 03* 
30). hn virtud de ello, pues, el primero de los aeravios señalé 
en el eonsnleranclo * importa et pím^^W^^M 
ur.ustnneial, ya que lo decidido por et tribunal « «no coZerda 

dadas para prescindir (Fallos: 245 : 450). "i^nts iun 

cvistooeia'de'en'n 7 ^ el nr ^»"^° dativo a la 

H , Vr í A ortu + ,to - ^terminante de la irresponsabilidad 
cu ln demandada. A este respecto, sólo se aduce qne las autori 
dades de la entidad propietaria del inmueble 2 XSfiShS 
hecho niostraron siempre especial preocupación £oHa 21 r dad 
J tocomodtó^ de quienes concurrían a la sede ¿ocia lo aZ ¿ 
joieio de la demandada- constituye nn -he.Oio , ii « v noto 
o \ parece c aro que este mero aserto, en cavo respaldo o se 
etende que exista prueba alguna, no alcanza a contrarrestar 
k ef.cnem de los elementos de juicio invocados por los ueces 

elllrnt de ff íoT'*- * ^ r i™*«*« » H«e se refiere 
ei inrorme de fs. 1 26, de ningnn modo cabe admitir que la rotura 
de los cables -pie orig&io el accidente pueda eonsn 
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acontecimiento imprevisible e inevitable, sobre todo si se tiene 
presente que —según lo destaca el fallo de primera instancia— 
tu siquiera se ha intentado probar que la demandada adoptó, 
oportunamente, la elemental precaución de someter a revisaciones 
periódicas el antiguo ascensor en que la víctima encontró la 
muerte. 

7° Que, por último, la impugnación que ambas partes for- 
mulan contra el monto de la indemnización acordada resulta ser, 
asimismo, inadmisible. La cantidad de m#n. áOO.OOO, fijada como 
resarcimiento por la pérdida de la vida de don Adolfo Muhlinanii, 
supone una apreciación equitativa del perjuicio experimentado, 
en atención a las modalidades del caso, tales como la edad v el 
estado de salud de la victima, la condición económica que ella 
poseía y los demás elementos que esta Corte ha estimado ponde- 
rahles a los fines de que aquí se trata (Fallos: 2i)ti; 26*8 y otros). 

Por ello, se confirma la sentencia ¡ pelada de fs. 208/209. 
Las costil s de esta instancia a cargo de la demandada. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhanaktb — Pedro Abk- 
ilvstury — Ricardo Colombhes. 



JOSE BÍAUBO HERMENEGILDO SAUMELL 

jrniSlun iOX Y COMPETKXCÍA: Competencia nacional. Por la materia 
Canta* regida» j».r normas federales. 

Es incompetente la justicia del crimen previ neid para entender de im liabca» 
cor pus, si el beneficiario del recurso tac detenido por autoridades militares 
y se encuentra sometido a proceso ante el Consejo de Querrá Especial "Cór- 
doba", acuitado de conspiración para la rebelión. Ello es así, tanto por \a 
naturaleza federal del delito investigado cuanto pnr la circunstancia de que 
la detención del causante Im sidn ordenada por una autoridad nacional. 



Dictamen del Pboc traíior General 
Suprema Corte; 

De las constancias agregadas surge que José Mauro Herme- 
negildo Saumell se encuentra procesado por el Consejo de Gue- 
rra Especial "Córdoba" por actividades de conspiración para la 
rebelión, de conformidad con lo dispuesto en el decreto 2639/60 
(fs. 21). 

De ello resulta que el Sr. Juez de Instrucción de Córdoba 
carece de competencia para entender en el caso, puesto que por 
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ser d delito antes mencionado de naturaleza federal, su averi- 
guación y juzgamiento en ningún caso puede corresponder a loa 
tribunales de proTincia. 

Desde otro punto de vista, el juez loeal carecería también de 
atribuciones para entender en el recurso de hábcas corpus, por 
haber sido efectuada la detención de Saumell en virtud de lo 
dispuesto por una autoridad nacional (art, :!0 de la ley 48- art 
,», He .. U,v 1U« v OoHri» Ce P^: 167= «4 y 244 i 

En tal sentido corresponde, a mi juicio, dirimir la presente 
contienda. Buenos Aires, 2 de setiembre de 1960. — Ramón 
¡¿tucano. 
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Buenos Aires, 7 de setiembre de lÜbU 
Autos y vistos; considerando: 

(¿ue, como lo señala el precedente dictamen del Sr. Procu- 
rador General, el Juez de Instrucción de Tercera Nominación de 
la Ciudad de Córdoba se declaró competente para conocer del 
babeas corpus deducido en favor de don José Mauro Henncne- 
8p Saumell, unión, según consta en estas actuaciones, fué dete- 
nido por las autoridndes militares y se encuentra sometido a 
proceso ante el Consejo de Oncna Especial "Córdoba", acusado 
ile conspiración para la rebelión. 

Que, en tales condiciones, la incompetencia del juez provin- 
cial para entender en el babeas corpus resulta evidente, tanto 
por la naturaleza federal del delito investigado (nrt. ¡É¿ inc. 3*, 
de la ley 48), cnanto por la circunstancia de que la detención del 
causante ba sido ordenada por una autoridad nacional (arts. 20 
de la misma ley y 'm, inc. d), de la ley 13.398). 

Por ello y lo dictaminado por ei Sr. Procurador General, 
se declara improcedente la contienda de competencia planteada 
en esta causa por el Sr. Juex de Instrucción de Tercera Nomi- 
nación de la Ciudad de Córdoba, n quien se devolverán los autos. 
T lógase saber en In forma de estilo al Conseje de (¡uerrn Espe- 
cial "Córdoba", 

Bknjamíx VlT.LKliVS BiSA vtlií aso — 

Jütto ( íviíAXAitTE — Pedro Ahr- 

liASTt'HY — Ru AlíHO CoLOMB.iRS. 
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DAVID S. KL\PPEÍÍBACH 

MEDIDAS DI SC i PLISARIAS. 

Las sanciones previstas en el art. l(i del decreto-ley 1285/58 se fundan en el 
]K»der disciplinario de los tribunales de justicia y tienen por objeto 1» correc- 
ción de las faltas que cometieren los funcionarios, empleados y auxiliares de 
ta justicia de la Nación. 

En consecuencia, si, a miz del juicio político de que. fué objeto, ba cesado 
en i* us funciones el juez sancionado, al linimento en que corresponde resolver 
definitivamente sobre la medida aplicada, por virtud del recurso que preveía 
el nrt. 10 del decreto-ley 1285/58, la corrección disciplinaria apelada lia 
perdido su esencial razón de ser, por lo que, sin perjuicio de que oportuna- 
mente hubiese sido procedente, corresponde dejartn sin efecto. 



Dictamen »kl Pihm-i-haiiob General 

Suprema Corte: 

Iji apelación deducida por ol Dr. David Klappenbaeh a fs. 
ní> de estos ñutos es procedente, atonto que ella fué interpuesta 
durante la vigencia del art. lí) del decreto-ley 1285/58 (ley 14.4í¡7). 

Kn cuanto a la sanción disciplinaria impuesta al recurrente, 
considerándola adecuada a la naturaleza y gravedad de la falta 
cometida estimo que corresponde confirmarla, Buenos Aires, 13 
de junio di 
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Buenos Aires, 7 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Bossone Leonino y Bossone Ernestina 
Tíatto de, querellados por estafa. Querellante: Alberto López Fi- 

Considernndo: 

Que, por resolución de fs, 115, dictada el 27 de octubre de 
1950, la Cámara Xacional de Apelaciones en lo Criminal y Co- 
rreccional de la Capital impuso al Dr. David R. Klappenbach, que 
actuaba como juez instructor de la causa, una multa de quinientos 
pesos moneda nncional, con fundamento en lo dispuesto por el 
nrt. 16 del decreto-ley 1285/58, a raíz de !a demora observada en 
la tramitación del sumario. El Dr. Klappenbach interpuso los 
recursos de apelación y nulidad que, luego de los trámites cumpli- 
dos con motivo de lns resoluciones dictadas por esta Corte a fs, 
V24 v 126, le fueron concedidos a fs, 128, quedando esta causa 
en estado de dictar sentencia el 14 de junio de lflfiO (fs. 131 vta,). 
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(¿ue el Honorable Senado de la Nación, constituido en Tri- 
bunal, sepa i al Dr. David S. Klappenbach del cargo de Juez Na- 
cional en lo Criminal de Instrucción, luego del juicio político que 
le fuera promovido, cu la sesión del día 4 de mavo de líttíO, según 
resulta del Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores de la 
Nación correspondiente a la fecha citada. 

i¿ue las sanciones previstas en el art. 16 del decreto-ley 1285/ 
;>8 se fundan en el poder disciplinario de los tribunales de justi- 
cia y tienen por objeto la corrección de las faltas que cometieren 
los funcionarios, empleados y auxiliares de la Justicia de la Xa- 

(¿ue habiendo cesado en sus funciones el juez sancionado, al 
momento gil que corresponde resolver definitivamente sobre la 
medula aplicada, por virtud del recurso que preveía el art, W 
del decreto-ley 1285 ¿H, la corrección disciplinaria dispuesta lia 
perdido su esencia] razón de ser por lo que, sin perjuicio de que 
Oportunamente hubiese nido procedente, corresponde dejarla sin 
etecto. 

I'or estos fundamentos, y habiendo dictaminado el Si\ Procu- 
i'iidor General, se deja sin efecto la sanción disciplinaria de inulta 
de tjiunientos pesos moneda nacional impuesta a fs. 115 ni ex Juez 
Xncmiml en lo Criminal de Instrucción Dr. David S. Klappen- 

Benjamín Villegas Hasavilbaso — 
Jixio Oyiiaxakte — Peiíro Abe- 
rasti"I{y — Ricardo Colombres, 



S.R.L. ARIETE v, PROVINCIA r>K SAN JVAS 

XVIJUAti UK SEXTEXCIA. 

Si la setiteneia de lo Corte ha sido dietmla sin que *e nntifiaini a las partes 
Iíi providencia de nutng, como se dispusiera oportunamente, corresponde dejar 
sin eteeto el fallo y cumplir la .lití™.™,, «¿tftóu m 



JCRTO JORGE VERA VALLEJO 
JVH1LAVIOX DE MAGfSTÍiA DOS Y DIPLOMATICOS. 

IV las disposiciones contenidas en la lev 12.579 \- en los decretos-leves 1049/ 
58 (especialmente, urt, V) k 5100/58 (en particular, art. 1») v 5M7/S8, surte 
con certeza que, encontrándose «itisfecho* los pertinente, requisitos legales 



(i) 9 de gatiembra. 
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lo» magistrados judiciales que se benefician con e« régimen de excepción 
tienen derecbo a percibir como haber de pasividad el 82 % del sueldo de 
actividad correspondiente al último cargo desempeña do , y que la especialidad 
indubitable de ese régimen privilegiado no está condicionada o modificada 
por la norma general del art. 10 del decreto 1958/55. 
En consecuencia, corresponde continuar la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, revocando la resolución del Instituto Na- 
cional de Previsión Social, dispuso que el haber jubilatorio del beneficiario 
debe liquidarse de acuerdo con los emolumento* correspondientes al cargo 
de Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aunque el ex 
magistrado hubiese desempeñado ese cargo durante un lapso interior a 
un ano- 



Díctame» í>kl IWlhawjh (íknehai. pel Tuabajo 
Excma. Cámara: 

Por resolución de la Caja Sección ley 4349, obrante a fojas 10, se otorgó 
jubilación ordinaria al l>r. Justo Jorge Vera Vallejo, a raíz de los servicios 
prestados bajo ese régimen, correspondiendo el último curgo desempeñado al dtí 
\ ocal de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza. 

Según decreto del P. E. que lleva el número 415, suscripto el <¡ de octubre 
de 1956, el Dr. Vera Vallejo, fué designado Ministro de 1n Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, cuya alta investidura ejerció liesta el 7 de nuivo de 1950. 
«ti que presenté su renuncia. 

A raíz de aquella designación, solicitó — fs. 39— la suspensión del beneficio 
acordado, pidiendo luego su rehabilitación y reajuste — fs. 45— con la computación 
de los nuevos servicios prestados. 

Tal requerimiento, fué desestimado por resolución de fs. 52, por entender 
la ( nja. que sí bien el art. 24 de la ley 14.370 permite a los beneficiarios de 
jubilación que vuelven al servicio, el reajuste o transformación del liaber jubi- 
latorio, incluyendo los nuevos servicios, en cambio, lu misma norma difiere a la 
reglamentación, los requisitos a cumplir, a los efectos de proceder a tal reajuste, 
siendo uno de ellos —art. 10 del decreto 1953/55— el de haber prestado, como 
mínimo, un año en el nuevo servicio, condición ésta que en la esperte no concurría 
habida cuenta del menor lapso en que el Dr. Vera Vallejo tiabín desempeñado el 
cargii de Ministro de la Corte Suprema (le Justicia de la Nación. 

Posteriormente — fs. 58—, la Caja, en orden a lo preceptuado en los decre- 
tos 1049/58 y 5507/58, procedió a actualizar el haber acordado, conforme a )■> 
resuello en el caso del Dr. Raúl Federico Labougle, elevando así el monto de 
la prestación. 

Notificado de tal decisión, el Dr. Vera Vallejo solicitó — fs. G4— que, en 
virtud de lo preceptuado en el decreto 5507/58, se modificara el Imber liquidado 
en base al último sueldo devengado en el cargo que desempeñara, petición ésta 
que, en razón de lo argüido en la resolución de fs. 52, fué igualmente desestimado 
— fs. 00—, motivando ello la interposición del recurro legislado en el nrt. 13 
ile la ley 14.230 — fs. 74/77—, que no prosperó ante el Instituto Nacional de 
Previsión Social, ya que su Directorio, atendien^t las razones esgrimidas por el 
Sr. Asesor Letrado en el dictamen de fs. 82/84, confirmó la decisión de la Caja. 

ffl (<mtra dicha resolución que se ha interpuesto el otro remedio procesal 
que legisla el art. 14 de la referida ley 14.230, fundado en los términos que luce 
el memorial de fs. 88/92, que en cnanto « su forma reúne los requisitos indispen- 
sables para considei.irlo viable en el sentido expuesto, correspondiendo por ello 
entrar al análisis de lo que lia sido materia del mismo 
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De acuerdo a los términos en que ha sido promovida la discusión, nos encon- 
tramos frente a dos tesis diamet raímente opuestas en tomo a la inteligencia del 
sistema tuitivo imperante para el Cuerpo Diplomático y Magistrados y Funciona- 
rio* de) I'odcr Judicial de la Nación, toda TOÉ que, respeeto a eatos últimos, le 
en aplicable aquel régimen por remisión de lo estatuido ett el decreto 5567/58. 

Sostiene el Instituto que el sistema de los decretos 1049/58, 5160/58 y 
"1067/58, si bien contienen disposiciones que le son propias y por Unto dero- 
gatorio de toda narnia que se le oponga, tal régimen, empero, no constituye un 
todo orgánico integrado por precepto* autónomos, sino únicamente un régimen 
privilegiado dentro del común estatuido por ley 4349. Consiguientemente, no 
■ untcniendo los referidos din-retos, normas particulares, relativas al reajuste o 
transformación de beneficios, rigen las consignada» en la ley 14,370 y su Decreto 
Itegliimcnturin, por silencio de ln ley 4:í49, cuya» disposiciones no importan en 
numera alguna colisión u oposición con los pertinentes preceptos de los primen- 
donados decretos-lcyes, toda vez que su aplicación no obsta en furnia alguno al 
nimio .Je operar det sistema en la forma antedicha. 

El recurrente sostiene, por el contrario, ln inaplicabilidad de los arts. 24 
di- ln ley 14.37» y 16 del Decreto Kfglamchtarto 1958/55, por cuanto, el régimen 
instituido por los referidos decretos, se basta a sí mismo y consecuentemente 
excluye toda disposición contenida en el régimen común. Replantea así mismo 
la cuestión de inconstitucionnlidad del art. 16 tlel decreto 1958/55, por exceder 
facultades acordada* al F- K., imponiendo condiciones que la pertinente norma 
de la ley 14.370 silenciaba, cuyo punto no fuera resuelto por el Instituto a méritci 
de los razonamientos ipie se invocan en el dictamen de fs- 82/84. 

rara un mejor examen del punto debatido, estimo necesario analizar crono- 
lógicamente el contenido de tu ley y decreto* leyes (pie le sucedieron, que estable- 
cieron el régimen jubilntorío n que quedaban sometidos el Cuerpo Diplomático 
y los Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de la Nación, para así 
llegar al motivo central del recurso interpuesta. 

La tey 12.57!». modificó e¡ art. V de la ley 11.923 en el sentido de que para 
determinar el monto de la jubilación del Personal del Cuerpo Diplomático y el 
Poder Judicial se debía aplicar el art, 17 de la ley 4349 antes de su reforma 
por la citada ley 11.923, no puliendo exceder del 80% del sueldo devengado al 
momento de operarse el retiro el máximo del beneficio, disponiendo t-1 art. 3' 
(pie a los fines de lo ya expuesto anteriormente se declaraba último sueldo el 
promedio mensual que el interesado hubiere percibido durante los últimos cinco 
a ñus de servicios, prescripción que sólo era aplicnbie en el caso de que et bene- 
ficiario hubiere prestado a lo menos quince nfms de servicios en lo administración 
de justicia o tn la diplomacia. 

Kl 29 de enero de 1958 se dicta el decreto 1049, que se publica el 4 de marzo 
de igual nño. cuya finalidad era la de modificar el régimen juhüatorio del 
personal del Servicio Exterior de la Nación. Es de relevante importancia tranacri- 
hir los considerandos que precedieron a ln parte resolutiva del decreto, por 
cuanto, a mi modo de ver. trasuntan la intención y espíritu de! cuerpo legal que 
en su contenido, no importa otra cosa que crear un régimen autónomo y privile- 
giado, que por tal se aparta totalmente del común, tornando inaplicable toda 
disposición que se le oponga. Dicen los considerandos; "Que la modificación de 
las disposiciones de referencia, implica corregir una situación legal que en la 
ni iitnhiltid rcniHtt injmta. Que los funcionarios y retirados del Servicio Exterior, 
cualquiera sea el grado alcanzado en el mismo, tienen derechos adquiridos que 
el Estado debe reconocer no sólo pnrquc les corresponde un ret'ro decoroso y 
.liirno al término de sus funciones, sino también por la calificada representación 
ipic ejercieron en nombre de la Nación y por 1a que deriva el estado diplomático 
de que están investidos. Que córrelo iiríc <it Gobierno Provisional reparar, <-om<> 
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h ha efectuado ya con otros serridores de otras reparticiones del Estado, la 
precaria situación en que te encuentra el penonal jubilado y retirado del Serrino 
Exterior, asi como sus pensionistas, Jo mismo que contemplar y determinar la de 
los que OAiquieren tal estado en el futuro". 

El art. 1 T del decreto modifica los arta. 7-1 y 713 de la ley 12.951 en la siguiente 
furnia: "Art. 70: Los derechas concedidos por esta ley, el estado diplomático, 
ios beneficio* jubila tonos, de retiro y de pensión vitalicia, serán reconocido* a los 
ÍUtirioiUI ríos del servicio exterior actualmente jubilados, retirados o que havan 
cesado por cnusas que no les sean imputable*. Los pa jubilados del Servicio 
Estertor, percibirán, unto,, ¡ticamente como halier básico, el 82% neto de los 
»nétdos t con o sin descuentos, usiynados anualmente, seaán sus cateyorías, al 
personal en actividad., . El mismo derecho tendrán los que en el futuro se jubilen 
o retiren de acuerdo con las leyes en ¡a materia, como así también sus pensionistas, 
siembre que la liquidación correspondiente a sus haberes de pasiridad básicos no 
sea superior a fu que resulte por aplicación de las presentes disposiciones". 

t omo surge inequívocamente del artículo transcripto en su parte pertinente, 
se contempla en él In situación del personal del servicio exterior, ya titular de 
un Ixmcficio a In fecha del decreto y la del que en el futuro entrara en pasividad, 
a los que, en cualquiera d«* las dos situaciones s correspondía y corresponde 
un haber jubilatorio equivalente al vj % del fuñido asignado anualmente al per- 
sonal en actividad, vale decir, que a tales servidores les corresponde automática- 
mente un liaber jubilatorio igual al 82 % del sueldo que gocen los que se encuentren 
en actividad, sin ningún otro requisito, salvo los que correspondan a los que se 
refieren los arts. 2, 4 y 5, que sólo se concretan a la fijación por primera vez 
de los nuevos haberes básicos con relación a la ley de presupuesto 1957/58 y 
los complementos de sueldos correspondientes al personal que presta servicios en 
la Cancillería y en el extranjero. 

El 18 de abril del mismo año 1958, se dictó el decreto 5Wili, aclaratorio del 
1IM9, disponiendo su art. 1" que los beneficios acordados por el mencionado 
decreto 1049 '58, comprendía a todos los funcionarios y ex funcionarios del Sen-i- 
cio Exterior de la Nación, que gozaran a esa fecha de jubilación o retiro, o a 
tos que en adelante se pudieran jubilar o retirar, cuntido hubieren prestado 15 
años contó mínimo rfe servidos diplomáticos en el exterior o consulares, en la 
Cancillería o en los organismos internacionales, según los términos del decreto- 
ley 144/58, continuos y discontinuos, antea y/o después de la vigencia de la 
ley 12.951. Significa entonces que por este nuevo decreto y a los efectos del 
reajuste de] monto jubilatorio o de otorgamiento del beneficio pertinente en 
favor del personal del Servicio Exterior que entrara en pasividad, a que aludía 
el decreto 1049/58, era requisito indispensable haber prestado quince años de 
servicios en los cargos que indicaba dicho decreto. 

Días después, aparece el decreto 5567 — 22 de abril de 1958 — publicado el 
29 del mismo mes y año, el que según los considerandos "las razones que funda- 
mentaron el decreto 11)49, en lo referente a la fijación del monto de las jubila- 
ciones y pensiones del personal del sen-icio exterior de la Nación, son aplicables 
al personal del Poder .Indicia! de la Nación, comprendido en las disposiciones 
de la ley 12.579 que los equiparó a tales efectos"; conceptos estos que se repro- 
ducen en el art, 1* del decreto, <le suerte entonces que el personal del Poder 
Judicial de la Nación quedó sometido al régimen jubilatorio instituido por el 
decreto-ley 1049/58. 

Entiendo, Excma Cámara, que cuando el legislador ha creado un sistema 
previsional, de corte preferencia! o privilegiado, tal como ocurre con la ley 12.925, 
referente ni personal de Correos y Telecomunicaciones, ha entendido someter a 
<is afiliados a un sistema propio, independiente y autónomo, en orden a una 
?e. '<> de factores y circunstancias que conjugan en nodo especial para que lo» 
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servidores a quienes «Irania el sistema punían entrar a la pusividad, bajo dis- 

££ íSST * rW,ütS,t " S ^ gaéB 1>,m ' « ««¡¡nui mcluíA,; e» el 

icimnrii general. 

ll,urre en «ta matm», igual situación y efectos que w producen dentro del 

derecho laboral, , lin ios estatutos «ipecíficns para algunas de las ra t de la 

actividad industrial o come nial, cuyas disposiciones « adaptan a ks unidades 
propia* de la tonim en que funciona y se desarrolla :|( ,uel «¡ro, por considerare, 
l l u '' W *"»Q%* »l»'™ndi" requiere m, tratamiento «pedal q„J 
contemple las necesidades y peculiaridad del mismo, distintas por cierto a las de 
urden «enera] y común. En este aspecto, no se advierten discrepancias interpre- 
Jy2f » 1» aplicación obligatoria de las normas insertas en dichos 

estatutos espwriiieoa, con presei adeuda de l<i .pie dispongan las leyes generales, 
habiéndose llegado a afirmar que si algunos institutos previstos en' estas últimas 
no se encuentran legislados en aquéllos, no responden a un olvido involuntario 
sino deliberado, quizá por estimarse que resultan iundnptables a la naturaleza 

y oVsenvolv ento de I» actividad específica, o bien porque se considere que la 

omisión queda suplida a título compensa,,.,-)., por otros beneficios que otonta 
el estatuto especitico, 

Kl régimen preferencia! o privilegiado, en punto a previsión social, pnes, 
debe ser aplicado exclusiva y exdiiycntriiiente, correspondiendo de tal mudo el 
otorgamiento de prestaciones conforme a las condiciones v requisitos que cou- 
t edita la ley que lo consagra. 

Ra el caso a examen, sí bien el art. 11! del decreto 1958/55 exige que el 
nuevo servicio prestado sea eomputable a los efectos del reajuste o transforma- 
ción del beneficio que autoriza el art. l»4 de ta ley, alcance a un mínimo de un 
ano con aporte, sin perjuicio de lo que más adelante se expondrá, no es aplicable 
a la situación planteada por el Dr. Vera Vatlejo, yn que no sólo debería esti- 
marse derogado por los decretos-leyes posteriores 104ÍP, Slfití v 55IÍ7 del año 1!)5S 
que no exicen tal requisito, sino y fundanieutalmente por cnanto aun en el 
-upiiesto de que así m> pudiera considerarse tal eondidón no funcionaría respecto 
del repinen preferencia I. creado por aquellos decretos que por su autonomía no 
le son aplicables lus hormas contenidas en el mtimeii «enera I que en !a especie lo 
constituiría la ley 4:t4!í y la I4,:t70. 1 

Di-sde .Uro ángulo y atendiendo u la impugnación formulada por el recu- 
rrente contra dicho artículo, cabe señalar que la tesis m u«nada fia sirio resuelta 

lavorablemente ¡mr medio de la Sala III eu el cuso "D-dlaiio. Añilando", sentencia 
de tedia lfí de febrero del corriente uño. publicada en el diario La corre- 
pondiente al día ifí de junio, fatlo n» 4:i..'H15. 

En suma, scíti-ii, ,„i opinión, en atención a la» rizones expuestas, el haber 
.lubimt.ri.. .pie corresponde fijar al Dr. Vera Valle jo por reajuste, a raíz de 
lo- servicios prestados como ex Ministro .le la forte Suprema de Justicia de la 
Nación, debe ser calculado en base al último sueldo percibido v no al correspon- 
diente al ramo de Juex de Címant, que se tomó en cuenta según có to de 

ts. ni para aetuah/jir por resolución de fs. ÓS dicho l^her. Kilo «sí, por cuanto 
en mérito a lo preceptuado en los decretos 104!), ñlí¡<¡ v 55117 del ano 1H58 
resulta inaplicable el ftrt. 10 dd decreto 1968/56, tanto por tratarse de una norma 
extraña al régimen privilegiado instituido por dichos cuerpos legales, cuanto por 
su inconstitueionalidad declarada en el caso "Pollamv". 

Aconsejo |tor ello la procedencia del recurso intentado. Despacho, 30 de no- 
viembre de 1959. — Virtor A. $nred<i Gravite. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelación KÉ i>el Trabajo 



Buenos Aires. 29 de diciembre de 1958. 

El Dr. Amadeo Alio tti, dijo: 

P El recurrente apela de la resolución del Instituto Nacional de Previsión 
Koi» il de fs. S5, confirmatoria de la emanada de la Caja Nacional de Previsión 
pura el Personal del Estado de fs, Ütí. Por esa resolución se denegó su pedido 
en i'l sentido de que el reajuste ftl cual diera lugar la aplieneión de los decretos- 
leyes 1049/58, 5100/58 y 55Ü7/58 se efectuara en ba*c n lo» sueldos percibidos 
en el desempeño de su Último cargo en el Poder Judicial, invocándose como 
fundamento "no reunir en el mismo el mínimo de un uño exigido por el art. lo' 
del decreto 1958/55, reglamentario del art. 24 de la ley 14,370", 

En sustento del recurso se alega en la presentación de fs. HS/Ü2, haberse apli- 
cado erróneamente las disposiciones citadas en último término, las cuales, además, 
son tachadas de inconstitucionales. 

Cuestionándose en la especie el nh-alice e inteligencia atribuidos por los orga- 
nismos arriba mencionado» a normas de carácter prev'sional, el recurso intentado 
resulta viable, tal como pone de relieve el Sr. Procurador General del Trabajo 
en su dictamen precedente, toda ve/, ojie concurren los rerpii-dtos formales exigidos 
por el art. 14 de la ley 14.230. 

2" El Pr. Justo Jorge Vera Vallejo obtuvo por resolución del 28 de abril 
de lOón de la Cajú Sección Ley 4:149, jubilación ordinaria íntegra (fs, lti) en 
atención a su edad —60 años— y por computar 28 años, 10 meses y 4 días de 
servicios prestados en esc régimen, los últimos como vocal de la Cámara Federal 
de .Apelaciones de Mendoza fs. 14). 

En octubre de 1955 a raía de su designación para ocupar el cargo de Minis- 
tro ile la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el que ejerció desde el día fi 
de esc mes hasta el 7 de mayo del año siguiente, solicitó el Pr. Vera Vallejo 
la suspensión del beneficio acordado (fs. 39 }, Posteriormente, en su condición 
de ex Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, impetró de 
acuerdo a tas normas del decreto-ley 5507/58 el reajuste de su liaber jubilatorio, 
el cual le fué denegado, como se ha diebo al comienzo, en tozóh de no haberse 
desempeñado en aquella función durante el plazo de un año exigido por el art. 16 
del decreto 1958/55, reglamentario de la ley 14.370 (fs, 04 y 00). 

Como bien señala el Sr. Procurador General del Trabajo en su dictamen 
citado, la ley 12.579 modificó el art. 1' de la 11.923, estableciendo el procedi- 
miento para calcular el haber jubilatorio del persona! del Cuerpo Piplomático 
y el Poder Judicial de la Nación, siempre que el beneficiario rom puta ra quince 
nños de servicios en la diplomacia o administración de justicia. Por decreto-ley 
1049/58 se modificó el régimen jubilatorio del personal del Servicio Exterior, 
determinándose como haber básico el 82% neto de los sueldos, con o sin des- 
cuentos, asignados anualmente, según sns categorías, al personal en actividad, 
aclarándose mediante decreto-ley 5166/58 que el beneficiario debía haber prestado 
quince años como mínimo de servicios diplomáticos en el exterior o consulares 
en la cancillería o en los organismos internacionales. A su vez el decreto-ley 5567/ 
58 extendió al personal del Poder Judicial de la Nación, comprendido en las 
disposiciones de la ley 12.579, el régimen de jubilaciones y pensiones establecido 
por el decreto-ley 1049/58. 

Según puede apreciarse de la reseño precedente, las peisonas integrantes del 
Poder Judicial de la Nación con la jerarquía indicada en la ley 12.579 — Ministros 
de la Corte Suprema, el Procurador General de la Nación, Camaristas, Fiscales 
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de Cámara y Jueces—, pueden invocar los beneficios del decreto-ley 1049/58, 
en tanto y cuanto compute» quince tifio» de servicios en esas funciones. Resulta 
así indiferente la diseriimniu-ión de tiempo en el cargo superior, efectuada por 
!"s oruanismoSf prevjsioiiales, puesto ( |ue al respecto Tiadn imponen las normas 
de los decretos-leyes p imitados. Aun más, en un siste-:!!!! de excepción rumo es el 
multado, solamente artieulan tas disposiciones <¡ue le dan sustento y, en con.c- 
t'iiemia, u<. de aplieueiún aipjélhis de orden «enera! ijne pueden coli^onar 
con eJ iitismi) j)or cuanto lian sido dictadas teniendo en vista otros supuestos. 

Caín- concluir, entonces, en que habiendo computado el recurrente más de 
quince míos en el desempeño de la majrHinitlira, sepñii surpe de las constancias 
de fs. 14 vtu./15 y 44, debe serle liquidado el haber jnbilntnrio de acuerdo a los 
emolumentos correspondientes al carpo ile Ministro ile la Curte Suprema de 
Justicia de la Nació», i-onforuie lo dispone el decreto-ley 5867/$$. 

I*a conclusión a i(ue arribo me exime de considerar la tacha de inconstilii- 
cioimlidad articulada respecto a los arts. Ui dd decMo 1ÍIEW/M v J4 i„ fin,- da 
la ley I4.:iili. 

Por lo expuesto y de conformidad con lo dicta miirndn por el Sr. Procurador 
General, eatiiuo fiche rCTocarse la resolución apelada y, en consecuencia, Kqui- 
díirse el haber .inhibitorio de] recurrente de acuerdo a los emolumentos correspon- 
dientes ni cargo de Ministro de la Corle Suprema de Justicia de la Nación 
conforme lo dispone el decreto-ley áótiT/rjH, 

I«us doctores (íuillertno C. Valotta y Alfredo del C. M. Córdoba, coni|iartiendo 
los fundamentos del voto del Sr. Vocal preopinante, adhieren al mismo. 

Atento el resultado del presente acuerdo, se resuelve; lícvornr la resolución 
apelada y, en consecuencia, disponer que el haber jubilatorio del recurrente debe 
liquidarse de acuerdo a Jos emolumentos correspond ¡entes al carpo de Ministro 
de la lorie Suprema de Justicia <k» la Nación, conforme lo establece el decreto- 
ley ¡Vili7/">H. — Amadeo AHoeati — Atfrettn thl ('. .1/. Cúrdnba — Cttühnno C. 
Valotta. 



Dictamen pkl Prücuradoh Geüírral 

Kl recurso ext ntn rdinu rin concedido a fs. 110 i-s procedente, 
por haberse cuestionado en autos la iiitcligei'Cia ríe normas fe- 
llórales y ser la decisión definitiva del superior tribunal de la 
causa adversa a las pretensiones del apelante. 

Kn cuanto al fondo del asunto, opino que la decisión recurrida 
es arreglada a derecho. 

Por lo que resulta, cu efecto, de los decretus-leyos 1<I4!Í T)S 
y ."jltifi 5H, aplicables al Poder Judicial por disposición del de- 
creto- ley ,"j.")f!7 ÓS, los magistrados que se benefician con ese rc- 
íiimen de excepción tienen derecho a percibir como haber de pa- 
sividad el 82 % del sueldo de actividad corres] tendiente al último 
cargo desempeñado, a condición de haber computado quince años 
de servicios en la niajristrahirn, extremo quo se cumple on el caso 
del Dr. Vera Vallejo. 

La especialidad indubitable de este régimen privilegiado 
—puesta claramente de manifiesto por el ai l. 4' del decretodey 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN tiÜI 

l()4í» óS — excluyo la aplicación ni caso de la norma general para 
situaciones ordinarias contenida en el decreto 1958/55, referente 
a! tiempo mínimo de ejercicio del último empleo. 

Tal inaplicabilidad torna improcedente la consideración de 
la taclia de inconstitueionalidad articulada por el peticionante 
contra la aludida norma, que ha sido invocada por el Instituto 
de Previsión Social para denegar la petición. Decidir un punto 
que no hace al caso implicaría, obviamente, resolver una cuestión 
abstracta. 

Por ello y fundamentos concordantes del fallo de fs, 100 opi- 
no, en conclusión, que corresponde confirmar la setencia apelada 
en cuanto pudo ser materia de recurso. Buenos. Aires, 19 de abril 
de 1%Ü. — Ramón Lnsctnta. 

PALLO DE LA Sl'l'HKMA 

Buenos Aires, í) de setiembre de 1960, 
Vistos los autos: "Vera Vallejn, .Insto Jorge s/ jubilación". 

Considerando: 

l p ) Que contra la sentencia de fs. 101)102, que revotó el 
anterior pronunciamiento del Instituto Nacional de Previsión So- 
cial (fs. 82 8(i) y dispuso que el haber jubilatorio de que aquí 
se trata '\,ebe liquidarse de acuerdo a los emolumentos corres- 
pondientes al cargo de Ministro de la ('orle Suprema de Justicia 
de la X ación", se interpuso recurso extraordinario (fs. ÍOR/IOR), 
el que ha sido concedido (fs. 110). 

2») Que el apelante sostiene que la sentencia de fs. 100 102 
contraría la inteligencia de las disposiciones federales aplicables 
en la especie. Afirma que el reajuste del beneficio jubilatorio no 
ba podido ordenarse en la forma que resulta de esa sentencia. 
Kilo, por cuanto, sin perjuicio de la autorización concedida por 
el art. 24 de la ley 14.370, dicho reajuste se ludia sujeto a las 
provisiones del art. líi del decreto 1958/55 y, en consecuencia, 
no es lícito que se le liquide con relación al "último servicio" 
desempeñado por e] peticionante (cargo de Ministro de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación), ya que la duración en él no 
alcanzó al mínimo de un año. Asimismo, teniendo en cuenta los 
ariíumentos que el beneficiario de la jubilación expuso en su 
oportunidad, el recurrente aduce la plena validez constitucional 
de la norma reglamentaria que invoca. 

3 9 ) Que, desde la sanción de la ley 12,579, el régimen jubi- 
latorio sobre el que versa el litigio ha tenido, incuestionablemente, 
caracteres de especialidad y de privilegio, refirmados, más tarde, 
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por Ins normas contenidas en los decretos-leyes 11)41), r>ltíi> y 5567 
ilel año 1!)5S. í)i> este conjunto de disposiciones, en efecto, parti- 
cularmente del nrt. V* del decreto-ley 1()4!) 5H y del art. V del 
decreto-ley 5166 58, surge con certeza que, encontrándose satis- 
fechos los pertinentes requisitos legales, el )>eTiet'icio cuestionado 
en autos dche establecerse — como lo señala el Kr. Procurador 
General— ron referencia al "sueldo de actividad correspondiente 
al úllimo ennro desempeñado", sin ipie pueda entenderse que los 
preceptos especiales que rifíen el punto estén condieionados o sean 
modificados por la norma general que el apelante invoca. 

1") (¿ue, por consiguiente, la impugnación sometida a esta 
Corte no puede prosperar, habido cuento de lo innplieohiliilad, 
en el caso, del art. 1(¡ del decreto 1958/55. 

5"l t¿uc, por lo misma razón, no correspondí- emitir pro- 
n inicia miento alguno acerca de la validez Constitucional de la alu- 
dida norma. 

Kn su mérito, hataendo dictaminado el Sr. Procurador (ie- 
neral, se confirma la sentencia de fs. ]<K) Hd. en cuanto lia sido 
teria del recurso extraordinario. 

AiüSTÓm i.n I). Amáime m LAMAiutm — 
Jumo Oyhaxahte -— Pmnto Abe- 

BASTl'UY — R]C-AtllK» CoLOMBltKS. 



IIKIÍN Alfini ZrUAUVCAttHKUri v. CAJA Ml'N'ICII'AL lk IIH1LAC10- 
XKS v PENSIONES i>k SANTA PE 

RKt t fiSfi i:.\Tf(A(if{ftt.\ Afí/O: Heqni*ito» propios, Cnerfiomt un f*th ral**. 
Interpretación iir norma* y arto* Iveaie* m gtntmL 

\.-.\ adhesión ni régimen de reciprocidad instituido por el decreto !):Uli'4fl 
—según Ir» previsto en c] jnt. 20 — DO importa quitar carácter local fi las 
leves jubilatorins provinciales o tmiiiicipnlcs, ni hace admisible — por vía de 
principio— la re\ «ión por ln Corte de las decisiones adoptada* por aplicación 
de esas leyes a K>s casos ocurrentes. E \ consecuencia, la decisión del Superior 
Tiihtmal de Justicia de Santa Fe, ijue no computó los .servii-ios pnMados 
por el recurrente romo comisionista, y ojie declaró complltahles otro* invo- 
cados por el interesado, es ajena, en ciianln tal, ¡i h jurisdicción de la Corte, 
-alvii arbitrariedad, no alegada en la esperta 1 , 

RtX'fPBOCIDAD JPBILATOitIA , 

Si bien "a los efectos de la determinación del sueldo promedio" el nrt. 2* 
del decreto-ley !fcill¡/4(i autoriza, en ra .-o de servicios simultáneos, !a acumu- 
lación de remuneraciones nías no ile "los tiempos de servicio", esto supone 
tpie todos estos servicios son computnbles, según la Caja o Sección respectiva, 
puesto que ello es condición de la percepción de los aportes y de la obli- 
gación de transferirlos a. la Caja o 
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En consecuencia, la sentencia apelada no ha desconocido directa ni indirec- 
tamente los derechos que asegura el decrei, Ü'Uii/Mi ..Z. 

» n ,;^f..j j «»csu™ uecrii., por negar computabi- 

lidad, en virtud de raines de hecho y de interpretación de la lev loeaí a loa 
™ 0B qae como colonista prestó el recurrente a la ex Caja de Benefí 
SS y Samda Vf ballía F f> ? tan.po.ro, en cuanto DO computó | HS remu- 
i.craciones para determinar el promedio jubilatorio, porque faltó el pre- 
puesto legal para que esa computación fuera posible en los términos del 
mencionado decreto-ley. 1 términos del 

i. 

SEJfTENClA I»EL St l'KRIOK TrIBDWJUi DE JlTSTIClA 

en Acuerdo Ordinario loa señores Vocales del Superior Tribunal de Justicia de la 
1 rovincia doctores Jorge O. Moscoso, Rodolfo V. Giavedoni, F. Dato Lapalma 
y Miguel Angel Pinto, bajo la presidencia de su titulnr. Dr. Eduardo B. Carlos- 
para dictar resolución en los autos: "Bernardo ííuimilaeárregui r. Caja Municipal 
ue Jubilaciones y Pensiones de Santa Fe * recurso .ontciirinsoadminUtrativo" 
( txp. nno 195(¡), el doctor Jorge O. MoMORO, <,ue resultó sorteado en primer 
término, a la primera cuestión planteada en el Adíenlo Preparatorio del día 
* del corriente mes y año, sobre: iEs procedente el recurso contenriosoadminis- 
tmtrvo interpuesto?, dijo: 

V Se interpone recurso conteneiosoadministrativo de plena jurisdicción con- 
tra las resoluciones dictada» por la Caja Municipal de Jubilaciones v Pensiones 
de Santa re. en fecha 13 de agosto y 20 de setiembre de 10511. en rl expediente 
mlnunistratiyo 4781!. caratulado: "Zumalncám-ui, Bernardo s. computahUidod 
«te servicios , con expresa petición sobre sus revocatorias v consiguiente derlu- 
rncinn -'que los servicios prestados ]>or don Bernardo Zumaíaearregui en la Caja 
de Sanidad y Beneficencia Municipal, que se consignan en el certificado que se 
agrega n f„. :) del expediente administrativo n« 478f¡, son comprables dentro 
del re-nnen juhilalnnii municipal, con costas" (fs. 5/7}. Expresa el actor que lia 
iniciado trámite juhihitorio en el Instituto de Previsión Social .le la Provincia 
de Buenos Aires, por lo que solicitó ante la Caja Municipal de Jubilaciones v 
Pensiones de Santa Fe que se declararan computables los servicios que prestó 
cu la í aja de Beneficencia y Sanidad, especificados en el certificado que entonces 
acompañara, y cuyo pedido formuló de conformidad con el régimen de reciprocidad 
del decreto-ley nacional 93KÍ/48 (I* 12.921), por tratarse de servicios de carác- 
ter municipal; pero la Junta no hizo lugar a lo peticionado pese a que se 
comiiiobaron los servicios y con dictamen favorable de ln asesoría letrada, lo que 
motivó la interposición de revocatoria y luego el recurso eontcnciosoadministra- 
, rt! * ,lu ;' i( ' ,,É denegator sólo expresa que "no surgiendo de los informes 
oficiales requeridos juicio suii. ente para calificar los servicios prestados por el 
recurrente en los determinados por la Ordenanza n* 4:t45 (t.o.)" f no competía 
declararlos computadles. Con lo t-unl se viola —dice el recurrente— lo dispuesto 
en los arts. 2, 34, 36 y concordantes de ln ordenanza citada, ley provincial 3G84, 
y disposiciones del convenio de reciprocidad celebrado entre el Instituto Nacional 
de Previsión Social y la Provincia de Santa Fe, de fecha 11 de octubre de 1948, 
ni que se ndhiriern ln Municipalidad, de acuerdo a la lev 3393 v decreto 3585 del 
Ciobierno provincial del 31 de agosto de 1949. 

2" Que por auto de fecha 13 de diciembre de 195b' (fs. 11), previo dictamen 
favorable del Fiscal, el Tribunal declaró procedente el recurso en su aspecto 
formal; por lo que, en consecuencia, se corrió traslado de la demanda, cuyo 
rechazo se pide por la demandada (fs. 20). En su responde niega que ¡os 
servicios fueran probados y que la asesoría letrada aconsejara en definitiva su 
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cnuiputabiliditd i y sostuvo que el conjunto de elementos probatorios aportados 
en el expediente administrativo surgió que la actividad desplegada por el reeu- 
rrenh- en su relación con ln Caja ili- Beneficencia y Sanidad, no había reunido 
los extremos y requisitos propios n ln calidad de empleado inviK'ada, por lo que 
rio podía declararse eompulnbles lus servicio:- en ra/.óii de mt extraños » lu estera 
particular respectiva. 

Que sustanciada íntegramente la causa y ejecutoriada la providencia de 
"aillo-.* ( f s. ó3 vía.), quedó para resolver en delinitivn. 

.i" IJite cu sustancia, trente a ln pretensión del actor para que se le reco- 
nozcan servicio* prestado» en calidad de empleado municipal (para hacerlos 
valer n nt<- el ln-lituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires), 
la defensa opone su negativa en términos absolutos, pues reafirma su posición 
respecto it que la actividad desarrollada por el recurrente no reunía los requisitos 
necesarios » la calidad de empleado. Vale decir que no Im y controversia sobre 
la efectividad de la prestación de los servicios; peni sí en ln eoncei nicnte a sil 
calificación. 

En apariencias, las constancias obrante* en rl expediente administrativo y 
la- correlativas de autos, resultan ful mi tul lites para el eelor: "El señor Bernardo 
Ziminlacár egui rio finura en el libro de HegistNi del personal efectivo existente 
en nuestras archivos"; "en nuestros Archivos no existe ninguna constancia" res- 
pecto a subordinación y dependencia del nominado con lu Caja de Asistencia 
Social (informe de la Municipalidad, obrante a fs. 10 exp. adra., punios V y 4" 
y t's. 4<> vta.. punto 1" de autos); y "el recurrente percibía las remuneraciones 
en concepto: a) comisión y snbre comisión por venta de hilletrs de lotería, en 
ocasione», b) una asignación fija mensual en earácler de propagandista, en 
ocasiones" linfonne de la Municipalidad, fs. 40 vta,. punto 2*. de auto»). 

Sin embarco, cuadran foririiilar a tales ¡ii formaciones todos los reparos que 
expresa el recurrente en su «legato, respecto a que puede tenerse calidad de 
empleado o Agente administrativo sin ser efectivo, y en cuanto a que la relación 
di' subordinación y dependencia no ha de buscarse en las constancias que pueden 
existir en los archivos sino más bien en el carácter o naturaleza de las funciones 
o aetividi les de-arrolladas y cuyas notas típicas nacen con el acto administrativo 
del nombramiento y eonsísten *>n el sometimiento del nombrado al "status gene- 
ral", al conjunto de normas y disposiciones ipie reglamentan la función pública, 
ill deber de oliedienria, al deber de dignidad en la conducta, de idoneidad, de 
dedicación «1 carpí, ete. (Ales. fs. 4H vta.. y cita de Vim.hías Basavimusu, 
rh rfrh» A,lm¡H¡*tratiro, t, III, pág. SSfli P or Ulla ptjii t P rtT } n ÍP*Í^ 

uibe destacar ln incongruencia del calificativo "en oeasiones" que se asigna a las 
'•enumeraciones, con los propios términos del informe cuando eu lo que atañe a la 
asignación como propagandista, ni menos, refiérese ñ "una asignación fija ateit- 
mal", que desde luego repele toda calificación de ocasional, máxime si de las 
plnnillas obrantes en nnibos expedientes (fs. 30 de autos, y fs. 3 y 5 del adm.l. 
se desprende la innegable y manifiesta continuidad en la percepción de ln remu- 
neración (sobre las tareas en si no medió negativa) coi respondiente a ''propa- 
gandista a sueldo", durante seis años, conforme a la certificación espedida por 
la Contaduría General de la Municipalidad. 

Además, de aquellas mismas certificaciones e informaciones oficíale- surge 
(pie el reenrrente se desempeña como comisionista y propagandista (fs. 40 vía.» 
punto :r, de autos, y fs, 3, 5 y 10, punto 3*, erpte. adm.), y que las asignaciones 
respectivas se imputaban "según constancias en el Libro Diario .... a las mentas 
de comisión sobre comisión y gastos generales" (expte. ndm., fs. 10, punto 5*). 

Por último, reaffrmanse todos esos elementos de juieio con ln designación o 
nombramiento del recurrente, realizado por ln Comisión Administradora de ln 
Caja Municipal de Sanidad y Beneficencia presidida por el entonces Inteudente 
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Municipal, según constancias en las actas respectivas (28/12/921 y 25/7/922, is. 
51 y 52, expíe. adm.)> donde se consigna además de¡ tanto per ciento en concepto 
de sobre comisión la saina de mifn. 300 mensuales para gastos de propaganda 
(acta Ira.), para luego acordarle "ima asignación mensual de mífn. 500 eotno 
representante de la Caja en la Provincia de Entre Míos..." (acta 2da.), con arre- 
glo a las facultades de dicho organismo, según ordenanza de creación (n* 1851, 
23/;,/20; arts. 2 y 14, incs. fi' y 0») y de funcionamiento de la Caja (o* 2494, 
28/12/27; art. 17, ine, d). Por eso — sin duda — es que un ex intendente iimui- 
i-ipal y dos ex funeionarios de aquella Cajú concucrdan en declarar que Zuma- 
lui-árn-giii percibía "sueldo y comisión" (l>r. Costa, ]s, :t(¡ vta.. expte. ndm.; 
11. Giménez, :i7/37 vta., y lí. Hnsaldún. 3K vta.). 

4" I^os elementos de juicio analizados llevan a la convicción de que el 
recurrente se desempeñó, en relación n In Cnja, como comisionista o agente comi- 
sionista pura In venta de certificados o billetes de Interin, en cuya actividad 
|K>rcíbfa como retribución lns respectivas comisiones y sobre comisiones consig- 
nadas en las planillas ya citadas; y también <pie se desempeñó como propagan- 
dista a sueldo, designado expresamente por el organismo administrador de la 
Cuja. 

Y bien: es admisible que bajo el primer aspecto corresponda aceptar que 
el recurrente desarrollara actividades de empresario, mas no cuadra aseverar 
lo mismo atinente a la función de propagandista n sueldo, pites lu imuo* que 
cabe admitir es que quien desempeñara esa actividad lo hiciera en favor del 
que lo designara para ese fin, en cuyo supuesto no resulta forzado expresar que 
en esa locación de servicios "la fuerza de trabajo prometida queda subordinada 
a tas directivas que impone el locatario, impartiendo las instrucciones y órdenes 
que estime necesarias para alcanzar el fin que este último se ha propuesto al 
contratar los servicios ajenos" (Sin «ta, La locación de obra y la locación de servi- 
cios, en Kev. La Ley, t. 20, pág. 323, punto 7). 

En consecuencia, la pretensión del recurrente encuadra en derecho t Orde- 
nanza n* 4345, T.O., arts. 2 y 3(i), no prescriptible (ley "Íi84, art. 1), y conforme 
al sistema de reciprocidad en el régimen de jubilaciones y pensiones (decreto- 
ley 931Ü ratificado por ley 12.921; ley prov. 3339 y decreto 3583, y ordenanza 
■liü:*, en Anuario Legis, año 1951, Pub. Of. paga. 787/96). Tal es la justicia 
que el caso i. ■clama, máxime teniendo en cuenta el criterio amplio y de protección 
que impera en la materia, reafirmado aun en el sistema vigente de reciprocidad, 
en cuyo amparo se coloca el recurrente para hacer valer sus servicios ante otro 
instituto de previsión social 

Voto entonces por la afirmativa a la primera cuestión propuesta. 

A la misma cuestión, el Sr. Vocal Dr. (iiavcdnni, dijo: 

Estoy conforme con los fundamentos que sustentan el voto del Sr. Vocal 

Dr. Mosco so. por lo que los hago míos y voto, por consiguiente, también por )n 

afirmativa a esta primera cuestión del temario. 

A la misma cuestión, el Sr. Vocal Dr. Upiilma, t'ijo: 

Concordantes con las razones expuestas por el Sr, Vocal Dr. Moscoso, las 
cuales me evitan de incurrir en repeticiones inoficiosas, doy mi voto por la 
afirmativa, 

A la misma cuestión, el Sr. Vocal Dr. Pinto, dijo: 

Por las razones expuestas en Sos votos precedentes, que el suscripto comparto 
plenamente, voto también en sentido afirmativo. 

A la segunda cuestión propuesta: ¡Qué resolución corresponde dictar?, e! 
Sr. Vocal Dr. Moscoso, dijo: 



m 
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Corresponde revocar \a» resoluciones en recurso y en consecuencia declarar 
que los servicios prestados por Bernardo Znmalacárregui en la Caja de Sanidad 
y Hencficencia Municipal, solamente en fundón de propagandista, que se consig- 
nan en los certificados obrantes en el expediento administrativo 478G, son compu- 
tadlo dentro del régimen jubilatorio municipal; e imponer las rostas a careo de 
la demandada (art. «4, ley 4100). Así voto. 

A la misma eucstiór. el Sr. Vocal Dr. Giavedoni, dijo: 

En consecuencia, de. lo manifestado al tratar la cuestión anterior, voto tam- 
Irn'n íi esta segunda cuestión del temario en idéntico sentido que el Sr. Vocal 
preopinante. 

A la misma cuestión, el Sr. Vocal Dr. La palma, dijo: 

De conformidad al resultado obtenido al tratar la cuestión anterior, voto 
n ésta de la misma manera que el Sr. Vocal Dr. Mostosa 

A In misma cuestión, el Sr. Vocal Dr. Pinto, dijo: 
Comparto en un todo el criterio manifestado por los Sres. Vocales 

liantes, por le que voto también en el mismo sentido. 

En consecuencia, atento el resultado de l. s votaciones en el 

dente, el superior Tribunal do Justicia de la Provincia, 

Resuelve : 

Admitir el [(rescrito recurso rfliitciic io*>adnitni.strnt¡va y en su consecuencia 
i evocar lus resoluciones administrativas impugnadas y declarar que los servicios 
prestados por Bernardo Zumnlacárregui en la Caja de Sanidad y Beneficencia 
Municipal, solamente en función de propagandista, que se consignan en los certi- 
lieados obrantes en el expediente administrativo 4780, son computables dentro 
del régimen jubilatorio municipal; con costas a la demandada. — Eduardo B. 
Cortos — Jorge G. Moscoso — Rodolfo V. Giavrthni — F. Dafmiro Lastima — 
Miguel Angel Pinto. 




Dictamen del I'^k-i uadob (¡kxekal 
¡Suprema Corte: 

Abierta por V. E. la instancia extraordinaria, corresponde 
ahora ipa? me expida sobre la pertinencia de los agravios articu- 
lados en el recurso deducido a fs, 72 contra la sentencia del Su- 
perior Tribunal de Justicia de la Provincia dé Santa Fe. 

Habida cuenta de los elementos de juicio analizados, el a qno 
ha admitido — coincidiendo en esto con las pretensiones del ape- 
huí U*— q ue ( '. s te desarrolló actividades en el doble carácter de 
comisionista o aconte comisionista, retribuido a comisión y sobre 
comisión, para la venta de billetes de lotería de la ex caja munici- 
pal de sanidad y beneficencia por una parte y, por otra, de pro- 
pagandista a sueldo fijo de la misma institución. Pero el fallo 
solamente reconoce como computables, dentro del régimen de la 
ordenanza municipal 4:í4.">, los servicios prestados en oí carácter 
citado en segundo término, o sea como propagandista a sueldo 
fijo. 
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El recurrente afirma que en estas condiciones se lia hecho 
prevalecer la mencionad» ordenanza sobre el decreto-ley 9;ílti/4li 
a cuyo régimen Ja municipalidad de Santa Fe se encuentra adhe- 
rida como consecuencia del convenio celebrado entre la provincia 
y el Instituto Nacional de Previsión Social, todn vez que en el 
art, 2* del citado decreto nacional so establece que en caso de 
servicios simultáneos no se acumularán los tiempos de servicios 
pero sí las remuneraciones cobradas a los efectos de la determi- 
nación del sueldo promedio de jubilación. Añade asimismo que la 
propia ordenanza 4.S45 establece que deben tomarse en cuenta 
las remuneraciones totales percibidas por el afiliado. 

Precisando el pensamiento del recurrente, cabe decir que, 
en rigor, no existiría a juicio suyo verdadera colisión de normas, 
sino que la interpretación dada en autos a la norma local por la 
sentencia se hallaría en pugna con lo que, también a juicio suyo, 
determinaría la norma federal mencionada anteriormente. 

En mi opinión no ocurre tal cosa. Ka primer término es 
preciso tener presente que la interpretación de Ja norma local por 
el tribunal de la causa es irrevisible en esta instancia, máxime 
que en el convenio de adhesión a que se ha hecho referencia, 
celebrado entre la Provincia y el Instituto Nacional de Previsión 
Social, quedó establéenlo que el reconocimiento de servicios pres- 
tados bajo los respectivos regímenes se efectuará aplicando las 
normas y reglamentaciones de su propia lev (art. (¡»). Por otra 
parte me permito recordar que, en la causa "Aguirre, Raúl Emi- 
lio" fallada por V. E. eon fecha líí) de octubre ppdo., acogiendo 
el criterio que sustentara esta Procuración General con funda- 
mentos que comparto, al considerarse los efectos que produce la 
adhesión de la provincia al régimen de reciprocidad nacional, se 
reconoce (pie queda subsistente la autonomía legislativa de la pro- 
vincia en materia de previsión como así también, en principio, la 
irrevisibílidad de la interpretación de las normas locales llevada a 
caito por el tribunal de Provincia, en tanto no resulten afectados 
los principios básicos en los cuales se sustenta el sistema nacional 
de reciprocidad. 

Pienso que en el presente caso no existe menoscabo alguno 
para el derecho federal y los intereses por éste protegidos, toda 
vez que cuando el art. l >9 del decreto-ley 9316/46 expresa que se 
computarán las remuneraciones por servicios simultáneos presta- 
dos bajo el régimen de una misma sección o caja, se sobreentiende 
que se refiere a servicios cuya conmutabilidad haya sido declarada 
por el órgano o autoridad competente, que pura la situación plan- 
teada en autos no es otro que el a quo. Declarado por éste que las 
actividades desarrolladas por el :i uto como comisionista de la 
lotería municipal no son computa oies a los efectos jubilatnrios 
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previstos en la ordenanza 4345, cor respondí-, en consecuencia, te* 
ncr por inexistentes las remune raciones relativas a dichas acti- 
vidades a los fines contemplados en el art, 1* del decreto-ley 

A mérito lie lo expuesto, considero, en conclusión, que de- 
bería confirmarse la sentencia apelada, en cuanto pudo ser materia 
del recurso. Buenos Aires, TJ de noviembre de 1958. — Ramón 
Lascatw. 

FALLO 1)K I.A l'OiíTE SUPRKMA 

Buenos Aires, lí de setiembre <le líHílt. 

Vistos los autos: "Zuñíala* \-regui, Bernardo e/ Caja Mu- 
nicipal de Jubilaciones y Pensil, «íes de Santa Fe s, recurso eon- 
timi'iosoíidmiuistrativo''. 

4 'ousidoruudo : 

\ v ) Qftfe don Bernardo Ziminlaeárregm solicitó a la Caja 
Municipal de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Manta 
Fe la computabilidad de los servicios que había prestado a la ex 
Caja de Beneficencia y Sanidad de la Municipalidad de Santa Fe, 
en su doble carácter de comisionista para la venta de billetes de 
lotería, retribuido a comisión, y agente «le propaganda, retribuido 
a sueldo fijo, para hacerlos valer ante el Instituto de Previsión 
Social de la Provincia de Buenos Aires, dentro del sistema de 
reciprocidad del decreto-ley ít.'ílfi 4fi al que ambas instituciones 
habían adherido. 

■2'*) Qüe la faja Municipal resolvió desestimar el pedido por 
no concurrir los extremos que permitiesen calificar los servicios 
realizados por el actor — no desconocidos en cuanto a su efectiva 
prestación — dentro de los previstos por la Ordenanza Municipal 
#343 T. O. (fs. 58 y lil del expediente administrativo 478(Í). 
Promovida por el solicitante demanda eontenciosoadministrativa 
ante el Superior Tribunal de la "Provincia de Santa Fe, éste re- 
vocó parcialmente la resolución impugnada declarando que los 
servicios prestados por Zuinnlncárrtgui, como agente de pro- 
paganda, eran computantes dentro del régimen jnbilatorio muni- 
cipal, no así los otros (fs. (¡1 b5). 

3*) Qije de este pronunciamiento se agravió el solicitante 
y argumentó (pie, al declararse compiitables solamente los ser- 
vicios prestados como agente de propaganda de la ex Caja de 
Beneficencia con el sueldo fijo que los retribuía, se había inter- 
pretado la Ordenanza 4.'t45 "dándote prevalencia sobre lo dis- 
puesto por el art. l w del citado decrete q.'ílfí 4o 1 *', en cuanto no se 
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atribuían efectos a las remuneraciones percibidas por los servi- 
cios no computados {pero cuya efectiva prestación no se había 
puesto en duda), a los fines de la determinación del sueldo pro- 
medio de la jubilación (fs. 72). 

4 9 ) Que la adhesión al régimen de reciprocidad instituido 
por el decreto 9316/46 — según lo previsto en el nrt. 20— no im- 
porta quitar carácter local a las leyes jubilatorias provinciales o 
municipales, ni haee admisible —por vía de principio— la revisión 
por cata Corte de las decisiones adoptadas por aplicación de esas 
leyes, a los casos ocurrentes (doctrina de Fallos: 242: 141). En 
consecuencia, la decisión del Superior Tribunal de Justicia de 
Santa Fe, que no computó los servicios prestados por el recurrente 
como comisionista, y que declaró compu tablea los otros en la me- 
dida que lo fué, es ajena en cuanto tal, a la jurisdicción de esta 
Corte, salvo arbitrariedad, no alegada en la especie. 

5*) Que si bien "a los efectos de la determinación del sueldo 
promedio", el art. 2* del decreto-ley 9316/46 autoriza, en caso de 
servicios simultáneos, la acumulación de remuneraciones más no 
de "los tiempos de servicio*', esto supone que todos estos servi- 
cios son computadles, según la Caja o Sección respectiva, puesto 
que ello es condición do líi percepción de los aportes y de la obli- 
gación do transferirlos a la í'ajn otorgante del beneficio, base 
del Sistema de reciprocidad. Kl art. del decreto-ley 9316/46 lo 
establece así, expresamente. 

6°) Que en consecuencia, la si-ntoneia apelada no ha des- 
conocido directa ni indirectamente los derechos que asegura el 
decreto 9316/46 por negar compu tabili dad, en virtud de razones 
de hecho y de interpretación de la ley local, a los servicios que 
como comisionista prestó el recurrente a la ex Caja de Benefi- 
cencia y Sanidad de Santa Fe, y tampoco, en cuanto no computó 
las remuneraciones para determinar el promedio jubilatorio, por- 
que faltó el presupuesto legal para que esa computación fuera 
posible, en los términos del decreto-ley 9316/46. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el Señor 
Procurador General se confirma la sentencia de fs. 61/65 en 
cnanto ha sido materia del recurso. 

AnisrÓBULo D. AnÁoz tje Lamadrid — 
Julio Oyiiaxaute — Pedro Abe- 
rastuuy — 
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ASA JOSEFA KUPPEL i»e GALLIXGEB v. SALVADOR FOTTI e Hijos 

Jl fUSIJICCIOX Y COitPETEXCIA: Infidentes y cuestiones conexits. Varios. 

Corresponde conocer de la causa al Tribunal del Trabajo de Olavarrío, Pro- 
vincia de Buenos Aires, y no a la Cámara Regional Paritaria de Buenos 
Aires, si el convenio referente al momento de entrega del predio, tuyo cum- 
plimiento se reclama ante )n justicia provincial, fué opnrlunainentu homo- 
locado por ol organismo paritario, por lo que la competencia de la justicia 
provincial resulta de lo depuesto en la ley 13.240 y en su rcgliimentiieiúu. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

De los expedientes de la Cámara Regional ile Buenos Aires 
SS¡M t seguido por forma Hzacióu de contrato, y ÍÍ1S1, iniciado por 
excepción a la prórroga legal, resalta (f>. 34 3b" y 40/41, expe- 
diente HHíH ) que el convenio obrante a fs. 2 de estos actuados, 
rayo cumplimiento se lia reclamado ante la justicia provincial, 
fué oportunamente homologado por el expresado organismo. 

Kii consecuencia dicho convenio tiene, con respecto al mo- 
tilen to ile entrega del predio i|ue es lo que en el caso interesa, 
la eficacia de la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada 
(art. KMi del Reglamento General de la ley 13.246), y por ello su 
ejecución corresponde a !'is tribunales locales, de acuerdo con los 
procedimientos respectivos, por así establecerlo el art, 48, par. 3 V , 
de la ley 13.24(i. 

Di* lo expuesto se desprende que el organismo paritario (pie 
ha planteado la presente contienda por inhibitoria carece de Com- 
petencia por las normas que lo rigen. En tales condiciones — y a 
fin de no arriesgar una declaración abstracta — debe reputarse 
inconducente entrar a analizar la validez de dichas normas para 
apoyar en su pretendida inconstitucionalidad la competencia de 
la justicia local, ya ipie ésta igualmente se impune en virtud de 
lo que las mismas leyes agrarias prescriben. 

Kn mérito a lo expuesto, considero (pie sólo corresponde de- 
cidir que el juez, provincial debe seguir entendiendo en la causa. 
Buenos Aires, i!ií de marzo de 1!)60. — Ramón f Arcano. 

PALLO tm LA COHTK SUPREMA 

Kuenos Aires, n de setiembre de 10(50. 
Autos y vistos; considerando; 

íjue, como lo demuestra el precedente dictamen del Rr. Pro- 
curador (¡enera), la competencia del Tribunal provincial para co- 
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nacer de la presente causa resulta lo lo dispuesto en la ley 13.246 
y en su reglamentación. 

Por ello, se declara que el Trib inal del Trabajo de Olavarría, 
provincia de Buenos Aires, es el co npetente para conocer de esta 
causa. Remítansele estos autos y ágnse saber en la forma de 
estilo a 1« Cámara Central Paritari de Arrendamientos y Apar- 
cerías Rurales, a la que se devolvc n los expedientes agregados 
sin acumular. 

Luis María Boffi Bogübro — Julio 
Oyhanabtb — Pedro A be ras tur y 
— Ricardo Colombres. 



FERMIN GARCIA FKHVANDEZ v. MARCELINO GARLES 

■RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La cuestión referente a loa efectos de la sentencia ti i c inda contra el inquilino, 

respecto de Iop auhinq ni linos u ocupantes, es materia de orden común y 
procesal, irrevisihle por vín extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINAHIO: Hequt.'nmt pro pión. Cuestiones tm federales. 
Interpretación de norma» y actas romane*. 

Lo atinente ¡i la nlcirada existencia di- rusa jugada ex materia t|iie no reviste 
carácter federal. Ello es tmí con tanta máa razón si lo argüido al respecto 
reposa en la forma de notificación que, a los fines de hacer extensivo el 
desalojo contra los ocupantes o siibinquilinos, se estima procedente y es pro- 
pio de decisión por parte de los jueces de la cansa. 

FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de liecbo deducido por Felipe 
Cliaves y Francisco Carlos Caries en la causa García Fernández 
Fermín c/ Caries Marcelino", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que lo resuelto sobre los efectos de la sentencia dictada 
contrn el inquilino, respecto de los subinquílinos u ocupantes, es 
materia de orden común y procesal, irremisible por vía extraordi- 
naria — Doct. Fallos: 244: 471 y 330 y otros — . 

Que tampoco es materia federal lo atinente a la alegada exis- 
tencia de cosa juzgada, con tanta más razón si lo argüido al res- 
pecto reposa en la forma de notificación que, a los fines del caso, 
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se estima procedente, todo lo que es propio de decisión por parte 
de los jueces de la causa. Kn tales condiciones la doctrina esta- 
blecida respecto de la arbitrariedad no es aplicable al caso y la 
queja debe ser desechada porque no acredita lesión constitucio- 
nal bastante para sustentarla. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

BbxjamÍs Villegas Basavilraso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Ll'is María Boffi Roguero — 



CONSTANZO GHANDI v. BANCO HIPOTECARIO NACIONAL 

RECURSO E X TRA RUINA Rl O : Requisitos propia. Cuestiones no federales. 
Interpretación de Hormas lócale* de procedimientos. Casos varios. 

Lo atinente a la perenciÓn de la instancia ra materin Je derecha procesal 
y de hecho ajena, como principio, a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio». Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

La cuestión referente a la caducidad de ta primera instancia no constituye, 
pur lo común, sentencia definitiva en los términos del art. 11 de la ley 48. 
En efecto, no pone fin al pleito ni impide sn continuación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Concepto y geuertdidades. 

La invocación de la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad, 
u otra cuestión federal cualquiera, no permiten prescindir de la ausencia 
del recaudo de la sentencia definitiva parn ln apertura de la apelación 
extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos prop, ,s. Relación directa. Nor- 
man extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 16. 

La irarantfn constitucional de la igualdad no autoriza el otorgamiento .leí 
recurso extraordinario a los fines de unificar jurisprudencia en cuestiones 
no regídu por normas i\ itérales. 



FALLO DE LA COIíTF, Sl'PREMA 

Buenos Aires, VI de setiembre de 11)60. 

Vistos los autos: "Recurso du hecho deducido por el de- 
mandado en la causa (¡rnntli Coustanzo c/ Banco Hipotecario 
Nacional*', parn decidir sobre su procedencia. 
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Y considerando: 

Que lo atinente a la pereneión (|b instancia es materia de 
Jiwho y de derecho procesal ajena, como principio, a la jurisdic- 
ción extraordinaria de esta Corte —Fallos: 245- 389' ¿u- 216 
y otros—, ■ ~ 

Que, por otra parte, tampoco lo atinente a la caducidad de 
la primera instancia constituye, por lo común, sentencia definiti- 
va en los términos del art. U de ] B ley 48. No pone, en efecto, 
luí al pleito m impide sti continuación, de manera que el derecho 
de la recurrente no puedn hallar tutela en las instancias ordina- 
rias —tallos: 242: 4ti0 y otros—. 

Que a ello del>e añadirse que la garantía de la igualdad no 
autoriza el otorgamiento del recurso a los fines de unificar ju- 
risprudencia en cuestiones no regidas por normas federales. Y 
que, en tales ci retí nst a acias, la invocación de la jurisprudencia 
establecida en materia de arbitrariedad, u otra cuestión federal 
«•un 1*1 mera, no permiten prescindir de la ausencia de los recaudos 
legales para la apertura de la apelación -doctr. Fallos: 245: 546; 
244: ,).'{«; 241 : >2'2 y otros—. 

Por ello se desestima la precedente queja. 



Benjamín Viu,kuab Basavlraso — 
AmsTÓnuLo D. AuÁoz he Lamapkiij 
— Luis María Bofr Togoero — 
Ricardo 



(ÍAHKIKL HAIU.WJOJTMIS r . JOSE LEON SZKJÍMAX 

mWWO KXTltÁOtfWXAlUO: Requisitos propia. Cuestiones no 
Inlerpretiieh'ti tle normas w actos comunes. 

U\ aplicación retroactiva de leyes <]v carácter civil y de orden público, «uno 
*on Iiií! ntínentea a las locaciones urbanas, no confifrura problema constitu- 
cional f iur autorice el nf finamiento del recurso extraordinario, en tanto no 
medie sentencia firme anterior en la enusíK 

R mPm& EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Región Erecta. Sen- 

,im f itH,ht " los > u > frderafes o fórrales consentidos. Fundamentos de 

orden roimht. 

l^a sentencia del tribunal de alzada fine, por aplicación del art. 21 de la 
ley 14.821, revoca el fallo del inferior y tiace lugni ni desalojo por haberse 
camhiadu el destino de k locación, es insusceptihlr de recurso extraordinario 
con liase pn el art. 10 de la Constitución Nacional, pura no resulta de lo 
decidido que medíe, en el caso, propósito de indebida perserueión o 
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REI 110 ACTIVIDAD. 

Kl prinHpiii la rvtroiutivklad, roii*nt:rado en el nrt. 1S tlu la (\)iisl¡tu<-u>n 
N*t»i<iitíil, sólo se reiierr a xaiieiouc* cli> earáeter penul. 

HECritSO KX TRA OKDIXA RÍO: Rrqni*¡tu* ¡¡rapios. Cuestiones «o federales. 
Setmiuia* arhitritria*. improeeiiencia tlel rrrnrmi, 

Kl prDiiuiii'iiiiiiii'ntn »|e Iji Cámara ile I'nj! que resuelve el desalojo por 
aplicación r**t nuH-tivii <lt> Ins norma* léanles rigente cu materia ije Waeiones 
iirbíuiii-, mi liieiliiihdn «eiilcneiii l'irme en la e;iu*a. tiene l'ttmlfliiient'» bastan- 
te |H«rii Mi*leiil:irlo v e- iiis<i*eeplihln de la tarlw ile ni'hiti'ai'ieihid. 



KAl.Ui I>K LA ClHíTK Sl'l'UKMA 

Buenos Ai ros, V2 de setiembre de VMl 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por él deman- 
dado ni la causa RadjaTijopuIos, Gabriel c/ Nzerman, José León", 
para decidir sobre su procedencia. 

< t me con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, la apli- 
cación retroactiva di« leyes de carácter civil y do orden público, 
no configura problema constitucional que autorice el otorgamiento 
del recurso extraordinario c>n tanto no medie sentencia firme 
anterior en la causa — Fallos: 2éSM 4b7> y sus citas — . 

Que toda ve/, que las leyes atinentes a las locaciones urbanas 
revistan earácter común y que el interés público de la materia 
que legislan lia sido reitei adámente admitido por el Tribunal 
lo es puesto basta [tara el rechazo de la queja. Xo resulta de ellu, 
en efecto, qiic medie propósito de indebida persecución o especial 
privilegio, como es recaudo para el otoriraniienlo de la apelación 
cpii l>ase en el art. 1(¡ de la Constitución N'aeioiial — Palios: 24.") : 
2582 v (tiros— ni tampoco sanción penal, a que alcance la cláusula 
del art. 18 líe la Constitución Nacional —Fallos : l24;i ; lilll y otros—. 

Que en tales condiciones, tratándose de una senteneia sufí- 
cieiil emente fundada, a la que no es aplicable la jurisprudencia 
establecida en materia de arbitrariedad, la queja debe ser iveha> 
y.a da. 

l'nr clin *e desestima el recurso de hecho precedente. 

Benjamís Vlli.koas Basaviluáso — 

AlttSTÓBI'l/í I>. AnÁoz m LaMAOUID 
— I ji'is Mauía líom rlíKiOERO — 

RliWÜlm ( 'OLOM HlíKS. 
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ADMINISTRACION (¡ENKJiAL ,.k vialidad nacional v. SOCIEDAD 
MEUCANTIL COLECTI VA SILVEKSTKIX Unos. 

mmsm KXTR.WIihlSAHIO: Jtrg^ito* propio,. Sentencia defimtíW. Jfc- 
solucione* anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Las resoluciones que deniegan o admiten medidas de prueba MU, por vía 
de principio, insusceptiblcs de apelación extraordinaria, por carecer de ca- 
rácter infinitivo cu | m términos del art. 14 de la ley 48 I 1 ). 

ABCÜBSO EXTRAOHMXARW; ¡irrita* propios. Relación directa. SenttH- 
r« M ron fundamento* no federales o fedérale* consentidos. Fundamento* de orden 
¡oral ¡f procesal. 

El pronunciamiento aj.rhi.lt. t)lt .- no hace lugar a la «posición del expropiante 
respecto do las pincha* periciales, en razón de encontrante consentido el auto 
• tur las admite, tó-uc l'umlaiut'iitos suficientes para sustentarlo y que privan 
a lii decidido di' relación directa con la cuestión federal atinente al descono- 
cimiento, en el ea>o. de lo dispuesto en el nrt. 11 de ln lev K1.2(>4. 



CAMARA i'K DI PITADOS i.k \..\ NACIuN (CnjmiÓK KftremL 

1 v\ iinth; ai -ni; \ i 

SI I'KRtXTKXDhXf IA. 

Dado que se encuentra en trámite, ante un Juzgad') Nacional de Instrucción, 
(I sumario instruido u raíz del fallecimiento de utin persona en una comisaría 
«eeeioiiiil de la (Capital, y que las facultados de la Corte Suprema sobre los 
cllcrpu* técnicos auxiliares de la justicia son. en principio, do superinten- 
dencia, debe dirijnrse al .juez ipie entiende en el sumario ln solicitud for- 
mnlnda a la Corte por el Presidente de la Comisión Especial Investigadora 
de la Cámara de Diputados, para que se disponga lo pertinente a los efectos 
del reconocimiento Médico del cadáver en la Morgue Judicial y de que, 
asimismo, la diligencia pueda practicarse en •-ompañía de dos médicos fo- 
renses que no hayan intervenido en la pericia judicial ya realizada. 

DllTAMEN* l>KL PllOCUÍIADOB GENERAL 

Suprema CorU-: 

Los distintos cuerpos técnicos periciales contemplados en el 
decreto-ley 1285/58 tienen legalmente asignada ln función de au- 
xilinrcs de la justicia nacional, y condicionada su actuación, en 
tollos los caso*, a los requerimientos i|uc l ( . s dirijan los jueces 
(flirts, 32, ,"iíi y del decreto-ley citado). 

En tales condiciones, conceptúo improcedente la tntervei; 



tas 
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ción de integrantes de aquellos cuerpos técnicos en diligencias 
cjuc no tienen carácter judicial, como sería la que so propone llevar 
a calió la Comisión Especial Investigadora de Supuestos Apremios 
Ilegales de la II. Cámara de Diputados de la Xación, según nota 
de su Presidente que corre a fs. 1. A lo que cabe agregar que 
disponer la presencia en dicha diligetieia de dos miembros del 
Cuerpo Médico Forense comportaría una nueva intervención de 
Iíi justicia en un hecho que ya es objeto de investigación por el 
magistrado competente. 

Sin perjuicio de lo expuesto, y en cuanto al pedido de uso 
de las instalaciones de la Morgue Judicial para que la Comisión 
Investigadora realice el examen que se ha propuesto con la asis- 
tencia de otros facultativos que croa conveniente designar, no 
encuentro obstáculo para que V. E. acceda a ello, en atención a 
los principios que imponen la colaboración entre los diversos 
Poderes del Estado, y teniendo en cuenta el consentimiento de 
doña María Zaloma (iiacobino de Rcgunagn de que so ha hecho 
mérito ¡x fs. 1 y 4. Buenos Aires, (i de setiembre de 1ÍHS0. — liu 
món Losmno. 

KA I .LO t>K LA COKTK Sl'PRKMA 

Rueños Aires, 12 de setiembre de 1ÍKJ0. 

t 'oitsiderando : 

Que mediante el oficio de fs. 1 el señor Presidente de la 
( 'omisión Especial Investigadora de Supuestos Apremios Ilegales 
de la II. Cámara de Diputados, solicita de esta Corte quiera dis- 
poner lo pertinente a los efectos del reconocimiento médico del 
cadáver del señor Xíeasio Isaac (Üncohiuo, cuyo fallecimiento 
ocurrió en la Seccional V.i de la Policía Federal. Exprésase, en el 
oficio, que el cadáver de dicha persona se halla en la Morgue Ju- 
dicial y ha sido puesto a disposición de la Comisión por la familia, 
una vez que hizo lo propio con ella el señor Juez Nacional de Ins- 
trucción, doctor Jorge Luis Gallegos; a cargo del Juzgado n* 21, 
ante el cual tramita el sumario respectivo. Asimismo se requiere 
lo pertinente para que la diligencia pueda practicarse en compn- 
ñín de dos médicos forenses que no hayan intervenido en la pericia 
judicial ya realizada. 

Que, como resulta de los antecedentes que se acaba de rela- 
cionar, el fallecimiento de quo se trata es objeto del sumario que 
tramita ante un juzgado nacional de instrucción. 

Que, en esas condiciones, la solicitud dirigida al Tribunal 
debe formularse al magistrado que entiende en el sumario, toda 
vez que las facultades de la Corte Suprema sobre los cuerpos 
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técnicos, auxiliares do la justicia, son en principio de superinten- 
dencia -arts. 52, 53, 56, 57 y 63 del decreto-ley 1285/58-. 

Por ello, y habiendo dictaminado el señor Procurador Gene- 
ral, se resuelve comunicar al señor Presidente de la Comisión 
Especial Investigadora de la H. Cámara de Diputados, don Pablo 
UaJabrese, que la solicitud formulada mediante el oficio de fs 1 
debe dirigirse al señor Juez Nacional de Instrucción que entiende 
en el sumario respectivo. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AmsTÓRi'Lo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Oyhanaute — Pedro Abe- 
rasttr y — Ricardo 



LUIS ANTONIO XAPOLÍ 

CORTE SUPSEUU. 

Ante la falta de cumplimiento por un juez de ln Provincia de Bueno» 
Aires ti lo resuelto por la Corte en el juicio, corresponde que la Suprema 
Corte de Justicia de esa Provincia disponga lo necesario para que se de 
inmediata ejecución o dicha sentencia. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En atención a que el señor Juez en lo Civil y Comercial de La 
Plata no ha dado cumplimiento a lo resuelto por V. E. a fs. 85, 
estimo que corresponde reiterar el oficio que le fuera dirigido! 
haciendo saber a dicho magistrado que deberá contestar en el pe- 
rentorio plazo que V. E. designe, bajo apercibiimento de las me- 
didas pertinentes. Buenos Aires, 6 de setiembre de 1960. — Ra- 
món Lascano. 



FALLO DE LA COHTK SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de setiembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, ante la falta do cumplimiento por el Sr. Juez en lo Civil 
y Comercial de La Plata, a cargo del juzgado tí> 2, a lo resuelto 
por esta Corte en la sentencia de fs, 85, corresponde que la Su- 
prema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires dispon- 
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ga lo necesario para que se dé inmediata ejecución a dicha senten- 
cia —Fallos: 235: 662; 239: 353; 2+0: i); 244: 472; 24á : 28, 429 v 
los allí citados entre otros — . 

Por ello, habiendo dictaminado el Si*. Procurador General, 
se resuelve librar oficio a la Suprema Corto de Justicia de la Pro- 
vincia de Buenos Aires a fin de que se sirva disponer lo necesario 
I mi ra que se dé inmediato cumplimiento a lo resuelto por esta 
Corte en la sentencia de fs. H5, cuya copia autenticada, así como ta 
del dictamen de fs. 84 y de la presente, se acompañará al oficio. 
Devuélvanse los autos al juzgado de su procedencia. 



REt t HSO KXTÍtA(H{l>IXAtilt>: fírq„i*ittt.* }m>¡>¡<>*, Hehuuht directa. Senten. 
ritt* rn» fundamentos uo federal?* t> federales rttiisrulidns. Fundamentas de herho. 

Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución de 
In < anuir» que decretó la cesantía do im empicado del fuero, si el sumario 
respectivo se luí sustanciado regularmente, con audiencia del imputado, y 
In ili'cisii'm se funda cu la apreciación do ci rentista iieias de licebo y prueba. 

sn'KfílXTEXÜhXCIA. 

Dado que el hecho atribuido al empleado judicial para fundamentar su ce- 
maulla — ofrecimiento de conseguir la designación de un perito contador, 
mediante la entrega de una suma de dinero — no permite descartar que su 
responsabilidad exceda I . dr urden meramente administrativo, su separación 
del carjjii sin que medie pronunciamiento de los tribunales del fuero represivo, 
cuya intervención en el cuso deriva de lo dispuesto por el art. I(i4 del Código 
de Procedimientos en lo Crimina!, importa menoscabar indebidamente al 
empleado, al que debió suspenderse preventivamente, pasando las actuaciones 
n la justicia en lo criminal. 

Kn consecuencia, procede que la Corte avoque las actuaciones y deje sin 
electo la resolución de la Cámara, tudo ello sin perjuicio del pronunciamiento 

que se dicte en definitiva. 



Bbsjamíx Villkoas Basaviliuso — 

AlfISTÓllUU) l>. AflÁOZ UE LAMAlUtlI) 

— Jn.io Oyhanaktr — Pp.oko 

A MKItASTt'llY. 



OSVALDO SALVA 1 HUÍ DE MANCO 
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FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 1(J tle setiembre de lObU 

Considerando: 

Que a raíz del sumario administrativo instruido en el Juz- 
gado Nacional del Trabajo n* 7, su titular solicitó del tribunal 
de alzada lu cesantía del empleado señor Osvaldo Salvador De 
Mateo. La Cámara, previa ampliación del sumario, decretó la me- 
dida peticionada por estimar debidamente acreditado lo que cali- 
fica de "gravísima violación a los deberes del empleado", la que 
babría consistido en el ofrecimiento de De Marco para conseguir 
la designación de un contador, en calidad de perito, mediante la 
entrega de una suma de dinero. De las actuaciones no surge se 
haya dado intervención a la justicia del crimen. 

Que, contra la resolución de la Cámara, De Marco interpuso 
recurso de apelación para ante esta Corte, con fundamento en los 
arts. lí) del decreto-ley 1285/58 y 14 y 15 de la ley 48, habiéndosele 
denegado el previsto por aquel decreto-ley. 

Que dicho recurso es improcedente desde la vigencia de la 
ley 15.271. El deducido en la especie lia sido, pues, bien denegado. 

Que. en cuanto al extraordinario —también intentado— bas- 
ta para declarar su improcedencia la consideración de que el su- 
mario se ha substanciado regularmente, con audiencia del imputa- 
do, y de que la decisión de la Cámara se funda en la apreciación 
tle circunstancias de hecho y prueba. 

Que, sin embargo, esta Corte estima que procede avocar las 
aet naciones con arreglo a lo establecido por el art. 22 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional. En efecto, como surge de la pre- 
cedente relación de antecedentes, el hecho atribuido a De Mareo, 
que da fundamento a la resolución que ha dispuesto su cesantía, 
no permite descartar que la responsabilidad del empleado exceda 
a la de orden meramente administrativa. 

Que, en esas condiciones, la separación del cargo sin que 
medie pronunciamiento de los tribunales del fuero represivo im- 
porta menoscabar indeiiidamcntc al empleado. Por otra parte, 
Ja intervención de la justicia del crimen en situaciones como la de 
autos deriva de la disposición del art. Ki4 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Que, en consecuencia, atenta la naturaleza del hecho impu- 
tado a De Marco, ha debido suspendérselo preventivamente y pa- 
sar las actuaciones a la justicia en lo criminal. 

Que las declaraciones procedentes no obstan a la resolución 
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que, en ejercicio del poder disciplinario, pueda dictarse en defi- 
nitiva ponderando las conclusiones del fallo que recaiga en el 
proceso y las modalidades que diferencian a la responsabilidad 
administrativa de la de orden penal. 

Por ello se resuelve: 

a) Desestimar 1» queja en cuanto n los recursos de apelación 
y extraordinario interpuestos. 

b) Avocar las actuaciones y dejar sin efecto la resolución 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, de feclia '21 
de junio podo., que declara la cesantía del empleado Osvaldo 
Salvador J>e Marco, del Juzgado n* 7 del fuero. 

c) Hacer saber a la Cámara mencionada que debe dictar 
ímeva resolución con arreglo a lo declarado en la presente. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aiíistobi-lo D, Aháqz de Lamadmd 

Luiü MaHÍA BOFI'I BüGGEItO — 

Julio Oyhanahte — Ricardo 



HEVE ALBINO IMSERO 



SUPEMXTEXDEXCIA. 



Corresponde desestimar hi denuncia que, por vía de superintendencK for- 
mula tm miembro del Conejo Territorial del Territorio Xaeinnal de Tierra 
del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sud, contra el juez federal de 
Lshuanu a quien atribuye reiteradas violaciones n los fueros que establece 
el nrt. l!) del decreto-ley 2191/57, si los procedimientos que motivaron la pre- 
sentación fueron adoptados sobre l» base del desafuero pedido por el magis- 
trado y dispuesto por decreto del P. K.; babida cuenta, adema», que según 
ggW jf Ministerio del Interior no existen constancias de haberse resti- 
tuido al Consejero las inmunidades de que gosaba. Ello, con prescinueneia 
del acierto con que el juez ha decidido el punto referente al decreto de 



del Procúrame 

Suprema Corte: 

Resultando de los antecedentes agregados por el Ministerio 
úgI Interior que no existe un acto formal emanado del Poder 
Ejecutivo Nacional por el cual este último liava restituido a D. 
Heno Albino Pinero el fuero de que le privará 
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59, entiendo que aquél no puede ampararse en las inmunidades 
a que se refiere el art. 29 del decreto-ley 2191/57. 

Por lo tanto, y sin abrir juicio acerca de la validez consti- 
tucional de la norma a qne acabo de referirme, considero que 
Y. E. debe desestimar sin más trámite la presentación telegráfica 
que ha dado origen a estas actuaciones. Buenos Aires, 16 de 
agosto de 1969. — Ramóti. Lascano. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Pinero, Rene Albino, Consejero Territo- 
rial de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sud «/ 
solicita garantías para sus inmunidades". 

Considerando: 

Que esta» urinación^ se inician a raíz del telegrama de 
fs. 1 —ilo fecha 16 (IclBrmbro de 1959 — , en el < j ual el señor 
TCené Albino Pinero — mignbro del Consejo Territorial del Terri- 
torio Nacional de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlán- 
tico Sud — formula denuncia contra el señor Juez Federal con 
asiento en Ushuaia, doctor Jorge Aguilar, a quien atribuye rei- 
teradas violaciones a los fueros que establece el art. 29 del decre- 
to-loy 2191/57, sin que existiera — según afirma™ decreto del 
Poder Ejecutivo que lo privara de tales fueros. Agrega que los 
hechos denunciados han sido también puestos en conocimiento de 
la Cámara Federal respectiva y de la Comisión de Juicio Político 
de la H. Cámara de Diputados. 

Que, a requerimiento' de esta Corte, el señor Juez Federal 
de Ushuaia produce el minucioso informe de fs. 10/15, del que 
resulta, en síntesis, que los procedimientos han sido adoptados 
sobre la base del desafuero, pedido por el magistrado, y dispuesto 
por decreto del Poder Ejecutivo n* 921 de 26 de enero de 1959. 

Que solicitado, asimismo, informe del Ministerio del Interior, 
es evacuado a fs. 17/20, acompañándose copia del referido de- 
creto y haciéndose saber que "no existen constancias de haberse 
restituido al Consejero Rene Albino Pinero las inmunidades a que 
se refiere el art. 29 del decreto-ley 2191/57" — fs. 19 vta. — . 

Que las circunstancias relacionadas son suficientes para des- 
estimar la denuncia formulada en atención a la vía de Superin- 
tendencia por la que esta Corte se pronuncia, y con prescinden? ia 
del acierto con que el señor Juez ha decidido el punto referente 
al decreto de desafuero aludido. 
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Por ello y habiendo dictaminado el Sr, Procurador Gene ral, 
se resuelve disponer el archivo de las actuaciones. 

Benjamín Vílleíías Basavilbasu — 

ArJSTÓBL'LO I>. AIIÁOZ DE LaMADRID 

— Luis María Boffi Bogukieu — 
Julio Oyhanamr — Ricardo 
colombres. 



PEDRO ERNESTO CASEXAVE v. 

— SCdESlÓK— 



HKVt'RSO RXTRAOfííJtXABlO: Requinto? fórmale* Introducción de h, cues- 
tión federal. Oportunidad. Plante i n ,to en ti escrito dr interposición del recurso 

ertraordiitaño. 

Puesto une el reclmzo de ln pretensión del recurrente era eventualidad previ- 
sible habida cutmta de su naturalr/ji, resulta extemporánea la cuestión federal 
—arbitrariedad de la sentencia y violación de los arta. 16, 17, 18 y 31 de la 
Constitución Nacional— planteada por primera vez en el escrito de inter- 
posición del recurso extraordinario contra la resolución de la Cámara Central 
Pji rita ría que, por entender uuc en el caso medió "cosa juzgada formal v ma- 
ifrinl", no hizo lugar al archivo del expediente por npuVncióti del art. 1% 
ín fine, de la ley 14.461. 



Dictamen del Phocuhador General 
Suprema Corte: 

La resolución apelada no es, a los efectos del art. 14 de la 
ley 48, la sentencia definitiva del superior tribuna] de la causa. 

Por lo demás, lo atinente a la existencia de cosa juzgada es 
en principio ajeno a la jurisdicción extraordinaria (Fallos: 238: 
18, entre otros). 

Pienso, pues, que el remedio federal es improcedente y que 
corresponde declarar que lia sido mal acordado a fs. 155. Bue- 
nos Aires, 22 de marzo de 1960. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, lf> de setiembre de 19(50» 

Vistos los autos: 'HWnave, Pedro Ernesto c/ Sue. de San- 
tiago Chaizns s/ restitución de campo". 

Considerando; 

1 ? ) Que contra ln seiitetn-iu de fs. 142/145, dictada por la 
Sala B de la Cámara Central Paritaria de Conciliación y Arbi- 
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traje Obligatorio, que, en el punto primero de su parte resolutiva, 
resolvió desestimar el recurso de apelación deducido por la de- 
mandada, ésta interpuso recurso extraordinario (fs. 150/153), 
el que le fué concedido (fs. 155). 

2*) Que el apelante invoca en su favor el texto del art. 1», 
iit fiar, de la ley 14.451, según el cual, tratándose de situaciones 
como la de autos, los juicios de desalojo en trámite * 'serán archi- 
vados, salvo que existiese sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada, a la feelia de promulgación de la presente ley". Sostiene 
(pie, como resulta de autos, la sentencia de desalojo dictada en 
el mtb lite. (fs. 95/101) se hallaba sujeta a pronunciamiento de 
esta Corte haci» el 21 de agosto de 1958 — fecha de publicación 
de la referida ley — , en ra%ón de haberse deducido contra aquélla 
recurso extraordinario {fs. 108/110), que fué desestimado, poste- 
riormente, el 27 de agosto de ese mismo año (fs. 121/122). Por 
consiguiente, agrega, dado que en la causa no había fallo consen- 
tido "a la fecha de la promulgación" del texto legal cuestionado, 
debió disponerse el archivo de las actuaciones, de modo tal que 
el fallo del tribunal a quo, que resuelve lo contrario por entender 
que medió "cosa juzgada formal y material"» adolece de arbi- 
trariedad y, además, importa desconocimiento de lo preceptuado 
en los arts. lfí, 17, 18 y 31 de la Constitución Nacional. 

3*) Que los agravios del apelante no pueden prosperar de- 
bido a que fueron extemporáneamente introducidos en la causa. 
Téngase presente, en efecto, que el rechazo de las pretensiones 
del recurrente era eventualidad previsible, habida cuenta de la 
naturaleza de ellas. Por tanto, la cuestión federal debió ser plan- 
teada en oportunidad de reclamarse la aplicación del art. 1* de 
la ley 14.451 ante la Cámara Regional de Bahía Blanca (fs. 126 
y 128) o, en todo caso, al apelarse contra la resolución de ese 
organismo (fs. 131/132) que desechó la petición de la deman- 
dada (fs. 130). De ello se sigue que el planteamiento formulado 
por primer» vez en el escrito de interposición del recurso extra- 
ordinario supone reflexión tardía, en los términos de la juris- 
prudencia de esta Corte (doctrina de Fallos: 244: 507 y sus citas), 
lo que determina la manifiesta improcedencia de la apelación 
intentada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 155. 

Benjamín Vílleoas Basavilbaso — 
Ahistóbt:lo D. A tí. voz de LAMAnnin 
— Julio Oyhanatíte — Ricardo 
Colombues. 
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UDIA TEJEDA H RODRIGUEZ v. ROSA BELLA NI de BONNESEKRE 

t Oteas 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Trámite, 

Es improcedente el trámite y pronunciamiento de la Corte respecto del re- 
cuno «tniordinario si, habiendo cuestionado el Banco Hipotecario Nacional 
que el término de quince días fijado para hacer nao del derecho preferente 
de venta desconoce lo dispuesto en el axt. 33 de su Carta Orgánica, la 
ejecutante acepta expresamente el piara de sesenta días pretendido por 



PAliODI 



PERSONERIA. 



El denunciante carece de personería pora pedir reconsideración de la sen- 
tencia de la Corte Suprema que declara su incompetenteeia para conocer 
originariamente en actuaciones criinimiles (-). 



ELENA FERNANDEZ ARIAS r Oraos v. JOSE POGGIO sucesiós- 

RECÜRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal Cuestio- 
nes federales simples. Interpretación de la Constitución Nacional. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que las leyes 13.240, 13.897 y 
14.451 infringen los arts. B5 y 67, ine. II, de la Constitución Nacional; y 
nde.ás, en que *l fallo de la Cámara Paritaria es arbitrario y violatorio, de 
los arts. 16 y 18. 

CAMARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES, 

Las cámaras paritarias de arrendamientos rurales son órganos administra- 
tivos que ejercen atribuciones de tipo jurisdiccional. 

TR ¡RUÑALES ADMINISTRA TI VOS. 

El reconocimiento de facultades jurisdiccionales a órganos administrativos 
es uno de los aspectos que, en mayor grado, atribuyen fisonomía relativa- 
mente nueva al principio atinente a la división de poderes. Esta típica mo- 
dalidad del derecho público actual «-onstituye uno de los modos universales 
de responder, pragmáticamente, ai premioso reclamo de los hechos que com- 
ponen Ja realidad de este tiempo, mucho más vasta y compleja que la que 
pudieron imaginar los constituyentes del siglo pasado; y se asienta en la 
idea de que una administración ágil, eficaz y dotada de competencia amplia 
es instrumento apto para resguardar, en determinados aspectos, fundamen- 



<>> 19 de setiembre. 
(=) 19 fte Actfemhre. 
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tales intereses colectivos de contenido económico y socinl, los que de otra 
manera sólo podrían ser tardía o insuficientemente satisfechos. 

TRIBUS ALES ADMINISTRAT1 VOS. 

La. Corte Suprema ha resuelto, en numerosos fallos, que es compatible con la 
Ley Fundamental la creación de órganos, procedimientos y jurisdicciones es- 
peciales —do índole administrativa— destinados a hacer más efectiva y ex- 
pedita la tutela de los intereses públicos, habida cuenta de ta creciente com- 
plejidad de las funciones asignadas a la administración. 
Esa doctrina, tendiente a adecuar el principio de la división de poderes a las 
necesidades vitales de la Argentina contemporánea y delinear el ámbito ra- 
zonable del art. 95 de la Constitución Nacional, ge apoya, implícita menté, 
en la idea de que ésta es una creación viva, impregnada de realidad argentina 
y capaz de regular previsora mente los intereses de la comunidad en las pro- 
gresivas etapas de su desarrollo. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Generalidades. 

La doctrina según la cual es válida la creación de órganos administrativos 
con facultades jurisdiccionales, no supone la posibilidad de un otorgamiento 
incondicional de tales atribuciones. La actividad de esos órganos se encuentra 
sometida a limitaciones de jerarquía constitucional que no es lícito transgredir, 
entre las que figura, ante todo, ta que obliga a que el pronunciamiento ju- 
risdiccional emanado de órganos administrativos quede sujeta a control 
judicial suficiente. 

Así, regímenes del carácter del creado por las leyes 13.246, 13.987 y 14.451 
dejan de ser válidos cuando, confrontados con las normas básicas del ordena- 
miento jurídico, resulta evidente que las infringen, en vea de acatarlas o a 
lo sumo adaptarlas respetando su esencia. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de comtitaciomlidad. Facultades del 
Poder Judicial 

El alcance que el control judicial de las resoluciones jurisdiccionales de 
órganos administrativos necesita poseer para que sea legítimo tenerlo por 
verdaderamente suficiente, no depende de reglas generales u o mni compren- 
sivas sino que ha de ser más o menos extenso y profundo según las 
modalidades de cada situación jurídica, lo que obliga a examinar en cada 
caso tos aspectos específicos que singularizan a la concreta materia litigiosa. 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS. 

Si bien la Corte Suprema ha admitido la actuación de cuerpos administrati- 
vos con facultades jurisdiccionales, lo hizo luego de establecer, con particular 
énfasis, que la validez de los procedimientos hallábase supeditada al requi- 
sito de que Isa leyes pertinentes dejnran expedita la instancia judicial 
posterior. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Generalidades. 

En nna situación jurídica que supone litigios entre particulares atinentes 
n sus derechos subjetivos privados (desalojo del arrendatario fondado en el 
art. 3", inca, d) y g) de la ley 14.451), control judicial suficiente quiere de- 
cir: a) reconocimiento a los litigantes del derecho a interponer recurso ante 
los jueces ordinarios; b) negación a tos tribunales administrativos de la po- 




los interesados hubiese» ^li-uirlo la vía administrativa, privándose voluntaria- 
mente de lu judicial. La mera facultad de deducir recurso extraordinario basado 
en ¡iiconstitucionalirfad o arbitrariedad, tío satisface las ciigencias que en 
la especie han de tenerse por imperativa*. Tna interpretación contraría sería 
riolatori» del art. 18 de la Constitución Nacional que, en supuestos como el 
del caso, garantiza a loa habitantes del país el derecho a ocurrir ante un ór- 
ÉMf. judicial en procura de justicia: y también del principio de la división 
de los poderes, cuya adecuación a las necesidades de la vida contemporánea 
no autoriza un total desposeimiento de atribuciones en perjuicio del Poder 
.Judicial. 

VOXSTITt'VIOX X ACION A L: Dereckot g garantías. Defensa eti juicio, Primi- 
pioa genérale». 

Si las disposiciones (pie gobiernan el caso impiden a las pnrtes tener acceso 
a una instancia judicial propiamente dicha, como lo hacen las leyes 13,246, 
):t.H!t7. y 14_4.il, existe agravio constitucional originado en privación de 
¡ustieia. [*ues ésta se configura toda vez que ur, particular, no ohstante 
hallarse protegido por la garantía del art. 18, queda sin juez a quien reelamnr 
la tutela tic su derecho, sea que ello ocurra porque declinen su intervención 
todos los jueces en conflicto, o en virtud de la derogación de las normas que 
creaban los tribunales competentes para entender en la causa, o —como 
acontece con las leyes mencionadas— n raíz de preceptos legales que lísa v 
llanamente excluyen la debida intervención judicial 
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juei;o iten-clios. relaciones e intereses como los debatidos en un juicio de desa- 
lojo del arrendatario, fundado en el art. V, ines. il) y s) de la ley 14.451, 
los que no pueden ser total motile sustraídos al conocimiento de los jueces 



DflfSHiX DE LOS PODERES. 

S'íngiín objetivo político, económico o social tenido en vista por el Poder 
Legislativo, cualquiera sea su mérito, alcanzaría a justificar la total sustrac- 
ción al conocimiento de los jueces ordinarios del juicio en que se debate ej 
desalojo del arrendatario, fundado en el art. .'i T , ines. ñ) y g) de Ib ley 14.451. 
Porque, si bien el principio de hi división de los poderes puede f precisa ser 
adecuado a las necesidades de la vida contemporánea en la medida que lo 
toleren las normas constitucionales, no cabe convalidar la violación a la esen- 
cia de ese principio que comporta el total desposeimiento de atribuciones 
del Poder Judicial consumado por las leyes 13.246, 13.897 y 14.451. 

DÍVISIOS DE LOS PODERES. 

Admitir la legitimidad de las leyes i:í.24fi, 13.897 y 14,451, en cuanto com- 
portan el total desposeimiento de atribuciones del Poder Judicial, importaría 
tanto como autorizar la supresión o cuando menos la omisión del principio 
de la división de loa poderes, sin cuya vigencia la forma republicana de go- 
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bierno queda sin base que la sustente y, en consecuencia, las funciones esta- 
tales resultan potencial mente desquiciadas con el consiguiente desamparo 
de las libertades humanas. 

('OSSTITVCIOS SALIOS AL: Derechos y garantía. Defensa en juicio. Prin- 
ripio» ¡fenerah's. 

O bs leyes i:t,24t¡, i:>.sí)7 y 14.451, en cuanto no admiten revisión judicial de 
la resolución administrativa, son inconstitucionales, o se acepta que el Poder 
legislativo —so color de proteger altos intereses públicos — puede vulnerar 
derecims como el de defensa, y convertir en su opuesto a las instituciones que 
los constituyentes decretaron y establecieron para ia Nación Argentina. 

roSsTITI.TIOS S AVÍOS AL: Principios generales. 

Es falsa y debe ser descebada la idea de que La prosperidad general, bus- 
cada a través de los medios del art (¡7, ¡nc. 1<¡, de la Constitución Nacional, 
constituye un tin cuya realización autoriza a afectar los derechos humanos o 
la integridad del sistema institucional vigente. 

El desarrollo y el progreso no son incompatibles ron la Cata] ohsmaneia de 
los nrts. 1 y 28 de la ('(institución Nacional, sino que, por el contrario, deben 
integrarse con éstos, de modo tal. que la expansión de las fuerzas materiales 
y el correlativo mejoramiento económico de la comunidad sean posibles sin 
desmedro de las libertades y con plena sujeción a las formas de gobierno 
dispuestas por la Ley Funda tal. Porque, para esas normas y esa con- 
ciencia, tan censurables son los regímenes políticos que r ieean el bienestar 
a los hombres, como los que pretenden edificarlo sobre el desprecio o el 
quebranto de las instituciones. 

COSS TI Tt ( IOS NA L IOSA L : Constií iH-iomlidad e itironal it ucionnUilad. 

\a\ organización de las Cámaras Paritarias de Arrendamientos y Aparcerías 
l¡ urales, establecida por las leyes 13.240, 13.897 y 14.451, en cuanto no admite 
control judicial suficiente de las resoluciones de («os tribunales administra- 
tivos, c* violatoria de los arts. 18 y ÍÍ5 de la Constitución Nacional, 

MUSIOS DE LOS PODEEES. 

El pensn miento profundo que traducen la norma del art. 96 de la Consti- 
tución Nacional y las que se le vinculan —entre otras, tos de loa arts. 1S. 23, 
29, Ü4, (>7, ine. 11 y 1IHI de ta Ley Funda meo tal — mantiene SU vigor a través 
del tiempo. Ellas se basan en la "separación'' o "distribución" de los potle- 
res, principio fundamental de nuestra estructura política y organización ju- 
rídicn — arts. 1 y afines de la Constitución Nacional — (Voto de los Señores 
Ministros Doctores Don Luis María Boffí Boggero y Don Pedro Aberastury). 

DI VIMOS DE LOS PODERES. 

El Poder Judicial, cuyo organismo supremo es ln Corte, lia de velar por ta 
supremacía de los principios constitucionales. En consecuencia, aduciéndose 
en el caso que las leyes 13.24(1, 13.897 y 14.451 transgreden el principio de 
separación de los poderes, corresponde que el Tribunal decida que el Poder 
Ejecutivo no puede ejercer funciones propias de los jueces. 
Asimismo, esa función entrnña afirmar que el Poder Legislativo, que incluso 
está impedido de detegar la función típica de sancionar la ley, no puede 
— n fnrtinri— disponer de la? que pertenecen al Poder Judicial, transfirién- 




dolas al Poder Ejecutivo en evidente transgresión constitucional (Voto de loa 
Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Boggert) v Don Pedro 
Aberastury). 

CONSTITUCION XACWXAL: Control de eomUtucionulidad. Facultades del 
l'mU-r Judicial. 

A la Corte Suprema incumbe decidir cuál es el alcance del art. 95 de la 
Constitución Nacional, del art. 18, y, en todo caso, establecer hasta qué 
límite podrá, hacerse una interpretación amplia del art. 95 sin transgredir 
su claro y categórico sentido (Voto de los Señorea Ministros Doctores Don 
Luis Marín Bolfi Boggero y Don Pedro Aberastury). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía,. Defensa en juicio. Prin- 
i t¡n»s tjmeraU's. 

El art. 95 de la Constitución Nacional guarda una relación íntima con el 18, 
de modo que se tornarían inconstitucionales las normas que no otorgasen al 
menos una instancia judicial para el debate de los intereses jurídicos en pugna. 
No obsta a ello la circunstancia de que muchas veces queden convalidadas, 
de hecho, las decisiones de la autoridad administrativa cuando las partes 
las aceptan sin acudir a 1a instancia judicial correspondiente, porque, cuan- 
do se trata de derechos renunriables (art. 872 Código Civil), aún las reso- 
luciones adversas pueden consentirse y los propios particulares pueden inclu- 
so abstenerse de accionar judicialmente en virtud de haber compuesto su 
dtferendo mediante la convención liberatoria transaecional o simplemente por 
haber abdicado del derecho antes referido (Voto de los Señores Ministros 
Doctores Don Luis María Boffi Boggero y Don Pedro Aberastury). 

DIVISION DE LOS PODERES. 

Los nrts. 4Ü de la ley 13.246 y 1* y 2* de la ley 13.897 fueron sancionados 
bajo las normas de la Constitución de 1949, y respondiendo, entonces, al 
movimiento que auspiciaba la mayor gravitación del Poder Ejecutivo sobre 
los otros poderes que desempeñan con él el Gobierno Nacional. Por ello 
resultan más ciaros en su dnrtrina de privar al Poder Judicial de funciones 
que le son propias, para cntregarlns al Poder Ejecutivo, a pesar de que el 
art. 90 de dicha Constitución reproducía el 95 de la de 1853 (Voto de los 
Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Boggero y Don Pedro 
Aberastury). 

CONSTITUCION XACIOXAL: ComtHuciomUdad e h^omtitnchmlidad. Le,w 
tutriomtes, Comunrt. 

Los arts. 46 de la ley 13.246, P y 2* de la ley 13.897, y 26 de la ley 14.451, 
son inconstitucionales desde que reservan la decisión de las cuestiones entre 
arrendadores y arrendatarios —esencialmente contractuales y de derecho 
común — a un organismo administrativo — cuyos componentes no poseen 
título habilitante en derecho, y, careciendo de inamorilidad que asegure su 
independencia, no tienen el carácter de jueces naturales en el sentido consti- 
tucional—, sin otra revisión judicial que el recurso extraordinario, el cual 
posibilita sólo un aspecto de esa revisión (Voto de los Señores Ministros 
Doctores Don Luis Marín Boffi Boggero y Don Pedro Aberastury)- 
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COXSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantios. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

Aun cuando el art. 96 de Ja Constitución Nacional fuese interpretado con 
amplitud admitiendo la intervención de organismos administrativos en fun- 
ciones propias de los jueces, el art. 18 exige que siempre exista una instancia 
judicial donde, al revisarse lo resuelto por aquellos organismos administra- 
tivos, siga rigiendo sustancíalmente el cardinal principio de que la decisión 
final corresponde al Poder Judicial de hi Nación o de las Provincias según 
el caso. 

Las leyes 13.246, 13.897 y 1.4.451 se apartan totalmente de esta inexcusable 
i'ondicióu (Voto de los Señores Ministros Doctores Dun LuU María Boffi 
Boggero y Dnn Pedro Aberastury). 



PROVINCIAS. 

Toda explicación teórica que conduzca a sustraer de los jueces provinciales 
la aplicación del derecho común, no conseguiría sino transgredir los principios 
contenidos en los arts. 07, inc. 11, ó*, 104 y 105 de ln Constitui-ión Nacional. 
Así debe considerarse la decisión que admite la intervención de las Cámaras 
Paritarias de Arrendamientos Kurales, en virtud de las disposiciones de las 
leyes 13.346, 13.897 y 14.451. en un juicio en que se discuten cuestiones 
esencialmente contractuales y de derecho común entre arrendador y arren- 
datario (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Bojí- 
gero y Don Pedro Aberastury). 

PROVINCIAS. 

El art. 67, inc. 11, y sus correlativos 100, 104 y afines de la Constitución 
Nacional, reconocen una profunda raíz histórica en defensa de las autonomías 
provinciales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi 
Bojrpero v Don Pedro Aberastury). 

CONSTITUCION NACIONAL: Principios generales. 

El art. 67, inc. 16, de la Constitución Nacional ha de interpretarse cuidando 
que sus efectos sean compatibles con los demás derechos constitucionales, sean 
de la Nación o de las Provincias, o bien se trate de derechos individuales. 
Cuidando esos límites, el Congreso ha podido dotar al país de leyes que 
fomentaron su progreso de modo categórico. 

Pero el ámbito de^ legislación qne puede sustentarse en este inciso 16 no 
puede confundirse con la legislación común del inciso 11, -jmo es la con- 
templada en las leyes 13.246, 13.807 y 14.451 (Voto de los Señorea Ministros 
Doctores Don Luis María Boffi Boggcro y Don Pedro Aberastury). 



CAMARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES. 

Lns normas de las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cuanto se refieren a la 
actuación de las Cámaras Paritarias du Arrendamientos Hurales, » > consti- 
tuyen legislación especial temporaria y de emergencia, como las dictadas en 
uso de la potestad contenida en el nrt. 67, inc. 16, de la Constitución Na- 
cional, para reprimir el agio o, por aplicación del art. 67, inc. 17, para 
conceder amnistías generales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don 
Luis María Boffi Boggcro y Don Pedro Aberastury)- 
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LEGISLA CIOS COM UN, 

Si i-jiilii vi/ que se ¡muquí' un» circunstancia excepcional para fundar la 
tinción i Ir tirui ley, n. mili, i-fulii vez que realmente exista, se estuviese iiiern 
del nri. «7, inr. 11, ile ln Constitución Nacional, la reserva de jurisdicción 
que éste asegura podría quedar eliminada en los hechos, tanto más cnanto 
que, «1 períodM di transformaciones constantes, jicaso muy pocas materias 
— si un ninguna — serían excluidas de la sanción de leyes Fundadas en hechos 
cvccpriiuuilcs (Yuto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María 
BoiTi lionero y Don Pedro Aberastury), 

t.b. ) : Priuciphs tfcneralt*. 

Las soluciones legislativas sancionadas al margen de la Constitución por- 
turban enda ve» nnU intensa mente porque, el día en que se vuelve al cauce 
constitucional, los intereses formados al amparo de esas solucione* deben 
ceder unte los superiores de la convivencia denlro de la Constitución, con los 
consiguientes perjuicio* materiales que han de sobrevenir a aquellos intereses 
(Voto ite tos Señores Ministros Doctores Don Luis María Rofíi Bolero y 
Don Pedro Aberastury). 



DllTAMKX mi. [^irK'l'ltADOR ÜKSEItAL 

Suprema Corte: 

Hay en ¡míos cuestión federal bastante como para proceder 
a m examen pn la instancia tic excepción, 

A tal efecto, pues, correspondería hacer lugar a la presente 
fpjeja. Rueños Aires, l"i ile julio de lOfilh — Ramón Laftcano. 



FALLO Di; LA COKTK SITKKMA 

Dueños Aires, tí» (le setiembre de lí»fiO. 

Vistos los autns: *"Keeurso de hecho deducido por Podido, 
Marta IVI Campo de; Poggío, José Víctor, y Saavedra, D lia 
Josefina Poi«rio de, en la emisa Fernández Arias, Elena y otros 

e Pogifio, José (sucesión)", para deeidir sobre su procedencia. 

» 

Considerando : 

l 9 ) Que contra la sentencia de fs. 303/307, dictada por la 
Sala "A" de la Cámara Central Paritaria de Conciliación y 
Arbitraje Obligatorio, confirmatoria de la resolución de la Cá- 
mara Regional do Treinpie La tapien (fs. Ü69), «pie ordenaba a la 
parte demandada "entregar el predio cuestionado", se dedujo 
recurso extraordinario (fs. 3(JÍ> /310), el que ha sido denegado 
\U. 311' 315), con motivo de lo cual fué interpuesta ln presente 
epieja. 

J w ) Que los principales agravio* expuestos por el recurren- 
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te, como fundamento do la apelación extraordinaria que intenta, 
son los que Miguen: a) las leyes 13.246, 13.897 y 14,4.jl infringen 
lo preceptuado por el art. 95 de la Constitución Nacional, toda 
vez qué confieren facultades jurisdiccionales a las referidas Cu- 
ma vas Paritarias, las que no integran el Poder Judicial de la 
Nación, puesto quo forman parte del poder administrador, "con 
dependencia del Ministro del ramo y, por ende, del Presidente 
de la República"; b) esas leyes, asimismo, son violatorias del art. 
67, inc. 11, de la Constitución Nacional, dado (pie "establecen 
tribunales con jurisdicción nacional en materia que es privativa 
de las autoridades judiciales de las provincias"; e) sostiénese, 
también, (pie media agravio a los arts. 16 y 18 de la Ley Fun- 
damental, y que el fallo impugnado i*s arbitrario por haber omi- 
tido considerar argumentos esenciales (pie la demandada expuso 
respecto de la prueba acumulada en autos y de los lionovarios 
"fijados en abierta contradicción con el arancel". 

3*) Que, en atención a la naturaleza de las cuestiones plan- 
teadas y a lo establecido por el art. 14 de la ley 48, el recurso 
extraordinario es procedente y ha sido mal denegado. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (íeneral, 
se declara procedente el recurso extraordinario interpuesto a 
fs. 309/310 de los autos principales, 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por no ser 
necesaria más sustanciación : 

4°) Que, en razón de su seriedad e importancia, el primero 
de los agravios citados, referido al carácter y a las funciones 
de las cámaras paritarias previstas en la ley 13.246, requiere 
detenido examen, cualquiera sea la conclusión que corresponda 
adoptar, habida cuenta de que, efectivamente, esta Corte Suprema 
tiene reiteradamente resuelto que las mencionadas cámaras son 
órganos administrativos que ejercen atribuciones de tipo juris- 
diccional (Fallos: 233: 83 y los allí eitados). 

5') Que, como punto de partida, es preciso advertir que el 
reconocimiento de facultades jurisdiccionales a órganos adminis- 
trativos es uno de los aspectos que, en mayor grado, atribuyen 
fisonomía relativamente nueva al principio atinente a la división 
de poderes. Esta típica modalidad del derecho público actual, 
desde luego, no ha surgido como consecuencia de especulaciones 
de orden teórico. Tampoco expresa ni encubre una determinada 
concepción del Estado. Muy por el contrario, constituye uno de 
los modos universales de responder, pragmáticamente, al pre- 
mioso reclamo de los hechos que componen la realidad de este 
tiempo, mucho más vasta y compleja que la que pudieron imagi- 
nar los constituyentes del siglo pasado ; y se asienta en la idea de 
que una administración ágil, eficaz y dotada de competenria 
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amplia es instrumento apto para resguardar, en determinados 
aspectos, fundamentales intereses colectivos de contenido econó- 
mico y social (véase Fallos: 199: 483, págs. 524 y 536), los que 
de otra maneta sólo podrían ser tardía o insuficientemente satis- 
feehos (Uxois, James M., The Admitmtrathe process, ed. 195(1, 
1>ágs. 1, 6 y sigtes.). 

6*)^ (Jue así acontece, incluso, eu países como Oran Bretaña 
y ios Estados Unidos, cuya organización política, a semejanza 
<1 (> 1» existente eu la Argentina, confía el ejercicio de la función 
jurisdiccional a magistrados específicamente encargados de dcs- 
empefíarla, los que son, además, diferenciados e independientes. 

7*) Que en el primero de los países mencionados es dado 
comprobar la existencia de una verdadera " plétora de tribunales 
administrativos" (pie conocen — entre otros asuntos — en cuestio- 
nes sobre tarifas e impuestos, regulación de cargas ferroviarias, 
beneficios de seguridad social, pensiones de guerra, indemniza- 
ciones por pérdida de derechos reales derivada de actos ndiui- 
nistratWos, excepciones al servicio militar etc. {A. L. de Smith, 
Judicial review of administrativa aetion, ed. 1960, pág. 4). 

8*} Que esta descripción, imttath wufandi, es también váli- 
da para ios Kstados Unidos, donde la proliferación de organismos 
administrativos con potestades "cuasi judiciales" representa 
"uno de los más dramáticos desenvolvimientos legales de los 
últimos cincuenta años", según lo puso de relieve el Juez Jack- 
sou, en el caso "Wong Yang Sung v. MeOrath", al fundar la 
opinión de la mayoría del tribunal (Suprema Corte de los Esta- 
dos Unidos, 339 US 33, 36). 

9*) Que también los tribunales argentinos, desde antiguo* 
han declarado la validez de disposiciones equivalentes que rigie- 
ron (t rigen en el orden nacional. Así, esta Corte, en numerosos 
fallos, resolvió que es compatible con la Ley Fundamental la 
creación de órganos, procedimientos y jurisdicciones especiales 
— de índole administrativa— destinados a liacer más efectiva 
y expedita la tutela de los intereses públicos, habida cuenta de 
la creciente complejidad de las funciones asignadas a la Admi- 
nistración (Fallos: 193: 408; Ü40 : 235; "244: 548; 245 : 351, entre 
otros). 

10*) Que esa doctrina, tendiente a adecuar el principio do 
la división de poderes a las necesidades vitales de la Argentina 
contemporánea y a delinear — en el aspecto t\ue aquí interesa — 
el ámbito razonable del art. 95 de ln Constitución Nacional, se 
apoya, implícitamente, en la idea do que ésta, lejos de significar 
un conjunto de dogmas rígidos, susceptibles de convertirse en 
obstáculos opuestos a las transformaciones sociales, es una crea- 
ción viva, impregnada de realidad argentina y capaz de regular 
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provisoramente los intereses de la comunidad en las progresivas 
etapas de su desarrollo (doctrina de Fallos: 178: 9, pág. 23). 

11*) Que limeñísimas sentencias del Tribunal acogen y des- 
envuelven la concepción antedicha, proyectándola hacia las más 
diversas esferas del derecho argentino, tales como, verbigracia, 
las siguientes: 

a) percepción y fiscalización de impuestos (Fallos: 129: 405; 
198: 142); 

b} clasificación y aforo de mercaderías (Fallos: 156: 100); 

c) cuestiones litigiosas referentes a accidentes de trabajo 
(Fallos: 186: 337; 187: 79; 194: 317; 195: 50) ; 

d) aplicación de la ley 11.317 por ol Departamento Nacional 
del Trabajo {Fallos: 182: 157); 

e) procedimientos de apremio seguidos en sede administra- 
tiva (Fallos: 190 r 63; 192: 308); 

f) decisiones sobre permisos en materia de derecho de re- 
unión (Fallos: 156: 81; 190: 101); 

g) régimen de faltas municipales (Fallos: 202: 524); 

h) competencia del Tribunal Baucario de la lev 12.637 (Fa- 
llos: 1ÍI9: 401); 

i) facultades de la Comisión de Conciliación ereada por el 
decreto-ley 32.347/44 (Fallos: 207; 346); 

j) atribuciones de las cujas jubilatorias y del Instituto Na- 
cional de Previsión Social (Fallos: 244: 548); 

k) potestades jurisdiccionales de la autoridad aduanera 
(Fallos: 245: 351); 

1) sanciones administrativas aplicadas por cajas jubilatorias 
(Fallos: 143: 271), la Prefectura General Marítima (Fallos; 148: 
430), el Departamento Nacional del Trabajo (Fallos: 157: 386), 
la Aduana (Fallos: 176: 233), el Poder Ejecutivo Nacional con- 
forme a las leyes 11.226, 12.591 y 12.160 (Fallos: 171: 366; 201: 
428; 207: 90; 205: 17), la Dirección (ícneral de Ferrocarriles 
(Fallos: 167: 145), el Jefe de Policía de la Capital Federal o el 
de la Policía Federal (Fallos: 175: 311 y los allí citados; 237: 636; 
241: 9H; 243: 500, etc.), la Administración General de Impuestos 
Internos (Fallos: 191: 514), el Departamento del Trabajo de 
Santiago del Estero (Fallos: 198: 78), el Consejo Deontológico 
de Rosario (Fallos: 188 : 394), etc. 

12*) Que, sin cmliargo, la referida doctrina, según la cual 
es válida la creación de órganos administrativos de In especie 
indicada, no supone, como os lógico, la posibilidad de un otorga- 
miento incondicional de atribuciones jurisdiccionales. Esto es lo 
que surge de tos precedentes eitados en el considerando anterior, 
los que ilustran en el sentido de que la actividad de tales órganos 
se encuentra sometida a limitaciones de jerarquía constitucional, 
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que, desde luego, no os lícito transgredir. Porque va de suyo 
qtte regímenes del carácter del (pie en estos autos se impugna 
dejan de ser válidos cuando, confrontados con las normas básicas 
del ordenamiento jurídico, de las ipu< no deben ser sino consc- 
eueneia |ml ;il de la Constitución Nacional), resulta evidente 
que las ini'vingen, en voz de acatarlas o a lo sumo adaptarlas 
respetando su esencia. 

tli 9 ) Que entre esas limitaciones prestahlceidns figura, ante 
todo, la ijue obliga a que el pronunciamiento jurisdiccional ema- 
nado de órganos administrativos quede sujeto a control judicial 
suficiente, a fia de impedir que aquéllos ejerzan un poder abso- 
lutamente disereeional, sustraído a toda especie de revisión ulte- 
rior (Fallos: IÍ44: 548). 

14") (¿no el alcance que ese control judicial necesita poseer 
para que sea legítimo tenerlo por rerdmlera mente siifirhutc, no 
depende de reglas generales u uinnicoinpreusivas, sino que lia de 
ser más o menos extenso y profundo según las modalidades de 
eada situación jurídica. Kn otras palabras; la medida del control 
judicial requerido deberá ser la que resulte de un conjunto de 
factores y circunstancias variables o contingentes, entre los que 
podría mencionarse, a título de ejemplo, la naturaleza de] derecho 
individual invocado, la magnitud de tos intereses públicos com- 
prometidos, la complejidad de la organización administrativa 
cicada para garantizarlos, la mayor o menor descentralización 
del tribunal administrativo, etc. {Fallos; J44 : .">4S). V todo ello, 
eomn es natural, obliga a examinar, en cada caso, los aspectos 
es¡ í fieos (pie singularizan u la concreta materia litigiosa. 

W?) Que, con arreglo a este criterio, se hace necesario des- 
tacar las particularidades que distinguen al presente juicio y lo 
condicionan. Trátase aipií, como se dijo al relacionar los ante- 
cedentes del suh lite de la intervención jurisdiccional reconocida 
a tribunales administrativos — Cámaras Paritarias de Arrenda- 
mientos y Aparcerías Rurales — en una situación jurídica que 
supone litigio entre particulares atinente a sus derechos subjeti- 
vos privados (desalojo «leí arrendatario fundado en el art. 3*, 
incisos d) y g), de la ley 14.401 ). De donde se sigue que, en 
consecuencia de esta peculiaridad del suh lito, la gran mayoría 
de los precedentes antes vistos no guarda con él relación sustan- 
cial alguna. 

H¡ 9 ) Que, ello no obstante, también es exacto que la cuestión 
planteada dista de ser novedosa. La verdad es que esta Corte 
ha debido afrontar asuntos de índole semejante en anteriores 
ocasiones que le permitieron adelantar un expreso criterio de 
solución, según lo acreditan los fallos (pie versan sobre las facul- 
tades de: a) el Departamento del Trabajo de la Provincia do 
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Buenos Aires, que intervenía en cuestiones relativas a accidentes 
del trabajo, de acuerdo coa la ley local 4548 (Fallos: 186: 337; 
1S7; 79; 194: 317; 195: 50, etc.); b) el Tribunal Bancario a que 
se refiere la ley 12.637 (Fallos: 199: 401); e) el Departamento 
Nacional del Trabajo, al que se dio participación, como "tribunal 
de primera instancia", en asuntos concernientes a la ley 11.317, 
incorporada a los códigos Civil y Penal (Fallos: 182: 157) ; d) la 
Comisión de Conciliación creada por el decreto-lev 32,347/44 
(Fallos: 207: 346). 

17*) Que en las decisiones citadas, y en otras .similares, la 
Corte Suprema admitió la actuación de cuerpos administrativos 
con facultades jurisdiccionales, mas lo hizo luego de establecer, 
con particular énfasis, que la valide» de los procedimientos hallá- 
base supeditado al requisito de que las leyes pertinentes dejaran 
expedita la instancia judicial posterior. Así, se asignó valor 
esencial a la circunstancia de haberse previsto "oportunidad para 
(pie los jueces revisen el pronunciamiento administrativo" (Fa- 
llos: 187: 79), estimándose imprescindible el otorgamiento de 
"recurso u ocurso subsiguiente ante los jueces del Poder Judi- 
cial" (Fallos: 195: 50), en la inteligencia de que, a falta de él, 
el régimen dejaría de ser congruente "con los derechos y garan- 
tías constitucionales" (Fallos: 207: 346). Y en la breve pero 
importante sentencia de Fallos: 199; 401, se encareció la necesi- 
dad de validar el reenrso ante la justicia federal contra las reso- 
luciones del Tribuna] Bancario de la ley 12.637, por estimarse 
que un criterio distinto privaría a las partes "de la segunda 
insttnicia que es la propiamente judicial y que obvia, por ello, 
el carácter administrativo del tribunal de primera instancia" 
(considerando 3 9 ). 

18*) Que la misma orientación puede observarse en la doc- 
trina jurisprudencial de los Estados Unidos. Sobre el punto, W. 
W. WtLboruHBV. cuyas opiniones en la materia han sido especial- 
mente valoradas por esta Corte (Fallos: 164: 344 y 187: 79), 
explica que, en su país, la atribución de facultades "cuasi judi- 
ciales" a organismos administrativos se ha considerado válida, 
fundamentalmente, respecto de "asuntos que atañen a derechos 
públicos**. Y añade: "Sería indudablemente declarada inconsti- 
tucional una ley que pretendiera poner en manos administrativas 
la decisión final de controversias entro particulares", con posi- 
ble exclusión de ciertos diforendos laborales {The ConstittUion of 
lite Vnited States, ed. 1929, t. IIT, pág. 1655). Blsta aseveración, 
por otra parte, coincide con la que funda las soluciones preva- 
lecientes en la jurisprudencia {Corpus Juris Secunda m, ed. 
1956, t, 16, pág. 868, notas 77 a 79. Véase también Admhústrative 
Procederé Áoi de 1946; y A. y S. Trxc, Le systéme amstitution- 
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nel des Etats-ünis d'Amcnqne, ed. 1934, págs. 478 y sigtos.; Da- 
vis, Kesxeth (*ulp, Athnitilttrafive Law Trrafise, ed. 1958, t. 4 9 >. 

19?) Que las conclusiones que de toiln ello derivan son cla- 
ras y, además, en nada se diferencian de las c|Ue surgen impuestas 
por la más elemental sensibilidad jurídieo-polítiea, de la que no 
es dado prescindir cuando al análisis recae sobre las bases mis- 
mas de la organización del estado democrático. De conformidad 
t on lo hasta aquí expuesto, pues, y a título de síntesis, cabe 
declarar que, en casos como el de autos, control judicial suficiente 
quiere decir: a) reconocimiento a los litigantes del derecho a 
interponer recurso ante los jueces ordinarios; b) negación n los 
tribunales administrativos de la potestad de dictar resoluciones 
finales en cuanto a los hechos y al derecho controvertidos, con 
excepción de los supuestos en que, existiendo opción legal, los 
interesados hubiesen elegido la vía administrativa, privándose 
voluntariamente de la judicial (doctrina de Fallos: 205,: 1"; 243: 
351). La mera facultad de deducir recurso extraordinario basado 
en iucnnstitucionalidad o arbitrariedad, no satisface las exigen- 



cias que en la especie ha de tenerse por imperativas. 

20 9 ) Que una interpretación contraria no tendría cabida 
ilen tro del derecho argentino, en mérito a dos razones principa- 
les. Primeramente, porque el art. 18 de la Constitución Xacional 
incluye la garantía de que, mediando situaciones del carácter 
indicado, ha do reconocerse a los habitantes del país el derecho 
a ocurrir ante un órgano judicial en procura de justicia (Fallos: 
193: 135; 209: 28; 24<i: 87, considerando 9*). Si este requerimien- 
to no recibe satisfacción, esto es, si las disposiciones que gobier- 
nan el caso impiden a las partes tener acceso a una instancia 
judicial propiamente dicha, como lo hacen las leyes que el recu- 
rrente tacha do inválidas, existe agravio constitucional originado 
en privación de justicia. Kn efecto, ésta se configura toda vez 
que un particular, no obstante hallarse protegido por la indicada 
garantía del art. 18, queda sin juez a quien reclnnmr la tutela 
de SU derecho, sea que ello ocurra con motivo de situaciones con- 
tradictorias como la contemplada en Fallos: 193: 135 (en isrunl 
sentido; Fallos: 178: 333; 179: 202; 284: 382; 237: 285, etc.), o 
en virtud de la derogación de las normas que creaban los tribu- 
nales competentes para entender en la cansa (Fallos: 234 : 482), 
o bien — como acontece en la especie— a raíz de preceptos legales 
que lisa y llanamente excluyen la debida intervención judicial 
(doctrina de Fallos: 129; 403, considerando 2*; 184: 162," con si- 
derando 3 V ; 205: 17, considerando 3*). Puede afirmarse, por 
tanto, que, aun cuando el art. 18 de la Constitución no requiere 
multiplicidad do instancias, según ha sido uniformemente resuel- 
to, debo entenderse que sí impone una instancia judicial al menos, 
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siempre que estén en juego derechos, relaciones e intereses como 
los que aquí se debaten, los que de ningún modo pueden ser total- 
mente sustraídos al conocimiento de los jueces ordinarios sin 
agravio constitucional reparable por la vía del art. 14 de la ley 48, 
9 ll f 1,1 se S imtla rnaón iuvoeable es igualmente decisiva. 
Ningúu objetivo político, eeonómieo o social tenido en vista por 
el Poder Legislativo, cualquiera sea su mérito, alcanzaría a justi- 
ficar la transgresión acreditada en la causa. Como se dijo al 
comienzo, el principio de la división de poderes puede y, sin 
duda, precisa ser adecuado a las necesidades de la vida contem- 
poránea, en la medida en que lo toleren la generalidad y la sabi- 
duría de las normas constitucionales, prescriptas para regir inde- 
finidamente en el tiempo. Pero una cosa es la adecuación de él 
y otra la patente violación de su eseneía. Kn cuanto implica cine 
incurre en esta última, el total desposeimiento de atribuciones 
que, en perjuicio del Poder Judicial, consuman las normas impug- 
nadas, no puede ser convalidado. Admitir su legitimidad impor- 
taría tanto como autorizar la supresión o cuando menos la 
omisión del aludido principio, sin cuya vigencia la forma repu- 
blicana de gobierno queda sin base que la sustente y, en conse- 
cuencia, las funciones estatales resultan potencialmente desqui- 
ciadas con el consiguiente desamparo de las libertades humanas. 

•Z'l 9 ) Que, udvertida de ello, esta Corte estima indispensable 
expresar cuáles son los términos estrictos entre los que deberá 
optarse, inexcusablemente: o las leyes do cuya aplicación se agra- 
via la demandada son inconstitucionales, o se acepta que el Poder 
Legislativo —so color de proteger altos intereses, públicos — 
puede vulnerar derechos como el de defensa, y convertir en su 
opuesto a las instituciones que los constituyentes decretaron v 
establecieron para la Nación Argentina. Ante semejante disyun- 
tiva, la elección no ofrece dudas. Es falsa y tiene que ser desecha- 
da la idea de que la prosperidad general, buscada al través de 
los medios del art. 67, inc. 16, constituye un fin cuya realización 
autoriza a afectar los derechos humanos o la integridad del siste- 
ma institucional vigente. La verdad, ajustada a las normas y a 
la conciencia jurídica del país, es otra. Podría expresársela 
diciendo que el desarrollo y el progreso no son incompatibles 
con la cabal observancia de los arts. 1" y 28 de la Constitución, 
sino que, al contrario, deben integrarse* con éstos, de modo tal 
que la expansión de las fuerzas materiales y el correlativo mejo- 
ramiento económico de la comunidad sean posibles sin desmedro 
de las libertades y con plena sujeción a las formas de gobierno 
dispuestas por la Ley Fundamental, Porque, para esas normas 
y esa conciencia, tan censurables son los regímenes políticos que 
niegan el bienestar a los hombres como los que pretenden edifi- 
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corlo sobre el desprecio o el quebranto de las mstitucíone'. 

-■**) Quc t por las consideraciones que anteceden y con su 
alcance, esta Corte, en su actual integración y practicando un nue- 
vo análisis dei problema planteado, declara la invalide/, de la 
oignnizaeión vigente de las Cámaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías Rurales. 

'14") Que ello hace innecesario considerar en esta causa los 
denttáa agravios formulados por el apelante, en referencia al art. 
07, inciso 11, de la Constitución Xaeional y a la garantía de la 
iiíiialdad ante la ley, así como a la arbitrariedad aducida. 

Eu su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se revoca la sentencia apelada de fs. 303/307 y se deja sin 
( fi cto lo actuado en la causa. 



DisniKxt'TA he fundamentos pe los Señores Ministros Doctores 
Don- Lns María Bofpi Boooero y Don Pedro Aherastiry 

Considerando; 

P) Que en la causa se ha cuestionado el alcance de cláusulas 
de la Constitución Xaeional relativas a la garantía del juez natu- 
ral, separación do los poderes, reserva contenida en el inc. 11 
del art. í!7 y en el art. 100, igualdad ante la ley; y la inteligencia 
dada por el a (pin a tales cláusulas para declarar la constitucio- 
nal idad de las normas legales aplicables lia sido adversa a los 
derechos reclamados por ol recurrente y fundados en ellas. El 
recurso es, así, formalmente admisible. 

2*) Que, en cuanto al fondo del asunto, por no ser necesaria 
más sustaneiación, eahe adelantar que asiste derecho al recurren- 
te en cuanto a la garantía de los jueces naturales, separación de 
poderes y reserva del art. fi7, inc 11, así como el 100 de la Consti- 
tución Xaeional. 

.'I p ) Que el art. *);"> de la Constitución Xaeional, sin corres- 
pondencia en la de los Estados Cuidos, establece de modo cate- 
górico : "Kn ningún caso el ['residente de la Xación puede ejercer 
fuiieioues judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendien- 
tes o restablecer las fenecidas". Razones históricas y permnnen- 
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tes dan sentido a su letra y a su espíritu. En efecto ¡ v;i el art. 7 
del Reglamento del 10 de octubre de 1811 contenía ana norma 
semejante; y, mucho después, el art. 98 del provecto de Albkrdi 
establecía en su parte final: "...En ningún easo el Presidente 
de la República puede ejercer funciones judiciales, avocarse ci 
conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas". 
Esta proyectada disposición fué tomada de la Constitución Chi- 
lena de 1H:í:í, cuyo art. 108 (99) dispone en su parte final: " . . .Xi 
el Congreso, ni el Presidente de Ja República pueden en ningún 
caso ejercer funciones judiciales, o avocarse causas pendientes, 
o hacer revivir procesos fenecidos" (Obras de Jorge Hi'.vxkcs, 
Santiago de Chile, 18ÍH, II, págs. y sigtes.). Asimismo cabe 
señalar (pie, en la evolución histórieo-institucional de la Repú- 
blica, el Poder Ejecutivo asumió funciones típicamente judiciales 
en diferentes momentos y sitios, sen en el período anterior a 18ü'J, 
fuere, aún y al margen de normas constitucionales, en el período 
ulterior a ese año, siendo de extremado interés público, entonces, 
delimitar con claridad la órbita de sus funciones con arreglo a 
las normas <jue rigen. 

4 P ) Que la Constitución Nacional, se ha dicho, es un con- 
junto normativo en que todos los artículos deben ser razonable- 
mente armonizados para responder así a la organización y equi- 
librio de los poderes constitucionales previstos por los Consti- 
tuyentes de 18. r )'í. El art. 95 en examen se vincula, precisamente, 
y entre otras normas, con los artículos: 18, que confiere derecho a 
exigir un proceso * legal con jueces naturales; 23, que limitando 
las facultades del -Poder Ejecutivo durante el estado de sitio, le 
prohibe concreta y claramente el ejercicio de funciones judiciales; 
29, que v#da con energía las "facultades extraordinarias", la 
"suma del poder público", lns "sumisiones" o "supremacías". 
Y ha de relacionarse, también, con los artículos í)4 y otros del 
capítulo I, Sección Tercera: Del Poder Judicial, y con el capítulo 
II, referente a las atribuciones de este Poder, como, asimismo, 
con el aYt. 67, ine. 11, y con el 100, que reservan para las Pro- 
vincias la aplicación del derecho común por los jueces que com- 
ponen sus respectivos poderes jndieialcs, sustentados éstos en los 
arts. 104 y 105 de la Constitución. 

5°) l¿ue el pensamiento profundo que esas normas traducen 
mantiene sn vijror a través del tiempo. Ellas se basan en la 
"sepa ración" o "distribución" de los poderes, principio funda- 
menta! de nuestra estructura política y organización jurídica 
(arts. 1 y afines de la Constitución Nacional). En ese sentido, 
decía MoxTKSQUiEtr que no había libertad si el Poder Judicial no 
estaba separado de los otros dos (L'esprit des Loit, 2» ed., vol. I, 
libro 11, cap. VI, pág. 220). Es cierto que en numerosas oportu- 
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nidades se ha intentado atenuar los efectos de ese principio, 
cuando no apartarse de su contenido normativo, trayendo a cola- 
ción opresiones vinculadas con el interés nacional, la necesidad 
de conferir nuevo vigor a normas añejas, el sentido evolutivo de 
la Constitución y otras doctrinas afineb, tendencia, esta, que ca- 
ractívizó muy especialmente y con caracteres agudos la época 
en que se sancionaron las leyes 13.246 y 13.897, particularmente 
esta última, Pero, cabe decir que, aún en la hipótesis no demos- 
trada de que el interés nacional aconsejara Ea existencia de orga- 
nismos paritarios en las condiciones y con las facultades exclu- 
sivas establecidas por las leyes precitadas, una cosa es interpretar 
normativamente de acuerdo al sentido de evolución, traduciendo 
las nuevas y cambiantes necesidades sociales, y una muy otra el 
apartarse de las normas so color de adaptarlas a esas necesida- 
des, desde que nada contraría más los intereses nacionales que la 
propia transgresión constitucional. Sí la norma fuese inconve- 
niente, si el precepto ya no respondiera a los imperativos de la 
evolución económica o social, ha de ser el Poder Constituyente 
— y no (itro — el órgano adecuado para traducir en nuevas normas 
las mejores soluciones. El Poder Judicial, entre tanto, cuyo orga- 
nismo supremo es esta Corte, ba de velar por la supremacía de 
los principios constitucionales, lo que en este caso le lleva a deci- 
dir que el Poder Ejecutivo no puede ejercer funciones que son 
propias de los jueces. Asimismo, esa función entraña afirmar 
que el Poder Legislativo, que incluso está impedido de delegar la 
función típica de sancionar la ley, no puede — a fortiori — dispo- 
ner de las que pertenecen al Poder Judicial, transfiriéndolas al 
Poder Ejecutivo en evidente transgresión constitucional. Por ello 
ha podido expresar este Tribunal en Fallos: 12: 134: "La Corte 
Suprema es el Tribunal en último resorte para todos los asuntos 
contenciosos en que se le na dado jurisdicción. . . Sus decisiones 
son finales. Ningún Tribunal las puede revocar. Representa, en 
la esfera de sus atribuciones, la soberanía nacional, y es tan 
independiente en su ejercicio, como el Congreso en su potestad 
fie legislar, y como el Poder Ejecutivo en el desempeño de sus 
funciones". Sigílese de ello <pie a esta Corte incumbe decidir 
ciuíl es el alcance del art. 05 de la Constitución Nacional — inclui- 
do inteneionnlmente en el primer capítulo de la sección tercera, 
intitulada "Del Poder Judicial" — , del art, 18 y, en todo caso, 
decir hasta qué límite podrá hacerse una interpretación amplia 
del art. flá sin transgredir su claro y categórico sentido. 

6 V ) Que el art. 95 do la Constitución Nacional guarda una 
relación íntima con el ya citado 18, de modo que se tornarían 
inconstitucionales las normas que no otorgasen al menos una 
instancia judicial para el debate de los intereses jurídicos en 
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pugna. Es precisamente por ello que uno de los suscriptos ha 
expuesto en Fallos: 244: 548: "Que el .sistema constitucional re- 
posa en el principio de la «división» o «separación» entre los 
Podetes, uno de cuyos extremos consiste en la prohibición de que 
el Ejecutivo, por sí o mediante resoluciones emanadas de orga- 
nismos que actúen en su órbita, realice «funciones judiciales» 
(art. í>5 de la Constitucáóth Nacional; González, Joaquíh V 
Manual dv la Constitución Ararat Uta, n' 184). Ese fundamental 
principio constituye una valla contra los avances de la adminis- 
tración sobre la Jnstíci», los que han jura vitado en variados mo- 
mentos y logares de la evolución Mstórico-institueional (Cala- 
maxiheki, Pimío : Estadios sobre el Proceso Civil, Editorial Bi- 
Miográfica Argentina, 1946, pág. 343 y sigtcs.)". 

7') Que no obsta a lo anterior la circunstancia de que mu- 
chas veces queden convalidadas, de hecho, las decisiones de la 
autoridad administrativa cuando las partes las aceptan sin acu- 
dir a la instancia judicial correspondiente, porque, cuando se 
trata de derechos renuncíables {art. 872 Código Civil), aún las 
resoluciones adversas pueden consentirse y los propios particu- 
lares pueden incluso abstenerse de accionar judicialmente en vir- 
tud de haber compuesto su di remido i liante ln convención 

liberatoria transaccioual o simplemente por nafiér abdicado del 
derecho untes referido. 

S*) Que a mérito de Jo expuesto en el considerando 6V tan- 
to en el orden nacional cuanto cu el de esta Ciudad o en el 
de las provincias, se han sancionado normas donde se haJla 
claramente establecida la instancia de revisión judicial para las 
cuestiones decididas originariamente por una autoridad admi- 
nistrativa. Así: Ley 1893, art. 80, íuc. 3* y decreto-lev 15.374/56 
(ratificado por ley 14.467), art, 4»; ley 14.394, art. 50; lev 3975, 
arts. 32 y 34; decreto-ley 6666/57 (ratif. por lev 14.467), Arts. 24 
al 28;^ 2372, Cód. Proa Criminal, art. 30; decreto-ley 8126/57 
(ratif. por ley 14.467) : arts. 1% 2* v 3*; decreto-lev 19,697/56 (ra- 
tif. por ley 14.467) : arts. 10 al 18; lev 14.878: arts. 28 y 29; lev 
11.570, art. 6* y ley 14.455, art. 37, etc., etc. 

A i'stos ordenamientos de orden nacional so unen, como se 
dijo, los provinciales: entre muchos otros, lev 5892 (art. 30) de 
la Prov, de Buenos Aires; ley 4548 (art. 5») de la Pcia. de Córdoba. 

Es tendencia generalizada también en numerosos ordenamien- 
tos del extranjero la de asegurar la separación de los poderes, 
aun en países donde antes no se había instituido un Tribunal 
Supremo de Justicia con jerarquía de Poder de Estado (Italia, 
arts. 134 y afines de la Constitución). 

9*) Que esto no acontece en el caso de los artículos 46 de 
la ley 13.24(1 y los arts. 1' y 2? de la ley 13.897, que dicen textual- 
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mente: "Art. 4tí. — Kl Poder Ejecutivo organizará en el Minis- 
terio do Agricultura de la Xación cámaras regionales paremias 
de conciliación y arbitraje obligatorio, y una cámara central, inte- 
gradas por representantes de los propietarios y de los arrenda- 
tarios y aparceros que designará de las propuestas en terna pre- 
sentadas por las entidades agrarias Ufané ricamente más repre- 
sentativas de la /.onn o de la República, según correspondiere". 

"Las Cámaras regionales serán presididas por funcionarios 
especializados del Ministerio de Agricultura con conocimiento 
particular de la zona en que deban actuar. La Cámara Central 
estará formada por nuevo miembros de los cuales tres serán 
funcionarios que reúnan análogas condiciones*', 

"Reglamentariamente se fijará la jurisdicción territorial de 
cada cámara regional, la competencia de la cámara central, acor- 
dándole atribuciones para uniformar la jurisprudencia interpre- 
tativa! de las enmaras regionales y proponer al Poder Ejecutivo, 
para la mejor aplicación de la ley, la forma de integración, cau- 
sales de excusación, recusación y reemplazo de los miembros de 
las cámaras y el procedimiento". 

"El procedimiento se dividirá en dos fases: la fase concilia- 
toria previa, en la que obligatoriamente se procurará el aveni- 
miento de las partes; y la lase contenciosa, regulada de suerte 
que permita la audiencia de los interesados y la defensa y prueba 
con sujeción a los principios de contradicción, publicidad y pre- 
ferente oral ¡dad, eventualidad y eoncent ración, impulsión de ofi- 
cio c inmediación, gratuidad, sencillez y celeridad de los trámites". 

A su vea, el art. 1* de la ley 13.W7 {Tí, O. !l ,-> :,(>) establece 
lo siguiente; "Las Cámaras Regionales Paritarias de Concilia- 
ción y Arbitraje Obligatorio, creadas por el art. 4(5 de la lev 
13.246, tendrán competencia exclusiva en la decisión de todas 
las cuestiones que se susciten entre arrendadores y arrendatarios 
aparceros, con motivo de los respectivos contratos de arren- 
damiento y o aparcerías y de las leyes que los rigen". 

Kl art 2$ ley l.'í.8í)7, estrechamente vinculado al anterior, 
dice: "Sustituyese el art. 4H de la ley por el siguiente: 

Las Cámaras Regionales deberán dictar pronunciamiento;- dentro 
de los noventa días. Sus decisiones serán apelables en relación 
dentro de Jos quince días de notificadas, para ante la Cámara 
Central, quien deberá tallar, en definitiva, en el plazo du sesenta 
días, y cuyas decisiones solamente serán susceptibles del recurso 
extraordinario del art. 14 de la ley 4H, y del de aclaratoria por 
error material u obscuridad del fallo". 

"Las decisiones de las cámaras regionales adoptadas por 
unanimidad sólo serán apelables ante la cámara central cuando 
las causales invocadas fuesen las de incompetencia y/o violación 
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de la k>y en la forma o fondo del pronunciamiento recurrido' 1 . 

"El recurso deberá quedar resucito en el plazo de sesenta 
días, decidiéndose según corresponda: a) rechazar el recurso; 
>>) hacer lu^ar al mismo, anulando la decisión apelada*'. 

"Los pronunciamientos de las cámaras regionales y de la 
cámara central liarán cosa juzgada y serán ejecutables por las 
autoridades judiciales, federales o provinciales, según corres- 
ponda y de acuerdo con ios procedimientos respectivos". 

Estos artículos fueron snneionados ya bajo las normas de 
la Constitución de 1949 y respondiendo, entonces, al movimiento 
que auspiciaba Ja mayor gravitación del Poder Ejecutivo sobre 
los otros poderes que desempeñan con él el Gobierno Nacional. 
Es por ello que resultan más c 'aros en su doctrina de privar al 
Poder Judicial de funciones que le son propias para entregarlas 
al Poder Ejecutivo, que las habría de desempeñar, a su tumo, 
por conducto de funcionarios designados a través del MimVírio 
de Agricultura de la Nación; y ello a pesar de que el art. 90 de 
la Constitución de 1949 reprodujo el art. 95 de la Constitución de 
1853. Ellos evidenciaron aun más el vicio de inconstitueionalidad, 
desde que reservan la decisión de las cuestiones entre arrenda- 
dores y arrendatarios a un organismo administrativo, sin otra 
revisión judicial que el recurso extraordinario, el cual posibilita 
sólo un aspecto de esa revisión. Razonamiento análogo se ha de 
aplicar al art. L'lí de la ley 14.451, que dice: "todas las cuestiones 
que se susciten por la aplicación de la presente ley, serán de 
competencia exclusiva de las Cámaras de Arrendamientos y Apar- 
cerías Rurales". 

W) Que las Cámaras Paritarias y la Cámara Central rea- 
lizan, entonces, funciones de indiscutible carácter judicial al dilu- 
cidar cuestiones entre particulares regidas por normas de derecho 
común (Fallos: 243 : 357, entre otros). Sus integrantes deciden, 
como si fuesen jueces, en contiendas sustnncialmente contractua- 
les (Fallos: 234: 715 y otros) y sus sentencias son recurribles 
para ante la Cámara Central, que es organismo administrativo 
contra cuyas resoluciones sólo procede el reeurso extraordinario. 
La intervención de los poderes judiciales prevista por el art, 2* 
de la ley 13.897 sólo es autorizada para dar ejecución a las reso- 
luciones de esos organismos, a las que se atribuye valor de cosa 
juzgada. Y, en consecuencia, es dado concluir que aquéllas no 
están sometidas a contralor judicial alguno para el orden común 
de los asuntos que tratan. 

II?) Que los integrantes de esos organismos, además, son 
designados y removidos por el Poder Ejecutivo, no ostentando, 
así, las garantías de hminovilidad que aseguren su independen- 
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cia, ni, por tanto, el carácter de jueces naturales en el sentido 
constitucional. Carecen, por tanto, de esa "independencia de ios 
jueces... requeridas para defender la Constitución v todos los 
derechos individuales '* ,( Hamiltox, The Federalist, n 9 * 78). Tam- 
poco poseen título habilitante en derecho para ejercer una fun- 
ción jurídica como la que les asignan Ins normas impugnadas. 

12*) Que aún cuando el art. í>5 de la Constitución Nacional 
fuese interpretado con amplitud, como lo ha sido, admitiendo la 
intervención de organismos administrativos en funciones propias 
de los jueces, el art. 18 exige que siempre exista una instancia 
judicial donde, al revisarse lo resuelto por aquellos organismos 
administrativos, siga rigiendo snstancialmcnte el cardinal prin- 
cipio de que la decisión final corresponde al Poder Judicial de 
la Nación o de las Provincias según el caso. Y las leyes sub exa- 
men, en Ins disposiciones que nos ocupan, se apartan totalmente 
de esta inexcusable condición. Por ello son inconstitucionales. 
Qtte esta disidencia —y cal» decirlo para precisar más su sen- 
tido— significa una posición contraria a la sostenida en varios 
pronunciamientos de esta Corte, entre los cuales se encuentran 
los registrados en Fallos: 235: 369 y 233: 83. En este ultimo 
se consideran "aplicables los argumentos expuestos" en fallos 
donde se sostuvo la constitucional idad de las cámaras paritarias. 

13*) Que sentada la inconstitucionalidad de las disposicio- 
nes legales que han creado y dado organización a las Cámaras 
Paritarias, en cuanto implican transgresión de las precitadas nor- 
mas de los al-ts. í>5 y 18, corresponde examinar el fundamento, 
íntimamente unido al primer agravio, de la inconstitucionalidad 
por tninsgresión del art. «7, inc. 11, de la Constitución Nacional. 

Í4*) Que esta Corte ha decidido reiteradamente, a ese res- 
pecto, que la materia de los arrendamientos rurales es propia del 
derecho común, como cualquier otrn dentro de la figura jurídica 
di? la locución de cosas —Fallos: 243: 357; 240; 144; 238 : 67 ; 2¿1: 
83 y muchos otros—. La Constitución podrá o no haber impuesto 
al Congreso Nacional un criterio definido para la legislación co- 
mún prevista en el art. 67, inc. 11, y podrá o no haberla delirai- 
tndo do un modo tan preciso como para impedir que normas de 
derecho común contengan disposiciones procesales cuando las 
integran (Fallos: 137: 303; 138: 154 y otros); pero lo que sí 
impone es una concepción clara y concreta de la separación de 
los poderes que constituyen el Gobierno Nacional, v de las juris- 
dimones entre la Nación y las Provincias, de lo que surge, sin 
logar a duda ni excepciones, que a las Provincias corresponde 
asegurar la administración de justicia dentro de sus límites terri- 
toriales (art. 5*) y establecer sus respectivos poderes judiciales 
(tirts. 104 y 105), reservándoles la aplicación del derecho común 
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(art. (¡7, inc. 11). Toda explicación teórica que conduzca a sus- 
traer de los jueces provinciales la aplicación del derecho común, 
no conseguiría sino transgredir estos principios. Así debe ser 
considerada la decisión en contrario dictada en estos autos. 

liV 7 ) Que el art. 67, inc. 11, y sus correlativos 100, 104 y 
afines —en efecto — , reconocen una profunda raía histórica en 
defensa de las autonomías provinciales. El primero de ellos debe 
su actual redacción a los constituyentes de 1860, que tuvieron en 
mira la necesidad de impedir que las Provincias carecieran de 
jurisdicción civil, criminal, etc., una vez que los códigos respecti- 
vos —leyes de la Nación— hubiesen sido sancionados. De ahí 
el agregado t|ue confiere la facultad de aplicarlos u a los tribu- 
nales federales o provinciales, según que las cosas o las personas 
cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones" introducido al art. 
67, inc. 11, y de ahí la frase: "con la reserva hecha en el inciso 
11 del artículo b'7", que correlativamente se incorporó at art. 100 
por la Comisión Nacional ad iwr. En la Convención de 1860 se 
expresó, con la firma de Bartolomé Mitre, Dalmacio Vélez Sárs- 
kieli), José Mármol, Antón jo Cruz Obligado y Domingo Faustino 
Sarmiento: "Por esto, la Comisión ha creído deber adicionar al 
inciso 11 del art. 64 (67), esplicando que los Códigos que el Con- 
greso dictare no alterarán las jurisdicciones dadas, y la aplica- 
ción de las leyes que se contuviesen en los Códigos* nacionales, 
corresponderá a los tribunales provinciales o federales, según que 
las cosas o las personas cayesen bajo sus respectivas jurisdic- 
ciones" (AminblenM Gomiiiuyentes Argentinas, t. IV, 1827-1862, 
Buenos Aires 1937, pág. 782). 

r una decisión cu 

contrario. Sin similar en la Constitución norteamericana, pro- 
viene de Albehdi (art. 67, inc. 3, de su proyecto), que lo tomó en 
alguna medida, a su vez, de la Constitución chilena. Ha de inter- 
pretarse cuidando que sus efectos sean compatibles con los demás 
derechos constitucionales, sean de la Nación o de las Provincias, 
n bien se trate de derechos individuales. Cuidando esos límites, 
el Congreso ha podido dotar al país de leves que fomentaron su 
progreso de modo categórico. Pero el ámbito de legislación que 
puede sustentarse en este me. 16 no puede confundirse con la legis- 
lación común del inc 11, respecto de la cual la jurisprudencia de 
esta Corte es, como se vió, categórica. 

17*) <¿ue se ha sostenido, no obstante, que el Poder Legis- 
lativo sancionó las normas sobre cámaras paritarias refiriéndolas 
a una materia que adquiere un alcance distinto del que señala 
el inc. 11 del art. 67 de la Constitución, desde que, aunque haya 
modificado normas de derecho común, siempre se trataría de re- 
gular el llamado "ámbito rural específico" (Fallos: 241: 207; 
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2Éfeí 19 y otros). También se lia dicho que las leyes do arreuda- 
miento lian sitio dictadas en uso de Ins facultades de "policía" 
conferidas por el ¡ne. 16 del art. (¡7 de la Constitución ante mate- 
ria constitutiva del ya mencionado "ámbito rural específico". 
Ku ese sentido, en be recordar que el carácter común de las nor- 
mas no depende de que se encuentren en uno de los códigos men- 
cionados por el art. (¡7, ¡tic. 11, desde que hay numerosas disposi 
ciónos (pie se hallan fuera de ellos y revisten carácter común, 
así qomo otras numerosas que se encuentran dentro de esos 
cuerpos legales y carecen de tal naturaleza. La expresión emplea- 
da para destacar la especificidad de ciertos aspectos de la materia 
rural tío entraña (pie se esté fuera del ámbito del derecho común 
tantas veces declarado en los fallos de esta Corte. Aun el llamado 
"ámbito rural específico" — (lo contornos no muy precisos — es 
susceptible de regulación por el derecho común. Las normas 
impugnadas en esta causa no constituyen, entonces, legislación 
especial, temporaria y de emergencia como las dictadas en uso de 
ln potestad contenida en el art. (í7, inc. 16, para reprimir el agio 
(Palios: 243: 276) o, por aplicación del art. 67, inc. 17, para con- 
ceder amnistías generales (Palios: 24"»: 455). Además, admi- 
tiendo las circunstancias excepcionales (pie habrían promovido 
la sanción de las normas impugnadas, eal>e decir que el carácter 
referido no es por sí solo bástanle para declarar que la materia 
por ellas regulada escapa a la órbita del inc. 11 del art. 67 y pene- 
tra la del inc. Hi del mismo artículo. Así, esta Corte, que sostuvo 
el carácter común de las leyes de arrendamientos rurales, según 
se dijo, ha declarado también en una constante línea jurispru- 
dencial, que revisten aquel mismo carácter las leyes de prórroga 
de las locaciones urbanas (Palios; 245: 2(H> y 571 y otros), no 
obstante el evidente carácter excepcional o de emergencia que las 
caracteriza. Además, la Corte ha declarado de competencia judi- 
cial y ajena a la de las Cámaras Paritarias la solución de contien- 
das agrarias vinculadas a planes de colonización (Fallos: 235: 
56 y 237: 1 Tí*) y de forestación (236: 318 y otros). 

Por otra parte, el examen de las circunstancias para deter- 
minar si ellas son o no excepcionales ha de hacerse con suma 
prudencia. Sí cada vez que se invoque una circunstancia de esc 
tipo, o, ann, cada vez que realmente exista, se estuviese fuera 
del art. (i7, inc. 11, la reserva de jurisdicción que éste asegura 
podría quedar eliminada en los hechos, tanto más cuanto que, en 
períodos de transformaciones constantes, acaso muy pocas mate- 
rias — si no ninguna — serían excluidas en la sanción de leyes 
fundadas en hechos excepcionales. Además, la protección de los 
valiosos intereses agrarios no deja de ser eficaz a través de la 
interpretación y aplicación de sus leyes por la justicia que las 
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Provincias organizaran dentro del molde constitución!»]. El des- 
arrollo de las potencias del progreso «ludidas en Fallos: 171: 348 
se halla garantizado plenamente con ese sistema y los casos 
extremos, qué pueden acontecer también en la esfera nacional, 
son susceptibles del contralor definitivo por esta Corte mediante 
la interposición adecuada del recurso de arbitrariedad. 

Que muy poco se habría avanzado en el país si todo el 
celo de los constituyentes de 1860 pudiese malograrse al poner en 
manos de una decisión legislativa, por elevada que fuese su fina- 
lidad, la suerte de las autonomías provinciales y, con ello, el 
sistema federal de gobierno —arte. 1, 104, 105 y afines—. Es 
por eso que esta Corte ha declarado que algunas leyes eran pro- 
pias de la potestad reconocida al Poder Legislativo por el art. 07, 
ine. 11, tal como se ha recordado en el párrafo anterior. Y euando 
declaró que algunas otras, aparentemente dictadas en uso de 
iiijuella potestad, lo habían sido en ejercicio de las contenidas 
por otros incisos, lo hizo porque la materia del pronunciamiento 
evidentemente escapaba al carácter común. Así, en el recordado 
precedente de Fallos; 245 : 455, esta Corte declaró: "Que la ley 
de amnistía, en efecto, de ningún modo puede ser considerada 
como disposición de derecho común, accesoria de la que reprime 
los delitos amnistiados. Por el contrario, su naturaleza esencial 
evidencia que ella es acto de gobierno, "esencialmente político y 
de soberanía" (J. Y. (JonzÁlez. OOras Completas, ed. 1935, 
t. II í, 458), esto es, acto cuyas consecuencias exceden la potes- 
tad ordinaria de legislar en materia penal y presuponen el des- 
empeño de la elevada función que Am-s-ríx de Y huía define así: 
"Es el consejo supremo de la sabiduría y la experiencia humana, 
ante la convicción de la esterilidad y la impotencia de la fuerza 
para apaciguar los espíritus, cicatrizar las heridas, adormecer los 
odios" {Constitución Argentina, p. 31H), Y en el precedente 
también citado, de Fallos: 243: 27f¡, declaró; "Que la legislación 
en examen.. . es ajena al art. «7, ine. 11, de la Constitución Na- 
cional ; es una legislación especial, temporaria v de emergencia...", 
Y también: "Que, en atención a Ja finalidad 'de esta legislación^ 
es indudable que se trata de una legislación de policía federal 
qite, por clin, extiende su imperio a toda vi territorio de la Nación'*. 

iSP) Que las conclusiones precedentes no importan juicio 
acerca de la forma como han actuado los integrantes de organis- 
mos paritarios —si superando la falta de titule de abogado con 
el conocimiento de la materia rural, mediante celeridad de los 
trámites e independencia de tos pronunciamientos ; o, a la inversa, 
con deficiencias técnicas, sujeción al Poder Ejecutivo o a los inte- 
reses particulares de que cada integrante es copartícipe, así como 
lentitud en las tramitaciones; ni acerca de cuál es el sistema con- 
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veniente, aunque para su implantación fuese necesaria la reforma 
constitucional. 

Cuno recordar, sin embargo, "de lege lerenda" — para poner 
de resalto la prudencia ext ruinada que debe presidir toda idea 
de reformar las sabias previsiones constitucionales — , epie el pro- 
fesor norteamericano Lewis Mayes» (Thr Aun vivan Legal 80* 
tntt. ed. flaipei- & Brothers, N'ew York, 196$) — con referencia 
a nn país que, como el suyo, cuenta con organismos administra- 
tivos i|ue ejercen funciones al amparo de una Constitución en 
ÍH cual no se contiene, según se anotó, una nonmi tan categórica 
como el urt. 05 de la Constitución Argentina — , expresó los sí- 
gUientes pensamientos : "¿..Resumiendo, se piensa que un exa- 
men de las leyes confiadas a la ejecución administrativa antes 
que a la judicial, revelará que, solamente una minoría, tal vez 
una pequeña mi aorta, requiere conocimientos más especializados 
(pie el de aquellas leyes cuya ejecución se confía a los tribunales; 
y que un examen do las funciones de los órganos administrativos 
con jurisdicción para entender en los procedimientos de ejecu- 
ción lévela que muchos no tienen tales funciones de regulación 
o de administración sobre la materia de que tratan, como las 
que le daría un conocimiento especializado, si fuera necesario". 

"Si uno limita su atención al área relativamente pequeña de 
procedimientos de ejecución en donde el texto de la ley regla- 
mentaria y la complejidad de la materia regulada exigen en ver- 
dial la presencia de expertos, el problema subsiste acerca de si 
tai pericia puede únicamente ser poseída por quienes están dedi- 
cados simultáneamente a la regulación y a la administración del 
problema. Kn cuanto concierne al personal jurisdiccional subor- 
dinado, se acepta por todos abora que no debieran dedicarse a 
actividades reglamentarias O administrativas. Comúnmente, el 
director del órgano administrativo depende de sus subordinados 
con funciones de aSesorumicnto. Si se requiere un conocimiento 
espet'tttjiaado, ¡lio puede acaso encontrarse igualmente tal espo- 
eializaeión en un tribuna! ajeno completamente a la reglamenta- 
ción y administración, cuyos miembros se elijan entre quienes 
tienen experiencia en el teína y cuyos propios conocimientos se 
ven fortificados por el personal de investigación y por el cuerpo 
de peritos-arbitros del tribunal í Xo es necesario recalcar que 
tal tribunal puede organizarse rápidamente como parte del poder 
judicial antes que del administrativo, si se deseara tal cosa" 
(pág. +4Í5). 

"Si al elegir entre el procedimiento de ejecución judicial y 
el administrativo, debiera preferirse a uno de ellos sobre la base 
de un principio fundamental, no debiera permitirse que el factor 
secundario de la rapidez afecte la elección. Cualquiera que sen el 
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procedimiento elegido sobre un principio, debe buscarse rapidez 
cu su conducta. Pero a veces se argumenta en favor de la rapidez 
como si fuera de lu misniti esencia'* (pág. +47). 

"...La creencia de que el tribunal administrativo se vea 
libre de restricciones procesales, y ello asegure de hecho nutoiuá- 
ticainente la rapidez, es en sí misma infundada. Un estudio hecho 
en el Congreso en 1!K)1 sobre las actividades jurisdiccionales de la 
Comisión de Come icio Federal, se refería a sus «laboriosos y dila- 
tados procesos de jurisdicción administrativa» y expresaba que 
"una persona que presente una petición común a la Comisión, 
no debe esperar que la decisión se dicto antes de varios años, 
ello sobre la base de los antecedentes pasados. Los casos más 
graves han necesitado una década, ocasionalmente. Xo debiera 
sorprenderá quienes conocen las múltiples causas de demoras en 
los procedimientos judiciales, no relacionados con las normas pro- 
cósales o de prueba, que condiciones similares se produzcan en la 
justicia administrativa ' \ 

"Tampoco puede afirmarse que la libertad para dejar do 
lado las excluyentes normas de prueba que se consideran domi- 
nantes en el procedimiento judicial (así como la libertnd para 
apartarse también del molde interrogativo seguido en dicho pro- 
cedimiento) asegure automáticamente que el tribunal administra- 
tivo (pie dirige la audiencia llegue a luchar de entrada con los 
problemas fundamentales que lo enfrentan, deduciendo de ellos 
de manera expeditiva los hechos necesarios. De la misma manera 
que un juez capaz:, cumpliendo las normas procesales, puede 
impulsar el procedimiento de manera expeditiva, un funcionario 
administrativo sin mayor capacidad o interés, puede, h pesar de 
la gran libertad de que goza, dejar que el procedimiento en que 
conoce se estanque innecesariamente. De tal manera, un autori- 
zado análisis oficial sobre los órganos federales, realizado en 
lí>4íí, informó que "las audiencias de alguna de tas comisiones han 
sido muy criticadas por indebidamente largas y dilatadas. Las 
actuaciones tienden a estar recargadas de pruebas repetidas y 
acumuladas, do largas declaraciones de los asesores y los testi- 
gos que son esencialmente argumentativos, y de inútiles re- 
preguntas". 

"De lo que antecede surge que la actual tendencia a confiar 
la ejecución de nuevas leyes a los órganos administrativos antes 
que a judiciales requiere ser reconsiderada; y que aún en casos 
de procedimientos administrativos de ejecución de larga data, 
como el tendiente a la revocación de permisos (federal, estadual 
o local), el de fraudes por medio del corroo, el de deportación, 
el de prácticas desleales del trabajo y muchos otros, exigen un 
fundamental reexamen de la necesidad de tribunales aparto del 
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poder judicial organizado independientemente, al cual todavía se 
confían la gran mayoría de procedimiento* do ejecución M (páíís. 
447/448). 

Cabe destacar que la Suprema Corte de los Estados Unidos 
de Norteamérica hu sostenido cu reiterados pronunciamientos el 
principio de la revisíbílidad por los jueces, al menos en una ins- 
taiicia, de bis resoluciones administrativas {355 US 579; 35S 
S 1K4; 360 US 601 y otros). 

También ha de puntualizarse que diversas medidas e inicia- 
tivas — cualquiera sea su éxito— persiguen el propósito de ade- 
mar el régimen $nb ejrmnitir a] orden constitucional. El Poder 
Ejecutivo de la Xación proyecta La reforma al régimen de arren- 
damientos y aparcerías rurales indicando los reparos sobre su 
iiu-onslitueioualidad (Dia rio de Sesiones, Cámara de Senadores 
de la Xación, año 1958, págs. 520 y sigtes,). El decreto-ley 868/ 
57 tie la Provincia de Buenos Aires instituye el fuero rural de 
esa provincia, habiéndose integrado la materia por el decreto-ley 
L*l .209/57 y su decreto reglamentario* que lleva el número 22.987/ 
57. Y, actualmente, mediante el decreto-ley 3739/58, se pone en 
manos de los Tribunales del Trabajo de esa provincia la decisión 
de loa litigios agrarios, basta tanto se constituya el fuero rural. 
Asimismo, es subrayable que en oportunidades diversas se han 
expresado en el Poder Legislativo conceptos severos alegando la 
inconstitucional idnd de las cámaras paritarias (Diario de Se- 
siones, Cámara de Diputados, año 1948, págs. 3445 y otras; año 
195(», j>ágs. 155 y otras; año 1955, pá^s. 943 v t r a S; llno ¡9$8, 
pájfs. 2184 y otras). Y cabe recordar, finalmente, que las solu- 
ciones legislativas sancionadas al margen de la Constitución per- 
turban cada vez más intensamente en un otro aspecto, porque, 
el día en que se vuelve al cauce eonstitucional, los intereses for- 
mados al amparo de esas soluciones deben ceder ante los supe- 
riores de la convivencia dentro de ln Constitución, con los 
consiguientes perjuicios materiales que han de sobrevenir a aque- 
llos intereses. 

2#) Que los fundamentos precedentemente c ¿puestos hacen 
tuneeesario en esta causa la mención de otros afines. 

2P) Que sobre los demás agravios, por tanto, no cabe pro- 
nunciamiento porque él sería abstraeto. 

Por lo tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se declara la ineonstitucionalidad de los arts. 46 de la ley 
13.246, 1* y 2* de la ley 13.897 y 26 de la ley 14.451, y, en conse- 
cuencia, se revoca la sentencia apelada. 

Luía Maiiía Boffi Bogoero — Pedro 
Abekastury. 
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PA(i(); Principios generales. 

La doctrina referente ni efecto liberatorio del pago, en materia laboral, no 
rige en los supuestos fie que Ja demanda jj t ini el complemento de la suma 
recibida se inicie en plazo razonablemente breve (*). 

S. It. L. ESTABLECI M I ENTOS (THASSI 

RECURSO KXTli.lOMHXAfilO: k.quhito» propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación tío norman Imales tiv procedimientos. Gatos varios. 

Lo atinente a Iji oportunidad de tu revocatoria deducida por el Banco Central 
de ln República como al carácter de tercero que inviste, en presencia de los 
términos en que fué interpuesta la acción de amparo por una empresa co- 
merciul, son cuestiones de orden procesal y de Hecho insuseeptiblos, como 
principio, de revisión en instancia extraordinaria. 



HKCCRSO KXTRAORDl.XARW: Requisitos romanes. Üraramen. 

El pronunciamiento del tribunal de alzada que revoca la resolución del inte- 
rior, por ln cual ge denegaba el pedido del Banco Central de la República 
de dejar sin efecto la orden de no innovar decretada en el procedimiento de 
amparo, no impide a ln empresa recurrente la defensa que pueda asistirle, 
en la forma y por la vía que correspondí!. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de setiembre do 196Ü. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
riente en la causa Establecimientos Grassi S.R.L s/ recurso 
de amparo", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que tatito lo atinente a la oportunidad de la revocatoria 
deducida por el Banco Central de la República como al carácter 
de tercero que inviste, en presencia de los términos en que la 
acción fué deducida, son cuestiones de orden procesal y de hecho, 
insuseeptiblos, como principio de revisión en instancia extraordi- 
naria —Fallos: 238: 451; 243; 221—. Habida cuenta, por otra 
parte, de que lo resuelto en la causa no impide al recurrente ía 
defensa del derecho que pueda asistirle, en la forma y por la vía 



(i) lít de setiembre. Fallos; S40i 43; cauta: "Sánchci, Juan Carlos v. Hilado» 
Fiaos S. A," sentencia del 29 de agorto de 1060, 
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que corresponda, lo expuesto basta para el rechazo de la queja. 
Por ello se desestima el recurso de hecho que antecede. 

Bexjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhanakte — Pedro Abe- 
rastury — 



FRANCISCO LIVIEHI 

JIM CliSO EXTRAORD1XARIO: Requisito» comunes. Tribunal de justicia. 

El recurso extraordinario sólo procede respecto de «entibíelas judiciales, es 
decir, expedidas por lo» órganos permanentes del poder judicial eu el <ml n 
iiiii ional o provincial. La excepción que dicha doctrina reconoce, respecto 
de pronunciamientos de funcionarios u organismos administrativos, se limita 
tt los supuestos en que aquéllos desempeñan funciones judiciales detraída* por 
ley, con carácter final, a los magistrados ordinarios. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* romunex. Cuestión justiciable. 

Ijíis decisiones de las Universidades Xncionales en el orden disciplinario, ad- 
ministrativo y docente interno de las mismas, no son susceptibles de repa- 
ración en instancia extraordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos mmhhhm. Cuestión j,,*tic¡ahle. 

alegada falta a insuficiencia de audicncin, en los procedimientos que 
culminaron ton la expulsión de un alumno universitario, no exceden del 
ámbito insusceptible de revisión por la vía excepcional ilel recurso del art. 
14 de la ley 4«. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, W de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: ''Recurso de bocho deducido por el recu- 
rrente en la causa Livieri, Francisco s/ apela resolución del Sr. 
Presidente de la Universidad X¡,/ionnl de La Plata", para deci- 
dir sobre su procedencia, 

Y considerando i 

t¿ue con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
el recurso extraordinario sólo procede respecto de sentemias 
judiciales, es decir, expedidas por los órganos permanentes del 
Poder Judicial, en el orden nacional o provincial. Y la excepción 
que los precedentes reconocen, respecto de pronunciamientos de 
funcionarios u organismos administrativos, se limita a los su- 
puestos en que aquéllos desempeñan funciones judiciales — es 
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decir, las propias de los jueces, en el orden normal de las insti- 
tuciones— detraídas por ley, con carácter final, a los magistrados 
ordinarios —Palios: >4ó: 530 y sus citas—. 

Que por aplicación de esta doctrina se ha resuelto, de ma- 
nera reiterada, que las decisiones de las Universidades Nacionales 
en el orden disciplinario, administrativo y docente interno de las 
mismas, no son susceptibles de reparación en instancia extra- 
ordinaria —Palios: 244 : 330 y otros—. En tales condiciones, la 
queja precedente debe ser desechada, porque la alegada falta o 
insuficiencia de audiencia, en los procedimientos que culminaron 
con la expulsión del alumno recurrente, no exceden del ámbito 
insusceptible de revisión por la vía excerteional del recurso 
intentado. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Juno Oyhaííarte — Pedro Abe- 
rastury — Ricardo Colombres. 



AJUARO MA1ZTEGÜI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos formal™. Interposición del recurvo. 

Termino. 

El término para deducir el recurso extraordinario corre desde la notificación 
de la sentencia definitiva y no se interrumpe por la interposición de una 
aclaratoria declarada improcedente en el orden local que, en el caso, no altera 
el fallo de la causa con la aserción explícita de la ausencia de jurisdicción 
pañi resolver las cuestiones cuya omisión motivó el recurso. 



PALLO DE LA CORTE SI PREMA 

Buenos Aires, 19 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Gobier- 
no de la Peía, de Entre Ríos en la causa Maiztegui, Amaro s/ 
reajuste jubila torio", para decidir sobre su procedencia. 

V considerando: 

Que el término para deducir el recurso extraordinario corre 
desde la notificación de la sentencia definitiva de la causa y no 
se interrumpe por la dedución de una aclaratoria declarada 
improcedente en el orden local —Fallos: 244: 43 y otros—. 

Que esa doctrina es aplicable al caso de autos porque la 
decisión recaída a la aclaratoria interpuesta no altera la senten- 
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cía de la causa con la aserción explícita de la ausencia de juris- 
dicción para resolver las cuestione» cuya omisión motivó el ic- 
eurso. En tales condiciones y habida cuenta que eí tribunal no 
estima acreditada la existencia de arbitrariedad, en los términos 
de su jurisprudencia sobre la materia, la queja debe ser desechada. 
Por ello se desestima el recurso de hecho que antecede. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 

RASTUKY — KlCARÜO COLOMBRES. 



K. A. M(»LISos RIO he r.A PLATA v. CAJA pe SUBSIDIOS FAMILIARES 
I'aba m PERSONAL i»e la INDUSTRIA 

RECURSO EXTRAORDtXAIÍIO: Requisitos formales. Interposición del recurso 
Fundamento, 

El fundamento lepa! del recurso extraordinario exige no solamente la enun- 
ciación ile los puntos de derecho federal que se desea someter u la Corte, 
sirm también la mención concreta de los hechas de ln cansa y de la relaeic 
que existe entre ambos. 

RECURSO EXTRAORDISARIO: Requisitos fórmale*. Interposición del recurso. 
i xtuhun. nl <>. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuntido los agravios expresados 
por el recurrente revisten forma hipotética y no alcanzan n los fundamentos 
del Callo apelado. 

RECURSO EXTRA ORDtXARIO: Requisitos formules. Inter posición del recurso. 
Fundamento. 

I>ehe desestimarse el recurro extraordinario en el supuesto en que, en el escrito 
de su interposición, se omite toda referencia a los hechos del caso y al modo 
cómo se relacionan con las cuestione» de derecho propuestas, no bastando a 
tal fin Ir remisión a tus constancias de los autos. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1*1 de setiembre du 19GU 

Vistos los autos: "Recurso de hecho dedueido por la actora 
<'ii lfi ciuisa Molinos Río de la Pinta S. A. e/ Caja de Subsidios 
Familiares para el Personal de la Industria", para decidir sobre 
su procedencia. 
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Y considerando: 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, el 
fuudanieuto legal del recurso extraordinario exige «o solamente 
Ja enunciación de los pontos de derecho federal que se desea 
someter a esta Corte, sino también la mención concreta de los 
hechos de la causa y de la relación que existe entre aquéllos v 
«*iO& —Fallos: '24ó : 41 y 137 y otros—. 

Que de los recaudos traídos con la queja —ver copia de 
fs. 12/13— no resulta que el escrito en que la apelación se dedujo 
llene los requisitos enunciados. En primer término porque los 
agravios que expresa, que no deben revestir forma hipotética, 
no alcanzan a los fundamentos del fallo transcripto a fs. 9/10. 
fiste, en efecto, declara la obligatoriedad del aporte, con base en 
los decretos que cita y no en la resolución do 15 de diciembre de 
lífií), que expresa se limita "a poner en ejecución un mandato 
legal". Y además, porque el mencionado escrito omite toda refe- 
rencia a los hechos del caso y al modo cómo se relacionan con 
las cuestiones de derecho propuestas. A tal fin no basta, en 
efecto, la remisión de las constancias de los autos —Fallos: 24.>: 
2(14 y otros — . 

Por ello se desestima la precedente queja, 

Bejíjamín Viixeuas Basavilbaso — 
Julio Oyhaxarte — Pedro Abe- 
BABTübv — Ricardo Columbres. 



EDUARDO RODO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cuestiones no federales. 
Smtenria* arbitraria*, Improvidencia del recurso. 

1,1'- njfrimas atinentes al modo tronío las resoluciones en expedientes conten- 
ckwwis constituye» normas de despacho, con arreglo a laa directivas del Mi- 
nisterio de Hacienda dadas en R. F, 208/33. así como a las circunstancias en 
que es obligatoria la intervención del Departamento Técnico y Político Adna- 
rwm y a las irregularidades en el trámite, no constituyen cuestión concreta 
de arbitrariedad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos comunes. Tribunal de Justicia, 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución 
condenatoria de la Dirección General de Aduanas cuando, habiéndose optado 
por la vía administrativa, se lia renunciado a la judicial. La invocación de los 
arts. 17, 18 y 31 de la Constitución Nacional no baee excepción a la doc- 
trina mencionada. 



fiTS 
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VALU) UK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, líl de setiembre de 11ÍÜ0. 

\ istus los autos r "Revulso de hecho deducido por el recu- 
i rente .mi la causa Rodo, Kduardo s, apela resolución de la Diree- 
rmn (íeneral de Aduanas recaída en el sumario n* 71)2.710 ¿5" 
para decidir sobre su procedencia. 

Que los agravios atinentes al modo como las resolueiones 
en expedientes contenciosos, constituyen normas de despacho, con 
arreglo a las directivas ministeriales dudas en R. b\ 2<l8-,Ti; a 
las circunstancias cu que es obligatoria la intervención del De- 
partamento TÓ.«nien y Político Aduanero y a las irregularidades 
en el trámite, no constituyen cuestión concreta de arbitrariedad, 
en los términos de la jurisprudencia de esta Corte sobre la 
materia, 

(Juo habida cuenta de las modalidades del easo y de que, 
según los precedentes do esta Corte, la elección de la Vía admi- 
nistrativa y hi consiguiente renuncia de la judicial que la ley 
admite, hacen improcedente el recurso extraordinario con qué, 
en los supuestos del art. 14 de la lev 48 culmina la segunda, la 
epieja debe ser desechada —Fallos; 240; 121 y mis citas—. Xo 
obsta, en efecto, a tn] conclusión la invocación de los arte. 17. 18 
y de la Constitución Nacional que no hacen excepción a la 
doctrina de los mencionados prcccdcnles. 

Por dio se desestima la queja (pie antecede. 

Rex.tamíx Vim.koas Basavilbaso — 
.Trun Oyitaxatite — Pedro Abe- 
hasti-iiy — Ricardo Coi/>mbkes. 



KPl'ARPO L. ROSSI v, C OOXZALKÍ! DAOLIOTTI 

nEeUMO EXTRáOMptXABÍÓ: néqühffo* propio*. rnr<thuf* tto U<t,r«lrs. 
<.uh-»ri.,* «rhitraria*. Primipio* i/wnHt*. 

La soln remisión n los finidiirnoTiIns di- priuirrn ¡nstnncin no es, dr por sí, 
impu-niíible por arlritrariedm]. pups ln doble instnmdn no reviste el carneter 
# W*ftfll rnn-litm-ioiiat y oí punto es de nrtlen prwresal y de hecho {«). 



(i) lí» <1e Mtáenriwft Fulhs: 244: 4Sft. 
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uviaxíi ifornx v. asociación civil circclo MILITAR 

be SUBOFICIALES i* las FUERZAS ARMADAS • 
liKf i fí.SO F;XTR,WJtIH.\ARIO: Itégumio» comunes. VueMiiu justiciable. 

Lrts sanciones disciplinarias que nu exceden de las comunes, aplicadas pur I03 
tribunales de justicia de la N'ftdóii o de las provincias, son insusceptibtes fie 
recurso extraordinario, aún ni supuestos de invocarse garantías ('(institucio- 
nales y la .jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad. 

VA til HA 8 DISCÍPXJNAMIA3, 

Fl abandono riel indispensable decoro en rpie debe desenvolverse el proce- 
dimiento judicial nn se justifica por el celo en la defensa de los derechos 
que puedan asistir a los interesados. 

FA tTL I. I Ü DISCIPLINARIA. 

l+i facultad disciplinaria está acordada en wlvngowdta del propio decoro 
de las autoridades y e«, en conseiuenciíi, primitiva de aquéllas, en tanto la 
ejerzan dentro del ámbito legal, 

HK< t'Iisa ¡■iXTUAÚIilUXAfíHJ: tirquisito* propio*. Cuestiones no federales. 
Sentrucitu arbitrarias. Principios neucrale$. 

La resolución suficientemente fundada que aplica sanciones diseiplin rias 
que no exceden de las comunes, es insusceptihle de la taelui de 



Buenos Aires, lf) de setiembre de 1Ü60. 

Vistos los mitos; "Recurso de hecho deducido por Luciano 
Rottin y Bernardo Lihcrmnii en la cnusn Rottin Luciano e/ Aso- 
ciación Civil Círculo Militar de Suboficiales de las Fuerzas Ar- 
madas o quien corresponda", para decidir sobre su procedencia, 

Y considerando: 

Que es jurisprudencia de esta Corte que las sanciones disci- 
plinarias que no excedan de las usuales, aplicadas por los tri- 
bunnles de justicia de la Nación o de la- provincias, son in-u-- 
ecpt lides de recurso extraordinario —Fallos 240: 284 y otros—. 

Que esta jurisprudencia ritre aún en .supuestos ¿u que se 
invoquen garantías constitucionales, carentes de relación directa 
con lo resuelto, como es, para el caso, la del art. Ifi de la Cons- 
titución Xacional y como, en circunstancias análogas, en lo que 
al cuso interesa, se declaró en el precedente citado. 

Que la solución no varía por razón de invocarse la jurispru- 
dencia establecida en materia do arbitrariedad. La facultad disci- 
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pialaría está, 011 efecto, acordada en salvaguardia del propio 
decoro de las autoridades y es, ea consecuencia, privativa do 
aquellas en tanto !a ejerzan dentro del ámbito le^al. Lo requiere 
así, por lo demás, el indispensable decoro en que de1>e desenvol- 
verse el procedimiento judicial, cuyo abandono no justifica el 
ítdo en la defensa de ¡os derechos que puedan asistir a los 
interesados. Por otra parte, y pura el easo, lo resuelto no carece 
de fundamentos suficientes pura sustentarlo ni admite la tacha 
mencionada. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín* Villegas Basavilbaso — 
Ji'Lio Oviiajíarte — Peduo Abe- 

RASTOtY — RlCARDO OoLOUBRES, 



MOISES SAIEGH 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requintas propio-. Cuestione» no federal™. 
Interpretación de norma* Incale* de procedimiento*. Caita* varios, 

I#n sentencia que tiene fundamentos de hecho y (le derecho procesal suficientes 
parn sustentarla y atinante* al consentimiento do In resolución jutltetal que 
declara In perención de In instancia, al término previsto por la ley de aduana 
pnrn la interposición de la a [ «elación contra la decisión administrativa y ni 
comienzo de su curvo, es i rre visible por vfa del recurso extraordinario. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comuna*. Cuestión justiciable. 

\m posibilidad de que la ley de aduana limite, en el tiempo, el derecho de 
iniciar ]n acción judicial respectiva y que el plazo se haga correr a partir 
de determinado acto procesal administrativo, no excede de lo que es propio 
del prudente arbitrio del legislador y no es susceptible de impugnación cons- 
titucional por razones de coherencia ni de conveniencia. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Relación directa. Senten- 
eia* con fundamenta* m federales o fedérale* consentido*. Fundamentos de orden 
local t/ procesal. 

La sentencia ilcl tribunal de alzada que, en razón de haberse declarado peri- 
mida U instancia judicial, confirma el auto dictado por et inferior y dene- 
gatorio del pedido de rciniciar el trámite a que dió lugar la concesión del 
recurso contra la resolución administrativa, es ittsusceptible de apelación ex- 
traordinaria con fundamento cu el art- ÍV¡ de la Constitución Nacional y en 
el principio de división y autonomía de loa poderes. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, W de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Saicgh, Moisés s/ apelación aduana", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sentencia de que se acompaña copia tiene fundamen- 
tos de hecho y de derecho procesal suficientes para sustentarla 
e irrevisibles en instancia extraordinaria. Tales son los atinentes 
al consentimiento de la resolución que declara la perención de 
instancia, al término para la interposición de la apelación que la 
ley acuerda y al comienzo de su curso, todo lo que no es re visible 
por esta Corte. La posibilidad, en efecto, de que se limite en el 
tiempo, el derecho de iniciar la acción judicial respectiva y que 
el plazo se haga correr a partir de determinado acto procesal 
administrativo, no excede de lo que es propio del prudente arbi* 
trio del legislador y no es susceptible de impugnación constitucio- 
nal por razones de coherencia ni de conveniencia. Por lo demás, 
ni el art 5*3 de la Constitución Nacional ni el principio de la divi- 
sión y autonomía de los poderes tienen relación directa con lo 
resuelto en los términos del art, 15 de la ley 48 — Doc. Fallos: 
244 : 548 y sus citas — . 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Julio Oyhaxahtb — Pedro Abe- 
rastujiy — Ricardo Colomrhes. 



S. A. ARTIMSA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Ramios V ropm*. Cuestiones no federales. 
Sentencian arhitrurws. Procedencia di! recurso. 

Es arbitraria y violatoria del derecho de defensa en juicio la sentencia de la 
Cámara que deja sin efecto la regulación de honorarios efectuada en primera 
instancia en favor del ahogado patrocinante del síndico — por entender la 
alzada que no se había planteado en el juicio problema jurídico alguno que 
excediese lo* conocimientos técnÍ€"os que la ley presupone er el síndico (con- 
tador público) para <>I desempeño de sus funciones — si la resolución había 
sido recurrida por el letrado y por la convocataria, hSlo en cnanto al monto 
de los honorarios 

Ño habiendo In obligada impugnado ante el tribunal de grado Ja razón del 
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pago de aquéllos, la Cámara debió limitar su pronuncia ni imito al monto esta- 
blecido» prescindiendo del examen del derecho a su percepción y la correlativa 
uh! ¡garióti de pagarlo*, mi controvertidos en la especie. 

Díctame» del Procurador Gejtebal 
Suprema Corte: 

El síndico designado en estos autos sobre convocatoria de 
acreedora* solicitó del Juez de Comercio, autorización para ac- 
tuar asistido por el letrado Dr. Xéstor Zambrano, la que le fué 
concedida oportunamente (fs. 67 vta.). 

Con posterioridad a la homologación del concordato, tanto 
el síndico como el Dr. Zamhrano solicitaron regulación de sus 
honorarios que fueron fijados por el juez, en cuanto al segundo 
se refiere, en uifn. 41.000 (fs. 355 vta.). 

Estas regulaciones fueron apeladas tanto por los interesados 
como por la convoca taria, esta última por considerar elevado el 
monto de las mismas (fs. 372). 

La Cámara respectiva aumentó la regulación del síndico y 
de jó sin efecto la de su alwgado patrocinante por estimar que no 
resulta de las actuaciones se hubiese planteado problema jurídico 
alguno que excediese de los conocimientos técnicos que la ley pre- 
supone en el síndico, contador público, para el desempeño de las 
funciones a su cargo. 

En tales condiciones, el recurso extraordinario deducido con- 
tra ose pronunciamiento con fundamento en las garantías cons- 
titucionales de la propiedad y de la defensa en juicio, es procedente 
corno lo decidió V. E., de conformidad con mi dictamen, en causa 
análoga a la presente, (resolución de 3 de setiembre último; expte. 
T. f>4, h. XIII. Recurso de hecho I.M.E.M.A. s/ convocatoria). 

Con arreglo a lo resuelto en ese antecedente, opino corres- 
ponde dejar sin efecto la sentencia apelada y ordenar se dicte 
nuevo pronunciamiento de acuerdo con lo previsto por el art. 16, 
ln. parte, de la ley 48. Bueno:* Aires, 24 de diciembre de 1959, — 
Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de setiembre de 1960. 
Vistos los autos: "Artimsa S. A. s/ convocatoria". 

Y considerando : 

1*) Que la providencia de fs. 355 vta., que reguló honorarios 
al letrado del síndico de la convocatoria, fué apelada por aquél, 
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estimándolos bajos, y por la eonvocataria, considerándolos ele- 
vados. La Cámara (fs. 458) resolvió dejar sin efecto la regula- 
ción de honorarios del abogado patrocinante del síndico en vir- 
tud de que no resulta de autos que se hubiese planteado problema 
jurídico alguno que excediese los conocimientos técnicos que la 
ley presupone en el síndico —contador público— para el desem- 
peño de las funciones a su cargo. Contra este pronunciamiento, 
el letrado del síndico interpuso recurso extraordinario por consi- 
derarlo arbitrario y violatorio de las garantías consagradas en 
los nrts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. 

2*) Que la eonvocataria no se opuso a la regulación do hono- 
rarios a favor del letrado del síndico ni tampoco impugnó nnte la 
alzada la razón del pago de aquéllos, sino que circunscribió su 
agravio al monto establecido por el juez de primera instancia. 
En tales circunstancias, el a quo debió limitar su pronunciamiento 
a la ponderación del monto de los honorarios cuestionados, pres- 
cindiendo del examen del derecho que podría asistir al recurrente 
en su percepción y de la correlativa obligación de la eonvocataria 
a su pago, pues ello no había sido objeto de controversia en la 
especie. 

3») Que, en consecuencia, la decisión apelada, al privar al 
recurrente del derecho a percibir honorarios —sin que mediare 
oposición y deba te. sobre el punto— tórnase arbitraria v violatoria 
del derecho de defensa en juicio (cansa E. 330, Ehrman, Guillermo 
Enrique c/ (ioldstein, Mareos, fallada el 22 de agosto del presente 
año). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se deja sin efecto la resolución recurrida de fs. 458. Vuelvan los 
autos al tribunal de procedencia a fin de que la Sala que sigue en 
orden de turno dicte nueva sentencia, con arreglo a lo dispuesto 
en el art. 1G, 1* parte, de la ley 48 y en este pronunciamiento. 

AmsTÓBULO D. AhÁoz de Lamadrio — 
Luis María Boffi Bogoero — 
Julio Othanarte — Ricardo Co- 
LOMBRES. 



MIGCEL K1EBA v. SOCIEDAD INMOBILIARIA Y COMERCIAL TECARI 

t Otros 

RECURSO EXTRAORDIXARfO: Refritos comunes. Subsistencia di los 
requisitos. 

Si, n la época de dictarse la sentencia de la Corte, el recurrente lia obtenido 
la entrega de las dependencias que, en virtud del contrato de trabajo, oeu- 
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¡Mihn el demandante ionio encargado de la enea de renta del demnndado, 
resulta abstracta la cuestión planteada |>ur éste, qnieti alega que es viola toria 
de la* garantía» cunMtUucionalcs de la igualdad y del derecho de propiedad 
la sentencia <jue ndmitc que el actor pueda percibir una indemnización por 
despido, vacaciones y aguinaldo; sin antes rlesnlojar las mencionadas de- 
pcndcncia*. 

Dictamen* uel Proci-iiaoou Ukxeiml 

Suprema Corte : 

Abierta por V. E. a fs. S8 de estas actuaciones la instancia 
extraordinaria promovida, corresponde examinar el fondo del 
asunto. 

Cumulo, como ocurre en el presente caso, un encargado de 
cusa de renta ijue ha gozado de uso de habitación es despedido 
por causa distinta de las que enumera el art. 5° de la ley 12.981, 
la ruptura del contrato de portería trae aparejada para cada una 
de las partes la obligación de ejecutar, en beneficio de la otra, 
determinadas prestaciones que la ley les impone. Así resulta, en 
efecto, de la letra del art. 6» de aquel cuerpo legal, y del texto 
del art. 7 9 del decrete reglamentario 11.2!Hi/4í>, pues mientras el 
primero de ellos establece las sumas que el empleador deberá abo- 
nar al empleado cesante, el segundo fija el tiempo y modo en que 
es ic último del* devolver la tenencia de la habitación que ha ocu- 
pado en raaón de sus funciones. 

Kn el supuesto a que acal» de referirme, entonces, la disolu- 
ción del vínculo laboral tiene ion relación a las partes el efecto 
de dar nacimiento a obligaciones recíprocas y, en este orden de 
ideas, conceptúo que el principio consagrado por el art. 1201 del 
Código Civil rige el caso de autos en el orden patrimonial, como 
norma reglamentaria del derecho de propiedad que garante la 
Constitución Nacional. 

Kilo sentado, estimo que la manifiesia inobservancia de ese 
precepto reglamentario en perjuicio de la demandada viene en el 
stth uulicv a significar, en sus proyecciones patrimoniales, el des- 
conocimiento del derecho que la ley acuerda expresamente al em- 
pleador y (pie al mismo ha opuesto a las pretensiones del actor, 
lo cual, cu definitiva, compromete la garantía constitucional antes 
mencionada. 

Por otra parte, se halla fuera de toda duda que la provisión 
de vivienda al accionante constituyó una obligación de la deman- 
dada derivada del contrato de que aquí se trata, y, por lo tanto, 
tengo para mí que mientras se mantuvo la ejecución de la ante- 
dicha prestación por parte de la segunda, y esa ejecución fué acep- 
tndn por el actor sin que el mismo pretendiera admitirla en virtud 
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de otra eausa que el vínculo contractual do referencia, este últi- 
mo no pudo considerarse totalmente extinguido. 

En tales condiciones pienso que lo resuelto por el tribunal 
apelado, aparte que significa acordar legitimidad a una conducta 
mam tiestamente arbitraria, importa una contradicción que desti- 
tuye de fundamento a lo decidido, pues el a quo reconoce al actor 
derechos emergentes de la disolución del contrato de trabajo 
invocado en autos, no obstante admitir que al momento de ese 
iwonoeim tentó aquél continuaba percibiendo de la demandada 
una prestación que sólo podía fundarse en la vigencia de dicho 
contrato. 

A mérito de lo expuesto soy de opinión que corresponde re- 
vocar el fallo apelado en cuanto ha sido materia del recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. 48. Buenos Aires, 24 de setiembre 
de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 21 de setiembre de 19G0. 

Vistos los autos: "Kiebn, Miguel e/ Tecal i, Sdad. Inm. v Com, 
y u otros s/ despido". 

V considerando : 

!*) Que el recurrente alega que so han violado las garantías 
constitucionales do la igualdad y del derecho de propiedad al 
admitirse, en las sentencias de primera y segunda instancias, que 
el actor pueda percibir una indemnización por despido y el pago 
do vacaciones y aguinaldo proporcional -r*uyo derecho a cobrar- 
lo no se discute, habiéndose consignado en autos lo reclamado en 
la demanda, fs. 2 vta. y 11— sin antes desalojar las dependencias 
que, en virtud del contrato de trabajo, ocupaba como encargado 
de la casa de renta del demandado. 

2») Que, sin embargo, a raíz de la presentación de fs. 91 
y do la medida para mejor proveer ordenada por esta Corto a fs. 
97, quedó acreditado que el recurrente obtuvo la entrega de las 
mencionadas dependencias (constancias de fs. 91 y 101 y vta.). 

3*) Que de ello resulta quo la cuestión traída a decisión en 
el recurso extraordinario que esta Corte declaró procedente a fs. 
88, se ha convertido en abstracta, en razón de haber desaparecido 
el interés jurídico concreto que el apelante vinculaba a los pre- 
ceptos constitucionales por él alegados. 

4») Que, en tales condiciones y con arreglo a jurisprudencia 
reiterada, no corresponde pronunciamiento alguno de esta Corte, 
habida cuenta de que las antedichas circunstancias sobrevinien- 
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tes han tornado inútil la decisión pendiente a los fines propios 
de la cansa (doctrina de Fallos: 245: 171 ; 1!K1: Ó24 y otros). Ello, 
sin perjuicio de los derecho* «pie el recurrente se crea habilitad*) 
pura ejercer ni margen de la presente causa. 

I'or estos fundamentos, y habiendo dictaminado el Sr, Pro- 
carador (¡eneral, se confirma la sentencia apelada. 

AjtlHTÓlJULQ 1>. AhÁOZ UE LaMAPHID — 

Lris Mmíía Bofki Boihíkiio — 
Julio Ouiaxaute — Ricardo 00- 

LOMBIIKS. 



ADMIN'LSTKAGtON OENÉRAL de VIALIDAD NACIONAL 
v. ROQUE HKRONI 

COSÍAS: .\iítufith;ü (ti'i juicio. KjrprvpiaciÚH, 

Kl iirt. 2s lie líi ley l^.'JW es de eompli miento ínexeos&ble en tndos los 
supuestos cu que se realice alguna «U* las bipútcíis procesales contempladas 
por *«l legislador, pin (¡uc » I-.- jueces les sea permitido limitarlo en su apli- 
cación ir¡ crearle excepciones, «mi cuando estimen que nn criterio distinto 
serta más equitativo o acertado en el caso individunl sujeto a j linimiento. 

C().\'STITC( ttt.S JACIOS AL: Cvn*litm¡o>tttli<hi(l c ¡>tiomtitndoHHli(l<*iL Leyes 
NrtcioHnÍM. .1 ámmtirvíiitm. 

N<> i-s i institucional el «rt. 2s de ta ley i:t,'2(¡I, cu manto distribuye )n 

carga Se la» cosías entre aniñas partes cuando la indemnización fijada en la 
sentencia no excede la suma ofrecida más 1» mitad de la diferencia entre 
ésta y la reclamada. Tm solución un es violutoría de la iirualdad ante la ley 
ni di* la irnnintía drl derecho de propiedad. 

costas: Natumléea M junio. Expropiación. 

No es irrazonable t|iie en los jnieios de expropiación, en que una de las paites 
iiHmi en miras de intereses públicos, no se apliquen con rigor los principios 
procesales que rigen cuando las paites sólo actúan, ambas, por un iuten's 

particular o privado, tiiut fia cuanto que el art. L'S de la ley 1-1.2114. para 

establecer la distribución ile las costas, tiene en cuenta expresamente la 
conducta excesiva del expropiado que. en esa medida, hiwi también necesario 
el juicio paca la fijación de la indemnización. 

K XI'tMH'LK IOS i l mh- mnisacián. Gfneralióndrs. 

Si bien es exacto que el particular expropiado tiene en su favor el resguardo 
representarlo por d principio de integridad de la indemnización, también lo es 
que ese principio sólo existe y posee fuerza imperativa dentro de la estera 
trazada por el legislador, ya que — en tanto no se afecten otras garantías 
constitucionales, no alegada* en el caso— lia de entenderse por indc-inizneión 
intetrral la (pie se ajusta a los preceptos legales. 
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DlCTAMBN DEL PKOCUllADOIl GeXEKAL 

Suprema Corte; 

El recurso extraordinario es procedente por haberse cuestio- 
nado a validez del art. 28 de la ley I3.au, como contraria a la 
garantía del art. 17 de la Constitución Xadonal. 

En cuanto al fondo del asunto, la expropiante aetún por in- 
termedio de apoderado especial, el que ya ha asumido ante Y. E 
a intervención que le corresponde (fs. 130 y 13§). Buenos Aires, 
22 de jumo de lí>60. — Ramón Lasatuo. 

PALLO DE LA COIÍTK SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos; "Administración General de Vialidad Na- 
cional e/ Roque Beroui s/ expropiación". 

Considerando: 

im Que contra la sentencia de fs, flfi/!)8, que modificó el 
tallo del Sr. Juez tntemnioiite en euanto a la distribución de cos- 
tas y declaró que éstas debían ser satisfechas en el orden eausndo, 
tanto en primera eomo en segunda insiuneias, el demandado in- 
terpuso reeurso extraordinario (fs. 101 107), el que ha sido con- 
cedido (fs. IOS). 

Que el apelante funda su impugnación en dos argumen- 
tos principales. Pretende, ante todo, que lo decidido por el tribu- 
nal a quo contraría la debida inteligencia del art. 28 de la ley 
13.264. V, además, sostiene la iueoiistiturinnalidad del referido 
precepto legal, al que tacha de vtolatorio de la garantía contenida 
en el art. 17 de la Constitución Nacional, 

t &) Q» p i Mgúia consta en autos y lo pone de relieve la ma- 
yoría de la Cámara, el particular expropiado omitió expresar la 
suma por él pretendida cu oportunidad de contestar la demanda 
Asi resulta de las constancias obrantes a fs. 63 v., donde puede 
comprobarse que la parte demandada impugnó el precio ofrecido 
por la actora y pidió "que el mismo sea fijado por el Tribunal 
después de una pruel>a exhaustiva e idónea sobre la finca, sus me- 
joras en valor real y actual del terreno'*. 

4 ? ) Que, en tales condiciones, habida cuenta de lo que el 
precitado art. 28 de la ley 13.264 dispone con relación a situacio- 
nes de la naturaleza de la configurada en autos, va de suvo que 
el primero de los agravios del apelante no puede prosperar V 
ello, porque, como lo declaró esta Corte en la causa "Adminis- 
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t ración General tle Vialidad Nacional v. José Diógenes Badarnceo 
8/ expropiación" (A. 210, XIII), resuelta ol día 20 de mayo de 
1ÍW0, la disposición federal cuestionada en autos es de cumpli- 
miento inexcusable en todos los supuestos en que se realice alguna 
de las hipótesis procesales contempladas por el legislador, sin 
(pie a los jueces los sea permitido limitarla en su aplicación ni 
crearlo excepciones, aun cuando estimen (pie un criterio distinto 
sería más equitativo o acertado en el caso individual sujeto 
a juzgamiento. Porque si esto hicieran, excederían el ámbito re- 
conocido a la función que ejercen (véase en igual sentido, los fa- 
llos dictados el día 2il de mayo de 1!M¡<> en las causas " Adminis- 
tración Genera! de Vialidad Nacional v. Aaita times-tina Oclsclila- 
ger s expropiación'*, A.l>0<>, XIII; y " Administración (leneval 
de Vialidad Xncional v. Enrique Francisco Jorge Middletou s 
expropiación" \'. 120, XIII). 

5*) Que tampoco es atendible ta taclia de ineonstituciomdi- 
dad (pie se formula contra la norma suh examine. A este respecto, 
la doctrina .pie el Tribunal expuso en el precedente de Fallos: 
24'r. 2:>2, la que en lo pertinente se da por reproducida, es bas- 
tante para desestimar el agravio. Kn efecto, no se ha aducido 
razón alguna (pie autorice a diferenciar la situación planteada en 
autos dé la que motivó aquél prún inician liento, el que —entre otras 
consideraciones— señaló que lo preceptuado por el art. lítf de la 
ley 13.264 encuentra fundamento en la circunstancia de que la 
coudin la det expropiado haya hecho necesario el juicio para la 
fijación de la indemnización. A lo que ha de añadirse, asimismo, 
que, si bien es exacto que el expropiado tiene en su favor el res- 
iruardo representado por el principio de integridad de la indem- 
nización, también lo es «pie ese principio sólo existe y posee fuerza 
imperativa dentro de lfl esfera trazada por el legislador, ya que 
— en tanto no se afecten otras garantías constitucionales, que aquí 
no son alegadas — ha de entenderse por indemnización integral la 
(pie se ajusta a los preceptos legales (sentencia del día 13 de julio 
de UMill en el caso "Rauco Hipotecario Xacional v. María Ksther 
Sasso de ('apello s expropiación", B, líil, XIII). 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia apelada de fs. ÍKJ 08 en cuanto ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Benjamín- Villeoas Tíasavilbaso — 
AmsTÓBru) IX Auáoz de LA^rAwnn 
— Jruo Oyiiaxahte — Rir.umo 

Coi.OMBIIES. 
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JOSE LIPPI 



*i los hechos delictuosos que deberán investigarse consisten en la defrau- 
< ncion que se habría cometido al ejecutarse judicialmente, en la Capital Fe- 
deral, una prenda que se dice lia sido totalmente pagada con anterioridad, 
corresponde conocer de la causa al juez nacional en lo criminal de instrue- 

SÍSkSl lmp h rta q T ? n í rtud i* orden > udieial > **™* iro de lo » bi ««* 

prendados se haya efectuado en Balda Blanca. 

DlCTAMEX DEL pROCUHAOOn GeXKRAL 

Suprema Corte: 

En razón de] mantenimiento de lo resuelto por el señor Juez 
Racional de esta Capital a li. 19 vta. declarando su incompeten- 
cia para entender en la presente causa (ver auto de fs, 33), co- 
rresponde que sea V. E quien dirima esta contienda jurisdiccio- 
nal, at no existir un órgano superior jerárquico común que pueda 
resolverla (art. 24, Ine. 7*. decreto-ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto, toda vez que el presunto de- 
lito de defraudación consistiría en la ejecución judicial de la picu- 
da suscrita en su oportunidad por los señores José v Antonio 
Aícllq a favor de don Gabriel Mosca —que el denunciante come- 
dera extinguida y pagada totalmente la deuda— me parece claro 
que habiéndose iniciado dicho juicio ejecutivo ante la justicia en 
lo Comercial de esta Capital, correspondería decidir la presente 
contienda negativa un favor de la competencia del Juzgado Na- 
cional en lo Criminal de Instrucción n° 19 de la Capital Fede- 
ral. Buenos Aires, 20 de julio de IDÍiO. — Ramón Lastauo, 



FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de setiembre de 1900. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, según resulta de las constancias de esta causa, los he- 
. ehos delictuosos que en ella deberán investigarse consistirían en 
la defraudación que se habría cometido ai ejecutarse judicialmen- 
te, en esta ciudad, una prenda que, a estar a los dichos del que- 
rellante, habría sido totalmente pagada con anterioridad. En esas 
condiciones, la competencia del Sr. Juez de la Capital para cono- 
cer de este sumario resulta evidente, como lo señalan el auto de 
fs. 27/28 y el dictamen precedente. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, so 
declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 
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de la Capital es el competente para conocer de osla causa. Remi- 
ta asolé Los autns y hádase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
cu lo Penal ilt- Bullía Blanca. 

AmSTntM'LO 1). AliÁnZ |)K IjAMAliltlU — 

Lüia Mahía Boffi Bogueho — 
Jriao Oyhanakte — Ricardo Co- 

LOMIÍHES. 



tíH'AHlM) KIH'AKDO If l VAHEXEI lí A T Otm 

JVMSDÍCCrOX V VOUi'KTKXClA: CompetrneM militar. 

Ni) o competente ln justicia militar, sino la penal del lugar, si el soldado 
coiikcn pto ii tpiicn se ¡nípula haber hecho electivo un giro falsificado (arta, 
v 17J ilet CÓAiüo l'vnal en concurso ideal) cometió el Iweho fuera de 
In jurisdicción castrense. 

í-« violación de correspondencia llevada a efecto pura apoderarse de] giro 
dentro del recinto del cuartel militar iil tpje pertenece el acusado sería en 
tndn easn un delito de Acción privadn que —no habiendo medindo querella 
•leí damnificado— no debe ser tenido "u menta \iata resolver la contienda. 

DlCTAMKN UVA. PllOi ritADOIl GeN'EHAL 

Suprema Corte: 

Kti la oportunidad cu i|iic el soldado conscripto Ricardo 
Eduardo Rivadenehn hizo efectivo el gírja falsificado (arts. 296 
y 17-J del Cófligo Penal, en concurso ideal) se hallaba fu^-ra de la 
jurisdicción castrense, tazón por la cual ésta resulta incompeten- 
te pata entender en el juzgamiento de esos delitos. 

En cnanto a la violación ríe correspondencia llevada a efecto 
dentro del recinto del cuartel militar al q«e pertenece Rivade- 
tteirn, se trataría en trido cuso de un delito de acción privada 
en el ipie un lia mediado querella de la parte damnificada, motivo 
por el cual no debe ser tenido en cuenta para resolver la contienda. 

Estimo, pues, que corresponde declarar competente para en- 
tender en hi causa a la justicia en lo criminal de Corrientes. Bue- 
nos Aires, ilc junio de 1860, — Ramón Lascano. 
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Autos v vistos 



FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Ai ros, 21 de setiembre de 1960. 



Prn,n!- T U 7* 10 *í 10 tlietamí » atl « Procedentemente por el Sr 
1 rocurador General v con lo resuelto ñor a«í„ «&J \ v „ 
'>')«. i i J ! „ poi estn i orte en Fallos: 

Ú ™ V ?« ' a Í,U ° Pi Sr " JueB íW (Vím ™ ^ Corrientes es 
ífftt ! mr " CO,lOCOr lleI P™*« solido contra Rieardo 

^ gasa? Pmnami,,te pn,,a ° i 



Benjamín \'iu, e ,¡ak Hasavtlbaso — 
AitisTom-Lo D. Atúoz de Lamadhiii 
— Lt'is María Boffi Bocobho - 
Julio Oyhanabte — Pedro Abe- 
iíakti'hy — Ricardo Colombrbk. 



DIRECCION NACIONAL DE ADUANAS 

r^T^Z^™^ ******** *«*»M* 

DICTAMEN FtSCAl, 

Scáor Juez ¡ 

. i ^, nl( ,„ lP nt, « tnita de ,.„ ddito de ( ,u, H ,o mpi , te i» V. |. 

m sumario ndminfctmi™, doemnentacion ¿osad* a fe 2/10, 19/23 v 20/->8 
miiKi lnnilMi.il de Ins derlnrneione» de los «rífores .TorR*. Hunden ( 8 i ri 
^.fu-ndo dr 1» Municipalidad de Madryn de £ 37, O^ldo De Ma„hi f f M 
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En efecto, en autos está probado por el informe del Banco Italo Belga de 
fa. ili/28, que se. ha falsificado una boleta de depósito por ta suma defraudada 
y por iiiín. 3J72.0S&. 

El lugar de la comisión del delito determinará la competencia del Juez y 
todo liare presumir tpte fué cometido en la Capital Federal. 

"El que obtiene —dice S. Soi.kk— fraudulentamente un documento en el cual 
eon»t:i el crédito ik'l engañado contra uu tercero, sin duda ba cometido estafa, 
porque I» víctima tenía nu sólo la propiedad del crédito sino también la de la 
pruefa y de ambas cosas ha sido despojado". Más adelante dice refiriéndose 
al hciielicio mino elemento constitutivo del ilelitu: "consideramos innecesario, por 
lo tanto, el logro de un beneficio; basta el beneficio propuesto. Tratándose de 
un «demento subjetivo de la figura, es indispensable que esa finalidad concurra 
positivamente, de ñera que, no siendo así, la estafa queda eicluída". 

"Psicológicamente, la finalidad debe revestir l"s mismos caracteres que la 
doctrina objcttvistn atribuye al beneficio : en vez del logro de un beneficio inde- 
bida el Mito *e integra ron <l propósito df lograr utt beneficio indebido" (v. S. 
Sdi.kr, cap.: La Estafa, t. 4', pág. 357/361), 

Habiendo aclarado que el delito de defraudación ha tenido comienzo y fin en 
jurisdicción de la Capital Federal donde aparecen datados los documentos alu- 
did»* ot nttpra, considero que V. S. debe desprender*? de estos autos y remitirlos 
al .Iiuz ciitaipetenti'. ~s de setiembre de 1959. Alejandro A. Godojf, 

m 

SfcSTESfJA OKf. Jl'KZ FkIIEHAI, 

Rawson (Cliubut), 1* de octubre de 1959. 

V victos: Esta* actuaciones elevadas por 1» Administración de la Aduana 
\\v Puerto Madryn de esta Provincia por supuestas maniobras dolosas en contra 
i|e la mi,»ma, y 

Con -i de rundo: 

I. (¿lie el lugar donde se efectuó lu supuesta falsificación del documento de 
Es. -7 Motivo de las presentes actuaciones, es en la Capital Federal, tal como sur- 
srr de las distintas manifestaciones de autos (fs. 4ti y 52), como asimismo de la 
ileiiuiicia que origina lu causa 25.1 (¡5 radicada por ante el Juzgado en lo Penal de 
In-i iiiceiiiu n* 7 de la Capital Federal (ver fotocopias de fs. 54/50). 

II. Que el documento de l's. 2.7 a los fines de su presentación ante la Direc- 
ción de Aduanas, tal como sp estila, configura uno de los casos de instrumentos 
públicos del inc. «• del art. 97!» del C. Civil (ver A. E. Salas, C. dril Anotado, 
l. 1. p%, 554). 

II I. Que en raso romo el de autos, Sbhasti.ÍS Soi.ER (t. V, pág. 408), 
sostiene que: "...En consecuencia, el momento consumativo, con respecto ni 
documento público está constituido por ln fabricación del documento, su alteración 
o supresión, sin que sea necesario para integrar el delito que la pieza falsificada 
m-h efectivamente eni picada". 

Por ello, lo establecido por h.s arts. 19 y 25 del Cód. de Procedimientos en lo 
Criminal v ile conformidad con lo dictaminado precedentemente por el Sr. Pro- 
■ arador Fiscal suhrogante, 
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Kesuelvo : 

jmtm 1» incompetencia de este Tribunal para conocer en el hecho que 

í ' l í , | A ' 1 " ,,mi :- I- 'I- deberán remitirse „ eonodmiento del 

' «•« ñstend » tan » * «< P»»ít»J Federal. - $mmo Haúl Brcerra, 

Dictamen Fiscal 

Señor Juez: 

De las constancia* de fs. 2ü en relación con los documentos corrientes a fs 27 
mu-cu elemento., como considerar acreditado -cuando menos en la forma 

■,ue , W |„b ece ,| a rt . ;m, V. l'roc. Criminal- que mediante la falsedad in"S 
«■« «I lormuhno Uoi (a) rt . pretende «si acreditar el pupo del importe necesario 

-.le acuerdo a las normas vientes— para obtener ,■! despacho a plaza de los 
vrlm-ulus amparados |J*n el documento de importación corriente a fs. Xtm 

Lo expuesto sobra para demostrar que los hechos investigados esceden de 

n mera falsificación de documento público reprimida por el nrt. 2!r> Cód 
1 enal, y encuadran en el supina.. de contn.hando -a los tines ,|c |¡, . K .„ r ,_ 
«jue prevé el nrt. IH9, inc , ) -c„ función del nrt. 187. inc. d)- de la Lev 
c e Aduana t. o. en lílñli con la modificación introducida por el ar |. 1, inc 3¿ 
de la ley 14.7!>2. r ' 

Lo que resulta absolutamente incomprensible en que esa autoridad adminis- 
trativa no baya calificado en esa forma el hecho, máxime ante la clarísima 
disposición del art. 188 m fine de la Ley de Aduana que equipara la tentativa 
a la consumación del delito. No entiendo que más puede pedirse por la Aduana 
para dar por probada la tentativa de contrabando >¡ se repara que el proceso 
ejecutivo del delito alcanzó todo su desarrollo al presentar los documento, fal- 
sificados. 

El documento publico falsificado entra en la composición de la tUfe* de 
eontrabando calificado previsto en el art. 18». inc c), para construir ,.,í mi *olo 
delito complejo constituido por la unificación de estas dos infracciones. Es decir, 
une la primera carece de eticuadriuniento autónomo en disposiciones del Código 
Pmwl (Cflm. Fed. Cap. re Olegaveakn, fallo del 28/V/58) v, en consecuencia, 
como el delito se intentó —aun cuando n \m fine* de U pcm. esté paririeado 
a la consumación— en competencia territorial del Juzgad» Federal de Rnwson, 
corresponde a éste conocer en la presente causa. 

La intervención originaria que a la Aduana corresponde de acuerdo al art. 15 
ile la ley referida, se halla de sobra cumplida en autos sin que para nada ohste 
ipie no baya así calificado el hecho atento lo resuelto por la Corte Suprema en 
Fflllos: 221 ¡ mi. 15 de octubre de 1 !>',!). - Fnn^-n J. IfAlhora. 

! 

SENTÉXOIA DEL 3tSm NACIONAL m W CKI3IIK Aíi V CoilKECf IOS-AI- FeIíEML 

Ruenos Aire», 12 de muyo de 1960. 

Autos y vistos: 

Para resolver sobre la competencia de este Juzgado en el conocimiento de la 
presente causa n> 357/50, instruida con motivo de la denuncia formulada por la 
Dirección Nacional de Aduanas, y 
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Considerando : 

Que la fidsít nación de documento público que se investiga en estos autos 
t-utru en la composición de la figura de- contrabando calificado, previsto en el 
art. 189, ¡ne. c), de la Lev de Adrianas (T. O. 1050) coi las reformas introdu- 
cidas por la ley 1+,71>*J, pura configurar así un solo delito complejo formado por la 
unificación de estas dos infracciones. 

(Jue como la primera infracción carece de encuadramknto autónomo en Jas 
disposiciones del Código Penal (Cámara Federal de la Capital in re Olegaveaka, 
tallo lIS-'V/flB) y atento que el delito se- ha intentado cometer en jurisdicción 
territorial del Juzgado Federal de Rawsün, corresponde a ese Tribunal intervenir 
en eata cansa. 

l'nr ello, de conformidad con lo dictaminado a IV. (iS por el Sr. Procurador 
Fiscal, 

Hisnelvo: 

(Velnnir la incoriiprieiu-ta de este .Inmuto para seguir interviniendo en ¡a 
presente cansa n* :i:"»7/ñ0 y remitirla con oficio de estilo al Sr, Juez Federal de 
Ra-ffson, Provincia de Cliubut. 

Líbrese oficio ni Sr. Juez de Inslniecióii, Ur, Jorge A. Qniroga, Secretaría 
del I>i*. Ricardo Fox, haciéndote conocer el presente auto. — Leopoldo Isnurralde. 



Du tamkx i»kl PuocritADOit Gexeral 

Suprema Corte: 

La manióla i delictiva <|iie ha dado lugar a la presente cansa 
puede importar tentativa de contrabando, de conformidad pon lo 
dispuesto en lo> arfé. 1S7, iap. d) y 18í>, íiip. e) dp la ley di* Aduana 
(t. o. 1í)"»fi) reformada por la 14.7¡>2. 

Kstimo en consecuencia míe, por ahora, del>e eotioopr del pro- 
(vsn el señor Juez Federal de Rawson, ya qne se habría llevado 
a efecto el comienzo di' ejecución di'l .mencionado dplito en la Adua- 
na i le Puerto Mndryn. Buenos Aires, 8 de julio do ÍÍHU). — Ita- 



FALLO de la corte suprema 

Buenos Aires, 21 dé setiembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que como lo demuestran el dictamen de fs. (57 vta./fi8 y el 
pn-ri-dente del Sr, Procurador General, los hechos investigados 
en la presente causa pueden constituir el 'Mito de contrabando, 
que se batiría intentado cometer en la Aduana do Puerto Madryn. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (¡ene ral, se 
declara ipie el Sr. Juez Federal de Hawson, Ohnbut, es el compe- 
tente para r .noeer de esta causa. Remítansele los autos y hágase 
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y^^Bj^^^^^l^lf 18 Nacional en 10 Criminal 

AlUSTÓBULO D. ArÁOZ Dh Lamadrid — 

Luis María Boffi Boggsro Ju- 
lio Oyüa ir arte — Ricardo CO- 
LAMBRES. 



ALFONSO RODRIGUEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Causa, venal*, 
1 wlucwn de normas federales. fc causas penates. 

ZiJ iT "Ví í dd 9924/57, infracción que se halla 

equiparada al contrabando por el art. 5% párrafo 3ro. dd iniLo decreto 
=P onde « de ella al jaez federal coóptente para^LSaTk 
™t k , ' nfrflCC ; ÓU ■*»«», pae* « trataría, en el Lo, del deUto di 



COXTfíA/IANMt. 



m id «¡ipil»*, ríe I» .«an, agravada del «.ntmbnndo cometido roa falsifi- 

C*£ ^ST^fJ** m ' m °" * ln <i« Aduana -t o. 1956-) 
los delito* r« n t<. ] ,.|,l«d»« los arts. 202 y >>m> del Codito IV„al pierden 
su sustantividiKl «I sC r comprendido» en la figura espeviul. 

Dictamen del Procurador General 
Su | iioiiia Corto: 

La falsificación de documento que se investiga en esta causa 

r!? , 8 Í? e ectu , ada l>ara ocult ai" ««a presonta infracción al 

ai nnn.l'L r et04ej ; "^ 7 ' W*9*J 1™ » halla equiparada 
al contrabando por el art. 5», 3er. párrafo, del mismo decreto 

Ahora bien, una de las figuras agravadas del contrabando 
consiste, precisamente, en cometerlo con falsificación de documen- 
tos (art 189 me. e) de la ley de Aduana (t o. 1956). En tal so- 
puesto, los delitos contemplados por los arts. 292 y 296 del Cód 
Penal pierden sn substantividad al ser comprendidos lógicamente 
en la figura especial, y su consideración corresponde al jaez que 
entiende en el juzgamiento de ésta. 

f^wL C T e M 6 T Ía ' V siendo . d ? com ^tonem de los tribunales 
fedciales de Mendoza el conocimiento de la causa por infracción 
aduanera, ya que el automóvil objeto de ella fué introducido a 
troves de la Aduana de esa jurisdicción, corresponde también a 



,! Í>U FALLOS UE LA COHTK SUJ'KKMA 

ellos investigar el hecho que ha dado lugar a estas actuaciones. 

En tal sentido procede, en mi opinión, dirimir la presente 
contienda negativo de competencia. Buenos Aires, 1(> tic agosto 
de 1960. — Ramón Lascatio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de setiembre de 1960. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Federal de Mendoza 
os el competente para conocer de esta causa. Remítansele los au- 
tos y hágase saber en ta forma de estilo al Sr. Juez Federal de 
La Plata. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo O. AaÁoz de Lamadrid 
— Lvis María Boffi Boggero — 
Julio Oyhanartr — Pebiio Abe- 

RASTl'HY — RrCAimo ('OLOMBHES, 



GUILLERMO CHICOSE 

JfltlSHICatiX Y CO.IfPKTEXCfA: Compttmcia mtrtonat. Causas penales. 
¡Mitos en p0rjuicio de los hieae» i/ r. »if.»v de h Marión tj de ms repartietonrs 
autárguicas, 

Kft competente la justicia nacional en lo criminal y correccional federal de 
U Un pita I, y no la nueional en lo criminal de instrucción de esa ciudad, si no 
surge de mitos que la defraudación, nw se habría cometido en perjuicio de 
la Empresa Gas del Estado, comprenda bienes afectados a servicios locales, 
ni qnfi el empleado a quien se imputa el hecho realice funciones de cae 
raníftcr. 

Dictamen del Phocuhaikjh Gexekal 

Suprema Corte: 

El sujeto pasivo del delito «pie se investiga en estas actua- 
ciones es la empresa Gas del Estado, cuyo cometido se extiende 
a lodo el territorio de la República. 

Xo surge, por otra parte, de lo actuado que el patrimonio 
perjudicado por el delito se hallare afectado a servicios locales 
ni ipie el empleado a quien se ii 
de ese carácter. 
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Corresponde, en consecuencia, resolver que por ahora debe 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de setiembre de 1960. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en if ¿riml 

íí nZT° na d0bc seguir adeudo de la presente 

aujn. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo 
.ii M, Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Bexjamí» Villegas Basa vilb aso — 
AinSTüBi Lo D. Aráoz de Lamadrid 
— hvis María Boffi Boooero — 
Julio Oyhasíarte — Pedro Abe- 
rasti'ky — Ricardo Columbres. 

DOLORES ARAXDA 

T¿i;* m pewo «< l0 ° b "»°° * » u 2 sus 



In ÍKÍS ÜÍSS ?Ü8 ( '" pÍtftI "° «"».***■*■ P«ra conoeer de cansa. 
f>to esta ateetado n la prestaran de serviejos lóenles de 1a Canital F«f™l 

LUIS RAMON M ACIAS 
»r«™22 *\^SM * !" ! '?"">''•' |P *—pd. «1 damnificó, 
(i) 21 de HetiemW. Fallos ¡ 241: 13, »7ft. 
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FALLOS DE LA CORTE SUl'REMA 



Dictamen' del Pbocuhadoh Cexehal 



Suprema Corte: 

El señor Juez eu lo Criminal y Correccional Federal ha de- 
cidido desestimar la denuncia eu lo que ata fie a la posible comi- 
sión del delito previsto por el art. 197 del Código Penal. 

Queda sólo como posible materia de contienda el presunto 
delito de desacato, ya que, como es obvio, el Juez en lo Correccio- 
nal no puede imponer al Juez en lo Federal la averiguación de un 
delito que este último declara, en ejercicio de su competencia 
le^iil, inexistente. 

En consecuencia y teniendo presento el carácter local de las 
funciones que desempeña el damnificado, procede declarar que 
corresponde conocer del aludido delito de desacato a la justicia 
eu lo correccional. Buenos Aires, 2 de setiembre de líMíü. — Ra- 
món Lascarte. 



Autos y vistos ; considerando : 

(¿lie, como lo señala acertadamente el Sr. Procurador Gene- 
ral, luego de que el Sr. Juez en lo Criminal y Correccional Fe- 
deral desestima la denuncia por presunta infracción al art. 197 
del Código Penal, sólo resta decidir si el delito de desacato tam- 
bién denunciado a fs, 1/2 es de competencia de aquel juez o de la 
justicia correccional. 



<¿ue en atención ai carácter de las funciones del presunto 
agraviado — Director de una Escuela Nacional de Comercio de la 
Capital Federal—, no resulta dudoso que la causa debe tramitar 
ante el juzgado correccional. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que el Sr. Juez Federal en lo Correccional es el compe- 
tente para conocer de esta causa. Remítansele los autos y hágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Criminal y 
Correccional Federal. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 
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IIÍEXEO NICOLAS AIATTEO 

UKVVHXO DE REVISION. 

El recurso de revísián debe deducirse ante la Cunara «.uc dictó sentencia 
ílehmtivo en d proceso, y no ante la Corte (»). 



AKMAXDO HIXAG111 v. S. A. CASA 
MEDIDA 8 DISCIPLINA RIAS. 

La reiteración, por segunda vex, de ¡peticiones maní t iestamente improcedentes 
y desechadas tl« pin no eu otras tantji» oportunidad*» por la Corte Suprema, 
«■otiülituye un ligrimo n hi nutoridad del Tribunal, que debe ser rorreado 
vii los términos del art. 18 del decreto-ley 12S5/5S. 

Corresponde, en consecuencia, sancionar al solieitante ron una multa de dos- 
cientos pesos ni/n. 

FALLO I>E LA COÍÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de setiembre de liWiO. 

\'istos los autos: "Recurso de hecho deducido por el aetor en 
la causa Binaghi Armando c/ Casa Venus S, A.", para decidir 
eon respecto a lo solicitado precedentemente. 

Considerando: 

Que lo expuesto en el escrito do fs. 1/2 se refiere a cuestio- 
nes ajenas a la jurisdicción originaria, apelada o do superinten- 
dencia general de esta forte. 

(¿ue la petición formulada en esta causa es sustaucialniente 
idéntica a la que el mismo Sr. Armando Binaghi formulara en 
los expedientes B. 471 y B. 301, resueltos el 27 de mayo y el 18 de 
agosto pasados, rét [lectivamente, habiendo sido notificada la últi- 
ma sentencia el día de agosto, en el mismo domicilio que el 
recurrente constituye en esta causa. 

í¿ue la reiteración, por secunda vez, de peticionen manifies- 
tamente improcedentes y desechadas de plano en otras tantas 
oportunidades por esta Corte, constituye un agravio a la auto- 
ridad del Tribunal, que debe ser corregido en los términos del 
art. 18 del decreto-ley 1285/58. 

Por estas consideraciones, se declara no haber lugar a lo so- 
licitado a fs. 1/2 y se aplica al Sr. Avinaudo Binaglii una multa 
de doscientos pesos moneda nacional, que deberá hacer efectiva 

(i) 21 de setiembre. Fallos: 230: 279; 239: 103. 



"00 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

en papel sollado dentro del quinto día do quedar firmo esta sen- 
tencia — arts. Id y 1S del decreto-ley llUY ÓK— . 

Benjamín Villkoas Basavilhaso — 
Ahistóbi lo I). Akáoz m Lamadrii) 
— Luis AI ahí a Boffi Bouuero — 
Julio Oyhanarte — Pepho Abk- 

ÜASTl'RY — RlCARIH) COLAMBRES. 



ERNESTO v .HAN (ARLOS VHAIZOZ v, DKMOKN.O KEXíiOKCHKA 

¥ Otro 

RECURSO EXTItAOnHiyAfílO: Requisitas formal»'». Introdiueiim de la v»rs- 
tiiin federal. Oportunidad. 

Ija impiiptiiuiim constitucional de las* C'ínmms Paritarias de Arrendamientos 
y Aparcería Rurales, después de ¡id ida su competencia y en el procedi- 
miento de ejecución de su* resoluciones firmes, es extemporánea. 

REf'l'RSO EXTRAORlJ/XAtílO: Requi*itn$ inmune*. Cíntrame*, 

El sometí miento voluntario n la jurisrlii-riini de la* Cámaras de Arrenda- 
mientos y Aparcerías Rurales 114 cuestión que 110 excede el ámbito legitimo 
de la autonomía de jjft voluntad, exenta de la nntoridad de los mtifp*t nulos. 

( OXSTiTCt inS XACIOXAL: Efecto* de la declaración de ¡ncaartilnchnalútaá. 

Um electos de la declaración -le ¡ueo^titm-ioimluU..' se limitan al juicio en 
(pie fué admitida. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 do setiembre de 1ÍW0. 

Vistos los autos: "Recurso de heelio deducido por la deman- 
dada en la en usa Y raíaos, Krnesto y Juan ('arlos e Bengoechea, 
Demót'ílo y (Insitarri, Luis Quinto", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y considerando: 

Que con arrollo a la jurisprudencia de esta Corte, la impug- 
nación constitucional de las Cámaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías Rurales, después de admitida su competencia y 
en el procedimiento de ejecución de sus resoluciones firmes, es ex- 
temporánea —Fallos: 244: 10; -242: m¡ '241: 182; 2:í7: 633 y 
otros — . • 

Que ello es así porque la procedencia de la apelación extra- 
ordinaria está supeditada a la oportuna introducción en la causa, 
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dé la pertinente cuestión federal que pudo y debió hacerse en el 
trámite ante los cuerpos paritarios mencionados. Por otra parte, 
el sometimiento voluntario a aquéllos no excede el ¡' hito legíti- 
mo do la autonomía de la voluntad, exenta de la autoridad de los 
magistrados — doct, Fallos: 237: 3ÍH'; 240: 121 y sus citas—. 

Que por to demás tampoco es óbice para el rechazo de la 
queja lo decidido por esta Corte en los autos "Fernández Arias 
K. e ' Podido .1." c«n techa líí del corriente mes y año, sobre la 
inconstitucionalidad de los tribunales paritarios rnrales, en con- 
sonancia con el conocido principio de que los efectos de la decla- 
ración de inconstitucionalidad so limitan al juicio en que fue ad- 
mitida —Fallos: 183: 7tí; doct. Fallos: 202: 184 y sus citas—. 

Por ello se desestima la precedente queja, 

Benjamín- Villeoas Basavilbaso — 
Aiustórulo D. AnÁoz de Lajiadiud 
— Luis Mahía Bofki BoocKito — 
Ji-Lio O y h a y a ií te — Pbpbo Aiik- 
hasti ky — RicAKDo Colomuhes. 



FUAXCISCO ROMAN MONTALVO r n-ruu v. V MILUS HOIIKIOCEZ 
MEDIDAS DiSl Il'USA RIAS. 

No corresponde liacor hipar n la intervención ile la Corte por lu vía (le 
avocación a que se refiere rl nrt. 22 del Reglamento para la Justicia Nacional, 
si en la resolución recurrida la Cántara se hn limitado n imponer un aperci- 
bimiento ni letrado apelante, sin que resulte de lint eircunstaiieias del 
míe nadie exceso en el ejercicio del poder disciplinario propio de a.pH 
tribunal (■), 



MARDoNlO H. DIAZ MARTINEZ 
RECURSO DK AMPARO. 

La exigencia de otra vía legal prevista para In tutela del derecho que se dice 
vulnerado excluye el remedio excepcional del amparo. 

En consecuencia, no procede el deducido con invocación de loa art«. 14 y 18 
de In Constitución Nacional, por el -x Proeurndor de la Fiscalía de Estado 
de una Provincia, epBtra el decreto n.edinnte el cual se le- dejó cesante en el 
cnr^i, si la detnanda de amparo fué drsvst hunda por la Corte de Justicia 
provincial con fundamento en que los actos administrativos a que se refieren 
las actuaciones '-darían luffnr no al recurso que se intenta, sino ni conten- 
ciosoadininistrativo". 



(i) 21 de «setiembre. 
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FALLOS DB LA CORTE SUPREMA 



Dictamen del Procuraoor (l ex eral 



Suprema Corte: 

Annmi el recurrente haber sido privado en forma ilegal del 
cargo ipii' desempeñaba en la administración pública provincial 
do t 'h turnare a, por haberse decretado su cesantía con violación 
de las normas contenidas en el Kstatuto del Emplendo Público 
do la Provincia. Kntre dichas normas figuraría la míe proscribo 
dar id agente ojKirtuuidad de defensa nulos de disponer su sepa- 
ración dol cargo. 

Pretende por ello el apelante que In medida que lo afecta y 
do la cual recurre lia desconocido la garantía del art. 1S de la 
Constitución Nacional y la del art. 14 iiitor]>orada por la Con- 
vencidn Reformadora del año lS&fly qué concierne a la estabilidad 
en el empleo público. 

Sin pronunciarse sobre la relación directa ipie las disposicio- 
nes invocadas pueden guardar con la materia de la causa, la cual 
cae do lleno en esfera reservada a la regulación provincial por 
tintarse del régimen de la administración local tarts. 11*4 y IQa 
do la Constitución Nacional), pienso ipH' r en todo caso, el remedio 
federal intentado en autos es improcedente. 

Me fundo para ello cu lo declarado en la sentencia del a <pio; 
sin oont indicción del recurrente, con arreglo a lo cual, de haber 
mediado la pretendida violación del Kstatuto aludido, no se 
habrían agotado los procedimientos ordinarios que la ley prevé, 
toda vez que la resolución de que se tra'a habría sido recurrible 
por vía coiitenciosoadmiiiistrativa. 

Ku estas condiciones, y conforme con reiterada jurispruden- 
cia ile V. ti., el remedio excepcional del amparo no es admisible 



en lu situación do autos. 

Por todo lo cual, en consecuencia, cabo considerar mal con- 
cedido el recurso extraordinario a fs. líí, Buenos Aires, 11 de 



Vistos los autos: "Díaz Martínez, Mardonio K. t solicita re- 
curso de amparo del derecho de trabajo contra la decisión del 
Gobierno de la Provincia de ( 'afamaren". 

Considerando: 

l g ) Que, según consta en autos, el Sr. Mardonio R. Díaz 
Martínez inició demanda de amparo impugnando el decreto 149(>/ 



FALLO DE LA COUTK fill'HKMA 



Buenos Aires, 2."1 de setiembre de 1960. 
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§9 de la ProviMcia de Catamarón, por el que se le dejó cenante 
vínda'ííf 1/3) '° CU ° r dG ^ Wímm de Estatl ° de °™ Pv °- 
Que la Curto de Justicia de Catamarea, auto la cual se 
■alna promovido la demanda, desestimó las pretensiones del actor 

ímí¡, 1 /' uÉi%°***° í° *** MftWMO reéirso extra- 
ordinario ífs, lb/lí), que le fué eoiieedido <fs. 19) 

.P) Qnc^nl fundar su apelación, el recurrente sostiene m U0 
el acto administrativo -espato de] cual solicita amparo fué dic- 
tado sn, sumario m defensa previa*» y "en abierta violación 
de as claras disposiciones del Estatuto de Empleados Públicos 
de la I rovineia . Aduce, por tanto, que en el caso ba mediado 
*uli oración de las -aruntms atinentes a la defensa en juicio v la 
XaotnalT e, "P ltll,tl0 P" hlif '« fXW 18 7 14 de la Constitución 

4*) Que, según lo ha resuelto la Corte de Justicia de Cata- 
marea por interpretación de disposiciones locales, el acto admi- 
nistrativo a que se refieren las actuaciones "daría lagar no al 
recurso que se intenta, sino al eoutoneiosoadministtativo'* (fe 
m En tales condiciones, dado que lo decidido sobre el punto es" 
¡rrcvis.ble en esta instancia, habida cuenta de la materia sobre 
la que versa, va de suyo que no lia podido utilizarse el remedio 
excepcional do amparo, al que ha de jugársele excluido por la 
existencia de otra vm Ie K aI prevista para la tutela del derecho 
que se dice vulnerado (Fallos: 242: 434 v muchos otros) 

En su monto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ra , se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia 
uoJ reí'urso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aribtóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Lns María Boffi Boogero — 
Jruo Oyhanarte. 



AHGEXT1XA v. XESTOK LUIS CASAS v Otras 
PRESCRIPCION: Prrscríprión ndymitiva. 

]*fT? taí ¡±,rt qw ^* (1 *' Mnd,idM "o tesis «i**™,!., ei mmm 

to de la ley 14159 no obsta a la consideración de la defensa de prescripción 
opuesta por ellos, |wr cuanto dicho procedimiento sólo rige con respecto a 
los juieios de adquisición de iniri nebíes por la posesión continuada de los 
mininos , pero no impide que tal posesión continuada pueda nacerse valer 
WJi&r X ■ í! 80 °P Uí * ta nl Propreso «le 1« demanda, basada en el art. 4015 
ciel Código Civil, en casos como el debatido en la especie, en que el Estado 
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Nacional demanda ta devolución del exceso di' preño i|ue habría abonado 
por la compra de «na fracción en la que fué incluida — según el actor — 
tierra que le correspondía en propiedad. Tanto mía si los elementod de 
juicio obrantes cu la causa suplen el cumplimiento de las reglas enunciadas 
imr el art. 2A de tupidla ley. 

l'UKSl RJPCIOX: Prescripeión udqumtiva. 

Sumiendo de la prueba documental, testimonial y de presunciones la exis- 
tencia dt> netos postamos sobr- la trus ión cuestionada y no habiendo pro- 
bado el actor <|ue esa posesión haya si.lo interrumpida ni tpie se baya per- 
dido porque alguien haya ocupado aipiel terreno y gozado de él durante 
un año sin que las demandada- hicieran acto alguno de posesión o turbasen 
la del que turbó 1» suya, cabe concluir que ta prescripción treintañal opuesta 
como excepción es procedente, en los términos del art. 4lll"> del Código 
Civil. 



FALLO I>K LA (*OH TE SUPREMA 

Buenos Ai t es, 23 de setiembre de 1960. 

Vistos los ñutos: "Fisco Nacional c' Casas, Néstor Luis; 
María Luisa Pereyra Iraoln de Herrera Vegas y otra a incum- 
plimiento de contrato y devolución de dinero". 

V considerando : 

1?) Que en el presente juicio, el botado Nacional demanda 
la devolución de in*ti. 129.688*03 en concepto de exceso de precio 
que abonara a don Xéstor Luís Casan por la compra de la frac- 
ción de tierra ubicada en el Partido de (¡enend Sun Martín» Pro- 
vincia de Buenos Aires, correspondiente al 'ote 7 y parte de los 
lotes 8, 1U y 11, con una superficie de -J.227.ri4H nr 3583 enr. 
Como fundamento de la acción, aduce que, mediante mensura rea- 
lizada con posterioridad ¡i la venta, pudo comprobarse que la 
verdadera superficie vendida era de 2.10í).6")(> nr\ 143 enr, lo que 
significa una diferencia en menos de 117.8ÍÍ8 nr, 2124 cm% con 
respecto a la establecida en la respectiva escritura, añadiendo 
que el excedente mencionado correspondía en propiedad al pro- 
pio K»tado comprador (fs. 1 3). La demanda es contestada por 
las antecesoras de Casas en el dominio de la fracción vendida, 
Sras. María Antonia Pereyra Irania de Herrera Vegas y María 
Luisa Pereyra 1 ruóla de Herrera Vegas, quienes sostienen que el 
supuesto excedente vendido obedece al error de haber «i> conside- 
rado como límite del inmueble, en su rumbo Oeste, el Arroyo 
llorón, y no el alambrado situado más hacia el Oeste que aquél. 
Señalan que la referida extensión se hallaba comprendida dentro 
<le las tierras cuyo dominio adquirieron de sus padres, éstos de 
sus propios padres y, éstos últimos, por tradición de un tercero. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ~05 

Al efecto puntualizan: a) que con fecha 5 de diciembre de 1850, 
don .lose Manuel Guerrioo vendió a don Simón Pereyra una exten- 
sión de tierra compuesta de 1,800 varas de frente y legua y media 
de fondo, 1» que lindaba por el frente con el Río de Las Conchas, 
situado considerablemente más hacia el Oeste que la fracción 
situada entre el Arroyo llorón y el alambrado; b) i|ue toda esa 
superficie correspondió luego, por muerte de don ¡Simón Pereyra, 
a su liijo Leonardo, para quien fueron medidas cu el año 1K,")7, 
estableciéndose en el plano respectivo, como límite Xord-oeste, 
el Río de Las Conchas; c} que fallecido éste último, y tramitada 
su testamentaría, la referida chacra fué adjudicada en la hijuela 
formada para la esposa del causante, doña Antonia Irania de 
Ve rey ra ; d) que ]>or fallecimiento de esta últim. . en el año lííOO, 
el bien cuestionado quedó a nombre de los herederos instituidos 
Leonardo, María Antonia, María Luisa, Laura, Sara y Martín 
Pereyra Iraola, y que por escritura d' división de condominio 
otorgada con fecha 12 de febrero de 1912, parte de aquél — la 
compuesta por los lotes 7, 8, 9, parte del 10 y parte del 11 — fué 
adjudicada a las demandadas en condominio; y e) que el 28 de 
setiembre de 1931, las demandadas dividieron el condominio que 
tenían con sus hermanas l^aura y Sara Pereyra Iraola sobre 
parte de los lotos 10 y 11, pasando a ser propietarias, en condo- 
minio indiviso y por partes iguales, de la fracción de tierra que 
vendieron n Casas el 24 de abril de 1939. Explican que el domi- 
nio que transmitió don Leonardo Pereyra n su esposa quedó 
reducido hasta el alambrado existente al Oeste del Arroyo Mo- 
rón, a raíz de (pie, en el año 1872, la Municipalidad de San Martín 
adjudicó parte de la superficie comprendida entre el Kío de Las 
Conchas y el Arroyo Morón a los señores Joselyn y Carlos Huer- 
go, quienes la transmitieron a don Riideeindo Roen, y éste al 
Kstado Nacional ; poro advierten que ya la adjudicación del año 
1912 se hizo sobre la base de la mensura practicada por el agri- 
mensor Monteverde en el año 1911, quien tomó como límite Oeste 
del inmueble el alambrado colocado afios autos por don Leonardo 
Pereyra, añadiendo (pie de la misma manera procedió el agri- 
mensor Riiehieri, de la Dirección General do Ingenieros del Mi- 
nisterio de Guerra, tpie midió el terreno con motivo de la venta 
realizada a Casas en 1939. Sin perjuicio de todo olio, expresan 
que sn derecho sobre el supuesto excedente vendido se habría 
producido por prescripción, derivada de la posesión de mucho 
más de treinta años sobre aquél (fs. 39/67). 

2 P ) Que la sentencia de primera instancia desestimó la de- 
manda del Estado {fs. 379/38fi), pronunciamiento que fué con- 
firmado a fs, 430/441 por la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Federal y Contenciosoadministrativo, cuya sentencia, apar- 
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te de declarar que ei límite Oeste do la fracción vendida estaba 
dado por el alambrado aludido, dió por acreditada la posesión 
de las demandadas y de sus antecesores sobre la fracción en liti- 
gio durante más de treinta ;mos hasta el momento de la última 
adquisición por el Estado en el año 1939. 

IV) Que contra esta última sentencia, f*l Sr. Fiscal de Cá- 
nmra interpuso recurso ordinario de apelación, que es pror-ulcnte 
con arreglo a lo dispuesto por el art. 24, inr. (i, aj>. a), de! decreto- 
ley US.') Ó8 (ley 14.407). 

4 9 } Que el Sr. Prouirndor General, en su presentación de 
f¡& 44Í», da por reproducidos ante esta instancia los agravios opor- 
tunamente formulados por el Sr. Fiscal de Cámara en el escrito 
de fs. 408, 411, (pie son los siguientes : «) las demandadas no acre- 
ditaron debidamente la posesión invocada sobre la fracción en 
litigio, ni lian podido alegar sobre ella título alguno en virtud 
de no haber promovido oportunamente el juicio a que la ley 
14.1o9 condiciona la adquisición del dominio por prescripción 
treintañal: b) en la escritura mediante la cual el Kstado compró 
a don Rudecindo Roca el terreno lindero con el perteneciente a 
don Leonardo Pereyra figura, como límite Kste de aquél, el 
Arroyo Morón; c> Tanto las demandadas, como sus antecesores, 
lian reconocido como límite Oeste de la frneción vendida al Arro- 
yo Morón según lo demuestran Jas constancias del testamento 
de don Leonardo Pereyra, protocolizado en el año 1899, y la 
escritura otorgada el 12 de febrero de 1912. 

.7') <¿ue habiéndose opuesto por las demandadas la defensa 
de prescripción treintañal, ella det>e ser examinada y resuelta en 
primer término, desde que, en caso de prosperar, sería inoficiosa 
fu decisión de los restantes puntos con trovert idos. 

(i°) Que la circunstancia de que las demandadas no hayan 
obsemido el procedimiento de la ley 14.159 — invocada por el 
apelante — no obsta u la consideración de la defensa mencionada, 
por cuanto dicho procedimiento sólo rige con respecto a los 
"juicios de adquisición de inmuebles por la posesión continuada 
de los mismos", peni no impide que, en supuestos como el de 
autos, tal posesión continuada pueda hacerse valer por vía de 
defensa opuesta al progreso de la demanda, con base on lo dis- 
puesto por el art. 4015 del Código Civil. Por lo demás — como 
lo señala con exactitud la sentencia en recurso — los elementos 
de juicio obrantes en la causa suplen el cumplimiento de las 
reglas enunciadas por el art. 24 de aquella ley. 

7*) Que a los efectos de decidir el punto atinente a la 
posesión invocada sobre la fracción en litigio, deben tenerse en 
cuenta las siguientes circunstancias: a) (pie en los planos levan- 
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planchetas 3987 b. de fe. 267 y 268), los terrenos de Campo de 
Mayo so hallaban separados de la propiedad de la familia Pereyra 
Iraola, en el rumbo S.E., por el mencionado alambrado v no por 
el Arroyo Morón; b) que si bien en la escritura pública mediante 
la nial su adjudicó a las demandadas la propiedad de los lotes 7 
H v % y parte de los lotes 10 y 11, se determina, como límite Oeste' 
e Arroyo Morón (ver testimonio de fs. 250/256), las copias del 
plano levantado en el hÍío 1911 por el agrimensor Monteverde 
(ver ts. 1í y 279) demuestran que éste tomó también el alam- 
brado existente como límite Oeste del lote 7 ; e) que de la misma 
turma procedió el agrimensor Ricchieri en el año 1939 (ver plano 

8 p ) Que las mencionadas constancias documentales coinci- 
den asimismo con los dichos de los testigos ofrecidos por las 
demandadas, do cuyas declaraciones surge que el alambrado de 
referencia se encuentra colocado en el lugar que señalan los 
pimíos desde por lo monos treinta años antes de la venta reali- 
zada al Estado Xaeional (ver declaraciones de fs. 114, 115, 11 (i, 
1 S i y 1 88 ) . 

Que, por lo demás, constituye una presunción que corro- 
bora la posesión de las C -mandadas y de sus antecesores sobre 
la extensión de tierra cuestionada, el hecho prohado de que ésta 
formo parte do una superficie mayor que perteneció a don Simón 
I ereyra primero, y a don Leonardo Perevra después, cuya poste- 
rior reducción no obedeció a acto alguno do transmisión por parte 
de aquellos, sino a un mero reconocimiento de derechos formu- 
lado por la Municipalidad de San Martín a favor de los señores 
.Toselyn y Carlos María Huergo, el que, por otra parte, uo se 
extendió hasta el Arroyo Morón, sino hasta el mojón de piedra 
que se colocó a 118 metros 5 decímetros del cauco de dicho Afrp- 
yo : de acuerdo a la mensura realizada el 27 de noviembre de 
1872 por el agrimensor municipal Jorge Meinke (ver fs. 336 vta.). 

10*) Que surgiendo de la prueba de autos la existencia de 
actos posesorios sobre la fracción cuestionada (arts. 2384 y con- 
eoidantes del Código Civil), y no habiendo probado la 'parte 
netora que esa posesión haya sido interrumpida ni que se haya 
perdido porque alguien haya ocupado aquel terreno v gozado do 
el durante un año sin que las demandadas hicieran acto alguno 
de posesión o turbasen In del que turbó la suya, cabe concluir 
que la prescripción treintañal opuesta es procedente en los tér- 
minos del art. 4015 del Código Civil (Faltos; 182: 88; Machado. 
Exposición y Compntario del Códiqo Civil Argentino, tomo XI 
pág. 247; Salvat, Trotarla de Derecho Civil Argentino, Derechos 
Reales, 4* edición, 1952, tomo IT, n* 975 y sigtes.). 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 436/441 en lo que 
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ha sido materia de recurso ordinario de apelación. Costas de 
esta instancia a la parte adora. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ahistóhi'lo D. Akáoz i>e Lamadkid 
— Luis María Boffi Bougero — 
Julio Oyhanarte — Pedro Abe- 

RASTUBY. 



JOSE MIGUEL ZARATE 

ESTADO DE SITIO. 

Sí bien la jurisprudencia atinente a la suspensión de garantías individuales 
durante el estado de sitio ha experimentado una apreciante modificación, 
en el sentido m&s favorable a loa derechos humanos, continúa siendo nece- 
sario distinguir entre: a) la generalidad de las medidas de ejecución del 
catado de sitio que pueden adoptar las autoridades del Estado; y b) la fa- 
cultad específica de arrestar o trasla dar personas, reconocida al Presidente 
de la Nación, Aquellas medidas son susceptibles de control judicial, toda 
vez que aparezcan clara y manifiestamente irrazonables en los cusos con- 
cretos sometidos a juzgamiento. En cambio, los actos a través de los cuales 
se pone en movimiento la facultad — privativa del Presidente de la Nación — 
de arrestar o trasladar personas, son judicialmente irrevisibles en todos los 
supuestos, salvo que medie transgresión a los límites trabados por el art. 23 
de la Constitución Nacional. 

ESTADO DE SITIO. 

Es irrevisible en sede judicial el neto mediante el cual el Presidente de la 
Nación empleo ta facultad privativa que le confiere el art. 23 de ta Consti- 
tución Nacional, de arrestar a una persona dnranle el estado de sitio. 

ESTADO DE SITIO. 

Si las pruebas de las que el apelante dice haber sido privado tienden a 
demostrar que "las causas invocadas para la detención" ordenada por el 
Poder Ejecutivo durante el estado de sitio, no fueran las que el órgano 
competente adujo, tales elementos de juicio no guardan relación alguna con 
la exigencia de razonabilidail, sino más bien tenderían a acreditar el error 
o la improcedencia partinlnr det arresto, por lo que el interesado carece 
de derecha a producirlas. 

ESTADO DE SITIO. 

Aceptar que los magistrados judiciales p»edan con 1 rolar las decisiones del 
Presidente de la Nación respecto de ta detención de una persona durante el 
estado de sitio y con referencia ni error n la improcedencia particular del 
jirresto, equivaldría a operar una inválida transferencia de funciones: el 
Pnder .luilicial se sustituiría al Ejecutivo, asumiendo, en cada caso, et efectivo 
y eonareln ejercicio de las atribuciones en juego, con desmedro del sistema 
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institucional vigente y del principio con arreglo al cual eada poder del 
Estado, dentro de los límites de su competencia, obra con independencia de 
los otr i dos en cuanto a la oportunidad y extensión de las medidas que 
adopta y Je los hechos y circunstancias que las determinan. 

JUECES. 

A los jueces no les es dado recibir prueba destinada a impugnar actos 
judicialmente irreviaibles, por cuanto la mera aceptación de ella comportaría 
ya un principio de juzgamiento. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

Es improcedente La tacha de arbitrariedad deducida contra la sentencia que 
no liace lugar a la producción de medidas de prueba tendientes a impugnar 
un acto judiciahr^nte irreviaible, como es la detención de una persona, por 
orden del Poder Ejecutivo, durante la vigencia del estado de sitio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de ranstiturionalidad. Facultades del 
Poder Judicial. 

Es improcedente la impugnación de im-unstitucionalidad formulada contra 
la ley 14,785, sobre estado de sitio, porque, en virtud de su naturaleza, 
constituye un acto no justiciable. 

ESTADO DE SITIO. 

La extensión temporal y territorial de) estado de sitio es facultad exclusiva 
del Congreso o del P<,der Ejecutivo, en su caso. 

II A REAS CORPUS. 

El hábeas corpus, no obstante la tramitación procesal sumaria, permite el 
análUis de las cansas invocadas por el Poder Ejecutivo o por el detenido 
para decidir si corresponde o no el progreso de la acción, ya que la existencia 
del estado dv sitio, con el que se justificaría la detención, sólo permite al 
Poder Ejecutivo el ejercicio razonable de las facultades que le correspon- 
dieren y deja intactas las de) Poder Judicial. 

En consecuencia, son procedentes las medidas probatorias individualizadas 
por el peticionante y cuyo resultado puede indicar si su situación se halla 
o no dentro de la esfera de actividades que se desean reprimir mediante el 
estado de sitio. 

Corresponde, así revocar la sentencia que, sin permitir al detenido la pro- 
ducción de tales pruebas, rechaza el hábeas corpus en atención a que la 
privación de la libertad se ajusta formalmente a las atribuciones conferidas 
al Poder Ejecutivo por el art. 23 de la Constitución Nacional (Voto del Sefior 
Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero). 

DtCTAMEN DEL, I*ROCf RADOH GENERAL 

Suprema Corte: 

Como lo señalara el tribunal a quo en su pronunciamiento 
de fs. 45, V. E. tiene ya resuelto <me la estimación de las cireuns- 
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tandas que hagan necesaria la declaración del estado de sitio o su 
uiantení miento, así como el lugar o los lugares del país en que 
aquél debe inqjerar, es facultad reservada en forma exclusiva 
al ^Congreso o bien, durante el recoso de éste al Poder Ejecutivo 
(Fallos: 236: 632 entre otros); y, asimismo, que es del resorte 
exclusivo de este ultimo el apreciar y resolver en cada caso sobre 
la oportunidad de adoptar, en salvaguardia del orden público, las 
medidas o restricciones autorizadas por el art. 23 de la Constitu- 
ción Nacional (Fallos: 196: 584 y 242: 540). 

En consecuencia, y resultando de autos (fs. 8) que la deten- 
ción que sufre José Miguel Zarate ha sido dispuesta en virtud 
de las facultades que la cláusula constitucional ya citada confiere 
ni Presidente de la República, opino t\w corresponde confirmar 
el fallo apelado en cuanto ba sido materia del recurso extraordi- 
nario deducido a fs. 48. Buenos Aires, 28 de junio do 1960. - 
Humon La&mno. 
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Buenos Aires, 23 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Zarate, José Miguel s/ recurso de babeas 
corpus a su favor". 

Considerando : 

l 9 ) Que, a fs. 1/3 de estos autos, se promovió "recurso de 
babeas corpus" en favor de José Miguel Zarate, con motivo do 
bnlwr sido éste "detenido el día 7 de noviembre de 1959 a las 5, 
en momentos de retirarse de la reunión del Movimiento Obrero 
Unificado realizada en la vecina ciudad de Avellaneda". Recha- 
zada la petición en primera y segunda instancias (fs. 12 vta./13 
y 45), fué interpuesto recurso extraordinario (fs. 48/49) o-ie el 
tribunal a quo concedió (fs. 50). 

2*} Quo las razones expuestas en apoyo de la apelación son 
las siguientes: a) el actor, no obstante haber anticipado —en su 
escrito de fs. 1/3— que ofrecería y produciría pruebas "a fin 
de demostrar que las causas invocadas para la detención de José 
M. Zarate no eran las aducidas en el decreto del Poder Ejecutivo 
Nacional", no ba podido valerse de tales pruebas; h) ol ejercicio 
nue el Presidente de la Nación ba hecho, en el caso, de las atri- 
buciones previstas en el art. 23 de la Constitución Nacional, impor- 
taría desconocimiento del requisito de "razonnbilidad", al que 
la doctrina jurisprudencial ha estimado de observancia inexcusa- 
ble; e) la ley 14.785, declaratoria del estado de sitio, adolecería 
de inconstitueionalidad en razón de no mediar "conmoción inte- 
rior" ni "ataque exterior" que la justifiquen y de haber sido 
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sancionada "por tiempo indeterminado" y para "todo el país" 
Que en lo concerniente al primero de los indicados agra- 
vios, sin perjuicio de señalar que la apelante no ha enunciado 
concretamente cuales son las pruebas de que habría podido va- 
erse m demostrado la pertinencia de ellas con relación al caso 
lo que en si mismo bastaría pura fundar un pronunciamiento de 
esta Corte adverso a la petición formulada (Fallos: 244 r 240) 
existen otras razones decisivas que llevan a idéntica' conclusión! 

4*) Que, en efecto, según si- desprendo de las constancias 
agregadas a la causa, la detención que Zárate sufre no es sino 
el "arresto' 1 a que se refiere el art. 23 de la Constitución Na- 
cional, o sea que ha sido dispuesta por el Presidente de la Nación 
n tin de "asegurar la tranquilidad pública" v "de acuerdo con 
las tacultades que le confiere el estado de sitio" (fundamentos 
de decreto 12.859/60, f s . 8). En consecuencia de ello, la solución 
del presente juicio no ofrece dudas. Ks cierto que la jurispru- 
dencia atinente a la suspensión de garantías individuales durante 
el estado de sitio ha experimentado una apreeiable modificación, 
en el sentido más favorable a los derechos humanos, a partir del 
fallo dictado en el caso "Antonio Sofía v otro" (Fallos- -»43- 
504 y además, Fallos; 244: 59). Pero también lo es que, no obs- 
tante la circunstancia mencionada, habida cuenta de los preceptos 
constitucionales que rigen el punto, continúa siendo necesario 
distinguir entre: a) la generalidad de las medidas de ejecución 
del estado de sitio que pueden adoptar las autoridades del Esta- 
do; y h) la facultad específica de arrestar o trasladar personas, 
reconocida al Presidente de la Nación, Aquellas medidas son 
susceptibles de control judicial, toda vez que aparezcan clara y 
manifiestamente irrazonables en los casos concretos sometidos a 
juzgamiento. En cambio, los actos a través de los cuales se pone 
en movimiento la facultad de arrestar o trasladar personas —fa- 
cultad ( ( ue la Constitución define como privativa del Presidente 
de la Nación— son judicialmente irrevisibles en todos los supues- 
tos, salvo que medie trasgreaión de los límites trazados por el 
propio art. 23 de la Ley Fundamental (doctrina de Fallos • 158 • 
391; 160: 104; 167 : 254; 170: 246; 195: 439; 196 : 584; 197: 483; 
235: 681 ; 236: 632 y 657 ; 242 : 540 ; 243: 504, cutre ot- , como 
sucedería si el Presidente do la Nación aplicara una pena o 
negara el derecho de opción para salir del territorio argentino 
debidamente invocado por el interesado. 

5*) Que, ello aclarado, se hace maniftest o que las preten- 
siones del actor no son atendibles. En el c; .¿o, se trata, justa- 
mente, del empleo, por parte del Presidente de la Nación, 'de la 
facultad de arrestar que invisto. De acuerdo con lo expuesto, 
pues, el acto impugnado es irrevisible en sede judicial v así cabe 
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declararlo, como con acierto lo han hecho el juez interviniente 
y la Cámara a quo y como lo dictamina el Sr, Procurador Gene- 
ral. Por lo demás, las pruebas de que el apelante dice haber 
«ido privado habrían estado dirigidas a demostrar que "las cau- 
sas invocadas para la detención" no fueron las que el órgano 
competente adujo. Está claro, pues, que dichas pruebas no guar- 
dan relación alguna con la exigencia de razonabilidad — según 
ésta ha sido caracterizada por ta Corte Suprema — , sino que más 
bien tenderían a acreditar el error o la improcedencia particular 
del arresto. Precisamente por ello el interesado ha carecido de 
derecho a producirlas. Entender lo contrario, esto es, aceptar 
que los magistrados judiciales puedan controlar las decisiones 
del Presidente de la Nación en esta materia y con el alcance qui- 
se pretende, equivaldría a operar una inválida transferencia de 
funciones: el Poder Judicial se sustituiría al Ejecutivo, asumien- 
do, en cada caso, el efeetivo y concreto ejercicio de las atribuciones 
en juego, con desmedro del sistema institucional vigente y del 
principio con arreglo al cual cada iioder del Estado, dentro de 
los límites de su competencia, obra con independencia de los otros 
dos en cuanto a la oportunidad y extensión de las medidas que 
ndopta y de los hechos v circunstancias que las determinan (Fa- 
llos: lí),i : 42¡> y «57 ). 

ÍF) Que, por tanto, corresponde desestimar el agravio mb 
rramine. A los jueces no les es dado recibir prueba destinada a 
impugnar actos judicialmente irrevisibles, por cuanto la mera 
aceptación de ella comportaría ya un principio de juzgamiento. 

7 P ) (¿ue las precedentes consideraciones obligan a desechar, 
asimismo, la tacha de arbitrariedad deducida en el escrito de 
interposición del recurso. Y lo propio cabe resolver acerca de la 
impugnación de inconstitucionalidad que se formula contra la 
léf 14.785, la que, en virtud de su naturaleza, constituye un acto 
no justiciable (Fallos: 236: 657 y 243 : 504). A lo que debe aña- 
dirse que el problema referente a la extensión temporal y terri- 
torial del estado de sitio ha sido anteriormente contemplado y 
resuelto por el Tribunal, en forma adversa a las alegaciones del 
recurrente (Fallos: 236; 632). 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
rnl, se confirma la sentencia de fs. 45, en cuanto ha sido materia 
del recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbtilo D. Aráoz de Lama nn id 

— Luis Maiiía Boffi Booobro (cm 
disidencia) — Julio Oyhaítaiite 

— Pedro Aberastury — Ricardo 

COLOMBRES. 
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ícia del Señor Ministro Doctor Don 
Y considerando: 

Que, en cuanto a la solución de esta causa interesa, ella reco- 
noce una identidad esencial con la resuelta por esta Corto l\ 10 

Que procede, en consecuencia, mediante la remisión brevitatis 
causo a los fundamentos que el suscripto expuso en esa oportu- 
nidad, revocar la sentencia recurrida. 

Por lo tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
de!' reculé SentG,lCm apelatla cn ™ n *° ha materia 

Luis María Bofki Bou<;eroí 



ENRIQUE RODRIGUEZ CRESPO v. DIARIO "LA LIBERTAD" 

fM mmm Y €0MPETESClA - towmm mm** r or i» pe r,<>»<,, 

De conformidad «D lo dispuesto M los arts. 100 y 31 de la Constitución 
""O™* <iue se promuevan contri ln Nación — incluidas Jas que 
jet«n sobre cuestiones laborales- deben ser llevadas ante los tribunales fe- 
derales, y sub ante ellos, malgrado 1„ q ni . vn contrario pndiem disponerse en 

En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que, fundándose en que 
el hecho de que la Nacón sea parte en el juicio "no obsta a la competencia 

t^JSritsjz&r prowde en d paso ,a íntervend6n u ia 



EUGENIO ESTRADA v. JUAN' T, ARIAUDO 

fíECl'fíSO KXTRAORDIXAHW: Sequilo, m ^ Cuntió»» m fíales. 
Sentencias arbítranos. Principios generales. 

La .jurisprudencia de la Corte sobre sentencias arbitrarias no tiene por 
objeto la corrección en tercera instancia de divisiones equivocadas o que se 
estimen tales, sino que está flirijrida a la revisión de tos pronunciamientos 
en los que se advierta la inexistencia de la* calidades mínimas pura que el 
acto impugnado constituya una sentencia judicial. 



f") 2S rtc setiembre. Fallos: 238: 395. 
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RECURSO E X TñAORDIX ARIO : RrqHixiiw propio,, C«e*tia„e f no federales. 
StHteHeia» arbitrarias, improcedencia del rrcurto. 

Si la ¡¡puteada de la Cámara Central Paritaria establece, aceptando la prue- 
ba respectiva, qua la niodi litación del precio del arriendo lia tenido lugar 
en lo* años 1!M9 y 1WU y se remite a la jurisprudencia de ¡os tribunales 
paritarios acerca del m ra éter atribnihle a aquella modiiicacióu, cualquiera 
sea el acierto o error de lo resuelto, tiene fundamentos suficientes que impi- 
den la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad. 

Kn tales condicionen, los principios constitucionales de la defensa en juicio 
y del debido proceso legal no guardan relación directa e inmediata eon 
materia del tallo, impugnado por el apelante con fundamento en que, al orde- 
nar el ilenalojo del prediu arrendado, prescindió de la prueba documental 
aportada y en qu» a* apoya en meras nf inunciones dogmática* del juzgador. 

Dictamen* uel Procurador General 
Suprema Corte: 

Tant» en la apreciación de la prueba, como en la determi- 
nación del dereiho aplicable, el a quo ha obrado, en mi opinión, 
dentro de las facultades que son propias de los tribunales ordi- 
narios de la causa. Fot lo demás el fallo apelado se funda en 
razones de hecho y de derecho común suficientes para susten- 
tarlo, coa las que no guardan relación inmediata ni directa las 
garantías constitucionales que se invocan, 

Kn consecuencia el recurso extraordinario deducido a fs. 89 
es improcedente v corresponde declarar que ha sido mal acorda- 
do a fs. !18. Buenos Aires, 6 de abril de 1960. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Estrada, Eugenio c Arlando, Juan T. a/ 
excepción prórroga legal art. 52, inc. d". 

Considerando: 

1°) Que el recurrente tacha de arbitraria la sentencia de la 
Cámara Central Paritaria de Arrendamientos y Aparcerías Ru- 
rales de fs. 82/85 con base en la doctrina de esta Corte sobre la 
materia, afirmando: a) que la decisión del a quo, al ordenar el 
desalojo del predio arrendado, prescinde de la consideración de 
la prueba documental obrante de fs. 13 a fs. 30, en virtud de la 
cual está demostrada la modificación del precio de la locación y, 
por tanto, la existencia de nuevo contrato que hace inaplicable la 
causal de rescisión a que se refiere el art. 52, ine. d), de la ley 
13,246; b) que la sentencia se apoya en meras afirmaciones dog- 
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mátieas del juzgador, que la descalifican como acto judicial- c> 

vierais ZT— Cl * de U arl í itra ™ d «<* »^Ua, recitan 
vulnerados los principios y garantías constitucionales de la de- 
fensa en juicio y el debido proceso lega]. 

*) Que, en verdad, la sentencia de fs. 82/85 no ha prescin- 
dí do de la prueba invocada por el recurrente. Antes bien, ha 
entendido , qU y de ella debía concluirá que la modificación do 
precio había tenido lugar, como lo sostiene el propio recurrente 
en los anos 1949 y 1954 (considerando II). ^cuirento, 

• ;í9 \ ^fj* aei 'tencia no aparece fundada en meras afirma- 
uones dogmáticas, sino en remisión expresa a la doctrina juris- 
pnideneml de esos organismos administrativos, según la cual la 
modificación voluntaria del precio del arriendo posterior al 31 
de mayo de 1950 no importa nueva contratación a los efectos de 
a detonninaemn de los plazos de la locación (ley 13.246, arts. 50 
} aj, Kev*. La U t. 81, pág. 461, entre otros). 

m Que la jurisprudencia elaborada por esta Corte en ma- 
na de sentencias arbitrarias lia establecido reiteradamente quo 
ella no tiene por objeto la corrección en tercera instancia de deci- 
siones equivocadas ^ que se estimen tales (Fallos: 245; 327 y 
los alh citados), sino, que, por el contrario, está dirigida a lá 

w!?'¡ i 6 W^^^ en ios <» ue 86 ^vierta la inexis- 
tencia de las calidades mínimas para que el acto impugnado cons- 
tituya una sentencia judicial (Fallos: 237: 74; 239: 126 y otros). 

-i ) Que, a mayor abundamiento, corresponde recordar lo 
que expresara sobre cuestión semejante la Suprema Corte de los 
Lstados Luidos en el caso "Chicago Ufe Insurance Company et. 
al. v Cherry": "cada vez que se dicta una sentencia equivocada 
contra mía persona, esta se ve privada de su propiedad cuando 
en derecho no debió haber ocurrido así; pero cualquiera sea el 
fundaniento, si la equivocación no es tan grosera que aparezca 
como algo inconcebible dentro üe una racional administración de 
justicia, la misma no es otra cosa que imperfección humana y 
no una negación de derechos constitucionales. La decisión de los 
Tribunales de Illinois, acertada o errónea, no constituvó tal nega- 
ción" (voto del juez Holmes, 244 U.S. 25). 

6*) Que, conforme a lo señalado en los considerandos ante- 
riores, la sentencia recurrida, cualquiera sea su acierto o error 
üene fundamentos suficientes que impiden la aplicación de la 
doctrina de la arbitrariedad, habida cuenta de su carácter excep- 
cional (Fallos: 235 : 774 y otros). v 

en tales condiciones, las cláusulas cons- 
titucionales invocadas no guardan relación directa e inmediata 
con la materia del fallo recurrido en los términos de la jurispru- 
dencia de esta Corte sobre el art. 15 de la lev 48 



ríe 



FALLOS l>h LA COBTK SI'I'RKMA 



Por olio y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
hc declara improcedente el remiso extraordinario concedido a 
fu. 98. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AiUSTÓBlM.O D. AltÁOZ DE LAMADHID 
— Ll.'IS M Allí A BOFFI BociUETtO — 

Julio Oyhanahte — Ricardo Co- 
ló» bres. 



BARTOLOME HORACIO SANTA MARIA v. JESUS HEREIHA 

fíRCUfí&'O RX TU A OHMXA RlOi É*&i*iÍ6» /«rww/r*. firfwéwclrfi th la ettet- 
ium federal Oportunhhul, 

Toda vez que hi competencia de las Cámaras Paritarias de ArEcndnimclUu^ 
y Aparcerías Un rule- puede y ilebc* cuestionarse en el trámite aiilc las mismas, 
de cuy* sentencia cabe recurso extraordinario ante, la Corte mediando i-m-s- 
ü'óit federal bastante, ea tardía la propuesta después de firme aquélli. 
durante au ejecución. 

KRi'l'íiSO RX TRAOIiDt X ARIOi Requisito* furntair». Introducción de la rM«- 
líón federal. Oportunidad. Resolneión sobre la oportunidad del planteamiento. 

Ln declaración expresa del tribunal .superior de la causa cu el sentido de que 
ln cuestión federa! fué inoportuna mente planteada nn es revisihle en k 
instancia extraordinaria, salvo vi caso de arbitrariedad. 

t UXSTlTn iOX XACIOXAt,: Rfreto* ds l„ deehracióu de ¡mmiMiUieumulidml. 

Iji circiiTisluncia de que ln Corte baya declarado la iiuonstítueicinalidad de 
]jls <YuiijHrjis Pjuit ¡iritis de Arrendamientos Hundes un obsta al rechazo del 
recurso extraordinario si, en el cuso, la cuestión federal nn fué planteada 
oportuna lítente, Kilo, cu virtud del principio de que loa efectos de la decla- 
ración de ¡ncoiistüuemniili.lad se limitan al juicio en que fué admitido. 

Dictamen* uel Procurador General 

Suprema Corte: 

La decisión en recurso, que desestima por extemporáneas las 
pretensiones articuladas por el apelante, se funda en la doctrina 
de V. Vé. de acuerdo con la cual la iuconstitucioiialidad de los 
organismos paritarios planteada en el trámite de ejecución de 
sentencia resalta lardía. 

En consecuencia, y por aplicación de ese criterio, el recurso 
extraordinario intentado es improcedente y ha sido mal acor- 
dado a fs. 10. Así corresponde declararlo. Buenos Aires, 17 
do setiembre de 1959. — Ramón Lasruno. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buer.os Aires, 23 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Manta María, Bartolomé Horacio c/ Je- 
sús Heredia s/ ejecución de sentencia". 

Considerando : 

(¿ue la sentencia apelada, confirmatoria de la de primera 
instancia, desestima por extemporáneos los agravios del recu- 
rrente, fundados en Ja pretendida ineonstitueionalidad de las nor- 
mas Urales que organizan las Cámaras Paritarias de Arrenda- 
mientos y Aparcerías Rurales. 

(Jue en el recurso extraordinario que ha sido concedido a 
fs. 10 se reiteran las mismas cuestiones con base en los arts. 67, 
inc. 11, 100 y 104 de la Constitución Nacional. Al respecto debe 
recordarse que es doctrina afirmada por este Tribunal que "toda 
vez que Ja competencia de las Cámaras Paritarias de Arrenda- 
mientos y Aparcerías Rurales puede y debe cuestionarse en el 
trámite ante las mismas, de cuya sentencia cabe recurso extra- 
ordinario ante esta Corte mediando cuestión federal bastante, 
la propuesta después de firme aquélla, es de todos modos tardía" 
(Fallos: 237: 633) ; como así también de que la declaración expre- 
sa del tribunal superior de la causa en el sentido de que la 
cuestión federal fué inoportunamente planteada no es revisible 
en Ja instancia extraordinaria (Fallos: 188: 482; 242 : 474 y los 
allí citados; confr. también, Robertson y Kírkham, Jurisdtction 
of the Supreme Court of the Vmted States, págs. 105 y 106). 

Que por lo demás, no es óbice para el rechazo de la apelación 
lo decidido por esta Corte en los autos "Fernández Arias E. c/ 
Poggio J.", con fecha 19 del corriente mes y año, sobre la incons- 
titucional idad de los tribunales paritarios, rurales, en consonancia 
con el conocido principio de que los efectos de la declaración de 
inconstitucionatidad se limitan al juicio en que fué admitida 
—Fallos: 183: 76; doctr. Fallos: 202 j 184 y sus citas; sentencia 
del 21 de setiembre pasado en la causa Y. 16. XIII. B. de H. 
"Yraizoz, Ernesto y Juan Carlos c/ Bcngoeehea, Demófilo v 
otro"—. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 10. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Soguero — 
Julio Ovhanarté — Recardo Co- 

LOMBRES. 



FALLOS DE LA COKTK sd-M-MA 

PRAXCISCO ANDRES KANTIN* 

RECURSO DE AMPARO, 

No pfO«de ln acción fie amparo i-tuindo existe vis procesal apta pani la 
miela del derecho cjuc se afirma violad,), 

ufa raso tm amparo. 

Im circunstancia de Imbcrsp deducido acción de amparo no autoriza a <u«.tt- 

tuir los jueces n quienes incumbe el t ncimiento a qtu\ en el caso, hubiere 

lugar. 

EKHOHT0: CumpiimitHto. 

Ijiü observaciones 411c los particular*** entienden proceder, respecto de 

didas dispuestas por exhorto, dclien proponerse mite el juez requirente. Kilo 
es «£ aún cuando el automotor cuyo secuestro se pide linyn sido sacado de 
la jurisdicción del juez exhortado. 



FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Muchos Aires, 2,'t tic setiembre tic t9b"0. 

Vistos los autos: "Recurso tic hecho deducido por el actor 
en Itt causa Fautín, Francisco Andrés s/ apelación decretos de 
fecha 11 y 18 de febrero de ffi30>% pura decidir sobre su pro- 
eedeneia. 

Considerando : 

i¿m> coa arreglo n jurisprudencia reiterada de cstn Corte, 
m> procede la acciói de amparo cuando existe víii procesal apta 
para la tutela del derecho que st* afirma violad© —Fallos: 24."): 
2(¡!»: causa "Minien, & A.", sentencia de 27 de mayo del año 
cu curso y otros — . 

Que, por Jo demás, es también jurisprudencia — Fallos: 24o: 
8 y oíros — que la acción iniciada de amparo no autoriza a susti- 
tuir los jueces a quienes incumbe el conocimiento a que hubiera 
lucrar en el cuso, que en la especie sí 1 luí declarado ser el exhor- 
tante. Habida cuenta de que tal doctrina es ajustada a derecho, 
en cuanto, en circunstancias como las de tintos, las observaciones 
que los particulares entienden proceder, respecto de medidas 
dispuestas por exhorto, deben proponerse ante el juez requirente 
—Fallos: 2;i7: :W8 y otros— la queja debe ser desechada. La sola 
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Por olio se desestima la 



Benjamín Villegas Bahavilbaso — 
Aristóbulo D. Aháoz de Lamadxud 
— Jvuo Othanarte — Pedro 
Abeeastuby — Ricardo Colom- 



COMl'AÑIA IÜ SEGUROS i.f¡ VIDA SUD AMERICA — Hot 
B USTE LO LOPEZ- v. P. LAMELA DE GIL v Otros 

HKfTHSO EXTRAOfíülXARlO: Requisita* propia, Mmm*H no federal» 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

Et pronunciamiento de la Cámara que, al conocer de | a apelación v en ratón 
de haber piifati o en autoridad de cosa juz^ln actuaciones cu JtLada 
« primera matancia por el recurrente, desestima de oficio Jo atinente a la 
ul dad de a ;i u lia*, es ^susceptible de rc, ur so extraordinario con funda- 
mento en « doctrina sobre arintmriedad y en la garantía de la defensa. Ello 
c.^, tanto más «en el precedente invocado como fundamento de la apela- 
non, a «ilerencia del caso, no mediaba resolución anterior firme t 1 ). 

SAMUEL VAITMAN v. PEDRO MAURICIO LOREDO 

W^^T^^f^^ Hequ! * Íto * ***** e*mnm »o federad. 
Interpretación de normas tocatas de procedimientos. Casos varios. 

m «tinente al procedimiento a seguir a Jos fine» del cumplimiento de la 
ocupación del ámbito ofrecido por el locador, en lo, término/ de la sentencia 
que puso hu »| pinto, es punto que no reviste carácter federal { a \. 

^^J X J fíA0RD/XAfím: fíales, 
interpretación de normas y actos comíate*. 

^cuestiones referentes a la interj.retación del nrt. 3' deJ decreto fc* 8891/57 
> *i <le Ja lev 14.H-.1. sobre desalojos, son «jemas nt recurrí extraordinario. 



(l) 2.1 de setiembre. Fallo»: 239; 106. 
(») 2S de Hetie.al.re, 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



PROVINCIA Mi BUENOS AIRES v. FERROCARRIL NACIONAL 

GENERAL ROCA 

PItt'KHA : Ofrn imiruttt <i producciín. 

Es iinpnxfili'iitc Ui negligencia respecto ti tu producción de la prueba peri- 
cial si, habiéndose solicitado en oportunidad de I» audiencia del art. 142 de 
la ley iO el nombramiento di 1 un perito Único de oficio, difluí prueba revista 
carácter común y no resulta de autos i|in> medie oposición o disconformidad. 



Vistos los autos: "Buenos A i ros, La Provincia o Ferrocarril 
Nacional (¡ral. Roca s oohro d posos (nifn. 6.CHHL — )", para 
resolver la negligencia acusada a Es» 13. 

Y considerando : 

Quo con arreglo a la jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
habiéndose podido en la audiencia del art. 142 de la ley 50 el 
nombramiento de un perito único de oficio (ver fs. 5), In prueba 
pericial reviste carácter común, salvo el supuesto do mediar opo- 
sición o disconformidad (Fallos: lUíi: 38 y los allí citados), que 
no resulta de autos. 

Que, en tales condiciones, la negligencia acusada, respecto a 
lo producción de la prueba pericial, no puede prosperar. 

Por ello se resuelve no hacer lugar a la negligencia acusada 
a fs. IfS. Con costas. 



ANTONIO LOMBARDO v Otros v. MEGISMCNDO P. FRANCO 
SOTIFICACIOX, 

No habiéndose constituido domicilio en la queja, corresponde tenor nt re- 
éntrente por notificado de la sentencia con la nota del ujier y notificar la» 
providencias sucesivas en los estrados del Tribunal. 

RECURSO DE QUEJA. 

La circunstancia de iro haberse constituido domicilio en la queja no puede 
-■]■ razón pnrn impedir el tramite legal de la causa, ni para excusar la 
responsabilidad de tos itti puestos (pie se adeuden. 



FALLO PE LA CURTE SUPREMA 



Buenos Aires, L?(i di- setiembre de 1960. 



Benjamín V [llecas Basavilhaso — 
AmsTÓHVU) I). Atúoz de Lamaorid 
— Lns María Bofki Bogoero — 
Peuiio Akehastchy. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Siendo obligación de las partes constituir domicilio, la falta 
de cumplimiento de dicha obligación es equiparable, a nú juicio, 
a la constitución de un domicilio inexistente, Por ello, estimo de 
aplicación al caso la doctrina de V, E. de Fallos: 212 • 14 v con- 

sucesivo notificar por nota al recurrente 
Jas providencias que so dicten. 

En cuanto al importe que se adeuda en concepto de sellado 
correspondería practicar nueva liquidación y hacérselo saber ai 
responsable en la forma indicada. Buenos Aires, 13 de setiembre 
de IííGU. — Ramón La^cano. 

PALM) JE LA COIfTK StTREMA 

Buenos Aires, 2íí de setiembre de I!>(¡0 
Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
¡,"„¡¡1 " P » < " m ' Sa Ij ° ,nlmrdo ' Antonio */ Franco, Segis- 

Y considerando ¡ 

Que dadas las constancias de fe 12 y 23, con arreglo a la 
doctrina de esta Corte {Fallos; 212: 14), corresponde notificar 
al recurrente por nota, pues la circunstancia de no haberse cons. 
■ tunlo domicilio en la queja, no puede ser tazón para impedir el 
tramite legal de la causa, ni para excusar la responsabilidad de 
ios impuestos que se ndenden. 

Por ello y lo cotieordantemeiite dictaminado por el Sr. Pro- 
curador (¡enera 1, se resuelve tener al recurrente por notificado 
de la sentencia de fs. 12 eon la diligencia de fe 12 vta., debiendo 
Ja presentí- resolución y las providencin> que se dicten en lo 
sucesivo notificarse en los estrados del Tribunal. Practíqnesc 
nueva liquidación del sellado adeudado y hágase saber al inte- 
resado en la forma indicada. 

Benjamín Villeoas Basavilbaso — 
Abistóbülo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte — Pedro 
Aberastv/iíy. 
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KALLOti DE l,A fORTK BUPREltt 



S. A. CREDITO ENTRE RIOS 

RECVRSO KXTRAOROIXARÍO: Bequi-it»* propí,,*. Srutemua tlefmitira. Be- 

falnrinnr* tmtiriwx ii ia m-nteuviit ctrfimftnt Varmi. 

Us revolucione* <pie admite» molidas di- prueba no revisten carácter de sen- 
tenria infinitiva a los efecto* del recurso extraordinario, pura no ponen fin 
11 In ean»a ni impidan au continuación. 

liKCl RSt) EXTRAOfíDIXARlO: Rtq„mto* mmmnr*. GraCamen. 

La* rcMolucioncH atinentes n lu admisión di* medulas de pruebo no cansan 
irruvatuen insusreptinlc do reparación en las instniicia* ordinarias. 

PRUEBA: A prenoción. 

Im eticada de las pruebas debe ser apreciada en lu sentencia, sin (pie ipiepa 
antes iihrir juiein sobre su valor para lit solución del pleito. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2ti de setiembre de lílb'O. 

Vistos los autos: "Keeurso do hecho deducido por la actorn 
en la causa Crédito Entre Rías S, A. c/ Inquilinos, subinquilinos 
y -> «ñipantes del F Piso tli- lo finco calle Kntre Kíos 122S", para, 
decidir solire su procedencia. 

Y cousidernndo; 

Que las resoluciones cpio admiten medidas de prueba no lian 
sido declaradas definitivas por la jurisprudencia de esta Corte. 
Kn efecto, además de que ocurren en el curso del procedimiento 
y no ponen fin a la cansa ni impiden su continuación, no causan 
iri-iivmueii ipie no admita reparación en las instancias ordinarias. 
Es, en efeiíto, eu la sentencia del juicio, cuando tales pruebas 
delwn ser apreciadas sin que quepa antes abrir juicio solire su 
valor para la solución del pleito. 

Que en tales condiciones, toda vez ipie la invocación de los 
arts. 10¡ 18 y 19 de la ('(institución Nacional y de la jurisprudencia 
establecida en materia de arbitrariedad no suple la falta de sen- 
tencia definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48, el re- 
curso de hecho debe ser rechazado. 

l'or ello se desestima la precedente queja. 

AllISTÓBlXO D. ÁBÁOÜ Dfrt LAMADfUD — 

— Luis María Bofpi Booorro — 
Juuo Oyhanarte — Pedro Abe- 
rastitiy — Ricardo Colombiies. 
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JOSE RAMON RODRIGUEZ MARTINEZ v. CICITA MARCANO y Otm 

RECURSO EXTRAORDINARIO. Requhito* propio,. Cuestione* no federé 
bscttistou de las cuestiona de hecho. Impuestos t f tOMs. 

La resolueíón que aplica una inulta, por no haberse repuesto en término 
legal el sellado adeudado en autos, resuelve cuestiones de heclin y de natu- 
raleza procesal, irremisibles en instancia extraordinaria. 

fíECCRSO EXTRAORDINARIO. Requisito, propio*. Relación directa. Norma* 
> rt rañas al juicio. Di» pariciones constitucionales. 

I* posible deserción del recurso concedido con base en el incumplimiento de 
las reposiciones de sellos dispuestas en lo» autos, no revistiendo lo atinente 
a la multiplicidad de instancias el carácter de ex ¡penda constitucional, es ia- 
impugnable con fundamento en los arts, 14, 1(¡, 17 y 18 de la Constitución 
Nacional. 



RECCRao EXTRAORDINARIO; Requisitas propio*. Carstián federal. Cuestio- 
nes federales complejas. Incomtitur tonalidad de normas u artos provinciales. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuando el encaso monto de lo adeu- 
dado, luego de aplicada la multa de] art. 72 del Código Procesal Civil de la 
Provincia de Rueños Aires, lince inadmisibles los agravios fu miados en el 
exceso fiscal del pronunciamiento a¡>clndo 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de setiembre de 19(>0. 

Vistos los autos: "Recurso de hedió deducido por él actor en 
la causa Rodrigue» Martínez, José Ramón c/ Marea no, Cieitn y 
otro", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que la cuestión resuelta sejfún auto de que se acompaña co- 
pia a fs. 4, os de hecho y de naturaleza meramente procesal, irre- 
visíble en instancia extraordinaria. 

Que toda vez que es jurisprudencia reiterada de esta Corte 
que la multiplicidad de las instancias judiciales no es exigencia 
constitucional, la posible deserción del recurso concedido, con base 
en el cumplimiento de las reposiciones de sellos dispuestas en los 
autos, no admite imputación con base en la Constitución Xn- 
cional. Por otra parte, el monto de lo adeudado — m*n. 1.ÍÍ80— 
lítelo de aplicada la multa del art, 72 del Código Procesal Civil 
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(le la Provincia de Une nos Aires hace inadmisibles los 
fundados en el excesu fiscal del pronunciamiento apelado. 
Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

ArISTÓBULO 1). AllÁOZ DE La MADRID 

— Li is María Boffi Boggero — 
Jixio Oyhanakte — Pedro Abe- 

RASTURY. 



MARIA LVI8A LANCEROS" as DtJBOIS v. DIRECCION m VIVOS 

v Otras Mkhi i.\s 
— Zona Cl'yo — 

CONSTITUCION NACIONAL: Dererho» V rnmiutn*. Defrnm en jimio. Prore- 
dimit-Htit ft temiendo, 

Ks vinlatoria i!c lu defensa etí juicio In resolución administrativa que con- 
dena por infracción a los arta. 12, inc. a} y 13, inc a) de la ley 12.372, sin 
haberse dado ti la presunta infractora participación en el proceso de "con- 
traven tu-Mcum" ; desde que, habiéndosele conferido vista cuando ya la prueba 
estatuí producida, se 1 • ha privado del ejercicio del derecho que expresamente 
le acuerda H art. 2» riel decreto 25.710/51, habida cuenta que tal procedi- 
miento no podía ser reiterado. 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos >i gamntía$. Defensa en inicio, Prmeí- 
pÍ09 ffmeruifu. 

El art. 1S de la Constitución Nacional impone la debida defensa para que un 
habitante de la Nación pueda ser penado o privado de kus derechos. Ella 
taita cuaud» im se ha dado audiencia a! litigante o inculpado en el proce- 
dimiento que se le sigue, impidiéndosele f>s{ ejercitar ñus derechos en la forma 
y con las solemnidades correspondientes. 

m U'IA DE VINOS. 

Xn aparece cumplido In dispuesto en el art. 2 M . última parte, del decreto 
20.710/51, si la oportunidad de intervenir en la "contraverificación" por 
intermedio de nn técnico sólo ha sido brindada al "comprador" de la mer- 
cadería objeto de la infracción, pero no al "interesado", si, como ocurrió 
en el caso, esc "interesado" no puede ser otro que quien resultaría pasible 
de la multa impuesta. 

Frente a la norma aplicable, específica, no puede buscarse apoyo normativo 
subsidiario en disposiciones de la reglamentación general de impuestos inter- 
nos, que contení pin n supuestos diversos al planteado. Tampoco pueden darse 
por cumplidos los recaudos del decreto citado si el "perito designado" no lo 
fué por la parte que resultó condenada, la que no tuvo así oportunidad de 
ofrecer prueba de descargo ni controlar In producida. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de setiembre do 1960. 
Vistos 1- j amos: "Dubois, Mar ía Luisa Lancerón de e/ 
Dirección di- \ nios y otras bebidas -Z<»„ a fuvo- s/ recurso 
eontenciosoadimnistrativo". 

Considerando: 

IT) Que el recurso ordinario de apelación interpuesto para 
ante esta t orte por el Fiscal de la Cámara Federal de Apelacio- 
nes de Mendoza es procedente, en su aspecto formal, atento a 
que e monto del litigio es superior a la suma prevista por el 
art 24, inc. 6* up. a), del decreto-ley 1285/58, vidente al momen- 
o de quedar firmo el auto .jue concediera la apelación deducida 
(doct. Fallos: 246: 183). 

2?) Que, en cuanto at fondo del asunto, María Luisa Lan- 
cerón de Dubois, propietaria de una bodega ubicada en el Depar- 
tamento de Maipú, Distrito de Coquimbito, Provincia de Men- 
doza, dedujo recursos de apelación y nulidad para ante el Juez 
Federal de aquella provincia, contra la resolución mediante la cual 
el Director de Vinos y otras bebidas (Zona Cuyo) le impusiera 
una multa de m*n. 60.711 por infracción a los arts. 12, inc a) y 
me. a), de la ley 12.372 (disposición 372/58, de fecha 7 de 

3£$S €, ° lí)58 * l eeaída en el «podiente 158.036/58 -sumario 
am/m — , agregado). 

3 p ) Que, desde su primer escrito, la accionante, en edo 
judicial, lia fundado suatancialmente, sus agravios, en el estado 
de indefensión a que fuera reducida en las actuaciones adminis- 
trativas, así como en la falta de oportunidad de contralor, por 
su parte, de la prueba producida — que ah inifio ha impugnado— 
y que sirviera de base para la imposición de la multa que mo- 
tiva estos autos. En la primera instancia judicial, el juez ínter- 
yimente confirmó la multa aplicada por el organismo administra- 
tivo, por considerar que los argumentos de la apelante, referidos 
a su falta de intervención en los procedimientos, no eran aten- 
dibles porque ta! situación procesal encontraba suficiente apo- 
yo normativo en lo que preceptúa el art. 60, del título VII, 
de la Reglamentación General de Impuestos Internos. 

4°) Que recurrida, a su vez, esa sentencia por ante la Cá- 
mara Federal de Apelaciones de Mendoza, este Tribunal la re- 
voco, en todas sus partes, y es contra esa decisión que se dedujo 
paralante esta Corte recurso ordinario de apelación (fs. 87). 

5') Que, tal como lo destaca el a quo, surge de Jas actua- 
ciones agregadas "que la actora no tuvo la debida intervención 
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en la tramitación administrativa, necesaria para dictar una re- 
solución condenatoria en su contra" (fs. 85). Ello así resulta 
claramente, de la ausencia total de participación de la actora 
en el proceso de "contra verificación" — fs. 6, 6 vta,, 7, 8, í>, 10, 11, 
etc.—, desde que, cuando se te confirió vista, la prueba ya estaba 
producida, con lo que se le vino a privar del ejercicio del derecho 
que expresamente le acuerda el art, 2* del decreto 25.716/51, habi- 
da cuenta que tal procedimiento probatorio no podía ser reite- 
rado. 

6*) Que, en tales condiciones, resulta de aplicación en la 
especie la doctrina de esta Corte de Fallos: 236: 271. Afirmó 
en esa oportunidad el Tribunal, con referencia al art. 18 de la 
Constitución Nacional, que esc texto impone la debida defensa 
para que un habitante de la Nación pueda ser penado o privado 
de sus derechos, y que en ta! concepto ha considerado esta Corte 
que ella falta cuando no se ha dado audiencia al litigante o in- 
culpado en el procedimiento que se te sigue, impidiéndole así ejer- 
citar sus derechos en la forma y con las solemnidades corres- 
pondientes (Doctrina de Fallos: 121: 285; 128: 417; 183: 296; 
m¿ 4081 <«>' y otros). 

7*) (¿ue, en autos, la oportunidad de intervenir en la " con- 
tra verificación" por intermedio de un técnico, tal como precep- 
túa el recordado decreto 25.716/51, art. 2* en su última parte, 
sólo le lia sido conferida al "comprador" de la mercadería objeto 
de la infracción, pero no al "interesado", tal como dispone la 
norma aludida, habida cuenta de que, en el presente caso, ese 
"interesado" no puede ser otro que quien resultaría pasible de 
la multa de que se trata. Siendo, por otra parte, que, frente a la 
norma aplicable, específica en él caso, no puede buscarse apoyo 
normativo subsidiario en disposiciones contenidas en la regla- 
mentación general de impuestos internos, que contemplan, en 
verdad, supuestos diversos al del auh lite. Tampoco pueden darse 
por cumplidos los recaudos del decreto 25.716/51, con descono- 
cimiento de que el "perito designado" no lo ha sido por la parte 
<¡uc lia resultado condenada. De donde se sigue que la actora no 
lia tenido oportunidad de ofrecer su prueba de descar<rn ni con- 
trolar la producida. 

Por ello, y demás fundamentos de la sentencia apelada, se 
la (-(infirma en todas sus partes. Coatas de esta instancia en el 
orden cansado, en razón de la naturaleza de las cuestiones de- 
batidas. 

Ainsióm-Lo D. AitÁoz de Lama!>kid — 
Lris María Boffi Bogoero — Ju- 
mo Oyhanaüte — Ricardo Co- 

LOMBRES. 
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ADELAIDA ANTONTCCI oe GNECCO 
JUBILACION ! B EMPLEADOS NACIONALES; Pensión». 

ÉStíft* £1 í '? ley IP 6n tanto «adiciona Ja jabilacidn «tra- 
ordinara (y, M r ende, la posible penaidn), .1 musite da que la ImS 
«ÓH fi*« «, aelectual del empiezo « ha . piid? 
^ y por r .«i evuk.nl* y «,1™ vanóte Lputablc al mi» * E 
«rta aquella, .pótes» en las cuales no media un nexo de cauSad" dírec* 
IZTrZ'^ lfl - l ' nfe ™ dad ? ,as '«"^es despeñada* por elT í 
2°S?^ «rwpond. confirmar la sentencia que niega a la 

orinara ,1 deceso (del rué producido en forma clara por 

n ulano,, del polvllo de «.«le,, punto sobre el cual e* aventurado enlr 
opinión de ninguna especie". 



Suprema Corto: 

Limitándose a lo que ha podido sor materia do apelación 
ex rnonlmana ante \ R, « «fo* l a inteligencia ntrilmible al 
gt . lí», ultima parto, do la ley 434», «pino quo la sentencia de & 
4i/48 resulta arreglada a derecho. 

Kn efecto, para la procedencia del beneficio la citada norma 
exige, on torma que no admito lugar a dudas, , 1U o la incapacidad 
so haya originado "por causa evidente y exclusivamente impu- 
tnblo al servicio prestado por el empleado. 

Do olio so deduce .pie, si en la producción de la incapacidad 
—o muerto— han concurrido eausales extrañas al servicio, el 
otorgamiento del beneficio no procedí. 

El a quo se ha ceñido al criterio expuesto, con lo que Ja in- 
terpretacon de la ley aplicable es, a mi juicio, correcta. 

Vor lo demás, como es obvio, resulta irrevisible por la vía del 
remedio federal intentado, la apreciación de las circunstancias 
de hecho y prueba que han conducido a la conclusión de que el 
donoso del causante no se produjo por causas evidente v exclusi- 
vamente imputables al servicio. 

En mérito de lo expuesto opino, en definitiva, que correspon- 
do confirmar la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia 
del recurso. Buenos Aires, 26 de febrero de 1960. _ Ramón Las 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Gneceo Angel Alberto (Suc), pensión so- 
licitada por doña Adelaida Antonticci de Gneceo". 

Considerando : 

P) Que la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de 
la Capital, confirmando la resolución adoptada por el Instituto 
Nacional de Previsión Social a fs. 38, decidió desestimar el pedido 
de pensión formulado por doña Adelaida Antouucei de Gneeco, 
en su carácter de viuda del ex-afiliado don Angel Alberto Gneceo, 
fundando su pronunciamiento en que el deceso del causante no 
se produjo en las condiciones requeridas por el art lí>, iu fine, 
de la ley 4.Í4ÍI (fs. 47/48). 

2*) Que contra esa sentencia la interesada interpuso recur- 
so extraordinario, que fundó en su discrepancia con la interpre- 
tación restrictiva asignada a dicha norma por el Tribunal a quo, 
y en la circunstancia de que, al no haberse requerido opinión del 
Cuerpo Médico Forense, según lo aconsejado en el dictamen del 
Señor Procurador General del Trabajo, se habría afectado la 
garantía de la defensa en juicio {fs. .12/54). 

."i*) Que el recurso extraordinario es procedente, en su as- 
pecto formal, por haberse cuestionado en autos la inteligencia del 
a,t. lí>, í» fine, de la ley 4.'?4íl y ser la sentencia definitiva de la 
«•ansa contraria al derecho que el recurrente funda en dicha norma 
(art. 14, ine. ."F, de la ley 48), 

4 9 ) Que el tribunal a quo ha dejado establecido, como con- 
clusión irrevisible por esta Corte, "ipie de ningún modo podría 
decirse (pie el tumor que originara el deceso (del causante) fué 
producido en forma clara por la inhalación de polvillos de cérca- 
le**, punto sobre el cu Él es aventurado emitir opinión do ninguna 
especie " (voto del Dr. Marcos Soehor, fs. 47 vta., al que se ad- 
hieren los otros jueces). 

.V) Que sobre esa lmse, esta Corte estima que la interpre- 
tación conten iila en la sentencia, contra la cual no se expresa nin- 
gún argumento contrario en el escrito de fs. 52/34, resulta arre- 
glada a derecho. El art. lí), í» fine, de la ley 434ÍÍ, en tanto condi- 
ciona la jubilación extraordinaria (y, por ende, la posible pensión) 
al requisito de que la inutilización física o intelectual del empleado 
se haya producido "en un acto de servicio y por causa evidente 
y exclusivamente imputable al mismo...", descarta aquellas hi- 
pótesis en las cuales — como ocurre en el caso — no media un nexo 
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de causalidad directo o inequívoco entre la enfermedad y las acti- 
vidades desempeñadas por el afiliado. 7 

m Que asimismo cabe el rechazo del agravio fundado en la 
violación del art. 18 de la Constitución Naciona?, desde que la 
ZTT dG V^ 8 * en Í ui «o «ólo requiere el exaTen de los 
dSm*á T lü - 3UeCe - 8 de U estiraen conducentes para ll 
Pn rr a \ C1T ^ St ^ CÍa que se ba dad ° en la especie 

Por ello habiendo dictaminado el Sr. Procurador General 



sxjamín Villegas Basavilbaso — 
Ahistóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boogbro — 
Julio Oyhanarte. 



NACION ARGENTINA v. ALFREDO ROSENDO BELLO 
EXPROPIA CIOX: ItuUmnuarüm. ÓmemUfade*. 

m I». IM »]MK¡r¡ón explícita y t«t«l ,te I, expropiada «1 criterio 

!WH* ^ b ' ,,t,,r " ■"«* P™P«" «cu™ 

S í 'i' "*. " " ™" fH,ul """ , " t " '« «Iteró I™ S 

".■nos .1, la l»i.H«»nt W tar,An ..I fijar d resarcimiento ««. arreglo al tipo 
fie .ambir» vigente la fecha de | H desposesión v no al de la llegad, de la 
mercadería a Buenos Aires. No es j«lo atenerse literalmente a S£¿ 
r a yV R . '« *«»nd. para decidir si aquella opo^Ón 

nJoansó a todo» o sólo a algunos de los temas litigiosos, máxime cuando estos 
no son sino aspectos parciales de un «Utema de justiprecio que, con motivo 

th 1 ";^u t jS P!a! ° nOH SC " it '* ñUtK Ü jUZgfld °' hn Síd ° ° bjet ° * 
EXPROPIACION: Indtmnúaciák. Generala,,. 

La genérica y precia impugnación contra el sistema de justiprecio pro- 
puesto por el 1 expro p ,ador, hecha por el expropiado al contestar la demanda, 
Apropias™ dl<MÍ,,tmil<into "«rea de las diversas modalidades que le 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a f* 257 es pro- 
cedente, dado que el monto del agravio cuya reparación se intenta 
excede, prwui facie, el límite previsto por el art. 24, inc. 6» ap a) 
del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). ¿ ^ 

En cuanto al fondo del asunto, el Gobierno Nacional actúa 
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por intermedio del señor Procurador del Tesoro de la Xaeión, el 
que ya ha asumido ante V. K. la intervención que le corresponde 
(fs. 261). BuenoR Aires, 7 de agosto de 1959. — Ramón Luscano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de setiembre tle 1960. 

Vistos los autos: "1.a Nación c/ Alfredo Rosendo Bello s/ 
expropiación". 

Considerando: 

V) Que contra la sentencia de fs. 251/252, confirmatoria 
de la de primera instancia, obrante a fs. 232/235, que hizo lugar 
n la demanda expropiatoria y fijó el resarcimiento a cargo de la 
actora en *'la suma que resulta de la conversión a moneda nacio- 
nal de la cantidad de 44.51 7,66 dólares norteamericanos al tipo 
vigente al 19 de agosto de 1953", se it \>rpuso recurso ordinario 
de apelación (fs. 256), que fué concedido (fs. 257). 

2*) Que, como resulta del memorial presentado ante esta 
forte (fs. 261), el afielante, sin objetar la inteligencia atribuida 
por los jueces de la causa a las disposiciones legales que rigen 
el caso, funda su recurso en el aserto de que la sentencia de fs. 
251 252 ha alterado los términos de la litiscontestación. Recuer- 
da que, a] promover el presente juicio, el expropindor pidió que 
la moneda extranjera de que aquí se trata fuera convertida se- 
iriín el tipo de cambio vigente al tiempo de ln Iletrada de la mer- 
endé ría ti Buenos Aires (29 de diciembre de 1949, fs. 6), y que 
sobre el monto de la indemnización a fijarse se dedujera la simia 
de infn. t .667,72 en concepto de servicios portuarios, multas y 
recnigos. Y ngrega que, a pesar de que la expropiada no cuestionó 
oportunamente ninguna de esas dos peticiones, como se desprende 
de la contestación de la demanda (fs. 11/12 y 16/17), el Tribunal 
a qUb no Irizo lugar a la deducción requerida y confirmó lo deci- 
dido por el Sr. Juez de Primera Instancia, según quien la con- 
versión de los "dólares norteamericanos" ha de efectuarse con 
arreglo al tipo de cambio vigente ni tiempo de la desposesión (19 
de agosto de 1953). 

3*) Que habida cuenta de las particularidades del juicio, el 
recurso interpuesto no puede prosperar. Ku efecto, tratándose de 
supuestos como el de autos, en eme ha mediado una oposición ex- 
plícita y total de ia expropiada al criterio de valuación propuesto 
por ia actora, no parece justo atenerse literalmente a expresio- 
nes usadas en la contestación de la demanda para decidir si aque- 
lla oposición alcanzó a todos o sólo a algunos de los temas liti- 
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ífiosos, máxime cumulo éstos -se^n acontece en el sub 
no son 6 no aspectos parciales de un sistema de justiprecio oue 
con moüvo de actos expropíatenos semejantes al ,ue non? "é 
Wm ^ «40 «bjeto de reiterado debate ante los «,tS« ? e a 
jontin. vejase por ejemplo, Palios: 237: 38, 427 v 620; 238: 15; 
-41 . I r). Ha de entenderse, pues, que la genérica y precisa im 
mm46n hecha contra aquel sistema implicó, SnhiSí d * ¿U 
nnen o acerca de las diversas modalidades que le mi nrc m ¡i 

condustL «o?"lo ? T lant ° Pt ¡ ntUaHza » " — K 
1 é fc S i? f " ' e,,0üC ' lt,a »I ,0 >° ^ el texto del escrito 
t í k -\ d ? ,,d í> «Propiada: a) manifiesta ^entre otras co- 
n 1T„ , S U , tfl dlscollfor "ñdad" con el valor atribuido por Ta 
v loZ ° S *SSS P íl ,,0 P iado «: b) quiere una -más justa 
d< mi /' W^í í C) SUS N*«oaé¿ en la c«nti f i,d 

8 &C Í^SL^^ 'íiHaminado eJ Sr. Procurador General, 
se continua la sentencia apelada de f». 251/252. 



AmsTÓRuno D. Aháoz i>e Lamadrid — 

Tai* María Bokfi Binícikiio — 
— Jruo 

A.'.KKAKTtHV. 



UmOLÚ v DE MATTIIAEIS v. X ACION AIÍÍ5EXTIXA 
IMPUESTO A LAS VKXTAS. 

LtJT. "T^í ■'" OT ** ri ■** en eonrepfo dé 

apunto |mr ^ tnib«,,«s de liU.sn.fi.. cuy,, devolución w d«,H6 v íuó 

g**ft SL a * , " U '"™- «■*■*■ »M|,«^de»,e el agravio de I. « 

una li. ( uiiU nU M preaa para determina e*necífieai.,e nt * .,u¿ porcentafe 
*1 gravamen p.,. „ eorresponde 1, tales trabajos, eon run^toTÍÍ 
s« h.e„ ,« t ,„ „. hn ll«„ , x , I: tos «1*1 imputo, d beneficio no i] nnu YZ 
envase, «le l„.j„|ata utilizado* en esas El 

MiÉtfñu táí, Juez X.u iuxai. kn lo Contkncií^amíix,^™ 

Bueno» Aire», l(i de abril de lüfiü". 

Y vistos: Los nulos pro...» vi dos p„ r Mnssol» & D<j Matthfleis e/ el Fisco 
Xaeimml ,H>r repetición de impuesto n ] ns VfJltílSi dp |os qBp l/ 

lírsulta; A fs. Ü, se presenta la aetorn «uien expresa que en sus derla racione* 

Ins ventos pnr trabajos de litografía que realizó por encargo de terceros- 

■ m .jue ascendió n In *»»,„ de m*D, mM$&. creeros, fc-nivu 
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Manifiesta que dielm pago ln efectuó por error ya que el mismo no enn-es- 
jKmde. Que la Dirección General Impositiva nsí lo b» reconocido en su reso- 
lución -45, cuya parte dispositiva dice <pje no procede eJ pago del Empato a 
las vi'iitiis por los trabados de litografía realizados por encargo de terreros. 

Que las actividades ile eu paite — cromolitografía Robra metales— m efeétñan 
siempre por encargo do terceros. 

Airrixa más adelante ipie el litógrafo rs un "locador de obra" en los términos 
del tul. Iliüít del Código f'ivil y no un vendedor en el concepto del nrt. 1:123 
del mismo (Tu jipi, todn vez que aquél no le interesa ln ventn del "clisé" (pie 
contiene el dibujo o ln reproducción del mismo entregado por el elienle. 

Kimdii su demanda en el nrt. 1" de la ley 12.14:1, en ln jurisprudencia que 
cita y en el nit. 781 y concordante* del Código Civil. 

A fs. ÍI7. la demandada en sn escrito de responde expresa en primer término 
que esta acción un dehe comprender el ¡H-ríndn del año 1SI">1, toda vét que de las 

administrativas obrantes surge que dicho período no fué objeto de 

recurso admini-ntitivo previo. 

Agrega que la acción por repetición .se prescribe a los dos año» por imperio 
del nrt. 53 de ln ley ll.(íS;t, y en este cuso — según -n pnrte — estaría p rescripta 
la acción relativa a los años 1ÍMH, 104» y 1!>¡Í0, 

Hclicre que el establecimiento tía ln a ctorn se ocupa en hojalatería mecánica 
y cromolitografía para la fabricación de envases por encanto de terceros, sumi- 
nistrando ésta todo el materia!. Que el encargo de los ten-ero* se refiere ni tipo 
o modelo de la impresión y es «ola mente esa elnse de trabajos lo» que están 
exentos de impuesto; lo demás, es decir, la fabricación y la venta del envase está 
-ajelo a impuesto de acuerdo ni nrt. 2 du la ley 12.144$ t. o. en 1ÍM7, 

Solicita, por último, que se declare p rescripta la acción y subsidiariamente 
rechazar la demanda en la paite del impuesto que corresponde :i la fabricación 
de envase*. 

Y considerando: 

Que habiendo sido opuesta la pn-serípeiim, correspondí- tratarla en primer 
termino, 

Que de acuerdo a tas disposiciones legales* (nrt. íi'.i de ln ley 11.6&J) el 
impuesto a las ventas que por imperio de ln disposición del fiit. 1* d<? la resolución 
general n" (¡0 de marzo :tl de VMH, debe satisfacer lomntulo en euciitu el año 
calendario. 

Que dicha disposición se halla en armonía con c| nrt- 17 de la ley 1 1 ,(■>*!*. que 
establece que el año fiscal comienza el 1* de enero y termina el :il de diciembre. 

Que de acuerdo a este principio, y en presencia de la disposición del nrt. ~>> 
di la ley 1 1.118:1, cuando lo que se repita sean anticipos o pagos n cuenta, la 
prescripción pnrn los mismos comenzará a correr el din V de enero del año 
siguiente ¡d que fueron pagados, si se han oblado ñutes de ln terminación del 
año fiscal. 

Que está acreditado en autos que el anticipo por el año 1948, que se intenta 
comprender en la repetición, fué abonado el díu 24 de julio de MHH t y por lo 
tanto empezó a prescribirse la aecióti para repetirlo el 1* de enero de "HUí>. 
ya que el año fiscal tiniiliznbn el -11 de diciembre de 1948. 

Que. en consecuencia, bt prescripción de ln acción se habría operado el 'M 
■le diciembre de 1!fc>0 a Ins J4 horas, y como el recurso de repetición invocado 
cotilo interruptivo recién se presentó el 7 de ngosto de li);M f cuándo ya ln acción 
de repetición se eneontraba presen pta, no puede ahora pretenderse su devo- 
lución frente a la prescripción opuesta. 

Que wi cnanto a las restantes sumas pngndas, tenemos, por aplicación de los 
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principios ya enunciad,*, q„ e en la referente ni soldó del imputo por WS, 

' 1 ' - rí .í Pmr0 * ,!H!> ' <" 1 »"»™™ « prewrüÜlit la ación para su 
devolución ,1 V d, enero do 11150 y se operario el 31 de diciembre (ic 10 J, , J s 

¿!r "n^i^rr^r 4Sn ureo prp ^ do " nt " de ^ fllti,,ia fwha 

|ií ta i'Nsnm situación nos encontraríamos respecto del anticipo por 1949, 
pagad» ri 31 do agosto de 1949, y que prescribiría el 31 de diciembre de 1951 
¡i las ,4 horas romo del otro anticipo por 1949 abonado el 18 de noviembre de 
1MS1. que igualmente prescribiría el ;U de diciembre de 1951, o del galdo por ese 
ano papado en 30 de enero de 1MÓ0 que prescribiría el 31 de diciembre de 1952, 
W como respecto a los anticipo* del año 1950, «no de ellos pagado en S de abril 
, qUí ' P^ribiría i'l :il do noviembre de 1952; otro pagado el 20 de frito 

* W mmfoeb a m de dicie.id>re de 1952 igualmente, así como el tercer 
anticipo por ese uño abonado el 2(í de octubre de 1950 que prescribiría el :tl de 
ilinemhre de 1952. y al saldo de ose año abonado el :tl de enero de 1951, que 
prescribiría el 31 de diciembre de] año 1953. 5 1 

En efecto, todas estas iiltimas simias no estarían prest-ripias por haber tenido 
ngar el glB». de repetición antes de la techa en que se habría operado la 
prescripción de la acción a su respecto. 

Para que luego de interrumpida la prescripción comenzara a correr una 
nueva, habría sido menester que trauKcurrirrn un período de seis meses, análogo 
al establecido en el art. 74, para poder entablar la acción judicial, va que )» 

jnr.sprmlcne.a de los trihi *, entre ellos la forte Suprema, fia decidido que 

resultaría injusto y odioso, colocando en desigualdad a las partes, establecer 
un lapso de inactividad judicial forzosa, durante el cual no se puede intentar 
.■"■ti vi ilad .mdu-ial alguna y pese a ello corra ta prescripción en perjuicio del some- 
tido a la espera forzosa. 

Que en este entendimiento, la nueva prescripción recién comenzó a correr 
el día , de lebrero de 1052, seis meses después del recurso, y como la demanda 
fué instaurada el 21» de noviembre de 1953 (cargo de fs. 13), es indudobte que 
el plazo del art. ,i3 no ha vuelto a transcurrir, y. en consecuencia. la acción de 
repetición puede intentarse respecto de ellas. 

Que por tanto, corresponde entrar a tratar el fondo del asunto, fon forme 

a .jurisprudencia establecida por la forte Nnprcn . n casos de locaciones de 

"bni ron suministro de materia le*, de las disposiciones de la lev de impuesto a 
las ventas "no quedaron excluidas las ventas que no obstante ser tales desde el 
punto de vista económico —es decir, transferencia onerosa de la propiedad de 
la mercadería— no constituían un contrato de compraventa promameiite dicho 
porque estaban comprendidas en muí míí* amplia operación v eran parte inte- 
irrante de otra especie de contrato" (Fallos: 210; 562). 

fin «tro caso registrado en Fallos: 210: <¡0Í2, decidió w Tribunal que corres- 
I' 1,11 ™ I"'»» 1 < M impuesto a las ventas en los casos de locación de obro con 
suministro de materiales. 

Que si bien la jurisprudencia de la forte de esa época no tiene el valor de 
las otras, el Misen pto entiende que la misma puede invocar*», va que en este -aso 
particular comparte los fundamentos de sus fallos, desde que en presencia de la 
disposición del art. 2 de la ley 12.143 por imperio de la lev debe cobrarse el 
impuesto, aunque se trate de un contrato de tocación de obra, sicnmrc oue el 
tocador suministre la materia prima principal. 

Que no cabe duda que en tas cojas de hojalata para envases li materia 
prima principal empleada era en propiedad "la hojalata", de la cual estaban 
fahncadns. y no t^bsta a esta circunstancia el hecho que en la pericia de fc. íió «7, 
se diga "qoe la actividad litografíen es principal y no accesoria", ya que taí 
extremo no ge lm puesto en duda, pero no por ello "debe dársete a la misma por 
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importante i|ur sea el carácter de "materia prima" que no cabe iluda se refiere 
a la -uslaneia o material empleado en la obra, y no a la importancia relativa 
del trabajo empleado. 

(¿ue no es óbice a ello que se haya dieho por la Corte que en el caso de loa 
trabajos i|e impresión, el papel y la tinta no constituían ln materia prima prin- 
cipal, ya <¡ue para ello se tuvo en cuenta el escaso valor de los mismos frente 
a otros elementos necesarios, y en cambio en el de autos, de un cotejo de las 
planilla* acompañadas n la pericia efectuada, puede demostrarse que la hojalata 
empleada tiene, por el contrario, un elevado valor económico. 

Kn la misma forma puede desecharse la analogía buscada entre \ a situación 
de autos y e| trabajo artístico, ya que el artista, escultor, por ejemplo, incorpora 
en forma inseparable a )u materia prima que utiliza, un elemento derivado de su 
capacidad artística, que cambia por completo el valor de ésta y supera en mucho 
el valor del bronce o el mármol que emplea, que prácticamente no se tiene en 
cuenta para natía en la determinación del precio, en enmhio. en el caso presentp. 
la hojalata suministrada alcanza un elevado valor esconómico, que de otro modo 
quedaría exento de impuesto en su traspaso, m capa de ln locación de obra y 
une -c trata en *u casi totalidad de materia prima importada directamente por 
la recurrente. 

Oue el único cuso en ipie estaría exenta, es si las cajas en cuestión estu- 
vieran confeccionada* con hojalata que previamente ya hubiera tributado el 

'"'I I 11 '™ tal extremo no se hn invocado y, por otra parte, de autos surge 

que en su c»s¡ totalidad se emplea materia prima importada directamente por 
el recurrente, y. por lo tanto, que no pudo haber pairado el impuesto con 
anterioridad. 

En esta situación, tío cabe duda sobre la procedencia del cabro del impuesto, 
síibri' la totalidad de las ventas cuestionada*, pero en presencia de un acto 
propio de La administración nacional, como se deriva de las constancias glosadas 
a f*. líi. el suscripto no puede acordar un derecho mayor que el que por propia 
decisión el Kstadn preceptor del impuesto ha decidido que le corresponde, y, ell 
consecuencia, la demanda déla ni prosperar por la suma ipie resulte de la deter- 
minación a efectuarse de acuerdo a las constancias de autos; correspondiente 
a los trabajos de litografía, actividad (pie por propia decisión de la Adminis- 
tiación en ese cas", debe quedar excluida del impuc-tn. 

1W la> ronsidernci - ex| stns, fallo: lícchazandn la demanda en cuanto 

pretende la devolución de] impuesto a las ventas correspondientes al anticipo 
por el año 1!I|K, por encontrarse prest-ripia la acción pura intentarla, y asimismo 
rechazar la repetición de la suma abonada en concepto ite impuesto a las ventas 
por períodos posteriores, y que corresponda al suministro de hojalata en los 
envases motivo de este juicio y mhuitirlu en la parte que corresponde a la suma 
que haya tributado y pueda atribuirse n los (raba jo- de litografía efectuados, 
de acuerdo con la resolución de la Dirección ( leñera I Impositiva de fft 1í>. suma 
que resultara de la liquidación a efectuarse oportunamente, de acuerdo a las 
constancias de autos y a las planillas de la pericia de fs. ííl/t¡7. que el Juzgado 
acepta. Cor -tas al actor. - KdWrrfn LhU VUu. 



Sestescu de i.a Cavaba Nacional i>k Apelaciones kk r.o Fbdebal 

v CóN'TEXCtOSOAUMlXlímtATIVO 

Muchos Aires, Jlí de diciembre de IflóR. 

Vistos los autos; "Massolo y Pe Mattltaeis c/ Fisco Nacional s/ repetición", 
en los que se ha concedido a fs. 117 vta. recurso de apelación contra la ¡ 
de fs. IM/HM. 
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El Dr. irabrielli, dijo; 

La iM toru reclamó en la demanda la devolución de la suma de m$» m ñülVi 
«nonada en eoneepto de. impueato a las ventas por trabajos de li grafía' rca'li- 

*e pronuncio sobre la repetición de ] It s sumas abonadas en los períodos orime- 
™«"¡ni« indicados e» cuanto >, relacionaban ,0» I,. confección fe envases «1c 
hojalata, en lo* niales se realizaba» trabajos de litografía. A raíz fe dio el 

n ,I,VÍ,MÓ 1)1 ,II|,til1 »'' « dm.lwr sería ta que resultara fe la 
liquidación j, nieetimrse de acuerdo con la resolución de la Dirección General 
Impositiva acribada a ts. Til, e impuso las costas a ln aetora. 

Estos dos últimos puntos y el „ existir pronunciamiento sobre intereses 
so» los que agravio a armella. En consecuencia, la decisión del Tribunal 

.leí* circunscribirse a ^sos aspectos que son la materia fel reírse» interpuesto. 

>o ..listante que la cuestión relativa al alcance ele la exención fel tributo 
se plantea n Ira ve* fe ln liquidación del mismo, calle exprimir que la posición 
.leí risco a pretender dividir en dos etapas la venta fe I» mercadería manufac- 
turarla —liberando del gravamen sólo a los trabajos de litografía—, se aparte 
cu realidad rio la solución dada por la Corte Suprema de Justicia en varios easoí 
similares -rallos: 19H: 19:1; 210: 521; 211: lf,U¡ v recientemente íh rr: "Tain- 
liunrii c/ Fisco Nacional", sentencia del 22 de octubre de 1!)58— , rlonfe a loa 
Imes riel impuesto a bis ventas consideró en su integridad el proceso de impre- 
sión, ¡.i» establecer discriminaciones husadas en las distintas etapas del misino. 

En consecuencia, las razones que el Fisco dn v han sirio acogidas por Ib 
sentencia para justificar la necesidad de la liquidación riel tributo, no son vale- 
deras. En ese sentido debe señalarse que en ocasión de formular el contribuyente 
i'l reclamo administrativo solicitó la devolución de la suma de m$n. 01.ó(h,:i8, 
resultante ríe las declaraciones juradas rectificativas que prestara en esa opor- 
tunidad en las cuales dedujo los montos de ventas realizadas con material impor- 
tarlo, que consideró imponibles, y limitó la repetición a las ventas correspondientes 
a Iba traba jo» fe litografía. Este antecedente, unido al informe del perito judi- 
cial (f's, 73/77), que no fué observado por ln demandada, hace innecesario recu- 
rrir a una nueva liquidación del tributo. 

Sobre la suma resultante debe liquidarse intereses a partir de la lecha de 
notií'i ración de la demanda, según reiterada jurisprudencia. 

Dada la solución a que se arriba, la parte demandada debe, a su vez. cargar 
con Iris costas del juicio. 

En consecuencia, estimo que corresponde revocar el fallo ajelarlo y bncer 
liiíiar a la devolución de la suma reclamada por la netorn en concepto de impuesto 
a las ventas por lr>s años 1948, 1949 y l!)ó(l, con exclusión del anticipo de 1948 
declarado proscripto; con intereses y las costas riel j nido. 

El Dr. Hcretlia adhiere por sus 1 lamentos al voto precedente. 

Por lo r|iie resulta de la votación que instruye el acuerdo que antecede, kc 
revoca el fallo apelado de fs, KW/lüS, haciendo lugar a la devolución de la 
suma reclamada por la nctora en concepto de impuesto a las ventas por los años 
1948, 1949 y 1950, co» exclusión del anticipo de 1948, que se lo declara pros- 
cripto; con intereses y las costas del juicio. — Horado H. Hendía — Adolfo 
II. Gabriell!. 
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Díctame?; del, PiíucfitAixjH Üeseual 

Suprema Corte: 

Kl recurso ordinario de apelación concedido a fs. 136 es pro- 
cedente atento lo dispuesto por el art. 24, inc. 6 9 , ap. a), del de- 
creto-ley 1285/58 (ley 14.467). 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional (D. U. 1) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya lia asumido 
ante V. F*. la intervención que le corresponde (fs. 140). Buenos 
Aires, 14 de abril de U*5!>. — Hiiíhóh IjúHeano, 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de setiembre de 1960. 

Vistos Jos autos: "Mnssolo y De Matthaeis c/ Fisco Xacional 
s/ repetición'*, 

Considerando: 

\ v ) Que el recurso de apelación concedido es procedente, en 
los términos del art. 24, me. (i 9 , ap. a), del decreto-ley 1285 58 
(lev 14.467), vigente a la fecha en que quedó firme el auto de fs. 

i:j6. 

2") Que el apoderado de la Dirección General Impositiva se 
agravia de la sentencia del tribunal a qun fundándose en que, si 
bien los trabajos de litografía realizados por la acto ra se hallan 
exentos del impuesto a las ventas, conforme a la Resolución gene 
ral n* 240 del 18 de junio de 1951, aplicable en la especie, esa exen- 
ción no alcanza a los envases de hojalata utilizados en tales tra- 
bajos, razón por la cual considera que corresponde condicionar 
la devolución reclamada por "Mnssolo y De Itfntthaeis" a unn 
previa liquidación que determine "específicamente qué porcentaje 
del gravamen pagado corresponde a los trabajos de litografía que 
estaban exentos" (fs. 142/143). 

3°)' Qne, como se desprendo de la planilla agregada a fs. 73 
vta. — cuyas constancias no han sido objetadas en momento algu- 
no por 1 la Dirección demandada — , In parte actora abonó, por los 
años 11)48, 1949 y 1950, la suma total de m|n. 43,050,07 en concepto 
de impuesto a las ventas sobre el material de hojalata utilizado 
y sobre los envases en blanco correspondientes a dichos ejercicios. 

4*) Que deducido dicho importe de la suma de ntfn. 145.875,55 
establecida en la planilla no observada de fs. 74 como total de 
ingresos efectuados por la actora en concepto de impuesto a las 
ventas durante íns mencionados ejercicios, resulta una diferencia 
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P»it m„ duda, a un snnple error aritmético. 

t¿uc en osas condiciones, Mít^endo de las constancias de an 
toa d monto M&mo en concepto de impuesto ^loTteS 

£J 2 *P«aiitc, corresponde hacer lugar a la devolución ana la 
^tora reclama en su demanda, con preseinde.u-ia de la Zv v * I 
qmdaeum pretendida por la Dirección General I.npositiva 

loi ello habiendo dictaminado el Sr. Procurador General 
se con ,,,,». la sentencia de 131/182 m todo Io ¿gg Jgjg 
tena de recurso ordinario de apelación Las nrwH « ■ * 

ein a cargo de la demandada P C ° StüS de Mta matan - 

Benjamín Villegas Basavujiaso — 
Aristóuclo D, Aráoz de Lamadrid 

— Luis María Boffi Boüoero 

Julio Oyiianarte. 



ERNESTO lí OSA LES v. XACIOX 
RETIRO MILITAR. 

Si al entrar e» vigencia !n ley \li.im, que permitid la bonificación de servi- 
m. h 1$mm* durante el estado de «¡tío sólo después de veinte arlos de 
servHios computados (art. 93), el recurrente había cumplido 13 años, 4 mes» 
y l f días, la nana norma entró n regir su situación sin que aquél pudiera 

invorar vAlul, ntc derechos adquiridos al uníparo de la anterior legislación 

7* -^75/44 (ley 12.013), que acordaba el beneficio T partir 

t e os lo anos de servicios simple»— ni tampoco la protección del art 132 
de la ley primeramente citada, que reconocía ta inalterabilidad del carácter 
y electii de los servicios ya prestados. 

RETIRO MILITAR. 

Fn el sistema del decreto-ley :>!>.:i7ó/44, el derecho a la computación boni- 
ricadii del tiemim de servicios prestados en estado de fierra n de sitio por el 

personal de tropa, n» natía automátini nte por la prestación de tales 

servicios, sino que se hnllaha condicionado al cumplimiento de la prestación 
de quince años de servicios simples. 

En consecuencia, el beneficio no pudo considerarse adquirido por quien, 
mientras rifrió ese decreto, no llegó a reunir las condicione» mencionadas. 



Tas 
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RETIRO MILITAR. 

El contrato « compromiso de enganche tme vinculó ni Estado con el recu- 
rrente, para la prestación de servicios eomo suboficial del Ejército, es sólo 
un compromiso de pre tar servidos voluntarios durante el término señalado 
en el misino y por cuya virtud quedó incorporado ni Ejército permanente 
y sujeto a las leyes y a la jurisdicción militar, habiendo incluso re co muido 
expresamente "el derecho de la Superioridad a rescindir el contrato en eual- 
i¡uier momento". En consecuencia, salvo en las limitadas determinaciones 
individual*» del compromiso, la situación del apelante kc. rigió en todo mo- 
mentó por las normas Keiiéricas e impersonales impuestas por el poder 
público, quien pudo razonablemente modificar las disposiciones estatutarias 
■Hic rigen el Miro de los agentes de las tuerzas armadas, en ejercicio de fa- 
cultades que emanan de la Constitución (nrt. (¡7, me. Zl) y i[Uc no podían, n-f. 
>er comprometidas o limitadas nmlractuiilmcnte. Por ello, no es admisible el 
asrnivio consistente en <jue la n legada modificación del contrato por el Estado 
importó afectar el derecho de propiedad. 



Vistos, los autos; "Rosales, Ernesto c Gobierno dé la Na- 
ción s pensión militar". 

Considerando; 

1") Que contra la sentencia tic la Cámara Nacional de Ape- 
liit'innt's en lo Federal y Conteneiosoadministrativo de la Capital 
Federal, confirmatoria de la sentencia de primera instancia, que 
desestimó la demnnda entablada por don Ernesto Rosales contra 
ci (¡nhierno de la Nación, tendiente a obtener el cómputo boni- 
f iendo en un cien por ciento del tiempo de servicios prestados eomo 
suboficial del Ejercito en dos períodos en que rigió estado de sitio, 
y a la devolución de una suma de dinero, el actor ha deducido 
recurso extraordinario, el que es procedente por haberse cuestio- 
nado la inteligencia de normas federales (decreto-ley 29.37S/44, 
ley l:!.tti:t y ley 13.!)9G) y ser la decisión impugnada contraria 
a las pretensiones que el recurrente funda en las respectivas dis- 
posiciones de esas leyes. 

*J*> Que el decreto-ley 29.373 44 (ratificado por ley 12.913), 
vigente al momento en que el recurrente renovó su compromiso 
de enganche con el Ejército, acordaba el derecho al haber del retiro 
voluntario al personal de la categoría de tropa que tuviera com- 
putados quince años de servicios simples {art. 186, inc. 1°), y de- 
terminaba que a los fines de establecer el monto del retiro, el 
tiempo de servicios prestados en estado de guerra o de sitio se 
computaría lenificado en un cien por ciento (art. 206, inc. 2). 

3») Que al entrar en vigencia la ley 13.9ÍIG, que permitió la 
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bonificación sólo después de veinte años de servicios computados 
(nH. 93), el recurrente había cumplido 13 años, 4 meses y 13 días, 
por lo que la nueva norma entró a regir su situación sin que el 
actor pudiera invocar válidamente derechos adquiridos al amparo 
dé la anterior legislación, ni tampoco la protección del art. 132 
de esa ley, que reconocía la inalterabilidad del carácter y efecto 
de los servicios ya prestados. 

4 9 ) Que, efectivamente, en el sistema del decreto- ley 29,370/ 
44, la prestación de quince años de servicios simples, que colocaba 
al personal de la categoría de tropa en condiciones de obtener 
el retiro voluntario, aparecía como requisito necesario para la 
bonificación del tiempo de servicios prestados en estado de gue- 
rra o de sitio. El derecho a la computación bonificada no nacía 
pues, automáticamente, por el mero hecho de la prestación de 
servicios en período de guerra o de estado de sitio, sino que se 
hallaba condicionado al cumplimiento de una exigencia previa, la 
prestación de un período mínimo de servicios simples que el re- 
currente no había satisfecho. 

3') Que la computación bonificada sólo procedía, así, para 
establecer el monto del haber de retiro, por lo que la observancia 
{]*• los requisitos que lo hacían viable constituía un preflfcmestu 
inexcusable de ese derecho. Este no pudo, por tanto, consmbrarse 
adquirido por quien, mientras rigió el decreto 29.375/44 en mo- 
mento alguno llegó a reunir las condiciones legales para poder 
invocarlo o hacerlo efectivo. No calie, por ello, considerar que la 
interpretación legal que sustenta la sentencia apelada altere los 
efectos jurídicos de los servicios prestados con anterioridad a la 
ley 13.096, los que indudablemente carecían de la significación que 
pretende atribuirlo el recurrente. 

ti') Que tampoco pueden acogerse los agravios de la actora 
sobre una supuesta modificación unilateral, por parte del Estado, 
del contrato o compromiso de "enganche" que lo vinculó con el 
particular, lo (pie habría afectado el derecho de propiedad garan- 
tizado por el art. 17 de la Constitución Nacional. El contrato 
transcripto por la actora a fs. 48 vta. es sólo un compromiso de 
prestar servicios voluntarios durante el término señalado en el 
mismo y por cuya virtud el enganchado quedó incorporado al 
Ejército* permanente y sujeto a las leyes y a la jurisdicción militar 
(Fallos: 184 : 378), habiendo incluso reconocido expresamente "el 
derecho do la Superioridad a rescindir el contrato en cualquier 
momento" (fs. 48 vta.). Es decir, que, salvo en las limitadas de- 
terminaciones individuales del compromiso, la situación del recu- 
rrente se ha encontrado regida en todo momento por las normas 
genéricas e impersonales impuestas por el poder público, quien 
ha podido razonablemente modificnr las disposiciones estatutarias 

■ 
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que rigen el retiro de loa agentes de las fuerzas armadas, en ejer- 
cicio de tacultades que emanan de la Constitución (art. 67, inc 23) 
y que no podían así ser comprometidas o limitadas contrac- 
tualniente. 

T 9 ) Que, por último, en lo que naco a la garantía de la igual- 
dad, cuya violación invoca el actor, a más de no guardar relación 
directa e inmediata con la cuestión resuelta, el agravio es produc- 
to do una reflexión tardía del mismo, lo que obsta a su actual 
consideración. 

Por ello, se confirma la sentencia recurrida en cuanto ha sido 
materia del recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóritlo D, Aráoz of Lamadrtd 
— Luis María Boffi Boogeho — 
Pedro Aberastury. 



JOSEFA RAMONA T1HENNI v. A M ALIO CASTILLO 

MBtSWeúimt Y COMPETENCIA: G# í *#ümñ mcbwl Principio» ge- 
aérales. " * 

No obstante la generalidad de los términos de los arts. 67, Í» c . 17, 94 v KM 
di- lii Constitución Nocional, estas dUpiwHeiories no se oponen a la excusión 
de la competencia federal en raso de no existir los propósitos qnn la infor- 
man, por la escusa importancia civil o penal de los asuntos, o por otros 
motivos; pues sólo deben reputarse de .jurisdicción federal exclue¡\ . las 
canana sometidas originariamente a la Corte por el art. lftl de la Constitución. 

mnismmm t competencia: c<p^«*^ nachnai p 0r u» 

El art. HMt de la Constitución Nacional nn ohstli a que por ley nacional se 
excluya de la jurisdicción federal el conocimiento de las causa* derivadas 
de contratos de trabajo entre particulares, aun cuando esta jurisdicción 
bubiere procedido en principio por razón de fas personas. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Por toa persona. 

La exclusión de | n jurisdicción federal del conocimiento de causas derivadas 
de contratos de tmbajo entre particulares, en la Provincia de Buenos Aires, 
no multa meramente de la ley local Ó178. fcsta se limita a recoger na prin- 
cipio previamente consogrado por normas de carácter nacional, como «on 
los arts. a y 4 del decreto-ley :i2.H47/44 (ley llMUS). 

JCfilSfilCCfOX V COMPETENCIA: Cationes <h rompe! curia. Gmfrali- 
thidra. 

El art. 4 de! decreto-ley :i'2.:U7/44 (ley VJ.ÍÍ4H), por el cual se esta Mee la 
competencia del juez del lugar del trabajo n del domicilio del demandado o 
del logar donde se hubiera celebrndo el contrato, a elección del demandante. 
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l«mi m cansas referentes al derceho .leí trabajo, e S una norma nacional fine 

S i? 7 Ja ,,UÍ ° n,ii,d ,,Ue ' E ^ 6ste fflrfe ^ los ^nietos de cot! 
petencia qn* « originen cún motivo de la exigencia de distinta* jurisdiccio- 
nes, tanto de tus provincias como de In Jíiieiií». 

Dictamen ukl Procurados General 
Suprema Corte: 

Puesto que la sentencia dictada en estos autos lia denegado 
a la parte demandada el fuero federal que reclama, pienso qSe el 
recurso extraordinario interpuesto contra aquel pronunciamiento 
resulta procedente y ha sido bien acordado a fs. 56. 

En lo que hace al problema de fondo, considero que la doc- 
ena elaborada por la Corte acerca de la inteligencia que cabe 
mmm a las clausulas constitucionales que establecen la iuris- 
diccion federal (Fallos: 3b": 394; 53: 111; 99: 382; 119; 161; 134: 
8i y 190: 4ü9, entre otros), así como el alcance asignado por el 
Tribunal a los arta. 3* y 4» de] decreto 32,347/44 —ley 12.948— 
{fallos: 213: 283 y 208 : 97), avalan lo resuelto por el a quo res- 
pecto de su competencia para entender en la presento causa. 

En consecuencia, soy de opinión que corresponde desestimar 
los reparos opuestos por el apelante a la decisión de fs. 38, y 
continuarla en cuanto ha podido ser materia de recurso. Buenos 
Aires, 16 de febrero de 1909. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de setiembre de 1960. 

Vistos los autos: "Tirenni Josefa Ramona c/ Castillo Ama- 
llo s/ cobro de pesos". 

Considerando: 

1°) Que contra la sentencia del Tribunal del Trabajo n* 2 
de Tronque Lauquen, que desestima la excepción de incompetencia 
de jurisdicción fundada en la distinta nacionalidad de las partes 
argentina la de la actora y española la de la demandada, se ha 
interpuesto el recurso extraordinario de fs. 49/55, que ha sido 
concedido a fs. 56 y es procedente, porque lo resuelto importa 
denegatoria del fuero federal oportunamente invocado. 

2*) Que la apelación se basa en que, dada la nacionalidad 
de la demandada, la procedencia del fuero federal resulta de lo 
dispuesto en los arts. 100 de la Constitución Nacional v 2, inc. 2», 
de la ley 48, sin que pueda obstar a ello la competencia establecida 
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para los Tribunales del Trabajo de la Provincia de Buenos Vires 
por la ley 5178 (art, 31 de la Constitución Nacional). 

3*) Que esta Corte tiene declarado en forma reiterada que 
no obstante la generalidad de los términos de los arts. 67, inc. 17, 
94 y 10Ü de la Constitución Nacional, estas disposiciones no se 
oponen a la exclusión de ta competencia federal en caso de no 
existir los propósitos que la informan, por la escasa importancia 
civil o penal de los asuntos, o por otros motivos {Fallos; 36- 394- 
53: 111; 99: 383; 134: 82 y 244 : 28, entre otros) pues sólo deben 
reputarse de jurisdicción federal exclusiva las causas sometidas 
originariamente a la Corte por el art, 101 de la Constitución. 

4°) Que interpretada con este alcance In disposición consti- 
tucional invocada por el recurrente, ella no puede resultar obs- 
táculo para que por ley nacional se excluya de la jurisdicción 
federal el conocimiento de las causas derivadas de contratos de 
trabajo entre particulares, aun cuando esta jurisdicción hubiere 
procedido en principio por razón de las personas (Fallos: 241: 
104). 

5 9 ) Que tal exclusión no resulta, meramente, de una norma 
de carácter local (ley 5178 de la Provincia de Buenos Aires), 
como pretende el recurrente. El precepto legal por él invocado se 
Umita a recoger un principio previamente consagrado por normas 
de carácter nacional, como lo son los arts. 3 y 4 del decreto-ley 
32.347/44, ratificado por ley 12.948 (Fallos: 244 : 28 y 37). 

6?) Que, como esta Corte lo sostuvo en Fallos: 208- 97, el 
nrt. 4 del decreto-ley 32.347/44 (ley 12.948), por el cual se estable- 
ce tu competencia del juez del lugar del trabajo o del domicilio 
del demandado o del lugar donde se hubiera celebrado el contrato, 
a elección del demandante, para las causas referentes al derecho 
del trabajo, es, sin duda, una norma nacional que resuelve, con la 
autoridad que le otorga este carácter, los conflictos de competen- 
cia que se originen con motivo de la existencia de distintas juris- 
dicciones, tanto de las provincias como de la Nación (en itrual 
sentido, Fallos: 235: 280). 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General, se confirma la sentencia apelada de fs. 39/46. 

Bkxja.míx Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo B. Aráoz de Lamadrid 
— Pedro Aberastury — Ricardo 
Ooix>mbres. 
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v. S.K.L. T.A.E.M. 

Es improcedente el recurso extraordinario úeducido ™n fundamento en que 
* erran» la interpretación dada por la sentencia ni inr. 1* M art. 4S di- 
ta Ie> Ada, ™ cuanto exige In existencia y prueba de dolo específico pan la 
configuración del delito que dicha norma prevé y sanciona, si esta no estuvo 
en discusión «i ningún momento dorante el trámite de la causa, en ln que el 
recurrente concretó su acusación manifestando que las infracciones que 
imputaba a los querellados eran las previstas en los ¡nos. 4» v 5» de la dispo- 
sición legal citada; por In que dicha cuestión no fué planteada ante- el 
tribunal a quo, que no tuvo ocasión de considerarla. 



Sentencia i>ix Juez Naciókaii kn Mí Criminal y Cobreívioxai, Fkhkral 

Buenos Aires. 28 de aposto de wm. 

Autos y vistos: 

Para dictar sentencia en estos autos n» 4471/57, qnerella seguida por Rtener 
Henschien contra la razón social T.A.E.M., S.R.L., representada por sus pe- 
rentes Osvaldo Fernández, Amadeo J. Cilio™, Alejandro E. F. de Galerki, Eze- 
quiel h. Leieano, Rodolfo 0. A. Sommer y Oaleazzo Butazzoni, por el delito de 
usurpación de marca. 

Be las constancias examinadas en autos, resulta: 

i r? V ta S<1 F BW1,ta 8 fe 10 Stener Henwhiwi. mediante procuración otorgada 
? „ ,7!Í U ?™ S " nlfl Colonm (b ) - domicilio legal constituido en la calle 
Lnvalle 4U> »■ piso, escritorio 1. promoviendo querella contra los integrantes de 
la tirina T.A.E.M., S.B.L.» con sede en Jujuy 136, Capital, por supuesta 
in tracción al art, 4 de la ley :i!Wf>, 

Acompaña título de la marca "Insta nter". registrada a su nombre, que 
ampara una máquina de afeitar de seguridad de su invención, os! como la foto- 
copia de un contrato de explotación de dicho producto firmado entre el presen- 
tante y "T.A.E.M., S.R.L." (fs. 4/13). 

Funda su presentación en el hecho de que los querellados no cumplieron 
con la obligación establecida en el contrato de respetar y hacer respetar en 
todo momento la marca asignada a dicha máquina. Este incumplirmento se debió 
a que los querellado* sacaron a la venta con la marca "Instanter", de propiedad 
del querellante, una línea de artefactos eléctricos y artículos para el hogar, tales 
como heladeras, ventiladores, aspiradoras, tostadoras, planchas v lidiadoras. Esta 
ultima según el querellante pertenece a la clase 10 del decreto de clasificación 
de marcas, rubro protegido por la marca de la máquina de afdtar de seguridad 
de su propiedad. Agrega el nombrado que los querellados incurrieron en el 
delito de usurpación de marra, no sólo con la licuadora, sino también con los 
otros artículos enumerados, que no pertenecen a la clase 10, pero que por su 
similitud se pueden prestar a confusiones, y solicita que se proceda al secuestro 
de todos los productos señalados por la marca "Instanter". 

2" A fs. 18/19 corren agregadas las nct naciones referentes al secuestro de 
una licuado™, una plancha eléctrica, una heladera a hielo, tina cocina a gas de 
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kerosene, un ventilador, una enceradora, una pava eléctrica, un calentador y un 
lermocomimíendor, todos di* la muña "Instanter", prorediéndose solamente u se- 
mitrar la limadura, que raini) el resto di- U mercadería era fabricado por I09 
querellados. 

;i* Se amplía la querella a todos lo* integrantes de la firma T.A.K.M. 
( t'*. 25) y se celebra la audiencia del nrt. 570 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal (fe 40). En dirlm acto procesal el querellante reproduce loa tér- 
mino* de !n querella y solidtn que : eñulc la audiencia del art. 575 del mismo 
texto legal. El representante de los querellados, Dr. Carlos A. Rúa, inani tiesta 
que In-i misinos han inscripto en el Kegistro de Marcas los productos que fabrican 
en las clases 5, 14 y 20 la denominación "Instanter" que los autoriza al uso 
•le los mismos. Agrega que el uso de la marca se prolongo por mas de tres 
años, lo que sería suficiente para restar eficacia a la querella y hace presente 
que este Uso era de < -utiociiniento del querellante desde más de un uño atrás. 
Por Último, solicita que se fije la audiencia del art. 575 del Código de- Proce- 
dimientos Criminales. 

4' Se realiza a fs. +1 la audiencia del art. 075 del citado texto legal. Eu 
ella tormula acusación el querellante, acompañando A memorial correspondiente, 
el que se agrega a fs. 42/45 vta., reiterando el querellado los términos de La 
audiencia anterior, acompaña copia del contrato y ofrece prueba a su vez 
lís. 4H/ti:ih solicitando que se rechace la querella y se imponga costas al 
querellante. 

8* A fs. 7:t se proveen las medidas de prueba ofrecidas en la audiencia 
realizada a fs. 41 y a fojas siguientes se realizan las medidas solicitadas, las 
que se enumeran detalladamente en los considerandos ile la presente sentencia. 
A fs. 121 el querellante solicita que se secuestren todos los productos fabricados 
por los querellados, que llevan In marea "Instanter", y previa caución se hace 
lugar a fs, 125/120, embargándose dichos elementos, pero n fs. 127/1211 se 
presenta el querellado y pide se revoque por pontrnrio .imperio esta medida, inter- 
poniendo recurso de apelación en subsidio. Funda esta petición en el herbó 
de que la medida dispuesta provocaría el quebranto de la sociedad, ya que pe 
embargaron casi todas las existencias de la misma. Agrega que el posible dere- 
cho del querellante se lituitn a la defensa de su marea en cuanto a los artículos 
comprendidos en la clase 10 y que las mercaderías embargadas no pertenecen en 
absoluto a dicha clase y se encuentran protegidas por las marens que corres- 
ponden a su principal. A fs. 129 vta. «informe al art. 54 de la ley de la materia, 
previa caución juratoria se resuelve levantar los embargos deeretndos. 

ti* A fs. 152 se pone el expediente o Secretaría y se notifica a las partes 
n los fines del nrt. 57!» del Código de forma y vencido el término de prueba se 
fija dicha audiencia, donde se reúnen las partes a fs. 151, solicitando las mismas 
que se agreguen sendos memoriales de acusación y defensa, que se agregan, 
respectivamente, a ta. 1Ü2/171 y 172/170, y se llama autos para sentencia. 

7* A fs. 177 y corno medidas para mejor proveer, se ordenan oficios a la 
Policía Federal solicitando cuadernillo de conducta y proceso de loa querellados, 
que prescriben los arts. 2tí y 41 del Código Penal y al Registro de Patentes 
solicitando que informe en qué clase del nomenclátor se encuentra incluida la 
licuador» eléctrica secuestrada en autos. Se agregan A continuación los informes 
solicitados n partir de fs. 181. 

8* A fs. 211 se ordena el examen preseripte por el art. 41 del Código Penal, 
que se efectúa a fs. 210/220, quedando a foja siguiente las actuaciones en condi- 
ciones de dictarse sentencia. 
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■Y considerando: 

I. Se acusa a los <|Ur reliados de la usurpación ele la marra que protege 
la maquina ele ut'eitar de seguridad "Instnntet", perteneciente h la clase 10, 
mediante la fabricación y venta de una Unen de artefactos eléctricos y artículos 
para el hogar registrados en distintas clases, perteneciendo a la eitnda clnsifi- 
eaeión tina Hcuadnra eléctrica, la que con los demás productos fué registrada 
bajo la denominación "Instanter", correspondiente a la máquina de afeitar del 
mismo nombre (los respectivos título* ele Ion producios objeto de la presente 
querella se- agregan a fs, 90, 102. 1115 y 114). 

II. A los electos ele determinar ln existencia del delito acriminado, rom- 
poiide establecer ln posibilidad de confusión entre los productos registrados por 
los querellados, que se enumeran con los clasificados entre las clases 14, 5 y 20, y 
el de la clase 10 registrado por el actor, en primer término; y a continuación 
establecer si hay confusión entre la lidiadora eléctrica fabricada por los quere- 
liados y lo máquina de afeitar lie seguridad registrada por el querellante, ya 
que ambos artefactos pertrnererlan a ta misma clase 1», 

A( Confusión entre los productos clasificados en las clases 14, 6 y 20 
registrado por les querellados y entre el registrado en la ealse 10 por el 'que- 
rellairte : 

V Se eiicuejitra acreditado fehacientemente en autos epie la razón sucial 
T.A.E.M, S.H.L., tiene registrada la marea "Instanter" para productos de Ja 
dase 5. 14 y 20. Dichos productos corresponden a máquinas y aparatos para 
toda clase de industrias, comprendidas en la clase . p >; aparatos y artículos de 
calefacción, ventilación, refrigeración y otros de la ciase 14 y artículos de elec- 
tricidad, maquinaria, artefacto» y accesorios eléctricos para la clase. 20 (ver 
títulos de marea 324.046, 324.04b' y 337.402 agregados respectivamente a fs. 102. 
00 y 105), que e^rrespondeu a planchas, pavas, tostadores, ventiladores, inter- 
cnumnicadores y enceradoras eléctrica*, heladeras a kerosene y n hielo y cocinas 
a gas de kerosene fabricadas por los querellados bajo la marca "Instanter", Antes 
de resolver este punto es necesario tener en cnenta que las mareas tienen por 
función primordial la ele identificar los pmeiuctos para su protección. Principio 
•sustentado por el art. 21 fie la ley 3975, que autoriza el registro de una marea 
solamente en el caso de no ser confundibles con otras marcas registradas ante- 
rionnente, es decir, que no se confunda con ninguna otra anteriorme-ute empleada 
por objetéis similares. Como lo señala Bkkukr Morks'o { Tratado de Marca», 
2» edición, pág. 56) "la marea sólo protege a los artículos para los cuales ha sido 
registrada. El solicitante ele nna marea en el momento de presentar en el Registro 
la solicitud pertinente debe puntualizar qué clase de productos desea identificar 
tart, 17, me. 2', ley 3975) y, por consiguiente, no obstará a su concesión el aecho 
ele que existan marcas idénticas registradas pnra distinguir productos diferen- 
tes". Surge entonces, a juicio del suscripto, que el alcance de la propiedad de 
una marea se limita únicamente a la protección de los productos para que fué 
registrada. Esa misma marea puede ser registrada por cualquier persona para 
distinguir productos de otra clase. No resulta difícil, aun a ojos del lego, esta- 
blecer la mareada diferencia existente entre una cocina a gas de kerosene de 
una máquina de afeitar, por ejemplo como en el caso de autos. No existe aquí 
confusión posible. Por otra parte, así lo ha considerado reiteradamente la juris- 
prudencia (ver caso Hudmut c/ Duharry 20/7/41), en que la Cámara Federal 
resolvió que una marca registrada en una elase puede oponerse al registro de 
otra parecida, solicitada en nna elase distinta, solamente cuando los productos 
puedan ser confundidos por el consumidor. Insiste el suscripto que con respecto 
al punto examinndo no existe duda alguna de posibilidad de confusión. 

2' El querellante alega en el memorial agregado n fs. 102/171, punto 1, 



FALLOS PL LA CORTh HL'I'KKMA 



que la usurpación no se limita a la invasión ile su clave, sino que se extiende 
a tíjdos los productos lubricado* ¡«ir T.A.R.M, S.R.L., poique sus miembros 
se obligaron contnictuuhtieiiti> n respetar y hacer respetar I» mana registrada 
por el querellante en ln clase ÍO. Sin entrar u considerar t» razón que pueda 
ampararlo, dado lo* términos del contrato de fs. 4'i:t t se trata evidentemente de 
muí cuestión «'¡vil, i|iii' debe sustanciarse por la vía correspondiente, y cuy» 
resolución, de ai* nenio a lo expresado «n el párrafo precedente, no puede incidir 
en l¡i decisión de la presente ijiierella criminal. 

H) Confusión entre la lieuadora eléctrico fabricada p»r los querellados y 
la máquina de afeitai de seguridad registrada por el querellante, ambas de la 
cls«e Vil. 

P De ln abundante prueba ot'reeidn en autos, surge en forma fehaciente 
que los querellados iiieluycrun eon ]u marea "lnstanter", «le propiedad del que- 
rclluute. comprendida en la clase ID, una lieundora eléctrica de uso familiar, la 
que remitida opurtmiiiiuente al Registro «le Patentes y Mareus, éste informó en 
forma terminante que la misma había sido comprendida en la clase 10 del nomen- 
clátor oficial. Resulta este lierho inexcusable para los querellados toda vez que 
los mimbrados tenían pleno conocí miento de la existencia de la marca "lnstanter" 
que se hallaba protegida pura lodos los artículos comprendidos en la clase 10, 
habida dienta que debieron los nombrados, por obligación contractual nn' solo 
respetar, sino también hacer respetar en todo momento la marca aludida, con el 
agravante de que los mismos eran tos propios encargados de hi producción 
y venta de la máquina cuya marra pertenecía ni querellante, y de la custodia 
y vigilancia de la misma. 

~2" Alega la defensa que el querellante inició su acción contra sus del'en- 
diitns después de más de un año de tomar conocimiento de I» comerrífllixaeión 
■ le los productos de la marca "lnstanter" y que con forme lo determina el art. 55 
de la ley 3078 la pertinente acción de usurpación habría embicado. Esta prueba 
tío se acreditó en forma eficiente, dado que las declaraciones testimoniales de 
fs. 70, 77, 78, H2 y 82 vtu. de testigos en su mayoría sospechosos, por ser 
empleados de la firma T.A.K.M., así como los informes de fs. 142 y 14:í no 
arrojan n luz más <]lic datos imprecisos y confusos, que resultan inoperantes 
pata producir una prueba de tal naturaleza. 

III. Probada así la responsabilidad criminal de los querellados nombrados 
precedentemente, cabe encuadrar el hecho «lentro de tas previsiones de los arts. 4 
y 5 de la ley !í n " y ¡i los efectos de ln regulación de la pena debe considerarse 
tu falta de antecedentes de los nombrados y el buen concepto que merecen en 
plaza, lo que surge a través de los informes de los arts. 40 y 41 del Cód. Penal. 

IV. En cuanto a la indemnización de los daños y perjuicios reclamada por 
el querellante en su escrito de fs. 1 (¡2/1 71, ésta debe considerarse atento las 
furnias cómo ha sido resuelto el perjuicio ocasionado por ta usurpación de ta 
marca "lnstanter" en lo referente a ln lieuadora eléctrica registrada en la clase 10. 
A este respecto debe tenerse en cuenta el beneficio ilegítimo obtenido por los 
querellados, que de acuerdo con la pericia agregada a fs. 131/.132 y estimación 
del querellante de fs. 102/171, asciende aproximadamente a la suma de m$n. 
15IMMHI; lo que unido al dnñii causado por la confusión de la marea, y su reper- 
cusión en el desenvolvimiento comercial del querellante, llevan a criterio del 
proveyente a considerar como equitativa ln suma de niín, 25<l.lHlO en carácter de 
indemnización, 

V. Por todo lo expuesto, oídas acusación y defensa, atento lo dispuesto 
por los arts. 48. ine. 4' v 5\ 53 y 07 de ln ley :ií)75. arts. 40 y 41 del Código 
Penal, y 5711. 575. 57£), 580 y 20» del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
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V Desestimando la presente querella deducida por Stener Hcnsrhien con- 
tra lo, integrante» de la firma T.A.E.M., S.R.L., por faUifieaeión de mareas 
en cuanto a los productos no registrados en ia clase 10. 

2* Condenando a los querellados Ezequicl S. Lejano, Kodolfo Cario.. Som- 
im>r. OaleaSBD Hutazsnm. Amadeo J. Ohiorzi, Alejandro E F de Qalecki v 
Osvaldo Fernández, por ¡nfrnceión al art. 48, incs. 4' v ft» de la lev 3975 ñ, 
sufrir ia pena de tres r,.e ws de prisión, y al pago de 'la multa de trescientos 
pes„s moneda nacional, penas que atentn lo dispuesto por el art. 2(¡ del Código 
I enal tlejo en suspenso, debiendo publicarse la sentencia a costa de los conde- 
nados y ordenando la destrucción de | M marcas y el comiso y venta de toa 
electos embargados, más las costas de la presente querella. 

& Fíjase la indemnización del daño causado por el delito en la suma da 
dowientOH cincuenta mil pesos moneda nacional, que deberán abonar los coude- 
nad»s al querellante dentro del décimo dio uíIjíI. a partir de la fecha en que la 
presente sentencia se encuentre firme, más el interés que tija el Banco de la 
Nación Argentina, que deberá tomarse en cuenta a partir de la fecha en que 
fuera notificada la presente querella, es decir, el 18 de marzo de 1957 f Es. '1.1 vta.). 

4' Comuniqúese al iiegistro de Patentes y Marcas a los efectos de anular 
la marca Instanter registrada por los condenados para la protección de los produc- 
tos comprendidos en la clase lí), — Antjrt A, Hr<<<ju:;i. 

SüXTEXm DE LA C.Í«A«A NACrOXAL DE Al'Kt.AcrOXKS KN 1,0 FEDERAL 
r CllXTKXriOSOAfU | XistH ATIVO 

Rueños Aires, 15 de diciembre de 1959. 

Y vistos; y cnnsiriernndo: 

Que vienen estos autos a conocimiento del Tribunal con motivo de los recur- 
sos de apelación interpuestos por el querellante Stener Hensehien v los quere- 
llados, gerentes de la razón social T.A.K.M., S.R.L., contra la sentencia 
de fs. 224. 

Que la sentencia recurrida desestima la querella por falsificación de mareas 
en cuanto a los productos no registrados en la clase 10 con la marca "Instanter" 
y condena con respecto a las licuadoras fabricadas por U Sociedad nombrada 
considerando que ese producto, con dicha marca, ya se encontraha registrado por 
el querellante. " 

Que de las constancia* de autos resulta que el querellante convino con la 
¡sociedad T.A.E.M. la fabricación y explotación de una máquina de afeitar 
patentada a su nombre, la cual debía salir al comercio con la marea "Instanter", 
registrada Inuibién por el querellante para distinguir los productos de la clase Hl! 
No hn invocado el querellante, ni resulta lo contrario de lo» autos, la explotación 
o negociación de otros productos con la marea mencionada fuera del convenido 
con ta referida sociedad. 

Que es indudable que la marca "Instanter" sólo protege a los artículos para 
los cuales fué registrada y no indeterminadamente a cualquier producto o merca- 
dería, sin perjuicio del derecho a oponerse al uso de esa marca o de cualquiera 
otra que pueda producir directa o indirectamente contusión entre los productos 
(nrts- 0, 8, 17 y 21 de la ley 3975). En el caso en examen, el querellante no 
ha hecho uso de ese derecho de oposición, ni tampoco ha demostrado la razón 
que pueda asistirle para querellar por el registro de ta marca "Instanter" con 
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relación ti producto» n iirtteulim tf>ni|vletaiiiciit«> distintos, m> sólo del ú„jco ,. X( ,] U . 
Uvfa pur él, sino también con lux comprendidos en ln clase 10. 

Que *i bien los querellados son componentes -Ir la sociedad T.A.K.M. 
ion la cual litaba vinculado el querellante pnrn la explotación <lu la máquina 
de afeitar, v lian conocido ln existencia del registro del nombre dé la marra del 
querellante, filo tu» obsta a que pudieran legalmente registrar usa misma inárea 
ron respecto a otras categorías tic mercaderías que no fueran confundibles y que 
no significara realizar nnn competencia o aprovechamiento del nombre en forma 
que ocasionara un perjuicio patrimonial al querellante. 

Que ln t'nrtc Siipri-inii de Justicia ilc la Nación luí reconocido, por excepción, 

que e« procedente la oposición ni rejristrn de una rea cumulo concurren cir- 

«Wftl ¡a? iSpi'cinlLtiiuas que demuestran I» coniundihilidnd entre los productor, 

mi «listante que ello* fi^iin n diferentes clases (Fallos: 181: 37H; 1*7: ^lir> ; 

lK!h 224). y, aplicando esii doctrina, ha declarado procedente ln querella por 
usurpación de marca — «rt. 4H de ta ley .1075— cuando se lia demostrado ln 
eiMirarreneiu de esas particulares circunstancias (Fallos: 102: 42.1). Pero, en 
estos autos, no se ha invocado por el querellante la existencia de una enusnl o 
-¡turnión análoga n ln señalada que haga viable la querella, máxime cuando los 
querellados han acreditado el regiatro de las marcas en categorías diferentes y 
explotan los artículo* comprendidos en ellas. Por lo dermis, es evidente que los 
productos explotados p0í la sociedad T.A.K.M.., ni amparo de Uw mencionadas 
•mirras, son completamente disímiles ni único explotado por el querellante. 

Que en lo gerente n ln llenadora eléctrica que vende ln sociedad T.A.E.M.. 
con lu muren "I lista nter", se trata, luego de lo dicho tinteriormeute. de una 
-ituación de lierho «me debe resolverse de acuerdo con las constancias de nulos. 
Bl informe dé !:i Dirección de Propiedad Industrial de fs. 210 es asertivo en el 
sen! ido de qnü dicho artefacto se encuentra enm prendido en la clase ln del 
nomenclátor oficial. Sin embargo, el informe de ln minina líepnrtieión de fs. 120 
establece tpie "las llenadoras eléctricas, de uso familiar, se encuentran incluidas, 
íi .juicio de esta Dirección, en la clase 10 del nmnenelator oficial, pero se advierte 
que se hallnn registrada* en ln clase 20 aparato» eléctricos similares a las men- 
tionadas". 

Que frente a los ncionndos informes, es fácil advertir que ti sociedad 

T.A.K.M. ha podido creerse con derecho pura fabricar v vender la lidiadora 
de marras — como ¡m-luídn en la clase 20—, lo cual es suficiente para eximir 
a jos querellados de responsabilidad penal en ese hecho conforme a la norma 
del nrt. i:t del Código de Procedimientos en lo Criminal, máxime cuando el 
querellante ni fabrica ni vende ese artefacto en pinza, circunstancia que excluye 
el dolo específico requerido por el art. 48 para la configuración del delito de 
usurpación. Por otra parle, para considerar que en casos como el presente, ha 
existido intención dolosa en los querellados, deben probarse dos extremos: 1*) que 
lint consumidores confundan los productos del querellante con el de los querella- 
dos, y 2') que el querellante linya sufrido un perjuicio de carácter patrimonial 
(conf. C. S. Fnllos: 237: 299). 

Que. con referencia ni primer extremo, sin duda alguna no existió ni siquiera 
la posibilidad de que los consumidores confundieran la máquina de afeitar "Iris- 
tauter". que fahricaba y vendía por cuenta propia la firuin querellada, según Con- 
tento ngrregado a fs. I. con las lieundoras "Instanter" que vendía por cuenta 
propia la querellada. Y en cuanto al segundo extremo, no puede sostenerse 
que las ventas de lieundoras "Instanter". realizadas por la querellada, haya» 
perjudicado peen uin ñámente al querellante, dado qne éste nunca fabricó ni ven- 
dió ese producto como se ha dicho. Sólo podrá tem-r, pues, una acción civil 
contra la querellada si considera que le corresponde una participación en las 
Lwnancins obtenidas con la venta de un producto que lleva un nombre registrado 
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como de su propiedad en el rubro al cual pertenece el mismo (cióse 10, ís. 210), 
o si considera que ha existido un incutupli miento do contrato por parte de la 
razón social T. A, E, M„ S. R. L. 

Que, además, tas modalidades especiales del presente caso descurtan la exis- 
tencia de intención dolosa, pues el hecho del entendimiento previo entre el ijue- 
re! Imite y la querellada, en ve/, de agravar la situación de ésta como lo pretende 
aquél, es un elemento favorable a la buena fe con la cual se fabrica mu y ven- 
dieron las limadoras "Instanter". En efecto, la existencia de contrato puya" copia 
eonv agregada n f$, 1 demuestra que a la querellada lo constaba que el querellante 
solo bahía registrado el nombre "Instanter" para dárselo a las maquinas do 
afeitar qne él patentaba, y que éste era el único producto con el cual se dispuso 
n negociar. En cambio, la querellada registró ese mismo nombre para una gran 
cantidad de productos (clases ñ, 14 y 20) e inmediatamente comenzó n fabricar- 
los y venderlos en gran cantidad, al mismo tiempo que fabricaba y vendía las 
máquinas de afeitar "Instanter" del querellante seiíún lo convenido entre ambos. 
Todo lo cual, unido al hecho de que el querellante comparecía con frecuencia 
a la Casa comercial de la querellada (fs. 7ti a fs, 82) y podía, por ello, enterarse 
de la fabricación y venta de esos productos exhibidos en la vidriera, contribuye, 
igualmente, a descartar la existencia de dolo específico. 

Que es verdad que el querellaute manifiesta no haber advertido, cuando 
concurría a la Casa comercial de la querellada, la fabricación y venta de pro- 
ductos cim la marca "Instanter", y también es cierto que los testigos que declaran 
a fs. 70, 77, 78, 82 y 82 vta. eran todos empleados de la querellada en momentos 
de su declaración, menos uno (Xclida Gaspnrini), pero, de todos modo», siempre 
.-urge la duda de si el querellante conocía y permitía la fabricación y venta de 
tales productos (entre los cuales figuraban lns lidiadoras). 

Que, por último, carece de influencia en la solución a que se arriba precedente- 
mente la cláusula del contrato de f». L por la cual la sociedad T. A. E. M. se 
obliga a respetar y hacer respetar la marca, pues no puede aceptarse que ello 
signifique, como lo pretende la querellada, un mandato o siquiera una auto- 
rización para actuar en la Oficina de Marcas con vistas a una probable oposición. 

Que, en cuanto n las costas, corresponde imponerlas en el orden causado 
atenta la modalidad particular de esta causa. 

Por ello, se reforma ta sentencia apelada de fs. 224 y se desestima la que- 
rella, absolviendo de culpa y cargo a Ezequicl Segundo Lescnno, Rodolfo Carlos 
Adolfo Soinmer, Galeazzo Bntaszoni, Amadeo José Qhiorzi, Alejandro Esteban 
Femando de Oalecki y Osvaldo Fernández en la presente acusación por infracción 
al art. 48 de la ley n* 3975, sin perjuicio de las acciones civiles que pudiera tener 
rl querellante contra los querellados. Las costas del proceso, en el orden causado. 
— Ilrnu'm Juárez Prñalm. — Ambrosio Hornera Carranza, — Enrique Ramos 

Dictamen del Procurado» General 

Suprema Corte : 

Sobre la base de las constancia* de autos el a quo ha declarado 
que no ha existido intención dolosa en los querellados, toda vez 
que para que ello ocurriera, debieron probarse dos extremos : l 9 ) 
que los consumidores puedan confundir los productos del quere- 
llante con los de los querellados, y 2*) que el querellante haya 
sufrido un perjuicio de carácter patrimonial, y ninguno de ambos 
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extremos, no sólo tío so han probado en autos, sino que por la* 
modalidades del caso, ni siquiera ha existido la posibilidad de que 
1 indician i (robarse. 

Al resolver una causa en cierto modo similar a la presente, 
Y. K. declaró que es irrevisible por la vía del recurso extraordi- 
nario lo decidido por la sentencia en el sentido de que resultaba 
imposible el engaño del comprador o la explotación de su buena 
fe por parte del vendedor (Fallos: 237: 2ÍI9). Por aplicación de 
tal doctrina, pienso que el remedio federal intentado es impro- 
cedente y que correspondería declarar que el mismo ha sido mal 
concedido a fs. 265. Buenos Aires, 24 do marzo de 1960. — litimóu 

LftM'tttlO. 

FALLO DE LA CORTE Sl'PRKMA 

Buenos Aires, 28 de setiembre do 1960. 

Vistos los autos: "Stener Henschien e/ T.A.K.M. s.ii.l. 
s/ usurpación de marca". 

í 'tmsidorandoi 

\ 9 ) Que la sentencia de fs, 254/256 de la Cámara Xacionnl 
de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadniinistrativo des- 
estimó la querella promovida por el recurrente y absolvió a los 
procesados de la acusación por infracción al nrt. 48 de la ley 3975, 
sin perjuicio de las acciones civiles que pudiera tener contra estos 
el querellante. 

2*) (¿ue, al fundarse el recurso extraordinario interpuesto 
a fs. 2(»2 263, so afirma que dicha sentencia está apoyuda en una 
errónea inteligencia del inc. I 9 del art. 48 de la ley federal 3975, 
por cuanto exige la existencia y prueba de dolo específico para 
la configuración del delito que dicha norma prevé y sanciona 
lart. 14, inc. 3» de la ley 48). 

3*) Que, para el .juzgamiento del easo, es necesario, ante 
todo, precisar las cuestiones que se han propuesto en el escrito 
de interposición del recurso extraordinario, pues es sólo con res- 
pecto a ellas que puede ejercerse la jurisdicción de esta Corte 
(Fallos: 245: 1(18 y sus citas). 

Fn dicho escrito el apelante ha reducido específicamente sus 
agravios a la interpretación de la norma contenida en el inc. 1° 
del art. 48 de la ley 3975, con referencia a la conducta de los que- 
rellados consistente en el uso de la marca "Instanter" en lidia- 
doras que estos comercializaban. Y a eso respecto, afirma, en dis- 
crepancia con el a quo: a) que tal conducta importó comisión del 
delito previsto en el precepto mencionado; b) que la configura- 
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ción legal de dicho delito no requiere ni dolo específico ni ele- 
mento intencional (fs. ¿62 vta. y 263). 

4 V J Que para la consideración de tales agravios es indispen- 
sable, confrontarlos con las cuestiones formuladas y decididas en 
lo* autos principales. 

Consta en la memoria que obra de fs. 162 a 171 (art. 571Í Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal de la Capital Federal) que 
el querellante concretó claramente su acusación, manifestando 
que las infracciones que imputaba a los querellados eran las pre- 
vistas en los incisos 4' y á* del art. 48 de la ley 3975 (ver especial- 
mente fs. 168 y punto 2* del petitorio). Por su parte, la sentencia 
de 1* instancia, acogiendo las pretensiones del querellante en lo 
atinente al uso de la marca "Instanter" en las llenadoras de su 
propiedad —Única cuestión que interesa en el presente recurso—, 
declaró a los acusados ¡u cursos en las infracciones previstas en los 
mm 4° y "y del art. 48 de la ley citada {Considerando 5' v punto 
2 de la parte dispositiva). Finalmente en el memorial de 2* instan- 
cia, el recurrente solicitó expresamente la confirmación de la sen- 
tencia de V instanciu sobre este punto (petitorio, punto segundo). 

.) p ) (¿ue de lo expuesto resulta evidente que en la causa y 
por la propia actitud del querellante no ha estado en discusión en 
ningún momento la inteligencia que debe atribuirse al inciso pri- 
mero del art. 48 de la ley 3975, De ello se infiere que dieha cues- 
tión no fué planteada ante el tribunal a quo, el que, por ello, 
no tuvo ocasión de considerarla. Concordantemente con ello, en 
ambos pronunciamientos y en las distintas presentaciones del 
querellante, incluyendo la memoria acompañada ante esta Corte, 
se reconoce explícitamente que para la comisión de las infraccio- 
nes de tos ines. 4* y 5* es necesario la concurrencia del llamado 
elemento intencional. 

6 P ) Que, en tales condiciones, los agravios concretos for- 
mulados en el recurso extraordinario resultan notoriamente 
extemporáneos, no han sido considerados por el a quo e impiden 
su tratamiento en esta instancia de excepción (Fallos: 241: 40, 
123, _206; 242: 513 y otros). ■ 

<"*) Que, por lo demás, los fundamentos de hecho y prueba 
contenidos en la sentencia apelada e irrevisibles por vía del reme- 
dio federal, no sólo están dirigidos a la determinación del deno- 
minado *' elemento intencional" o "dolo específico" en la conduc- 
ta de los querellados, siuo, y de modo muy especial, a otros 
aspectos del delito imputado, como lo son la existencia misma 
del derecho a la marca en referencia a las licuadoras fabricadas 
por los querellados (remisión del pronunciamiento del a quo a 
los informes administrativos de fs. 120 y 210) v la ausencia de 
perjuicio patrimonial del querellante. 
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Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 

fs. Üfió. 

Benjamín* Vi llecas Basavjlbaso — 
Akistóbilo I>. Aráoz de Lamaduid 

— JfLIO (h'IIAXAUTK — BiCARDO 
< "o LOMBH ES- 



SIMON 8CHWARTZ r Otra v. LAritKAXO VARKLA 

JCfífS t>irc IOS Y COMPETAS (I. i: Com,»»*,!,, tiritona). Khmmtnn ,lr- 
trrmimtntm. Lunar de ubii ni lón oVf ¡nmurhlr. 

Si Ufó parte-, mi tmii paitado expresamente un determinado lugar pura el 
eumplimienlo fifi eontnito tuya reseiaiim se dnnn oda. ilchc intemlei\«e que 
ese liijinr es el de hi iihieacmn del ¡inntn*bti- n <pu> 1« acción se refiere. Co- 
rresponde a la justicia di' Mar del l*liita — donde w encuentra e) inn «reble— 
y no a lu ilf 1 .1 Capital Fi'dcral — donde jw celebró el contrato y sé domici- 
liaban las partes — conocer ilel juicio promovido por los propietarios de un 
departamento en ni ra el ocupante, por rescisión de la opción de compra, 
paco de la malta estipulada y daños y perjuicios. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Corresponde a V. K. dirimir la presente contienda de compe- 
tencia entre jueces, toda vez que no existo un órgano superior 
jerárquico común que pueda resolverlo (art. 24, inc. 7 V , decreto- 
ley 1285 SS). 

Kri euauto ul fondo del asunto, se traía de lo siguiente: ini- 
ciado un Jaicto por rescisión de contrato unte el Juzgado Xncin- 
nal en lo Civil n p 18 de la Capital Federal, el demandado, a los 
pocos días de haber sido notificado de la demanda, deduce cues- 
tión de competencia por vía de inhibitoria ante el Juzgado en lo 
Civtl y Comercial n 9 1 de Mar del Plata, Prnv. de Buenos Aires 
(ver fs. U), lo que pone en conocimiento del juez nacional (ver 
fs. ".'1 exp. agregado), quien, a pesar de ello, a fs. 76 vta. le da 
por decaído el derecho de contestar la demanda y lo declara re- 
belde en los términos del art. del Código de Procedimientos 
Civiles, 

A su vez, el magistrado provincial libra exhorto haciendo 
saber a su colega que ha sido promovida dicha cuestión de com- 
petencia (ver fs. 78), y al solicitar el demandado a fs. 79 que se 
paralice el procedimiento en jurisdicción nacional, el magistrado 
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til" , ; t ' so, . ut,ít ' >n (lt,, Wndu la paralción pedida, declarando bu 
competencia para entender en ( >l m¡n;« , T „i * í . 
hiueha fWfe i i- ^ J"ino y abriendo la causa a 

t íiuna [mi ts. 84). Apela en termino el demandado uero a f« «7 
d. siste del recurso interpuesto, «"«aero pero a ts. 8/ 

Kl juez de Alar del Plata se declara competente a H 21 
-ando el correspondiente exhorto al de esta 'S&l (ver £ 

«a siüo poruñea , pero no se expide sobre el fondo d,>l 

ffte ^Sf V o ? r?T e,ite SI 

cario «fu í vi í P ° nd ° tlK ' ho auto - la ráll,ar « «fc revo- 

f í ¿ >or In l^TÍ P °'' CH ° fh ' mP ,a ^ jno* de 

rs. H4 i>or la que se declaró competente. 

este estado, a solicitud de parte, el juez provincial eleva 

fe ::rs°Ziv:í?vT trahatln ,n *** 

eer nln*^ 7™^° V ' K » competente para cono- 
' / 1 os f¥M W» "«turaleza del presente, eon preferen ™n 

al do domicilio del demandado, el del lugar designado ex líe a 
nupho.tamente por las partes para el cumplimiento do 

tn cualesquiera sean las prestaciones que se demanden SES 

rt: ;z:;;:/ F i ,k: ^ «m* £ nfrRS 

Inre' V i* hl ! f CilS0H C '! Ciert0 ,1,odo si »»laros al pro- 

e / e iuieio\ n ' art,d °- eS ^* c °'»P ct *** para entender 
n el juicio de escrituración de un inmueble, el del lugar donde 

«^7* !» -"trega del mismo; v que triándose Tía cóm- 

. cuta de Inones raíces, el lugar de la ejecución se encuentra 

.rtual y necesariamente determinado por el de la situación le 

los Menea vendidos, q„e es en el que solamente -*oJ"lo«ZZ 

fFallos: 42: 3», lo, : 144: Kíí> ; 21 1 ; 155; 226: 270). 

Por aplicación analógica de la doctrina mencionada, v a po- 
8 r de no tra arse aquí de una aceión de escrituración o de 
n pbm.ento de un contrato de compraventa de inmuebles, sino 

to n vTr' 1 , S T- °? 6n d ° CO,,,!,m * «* Apartamento 
-toda ves que a materia del presente juicio tiene necesariamente 
que refenrsc al inmueble en cuestión-, considero que covZZn- 

P £ta rtW i ¿ 7 « 9 1 Apartamento Mar del 
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FALLO DE LA COIÍTK SITRKMA 



Buenos Aires, 29 de setiembre de lí>bU 



Autos v vistos; 'Considerando: 

Que, según . esulta de estos autos y de los agregados por 
etienla, en lu Ciudad de Buenos Aires se celebró entre los Sres. 
Simón Schwartz y Guillermina S. de Schwartz, por una parte, 
y el Sr. Gaspar Laureano Várela, por la otra, un convenio con 
arreglo a cuyas cláusulas los Sres. Schwartz dieron en locación 
a) Sr. Várela, por temporada, el departamento letra E, piso 1% 
«le la finca Avenida Colón de la Ciudad de Mar del Plata. 
Se estipuló también, a favor del locatario, nna opción de compra 
del mencionado departamento, estableciéndose el precio y ta for- 
ma de pago y agregándose que si no se concretaba la operación 
de compraventa, el inquilino debía (levo! ver el departamento cu 
la fecha indicada como término de la locación ; caso contrario, 
debía pagar en concepto do daños y perjuicios una multa diaria 
hasta su desocupación. 

Que, ante la justicia nacional en lo civil de la Capital Fede- 
ral, los Sres. Schwartz promovieron demanda contra el Sr. Várela 
por rescisión de la opción de compra, pago de la multa estipulada 
y daños y perjuicios emergentes del incumplimiento del contrato, 
sucedió adose entonces, con motivo de la cuestión de competencia 
por inhibitoria (pie el demandado planteó ante los tribunales de 
Mar del Plata, las diversas incidencia* reseñadas en el dictamen 
precedente, que determinan la intervención de esta Corte para 
dirimir ta contienda planteada. 

Que teniendo en cuenta la naturaleza de la acción promovida 
y el principio de que la competencia del juez del lugar designado 
explícita o implícitamente por las partes para el cumplimiento 
del contrato, prevalece sobre la del juez del domicilio del deman- 
dado o del lugar de celebración del contrato — Fallos: 244: 185; 
'I-i.,: $18 y los citados en el dictamen precedente — , la decisión del 
ca-ío no parece dudosa. En efecto: no habiendo pactado expre- 
samente las partes un determinado lugar para el cumplimiento 
fiel contrato cuya rescisión se demanda, debe entenderse que ese 
hnrar es ei de la ubicación del inmueble a que se refieren las 
presentes actuaciones. Así lo ha resuelto reiteradamente esta 
Corte en los casos que cita el Sr. Procurador General respecto 
de situaciones en cierto modo análogas, como son las neciones de 
escrituración o cumplimiento de contratos de compraventa de 
inmuebles. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara qne el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Mar del 
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Plata, a quien se remitirán los autos, es el competente para 
conocer de la demanda a que se refieren estas actuaciones. Hágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Civil de 
la Capital Federal. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Lvls María Boffi Bouceko — 
Julio O y han arte — Pedro Are- 
rastury — Ricardo Colombres. 



CAMILO A, BACANA y Otuos 



JÜRISDICriOX Y COMPETKXCIA: (umpetnuh nacional. Cautas pruales. 
IMilns f/iic uhxtrtofen el normal funvimut miento de la» ¡mtiturinnes mittQtmltt. 

Corresponde n lu justicia nacional en lo criminal y correccional federal y no n 
ta de instrucción, de la Capital Federal, conocer en la cauíia en que bc 
investigan delitos de loa que habrían participado el entonces Presidente de 
la Nación y otros funcionario» federales de alta jerarquía. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

A mi entender, existen en las presentes actuaciones suficien- 
tes elementos de juicio como para poder abrigar fundadamente 
la sospecha de que el presidente depuesto y otros funcionarios 
federales de alta jerarquía tuvieron participación en los hechos 
delictuosos que se investigan. 

En efecto, la opinión corriente en tal sentido —tomada en 
cuenta en los fundamentos del fallo del Tribunal Superior de 
Honor que descalificó al mencionado es mandatario (fs. 124, don- 
de se transcribe el párrafo pertinente) — , se vio luego corroborada 
por lo actuada ante la Comisión Investigadora ir* 47, que en su 
resolución de fs.682 señala como responsables a Perón, Borlenghi 
y Gamboa, cosa que también hace la Comisión Nacional de Inves- 
tigaciones a fs. 887. 

Estos cargos encuentran sustento en las declaraciones de 
fs. 241, donde so afirma que entre los funcionarios policiales se 
conocía con anticipación la posibilidad de los desmanes luego 
ocurridos; de fs. 300, donde Gamboa advierte que "tenía una 
orden permanente de que cuando las "olumnas peronistas salían 
a la calle, la policía no debía molestarlas", el eareo de fs. 314, 
donde aquél aclara que " . . el concepto de las palabras del Mi- 
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nistro (Borlenghi) . . . es que . . . con respecto a los incendios y 
actos vandálicos que se estaban haciendo, debía dejarlos reali- 
zar...". Aparece obvia la presunción que resulta de unir las 
tres distintas declaraciones. 

Asimismo son importantes, al efecto antes indicado, las de- 
posiciones de fs. 356, 339 (especialmente fs. 360) y 1580 y vta., 
que giran alrededor de las palabras que el subcomisario Fernán- 
dez habría dirigido al Director de Bomberos frente a la Casa 
del Pueblo, en el sentido de "que traía la palabra del señor Pre- 
sidente, de dejar quemar que era la voluntad del pueblo" (fs. 
15S1), a cuyo contenido no pueden dejar de asociarse los discur- 
sos que Perón pronuncia ni el 15 y 16 de abril de 1953, inmediata- 
mente antes y después de los atentados objeto del sumario, 
incitando n la violencia y aprobando lo sucedido, respectivamente, 
como recuerdan los doctores de I Hondo en su declaración de 
fs. 913 y Elkin en su denuncia de fs. 1479. 

Finalmente, enbe hacer referencia a las terminantes decla- 
raciones del testigo Basavilbaso a fs. 1606, 1624 y 1662, en el 
sentido de la participación de Perón y Borlenghi. Asevera aquél, 
por ejemplo, que "...Ablanedo contó que al trasmitirle Bacana 
a Borlenghi, y éste a Perón, que estaba ardiendo la sede del 
Partido Socialista, éste respondió sorprendido: "¿cómo, nada más 
que esto?", por lo que el declarante entendió que había una orden 
tácita, de proceder a la destrucción de las sedes de otros partidos 
políticos" (fs. 1624 vta.). 

Aparte de lo expuesto, os posible agregar que a fs. 889 y 899 
surgen cargos contra otro funcionario federal que se desempeñó 
como interventor del Jockey Club. 

Tratándose, pues, de investigar en la causa hechos en los 
que habrían participado funcionarios federales cuyas atribucio- 
nes trascienden la esfera de la ('.'api tal tic la República, opino 
que la justicia nacional en lo criminal y correccional federal debe 
Seguía entendiendo en el sttb ¡u/i ice (sentencia del 28/XII/1959, 
íit rr "Antonio, Jorge s/ infracción a la ley 12.906", entre mu- 
chas otras). Buenos Aires, 8 de julio de 1960. — Rttmón Lascmto, 

FALLO DE LA COliTK SCPREMA 

Buenos Aires, 29 de setiembre de 1960. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr. Procu- 
rador General, se declara que el Sr, Juez Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal de la Capital es el competente para eom. 
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ée* de ftemmm. Remítansele los autos y hágase saber en la 
forma de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AbiStóbulo D. Aráoz de Lamadeid 
— Lits María Rnvvi Boockiio — 
Julio Oyhastarte — Pedro Abk- 

RASTURY — RlCARDO COLOMBRES. 



DOMIN'GO LOPEZ SAAVEDKA 

Jt-Risnii t ios r crntr-ETEXcu: nu^tmri *N* Cama» ^ 

¡h-lit„* <i„r vb*tnnmi el normal funriami,me» t » de <„s ¡n*tit„rione* turhnaíe*. 

Conwnonde ni jue* nacional en lo crimina] de instrucción, y no al na.bna1 
en to criminal v correccional W I« Capital, conocer de la causa en la 
que se imputa a un tgeiita no identificado de la Policía Municipal el delito 
«le a huso de autoridad por haber secuestrado el registro de „ n conductor, con 
motivo de «na infracción de tránsito. Se trataría, en el caso, de un delito de 
carácter común, atribuido a un empleado que no desempeña funcione, de 
naturale/a federal» sino local. 

SKXTKXrtA l'fil, JCEJ! XlClUXAI. EX CklMIXAt. Y CuHRE^WVL FKnKR.U. 

Buenos Aireg, 29 de setiembre de 1969, 
Autos y vistos: Para resolver sobre ta competencia en esta enusa 5836/59. 
Y considerando: 

1) Domingo López Sanvedru deduce querella a fe. 2 contra un agente de 
Ij| policía municipal aun no identificado, por abuso de autoridad. En esta con- 
ducta luibrín incurrido el imputado, según el querellante, al secuestrar el registro 
de conductor de Julia Teresita LÓpc* Saavedra, en cuya representación achia 
el ocurrente en ejercicio de la patria potestad, según acredita con partida de 
nacimiento obrante a fs. 0. 

2) Compete a este Tribunal instruir el eorre-qimidieíile sumario, porque de 
constituir delito, la conducta acriminada sería viola torin de una ley de carácter 
nacional, como lo e* la 13.893. Dice Oonmu en Jurisdicción Federal, pág. 251, que 
para que Rea procedente el fuero federal "es necesario que el hecho acriminado 
esté previsto y calificado como delito en una lej nacional" agregando más 
adelante que entre los que caen bajo dicha jurisdicción pueden mencionarse 
"los delitos de defraudación y nial versación en perjuicio del Estado, atentado 
y resistencia n la autoridad, desacato, usurpación de autoridad, titilación de los 
deberé? del funcionario público, cohecho, falso testimonio, etc. Estoa delitos son 
de carácter federal cuando han sido cometidos por funcionarios nacionales o en 
perjuicio del gobierno nacional". El hecho denunciado afectaría el poder inter- 
junsdíeeíoiiftl del Estado federal, ejercido mediante la disposición legal citada, 
ley 13.893, que aprueba el Reglamento General de Tránsito para los caminos v 
calles de la República. 
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Por ello, oído el Ministerio Fiscal y de conformidad a lo dispuesto por el art. 
3* inca. 3 y 4 de la ley 48, 

Resuelvo: l) Declarar la competencia del Tribunal para entender en esta 
causa 5930/59. 

tí) Tener presente el eoso federal planteado por el presentante u fs, 7 
vtn. — Angel Á, Hrrvrti;:i. 

Sextevcia uk la Cámaka X.wioxai, i>e Apelaciones es lo Federal y 
coxteni ios4) aihi1x isthati vi > 

Buenos Aires, 15 de diciembre de 1950. 

V vistas; y con -i demudo: 

tjue lu presente causa se inicia o raíz de le querella entabladn a fs. 2, 
jjiir Domingo López Saavcdra, por la posible comisión del delito de nhuso de 
autoridad previsto en el jirt. 24S del Código Penal en que pudo haber incurrido 
un agente de la Municipalidad de la Ciudad tic Buenos Aires al intervenir en una 
prelmita infracción de tránsito. 

(¿lie se trataría, as!, de un delito imputado ti un empleado público que no 
ejerce funciones federales* sino meramente Incaica, dependiente de un organismo 
(•»>■« jurisdicción no trasciende el ámbito de la Capital Federal, por cuya razón el 
rnniH-ÍNiichhi del misino no es de U competencia de los tribunales en lo federal 
(jirl. ine, :í*, de la ley 48 y Corte Suprema. Fallos: '241: 435). 

Por e*tns consideraciones y de conformidad con lo dictaminado por el Sr. 
Fi-eal de Cámara w retppQ el auto apelado de fs. 9 declaró tuinas fu incompetencia 
de lu ju.-dicta en lo Criminal y Correccional Federal para entender en estas 
actuaciones. — Hernán Jmtrex Peñttha. — A mhmsfa Romero Carranza. — En- 
rique fíamm Mrjtn. 

Sevtestia m:r. Jtkz Xai-imn-ve. ex u> Ckimisad de Instrucción 

Uuenos Airea, 27 de abril de 1900. 

Y considerando: 

o 

Que en las presenten actuaciones se imputa una infracción ti una ley nacional 
— en este caso la 1:í.893— , siendo en consecuencia irrelevante la entidad del 
agente a quién se ntribuye la infracción, n efectos de determinar la competencia, 
toda ve/ i|iie ésta debe asignarse ilc conformidad a la norma lesionada que, en 
tus presentes, actuaciof.es, legisla para todn la Kepública. 

Así lo establece el art. 2:1, ine. 3*, de) Código de Procedimientos en lo 
Criminal, resultando consecuentemente incompetente et suscripto, por rozón de 
materia, para conocer en esta denuncia. 

Por ello: Oído el Sr. Agente Fiscal fn. 20 y de conformidad con la normo 
leunl eilndu, Retmrlw. decloror la ímcimh prienda del juzgado para conocer en la 
presente deminrin, la que, sin perjuicio de la obligatoriedad que el auto de fs. 17 
tiene pora el Kr. Juez, Dr. Angel A. líregazzi, le será devuelta n diclio Magis- 
trado, a sus efectos, sirviendo este proveído de ntentn noto de envío. — Magno 
(hnar Vi-tez. 
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Sentencia de la Cámara Nacional de Ai-elaciones en lo Federal t 
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Buenos Aires, 2 de setiembre de 1060, 

Y vistos: 

No siendo valedero el argumento de haberse cometido una presunta violación 
de la ley 13.893, por cuanto se querella a fs. 2 en realidad por comisión de delitos 
previstos y penados en el Código Penal, mantiénese el anto de fs. 17 por el cual 
se declaró la incompetencia de la justicia en lo criminal y correccional federal, y, 
por traboda así la cuestión de competencia en virtud de lo resuelto a fs. 23, 
elévese en la forma de estilo a sus efectos a la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. — Ambrosio Homero Cnrranzu. — Hrruán Jttárez Ptñalva. — Enrique 
liamos Mejia. 

Dictamen del Puocitrador General 
Suprema Corte: 

Por los fundamentos de los autos dictados por la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Federal a fs. 17 y 30 respectiva- 
mente, estimo que corresponde declarar competente para enten- 
der en la causa al Sr. Juez en lo Criminal de Instrucción. Buenos 
Aires, 20 de setiembre de 1960. — Ramón Lasccmo. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de setiembre de 1960. 
Autos y vistos; considerando: 

Que tanto la justicia federal como la de instrucción de la 
Capital se han declarado incompetentes para conocer de esta 
causa, en la que se Imputa a un agente (no identificado) de la 
Policía Municipal de esta ciudad, haber cometido el delito de 
abuso de autoridad al secuestrar el registro de un conductor, con 
motivo de una infracción de tránsito, violando así el art, 36 de 
la ley 13.893. 

Que, como lo ha resuelto acertadamente la Cámara Federal 
a fs. 17 y 30, los hechos presuntamente delictuosos que deberán 
investigarse podrían constituir delitos de carácter común, atri- 
buidos a un empleado que no desempeña funciones de carácter 
federal sino local. Y ello es suficiente, conforme a la reiterada 
jurisprudencia de esta Corte sobre el punto, para decidir que la 
causa es de competencia del juez de instrucción —Fallos: 243: 
437, 487 y otros—. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 



"** FALLOS DE LA COBTE SUPREMA 

declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 
es el competente para conocer de esta causa. Remítansele los 
autos y hágase saber en la forma de estilo a la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Federal y Contoneiosoadministrativo de la 
Capital. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristúbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Bogoeho — 
Pedro Abrrasiuuy. 



JUAN ANTONIO CORONEL 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Causas penales. 
Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nacián y de sus reparticiones 
autárquicas. 

Corresponde * la justicia nacional en lo criminal y correccional federal, y 
no a la nacional en lo criminal de instrucción, de la Capital, conocer de la 
defraudación que se habría cometido en perjuicio de la Lotería de Benefi- 
cencia Nacional y Casinos. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos extiende sus 
actividades a todo el territorio de la Nación, sin que sea aplicable 
al caso, en consecuencia, lo dispuesto en el art. 1* de la ley 14.180. 

Corresponde, por tanto, declarar competente para entender 
en la cansa al Sr. Juez en lo Criminal y Correccional Federal. 
Buenos Aires, 9 de setiembre de 1960. — Ramón Lascano, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de setiembre de 1960. 
Autos y vistos ; considerando ; 

Que en la presente causa se ba denunciado una supuesta de- 
fraudación a la Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos y 
tanto el juez de instrucción como el criminal y correccional fede- 
ral, ambos de la Capital, se han declarado incompetentes para 
conocer del caso, discrepando acerca de si el patrimonio de aque- 
lla institución está o no afectado a la prestación de servicios 
locales, en los términos del art. V de la ley 14.180. 
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Que en el caso de Fallos : 245 : 265, esta Corte decidió que 
era competente la justicia federal de la Capital para entender 
en un proceso por estafa y tentativa de ese mismo delito, del que 
podría resultar perjuicio para el patrimonio de la Lotería de 
Beneficencia Nacional y Casinos, solución que corresponde man- 
tener en el presente (confn, además, ley 4206 y decretos 7867/46 
y 34.186/49). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
declara que el Sr. Jnez Nacional en lo Criminal y Correccional 
Federal es el competente para conocer de esta causa. Remítansele 
los autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacio- 
nal en lo Criminal de Instrucción. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AlUSTÜBULO D. Aráoz db Lamaduid 
— Luis María Boffi 
Pedro Aberastubt. 
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Banro l.rarlila del R(o de la Plata: p. 413 
B.n £ Prnvineial de Ralla <Xoí, ¥li R.^'i* 
teñan rf) ; p. ftge. 

Barrera Herrando r/ Beneich Hno».: p. 539. 

Üí« t* 1J Bfln ^T J rrí, J y olr " < R * d ' 1 

1. f. Urt '.,. T ««l» de e/): p. fl«. 

Bello Alfretto Rowndo (Karion e/)t p. 72D. 

Bernljerit. Federico O., y otra #/ Pw. do 

Bueno» Aire»: p. 395. 
nemhcrir. Otto Eduardo, y otro» r/ Prov. do 

Bueno» Atrea: pa. 450 y 53fl 
n,n.v d«». Santiafo Ramín e/ 8. R. L. K.la 

Mecim lento MetalÚTRleo Ital- Véneta : p. 374. 
Benekh Hno.. (Barrera. BervSndí f /> : p! 

Benedetti. Celao c/ Combuatiblea BAIldoa y ME- 
heralea — E,N.IVE._ : p 3fl3 r 

Benfoerhea DemAtilo. y otra (Vraiioi, Emento, 
y Juan Cario» e/): p. 700. 

Ilenroeehea Hno. y cía, (Franrhinl, Ricard» 
O. e/): p. a«. 

Berenbaum. leaae Mende) (Federaelon de Obre- 
ro, y Knpleadoi de U Induatria del P.pel. 
Cartdn . Qnlail™ y Afine» e/) : p. ga. 

Bertallí de Perichon. Adelaida: p, 172. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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Berna oiil, fieróolino F. (Dominio. Pedro e/): 
V. 41.1. 

Beroni. Roque ( Adminiatración (leneral de 

vialidad Vn.-ion»! e/> : p. 886. 

Ilern, limj.nr ( Barher, Curio*, y olro c/C 
p. 114 

Hrrrntarin de Olmedo. Joaefa c/ S R. I-. Edi- 
torial IVniHliMK .■ Centro: p. 343. 

llertor*. I'edrn vi Inatiluto Argentino de Pro- 
ntiH iAn del Intrrranihiii : ¡i. 247. 

l!e<uula Torre* ríe Martlneí. Meri-rdr* «■/ 2iB- 
mec. Jn*.*.. y tilnm: |>. 176: 

Beveriua. Conrado Jome Jow y I*r(iv. de Cór- 
iloba (Nación t/\: p. 51)8. 

Ilinaichi. Armando r S. A. Ca»a Venua: 
|i. 69». 

Blandí-, l. i Mi- ■■■ - p. 45. 

ItfdrtEn* y Viñedo* Amo. S. A. (('autillo. Ino- 
cencio Rafael ti) p. 367. 

Ít«if(¿, Lruptdd» 1„ t-i (¡aso, Da» Nevé* y 
OnW! p. 54(1. 

Itollaerl. Cario* (i. tll.l: p, 5*0 

Honamln. Vlctorin: |i. 1.1 

l!"t> rr... Kom Bellaní de. y otra* (Rodri- 
gue». Lidia Tfjiits ilr c'J: j>, 646. 

Boretli de Fontana. Utella Iní* C fia<ía*ti. Jo*« 
Andró*: p. US. 

lu»»rl, Hanliaao, }' «tro (S. A., tí. Schu*leT 
c i; p. aoo. 

Brandi. Herí di de* I. A. i/ Kriaalkian, Juan 
Pedro, y «(rot: p. 577. 

Bretón. Federico c Píriurno. Cario» Alberto: 
p. 316. 

Bretli. Hómulo Bruno r' Ferreyra. Virgilio: 
p. 413. 

Brincia y olro e 8. A, I.a Blanca: p. 673. 

B. T. H . Cía Sudamericana. B. A. (Be María, 
Nirnlaa e ) : p. US. 

Buen\erino. Donato (Pereyra, Nnrherto Foro- 
lirio e/): p, 396. 

Puratein. Rrri'o: p. 521. 

Buratein. Valentín illanco Hipotecario Safio 

nal r): p. 5o6. 
Buara. itavaldo J. (Prov. de Bueno* Aire* t/): 

p. 54. 

Kuilelo Lópri. Jai' — Antea: Cii. da Hecuroa 
dt Vida Sud America — c/ lül, P. Lámela 



de, y olro*: p. 713. 
Buttini. Adela: p. 1*1. 



Cabildo. Olivar**, 8. It. L. e/ Ituftioi. Mur- 
ria) de: p. 4«0, 
Cabra!. Andrea: p. 374. 



rial de: p. 460, 

• : p. 374. 

Caími. Je»u*a Qarniendia da — *uc— fS.R.L. 



E*tand«* San Carro* e/V: Lt 93. 
Caja de l'rerluón Social de Módico* Bioqnf- 
miroa, odontólogo*. Farmacéutico*. Veterina- 
rio* y Obatetrat do Córdoba r,' 8. R. 1«. 
Miil leal : p. 601. 
Caja dr Subnidioa FaOiiliarr* para el Peraonal 
de la tnduMria (H. A. Molino* Ido de la. 
I'laia r | : p. 676. 
« »M Muniripal ¡le Jiihilarione* y IVn*ionea de 
Santa » ( Zumatarírrecui. Bernardo c,') : 
l>. 1124, 

t'atmad. Maderera. S. R. [,.; p. 117. 
Callao, Clnn: p. 121 . 

Cámara Diputad»* de la Nación — ComíaíiJii 

de Jilirlo Político—: p. 505. 
Cámara dr Itipiitadna di» la Xariatl — ComÍMdn 

K^pecíal ItiVi.pht icadnra — : p. 6117. 
CAmiiTa Fiilr ral de AptladoneÁ de Heciatcnda: 

p. 415. 

Campoy Fernindw, Juau c, Diario "La Ultar- 

lail": p. 305. 
Canal*, Antonio: p. 

Cantón, Hit »rdn r (ioiifilri, Fermín y Cía.: 

p, lOÜ. 

Carié". Marcelino l (¡arela Fcrnindeí, Kermfn 

r t : p. 63.1. 
Carliií. Ricardo (Manaíione, Fortunato y Lola 

e/1: p. 253. 



Carrlío. l.wi* Feilerico Ramón: p, 263. 
Cartier. Hamdnrff y Mammarelli. 8. R. h„ y 



otro* (Banro de la Nación e/): p. 512. 
Ca*a Vettb*. S. A. (Binaihi. Ar 



e/J: 

p. 

i'4.»>. Néstor Luía, y otra» (Nación c/>: 

p. 703. 

Cntenavr, l'cilrp Krneiln c' Chaizaa, SantisEO 

— aur. — : p, 644. 
Cantfllaní. Juana trixnin de e/ S. A. <'ln. 

Üwift de La Plata: p. H4. 
C»atillo, Antaliu (Tiri-nni, Jnaefn Hüruona r/>: 

p, 740. 

Cantillo. Inocencio Rafael c/ s, A. Vitledoa y 

llodi>ea* Arnu : p. 367. 
('■■tillo. Joan, y otra* r/ Soc de Electricidad 

de> Roaario: p. 342. 
('■•tro, Ramón, y otro: p, 361, 
C.A.T.I.T.A., Cía. Argentina de Talleres ln- 

tltialriale*. Traneporle* y Anexoa, S. A. 

(Unión («bren Metalúrgica e/) i p. 315. 
Cavura d« Vlaaov. Kmllia c/ Vla*ov, Alejan- 
dro: p. 105. 
Centro Coordinador de Activiiladet Portuaria* 

y otro* (S.L'.P.A. c ): p. 527. 
Cervecería Cónloln y Cervecería (Yinlntm (en 

liquidnrtón). S. A. Enrique Mr )er c/ Nación: 

P. 517. 

Cerval lo, Filomena Pena d« c/ A ib raí o Ha»h- 

raf. Hadjl: p. 240. 
Cine Callao: p. 121. 
Cine Once: p. 143. 
Ciña Río de la Pial*: p. 147. 
Circulo Militar de 8ul»r¡rinle» de la* Fuertat 

Armada». Aaociaclón Civil (Hollín, Luciano 

c') : p». 323 y 670, 
Conmino. Vn-torio: p. 537. 
Col mío de Médiroa Lrciaua: p. 103. 
Conbuatitilea Rólidoa y Mineralei — F..X.D.E. — 

(Braeddií, Celan c/> : p. 363. 
Comiajón ae Jaldo Político — Cámara de Di- 

potadoi de la Nación-—: p. 505. 
Comiaión Esperiil Inre*tigidora — Cámara da 

Diputad»* tle la Nación— p. 637. 
Cía. Argentina de Electricidad, B. A. c/ Muol- 

cip. de la Ciudad de Ba. Airea: p. 63. 
Cía. Arcentlna de Lancha*. 8. A. <8. A. Atti- 

llcro» Arrendno* Ryaa e/) : p. 170. 
Cía. Argentina da Tallece» Induitrlalea, Trana* 

porte* y Ansio*. O.A.T.I.T.A.. S. A. (Lnion 

Obrera Uataltrglea c/> : p. 315. 
Cía. Argentina de Teléfofloa. S, A. y otra 

(Jiménei. Jeté A. £. c/) : p. 604. 
Ct». de Acumulación de Ahorro La Metro- 
politana (Soria, Julio Qermin e/y. p. 371. 
Cia de Electricidad de ku Ande*. S. A. c/ 

Prov. de Mondo»: p. 145. 
da. de Seguro* de Vida Sud America —Hoy: 

Joió Buiteto Lópel— c/ QiL P. Lámela de, 

y otro*: p. 71». 
Cía. de Tranvr** Mu de) Plata: p. 603. 
Cia. Exnibldora del Litoral, 6. R. L. (Mótale*. 

.ion* Adulto C): P. 459. 
Cía. flenerat de Conatrucrioneii, S. A. (Silva 

Falla, -lortte Enrique e/>: p. 24. 
Cía. Inmobiliaria Libertad. X. A.: p. 51. 
Cía. Platenae do Electricidad Síenv -¡ Schue- 

kerc 8. A. (Nación (/): p. 13. 
Cía. Primitiva de <iaa de B*i Aire* Ltda. 

(S. R. L. San Martin y Axtlri» Financiera 

e/): p. 170. 
Cía, San*ineoa. 8. A. (Alcarai. Anittalla. y 

otrna c, ¡ : p. 246. 
Cía. Sudamericana B. T. B.. S. A. (Be Moría, 

Nicolá* c'l : p. 115. 
Cía. Swift de íji {'lata. S. A (Caatcllnni, Jua- 
na Iriitoin do s l : p. tít. 
Cia, Mwjft de La Plata. 8, A, 1 Klimnueu'altt, 

María T. de. y otro* e/1; p 442. 
Copetín. Manuel Su uto- (Nación */] ; p. 545, 
Copetín. María Eather K***o de (Banco Hipo- 
tecario Nacional r'): P- Sf7. 
Corhiere de H.. Killier. y otra (Magno Esquí- 

vel. Ricardo B.. y otro* r } : p. 50. 
Córdoba. Cervecería y Cerrecerf* Córdoba (en 
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liquidación), 8. A. Enrújur Meyt-r r Un- 
ción: |i. ¡>I7. 
Córdoba. £al*,*ador tf Sólito, Armando 1 Vi 1ro 
(Empresa Santo Tomí — Linea II — ): p. 
532. 

Coronel. Juan Antonio: p, 760. 

Coit» de Irinnni. Uonttielo V, tj Atedia, Anl- 

<■«■'" Jesús: ||. 5-12. 

Críditn Entre Rio», S. A.: p. 722. 
Trun. Osvaldo Atnórirft. y otros: p, 4441. 
Cuerpo Jlídico Forense: p*. 48, 4» y 101. 



CH 

Chnbrier Anfora, Renóc Olivera Arsim da 
y otra* W Sor. Zállala y Uustau: p. 350. 

< harnero Fernandez. Ricardo r7 Baramolo. 
Malvina C.t p, SOS. 

Chaiia». Santlacu — »nc, — (Casenave, Pedro 
Ernesto art: p, 644. 

Chamorro. Ariam r/ B. A. Misma: p. 247. 

Chicone, Guillermo: p. 6»8, 



Dobo», Enrique León, y otro c/ Suirrx Huyo, 

("armen Cirlacn Acutí» de: h. 553. 
Re FreTol D'Aublfftat de Hibaint, Lula A|e- 

jandro <y Prov. da Bueno* Airea: p, 26. 
11* La (orre, .ios.'.; p. 462. 
Delbene Hnoa. y Sabia Ltda., 8. A.: p. 52. 
DeloWe. Plender. OriUiths * C»: p. 260. 
Helia Felice. Guillermo Antonio: p. 105. 
De Vareo. Osvaldo Salvador: p 640. 
D* Harta. Nicolás c/ 8. A. Cía. Sudamericana 

H T. B. : p. 115. 
De Pedro de Albacete. Emilia — «ue.— : p. 

1 14. 

De Reyes Palomino. Manuel r> Feliiianl. Ancel 

Eduardo, y otro: p. 60. 
Diadema Argentina de Petróleo. S. A., y otra*: 

p. I8«. 

Diarlo "El Argentino": p. 'Mi. 

Diario '(JnceU de] Poro": p. 580. 

Diario "L* Libertad" (Campoy Fernándei, 
Juan f/i: p. 395. 

Diarlo "La Libertad" (Rodrigue* Crespo. En- 
rtque e/)r p. 713. 

Dlai Colodrero, Junto: p, 440. 

Dlai Martfue*, Mardnnio R. : p. 701. 

Dlat Remo. Pedro el Tombesl. Albino: p. 414. 

Dlai. Serafín y olroa (Hoberti, laabrl C. Mú- 
rale* de </} ; p, 323. 

Diputado* de la N'arlón, Cámara do — Comi- 
sión de Juicio Político— : p. 505. 

Diputadoa de la Nación, Cámara de — Comisión 
Especial Investigadora — : p. 637. 

Dirección de Trabajo y Asunto* Sociales r/ 
(iomálei. Pedro: p. 

Dirección de Vlnoa (8. R. L. Llvornn r ): 
p. 1 w 1 . 

Dirección de Vino» y Otrai Heñidas — Zona 

Cuyo — iDubois, María Luida Lnncerdp de 

r '|: p. 724. 
Dirección (leneral Impeditiva (Banco de Men- 

dota r/>: p. 325. 
Dirección (leneral Imponitiva (Mufiíi, Josefa 

Saturnina Ana (iómci Fonaeca de, y otroa 

r ') : p. 420. 
DirrrrIAn Nacional de Aduanal : p. 601, 
Di Verniero, Juan Cario», y otro*: p, 2SM. 
Domenjo. Pedro c Bernasconi, (Jerónimo ¥.: 

p- 413. 

Dubarry y C(». rf S. R. L. Peletería Femina: 
p. 71. 

DulwU. María Luiu Laneerón de Dirección 
de Vinis y Ulran Bebida* —Zona Cuyo — : 
p. 724. 

E 

Kcheniqur 8n»«. Pedro: p. 305. 
Edificio Avenida Hotiue Sien* Pella N» 1174: 
p. 46. 



Fditnrlal llaynri Ltda., 8, A.. Emnrcu: o. 
318. 

Fdilurial Períodlitica Centro S. R. L. (Ol- 
medo, Jonela Bcrrntarín de e/): P- 242. 

Khrinao. (íuillermu Knrliiue r ■• Goldateio, Mar- 
« ii?. p. 510. 

"El Argentina", Diarlo: p. 6*>1. 

El Día. S. A„ y otra: p. 251. 

Elizalile. Carina M. H„ y r!ro; p, 316. 

■El Litortl", Papelera. S A.: p. 44. 

EllemberiteT, Jacinto E. cf Lurnuchi. Mari* 
fíaaparoll de: p. 10U. 

Kmpreaa Editorial Haynea Ltda., B, A.: p. 
31S. 

Empreu Eléctrira de San Pedro de Jujuy 

(Prov, de Jujuy e/)\ p. 201. 
i'r<"«. Ladlilao, y otro c/ S R. L. Siabo 

JlnoD., Keaaler y Cía,: p. 550. 
Earoliar, ,<aól. y otroa: p. 86. 
Eapamer. Raúl rj Rinaado, Alfredo: p, 656. 
r.«»o.^ S. A. Petrolera Argwtina, y otra<; p, 

EataUecimiento Melaldriiro llal-Venela, S. R. 

L. <Renavide«. Santlavo Ramón e/): p. 874. 
EstaNeriniienlo "Santa Jnao*" de Roail y Oiu- 

liani (Lópea. Ramón Ovidio, y otros t/Yt 

p. 534. 

K«Wbler intento» <Jra»»¡. S. R. L.: p. 673. 
EataneiM 8an Cario». H. H. L. e' Caín» i. Je- 

•u»a Oarmendia de — »ur. — : p. 03. 
Eitrada AntiHe. Fernando Ramón: p, 484. 
Eatrada, EuRenio: c/ Ariaudo, Juan T.: p. 

E«h¡í,W r. del Litoral, S. R. L. (llórale», J.*ó 
Adolfo i- > : p. 45D. 



Falddn, Antonio r' 8. H. L. Arnaldn Lerner: 

p. 355. 

Facrini, C baldo (Kacidn e/> : p. 443. 

Faxnajm, H. (Peroa. J„ y otro ti) : p. 60. 

Falrón. ffuao, y Cía. rf B. A. Etfa» Matamud 
e HUoa: p. 55. 

Fantin. Franciaro Andrea: p. 718. 

PauneIJ*, Antonio, y otro» <In*au«arat. María 
Magdalena Saani de n/Vl p. 460. 

Federarión Argentina de Trabajadore» de 1* 
Imprenta: p. 466. 

Federarión de Obrero* y Empleado» de la In- 
dustria riel Papel. Cartón. Químico* y Afine» 
c Herenbaum. l«aar Mendel: p. B9. 

Feluiani. Anxel Eduardo, y otro (Palomino 
Manuel De Rrye* c.'i : ». 60. 

Femina, Peletería, 8. R. L (Dubarry y Cta. 
r/): p. 71. 

Ft-rnanriei Aria», Elena, y otro» e/ I «trio. 
Joaó — rae. — : p, 646. 

Fernández de Aaeárate, (lonanlo: p. 376 

Frrnónde» de (lodoy. Anirela (Perei, Antonio 
•■■>: p. 518. 

Fernandez. Oalllermo Rallador María: p, 30T. 

Fcrnóndrx Kuanova. Emilio (Ibarra. Cario» Ar- 
turo r/> : p.. SlO. 

Ferreyra, Vircilio (Brdii. Kómulo Tíruno e')% 
p. 113. 

Ferrocarril Nacional (íetleral Roca (Prov. de- 

Bueno* Aire» i-/>; ]i. 720. 
Fiealln. Mari» Reranno de. y otro» c/ Pro». 

de Bueno* Aire»: p. 414. 
rinardl Oíotrí, Demetrio (Ooniilei Labelle, 

Vital Marta e/>: p. 375. 
Finí ilr Janton. Blanca llralrii, y otro* rf 

Nación: p. 55. 
Fiorito, Pedro, y Un»». (Nación C): p. 512. 
Follador. Jacinto r) Itnnro InduMHal: p. 14». 
FonUoa, 8teHa Inf» Borrtti de c/ SaraMi. Jo»* 

Andr«>s: \*. Mñ. 
Fotti. Salvador, e Hijo* inallinver. Ana Joaefa, 

Rappc) d« e/> : p. 632. 
Fourvel. Anaólica Uelfina Luna de — »ue, — : 

p. 262. 

Franro, Sexitmundo P. (LontlHirdo, Antonio, 
y otro* r ): p. 720. 
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Franchlnl. Ricardo O. tf 

Cli.: p. S31 
Frir». Joté: p. 312. 

Friiorliko L» Blanca. S A. (Briaga* y otro 

tf): p. «73. 
f-riicorlftra Sarlíl de La Plata. S. A. (Caite- 

llanl, Juana I rico Ja de r'i: p. »*. 
Frigorífica ftwilt de La Píate, 8. A. (Klimn- 

tfwlki. lUrb T. de. y otro. r". £ «2. 



"Gaceta del Foro". Diario: p. SSO. 

l¡a*o. Da» jfMÜH y (¡rara (Roffi. Leopoldo L. 
e/1 : ¡i. 540. 

lia ido. Juan Itautipta, y otro: p 80 g 

Gilvei La» llera», Antonio ( ÍMTrtt! o. Junio 
Jut¿ Antonio tf): p. 59. 

Gallardo Hcredia. Leonardo Gregorio: p. 45. 

tiallinw, Ana Jotef» Hupuel .1.- el Fotti. Sal- 
vador, e Hijo.: p. 832. 

GalliteJIi. Luia (Martlllel. l.in.n ti- p, ion. 

Garitero, Juan (Mosquera, Antonio — »ue. — 

t/ii p. 

Garría de Gomalri Monje. Adelaida r Airara 

G^tnci. Juan, ¡i ntro»: p, 55. 
Mareta Fernández. Ferrofn c Carie», Marce- 
lino: |i, «33. 
flarcia, Itnfaol Joaquín: p». 3|2 y 620. 
Garmendia de Caimi, .IntuM — tur. — (S.R.L. 

Kntamial Kan Canoa c. > : p. 03. 
GaupamU de Luraarhi. Mana (Ellembereer 

Jacinto E. r. ) : p. ■ Oí*, 
tiehernl Klei'trir. S. A. r' S*e ¡fin : p. 30. 
Mil, I'. Lámela de. y otrnn (Cía de SefUroa 

de Vida S,j,| América — Hoy: Jon- Ü úntelo 

Lope* — SO.! p. 719. 
GnocrO, Adelaida Antnnitrri tle: p. 7ST. 
OotrW, Anee la Fernámlei de í Pére» Antonio 

e/}.- p. 51.1. 
Motrlino. Cari»* Etteban t' Vafar, Cea») p. 99. 
Mold.tein. Marr,* (Khrman, Guillermo Knri- 

-i ii.. el: p. M0. 
Mrimci lUvila, Horario: p. 455. 
Momea Fonwrii ile Ituflii. Joaefa Saturnina 

Ana. y airo» e/ Dirección General ImprniUra: 

p. 420, 

Goniet Vilnra. >T.i» I p. .|B4- 

ttoníáln Datltolti. C. |Roui Eduardo L. e/| : 
\: «id, 

Mon.ílei. Emilia, f .,i ro , (Pmoli. Cario» Bru- 

un r ' 1 : p. 544. 
I... «fiil,/, Fermín, y l'ia I t^antiin. Ricardo c/>: 

p. 

tionfíle. Ijitwllr. Vital Marta c Finardl Gior 
ifi. Demetrio: p. 3 75. 

GonráJer Muñir, Adelaida Garifa de tf Alva- 
res IpAmeí, Juan y otro*: p. 55 

GoiuiW, Pedro (Dirección de Trabajo y Altan- 
te» huíale, e/1! p, s««a. 

(¡onni. Tonií» fi. ( Sliiralure. Marín Hnsa c'l; 
p. 9AA. 

Grnndi. Cnn«lniiio c Ilancu ltipotcr;ir¡.) Na- 

Finan!; p. «I:14. 
(íramlia. I arlos Knrirjue: p. 302. 
Ot*«*Í, Kílatjlri ¡lllietllim, 8. It. Ij. : p. $73. 
Mm«,. Xnviet, Atilio. y otro ( Ivnniwricfa. 

Jlarin MuMinn .Marhado Dnrirel de. i''t: p. 

Grunbarg, ('arlo* Moi«'». y oiro: p, 400. 



llnaltraí o A»hraf. lladji (Cerrillo, Filomena 

Pi na ¡Ir e/) : p, 840. 
TInynea Ltda., S. A., Empreml Editorial! p. 318 
Henn-hien. Stener c " S. it L, i \ I M p. 

743. 

Hrredla. Jeaúa ( 8a nía Mirla, Bartolomé lio- 

racio c/): p. 710. 
Ilerrern Abretrú. Marta Klmina ( Adminiitra 

- ion General de Vialidad Nacional c ) : p. 

,m4. 



Herrara, Juan : p. 43S. 

Hilandería Munrn da Sedalani, 8. A tVáí- 
auei. Raúl , oí roa e /) : p. 41» t,M 

Hormann. Oacar (Munleip. de la Ci lad da 
Ba. Airea c/) ; p. 90. " 



ll "¡.r f »:. r ' H «". ^nro f / Fernimlei Ru.nova. 

hiinlm- p. 510. 

ln £<"»'Ha Aceitera. Sindirato Obrero de la: 

In«eoio y Refinería San Martin del Tabica). 
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p. 753. 

Seco Villallia. Jote Armando, y otro c/ 

mea, Pedro, y otro*; p. 244. 
Sedalana. H. A. (Rorhettl, Antonio!, y nrro* e/> : 

p, Z12. 

Semino Parodi, Osear; p. 646, 
Semino Parodt, Oacar rf Levavi, Arlelt: P- 
S34. 

Shell Art-entina Limited, y ntrnit: p. lflrt. 

Siemena Sehurkert, Cta. Piálense de Electri- 
cidad. 8. A. (Nación c/) : p. 13. 

Hiama, B. A. (Chamorro, Adaro c/) : p. 247. 

Stlva Falla, Jorre Enrique t/ 8. A. Cía. Ge- 
neral de Construcción»: p. 24. 

Silventein linos.. Sor. Mercantil Colectiva (Ad- 
miitiilracíón lieneral de Vialidad S'acional 
r/): p. 637. 

Sindical» Obrero de la Industria Aceitera: 
p. 324. 

Rlaven. Francisco Dominio: p, 4A0. 

Koc. Znbala y Loustau (Chabrier Anfora. Renée- 

Olivera Acuirre de y otra* e >: p. 330. 
S. A. All Service (Prumere, Vicente e ): p. 

106. 

8. A, A|ia. y otra: p. 251. 
S. A. Artimaa: p. 011. 

S A. Astillen» Argentinos Rjan rf S. A. Cía. 

Arcentina de Lanchas: p. 170, 
8. A. Pasa Venas (Rinachi. Armando c ): 

p. *B9, 

8. A. C.A.T.T.T.A., Cía Argentina de Talleres 
inilualrlalea, Transportea y Anexos ll ni ñu 
Ohrera Metalúrelca tfi: p. 315, 

S. A. Cía. Argentina de Electricidad tf Muni- 
cip. de la Ciudad de Buenos Airea: p, 63. 

9. A. Cía Anentlna de Lanchai (8 A, Asti- 
llero» Argentino* Ryan c/): p. 170. 

S, A. Cta. Argentina da Talleres Industríalas, 

Transportes y Anexo*. C.A.T.I.T.A, (Unión 

Obrera Metalór K ica c ): p. 215. 
S. A. fia. Argentina de Telé' >oa y otra 

(Jlmenei, Jone A. E. c }; p. «04. 
8. A. Cía. de Electri ¡dad de los Anden «/ 

Prov. de Mendnw: p. 145. 
B. A. Cía. General de Construcción** (Silva 

Falla, Jorge Enrique c. > ■ p, 24. 
S. A. Cía. Inmobiliaria Libertad: p. 51. 
S, A. Cta. Pístense d* Electricidad Siemena 

ScAucaert (Nneióa e/) : p. 13. 
8, A. CI», Bansinena (Aleara). Anatalia y 

otros é/>: p. 246. 
8. A. Cía. Sudamerieana R. T. B. (De María, 

Nicolás ef) : p. 116. 
8. A. Cía. Switt de La PlaU (Castellao i, 

Juana Iria-nin de el: p. 44. 
S. A. Cta. Swifl de La PlaU rKlimasieimki. 

Marta T. da, y otros e/i: p. 443. 
S. A. Crédito Entre Rtoa: p. 722. 
S. A, de Créditos y Ahorros Occidental (Mon- 

tiel, Florentino e ): p, 352. 
8. A. Delbena Tinos, y Sabia Ltda.: p. 52. 
8. A. Diadema Argentina de Petróleo, y otras: 

p. 108. 

8. A. Ei Dta y otra: p. 351. 

8. A. Ella» Malamud e Htjos (Filrón, Huso, 
y Cta. cf): p. 65. 

8. A. Empresa Editorial Hayo es Ltda.: p. a 18. 

K. A. Enrique Mrrer, Cerrecerla Córdoba y 
Cervecería Córdoba (en liquidación) rf Na- 
ción: p. 517. 

S. A., E. R. Squibb y Son* Argentina rf Mu- 
nieip. de la Ciudad de B». Aires: p. 595 

S, A„ t-., Schuiter «./ Botsert. Santiago, y otro 
p. 606. 

S. A. Orneral Electric rf Nación: p. 30. 

8. A. Hilandería Munro de Sedalana (Vaiqnei, 

Kanl. y otro* rf): p. 416. 
8. A. Ingenio y Refinería San Martin del Ta- 

harní (Nación e/| : p. 150. 
S. A. La Blanca (Br ingas y otro c ') : p. 673. 
s. A. La Editorial ri Nación: p. 190. 
8 A. Metalúrgica y Dique» Flotantes (Nacldn 

e 7 >; p. 456. 
S, A- Mulinoi Rio de la Plata rf Caja de 
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•Subsidios Faroilare* para el Pwtonnl M « 

». l A dU N«Í^* <Pro, do Turu»** O: 

S l \ S R»lf «V Nación: p. 32- 

«; A. Sed.l.n. (Rochetti. Auto*,», y otro- 

« V Huma.' "'chamorro. Adam r'\- p. 247. 
ít A ¿minar (Víll-fiíe I*** »«» *'>■ 
S Valiere. Metalólo; San M-rtln ~ T " 
mV- (AK "«miro r ) : p. 

$ i \ü:: rl ^J** y ota. ( Atf»™. *** 

•J. T R*«p/ C Pro- de San 

«JT «Uto. Arnaldo Ler-er (Fabián. 

mareJli. y otro* (Banco de 1» Nacían e/». 
SoT "Vap, Ltda. CU, Esbibidora Ulé 

Centro (Olmedo. Josefa Hrrrotarár. de e. >- 
fto?' dí^Resp. Ltda. Establecimiento Hf* 14 /' 

J.VrÍÍwi. Establecimiento, llraa.h 

sJ' dJ'W Ltda. Kst. C.rlo. ¿' 
Caimí. J«u«> «armendia «le — «' ■— - F- 

Sor. dr Resp. Ltda. J. U»M r Cl. r/ 
Pirare!. ElronoTa Itera Lauritl de. y otro. 

Sur. " 3 Rf«p. Ltd.. ¡j* Aerícola: p. «1- 
Mor. <lr Resp. Ltda. LÍi>nrno t/ Dirección do 

Vino», p. 1*1- _ . . 

*»c. de Re.p. Ltda. »»derera Calmad: P 117. 
Sor di. Re.p. Ltda «anuel H- Acuna (Luna, 

Aniel r't: V. — 
Srirdr Resp Ltd. Medical COaJa de Previ- 

.ion Social de Médl«*. °¡'í," 

(ilo*«s. Farmacéuticos, Vetertn.no» F Uk»- 

8oc. de Resp. Ltd.. Orean Film (VHulli. Juan 

e/1; d. (Hl. ü 
Hor de Resp Ltda. Olivares Cahildo el Itu- 

río». Marcial de: p. 4*0. „ „ _,, 
Sor. de Resp Ltda. Petasano, JíoHnoi y Fl- 

derrim : V 5tl0. 
Sor. de Be*p. Ltd., PHelerl* Fémin» {Dul«- 

rrr y ('!.. r,'l : (i, 71. ™ 
X.ir de Re^i, Ltd.. Riro Tipo (Pehlfo, Cl.u- 

,i¡n r 1 : p. *M- 
Hoc, de Ke»p. Ltd«. R*n M.rttn > Aitlri. Pl- 

naitrlera ti Ct«. Pnmlltv. de Gtt de R*. 

Air« Uda.: p 179. 
Sor. de Ke»p. Ltd., S**bo Hnw.. Kewler y 

rt.. CKri.iuk L«dí»l.o. r otro r/) : p. SH. 
Sor. de Ktip. Luid. T.A.E.M. (Hen»rhlen, 

Strnrr r 1 : p. 7J3. 
Sin-, en Otmandit* ln Ju»1*. y utro* (Mancu, 

E. )• alta* e/i : p. I7B. 
Sor, !nmih, y Com. Tec.r!, t otro» (Kieb.. 

íttKilel r I: p. (UIS. 
Sor. Merr.mil Tolertlva Silverttein Hnoi. fAd- 

mini.trnc'ión Upner.l de Vialidad NaHoB.I 
el: p. «o7. 



<■ i : i> n.u, 

Sulito. Armando Pedro — Fmpre». Santo Tomí. 

Linea H — (Cttrdoha. Ralifador c ') : p. 532. 
S>.m<n«r, S. A, (Víllaf.fle L.stT., D.rid r }: 
p. 384. 

Rorla. J«Hn Gertnin r' Pía. de AcornutariAn 
de Aburro La Metropolitana: p. 371. 



Bquibb E. R. y Son» Arfeatina 8. A. r/ Mu- 
■iclp. de la Ciudad de B». Airea: p. 5QS. 

SUo*e r Cía. <l>ti s l¡«¡. Roberto, y otro t. 1 : 
p. 3S3. 

Suani ,t- ln,auitar.t. María Magdalena r' 
F.nanrlla. Antonio, y otros:' p. 4H0 

Sutrifj Huyo, l'armrn Ciriara Aruda de <!>.- 
bo». Knriiiue I. a, y otro e/) : p. B*3. 

SubtifirialM de laa Fueria» Armadai, Aiwria- 
ndn Civil Circulo Militar de (ftottis, Lu- 
ciano r ): pl. 333 y 879. 

Sud América, Cía. de Befa roí de Vida —Hoy: 
Jo«é Bu Meló López — c Gil, F. Lámela dv 
y otros: p. 71fJ. 

S.ILF.A. tí Centra Coordinador d c AtUvidade* 
rortuaria» y otros; p. 557. 

8.U.P.A {Wanr. Hosa Elva, y otros c/): p. 
SAO, 

Swift d« l* Plau. 8. A. (CiHdlani, Juana 
Irinoio do c/): p. 9t. 

Swift de La Pl.to, 8. A. (Klím.uewaki, Ma- 
ría T. de. y otros r >: v- 442. 

Hubo Itnoa., Keaaier y Cía., 8. 11 L (Ero», 
Ladislao, y otro c'): p. &5S. 

Simimn, José 1^5 o ( Kadjanjopulos, Gabriel 
r ) : p. 535. 



Tablada, Antonio Fernando: p. IOS. 
T A K M., h. R. L. (Henacuítn, S tener c/> : 
V. 743. 

Talleraa Uetalúrfiros 8an Martín, — Taiutt — , 

8. A. (Area. Ramiro e/i : p. 3S3. 
Tamrt, Talleres Ueialnmicos 8an Martín, 8. A. 

(Area, Ramiro c/); p. 289. 
Tapia, Habí no (Ronero, Cario* e/) ! p. 503. 
Terari. Sor. intnob. y Com„ y otros (Kirba. 

Mifuel ef): p. *93. 
Tejada da Rodrls;ii#t, Lidia c/ Bonneserre, 

Rosa Relian i de. y otras: )i. tiñ. 
"T<«li«oa de Jrbuvl" : p, 195. 
Tbe Western Teleicraph Co. Lid (Amore. Luis 

Federico, y otro* e/) : p. -10». 
Tirenni, Josefa Ramona t/ Castilla, Amalia: 

p, 740. 

Tomheai, Albino (Días Tierno. Pedro e/>: p. 

Trabajadores de la Imprenta. Federación Ar- 
«entina dc p. 40S. 

Transporta* de Buenos Aires, Adnt. Oral, do 
a Vrov. do San Luis: p. 55*8. 

Transpone» do Bueno. Aires. Adm. Gr.l. do 
t/ Pro», ¡le Turumán: p. 109. 

TrirerH, 8. A.: p, 40. 

•TtomO, Luis, y otros: p, 53B. 

Tullir. Pedro Oscar: p. 87. 



Unitln Obrera da la Construcción — ser C.p. 
Fod.— i p. 77. 

Uniín ítbrer. Metalnr C ira e/ S. A. Cía. Ar- 
|-entina dc Talleres Industriales. Transportes 
y Anexos, CA.T.I.T.A.: p. 9is. 

Uranl. Alberto e/ Korh. Alíredo E.: p. 4U?. 

Urban, Paldo e/ Sanda. Ensebio: p. 544, 

Urrea. Cañadas y Cía., 8. A. (Alfaro, Miituel 
C. y otros e/): p. 10*. 

Ursino. Andréa c/ Instituto Nacional de Pre- 
visión Social: ,.. 405. 



Vattman, Samuel r' Loredo. Pedro Mauricio: 
p. 719. 

Valiorio. Juan Carlos e/ Lope* Ramos, Frao- 
riRFo: p. 39». 

Vallone, Fernando rllanro Hipotecarlo Nacio- 
nal c/>: p. 13. 

Várela. Laureano ÍSrhwartz. Simón, y otra 

e/): p. 753. 
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Varrla, Mercede». y otroi (Pro*, de Buenoi 

Alte» tft : P. i«3- 
Váinuei. Ilaydée; p- * 00 - . , 

Viique*. Kaul. y otro» cf R. A. IlilancU-rín 

Mtinro de Sedalana: P 41B. 
Vera Vallejo. Jmto Jorge: p. 618. 
Vialidad Narional, Adm. Oral, de ef Brroai. 

Koqur: p. 686. _ _ 

Vialidad Xarion*l, Adm. Oral, de c' Herrera 

At.rrifú, María Elimina: p. 5*4. 
Vialidad Xarional, Adm. Oral, de t/ Pa*»im. 

Peilrn Adolfo: p. 15S. 
Vialidad Nacional. Adm. Grel. de ef 1 redo- 

lini Parera. Jo»* Cario» y otro: p. 475. 
Vialidad Xarional, Adm. Oral, de e/ .Sor. Mer- 

rantíl CnlerliT» Silveritein «no»: p. 837. 
Vírenle. Pablo: p. 687. 
Viki Kduardo Luia: p, 4Í>5. 
YillafaAe Lartra, David e/ S. A. Somtnar: 

u 2 1*4 

Viñedo» y Bodega* Arliu. 8. A. (Cantillo. Ino- 

rendo Rafael e/í ! ■*£ 
Vítulli Juan f/ 8. R. Íj. Orean Film: n. 80. 
V1a«v, Alejandro (Vlaaov. Emilia Cavura de 

el; p. 105. 
Vlaaov, Emilia Cavnr* de e/ Vl»aoT, Alejan- 

drg: p. 105. ' - 

Yoline. Florea: A. V.. y otro: P- o6í. 



p. 3B0, 



Vs iieennar. laeobo: p. 91. 
Vane. KoiMt Elva. y otro» 8/ 8/D.P,A. 
Wrfnmein, Juan y otro: p. 258. 
W.".terr» Telreraph Co. Ltd. (Amare. I-ni* Fe- 
deriro. y otroi e/> : p. Sofi. 
Aar6n 



Volo.ki. 



Mallo*, y otro ; p. 402. 



Vafar. Ctnr (Ooetino, Cario» E*teh»o c/) : 
p. 99. 

Yiinlorno. Mario Gabriel, y otro* (Xmr, Juan 

t'arlot, y olro» c/) : p, 5*3. 
Vnu;,,,. Krnenhj y Juan Cario* r H encorche». 

Demonio, y otro: p. 700. 



/.abala y Louatau. Hoc. (ftaabrier Antbra. 

Henee Olivera Afuirr* de, y otra* <- > . 

p. 350. 
tirata. Jota atiene! : loé. 
/.immer. J< ti, y otro* (Mariinez. Mereede* 

Beaada Torrea de e/) : p. 17«. 
Zumalarárrea-oi. Bernardo c/ Caja Municipal 

de Jubilarion.es y Peniionea de Santa Fe: 

P. 



INDICE ALFABETICO POR MATERIAS 



ABOGADO. 

Ver: Constitución Nacional. 36; Mr-didas disciplinarias, 2; 
rio, 17"). 

ABUSO DE AUTORIDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 38. 

ACCIDENTES AEREOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, til; Recurso extraordinario, 13f>, 249. 

ACCIDENTES DE TRANSITO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 49, 63. 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Recurso extraordinario, 234, 239, 269, 

ACCION PENAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 64. 

ACCIONES PERSONALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14. 

ACORDADAS &% 

L Cuerpo Médico Forense. Designación provisional. Llamado n concurso. Jun- 
ta de calificaciones: p. 5. 

2. Licencias. Reglamentación de ia ley 10.996. Obra social del Poder Judicial 
de 1» Nación: p. 6, 

3. Régimen de contrataciones de la Dirección Administrativa y Contable del 
Poder Judicial: p. 7. 

4. Fiscalías federales ra lo contenciosoadministrativo: p. 8. 

6. Ordenamiento de) Presupuesto del Poder Judicial de la Nación : p. 221. 

6. Puder Judicial. Presupuesto para el ejercicio 1961' p. 221. 

7. Asueto judicial del día 19 de julio de 1960, para los tribunales instalados 
en el Pnlncio de Justicia: p. 224. 

(I) Ver tanUfa: Corte Suprema. 1; JuriMtinrldn y rompctwiHi. 13; r«r¡t«». 3; Rrrurio 
^xlnturriinimi». 33,1. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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8. Cámaras Nacionales de Apelaciones. Otorgamiento de licencias j p. 409. 

9. Traslado de la'Secrataría Electoral: p. 410. 

10. Normas para el trámite de los exhortos; p. 410. 

11. Cuerpo Médico Forense. Provisión de cargo: p. 571. 

12. Ex Juzgado Federal de Foraiosa n* 1. Traslado de su personal i la Capital 
* ederal : p. 572. 

1S. Juzgados Nacionales en lo Civil n" 20 y 21. Feriado Judicial de los días 
3, 4, 5 y 6 de octubre: p. 573, 

14. Presupuesto del Poder Judicial. Asignaciones para Magistrados, Funciona- 
rios y hmplmdos: p. 573. 

ACT08 ADMINISTRATIVOS. 

Ver: Jubilación y pensión, 1; liecurso de amparo, 7, 

ACTOS DE SERVICIO 

Ver: Jurisdicción y competencia, 61, 63; Recurso extraordinario, 240. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

Jubilaciones y pensiones nacionales 

1. Al solo efecto de interpretar e! art. 21 del decreto-ley 9316/46 (ley 12.921), 
por 'Vnrgo público" debe entenderse todo empleo, oficio u ocupación remunc- 
indo por el Estado o sus entes descentralizados, inclusive las empresas de Estado, 
desde que la circunstancia que corresponde considerar a esos fines es la calidad 
de ijii im utiliza los servicios del agente. 

En consecuencia, se bailan comprendidas en ese concepto las tarcas que, como 
encarando de restaurante en el "Gran Hotel Internacional" del Aeropuerto ''Mi- 
nistro Pistarini", fueron adjudicadas al recurrente en el convenio que celebrara 
con el Presidente de la Junta de Gerentes de los Ferrocarriles Nacionales; por 
ello, de acuerdo con el precepto legal citado, es procedente la acumulación de 
la jubilación de que gozaba el solicitante y el sueldo devengado en la actividad 
mencionada, que no impera» el total establecido por la ley 13.971: p. 548. 

Ind e mn i ia c íones provenientes de otras leyes. 

2. Corresponde confirmar la sentencia que declara oeutnulnble la pensión acor- 
dada conforme al art. "S del decreto-ley con la indemnización por 
fallecimiento de un empleado: p. 442. 

ADMINISTRACION PUSUCA 

Ver: Tribunales administrativos, 1, 2. 

ADUANA ('). 

Indice sumahio 

Dictamen del tribunal ilc clnsifiertcifl. .Resolución del tribunal de cluaificncio- 

nei: 1. n«: 1. 

Normas de despacho ; 1. Tribunal de elaaif ¡cationes : 1. 

lf.-M.lii.int de! ndminiatrador ; 1. 



m V,r l.mtrfáti: Ju.r[*l¡wón r com|*teadi. 3*. Sí; Rmwm Mir.or.tin.rio. 7, 1», 



APORTER m 

Procedimiento. 

% Si et recurrente no lia acreditado que el "dictamen" del Tribunal de Clasifi- 
caciones haya sido espedido con prescindeucia de lo. requisitos formad pm£. 
ta por el decreto del 2 de junio de 1931 -cuya aplieabilidad «1 ^oZ JZZ- 
f , í t q * 1 " ler \ cneión del mencionado organizo, careeele 

f.eado ¡h emunstanoa alegada de que en el encabezamiento de la resolE» 
.mpngnada se alude a u a "dictamen" y no a una "resolución", desde queT^Z 
« o . útil.»* no pudo afectar la «trátale» del acto, cuyo alcance «S«Stío?S 

términos previstos por el art. 1' del decreto mencionado. 
En contenencia, la Resolución del Administrador de la Aduana, di-tada con 

tz^s^zz^ "" i * t 

AERONAVEGACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 10, 

AGIO. 

Ver: Cámaras Paritarias de Arrendamientos Rurales, 1 ■ Precios máximo- l ■ B* 
curso extraordinario, 2m- líetroactividad, 1, 4. lj Be- 

ALEOATO. 

Ver: Recurso extrnordinnrio, 281. 
ALLANAMIENTO. 

Ve»: Costas, 4, 8, 9; Recurso extraordinario, 35, 214. 
AMNISTIA ('). 

«bl ™éÍh » " M "'™ t ""«™t«» imputado, tino que !,« de product 

fraiettn í e ¡í' fÍeÍ r- * ^ ! 4438 ' dí n " inistía ' no ™ «^sivos al delito de 
EÍ13 P " tr ú a ' ya q ^ Pl **' 29 ,,e lft Constitución Nacional representa un 
l ».» te infranqueable que el Condeso no puede desconocer o sortenrTed.Ue 
el ejercicio de su facultad de conceder amnistía* : p. 387. 

APAKOERIA. 

Ver: Recurso extrnordimirio, 171. 

APEBOIBIMIENTO. 

Ver: Medidas disciplinarias, 4, 14. 

APORTES. 

Ver: Reciprocidad juhilafuria, 1¡ Recurso extraordinario, 74, 259. 



776 BANCO DK LA PROVINCU DE MENDOZA 

ARANCEL. 

Ver: Honorarios de abogados v procuradores, 1; Recurso extraordinario, 94, 98, 
179. 184, 191, 195, 240. 

ARBITRARIEDAD . 

Ver: Concitación Nacional, 72. 

RURALES. 

Ver: Cámaras Paritaria;» de Arrendamientos Rurales, 1, 2; Constitución Nacio- 
nal, 2. 14, 15, 17. 18, 39, 40, til, 62, 83; División de los poderes, 1, 2, 4, 5; 
Jurisdicción v competencia, 7, 9, 66; Provincias. 2; Recurso extraordinario, 16, 
18, 3Í), 51, 80, 119, 171, 172, 192, 201. 205, 243, 303, ;)20. 

ARRESTO. 

Ver: Estado de sitio, 6, 7, 8, 9; Superintendencia, 2. 

ASISTENCIA FAMILIAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2, 58. 

ASOCIACIONES PROFESIONALES. 

Ver; Estado de sitio, 1, 2; Recurso de amparo, 5, 8, 11, 17; Recurso extraor- 
dinario, 3. 57, 58, 78, 204, 236. 

ACTO DE NO INNOVAR 

Ver: Recurso extraordinario, 'J62, 266. 

AUTOMOVILES. 

Ver: Exhorto, 1; Jurisdicción y competencia, 38. 

B 

Ver: Repurso extraordinario, 79, 173. 

BANCO CENTRAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 28, 130. 

BANCO DE ESTADO. 

Ver: Bunio de la Provincia de Mendoza, 1. 

BANCO DE LA NACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 205. 

BANCO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA ('). 

1. Kl Tlanco de Mendoza, no obstante eontnr con el aporte de capitales priva- 
dos es una institución pública, es derir, un Butiro de Estado de In entidad poli- 
tica provincial: p. 323. 



fl) \>r t»mlift'(l ; CnnMiUlrtón Nirioaal. TB i Imputólo a lod ríuilon. í. 




CAVARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES 7J7 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL. 

Vct: Costas, 5; Jurisdicción y competencia, 51; Recurso extraordinario, 341 

BANCO INDUSTRIAL. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 23. 

BULA. 

Ver: Patronato Nacional, 1, 2, 3, 4. 
CADUCIDAD. 

Ver: Pereneión de instancia, 1; Recurso extraordinario, 124, 288. 

CAMARA DE ALQUILERES. 

Ver: Recurso extraordinario, 23. 

CAMARA NACIONAL V r . APELACIONES DEL TRABAJO. 

Ver: Instituto Nacional de Previsión Social, 3; Recurso extraordinario, 44, 166, 
310. 

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL. 

Ver: Recurso extraordinario, 333. 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES <'). 

1. El fallo suscripto por do» de los jueces que integran la Sala de la Cámara 
apelada, por razón de licencia del tercero, de lo que da cuenta la sentencia, cum- 
ple lo establecido por el nrt. 10!) de Reglamento para la Justicia Nacional : 
p. 59, 

2. La resolución de la causa por el voto concordante de dos jueces de la Sala 
respectiva de una Cámara Nacional de Apelaciones, sí median los extremos del 
nrt. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional, lo que ocurre en el caso de 
excusación de uno de sus integrantes, se ajusta a lo dispuesto en la ley orgánica 
vigente: p. 249. 

3. ljii constancia de la causal de desintegración puede ser posterior a la senten- 
cia de la causa. Tal circunstancia no invalida el pronunciamiento : p. 249. 

4. La jurisdicción de apelación de los tribunales de alzada, en materia civil, 
está limitada por la extensión de los recursos concedidos para ante ellos y que 
determina la competencia devuelta, así como el ámbito de lo resuelto, con carác- 
ter firme, en primera instancia: p. 519. 

CAMARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES < s ). 

1. Las normas de las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cuanto se refieren a la 
actuación de las Cámaras Paritarias de Arrendamientos Murales, no constituyen 

i I) Ver también: Constitución Nacional, 43; Dcfenmr de pobre*, Incapaces y ausentes, 1; 
.Tuere*. 4: Juriwlireion y roinpetenrla, 13; SfedliltK etisciplinarjaii, l, 2, 3, 5, 6. T, 8. it, 14; 
Recorto ü> reconsideración, 1; Recurso eXtraurdinftrio, B, 100. 101. IOS, 106, 21*}. 048; 
Suiicrlntcnitunrift. a, 3, 4. 

(2) Ver también: Constituí ion Nacional. 2. 14. 15. IT, 1M. .1». 4(1. SI, 62, S.1; Piviaion 
ilc lo» jKKlere*. I. S. 4. fi; Jttrimlk'rlon y civm peten cid, 7. fl, II. 86; Provine- i un. 2; Recurso 
(MIMurtlrnsrfe 13 ! SO. 36. 3U, 11», 193. 301, 205. 302, 303. 32U. 
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legislación especial temporaria y de emergencia, tomo las dictadas en uso de la 
potestad contenida en el art. 67, inc. 16, de U Constitución Nacional, para repri- 
mir ei agio o, por nplicacióu del art. 67, ine. 17, para conrtdcr attntistfas gene- 
rales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Boggero 
y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

2, Las cámaras paritarias de arrendamientos rurales son órganos administrati- 
vos qu* ejercen atribuciones .le tipo jurisdiccional: p. 616. 



Ver: Impuesto a los benel icios extraordinarios, 2. 

CARGA PUBLICA 

Ver; Honorarios de peritos 2. 

CARTA DE POBREZA. 

Ver: Hecurso extraordinario, 2*4. 

CASO FORTUITO. 

Ver: Daños y perjuicios, í. 

CESANTIA. 

Ver: Uccurso de amparo, 18; Recurso extraordinario, Sí), 248; Superintenden- 
cia, 4, 7. 

CINEMATOGRAFO (»). 

1. Rl sistema de la ley 14.226 no importó reglamentar ni encauzar la industria 
o el comercio cinematográfico como tal, sino ipie se sirvió de las salas destinadas 
a esta actividad, "debido a la carencia de suficientes salas de teatro", para dar 
cahida a una especie de espectáculo público, distinto pero no incompatible con 
aquél, mediante la imposición a los empresarios cinematográficos de la car^n 
consistente en incluir en sus programas los llamados "números vivo»", con la 
obligación: 1") de proveer a las obras e instalaciones para que pudieran aquéllas 
realizarse; 2*) de contratar ejecutantes, respecto de quienes sólo aludió la ley, 
de manera expresa, a la condición atinente a nacionalidad e implícitamente, a su 
aptitud para desarrollar un espectáculo artístico: p. 121. 



1. T*a circunstancia de mediar, entre tos antecedentes del peticionante, condenas 
o sanciones distintas de las enumeradas en el art. 10, inc. d), del decreto regla- 
mentario de la ley 346, puesto en vigencia por el nrt. 2* del decreto 14.199/56, 
permite a los tribunales la valoración de las circunstancias del caso n fin de 
resolver la existencia o inexistencia de conducta '•¡rreprorliahlc" eu los términos 
del inc. b) de ilieba norma; ello, con amplitud en la admisibilidad de Ih prueba 
y, correlativamente, autorizado y prudente rigor en el juzgamiento: p. 444. 



CANSIO. 

Ver: Expropiación, 4. 



CAPITAL. 




Y NATURALIZACION (-). 



(1) Vw Umbiín: Con it Hartón NíHonml, 3. S, 6, 43, «S, «4. «5. 66: Kccnrao cxlrtordi- 
narlo. 29B, RraltmrftUctAii, 1. 

(2) V.r tftmbirn: Recorto extraordinario. 143. 



CONCEJO DELIBERANTE 77J( 

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR 

Ver: Jurisdicción y competencia, 62. 

CODIOOB COMUNES. 

Ver: Constitución Nacional, 80; Prescripción, I. 

t 

COEFICIENTE DE DISPONIBILIDAD. 

Ver; Expropiación, 8, 

COLONIZACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 51; Recurso extraordinario, ÜÜü. 
COMISION. 

Ver: Reciprocidad jubilatoria, %* Recurso estraordinario, 93. 

COMISION INVESTIGADORA. 

Ver: Superintendencia, 6. 

COMPRAVENTA. 

Ver: Expropiación, 18; Jurisdicción y competencia, 15; Prescripción, 2; Re- 
<-urso extraordinario, 174, 266, 276, 341. 

COMPUTO DE SERVICIOS. 

Ver: Reciprocidad jubilatoria, 1; Recurso extraordinario. 93; Retiro militar. 
CONCESION. 

Ver: Recurso extraordinario, 73, 169. 

CONCURSO DE DELITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 27. 

CONDOMINIO. 

Ver: Reenrso extraordinario, 157. 

CONFEDERACION GENERAL DEL TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 188. 

CONFISCACION. 

Ver: Constitución Nacional, 63, 72. 

CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Amnistía, 2; Constitución Nacional. 4, 5, 60, 78, 79; Lev, 4; Recurso de 
amparo, ff; Recurso extraordinario, 9, 204. 

■ 

Ver: Gobierno defacto, 1. 
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CONSEJO NACIONAL DE RELACIONES PROFESIONALES. 

Ver: Reparen extraordinario, 275. 

CONSEJO PROFESIONAL DE CIENCIAS ECONOMICAS. 

Ver: Jurisdicción V com pe t encía, 18; Profesiones liberales, J, 6; Recurso extra- 
ordinario, 251, 252, 253, 323. 

COK4EJOS PROFESIONALES. 

Ver: Profesiones liberales, 3, 4, 5, 7. 

CONSENTIMIENTO. 

Y iT' Amnistía, 1; Constitución Nacional, lí). 46; Demandas contra ln Nación, 2; 
Apropiación, 12, ltt; Inventario, 1; Nulidad £2 H & lí * 
Heíureo de nulidad, 2, 3; líecurso extraordinario, 23, 29, 131. 241, 266, -69. 

CONSIGNACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 173. 

CONSTITUCION NACIONAL ('). 

ISDIC1 Sl'VARIO 



Abogado: 3fi. 
Acierto «ie ln ley: W. 
Agravación de la pena: 33, ;!4. 
Alcance ile las facúltame du los gobier- 
nos defacto: "H. 
Arhitrnricdnd: 72. 

Arrendamientos rural» : 2, 14 p ló, li, 18, 
;t!>. 40, «1, 62, 83. 

Banco de la Provincia de Meado**: T6. 
Bienestar general; 2. 

Calificación dé lo* hcctitm: 27, 
17. muras nacionales de apelaciones: 4-, 
62. 

CAmania paritarias de arrendamientos 
rurales: 2, 14, 15, 17, 1*, 3». 40, 61, 83. 

Cinematógrafo: :t. 5. «, 4-'», 63, 64, 6b. 

Códigos comunes: «0. 

Concurso real ile delito», 2", 

Confiscar ióu: 63, 72, 

Congreso Nnriaiial: 60, 7«, 7(1. 

Consentimiento; 19, 47. 

Cmitcstnrióii n la demanda : 30, 00. 

Control judicial de resoluciones ndniinis- 
iriitirn* de carácter jurisdiccional: 7. 

i nrtr Suprema : 4, x. ."i!. 

Cofa inzuida: 37, 44, SO, 

C.,*tas: «7, 71, 

Dcfi-us:i de ln potestad impositiva de hi 
¡Hitnridiuh 4>. 



Defensa e« juicio: 8, 14, 23, 61. 62, 6% 

7.1, 77. 
Defraudación: 82. 
Delitos: 27. 

Dcmniirias contra la Nación: 37. 
Derecho ile propiedad: 8, 4(i, fifi, 67, 1Í> P 

70, 71, 75. 
Derecho de trabajar: 12. 
Derechos adquiridos: 46. 
Derechos humanos: 1. 
Derechos r garantías: 5, 6:1, 64. 
Desalojo: 14, 35, 39, 57/81. 
Desocupar ion: 66. 

Dictamen del Tribunal de Tasaciones: -0_ 
Diferenciación razonable; 53. 
División de los poderes: 8, 14, IB, 62. 
Doble instancia: 31, 38, 39. 

Economía procesnl: 37. 

Kdicto policial: 22. 

Efecto liberatorio del pago: 46. 

Ejecución de sentencia: 83. 

Emergencia: 10. 

Estado de sitio: 9. 

Kstnfa: 27. 

Excepciones : fio. 

Exenciones impositivas: 4S>. 

Expansión de las fuerzas materiales: 1. 

Expresión de ngravioa: 32, 

Expropiación: «7, 6*, 69, 70, 71, 72, 75, 77. 
Paltas y contravenciones: 22. 



Jiirin- 
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Fiillo pleuarío: 34. 
Firma de letrado obligatoria: 'M. 
Fiscal de Cámara: 32. 
Forma de gobierno: 1. ¿ . . _ iw 
Fraude en perjuicio de una administración 

<*iblien: 27. 
Fi dóll social de la propiedad: 4;>. 

íiobieroo defacto do 1955: 78, 7». 

Urnvanicn: 10. 

Habilitación de la instancia ; 37. 
Hermana del jubilado fallecido: 74. 
Homicidio culposo: 28. 
Homicidio simple: 29. 
Hostilidad contra determinada» clases o 
personas: 57, 58. 

Igualdad: 57, 67, 68, 70, 71, 75, 77. 

Imposición de una actividad comercial de- 
terminada: 12. 

Impuesto: 48, 63, 

Impuesto a loi rédito»: 76. 

I uniría procesal: 30. 

Indemnización: 75. 

Inhabilitación especial: 33, 34. 

Inmuebles: 70. t , 

Instituto Nacional de Previsión Social ¡ 
29, 73. 

Interés público: 1S. 

Interpretación de la ley: 40. 

Jubilación de empleado» nacionales : 52, 

Jubilación del personal del comercio, acti- 
vidades afine» y civiles: 52. 

Jubilación por invalides: 23. 

Jubilación y pensión; 20, 52, 56, <3. 

Jueces naturales: 62. 

Juicio criminal: 16, 32, 33, 34. 

Jurisdicción de lo» tribunales de alenda: 
47, 

Jurisdicción y competencia: 33, 44, 47. 
Jurisprudencia contradictoria: 43. 

Lesione* por imprudencia: 33. 
Leyes comunea: 2, 62. 
Leve» do emergencia: 58. 
Leves procesales: 30. 
Leyes provinciales: 30, 46, 60. 
Libertad civil: 12. 
Libertad de comercio: 3, 12, 05, 66. 
Libertad de contratar: 12, 65. 
Locación de coiaa: 10, 35, 57, 58, 59, 81. 

Mejoramiento conómico de la comuni- 
dad: 1. 
Ministerio público: 33, 34. 
Multa»: 25, 28, 33. 

Nación: 2. 
Negligencia: 23. 

Números vivos: 3, 5, 6, 46. 03, H4, $5, «0. 

Obligación de contratar con determinada 

persona: 12. 
Orden público : 44, 46. 



Organismo» administrativos con funeloncs 
judiciales: 13. 

Pago: 40. 

Pago previo de la multa: 25, 26. 
Pena: 33, 34. 
Pensión: 74. 
Pericia médica: 23, 29. 
Poder de policía : 2. 4, (í, 63, U4, 66. 
Poder Ejecutivo: 40. 

Poder Judicial: 13, 14, 18, 19, 40, 61, 62. 
Poder Legislativo: 18, 51, 53, 78, 79, 80. 
Policía de vinos: 41. 
Política legislativa: 56. 
Precios máximos: 46. 
Prescripción: 60. 

Presidente de la Nación; 8, 19, 40, 61. 
Presunción de constitucioanlidnd de las 

leye»: 3. 
Previsión social: 56. 

Primacía de la verdad jurídica objetiva: 
24. 

Privación de justicia: 17. 
Privilegio» personales o de grupo 54. 
Procedimiento: 60. 

Procedimiento administrativo: 21, £9. 
Progreso: L 
Prosperidad general: 1. 
Provincias: 2, 40, 49, 60. 
Prueba: 3, 16, 25, 27, 28, 29, 30, 32, 35, 

41, 57, 63, 65, 70. 
Puesteros de mercado: 10, 

Rnzonnbilidnd de los medios escogidos por 

el legislador: 5, 6, 72. 
Raionnbilidad de los medios previstos por 

el legislador: 3, 4, 63. 
Rebeldía: 30. 

Reclamación administrativa: 37. 
Recurso acusatorio: 33, 34. 
Recurso de apelación: 25, 26, 44, 47, 73. 
Recurso de inaplicabilidad de ley: 43, 73. 
Recurso eztraordinario: 30, 62, 83. 
Reforma constitucional de 1949: 46. 
Reglamentación: 1, 3, 60. 
Renuncia: 11, 19. 
Reserva de defensas: 11. 
Resolución administrativa: 13, 41. 
Resoluciones administrativas de carácter 
jurisdiccional: 7, 14, 15, 17, 18, 19, 39, 
61. 

Restricciones irrazonables: 66. 
Rct reactividad; 46. 
Reuniones públicas: 22. 
Revisión judicial de resoluciones adminis- 
trativa» de tipo jurisdiccional: 13, 

Secreto del sumario: 22. 
Sentencia arbitraría: 
Servicios públicos lóenles: 49. 
Supremacía de la Constitución y leyes 
nncionales; 15, 70. 

Tasas: 49, 63. 
Transacción: 19. 

Tribunal de Tasaciones: 6H, 69, 77. 
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Tribuual pleno: 43. 
Tribunales atlmuiistraliros: 7, 14, 15, 
40, 61. 

Tribunales del trabajo: "9. 



t?va: 46. 



Valor real: 70. 

Vigencia <le la ley: 80. 
Vinw: 24, 2B, 41. 



Principio* Oenerales. 

1. Es t a Isa y debe ser desechada la iden de que la prosperidad general, busca- 
da o través de los medio* del art. 67, ine. 16, de la Constitución Nacional, consti- 
tuye tm lin cuy» realización autoriza n afectar los derechos humanos o ln inte- 
uriilml riel sistema institucional v ¡¡jen te. 

Kl desarrollo y el progreso no son incompatibles con la cabal observancia de lo» 
nrts. 1 y 28 de la ('institución Nacional, sino que, pnr el contrario, deben inte- 
grarse con éstos, de rumio tal, ípie la expansión de las fuerzas matrriales y el 
correlativo mejoramiento económico de ta comunidad sean posibles sin desmedro 
de lus libertades y con plena sujeción n Ins formas de gobierno dispuestas pio- 
la Ley Fundamental. I'oniue, para esas normas y esa conciencia, tan censurables 
miii lo- regímenes político-* que niegan el bienestar a los hombres, como los que 
pretenden edificarlo sobre el desprecio o el quebranto de las instituciones: p. 646. 

2. Kl art. ti™, ine. 16. de la Constitución Nacional ha de interpretarse cuidando 
que sus efectos sean compatibles con los demás derechos constitucionales, sean 
de Ib Nación o de las Provincias, o bien se trate de derechos individuales. Cui- 
dando esos límites, el Congreso hn podido dotar al país de leyes que fomentaron 
sil prntrrrso de tundo categórico. 

Pero el ámbito de legislación que pnede sustentarse en este inciso líi no puede 
con I iludirse cun la legislación emiiún del inciso 11, com s la contemplada en las 
leyes 13.240, 13.897 y 14.451 (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis 
María Boffi Bolero y Don Pedro Abersstury ) : p. 646. 

Control de conititucionalidad. 
Facultadas del Poder Judicial. 

3. El principio de ln presunción de !'• fonstitucionnlidad de las leyes supone, 
naturalmente, la de su razona bilulud, a lo menos cuando juegan elementos de 
hecho. 

En consecuencia, correspondiendo al impugnante evidenciar de modo concreto 
v categórico la irrazonabilidad de la ley 14.226 en su relación con Ins modal ida ^ 
s del caso, deber procesal que no cumplió, corresponde declarar que el art. 1* 
«le aquélla, en cuya virtud si' dispuso incluir "espectáculos artísticos vivos" en 
los programas de unn saín de cine, no es violntorio de los arts. 14, 17 y 28 de la 
Constitución Nacional: p. 121. 

4. La Corte Suprema no puede sustituir su criterio de convenienein o eficacia 
económica o social al del Congreso de la Nación, para pronunciarse sobre la 
validez, constitucional de las leve-, sea de las que regulan trabajos, comercios o 
industrias con fines tic policía, sea de las que establecen impuestos o tasas. El 
examen y el pronunciamiento judicial deben radicar en la conformidad que, de 
adíenlo con los Hrts. 28 y 31 ile la Constitución Nacional, deben guardar con 
clin las leyes de ln Nneión. Y ln ntribnción de declarar la ¡neonstituetonalidad 
de éstas sólo dchc ser ejercida cuando la repiiguancin con la cláusula constitu- 
cional es manifiesta y la iurnmpntibilidad inconciliable, debiendo resolverse cual- 
quier duda n favor de la constítucjonalidad, máxime si ello es posible sin 
i ¡ciencia de los textos: p. 121. 

5. El análisis del mérito o eficacia de los medios arbitrados para alcanzar los 
linc- propuesto* con la ley 14.226, la cuestión de saber si debieron elegirse los 
procedimientos de ésta u otros, son ajenos a la competencia de la Corte Suprema, 
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ílJSdJr^l r C nn^ PrOI, T < ' Íar3C *BP É lfl raMnabiliJ *' 3 de los media» 
elegidos por el Congreso, « decir, que sólo debe examinar si son o no pro por- 

Z",A * ^ f& legislador « propuso conseguir y en consecuencia 

tet£¡X°™m "néjente restricción a los lochos individua 

¡LtP^ní? cardinal >' f P«í fi ™ * l« H.226 reviste carácter inequívoca- 
mente publico o general. Acreditado que no transgrede los principio» rectores del 

analizar U n.zonab.Udad de lo. n.edios previsto» por el legislador, o sJcl grado 
de adecuación existente entre tas obligaciones que la lev impone v loTfií. ™S 
™ 'sanón procura, cualquiera sea el juicio sobre el mérito intrínseco o el valor 
artístico, permanente o actual, de la actividad tutelada : p. 121 

L 5„ a !?T*¿ M Pl , ' 0n ' r0t jl,<ÍÍCÍat de l8s "wl^on-a jurisdiccionales de .'.rea- 

S SWr** <lepml * de "«'"a generales u omnicomprensivns s i„o que 
I a de ser más o menos «tenso y profundo .según las mortalidades de cada situa- 

í.ri¿„ *V eK » mií ! Br .™ cada te» ttftfMtfl específico* que s ¡ngu- 

lanzan a la concreta materia litigiosa; p. 64«. 

í « c^-^v Su P" ,ma , in ™" í » decidir cuál es el alcance del art. 95 de la 
( onstitucion Cacona!, del art 18, y, en todo caso, establecer hasta qué límite 
p.£ra hacerse un* interpretación amplia del art. !>5 sin transgredir su claro y 

n ( x ,^ T Sn ' or " s Minist ™ Atores Don Luis María 
Koff. Boggero y Don Pedro Aberastury) ¡ p. 646. 

lé J"tÍ3S?^£*í im P 1, ^ nfl " ón Je inonstitucionalidad formulada contra 
Interés púa impugnar U constltuetonalKUd, 

10. Los heneliriarios de las leyes de prórroga de las locaciones urbana, con 

fcSÍS, v """í™""' 60 Wm*» P»ra impugnarlas con base eomti- 

tu< onnl v ron ...iras a aumentar sus beneficios, salvo el supuesto de arhitrarie- 
H: J9 m ai>ar * cv ™figu«*i por lfl distinción específica de un género de 
actividades con can.rterist.cas propias, co.no es el de los puesteros de mercado, 

11. La circunstancia de que el litigante acate determinados preceptos de una 
ley no importa que haya renunciado, tácitamente, aI derecho de impugnar otros 
que ella contenga y que repute contrarios a la Constitución Nacional, esptdal- 
nmnte si entre éstos y aquéllos no media interdependencia ni solidaridad inexcu- 
sable. Tanto mas si de los términos del acuerdo entre la, partes, surge claramente 
Ja reserva de todas las defensas p« rn (a sustancia. ión ulterior de la Uti*< p. 225. 

Derechos y garantías. 
Generalidades, 

12. La libertad de comercio y el derecho de propiedad integran en nuestrr orde- 
namiento el complejo de la lihertad como atributo inherente al concepto jurídico 
dr persona, y comporten la posibilidad de elegir la clase de comercio que más 
conviniese a su titular y, naturalmente, la de ejecutar los actos jurídicos nece- 
sarios para el ejercicio de ese comercio, ...anejnndo los bienes propios a voluntad, 
sin que por principio sea posible la imposición de una actividad comercial deter- 
S¿T-2iÍ ° bllsat ' ¿1 : de contratar con persona alguna, transformando la fiSe* 



784 CONSTITUCION NACIONAL 

13. El ordenamiento vigente exigí', con relación a las decisiones de lúa organis- 
mos administrativos que ejercen funciones de tipo jurisdiccional, que ellas que- 
den sujeta» a control judirial suficiente; o acá, que no se confiera a los funcio- 
narios actuantes un poder absolutamente discrecional e incontrolado, sustraído 
u toda especie de revisión judicial posterior: p, 344. 

14. En una situación jurídica que supone litigios entre particulares atinentes 
a sus derechos subjetivos privados (desalojo de) arrendatario tundado en el art. 
3*, ¡lies, d) j g) de ln ley 14.451), control judicial suficiente quiere decir: a) 
reconocí miento a los litigantes del derecho a interponer recurso ante los jueces 
ordinarios; b) negación a los tribunales administrativo* de la potestad de dictar 
resoluciones finales en cuanto a los hechos y al derecho controvertidos, con excep- 
ción de los supuestos en que, existiendo opción legal, los interesados hubiesen 
elegido la vía administrativa, privándose voluntariamente de ln judicial. La mera 
facultad de deducir recurso extraordinario basado en inconstitucionalidad o arbi- 
trariedad, no satisface las exigencias que en la especie han de tenerse por impe- 
rativas, l'na interpretación contraria sería violntoria del art. 18 de la Constitu- 
ción Nacional que, en supuestos como el del caso, garantiza a los habitantes del 
puts el derecho a ocurrir ante un órgano judicial en procura de justicia; y tam- 
bién del principio de ln división de los poderes, cuya adecuación a las necesidades 
do la vida contemporánea no autoriza un total desposeí miento de atribuciones 
en perjuicio del Poder Judicial: p. 640. 

15. Iji doctrina según la cual es válida la creación de órganos administrativos 
con facultades jurisdiccionales, no supone ta posibilidad de un otorgamiento 
incondicional de tales atribuciones. I ji actividad de esos órganos se encuentra 
sometida a limitaciones de jerarquía constitucional que no es lícito transgredir, 
entre las que figura, unte todo ln que obliga a que el pronunciamiento jurisdic- 
cional emanado de órganos administrativos quede sujeto n control judicial su- 
ficiente. 

Así. regímenes del carácter del creado por las leyes 1:1.246, 13.987 y 14.451 dejan 
de ser válidos cuando, confrontados enn las normas básicas del ordenamiento 
jurídico, resulta evidente que las infringen, en vez de «.catarlas o a lo sumo 
adaptarlas respetando su esencia: p. 64H. 

Defensa en Jaldo. 

Principio* íi' f ir*. 

16. Ln garantía constitucional de la defensa requiere indispensablemente — y en 
cualquier clase de juicio — que se oiga al acusado y, además, que se le dé alguna 
np'<rtuuidnd para producir la prueba de descargo de que quiera valerse: p, 419. 

17. Si las disposiciones que gobiernan el caso impiden a las partes tener acceso 
a una instancia judicial propia mente dicha, como lo hacen las leyes 13.246, 
13.H97 y 14.451, existe agravio constitucional originado en privación de jutiein. 
Pues ésta se configura toda vez que un particular, no obstante hallarse prote- 
KÍdo por la garantía del art. 18, queda sin juez a quien reclamar la tutela de su 
derecho, sea que ello ocurra porque declinen su intervención todos los jueces en 
conflicto, o en virtud de la derogación de las normas que creaban los tribunales 
i-timpetcntes para entender en la causa, o —como acontece con las leyes mencio- 
nadas— n rafe de preceptos legales que Usa y llanamente excluyen la debida 
intervención judicial: p. 646. 

18. las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cuanto no admiten revisión judicial 
de la resolución administrativa, son inconstitucionales, o se acepta que el Poder 
Legislativo —so color de proteger altos intereses públicos— puede vulnerar 
dimboa como el de defensa, y convertir en >u opuesto a las instituciones que 
jos constituyentes decretaron y establecieron para la Nación Argentina: p. 646. 

19. Kl art. 95 de la Constitución Nacional guarda una relación íntima con 
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el 18, tle modo que se tomarían inconstitucionales las normas que no otorgasen 
al menos una instancia judicial para el debate de los intereses jurídicos en 
pugna. Xo obsta a ello la circunstancia de que muchas veces queden convali- 
dadas, de hecho, las decisiones de la autoridad administrativa cuando las partea 
las aceptan sin acudir a la instancia judicial correspondiente, porque, cuan- 
do se trata de derechos reminriahles (art. 872 Código Civil}, aún las reso- 
luciones adversas pueden consentirse y los propios particulares pueden inclu- 
so abstenerse de accinniar judicialmente en virtud de haber compuesto su 
di lerendo mediante la convención liberatoria trausaccionat o simplemente por 
haber abdicailo del derecho antes referido (Voto de los Señores Ministros 
Doctores Don Luis María Boffi Boggero y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

20. El art. 18 de la Constitución Nacional impone la debida defensa para que 
nn habitante de Ja Nación pueda ser penado o privado de sus derechos, Ella 
falta cuando no se ha dado audiencia al litigante o inculpado en el proce- 
dimiento que se le sigue, impidiéndosele nsí ejercitar sus derechos en la forma 
y mn las solemnidades correspondientes: 7*24. 

Procedimiento a lemtewitt. 

21. La restricción de la defensa en el procedimiento administrativo es sub- 
sanadle en el posterior trámite judicial: p, 52. 

22. No ¡parece desconocido el derecho de defensa en juicio, cuyo agravio se 
funda en ta ilegalidad del mantenimiento del secreto del sumario durante el trá- 
mite policial del expediente pur infracción al edicto sobre reuniones públicas, 
si el procesado, en la ocasión prevista en los arts. 587 y sigtes. del Código de 
Procedimientos ra lo Criminal, conoció la imputación "de que era objeto, así 
como la prueba de cargo, y estuvo en condiciones de ser oído, alegar y pro- 
bar ante un órgano judicial; a lo que cabe agregar que, pudiendo haber ofre- 
cido medidas probatorias en la audiencia proscripta en el art. 588 del mismo 
código, no lo biso, por lo que la privación de la prueba de descargo responde 
a incuria procesal imputable al interesado, sin agravio n normas constitucio- 
nales: p. 86. 

23. La garantía constitucional de la defensa en juicio únicamente exige —en lo 
que atañe a] caso, en que se aduce la privación del control de elementos 
probatorios — que se conceda al interesado una efectiva oportunidad de pro- 
bar y alegar en defensa del derecho debatido. 

En consecuencia, si la apelante contó con esa oportunidad efectiva, pues fué 
notificada de las "constancias médicas" que impugna y estuvo en condiciones, 
así, de aportar las probanzas que estimara conducentes a la demostración de 
los hechos que alega, la privación de que hace mérito para fundar el recurso 
no ha derivado de una ilegítima restricción impuesta por la autoridad ínter- 
viniente en el procedimiento, sino de la propia negligencia de la interesada: 
j). 161. 

24. Ln necesidad de acordar primacía n la verdad jurídica objetiva reconoce 
base constitucional: p, 176. 

25. Xo puede razonablemente admitirse, en abstracto, que una norma como 
la contenida en el art. 6* del decreto-ley 4497/57 lesione el derecho de defensa 
por la sola circunstancia de (pie concede apelación ante los jueces con la 
exigencia de que, previamente, se ingrese a In tesorería fiscal el importe de la 
multa aplicada, so color de que una desproporcionada magnitud de la misma 
impediría el ejercicio del derecho de apelar. 

Otra cosa sería el agravio fundado en que tal requisito legal, por su despro- 
porcionad magnitud en relación con la concreta capacidad económica del 
apelante, tornara ilusorio el derecho que le acuerda el legislador en rozón del 
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importante desapoderamiento de bienes que podría significar el cumplimiento 
de aquél. Pero, en tal supuesto, el aserto deberá ser materia de prueba, a fin 
de que los jueces de la causa y la Corte puedan decidir sobre esa alegación: 
p. 181. 

26. No es admisible el agravio que tunda el allante en que el art 6' del de- 
creto-ley 4497/57, es violatorio del art. 18 de la Constitución Nacional, sí no ha 
.llegado ni, consecuentemente, probado, que el cumplimiento del requisito del 
previo pago de la inulta para la concesión del recurso deducido contra é*tn 
reviste desproporcionada magnitud en relación con 1* concreta capacidad eco- 
r„ómiea del recurrente: p. 181. 

27. No liay violación del derecho de defensa si la Cámara, al calificar el delito 
como estala reiterada (nrts. 172 y 55 del Código Penal ), ha limitado su pro- 
nunciamiento a los hechos que constituyeron la materia del juicio, encuadrados 
por el juez en el art. 174. inc. ñ% del mismo Código. Tanto más cuanto 
que ln propia defensa había cuestionado esta última calificación y, además, 
producido prueba tendiente a demostrar tu inexistencia de una y otra figura 
delictuosa. A lo que cube agregar que no se expresó en forma concreta, ni 
deducirse el recurso extraordinario, cuáles eran las pruebas de cuya produc- 
ción se hubiera visto privado el reo: p. 202. 

28. La .•usencia de argumentación valedera acerca del acogimiento de piezas 
procesales, cuya calificación «mío deficiente* o su admisión implícita como 
válida* conduce a diferencias fundamentales en el resultado del proceso, vicia 
el pronunciamiento definitivo, desde que se lo ofrece en tales condiciones 
desprovisto de fundamentos inobjetables. En consecuencia, corresponde revocar 
ta sentencia que, sobre la base de los mismos elementos de juicio observados 
por la defensa y descartados jior el juez, y sin fundar la admisión de esa 
prueba, reforma el fallo de primera instancia, que condena ni acusado a dos 
años ile prisión por homiriu o con exceso en la legítima defensa, imponiéndole 
la pena de once años de prisi.m como autor del delito de homicidio simple: p. '263. 

29. Si el apelante conoció las pericias médicas en que se apoya la deejsión 
del Instituto Nacional de Previsión Social recurrido, y tuvo oportunidad de 
refutarlas, trayendo n la causa los elementos de juicio que estimó aptos para 
acreditar la procedencia de su reclamo, no ha mediado en la instancia ad- 
ministrativa restricción inválida a la garantía del art. 18 de la Constitueión 
Nacional : p. 344, 

30. Si la ley procesal (la n* 3480 de ln Provincia de Santa Fe, en el caso) 
faculta al demandado n cono-star la demanda y ofrecer su prueba en ta ocasión 
que ella preceptúa, bajo sanción de considerarlo rebelde y dictarse sentencia 
con arreglo a las pretensiones del accionante, el no ejercicio de tal facultad 
en el estadio oportuno toma inadmisible «1 agravio fundado en privación 
o restricción sustancial de la defensa en juicio. En todo caso, habría existido 
incuria procesal del interesado y no desconocí miento jurisdiccional de garan- 
tías constitucionales: p. 398. 

81. La doble instancia judicial no es requisito de la defensa en juicio: p. 419. 

32. Es violatoria de la garantía constitucional de la defensa en juicio la 
sentencia que, aceptando la acriminación formulada por primera vez en la 
expresión de agravios fiscal, condena al acusado por un delito de defraudación 
i'o contemplado en la acusación de primera instancia ni en las actuaciones 
posteriores. Tal pi.i nuncio miento ha privado al reo de audiencia en tiempo 
oportuno y de ocasión para ofrecer y producir prueba : p. 419. 

33. El principio según el cual la falta de recurso acusatorio impide agravar 
la pena reconoce jerarquía constitucional; todo pronunciamiento que descono- 
ciera esc principio adolecería de invalidez en tanto y en cuanto habría sido 
dictado sin jurisdicción y, además, afectarla de manera ilegítima la situación 
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obtenida por el procesado merced a la sentencia — consentida por el Minis- 
terio Público — de Ja instancia nnteríor y lesionaría, de esc modo, la garantía 
del art. 18 de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, si el juez condenó al procesado, por lesiones culposas, a una 
multa de m$n. 500 y a dos año» de inhabilitación especial "todo en forma 
condicional", y el pronunciamiento fué consentido por el Agente Fiscal, corres- 
ponda revocar la sentencia de la Cámara «me reformó la de primera instancia 
disponiendo que debía hacerse efectiva la pena de inhabilitación ; p, 447. 

34. La circunstancia de que lo resuelto por el juez de primera insta neift no 
se ajuste al criterio que el tribunal de «Izada adoptó en fallo plena rio. res- 
pecto del cumplimiento efectivo de la pena de inhabilitación, no impide aplicar 
la doctrina según la cual la falta de recurso acusatorio impide agravar lo pena, 
habida menta de los fundamentos constitucionales que ln sustentan: p. 447. 

35. El requisito de la presentación de solicitud de préstamo, dentro del tér- 
mino establecido por el inc. e), art. lo", del decreto 2186/57, no guarda relación 
i-on bis derechos de audiencia y prueba asegurador en el art. 18 de la Cons- 
titución Nacional; ni significa tampoco un reconocimiento anticipado de las 
pretensiones del actor, pues el resultado de ln demanda queda supeditado 
tt la prueba de los presupuestos del art. 14 del misino texto legal y a las 
defensas de que pueda valerse el demandado: p. 480. 

Sfl. El art. 4") del decreto-ley 30.430/44 (ley 12.907), en cuanto exige pura 
determinados escritos la firma de letrado, no viola la garantía de la defensa 
■n juicio: p. 512. 

37. El pronunciamiento que ucuenlu fuerza de cosa juzgada al auto que 
habilita la instancia en causa contra la Nación, decretado sin intervención 
de la demandnda que resulta afectada y sin imis base que razones de conve- 
niencia y economía procesal, es impugnable con fundamento en la garantía 
de la defensa en juicio y debe ser revocado: p. Ó17. 

38. La garantía de lu defensa en juicio no requiere la multiplicidad de ins- 
tancias: p. 540. 

39. Aun cuando el art. 18 de la Constitución Nacional no requiere multipli- 
cidad fie instancias, impone una instancia judicial al menos, siempre que 
estén en juego derechos, relaciones e intereses como los debatidos en un juicio 
de desalojo del arrendatario, fundado en el art. 3% ines. d) y g) de la ley 
14.451, los que no pueden ser totalmente sustraídos al . cocimiento de los 
jueces ordinarios sin Agravio constitucional: p: 646. 

40. Aun cuando el art. 95 de la Constitución Nacional fuese interpretado con 
amplitud admitiendo la intervención de organismos administrativos en fun- 
ciones propias de los jueces, el art. 18 exige que siempre exista una instancia 
judicial donde, al revisarse lo resuelto por aquellos organismos administrativos, 
siga rigiendo sustancinhuente el cardinal principio de que la decisión final 
corresponde al Poder Judicial de la Nación o de las Provincias según el caso. 
Las leyes 13.240, 13.897 y 14.451 se apartan totalmente de esta inexcusable 
condición (Voto de los Señores Ministros Doctores Dou Luis María Boffi 
Hoggero y Don Pedro AKerastury) : p. 646. 

41. Es violatoria de la defensa en juicio la resolución administrativa que con- 
dena por infracción a los arta. 12, inc. a) y 13, ine. a), de la ley 12.372, sin 
haberse dado a la presunta infractora participación en el proceso de "contra- 
verificación"; desde que, habiéndosele conferido vista cuando ya la prueba 
estaba producida, se le ha privado de) ejercicio del derecho que expresamente 
le acuerda el art. 2* del decreto 25.716/51, habida cuenta que tal procedimiento 
no podía ser reiterado: p. 724. 
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¿ry ontrnor y jutcta naturalet. 

42. La garantía constitucional de los jueces naturales sufriría agravio si los 
negocio* de ios particulares se disidieran por quienes, por error o abuso, pre- 
tendieran ser magistrados judiciales: p. 56. 

43. La circunstancia de que ta Sata de una Cámara Nacional de Apelaciones 
haya declarado inadmisible el recurso de inaplk-abilidud de ley para ante el 
Tribunal en pleno, tratándose de decisión entunada de magistrados permanentes 
v ordinarios, no ocasiona detrimento a la garantía de los jueces naturales: p. 540. 

Derecho de propiedad. 

44. Lo atinente a ln autoridad de la cosa juzgada y a tus límites de ln juris- 
dicción de los tribunales de alzada, son cuestiones que interesan al orden pú- 
blico y que, además, revisten jerarquía constitucional : p. 109. 

45. Kn la sanción de la ley 14.226, que tuvo lugar durante la reforma constitu- 
cional de 1940, influyeron tanto el concepto de la propiedad afectando una 
"función social", atribuido a los arts, 38, 39 y 40 de esa reforma, frente al 
concepto individualista que se adjudicaba a las ya no vigentes normas de 1853, 
cuanto la tendencia a conferir a esas expresiones una significación híbrida o 
constitucionalmente excesivo. 

La nueva vigencia del texto constitucional de 1853 debe- gravitar sobre Ja 
decisión acerca de la eonstitucíonalidad del art. 1" de esa ley que, como otros 
preceptos, no tienen cómoda cabida ante los textos constitucionales en vigor, 
por atentatorios de los derecho» que éstos protegen (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luís María Boffi Boggero): p. 121. 

46. Establecido en la causa que la liquidación del porcentaje correspondiente 
al contratista actor por la cosecha de uva del período 1956/1957 se practicó, 
rtin reserva o disconformidad alguna, de acuerdo con el "precio máximo" en- 
tonces en vigencia e inmediatamente después del cierre del año agrícola operado 
el 30 de abril de 1957, la aplicación al caso del decreto-ley 430 de Mendosa 
del 31 de enero de 1958, en cuya virtud se condena a la demandada a pagar 
la diferencia resultante del nuevo precio que determina ese precepto legal, es 
violotoria del art. 17 de la Constitución Nacional. No obsta a ello que el citado 
decreto-ley sea considerado de orden público, ante el carácter prevaleciente 
de ln citada norma constitucional: p. 367. 

47. La prescindencia por el tribunal de alzada de los límites de au jurisdicción 
importa agravio a la garantía de la propiedad y no puede justificarse sobre 
ln hrtse de la naturaleza de las cuestiones debatidas: p. 510. 



48. Ln garantía de la igualdad ante la ley en materia tributaria lia sido dada 
a los particulares frente a la autoridad y no a esta última para la defensa de 
su potestad impositiva: p. 145. 

49. Dentro de los poderes que las provincias invisten se halla el de conceder 
exenciones de gravámenes —incluso de tasas — con el propósito de facilitar, 
promover o estimular la prestación de servicios públicos locales* sin que esas 
exenciones, en cuanto implican el uso de medios autorizados por la Constitución 
Nacional, puednn considerarse lesivas de la igualdad ante la ley: p, 145, 

50. Ln garantía del art. 16 de la Constitución Nacional no impide que la legis- 
lación contemple en forma distintn situaciones que considere diferentes, siempre 
que la discriminación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostili- 
dad contra determinada persona o grupo de personas o importe indebido favor 
o privilegio personal o de grupo: p. 185. 

5L La garantía del art. 16 de ta Constitución Nacional no impone una rígida 
igualdad, pues entrega a la discreción y sabiduría del Poder Legislativo una 
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amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y el™ (¡cando los ob- 
J la ■j*""**»» Siempre que 1 HS distinciones o edificaciones se basen 

™z::™i¡k y m en propói,itüÉ! ,u i,ostuidBd tomr " 

52. La distinción entre agentes que se desempeñan en la Ca ja Nacional de Pre- 
visión para &mmm W Comercio y Actividades Civiles' v los sometidos al 

Zr^cí' W¿ ' T° ln ^V*" 11 » de 1« «pHcación en el tiempo del 
flecretO-lej 4838/58, con retereiu-ia a los primeros, no ímnort» .1¡ S ,-H 



% " -~ pn meros, no i m porta discriminación 

imiamable ni propósitos persecutorio* que afecten la vigencia de aquella ga- 
rantía. I or lo demás se trata de regímenes jubilntorios distintos, cu va eom- 
parmiun no puede reducirse a una sola lisposieíón normativa: p, 185 ' 

53. El principio contenido en el art. 16 de la Constitución Nacional no impone 
una rígida igualdad, pues entrega a la discreción y snbiduxía del Poder Leeis- 
ativo unf. «mplm atitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando 
los objetos de la legislación, siempre que las distinciones o clasificaciones se 
b ha i en chterenc.as razonables y no en propósitos de hostilidad contra deter- 
minadas clases o personas: p. 293. 

54. El art 16 de la Constitución Naeionnt no impide que la legislación contemple 
en torma distinta situaciones que considera diferentes, siempre que la discri- 
minación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra 
determinada persona o grupo de personas o importe indebido favor o privilegio 
personal o de grupo: p. 293, 

55. Es inaplicable la cláusula del art. 16 de la Constitución Nacional cuando 
no medmn disemm naciones .le carácter persecutorio o de indebido privilegio: 

56. La garantía del art. 16 de la Constitución Nacional no recita afectada 
P< la explica de regímenes diferentes en las distintas cajas de previsión, 

■ Í A ,íw . ^n**'*"* <t™ Hila acuerdan. Lo atinente a la uniformidad ó 
diversidad de sistemas en materia de previsión constituye, en efecto, una cues- 

lon de política legislativa, cuya desventaja o acierto escapan al examen de 
ln Corte Suprema en tanto no se demuestre la existencia de discrimi naciones 
por razón de hostilidad o injusto privilegio: p. 551 

CoMÜtucionalidad e incoiutitacionalidad. 
X*y*a nactoiuUas, 

Cornil nt-n. 

57. La n0 rma del ort 26 de la ley 13.581, en cuanto permite al propietario 
elepr a su voluntad el locatario de sus unidades de vivienda que será objeto 
7- i"*™* m no responde a propósito de hostilidad ni está en- 
caminada al establecimiento de privilegios indebidos; p. 2fl3 

58. Las leve, d e emergencia en materia de locaciones no s on susceptibles en 
Principio, de ser impugnadas en forma parcial, salvo el supuesto ríe que se 
trate de clausulas separables: p. 375. 

59. La impugnación constitucional de las leyes de prórroga de los alquileres 
eon mims a extender sus beneficios, es i m procedente: p. 513. 

W. Si b,en las provincias tienen la facultad de darse sus propias instituciones 
orales y. por ende, de legislar sobre procedimientos, ello es sin periuieio de 
las disiwsieiones reglamentarias que dicte el Congreso, cuando considere del 
caso P^cnbir formalidades especiales para el ejercicio de determinados dere- 
chos establecidos en los códigos fundamentales que le incumbe dictar 
En cdnwcuencia, corresponde confirmar la sentencia del tribunal provincial 
que admitió la prescripción que, con fundamento en el art. 3962 del Código 
Civil, fué opuesta por primera vez al expresar agravios contra el fallo de pri- 
mera instancia, a pesar de que según el art. 50 de la ley .3480 de la Provincia 
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(Santa Fe) toda» Us eieepcioncs deben deducirse al contestar 1» demanda: p. 524. 
62. La organización de Us Cámaras Pantanas de Arrendamientos y Apar- 
cerías K uralcs, establecida por las leyes 13.246, 13.897 y 14.451, en cnanto, no 
admite control judicial suficiente de las resoluciones de esos tribunales admi- 
nistrativos, es violatoría de loa arta. 18 y 95 de la Consti ación Nacional: p. 646. 

62. Loa arts. 46 de la ley 13.246, 1» y 2» de la ley 13.897, y 26 de la ley 14.451, 
son inconstitucionales desde i¡ue reservan la decisión de las cuestiones entre 
arrendadores y arrendatarios — esencialmente contractuales y de dereclio co- 
mún — a un organismo administrativo — cuyos componentes no poseen título 
hahi Uta nte en derecho, y, careciendo de inaiuovilidad (pie asegure su indepen- 
dencia, no tienen d carácter de jueces naturales en el sentido constitucional — , 
sin otra revisión judicial que el recurso extraordinario, el cual posibilita aálo 
un ns¡H-cto de esa revisión {Voto de los Señores Ministro* Doctores Don Luis 
Muría Biiffi lionero y Don Pedro Aberastury: p. 646. 

Admiaistratitat. 

63. No es una novedad la imposición legal de cargas que no son impuestos ni 
tasas, de las que sería un ejemplo la derivada de la ley 14.226 para los em- 
presarios de salas de cinematógrafo, cuya constitucionalidad estaría condicio- 
nada, por ii un parte, a la circunstancia de que los derechos afectados fueran 
respetados en su sustancia y, por la otra, a lu adecuación de las restricciones 
que se les impone, a las necesidades y fines públicos que los justifican, de 
manera que no aparezcan infundadas i> arbitrarias, sino razonables, esto es, 
pniiHircionadns a las circunstancias que las originan y a los fines que se procura 
alcanzar con ollas; siendo a cargo de quien invoca irrazoimbilidnd confiscación, 
la ablución y prueba respectiva: p. 121. 

64. Obligaciones de la naturaleza de las impuestas por aplicación de la ley 
14.226 —incluir "espectáculos artísticos vivos" en los programas de una sala 
de cine, previa adecuación del local, con la inversión que ello supone, y dentro 
del plaut que fije lu autoridad administrativa de acuerdo con las particulari- 
dades del caso— no contrarían, por vía de principio, ninguna garantía o 
derecho constitucional, en tanto representan medios válidos de actuación del 
poder de policía ¡ p. 121. 

65. Iji ley 14.226 y sus reglamentos han impuesto nnn carga a los empresarios 
ci nema toará t icos que no suprime ni altera el derecho a ejercer su comercio 
específico en la sala destinada a ese efecto, en la cual el negocio de exhibi- 
cii'ni cinematográfica puede explotarse en las horas y condiciones habituales, 
cun posibilidad de recuperar las inversiones necesarias para la adecuación 
de la sala — de escasa importancia en el caso — y los gastos que demande 
la real i zaejóu del "número vivo", para cuya contratación gozan de nmpiio 
margen y sin que se luí ya alegado y menos probado por el recurrente que esa 
posibilidad se encuentra frustrada en los hechos por causas no imputables «1 
empresario: p. 1*21. v _ 

66. aplicación del art. I* de la ley 14.226 implica nnn fuerte y sustancial 
restricción de la lihcrtnd de comercio y de la propiedad de los empresarios 
ci nema tográ ticos por parte del Estado. Organizados para determinados fines, 
se ven competidos n realizar actividades que, aunque reconozcan alguna seme- 
janza con aquéllos, son evidentemente distintas de las libremente elegidas por 
esas empresas. Y esa restricción no guarda suficiente armonía con los propó- 
sitos que se persiguen, ya que, por una desocupación con la que no tienen 
vínculo alguno, se restringe la libertad de aquellas empresas. 

El precepto legal en cuestión no ha elegido, pues, uno de los numerosos medios 
mzonnbles con que la Constitución Nacional fatalita las soluciones sociales 
(Voto det Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero): p, 121, 
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87. No es inconstitucional el art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye 
la carga üe las costas entre ambas partea, cuando la indemnización fijada en 
la sentencia no excede la soma ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta 
y la reclamada. Tal solución no es violatoría de la igualdad ante la ley ni 
del derecho de propiedad: p. 150. 

68. El art. 14 He la ley 13.264 no es violatorio de los arta. 16 y 18 de la Cons- 
titución Nacional: p. 155. 

69. El Congreso, al sancionar el art. 14 de la ley 13.264, no excedió o) límite 
correspondiente a sus facultades reglamentarias riel art. 17 de la Constitución 
Nacional. Se limitó, en ejercicio de atribuciones propias, a establecer el sistema 
que consideró máa apto para fijar el monto de In indemnización eu los casos 
rn r|tie no hay avenimiento entre el ex pro piador y el expropiado: p. 155. 

70. La ley 13.264, en cuanto ha establecido el procedimiento previo del dic- 
tamen del Tribunal de Tasaciones, no contraría lo dispuesto en los arts. 16, 17 y 
y 31 de la Constitución Nacional, desde que dicho dictamen no es obligatorio 
para los jaeces ni excluye las demás pruebas que los interesados puedan pro- 
ducir para acreditar el valor real de los bienes expropiados: p. 155. 

71. So es inconstitucional el art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la 
carga de las costas entre ambas partes, cuando la indemnización fijada en 
la sentencia no excede la suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre 
esta y la reclamada. Tal solución no es violatoría de la igualdad ante la ley 
ni de la garantía del derecho de propiedad : p. 287. 

72. El criterio acogido por el legislador en el art. 28 de la ley 13.26* no com- 
porta arbitrariedad ni confiscación, lo que resulta tanto más evidente cuanto 
.que la legislación argentina actual concibe a la expropiación no como un pro- 
cedimiento "odioso", sino como uno de los medios más eficaces pnestos al ser- 
vicio de la comunidad, para dar satisfacción a las exigencias impuestas por 
el perfeccionamiento social. De esa esencial idea jurídica no puede p rescindirse 
cuando se trata de juagar la raxonabilidad de las diversas normas que integran 
el régimen p*M¡. 'utico de la expropiación: p. 287. 

73. El carácter limitado de la apelación prevista en el art. 14 do la ley 14.236 
no implica violación de la garantía constitucional de la defensa en inicio: 
p. 344. 

74. El art. 42 de la ley 4349, en cuanto desconocía el derecho a pensión de 
la3 hermanas del jubilado fallecido, no es violatorio de la garantía constitucional 
de la igualdad: p. 551. 

75. No es inconstitucional el art. 28 de la ley 13,264, en cuanto distribuye la 
carpa de las costas entre ambas partes cuando la indemnización fijada en la 
sentencia no excede ln suma ofrerida más la mitad de la diferencia entre ésta 
y la reclamada. Tal solución no es violatoría de la igualdad ante la ley ni de 
la garantía del derecho de propiedad p- 686. 

Impositivas. 
Xmpanto * loi rédltoi. 

76. No viola disposición constitucional ¡ -Ignito lu aplicación del art. 19, inc- a), 
de In ley 11.682, t. o. 1947, en virtud de ln cual el Banco de Mendoza ha debido 
pagar el impuesto n los réditos sobre utilidades no distribuidas v dividendos 
de acciones al portador, correspondientes a los ejercicios comprendidos entre 
los nüos 1945 y 1951, exclusivamente sobre las utilidades obtenidas por el 
"capital privado", es decir, sobre los réditos de los accionistas particulares 
de la institución: p. 325. 
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Expropiación. 

77. El art. 74 de) decreto 33.405/44 nn es viulatorio de loa arts. 16 y 38 de la 
Constituí-ion Nacional: p. 155. 

Varios. 

78. El decreto- ley 7914/57 na es judicialmente impugnable en razón de su 
origen y debe ser juzgado como si hubiera emanado del Congreso, según el 
principio de que un órgano defacto, dentro del alcance de la autoridad asumida, 
posee iguales facultades qtM el correlativo órgano de derecho, pero no mavores : 
p. 165. 

79. El decreto-ley no es judicialmente impugnable en razón ile su 
origen y debe ser juzgado como si hubiera emanado del Congreso, según el 
principio de que un órgano de facto, dentro del alcance de ta autoridad asumida, 
posee iguales facultades que el correlativo órgano de derecho, pem no ma- 
yores: p. 416. 

Efectos de la declaración de iaconstítncionalidad. 

80. Ln existencia de una sentencia anterior de mcoustitucionaltdad sólo pro- 
duce 'l'ecto dentro de la causa y con vinculación a la ley y a las relaciones 
jurídicas que la motivaron, y de ninguna manera podría hacerse extensiva 
a leyes y hechos futuros ni poseer la eficacia de una prohibición impuesta al 
legislador; p, 325. 

81. La exigencia del art. 26 de la ley 13.581 integra la excepción admitida 
por ln ley al régimen general de la prórroga de las locaciones. Por ello, dicha 
t'xigencia no puede ser obviada por vía de impugnación de ineonstitucionnlidad 
en raxón de no tratarse de una cláusula separable, cuya validez deje inalterada 
in norma legislativa subsistente: p, 375. 

82. Ivts efectos de la declaración de ineonstitucionnlidad se limitan al juicio 
en que fué admitida: p. 700. 

83. La circunstancia de que la Corte haya declarado la inconstiturionnlidad de 
las Cámaras Paritarias de Arrendamientos Rurales no obsta ul rechazo del 
recurso extraordinario si, en el caso, la cuestión federal no fué planteada opor- 
tunamente. Ello en virtud del principio de que los efectos de la declaración 
de inconstitucional! dad s* limitan al juicio en que fué admitida: p. 716, 

CONSTITUCIONES «HCIALE8. 

Ver: Recurso extraordinario 87, 90, 160, 212. 

CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y eompetei ia 49, 50. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Constitución Nocional 30, 60; Costas 8; Recurso extrnordiranio 26, 125, 
279, 317. 

CONTRABANDO (')- 

1. En el «apuesto de la figura agravada del contrabando cometido con falsi- 
ficación de documentos fart. 189. inc. e), de la Ley de Aduana — t. o. 1956 — ) 



(1) Ver Umblín: JurindiccSán > ccmpHnttn. 33, 34. 



CORTE St TREMA ^ 



los delitos contemplados en loa arts. 292 v 296 del r<Wio« P^-t ■ j 
«m&m «1 Wt comprendió en ] a I^^J^B^ 9U 

CONTRATO. 

Ver; Constitución Nacional, 12; Jurisdicción v competencia 6 14 IX fifi. 

* °'° P " N - 4; ¿fiSS&í 1 1 Si 15; 

CONTRATO DE TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 6 16 ^1 í» oí oí os n , 

«mtlSKl **** * aiftw 

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 3, 14, 52, 56, 57, 58, 59, 65, 66, 71, 209, 218. 
CONVOCATORIA DB ACREEDORES. 
Ver: Recurso extraordinario, 175. 

CORREDORES UBRES. 

Ver: Recurso extraordinario, 22, 69. 

CORREOS T TELECOMUNICACIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 29. 

CORRETAJE. 

Ver: Recurso extraordinario, 22, 69, 304. 
CORTE SUPREMA (>). 

Jl J fejÉff ^ M improcedente la formulación, ante la Corte, de la crítica 
de sus decaum™, en tanto no se dedowa recurso contra ellas; máxime en el caso 
Z2Z Si7 Pr Tf "i** for ^. ft r«ci»«™« respecto de tos nombramientos de 
32? u W de CWVP0 Foren9e hccll0s P* r 1* Corte, sin haber ejer- 

citado el derecho de impugnación en la oportunidad y con arreglo at art. 8* de 
la acordada reglamentaria del concurso. A lo que corresponde agregar que las 

h^T 1 ' 9 rí dlda / rwavcron «• «le los cinco profesionales que habían 
obtenido la calificación máxima de la junta respectiva: p. 101 

2. Encontrándose firme la sentencia dictado por la Corte Suprema, con arréelo 
a lo dispuesto en los arts. 232 de la ley 50 y 24 del decreto- ley 1285/68 la juris- 
dicción de aquélla ha quedado agotada, no procediendo su reasunción por vía 
de la elevación de los autos dispuesta por el tribunal apelado: p. 105 

3, La jurisdicción de superintendencia de la Corte Suprema no es. como prin- 

* wn'M V f = CwwUlaelfa Nacional 4. 8, 59; D»a M j parjiiicloa. 2 S- Edirt» a- 

Jub laclan do mafUUadM y diplomático,, i; J w »dwe 6n j "oiffi, i j'h M^'h« 
d^aeMbiariat «. 8. lt. 13 14; jfnlldad d. ..oMocia. 1: P.«o %; PiS^.i' MÍcioñ.1 i f a i 
PsraMBHa, l; Bacín» da «lantarla 1; flacura dn no! d»d 1-BaeoH» di tJÍ\JaJ' ít 
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cipio, vía hábil para la revisión de actos jurisdiccionales, en cuanto a su acierto 
o validez: p. 451. 

4. La jurisdicción de superintendencia de la Corte Suprema no es, como prin- 
cipio, vía hábil para la revisión de acto* jurisdiccionales, en cuanto a su acierto : 
[i. .m , 

5. Ante la falta de cumplimiento por un juez, de la Provincia de Buenos Aires 
a lo resuelto por la Corte en el juicio, corresponde que la Suprema Corte de 
Justicia de esa Provincia disponga lo necesario para que se dé inmediata ejecu- 
ción a dicha sentencia: p. 6:19. 

COSA JUZGADA ('). 

1. Admitir que lo resuelto en agosto de 1943 tiene valor de cosa juzgada reí- 
perto de un juicio en el que Be discute non norma legal dictada en 1946 {ai* 
19, ine. a), del decreto-ley 14,338/46 ratificado por ley 12.922, y reproducido en 
la ley 11.682 — t. o. 1947—), serta tanto como conceder qne una decisión judicial 
ejecutoriado —más allá de la causa en que ae dictó y de la ley a que estuvo 
referida— poede impedir o invalidar anticipadamente normas legales futuras: 
p. 325. 

COSTAS (-). 
Naturales» del juicio. 



1. Las costas en las instancias de apelación, en los procedimientos expropia- 
torios, se aplican con arreglo al resultado de los recursos: p. 120. 

2. No habiéndose cuestionado la eonstitucionalidad del art. 28 de la ley 13.264, 
debe aplicarse ta) como su texto explícito lo impone y lo ha sido en las instan- 
cias inferiores: p. 150. 

3. La base conceptual que sustenta la norma del art. 28 de la ley 13.264 es la 
de que el Estado expropiador, que, en suma, actúa teniendo en vista, de manera 
exclusiva, el logro de fines públicos, no tiene por qué soportar las costas del 
juicio requerido por esos fines, si es manifiesto que su conducta procesal fué 
justa, lo que sucede, obviamente, cuando la suma consignada, en los términos 
del art, 18 de la ley, no ha sido inferior al monto indeiunizáuorio fijado por la 
sentencia definitiva: p. 287. 

4. El art. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 
puestos en que se realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador, 
sin que a los jueceft les sea permitido limitarlo en su aplicación ni crearle excep- 
ciones hnsadas en una valoración subjetiva de la conducta de las partes; además, 
tal precepto ha sido declarado por la Corte Suprema compatible con el art. 17 
de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que impone al expropiador 
las costa* del juicio sobre la base de qne: a) medió allanamiento de la expropia- 
da: b) DO consta que el a for haya realizado gestiones extra judiciales tendientes 
a lograr un acuerdo con los dueños del inmueble expropiado; c) el pago de las 
costas por su orden mermaría la indemnización, en pugna con el art. 17 de la 
Constitución Nacional; d) el precepto rige únicamente cuando el demandado 
"reclama una indemnización mayor a la suma ofrecida": p. 287. 

5. El art. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 



ri) Ver UmWln: Costil tael¿n Nacional. 37. 44, 80. Rotuno «traord ina rio, 33, 47, 4», 
Sí 902, 334, 294. 243. 330. 344. _ 

(3) Vn tanhifn: CoaitiMuloo Nacional. 47, 71, 73; Honoraria! d« perito». I; Rtrarie 

utraórdinarin. «, 44. 97, »9. ISS, 34B, 35». 3S1; Hecliraa ordinario de .pelado». 4. 
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puestos en que se realice la hipótesis procesal contemplada por el legislador. En 
conseettemia, corresponde revocar la sentenciu que impone las costas al actor 
— declarándoselas en el orden causado— si la consignación del Banco Hipote- 
cario Nacional expropiante fué de m$n. 8.060,— el expropiado reclamó m$n. 
1 5.669,60 y los jueces fijaron una indemnización de mín. 23.600: p. 586. 

6. El ort. 28 de la ley 13.264 es de cumplimiento inexcusable en todos los su- 
puestos en que se realice alguna de las hipótesis procesales contemplados por 
el legislador, sin que a los jueces les sen permitido limitarlo en su aplicación ni 
crearle excepciones, aun cuando estimen <pte un criterio distinto sería mas equi- 
tativo o acertado en el caso individual sujeto a juzgamiento: p. 686. 

7. No es irrazonable que en los juicios de expropiación, en que tina de las par- 
tes actúa en miras de intereses públicos, no se apliquen con rigor los principios 
procesales que rigen cuando las partes . >ln actúan, ambas, por un interés parti- 
cular o privado, tanto más cuanto que el ort. 28 de la ley 13.264, para establecer 
Ja distribución de las costas, tiene en cuenta expresamente la conducta excesiva 
del expropiado que, en esa medida, hi»> también necesario el juicio para la 
fijación de la indemnización: p. 686. 

Den arrollo del juicio. 
Allanamiento. 

8. En supuestos excepejunaíes, el allanamiento incondicional de uno provincia 
autoriza la exención de costas cuando, antes de la contestarión de la demanda, 
aquélla remitió un cheque a la actora por el importe total de la suma m-lama- 
da: p. 100. 

9. Habiéndose allanado la provincia oportuna mente y en forma amplia, respecto 
de la repetición fundada en la ineonstitucionalidad de uornias locales, In exen- 
ción de costas es procedente: p. 176. 

Desistimiento. 

10. Procede la exención de costas por el desistimiento del juicio cuando está 
fundado en el propósito de acatar la jurisprudencia de la Corte, establecida sin 
costa» con posterioridad a la iniciación de la demanda v si la actitud de la actora 
no es extemporánea: p. 26. 

CUBETO MEDICO FOREH8E {'). 

1. El art, 3" de la ley 12.210 establece como requisitos para el cargo de perito 
del Cuerpo Médico Forense, poseer diploma de médico legista, o ser médico con 
antecedentes científicos, títulos docentes o dedicación manifiesta, que demuestren 
idoneidad médico legal. 

En consecuencia, co responde archivar las actuaciones promovidas por la presen- 
tación del Colegio de Médicos Legistas de (a Capital Federal, que expresa su 
disconformidad con la designación, para el cargo, de un profesional que carece 
de título de médico legista: p. 102. 

2. Ante situaciones de carácter personal, suscitadas en el desempeño de sus 
funciones entre un médico forense y las autoridades del cuerpo, corresponde 
que la Corte les advierta que, a fin de evitar trasciendan cuestiones de tal natu- 
raleza en perjuicio del prestigio de ese organismo, sn conducta debe ajustarse 
a la máxima circunspección: p. 239. 
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CUERPOS TECNICOS PERICIALES. 

i. El art. 141 del Reglamento par» Ib Justicia ííaeional establece que loa deca- 
no» de lo* cuerpo* técnicos periciales serán sustituidos por los vieedeeanos en 
caso de ausencia, vacancU o i tu pedimento. 

En atención n las facultades disciplinarias que el art. 144 atribuye a los decanos, 
procede admitir su sustitución —con fundamento en la cláusula antes mencio- 
nada— cuando, como en el caso, el decano ha invocado raíones de "delicadez 
personal", referidas a una situación que el sancionado no mega existir. A lo 
que cabe agregar que el apelante fué notificado de la intervención del vice- 
decano sin que planteara, en esa oportunidad, cuestión t ¿una al respecto: p. 239. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso de queja, 3; Recurso extraordinario, 51, 331- 
CULPA. 

Ver: Daños y perjuicios, 2. 
CURATELA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58. 



CHEQUE SIN PROVISION DE FONDOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 59. 

D 

DAÑO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31. 

DAÑOS Y PERJUICIOS ('). 
Caio fortuito. 

1. No cabe admitir que la rotura de los cables que originó el accidente pueda 
considerarse como un acontecimiento imprevisible e inevitable, sobre todo si se 
tiene presento que no se ha intentado probar que la demandada adoptó, opor- 
tunamente, la elemental precaución de someter a revisaciones periódicas el anti- 
guo ascensor en que. la víctima encontró la muerte: p. 607. 

Responsabilidad del Estado. 
Generalidades. 

2. Si lo decidido en la sentencia apelada concuerda con la reiterada doctrinn 
de la Corte que admite la responsabilidad extraenutrnctual del Estado ante los 
particulares -en los términos de los arts. 1109, 1113, y 1133 del Código Civil, 
subsidiariamente aplicables en el caso—, especialmente cuando existe culpa 
por no haberse adoptado las debidas medidas de ntención y vigilancia, resulta 
insustancial la cuestión planteada por el recurrente que, sin dar razones fun- 
dadas para prescindir de aquella doctrina, sustenta el agravio en que, de con- 

(1) timbiío: Juritdifdfiü y competencia, 1*. 



DEFENSOR 



797 



fertilidad eon el art. 43 del Código Civil, el Estado Nación*] no se llalla sujeto 
11 8 responsabilidad extracontractual previa en los nrls. 1109, 1113 y corre- 
lativos de ese código: p. 607. ' } 

Determinación de la indemnización 



3. Debe rechazarse la impugnación que las partea formulan respecto de la 
mdemm^ónaeordada por la muerte del accidentado, si aquella cantidad 
-ruin. .W.OOO- t, sulta una aprcrinción equitativa del perjuicio experimentado 
en atención a las modalidades del caso, talen como la edad v el estado de salud de 
la sétima, la condición económica que poseía y tos demás crementos de juicio 
ponderablcs a tal fin, según la jurisprudencia de la Corte: p. «07. 

DECLARACION INDAGATORIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 113. 

DECLINATORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7, 8, 11. 
DECRETO LEY {'). 

1. La manifestación "de puro contenido declarativo" del art. 1» de la lev 14467 
eu el sentido da que "continúan en vigencia los decretos-leyes dictado; por el 
Uob.erno Provisional", sin adicionar acto alguno de ratificación o convalida- 
ción eon efecto retroactivo, importa ncoptnr inequívocamente que tales decretos- 
noce : JS8? ^ rPfCrÍ,ÍH Iü ******** «™ m tes rceo- 

DECRET08 NACIONALES. 

Ver: Superintendencia, 1. 

DECRETOS PROVINCIALES. 

Ver: Recurso de amparo, 18; Recurso extraordinario, 19, 207; Tribunales pro- 
vinciales, 1. 

DEFECTO LEGAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 27, 128. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Naciónal, 8, 14, 16, 17, Ifí, 19, 20, 21, 22, 23, 2o, 26, 27 

29 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 61, 62, 68, 73, 77; División de loa 

poderes, 3; Estado de sitio, 3; Hábeas corpus, 1, 2; Recurso de amparo, 5, 11. 

H: cx, ™°rdinario, 11, 14, 16, 17, 24, 34, 35, 37, 38, 39, 75, 76, 

S¡> 3 Í 75 ' m > P¡ 2M > 205 > **** Lm > 21 °- - >13 > ¿16, 217, 228, 229, 230 
231. 234 243 245 246, 265, 272, 276, 285, 294, 312, 320, 343, 345 ; 348; Reíro-' 
actividad. I, 6, 10. 

DEFENSOR. 

Ver: Ley de sellos, 1. 



(1) Ver t.mbJén: Gobierno ittmetc, 1. 
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DEMANDAS COSTRA LA JÍACIOX 



DEFENSOR DE POSEES, INCAPACES Y AUSENTES (>). 



1. En las ciudades de! interior en que tienen su sedu Cámaras Federales de 
ApdiU'ionc* y Juzgados Federales, los Defensores de Pobres, Incapaces y Ausen- 
ten, desempeñan sus funciones ante ambas instancias. 

Km «-oiiscc-uencia, el Defensor de Pobres, Incapaces y Ausentes de Córdoba no 
puede ser considerado sólo como funcionario de primera instancia a los fines 
del art. 16, inc, a}, del Reglamento Interno ile la Cámara Federal le esa ciudad, 
y, por olio, no procede- exigirle que se dirija a la última por intermedio de Secre- 
ta rín. como lo establece el precepto mencionado con relación a los Jueces Fede- 
rales de la jurisdicción; p. 50:1. 



DEFRAUDACION 

Ver: Constitución Nacional, 27. 32; Jurisdicción y competem-in, 43, 44, 45, 54, 
.55, 56. 

DELITOS. 

Ver: Constitución Nacional, 27; Excusación, 1; Juece*. 2; Medidas disciplina- 
rías, 5. 

DELITOS COMUNES 

Ver: Amnistía, 2; Jurisdicción y competencia, 3S, 62. 
DELITOS POLITICOS. 



Ver: Amnistía, 1, 2; Jurisdicción y competencia, 02: Recurso extraordinario, 

60, 208, 330. 

DEMANDA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16; Papo. 1. 5. 
DEMANDAS CONTRA LA NACION {-). 

1, Si está firme la sentencia que hizo lugar al interdicto de recobrar la posesión 
deducido contra la Narión, declarando que media en el caso un acto estatal de 
despojo con desconor i miento del derecho de propiedad lato sensu que el parti- 
cular inviste, sostener que la resolución que decide irmisiblemente la existencia 
de ese neto y ordena su cesación es sólo declaratoria y no cxigihle contra el 
Estado Nacional, siguí fien tanto como entender (pie el art. 7' de la ley 3952 —en 
situaciones como la del caso— autoriza la frustración de la garantía constitu- 
cional aludida, en cuanto posibilita el mantenimiento discrecional y temporal- 
mente ilimitado de un estado de cosas que la agravia: p. 199. 

2. El art. V de la ley 3952, modificado por la ley 11.634, otorga a la Nación el 
pri vi (cirio de oponerse, en oportunidad procesa!, al curso de la cansa cuando no 
-e h:iti llenado los extremos contemplados ( . n aquel. Li simpli- conformidad del 
ministerio publico con ln habilitación de la instancia I» lin^tn pan impedir al 
Fisco la invocación del privilegio meucionndo, pues éste se funda en considera- 
ciones do bien público: p. 517. 



(81 v" tímhiín; ^UwViS^'Ñ'ífonlÍ! 3T¡ Ilfou™ mtriordinirlo, 2S7; SenUnci». 4. 




DESALOJO m 



Ver: Excusación, 1; Jueces, 2; Personeríu, I; Recurso 
perintendencia, 8. 



Ver: Recurso 

DERECHO A LA ORGANIZACION SINDICAL LIBRE Y DEMOCRA- 
TICA. 

Ver: Estado de sitio, 1, 2; Recurso dé amparo, 8. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 44, 4b, 47, 66, 67, 69, 70, 71, 76; Costas, 4; 
Demandas eimtra 1a Nación, 1; Ex pro p ¡ación, 2, :{. 10; Jubilación y pensión, 1; 
l'njjo, 3; Recurso tic amparo, 11; Recurso extraordinario, 7, 25, H2, 33, 35, 37, 
71, 74, 76, 197, 2(19, 214, 216, 217, 225, 227, 234, 237, 249, 254, 265, 296, 297, 
*»i R*(itü militar, 1; Retrnactnidud, 6; Sentencia, 4. 

DERECHO DE RETENCION. 

Ver: J ni i -dicción y competencia, 54. 

DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Recurso ríe amparo, 16. 
DERECHO DEL TRABAJO. 

"Ver: Jurisdicción y competencia, ti; Recurso de amparo, 10; Recurso extraor- 
dinario, 110. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional, 46; Jubilación y pensión; tí Pago. 1; Retiro mili- 
tar, 3; Retroftctividod, % 3, 5, 7, 8, 9. 

DERECHOS T GARANTIAS. 

Ver; Constitución Nacional, 5, 63, 64; Estado de sitio, 1, 6; EUcas eorpus, 3; 
Recurso de amparo, 5, 10; Recurso extraordinario, 12, 110, 139, 153, 210, 270, 
331; Reglamentación, 1; Sentencia, 4. 

DESACATO, 

Ver: Jurisdicción y competencia, 60. 

DESAFUERO. 

Ver: Superintendencia, 8. 

DESALOJO 

Ver: Constitución Nacional. 14, 35, 39, 57, 81; División de los poderes, 2; Re- 
curso de amparo, 19; Recurso extraordinario, 20, 21, 33, 39, «3, 72, &3, 8.5, 92, 
115, 119, 121, 124, 132, 194, 198, 201, 221, 238. 320. 



m> DIVISION DK LOS PODERES 

DESERCION DEL RECURSO. 

Ver: Recurso extraordinario, 217. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Cosías, 10; Rwursn «traordiranto, 237, 
DESPIDO. 

Vit: jurisdicción v conipetencui, 23, 24, 25; Papo, 1; Recurso extraordinario, 
26, 32, 50. 73, 7lf. 7H. 18S, 22U, 227. 

DESPOJO. 

Ver: Demandas contra 1» Nación, 1 ; Bfruwn extraordinario, 1*1. 
DETENCION DE PERSONAS. 

Ver; Estado de sitio, 4, 5, tí, 7, 8, 9; IIÚImwk enrpus, 3, Jueces. 1; Jurisdicción y 
competencia. % 10; Recurso extraordinario, 31, 200. 

DIARIOS. 

Ver: Edicto», 1, 2. :t. 

DIPLOMATICOS 

Vrr: Jurisdicción y emiipeteTieia, 47. 4H. 

DIRECCION OENERAL DE ADUANAS. 

Ver; Recurso exl mordí na rio, 7. 

DIRECCION OENERAL DE RENTAS DE LA PROVINCIA DE BUE- 
NOS AIRES. 

Ver: Recurso extraordinario, 260. 

DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA. 

Vi i : Impuesto n las rentas, 1; iíceurso extraordinaria 214, 235. 205. 
DIRECCION NACIONAL DEL SERVICIO DE EMPLEO. 
Ver: Poder de policía, i. 
DIVISION DE LOS PODERES 

h Admitir la legitimidad de las ley. 13.240, 13.807 y 14,151. <n cuanto coin- 

purtan ti total desposeimiento de ntrihwi s del Poder Judicial, importaría 

tatito eon.o «utorÍ74ir 1» s-ipredÓn <■ envido wm>* 1» "mi-ión del pnn. ■no 
de la división ile los pOüVn's, sin cuya vigntvw 1» lornm rcpnldi.-ann de »»- 
hierno ipirdn ^tn Iwise M uc la suélenle y. en ronseeuemmi. las Umemiies esta- 
tales resultan potonciatnicntr desquicias con el ,msii;nicnte desamparo (le 
las libertades Immiwws: p. «t'i. 



<n Ver l»ml,iín: Cnnutiturlón Xieioiul, 8. H. 19. 62; EdUilc de «Rio. E>; Rrcorso 
eXtHM&IUrín -JO. 242; TritinnulM «dmini.trntivftí. 1. 2. 



DOMICILIO 



mi 



2. Ningún objetivo político, económico o social tenido en vista por el Poder 
Legislativo, cualquiera sea su mérito, alcanzaría a iurtificar la total sustrac- 
ción al conocimiento de los meces ordinarios del juicio en que su dehate el 
desalojo del arrendatario, fundado en el art. .V, ines. d) v g) de In lev 14 4",1 

1 impie, sj fneii el principio de la división de los podens puedo v prVcisa ser 

adecuado i, las nereKidi.de* de la vi.ln euntt ranea en la medida que ' lo 

toleren In* normas constitucionales, no cabe convalidar la violación a la esen«Ü 
de ese pnneipio que comporta el total desposeimiento de atribuciones de! Poder 
Jndieml consumado por las leyes 13.246. 13.807 v 14.451 : p. ti4«. 

3. Kl pensamiento profundo que traducen In norma del art. 85 de Ja Consti- 
tución Naeiomtl y las que se le vinculan —entre otras, las de los arb 1S '3 
-9 M, 67, me 11 y 100 de ]„ Ll , v Fundamental- mantiene su rigor a través 
del tiempo. Ellas se basan en la "separación" o "distribución" de los poderes 
principio lt..ulameiitnl de nuestra estructura política y organización jurídica 
-iirts. 1 y afines de la Constitución Nacional— (Voto de lo* Señores Ministren 
lloetores Don Luis Mari,, Hoffi Rocero y Don Pedro Ahernsturv > : tí. 640 

4. El 1 mler Judicial, cuyo organismo supremo es la Corte, ha .le velar por la 
supremacía de los principios constitucionales. En consecuencia, aduciéndose en el 
7 M J r| '"' f T VV2W < 1:,Sf ' 7 y 1 transgreden e] principio de separaci.m 
ile los poderes, corresponde que el Tribunal decida que el Poder Kj.-cutivo no 
pu. de ejercer I unciones propias de los jueces. 

Asimismo, esa función entraña afirmar que el Poder relativo, míe incluso 

.^la impedido d, legar In función típica de sancionar la lev, no puede 

7"'' f ' ,r "'"~ ,i ' s ? tom '. r Pertenecen al Poder Judicial", transfirién- 
dolas al Poder Ejecutivo en evn te transgresión constitucional (Voto de los 

^^^f^m ^ n,m L,,is * Urin Bofn y Dnn v * úm 

5 Los arts. 4ti" de In ley 13/246 y 1» y T de la ley 13.897 fuero,, sancionados 
bal.; la. normas de In < onsti.ución de IfHfl, y resp liendo, entonce,, al mo- 
vimiento que auspiciaba la mayor gravitación del Poder Ejecutivo sobre los 
oíros poderes que desempeñan con él el (¡nliiernn Xmioiial, Por ello resultan 
mas claros en su doctrina de privar al Poder Judicial de funciones ]( , 
son propias, para entregarlas al Poder Ejecutivo, n pesar de que el „rt 90 
de «ncba Constitución reprodu, ía e] 95 de lu de 1853 (Voto da los Señores 
Metros Doctores Don Luis María Boffi ííoggero y don Pedro Aberastnrv) ■ 



Ver: Jurisdicción y competencia, 2. 
DOBLE INSTANCIA. 

%1 Constitución Nacional, 31, .18, :jn ; R mi rso extraordinario, 103, 180, 217. 
DOCTRINA. 

Ver: Recurso extraordinario, 50, 51. 
DOLO. 

Ver: Recurso extraordinario, 321. 
DOMICILIO. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 3*6, 14. l:i, ltí. 58, 65; Ley .le ~ 
NotiticMfinii. 1, :i; Recurso de queja, 5; Recurso extraordinario,' 24Ü. 
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DOMINIO, 

Ver: Recursu extraordinario, 81. 



EDICTO POLICIAL 



Ver: Constitución Nacional, 22. 
EDICTOS. 

1. Corresponde declarar comp rundido en la exención prevista por el art. 1* 
del decreto 6912/60 ni periódico "Gaceta del Foro", bahida cuenta de lo na- 
turaleza de Ja publicación y de las razones invocadas, que la Corte estima 
atendible:-, acerca de la antigüedad del periódico, su rita en sentencian judiciales 
y la existencia de su colección en bibliotecas de diversos tribunales: p. 580. 

2. Las exenciones autorizadas por el decreto 691*2/60 quedan libradas al pru- 
dente arbitrio de la Corte: p. 5*1. 

3. Ni l'i antigüedad del periódico, ni las demás circunstancias invocadas pur 
su director propietario para solicitar la exención prevista en el decreto 6912/60 
—carácter de la información que proporciona, difusión, distribución, etc. — , 
bu-tan para configurar la "acreditada actuación" establecida por el cuerpo 
legal citado como requisito para obtener el beneficie previsto para los diarios 
cspccialirados, de lott que no forma parte el periódico en cuestión, coma lo 
reconoce el propio requirente: p. 581. 



EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 83; Recurso extraordinario, 1S. 155, 190, 266, 295, 

302, 3<w. :no. 
ELECTRICIDAD. 

Ver: Jurisdicción y i ipetencin, 41; Recurso extraordinario, 73. 

EMBARGO. 

Ver: Recurso extraordinario, 197, 235, 265. 
EMERGENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 10, 58; Estad» de sitio. 1; Recurso extraordinario. 




EMPLEADOS DE EMPRESAS NACIONALES AUTARQÜICA8. 



1. No existe razón fundada en la naturaleza de las empresas estatales autár- 
(¡uieas, aún cuando se les hayo encomendado ta prestación de un servicio públii-o. 
para que sn personal no jerárquico revista la condición de cío picado nacional, 
en la misma relación (pie regularmente vincula al Estado con sus a pe n tes ad- 
ministrativos: p. 363. 




220. 



EMPLEADOS BANCARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 79. 




EMTAJJO UR SITIO ^ 



EMPLEADOS JUDICIALES. 
EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Empleados de empresa nacionales nuümjuin,,. 1; Jnbilaei.ln de empleados 
na»-«™«l^ 1; Junción y e.MnpHencm, 36, 37, 43, (¡0. «""P"'"*» 

EMPLEADOS PROVINCIALES. 

Ver: impuesto. Sj Rwunto extraordinario, 89. 

EMPLEADOS PUBLICOS 

Ver: AeuiimUción de hciitfirioa, 1; Empleado, de empresas nacionales autár- 
«le amparo, 18; Recurso extraordinario, 4*2. 4.Í, 88, 8!). 

EMPRESARIO. 

Ver: Constitución Nacional, 65. 

EMPRESAS DEL ESTADO. 

Ver: Acumulación de benefici.,,, lj Empleados de empresa* nacionales autár- 
q». 1; Jonoranos, 1; Jurisdicción y competencia, 25, 43; Recurso extra- 
ordinario, í,j. 

ENCARGADOS DE CASAS DE RENTA. 

Ver: Recurso extraordinario, 32. 

ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS JUDICIALES. 

Ver: Excusación, L 

ENTIDADES AUTARQUICAS. 

§1^^ dC ***** 11 Etl,plH,d ° 9 de em P re3M «*«■ 
ERROR. 

Ver: Expropiación, 11; Reeurso extraordinario, 146, 156, 258, 326. 

ESCRITURACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 266. 



Ver: Acumulación de beneficios, U Daños y perjuicios, 2; Empleados de em- 
presas nacmnales autárquieas, 1; Honorarios, % 2; Recurso extraordinario, .18. 

ESTADO DE SITIO ('). 

% El derecho a la organización ¡ndicnl libre y democrática guarua una rela- 
cen clara y evidente con la situación de conmoción interno que el Congreso 
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ESTADO DB SITIO 



tuvo en vista cuando sancionó las leyes 14.774 y 14.785. Tal derecho fué "sus- 
pendido" por éstas, según la acepción que ni vocablo atribuye el art. 23 de 1* 
Ley Fundamental y, por tanto, la autoridad administrativa pudo disponer la 
intervención de la asuriactfn profesional en cuya beneficio se demanda el 
amparo. Las medidns dispuesta*, en razón de hallarse específica mente desti- 
nadas a efectivizar el estado de sitio, o sea a morigerar o conjurar la con- 
moción interna, lian implicarlo el uso de facultades privativas de) Poder Eje- 
cutivo, a las que debe estimarse irremisibles por los jueces dada la manifiesta 
mmmabilidad que les asiste, conforme a las circulada ocias de lieelio que de- 
terminaron ejercicio: p. 77. 

9. Habida cuenta que el derecho a la oi^anizuciófl sindical libre y democrática 
se encuentra "suspenso" en virtud de las leyes 14.774 y 14.7MÓ, con el alcance 
prc-cripto en el art. 23 de la Constitución Nacional, el neto mediante el cual 
el Poder Ejecutivo dectaró intervenida una Asociación Profesional ha sido 
dispuesto en uso de facultades privativas, a las (pie debe estimarse judicial- 
mente irremisibles, dada la manifiesta razonabílidad que, en el caso, las asiste: 
p. 417. / 

3. Corresponde confirmar la sentencia denegatoria del recurso de luíbcas corpus, 
sí las personas cuya libertad se pretende han sido detenidas por disposición 
del Presidente de la Nación para "asegurar la trnmpiilidad púhlicii" y «u 
virtud ile las facultades que le confiere el estado de sitio, Ku las circunstancias 
del caso, está vedado a los jueces sustituirse al Presidente de |n Nación en 
la apreciación del acierto « error, de la justicia o injusticia, de las medidas 
transitorias de defensa que él estime preciso adoptar en ejercicio de atribuciones 
que el art. 23 de la Constitución Nacional le acuerda privati va mente : p, 528. 

4. Corresponde confirmar tu sentencia denegatoria del recurso de hAbeas cor- 
pus, á la persona cuya libertad se reclama hállase detenida a disposición del 
Poder Ejecutivo Niicioiud pnra "asegurar la tranquilidad pública" y de acuerdo 
con ln> facultades que le confiere el estado de sitio. El neto cuestionado resulta 
a*í ajustado al art. 23 de la Constitución Nacional y no comporta una pena, 
sino que representa una medida de defensa transitoria sometida a ja limitación 
de que debe cesar cuando concluya el estado de sitio o bien si el interesado 
ejerce el derecho de opción previsto en el aludido precepto: p, 530. 

5. No corresponde hacer lugar al derecho de opción, ejercido en los términos 
del uit. 23, ín /ine, di? la Constitución Nacional, cuando el detenido cuya 
libertad se peticiona hállase sujeto a un proceso penal no terminado todavía, 
íi tinque en éste no se haya dictado auto de prisión preventiva: p. ÍW7. 

6. Sí bien lu jurisprudencia atinente a la suspensión de garantías individuales 
durante el estado de sitio ha experimentado una apreeiablc modificación, en 
el sentido más tuvo rabie a los derechos humanos, continúa siendo necesario 
distinguir entre: a) la generalidad de tas medidas de ejecución del estado do 
sitió que [Hieden adoptar las autoridades del Estado; y b) la facultad espe- 
cífico de arrestar o trasladar personas, reconocida al Presidente de la Nación. 
Aquellas medidas son susceptibles de control judicial, toda vez que aparezcan 
clara y manifiestamente irrazonables en los casos concretos sometidos a juz- 
gamiento. En cambio, los actos n través de los cuales se pone en movimiento la 
facultad —privativa del Presidente de la Nación— de arrestar o trasladar 
personas son judicialmente irremisibles en todos los supuestos, salvo que medie 
transgresión a los límites trazados por el art- 23 de la Constitución Nacional: 
p. 7"K. 

7. irrevisihlc en sitie judicial el acto mediante el cual el Presidente de la 
Nación emplea la facultad privativa que le confiere el art. 2:1 de la Constitución 
Nin-imial, de arre-lar a una persona durante el estado de sitio: p. 70S. 

8. Si | n * pruebas de las que el apelante dice haber sido privado tienden a 



EXCCSACIO.V 



SOS 



demostrar que "las causas invocada» para lu detención" ordenad» por el Poder 
Ejecutivo durante el estado de sitia, mi fueron las que el órgano eorn peí ente 
adujo, t:iles elementos de juicio im guardan relación alguna eon la exigencia 
de razonaliilidad, sino más bien tenderían a acreditar el error o 1» improec- 
(leticia particular del arresto, por lo que el interesado eareee de derecho a pro* 
din-irlas; p. 708. 

9. Aceptar que loe magistrados judiciales puedan controlar las decisiones del 
Piv-ídnnV de 1,| Nm-ión respecto de la detención de una perdona durante el 

taludo de sitio y eon refer -ia al error o I» improcedencia particular del 

arresto, equivaldría a operar una inválida tijosterentia de l'uucm;it>* : el Poder 
Judicial se sustituiría al Ejecutivo, asumiendo» en cada ca&o, el efectivo y 
concreto ejercicio de las atribuciones en juego, ron desmedro del sistema insti- 
toríona] vigente y del principio con arreglo al cual cada poder del Estado, 
dentro de ios 'imites de su competencia, obra con independencia de los olms 
dos cu etiMiito a la oportunidad y extensión de las medidas que adopta v de 
lo- hechos y circunstancias que las determinan: p. "OS. 

10. La extensión temporal y territorial del estado de sitio es (acuitad exclusiva 
del Congreso o del Poder Ejecutivo, en su caso: p. 7flS. 



Ver: Constitución Nacional, 27; .Jurisdicción y competencia, 35, 39, 64. 

ESTATUTO DEL PERSONAL .VIL DE LA NACION. 

Ver; Recurso extraordinario, 42, 4:1. 

EXACCIONES ILEGALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 57; Kccurso extraordinario, 208; Superinten- 
dencia, (. 

EXCEPCIONES. 

Ver: Constitución Nacional, 60; Honorarios de abogados v procuradores, 1; 
Jurisdicción y competencia, 9, 24; Prescripción, 2, 3; Recurso de aclaratoria, 1; 
liecurso extraordinario, 26, 27, 48, 128, 165, 174, 216, 247, 270, 276, 282, 286, 
347; Sentencia, 1. 

EXCUSACION ('), 

1. Xo constituye causal de excusación ta acusación formulada por un letrado 
contra vocales de una Cámara Nacional de Apelaciones, ante ln Cámara de 
Diputados, si no resulta haberse cumplido el requisito que establece el art. 368, 
ine. 7\ apart. h> —ley 5106— del Código de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial; ni el pedido de enjuiciamiento presentado contra otro de los miembros 
de ese tribunal, cuya improcedencia fué decidida por la Corte Suprema. 
Tampoco lo es el pretendido prejuígamiento, si la respectiva causal estaba 
referida por el profesional —que denuncia infracción al art. 20 ue la Jey 4128— 
a cuestiones que hacían al fondo del pleito, en tanto que la Cámara había 
declarado la incompetencia de jurisdicción de los tribunales argentinos y la 
excusación se solicitaba respecto del pronunciamiento que la Cámara debía dictar 
acerca de la procedencia del recurso extraordinario interpuesto contra aquella 
resol lición. 



(I) Ver l.mbiÉn: Cín,«r«* »»Hon.l<,, <Io «pídeme». 2: Retí™ «tr. 4r dí.,.rl<». 114, 



§04 EXPROPIACION: 

La misma conclusión procede respecto de la cansa! que se liece consistir en 
1& anterior denuncia criminal por dos de los jaeces contra el presentante, en 
razón de espresione» vertidas por éste en el juicio, toda vez que ello importa 
el ejercicio de la obligación impuesta por el art. 164 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal : p. 451. 

EXHORTO. 

Gumplimiroto. 

L Las observaciones que los particulares entienden proceder, respecto tic me- 
didas dispuestas por exhorto, deben proponerse ontc el juez re(|ui rente. Ello 
es así aún cuando el automotor cuyo secuestro se pide haya sido sacado de 
la jurisdicción del juez exhortado: p. 718. 

Diligeuciámiento. 

2. Corresponde que el juez de paz de Lomas de Zamora, Provincin de Buenos 
Aires. dé cumplimiento al exhorto librado en un juicio sucesorio, mediante el 
cual el juez nacional de paz de lo Capital Federal requiere se reciba decla- 
ración testimonial a varias personas —a lo que se opone el primero por con- 
siderarse incompetente, en razón de que la justicia de paz de esa provincia 
no entiende de juicios sucesorios cuando se denuncian bienes inmuebles— pues 
la diligencia encomendado no importa atribuir al magistrado provincial una 
competencia distinta de la que fijan las leve» tócales, sino tan sólo delegarle, 
«on el fin expresado, la jurisdicción que el juez de la Capital ejerce en el 
juicio, jurisdicción que no hit sido objetada y debe surtir todos sus efectos, 
dejándose a salvo ln del juez requerido: p. ¿b"2. 

EXPEDIENTE EXTRAVIADO. 

Ver: Recurso extraordinario, 107. 
EXPRESION DE AGRAVIOS. 

Ver- Constitución Nacional, 32; Medidas disciplinarias. 5; Recurso extraordi- 
nario. 63, 122, 165, 313, 315. 

EXPROPIACION (') 

ÍSDti E Sl'MiWIO 

Arenisca: 1, fe Krror: lh 

Bicnc nacionales: 1. * conserración : 1S. 

(V1 1W de trtmsporte subterráneo de pa ladwnniinrWn: 1. 

incrn» jr e hiilcmmzafión integral i 2, 3. 

Coefltle.te de dlspuB.bilhl«.l: s. £SÍÉÍ i ig 

t-empraventa: 1*. Interese*. 17, 18. 

líanos proven imites del incumplimiento 
,|,. eonWo anterior n la expropiación: 
18 

Derecho de propiedad: 2, :t, 10. I^teo: 17. 

?> mm ir a **** ***** 12 - 

11, 12, 15. Mejoras: 7. 



.9ei detBpróplo: fi- 

Lerí 2. 3. 

Lit ¡«contestación: 4, 5. 



EXPROPIACION 807 

Moneda: 9. r iones: 16. 

Pasaje de lute a Moque: 13, 18. Tipo de ramhio: 4. 

Peritos: 10. Tribunal <le Tasaciones: 10. 
Poder Legislativo: 2, 3. 

Primas de seguros: 18. Valor objetivo: tí, 7, 12, 15. 

Prueba: 11, 18, 14, 15. Vnlor real: 10, 11. 

Valuación: 4, 3. 

Reí;! imentíieióii: jo, Valuación fiscal: 14. 

KenrcsciLlni -e ante el Tribunal .le Tilia- Vigencia de la ley: I. 

Lrt,A!I DE U!H ACIÓN DEL, INUfEHIT 

Provínola de Buenos Aires Provincia de Salta 

Partido de La Matanza : ps. «1 y 54 _ >. Pág. 151 

Objeto. 

1. Debe rechazarse la alegación del expropindnr fundada en que In "arenisca" 
expropiada se lialln comprendida entre les materiales (¡ue el nrt. 40 de la 
reforma constitucional de 1949 ronsidernbn como de propiedad "imprescriptible 
innlicnrihle de la Nación" — por lo que el demandado sólo tendría derecho a 
percibir el valor de In depreciación del terreno de donde se extrajo el mineral — , 
si el precepto constitucional citado resulta inaplicable ni caso en razón de haber 
quedado sin vigeueia jurídica durante la subida ririnciÓn de In instancífi 
ante la Corte: p. 475. 

Indi 

Oei 



2. SÍ bien es exacto que el particular expropiado licué en mi favor el resguardo 
representado por el principio de integridad de In indemni ¡íarión, también lo 
es que ese principio sólo existe y posee- fuerza imperativa dentro de la esfera 
trazada por el legislador, ya que — en tanto no se afecten garantías constitu- 
cionales — lia de entenderse por indemnización íntegra) la que se ajusta a los 
preceptos legales: p. 287. 

3. Sí bien es exacto q'ue el particular expropiado tiene en mi favor el resguardo 
representado por el principio de integridad de la indemnización, también lo es 
que ese principio sólo existe y posee fuerza imperativa dentro de la esfera 
trazada por el legislador, ya que — en tanto no se afecten otras garantías 
constitucionales, no alegadas en el caso— ha de entenderse por indemnización 
integral la que se ajusta n los preceptos legales: p. 686. 

4. Si hn mediado unn oposición explícita y total de In expropiada al criterio 
de valuación propuesto por la Nación netora, no puede prosperar el recurso 
intentado por la última con fundamento en que In sentencia alteró los tér- 
minos de la litiscontestación ni fijar el resarcimiento con arreglo al tipo de 
cambio vigente a la fecha de In desposesión y no al de In llegada de la mercadería 
n Buenos Aires. No es justo nteiwn-sc literalmente a expresiones usada* en 
la contestación de la demanda para decidir si aquella oposición alcanzó a 
todos o sólo a algunos de tos tenias litigiosos, máxime cuntido éstos mi son sino 
aspectos parciales de un sistema de justiprecio que, con motivo de netos expro- 
pintorios semejantes al juzgado, lia sido objeto de reiterado debate judicial: 
p. 729. 

5. I,n genérica y precisa impugnación contra el sistema de justiprecio pro- 
puesto por el expropiadlo*, hecha por el expropiado al contestar la demanda, 
implien. tatnhiín, disentimiento «reren de las diversas modalidades que le son 
propias: p. 729. 



loa EXPBomciojí 

Determinación del valor real. 

lirncralitfaiít*. 

8. Es admisible qnt-, en principio, el acto jurídico celebrado entre t'l expropiado 
y un temen* antes de* la expropiación, del que surja el justiprecio hecho por las 
partid con relación a los bienes sujetos después a ilesa pro pió, pueda «er con- 
siderado como iiii demento ponderante n los efectos de lii determinación del 
"valor objetivo" requerido por la ley. Ello, siempre que no haya razónos 
valederas para dudar de ln seriedad del acto, que éste se encuentre suficiente- 
mente corroborado por otros constancias probatorias y que no medien motivos 
de índole particular susceptibles ite liaber gravitado sobre la voluntad de los 
contratantes. Hallándose satisfechos estos requisito», el precio estipulado en 
la* condiciones descritas puede resultar, por vía de principio, t..j indi re aeep-- 
tublc del "valor objetivo de la cosa": p. 13. 

7. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del inmueble y de sus 
mejoras en ln suma indicad» [Kir el Tribuna) de Tasaciones, si el cxpropiador 
«pelante nn ha aportado ante la Corte Suprema ningún antecedente susceptible 
de desvirtuar las conclusiones del cuerpo técnico, aceptadas por el pronuncia 
miento recurrido: p. 61. 

8. Xo corresponde aplicar el coeficiente de disponibilidad en los casos de ex- 
propiación de inmuebles ocupados por terceros con derecho a ello: p. Gl. 

9. Es improcedente la pretensión de cpir ln indemnización n fijarse en defi- 
nitiva, en el juicio expropiatorio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación 
sufrid» por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio; p. 150. 

10. Ni de los arts. 17 y Ü7, inc. 28, de ta Constitución N'ncionnl, ni de ninguna 
otra cláusula de la Ley Fundamental resulta que el Congreso, en orden a ln 
determinación del justiprecio de los inmuebles expropiados, ileha adoptar nece- 
sariamente el sistema de peritos u propuesta de partes: p. 155. 

11. Si bien la ley 13.284 ha querido i¡ue sea ante el Tribunal de Tasaciones 
donde los interesados hagan valer, principalmente, las razones y pruebas que 
hacen a su derecho, con referencia al justiprecio de los biemv expropiados, 
también ln es que lus jueces — a quienes el organismo técnico simplemente ase- 
sora— se hallan facultados para coi-regir la defectuosa apreciación en que hu- 
biese incurrido aipiel Tribunal: p. 155. 

12. Aunque en el dictamen dispuesto por la Corte Suprema como medida para 
mejor proveer, el Trib.mal de Tasaciones haya valuado la "arenisca" expro- 
piada en mín, 21.150, reflejando adecuadamente el valor objetivo de aquélla, 
*i 1 1 expropindor recurrente manifestó expresa conformidad con la suma de 
mín. :M.7íW;iU establecida en la sentencia de primera instancia, corresponde 
une la indemnización se fije, en defihiti.n, en esta cantidad: p. 475. 

13. El método Humado "pasaje de lote a bloque", ha sido aceptado por la juris- 
prudencia de la Corte, taut ás en ausencia de otros elementos de juicio con- 
vincentes relacionados con el valor del bien expropiado; p. 545. 

I fiW ilf ¡tt iit rra. 

11. Corresponde niunteiier. la estimación ilel valor de la tierra, efectuada ra- 
zomihlrmriJte- por el Tribunal «le Tasaciones y aceptada por la sentencia en 
recurso, ojie s t - cuestiona con fundamento en una valuación impositiva dejada 
stu efecto mucho antes de iniciarse la expropiación y acerca de ln cual no 
figuran en el espediente constancia» relativas a los métodos empleados por la 
autotiila I fiscal, por lo que no resulta posible apreciar el mérito de tal esti- 
mación : p. 150. 

15. Corresponde con firmar la -eiitenrín que fija el valor del inmueble expro- 
piado ajustándose a la estimación del Tribunal de Tasaciones, si el apelante 
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no ha nportado ningún elemento de convicción que justifique una solución 
distinta a la adoptada : p. 545, 

16. La disconformidad del Fisco apelante con el procedimiento aceptado por 
el Tribunal de Tasaciones, expresad» al recurrir He la sentencia, constituye 
un agravio tardíamente introducido en el juicio si su representante ante aquel 
organismo aceptó expresamente la valuación efectuada por la División Téc- 
nica, fundada, precisamente, en la cuestionada subdivisión hipotética de las 
fraccione-* expropiada* : p, 545. 

17. Admitida la subdivisión ideal de un loteo, m puede dejarse «le deducir, 
a efecto*, ile establecer el ingreso neto, los intereses que habría devengado el 
capital invertido hasta la venta total de tos lotes, pues de les contrario la in- 
demnización vendría a acrecentarse con el importe de miti pérdida que no fué 
efectivamente experimentada por el expropiado; p. 545. 

Otros daños. 

18. No corresponde indemnizar "gastos de conservación'', "primas de seguros" 
e "intereses", tendientes a resarcir a la expropiada de los perjuicios que habría 
mi Trido como consecuencia del incumplimiento por parle de la Corporación 
tle Transportes de la Ciudad de Unenos Aires de un contrato de compraventa 
de roches para el transporte subterráneo de pasajeros celebrado con la de- 
mandada, violación con motivo de la cual se dedujo acción ante la justicia 
ordinaria antes de la iniciación del juicio ex pro pía torio de aquellos cochea. 
Se trata, en todo caso, de «na supuesta responsabilidad ei ñauada del incum- 
plimiento de obligaciones contractuales dilnciilnble en otro juicio; y los daños 
que ajeiran. provenientes de ese incumplimiento, no resultan "consecuencia 
directa e inmediata de ta expropiación": p, 13, 

F 

FACULTAD DISCIPLINARIA ('). 

I. La facultad disciplinaria está acordada en salvaguardia del propio decoro 
de las autoridades y es, en consecuencia, privativa dé aquéllas, en tanto I« 
ejerzan dentro del ámbito legnl : p. «79. 

FACULTADES EXTRAORDINARIAS 

Ver: División di los poderes, :í; Recurso de amparo, 5; Recurso extraordina- 
rio, 204. 

FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: División de los poderes, 4; Estado de sitio, J, 2, ."I. 6, 7. í). 10; Facultad 
disciplinaria, 1; llúbcns corpus, 4, 6; líectirso extraordinario, 9, 200, 204. 

FALSIFICACION DE INSTRUMENTOS. 

Ver: Contrabando, 1; Jurisdicción y competencia. 33, 34, 35, 53, 64. 

FALSIFICACION DE MONEDA EXTRANJERA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 32. 

ti} V*r (MR*»* CHPrp.,,. lífTitrní ppric-lalc. 1; Juc-f*, .1; Me.lUa* dliK-iplEnnrlill. 1, 7. 

II. ID; SiiiverintPrnlcnfia. I R. 



FUNCIONARIOS PUBLICOS 

PALTA DE ACCION. 

Ver: Recurso extraordinario, 165, 247, 270, 276, 282, 347. 

FALTA DE PERSONERIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 270, 286. 

FALTAS 7 CONTRAVENCIONES. 

Ver: Constitución Jim-ion*!, '22: Rerura» extraordinario. 1, 2, 17, 108. 
FALLO PLENARIO. 

Vtr: Constitución Nacional, 34; Recurso extraordinario, 176. 
FAMILIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58; Recurso extraordinario, 140, 141, 142, 316; 
Servicio militar, 1. 

FERROCARRILES NACIONALES. 

Ver: Acumulación de* beneficios, 1; Jurisdicción y competencia, 36. 

FERROVIARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 31. 

FISCAL. 

Ver: Rerurso extraordinario, 331. 

FISCAL DE CAMARA. 

Ver: Constitución Nacional, 32. 

FISCAL DE ESTADO. 

Ver: Recurso de amparo, 18. 

FISCO PROVINCIAL 

Ver: Impuesto a los réditos, 2. 

FLOTA FLUVIAL DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 40. 

FORMA DE LOS ACTOS JURIDICOS. 

Ver: Recurso extnmnl'iario, 65. 

FRAUDE. 

Ver: R«cunO exhHonlii.íirio, 174. 

FUNCIONARIOS PUBLICOS. 

Ver: Honorarios 2; Jurisdicción y competencia, 38 
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GAS DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 43. 

GOBERNADORES DE PROVINCIA. \ 

Ver: Recurso extraordinario, 89, 

GOBIERNO DEFACTO ('). 

1. La circunstancia de que los decretos-leyes nacionales sobre cuya base se lin 
seguido la causa no fueron ratificado» por el Concejo Deliberante, después de 
restablecido el régimen municipal, es ineficaz para impugnar la valides de aqué- 
llos, pues, conforme lo dispuesto por el art. 1* de la ley 14.4*7, continúan en 
vigor los dictados por el Gobierno Provisional, entre el 23 de setiembre de 1955 
y el 30 de abril de 1958, mientras no hayan sido derogad»* por el Congreso 
Nacional: p. 464, 

GOBIERNO NACIONAL. 

Ver: Impuesto, 3. 

GRAVAMEN. 

Ver: Constitución Nacional, 10; Recurso extraordinario. 194, 271, 272. 
Ver: Retiro militar, 2, 3. 



H 

HABRAS CORPUS (-). 

1. Si, al resolverse el hábenn corpus, la persona en cuyo favor se- intenta se 
baila fuera de la .jurisdicción nacional, por haber ejercido el derecho de opción ñ 
que se refiere el art. 23 de la Constitución Nacional, ta cuestión planteada se 
convierte en abstracta, pues no subsiste el arresto; y cualquier declaración que 
!a Corte Suprema pudiere hacer sobre los puntos controvertidos — inconstítu- 
cionnlidad t\p la ley 14.785 que estableció el estado de sitio y violación del art. 
18 de la C titución Nacional — carecería de efectos prácticos, dado que los 
hechos sobrevinientes tornan imposible la reparación que se procuró mediante 
la interposición del recurso: p. 469. 

2. Aunque la persona en cuyo favor se intenta el babeas corpus se encuentre 
fuera de la jurisdicción nacional al resolverse el recurso, pnr haber ejercido el 
derecho dp opción n que se refiere el art. 23 de la Constitución Nacional, ello 
no ha transformado en abstractas las cuestiones debatidas en la causa (violación 
de la defensa en juicio e inconstitucíonalídad de la ley 14.785, qm* estableció 
el estado de sitio en todo el país). Ello, porque aquel derecho fué ejercido entre 
doü extremos: uno, mantenimiento de la detención por parte del Poder Ejecu- 
tivo; otro, salida del país; es decir, entre dos situaciones ajenas a lo que el "de- 
tenido" persigue en la causa: libertad sin límites territoriales, en el caso, libertad 
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dentro del territorio nocional (Voto del Señor Ministro Dortur Don Luis Marín 
Hoffi Duggeru) ; p. 4t>9. 

3. La circunstancia de que no s*> hayan efectuado nuevas presentaciones cu 
favor del interesado con posterioridad al informe sobre la opción ejercida ]>or 
aquél pnrn salir del territorio argentino, no implica que la solución a (pie ae 
lleiíue tu la causa —en la que el "detenido" pendre su libertad dentro del ten-i- 
torio nacional— haya dejado de tener importancia. pue> las "L'íitanttii»" eottstt- 
tHeioiiale- -iirm-n vigentes durante el estado ile sitio a fin de amparar los derechos 
que la actuación de la autoridad pudiese haber vulnerado. Kl silencio importaría 
en tnilo ca*o manifestación de que t& detenido pretirió esperar el resultado de la 
acción de babeas corpus, usando nionieiitáneanietite i-I derecho de salir del país. 
Kn J:¡ situación más adversa al peticionante se tratarla de una sitúa* ión de iluda, 
(pie ha de resolverse en favor de La libertad individual (Voto del Señor Ministro 
Doctor l'nii Luis Muría Boffi Boggéro) : p. 4l¡1), 

4. El bíbeaH corpas, no olifante la tramitación procesal Mimaría, permite el 

análisis de las causas invocadas por el l'oilcr Ejecutivo o ymr el detenido para 
dei'idir i curre-pnnde o no el progreso de la flee¡,.u, ya que la existencia del 
otado de sitio, con el que se jnslífii aria la deteoción, sólo permite al Poder Eje- 
cutivo el ejercicio razonable de lus facultades ipje le correspondieren y deja intnr- 
tiis la- del Poder -Judicial. 

Kn consecuencia, son procedentes las medida* probatoria- individualizadas por 
el peticionante y cuyo resultado puede indicar «i >u situación se halla o no dentro 
de la esfera de actividades que se desean reprimir mediante el estado de sitio. 
Corresponde, así, revocar la sentencia que, lucuii de desestimar el ]H-didn de pro- 
ducción de tale- pruebas, rechaza el háheas cnrpu« fundada en (¡lie el decreto 
ipie ordenó la detención resulta ajustado formalmente a las, atribuciones confe- 
ridas ni Poder Ejecutivo por el art. 23 de la Constitución Nacional (Voto del 
Señor Ministro iWlor Don Luis María Moflí Homero): p. Mi». 
0, Para que sea procedente el háheas eorpus o el amparo, |:i restricción Henal 

'I 11 invoca debe ser actual, es decir, contemporánea eou la decisión judicial 

del ea«o. de modo que si aquélla no existe en el momento de dictarse el pronun- 
ciamiento de la Corte, corresponde desestimar el remedio intentado: p. ">S7. 
6, El habrás eorpus, no obstante la trnmitaejón procesal sumaria, permite el 
análisis de tas cau-as invocadas por el Poder Ejecutivo o por el detenido para 
decidir si corresponde o rio el progreso de hi arción, ya que la existencia del 
e-tadn de >.itio, con el que se justificaría la detención, sólo permite al Poder 
Ejecutivo el ejercicio razonable de las facultades ijne le correspondieren y deja 
intactas las del Poder Judicial. 

En consecuencia, son procedentes las i lidtis probatoria- individualizadas por 

ct peticionante y cuyo resultado puede indicar si su situación se halla o no dentro 
de la esfera de actividades qu< se desean reprimir mediante el estado do sitio. 
Corresponde, así revocar la sentencia que, sin permitir al detenido „i producción 
de tales pruebas, rechaza el háheas eorpi; en atención a «pie la privación de la 
libertad -e a insta formal mente a las atribuciones conferidas al Poder Ejecutivo 
por el art. XI de la Constitución Nacional (Voto del Señor Ministro Doctor 
lina Lni- María Huffi Kogscro) : p. 7l)S. 

HECHO NUEVO. 

Ver: Kecursn extraordinario. 11 ti, 122. 

HOMICIDIO. 

Ver: Constitución Nacional. -S; Jurisdicción y competencia, 27. 
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HONORARIOS ('). 

Empleados a sueldo de la Nación. 

1. Cn recen <le derecho a percibir honorarios contra el Estado Nacional los pro- 
fesionales que actuaron en la causa eonm representantes de Electrudinie E. X., 
sucesora de la sociedad anónima inicialmcnte demandada |Kir la expropiación 
de coches pura el transporte subterráneo de pasajeros: p, 13. 

2. El oidenn miento vigente contiene disposiciones de las que resulta que Ion 
funcionarios y empleados públicos n sueldo de la Nación, tpje se desempeñan 
como peritos o representan o patrocinan judicialmente «1 Estado Nacional no 
pueden percibir honorarios contra éste. Ello ha de ser considerado contó inhe- 
rente al sttihi» y rector de la situación jurídica de derecho público en que» aqué- 
llo* se encuentran, con el carácter de norma de policía administrativa tendiente 
a asegurar el mejor cumplimiento de los deberes pn pios del cargo. Uielto prin- 
cipio debe prevalecer sobre normas como la prescripta por el art. 1627 del 
Código Civil: p, 13. 



3. El monto de los intereses en juego, en causas de interdicción, no es sustan- 
tivo para ln determinación de los honorarios devengados: p. 316. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES <*). 

1. Iju escala del art. 6 de la ley 12.997, en las causas en que se ha hecho lugar 
n excepciones de previo pronunciamiento, debe aplicarse en los términos del 
nrl. 26 de aquélla : p. 458, 

HONORARIOS DE PERITOS 

1. El representante del propietario ante el Tribunal de Tasaciones tiene derecho 
a (pie se le reculen honorarios, en concepto de costas a cargo del expropiante: 
p. 13. 

2. El art. 14 de la ley 13.264, en la parte que dispone el carácter de carga pú- 
blica honoraria, sólo se extiende a los integrantes del Tribunal de Tasaciones 
que desempeñan "funciones", o sea a quienes actúan en resguardo de intereses 
impersonales y objetivos; pero no nt representante o mandatario del expropiado, 
que tiene, así, derecho a percibir honorarios: p. 61. 

HUELGA. 

Verr Hecursn extraordinario, 236, 274. 
HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2S, 20, 36, 40, 41, 42: Recurso extraordina- 
rio, 75. 



fl) Ver (Mabita: Rcnirwi PXlrMirdlmrio, 37. I)S. 00. 99. 150. 151. 188, 181, ISfc 191. 
196, 216. 231, 240; fttrur» orttin.rio ilc spel^ión. 3, 4. 

r2) Ver enml.íín; Unurm ile a<-1nmt»riii. I: Hwiimo exlrunrUlnsrío, :i6, ÍM. 17:>. 170. 

TB4, 1S5. 
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IDENTIFICACION DE MERCADERIAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 183. 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 4H, 49. 50, 51. 52. 53, 54. 55, 56, 57, 67, 68, 70, 71, 
74. 75, 77; Recurso extraordinario, 19, '25, 32, 3Í), 76, 92, 121, 265, 212, 21:), 216, 
217, 21S. 219, 220. 221, 222. 223, 224, 234, 236, 23K, 265, U07, 317, 326, 3.!1, 343. 

i IMPORTACION. 

Ver: Aduana, 1; Jurisdicción y e> mpcteiicm, 35. 

IMPUESTO (<). 
Principios generales. 

1. El ab-am-c ilc 1» excmidn impositiva en supuestos en que, invocándose 1n 
iniiitiindart de instrumentos, medios u operaciones gubernamentales ríe orden pio- 
virn-hl. el ttmvumcn recae subir personas privadas, del»- ser objeto de interpre- 
tación restrictiva : p. 325. 

2. L» restricción de la potestad impositiva nacional ante los medios y opera - 
cíones de que se valen la* provincia» pnrn ejercer poderes que les corresponden, 
sólo lm (íe ser legítima cuando sen patente que el empleo del poder impositivo 
nacional respecto del iristnunerito o medio gubernamental de una provincia im- 
ponga n ésta una carga o gravamen económico lo suficientemente opresivo como 

para imposibilitar o coartar de ñera stistj ial su actividad. O sen, que, para 

«pie tal potestad soporte esa excepcional restricción, es indispensable la presencia 
de circunstancias también excepción ti tes de las (pie misen ln certeza de (pie hi 
potestad provincial rcsiriiardndo lia sufrido o sufrirá una real vulneración. Debe, 
mediar un efectivo entorpecimiento a la ion relia de la institución: p. 325. 

3. IíOs instrumentos, n idios y operaciones a través de los cuales el gobierno 
nacional ejercita sus poderes, están exentos de impuesto por tos estados y los 
instrumentos, medios y operaciones de (pie se valen tas provincias para ejercitar 
los poderes (pie les pertenecen, están exentos de impuestos por el gobierno nacio- 
nal, en virtud del principio implícito de la independencia del gobierno de la Na- 
ción y de los Estados dentro de sus respectivas esletas. Esta doctrina, sin embar- 
go* no tiene un carácter rígido y absoluto; y, para impedir (pie ella pudiera tras- 
cender la esfera que te asignan sus propios fundamentos y convertirse en una 
regla mccáníra e inflexible, desprovista de significación jurídica esencial, hnu 
sidu reconocida^ diversas excepciones, como las referentes a las actividades de 
carácter privado de las provincias, a la inexistencia de verdadero entorpecimiento 
de las instituciones en razó'] de la reducida entidad >!el impuesto, y a la aplica, 
cióii del impuesto sobre ingresos de particulares vinculados al E-dado provincial 
por mi;i relación de empleo público: p. 325. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA. 

Ver: Recurso extraordinario! 234. 



ill Vit mtnhlín: (Yin*hl«ríAn Xn.ioniíi. J«. 40, 61: P»í0. «; K r«n extraordiniirTn 

1U. 35. 90. 207, 213, 214. 215. 230. 26». 



IMPUESTOS MUNICIPALES glg 

IMPUESTO A LAS ACTIVIDADES LUCRATIVAS. 

Ver: Hceurso ordinario de apelación, ÉE 

IMPUESTO A LAS VENTAS, 

1. Si di* las «insta ríe i ns de autos surge el monto ingresado en concepto de im- 
puesto por los trabajos de litografía cuya devolución se demandó y fué concedida, 
por la sentencia, resulta improcedente el agravio de la Dirección General Impo- 
sitiva contra ji«¡uéllu basado en <|ue no condiciona tu restitución i una liquidaeión 
previa para determinar específicamente qué porcentaje del gruvainen pagado 
corresponde u tales trabajos, ron fundamento en que, si bien éstos se hallan 
exentos tle] impuesto, el beneficio no alcanza a los envases de hojalata utilizados 
en esas tareas: p. 731. 

IMPUESTO A LOS BENEFICIOS EXTRAORDINARIOS. 

1. Sólo a partir del momento en que los impuestos a los réditos y a los benefi- 
cios extraordinarios se bucen exigibles y no antes, el importe de ellos configura 
— a los efectos de la liquidación del impuesto a los beneficios extraordinarios — 

un pasivo para la suciedad, el cual ha de computarse, tal, en el ejercicio 

siguiente y no al comienzo del que le precedió: p. 32. 

2. No son créditos de la empresa, comprendidos en el activo computable para 
la liquidación del impuesto a los beneficios extraordinarios, los pagos pae efectuó 
en concepto de impuesto a los réditos, correspondientes n ejercicios anteriores a 
1046, sobre utilidades no distribuidas a los accionistas. Tales pagos sólo impor- 
taron un crédito meramente hipotético contra los accionistas, pues quedó supe- 
ditado a la contingencia de que se hubiera decidido la ulterior distribución de las 
utilidades: entretanto, tampoco el pago del tributo al Fisco importó un crédito 
contra éste, aunque hubiera podido llegar a serlo contra el accionista. 
Tratóse, por tanto, de una erogación del ejercicio que dehiú ser imputada al 
respectivo pasivo y étimo tal no susceptible de ser computada en e) capital de 
la sociedad, a los fines de la determinación del impuesto a los beneficios extra- 
ordinarios: p. 32. 

IMPUESTO A LOS REDITOS í 1 ). 
Principios genérale». 

Contribuyentes. 

1, Los accionistas particulares del Hnnco de Mendoza están obligados «1 pago 
del impuesto a los réditos: p, 325. 

2. En el texto del urt, 19, inc. a), de la lev 11.Ü82 (t. o. 1947), quedan com- 
prendidas, en principio, todas "las empresas formadas por capitales de particu- 
lares e inversiones de los fiscos provinciales". A ello no obsla el decreto 2348/51: 

p. 325,. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 99. 

IMPUESTOS MUNICIPALES. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 5. 



f]¡ V*r Lmhlín: CcnuH' • Nacional, 78; Cona jujeada, 1: Impue.to a lo* beneficio» 
exlraonlinaritu, 1. 2. 



SJfi INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL 

IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 51; Multáis, 1; Hecursu extraordinario, 34, 35, 
91 , 168. 

INCIDENTES. 

Ver: lievurso du tiuliilail, 1; líecurso extraordinario, 27». 



Ver: Acumulación de beneficios, 2; Constitución Nacional, 75; Costas, 4; Daños 
v perjuicio», 3; Expropiación, 1, 2, 3. 12; Kerurso extraordinario, 32, 45, 53, 
66, 74, 135, 226, 244, 249, 304- 

INHABILITACION. 

Ver: Conutitmión Nacional, 33. 

INHIBITORIA 

Ver: Jurisdicción y inapetencia, ñ, 7, 9, 11; Hecurso extraordinario, 127. 
INJURIAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 21». 



Ver: Constitución Nacional. 70; Exhorto, 2; Jurisdicción y competencia, 15, 51; 
t'reseri pelón, 2; Heeurso extraordinario, 133; Superintendencia, 1. 

INMUNIDADES. 

Ver: Superintendencia, 8. 

INSANIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 68, 

INSTITUTO ARGENTINO DE PROMOCION DEL INTERCAMBIO. 

Ver: ííeeui>o t- traordinario, 278. 

INSTITUTO NACIONAL DE ACCION SOCIAL. 

Ver: Jurisdicción y compelenein, 24. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL (')■ 

1, Corresponde desestimar el agravio fundado en que la decisión de la Cfimara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo es violatoria del art. 14 de ta ley 14.236 
sí el Tveurso de apelación ante ese tribunal fué sustanciado con arretrto a In 
dispuesto en el art. 53 del decreto-ley 20.176/44. que no contiene unn limitación 
semejante a ln prescripta en la primera norma mencionada: p. 158. 



(1) V»r »»ntbi*n: Conrtiturión NarLonal, 39. "3; Rfiirni Mlraonliritrid. 41, t*. 323. 
S31. 3tO. 3*2- 
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INSTITUTO NACIONAL DE REASEGUROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 39. 

INTERDICCION DE BIENES. 

Ver: Honorarios, 3; Recurso extraordinario, 183, 184, 185. 
INTERDICTOS. 

Ver: I>rmiiridas contra in W,n, 1; Medidas disciplinarias, 1; Recurso de «ta- 
pan., 16¡ Recuwo extraordinario, 20; Sentencia, 4. 



PUBUCO. 

Ver: Constitución Xarinnul, 18; Costas 7; R WBm> extraordinario. 260, 261; 
Tribunales administrativos, 1, 2. ' ' 



n. 

Relación jurídica entre las partes. 
Expropiación. 

h Corresponde desestimar la oposición del Estado expropiador al para de los 
intereses sobre la diferencia entre la suma depositada v el monto total de la 
indemnización, n de las constancias del juicio resulta que la expropiada los 
reclamó de manera expresa y oportuna: p. 13. ' 

INVENTARIO. 

1. Si la medida de inventario solicitada por la Xaeión contribuvÓ a efectmzar 
la prohibición de innovar decretada a pedido de la actora recurrente y a poner 
en U pie de mayor igualdad a ambos litigantes, y esa disposición precautoria 
resulta, pues, ana consecuencia particular de la imposición genérica de no alte- 
rar la cosa litigiosa, corresponde confirmar la sentencia que decide que los gastos 
Sfifi? í su realización deben reputarse comunes; tanto más cuanto que d¡clm 
inventario benefició a la apelante en la medid:, que hizo o tendió a hacer posible 
fijar los límites de la medida de no innovar" en cuanto tuvo por objeto indivi- 
dualizar los bienes a los que inicialmente —al establecerse la medida de no inno- 
var a pedido de la empresa— se resguardaba eontrn los eventuales actos de dis- 
posición de la autoridad administrativa, que. precisamente, habían sido invocados 
conm In principal razón determinante de la moflida de no innovar: p. 63. 

J 

JORNADA LEGAL DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 66, 218. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROL 

Ver: Acumulación de beneficios. 1. 



(1) Yn Lmbíín: Eij.ropl.cl6n, 17. 1S; H«curw «tr.ordin.rio. 33, te, 3So. 351. 
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J flll LACIOS DEL PERSONAL DEL COUERCIO, ACTIVIDADES AFIN' ES 



JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES {'). 
Personas comprendidas. 

1, La incorporación al régimen de la ley 4.Í4Í1. dispuesta en el art 1* del decreto- 
ley 48¡W/58, sólo rige nm respecto a los funcionarios y empleados que se encon- 
trasen prestando servidos en la Cajii Nacional de Provisión para el Personal del 
Comercio y Actividades Civiles n la techa en que entró en vigencia di clin decreto- 
ley, y a las que i liares» .-¡en a aquella Caja ron posterioridad a tal fecha. 

Ktt consecuencia, si ta recurrente cesó el 7 de febrero de 1ÍÍ56 en los servicios 
rjui' desempeñaba en la Caja Nacional de l*revisión pnru el Personal del Cnmer- 
cio y Actividades Civiles, su situación se halla regida por el nrt. 2", ine. e), del 
decreto-ley 31.665/44; y, en consecuencia, excluñln del beneficio del retiro volnn- 
lorio en la» condiciones del nrt. 3* di- la ley 14.069: p. 185. 

Pensiones. 

2. El art. tn fine, de la ley 4'Uíi, en tanto condiciona la jubilación extraor- 
dinaria (y, por ende, la posible pensión), al requisito ríe que la inutilización 
tísica o intelectual del empleado se baya producid» "en un neto de servicio y por 
'■misil evidente y exclusivamente imputable al mismo . . . ". descarta aquellas hipó- 
tesis en las cuales no inedia «n nexo de causalidad directo e inequívoco entre la 
enfermedad y las actividades desempeña das por t>] n filiado. En consecuencia, 
corresponde confirmar la sentencia que niega n la recurrente el derecho a pen- 
sión después ile establecer, como conclusión irrevisible por la Corte, "que de 
ningún modo podría decirse que el tumor que originara el deceso (del causante) 
fué producido en forma clara por ln inhalación del pnlvillo de cereales, punto 
Mihre el cual es aventurado emitir opinión de ninguna especie": p. 727. 

JUBILACION DE MAGISTRADOS Y DIPLOMATICOS . 

1. I le las disposiciones contenidas en la ley 12.579 y en los decretos-leves 1049 ' 
5H (especialmente, :>rt. 1*), 5166/58 (en particular, art. I*) y 5567/58, surge 
con certeza que, encontrándose satisfechos los pertinentes requisitos legales, los 
ntagUtrados judiciales que se benefician con ese régimen de excepción tienen 
derecho a percibir como haber de pasividad el 82 r / r del sueldo de actividad 
correspondiente ni último cargo desempeñado, y que la especialidad indubitable 
de ese régimen privilegiado no eslá condicionada o nindificiida por la norma 
ireneral del art. 16 del decreto 1958/55, 

Kn consecuencia, corresponde confirmar la sentencia de la Cámara Nacional de 
Apelaiioncs del Trabajo oiic. revocando la resolución del Instituto Nacional de 
Previsión Social, dispuso qtie el haber juhilntorío del beneficiario debe liqui- 
darse de acuerdo con los emolumentos correspondientes al cargo de Ministro de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, aunque el ex magistrado hubiese 
desempeñado ese ennro durante un lapso inferior a un año: p. 616. 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 41, 244. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDADES 
AFINES Y CIVILES. 

Ver: Constitución Nacional, 52; Jubilación de empicados nacional**, 1. 



<» V«-Umbi*n: Cnnitituriín S..¡o»(it. 52. TI. 
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JUBILACION T PEK8I1 N {'). 



1. Kl derecho del aspirante i jubilación sólo tiene carácter de "derecho julqui- 
ridu", oí sentido jurídíco-cor. titucional, cuando lia sido dictado y está firme el 
acto administrativo que, «I ot< '_'nr la jubilación, inviste al peticionante del status 
de jubilarlo Por consiguen*' corirsponde desechar el argumento fundado en 
que el pronunciamiento (lene-, itorio de la jubilación solicitada ha desconocido 
los "derechos adquiridos" de t ie el apelante ero titular eon amgkl ut deerelo- 
rey 13.937 '46 (art. 56, ine, a), vigente al tiempo de mi n filiación a la respectiva 
Caja, si en I» fecha de ta «en nein recurrida regía In ley 1-1.370, en cuyo nrl. 
21 se basó el tribunal para dii irla: p. 140. 



1. El Juez Federal de Córdoba no lia podido válidamente dirigir una "orden" 
al tribunal militar de Rosario, intimidándole poner a tiu procesado y las actua- 
ciones respectivas u disposición del juez federal competente. Ello, no sólo por- 
que en el caso los becbos que motivaron la formación de la causa se habrían 
producido fuera di- su jurisdicción territorial, sino también porque el régimen 
lemil respectivo (arts. 43 al 73 del Código de Procedimientos en lo Criminal; 
arts, 150 ni 159 del Código de Justicia Militar) no autoriza a ninguno de los 
tribunado en conflicto a expedir "órdenes" que el otro deba cumplir, cualquiera 
tea la jerarquía, grado o naturaleza de tales tribunales: p. 436. 

2. El derecho que —para fundar sus defensas— asiste n los litiga ule-, de for- 
mular apreciaciones sobre las resoluciones judiciales, no loa exime de guardar la 
consideración que deben a los magistrados. Sin duda se falta a ella cuando se 
atribuye al juez la comisión del delito de prevaricato al imputársele haber dieia- 
do deliberada mente sentencia contrario a la ley invocada, y no resulta de Jas 
actuaciones que se baya formulado la denuncia correspondiente : p. 485, 

3. La irreductibilidad de los sueldos de los juece>, presen pt a por el art. 96 de 
la Constitución Nacional, es garantía de la independencia del Poder Judicial 
frente al Legislativo. 

Esa independencia en nada resulta afectada por la aplicación de una multa im- 
puesta por tribunales superiores, integrantes del Poder Judicial, en ejercicio de 
i»> facultades disciplinarias que les son propias: p. 495. 

4. La ««"eunspeceión y el respeto al orden jerárquico constituyen normas de 
inexcusable cumplimiento por los jueces. Su inobserva ocia por parte de un 
magistrado acentúa el carácter de la falla cometida, habida cuenta que se dirigió 
i* la Cámara del fuero en tono polémico y falto de mesura, con motivo de los des- 
órdenes ocurridos en el Palacio de Justicia en octubre dn 1959, cuya gravedad 
exigía a los miembros del Poder Judicial actuar con la máximn prudencia para 
mantener el principio de autoridad: p. 495. 

5. A los jueces no les es dado recibir prueba destinada a impugnar actos judi- 
cialmente ¡rrevisibles, por cuanto la mera aceptación de ella comportaría ya un 
principio de juzgamiento: p. 708. 



(11 Ver lamblcn : Acumulad 6 n ñe benetfoioa, 2; ConilituHún Nacional. 23. 2' . 5"-. S0, 
73; Keiarno ritraordinario. 74, 93. 130, 331. 344. 342. 

(2) V»r t*nt>¡#n: Conitíturión Nacional, 43; Coataa, 4; Oivjaicra de fc» podar**, 4; Eatado 
i\r aillo, 1. 8, 9; Eicuaacltn, 1; Expropiación, 11: Jubilación dn maflatradot y diplomático*, \\ 
Medida* riiacip'linwtan. S, 8. 10; Provincia*. 2; Krcurao de amparo. 1»; KtturaO txrranrclínario. 



JUECES (-). 
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JUICIO. 

Ver: Estad» de sitio, 5, 
JUICIO CRIMINAL 

Ver: Constitución Narkmal, 16, 27, 32, 33, 34; Jueces, 1} Jurisdicción y eom- 
jH'tencia, lf Ley de nellns. 1; Recurso extraordinario, 206, 331. 



JUICIO DE 

Ver: Recurso extraordinario, 21Í0, 261. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Rerurso extraordinario, 37, 256, 257, 258, 261. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 256. 

JUICIO POLITICO, 

Ver: Excusación, 1; Medida? disciplina rías, 10; Remisión de autos, 1. 
JUICIO SUCESORIO. 

Ver: Exhorto, 2; Recurso extraordinario, 91, 179. 

JUICIO SUMARIO. 

Ver: Medidas disciplinarias, 1. 

JUNTA NACIONAL DE ORANOS. 

Ver: Recurso de uníparo, 3. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA (')• 

Indice suuaiiio 

AbuaO de autoridad: 38. t '¡imams nacionales de apelaciones: 13. 

Accidento! aéreos; «1. Cámaras pnritnrins de arrendamientos 

Accidentes de tránsito: 4Í», M. rurales: 7, 9, 11, 66. 

Arción privada: <Í4. < 'crtificado de estudios: :>:¡. 

Acciones personales: 14. Código de Justicia Militar: <52, 

Acordadas; 13. Colonización: ííl. 

Aclns de servicio: di, 6:t, Compraventa: ló. 

Aduana • :14. :i">: Conformidad diplomática: 47. 

Aeronave militan fil. Consejo Profesional de Ciencias Eeonó- 



Arrendamiento* rurales: 7, 0, 86, micas: 1S. 

Asiitcncia familiar: 2. Conspiración: «2. 

Autoridad nne'.oniil: 19. Constitución Nacional: 4, 17, 22. 

Cónsul extranjero: 4!). 
Raneo Hipotecario Nacional: 51. Consumación del hecho; .14. ú < >. 

Banco Industrial: 23. Contrallando: 33, .14. 



• i « Ver también: Cimara* asrionalHi tic apelación?». 4: Coniitiiuclón Xartonal. .13. 44. 47; 
KxruMi'ión, 1: Ju«e». 1; Justicia provincia!, i; Perwnrrla, 1; Reclino Ae amparo, 4, 7; 
Ita-unu» ilr rrvísiAn. 1: Rtcunii «itraurdinurlo. 44, 48. 119. 133. 131, 243. 2<B. 250, 2$í, 
»S, =T6. M2. 311. 346: Hfriirw ordinario (Ir apclaciún. I; IUlroactividad, 2, 3. 6. 
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Contrato de trnbajo: 6, 16, 21, 22, 24, 

Coiim .lio homologado por las cámaras pa- 
ritarias: Hit. 
Correos y Telecomunicaciones: 29. 
Corto Suprema: 5, 17, 
Cúratela: 58. 

Cheque di» provisión de fondos: 59. 
Daño: SI, 

Daños y perjuicios: 15. 

Declinatoria: 7, 8, 11. 

Defraudación: 38, 44, 45, 54, 55, 36. 

Delitos comunes: 38, 62. 

Delitos de naturaleza federal: 19, 

Delitos políticos: 62. 

Derecho cíe retención: 34. 

Derecho del trnbajo: 6. 

Desacato; 60, 

Despido: 24, 25. 

Deteiici6n de personas: 1, 19. 

Detenidos por ordeu de autoridad unció- 

mil: 10, 
Diplomáticos: 48. 
Diplomáticos extranjeros: 47. 
Director de escuela nacional: 60. 
Divorcio: 2. 
Domicilio: 6, 15, 58. 

Domicilio de Ins partes en diferentes pro- 
vincias: 2. 
Domicilio de los herederos: 65. 
Domicilio del demandado: 14. 
Domicilio del empleador; 16. 

Electricidad: 40. 

Kniplcndos nacionales: 36, 43, 60. 

Empleados públicos: 25. 

Empresa Nacional Combustibles ñólidos y 

Minera les: 25. 
Empresas del EBtado: 43. 
Estafa: 35, 39, 64. 
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Excepciones: 9, 24. 
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64. 
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Familia; 58. 

Ferrocarriles nacionales: .16. 
Flota Fluvial del Estado: 40. 
Funcionarios federales : 17, 38. 
Funcionarios locales: 38. 
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Habeaa corpus: 10, 46. 

Homicidio: 27. 

Hurto: 28, 29, .18, 40, 41, 42. 

Importación: 35. 
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Infracción de tránsito: ¡W. 
Inhibitoria: 5, 7, II. 
Inmuebles: 51. 



Insania: 53, 

Instituto Nacionnl de Acción Social: 24. 
Instituto Nacional de Reasegure." • ,19. 

Juicio criminal: 1. 
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62, 
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nos: 45. 
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y absoluta: 27, 28. 

Menor de edad : 2. 
Monedn extranjera: 32. 

Nación: O, 24, 26, 
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Patrimonio nacional: 40, 41, 42, 43, 44. 
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Prenda: 55. 
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Repetición: 5L 
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Servicio» Eléctricos del Gran Buenos Ai- Tribunal del Mi- re (ido de Abasto : 8. 

reí: 41. Tribuual pleno: 13. 

Kprvicio* lóenle»; 42, Tribunales del trabajo: 16. 

ScrFifios ¡mlilieos lóenles: 43, 44. Trihumilea militares: 12. 

Sumario criminal: 21, 2H, 

Supremacía de la Constitución y leyes Vm, ,\ v documento* falsos: 53. 
iiarioimtes: 51. 

Violüeinn de correspondencia: H4. 
Tcoencin de lujos: 2. Violación de los delires de los funciona- 

T,:™;^ rio M ,«Mi^ : .17. 

Conflictos entre jaeces. 

1. L» contienda suscitada entre un juez federal de Córdoba y un tribunal mili- 
lar de RoMlio, tomo consecuencia de ln "orden" dirigida por el primer» al 
MgOitdo, intimándole poner a disposición del juez federal competente a un dete- 
nido y ln* aei ilaciones labradas con motivo del procedimiento de aquél, consti- 
tuye un conflicto sobre el que la Corte se baila facultada para pronunciarse: 
p. 436. 

2. Las menores presuntamente damnificadas por el delito de incumplimiento de 
los deberes de asistencia familiar, cuyo proceso tramita ante el juez en lo crimi- 
nal de Hentenria de la Capital Federal, deben quedar, en los términos de la ley 
104)03, ii disposición de ese magistrado, quien ya ha puesto en ejercicio las 
facultades que le confiere la ley tutelar. 

En consecuencia, el juez provincial que entiende en el juit. sobre divorcio 
— incidente de tenencia de hijos — , debe poner a las menores a disposición del 
juez de la Capital en Ia oportunidad, tiempo y furnia que el último indique: 
p, 5(16. 



Cuestiones de competencia. 



3. ( liando las partes tienen domicilie en diferentes provincias, no es una ley 
local ln que puede establecer la competencia, sino una ley nacional, que es la 
única que puede legislar teniendo en cuenta la necesidad de coexistencia de las 
diversas jurisdicciones: p. 355, 

4. No procede considerar la inconstitueionalidad de la ley 13.2 54 y del decreto 
2630/60. planteada por el procesado al deducir cuestión de competencia, si el 
ma}n»tni()o federal requiretiti- estimó extrañas ni proceso las disposiciones enes- 
tioniidas: pues, en tanto no ee haya articulado por el juez eNpresa cuestión de 
constitucinnalidnd, el punto es ajeno ni pronunciamiento del Tribunal: p. 433. 

5. Para que exista una cuestión de competencia, que haga viable el pronuncia- 
miento de la Corte Suprema, es indispensable que el juez que planten la con- 
tienda sostenga su propia competencia para conocer de la causa, de modo que 
excluya la del otro órgano: p. 4:16. 

€. Kl aH. 4 del decreto-ley 32.347/44 (ley por el eunl se establece la 

competencia del jura del lusrar del trabajo o del domicilio del demandado o del 
lugar donde se hubiera celebrado el contrato, a elección del demandante, para 
las causas referentes al derecho del trabajo, es una norma nacional que resuelve, 
ron ln autoridad que le otorga este carácter, los conflictos de competencia qne se 
•originen con motivo de bi existencia de distintas jurisdicciones, tanto de las pro- 
vincias como de la Nación: p. 740. 

laUlbltortt: planteamiento y trámite. 

7. Las contiendas de competencia deben resolverse por la vía » que se ha dado 
preferencia. 
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En consecuencia, si la parte planteó declinatoria ante U justicia civil de la eapi- 
tal y, posteriormente, dedujo inhibitoria ante la Cámara Paritaria de Trenque 
Lauquen, corresponde que la cuestión de competencia sei resuelta por el juez 

nacional en lo civil : p. 93. 

8. En atención a lo dispuesto por el art. 411 del Código de Procedimientos 
Civiles de In Capital, es improcedente la cuestión de competencia promovida por 
inhibitoria ante la justicia nacional en lo comercial, con motivo de una demanda 
deducida a lite el Tribunal del Mercado de Abasto, también de la Capital Fe- 
deral: p. 99. 

| Es tardía la inhibitoria planteada, si los que la articulan ante la Cámara 
Pantana habían ya consentido la jurisdicción de los tribunales provinciales: 
p. 2o6. 

10. Xo existe contienda de competencia efectivamente trabada en el caso en que 
el .juez federal de Córdoba se limita a afirmar genéricamente que el juzgamien- 
to del procesado, sometido a la justicia militar de Rosario, corresponde a loa 
tribunales federales, sin sostener su pnmia competencia; máxime si de autos 
resulta que los hechos ocurrieron fuera de, ámbito territorial en que aquél ejerce 
competencia jurisdiccional: p. 436. 

11. En atención a lo dispuesto en el art. 411 del Código de Procedimientos 
Civiles de la Capital, es improcedente la cuestión de competencia promovida por 
inhibitoria ante la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires, con motivo de 
una demanda deducida ante la Justicia de Pax de la Capital Federal : p. 462. 

12. Para que exista una contienda debidamente trabada entra la justicia federal, 
que se declaró competente para conocer del proceso, y la militar, ante la que 
se sigue causa de conformidad con el decreto 2639/60, es necesario qne el tribu- 
nal castrense a quien se libró el respectivo oficio de inhibitoria, se expida en la 
forma prevista por los arta. 51 y sigtes. del Código de Procedimientos en lo 
Criminal y 150 y sigtes. del Código de Justicia M itar. No habiendo ocurrido 
así en el caso, corresponde devolver los aptos al tribunal de origen para que se 
cumpla dicho procedimiento: p. 596. 4 

Intervucien da la Corta Suprema. 

13. El pronunciamiento de la Sala de una Cámara Nacional da Apelaciones que 
declara inadmisible el recurso de ínaplicabilidad de ley, con arreglo a la Acorda- 
da del Tribunal en pleno que lo reglamenta, no autoriza la intervención de la 
Corte Suprema, en los términos del art. 24, inc. 7% del decreto-ley 1285/58: p. 540. 

Competencia territorial. 
EUnwntM determinantes. 

Lttffar de¡ domicilio de ra* partra t 

14. Si no se ha probado que las parte3 hubiesen convenido, expresa o tácita- 
mente, un lugar para el cumplimiento de las obligaciones, las acciones personales 
deben promoverse ante el juez del domicilio del demandado: p. 256. 

Lugar dr ubicacióii Jet inmueble. 

15. Si las partes no han pactado expresamente un determinado lugar para el 
cumplimiento del contrato cuya rescisión se demanda, debe entenderse que ese 
lugar es el de la ubicación del inmueble a que la acción se refiere. Corresponde 
a la justicia de Mar del Pinta —donde se encuentra el inmueble— y no a la de 
la Capital Federal —donde se celebró el contrato y se domiciliaban lns partes- 
conocer del juicio promovido por los propietarios de un departamento contra 
el ocupante, por rescisión de la opción de compra, pago de la multa estipulada 
y danos y perjuicios: p. 752. 
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Contrate da trabajo. 

16. Demostrado en la causa que rl aetnr trabajó en la Provincia de Córdoba 
como viajante de la demandada — domiciliada, en la Capitnl Federal — . de con- 
formidad con lo dispuesto en el art. 4* del decreto-ley 32,347/44 (ley 12.948) 
aquél lin podido optar válidamente por iniciar la demanda ante loa jueces del 
lugar del trabajo: p. 355. 

Competencia nacional. 
Principios generales. 

17. Xo obstante la generalidad de los términos de los arts, 67, inc. 17, 94, y 100 
de la Constitución Nacional, estas dispon iones nn se oponen u la exclusión de 
In competencia federal en caso de no existir los propósito* que la informan, por 
la escasa importancia civil o penal de lo» asuntos, o por otros motivos; pues sólo 
deben reputarse de jurisdicción federal exclusiva las causas sometidas origina- 
riamente a la Corte por el art. 101 de la Constitución: p. 740. 

Por U materia. 

Cauta» regida» por normas fedérale», 

18. De conformidad con lo dispuesto en los arta. 100 de la Constitución Nacio- 
nal y 20 del decreto-ley 5103/45 (ley 12.921), competo a la justicia federal y no 
a la provincial el eonoc ; miento de la apelación deducida contra la resolución dene- 
gatoria dictada por el msejo Profesional de Ciencia* Económica a de la Pro- 
vincia de Buenos Aira en una solicitud de inscripción en la matrícula : p. 275. 

19. Es incompetente la justicia, del crimen provincial para entender de un há- 
beas corpus, ai el beneficiario del recurso fué detenido por autoridades militares 
y se encuentra sometido a proceso ante el Consejo de Guerra Especial "Córdo- 
ba", acusado de conspiración para la rebelión. Ello es asf, tanto por la naturaleza 
federa) del delito investigado cuanto por la circunstancia de que la detención 
del causante ha sido ordenada por una autoridad nacional: p. 613. 

Por laa persona*. 

50. Es renunciable la jurisdicción federal acordada por razón de las personas: 
p. 414. 

51. La exclusión de la jurisdicción federal del conocimiento de causas derivadas 
de contratos de trabajo entre particulares, en la Provincia de Buenos Aires, no 
resulta meramente de la ley local 5178. Ésta se limita a recoger un principio 
previamente consagrado por normas de carácter nacional, como son los arts. 3 
y 4 del decreto-ley 32.347/44 (ley 12.948): p. 740. 

22. El art. 100 de la Constitución Nacional no obsta a que por ley nacional se 
excluya de la jurisdicción federal el conocimiento de las causas derivadas de 
contratos de trabajo entre particulares, aun cuando esta jurisdicción hubiere 
procedido en principio por razón de las personas: p. 740. 

X ación. 

23. Corresponde a la justicia nacional del trabajo de la Capital, y no a la civil 
y comercial federal, conocer de! juicio por despido promovido contra el Banco 
Industrial, h no resulta de lo actuado que el actor integrara las autoridades de 
aquel, ni tuviera a su cargo funciones de dirección, gobierno o conducción ejecu- 
tiva, ni fuera tampoco funcionario superior o subordinado de la demandada: 
p. 14». 

24. Con arreglo a lo dispuesto en los decretos-leyes 556/55, 11,922/56 y 12.029/57, 
el Instituto Nacional de Acción Social es una repartición nacional, comprendida 
en el art. 2*, inc. 6', de la ley 48, que atribuye a la justicia nacional el cono- 
cimiento de tas cousas en que la Nación es parte. 
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ÍZtifTt reVOt,ar ? P° r , lfl . Tía £0m extraordinario, la sentencia que 
ítff"! * «?™l*tent« de jurisdicción y declara que Jos 
tribunales riel trabajo provéales son los competentes para ronoccr de un 

p U1 m P ° r SP COntTa á Instituto ¿E Acción Social: 

Sdit»^^ SfiS no componte para conocer en la demanda cnta- 
í ,nl ¡ i" I>r T T* 1 fc****"" Sólidos y Minerales, sobre 

inueinninuaon por despido cuando no media relación de empleo público: p. 363 

26. De contormidn.I con lo dispuesto en los „rts. 100 y 31 de la Constitución 
.Nacional las accione» que se promuevan contra la Nación -incluidas las aue 

malpwdo lo que en contrario pudiera disponerse en 

uZCZ?7f 'S ™*™** mW la sentencia que, fundándose en que el 
S £ S¿ ÍTV™ P arte eI fc* "no obsta a la competencia del 

Casas penales. 

Por tt lugar. 

27. Corresponde a la justicia nacional conocer de las causas referentes a delit™ 
comunes e0n.et.d03 en un lugar sobre el cual la j&& 7jer ce " SAd£2 
«elusiva y absoluta, como lo es un puerto de su propiedad ^ 

En eon S ecuene,a compete al Juez Federal de Santa Crus con asiento en Río 

í¡2 Eí ¿Lt 57^^? de Puert ° Dcflead0 - ™<X" del T sumario 

ñetoñf ¿?S T, 7 2 S CCh ° T <íf determitl6 la m ^rte por inmersión de una 
Persona en el puerto de San Julián: p. 308. 

,7.0 . 0m>f,p ° nde 8 la jusndfl nstiOMl ^ conocimiento de las causas referentea 
a <le . tos comunes cometidos en un lugar sobre el cual la wicSTS^ Tur ¡ s 
d.cc.on exclusiva y absoluta, como lo es un puerto de lu SSaSTSaíS 

29 1 fi. J Si , P 4 ert ° ^ S " D JDlÍAn ' ^ Santa Cruz: p. 308. 

29. Es competente el juez federal y no el juez en lo penal de San Nicolás 

; ,™/rrT r r. del * h Vr hUrt0 ^ 86 «o-netidD « el Interior de una 

xenr «1 de Correos y Telecomunicaciones, instalada en aquella ciudad : p 35™ 

Tiolaciórí tle normas federal™. 

??: t „ S ' l ™ ™ nst " nt '. íl " d « la «">» «velan la existencia de una denuncia con 
. ". U ™ ,BS <1C w íe> ld.ysr> corresponde a la ustieia federa) v .>,, . i.. 

31. Habida cuenta del carácter restrictivo v excepcional del fuero federal 
v S m pereció de que las ul tersidades de la *.u¡T p^.„ ¿TminafS 
olu^n d.st.nta corresponde que la justicia en Jo correccional ígáTonoei^o 
de proceso st de la investigación realiza no resultan elementos de So 
s uhc.en.es pnra acreditar que el supuesto autor de los bochó dSfetuosof dT 

*S fl V"° de Ios P«P«h« específicos requeridos para 
configurar una infraccción al art. V de la ley 13 085- p 95 P 

pLfVrlT^V Ia , natUrn1eZa m * r * 1 ,íe In nor,1,n d ' eI * rt - 286 del Código 
Penal corresponde a Ja justiem nacional en lo criminal v correccional federal 

se investiga la c.rculación de moneda extranjera falsa: p 358 
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33. Corresponde ni Jue* Federal de Kawson, Chubut, y no al Nacional en lo 
Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal, conocer de la causa 
en la que se investiga el delito consistente en haber tratado de obtener en 
E'uerto Madryn el despacho a plaza de mercaderías importadas, presentando 
dorumentafión que habría «ido falsificada en la ciudad de Buenos Air?s. El 
hecho puede importar tentativa de contrabando, conforme a lo dispuesto en 
los nrís. 187, inc. d), y 183, inc. c), de la Lev de Aduana, reformada por 
Ja 14.792: p. 691. , 

34. Si la falsificación de documento que se investiga fué efectuad» para ocultar 
una infracción al art, 4 V del decreto-ley 9924/57, infracción que se linlta equi- 
parada al contrabando por el art. 5 T , párrafo 3ro. del misino decreto, corres- 
jKHtde conocer de ella al juez federal competente para sustanciar la causa 
por la tn tracción aduanera, pues se trataría, en el caso, del detito de contrabando 
agravado que prevé el art. 189, inc. e), ile la Ley de Aduana — t. o. 1956 — : 
P . «95. 

IhHim ,j» f ob*tr«ye* ti normal fttncionamhnlo ttr loo inatititrionr* narionalra. 

35. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional redera!, 
y no a la nacional en lo criminal de instrucción, conocer del proceso en que 
se investiga i4 cobro de una cantidad de dinero en concepto de intereses por 
una supuesta financiación de certificados para la importación de automotores. 
Klh>, porque el delito no sólo ha podido significar una estafa en perjuicio de 
los importadores, sino también un hecho de los que obstruyen o corrompen 
el buen servicio de ana institución típicamente federal como es la Aduana, 
ya que, mediante la presentación de los certificados, se habría podido obtener 
de aquélla el despacho a plaza de mercaderías sin el cumplimiento de nn 
requisito indispensable: p. 361. 

36. Corresponde a la justicia federal de Mercedes, Provincia de Buenos Aires 
y no n la penal, conocer del Bumario por el delito de hurto en el que habría 
turnado parte, con abuso de sn cargo, el jefe de una estación del Ferrocarril 
Nacional Oral. San Martín. Pese a revestir carácter común, el delito sería, 
en él caso, de loa que obstruyen o corrompen el buen servicio de los emplea- 
dos nacionales, calidad esta última que inviste el imputado: p. 489. 

37. Corresponde a la justicia nacional en ln criminal y correccional federal 
y no a la de instrucción, de la Capital Federal, conocer en la causa en que Fe 
investigan delitos de los que habrían participado el entonces Presidente de la 
Xución y otros funcionarios federales de alta jerarquía : p. 75o. 

38. Corresponde al juez nacional en lo criminal de instrucción, y no al nacional 
en lo criminal y correccional federal, de la Capital, conocer de la causa en la 
que se imputa » un agente no identificado de la Policía Municipal el delito 
d* abuso de autoridad por haber secuestrado el registro de un conductor, con 
motivo de unn infracción de tránsito. Se trataría, en el caso, de un delito de 
carácter común, atribuido a un empicado que no desempeña funciones de natu- 
raleza federal, sino local: p. 757. 

Vrütoa en perjuicio de Ion birnr* y rrnUu tlt ta Xaeión y rh aw* reparlicioiteji avlár- 
qnicas. 

39. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la Capi- 
tal, y no a la criminal y correccional federal de esa ciudad, conocer del proceso 
por tentativa de estafa contra una compañía de seguros, aunque ésta esté 
reasegurada en el Instituto Nacional de Reaseguros: p. 433. 

*0. Son de competencia federal las causas penales originadas por delitos que, 
en términos generales y con preseindencia de la clasificación que les corres- 
ponda, afectan o pueden afectar el patrimonio nacional. 
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En ronsmiencia, corresponde a N justitin federal de Corrientes y no a I» 
criminal dé Goya, Provincia de Corrientes, conocer del sumario por hurto de 
dinero del equipaje de un pasajero, ocurrido a bordo di' un buque perteneciente 
a ln Flota Fiuvinl del Estado Argentino: p. 491. 

41. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la 
Capital, y no a la nacional en 1» criminal y correccional federal, conocer del 
sumario instruido por sustracción de corriente eléctrica, que se habría cometido 
en la Capital Federal, en perjuicio de la empresa Servicios Eléctricos del Oran 
Buenos Aires (SEO-HA), Sociedad Anónima ¡ p. 492, 

42. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la Ca- 
pital, y no a la nacional cu lo crimiiml y correccional federal de esa ciudad, 
conocer del sumario instruido a raíz de la sustracción del magneto de una 
máquiun. honn ¡genera perteneciente a Ohras Sanitarias de la Nación v uti- 
lizada en los trabajos de cutubnmieuto del Arrnvo Cildáñez, en la Capital 
Federal: p. filS. 

43. Es competente la justicia nacional en lo criminal y correccional federal 
di* In Capital, y no la nacional en Jo criminal de instrucción de esa "iudad, si no 
surge de autos que la defraudación, que se habría cometido en perjuicio de 
la Empresa Gas del Kstado. comprenda bienes afectados a servicios Incales, 
ni fpie el empleado a quien se imputa el hecho realice funciones de ese carácter: 
p. «96. 

44. La justicia federal de la Capital no es competente para conocer de causas 
en que se investigan delitos que perjudican al patrimonio nacional, cuando 
éste está afectado a la prestación de servicios locales de la Capital Federal y 
Oran Buenos Aires. Tal es el caso de la defraudación cometida en perjuicio 
de la Policía Federal con motivo del pago de asignaciones familiares a un 
cabo de la Policía: p. 697. 

45. Corresponde » la justicia nacional en lo criminal y correccional federal, y 
no a la nacional en lo criminal de instrucción, de la Capital, conocer de la 
defraudación que se habría cometido cu perjuicio de la Lotería de Beneficencia 
Nacional y Casinos; p. 780. 

Comp«t*nc¡ a originaria de la Corte Suprema. 

Henrralidarte*. 

46. La Corte- Suprema carecí' de jurisdicción originaria p:¡ra conocer en los 
recursos de hábeas corpus: p. 484. 

Agcáie* diplomático* y ra a «triare*. 
Emb*Ji4eiH j MlalsUoi «xtriaUro». 

47. No media In conformidad expresa exigida por la ley orgánica vigente para 
que un diplomático extranjero sea sometido n juicio ante la Corte Suprema 
cuando, habiéndose librado el oficio de práctica al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto, hai. transcurrido casi dos años sin recibirse contestación 
de In Embajada respectiva requerida al efecto: p. 51. 

48. La Corte Suprema carece de jurisdicción originaria para conocer en la 
denuncia contra un embajador extranjero, en los término- del art. 101 de la 
Constitución Nacional y 24, inc. 1 T , del decretodey 1285/58, cuando es público 
y notorio que el imputado, como consecuencia de haber sido declarado persona 
r.a grata por el Poder Ejecutivo, ha cesado en la función diplomática que 
desempeñaba ante la República: p. 536. 

CíbioIm «xtrtujiroi. 

49. El sumario instruido a raíí de las lesiones ocasionadas a un particular, 
embestido por el automóvil conducido por un cónsul extranjero, es ajeno a 
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la competencia originaria de la Corte Suprema, pues trátase de un hecho 



sulcs extranjeros, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 24, inc. 1*, del decreto- 
ley 1285/5S. esté reservada a las causa* que verean apbre> los privilegios y 
exenciones de aquéllos en su carácter público, es decir, las seguidas por hechos 
ii netos cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas 
se cuestione su responsabilidad civil o criminal: p. 312. 




Cauta* «i que ts parte una. provincia. 
Causn que Ttriu ubre cu«iUon*» fedtrtl*». 

51. Ím Corte Suprema es. competente para conocer originariamtcnte en la 
itcmanda enlabiada por el Banco Hipotecario Nacional contra la Provincia de 
Kntre Iiío«, por repetición de lo pagado en concepto de contribución directa, 
fundada cu que la ley 3394 local aplicada sobre inmuebles de su propiedad, 
afectados rt planes de colonización, vulnera a la ley orgánica de I» institución 
nctora y a Los arta, 28, 31 y 67, inc. 16, de la Constitución Nacional: p. 390. 

52. En las causas que versan sobre puntos regidos por la Constitución Nacional 
y en que es parte una provincia, por aplicación de lo dispuesto en los art*. 
Í0fl y 101 de aquélla, la competencia originaria de la Corte Suprema surge 
con preseindencia de la nacionalidad u vecindad de tas partes: p. 390. 

Competencia penal, 
Lugar del delito. 

53. Dado que los documentos cuya falsificación se investiga — certificados de 
estudios— liahrían sido entregados y usados en la localidad de Caseros, Pro- 
vincia de Buenos Aires, sin que existan constancias fehacientes de que la fal- 
sificación se hubiera Uñado a cabo en otro lugar, corresponde onecer de la 
causa al juez federal de San Martín y no al nacional de instrucción de la 
Capital Federal: p. 360. 

64. Corresponde conocer del sumario a la justicia nacional en lo criminal de 
instrucción de la Capital, y no a la penal de La Plata, Provincia de Buenos 
Aires, si la entrega de las llaves de la casa construida por la denunciante 
y de una orden autorizando el acceso al acusado, fueron obtenidas por éste 
mediante un ardid en la ciudad de Bueno* Aires, con el fin de privar a la 
empresa damnificada del derecho de retención sobre la obra: p. 488, 

65. Sí los hechos delictuosos que deberán investigarse consisten en la defrau- 
dación que se habría cometido al ejecutarse judicialmente, en la Capital Federal, 
una prenda que se dice ha sido lolalmente pasada con anterioridad, corres- 
ponde conocer de la causa al juez nacional en lo criiniii.il de instrucción. No 
importa que, en virtud de orden judicial, el secuestro de los bienes prendados 
se haya efectuado en Bahía Blancn: p. 689. 

Prevención en la causa, 

56. Kl juez iiíii'ional en lo criminal de instrucción de la Capital que previno 
en la causa, y no el provincial, es el competente para seguir conociendo del 
sumario por defraudación si los elementos de juicio existentes en las actuaciones 
tío son suficientes para establecer en qué jurisdicción se habría cometido aquélla: 



57. Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre loa 
liedlos delictuosos denunciados, sí ellos si» presentan "prima facie** como inde- 
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pendientes, deben ser investigados por lo» jueces quo resulten competentes. 
En consecuencia, corresponde al juez nacional m lo criminal de instrucción 
conocer de los delitos de exaeeiones ilegales y violación de los deberes del fun- 
cionario púhlico; y ni juez nacional en lo criminal y correccional federal, del 
de retención de libreta de enrolamiento que también se imputa al procesado: 
p. 258. 

Delitos en particular. 

Anuncia familiar. 

58. El delito de incumplimiento «le tos deberes de asistencia familiar se consuma 
en el lugar donde In víctima se hallaba en el momento en cpjc el acusado 
habría incurrido en ln omisión de cumplir tales deberes. La jurisprudencia 
que así lo h- establecido es la que mejor consulta la defensa del bien jurídico 
tutelado por la ley 13.944, con prescindencia del domicilio legal, que puede 
encontrarse en un lugar distinto de aquél en que se hallaba la víctima y 
donde el acusado debía haber cumplido los deberes de asistencia por cuya 
omisión se le procesa. 

En consecuencia, corresponde conocer del proceso al juea en lo penal de La 
Plata, Provincia de Buenos Aires, y no al juez en lo Criminal de Sentencia 
de la Capital, si la presunta víctima, declarada ¡nsana, se encuentra internada 
en Temperley, aunque el domicilio de su curador se halle en la Capital Fe- 
deral : p. 207. 

Cheques siti fondos. 

59. El delito de libramiento de cheque sin provisión de fondos se comete en 
el lagar en que fué entregado el cheque, el cual determina la competencia para 
conocer del respectivo proceso ¡ p. 44. 

Desacato. 

60. En atención al carácter local de las funciones que desempeña el damnifi- 
cado, corresponde a la justicia nacional en lo correccional, y no a la nacional 
en lo criminal y correccional federal de la Capital, , conocer de la denuncia por 
desacato que se habría cometido en perjuicio del Director de una Escuela Na- 
cional de Comercio di» esa ciudad : p. 697. 

Competencia, militar. 

61. Corresponde a la justicia militar, y no a la federal del lugar, eonoeer del 
sumario instruido con motivo del accidente que sufrió un avión de Líneas Aéreas 
del Estado (L.A.D.E.) pues, tratándose en el caso de una aeronave militar y 
tripulada por personal militar que cumplía actos de servicio, si se hubiera 
perpetrado algún delito, se trataría de hechos a los que se refiere el art. 108, 
inc, 2*. de! Código de Justicia Militar : p. 301. 

62. Corresponde a la justicia militar, y no a la federal, conocer del proceso en 
que se investiga la presunta comisión, por un civil, de delitos comprendidos 
en las previsiones del decreto 2639/60 (violación del art 233 ó del 226, ambos: 
del Código Penal). 

La circunstancia de que los hechos que en definitiva se comprueben puedan 
ser los contemplados en el art. 647 del Código de Justicia Militar, no impide 
tal solución, dado lo dispuesto por el mencionado decreto y porque la cuestión 
sometida a la Corte debe decidirse contemplando el estado actual de ln causa: 
p. 433. 

63. Corresponde n la justicia militar, y no a la criminal provincial conocer 
del sumario por lesiones producidas a raíz de un aceidente de tránsito, instruido 
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a un oficial del Ejército, conductor de uno de los vehículos, que se hallaba cum- 
pliendo un acto del servicio en el momento de ocurrir el hecho: p. 48!). 

64. No es rom pétente la justicia militar, sino la penal del lugar, sí el soldado 
conscripto a quien se imputa haber hecho efectivo un giro falsificado (arts. 
296 y 172 del Código Pina!, en concurso ideal) cometió el hecho ¿uera de 
la jurisdicción castrense. 

La violación de corres pon dencia llevada n efecto para apoderarse del giro dentro 
del recinto del cuartel militar al que pertenece el acusado sería en todo caso 
un delito dt> acción privada que —no habiendo mediado querella del damni- 
ficado— no debe ser tenido en cuenta para resolver la contienda: p. 690. 

Domicilio del minante i 

65. Siendo contradictoria y poco ciara la prueba producida con respecto al 
último domicilio del causante, y no resultando que baya otros herederos que 
los presentados en el juicio sucesorio iniciado ante el juez del lugar del domi- 
cilio de los mismos, donde sostienen que también lo tenía el causante, corres- 
ponde admitir La competencia de dicho magistrado. A lo cual debe agregarse 
<|ue el fallecimiento ocurrió también en ese lugar: p. 209. 

Vario», 

66. Corrcs|H>iidc conocer de la causa al Tribunal del Trabajo de Olavarría, Pro- 
vincia de Rueños Aires, y no a la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires, 
si el convenio referente al momento de entrega del predio, cuyo cumplimiento 
se reclama ante la justicia provincial, fué oportunamente homologado por el 
finranismo paritario, por lo que la competencia de la justicia provincial resulta 
de lo dispuesto en la ley 13.246 y en su reglamentación : p. 632. 

JURISPRUDENCIA. 

Ver: Costas, 10; Daños y perjuicios, 2, 3; Pago, 1, 6; Hecurso de aclaratoria, 
1; Hecurso extraordinario, 20, 50, 51, 102, 162, 184, 188, 201, 215, 222, 226. 

JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA. 

Ver: Constitución Nacional, 43; Jurisdicción v competencia, 13; Recurso extra- 
ordinario. 100, 101, 102, lllti, 219, 224, 333. 

JUSTICIA DE MERCADO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8. 



JUSTICIA DE PAZ. 

Ver: Exhorto, 2. 

JUSTICIA DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16, 23, 24, 
240, 243, 249. 




JUSTICIA PROVINCIAL 



JUSTICIA FEDERAL, 

Ver: Jueves, 1; Jurisdicción y competencia, 1, 4, 10, 12, 2.1, 24, 25, 26, 27, 28, 
29, 30, 31, 33, 36, 40. 44, 53, Al, 62; Justicia provincial, 1; Recurso extraordi- 
nario, 97, '24'), 251, 252. 

JUSTICIA MILITAR 

Ver: Jueces. 1: Jurisdicción y competencia, 1, 4, 10, 12, 13, 61, 62. |¡3, 64; 
Recurso de revisión, 1. 

JUSTICIA NACIONAL. 

\er: Jurisdicción y competencia, 2, '22, 55; Peritos, 1,2. 

JUSTICIA NACIONAL DE FAZ. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CIVIL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 7. 17. 



Ver: Jurisdicción y compete neis, 8. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CORRECCIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 60. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL DE INSTRUCCION. 

Ver: Jurisdicción y competencia: 32, 35, 37, 38, 39, 41, 42, 43, 45, 53, 54, 
56, 57. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL DE SENTENCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58. N 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL FE- 
DERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencin, 32, 35, U7, 38, 39, 41, 42. 43, 45, 57, 60. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO PENAL CORRECCIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 31. 



1, En atención a (pie el Poder Judicial de ]u Provincia de Forniosa se encuentra 
yn organixado y en condiciones de fuucmiiur, enrresponde hacer súber a ia 
Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia que delie proveer lo necesnrio 
para que & practique la transferencia de causas a (pie se refiere el nrt. 12 
de ln ley 14,408: p. 4l5. 




JUSTICIA PROVINCIAL ('). 
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L 

LAUDO 

Ver: ltMirso extraordinario, 14, lili. 



LEGISLACION COMUN (>). 

1. Si rada ve* que se invoque mm circunstancio excepcional para fundar la 
¡¡tuición de una lev, o, aün f cada ver. que realmente existí?, se estuviese fuera 
«leí nrt. 67, ine. 11, de la Constitución Nacional, lu reserva de jurisdicción 
que éste asegura podría quedar eliminada eu los hechos, timto más cuanto que, 
en períodos de transformaciones constantes, acaso muy pocas materias —si no 
ninguna —serían excluidas de la sanción de leyes fundadas en lieehos excep- 
cionales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis Muría Boffi Boggero 
y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

LEGISLACION DEL TRABAJO. 

Ver; Kecurso extraordinario, 52. 

LESIONES POR IMPRUDENCIA. 

Ver: CWtitueión Nacional, 33; Jurisdicción y competencia, 49. 63. 
LEY (-). 

Principios generales. 

1. Las eluciones legislativas sancionadas al margen de la Constitución per- 
lurl.aii ver, mas intensamente porque, el día en que se vuelve al cauce 
constitucional, los intereses formados ni amparo de esas soluciones deben 
ceder ante los superiores de lo convivencia dentro de la Constitución, con los 
consiguientes perjuicios materiales que han de sobrevenir a aquellos intereses 
(Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Boffi Boggero y 
Don Pedro Aberastury): P- 

Interpretación y aplicación. 

2. Si bien Ins. opiniones expresadas cu el debate parlamentario reconocen parti- 
rnlnr importancia con relación a la ley de amnistía 14.436, ellas no pueden 
nmdurir a la interpretación judicial al extremo de dotar a una norma sus- 

mit ¡b e ser interpretada en sentido favorable a su validez, de un alcance 

Jntradietoriu con la Constitución Nacional <art. '2!») como murriña en H 
supuesto de admitirse la pretensión del recurrente dc^ que dtclin ley beneficia 
también al procesado por traición a la patria: p. .18i. . ... 

3 Toda vck (pie respecto de una ley quepan dos interpretaciones jurídicamente 
posibles, ha de acogerse la que preserva, no la que destruye: p. .IB,. 
A \l l'odcr Judicial le corresponde la función de interpretar las le.ws de la 
,,'mnera une mejor colicúenle con las disposiciones constitucionales, salvo que 
1„ mtcliücncia opuesta sea palmaria. Kn consecuencia, cuando las previsiones 
Sígales snn lo suficientemente amplias como para abarcar ciertas materias que 

4. fl. 6. 7, S, 1>- 



LEYES PENALES gjj 

están dentro del legítimo ámbito de la competencia del Congreso y otras que 
escapan a él, lo» jueces, a fin de permitir la vigencia y asegurar la validez 
de la ley, deben interpretarla restrictivamente, aplicándola sólo a lns materias 
comprendidas dentro de la esfera que es propia del Poder Legislativo, siempre 
que la norma interpretada lo consienta : p. 3S7. 

LEY, DEROGACION. 

Ver; Recurso extraordinario, 194. 

LEY DE SELLOS ('). 
Generalidades 

1. Procede notificar al defensor In liquidación del sellado adeudado, en entisa 
criminal, por ser quien dedujn In queja y constituyó domicilio legal. Ello no 
importa desconocer que la obligación ile reponer !« actuado incumbe al pro- 
cesado y no e» extensiva respecto di* aquél: p. 287. 



EX POBT TACTO 

Ver: Rctroactividad, 1, 

LEYES ADUANERAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 34; Recurso extraordinario, 13. 
LEYES COMUNES. 

Ver: Constitución Nacional. 2. 62; Provincias, 1, 2; Recurso extraordinario, 35, 
39, 52, 57, 58, 60, 62, 194, 203. 205, 227, 232, 233, 234. 

LEYES FEDERALES. 

25? : 252 rtf 253° neS *» 2; Recurso de 1 U(, Í a » N Recurso extraordinario, 

LEYES LOCALES, 

Ver: Profesiones liberales, 7. 

LEYES LOCALES NACIONALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 203. 

LEYES MODIFICATORIAS. 

Ver: Retroactividad, 2, 3, 7, 8, 9. 

LEYES NACIONALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3, 0, 21, 22; Patronato Nacional, 1, 2, 3, 4; 
Profesiones liberales, 7. 

LEYES PENALES. 

Ver: Recurso extraordinario. 34, 203; Retroactivida.l, 4. 



(I) Ver tmmbiín: Recurso eitnwrdintrio: *9, 134, 217. 
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|,:( + LOCACION* ÜK SKRVICID8 

LEYES PROCESALES. 

Ver Con.-titneión Nacional, 30; Recurso extraordinario. 81, 125, 280, 300, 317, 
318; Retrouetividad, 5. 

LEYES PROVINCIALES. 

Ver: Constitución Nacional, 30, 46, - Jurisdicción y «nnpeteneia, 3, 21. 53; 
Recurso extraordinario, M, SI. 88. 89, 00, 93, 
286. 300, 317, 318; Tribunales provincial™, 1. 

LIBERTAD CIVIL. 

Ver: Constitución Nacional, 12. 

LIBERTAD DE COMERCIO. 

Ver: Constitución Nacional; 3, 12, 05, 66. 

LIBERTAD DE CONTRATAR. 

Ver: Constitución Nacional, 12, 65- 

LIBERTAD INDIVIDUAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 211. 

LIBRETA DE ENROLAMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 57. 

LIBROS DE COMERCIO. 

Ver: Recinto extraordinario : 259. 

LINEAS AEREAS DEL ESTADO. 

Ver: Jurisdicción y coinpetenein, (11. 

LITIS-CONTESTACION. 

Ver: Expropiación, 4, ¡i; Jurisdicción y 
1HH, 301; Sentencia, 1. 

LITIS PENDENCIA. 

Ver: Htiurso extraordinario, 20. 

LOCACION DE COSAS. 

Ver: Constitución Nacional, 10. 35, 57, 58, 5Í», <H ; Recurso de uníparo. 4, 10. 
IB; Recurso extraordinario, 20, 21, 33. (52, «3. 04. 72. 82. 83, 84, 85. 92, 115. 
121, 124. 132. 186, 191. 198, 201, 220, 221. 238, 322; Recurso ordinario de npí-ln- 
rión, 1; Retrorictividad. 4; Superintendencia, 1. 

LOCACION DE SERVICIOS. 

Ver: Honorario*. 2. 



MKUU>A HE SO INNOVAR 



LOTEO 

Ver: Expropiación. IT. 

LOTERIA DE BENEFICENCIA NACIONAL Y CASINOS. 

\er: Jurisdicción y competencia, 45. 



MAESTROS. 

Ver: Heenrso extraordinario, "ti. 

MARCAS DE FABRICA ('). 
Principios generales. 

1. El uit 14 dé la lev :i975 terminante Rundo indica las únicas cniisits extitt- 
tivn* d« Id propiedad de las mareas, entre fus cuales no figura t» falta de 
uso por su propietario; p. 71. 

2. El nombre comercial de la casfl y el de la marca son de distinta naturaleza 
jurídica. K| derecho al primero surge de su uso, *c mantiene por la explo- 
tación del negocio y no requiere que sea registrado, mientras que el derecho 

la segunda sólo se adquiere por el certificado (jue acredita su registro. 
El uso de una marea carece de valor legal alguno mientra» que el del nombre 
furnia el derecho del que lo usa. Nuestra ley es atributiva de derechos respecto 
a la marca y sólo declarativa con relación al nombre, salvo que éste forme 
parte de la marea, en cuyo caso debe registrársele: p. 71. 

Regia tro. 

8. Los efecto» jurídicos que emanan de) otorgamiento del certificado a que 
alude el «rt. 12 de La ley 3975, cuando se trate de mareas que directa o indi- 
rectamente puedan producir confusión entre los productos, deben interpre- 
tarse como extensivos e igualmente aplicables a los casos de oso de nombres 
comerciales que produzcan consecuencias análogas respecto de una marra de- 
bidamente registrada; p. 71. 

4. La propiedad exclusiva de La man-., y el derecho a oponerse al ,( uso de cual- 
quiera otra que pueda producir directa o indirectamente confusiun correspon- 
derá al industrial, comerciante o agricultor que hav H llenado los requisitos 
exigidos por la ley". 

El empleo de la marea es facultativo y su solo registro, en la forma que 
determine la ley y el reglamento, es suficiente para el ejercicio y titularidad 
de los derechos señalados: p. 71. 

MATRICULA. 

Ver: Profesiones liberales, ti. 

MEDICOS. 

Ver: Peritos, 1, 2. 

MEDIDA DE NO INNOVAR < 2 ). 

1. El fundamento axiológíeo de la prohibición de innovar es el de asegurar 
la igualdad de las partes ante la contienda judicial, pues es regla de derecho 



(1) Ver tamhién: R peumo extraordinario, 2-47 3S\ 

i-\ \vr lamlúon: Invitarlo. 1: Rkiii» mtraordinarh». S8. 138. 26Í. 
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MEDIDAS DI Sil PLISARIAS 



qoe, pendiente un pleito, no puede cambiarse de estado la cosa objeto del mismo 
para que no sea trabada la aeeión de la justicia, y pueda ser entregada la 
cosa litigiosa al que deba recibirla: p. 63. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS ('). 

1. Corresponde confirmar la canción de apercibimiento impuesta al recurrente, 
por estimar la Cámara que las sucesivos recusaciones deducidas contra el juez que 
conocía del interdicto eran ínjus tifien das y tendían a demorar el trámite fiumarí- 
ÚCao de aquél, sí no resulta de autos m de lo» antecedentes acompañados, que 
las circunstancias que motivaron la resolución apelada hayan sido apreciados 
por aquel tribunal en forma que importe indebido ejercicio de l¡i facultad disci- 
plinaria que le es propia : p. 170. 

2. Corresponde revocar Itt sanción impuesta por una cámara nacional de a pela - 
clones a un letrado, sobre la base de la comunicación de uno de los jueces compo- 
nentes de aquélla, en la que expresa haber sido agraviado en su despacho por el 
profesional (que le habría atribuido ''sin razón alguna mala voluntad hacia -u 
persona, por el resultado del juicio"), si el sancionado manifestó ante la Corte 
que la entrevista de referencia fué de carácter privado, limitándose en ella a 
saludar ni magistrado y pedirle una información respecto de Ja resolución dic- 
tada en la causa: p. 170. 

3. Es improcedente el recurso de apelación concedido por la Cámara, con fun- 
damento en el urt. 19 del decreto-ley 1285/58, si se interpuso después de vencido 
ti término de tres días prescripto en aquél; término que no se interrumpe por el 
pedido de reconsideración previamente deducido con ha*e en el nrt. 23, in fine. 
del Reglamento para la Justicia Nacional: p. 172. 

4. Corresponde confirmar la sanción de apercibimiento impuestn a un médico 
forense que, al negarse a suscribir la notificación de una nota del decano, refe- 
rente a una cuestión planteada con motivo de la intervención de los expertos 
oficiales en una investigación, hizo dejar constancia de expresiones que constitu- 
yen una falta de seriedad y a la consideración que debe a las autoridades del 
cuerpo: p. 239. 

5. Corresponde confirmar la sanción de m$n. 500 de multa impuesta por una 
("amara Nacional de Apelaciones al letrado que suscribió el memorial donde, al 
fundarse el recurso de nulidad contra la resolución del juez de primera instancia, 
se sostiene, con mención del art. 269 del Código Penal, que la sentencia recurrida 
constituye un caso de prevaricato. El argumento de haberse formulado la im- 
putación sin finalidad agraviante y para fundar la nulidad, carece en el caso 
de relevancia al no desvirtuarse los rozones de la sentencia de la Cámara, en 
cuanto declara que dicho recurso es de manifiesta improcedencia porque Ins 
objeciones en que se lo funda hacen al recurso de apelación. 

Por lo demás, no cabe admitir que los litigantes al apreciar las resoluciones de 
los jueces, y so pretexto del ejercicio de su defensa, falten contra su dignidad 
y decoro, atribuyéndoles la comisión de delitos, y queden exentos del poder dis- 
ciplinario: p. 485. 

6. Corresponde confirmar la sanción de m$n. 500 de multa impuesta por la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional a un magistrado 
del fuero que, con motivo de los desórdenes ocurridos en el Ambito judicial en 
octubre de 1959, se dirigió a ese tribunal solicitándole decidiera si era pasible O 
no de corrección por su actitud durante nquellos sucesos, análoga a la de los 
jueces en lo civil, cuestionando al mismo tiempo — en cuanto pudiera referirse 



(1) V#r tamhirn: furrpe» tíenirot fferirlatrl. 1; FaculUil dUriplinarin. 1: Jtiw«. 3; 
llf 'imi ■!<■ n*(nmili>rari4ii. 1: Hwurw pilr»unlin»ri«i. 12. 161. 24S; KctmrlifMait, 2, 3, 
7, 8, 0; £ti|<trinl«nc!cnrw. 2, 4, 7, 



MKIILDAS rilS|-H'L]\.U(lA.<: 
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i! .11 proceder- lo nprnufa por la Corte Suprema en un comunicado de pren- 
mi sobre lo* hecho*. 1 

Kl propó,ito tlr extcriorijüir mi parición jTniitr u lo ocurrid» -m W según & reen- 
urente biibrtu determinado I» presentación .le I» nota, a I» tJU e .lió Ml swl¡jtll 
pablad- no desvirtúa I» ñ.lta 4 ne co„s(¡i„ V e la petición formulada en tono 
maní tiestamente polémico y falto de mesura y en termina impropios de »n 

mostrado jodu-inl quo iti.pt.rtiin u admisible atavio a ]., autoridad del 

más alto Tri banal Os Ja República: p. 495. 

7. U multa impuesta por I» Cántara National de Apelaeit s en lo Criminal 

y t orrecemniil n un magistrado del fuer», en ejercicio de mi indiscutible facultad 
disciplinaria pura reprimir bis faltas coatr» su autoridad v decoro, bo puede 
cuestionarse con base en el art. 1!) de la Constitución Nacional invocado nnr el 
recurrente, (pie dirigió a la Cámara una nota de tono polémico y falto de mesura, 
y pretende liaber sido sancionado por emitir opinión : p. 49f>. ' 

8. Si la medida disciplinan» fué aplicada por una Cámaro Nacional de Apela- 
ciones al revocar lo decidido al respecto en primera instancia, es improcedente 
el recurso ante la Corte Suprema aun eurndo m ]o bubiera interpuesto durante 
la vigemia ,|e| flr t. 19 del decreto-ley 1285/58: p. 502. 

9. Corresponde confirmar la sanción de prevención impuesta por la Cámara 
rederal de Apelaciones de Córdoba al Defensor de Pobres, Incapaces v Ausen- 
tes, por no acatar lo dispuesto por el Presidente del Tribunal «cerca de"la eleva- 
ción de un ofício por intermedio de Secretaría (art. lli, me. a), del Refría mentó 
interno); rilo, pues m bien tos términos empleados por el funcionario no impor- 
tan desconsideración, nada obstaba al acatamiento de la formalidad prescripta 
sin perjuicio de la reclamación ante lu Cámara. Ésta, por lo demás, no ha 
incurrido en exceso en el ejercicio de sus facultades disciplinaria», habida cuentn 
que la sanción impuesta es la mínima prevista por ta ley: p. 50.1. 

10. Las sanciones previstas en «I art. 16 del decreto-ley 1285/58 se fundan en 
el poder disciplinario de los tribunales de justicia y tienen por objeto la correc- 
ción de las faltas que cometieren los funcionarios, empicados v auxiliares de la 
justicia de la Nación. 

En consecuencia, si, a raíz del juicio político de que fué objeto, ha cesado en sus 
funciones el juez sancionado, al momento en que corresponde resolver definiti- 
vamente sobre la medida aplicada, por virtud del recurso que preveía el art 19 
del decreto-ley 1285/58, la corrección disciplinaria apelada ha perdido su esen- 
cial razón de ser, por lo que, sin perjuicio de que oportunamente hubiese sido 
procedente, corresponde dejarla sin efecto: p. 615. 

11. El recurso de apelación para ante la Corte, previsto en el art. 19 del de- 
creto-ley 1285/58, es improcedente desde la vigencia de la ley 15.271 : p, 640 

12. El abandono del indispensable decoro en que debe desenvolverse el proce- 
dimiento judicial no se justifica por el celo en la defensa de los derechos que 
puedan asistir a loa interesados: p. 679. 

13. U reiteración, por segunda vez, de peticiones manifiestamente improceden- 
tes y desechados de plano en otras tantas oportunidades por la Corte Suprema 
constituye un agravio a la autoridad del Tribunal, que debe ser corregido en lo, 
temimos del art. 18 del decreto-ley 1285/58 

Corresponde, en consecuencia, sancionar nt solicitante con una multa de doscien- 
tos pesos m/n. ; p. 699. 

14. No corresponde hacer lugar n la intervención de la Corte por la vía de 
avocación a que se refiere el art. 22 del Reglamento para la Justicia Nacional, 
si en la resolución recurrida la Cámara se ha limitado a imponer un apercibi- 
miento al lelrndo apelante, sin que resulte de las circunstancias del caso que 
medie exceso en el ejercicio del poder disciplinario propio de aquel tribunal; 
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MEDIDAS PASA MEJOR PROVEER, 

Ver: Expropiación, 12; Recurso ile nulidad, 3; Recurso extraordinario, 163, 231. 
MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Inventario, 1; Medida de no innovar, 1; Recurso ex t mordí tía rio, 37, 262, 
263, 264, á87i 268. 

MEJORAS. 

Ver: Expropiación, 7. 

MENOR DE EDAD. 

Ver: JurUditTióu y competencia, 2; Recurso extraordinario, 75, 286. 
MENSURA. 

Ver: Recurso extraordinario, 283. 
MERCAD? 

Ver: Cnustitw-ié'i Nacional, 10. 
MILITARES. 

Ver: Juri&diceión y competencia, 63, 04; Recurso extraordinario, 135, 249; Ru- 
tiro militar, 1, 2, 3, 

MINISTERIO DE EDUCACION Y JUSTICIA. 

Vf: Superintendencia, % 

MINISTERIO DE INDUSTRIA Y COMERCIO. 

Ver: Superintendencia, 1. 

MINISTERIO DE TRABAJO Y PREVISION. 

Ver: Recurso extraordinario, 5H. 

MINISTERIO PUBLICO. 

Ver: Constitución Xac tonal, 33, 34; Demanda* pon t ra la N'aetón. 2, 
MONEDA. 

Ver: Expropiación, 8¡¡ jBrisdiceión y competencia, 32. 
MONTO DEL JUICIO. 

Ver: Honorarios. 3; Recurso extraordinario, 05, 1S5, 240. 
MULTAS (>). 

1. Tji sanción prevista en el iirl. 2Í1 tle I» ley 4350 de la Provincia de Buenos 
Aires es de finióle penal: p. 225. 

ii v, F mmt.v r r«n*t¡m.i»n M Édi— | M 2«. 33: Jaece*. 3; MwlHa* iliielptlurlH, 

ft. 7. 13; Pnllrin .1» vin iü. J; Rwariui r.tlrimnlii.,irln. 1. 2, .14, 35, 40. 110. 134. 16rt, 193. 
Ü72. Krliwtividad. 4. 



NULIDAD DB ACTOS PROCESALES m 

Ü. Deben estiman penales las multas aplicable* a los ínf rectores cuando ellas 
«i vez de poseer carácter retributivo de) posible daño causado, tienden a pre- 
venir y lepmwr la violación de tos pertinentes deposiciones legales: p. 225. 

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES. 

Ver: Recurso extraordinario, 237. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver: Gobierno detacto, i; Recurso extraordinario, 93. 
NACION. H 

Ver; Constitución Nacional, 2; Demandas contra la Nación, 1¡ Inventario, 1; 
Jurisdicción y competencia, tí, 24, 28; Recurso extraordinario, 276; Recurso or- 
dinario de apelación, 4. 

NACIONALIDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 52. 



Ver: Constitución Nacional, 2.V. Prueba, 1, 2, 4; Recurso extraordinario, 228. 



Ver: Recuno extraordinario, 1S2, 211. 

NOMBRE COMERCIAL. 

Ver: Mareas de fábrica, 2, ;t, 

NOTIFICACION 

1. Las providencias dictadas durante el período de prueba, en principio, se 
notifican por nota, salvo los casos «1 tjue procede la notificación en el domici- 
lio: p. 587. 

2. La simple eomuiiíracióu de una resolución judicial a una repartición del 
Estado, recaída en juicio en <|ue a éste no se le hn dado parte, no constituye 
notificación válida a los fines del curso del término de la apelación que el Go- 
bierno estime oportuno deducir: p. 598. 

3. No habiéndose constituido domicilio en la queja, corn-spomlc tener al recu- 
rrente por notificad» de la sentencia con la nntu del ujier y notificar lits provi- 
dencias sucesivas cu los estrados del Tribunal: p. 720. 

NULIDAD. 

V»r: Aduana, ]¡ Recurso de tiuliilnd, 2; Recurso extraordinario, 2tí, 65. 

NULIDAD DE ACTOS PROCESALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 174. 

<n Ver lamMAi: Uy *■ '<■"<>■ tj 3!«H,ln« dl.nplm.riiv,. i; TtvWta* ÍIUlÉHl Ü 
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NULIDAD DE SENTENCIA 

1. Si la sentencia de la Corte ha sido dictada sin que ss notificara a las partes 

la providencia di- mito-*, rom» -t> dispusiera oportuna nte, eorresp k> dejar 

sin efecto el fallo y cumplir la diligencia omitida: p. íilti, 

NULIDAD PROCESAL (-)■ 

1. Iji circunstancia de haberse notificado por cédula n las partes la providencia 
ipie dispone reservar el despacho atinente n la prueba testimonial ofrecida en 
jurisdicción provincial, hasta que se presenten lo» interrogatorios respectivos y 
que. cumplid» dicho requisito, !« que ordena el oficio pertinente haya quedado 
notificada por nota, no autoriza a declarar Ih nulidad de lo actuado. EUn es así, 
tanto mas encontrándose consentido el ñuto ordenando nirreear el aludido oficio, 
ya diligenciado: p, 597. 

O 

OBRA NUEVA. 

Ver: tíecurso de amparo» 16. 

OBRAS SANITARIAS DE LA NACION, 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 42. 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Constitución Nacional, 44, 46; Recurso extraordinario, «6, 70, H4. 209, 218; 
Recurso ordinario de apelación, L 

ORDENANZAS 

ordinario de apelación. 5. 



PAGO ('). 
Principios 

1. 1.a jerarquía constitucional reconocida al efecto liberatorio del pago reali- 
zado conforme a la jurisprudencia del lunar del neto, en materia labora), recono- 
ce excepción en los supuestos en que la demanda con que sp lo impugna ha sido 
deducida en un término WJBOflabl emente breve. F| transcurso de tres meses útiles 
entrp el despido y la demanda, no importa demora que impida encuadrar el caso 
en la excepción de referencia : p. 247. 

2. Para que proceda el recurso cNtruordinnrio, con fundamento en la jurispru- 
dencia atinente a los efectos liberatorios del pago, dehen justificarse los extremos 
necesarios para su invocación útil: p. 253. 

3. Kl pa¿« realizado pnr la demandada con el consentimiento del actor, y de 
acuerdo con las normas vigentes en oportunidad del acto, entraña para nq nidia 




(1) Vrr Uniliiín: rimaras nm-ionitlrs rte «jn-lni-ione*. S; Bhdtio ps(rsor(t¡nar¡&, 103. 
'¿ -16, :ti'¿. 

"i' '»-ü V " '" m1, ' ín: tl '* , " ^ ' u, **WÍM* 3 ¡ Kpcurwi Mtranr.linitrio. W\ 112. 120. 202, 

las síe &9 , " ml,í, '" : l '" n * ,iluri "" JO; foiin., »¡ ft 1TN r» wtr»rdtn*ri«, 2, T¡. «. 



PATRONATO NACIONAL 



Sil 



un demln. adquirido incorporado q su patrimonio, qoc se confunde ron ] a 
írarnntia constitucional de la propiedad; p. 367. 

4 ; J T *ti mlo * v .te ™ «to provisorio, es inaplicable el principio atinente al 
efecto liberatorio del pago: p. 414. 

6. La doctrina referenle ni efecto liberatorio del pago, en materia laboral no 
nge en los supuestos de que la demanda para el complemento de la suma mi- 
Inda se inicie en plazo razonablemente breve r p. 673. 



Pago indebido. 
Protesta. 

GtturnUthuh *. 



6. La prieta previa es mdispensable n fin de .pie la autoridad competente 
-facultada para la peiv,p,iói, de los grarfmei.es- cunóla la rlk-oi.£ a 
de os contribuyentes y esté, así. en condiciones de arbitrar, opoJ « los 
..*. «» «.«.minado» o asegurar el equilibrio de las finanzas públicas, ™ evitan! 
do la inversión de la renta eoncsj>oudieule al impuesto imputado o bien «don 
lando otras equivalentes medidas de previsión: p. 429. ' 

PALACIO DE JUSTICIA. 

Ver: Jueces, 4; Medidas disciplinarias, <j. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 52; Notificación, 2- Recurso 
38, 115, 117, 273, 277, 323. ' ' ™ 



PATENTES DE 

Ver: Recurso extraordinario, 107. 

PATRIMONIO NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 40, 41, 42, 43, 44. 
PATRONATO NACIONAL. 

■ 

tr£u? t !ZlT*T* TVT"^ 'i 1 " ] " Cu,lsti t«'»'» y de las leves dictadas con 
rr^ln „ ell, sobre el Patronato Nacional, corresponde (! ue la* Corte Suprema 

preste su acuerdo para p d Poder Ejecutivo conceda el pa^ a la Bulí nor 
nir 'del ImL^fí' ' ^ ^ic.o^ Bonan^ "au^ 

2. Ton las reservas que emanan de la Constitución v de la. leves dictadas con 
« ¡0¡¡ -bre el Patronato Nacional, corresponde q«T la C„rt SupU" 
•resto su acuerdo para q«c el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula por 
ía cual el Sumo Pontífice instituye a Monseñor Leonardo Gregorio Gallardo 
Hen-dia Auxi .ar del Arzobispo de la Arnuidióeesis de San Juan de Cu vo T e 

^fi» * m» Titulnr i SSS - ^mmM 

3- Con las reservas que emanan de la Constitución y de las leves dictadas con 
arreglo a ella sobre et Patronato Nacional, corresponde que la" Corte Suprema 
preste su acuerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula por 
la cual el Sumo Pontil.ce instituye u Monseñor Doctor Moisés Blan.houd Auxi- 



1'KIUTtiH 



liar dd Obispo de la Diócesis de Río Cuarto y le confiere 1» dignidad de Obispo 
Titular de Relali: p. 45. 

4. Con ut~ reservas que ema de la Constitución Nocional y de las leyes dic- 
tadas i-it consecuencia respecto del Patronato Nacional, corresponde i^uf ín Corte 
Suprema priste acuerdo pnra (pie el Poder Ejecutivo conceda el pose a la Bula 
por In que el Sumo Pontífice instituye, en nóniea mente a Monseñor Dr. Horacio 
tíúinez Dávila. oportunamente presentado para el ni reo por el Presidente de 
la Nación. Cond.jut.ir del Obispo de La Rioja, eon dererlin u sucesión: p. 455. 



Ver: Constitución Nacional. r*:t. 34: Hábeaa corptis. 4; Recurso extraordinario, 
75, 

PENSION. 



PERENCION DE INSTANCIA ('), 

1. Procede declarar de oficio In endueidnd de In instancia cuando, liabiémW 
dispuesto lincer saber h1 recurrente que debe peticionar lo conducente a fin de 
que «> notifique a la contra parle el pronunciamiento que declaró procedente el 
reeurso extraordinario y llamó «utos y n la oficina a Jos ef petos del art. 8* de 
la ley 41155, hn transcurrido eon exceso el término previsto en el art. 1*, inr. 2% 
de la ley 14.191, sin que exista en autos constancia de gestión alguna del inte- 
resado para interrumpir el curso de la pereneión: p. 413. 

PERIODISTAS. 

Ver: Reeurso ex t moni infirió. tí5. 



í. U sola circunstancia <le que el médico que solicita la autorización reviste 
en el Cuerpo Médico Forense y. en tanto, médico de reconocimientos, desempeñe 
■ unciones vinculadas con la actividad del Poder Judicial, lo inhabilita pnrn actuar 
como perito médico en la Justicia Nacional, sea de oficio o a propuesta de par- 
te: ]), 48. 

2. U sola circunstancia de que un médico se desempeña en funciones vincula- 
das eon la actividad del Poder Judicial —en el caso, especialistas que actúan 
como auxiliares del Cuerpo Médico Forense — lo inhabilita para jictuar como 
]htíIo médico de la Justicia Nacional, sea de oficio o a propuesta de parte: p. 4S. 
8. Con arreglo a lo dispuesto en el art. í> v de la Acordada del 29 de abril de 
li)5!l, corresponde declarar desierto el concurso dispuesto por Acordada del 17 
de junio del misino año, en cnanto al cargo de Ayudante de Laboratorio de 
Análisis Químicos y Bacteriológicos, habida cuenta que ta Junta Calificadora 
• - dentro do un régimen di- en lif ¡cneíones de sobresaliente, excelente y muy bno- 



PAVIMENTO. 



Ver: Recurso extraordinario, 19. 207. 



PENA. 



Ver: Constitución Nacional, 74. 



PERITOS <-). 
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PODER JUDICIAL ggg 

no— solo influyó a dos de los profesionales inscriptos, adjudicándoles la califi- 
cación menor; asi como también la importante labor de colaboración con el ponto 
químico que corresponde al titular del cargo o proveerse, y cu particular su 
cspecialización en tox ¡coloría : p. lí). 

PERSONERIA (>). 

I. El denunciante carece de personería para pedir reconsideración de la sen- 
tencia de ln Ootte Suprema que declara su incompetencia para conocer origina- 
riamente en actuaciones crimínales; p. 646. 

PLAZO. 

Ver: Recurso extraordinario, 172. 
PODER DE POLICIA (?>. 

1. Dentro de la especie del poder de policía, que comprende la defensa y promo- 
ción de los intereses económicos de la colectividad, ha de considerarse legítima- 
mente incluida la facultad de sancionar disposiciones legales encaminadas a pre- 
venir, impedir, morigerar o contrarrestar, en forma permanente o transitoria, 
los graves daños económicos y sociales susceptibles de ser originados por la des- 
ocupación en mediana o gran escala. Entre las frecuentes disposiciones sancio- 
narlas por el Congreso con tal designio se encuentra la ley 13.591, de cuya poli- 
tica la ley 14,226 es una de las manifestaciones particulares: p, 121. 

2, Dentro de los objetos propios del poder de policía ha de estimarse com- 
prendida —junto a la seguridad, la moralidad y la salubridad pública— la de- 
fensa y promoción de los intereses económicos de la colectividad. Esta doctrinn 
ha tenido siempre, en el derecho argentino, ln firme base de sustentación del 
art. 67, me. 16, de la Constitución Nacional: p. 121. 

3. Kl ine. 16 del art. 67 de la Constitución Nacional, que garantizaría la vigen- 
eia amplía del "poder de policía", contiene una norma genérica donde no siem- 
pre se observa la precisión del concepto. Su texto ha de analizarse en relación 
con las otras normas constitucionales, porque lo contrario le haría predominar 
de manera indebida sobre otros derechos igualmente concedidos por la Consti- 
tución Nacional. 

Aun cuando la materia es sumamente discutida, resulta posible apreciar con 
claridad, como lo ha hecho la jurisprudencia de la Corte Suprema, la diferencia 
entre una restricción razonable a la actividad lícita de una empresa comercial 
4i industrial y una que no lo sea (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis Ma- 
lta TtolTi Hoggern) : p. 121. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Constitución Nacional. 40; División de los poderes, 4, ñ; Estado de sitio, 

4, !); tláhcas corpus, 4, 6; Patronato Nacional, 1, 2, 3, 4; Recurso extraordina- 
rio, 5, 200, 204, 242. 

PODER JUDICIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 13, 14, 18, 19, 40, fl], 62: División de los poderes, 
1, 2, 3, 4, 5; Estado de sitio, 9; Hábcas corpas, 4, 6; Jueces, 3, 4; Ley, 4; 
Medidas disciplinarias, tí; Recurso extraordinario. 3!), 2(1»; Superintendencia, 1. 



(I) v.-r Inmliivn : Kprurmi rxiraiirilinario, 8, 167. 10?, 

tí) Ver laml.iín: fíitmm» |utritariii* i|« nrri'nctnrnicntft* nn-itlr*. 1; Cdíinlilunín. Nacional, 
'— '■■ °- B;l ' GJ - fl "- 
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PODER LEGISLATIVO. 

\>r: Coii.-ititurU'«n Nacional, 1H, 51, 53. 5B. 78, 79. Sfl; División de los poderos, 
% 4; Expropiación, 2, 3; Jueces. 3; Ley, 4; Recurso extraordinario, 24.', 

POLICIA DE VIMOS ('). 

1. Xo aparece cumplido lo dispuesto en el art. T, última parte, del decreto 
25.716/51, si la oportunidad di' intervenir en tu ''eonlniverUVación'' por inter- 
medio (ir un técnico sólo lia sido brindada ni "comprador" de ln inen-adería 
objeto de la infracción, pero no al "interesado", si. como ocurrió t'ii id caso, ese 
"interesado" no puede ser otro i{iii' quien resultaría pasible de 1n multa impuesta. 
Fíente n la norma aplicable, especifica, no puede buscarse apoyo normativo 
subsidiario en disposiciones de la reglamentación general de impuestos internos, 
que contemplan supuestos diversos al planteado. Tampoco pueden darse por 
cumplidos los recaudo* del decreto citado si el "pcrilo despjnudo" no lo lité por 
la parte ejtie resultó condenada, la que m> tuvo a-i oportunidad tle ofrecer prueba 
de desearjro ni controlar la producida: p. 724. 

POLICIA FEDERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 45. 

POSESION. 

Ver: Prescripción, 2, 3. 

POSESION TREINTAÑAL 

Ver: Keeurso extraordinario, 117, 277. 

PREAVISO 

Ver: Recurso extra oraría rio, 26, 32, 50, 76, 170. 
PRECIOS MAXIMOS <=), 

1. El repinen jurídico propio de las infracciones n las leyes de apintaje en- 
cuentra runda mentó en lo que dispone el nrt. 2 de la ley 14.440. en ]a naturaleza, 
de las normas de cuya aplicación se trata y en ta jurisprudencia de la Corte sobre 
Ja materia ; p. 52. 

PRECLUSION. 

Ver: Recurso extraordinario, 1S6. 

PREJUZG AMIEN TO. 

Ver: Excusación, 1. 

PRENDA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 55. 



<1> Wr HHiMh ! rotiMilu-iAn KáftoDil, Jl. 
(Jl V.t taiiiln.il : ('•■nntilu. ii'ni SÜi ion «I, 4B. 





rilOCEDIULENTÚ 



PRESCRIPCION ('). 



Principios generales. 

1. Tratándose de la adquisición do derechos o de la extinción de obligaciones 
«viles, el código común ha creído de conveniencia pública que la prescripción 
pitwlu oponerse en cualquier estado del juicio: p. 524. 



2. Ia circunstancia de que los demandados no hayan observado el procedimiento 

de la ley 14.159 no obsta a la consideración de la defensa de, prescripción «pues- 
ta por ellos, por cuanto dicho procedimiento sólo rige con respecto a los "juicios 
de adquisición de inmuebles por ln posesión continuada de los misinos", pero 
no impide que tal posesión continuada pueda hacerse valer por vía de defensa 
opuesta al progreso de la demanda, basada en el urt. 4015 del Código Civil, en 
caso» como el debatido en ln especie, en que el Estado Nacional demanda la 
devolución del exceso de precio que habría abonado por la compra de una frac- 
ción en la que fué incluida — según el actor — tierra que le correspondía en 
propiedad. Tanto más si los elementos de juicio obrantes en la causa suplen el 
cumplimiento de las reglas enunciadas por el art, '24 de aquella ley: p. 703. 

3. Surgiendo de la prueba documental, testimonial y de presunciones ln exis- 
tencia de actos posesorios sobre la fracción cuestionada y no habiendo probado 
el actor que esa posesión haya sido interrumpida ni que se haya perdido porque 
alguien haya ocupado aquel terreno y gozado de él durante un año sin que las 
demandas hicieran acto alguno de posesión o turbasen ln del que turbó la suya, 
cabe concluir que la prescripción treintañal opuesto como excepción es proce- 
dente, en los términos del art. 4015 del Código Civil: p. 703. 

PRESIDENTE DE LA NACION. 

Ver: Constitución Nacional, 8, 19, 40, til ¡ División de los poderes, 3, 5; Estado 
de sitio, 3, ti, 7, 9; Jurisdicción y competencia, 37; liecurso de amparo, 5; Re- 
curso extraordinario, 39, 242; Tribunales administrativos. 1. 

PREVARICATO. 

Ver: Jueces, 2; Medida» disciplinarias, 5, 

PREVENCION, 

Ver: Medidas disciplinarias, 9. 

PRINCIPIO DE RESERVA. 

Ver: Medidas disciplinarias, 7; Recurso extraordinario. 35, 74, 76, 207, 208, 211, 
214, 216, 232, 233, 236, 307. 

PRISION PREVENTIVA, 

Ver: Estado de sitio, 5. 

PROCEDIMIENTO. 

Ver: Constitución Nacional, 60; Prescripción. 2; Recurso de amparo. 3; Recur- 
so extraordinario, 111, 112, 123, 203, 279. 337. 348. 





t n Ver lamt.iín: CwUttMliWll Xncion.l. (10: R«iir«. «trsor.ünnrio, 77. 17*, 823. S34. 
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PS0FE8IONE8 LIBKRALKS 



PROCEDIMIENTO ABMINI8TRATIVO. 

Wr: Constitución Nacional, 21, 29; ¡tecuco extraordinario, 7, II, 13 23, 228, 
274, 296, 297-, Tribunales administrativos, 3. 

PROCLAMA DEL 37 DE ABRIL DE 1956. 

Ver: Keetirso extraordinario, 160. 

PROCURADOR GENERAL DE LA NACION. 

1. En la queja deducida por denegación del recurso extraordinario, en mía 
arción de amparo, corresponde que el Procurador General dirtamine sobre la 
procedencia de la apelación, pues priva el interés institucional v no el econó- 
mico del Fisco: p, 440. 

PROFESIONES LIBERALES ('). 

1. La inscripción en la nintríciila f«olir¡tniln por el recurrente ante el Consejo 
Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Buenos Aire», es mate- 
ria regida por el decreto-ley 5103/45 (ley 12.921) que, dictado por el Gobierno 
de la N'ni-ión en ejercicio de facultades propios, posee inequívoco carácter fede- 
ral, ajo que a ello «hste la circunstancia de que su art. 29 reconozca a los gobier- 
nos provinciales atribuciones de reglamentación y aplicación: p. 275. 

2. Todo el régimen del decreto 5103/45 (ley 12.921) es específicamente federal 
y el Gobierno Nacional tiene facultad para determinar los requisitos conforme 
a los cuales habrán de ser ejercidas las profesiones liberales, entre ellos loa 
rclcicntes a la comprobación del conjunto de conocimientos indispensables para 
declarar a una persona en posesión de In respectiva capacidad profesional: 
p. 277. 

3. El texto del art. 4", ine. e), del decreto 5103/45 (ley 12.921) se limita al 
mero reconocimiento de los títulos especiales a que alude y no n exámenes o 
procedimientos posteriores de control y habilitación que contempla el art. 7*: 
p. LÍ77. 

4. Los Consejos Profesionales, en cuanto órganos de las funciones atribuidas 
por el decreto 6103/45 (ley 12.921), integran un régimen nacional uniforme y 
el reconocimiento de la aptitud o capacidad especial a que se refiere el art. 7* 
por uno de ellos tiene necesariamente valide» en todos los otros órdenes jurí- 
dicos parciales, sin perjuicio del cumplimiento de los recaudos formales exigidos 
para las distintas inscripciones: p. 277, 

5. Im inscripción obtenida de acuerdo con el art. 7' del decreto-ley 5103/45 
i ley 12.921 ) en cualquiera de los Consejos Profesionales lóenles debe tener vnlur, 
en cuanto tal, en luda la República : p. 277. 

6. Corresponde confirmar, por la vía del recurso extraordinario, la sentencia 
ile la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Coiiteneiosoadministra- 
tivo de bi Capital tpie ordenó la inscripción, en el Itegistro de No Graduados 
del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de isa ciudad, de quien la soli- 
citó hallándose inscripta en el de la Provincia de Buenos Aires, y que le fuera 
neendn por el organismo profesional con fundamento en que el decreto 5103/45 
(ley 12.921) ta autoriza solamente en la jurisdicción del Consejo donde se ha 
com proba du la actividad exigida por el art. 7. Se trata, en el caso, de In capaci- 
dad o aptitud alegada para el ejercicio de tareas profesionales que la ley nacional 
reconoce y tutela, y no di' las modalidades de su ejercicio en el orden local o 



CII Vrt (fttnbii'n: JuriMl ¡frión y iflmjH'!pni-¡». 1H; H ( <. ttrno extraordinario, 253, 123. 



PRUEBA Mr 

de los recaudos formales impacto* para la matricida o inscripción dentro de la 
jurisdicción territorial del Consejo apelante: p. 277. 

7. Lo que es considerado título o aptitud profesional suficiente, aunque excep- 
cioiial, en un ámbito territorial detennínado, no puede dejar de .serio en otros 
cuando tal reconocimiento o habilitación especial ha sido instituido por una ley 
nacional. Ademí Sf importaría una verdadera incongruencia que una aptitud pro- 
Icsional determinada, que hubiera «ido convalidada no sólo por |n 3 consejos 
presiónales, amo precisamente por los órganos judiciales superiores de la 
Nacón, pudiera luego ser desconocido por entidades de inferior jerarquía o 
por normas locales reglamentarias: p. 277, 

PROPIEDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 23t¡. 
PROTESTA. 

Ver: Pago, (f; Recurso extraordinario, 214, 215. 
PROVINCIAS ('). 

1. El art. 67, ínc. 11, y sus correlativos 100, 104 y atines de la Constitución 
Nacional, reconocen una profunda raí* histórica en defensa de las autonomías 
provinciales (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Luis María Roffi 
Hoggero y Don Pedro Aberastury) : p. 646. 

2. Toda explicación teórica que conduzca a sustraer de los jueces provinciales 
la aplicación del derecho común, no conseguiría sino transgredir los principios 
contenido* e» los arta. 67, ine. 11, 5\ 104 y 105 de la Constitución Nacional. 
Así debe considerarse la decisión que admite ta intervención de las Cámaras 
Pantana» de Arrendamiento* Rurales, en virtud de las disposiciones de las leyes 
13.246, 13.897 y 14.451, en un juicio en que se discuten cuestiones esencialmen- 
te contractuales y de derecho común entre arrendador y arrendatario (Voto de 
los Señores Ministros Doctores Don Luis Marín Roffi Roggero v Don Pedro 
Aberastury) : p. 646, 

PRUEBA <*). 
Ofrecimiento y producción. 

1. Habiéndose ordenado reiterar un oficio o pedido de la actora, segdn provi- 
dencia consentida por la contraparte, la negligencia acusada por esta última 
veinticinco días después debe ser recliuaada, aun cuando hubiere vencido el tér- 
mino de prueba, en ratón de que el tiempo transcurrido entre ambas peticiones 

es excesivo: p. 598. 

2. Es improcedente la negligencia respecto a la producción de la prueba peri- 
cial si, habiéndose solicitado en oport unidad de la audiencia del art. 142 de la 
ley 50 el nombramiento de un perito único de oficio, dicha prueba reviste carác- 
ter común y no resultn de autos que medie oposición o disconformidad : p. 720. 



nii f\l,.. 7 a ? m K*T ?"i'" ) . d • '«/roTiiici. de Heniloi*, 1¡ Ctmttltticídn Nacional, 3, 40. 40. 
Z • ?Í 5 3 : J, "< iri « pwínrwl. l; LmitluiAn común, 1, ProfnionM HbtralM, 1: Ínm¿ 
Tribuí pVUlnVuíiT 1 rX,ra0r ' ,Ín » rio - >*■ afl . «• »»• »0. 207. 212^84. ? 5 7. 252* 

28. 29, SO. 33. 41, 37, 33, SS, 70; K.Urtc á v i lio. 8; fCxpvopiitjén 11 13 14 15. H*sJ»¿ 
rorpa», 4, 6; .1uh«. 5; Jttriidicc Ion 7 competencia, 31 65 krtltífidé» 1 ■ Nttlidtá ÍL^S 1 

,09 ' 110 - 12*. W5. 13S, 13T. 13», 14". 1S« 183 1641 170 17S 11A 

177. ma. zoo. asi, 303. 2a «. 231 . 34I( 2T! . SH0 . 2e ¿ a w ; ige.-aiTTlXJffi ¿StaVi í í: 



84 S 



RECIPROCIDAD JUBILATORIA 



Apreciación. 

3. La eficacia de las pruebas debe ser apreciada en la sentencio, sin que qu^pa 
ante» abrir juicio sobre su valor para la solución del pleito: p. 722. 

Teatifot. 

4. Corresponde hacer lugar a ta acusación de negligencia cnrmdo, habiendo 
vencido con exceso el término de prueba, no existe constare! n .uguna en- el cua- 
derno respectivo de haberse librado el oficio ordenado oportunamente por la 
Corte paro diligenciar la prueba testimonial ofrecida en jurisdicción provin- 
cial : p. 598. 

5. Lm circunstancia alegada de haberse acompañado loa interrogatorios, a efecto 
ile que los testigos ofrecidos declaren en jurisdicción provincial, no escusa la 
falta de presentación del sellado para la confección del oficio respectivo, pues 
es obligación de parte impulsar el procedimiento: p. 598. 

PUERTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 28; Recurro de amparo, 17. 

Q 

QUERELLA 

Ver: Jurisdicción y competencia, 64; Recurso extraordinario, 197, 321. 

querellante. 

Ver: Recurso extraordinario, 206, 273. 
QUIEBRA. 

Ver: Recurso extraordinario, 173. 

R 

RATIFICACION 

Ver: Decreto-ley, 1. 

REBELDIA. 

Ver: Constitución Nacional, M, 35; Recurso extraordinario, 125. 
REBELION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 19, 62. 
RECIPROCIDAD JUBILATORIA <>>. 

1. Sí bien "a lo» efectos de la determinación del sueldo promedio" el art. 2* 
del decreto-ley 9316/46 autoriza, en caso tle servicios simultáneos, la acumula- 
ción de remuneraciones mas no de "los tiempos de servicio", esto supone qne 
todos estos servicios son «imputables, según la Caja o Sección respectiva, pues- 
to que ello es condición de la percepción de los aportes y de la obligación de 
transferirlos a la Caja otorgante del beneficio. 



(i) Vtr tamMfa: lUcnru «itraariuurta. M. 
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En consecuencia, U sentencia apelada no ha desconocido directa ni indirecta- 
mente los derechos que asegura el decreto 9316/46 por negar computabilidad, 
en virtud de mane* de hecho y de interpretación de la ley local, a los servicios 
que como comisionista prestó el recurrente a la ex Caja de Beneficencia y Sani- 
dad de Santa Fe, y tampoco, en cuanto no computó lns remuneraciones para 
detcr ninar el promedio juhilatorio, porque faltó el presupuesto legal para que 
tsa computación fuera posible en los términos del mencionado decreto-lev: n. 
624. " 1 

RECLAMACION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Constitución Nocional, 37; Demandas contra la Nación, 2; Kecurso extra- 
ordinario, 287. 

RECURSO DE ACLARATORIA V). 

1. La procedencia de la aplicación del art. 26 del arancel, en el supuesto de 
haberse practicado una regulación de honorarios por una excepción de incom- 
petencia de jurisdicción, no es cuestionable por vía de aclaratoria. Ello es asf 
con tanta más ratón si la aplicación de la nurmo aludida se ajusta a los prece- 
dentes de la Corte: p. 536. 

RECURSO DE AMPARO <*). 

1. Como principio, la existencia de vfa legal para ¡a tutela de! derecho deba- 
tido, aún cuando se le asigne fundamento constitucional, excluye el procedimien- 
to excepcional de la demanda de amparo. 

En consecuencia, ésta no procede si el recurrente pretende se deje sin efecto la 
resolución de la Cooperativa de Tamberos de llar del Plata, en cuya virtud la 
entidad dispuso no recibir, desde una fecha determinada, la producción de leche 
del tambo del actor; ya que este tuvo la posibilidad de cuestionar la medida de 
que se agravia ante la Asamblea de la cooperativa, sin perjuicio de las acciones 
civiles que puede ejercer: p. 11. 

2. Corresponde rechazar la demanda de amparo que no se funda en la lesión 
de derechos públicos subjetivas (Voto de los Señores Ministros Doctores Don 
Aristóbuto D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte) : p. 11. 

3. Como principio, la existencia de vía legal para la tutela del derecho debati- 
do, aun cuando se le asigne fundamento constitucional, excluye el procedimiento 
excepcional constituido por la demanda de amparo. 

En consecuencia, ésta es improcedente en el raso en que la firma apelante había 
interpuesto recurso de reconsideración ant» la Juntn Nacional de Oranos, con- 
tra una de las resoluciones cuestionadas, obteniendo — con posterioridad a la 
fecha en que dedujo la demanda de amparo — una decisión favorable; y, aunque 
en la misma feclta el citado organismo dictó otra, cuyos términos desvirtuaban 
los efectos de la anterior, el peticionante estuvo en condiciones de utilizar con- 
tra ella los recursos previstos por el art. 11 del decreto-ley 19.697/56: p. 40. 

4. Las cuestiones referentes al cumplimiento de obligaciones contractuales, como 
lo es la de permitir el uso del ascensor a los inquilinos, son insnsceptibles del 
remedio excepcional del amparo. Tanto lo declarado sobre incompetencia de la 
justicia civtl, en los considerandos del fallo de segunda instancia, como lo alega- 
do respecto a lns deficiencias de fundamentación del mismo y lo atinente a la 



(1) Tur también : Rwut» «rtraordlmrio, 327. 

(2) Ver Inmuta: btado de íUíp. 1: JUbw» rorpup, 5: PwuraHnr (i™*r»l de ta fUílón, 
II IlrrurK, tttraordlflHio. 39, 131. 15T. 204, 394: Rn-or» ordinario d« apelación, 3. 
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omisión tlr medidas tlf prueba estimadas pertinentes P or ' os apelantes, no varían 
la solución del caso: p. 5!*. 

5. Mediante el decreto ÍHMj/59 y disposiciones posteriores, en cuya virtud fué 
intervenida lu Cntón Obrera de ta Construcción, Seccional de la Capital Fede- 
ral, el Poder Ejecutivo decidió utilizar las potestades excepcionales del estado 
de sitio declarado por la» leyes 14.774 y 14.785. En consecuencia, corresponde 
confirmar la sentencia dcriegntoria del «tupa™ basado en la invalidez de ese 
dec reto, del 4925/58, y resol liciones dictadas en consecuencia de ellos; y recu- 
rrida coir fundamento eti que tales disposiciones contrarían los arts. 14, 18, 29, 
,'íl, 07 y 95 de la Constitución Nacional y 'W de lu ley 14.455; p. 77. 

6. Kl rechazo de la vía de amparo para el restablecimiento de servicios centra- 
les en casas tic departamentos, puede hallarse vinculado al carácter específico de 
tales demandas y no es susceptible de ser generalizado : p. 114. 

7. La demanda de uníparo, a fulla de preceptos legales que la contemplen, debe 
considerarse retada por las disposiciones atinentes al babeas corpus, las que le 
-mi aplicables, subsidiariamente, en cuanto mi seun inconipfltibles con su natn- 
nilrza esencial. 

Por consiguiente, habiéndose [iromovido la acción ¡le amparo contra un neto 
administrativo emanado de Autoridad provincial — Policía de la Provincia de 
Unenos Aires — si- ajusta a derecho la sentencia <|Uc decide Iti incompetencia 
de la justicia federal: p. 195. 

8. Según se desprende del decreto 16.200/50, aclaratorio de la naturaleza atri- 
hiiíhie a la intervención de la " Asociación Ka tienda (Sociedad de Empleados de 
Raneo)" dispuesta por el decreto 4311/59, este acto fué praetieado por el Poder 
Ejecutiva en ejercicio de las excepcionales atribuciones que derivan del estado 
de sitio declarado por las leyes 14.774 y 14.785. 

En consecuencia, corresponde revocar la sentencia que hizo lugar a la demanda 
de amparo interpuestn contra In intervención, ya que el derecho a la organiza- 
ción sindical libre y democrática {art. 14 i|e la Constitución Nacional) se halla 
clara y evidentemente relacionado con el estado de conmoción interior a qué ge 
refieren las leyes precitadas: p. 417. 

9. I*a acción de amparo no sustituye las vías legales para la decisión de Ja* 
controversias jurídicas. Pe ello se sigue que el agotamiento de las instancias 
prevista* por la ley no habilita la reiteración del debate por medio de los proce- 
dimientos de impuro: p, 462. 

10. El rerur-o de an paro sólo tiene por objeto la preservación de la vigencia 
de los derechos humanos tutelados por la Constitueión Nacional, ámbito que 
exceden notoriamente las articulaciones atinentes al régimen legal de los derechos 
debatido» entre particulares, en materia de locaciones urbanas, aunque se alegue 
que la sentencia firme qiie dispone el desalojo agravia el derecho de trabajar: 
p. 462, 

11. Admitido el amparo que dedujeron los dirigentes de una asociación profe- 
sional con motivo ríe la asunción del cargo por parte del Delegado Electoral 
designado ¡wr el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, «por entender el 
tribunal que la autorización del empleo de fuerzas poli rióles que contiene el 
decreto 5822/58, invocado por el interventor, es violatoria de los arts. 86, ine, 
2\ 1" y 18 de la Constitución Nacional, corresponde r-voear la sentencia si de 
los autos resulta: V i que el Delegado Electoral designado no concretó ln medi- 
da di.- puesta; 2*( que, el nombrado en sa reemplazo, no asumió el cargo; 3') 
que. con posterioridad, no se designó a otro. En tales condiciones, cualquiera 
sen el acierto o error del fallo de la alzada, la amenaza que motivó la admisión 
ríe la demanda habría cesado con anterioridad al pronunciamiento de ln Corte: 
p. 466. 

12. Si la restricción ilegal que se invoca no es aetnal, esto es, contemporánea con 
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la decisión judicial del «SO, de modo tal que no existe en el momento de dictarse 
H pronum-numento -incluso «nn.rv baya resudo después de las sentencias de 
primera y segunda instancias- eorrcspontte desestimar el hábeas eorpus o el 
¡impar» interpuesto: p. 4ti(i. ^ ™ 

13. Es improcedente el remedio excepcional constituido por la demanda de am- 
paro -i, dada la índole de la, peticiones formuladas por los actores, resulta eví- 
tale huc ellos han podido utilizar vías lépales ordinarias a fin d,- Atener, sj 
correspondiere, la tutela de los derechos (pie invocan: p 47H 

14. El amparo no es la vía p fl ra la decisión de conflictos de derecho ennrido 
existen los pertinentes procedmiientos leales a f¡„ de solucionarlos, ni autoriza 
a subvenir las instam-uis y a prescindir de k» recursos que la lev prevé a los 
electos de la expedita marcha de los juicios: p. 514, 

15. El principio según el cual el hábeas corpns no autoriza o sustituir a los 
jueces de la causa en las decisiones que les incumben es también aplicable a la» 
demandas de amparo ; p. 521. 1 

16. Es improcedente el recurso de amparo deducido eontrn la orden de clausura 

n un interdicto de obra nueva sustanciado contra el propietario del local, alqui- 
lado a recurrente pues la resolución ha sido dictada por juez competente en 
ejercicio de facultades propms y, además, no se encuentra firme. Habida , ,,u t a 
de la no maleza del acto impugnado, así como de ta consciente existencia de 
wns legales nrdi nanas aptas para obtener la tutela judicial del derecho invoca- 
do -de trabajar y ejercer el comercio- el remedio excepcional de amparo no 
ha podido intentarse: p. 521. H 

17. 1.a existencia de vía legal pertinente para tutelar los derechos debatidos, 
un cuando se les asigne fundamento constitucional, es excluventc, en principio, 

del procedí m.ento excepcional de la demanda de amparo 

?*2£Sí^ improcedente la intentada por una asociación profesional 
le trabajadores pora obtener que los centros patronales correspondientes sean 
2S2S * m? et f ctlv ° el ^"'^ 1« «videra en vigor con respecto a la 

í. !L ? a í'^^t^" 1 n U ttctiviáa(l Portuaria, como consecuencia de 
la sanción de !n ley 14.469; p. 527. 

18. La existencia de otra vía legal prevista para la tutela del derecho que se 
tlice vulnerado excluye el remedio excepcional del amparo. 

En consecuencia , no procede e( deducido con invocación de los nrts. 14 v 18 de 
la Constitución Nacional, por el ex Procurador de lo Fiscalía de Estado' de una 
Frovincm, contra el decreto mediante el cual se le dejó cesante en el carpo, 
si la demanda de amparo fué desestimada por la Corte de Justicia provincial 
con fundamento en que los actos administrativos a que se refieren las nctua- 
tiv"^ 701 °° nl tWUrs0 qw ** iJit ' Rta ' " ino al ^ntenciosoanministra- 

19. La circunstancia de haberse deducido acción de amparo no autoriza a susti- 
tuir ios jueces a quienes incumbe el conocimiento a que, en et caso, hubiere Ju- 
irnr: p. il». 

20. No procede ¡a acción de amparo cuando existe vía procesal apta para la 
tutela del derecho que se afirma violado: p. 718. 1 

RECURSO DE APELACION. 

y- r ; o Cámara8 " Hfionale * <*• apelaciones, 4; Constitución Nacional, 25, J C 41 
nanas, 3, 5, 8, 11; Notificación, 2; Recurso de amparo, 16; Recurso de nulidad, 
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RECURSO DE INAPUCABILIDAD DE LEY 

Ver: Constitución Nacional, 43, 73; Instituto Nacional de Previsión Social, l; 
Jurisdicción v competencia, 13; Itwur^v extraordinario, 41, 44, 100, 102, 105, 
1ÍHÍ, 231, 319, 333, 342. 

RECURSO DE NULIDAD ('). 

1. Ln« sentencias de In Curte Suprema son insusceptihlc* del recurso de nulidad. 
Tampoco es. en principio admisible contra ellas moiáente de nulidad: p. 285. 

2. El recurso de nulidad es i ni procedente si el actor lo interpuso conjuntamente 
cotí el de apclnrión para ante la Corte y consintió H auto que solamente concedió 
el Segundo : p. 47.1 

3. La producción de dictamen por el Tribunal de Tasaciones, dispuesta jwr la 
Corte eotno medida para mejor proveer, priva de todo interés jurídico actual n la 
nulidad procesal articulada por el apelante con fundamento en In ausencia de tal 
informe técnico en un juicio de expropiación de "arenisca": p. 475. 

RECURSO DE QUEJA C). 

1. La agregación de los recaudos usuales no salva ta omisión del fundamento de 
la queja, en los términos del art. 15 de la ley 48: p. 168. 

2. F-| término legal para la interposición de la queja, a raíz de la denegación de 
la apelación extraordinaria decidida por el presidente del tribunal de la causa, 
corre a partir de la resolución de este último respecto del recurso de reposición 
deducido en consecuencia : p. 242. 

3. Corresponde abrir el recurso extraordinario sí, encontrándose cuestionados 
derechos adquiridos con arreglo a un régimen que se afirma, con color de funda- 
mento, estar regido por normas de orden federal, lit oportunidad atinente a la 
consideración de la procedencia formal de la queja no es adecuada para la decisión 
de los ngravios en que la apelación se fnnda: p. 242. 

4. Procede la resolución conjunta respecto de la apertura de la queja y «obre el 
fondo del asunto cuando éste ha sido suficientemente debatido y no requiere más 
sustanciación. Dicho procedimiento es también pertinente en caso de arbitrarie- 
dad : p. 285. 

5. Ln circunstancia de no boberse constituido domicilio en la queja no puede ser 
rozón para impedir el trámite lapj de la causa, ni pnra excusar la responsabilidad 
de los impuestos que se adeuden: p. 720. 

RECURSO DE RECONSIDERACION ( ). 

1. El nrt. 23, i» fine, del Retrlnmento para la Justicia Nacional sólo autoriza un 
recurso de reconsideración contra las decisiones de lns Cámaras -[lie apliquen 
sanciones disciplinarias en instancia única: p. 172. 

RECURSO DE REPOSICION (*)■ 

% El recurso de reposición contra la resolución que declara operada en la queja 
In perene ión de la instancia, deducido fuera del término del art. 5' de la ley 
14.191. delic ser rechazado por ser extemporáneo: p. 413, 



(i) 



\ t tamí>í>m MmliiUi diicinlintrii*. 5; Rfcur» axtraordinftrio, ITS. . , „ 

ySE uSEí"; Lr? de WmT} *¡ l'reeurrfw @<u«al J« i* s«i*n. i: 

Rwruutl "^.^ tim|jjfn . üfcHi^i dltdp1hl«riM, H; Prrionori*. Ij Itecuria lie amptru. 3; Itwur.w 
«triordinaHo, 339. 

(4. Wr (amtiifn: Rm-urw de qtLej*. 2. 
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RECURSO DE FEVIBION ('). 

1. El recurso de revisión, deducido contra la sentencia de un tribunal militar es 
ajene . a la competencia «le la Corte Suprema, es los términos que la organiza el 
art. 24 del decreto-ley 1285/58: p. 464. 4 B ,u * a m 

2, El recurso de rovi-siwii debe deducirse ante la 
nitivu en el proceso, y na ante la Corte: p. 699, 

RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Ver: Hecurso de amparo, 18. 

RECURSO JERARQUICO. 

Ver: Hecurso extraordinario, 26. 

RECURSO EXTRAORDINARIO (-). 

TXTJICB Sl'HAKIO 



Accidente» aéreos: 135, 249. 
Acción de repetición: 234, 239, 269. 
Acordadas: 333. 
Actos de servicio; 249. 
Acusación: 3$1 

Adecuación del pronunciamiento a la sen- 
tencia de la Corte Suprema: 349, 350, 

Aduana: 13. 131, 199. 
Aeronavegación: 135. 
Agio: 203. 

Agravios hipotéticos: 335. 
Agregación de documentos: 120. 
Alcance de la sentencia anterior: 126. 
Alega',,; 281. 
Allanamiento: ¿14. 

Amnistía i 40, 60, 206, 208, 213, 330. 

Aparcería: 171. 

Apertura a prueba: 271. 

Aportes: 259." 

Aportes patronales: 74. 

Apucstai de carreras: 335. 

Arancel: 94, 98, 179, 184, 101, 195, 240. 

Arrendamientos rurales: 16, 18, 39, 54, 80, 

119, 171, 172, 192, 201, 203, 243, 3i\ 

320. 

Asociaciones profesionales: 3, 57, 58, 78, 

204, 236. 
Auto de no innovar: 262, 266. 
Autonomía de los poderes: 242. 
Auiilio de la fuería pública: 293. 

Banco: 70. 

Banco Central: 28, 130. 
Brinco de la Nación, 2U5. 
Banco Hipotecario Xarional: 341, 
Beneficio de pobreta : 2H4, 
Bienestar común: 260. 

Caducidad: 124, 288. 



Caja de Previsión Social para médicos y 
afines de Córdoba: 250. 

Calificación de los hechos invocados: 189. 

(.Anuirá de Alquileres: 23. 

Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo: 44, 166, 319. 

Cámara Nacional da Apelaciones en lo 
Civil: 883. 

Cámaras nacionales de apelaciones: 8, 
100, 101, 102, lOfi, 210, 248. 

Cámaras paritarias de arrendamientos ru- 
rales: 18, 29, 36, 19, U9, 192, 201, 
205, 302, 303, 320. 

Carta de pobreza : 284. 

Caución jurntoria: 189. 

Causales de desalojo; influencia en la re- 
gulación de honorarios: 221. 

Cesantía: 89, 248. 

Cinematógrafo: 296, 297. 

Cita de leyes : 145. 

Ciudadanía y naturaliiación: 143. 

Colon i t ación : 205. 

Comisión: 93. 

Comisiones: 276. 

Composición de los tribunales ordinario!; 

Compraventa: 174, 266, 276. 
Cómputo de servicios: 93. 
Concesión: 73. 
Condominio: 157. 

Confederación General del Trabajo: 188. 

Conflictos de trabajo: 274. 

Congreso Nacional: 0, 204. 

Consejo Nacional de Bclncíones Profü- 
«¡anales: 275. 

Consejo Profesional de Ciencias Econó- 
micas: 251, 252, 253, 31'3, 

Consentimiento: 23, 29, ¿31, 241. 266. 
269. ' 
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. Recurso extraordinario. 338. 
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KECUK8U KXTRAORDINARIO 



Consignación: 173. 

Constitución «I? In Provincia de Jujuy 

tle 1949: 169. 
CcwwtUttfa Naciounl: 39, M>, 90, 213, 

2K6, 310, 

Constitución Nacional de 1949: 109. 
Constituciones provinciales; 87, 90, 212. 
Contratación ti In demanda: 2(1. 125, 27». 
317, 

Contrato; ls, 63. 64, «5, 69, 801. 
Cumrnto de trabajo: 22, 26, 32, 50, 53, 

55, «1, fió, 66, 67, 71, 7.1. 74, 78, 135, 

170, 209, 81$, 226, 227, 244. 
Convenciones colectivas de trabajo: 3, 14, 

52, 56, 37, 58, 39, 65, 66, 71, 209, 218. 
Convocatoria de acreedores: ]7J. 
Corredores libres: 22, 69, 
Corrrtnjc: 22, 69, .104, 
Corte Suprimía: .15, 47, 48, MI. 
Cosa jmguda: 33, 47, 48, 83. 202, 234, 

254. 263, 320, 346. 
Costa.: 45, 46, 97, 99, 258, 349, 350, 331. 
Cuestión abstracta : 25. 
Cuestión federal: 51, 331. 

Debido proceso: 201. 
Declaración indagatoria : 113. 
Decretos provinciales: 1», 207. 
Defecto legal: 27. 

Defensa en juicio: 7, 11, 14, 16, 17, 24, 
35, 37. 38, 39, 76, 121, 168, 173, 201, 
202, 204, 205, 206, 208, 210, 213, 216, 
217, 229, 231, 234, 343, 245, 246, 285, 
272, 276, 285, 29 i. 312, 320, 343, 345, 

Delito* político»: 60, 208, 330. 
Demandas contra la Nación: 287. 
Denuncia: 124. 

Departamento Técnico y Político Adua- 
nero; 199. 

Dependencia: 22. 

Depóitito: 235, 243, 265. 

Derecho de propiednd: 7, 25, 32, 33, 35, 
37, Tí, 74, 76, 197, 209, 214, 210, 217, 
225, 234, 237, 234, 265, 296, 297, 320. 

Derecho preferente do renta: 341. 

Derechos y gnrnntlas: 12, 110, 139, 153, 
21 ti, 270, 33 1, 

Desalojo: 2», 21. 33, 39, «3, 72, 83, 85, 
92, 115, 119, 121, 124, 132, 194, 198, 
2M1, 221, 23S, ;i2d. 

Deserción del recurso: 217. 

De*ist intento: 237. 

Despido: 26. 32, 50, 73, 76, 78, 188, 227. 
Despejo: íni. 

Detención de personas: 31, 200. 
Devolución del iriniucíde usurpndo: 1"3. 
Diarios; 245. 

Dirección Ocncriil de Aduanas; 7. 

Dirección (¡enernl de Reutas de la Pro- 
vincia ile Buenos Aires: 165, 269. 

Dirección General Impositiva: 214, 235, 
265. 

Dirección Nacional de Trabajo y Acción 
Soeia! Directa; 58. 



Dirección Provincial de Hipódromos 

Rueños Aires: 235. 
División de los poderes: 242. 
Doble instancia: 103, 217. 
Docente* privados: 76. 
Doctrina: 50, 51, 145. 
Dolo específico: "21. 
Domicilio: 246. 
Dominio: 81, 

Duda en la interpretación de In ley pro- 
vi ncinl: 222. 



71, 226. 
18, 153, 189, 266, 



Kfecto lltierntorio del pago: 
Efectos de la s* tienda: 82. 
Ejecución de sentencia: 

295, 302. 303, 340. 
Electricidad: 73. 
Embargo: 235, 265. 
Emergencia : 220. 
Empleados báñennos: 79. 
Empleados judiciales: 8, 243. 
Empleados provinciales: 89. 
Empleados publico*: 42, 43, 88, 89. 
Empresa Nacional de Energía: 73. 
Encargado de cosa de renta: 32. 
Error: 146, 156, 258, 326. 
Escrituración : 26fi. 
Espíritu de la lev: 155. 
Estabilidad de los empleados públicos: 

88. 

KntAdo: 38. 

Estado de sitio: 9, 200, 204. 

Estatuto del Personal Civil de la Nación: 

42, 43. 
Exacciones ilegales: 208. 
Excepción de defecto legal: 128, 216. 
Excepción de falta de acción: 247. 
Excepción de litis pendencia: 26. 
Excepciones: 27, 48, 163, 174, 270, 276, 

282, 286, 347. 
Excepciones de defecto: 128. 
Exceso ritual: 167, 348. 
Excusación: 114. 
Exención de multa: 193. 
Exención impositiva: 19, 207. 
Expediente extraviado: 107. 
Expresión de agravios: 63, 122, 163, 313, 

315. 

Expropiación; 43, 133, 169, 225, 237, 241. 
Expropiación de empresas concesionarios 
de servicios públicos; 169. 

Facultades extraordinarias: 204. 

Facultades privativas: 9, 200. 204. 

Falto de acción: 165, 270, 276, 282, 347. 

Falta de personería: 270, 286. 

Fallas y contravenciones : 1, 2, 17, 108. 

Fallecimiento del empleado: 244, 

Fallo plena río: 176. 

Fnmilin: 140, 141, 142, 316. 

Ferroviario»: 31, 

Fiscnl de Cñmnra: 331, 

Forma de los actos jurídicos: 65, 

Fraude: 174. 

Gobernadores du Provincia: 89. 
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.lusti 

Jllüli 



Gratificaciones: 67. 
Gravamen: 194, 271, 272. 
Gravedad institucional; 160, 

HúIk'um corpas: :tl. 
Hecho nuevo: 1 lif, 122. 

Homologación de transacciones: 63, 64, 
Honorarios r llj, 95, 96, 98, 130, 151. 15S. 

1M. MU, 196, 2H¡, 221, 240. 

Honorarios de abogados v procuradores: 

.16, Í14. 171, 175, 179. 1S4, 1*3. 
Huelga: 236, 274. 
Huelga haucarin; 17». 
Hurto: 73. 

Identificación de. mercaderías do fubrica- 

oióil nacional: 1£>3. 
Igualdad: 19, 25, 32, 39*76, 92, 121, 205. 

212, 213, 216, 217, 222, 223, 224, 234, 

236, 238, 265, 307, 317, 320, 331, 343. 
Impuesto: 19, 35, 00, 207, 212, 214, 215, 

239, 269. 

Impuesto a la transmisión gratuita: 91, 

Impuesto ile justicia; [)!), 
Impuestos provinciales: 34, 35, 91, 169. 
Incidentes: 27S. 

Indemnización: 32, 45, 135, 244, 249. 
Tndemmsacióu doble: 226. 
Indemnización por clienteln: 304. 
Indemnización por fallecimiento: 55, 74. 
Inhibitoria: 127. 
Injuria: 210. 

Inquilinos carentes de dinero para adqui- 
rir terrena: 92, 

Inscripción de dominio: 81. 

Inscripción de nacimiento: 182. 

Instituto Argentino de Promoción del 
Intercambio: 276. 

Instituto Nacional de Previsión Social; 
41, 44, 166, 223, 231, 319, 342. 

Interdicción de bienes: 1B3, 184, 186. 

Interdictos posesorios: 20. 

Interes público: 160. 161. 

Intereses: 35, 46, 350, 351. 

Interpretación de la ley: 147, 159, lili, 
330. 

Intervención a las asociaciones profesio- 
nales: 204. 
"lurin curia novit": 168. 

Jornada legal de trabajo: 66, 218. 
Jubilación del personal de ta industria: 

Jubilación y pensión: 74, 93, 131, 231, 

244, 342. 
Jueces naturnles; 86. 
Jueces provinciales: 86, 87. 
Juicio criminal: 206. 
Jnieío de apremio: 160, 161. 
Jnieio ejecutivo: 37, 256, 237, 259, 261. 
Juicio ordinario: 156. 
Juicio sucesorio: 91, 179. 
Jurisdicción v competencia: 44, 4$, 119 

135, 231, 243, 249, 251, 252, 275, 302, 

311, 346, Nación: 276. 



Jurisprudencia: 50, 31, 145, 184, 

220. 

Jurisprudencia cont 

IOS, 1O0, 219, 224, ¡ 
Jurisprudencia de ta Corte JSupremi 

102, 162, 213. 
Jurisprudencia do los tribunales parita- 
rios: 2*il. 

Jusluin del trabajo: 48, 133, 240, 243, 




18d. 
101, 



ia federal: 97. 249, 251, 252. 
in provincial: 243, 231, 232. 



Lniixii miento: 113, 
Lando: 14, 26. 
Legislación común: SI, 286 
Ley: 214. 

Ley Orgánica de los Tribunales de Cór- 
doba: Ht, 318. 
Ley Orgánica de los Tribunales de Men- 
doza; SI, 318. 
Leyes aduaneras : 13. 

Leyes comunes; 35, 37, 58, 60, 62, 203, 

205, 227, 232, 233, 234. 
Leyes derogadas; aplicación: 194. 
Leyes federales: 251, 252, 253. 
Leyes jubi laterías municipales: 93. 
Leyes jubilatorins provinciales: 93. 
Leves lu boratos: 52. 
Leyes locales nacionales: 203. 
Leyes penales: 34, 263. 
Leyes procesales: 81, 125, 286, 308, 317, 
313* 

Leyes provinciales: 35, 61, 88, 89, 90, 93, 
125, 212, 222, 239, 261, 262, 286, 308, 
317, 318. 
Libros de comercio: 259. 
Lineas aéreas del Estado: 135. 
Litiscontcstación: 165, 188, 301. 
locación de cosas: 20, 21, 33, 62, 63, 64, 
72, 82, 83, 84, 85, 92, 115, 121, 124, 
132, 386, 191, 194, 198, 201, 220, 221, 
238, 322. 

Marcas de fábrica: 247, 321, 
Medida do no iunovar: 28, 138, 162. 
Medidas disciplinarias: 12, 161, 248. 
Medidas para mejor proveer: 163, 231. 
Medidas precautorias: 37, 264, 268. 
Memorial: 337, 343, 345. 
Menor de edad: ''S, 286. 
Mensura: 283, 
Militares: 335, 249. 
Ministerio de Trabajo y Previsión: 58. 
Monto del juicio: 95, 183, 240, 
Movilización de ferroviarios: 31. 
Multas: í, 2, 34, 35, 49, 134, 193, 272, 

Multas civiíes: 168. 

Multas establecidas en leyes laborales: 
110. 

Multas penales: 16». 

Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires: 2:t7. 
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XeR]¡(fcnriar 22S, 
Nombre: 182, 21Í, 
Norma* de despacho: 109. 
Notificación: 38, HA, 245, 24(1, .J¿7. 
Nulidad: 26, 65. 

Nulidad de arto* procesales: 174. 
Nulidad ítff scniftiriu: 103, 246, .112. 
Nulidad procesal: 109, 112, 12U, 167, 20Í, 

245, 27H. 
Números vivos: 296, 29". 

Obra social de sindicato: 57, 58, .10. 
Ocupación provisoria del local usurpado: 
264. 

OmiiiiiVii de pronunciamiento: 164, loo, 
347. 

Ordi'i] ili' ruptura: 

Orden público: 66, 70, 84, 218. 

Ordenanzas muñir i pules : 90, 212. 



Pago: 2, 71, IBM, 215, 
Fago previo de la multo: 272. 
Pago provisorio del impuesto sucesorio: 
91. 

Partí"»; 20, 38, 115, 117, 273, 277, .123. 
Pasivo .1.- In sucesión: 179. 
Patent« de invención: 197. 
Patrocinio letrado improcedente: 175. 
Pavimento: 19. 
Pena: 75. 

PereneiAn de instancia: 124, 12t». 131,242, 

Pericia: 241, 283. 

Pericia médica: 139, 

Periodista*: 25, 

Personería: 10", 197. 

Personería gremial: 3. 

Plnio: 172. 

Poder Ejecutivo: 200, 204, 242. 
Poder Judicial: 39, 200. 
Poder Legislativo : 242. 
Posesión treintañal: 117, 277. 
Premiso: 26, 32, 50, 76, 170. 
Prcclusión: 186. 

Preseripeión: 77, 123, 174, 234. 
Presidente de la Nación : 39. 242. 
Primaria tic la verdad jurídica objetiva: 
348, 

Pr icipio de reserva: 35, 74, 7fl, 207, 208, 
211, 214, 216, 232, 233, 236. 307. 

Procedimiento: 111, 123, 203, 270, 337. 

Procedimiento administrativo: 7, 11, 13, 
23. 228, 274 , 296, 297, 

Procedimiento latiera): 112. 

Proclama del 27 de Abril de 1956; 1159, 

Profesiones liberales: 253, 323. 

Propiedad: 236. 

frótenla: 214, 215. 

Provincia»: 19, 39, 87, SS, 89, 90, 207, 212, 
234, 23», 251, 252, 

Prueba: í, lfi. 17. 30, 60, 108, 110, 111, 
120. 125, 136, 137, 139, 147, 150. 163, 
l«6, 170, 173. 174, 177, 188, 200, 201, 
206, 228, 231, 241. 281, 285, 289, 290, 
317. 

Querella: 173, 197, 321. 



querellante: 206, 273. 
Quiebra: 173. 

Rebeldía: 125. 

Reciprocidad jubilatorin : 03. 

Reclamación administrativa: 2$7. 

Reconstrucción de expediente: 107, 

Recurso de aclaratoria: 327. 

Recurso de uníparo: 28, 157. 204, 2Ü4. 

Recurso de apelación: 38, 131, Iflfi, 175, 
178, 225. 294, 296. 297. 346. 

Recurso de innpltcnbilidnd de lev: 41, 44, 
10, 102, 105, 106, 231, 319, 333, 347. 

Recurso de nulidad: 178. 

Recurso de reconsideración : 239. 

Recurso de revisión; 338. 

Recurso deducido subsidiariamente: 329. 

Recurso deducido* tclcgrfif ieanieiite : 328, 

Recurso jerárquico: 26. 

Recurso ordinario de apelación: 13. 

Recusación: 24, 118, 187, 337. 

"Reformatio in peius": 331. 

Registro Civil de In Ciudad de Buenos Ai- 
res: 68, 182. 

Registro de la Propiedad: 81. 

Registro de Xo Graduados del Consejo Pro- 
fesional de Ciencias Económicas; 253, 
3 £3 

Regl.imentación: 16, 57, 61, 88, 214, 333. 
Regla ni cuto de Procedimientos Contra- 

vencionales: 108. 
Reglamento para la Justicia Nacional: 210. 
Regulación: 240. 

Relación laboral de derecho publico; 135. 
Remisión a las constancias de autos; 336. 
Remisión a los fundamentos de primera 

instancin: 160, 180. 
Renuncia: 18, 35, 114, 214. 
Renuncia de jueces: 87. 
Renuncia implícita: 168. 
Repetición: 214, 215. 
Repetición de impuestos; 91. 
Reposición de sellado: 49, 134, 217. 
Representación: 21, 245, 247, 276. 
Representación del Fisco: 38. 
Rescisión de contrato: 
Reserva del derecho: 2. 
Resolución administrativa: 3, 4, 5, 23, 26, 

58, 72, 131, 242, 29,*, 297, 
Revolucione* administrativas detraídas al 

con oe i m i cuto judicial: 3, 4, 5, 6. 
Resoluciones ministeriales: 25, 58. 
Relroaetiíiclnd: 25. 34, 62, 69, 70, TI. 72, 

84, 18«, 198, 204. 

Salario; 53, 71, 236, 310. 
Salario familiar: til, 343. 
Sanciones disciplinarias: 12, 161, 248. 
Secretaría de Guerra: 31. 
Sentencia aaterior de la Corte Suprema; 
36. 

Sentencias arbitrarias: 34, 39, 110 136, 
137, 161, 255, 270, 299, 313, 326. 

Sentencias de primera instancia: 291. 

Servicio militar: 136, 137, 140, 141, 142, 
163, 316. 
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Servicios público»: 73, 161. Tierras- ''77 

Sindicato: 188, Tierra» públicos: 277. 

hiiKitco: )6, 1,3. T ¡(lll0 de propiedad: 121. 

Sociedad: ¿4.. Trabajo nocturno: 00, 209, 

Sorirrlnd «nÓDiBw: Ü3. Traición a la patria: 81* 

Sublocncióu: 21, 82, 83, 115. Transacción: 17«, 2;í7. 

Substitución de embarco: 197. Tratamiento tutelar: 73 

Sueldo aniui) complementarlo: 50. Tribunal arbitral: 52 

Sumario administrativo; MI, 24 S. Tribunal <le Segaros. Reaseguros, Capita- 

Sunmrm erimmul: 113. luuieinn y Ahorro: 4». ' ™" 

HuptfrinlradtwiB: S, 124, 248. Tribunal Municipal .le Faltas- j 

Suprema Corte di' Justicia de lu Provincia Tribunal pleno; mo 101 líe' 

tt Buenos Aire»: 289, 

Supre na de la Constitución v leves na- riiíversiilnd: 10, 11. 

eiuuule.i: 7, 35, 7«, 81, 204," 20*3, 209, rsurpaeiAn: 2C4, 273. 

2:t4, 24t), 320. tTiurpaelón de mareas: :í21. 

Suspensión de los procedimiento»; 339. Usurpación de patente de invención: 197. 

Tasación del inmueble expropiado: 133. Venta de un inmueble sucesorio: 9% 

Tasas: M, 20. 212. Viajante* de comercio; 22, W, 292, 304. 

Telegrama: .128. Vigencia: lí>4. 

Tercería: 81 Vigetiein de la lev: 1051, 203, 

Terceros: 113, 117, 130, 1ÍI7, 273. Viíos: 272. ' 

|§g|! g ; ' 27 ' 3 * J " Vom encordante de do, jueces de Sala: 

Principios generales. 

1. La posibilidad de la apertura del recurso extraordinario, en supuestos en que 
el cumplimiento de tu sentencia no importa acatamiento de la misma, no impide 
que tal circunstancia deba resultar de las actuaciones o ser objeto de razonable 
justificación: p, 51. 

2. So procede el recurso extraordinario, con fundamento en lo dispuesto en el 
art, 7 de la ley 40,55, cuando simplemente se manifiesta que el pago de la multa 
impuesta fui erigido en forma compulsiva. Ello es así tanto más si, at efectuarse 
el pago aludido, no se formuló reseña alguna del recurso : p. 51. 

Requisitos comunes. 
Tribunal de Justicia. 

3. La resolución del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que determina el 
carácter representativo de una asociación profesional, a los fines de su personería 
gremial, no constituye una utribueión judicial específica, en los términos de la 
jurisprudencia atinente a la procedencia de la apelneión extraordinaria contra los 
pronunciamiento* de organismos administrativos; lo mismo ocurre con In referente 
a lo citación para tratar la coiiccrtaeión de un convenio colectivo con aquélla: 
p. 1B8. 

4. Xo procede el recurso extraordinario, respecto de resol «dones de organismos 
o funcionarios administrativos, sino cunndo éstos ejercen funciones judiciales, 
debiendo entenderse por tnles las que, si bien son propias de los jueces en el orden 
normal .le Uta instituciones, se hallan detraídas a dichos magistrados por ley y 
no admiten revisión judicial ulterior: p. Ifl8. 

5 ; Xo procede el recurso extraordinario, respecto de una resolución administra- 
tiva, cunndo el recurrente omite demostrar que aquélla es, por disposición legal, 
insusceptible de revisión, por vía de acción o de recurso. Dicho requisito es parti- 
cularmente exigible en los supuestos en que la decisión apelada emana del Poder 
Ejecutivo Nacional ; p. 252, 

6. El recurso extraordinario sólo procedo respecto de sentencias judiciales, es 
decir, expedidas por los órganos permanentes del poder judicial en el orden na- 
cional o provincial. La excepción que dicha doctrina reconoce, respecto de pro- 
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limpiamientos de funcionarios u organismos administrativos, se limita a los su- 
puestos en que aquéllos desempeñan funciones judiciales detraídos por ley, con 
carácter final, a los magistrados ordinarios: p. 674. 

7. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución con- 
denatoria ile Jji iJireeción General de Aduanas cuando, habiéndose optado por la 
vía administrativa, se luí renunciado n l;t judicial. La invocación le los nrts. 17. 
18 y 31 de la Constitución Nacional no hace excepción ti ln doctrina menciona- 
da: p. 677. 

Cuestión justiciable. 

8. Las decisiones dictadas por los tribunales respecto de sus agentes y en ejerci- 
cio de facultades de superintendencia no constituyen, en principio, cuestión jus- 
ticiable a los efectos del recurso extraordinario. 

En consecuencia, es improcedente el deducido contra ln resolución de la Cámara 
qot> decide no justificar las ausencias del empleado recurrente, por estimar insu- 
ficientemente acreditada la enfermedad que se invocó: p, 312. 

9. Es improcedente tu impugnación de inconstitucional] dad de la ley 14785, 
pues el acto por medio del cual el Congreso declara la vigencia del estado de 
sitio es, en sí mismo, no justiciable: p. 528. 

10. '.as decís iones de las Universidades Nacionales en el orden disciplinario, 
administrativo y docente interno de las mismas, no son susceptibles de repara- 
ción en instancia extraordinaria: p. 674. 

11. La alegada falta o insuficiencia de audiencia, en los procedimientos que 
culminaron con la expulsión de un alumno universitario, no exceden del ámbito 
insusceptiblc de revisión por la vía exccprínnol del recurso d<4 nrt. 14 de la lev 
4*: p. 674. 

12. Las sanciones disciplinarias que no exceden de las comunes, aplicadas por 
los tribunales de justicia de la Nación o de las provincia», son insusceptibles de 
recurso extraordinario, aún en supuestos de invocarse garantías constitucionales 
y la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad: p. 67Í». 

13. La posibilidad de que la ley de aduana limite, en el tiempo, el derecho de 
iniciar la acción judicial respectiva y que el plazo se haga correr a partir de 
determinado neto proresnl administrativo, no excede de lo que es propio del 
prudente arbitrio del legislador y no es susceptible de impugnación constitu- 
cional por razones de coherencia ni de conveniencia : p. 6»ft. 

Gravamen. 

14. No multa que exista agravio sustancial a la defensa cuando la actitud de 
la distribuidora de películas recurrente, en ocasión del laudo respecto ni con ve- 
uio ile los controles recauda dores que motiva el juicio, otorga un fundamento a 
lo resuelto, ajeno a la garantía aludida: p. 60. 

15. Es improcedente el recurso extraordinario cuando se ha concedido y proce- 
de el recurso ordinario de apelación: p. 61. 

16. Es improcedente e! recurso extraordinario con base en ln violación de la 
defensa por privación de medidas de prueba, interpuesto por el recurrente al 
cuestionar el art. 108 del Reglamento Oeneral de la ley 13.246, si lin omitido 
enunciar concretamente cuáles son las defensas o pruebas de que se ha visto 
privado y demostrar la pertinencia de ellas en el caso: p. 81. 

17. Es i tu procedente el recurso extraordinario, fundado en ln garantía de la 
defensa, contra el pronunciamiento del juez correccional que, en lew términos 
del nrt. JWS del Código de Procedimientos en lo Criminal y sin exceder el mnr- 
iren ele discreción razonable que éste le atribuye para decidir respecto de la 
apelación deducida en mnteria de falta*, deniega la prueba, ruyn vinculación 
con el beebo que motiva el proceso no resulta, además, de los autos: p. 86. 
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18. El arrendatario que se somete voluntariamente n la Cámara Regional Pari- 
taria, a efectos de que lio logne el convenio celebrado coa la propietaria, eantre 

ile ínteres legítimo para fut.it ¡muir, en el procedimiento de ejecución de senten- 
cia, la validez constitucional del citado organismo y alegar la improcedencia uV 
la renuncia efectuada de derechos otorgados por las leyes de anemlumienhis 
rurales: p. Utí. 

19. La Provincia de Mendoza carecí 1 de interés, a los decios del recurso extra- 
ordinario, en impugnar con fundamento en el art. 1(5 de ln Constitución XhcÍo- 
mil, ta sentencia que revoca los decretos provinciales 1218/54. 2587/54 y 347 '55 
en cuanto afecten la exención acordada n la achira, por la ley local 824, del 
"pago de las obras de pavimentación" dispuesto en el primero de los decretos 
mencionados; pin* sólo los interesados en liberarse de las cargan pueden invocar 
el principio de igualdad ante la ley en materia tributaria : p. 145. 

20. Aunque la Corte Suprema lia admitido que se equipara a sentencia definiti- 
va la que desconoce carácter de parte al ocupante de un inmueble y, utribuvéu- 
dolé condición de tercero extraño ni juicio de desalojo, deniega los recursos por 
él interpuesto* ante el tribunal superior de la causa, tal doctrina no resulta 
iuvocnhle ni puede aplicarse euando el peticionante ba iniciado otro juicio den- 
tro del cual los tribunales ordinario* pueden conceder protección a los derechos 
que invoca. Ello ocurre en el caso, en que el apelante reconoce haber deducido 
un interdicto posesorio, que se encuentra en trámite: p. lr¡3. 

21. E) inquilino condenado a desalojar un inmueble carece de interés leiíítiiuo 
para deducir el recurso extraordinario con fundamento en la violación de la 
defensa de un suhiuquilino, cuya representación no invoca: p. 253. 

22. La impugnación constitucional de la 1 y 14.54B, por rnaón de desconocer 
la exigencia de corredores libres, reviste carácter abstracto si el tribunal de la 
causa ha admitido la demostración del vínculo de dependencia: p, 288. 

23. Si el recurrente compareció ante la Cámara de Alquileres de Rosario, le 
formuló peticiones y consintió su jurisdicción, pese a que ella actuó sólo con 
dos de stis miembros y dictó resolución "integrada conforme lo autoriza el art. 
10 de lo ley 4337" de Santa Fe, sin que aquél formulara reservas ni reparo bIeu- 
no hasta el informe presentado en sede judicial, no puede prosperar la tacha 
de incnnstitucionatidnd opuesta contra ese precepto. A lo que cabe agregar qui- 
la materia del recurso extraordinario es el pronuncia miento del jneí provincial, 
ante quien se apeló de la resolución administrativa: p. 347. 

24. So procede el recursn extraordinario basado en que el recurrente habría 
sido privado de la facultad de recusar a los miembros del tribunal a quo, si aquél 
no invoca una causal concreta de recusación : p. 478. 

25. Es improcedente el recurso extraordinario, interpuesto con fundamento en 
los mis. 16 y 18 de la Constitución Nacional, contra la resolución del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, confirmatoria de lo decidido por la Comisión 
Paritaria de la ley l ,v .008, en cuya virtud se calificó a dos personas como redac- 
tores de una revista a partir de una lecha determinada. Las consecuencias per- 
judiciales que el recurrente atribuye a la resolución se hallan condicionadas a 
la eventualidad de que los interesados, invocando la categoría que les ha sido 
reconocida, accionen judicialmente a fin de obtener la salisfarción de obligacio- 
nes derivadas de lo decidido por aquélla, oportunidad en qm- cabrío a la emplea- 
dora la posibilidad de discutir la retroaetividad dispuesta administrativamente 
y las cuestiones vinculadas con ello. En las condiciones actuales, el pronuncia- 
miento de la Corte sería abstracto: p. 482. 

26. Corresponde desestimar la alegada incompetencia de la autoridad adminis- 
trativa laboral para dictar un lando arbitral, opuesta por el recurrente, si éste, 
en oportunidad de contestar la demanda de indemnización por falta de preaviso 
y despido, no cuestionó la intervención de dicha autoridad ni planteó In nulidad 
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de su laudo; sino que, por el contrario, ni oponer la excepción lie litis pendencia, 
en razón de un recurso jerárquico interpuesto contra el laudo, reconoció la 
legitimidad de ta potestad deeisoria del laudante. En talca condiciones, tampoco 
puede prosperar el agravio fundado en que se habría violado el principio cons- 
titucional de separación de loa poderes: p. 532. 

27. Es improcedente la apelación extraordinaria contra la decisión por la cual 
se hace lugar n la excepción de detecto legal opuesta si no se expresan razones 
Une obsten a lo posibilidad de que las omisiones a que obedece el pronuncia- 
miento sean subsanadas por el interesado, ni se impide la tutela, en la instancia 
ordinaria, del derecho que pueda asistir al recurrente: p. 544. 

28. El pronunciamiento del tribunal de alzada que revoca la resolución del 
inferior. ]«ir la cual se denegaba el pedido del Banco Central de la República 
de dejar sin efecto la orden de no innovar decretada en el procedimiento de 
amparo, no ¡tupida a la empresa recurrente la defensa que pueda asistirle, en la 
forma y por la vía que corresponda : p. (J73. 

29. El sometimiento voluntario a la jurisdicción de las Cámaras de Arrenda- 
mientos y A pn recrías Hura les es cuestión que no excede el ámbito legítimo de 
la autonomía de la voluntad, exenta de la autoridad de los magistrados: p. 70». 

30. Las resoluciones atinentes o la admisión de medidas de prueba no causan 
gravamen insiisceptiblc de reparación en las instancias ordinarias: p. 72*2. 

Subsistencia de los requisito*. 

31. Si la Secretaría de Guerra informa que no medio orden de captura relacio- 
nada con ningún integrante del personal ferroviario a que pertenecen los actores 
y (pie, respecto de éstos, no existe motivo que determine la necesidad de su com- 
parecencia ante la autoridad militar, el recurso extraordinario es improcedente 
porque, habiendo cesado la restricción a la libertad que se invocó como única 
causal del hábeas corpus, la cuestión sometida a juzgamiento se ha convertido 
en abstracta: p. 35'!. 

32. S¡, n la época de dictarse la sentencia de la Corte, el recurrente ha obtenido 
la entrega de las dependencias que, en virtud del contrato de trabajo, ocupaba 
el demandante como encargado de la casa de renta del demandado, resulta abs- 
tracta la cuestión planteada por éstp, quien alega que es violatoria de las garan- 
tías conslitucíonales de la igualdad y del derecho de propiedad la sentencia que 
admite que el actor pueda peivibir una indemnización por despido, vacaciones 
y aguinaldo, sin antes desalojar las mencionadas dependencias: p. 683. 

Requisitos propios. 

Cuestión federal. 

Cvrxtionc* fetlrr.*', j, ¿imples. 
InWrpreuclón de U Coi «tltuclin Ksclonsl. 

33. Pnwede el recurso extraordinario con fundamento en el art. 17 de la Cons- 
Ilición Nacional cuando, habiéndose apelado sólo al efecto de qu* el lanzamiento 
decretado cu primera instancia se condicionara a la demostración del derecho 
de los actores sobre la vivienda ofrecida, el tribunal de alzada revoca la resolu- 
ción que disponía el di ligenci amiento simultáneo de los mamlatníentos corres- 
pondientes ii ambas operaciones, en razón de considerar innecesario el ofreci- 
miento de Ambito habitable a los recurrentes, desconociendo así el carácter de 
cosa juzgada de lo decidido sobre el punto: p. 109. 

34. En principio, la determinación del carácter de una multa impositiva creada 
por disposiciones locales —ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires, en el 
caso— es extraña a la apelación extraordinaria. Pero ésta es proredente si se 
aduce arbitrariedad de la sentencia por haberse atribuido carácter civil a lo 
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que Jurídica y ostensiblemente es una sanción* peñol y, con fundamentos na 
federales claramente insostenibles, haberse posibilitado v aun legitimado In apli- 
cación retroactiva de uun ley penal, con agravio a ta ¿nrnntía consagrada en I n 
primera parte del art. 18 de In Constitución Xneiomil: p. 225. 

35. Aun ruando el debate haya versado principalmente sobre la naturaleza del 
allanamiento del reeiirrente al pago del impacto y de los intereses redamado* 
asi como también sobre los alcances de ese allanamiento con arreglo a disposi- 
ciones de forma —cuestiones nmbns ajenas, por su índole, n la instancia de ex- 
cepción— procede el recurso extraordinario si los jueces de la causa atribuyen 
«I neto el valor de una renuncia total al derecho de impugnar la validez consti- 
tucional de la ley impositiva provincial que fué aplicada al apelante, quien 
cuestiona la legitimidad de las multas por omisión o evasión del impuesto, puc* 
«> punto concreto referente a si ha existido o no tal renuncia v a si, en su caso, 
Hln ha podido producirse y operar válidamente, constituye una cuestión federal 
de las comprendidas dentro del régimen del art. 14 de ')« lev 48. Ello, aunque 
las disposiciones en juego sean locales, por cuanto lo que ha de resolverse en 
suma, es la agencia o no vigencia, respecto de los actores, de normas de jerar- 
quía constitucional que se dicen infringidas (arts. 14, 17, ^ \# t 31 y m mv n 
de la Constitución Nacional) y cuyo resguardo, en todos los supuestos, representa 
uno de tos mas altos cometidos impuestos a la Corte Suprema: p. 225. 

36. Procede «1 recurso extraordinario si, respecto de la regulación de honora- 
rios practicada por la Cámara Central Paritaria de Arrendamientos, media cues- 
tión constitucional "prima facie" fundada: p. 314. 

37. Procede el recurso extraordinario fundado en los arts. 17 v 18 de la Consti- 

¡^u-fj ° nal V fOrreí,p01,dp d *¿ ar BÍD efecto las resoluciones apeladas cuando, 
habiéndose recurrido sólo en lo atinente i] monto de la regulación practicada en 
primera instancia, el tribunal de alzada revoca el pronunciamiento del inferior 
y declara que no corresponde regular honorarios por las medidas precautoria* 
decretadas en un juicio ejecutivo: p, 510. 

38. Procede el recurso extraordinario con fundamento en la garantía constitu- 
cional de la defensa en juicio cuando, habiéndose comunicado una resolución 
judicial a la repartición nacional obligada, carente de atribuciones para repre- 
sentar al Estado, se priva a éste, que no ha tenido intervención en los autos en 
el carácter de parte, del derecho de deducir apelación: p. 598. 

39. Procede el recurso extraordinario fundado en que las leves 13.246, 13.89T 
y 14.451 infringen los arts. 95 y 67, inc. 11, de In Constitución Nacional; y, 
además, en que el fallo de la Cámara Paritaria es arbitrario v violatorio dé- 
los arts. 16 y 18: p. 646. 



40. Es procedente el recurso extraordinario «i, habiéndose cuestionado Ja inter- 
pretación de los arts. 1* y 2' de la ley N.4:í6, de amnistía, lo decidido en la 
inusa niega el derecho que el apelante funda en tales normas: p. 387. 

L«T« f*dcr«lM d« nrlcter proceial. 

41. La resolución del tribunal de alzada que declara improcedente el recurso» 
rtineedido para ante el mismo, es i-revisiblc en la instancia extraordinaria. 

En consecuencia, no procede el recurso extraordinario fundado en la afirma- 
ción de que se discute la inteligencia del decreto-ley 13.937/46, si la Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo desestimó el recurso deducido contra la 
resolución del Instituto Nacional dp Previsión Social, por contemplar este pro- 
nunciamiento tan sólo cuestiones de hecho v prueba ajenas a la esfera del art. 
14 de la ley 14.236: p. 49. 

42. Las cuestiones referentes a los recaudos meramente prwesales establecidos 
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por ley» nacionales, entre las que figura la atinente a ta forma del recurso esta- 
blecido en el art. 24 del decreto-lev «ftMÍ/57 sobre Estatuto Personal Civil 
(i e 1* Administración Pública Nacional, no dan lugar a reamo extraordinario: 

43. Tj. atinente u lo forma y tramite- del recurso establecido i'or el decreto-ley 
títitiB/íí?, sobre Estatuto del Personal ¡Civil de la Administración Piihlien Nacio- 
nal, es problema de procedimiento ajeno u la apelación extraordinaria: p. _392 

44. 1» utinente a la extensiói, de la competencia otorgada a la Cámara Nacuma 
de Apelaciones del Trabajo [-cr el art. 14 de la ley 14.231} es materia procesal 
v, en principio, propia de los jueces de lo en usa. 

Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario d. lucido contra la 

sentencia de la Cú ra, que desestimó el recurso interpuesto contra la resolución 

del Instituto Nacional de Previsión Social en razón de que lo resuelto pnr este 
eran cuestiones de hecho y prueba, ajenas al precepto citado. A lo que cabe 
agregar que los nirravins expuestos aparecen sustancial mente dirigidos contra 
la resolución del Instituto y no contra la sentencia de la Cámara, que se limito 
a desestimar el recurso por razones procesales: p, 400. 

45. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, fundada en 
aspectos procesales de la causa, atinentes al monto de la suma ofrenda, opor- 
tunamente, por el expropisdor, declara a cargo de éste las costas de primera 
instancia en un juicio de expropiación: p. 5ü4. 

Intorf rttacMa da otou nona* 7 utM (***?»}«. 

46. Procede la apelación extraordinaria cuando el pronunciamiento del juez de 
la causa, en ¡o atinente a los intereses y las costas del juicio, no se adusta a la 
Hcntenei» anterior de la Corte que t por vía del recurso del art. 14 de. la ley 4H, 
redujo el monto de la condena: p. 244. 

47. Si bien las cuestiones relativas a la existencia o inexistencia de cosa juzgada 
son ajenas, en principio, a la esfera del recurso extraordinario, ello reconoce 
excepción en los su } .estos en que se hace preciso decidir si la misma cuestión 
entre idénticas partea fue anteriormente resuelta por la Corte Suprema : p. AJI. 

48. Sí la Corte Suprema decidió en un juicio anterior entre las partes, en el 
que se pía: ¡carón las misma* cuestiones debatidas en el caso, que debía entender 
el Tribunal de Seguros. Reaseguros. Capitalización y Ahorro, la sentencia que 
en ln nueva causa desecha la excepción opuesta por el demandado y declara la 
competencia de la iustícia laboral de la Provincia de Córdoba, supone descono- 
cimiento de un fallo anterior de la Corte revestido de fuerza de cosa juzgada, 
pnr ln que corresponde su revocación : p. 371. 

Chmííojim frtirrntr* eomptrjM. 
laeonitltaeloulldad di nonnM y actas pmvtucUlM. 

49 Es improcedente el recurso extraordinario cumulo el escaso monto de lo 
adeudado, luego de aplicada la multa del art. 72 del Código Procesal Civil .le la 
Provincia de Hílenos Aires, hace inadmisibles los agravios fundados cu el exceso 
í'iscal del pronunciamiento apelado: p. 723. 

Cuestiones no federales. 

50. Im discrepancia filtre lo resuello, sin arbitrariedad, por la (Minara apelada 
v la jurisprudencia v la doctrina, acerca de la cuestión referente a la indemniza- 
ción reclamada por 'falta de prca viso y antigüedad, aguinaldo y vacaciones, no 

materia revisible en la instancia extraordinaria: p. 100. 

51. I-i disconformidad de un fallo con lo establecido por la doctrina y la juris- 
prudencia, no puede, por *í misma, dar base a una cuestión federal: p. 10b. 
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Intcrpntarión ih normrt* y arfo* eomuntit. 

52. Lji interpretación y aplicación tk l»> leyes laborales y de las convenciones 
colectivas de trabajo, en cuanto versan sobre puntos que no revisten carácter 
federal, constituyen materia ajena a In instancia extraordinaria. 

Ello ex así, particularmente, en lo que atañe ni decreto-lev 2739/56 y a ¡a eom- 
petencia que fete reennnec al Tribuna] Arbitral emulo por su nrt. 11; a 1» 
menos, mientras no se alegue y acredite la existencia de arbitrariedad: p. 24, 

53. Ijis noraia.- vintenies en materia laboral, incluso el deereto-ley 273U/56 y .sus 
cntuplrinciitarios. son de orden común. Es asi irrevisihle en la instancia extra- 
ordinaria la sentencia que, con tunda mentó en aquéllas y en las circunstancias 
de heebo de la causa, hace lugar n la demanda jnir cobro de diferencia de sala- 
rio* y cuestiones conexas, entablada pO* quien se desempeñaba corno empleado, 
en calidad de control recaudador, de una empresa distribuidora de películas: 
p. 6», 

54. La interpretación di' la ley 13.246 sobre arrendamientos rumio, en ijue >" 
funda la sentencia recurrida, es cuestión no federal, extraña a la competencia 
ile la Corte Suprema en la instancia extraordinaria: p. H]. 

55. Siendo el nrt. íñ% íne. 8*. del Código ile Comercio, un» norma de derecho 
común, constituye una cuestión ajena a la instancia extraordinaria la proceden- 
cia o improcedencia de la deducción —a efectúan* 1 del monto correspondiente a 
la indemnización por fallecimiento del empleado— di 1 bis contribuciones efectua- 
das conforme a ese precepto legal por el patrón de mudado : p. 84. 

56. La interpretación de ln ley 14.250, por tratante de derecho común, es ajena 
ni recomí extraordinario: p. 89. 

57. Es improcedente el recurso extra rdiuarío fundado en que los decretos 
7106/ñtt y 1275/57, así como la convención colectiva 268/54 (art. 53), están en 
pupna con lo prrscripto en los decretos- leve- 23*852/45, 0926/56 (art. 3*) y 
"270/56, por lo que aquéllos traducen sendo.-* excesos reglamentarios del Poder 
Kjeeutivo. Se trata de disposiciones de derecho común, cuya declarada compa- 
tibilidad basta para sustentar el folio, que es insusceptihie, en consecuencia, de 
revisión en la instancia extraordinaria ron base en el art. 8ti. íne. 2', de la Cons- 
titución Nacional: p. S9. 

58. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentern a que 
admite la validez y obligatoriedad de las resoluciones 6/55 del Director Nacional 
de Trabajo y Acción Social Directa y 133/58 del Ministro de Trabajo y Previ- 
síór, mediante la interpretación de la ley común 14.25", ron criterio que no 
contraría las genéricas previsiones de la ley 14.30.1, sobre orgaui/Jieióu de los 
ministerios: p. 88. 

59. liesuelve cuestiones de hecho y de derecho común, ¡«susceptibles de revisión 
en la instancia extraordinaria, la sentencia que decide que un convenio colectivo 
obliga ni recurrente, uo obstante la afirmación de (pie tal convenio no fué sus- 
cripto por la representación patronal: p. 89. 

60. El pronuncia miento que declara que el hecho en examen constituye un típico 
delito político versa sobre cuestiones de hecho y prueba y de derecho común, 
ajenas por su índole a la esfera del recurso extraordinario. En consecuencia, el 
art. 86 de 'a Constitución Nacional no guarda relación inmediata y directa con 
lo decidido: p. 103. 

61. La tacha vinculada con la inaplicabilidad, en el caso, del derretn-ley 7914/57, 
por nn haber sido reglamentado, constituye un problema, de interpretación de 
normas comunes, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema. 
No obsta a ello ln invocación del nrt. 14 de la ('{institución Nacional, que carece 
de relación directa e inmediata con lo decidido: p. TOÓ. 

62. Las leyes atinentes a las locaciones urbanas son de orden común, incluso en 
lo atinente al régimen de su aplicación en el tiempo: p. 178. 
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63. El pronunciamiento del tribunal de alzada que deja mi efecto el desalojo 
ile parte «If un local ocupado por una sociedad anónima porque, no liabíémiiisi' 
homologado el convenio celebrado entre las partes, resulta inaplicable al cuso el 
art. 57 di- la ley 14.821, tiene fundamentos bastantes para sustentarlo y es irrevi- 
cibú en la ¡n^to ni-ín extraordinaria. Esta solución corresponde tanto más cuando 
la reclínente, en la expresión ile agravios presentalla unte la Cámara, omitió 
plantear cuestión federal alguna en defensa de su derecho, en particular respecto 
a lu nplicahilidad de la norma señalada: p. 179, 

64. Iaí atinente n la iiuprocerieneia de la homologación de las transacciones en 
materia de locaciones, en razón de Ih naturaleza común de la norma del art. 57 
de la ley 14.821, es cuestión de interpretación ajena a la Corte; p. 179. 

65. La interpretación de la» modalidades de una relación de trabajo cuya exis- 
tencia lia sido reconocida expresamente por las partes, como así también la de 
las cláusulas de los convenios cu lectivos vinculados al caso, son irrcvisihlo en 
la instancia extraordinaria. Ello es así aún cuando se invo<|iien los alts. 975, 1037 
y 119:1 del Código Civil, ijue son normas de derecho común, y cláusulas eonsti- 
tucioruiles que no tienen relación directa con lo resuelto en la causa: p. 198. 

66. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
según la cual carece de eficacia para eximir al patrón de tos recargos remune- 
ratorios de ley, el convenir» que estableció una jornada nocturna de más de siete 
liaras, sin fijar para el excedente la bonificación de la ley 11.544, que es de 
orden publico. Tanto el alcance con i|ue se aplica dicha ley, como el atribuido 
a un convenio colectivo de trabajo, constituyen materia ajena a la instancia de 
excepción: p. 212. 

67. L«ji cuestiones atinentes al régimen de las gratificaciones y a la promoción 
de empleados son puntos de orden laboral y de hecho, ajenos a ta jurisdicción 
que acuerda el urt. 14 He la ley 48: p. 251. 

68. Im ley 14.586, atinente ni registro del estado civil de la* personas en la 
ciudad de Buenos Aires, no reviste carácter federal y su interpretación y aplica- 
ción es insusceptiblc de apelación extraordinaria: p. 281. 

69. Es improcedente el recurso extraordinario con fundamento en la ¡nconsti- 
tiicionnlidad alegada del carácter retroactivo que se atribuye a la tey 14.546, 
M. disuelta la relación laboral bajo la vigencia de dicho cuerpo legal, la upliea- 
eiiíi. «us disposiciones al caso sólo <la lugar a problemas regidos por normas 
ile der* i. omún, como lo son los arts. 3, 5, 4044 y sigtcs, del Código Civil ¡ 
p, 283. 

70. atinente a la rctroactivjdnd de las leyes de orden público, en materia 
civil y no mediando sentencia firme, no da lugar a cuestión constitucional: p. 283. 

71. Aunque se invoque el efecto liberatorio del pago y ta garantía constitucional 
ilc la propiedad, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
meya tal efecto a tos pagos efectuados ni actor — cuya relación laboral con In 
ilcmuiidaila cesó el 11 de julio de lí)5o — , fundándose para ello en la interpre- 
tai ii... fh> iiorinas no federales, como lo son el decreto-ley 271)9/56 y el convenio 
colectivo ii* 27 de diciembre de ese año, que estableció aumentos nin efecto retro- 
activo al 1" de febrero de 1956: p. Mili, 

72. Si el juez confirmó la resolución administrativa por entender que lo dis- 
puesto en ella se a justaba a la correcta inteligencia de la ley 13.581, no lia existido 
aplicación retroactiva de la ley 14.288, sino interpretación de las disposiciones 
pertinentes de lu primera ley mencionada. 

Kilo importa una cuestión de derecho común ajena a ta instancia extraordinaria. 
Intit ós si no se aduce arbitrariedad: p. 347, 

73. El pronunciamiento que no buce lii^ar a la iiidemnizarión de despido recla- 
mada por los obreros de una empresa concesionaria del servicio público de elec- 
tricidad, en razón de haber los recurrentes aceptado trabajar para la Empresa 
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Nacional de Energía a quien se traspasó aquél, decide cuestiones de hecho y de 
orden común, suficientes para sustentar el fallo Apelado y ajenas a la jurisdic- 
ción extraordinaria de la Corte: p. 382. 

71. Es improcedente el agravio fundado en los nrts. 17 y 19 de la Constitución 
Nnci .nal, contra la sentencia que, interpretando el art. 157, inc. 8*, in finr, del 
Código de Comercio, rechaza lu pretensión del recurrente de que sean deducidos 
del monto de la indemnización por fallecimiento del emplearlo, los aportes jubi- 
latorios patronales oportunamente ingresados a lu taja respectiva; p. 442. 

75. No procede el recurso extraordinario fundado en que se habría violado el 
art. 18 de la Constitución Nacional por haberse resuelto en forma definitiva la 
filiación del mcmir, acusado de luirlo, sin la previa aplicación de !.-■ medida 
tutelar prevista en la ley 14.394 y el decretn-ley 5286/57, si la sentencia, ínter- 
pretando aquella ley, se pronuncia snbre el período de tratamiento tutelar aludido 
por el art. 4: p. 449. 

76. Ks improcedente el recurvo extraordinario deducido contra la sentencia que, 
fin arbitrariedad, reduce tas indemnizaciones acordadas por despido y taita de 
prenviso a un docente privad», mediante la aplicación e interpretación de dispo- 
siciones de derecho tomón, como son las de la ley 13.047, con las que im guardan 
relación directa e inmediata Jos urts. 14, 16\ 17, 18, 19 \ 31 de In Constitución 
Nacional : p. 506. 

77. No sustenta el recurso extraordinario, por ser cuestión de derecho común 
ajena a la revisión por In Corte Suprema, el agravio fundado en la primacía 
que la sentencia recurrida otorga al art. 3982 del Código Civil frente a otras 
disposiciones de igual jerarquía, como el art. 3965 del mismo Código: p. 524. 

78. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la interpretación 
que la sentencia hace del art. 28 del decreto-ley 23.852/45 — pues se trata de 
una norma de derecho común— t máxime si no se alegó arbitrariedad: p. 532. 

79. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra lo sentencia que 
decide el pleito valorando cuestiones de prueba y derecho común, carácter (pie 
corresponde n la ley 12,637; p. 536. 

80. El pronunciamiento que rechaza la demanda sobre excepción a la prórroga 
de arrendamiento, versa sobre cuestiones de hecho y de derecho común, ajenas a 
la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 542. 

81. Si la sentencia decide, de acuerdo con las disposiciones del Código Civil, 
que el tercerista no acreditó su dominio y se funda, ademas, en que éste no fué 
inscripto en el Registro de la Propiedad — requisito indispensable, según las 
leyes orgánicas de los Tribunales de Mendoza y de Córdoba, para su oposición 
frente a terceros—, es improcedente el recurso extraordinario basado en que la 
interpretación de las leyes procesales de esa- provincias repugna a lo dispuesto 
en los arts. 1909, 1911» 1930, 1935, 1938, 1937, 1947 y 2602 del Código Civil, 
violándose los arts. 31 y 67, inc. 11, de la Constitución Nacional; pues, aun 
prosperando la ¡nconstiíncionalidad de las leyes locales, no se desvirtuaría el 
fundamento de hecho y prueba y derecho común que sustenta el fallo apelado: 
p. 556. 

82. La cuestión referente a los efectos de la sentencia dictada contra el inquili- 
no, respecto de los suhinquiUnos u ocupantes, es materia de orden común y pro- 
fesa!, irrevisible por vía extraordinaria: p. 633. 

83. T.o atinente a la alegada existencia de cosa juzgada es materia que no reviste 
carácter federal. Ello es así con tanta más razón si lo argüido ni respecto reposa 
en In forma de notificación que, n los fines de hacer extensivo el desalojo contra 
los ocupantes o su binqui linos, se estima procedente y es propio de decisión por 
parte de los jueces de la causa; p. 633. 

84. La Jiplteación retroactiva de leyes de carácter civil y de orden público, como 
son las atinentes a las locaciones urbanas, no configura problema constitucional 
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que autorice el otorgamiento del recurso extraordinario, i'ii tutili) no medie tocií- 
tenci» i'irini ferio? en Ja «MtH|: p. $3$ 

85. I ji- cuestiones referentes n la interpretación +tt- 1 nrt. '.i" del decreto n* tfHÍJl ' 
ñ~ y 40 ilc la ley 14.H'Jl, sobre desalojos, son ajenas al recurso extraordinario: 
p. 710. 

tntrrprrUtrió* iU n»rmnx ¡¡ tn-t»* Itiriths ,n i/tiitrní. 

86. litas sentencias t|iu> deciden cuestiones de esl rielo carácter lucid, como son las 
uli neo les id término ilel mandato de los jueces provinciales, son irrcvisjbtes por 
vía del recurso extraordinario con tunda utrato en la garantía de loa jueces na- 
turales: p. üti. 

87. l,o referente a la subsistencia de la condición de .jueces de los integrantes 
de! triliumil de h causa, crin arreglo a los término* de Las normas dé la Consti- 
tución de la Provincia de San Juan invocadas por el recurrente, es punto ajeno 
a la jurisdicción extraordinaria de lu Corte, Rilo es así, incluso en lu atinente 
a los efectos, en el tiempo, de ln renuncia de uno de los componentes de aquel 
cuerpo: p. íifi. 

88. U\ cláusula del «rt. 14 (nuevo) de la Constitución Nacional, con arreglo n 
lu i iia! la ley asegurará la estabilidad del empleado público, no hasta para con- 
vertir en federales los preceptos reglamentarios sobre el punto dictado-, en el 
orden provincial: p. 57. 

89. td\ atinente a la índole de las t'neiiltades reservadas por la ley ri'JKÍl de la 
Provincia de Kntre Híos al Poder Ejecutivo Íoenl, en tanto no se cuestione su 
validez constitucional, es irrevísible por la Corle, no bastando a esos t'ines ln 
afirmación de (pie la cesantía, dispuesta previo sumario, viola los urts. 5, 1 + 
(nuevo), l", !>- r > y 11" de la Constitución Nacional: p. ~i7. 

90. l<o atinente n la verdadera naturaleza del gravamen instituido mediante 
la ordenanza 4457 de la Municipalidad de Santa Fe. y n su adecuación a Ins 
iioimas constitucionales y léanles de la Provincia, constituye una cuestión loenl 
y di' bi-clio, no susceptible de revisión por la Cmte Suprema en la instancia 
extraordinaria, tanto más si el recurrente no lia puesto en tela de juicio ta vali- 
de/, de arguellas uoriuiis respecto de la Constitución Nacional : p. ~!K¡. 

91. Ka sentencia de la Suprema Corte de .Justicia di' ln Provincia de Hítenos 
Aires i|ue. por aplicación riel art. 4ti, ine. bj. de la ley provincial §125* no linee 
luirá r a la repetición de 3o pagado en concepto de reajuste del impuesto a la 
trasmisión gratuita de bienes, practicado a raí/', de la venta de un inmueble siire- 
-ono limante el término legal en i[iie el pago de ¡upiél reviste carácter provisorio, " 
decide cuestiones de heehn y de derecho local, ajenas a ta jurisdicción extraordi- 
naria de la Corte: p, 414 

92. Ilei'ide el pleilo por razones de beclin y de recluí común, ajenas a ln instancia 
e\traordÍnrrin, la sentencia que, sin negar tpie deba contemplarse especial y dife- 
renciad a mente la situación de inquilinos qde carezcan de dinero para adquirir «n 
terreno, declara que una defensa fundada en esa circunstancia no ha piulido 
usarse en el caso. 

Kn lnl<- condiciones, el art. 1(í de la {*onstitueión Nacional no guarda relación 
¡nmedita y directa con la materia del juicio ui con tos argumentos del recurrente: 
p. -"77. 

93. 1.a adhesión al régimen de reciprocidad instituido por el decreto !>:illi/4í> 
sei¡ ii n h> prrvi-tn cu el art- 2" no imporl-i quitar enráeler local a las leves 

inhibitorias provinciales n municipales, ni líate admisible — por vía de prineí- 
pín— ta revisión por la Corte de las decisiones adoptadas por aplicación de esa* 
leyeft n tus cuso- ocurrentes. Ku consecuencia, la decisión del Superior Tribunal 
•le .Tn-ticia de Santa Fe. que no computó los servicios prestados por el recurrente 
eonio comisionista, y que declaró cmiiputnlúV- otros invocado- por el interesado. 
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ta ajina, en cnanto tul, [ ; , jurisdicción de la Corte, salvo arbitrariedad, no 
alegada en la especie; p. 1¡"J4. 

Itth qtn tnriiiu ih uottnux Im-nti n tlt ftron ilhuii ntvit, 
Cusías y honorario!. 

Ln interpretación y aplicación del arancel para abogados y procuradores. « 
la-; t'iiips de regular hnnoriirios en hs instancias ordinarias, cu i"* cuestión federa] 
q;ic i.uluricc el recurso del art. 14 de la ley 48: p. llíl. 

95- L<> atinente ni monto del juicio y ti lo* honorarias devengados en Jas instan- 
cias ordinarias, materia propia de los .¡ucees de la eatisa. es áfono nt recurso 
extraordinario: p, '2UI. 

96. ntiiieiite n la determinación del monto de los hotWW) ríos dcvcmriidos en 
his minucias ordinarias e*. por lo común, a.jenn nt recurso del art. 14 de 1u 
ley 48: p. 318. 

97. Lo atinente ni cargo de L.s rostas devengadas en lus instancias ordinarias 
es cuestión procesal y de hecho irrevisible, en principio, por vía de la apelación 
extraordinaria, incluso tratándose de procedimientos ante magistrados federales: 
p. 54:t. 

98. Ia> atinente a ta aplicación de los aranceles profesionales, en las instancias 
ordinarias, es cuestión ajena a hi jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 6o:i. 

99. Las cuestiones atinentes al cargo de lus cosías y al monto del impuesto de 
justicia, son ajenan al recurso extraordinario: p, 694. 

!>«<>!« ínituicl» f r «curto». 

100. Las decisiones que declaran no haber lugar al recurso de inaplicabilidad de 
ley, establecido en el art. 28 del decrcto-ley 1285/58, so» ¡^susceptibles de apela- 
ción extraordinaria. La corrección de la posible contradicción de jurisprudencia 
Tic las Salas Ua sido encomendada por aquél o las Cámara» Nacionales en pleno- 
p. (55. 

101. La cuestión atinente a la vía para obtener la intervención del tribunal 
plenano, es punto ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 55. 

102. La decisión do una Cámara Nacional de Apelaciones en pleno que declara 
la improcedencia del recurso de inaplicabilidad de ley, deducido contra una sen- 
tenciu de la Sala que, a la vez, aplicó jurisprudencia plenaria, es irrevisible 
por vía del recurso dd art. 14 de la ley 48. N obsta a tal conclusión la circuns- 
tancia de invocarse un precedente de la Corte establecido en un supuesto distinto: 
p. 115. 

103. Xo siendo requisito constitucional la doble instancia judicial, In resolución 
del tribunal de alzada que, luego de la agregación a los autos del documento untes 
omitido, rechaza la nulidad imputada al fallo de primera instancia, decide cuestio- 
nes que no revisten enrácter federal y son propias de los jueces de la causa : p, 214. 

104. hd& resoluciones que declaran improcedente un recurso parn ante el tribunal 
de la causa no son susceptibles, como principio, de apelación extraordinaria: 
p. 38b. 

105. Lo atinente a la denegatoria del recurso de inaplicabilidad de lev no da, 
por vía de principio, lugar a recurso extraordinario. La alegada improcedencia 
de la distinción sobre cuya base se decidió el artículo, no linee excepción a ln 
doctrina citada ¡ p, 464, 

106. La decisión de la Sala de una Cámara Nacional de Apelaciones, en cuanto 
declara la exleinporaucidnd del pedido de misión de su anterior resolución ati- 
nente a In inndmisibilidad del recurso de inaplicabilidad de ley tiene fundamentos 
de orden procesal suficientes para sustentarla e ¡invisibles en la instancia extra- 
ordinaria: p. 540. 




107. Lo atinente u l;i reconstrucción de mi expediente desaparecido reviste carác- 
ter procesal y es insusceptiblc de consideración por vía del recurso extraordi- 
nario: p. 60, 

IOS. Lo referente n 1» ausencia <k> prueba su tifíente para condenar y a ln inteli- 
gencia atribuida en el caso al Reglamento de Procedimientos Contraveneionnles. 
versa sobre cuestiones de hecho y prueba y de naturaleza procesal, ajenas n la 
esfera del recurso extrnnriliiinrio: p. H8. 

109. El recurso extraordinario no es la vía para 1» corrección de posibles nulida- 
des procésale*: p. 117. 

110. l.i interpretación de los nrts. T y 7"' de ln lev II .570 es cuestión procesal, 
ajena a la estera del recurso extraordinario; y corresponde declarar la improce- 
dencia de éste si el recurrente, que sé agravia por la circunstancia de que el 
tribunal apelado haya prescindido de probanzas producidas en autos, no aduce 
violación de nimintíiis constitucionales ni arbitrariedad del pronunciamiento : p. 143, 

111. Li atíbente a I" regularidad del procedimiento y u la eficiencia de la prue- 
ba, son cuestiones ajenas a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de ln ley 4-H: p. 17H. 

112. F,l recurso extraordinario no es ta vía para declarar nulidades procesales, 
corno ln invocada por el recurrente en orden u la violación de] art. 77 de la ley 
1J.ÍI4S: p. 1!>S. 

113. La decisión atinente a que, por no mediar motivos suficiente* de sospecha 
¡esperto de lo- imputados, en li^ términos del art. 2:)6 del Código de Procedi- 
mientos Penales, no corresponde en el caso tomarles derlaraeión indagatoria, es 
irn-visihle en la instancia extraordinaria: p. 214. 

114. Las cuestiones atinentes a la composición de los tribunales ordinarios, 
«uno son Ins vinculadas a la vecnsneión o excusación de sus miembros, no dan 
hipar n recurso extraordinario: p. 249. 

115. La cuestión atinente a quien es procesal mente terrero, en circunstancias de 
hacerse extensivo el lanzamiento contra el suhinquiliuo existente en el inmueble, 
no excede lo que es prnpio de los jueces de la causa y, en principio, uo da lugar 
a recurso extraordinario: p. 253. 

116. Ln prescindencia de un hecho nuevo, alegado en segunda instancia, no es 
cuestión federal que sustente el recurso extraordinario: p. 256. 

117. El pronunciamiento que, en un juicio sobre posesión treintañal, niega 
intervención a los terceros (pie ln pretenden eoinn coadyuvantes del demandado, 
decido cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, ajenas n la jurisdicción 
extraordinaria de la Corte: p. 256. 

118. Las cuestiones atinentes a la recusación de los jueces ordinarios uo dan lu- 
íior al recurso del art. 14 de ln ley 48: p. 323. 

119. Li resuelto con relación a la competencia del tribunal, derivado de bis per- 
tinentes disposiciones de forma, es cuestión procesal ajena a la esfera del recurso 
extraordinario. Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario fun- 
dado en que la Cámara Central Paritaria había excedido su competencia, esta- 
blecida en ln ley 13.897, contra la sentencia que, sin arbitrariedad, revocó el 
pronunciamiento de la Cámara Regiona; '—que hizo lugar a 9a demanda por excep- 
ción a hi prórroga leirnl aplicando el art. 7" de ln ley 13.246 — acordando ln. 
excepción con l'undmmiito en el art. 52. inc. d), de ln misma ley, tanto más cuanto 
(pie este último precepto fu' invocado en el escrito de demanda y su nplicubili- 
dnd en el caso fué ampliamente debatida durante la sustancinción del juicio: 
p. 350. 

120. Lis problemas que versan sobro cuestiones de hecho y de derecho procesal, 
romo la alegada invnlide/ de actuaciones admitidas por el tribunal a quo y ln 
agregación tardía de documentos a la causa, son inhábiles para sustentar el 
recargo extraordinario: p. 350, 
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¿1. resolución que acuerda al actpí el play.o ik> cuarenta y ocho horas para 
acompañar ¡i los autos el título de propiedad de la vivienda por cuyo desalojo 

«i-i-K decide uiia cuestión de derecho procesal, iijena n la instancia extrnordi- 

nana, y con la que mi guardan relación directa e inmediata las garantías de tos 
art*. li» y Ih de la Constitución Nacional s p. <í7ñ. 

122. atinente a la no admisión de un liedlo nuevo alegado, un es encstii'm 

constilucit I. La misma polución eorrespundc en lo relativo h la insuficiencia 

tle l.i expresión ile agravios que rio cala* excusar legalmente, eon base en circuns- 
tancias pilónales, aun atendibles, ilel letrado que lo suscribe: p. &% 

123. Lo atinente a la teria del juicio y al procedimiento a imprimir a lúa 

antas, cuestiones que un revisten carácter federal, son propias de los jueces de la 
ean«a y ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p, 513. 

124. Í.as decisiones atinentes a la caducidad de la instancia son. comu principio, 
irrevísihles pur vía extraordinaria. tdi solución no varía por ratón de invocarse 
el régiiiieii de las leyes de suspensión de desalojos y la irregularidad imputada al 
despacho de un escrito presentado en primera instancia, sin perjuicio de las 
medidas une ineumha tomar al tribunal de alzada, en ejercicio de las funciones 
de superintendencia directa que ejerce, o con arreglo a lo dispuesto cu el art. 1<¡4 
del Códico de Procedimientos en lo Penal: p. olí). 

125. La sentencia que, declarada relielde la demandada, condena a ésta con 
arreglo a lo dispuesto en los art». 42 y 54 de ta ley :i4Sp de la Provincia de 
Santa Ke —que la recurrente no ha impugnado — . se funda en razones de lieclm 
y en disposiciones legales de carácter procesal local, suficientes para sustentarla 
e insiisceptibles de revisión en la instancia extraordinaria; p. ó34. 

126. Lo atinente al alcance de anteriores decisiones propias del tribunal apelado 
es cuestión (pie no reviste carácter federal: p. 540. 

127. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia que deniega el 
pedido [le que se proinuevn cuestión de competencin por inhibitoria : p, 558. 

128. Iji resolución que declara procedente la excepción de defecto legal no causa 
agravio insuseeptible de reparación en las instancias ordinarins, aun cuando se 
niegue que es imposible cumplir con el requisito de determinar el monto de lo 
demandado: p. 604. 

129. Lo atinente a la perención de la instancia es materia de derecho procesal 
y de hecho ajena, como principio, n la jurisdicción extraordinaria de la Corte: 
p, 634. 

130. Lo atinente a In oportunidad de la revocatoria deducida por el Banco Cen- 
tral de la liepúhlicn como al carácter de tercero que inviste, en presencia de los 
términos en que fué interpuesta la acción de amparo por una empresa comercial, 
son cuestiones de orden procesal y de hecho insusceptiblcs, como principio, de 
revisión en instancia extraordinaria: p. «73. 

131. La sentencia que tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal suli- 
cientes para sustentarla v atinentes al consentimiento de la resolución judicial 
que declara la perención de la instancia, al término previsto por ln ley de aduana 
para la interposición de la npelación contra la decisión administrativa y al co- 
mienzo de su curso, es irrovisihle por vía del recurso extraordinario: p. 680. 

132. Ln atinente al procedimiento a seguir a los fines del cumplimiento de la 
ocupación del ámbito ofrecido por el locador, etv los términos de Jn sentencia 
que puso fin al pleito, es punto que no reviste carácter federal: p. 710. 

EsrltiAión ífV la* carntionen dt fiera o. 
Exproplicfón. 

133. Ijn atinente al monto de la suma reclamada por el expropiado y a la inexis- 
tencia de obligación legal de fundarla, son cuestiones extrañas a la jurisdicción 
extraordinaria de la forte. Ello es así. con tanto más razón cuanto que no si* ha 
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invocado precepto concreto que invalide la conclusión del tribunal apelado que 
toma en cuenta el avalúo total practicado por «quél, aun cuiindo difiera del 
pretendido por metro cuadrado en relación con la superficie del inmueble ; p. 512. 

Jspntftoi r Uwu, 

134. I*a resolución (pie aplica una multa, por no haberse repuesto en' término 
lega! el sellado adeudado en mitos, resuelve cuestionen de Invlio y de naturaleza 
jiroecsal, irrevisiblea en instancia extraordinaria : p. 72$, 

Trtniportc. 

135. Kl pronunciamiento que declara la incompetencia de f;i justicia de! trabajo 
para conocer en la demanda sobre indemnización reclamad» por el fallecimiento 
de un militar, en actividad, que piloteaba on avifin de las Lincas Aéreas» del 
platadq (I.. A. I", [•;.), en razón de no mediar relación laboral sino de derecho 
publico y de haberse producido el accidente mientra- aquél cumplía órdenes del 
comando militar, tiene fundamentos de hecho y de orden no federal .pie ~<m írre- 
visibles en tu instancia extraordinaria : p. 55. 

Varias, 

136. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia — im impugnada 
de arbitrariedad— que dese-tima el pedido de excepción militar en razón ilv no 

haber di strmln el solicitante hallarse comprendido en ta causal prevista en 

el inc. 4' del art. 41 del decreto 28.375/44 v mi modificatorio 14.5H4 4ti (lev 
12.913): p. Í(Í5. 

137. Es impn lento el recurso extr dinario deducido contra la .sentencia, no 

impugnada de arbitrariedad, que desestima el pedido de excepción militar por 
no coirsiilerar acreditado que el solicitante si- hallara incluido en la causal pre- 
vista por el inc. 3* del art. 41 del decreto 129.:i75/44 y su modificatorio 14.5R4/46 
(ley 12.913): p. ]U8. 

138. Lo atinente al alcance de las medidas de mi innovar y al aeierto de su 

admisión en el caso i-om-rcto, fio Dieiliantlo sentencias ea rentes de tumi cutos 

■ pie Ins sustenten, son puntos ajenos a la jurisdicción extraordinaria de la 
C.rte: p. 114. 

139. Nn habiéndose invocado el desconocimiento de preceptos ni de garantía» 

stituciomiles, las mam testaciones del recurrente acerca de hs deficiencias de 

la prueba pericial en cuyo mérito fué denegado el beneficio juhilatorio que 
reclama, versan sobre cuesliones ajenas al recurso extraordinario: p. 14o. 

140. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia, no 
impugnada de arbitrariedad, ipie desestima la excepción militar por considerar 
que la presencia del solicitante no es indispensable en el hogar materno, ya que 
la ayuda que presta a su madre viuda insume sus propios gastos de manuten- 
ción y nquéllti cuenta, además, con los ingresos provenientes de su trabajo y los 
de ..te. hijo menor. Kl pronunciamiento apelado se sustenta en razones de hecho 
y pincha y no se halla cuestionada, así, la inteligencia de la norma federal con- 
tenida en el art. 41, inc. 3 V , del decrelo-ley 29.375 '44 (ley 12,913) : p. ;i74. 

111. No procede |¡i revisión en la insta mía extraordinaria de la sentencia que, 
por considerar que el aporte del ciudadano llamado » servicio es indispensable 
para satisfacer las necesidades del gropo familiar afectado, hace lugar a la 
cxcepcii'm al servicio militar obligatorio: p. rlTH. 

142. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la errónea aplica- 
ción del «rt. 41, inc. 3*, -Id decreto-ley 29.375/44 —ley 12.013— si ln sentencia 
recurrida, no impugnada de arbitrariedad, se funda sHstancialiiiculc en circuns- 
tancias de hecho y prueha suficientes para sustentarla c irrevisihles en la instan- 
cia extraordinaria, como son las referentes a los ingresos pecuniarios y a la 
capacidad física del padre del solicitante de la excepción militar: p. :Í95. 
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143. La valoración de los antecedentes de] pt-tii-innan te de la ciudadanía argen- 
tinn que, sin arbitrariedad, formula 1» sentencia alidada, queda substraída al 
conocimiento de la Corte, por constituir un aspecto de hecho v prueba extraño 
a la in-tnucin eMruordinnrin : p. 444. 

JSf »t íi nrinn arbitrarían. 
Principia! generales, 

144. A la sentencia que. se encuentra sulirienti -nte fundada, en razón de ser 

itumsec pliblc de descalificación como neto judicial, iui le alcanza la jurispru- 
dencia establecida en materia de arbitrariedad: p. 55, 

145. A los tilles dd fundí nto di- im fallo judicial, en entinto In solución puede 

derivar de doctrina jurisprudencial o de principios de derecho, no es (demore 
indispensable la mención de preceptos legales expresan; p, 114. 

146. Lo atinente al errar imputado a la doetrina del fallo recurrido, habida 
cuenta de que es una de las soluciones posibles para la especie del cuso, no auto- 
riza la apelación extraordinaria con fundamento en la jurisprudencia establecida 
en materia de arbitrariedad : p. 117. 

147. ta arbitrarietlad —como uinteriii estrictamente excepcional del recurso extra- 
ordinario— no consiste cu la mera disconformidad con la interpretación que 
hacen los tribunales de justicia de ta» leyes que aplican y en tiiiitu no excedan 
las faetil tades de apreciación de los hechos y del derecho que son propina ¡e su 
función, y cuyo neiertu error no incumbe a la Corte revisar: p, 198. 

148. La sentencia suficientemente fundada y que versa sobre puntos de orden 
común, irrcvisibles en la instancia extraordinaria, es insusccptible de la tacha 
de arbitrariedad; p. 2ó:í, 

149. La discrepancia con las conclusiones de los jueces de la causa no autoriza 
la aplicación de la doctrina Maldecida en materia de arbitrariedad: p. 283, 

150. La doctrina de la arbitrariedad, en materia de honorarios, es de carácter 
tspecial mente restrictivo: p. 316. 

151. La doctrina referente a ln arbitrariedad es de aplicación especialmente res- 
tringida en materia de regulación de honorarios: p. 318. 

152. La alegación de arbitrariedad no autoriza a prescindir de los extremos 
legales para la procedencia del recurso extraordinario: p. 386. 

153. Kl pronunciamiento que arguye de ando a consagrar conclusiones concor- 
des con las garantías y principios de la Constitución Nacional, no incurre en 
exceso nliruno y es iusiisceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 442. 

154. La sentencia suficientemente fundada en razones de hecho y prueba y de- 
recho común no es arbitraria, cualquiera sea su acierto o errar: p. 449. 

155. Las i estilaciones que hacen lugar a la ejecución de las sentencia?? apeladas, 
en los términos del nrt. 7" de ln ley 4055, son susceptibles de recurso extraordi- 
nario cuando media notoria arbitrariedad. Kilo no ocurre en los supuestos en 
que la solución adoptada consulta el espíritu de ln ley aplicable al caso: p. 46(1. 

156. Iji determinación de la prueba nlilizahle para la decisión del juicio, entre 
las contradictorias traídas a los aillos, incumbe n los jueces de ln causa, no pu- 
rlíeudo su criterio ser sustituido por el de ln Corte, so color de error en la 
elección practicada : p. 462. 

157. La sentencia que declara improcedente el procedimiento de amparo para 
rever las medidas decretadas en ei juicio de división de condominio, en trámite- 
ante otro tribunal de justicia, es iususceptible .le la tacha de arbitrariedad: 



150. La lr*is cine admite la posibilidad de interpretación, incluso respecto de 
leyes que se estiman claras, no -.lístenla la alegación de arbitrariedad ; p. (¡03. 
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160. U» sida remisión a lo* fundamentos de primera instancia no es. de por sí, 
impugnable por arbitrariedad, pues lo doble instancia nu reviste el carácter de 
requisito constitucional y el punto e* de orden procesal y de hecho: p, ti7S. 

161. Li resolución sufírieutetueute fundada que aplica sanciones disciplinarias 
que no exceden fie las comunes, es ifisusccptíble de I» tacha de arbitrariedad: 
p. 679. 

162. 1.a jurisprudencia de tu Corle sobre sentencias arbitrarias lio tiene por 
objeto la corrección en tercera instancia de decisiones equivocadas o que se esti- 
men tules, ¡dúo que está dirigida a la revisión de los pronunciamientos en lo* 
que m' advierta la inexistencia de ta» calidades mínimas na ra que el acto impug- 
nado constituya una sentencia judieial: p. 713. 

Pioctdeocu dd r te ario. ■ 

163. Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Cámara que continua "por 
sus fundamentos" la de primera instuneia a pesor de que las medidas para mejor 
proveer ordenadas en la alzada contradicen las constancias tenidas en cuenta por 
el juez para rechazar la solicitud de excepción al servicio militar. La decisión 
recurrida no constituye, así, la conclusión razonada que elige todo pronuncia- 
miento judicial : p. Ü7, 

164. Las sentenciáis que omiten pronunciarse respecto de cuestiones conducentes 
liara la decisión de la causa y oportunamente propuestas por los partes, carecen 
de fundamentos bastantes para sustentarla» y son susceptibles de invalidación 
por la Corle: p. 111. 

165. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la senten- 
cia apilada cuando, habiéndose reiterado la excepción de falta de acción en el 
memorial ile contestación de agravios presentado unte el tribunal de alzada, éste 

revoca el pronunciamiento del inferior que rechazaba la de nda, sin considerar 

la defensa aludida que había sido mantenida en la litis por el recurrente: p. 111. 

166. E- arhítraria la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo que. al conocer de lu causa con arreglo a lo dispuesto en el art. 53 del decreto- 
ley ÜÍU76/-H, se aparta de las «inclusiones establecidas por el Instituto Nacional 
de l'revisíón Social mediante simple remisión a lo resuelto en otro cnso y sin 
referencia alguna a los hechos del juicio y su prueba : p. 158. 

167. Lo sentencia del tribunal de alzada que, con f andamento efectivo en la sola 
dinmtistanciu de no haberse especificad» en el aeto de la audiencia la doble 
personería del representante de las eondóiniuns adoras, revoca el pronuncia- 
miento del inferior y prácticamente anula de oficio todo lo actuado, adolece de 
un e\ceso ritual qué la priva de liase bastante para sustentarla y autoriza la 
apertura del recurso extraordinario : p. 176. 

168. Kl pego pur los recurrente* del capital y de los intereses que les fueron 
reclamados M virtud de lo dispuesto en la ley 4.150 de la Provincia de Rueños 
Aires, nn comporta renuncia implícita a la facultad de discutir judicialmente la 
le-ntimidad y lu procedencia de la multa penal {htto scíisii) litiínosa —prevista 
en el art. 'Í!t de esa ley — . Kn consecuencia, aquéllos conservaron intacto su 
di recho de impugnación hnwi<1ó en el art. 18 de la Constitución Nacional, y la 
i amara, ni eximirse de considerar el agravio fundado en tal precepto, incurrió 
en una emisión que la hace pasible de la tacha de arbitrariedad, en cuanto la 

sentencia omite el examen de una cuestión c -ret ¡-mente propuesta y que puede 

afectar Mistuneiali te el derecho del n rrente: también sería arbitrario el 

proiumei.1 miento si se pretendiera que la ÍYniiur,., sin ocuparse expresamente del 
punto, desechó de manera implícita aquel agravio en razón del carácter civil 
q»e atribnvó a H multa, pues se apoyaría en fundamentos no federales insoste- 
nibles y frustráneos de la garantía del art. 18. primera parte, de la Ley Fumín- 

lBo!' 'rol-responde dejar sin efecto lu sentenein dictada el 18 de julio de 1957 
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en un juicio por expropiación de una empresa concesionaria de servidos públi- 
.-os en la que el monto del resarcimiento fui fijado con arreglo a los arís 40 
de la reíorma constitucional de 1949 y 16 de la Constitución de Jujuv d.-l mismo 
ano. Tales preceptos carecían de vigencia jurídica en esa locha por efecto de la 
Proclama del 2r de abril de 1956, que restauró ]n vigencia tanto de la Consti- 
ncón de 18o.t con las reforma* de 1860, 1866 y 1898 y exclusión de la de 1949 
(art. 1 ). eomo de las Constituei. nes Provinciales anteriores a la reíorma de 
1 ÍI49. 

Por un contener, ni la Constitución Nacional de 1853 ni \ u de Jujuv de 19.15 
normas semejantes o análogas a las mem-i.. nadas, ra sentencia recurrida adolece* 
fie arhih.medad, ya .pie. en la, condiciones expuestas, uparte* fundada en dis- 
IpWf 1 J im «'™« "i" vigencia a la tedia de su pronunciamiento : p. 291 
170. Hay arbitrariedad en la sentencia cuando se omite el examen de una enés- 
imo oportuna» te propuesta y conducente para la decisión del juicio 

4 ' s «>*»itnmo y debe ser dejudo sin electo el pronunciamiento 
ile la támara que tuvo como inexistente y mi probado ipie los adores estuviesen 
! m ' U JS .'' h , un ™ ,,V| - transacción y que »ste se hubiera llevado a cabo ante 
las autoridades del Ministerio de Trabajo o autoridad competente, s¡ d nombre 
ile los recurrente* aparece en una pirita agregada, < t ue forma parte del convenio, 
y consta asimismo, en d texto de éste, que se realizó unte el Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social. En tales condicione**, la debida consideración del 
.locntnento revestía importancia para la correcta solución de la causa, en la que 
se demandaba el cobro de itu!emn¡zm-iún por preaviso y la accionada había opuesto 
la excepción de transacción, invocando precisamente diebn convenio: p 309 

171. Corresponde dejar sin efecto ln regulación de honorarios apelada cuando, 
no obstante la seriedad de los argumentos esgrimidos por el recurrente y sin 
lundamcutneión adecuada pnrn sustentarla, se fijan aquéllos en una suma des- 
proporcionada con el producido de un mío de aparcería: p. 314. 

172. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que, luego de reconocer que et 
«intrato de locación venció el día 28 de febrero ,le 1955 v que la restitución del 
predio fue redamada por d recurrente el 29 de lebrero de 1956. concluve ofir- 
mnndo que dicho redamo fué efectuado con posterioridad al plazo de \in «ño 
previsto por el urt. 20 de Ja ley 13.246; pues el pronunciamiento apelado «imputa 
d plazo en notoria contradicción con los hechos de la causa admitidos por la 
propia sentencia, prescindiendo de lo expresamente estipulado por el art. 25 
del Código Civil, y sin dar tunda mentación alguna de tal actitud: p. 365. 

173. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la senten- 
cia apelada cuando, habiéndose iniciado juicio por consignación ele la deuda y 
depositado su importe en una escribanía, debido a la huelga bancaria, se decreta 
la .puebla del recurrente por no figurar agregada a los ñutos ta boleta de pago 
^«'tiva cimiiistancins que no cabe imputarle exclusivamente: p. 537. 

174. La sentencia que desestimo la defensa de prescripción opuesta por el de- 
mandado, en atención a que no habría transcurrido el plazo previsto en el art 
4633 del Código Civil, aplicable al caso, porque la actnra sólo tuvo cono, ¡miento 
de la compraventa cuestionada d 22 de febrero de 1954, debe ser dejada *¡n 
electo si ha prescindido de las constancias de un expediente administrativo agre- 
dido, de las que resulta que la demandante estaba enterarla de la mencionada 
operación —y la reputaba nula— en julio de 1952. El demento probatorio que 
s.Oia omitido valorar resulta fundamental para decidir la procedencia de la excep- 
ción : p, 583, 

175 Es arbitrario y violatoria dd derecho de defensa en juicio la sentencia de 
la Cámara que deja sin efecto la regulación de honorarios efectuarla cu primera 
instancia en favor del ahogado patrocinante del síndico — por entender la alzada 
que no se había planteado en "1 juicio problema jurídico alguno que excediese 
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loa conocimientos técnicos que la ley presupone en el síndico (contador público) 
para el desempeño de su* funciones— s¡ ta resolución bahía sitio rerurridu por 
el letrado y por la convocaturia, sólo ni cnanto' al monto de bis honorarios. 
Ni» habiendo la obligada impugnado ¡inte el tribunal de grado ta razón del pairo 
di- aquéllo», la Cámara debió limitar su pronunciamiento al monto cstahlcciiln, 
prescindiendo examen del derecho » su percepción y la correlativa obligación 
de pairarlos, no controvertido* en la especie: p. (¡Si. 

Improecdtucl» del laenrfo. 

176. La taclia de arbitrariedad no es admisible contra una sentencia basada, en 
un tallo plena rio seriamente fundado: p. 89. 

177. La parquedad de fundamento:* de 1» sentencia recurrida, no tratándose de 
un requisito formal incumplido, no sustenta la apelación extraordinaria. Tam- 
poco la sustenta ta ai. r bi latía de referencia a ta prueba si, unte ta solución 
doctrinaria consagrada, aquélla no es indispensble: p, 117. 

178. \* alegada omisión de pronunciamiento respecto del recurso de nulidad 
que fué deducido con el de apelación, no habiéndose concedido el primero, es 
metlcur. ¡uira sustentar ta apelación extraordinaria: p. 117. 

179. La decisión atinente a la proeedencin de ta consideración del pasivo, a 
efecto* de graduar las remuneraciones correspondientes ni trámite sucesorio, no 
excede lo que es propio de los jueces de la causa y no justifica ta tarlut de 
arbitrariedad: p. 119. 

180. No en aplicable la doctrina establecida en materia de arbitrariedad a una 
sentencia suficientemente fundada. 

\m eireunstiineia de que la Cámara considere satisfactorios los argumentos del 
juez, acerca de la prueba, sin hacerse cargo de tas observaciones del letrado 
r» -rente, uo justificn la tacha; pues ni ta remisión a los fundamentos de pri- 
mera instancia es, de por sí, impugnable por arbitrariedad, ni los jueces están 
obligados a analizar las alegaciones de las partes que, a su juieb. no sean deci- 
sivas: p. 202. 

181. Ln jurisprudencia sobre arbitrariedad, en materia de regulación de hortora- 
rii¡-, es de carácter especialmente restrictiva: p. 246. 

182. Lo atinente al alcance de ta cláusula derogatoria del art. 79 de la ley 14.586, 
cu el sentido de que las normas de ésta se complementan con las del decreto 
11.009/4:1 —ratificado por la ley 13.0rtlK— sobre inscripción de nacimientos, no 
excede de lo que es propio de determinación por los jueces de la causa y no 
sustenta ta tacita ib' arbitrariedad en que se funda el recurso extraordinario: 
p. -'Ht. 

183. Lis resoluciones rcgulatortas de honorarios en causas de interdicción, fun- 
dada, en la apreciación por los jueces ordinarios de la importancia v naturaleza 
ile la labor cumplida, son ¡nausee pt i ble* de revisión en ta instancia extraordina- 
ria con base en ta doctrina sobre arbitrariedad: p. ¡110. 

184. No procede el recurso extraordinario con base en la doctrina establecida 
en materia tle arbitrariedad f°" '» jurisprudencia a que se remite ta resolución 
refutatoria de honorarios apelada, aun entendida con el alcance de ta inuplica- 
hilidad del arancel pnrn ahogados y procuradores en las causas de interdicción, 
no carece de fundamentos que la sustenten como acto judicial : p. 'Í\H. 

185. La resolución que reunía honorarios en inui causa sobre interdicción y que 
se liall!t -nucientemente tumbóla en lu apreciación de la naturaleza e importan- 
■ ia de la labor cumplida, no resultando el monto de lo- intereses detallólos sustan- 
tivo para la determinación de aquéllns. cualquiera -en -u acierto o error, e^ 
iususceptiblc de revisión por la forte con base en la doctrina de la arbitrarie- 
dad : p. :tis. 

18(3, Ln determinación del ámbito preeluído a que no alcanza ta retronetívidad 

- 
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de Ih ley 14.S21, no exceda de 1c* que t« propio de los jueces de ln causa y no ita 
lugar, mediando sentencia fundada, a la apelación extraordinaria con base en 
la doctrina sobre arbitrariedad: P- 333. 

187. La interpretación restrictiva del nrt. 308, inc. 7% del Código de Procedi- 
mientos Civiles, no excede de Lis facultades p .jiias de interpretación de ]<is 
jueces de la causa y no justü'it-a ln invocación e la jurisprudencia establecida 
en materia de arbitrariedad: p. 323. 

188. l^ii decisión de la causa por razone* de derecho que las partea no hn-t invo- 
eado .» lu han hecho tardíamente, constituye tan sólo .-I ejercicio de la facultad 
de suplir el derecho y no importa arbitrariedad ni violación de la defensa en 
.inicio. En consecuencia, ai los recurrentes no discutieron el acierto de la doc- 
trina jurisprudencial que sustenta la sentencia, y expresamente reconocieron 
haber sido designado»* p f >r la Intervención a la Confederación General del Tra- 
bajo, la aplicación por vi tribunal apelado de disposiciones del decreto-ley 3032/ 
55 f no cuestionado tampoco por loa apelantes) o de la jurisprudencia anterior 
sobre el punto debatido, no puede dar base bastante para descalificar el pronun- 
ciamiento, que se pretende arbitrario por las circunstancias deque: a) no existe 
prueba de que los actores hayan sido nombrados por dicha Intervención; b) el 
argumento fundado en aquella jurisprudencia no fué esgrimido por la deman- 
dada al contestar la acción: p. 380. 

189. La circunstancia de que el tribunal apelado califique los hechos invocados, 
como fundamento de la consecuencia jurídica perseguida por la demanda, en 
forma distinta de la pretendida por el recurrente, no justifica la tacha de arbi- 
trariedad: p. 385. 

190. La resolución que limita la ejecución de ta sentencia apelada, en cuanto la 
autoriza bajo canción juratoria de quedar indisponibles los fondos hasta qui- 
la Corte se pronuncie, por vía del recurso extraordinario concedido en los autos 
principales, sobre el fondo del asunto, cubre el interés legítimo del recurrente v 
es insusrcptihle de la taclia de arbitrariedad: p. 400. 

191. El pronunciamiento de ta justicia provincial que, a tos efectos de regular 
honorarios en ln acción de despojo deducida por quien se atribuye el carácter 
de locatario de un inmueble, admite una de las interpretaciones posibles del 
nrt. 2fl del arancel establecido por la ley 4278 de la Provincia de Córdoba, como 
es ln literal en el caso, es insnsceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 530. 

192. La decisión rondada atinente a la extensión de la unidad económica, como 
al valor de la tierra y a la relación entra aquéllos y el capital agrario y líquido, 
que encuadra en el ámbito de lo rural específico, es propia de las Cámaras de 
Arrendamientos e insusceptihle de la tacha de arbitrariedad, aun cuando se invo- 
quen disposiciones constitucionales que, así, carecen di relación directa con lo 
resuelto; p. 542. 

193. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad de 
m srttt « i» I»"* I»' 1 "'"* omitido ésta el ex en y decisión de non i-uestión opor- 
tunamente propuesta, si ella es inconducente para la solución de la cansa. Tal 
es lo que ocurre enn el ¡alio que no se pronunció sobre los alegados beneficios 
que acordarían al recurrente el decreto-ley 3952/56 y su complementario 22.4H:i/ 
50, atento qne la exención de multas por infracciones n la ley 11.275 que aquéllos 
prescriben no comprende las multas superiores a 111*11. 10,000, v la Sanción apli- 
cada al apelante alcanza a m$n. 22.000: p. 560, 

194. Para que la Corte pudiera entrar al examen del agravio consistente en la 
arbitrariedad de la sentencia apelada, pnr funda iv en disposiciones demandas 
por la ley 14.821 (arls, 10, inc. ti. del decreto-lev 2180/57 y 20 de la lev 13"i81 
texto de m')fi, con las modificaciones del decreto-lev 7588/55) sería indispensable 
que se hubiera acreditado: a) que al aplicarse normas derogadas, se prescindió 
de una concreta disposición en vigor, aplicable directamente n la situación de 
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«utos; b) que, en consecuencia de ello, el interés jurídico del recurrente fué 
efectiva mente vulnerado. Ninguno de esos requisitos aparece satisfecho si la 
limara ha decidido, forma irrevisihle por la Corte, que el apelante no probó 
carecer de bienes suficiente*: p. ó~7. 

195. I41 afirmación de ser impertinente la aplicación de un precepto del aran- 
cel local, no da lugar a recurro extraordinario: p. 603. 

198. La afirmación de ser posible ana apreciación aproximada de los bouora- 
rins por quien pre-tó los servicios cuyo patio se persigne, no excede de lo que es 
tnateri» de decisión por tos jueces de lo causa y, en consecuencia, no es arbi- 
traria : p. 604. 

197. El pronunciamiento que no bacc ln^nr a la substitución de embargo pedida 
ñor la ipierellada en cnusa sobre usurpación de patente de invención por carecer 
aquélla de personería para solicitar la medida respecto de bienes que pertenecen 
u terreros tiene fundamentos de hecho y de derecho procesal que excluyen la 
aplicación de la doctrina establecida en materia de arbitrariedad y que no guar- 
dan relación directa con el art. 98 de la ley 111 y los arts, 14 y 17 de la Consti- 
tución Nacional: p. 6116. 

198. Kl pronunciamiento de la Cámara de Paz que resuelve el desalojo por 
aplicación retroactiva de las normas legales vigentes en materia de locaciones 
urbanas, no mediando sentencia firme cu la causa, tiene fundamento bastante 
para sustentarlo y es insusecptible de lo tacha de arbitrariedad : p. 635. 

199. Ijn* agravios atinentes ni modo romo las resoluciones en expedientes con- 
tenciosos «instituyen normas de despacho, con arregla a las directivas del Minis- 
terio di- Hacienda dadas en K. F. 208/33, así como a las circunstancias en ^ue 
es obligatoria la intervención del Departamento Técnico y Político Aduanero y 
■a las irregularidades en el trámite, nu constituyen cuestión concreta de arbitra- 
riedad : p. 677. 

209. Es improcedente la taclia de arbitrariedad deducida contra la sentencia que 

110 hace lugar a ln producción de medidas de prueba tendientes a impugnar un 
acto judicialmente irrevisible, como es la detención de una persona, por orden del 
Poder Kjccutivo, durante la vigencia del estado de sitio: p. 708. 

201. Si la sentencia de la Cámara Central Paritaria establece, aceptando la 
prueba respectiva, que ln modificación del precio del arriendo ha tenido lugar en 
los años 1940 y 1954 y se remite » la jurisprudencia de los tribunales paritarios 
acerca del carácter atribuíbte a aquella modificación, cualquiera sen el acierto o 
error de lo resuelto, tiene 'undamentos suficientes que i ui pillen la aplicación 
de la doctrina de ln arbitrariedad. 

En tales condiciones, los prini ipios constitucionales de la defensa en juicio y 
del tUfhido proceso legal no guardan relación directa e inmediata con la materia 
del fallo, impugnado por el apelante con fundamento en que, al ordenar el des- 
alojo del predio arrendado, prescindió de la prueba documental aportada y en 
que se npoys en meras afirmaciones dogmáticas del juzgador: p. 713. 

202. El pronunri íento de la Cámara que, al conocer de la apelación y en 

razón de haher pasado en autoridad de cosa juzgada lns actuaciones cuestionadas 

111 primera instancia por el recurrente, desestima de oficio lo atinente a la nuli- 
dad de aquéllas, es insusceptihle de recurso extraordinario con fundamento en 
ln doetriun sobre arbitrariedad y en ln garantía de la defensa. Ello es así, tanto 
muí- '■i en el precedente invocado como fundamento de la apelación, a diferencia 
del caso, no mediaba resolución anterior firme: p. 719. 

CtitsItnnrM cotjj/if» jan no /cdrrataK 

203. La sanción de las infracciones a tas leyes que reprí i el agio, por aplica- 

tión de las normas vigentes en ocasión del hecho, no constituye especial cuestión 
constitucional. En efecto, no lo es el apartamiento del principio consagrado ere 
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el art. 2" ild Código Penal, ley «le orden común, ni tampoco lo dispuesto en el 
art. 2 g de la Ley 14.559, dé orden local nacional: p. 52. 

Relación directa, 

Xoniui/i tstraiian al juírio, 

204. Los arLs. 18, 29, 31, tST y 95 de la Constitución Nacional \p< guardan rela- 
ción directa e inmediata con lo decidido por la sentencia que realizó la demanda 
de ntnpnni interpuesta en fnvnr de una asociación profesional, cuya intervención 
fué dispuesta por el Poder Ejecutivo en ejercicio de facultades privativas con- 
feridas pnr el estado de sitio: p. 77. 

205. Si la Cámara, ni declarar la inexistencia del derecho preferencial invocado 
por el recurrente y hacer lugar a la demanda, no aplicó la ley 12,636, ni se atuvo 
a la anterior resolución del Banco de la Nación Argentina — como adujo el 
apelante para fundar el recurso — , sino que declaró la validez de ella con arreglo 
a la interpretación que hizo de la ley 13.246, las garantías de los arts. 16, 18 
y 31 de la Constitución Nacional carecen de relación directa e inmediata con lo 
decidido: p. 81. 

206. La circunstancia de que, por la aplicación de la ley de amnistía 14.436, se 
haya impedido al querellante producir prueba y proseguir el proceso, no en bas- 
tante para el otorgamiento del recurso extraordinario, con base en el art. 18 de ta 
Constitución Nacional, en el supuesto de no estar concretamente en discusión 
precepto alguno determinado de aquélla: p. 119. 

207. Los arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional no guardan relación inme- 
diata y directa con lo decidido en la sentencia que revoca los decretos de ta 
Provincia de Mendoza números 1218/34, 2387/54 y 547/55 en cuanto afecten la 
exención acordada a la actora, por la ley local 824, del "pago de las obras de 
pavimentación" dispuesto en el primero de los decretos mencionados: p. 143. 

208. Las garantías establecidas en los arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional 
no guardan relnción inmediata y directa con el contenido del pronunciamiento 
que, fundado suficientemente, declara la inaplicabilidud de la ley de amnistía 
14.436 en el proceso instaurado contra el recurrente por exacciones ilegales: 
p. 173. 

209. Los nrts. 14, 17 y 31 de la Constitución Nacional carecen de relación directa 
e inmediata con lo decidido por la sentencia que niega eficacia, para eximir al 
patrón de tos recargos remuneratorios de ley, al convenio que estableció una 
jornada nocturna de siete horas sin fijar para e! excedente la bonificación de 
la ley 11.544: p. 212. 

210. L:i sentencio de una Cámara Nacional de Ablaciones que, dándose los 
extremos del art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional, por el voto 
concordante de dos de los jueces que integran una de sus Palas condena al proce- 
sado por el delito de injurias, carece de relación directa con Ins nrts. 18 y 33 
do la Constitución Nacional: p. 249. 

211. La sentencia i|ue no hace lugar a la inscripción de los nombres "Maureen 
Alexandrn", por interpretación de normas no federales y razones desvinculadas 
con imposiciones de orden religioso, es insusceptihle de revisión por vía del re- 
curso extraordinario con base en los arts. 14 y 19 de la Constitución Nacional: 
p. 281. 

212. Si la sentencia recurrida se circunserihe a declarar válida, respecto de las 
disposiciones constitucionales y legales de la Provincia, la "taso general" insti- 
tuida en I» Ordenan»* 4457 de la Municipalidad de Santa Fe, carecen de rela- 
ción directa e inmediata con lo resuelto los nrts. 4* ( 16 y 67, inc. 2 T , de la 
Constitución Nacional: p. 296. 

213. Dado que la inexistencia del dereclio a la amnistía del procesado por trai- 
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ción » la patria, deriva tlwS art. 2!» di- 1» Constitución Nacional, no rs admisible- 
que, para alterar la conclusión denegatoria del beneficio, se riten otras cláusulas 
de la flfau Constitución (arts, 16. 1* y :tl). yn que éstas, cu todo caso, deben 
a rn ion izarse ron ¡o <|tu> aquélla prescribe espei ¡alíñente MAR el punto euestio- 
nació: p. :iH7. 

214. sentencio que rechaza ln demanda por repetición de impuesto, cu» fun- 
damento en la inexistencia de ln protesta, no se fundu en el puro iirbttrit) de los 
,,jaec«fl tií implica muí extralimitneióii cometida por éstos en desmedro de lus 
norata- «pie delimitan el ámbito de su competencia. Por consiguiente, no íruar- 
\\i\r\ k ' i i-iiiii inmediata y directa con ln decidido lo* art*. 17. l!>. liT, íucs. 1" y 
•Jx, tíS y Htí, ines. T y 4% de la Constitución Nacional. 

A din no obsta 1" prpscripto en el decreto lO,tí4W/56, habida em ula de -u 
texto, que autoriza a ndiiiitir que el allanamiento de la Dirección (íencnil Impo- 
sitiva un e- obligatorio cuando ha mediada renuncia al derecho — ili" cuntí nido 
económica — de que bis contribuyente* pretenden valerse : p. I2!>. 
S15. La cuestión federal atinente a qité el rechazo de la demanda por repetición 
i).- ihil'ii del impuesto, lundtido n la inexistencia de la protesta, importa exceso 
■m hi- i'm-iiltadc* ileS tribunal, ipie lm invadido así la estera reservada al Poder 
Legislativo o al Poder Kjecntivo, resulta insustancial para el ot«rgami«>iito de 
lii apelación extraordinaria habida dienta ipie ln sentencia recurrida ennenerda 

l-i.-nitia p-ilerinla de la Corte .Suprema, de la que id apelante un da rtiü. s 

iMistaute» pura prescindir: p. 42Ü. 

216. \m resolución ipie. en razón de ser posible determinar aproximadamente 
e¡ monto ile los honorarios ciiyn cohm se persigue. hace luirar a ln excepción de 
detecto legal opuesta, no guarda relación directa con lus ari*. 16. 17. 18 y 19 
de la Constitución Nacional : p. 604. 

217. La posible deserción del recurso concedido con base en id incumplimiento 
de la- reposiciones de sellos dispuestas en ln* auto.-, no reviniendo lo atinente 
a ta multiplicidad de instancias el earáctrr de exigencia constitucional, es im- 
pugnable ran luiidaiocnl.i en los urts. 14, 16, 17 y 1S de la Constitución Nacio- 
nal: p. 7 >:\. 

Art. 1<S. 

218. No procede el recurso extraordinario, fundado en hi violación del art. 16 
ile la Constitución Nacional, contra la sentencia que niega eficacia, ¡ ■•*» eximir 
al patrón de bis recargos remuneratorios de ley, ni convenio que estableció una 
jornada nocturna de más de siete horas sin lijar para el excedente la bonificación 
de la ley 11.544; y que la recurrente cuestiona con el argumento de que b» 
resucito la pone cu desventajas competitivas tiente a firmas que no c*táii esta- 
blecidas en la Provincia de Bttemis Aires: p. 212. 

219. La alegada existencia de precedentes contradictor tos en distintas jurisdic- 
ciones, tratándose de materia regida por el derecho común, no autoriza la proce- 
dencia del recurso extraordinario con fundamento en la garantía constitucional 
de la iiMialdad : p. 247. 

220. Iji alegación de ineoiislifurinnnlidad de las leyes ih Lcrgcnriu en materia 

tic locaciones con el fin de extender sus hcimfirios, es improcedente cuando no 
median discriminiiciones persecutorias ! p. 2ÍKÍ. 

221. Lo atinente a si el monto de la reculación en juicio de desalojo ha de 
variar o no con arreglo a ln causal invocada, es cuestión librada ai prudente arbi- 
trio legislativo y no autoriza la intervención de la Corte, por vía de la apelación 
extraordinaria con fundamento en la garantía constitucional de ia igualdad. Si 

ad á> la tesis del recurrente no se compadece con la doctrina del Tribunal 

sobre la niatertn, no impugnada expresamente, el recurso extraordinario debe 
i'i i-lci/.íii'-c : |i. 'tlli. 

222. La eircimslanciii de que una ley provincial pueda admitir duda cu cnanto 
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ti su interpretación y dé lugar n <li¡>tintas soluciones judiciales, no autoriza la 
apertura del recurso extraordinario ron fundamento en c| art, 1-tJ jé ln Consti- 
tución Nacional. Kn efecto, fuera del ámbit» 
fines de unificación de jurisprudencia : p. 414. 

223. Ln invocación del nrt. 1*¡ de ln Constitución Nacional, en tanto no se com- 
pruebe l;i existencia ile discriminaciones arbitrarias tendientes al indebida pri- 
vilegio o a ln injusta persecución de personas n grupos de personas, no autoriza 
ln apertura de la apelación extraordinaria. f.;i circunstancia de que la ley deter- 
mine mi plazo especial para la prescripción de tais deudas con el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social, tío encuadra en el supuesto ile referencia, ni es óbice 
pava ipie subsiga el régimen ci.itiún respecto de lo, créditos de «lidio onanismo ; 

p. 4a"j. 

224. 1.a garantía constitucional de la igualdad no autoriza el otorgamiento del 
recurso extraordinario a los fines de unificar jurisprudencia en cuestiones no 
regidas por normas federales ¡ p. ti34, 

Atí. 17. 

225. La decisión dictada en mi juicio de twpropi ación y referente al vencimiento 
en las instancias de alzada, cuestión de orden procesal y de hecho, no guarda 
relación di recta con el nrt. 17 de la Constitución Nnrioiial : p. 120, 

226. Ka. improcedente el recurso extraordinario fuiulauo en la doctrina que. atri- 
buye electo liberatorio ai pago cotí jerarquía constitucional cuando, habiéndose 
iihoitndo al obrero indemnización simple por despido con arreglo A la jurispru- 
dencia imperante en la jurisdicción del lugar donde se desarrolló la relación 
laboral, utedin una demanda inmediata de aquél, en distinta jurisdicción, por 
integración de ta doble indemnización: p. 253. 

227. La afirmación de que el derecho a la indemnización integra el patrimonio 
de- los actores no constituye cuestión constitucional autónoma que autorice la 
apertura del recurso extraordinario, con funda mentó en el art, 17 de ln Consti- 
tución Nacional. Ello es así porque queda librado a resolución de los jueces 
de fa causa la existencia de ruptura de la relación laboral, en términos que 
constituyan casos de despido, con nrr*Rlo a la ley eontfiu que rige tales supues- 
tos: p. 382. 

Art. 18. 

228. Si el apelante no se ha visto privado de la oportunidad procesal de ofrecer 
prueba — que pudo proponer en ocasión de las audiencias fijadas por la autori- 
dad administrativa de conformidad ron el art. 3* de ln ley 11.570— el rechazo 
de la ofrecida extemporáneamente sólo es imputable n su propia negligencia, y 
la decisión judicial nue así lo resuelve no afecta la garantía constitucional de 
la defensa en juicio: p. 147. 

229. La mera invocación del art, 18 de la Constitu. tón Nacional no apoya sufi- 
cientemente la apelación si de las consta ueias del juicio resulta que el recurrente 
ha tenii 1 » oportunidad de ejercer, y efectivamente ha ejercido con amplitud, la 
facultad ile ser oído, alegar y probar: p. 347, 

230. La garantía del nrt. 1H de la Constitución Nacional no guarda relación 
inmediata y directa enn lo resuelto cu la causa si, durante el transcurso de ésta, 
los ile o laudados pudieron ejercer, y efectivamente ejercieron, su derecho de de- 
fensa con relación a los distintos puntos en litigio: p. 350. 

231. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que ln Cámara Na- 
cional de Apelaciones del Trabajo habría violado ln garantía de la defensa en 
juicio por no haber hecho lugar a las medidas de prueba ofrecidas por el ape- 
lante al fundar el recurso previsto en el art. 14 de la , y 14.2.1(1, pues tas cues- 
tiones de hecho debatidas en la causa son ajenas a la competencia que la citada 
ley «tribuye n ese tribunal; y. aún etitendiétilnsc que el dili-renciamiento tic tales 
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medida* se rcipicrín pnm mejor provwr, ln negativa cuestionada constituye 
materia procesal irrevisiblc en ln instancia de excepción. A lo que cabe agregar 
Ejiic el interesado tuvo oportunidad de nlei;iir y probar en el juicio, en defensa 
d« SU derecho, y efectivamente Id hizo; p. 376. 

Are. 19. 

232. Kl art. 1!1 de la Constitución Nacional, respecto de puntos regidos por pre- 
ceptos de derecho común, no sustenta ln apelación extraordinaria : p. tíli. 

233. Kl nrt, 19 de ln Constitución Nacional no sustenta él recurso extraordina- 
rio contra sentencias apoyadas en norman no fedérale»: p. 577. 



234. La invocación de los nrts. 4623 del Código Civil y 16, 17, 18, 31, 67, íne. 11, 
y $08 de la Constitución Xncional, no habiéndose denegado 1h acción .judicial 
ordinaria de repetición, carecen de relación directa con el pronuncia miento que 
■¡celara cerrada ln vía administre 'iva para reclamar ln devolución de lo que se 
aleen haber pagado de más en concepto de reajuste al impuesto a la transmisión 
gratuita de bienes. En efecto, la cosa juzgada administrativa no impide ln deci- 
sión judicial del punto debatido: p. 27. 

236. Los nrts. 75 a 90 de la ley 11.683 (t. o. en 1956) son extraños a lo resuelto 
en la sentencia que no hace lugar a la intimación n la Dirección Provincial de 
Hipódromos de Buenos Aires para que consigne una suma de dinero como depo- 
sitaría de objetos embargados, por estimar que la citada Dirección no tiene tal 
carácter, y sin perjuirio de las accione» que pudieran corresponder a la actora ; 
pues la resolución no se pronuncia en definitiva sobre el mejor derecho de los 
interesados en cuanto a los fondos en disputa: p, 423. 

Smtetcia* con fundamento* no fedérale* o fedérale* cantentitlo*. 

236. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
que, sin arbitrariedad, condena a) pago de jornales correspondientes a días no 
trabajados con motivo de una huelga, fundándose en la conducta procesal de 
las partes, en la interpretación de normas legales referentes n las asociaciones 
profesionales y a los conflictos colectivos de trabajo, y en disposiciones del Có- 
digo CrCil. 



En tales condiciones, no guardan relación directa con la materia de) pronuncia- 

miento los nrts. 1, 16, 17 y 19 de ln Constitución Nacional: p. 196. 

rondutnbii de oidM MHfla. 

237. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra ln sentencia 
t|ue tiene i>nr desistida a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires de un 
juicio de expropiación y rnnsidera que los decretos municipales respectivos 
(3610/58 y 4662/58) y la presentación del demandado ante el Intendente Muni- 
cipal, importan una transacción en los términos del art. 83*2 del Código Civil. 
f,;i garantía de la propiedad, invocada por el recurrente, carece de relación direc- 
ta t- inmediata con las cuestiones de hecho y de derecho no federal decididas en 
el pronunciamiento, no tachado de arbitrario; p. 29. 

238. Iji sentencia del tribunal de alzada (pie, por aplicación del nrt. 21 de la 
ley 14.821. revoca el fallo del inferior y hace lugar al desalojo por haberse cam- 
biado el destino de la locación, es insusccptihlc de recurso extraordinario con 
base en el art. Ui de la Cnustitució., Nacional, pues no resulta de lo decidido 
que medie, en el enso, propósito de indebidn persecución o privilegio: p. 615. 

fundamento! dt ardan local 7 ftocouL 

239. I^s atinente a si en el orden jurídico de lo Provincia de Buenos Aires, en 
materia impositiva local, no existe más alternativa que recurso de reconsidera - 



VariM. 
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ción o acción administrativa de repetición, es cuestión que versa sobre aspectos 
de naturaleza provincia] del litigio, irrcvisiblea en la instancia extraordinaria: 
p. 27. 

240. La sentencia de la justicia del trabajo provincial por la cual se declara, 
con fundamentos de hecho y prueba y aplicación del nran<el local vigente, que 
las regulaciones d^> honorarios deben practicarse sobre el monto de |n condena, 
sin deducirse del imímih) bis suma* pagadas i-mi posterioridad a la iniciación del 
juicio, es insusceptible de recurso extraordinario ron base en la garantía consti- 
tucional de Ea propiedad; p. 246. 

241. El pronunciamiento apelado que no lince faga» ti la oposición del expro- 
piante respecto de las pruebas periciales, en razón de encontrarse consentido el 
auto (pie bis admite, tiene fundamentos su tic, ates para sustentarlo y que privuii 
a lo decidido de relación directa con la cuestión federal atinente al desconoci- 
miento, en el caso, de lo dispuesto cu el art. 14 de la ley 13.264: p. 637. 

242. La sentencia del tribunal de alzada qué, en razón de haberse declarado 
perimida la instancia judicial, continua el auto dieludo por el inferior y dene- 
gatorio del pedido de reíniciar el trámite a que dio lugar la concesión del recurso 
contra la resolución administrativa, es insusceptible de apelación extraordina- 
ria con fundamento en el art. 95 de la Constitución Xacíonnl y en el principio 
de división y autonomía de los poderes: p. 680. 

FAnUwtato» de h«cho. 

243. La resolución de la justicia del trabajo provincial que, con liase en circuns- 
tancias de hecho — no versar la demanda sobre un arriendo rural sino sobre un 
depósito "ad lionoreiu" — , rechaza la incompetencia de jurisdicción opuesta por 
el recurrente, es insusceptible de recurso extraordinario con fundamento en la 
garantía constitucional de la defensa en juicio, que rareee de relación directa 
con lo decidido: p. 54. 

244. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia 
que, sobre la base de consideraciones de hecho y prueba, declaró inexistentes las 
circunstancias que habrían podido justificar la invocación del decreto-ley 11.937/ 
46, cuya inteligencia no aparece, así, vinculada con la decisión emitida ni con 
el fundamento de ella: p. £4. 

245. No procede el recurso extraordinario, basado en la violación de la defensa 
en Juicio, cuando lo resuelto tiene fundamentos de hecho y de derecho común y 
procesal suficientes para sustentar el pronunciamiento. Tal es lo que ocurre en 
el caso en (|uc, requerida la nulidad de lo actuado porque la notificación de la 
demandn se habría diligenciado con quien ya no ern representante legal de lu 
demandada, tal nulidad es rechazada en virtud de i|ue la noticia del cese de sus 
funciones llegó a conocimiento del apoderado con posterioridad a la notificación 
que se cuestiona: p. 395. 

216. La sentencia que rechaza la nulidad del fallo cuestionado, por estimar 
(pie, si bien Ins notificaciones se practicaron en lugar distinto del domicilio real 
de Jos demandados, éstos tuvieron oportuno conocimiento del juicio, resuelve con 
fundamento suficiente cuestiones de hecho y prueba y de derecho procesal, insns- 
ceptiblex de revisión en la instancia extraordinaria y con ías que no guardan 
relación directa e inmediata los arts. 18 y 31 de la Constitución Nacional: p. 429. 
247. Tiene fundamentos de hecho, prueba y derecho común bastantes para sus- 
tentarla, h* sentencia que desestima ta defensa de falta de acción opuesta por 
considerar que, si bien la solicitud de la marea cuestionada fué formulada por 
quien en ta denmndu sólo aparece como representante de una sociedad, tos res- 
tantes socios gerentes de ésta manifestaron en et juicio que dicha solicitud fue 
formulada para la sociedad y ratificaron la actuación en sede administrativa. En 
consecuencia, resultaría inoficioso el pronunciamiento del Tribunal acerca del 
agravio que se funda en la violación del art. 6' de la ley 3975 : p. 480. 
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248. Es improcedente i-l recurso e\\ raordinariu deducido contra Lt resolución 
ilc la Cámara que decretó !.i cesantía de un empleado de] lucro, si H sumario 
respectivo se h» sustanciado regularmente, ron audiencia del imputado, y la deci- 
sión »e rumia en 1» apreciación de circunstancias de hi-cho y prueba : p. 040. 

Resolución contraria. 

249. 1.a sentencia que declara la incompetencia de los jueces laborales, pura 

entender en !n demanda sobre inde i andón entablada a raíz de la muerte de 

un piloto militar ocurrida en acta di- servicio, mi importa privación del Enero 
federal, en lo» términos: de la jurisprudencia de la Corte: p. 55. 

250. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia i|ue deniega el fuero 
federal invocado por el recurrente: p. 2.IH. 

251. Corresponde revocar la sentencia de 1» Cámara de Apelaciones en I» Civil 
j Comercial de Im Plata, Provincia de Rueños Airea, que resuelve declararse 
competente y entender en el recurso deducido contra la resotueióri dielada ]>or el 
Consejo Profesional de Ciencias Económica» de la Provincia de Buenos Aires, 
en el pedido de inscripción en la matrícula presentado por el recurrente; pues, 
dudo el inequívoco carácter federal de ln materia (deeretn-lcy 5103/43 — ley 
12.021 — ), el conocimiento por vía de apelación compete a la justicia nncioual. 

conforme a lo ptt pluudo por el art. 100 de la Constitución v el art. 20 del 

derreto-ley mencionado, ante los males deben ceder las normas lóenles (pie dis- 
pongan lo contrarío, como el art. 20 de la ley 5007 de la Provincia de Buenos 
Ain en eitvn virtud fué comedido el recurso por el organismo administrativo : 
p. 26*'. 

252. Corresponde revocar la sentencia tic la Cámara de Apelaciones en lo Civil 
y Comercial de l*a Plata, Provincia de Buenos Aires, que resuelve declararse* 
competente y entender en el recurso deducido contra la resolución dictada por 
el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Provincia de Bueno» Aires, 
eri H pedido de inscripción en ln matrícula presentado por el recurrente; pues, 
dado el inequívoco carácter federal de ln materia (decreto-ley /VlO'í/45 —ley 
12.021 — J, el conocimiento por vía de apelación compete a la justicia nneioual, 
conforme » lo preceptuado por el art, 100 tle la Constitución y el nrt. 20 del 
decreto-ley mencionado, ante los cuales dehen ceder tas normas locales que dis- 
pongan lo contrarío, como el art. 20 de la ley 5607 de la Provincia de Buenos 
Aire*, en cuya virtud fué concedido el recurso por el organismo administrativo: 
p. 275. 

253. Kn tausas que versan sobre interpretación de leve* genérale" de la Nación, 
que ambas partes entienden compatibles con su derecho, la procedencia del recur- 
so extraordinario no se supedita n la resolución contraria a la pretensión de 
ninguna de ellas, pues, entonces, cualquiera sea el tenor de la sentencia, necesa- 
riamente envuelve el desconocimiento de una facultad o una exención fundada 
• u una ley federal. En consecuencia, aunque la adora alegue que el fallo no es 
contrario a la valide?; del título, derecho, privilegio o eíeiicjón fundado en la 
norma nacional cuestionada , procede el recurso extraordinario deducido por el 
Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal contra ln 
sentencia de la Cámara Federal que ordena una inscripción en el Begistrn de Xo 
finidüirdos. denegada pnr ,<\ Consejo con fundamento en que no la autoriza el 
decreto 5103/45 (ley 12.021): p. 277. 

Sentencia definitiva. 

254. Iji invocación de lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución Nacional no 
obvia. *iri más. ln ausencia de sentencia definitiva» ni justifica que ];■ Corte se 
avoque a la elucidación de la existencia de cosa juzgada, si las condiciones del 
casó no non tle excepción: p. 553. 
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255. La invocación de tu jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad, 
n otra cuestión federal nMlqniero. no permiten prescindir di' la ausencia del 
recaudo (Ir Iji sentencia definitiva para In apertura de ln apelación extraordina- 
ria : p. o:)4. 

Juicio» de «premio f ejecutivo. 

256. I^i^ resoluciones dictada* en juicios ejecutivos, no dan lupar a recurso 
i'M rao rditüi liii, >alvr> el cn*o de excepción en que In resuello reviste pravedad 
¡•Mitueionnl. La sola remisión al juicio ordinario para la tutela del dereelio que 
el recurrente estime usistirle, no encuadra dentro det supuesto aludido: p. 383. 

257. Las resoluciones dictadas en procedimiento* ejecutivos, no dan hipar a 
recurso extraordinario. Iji excepción que dicha jurisprudencia admite, pura los 
supuesto- en que lo decidido revista pravedad institucional, no es iuvneahlc en 
causas entre particulares donde lo resuelto no excede notoriamente de lo que es 
p .ipio de decisión por los jueces de la causa: p. 413. 

258. I^s resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos no constituyen son- 
leueiiis definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48. Dicha jurisprudencia 
reconiiee excepción en los supuestos en que lo resuelto reviste pravedad institu- 
cional, no podiendo ésta hacerse consistir en la imposición de las costas de la 
ejecución ni en el error en que el tallo apelado pueda haber incurrido en la 
apreciación di- nerums de orden común >■ procesal: p. 512. 

259. Procede el veurso extraordinario si, habiéndose cuestionado la rnnstitu- 
cionatidad de la ei -encia de un aporte a catipo de comerciantes y que beneficia 
a los integrantes d< la Caja de Previsión Social nara Médicos v atines de Córdo- 
ba, con los cuales aquéllos no tienen relación, así como el carácter anómalo del 
procedimiento para la formación del capital de la Caja, el monto del trravnmen 
que se ejecuta afecta seriamente las actividades comerciales del recurrente: 
p. «01. 

260. Existe pravedad institucional, a los efectos de la procedencia del recurso 
extraordinario en el procedimiento de apremio, cuando la ejecución corresponde 
a medidas de nleanee peñera! que pueden interesar a actividades cuyo correcto 
ejercicio no es ajeno al bienestar común: p. 601. 

261. El recurso extraordinario es, por vía de principio, improcedente respecto 
de las decisiones recaídas en procedimientos ejecutivos, salvo el supuesto excep- 
cional de que los agravios en que la apelación se funda revisten pravedad insti- 
tucional. Tal ocurre cuando lo resuelto en el apremio puede afectar la expedita 
prestación de los servicios públicos o excede del interés individual de las partes 
y atañe también al de la colectividad: p, 601. 

Medid» pitcantorUa. 

262. El recurso extraordinario tío procede, como principio, respecto de resolu- 
ciones que acuerdan o deniegan medidas precautorias, entre las cuales tipiiran 
fas de no innovar: p. 114. 

263. Ijis decisiones de carácter precautorio no tienen fuerza de cosa juzgada 
material: p. 114. 

264. Las medidas de carácter precautorio, como lo es ta ocupación provisional 
del local que motiva el proceso, no son sentencias definitivas en Jos términos del 
art. 14 de la ley 4H. Dicha jurisprudencia, aplicada incluso en procesos por usur- 
pación, no depende, en principio, de la naturaleza de la cuestión debatida en la 
causa: p. .'124. 

265. No constituye sentencia definitiva, ni es asimilable a ella en los términos 
(h 1 la jurisprudencia de la Corte, la <|Ue declara no corresponder la intimación 
a la Dirección Provincial de Hipódromos de Buenos Aires para que, dentro del 
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término de veinticuatro huras y hujo apercibí miento (Il> tu previsto en el nrt. 459 
del Código de Procedimientos Civiles, consigne una suma de dinero romo deposi- 
taría de objetos embargados a la orden .judicial, por estimar que la citada Direc- 
ción no tiene tal carácter y -ni perjuicio de las acciones que pudiera» corres- 
ponder 11 la actora (Dirección (¡eneral Impositiva). 

La resolución no cansa a ta recurrente agravio ¡iisUsccptihie de reparación ulte- 
rior, y se himia en razone- de dercvlui procesal y enniún, con las que no guardan 
relación directa las garantía* consagradas por los nrts. lt>, 17 y 1S de ]» Consti- 
tueién Nacional: p- 

266. Im orden de no i n novar dispuesta a pedido de la demandada — conileiiaila 
a escriturar en el jiiieio— en razón de que, n su ven, ha deinntidado a loé actores 
por remisión de la compraventa de loa inmuebles respectivos» no reviste carácter 
definitivo ni da lugar al recurso extraordinario; pues no product 1 agravio i n sus- 
ceptible de reparación en el curso del procedimiento, ya que no es tal la necesi- 
dad qite impone al recurrente de continuar actuando. A lo que cabe agregar que 
la vía elegida por la demnndadn fué indicada por resolución que consintió la 
apelante, e incluso esta misma señaló como procedente en relación con bis cues- 
tiones a que podría dar lugar la ejecución de la sentencia dictada en el juicio, 
que t i prendía y obligaba n ambos partes: p. 553. 

267. Ijis resoluciones referentes a medidas precautorias —sea que Lis acuerden, 
deniciruen o rechacen el levantamiento de la.* ya decretadas — no constituyen, en 
principio, sentencia definitiva que autorice la concesión del recurso extraordina- 
rio: p. 583, 

268. Las re-olucioncs que acuerdan, deniegan o modifican medidas de carácter 
precautorio son, por vía de principio, insusceptihles de recurso extraordinario: 
p. tifltí. 

Tariu. 

269. Kl pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Buenos Vires, que se Umita a declarar firme y consentida la determinación im- 
positiva practicada por la Dirección General de Rentas local y con ello cerrada 
la vía administrativa, sin decidir ai queda o no cancelada la acción ordinaria 
judicial de repetición, no reviste el carácter de sentencia definitiva, en loa térmi- 
nos del art. 14 de la ley 4H : p, 27. 

270. Las resoluciones que declaran la nulidad de actuaciones no constituyen 
sentencia definitiva n tos efectos del art. 14 de la ley 48. Tal jurisprudencia es 
esperta luiente aplicable n] caso cu que lo resuelto versa sobre excepciones de falta 
de arción y de personería, cuyas decisiones tampoco dan lugar, por lo común, 
a la apelación extraordinaria. So importa que se invoque la arbitrariedad y la 
violación de garantías constitucionales: p. 117. 

271. La re-olneión del tribunal de alzada que. revocando la del inferior, declara 
qiir la cansa debe abrirse a prueba, no reviste carácter definitivo, ni da lugar, 
por vía de principio, al recurso de] art. 14 de la ley 44. Kilo es así drbido a que 
no produce agravio itisnsceptible de reparación en las instancias ordinarias, pues 
no i> tal. a los fines de! otorgamiento de U apelación extraordinaria, la necesi- 
dad que impone al recurrente de continuar actuando en juicio: p. 120. 

272. Procede el recurso extraordinario, fundado en que el art. (i" del decretó- 
le)? 44ÍV7/5" es \ ¡obitorio de la garantía de la defensa en juicio, deducido contra 
la rc-oltirión que. aplicándolo, exige el previo pago de la multa impuesta por 
infracción a la ley 12.:i72. para conceder un recurso. Tal decisión es equiparable 
a la sentencia di fínítiva por el gravamen irreparable que cansa al apelante: 
p. 1M. 

273. í,a medida de restitución provisoria dispuesta n favor del querellante en 
el curso del proceso pnr Usurpación, sujeta n la suerte de la causa, no reviste 
carácter definitivo a los fines de la apelación extraordinaria. La solución no 
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varía por ta invocación de cláusulas constitucionales, ni por la circunstancia 
filian l:i de ser terceros los alcanzados por aquélla: p, 211. 

274. L;i iniciación de los procedimientos administrativos establecidos por la ley, 
en materia de conflictos laborales, no constituyen sentencia definitiva, en jós 
términos del art. 14 de la lev 48: p. 215, 

275. Iji impugnación del Consejo Nacional de Relaciones Profesionales, ron 
fundamentos de orden federal y con miras de obtener la admisión de su incom- 
petencia "ob initio", no justifica la apertura del recurso extraordinaria: p. 215. 

276. Ln sentencia que, declarando procedente la defensa de falta de acción 
opuesta, lechaza la demanda por cobro de comisione* entablada contra el Insti- 
tuto Argentina de Promoción de] lntcrcnmhio, en razón de haber éste actuado 
como mandatario de la Nación en las operaciones de compraventa que originaron 
aquéllas, no reviste el carácter de sentencia definitiva y es insusccptihle de ape- 
lación extraordinaria con base en la garantía constitucional de la defensa en 
juicio: p, 247. 

277. Ks i tu procedente el recurso extraordinario si el agravio que alegan los 
ocupantes de tierras fiscales, a quienes se les ne^ó intervención como parte en 
un juicio sobre posesión treintañal, puede encontrar remedio en las instancias 
ordinarias de la causa, ya sea porque la sentencia final favorezca al fisco o por 
vía de la reserva de las acciones que autónomamente pueda corresponder a los 
recurrentes: p. 256. 

278. La falta de sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la lev 48, 
no se suple con la invocación de la existencia de cuestión federal en el incidente 
resuelto en la causa: p. 284. 

279. Las decisiones atinentes a las etapas del proceso, tales como la pérdida del 
derecho n contestar la demanda, no dan Jugar a la inmediata concesión del recur- 
so extraordinario: p. 284. 

280. La resolución denegatoria de medidas de prueba es insusceptible de apela- 
ción extraordinaria: p. 284, 

281. El auto que ordena el desgloce de lo ampliación de un alegato, por esti- 
marla extemporánea, no reviste el carácter de sentencin definitiva y es írrevisible 
en ta instancia extraordinaria: p. 284, 

282. La resolución que desecha In defensa de falta de acción, antes del fallo de 
ta causa, no constituye sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la 
ley 48 : p. 285. 

283. Ln resolución que dispuso la colaboración y auxilio de la fuerza pública 
a fin de que el ingeniero designad» pudiera practicar la mensura encomendada 
judicialmente, no es sentencia definitiva que pueda dar lagar a recurso extra- 
ordinario, ya que ella no pone fin al pleito ni impide su prosecución, ni es tam- 
poco de aquellas que le sean equiparables por el gravamen irreparable qui 
producen: p. 375. 

284. Ím resolución que desestima la oposición de la demandada a que la actora 
continúe gozando del beneficio de pobreza que le ha sido acordado, no constituye 
sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48, pues no causa agra- 
viu irreparable, ni pone fin al pleito ni impide su continuación: p, 385. 

285. Las resoluciones que admiten o deniegan medidas de prueba no revisten 
carácter definitivo, en los términos del art. 14 de la ley 48, La solución no varia, 
aun cuando se invoque la garantía constitucional de la defensa en juicio u otro 
agravio federal, pues se trata de gravamen que puede enenntrer remedio en las 
instancias ordinarias o ser objeto d*- consideración por ln Corle en ocasión de la 
sentencia final de la causa: p. 386. 

286. No constituye sentencio definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48, 
ja que desestimo la excepción de falto de personalidad del actor, aun cuando 
ésto aparcr.cn basada en la supuesta inconstitucionalidad del art. 37 de la ley 
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2415 de Santiago del E.stero, «I que so imputa ser contradictorio con los precep- 
to* que sobre l;i materia contiene ln l<*jrí>lafióii civil. Ello, porque el pronuncia- 
miento rerttrrido lio pone fin ni pleito ni lime imposible su continuación, y tam- 
poco ohstii a El posterior tutela ilel derecho qin- pueda asistir al interesado: 
p . 390, 

287. Kl pronunciamiento ilel tribuiml ile al/jola, que. conl'irmnndti el del inferior, 
impide ti la Nación invocar el privilegio de oponerse al progreso de la causa por 
no mediar reclamación administrativa previa, reviste el carácter de sentencia 
definí Mvn. a lo- fines t]c| recurso extraordinario: p. 517. 

288. Ijh em^tii'm referirte n la caducidad de la primera instancia no constituye, 
por ln común, sentencia definitiva en los término? iliO art. 14 de ln les K En 
efecto, no pone fin al pleito ni impide su continuación: p, 634. 

289. 1.a- re-iiln.-iones cpie deniegan o admiten i lidas de prueba muí. por vía 

de principio, insusceptibles de apelación extraordinaria, por carecer de carácter 
definitivo en los términos del art. 14 de la ley 4Wí p. (í:tt. 

290. 1.a- resoluciones ipie admiten medida-; de prueba no revisten carácter de 
sentencia defin itiva n los efectos del recurso extraordinario, pues no ponen fin 
n ln ean«n ni impiden su eontinuacinu : i>. 7li*J. 

Tribunal Superior. 

291. T.ns deficiencias del fallo de primera in-tuncin, cualesquiera que hayan 
•.ido. no sustentan el recurso extraordinario contra el pronunciamiento de la al- 
znda : p. .Vi. 

Requisitos formales. 

Introducción de la cuestión federal. 

Fornm. 

292. f.n aserción, en el eserito de contestación a la demanda, de que "la disposi- 
ción invocada de la ley 14.546 no es de aplicación", no propone cuestión consti- 
tucional íiltrnnn. aun cuando se> n^reiue que "se plantea al respecto el caso federal 
para ni-urrir a la Corte Suprema": p. 321. 

293. Si bien el correcto planteamiento de una cuestión constitucional no se 
halla supeditado ni empleo de fórmulas especiales, requiere, sin embargo, la 
invocación expresa y e«tc¡rórien del derecho federal de que el lítieanre pretende 
valerse, demostrando su conexión con ln materia del pleito: p. 374. 

294. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido en una causa de am- 
paro ntrn el fallo de ln Cámara que declara bien detiepadn la apelación. 

cuando la cuestión federal, atinente a la ineonstitiicionolídnd de la aplicación al 
caso de la norma del art. 639 del Código de Procedimientos en ln Criminal, nn 
lia -ido planteada explícitamente. l*i referencia implícita a la garantía de la 
defensa en juicio, es in-nficiente a esos efectos: p. 441». 

OjtwríKaídad, 

295. I.a impugnación constitucional de las Cámara- Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcería- Rurales, efectuada en el procedimiento de ejecución de sus sen- 
tencia- firmes, es extemporánea: p. lio*. 

296. Si la violación de los urts, 14 y 17 de la Constitución Nacional, que invoca 
el recurrente, sólo aparece introducida con posterioridad al m-tirso de apela- 
ción deducido contra ta resolución administrativa que sancionó el incumplimien- 
to de la ley 14,226, et planteamiento de la cuestión federal resulta extemporáneo, 
pues "a aplicación de e*a ley > de las sanciones que le son inherentes era previ- 
íible desde id primer instante. N"o impide considerar tardío el planteamiento 
aludido la circunstancia de que la primera etapa del procedimiento se hava 
sustanciado ante la autoridad administrativa : p. 143. 
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297. Si la violación de loa arta. 14 y 17 de la Constitución Nacional que invoca 
el iMiuuttla, sólo aparece introducida coh posterioridad ul recurso de apelación 
deducido contra la resolución administrativa (|ue sancionó el incumplimiento de 
la ley 14.ÜÜ6, el planteamiento de la cuestión federal resulto extemporáneo, pues 
la aplicación de esa lev y de lus sancione* que le son inherentes em previsible 
desde el primer ¡listante. So impide considerar tardío el planteamiento mencio- 
nado la circunstancia de que la ]>riinera etapa del procedimiento se ha va sustan- 
ciad» ante la autoridad administrativa: p. 147, 

298. Tanto el acogimiento romo el rechazo de las pretensiones de las partes es 
evento previsible que obliga al oportuno planteamiento de tas cuestiones fede- 
rales a que hubiere lugar: p. 17!». 

299. Es extemporánea la arbitrariedad alegada respecto de la sentencia del 
tribunal fie «Izada que confirma la tiel interior, si la misma cuestión no se for- 
muló en oportunidad del fallo de primera instancia, igualmente susceptible de 
ella: p. 202. 

300. Es procedente el recurso extraordinario, fundado en la denegatoria del 
fuero federal, sin que sea necesario considerar la oportunidad de la invocación 
o del mantenimiento de la cuestión federal, si el tribunal superior del juicio la 
ha considerado y resuelto explícitamente: p, 269. 

SOI. La cuestión federal debe introducirse en el juicio en la oportunidad de 
trabarse la litis: p. 539. 

302. La impugnación constitucional de las Cámaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías Rurales, después de admitida su competencia v en el procedi- 
miento de ejecución de sus resoluciones firmes, es extemporánea: p. 700. 

303. Toda vez que la competencia de las Cámaras Paritarias de Arrendamien- 
tos y Aparcerías [turóles puede y debe cuestionarse en el trámite ante las mismas, 
de cuya sentencia cabe recurso extraordinario ante la Corte mediando cuestión 
federal bastante es tardía la propuesta después de firme aquella, durante su 
ejecución: p. 71to\ 

Réjoluclfln Mbn U oportunidad del pUnteamlfotO. 

304. Lo sentenc i del tribunal de alzada en cuanto declara que la cuestión fede- 
ral, atinente a la ineonstitueionalidad de las normas de los nrts. 14 y lü de la 
ley 14.54o, ha sido inoportunamente planteada en el memorial presentado en 
segunda instancia es, en principio, irrevisible por vía del recurso extraordina- 
rio: p. 3§a. 

305. Iji declaración por el superior tribunal de la cansa de haberse propuesto 
extemporáneamente la cuestión federal, base del recurso extraordinario, nn puede, . 
en principio, revisarse por la Corte, salvo el supuesto de arbitrariedad, que no 
es iiivocable cuando se ha omitido plantear la cuestión aludida en primera ins- 
tancia : p. 539. 

306. La> cuestiones federales, liase del iwurso extraordinario, deben ser oportu- 
namente plantendns en la causa. Dicha jurisprudencia admite excepción en los 
supueslns en que, aun planteadas aquellas tardíamente, el tribunal superior las 
considera y decide: p. 551. 

307. Si In Cámara consideró improcedente el agravio relacionado con l»s arts. 
16 y W de la Constitución Xacional, por entender que se lo había introducido 
extern poránen mente en la causa, tal pronunciamiento no es revisíble en la instan- 
cia extraordinaria : p. 577. 

308. I¿i declaración expresa del tribunal superior de lo causa en el sentido de 
que la cuestión federal fué inoportunamente planteada no es revisíble en la ins- 
tancia extraordinaria, salvo el caso de arbitrariedad: p. 71fi. 

Planteamiento en al wcrlto de Interposición del reenrto extraordinario. 

309. Lo atinente u la iiicoiistitucionalidad del art. 1208 del Código de Proeedi- 
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m ¡cutos en lo Civil y Comercial de la Provincia de Santiago del Estero planteado 

i posterioridad ni Ful lo final que declara procedente Iji demanda, riendo el 

nroiri miento de las pretcnsiones dr una dr liis partes eventualidad previsible, es 
tardío. Un existido, en el oportunidad para introducir, en la musa, la perti- 
nente cuestión federal, incluso en lo referente » ta posible arbitrariedad de las 
pretensiones de I» contraparte: p. 00. 

310. La incimstitucionalidnd del decreto SÍ1/5H sobre remuneraciones, ni que 
incluso se afirmó haber dado cumplimiento en ocasión del escrito de responde, 
planteada ¡il interponerse el recurso extraordinario, es tardía: p. 60. 

311. Es extemporánea la cuestión referente a la falta de competencia de la. 
justicia federal, que sólo fué planteada en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario, a pesar de. que la eventualidad del juzgamiento final del en so 
por los tribunales de la ¡fació n fué previsible mirante todo el curso del juicio: 
P . 202. 

312. K- tnrdíu la invocación de una supuesta violación de cláusulas del art. 18 
de la Constitución Nacional, sólo efectuada al interponer el recurso extraordi- 
nario y relacionada por el «pelante con la pretendida nulidad de los fallos de 
primera y segunda instancias: p. 290. 

313^ Kl agravio de arbitrariedad es tardío cuando, sienuo ta sentencia de pri- 
mera instancia sustancialinente coiucidente con la de la alzada, no se lo propuso 
respecto de aquélla en el memorial presentado ante la Cámara: p. 3*21. 

314. Si los demandados tuvieron conocimiento de las diversas circunstancias 
que alegan como fundamento del recurso extraordinario antes de que se dictara 
la sentencia de que se agravian, sin plantear entonces cuestión federal alguna, 
son extemporáneas las que introdujeron en el escrito en que se interpuso la 
apelación : p. '!.>(!. 

315. Es tardío el pin liten miento de ln cticstióu federal en el escrito de interpo- 
sición del recurso extraordinaria, si el agravio que se presenta como de orden 
federal era previsible en razón de ios términos del escrito de expresión de agra- 
vios, y no fué articulado en la respectiva contestación : p. 380. 

316. Es extemporáneo el agravio vinculado n la extensión de los términos legales 
n circunstancias ajenas a la situación económica del padre del recurrente (art, 
41, ine. 3% del decreto-ley 20.375/44 —ley 12.1)13— ), articulado sólo en el escri- 
to de interposición del recurso extraordinario: p. 30ó. 

317. Ks extemporánea la cuestión federal que se hace consistir en que los arts. 
4s y ó4 de la ley 3480 de ln Provincia de Santa Fe son viola lorios de la garantía 
constitucional de lu igualdad, si la sentencia apelada fué confirmatoria de la de 
primera instancia y el agravio aparece planteado en el escrito de interposición 
del recurso extraordinario: p. 308. 

318. Hesulta una reflexión tardía e ineficaz para la apertura de ln instancia 
extraordinaria, el atrnivio constitucional referido a la interpretación de las leyes 
orgánicas de los tribunales de Mendoza y Córdoba efectuada en el caso, plan- 
teado por primera vez en el escrito de interposición del recurso extraordinario, 
a pesar de que la cuestión quedó trahada con la contestación de la "d. manda: 
p. ó">b\ 

319. Ks improcedente el recurso extraordinario si el apelante, ni interponer 
recurso para ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo —concedido 
en los términos del art. 14 de ta ley 14.23b*— no sometió a la decisión del tribu- 
nal de alzada cuestión federal alguna ; [mes las impugnaciones de inconstitucio- 
ualidad que fundan el escrito de interposición del recurso extraordinario impor- 
tan una extemporánea introducción de la cuestión federal: p. 562. 

320. Puesto que el rechazo de lu pretensión del recurrente era eventualidad 
previsible habida cuenta de su naturaleza, resulta extemporánea la cuestión fede- 
ral —arbitrariedad de la sentencia y violación de los nrts. 16, 17, 18 y 31 de la 
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Constitución Nacional— planteada por primera vez en «] escrito do interposi- 
ción del recurso extraordinario contra la resolución de ln Cámara. Central Pari- 
taria que. por entender que en el caso medió "cosa juzgada formal y material", 
uo hizo limar al archivo del expediente por aplicación del nrt. V, ttt fine, de ln 
ley 14451: p. fi44. 

321. Es improcedente el recurso extraordinario deducido con fundamento en 
que es errónea ln interpretación duda por ln sentencia al inc. 1" del art. 48 do 

la ley 3970 cuanto exige la existencia y prueba de dolo específico para ln 

con fiiíii iraeión del delito que dicha nnnna prevé y sanciona, si ésta no estuvo en 
discusión en ningún momento durante el trámite de la causa, en ln que el recu- 
rrente concretó su acusación niani testando que ln* infracciones que imputaba 
a los querellados eran las preveías en los ines. 4» y ¡i» de ln disposición ]esnl 
citada; por lo que dicha cuestión no fué plantead» ante el tribunal n qnn. q'uc 
no tuvo ocasión de considerarlo : p. TV.i. 

ManlmimifHto. 

322, Si el Agravio fundado por el apelante en el acogimiento a los beneficios 
del dec-reto-ley 772 '50 aparece rechazado cu sede Administrativa y no fué man- 
tenido en ln apelación ante el jue*, que no lo consideró, su alegación ni inter- 
poner el recurso extraordinario resulta extemporánea: p. 402. 
Interposición del recamo. 

Quirms purdrn inti ponerla. 
i 

823. La intervención del Consejo Profesional de Ciencias Económica», en cau- 
tos promovidas cnu motivo de W*>lwüonea denegatorias dictadas por aquél, está 
expresnrnente autorizada por los arts. í), 18, inc. 3', y 20 del decreto 5103/4» 
(ley 1_.S2I). Rn consecuencia, no es admisible el argumento acerca de la impro- 
eedenria del recurso extraordinario, fundado en que el Consejo no es parte en 
las actuaciones sustanciadas ante la Cámara Federal de Apelaciones, por recurso 
deducido contra la resolución denegatoria de una inscripción en el Registro de 
No Graduados; p. 277. 

Tfrmitm. 

824. La denegación del recurso extraordinario con fundamento en la exteinpo- 
raneidad de su interposición es, como principio, irrevisible por la Corte: p. 114. 
326. Ln deducción simultánea de recursos improcedente* en el orden local no 
es óbice para ln admisión del recurso extraordinario: p. 459. 

326. La declaración de haberse deducido extemporáneamente el recurso extra- 
ordinario es, como principio, irrevisible por la Corte, no mediando arbitrariedad 
m error manifiesto en lo decidido por el tribunal apelado: p. S-t4. 

327. El término para deducir el recurso extraordinario corre desde la notifi- 
cación de la sentencia definitiva y no se interrumpe por ln interposición de una 
aclaratoria declarada improcedente en el orden local que, en el enso, no altera 
el fallo de la causa con ln aserción explícita de la ausencia de jurisdicción para 
resolver las cuestiones cuya omisión motivó el recurso: p. 075. 

Forma. 

328. El recurso extraordinario es mstisceptiblc de ser deducido telegráficamen- 
te: p. 114. 

329. El recurso extraordinario deducido subsidiariamente, para el supuesto de 
no accederse a la revocatoria y declaración de inconstitticionnlidad solicitadas 
primeramente, es ineficaz: p. 512. 
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Fu*itam*iita. 

330. Lh mera exposición de los principios generales que informan la legisla- 
ción, tn doctrina y la jurisprudencia italianas, a jtdejp del apelunte, para llevarlo 
a la conclusión de que la ley di amiu'atín. 14.43fi debe ser interpretada con arre- 
irlo n un criterio inspirado en ''valoraciones criminológicas" o "causal i stas" de 
Fus hechos supuestamente delictivos, no constituye fundamento concreto sufi- 
ciente del recurso extraordinario interpuesto: p. 17.'). 

831. Es improcedente el recurso extraordinario interpuesto «i el agravio ¡mo- 
rado — ¡Modificar la calificación de los hechos aceptada ]>or el Ministerio Públi- 
co v hacer caso omisu de la requisitoria del Fiscal de Cámara, que pidió confir- 
mación ilel fulla de primera instancia— no aparece vinculado o ninguna garantín 
constitucional en el escrito de interposición del recurso. Pues ni la invocación de 
qtM "se ha violado el texto del C. Penal, incorporado por ley a la Ley Funda- 
mental", ni la afirmación de que "El fallo ha olvidado el art 13 del código de 
proedtos." ni la mención del art. 16 de la ley 48, constituyen cuestiones federales 
¡tptas para autorizar a la Corte el conocimiento de la causa en instancia extra- 
ordinaria: p. 299. 

832. La sola mención de una ley de natura leía federal uo constituye fundamen- 
to del recurso extraordinario, en los términos del art. 14 de la ley 48: p. 465. 

333. U sola afirmación de que ea excesiva la Acordada impugnada, reglamen- 
Inriu del recurso de iuaplicahilidad de ley, dictada por la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Civil de la Capital, no constituye fundamento suficiente de la 
apelación extraordinaria: p. 540. 

334. El fundamento legal del recurso extraordinimo exige no solamente la 
enunciación de los puntos de derecho federal que ^ desea someter a la Corte, 
tino también la mención concreta de los hechos de la causa y de la relación que 
existe entre ambos: p. 676. 

336. Es improcedente el recurso extraordinario cuando los agravios expresados 
por el recurrente revisten forma hipotética y no alcanzan a los fundamentos 
del fallo apelado: p. 676. 

336. Debe desestimarse el recurso extraordinario en el supuesto en que, en el 
escrito de su interposición, se omite toda referencia a los hechos del caso y al 
rwnlo cómo se relacionan con las cuestiones de derecho propuestas, no bastando 
a tal fin la remisión l las constancias de los autos: p. 676. 

Trámite. 

337. En las causas sometidas al conocimiento de la Corte, por vía del recurso 
extraordinario, sólo cabe la presentación del memorial que autoriwi el nrt. 8* de 
tn ley 4055, con exclusión de todo otro trámite, sin perjuicio de las medidas que 
el Tribunal estime pertinente disponer en su oportunidad. Ello es así, aún 
mando se alegue que los antecedentes reclamados son necesarios para recusar a 
uno de los jueces que integran la Corte: p. 175. 

338- Corresponde diferir el conocimiento de ta Corte Suprema, pnr vía de la 
apelación extraordinaria, cuando fai causa se encuentra pendiente de resolución 
respecto del recurso de revisión deducido patt ante el Superior Tribunal de 
.Justicia local: p. '.285, 

339. La potestad excepcional de la Corte de suspender los procedimientos en 
circunstancias de haberse acordado la ejecución de la sentencia apelada, se halla 
limitada n los supuestos en que medien claras exigencias de orden institucional 
ime, por lo común, nn cabe declarar en las contiendas entre particulares: p. 460. 

340. ¡¿i atinente a la ejecución de Ir sentencia apelarla, por vía extraordinaria, 
dehe proponerse ante el superior tribunal de la causa y ser resuelto por éste: 
p. 460. 

341. Es improcedente el trámite y pronunciamiento de In Corte respecto del 
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recurso extraordinario si, habiendo cuestionado el llamo Hipotecario Nacional 
que i'l término de quince días fijad, para linter uso del derecho preferente de 
venta desconoce lo dispuesto cu el art, Xí ile su Carta Orgánica, la ejecutante 
acepta expresamente el plazo de sesenta día* pretendido por aquél: p. 646. 

Resolución. 

Limites del pronunciamiento. 

342. Por nn haberse formulado impugnación alguna id respecto, no ealie pro- 
nuncia miento acerca de ta compatibilidad de la argumentación que la Cámara 
etnp' a parn desestimar el recurso deducido contra la resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social, y la letra expresa del art. 14 de la ley 14.236: p. 4!>. 

343. No corresponde que la Corte Supremo se pronuncie sobre las impugnaciones 
formuladas ni decreto-ley 7914/57, con fundamento en los arts, 16 y 18 de la 
Constitución Nacional e introducidas por primera vez en el memorial presentado 
en la instancia extraordinaria: p. 165. 

344. Kl recurso extraordinario, deducido contra la resolución de la Cámara, no 
es susceptible de extenderse al auto de primera instancia: p. 386. 

345. No corresponde dictar pronunciamiento sobre la alegada violación de la 
defensa, introducida por e¡ recurrente en el memorial presentado ante la Corte: 
p. 419. 

346. Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Cámara y remitir los autos 
a la Sala que sigue en orden de turno para que dicte nuevo pronunciamiento, 
con arreglo a lu dispuesto en el art. 16, primera parte, de la ley 48, si aquélla, 
excediendo los límites de su jurisdicción, decide un punto pasado en autoridad do 
cosa juzgada: p. 109. 

547. Dejada sin efecto por la Corte la sentencia apelada, en razón de haber 
omitido considerar la defensa de falta de acción mantenida en la alzada, corres- 
ponde devolver los autos al tribunal de su procedencia para que la Sala que sigue 
en orden de turno dicte nuevo pronunciamiento : p. 111. 

348. La sentencia que oculta la verdad jurídica objetiva, por un exceso ritual 
manifiesto, vulnera la exigencia del adecuado servicio de la justicia que garan- 
tiza el art. 18 u. la Constitución Nacional y debe ser dejada sin efecto: p. 176. 

349. Corresponde revocar la sentencia apelada que, desconociendo lo resuelto 
sobre el fondo del pleito por vía del recurso extraordinario, mantiene la imposi- 
ción de las costas del juicio: p. 244. 

360. La decisión que mantiene la condena al pago de intereses a paii r de la 
interpelación judicial, habiéndose resuelto por vía de la apelación extraordina- 
ria ijue asistió razón a los recurrentes para resistir el cobro de la suma cuestio- 
nada, es incompatible con la sentencia anterior de la Corte y debe ser dejada 
-in efecto: p. 244. 

Costas. 

351. Hevocada por la Corte la sentencia apelada, en lo ntiitente al punto federal 
objeto del recurso extraordinario, incumbe o los tribunales de la causa adecuar 
Mi pronunciamiento a lo resuelto, respecto de las cuestiones accesorias del pleito» 
como son los intereses y !a- costas: p. 244. 
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION <>>. 

INDICE HLUAItlO 

rosta*: 4. Orden público: I. 

Orden-oiga (¡enera) Impositiva Mutircipal: 
Honorario*: 4. . 

Honorarios «Ir coutiidorcs: :i. ' * . . . 

Onlciiíiuiu* niumcipiilCMT 

Iiii|>ui'!>tu :i la» ;n-t ividiiilr* hieráticia; 5, 

Intímenlos liiuii ¡cíñales: BttfWWO «If amparo: i. 

. Id-inilnciñli nnerisioiial de lnMl»rarmn; .3. 

Ji,ri 9 ,lK.r,..u y rumpctcneia: 1. iM.rtiei.li. de iinpue*t<> mmiiei|«1: 0. 

boeac e m de muí 1- [ í ,¡,n.s*-i,i ! .«.¡.... .1,1 Fí«ík '2, 

llanta disentid»: 4. . 

Notif.eaH.5it: Termino: ± 

Segunda instancia. 

1. La »oln 1'ii-riiii^tnnrÍR de «pie las leyes vigente» en materia de locaciones ¡idere- 
sen ni oiBeii público, ño justifica prescindir de los límites de la jurisdicción del 

tribunal apelado »obre materia de natnrnle/ji civil: p. 10». 

2. Kl término para interponer recurso ordinario de apelación para ante la ( a- 
iiiani. habiéndose eoiiuiiiiendo la resolución juílivinl recaída «■» primera instancia 
a una repartición nacional carente de atribuciones puní representar ni Fisco, 
debe n»nputnrse a partir tli-l apersonamiento del representante estatal ni juicio, 
no mediando ilenmra inexcusable. I»iefc i diK triim es aplicable aun en el supucst» 
di' tratar»*- de una acción de amparo : p. '>9B. 

Tercera instancia. 

Sentencia definitiva 

BttotiteiO*** untrrtorr». 

3. No constituye sentencia definitiva, a ln* fines del recurso ordinario de npela- 
iió», la que practica una n^uliición dr honorarios con alcance provisional, en 
virtud <lc lo dispuesto en el art. 3'. ine. d). del decreto-ley 16\ti38/57: p. 4!>6. 

Juicios en que 1» Nación ea parte. 

i. Ks improcedente el recurso urdinnri» de apelación en cuanto a la imposición 
de cofias cuestinnuda, si no e»tá comprometido en el caso .1 interés de la Sacian 
ni los honorarios rotulados MI t«l concepto alcanzan a la suma de in$n. 00.000 
tilo- fijaba el art. 24. ínr. ti", ap. a), del decreto-ley TJHi")/58. vigente ni dedu- 
cirse la apelación; p. ti:t. 

5. K» improcedente el recurso ordinario de apelación deducido contra la sen- 
tencia dictada en un juicio por repetición de impuesto u las actividades lucra- 
tiva», establecido por la Ordenanza < ¡enera] Impositiva Municipal de 10-1!». decla- 
rada viente purn el afio 1 tir»l> (lev 18.673), pues se trata de un impuesto insti- 
tuido .ii liciiel'irio exclusivo del patrimonio Incnl de la Capital: p. 5!>"i. 

RECUSACION (-). 

1. fm recusación de l"s jmw» epte ÍÜgnn la forte Suprema, después de la 
deci-ióu recaída en la queja y que se pronuncia sobre la sentencia dictada en 
los nulo* principales, es inadmisible y debe rechazarse de plano: p, 2*ñ. 

REGISTRO CIVIL. 

Ver: Remiso extraordinario. t»K, Ift'J. 

*| ; 1 Kwutimi ritrmmUnarin, 2i, 114. IIB. 197. 337. 



KE PETICION DK IMPUESTO 

REGISTRO DE LA PROPIEDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 81. 

REGISTRO DE NO GRADUADOS DEL CONSEJO PROFESIONAL 
DE CIFNCIA8 ECONOMICAS. 

Ver: Prnlesio- es liberales, tí; Recurso extraordinario. 25:1. 'V1X 
REGLAMENTACION ('). 

1. Las altas y plausibles finalidades tli> ln ley 14.1Í20" no pueden cristalizar por 
' de normas incompatibles con bi vigencia, que es unís elevada, de la Consti- 
tución Nacional. Tiin contraria a ésta es ln concepción del ejercicio de un derpebo 
sin restricciones emanadas de leyes que I» reglamenten para permitir la co- 
existencia de tirio* los derechos, como una une describa e«e ejercicio alterado 
por la ley so color de su reglamentación (Voto del Señor Ministro Doctor Don 
Luis Marín Boffi Boggerii): p. 121. 

REGLAMENTACION GENERAL DE IMPUESTOS INTERNOS. 

Ver: Policía de vinos, 1. 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Aer: Cámaras nacionales de apelaciones, 1, 2; Cuerpos técnicos periciales, 1; 
Medidas disciplinaiias, :i, 14; Recurso extraordinario, 21(1; Superintendencia, 5. 

REMISION DE AUTOS. 

1. En tanto no perturbe seria mente el trámite tic las actuaciones — sin perjui- 
cio de lo que en tal caso corresponda decidir — , y con cargo de oportuna devo- 
lución, es procedente acceder al pedido de remisión de un expediente y actuaciones 
presentadas ante unu Cámara Nacional de Apelaciones, que formula el presidente 
de ta Comisión de .Inicio Político de la Cámara de Diputados de la Nación. 
Corresponde, en consecuencia, requerir de la Cámara la elevación del expediente 
y del memorial de referencia a los efectos de su envío a la mencionada Comi- 
>ión: p. 505. 

RENUNCIA. 

Ver: Constitución Nacional , 11, 19; Jurisdicción v competencia, 211; Recurso 
extraordinario, 18, .'lo, 168, 214. 

REPETICION. 

Ver; Costas, 1; Impuesto a las ventas, 1; Jnrisdin-ión y competencia, 51; Pago, 
Ü; Recurso extraordinario, 214, 215; Recurso ordinario .le apelación, 5. 

REPETICION DE IMPUESTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 83. 



II) Yrr tiTulfiOn : CinemaUerafo, 1; CiudmlanU j rsturnlimcuSn, 1; C ittMiluriiín Nado- 
íiül. i, á, 6o ¡ Iti'feiiKdr \lv imhrp*. induit* 1 *?* y ntiM»m»»Ét t I: Kxjir<i|jj¡ii'ii'i» 1 Ul ; JiirtMlirri^n y 
i iimjif t*-Qcia,, 13. 61; Medida* diicipllnajja*, 0; Profeaione* libérate», 1, 7: KtttlrM de anu'aro, 
11; B«™ «traordlsario, 18. 57, «1, BÜ. S14. 833. 
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RETIRO MILITAR 




Ver: lieciirso extraordinario, 21, 245. "2 Mi, 27ü\ 
REPRESENTACION DEL FISCO. 

Ver: Recurso extraordinario, :W; Recurso ordinario de apelación, 2. 

RESCISION DE CONTATO. 

Ver: Rectir-o extraordinario, 2t¡(>. 

RESOLUCION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Constitución Naiional, T, 1.1, 14, 15. 17. 1H. Ifl, 30, 40. 41, íil ; División de 
los ¡Mulero, 1, 2; Jnbilitrión y pensión, 1; Recurso ■]«> amparo, 3; Recurso extra- 
ordinario. 3, 4. 5, l¡, 23. 2tt, ftS. 72. 131. lí»!>, 242, 2!U¡. 237; Tribunales adminis- 
trativos. 3. 

RESOLUCIONES MINISTERIALES 

Ver: Recorta extraordinario, 25, 58. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver; Paños y perjuicio», 1. 

RESPONSABILIDAD PENAL. 

Ver: Superintendencia, 7. 

RETIRO MILITAR. 

1- El contrato o compromiso de enganche que vinculó ni Estado fon et recu- 
rrente, para la prestación de servicios romo suboficial del Ejército, es sólo un 
compromiso de prestar servicios voluntarios durante el término señalado en el 
misión y pnr ciiyn virtud quedó incorporado al Ejército permanente y sujeto ft 
las leyes y n 1» jurisdicción uiilitiir. habiendo incluso reconocido expresamente 
"el derecho de la Superioridad n rescindir el contrato en cualquier momento". 
En roiisecucncia. salvo en las limitadas determinaciones individuales del roinpro- 
niwo, 1m situación del apelante se rigió en todo momento por las normas gené- 
ricos e i m personales impuestas por el poder púlilico, quien pudo razonablemente 
nii>dilii-ar las disposiciones estatutarias (pie rígen el retiro de los agentes de las 
fuerais armadas, en ejercicio de facultades que emanan de In Constitución (aH. 
<i7, íne. 23) y ipie no podían, así. ser comprometidas o limitadas contractual- 
ineiite. Por ello, no es admisible el agravio consistente erj que la alegada modi- 
ficación del eontrnto por el Estado importó afectar el derecho de propiedad: 
p. 737, 

2, En el sistema del decreto-ley 29.375/44. el derecho n la .-omjmtacióti lionili- 
enda d«'¡ tiempo de servicios prestados en estado de guerra o de sitio por el perso- 
nal ile tropa, no nacía automáticamente por la prestación de tales servicios, súuo 
que se hallada condicionado al cumplimiento de la prestación de quince años de 
servicios simple?. 

En consecuencia, el beneficio no pudo considerarse adquirido por quien, mien- 
tras finió ese decreto, no llegó a reunir las condiciones mencionadas: p. 737. 

3. Si al entrar en vigencia la ley 13.0ÍW, que permitió la bonificación de servi- 
cios prestado* durante el estado de sitio sólo después de veinte años de servicios 



RETRO ACTIVIDAD gyg 

computados {.art. !)-'{). el recurrente había cumplido 13 míos, 4 meses v SU días, 
la nueva norma enlró u regir su situación sin que ai|uél pudiera invocar valida- 
mente derechos adquiridos aj amparo de la anterior legislación —el üecretn- 
ley 29.375/44 (ley 12.913), que acordaba el beneficio a partir fie los 15 míos 
•le servicios simples— iti tampoco la protección del art. Vi * de la lev primera- 
mente citada, ipie reconocía la jnallcraliilidad del carácter v efecto de lós servicio* 
ya prestados : p. 737. 

RETRO ACTIVIDAD ('). 

1. El problema de la irretroaetividnd de la lev, tal eomo lo couleaipln e) ¡irt 18 
tli- h Coaatltneí«M Nacional al exehitr bis leyes "es pnst lueto". es ajeno a la 
sanción M agiotaje según las leyes vigentes cti ocasión de cometerse la infrac- 
ción : p. ,>2. 

2. Corresponde que ta Corte Suprema conozca en el recurso «pie preveía el «rt. 
1.» del deeret..-!ey 1285 58, ciuindo lia sido concedido mediante auto firme ante- 
rior a In vigencia de la lev 15.271. Ta! doctrino importa excepción al principio 
d^ rpie las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia son de aplicación 
inmediata a las causas pendientes, y lia sido establecida con el objeto de res- 
guardar la estabilidad de las decisiones judiciales. En, consecuencia, es impro- 
cedente h i apelación que fué concedida cuando se hallaba vidente el «rt. É? de 
la ley 1;>.2í1 : p. ]«(}. 

3. SÍ el recurso basado en el «rt. 13 del decreto-lev 1285/flH, fué interpuesto 
y concedido con anterioridad a la vigencia del art. 1" de la lev 15.271, no cabe 
reconocer a esta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia de que seit 
respetado lo dispuesto mediante el auto firme tpte otorgó la apelación: p. 170. 

4. Es improcedente el agravio fundado ra la supuesta violación del art. 21) de 
la Constitución Nacional de 1949. que prescribía la retroaetividad de la lev penal 
mas benigna, si dicha norma había dejado de tener vigencia jurídica, tanto a la 
techa del decreto-ley 2186/57, invocado eomo norma más benigna, como a la 
epoen de aplicarse la multa por infracción at art. 34 de la lev 13,581 y de dictarse 
bi sentencia confirmatoria de la sanción: p. 402. 

5. Las byes modificatorias de ta competencia de los tribunales son de inmediata 
aplicación a las causas pendientes, siempre que no desconozca n actuaciones váli- 
damente cumplidas con anterioridad a su sanción, circunstancia que no ocurre 
con respecto a un recurso de apelación interpuesto «-on posterioridad a la entrada 
en vigencia del decreto-ley 6221/57: p. 416. 

6. La modificación legal del régimen de la jurisdicción, después de radicado el 
.pmio ante la alzada por vía de los recursos válidamente concedidos ]mra ante 
ella, no justifica la dejación de su competencia por el tribunal de grado. Ello 
es así debido a que, de invalidarse retroactivamente actos jurídicos cumplido* 
i-egulannente de acuerdo con la ley anterior, se causaría agravio a los arts. 17 
y 18 de la Constitución Nacional: p. 459. 

7. Si el recurso basado en el art. 19 del decreto-lev 1285/58 fue interpuesto v 
concedido con anterioridad a la vigencia del art. 1» de la ley 15.271, no cabe 
reconocer a ésta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia de que sea 
respetado lo dispuesto mediante el auto firme que otorgó la apelación: p, 4H5. 

8. Si el recurso basado en «rt. 19 del decreto-ley 1285/5* fué interpuesto v 
concedido con anterioridad a la Agencia del art. í* de In ley 15.271, no cabe 
reconocer a ésta efecto retroactivo en la especie, ante la exigencia de que sen 
respetn(' lo dispuesto mediante el autn firme rpie otorgó la apelación- p 495 

9. Sj el recurso basado en el art. 19 del decreto-ley 1285/58 fué interpuesto v 



71. 72, > 81. V Í8e'"Tot n 3oI! <,,, " ,Í,U '' ÍAn S ' arit " u,i ' J8; n ^ u "° «trnanlinimo. í",, 31. 62, 8(1. 70. 




«.¡Ul SKXTEXT1A 

concedido con autei" ridad n \a vigencia tic) jirt. 1- de la ley 15.271, un cabe 
reconocer a ésta i ato retroactivo cu la especie, ante la exiRenciu de que sea 
respetado lo dispuesto mediante fl auto ¡'irme que otorgó la apelación: p. ó()3. 
10. El principio de la retroactividnd, consagrado en el art. 1S de la Constitución 
Nacional, sólo se refiere n sanciones de carácter penal: p. 635. 
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Ver: .furi^tiorif'»» -y competencia, 12, .10, 3l 

SALARIO. 

Vit: Recurso extraordinario, 53, 71, 23t¡, 310. 

SALARIO FAMILIAR. 

Vit: Recurso extraordinario, til. 343. 

SANCIONES DISCIPLINARIAS. 

Ver: Cuerpos técnicos periciales, 1; Facultad disciplinaria, 1: .lucres, 3; Me- 
dirías disciplinarias, 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, !), 10, 11, 12, 13, 14; Recurso de reeon- 
sid?rucióu, 1; Recurso extraordinario, 12, 161, 248; Retroacthidnd, 2, 3, 7, 8, 
Si Superintendencia. 2, 4, 7. 

SECRETARIA DE QUERRA. 

Vit: Recargo extraordinario, 31. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 62. 
SEGURO, 

Ver: Expropiación» 18; Jurisdicción y competencia. 39. 

SENTENCIA (>). 

Principios generales. 

1. El prnn -i tentó de la Cá niara debe contener decisión sobre la defensa 

que. opuesta ante el interior, lia sitio mantenida en ln alzada, aun cuando la 
apelación hubiera sido deducida por la contraparte vencida. De otro modo el 
triunfo en primera instancia, imposibilitando ln npelaeión respecto de los fun- 
damentos de una sentencia que es favorable, contrariaría ln defensa del gana- 
dor: ],. 111. 

2. Ks i-oodición de validez de un fallo judicial (pie él sea conclusión razonada 
del derecho vigente, con particular referencia a las circunstancias comprobadas 
wi la cau^a; lo contrario sirio t'iearín reconocer valide» a fallos judiciales fun- 
dados exclusivamente en la voluntad de los jueces; p. 263. 

3. Iji exigencia de que los fallos judiciales teñirán fundamentos serio* reconoce 
raíz constitucional: p. 263. 



111 V>r UiiiWn ríiitur** imri«n»lrii ilr nprlarínnr*. I. 2. 4 : Curte Stljirrinn. 2. fi : r n « 
jufe.i.U, l: IH-inmut». rontr* 1* N.cJín. 1; .Tllprw. 2: Rerurto ilc qiiíjii. 4: Recurw Kir*- 

nntinnri». 46. *3. 34». ¡M», SSt 
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4. La regla según la cual iiu en he asignar al nrt. 7'' de ln ley 3952 un alean re 
i[ui' desvirtúe iinnims constitucionales, como I» relativa a ln indemnización pre- 
vi n en las expropiaciones, debe considerarse extensiva n los casos en que Ln 
aplicación de aqnel precepto produzca o pueda producir el electo de frustrar 
la ganmtíá de ln propiedad, « ln menos mientras no se hallen comprometidos 
¡os principios en oiic se funda el privilegio estatuí. 

En conaecaen«ía, ln disposición legal mencionada no impide ln ejecución de la 
sentencia ipje hizo lugar ni interdicto de recobrar ln posesión dedueidn contra h 
Nación, v dispuso nue f --tu restituyera los bienes litigiosos dentro del plazo de 
diez días, bajo apercibimiento de librar el mandamiento pertinente: p. 1ÍI0. 

SENTENCIA ARBITRARIA 

Ver: Constitución Nacional, 28; Uecui~n de queja, 4; Recurso extraordinario, 
12, 34. 39. 50, 52, 72. 110, 136, 137, 144, 145, 14b, 147, 148, 14Í), 15<l, 1:11. 152, 
153. 154, 155, 157, 158. 150, 160, 161, 162, 163, 1«4, 165, lb'li, 167, 168, Ni!?, 
1?0, 172. 174, 175, m, 177, 178. 179, 18», 181, 182, 183. 184, 185. 186, 187, 
188, 1HD. 190, 191, 102, 193. 194. 196, 197, 198, 199, 200, 201, 202, 214, 236, 
255, 270, 299, 305, 308, 313, 320, 326, 347; Sentenrin, 1, 2, 



1. No obstante que ln causal invocada y acreditada en autos, eu forma irremi- 
sible en la instancia extraordinaria — ser el peticionante casado y eon hijo por 
nacer o ser único sostén de esposa impedida de trabajar— no coincide literal- 
mente con las previstas en los incisos 3' y 8* del art. 41 del decreto 14.584/46, 
modificatorio del 29.375/44 (ley 12.913), cabe admitir excepcionalmentc su apli- 
cación analógica en el caso, pues de tal manera se da prevnleucia a los fines 
traducidos en el contexto de lu ley, consistentes en ln necesidad de salvaguardar 
la integridad materia] de) núcleo de familia : p. 154. 

SERVICIOS ELECTRICOS DEL ORAN BUENOS AIRES. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 41. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional. 49; Empleados de empresas nacionales autárquieas, 
1; Recurso extraordinario, 73, 161, 

SERVICIOS PUBLICOS LOCALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 42, 4:1, 44. 



Ver: Recurso extraordinario. 56. 57, ">8, 59, 188. 
SINDICO. 

Ver: lícuirso extraordinario, 175. 



i\) Ver linWi; R^urM o*i™n]¡imTÍo. 136. 1.17. U0, 141, U2, 163. 31H. 



NOS HCI'EIUXTKX»i:xciA 

SOCIEDAD. 

Ver: Impuesto 11 los réditos, 2; lí ce tiren extraordinario, 217. 

SOCIEDAD ANONIMA. 

Ver: Rexnrao extraordinario, ü.'í, 

SOCIEDAD COOPERATIVA. 

Ver: Itecursn ilt- amparo, 1. 

SUBLOCACION. 

Ver: líeiurso estniordiiuiriu, 21, 82, S3 f 11."). 
SUCESION. 

Vit: .Ittrifriifi'iiín y enmpetemia, f!."», 
SUELDO. 

Ver: Acumulación dé beneficios, 1; Jubilación de nmsistrados y diplomático*. 1; 
J ium-i's, ;i; Reciprocidad .jitbilatorin, 1, 

SUELDO ANUAL COMPLEMENTARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 60, 

SUMARIO ADMINISTRATIVO. 

Vit: Recurso extraordinario. 24H: Superintendencia, 4. 7. 
SUMARIO 



1. Li pertinencia de In vii 1 tuición pericial cpie se alega indebidamente omiti- 
tla, ron nmtlo a lo dispuesto en el nrt. 1í)<¡ del (YhIíijm de Procedimientos penales, 
incumbe n\ juez ili'l proceso: p. 214. 

SUPERINTENDENCIA ('-'). 

1. Dado <,iu> i'l imiim-hle en cuestión, arrendado en lf*4ó ni Ministerio de Indus- 
tria y Comen-i», fué transferido ni Poder ludida! di- In Kéátn mediante ti 
decreto del Poder Kjerutivn I(¡.all4/"»íl, que tiene ji su favor la presunción ríe 
nitidez, unte lir impugnación de En transferencia, por parte de los propietarios, 
y l:i oposición ile éstos a rniiiuucar 1.1 entrada, corresponde reipierir del Poder 
Kjeeutivo adopte iirs inedidiis pertinentes para el efectivo <rtnnplimient0 del 

decreto mencionado y de los traslados de organis s judiciales dispuestos en 

»n consecuencia por In Porte Suprema. Kilo, sin perjuicio de ijue los propie- 
tarios bagan valer, por la vía y en la forma que corresponda, los dererbos <pie 
entiendan asistirles: p. 4l!. 

2. I trido «pte la Cámara, al sancionar ¡ti letrado reeurrenle, se limitó n disponer 
>c roninniram ni .lele de In Policía —a In* fine» del cumplimiento de la sanción— 
«Ule el pnife-ional m> luiría roiisthrrído arrutado en su dniiiicítioj In cuestión 
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atinente a la furnia en que la consigna políeial m- hizo efectiva i- extraña a la 
superintendencia de la Corte- Suprema; p. 4S. 

3. Kn prineipio, rs privativo de la (Viiiiat;] la deci-ióu i¡im -ólo inquiría no 
jtmtifmt las ausencias de un empleado jx.r termino inferior a una -emana, por 
no estimarse debidamente aereditadn la enfermedad que se invocó, 

N '° I"' <i ''- «*»• 'l m * J« «*«tr Suprema haga uso tic la facultad de «vocación 

prevista I art. 22 del Kcglu uto pura la Justicia Nacional : p. 3J2. 

4. La iiini-iñii de] sumario no invalida la sanción de cesantía npfieadn por la 
«amala s¡ la falla se cometió cu un emento dirigido par el empleado a ese tribu- 
nal, cu términos (rae importan grave falta de respeto. En tales condiciones, un 
procede la ínlervi lición de la Corte en el caso por vía de avocamiento : p. 520. 

5. L» vúi ile avocación ilel art. 22 del Reglamento par» la Justicia Nacional ha 
?tdo prevista para las cuestiones atinentes al ejercicio del poder disciplinaria con 
respecto a funcionarios y empleados judiciales. No w , entonces, apta parn la 
revisión j!c sanciones impuestas ]mr los tribunales a los profesionales y litigan- 
tea : p. 580. 

6. Dudo (jiic se encuentra ni trámite, ante un Juzgad» Nacional de Instrucción, 
el sumario instruido a raíz del fallecimiento de un» persona en tina comisaría 
seccional de ta Capital, y que las facultades de la (Wte Suprema «obre los cuer- 
po técnicos auxiliares de la justicia son, en principio, de superin tendencia, delte 
dirigirse al juez que entiende en el sumario la solicitud formulada a la Corte 
por el Presidente «le la Comisión Kspcciul Instigadora de la Cámara de Dipi 
tiolos, para «pie se disponga lo pertinente a los efectos del reconocimiento médico 
d*l cadáver en la Morgue Judicial y de que, animismo, la diligencia pueda 
practicarse en compañía de dos médicos forenses que no hnvan intervenido en 
la pericia judicial ya realizada: p. 637. 

7. Dado que el hecho atribuido al empleado judicial para fundamentar m ce- 
santía — oíreei miento de conseguir la designación de un perito contador, me- 
a tp ln entrega de una suma de dinero — no permite descartar que su respon- 
sabilidad exceda la de orden meramente administrativo, su separación del cargo 
sin que medie pronunciamiento de loa tribunales del fuero represivo, cuva inter- 
vención tn el cuso deriva de lo dispuesto por el art. 164 del Código deProcedi- 
mipntoB en lo Criminal, importa menoscabar indebidamente al empleado, al que 
debió suspenderse preventivamente, pasando las actuaciones a la justirin en lo 
criminal, 

Kn consecuencia, procede que la Corte avoque las actuaciones y deje g£& efecto 
la resolución de la Cámara, todo ello sin perjuicio del pmnunei amiento que se 
dicte en definitiva : p. 640. 

8. Corresponde desestimar la denuncia que. por vía de superintendencia, for- 
mula un miembro del Consejo Territorial del Territorio Nacional de Tierra del 
b liego, Antártidn e Islas del Atlántico S ur , contra el juez federal de Ushuaia, 
a quien atribuye reiteradas violaciones a los fueros qué establece el art 29 del 
decreto-ley 2191/57, si los procedí mientns que motivaron la presentación fueron 
adoptados sobre la base del desafuero pedido por el magistrado y dispuesto por 
decreto del P. K. ; habida cuenta, además, que según informe del Ministerio del 
Interior no existen constancias de haberse restituido al Consejero las inmuni- 
dades de tpie gozaba. Kilo, con prescindeticia del acierto con que el juez lia 
decidido el punto referente al decreto de desafuero ntudído: p. 642. 

SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION Y LEYES NACIONALES. 

Ver: Constitución Nacional, 15. 7(1; Jurisdicción y competencia, 51; Recurso de 
amparo, 5; líecurso extraordinario. 7, .15, 76, 81, 204, 2(15. 209, 234, 246, 320. 



000 TRAICION A LA PATRIA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE BUENOS 

Ver: Ktvurst» extraordinario, 209. 

BULPENSION. 

Ver: Su|)«>riiit«Hlenebt, i. 

T 

TASAS. 

Vit: CoiutitUctón Nocional, 49, tí:); Rmirso extraordinario, 19, 90, 207, 212. 
TELEGRAMA. 

Ver: Becttr&o .'xiraordinnr¡« f .128. 

TENENCIA DE HIJOS. 

Ver: JuriHlucit'iii y «impeli-m-ia, 2. 

TERCERIA. 

Vit: Rn-uiso extraordinario, M. 
TERCEROS. 

Ver: lii'fiirsn extraordinario. 2ti. ll.">, 117, i:i«, l!)7. 27i. 
TERMINO. 

Vit: MfiÜilfl!. disciplinarias, :t; Pníiu, 5; Pereneió» ríe instntu-ia, 1; Prueba, 1, 
4; Ifrrurso de ipiejn, 2; Ket-urs» de reposición, 1: Iftnurso extraordinario, 13, 
91, :i24, .127, .'(41 ; Recurso ordinario de apelación, 2. 

TERRITORIOS NACIONALES. 

Veti .íuwtirin provincial. 1; Superintendencia, S. 

TESTIGOS. 

V*-r: Exhorto, 1; Nulidad procesal, 1, 4. ó; Iíccumi extraordinario, 05. 
TIERRAS. 

Ver: ííccitr-o extraordinario. 277. 
TIERRAS PUBLICAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 277. 

TITULO DE PROPIEDAD. 

Vit: Recurso extraordinario, 121. 

TRAICION A LA PATRIA. 

Vit: AnmMíii, L*y, 2; Recurso extraordinario, 213. 
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Ver. Constitución Xacic I, 10; Recurso extraordinario, 63, 64, 170, 23?. 

TRANSPORTE, 

\ i'i' : J urisdiccióu y competencia, (il, 

TRIBUNAL DE SEGUROS, REASEGUROS, Cfi PITAUZACION Y 
AHORRO. 

Ver: ifecurso extraordinario, 48. 
TRIBUNAL DE TASACIONES ('). 

1. El Tribu mil de Tasaciones no p«we un carácter exclusivamente "buroer.'ti- 

P«*» «■ encuentra integrado por representantes de entidades privadas vin- 
cnlmhis n la propiedad inmueble y por representantes do los intereses de los 
contribuyentes; ello, sin perjuicio di' la participación que incumbe al rcpresen- 
tnnte del expropiado ruando el organismo ejerce 9a función contemplada en el 
art. 14 do la ley 13.264. A lo <|ue cabe añadir que las conclusiones a que arriba 
no son obligatorias para los jueces: p. 150. 

2. 131 Tribunal di» Tasaciones no posee un carácter exclusivamente "burocráti- 
co", pues se encuentra integrado por representantes de entidades privadas vin- 
culadas a la propiedad inmobiliaria y por re-presentantes de los interese» de los 
contribuyentes; ello, sin perjuicio de la participación que incumbe al represen- 
tante del expropiado cumulo el organismo ejerce la función contemplada en el 
art, 14 de la ley 13.264. A lo que cabe nñadir que las conclusiones a que él 
arriba no son obligatorias para los jueces: p. 155. 

Ver: Recurso extraordinario, 1, 2. 
TRIBUNAL PLENO. 

Ver: Constitución Nacional, 43; Jurisdicción y competencia, 13; Recurso extra- 
ordinario, 100, 101, 102. 

TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS (-). 

1. La Corte Suprema ha resuelto, en numerosos fallos, que es compatible con 
la Ley Fundn mental la creación de órganos, procedimientos y jurisdicciones 
especiales — de índole administrativa — destinados a hacer más efectiva y expe- 
dita la tutela de los intereses públicos, habida cuenta de la creciente complejidad 
de lns funciones asignadas a la administración. 

Esa doctrina, tendiente a adecuar el principio de la división de poderes a lns 
necesidades vitales de la Argentina contemporánea y delinear el ámbito razn- 
nnhle del art. 05 de la Constitución Nacional, se apoya, implícitamente, en la 
idea de que ésta es una creación viva, impregnada de realidad argentina y 
capaz de regular previsora mente los intereses de la comunidad en lns progre- 
siva-: etapas de su desarrollo: p. 646. 

2. El reconocimiento de facultades jurisdiccionales a órganos administrativos 



II) Ver tamban: Con*tiluri6n K«i,.,n»l, 8S. 69. 70. 77; F.»pro|>iac¡fin. 7. 10, 11, 13, 15, 
16: Ifnnornrin* do prrltnn, 1. 3; Rmutki (Ir nntirlad, 3. 

<S> Ver Umljiín: Cinmrm iwriiariae ilt> mrrmlamicnlcn rurnlps. 2; romlilttriún Nnriunnt. 
7. H. 15, 40. «1. 
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es uno <lt' los aspectos que, en mayor grado, atrihuyen fisonomía relativamente 
nueva al principio atinente a Id división de poderes. Esta típica modalidad del 
fkwi-ho público actual constituye uno de los modos universales de responden 
pragmáticamente, al premios» reclamo de Ioh hechos que componen Ja realidad 
de ote tiempo, runcho más vasta v compleja que la (pie pudieron imaginar los 
constituyentes del siglo pnsado; y se asienta en 1» idea de que unr administración 
ágil, efieu y dotada de competencia amplia es instrumento apto pnrn resguar- 
iliir. en determinados nspeetos, fundamentales intereses colectivos de contenido 
económico y social, los que de otra manera sólo podrían ser tnrdía o insuficien- 
temente -.atizedlos: p. (í-lli. 

3. Si bien tu Corle Suprema luí admitido la actuación de cuerpos administrati- 
vo-, con facultades jurisdiccionales, lo hizo luego de establecer, con particular 
énfasis, que la validez de los procedimientos hallábase supeditada al requisito 
de í ( ue las leyes pertinentes dejaran expedita la instancia .judicial posterior: 
p. 646, 

TRIBUNALES SEL TRABAJO. 

Ver: Constitución Xnrional. 7í); Jurisdicción y competencia, lü; Ketronctivi- 
dad, 5. 

TRIBUNALES MILITARES. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 12. 

TRIBUNALES PROVINCIALES. 

1. Lo atinente a In integración de los tribunales lóenles es cuestión regida por 
!?i Constitución y las leyes de las provincias respectivas que, según lo dispone el 
íirt. 105 di' la Constitución Nacional, se dan sus propias instituciones y se rigen 
por ellns, sin intervención del Gobierno Federal: p. 56. 

U 

UNIVERSIDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 10, 11. 

USURPACION. 

Ver: Recurso extraordinario. 264, 273. 
UVA. 

Ver: Constitución Nacional, 46. 

V 

VALOR OBJETIVO. 

Ver: Expropiación, ((, 7, 12, 1% 

VALOR REAL. 

Ver: Con-lit ncíón Nacional, "fl; Expropiación, 10, 11 



VIOLACION DE LOS DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS 903 

Ver: Kecuiso t*trn«rdhmrfci, 22, 60, 292, 304. 

Ver: (njistituiiiín Xnvinniil, 25, 2(¡, 41; Poliríu ile vino-:, fj Rcuurso extwi ordi- 
nario. 272. 

VIOLACION DE CORRESPONDENCIA. 

Vur: .Iuiisd¡i-p¡»'tii y competencia, 04. . 

VIOLACION DE LOS DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS Pü 

Ver: .Tim-duciun y *ompi't<win, 07. 
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268, 299, 300, 345, 346, 347, 348, 
349, 351, 352, 353, 366, 372, 375, 
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14. Inc. 2. 129, jffi. 3( t9 
14. Inc. S. 39, 73, 7 6, 108, 154, 

2«S. 289, 443. 559, 728, 750. 
16. 24. 25, 80, 83, 92, 168, 169 

250, 321, 432, '480 526 530 

607, 041. «SI, 715. 

m M IV- 11 3 < 293 ' 

m «"i 538, 082, «83. 
20. 190, 614. 



120, 
234, 
318, 
396, 
465, 
637, 
578, 



188, 

174, 
580, 

316, 



Ley 



Art. 

13. 610. 
54. 508. 
142 720. 

232. 105, 333. 

233. 333. 
SOL 427, 428. 



Ley 111 



Art, 

58. 000, 607. 



Ley 189 



Art, 



6. 14. 



^■w ipil mili, ni mi ihimii 
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Ley 1883 



Art 



80. Inc. 3. mi;::. 



Art. 



1. lili, 519. 

2. mi. 

3. MI. 

4. MU. 

7. lim. litl. 



184. 



Ley 3975 



Arl. 



4. 74*!. 

5. 7 4 ti. 

6. 73, 7«, 77, 4sl, m, 747. 

7. 77. 

8. 73, 7I¡, 747. 
12. 71, 78. 77. 
U. U, 77. 

14. Inc. 1. 77. 
14, Inc, %. 77. 
14. Inc. 3. 77, 
17. 717. 
17. Inc. 2. 74"i. 
21. 74.-,, 747. 
32. tlt¡3. 
34. 863; 

42. 70. 

43. 7,-1, 7ii. 

46. 7(1. 

47. 7tt. 

48. 74;t, 74K, 7411. 750, 
48- Inc, 1. 7411, 750, 751. 

48. Inc. 4. 743. 748, 747. 7.11. 
48. Inc. 6. 743, 741!. 747, 751. 

53. 74(1. 

54. 744. 
58. 74H. 
87. 74'í. 



Arfe 



17. tus. 

10. 727, 72S. 

42. 551, 552. 



Ley 5106 



Art. 



1. Inc. b. 451, 453, 



Ley 4055 


Art. 




7. 51, 52, 4líii, 4fil. 




8. IfSi 243, 413. (503. 




Ley 4128 




Art. 




20. 451, 452. 453. 




Ley 4349 





Ley 10.650 


Art. 




30. 54 !í, 


540, 550. 


Ley 10.903 


Art. 




14. 51 17, 


sos, 


17. 507, 


508; 


Ley 11.386 


Art. 




28. LV.ÍJ. 




Ley 11.570 


Art. 




3. 143, 


144, 14R, 1 4H. 


6. 11113. 


7. 143, 


144, 140. 


Ley 11.672 

<7\ 0. en 1943) 


Art. 

13. 23. 




Ley 11.682 




(T. 0. en 1937) 


Arl. 




5. Inc. 


a. 34<f, 




Ley 11.682 




(T. 0. m Vil?) 


Art, 




17. 732. 




19. Inc. *. 325. 3211. 32S 331, 334, 330, 


337, 


330. 344, 


20. 35, 




56. 35. 






Ley 11.683 




(T. 0. en 191?) 


Art. 



53. 33, 37, 732, 733. 

58. 33, 732. 

66. 34. 

74. 733. 



i.vmcK ron ARTICULOS 



Ley 11.683 

(T. t» 1949) 


Ley 12.913 

(rffC, 29.375/44) 


.\rl. 

75. :i-17, 332. 


Art 

41. Inc. 3. 98, 108, 374, 39,', 395. 

41. Inc. 4. 105, ior>. 
196. Inc. 1. 738. 
206. Inc. 2. 738. 


Ley 11.683 

(T, 0. ni 1952) 


Art. 
63. 37. 


Ley 12.913 

(rffO, 14.584/46) 


Ley 11.683 

(T. 0. en JffJfi) 


Art. 

Al Tnr> í 1 1X 

41. Inc. 5. 1.74. 


Art. 

75 i W). 423, 429. 
96. 23. 


Ley 12.921 

(rfff. 29.176/44) 


Ley 11.729 

Art. 

1. 157. Inc. B. 84, 85, 86, 442. 


Art- 

53. 158, 159, 160. 


Ley 11.923 


Ley 12.921 

(dec. 31.665/44) 


Art 

1. 618, 521. 


Art. 

2. Inc. «. 185, 186, 187, 188, 189. 


Ley 13.143 

(T. 0. en 194?) 


Ley 12.921 

(dec. 5103/45) 


Art. 

1, 732. 

2, 732, 733. 


Art. 

1. 271, 272. 

4. 271, 272. 

4. Inc. c 271. 

4. Inc. «. 276, 278, 281. 

7. 270, 271, 272, 278, 279, 280, 281. 

». 277, 280. 
12. 281. 
18. Inc. 1. 281. 
18, Inc. 3. 277, 280. 
20. 269, 270, 274, 273, 276, 277, 280. 
29. 27Í5, 277. 




Art. 

8. 102. 


Ley 12.372 


Art. 

11. Inc. a. 181. 

12. Inc. ». 724, 725. 

13. Inc. a. 724, 723. 
22. 181. 


Ley 12.921 

[ur C. ¿ú.Q04i -la ) 


Ley 12.S79 


Art. 

». 90. 
24. Inc. 1. 197. 
28. .132, 533. 


Art. 

1. 518, 521. 

4 il l ti 

Ley 12.636 


Ley 12.921 

(rfre. .%t.303/45) 


Art. 

3- 81. 


Art. 

67. 25 1. 
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Ley 12.921 

iííYi-, itf'M/46) 



Art 

78. 442. 443. 



t rfír. <xuc>, m 



2. 834, 629, t¡:!'>, 681. 

s. aa t. 

20. t;-ji, asi. 

21. 348, .'>4:i. 150, 551. 



Ley 12.921 



Arr. 

56. 141. 

56. Inc. a. Un, 1 12. 

64. ii!. 

81. 84, 85. 



Ley U.922 



Arr. 



6. ni. -ir,. 



Ley 12.922 

tffff. 33.405/44) 



Arr. 

74. I.W. 1.18. 



Ley 12.922 

(tice, 14.338/46) 



Art. 



ib. inc. a. 32.1, 328. s;n. 
8S. 339. 



Ley 12 948 

ti/fí*. 32.347/44) 



Art. 

3. 74», 741, 742. 

4. 3.1.1. 356, .1.18, .159, 740, 741, 742. 
19. Inc. c. 128. 

77. 188, 2i>l. 

I<;y 12.951 

Arr. 

74. 61¡». 

78. 619. 



Ley 12.981 



Arr. 



6. tWI. 
6. tISJ. 



Ley 12.997 

(r/ír. 30,í3:t/4Í) 



Art, 

2. 314. 
4. SIL 

6. 314, 813, 4.1*. 
18. :.u. 
si. ;n t. 
26. 458, 586. 
37. Inc. 9. ;ü!L 
45. M2. 



Ley 13246 



Art. 

7. 3.-i 1, 3.12. 

20. -m:,, 396. 

46. 6S6i 003, 664. (¡72. 

48. m, 6*4. 

50. 715. 

52. Inc. e. 81, 

52. Inc. d. SI, 82, s.1, :151, 3.12, 333, 
714. 

52. Inc. «. 82. 

53. Inc. e. 82. 

55. 715. 



Art. 

11. íl, 22, 1.12. 

14. til, 62, 63, 151, J55, 105, MS, 471!, 

637. 
IB. 287. 2S!I. 

22. fil, 62. 1.11, 47(í, 477. 
28. 15, 121, 151, 153, 28*. 288, 283, 
.164, .1S«, ¡ÍH7, «88, 1187, 888. 



Ley 13.492 



Art 



2. 4H13. 



Art. 



L 961. 

9. Inc. b. 561. 



Ley 13.581 



Art. 

26. 204, 29.1, 376. 



34. 4ii2, 403. 

36. 348. 

41. 341, 340. 



Ley 13.581 



Art. 

26. .-77, 57S, 579. 
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Ley 13.893 



Art. 

36. 7 CS. 



Ley 13.897 



Art. 



1. 6W, 663, 684, «72. 

2. raí, mía. «(¡4, 663, fi72. 



Ley 13,985 



Art. 

7. !*:s, 96, 



Ley 13.996 



93. 7.17, 
132. 7.17, 



Ley 13.998 



Art. 



24. Inc. 7, A. 1», 31, 470, 477, 
27. 333, 
43. 493 

65*. toe: d. 19C, «14. 

Ley 14,069 



Art. 



3. 185, 186, 188, 139. 



Art. 



24. £04, 706. 



Ley 14.180 



Art. 



I. 494, .117, 780, 



Ley 14.188 



An, 



3. 609. 



Ley 14.191 



Art. 



i. Inc. 2. jh. 
5. 



Ley 14.226 



Art. 



Ley 14.236 



Art. 

13. 617. 



14. 4!i, 50, 158. 159, «ííl, l«i¡. 
37-í. 378. 41»), 4 nl, 462, 
617, 621. 



563, 



Ley 14.250 



3. :»:\ 
9. :>2. 



Art. 



2. 348. 



Ley 14.370 



Art 

21. 140, 141, 142. 

24. 617, 618, 626, 621, 622, 623. 



Ley 14.394 



Art. 

2. 449. 

4. 449. 4.11. 
U. 450. 
60. 663. 



Ley 14.408 



Art. 

12. 41.1. 4lfi, 



Ley 14.436 



Arl. 



1. .1*7, 389. 

2. 387, 389. 



Art. 



2. 53, 54. 403. 



Ley 14.451 



1. 123. 124, 131, 135, 130, 138, 140. 

3. 125, 131, 134. 

4. 128. 



i 



Art 

1. 644. fi j.l. 
3. «2. 

3. Inc, d. 352, 647, 048, 
3, Inc. g. 647, 648, 656. 
26. 650, 665, 672, 

Ley 14.455~ 

Art. 

37. 663. 

38. 77, 79, 80. 



ISHH'K l'OR AHTRTI.OS 



Ley 14.467 



Arl. 



i. ir*.-., n;r. 4i¡t, 



Ley 14.467 

(dcc. tñJ7t/r>6) 



Art. 



4. m. 



Ley 14.467 

{tlec. Í9£&f5e) 



.Vri 

10 a 18. üi¡:t. 
IL 4». 43. 




titee, ¿ 



Art. 

6. 221, 824 

12. 222. 

56. 7. 

56. 7, 1. 

56. Inc. 1. 8. 

56. Inc. 2. N. 

66. Inc. 3. 9. 



Ley 14.467 

(fírr. ffiS6/S7) 



24. ;{'.*;, i¡i>:i. 

25. 3f)2, una. 

26. K63, 

27. R63. 

28. iu¡:(. 



Ley 14 467 

((/re. 



A rt, 



1. 863. 

2. 663, 

3. .;..!. 



Ley 14.467 

(ífV<*. Í3JM/&7) 



AtI. 

33. 046. 
52. 391. 



Ley 14.467 

(<ltc iM$/$8) 



Art. 



13. 
16. 
18. 
19. 



24. 
24. 
24. 



24. 

28. 
51. 
52. 

53. 
56. 
57. 



520. 
171. 
I»7, 
106, 
4 ««i. 
820, 

ios, 

Inc. 
Inc. 

«9. 

Í36, 

Inc. 

■142, 

(w. 

196. 

fí37, 

839, 

t;;i7. 

it.w. 

637i 



4í>7. .i"", -ji». «ti. - ;, un!. Ton. 

171. 172, 4*li, ríHÜ. lÜHi. 7iHi. 
íflí, 17t>. 171, 172, 17.1. 4X5, 
40,1, 4S>7. .-uní, 503, 504, 

fii.-i, r.n;, «ni, «4i. 

4*4, 485. 
1. H12, 313. 

6. a. ¿ii. «1, 02, 04, fin, 
151, 33K, 54(1, 700, 725, 729, 

7. 1-0, 20!», i.", 202, 410, 541 t 
596, 03¡i, 752. 



03». 



Ley 14546 



Arl. 

14. 321. 
16. 321. 



Ley 14.559 



Ley 14,586 



Art 



79. 2S2. 



Ley 14.772 



Art 



Ley 14.792 



Arl. 



1, Inc. 32 893. 



Arl. 



21. 635. 

23. 47, 

26. Inc. d. ITS, 

40. 719. 

57. 17E», 180. 
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913 



Ley 14.878 



Art. 



28. titi.'í. 

29. 663. 



Ley 15.271 



A r í 



1. lOfi, M7, 17i>. 4s."., 4sfí, -IS7, 49,1, 

sos. 



Ley de Aduana 

Atr. 



93. 23. 

187. iiic, d, <ií»;t. 694. 

188. HM.í. 

180. Inc. c. isiil. «i<i:i, t;;»4, 695. 



Ley de Contabilidad 

(¡lee. «i, 154/3$) 



Art. 

6. 221, 224. 

12. 222. 

65. 7. 

56. 7. f. 

56. Iftt. 1. s. 

56. Inc. 2. S. 

56. Inc. 3. h. 

59. 7. 



Le y de Matrimonio Civil 

68. B08. 

78. ~m. 
102. :,uh. 
101. £ *. 



Leyes de Partida 

Partida .9» 



Art, 



ia ss. 



Tarifa de Avalúos 



P*rt, 
USO. 
1650. 31. 



DECRETOS DEL P E, DEFACTO 

12/6/31 

ArL 

1. 30, 32. 
12. 31. 



18.22 /43 



Art. 



6. III. -A.-,, 3S. 



17.920 44 



Art 

16. 15. 



Art. 



7. Inr-. g. .KL. 



29.176/44 



Art, 

5a M», l«o. 



29.375/44 



Art. 

41. Inc. 3. 98, los. .174, 3$$, 3¡»6. 

41. Inc. 4. 105 joii, 

186. Inc. L 738. 

206. Inc. 2. 7.*iS. 



30.439/44 



Art. 

2. :m. 

4. 314. 

6. :ím, 4óS. 

18. Sil. 

21. :ii4. 

26. 4.-.K, 538, 

37. Inc. 9. :ilo. 

45. 512. 



31 665/44 



Art. 



2. Inc. e. is.i. ]S6, 187, irs, i sí*. 



32.347/44 



Art. 



3. 7411. 741, 742. 

4. :tr.-. ;t.-.«¡. sggj sai, 74», 74], 742. 
1EJ. Inc. c. li's. 

77. I;»S, 201. 



33.405/44 



Art. 



158. 



5103/45 



Arl. 



1. 271, 272. 
4. 271, 272. 
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Arl 



4. Inc. c. ÍTO, 

4. Inc. *. Sí*, g?$, 281. 

7. 27ii, 271, 272, 27-, 27!». 28», 281. 

9. 277, 180. 

12. 2*1. 

18. Inc. 1. 281. 

18. Inc. 3. 1*77, 28ll. 

20. :<í¡í, 27». 274. 27.*. 27>1, 277. 2*0. 

29. 275. 277. 



23.852/45 


\r! 












24. 


Inc. 




28. 


.-..12, 


533, 



33.302/45 



Afín 

67. 2.-4. 



6395/46 



Arl. 

78. 442, 443. 



9316/46 



Art. 

2. f>24, H2S*, (1311, 831. 
8. r¡3l, 

20. 8£», fi31. 

21. S48, .-.49, 55(1, 551. 



13.937/46 



Art 



se, ui. 

56. Inc. ». 140, 142. 

64. 141. 

Bl. S4, 85, 



14.338/46 



Arl 



19. Inc. a. 525, :í28, 33 J. 
85. 333. 



14 584/46 



\r(. 

41. Inc. 3. 154. 
41. Inc. 8. 154. 



2739/56 



Arl. 



11. 24. 2í 



3952/56 



Art. 



2. Inc. a. 5H1. 





Art 




3. sí», ¡i]. 




14.199/56 


Art. 




2* ~\ "3 "1 ( l "4=1 1 _ 




15.374/56 


Art. 




4. 083, 




19.697/56 


Art. 




10 a 18. «03. 




U, 4(1, 43. 




23.354/56 


Art 




6. 221, 224. 




12. 222. 




55. 7. 




56. 7, K 




56. Inc. 1. 8. 




56. Inc. 2. 8. 




56. Inc. 3. 8. 




69. 7. 





2186/57 

(T. O.) 



Art. 

14. 480. 

16. Inc. C. 480. 

18. Inc. d 577, 579. 

34. 4(M. 



2191/57 



Art. 

29. K42, 643. 



4497/57 



Arl. 



6. MI, 182, 183. 



6666/57 



Art. 



24. :¡N4. 392, ««3. 

26. 3H2, ;mi, 394, <;03. 
28. fifi». 

27. 6*3. 

28. 868, 
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7914/57 



Arr. 

10. dí: 



Arr. 



1. 663, 

2. tlf. !. 

3. tUVA. 



Art. 



3, 719. 



9924/57 



Art. 



4. eos. 

6. tiít.l. 



13.128/57 



Ant. 

33. 640. 
52. sin. 



16.005/57 



Art. 



.'•id, 582, 

5. 580, 582. 



16.638/57 



Art. 



3. Inc. d. 450, 457. 



1049/58 



Arl. 



t mo, tus), e¿4. 

4. (¡19, 022. 

5. ai». 



1285/58 



Art, 

13. 52$ 

16. 171, 407, 500, ."20, 015, HUI, 700. 

18. 1117, 171, 172, 480, 5U2, 1109, 700. 

19. 100, 107, 170, 171, 172, 173, 485, 
480, 405, 407, 500, 502, 503, 504, 
52»», (115, Blti, H4M, (541. 

24. 101, 484, 485. 
34, Inc. 1. 312, 313, 530. 
24. Inc 6, a. 20, (11, 02, (¡4, 05, tl(¡, 60, 
151, 338, 540, 700, 7^29^30. 



Art. 



Inc. 7. ].-,n, 2d0, 257, 202, 439. 541, 
542, 590, 089, 752. 
28. 55. 

51. Htii. 

52. t;.17, 030. 

53. c:i¡). 

56. (¡,17, 639. 



63. .',-17. fiSíl. 



1828/58 



Art. 



9. 504. 



4485/58 



Art. 

2. 5lii. 
22. 510. 
24. 510. 
26. 516. 
31. 51(1, 



Art. 



1. 

2, 



187, 180. 



5166/58 



Art. 



L 010, tílH, 624. 



5567/58 



Art. 



1. 610. 



DECRETOS REGLAMENTARIOS 
DEL F. E. DEFACTO 

Ley de Contabilidad 

{tice. 9400/5?) 

Art. 

61. Inc. 22. 7, 8. 



DECRETOS REGLAMENTARIOS 
DEL F. E. NACIONAL 

Ley 346 



Art. 



10. Ii.c. b. 444, 445, 440. 
10. Inc. d. 444, 445, 440. 
18. 445. 



Ley 4687 



Art. 



183. 



IXDICE POR ARTIGOLOS 



Ley 11.275 

Art. 

3. ¡S*l. 


DECRETOS DEL P. E. 
NACIONAL 

34.952/47 


Art. 
40- «:t. 


Art, 

Ley 12.954 


8312/48 


Art. 

3. i«a. 


■10 23 

Ley 12.981 


3670/49 


Art. 

6. .102, 503. 




11.296/49 


Ley 13246 


Art. 

7. 68*. 


Art. 

106. 032. 
108. SI, S3, 


19 VTQ/AQ 


.i rt, 
106. fi32. 
108. BI, 83. 


Ley 14.370 


16. «17. 01*, (520, 021, 622, «24. 


24.836/49 


Art. 

1. l.ií, 


Ley 14.465 

(<ke. r¡8S3/r>S) 


25.716/51 


Art, 

9. Inc. 2. 4GS. 
47. 4.IE7. 4«S. 


Art. " 

2, 724, 720. 


Ley de Impuesto a los Beneficios 
Extraordinarios 

(7\ O. rn mSfi 


13.005/52 

Art, 

3. ri(í¡, 


Art. 

6. rto, 

7. 39. 


299/54 

Art. 

10. W$. 

1958/55 

Art. 

16. 017, 018, 620, 621, 022, 623, 624. 

5822/58 

Art, 

9. Inc, 2. ios. 
47. 4«7, 41W. 


Reglamentación de Justicia Militar 

<1¡. L. A. 6*) 


Art. 

II. n* 7. íOft, 


Impuestos Internos 


Art. 

eo. 
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906/59 



3. ?S. 



975/59 



Art. 



4063/59 



Art. 



2- m. 



8421/59 



1. il, 

2. 41. 

3. 41. 



16.200/59 



Art. 



1. 417, 418. 



16.504/59 



Art, 



1. 46. 



2639/60 



Art. 



1. 4:í4. 



6912/60 



íTt. 



1. 680, 581. 

2. 582, 



9252/60 



Art. 



i. m. 



Reglamento para la Justicia 
Nacional 



Art. 



2. 573. 

3, 224. 

8. Inc. J. 223, 

22. Iü7, 171, 312, 4S6, 502, 580. 641, 
701. 

23. 172, 173. 

24. tf. 
78. 6. 
86. t!. 



917 



Art. 

91. 6. 

109. .1SI. 249, 250. 

11B. 'illi. 

141. 1*3!), 241. 

144. 23(1. 24 J. 



Reglamento de la Cámara Pederá! 
de Apelaciones de Mendosa 



Art, 



4. 333. 



Reglamento Interno de la Cámara 
Federal de Apelaciones de Córdoba 



Art. 



16. Inc. a. 503 504. 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

Co nstitnción 

Art. 
156. 269. 



Código Fiscal 



Art. 

78. 232. 



Código de Procedimientos Civil y 
Comercial 



Art. 

27. 2fW. 

72. 723. 
300. £60. 
614. 1113. 



Ley 4350 



Art. 

26, 237. 

28. 236, 237. 

20. 22.1, 22K, 231, 232, 233, 23.1, 235. 



Ley 4875 



Art. 

29. 22í>. 



Ley 5125 



Art, 

40. Inc. b. 414, OÍ 



Ley 6607 



Art. 

fi. 272, 273. 

19. 27», 272. 

20. 20», 270, 271, 272, 275, 276. 
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